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Himno del 
Poder Judicial

Autor: Rafael Scarfullery Sosa

I
Hoy cantemos con orgullo

y con firme decisión:
la justicia es estandarte

y faro de la nación.

II
Es su norte el cumplimiento

de nuestra Constitución
su estatuto son las leyes

aplicadas sin temor.

III
Su balanza es equilibrio
que garantiza equidad
leyes, reglas y decretos
rigen su imparcialidad.

IV
Adelante la justicia

símbolo de la verdad
pues su misión es sagrada

porque sustenta la paz.

V
Adelante,

marchemos unidos
tras la luz de la verdad

adelante, cantemos unidos
por el más puro ideal.
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SENTENCIA DEL 2 DE MARZO DE 2009, NÚM. 1
Materia:	 Disciplinaria.
Recurrentes:	 Inocencio Ortiz Ortiz y compartes.
Abogados:	 Dres. Salvador Forastieri y Porfirio 

Hernández y Lic. Eric Raful.
Denunciantes:	 José Leonardo Abreu y compartes.
Abogados:	 Lic. Edwin Grandel Capellán y Dr. Enrique 

Marchena.

 
Dios, Patria y Libertad

República Dominicana
En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia, 

regularmente constituida por los Jueces Rafael Luciano Pichardo; 
Primer Sustituto de Presidente en funciones de Presidente, Eglys 
Margarita Esmurdoc, Segundo Sustituto de Presidente; Hugo 
Álvarez Valencia, Juan Luperón Vásquez, Julio Ibarra Rios, Enilda 
Reyes Pérez, Dulce Ma. Rodríguez de Goris, Julio Aníbal Suárez, 
Ana Rosa Bergés Dreyfous, Edgar Hernández Mejía, Darío O. 
Fernández Espinal, Pedro Romero Confesor y José E. Hernández 
Machado, asistidos de la Secretaría General, en la ciudad de Santo 
Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy 2 de marzo de 
2009, años 165° de la Independencia y 146° de la Restauración, 
dicta en Cámara de Consejo la siguiente sentencia:

Sobre la acción disciplinaria seguida a los Licdos. Inocencio Ortiz 
Ortiz, Leonora Pozo Lorenzo y Dr. Celestino Reynoso imputados 
de haber violado la Ley 111 sobre Exequátur de Profesionales; 

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol y llamar a los 
imputados Licdos. Inocencio Ortiz Ortiz, Leonora Pozo y Dr. 
Celestino Reynoso, quienes estando presentes declaran sus 
generales de ley;
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Oído a los denunciantes Licdos. Edwin Grandel Enrique 
Marchena Pérez y José Leonel Abreu en sus generales de ley;

Oído al Dr. Edwin Grandel Capellán, abogado y querellante, 
ratificando calidades como abogado del señor José Leonelo 
Abreu;

Oído al señor Daniel García Tejada ratificando calidades como 
asistente del Dr. Edwin Grandel;

Oído al Dr. Enrique Marchena abogado y querellante ratificando 
calidades y asumiendo la defensa de José Leonelo Abreu 
Aguilera;

Oído al Dr. Salvador Forastieri así como al Dr. Porfirio Hernández 
y Lic. Eric Raful en sus generales y sumarse a la defensa del Lic. 
Inocencio Ortiz Ortiz;

Oído a los Licdos. Eduardo Jorge Prats y Carlos Salcedo 
constituirse en nombre y representación del Lic. Inocencio 
Ortiz;

Oído al Dr. Celestino Reynoso reiterando calidades al asumir su 
propia defensa;

Oído a la Lic. Leonora Pozo, declarar que su abogado no esta 
presente, por lo que asume su propia defensa;

Oído al representante del Ministerio Público en la presentación 
del caso y ratificar el apoderamiento dado en audiencia anterior;

Oída la lectura de la sentencia de esta Suprema Corte de Justicia 
de fecha 28 de octubre de 2008 la cual expresa: “Primero: Acoge 
el pedimento formulado por el representante del Ministerio 
Público en la presente causa disciplinaria seguida en Cámara de 
Consejo a los prevenidos Lic. Inocencio Ortiz Ortiz, Leonora 
Pozo Lorenzo y Dr. Celestino Reynoso, abogados, en el sentido 
de que se aplace el conocimiento de la misma y se le conceda 
un plazo para producir su dictamen; Segundo: Concede el plazo 
solicitado y en consecuencia, fija la audiencia en Cámara de 
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Consejo del día dos (2) de diciembre 2008 a las nueve horas de 
la mañana (9:00 a.m.); Tercero: Esta sentencia vale citación para 
todos los presentes”;

Oído al representante del Ministerio Público en la lectura y 
producción de su dictamen al expresar: “Después de escuchar 
la lectura de la sentencia hemos presentado un escrito sobre 
excepción de incompetencia; Primero: Que sea declarada 
admisible la excepción de incompetencia planteada por el Lic. 
Inocencio Ortiz Ortiz y compartes, por entender el Ministerio 
Público, que el Honorable Pleno de la Suprema Corte de Justicia 
es incompetente de conocer las querellas disciplinarias en contra 
de los abogados, en primer grado, por las razones expuestas en el 
presente escrito; Segundo: Que la referida querella disciplinaria, 
sea remitida al Tribunal Disciplinario del Colegio de Abogados 
de la República Dominicana, para los fines procedentes. Y haréis 
una buena, sana y justa administración de justicia”;

Oído a los abogados del prevenido Lic. Inocencio Ortiz expresar: 
“Después de haber escuchado el dictamen del representante 
del Ministerio Público, nos dimos cuenta que coinciden con las 
conclusiones vertidas por nosotros en audiencia anterior en ese 
sentido.- Nos vamos a sumar a corroborar con su dictamen que 
se corresponde exactamente con nuestras conclusiones vertidas 
en audiencia anterior”; 

Oído a los abogados del denunciante en la lectura de su escrito de 
objeción al dictamen del Procurador Adjunto de la Procuraduría 
General de la República y concluir de la manera siguiente: 
“Primero: Acumular todas las excepciones procesales planteadas 
por los abogados de la defensa de los imputados Inocencio Ortiz 
Ortiz, Leonora Pozo, y Celestino Reynoso; Segundo: Se declaren 
inadmisibles todas las excepciones procesales expresadas con 
posterioridad a la sentencia incidental que emitiera la Suprema 
Corte de Justicia, en Pleno y en atribuciones disciplinarias por 
haber sido presentadas no de manera simultanea como establece 



6	 Boletín Judicial 1180 

el artículo 2 de la Ley 834 del 1978; Tercero: En cuanto al 
fondo de todos los incidentes, sobre nulidad, inadmisibilidad 
e incompetencia, que luego de haber sido acumulados, para el 
improbable caso de que no sea acogida la inadmisibilidad contra 
las excepciones con posterioridad planteados, los mismos sea 
rechazados por improcedentes, mal fundados y carentes de base 
legal, al resultar contrarios a los procedentes jurisprudenciales 
establecidos por esta Suprema Corte de Justicia, citadas en el cuerpo 
de las presentes motivaciones, procediendo en consecuencia a 
juzgar las causas, fundamentos y méritos de la presente querella 
disciplinaria en contra de los imputados Inocencio Ortíz Ortíz, 
Leonora Pozo, y Celestino Reynoso; sometidos por inconducta 
notoria en el ejercicio de su profesión de manera rutinaria. Y 
depositar escrito de objeción al dictamen del Procurador General 
Adjunto de la Procuraduría General de la República”; 
Oído al representante del Ministerio Público referirse a las 

conclusiones de los abogados de los denunciantes y ratificar su 
dictamen;
Oído a los abogados de los prevenidos expresar: “Nos adherimos 

al dictamen del Representante del Ministerio Público y pedirnos el 
rechazo de las conclusiones principales y subsidiarias vertidas por 
los abogados de los querellantes y ratificamos las conclusiones de 
nuestro escrito”;
La Corte después de deliberar falló: “Primero: Reserva el 

fallo sobre los pedimentos formulados por las partes en la 
presente causa disciplinaria seguida en Cámara de Consejo a los 
prevenidos Lic. Inocencio Ortíz Ortíz, Leonora Pozo Lorenzo 
y Dr. Celestino Reynoso, abogados, para ser pronunciado en la 
audiencia del día dos (2) de marzo del 2009, a las nueve horas de 
la mañana (9:00 a.m); Segundo: Esta sentencia vale citación para 
todos los presentes”;
Resulta que el fallo sobre los pedimentos de las partes fue 

reservado para ser pronunciado en el día de hoy 2 de marzo de 
2009;
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Visto los documentos y piezas que integran el expediente;

Considerando, que respecto a las conclusiones incidentales 
principales tendentes a la declaratoria de incompetencia de esta 
Suprema Corte de Justicia para el enjuiciamiento disciplinario 
de los Licdos. Inocencio Ortiz, Leonora Pozo Lorenzo, y el 
Dr. Celestino Reynoso, las mismas se fundamentan en las 
disposiciones del artículo 8 de la Ley núm. 111 sobre exequátur 
de Profesionales del 9 de noviembre de 1942;

Considerando, que el artículo 8 de la Ley No. 111 del 3 de 
noviembre de 1942, dispone expresamente que: “La Suprema 
Corte de Justicia, como tribunal disciplinario en caso de mala 
conducta notoria en el ejercicio de la profesión de un profesional 
a quien se le hubiera otorgado exequátur, en virtud de ésta o de 
cualquier otra ley, podrá privarlo del mismo hasta por un año y 
en caso de reincidencia hasta por cinco años. Los sometimientos 
serán hechos por el Secretario de Estado de Salud Pública para 
los profesionales en ciencias médicas, por el Procurador General 
de la República, para los abogados o notarios, por el Secretario de 
Estado de Obras Públicas y Riego para los ingenieros, arquitectos 
y agrimensores y por el Secretario de Estado de Educación y 
Bellas Artes para los demás profesionales”;

Considerando, que el apoderamiento que ha hecho a esta Corte 
el Magistrado representante del Ministerio Público, persigue la 
aplicación a los profesionales prevenidos de la violación al texto 
legal que se acaba de transcribir si se comprueba que realmente ha 
incurrido en mala conducta notoria en el ejercicio de la profesión; 
que esa sanción de privación del exequátur otorgado por el Poder 
Ejecutivo, no está prevista en la Ley No. 91, que crea el Colegio 
de Abogados de la República Dominicana, ni derogada en modo 
alguno las disposiciones del artículo 8 de la Ley No. 111 de 1942, 
como lo hace en su artículo 21 de manera expresa con el artículo 
2, numeral 3 del Reglamento 6050 de 1949 para la Policía de las 
Profesiones Jurídicas;
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Considerando, que en el sentido expuesto, si la Ley No. 91 de 
1983 o cualquier otra hubiese establecido, que quedaba derogada 
la Ley No. 111 de 1942 o determinadas disposiciones de la 
misma, cabría entonces la tesis que sostienen los abogados de los 
coprevenidos, al proponer la incompetencia de la Suprema Corte 
de Justicia para conocer del asunto de que se trata; pero como 
la Ley No. 111 citada, establece la necesidad de un exequátur 
otorgado por el Poder Ejecutivo para el ejercicio en el país de 
todas las profesiones que exijan título universitario nacional 
o extranjero, así como el procedimiento para su obtención, y 
como la Ley No. 91 mencionada, ni tampoco el Código de Ética, 
establecen un procedimiento especial para la privación por mala 
conducta notoria o cancelación por condenación definitiva a pena 
criminal de cualquier profesional, del exequátur que se le haya 
otorgado, tal como lo disponen los artículo 8 y 9 de la referida 
Ley No. 111, es evidente que éstos mantienen su vigencia.

Por tales motivos,

Falla:
Primero: Rechaza las conclusiones incidentales presentadas 

por el Ministerio Público y la defensa de los coprevenidos 
Licdos. Inocencio Ortiz, Leonora Pozo Lorenzo y Dr. Celestino 
Reynoso por improcedentes e infundadas; Segundo: Declara la 
competencia de la Suprema Corte de Justicia para conocer de la 
acción disciplinaria por violación al artículo 8 de la Ley No. 111 
del 3 de noviembre de 1942 ejercida contra dichos co-prevenidos; 
Tercero: Ordena la continuación de la causa y en consecuencia 
fija la audiencia en Cámara de Consejo del día 28 de abril de 2009 
para el conocimiento de la misma; Cuarto: Esta sentencia vale 
citación para las partes presentes y representadas. 

Firmado: Rafael Luciano Pichardo, Eglys Margarita Esmurdoc, 
Hugo Álvarez Valencia, Juan Luperón Vásquez, Margarita 
A. Tavares, Julio Ibarra Ríos, Enilda Reyes Pérez, Dulce Ma. 
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Rodríguez de Goris, Julio Aníbal Suárez, Edgar Hernández Mejía, 
Darío O. Fernández Espinal, Pedro Romero Confesor y José E. 
Hernández Machado. Grimilda Acosta, Secretaria General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los señores 
Jueces que figuran en su encabezamiento, en la audiencia pública 
del día, mes y año en ella expresados, y fue firmada, leída y 
publicada por mí, Secretaria General, que certifico. 
www.suprema.gov.do



SENTENCIA DEL 4 DE MARZO DE 2009, NÚM. 2
Decisión impugnada:	 Núm. 165-08, homologada por el Consejo 

Directivo del INDOTEL, del 19 de junio de 
2008.

Materia:	 Civil.
Recurrente:	 Turística Yara-Ri Dominicana, S. A.
Abogado:	 Lic. Dionisio Ortiz Acosta.
Recurrida:	 Verizon Dominicana, C. por A.
Abogados:	 Licdos. Diana de Camps y Ernesto V. 

Raquel Romero.

 
Dios, Patria y Libertad

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia, 
regularmente constituida por los Jueces Jorge A. Subero Isa, 
Presidente de la Suprema Corte de Justicia; Rafael Luciano 
Pichardo, Primer Sustituto de Presidente; Eglys Margarita 
Esmurdoc, Segundo Sustituto de Presidente; Hugo Álvarez 
Valencia, Juan Luperón Vásquez, Margarita A. Tavares, Julio 
Ibarra Ríos, Enilda Reyes Pérez, Dulce Ma. Rodríguez de Goris, 
Julio Aníbal Suárez, Víctor José Castellanos Estrella, Ana Rosa 
Bergés Dreyfous, Edgar Hernández Mejía, Darío O. Fernández 
Espinal, Pedro Romero Confesor y José Enrique Hernández 
Machado, asistidos de la Secretaria General, en la ciudad de 
Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, capital de la 
República Dominicana, hoy 4 de marzo de 2009, años 165° de 
la Independencia y 146° de la Restauración, dicta en audiencia 
pública, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de apelación interpuesto por Turística Yara-
Ri Dominicana, S. A., entidad comercial organizada y existente 
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de conformidad con las leyes de la República Dominicana, con 
su asiento social en la avenida Lope de Vega núm. 19, Edificio 
Piisa, Suite 303, en el Ensanche Naco de esta ciudad de Santo 
Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, la cual tiene como 
presidente al señor Manuel Vallet Garriga, español, mayor de 
edad, casado, empleado privado, titular del pasaporte español 
núm. AC000925, contra la decisión núm. 165-08, adoptada por 
el Cuerpo Colegiado núm. 08-0023, homologada por el Consejo 
Directivo del INDOTEL, el 19 de junio de 2008, mediante 
Resolución de Homologación núm. 330-08, sobre recurso de 
queja núm. 5255; 

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído al alguacil de turno llamar a la parte recurrente Turística 
Yara-Ri Dominicana, S. A., quien esta representada por el Licdo. 
Dionisio Ortiz Acosta y la parte recurrida Verizon Dominicana, 
C. por A., quien está representada por sus abogados Licdos Diana 
de Camps y Ernesto V. Raful Romero;

Oído al Licdo. Dionisio Ortiz Acosta, abogado de la parte 
recurrente concluir de la forma siguiente: “Primero: en cuanto a la 
forma: declarar bueno y válido el presente recurso, por haber sido 
interpuesto en tiempo hábil y conforme a las normas procesales 
que rigen la materia; Segundo: En cuanto al fondo, revocar en 
todas sus partes la decisión número 165-08 de fecha 19 del mes de 
junio del año 2008 emitida por el Cuerpo Colegiado No. 08-0023 
del Instituto Dominicano de Telecomunicaciones (INDOTEL) 
para la solución de controversias entre Usuarios y Prestadoras de 
los Servicios Públicos de las Telecomunicaciones, homologada 
mediante Resolución número 303-08 de fecha 15 del mes de julio 
del año 2008 por el Instituto Dominicano de Telecomunicaciones 
(INDOTEL), conforme a las consideraciones expuestas 
precedentemente; en consecuencia: Declarar la improcedencia de 
los cargos realizados por la Compañía Dominicana de Teléfonos, 
C. por A. (CODETEL), en perjuicio de Turística Yara –Ri 
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Dominicana, S. A., contenidos en la factura número 051227; 
Tercero: Condenar a la Compañía Dominicana de Teléfonos, C. 
por A. (CODETEL), al pago de las costas generadas en el curso 
del procedimiento, ordenando su distracción en provecho del 
Licenciado Dionisio Ortiz Acosta, abogado de la parte recurrente, 
quien afirma estarla avanzando en su mayor parte”; 

Oído a los Licdos. Diana de Camps y Ernesto V. Raful Romero, 
abogados de la parte recurrida concluir de la manera siguiente: 
“Primero: Comprobar y declarar los siguientes hechos: a) 
Que la reclamación No. 3801604 interpuesta por Yarari ante el 
Departamento de Servicio al Cliente de CODETEL, tiene por 
objeto el descargo de la suma de dos millones cuatrocientos 
ochenta y cinco mil setecientos veintinueve pesos oro dominicanos 
con 19/100 (RD$2,485,729.19), alegadamente facturada por 
concepto de venta de equipos en la factura de febrero de 2008 
de la línea 809-552-0500; b) Que la suma realmente facturada en 
el mes de febrero de 2008 por concepto de venta de equipos 
asciende a dos millones cuatrocientos veintiún mil novecientos 
diez pesos dominicanos con 57/100 (RD$2,421,910.57), dicha 
suma se encuentra desglosada de la siguiente manera: a) dos 
millones trescientos cuarenta y un mil doscientos ochenta y ocho 
pesos oro dominicanos con 80/100 (RD$2,341,288.80), por 
concepto de venta e instalación de central telefónica; y b) ochenta 
mil seiscientos veintiún pesos oro dominicanos con 77/100 
(RD$80,621,177.00) por concepto de venta e instalación de 
contabilizador de llamadas; c) Que con relación a la deuda de dos 
millones trescientos cuarenta y un mil doscientos ochenta y ocho 
pesos oro dominicanos con 80/100 (RD$2,341,288.80), generada 
por concepto de venta de central telefónica, la cual se encuentra 
desglosada de la siguiente manera: a) Diferencia adeudada por 
valor del equipo-US$59,940.84 y b) Costo de instalación de la 
central –US$9,865.03, para un total general de US$69,805.87; d) 
Que con relación a la deuda de ochenta mil seiscientos veintiún 
pesos oro dominicanos con 77/100 (RD$80,621,177.00), 
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generada por concepto de venta de contabilizador de llamadas, 
la misma se encuentra desglosada de la siguiente manera: a) Valor 
del equipo –US$2,099.34; b) Instalación equipo –US$262.42 y c) 
Itbis de la instalación –US$41.99; e) Que los cargos facturados por 
concepto de venta de equipos fueron correctamente realizados, y 
tienen como base de sustentación, los documentos siguientes: a) 
Contrato de venta equipos de datos 1 de fecha 5 de julio de 2005, 
suscrita entre Codetel y Yarari; b) Cotización No. 166397 de fecha 
27 de abril del 2005 suscrita entre Codetel y Yarari; c) Contratos 
de venta equipos de datos 2 de fecha 5 de julio del 2005 entre 
Codetel y Yarari; y d) Cotización No. 95706 de fecha 13 de junio 
del 2005 suscrita entre CODETEL y Yarari; f) Que los contratos 
precitados fueron suscritos y se han ejecutado de manera regular, 
por lo que Yarari está obligada a cumplir con los cargos facturados 
por estos conceptos; g) Que la cláusula 4 de ambos contratos de 
venta equipos de datos establece textualmente que “en caso de 
que el cliente manifestare su rechazo al equipo o su voluntad de 
rescindir el presente contrato, sólo podrá hacerlo dentro de los 
treintas (30) días siguientes a la firma de este contrato, en cuyo 
caso el cliente conviene en que Verizon retenga el cincuenta por 
ciento (50%) del total pagado a la fecha de la terminación del 
contrato, el cliente se obliga a devolver el equipo dentro del plazo 
anteriormente establecido, transcurrido dicho plazo, el cliente 
no podrá retornar a Verizon el equipo y deberá pagar los valores 
pendientes por concepto de la venta del mismo conforme a la 
cotización; h) Que asimismo, la cláusula 2.4 del contrato de venta 
de equipos de datos 1 establece que “en caso de que el cliente 
opte por pagar el precio de venta de forma indicada, será realizado 
de la forma siguiente: a) Un primer pago por la suma de catorce 
mil novecientos ochenta y cinco con 21 cents (US$14,485.21) 
correspondiente a (US) equivalente al 20% del precio como 
primera cuota y trece mil quinientos cincuenta y seis con 57 cents 
(US$13,556.57) como totalidad de los impuestos aplicables, al 
momento de la firma del presente contrato y (6) cuotas iguales, 
mensuales consecutivas por la suma de nueve mil novecientos 
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noventa con 14 cents (US$9,990.14) pagaderas a partir de la 
entrega del equipo, opción contratada; i) Que Yarari se acogió al 
pago financiado, y en fecha 5 de julio de 2005 realizó un primer 
pago de veintinueve mil cuatrocientos ochenta y seis con 00/100 
dólares norteamericanos (US$29,486.00), el resto de la deuda sería 
pagada en seis (6) cuotas mensuales, conforme el artículo 2.4, 
precitado; j) Que, asimismo, la cláusula 2.4 del contrato de venta 
de equipos de datos 2 establece que “en caso de que el cliente opte 
por pagar el precio de venta de forma indicada, será realizado de 
la forma siguiente; a) Un primer pago por la suma de quinientos 
veinticuatro con 83 cents. (US$524.83) correspondiente a (US$) 
equivalente al 20% del precio como primera cuota y a cuatrocientos 
diecinueve con 86 cents. (US$419.86) como totalidad de los 
impuestos aplicables, al momento de la firma del presente 
contrato y seis (6) cuotas iguales, mensuales y consecutivas por 
la suma de trescientos cuarenta y nueve con 89 cents (US$349.89 
) pagaderas a partir de la entrega del equipo, opción contratada; 
k) Que Yarari se acogió al pago financiado, realizó un primer 
pago de novecientos cuarenta y cuatro con 69/100 dólares 
norteamericanos (US$944.69), el resto de la deuda sería pagada 
en seis (6) cuotas mensuales, conforme el artículo 2.4, precitado 
I) Que, en otro orden, el artículo 3.2 del contrato de venta de 
equipos de datos 1 establece que “en adición al precio de venta, el 
cliente conviene en pagar el costo de los servicios de instalación 
del equipo descritos en la cotización por la suma de nueve mil 
ochocientos sesenta y cuatro con 03 cents. (US$9,864.03) el 
cual será pagado por el cliente al momento de la instalación del 
equipo; m) Que, asimismo, el artículo 3.1 del contrato de venta de 
equipos de datos 2 establece que “en adición al precio de venta, el 
cliente conviene en pagar el costo de los servicios de instalación 
del equipo descritos en la cotización por la suma de doscientos 
sesenta y dos con 42 cents. (US$262.42) el cual será pagado por el 
cliente al momento de la instalación del equipo”; n) Que consta 
en el expediente la carta de fecha 26 de marzo del 2007, mediante 
la cual la empresa Yarari, por intermedio del vicepresidente de 
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finanzas del complejo hotelero de Sivory Punta Cana, señor 
Estanislao Faneca, aceptó y reconoció que todos los servicios 
contratados con CODETEL relativos al proyecto denominado 
“Solución telefónica e Internet, para Yaraví Spa and Winw”, 
incluyendo de manera especial la venta e instalación de los equipos 
central telefónica Meridian opción 11 c y el equipo contabilizador 
de llamadas modelo MDR AVOTUS, habían sido debidamente 
completados; o) Que no obstante los equipos fueron entregados 
e instalados oportunamente por parte de Codetel, a la fecha Yarari 
no ha realizado pago alguno en relación a la instalación y cuotas 
de financiamiento de los mismos, razón por la cual dicha deuda 
fue correctamente cargada en la factura del mes de febrero de 
la línea telefónica 809-552-0500; Segundo: En cuanto al fondo, 
y por los hechos antes mencionados, rechazar el recurso de 
apelación interpuesto por la sociedad comercial Turística Yarari 
Dominicana, C. por A. contra la decisión No. 165-08 de fecha 
19 de junio de 2008, dictada por el Cuerpo Colegiado No. 08-
0023 del INDOTEL, y homologada por el Consejo Directivo del 
INDOTEL mediante la Resolución de Homologación No. 303-
08 de fecha 24 de julio de 2008, por improcedente, mal fundado 
y carente de base legal, en consecuencia, estatuyendo por propia 
autoridad y contrario imperio, ratificar íntegramente la decisión 
No. 165-08 antes descrita, por haber sido dictada como resultado 
de un examen serio de los hechos, y conforme a una correcta 
interpretación y aplicación del derecho; Tercero: Que se rechace 
la solicitud de condenación a costas expuesta por Turística Yarari 
Dominicana, C. por A. ya que en esta materia no se condena a 
pago de costas”;

La Corte, luego de deliberar decide: “Único: La Corte fallará 
conforme al derecho”; 

Visto el auto núm. 21/2008 dictado el 5 de noviembre de 2008, 
por el magistrado Jorge A. Subero Isa, Presidente de la Suprema 
Corte de Justicia, por medio del cual llama al magistrado Ignacio 
Camacho, juez Presidente de la Tercera Sala de la Cámara Penal 
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de la Corte de Apelación del Distrito Nacional, para integrar el 
Pleno de la Suprema Corte de Justicia en la deliberación y fallo del 
recurso de casación de que se trata, de conformidad con las Leyes 
núms. 684 de 1934 y 926 de 1935;

Resulta, que con motivo del recurso de queja núm. 5255 
interpuesto ante el Indotel por Turística Yara-Ri Dominicana, S. 
A., el Cuerpo Colegiado núm. 08-0023, adoptó la decisión núm. 
165-08 homologada por el Consejo Directivo del Indotel el 19 
de junio de 2008, cuya parte dispositiva establece: “Primero: En 
cuanto a la forma, acoge como bueno y válido el recurso de queja 
No. 5255 de fecha 19 de marzo de 2008, interpuesto por la usuario 
Turística Yara-Ri Dominicana/ManuelVallet G. representado 
por Dionisio Ortíz Acosta contra la prestadora Compañía 
Dominicana de Teléfonos, C. por A. por haber sido interpuesto 
conforme a la Ley General de Telecomunicaciones No. 153-98 y 
el Reglamento para la Solución de Controversias entre Usuarios 
y Prestadoras de los Servicios Públicos de Telecomunicaciones; 
Segundo: En cuanto al fondo, rechaza las pretensiones de la 
usuaria Turística Yara-Ri Dominicana/ManuelVallet G. y en 
consecuencia le ordena pagar a favor de la prestadora Compañía 
Dominicana de Teléfonos, C. por A., la suma de (dos millones 
cuatrocientos veintiún mil novecientos diez pesos dominicanos 
con 57/100 (RD$2,421,919.57) (sic) impuestos incluidos, 
correspondientes a la deuda generada por concepto de venta de 
equipos, y facturada en el mes de febrero de 2008 a través de la 
línea telefónica No. 809-552-0500; sin perjuicio de los cargos por 
mora e intereses que pudiese generar dicha cuenta, respetando lo 
establecido en el artículo 12.4 del Reglamento para la Solución de 
Controversias entre Usuarios y Prestadoras de Servicios Públicos 
de Telecomunicaciones; Tercero: Se ordena que esta decisión sea 
comunicada a todas las partes involucradas en el presente caso”; 

Resulta, que no conforme con esta decisión, la parte recurrente 
Turística Yara-Ri Dominicana, C. por A. interpuso contra la misma 
formal recurso de apelación por ante la Suprema Corte de Justicia;
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Resulta, que por auto de fecha 15 de septiembre de 2008, el 
Magistrado Juez Presidente de la Suprema Corte de Justicia, fijó 
la audiencia del día 5 de noviembre de 2008, para conocer en 
audiencia pública del recurso de apelación antes mencionado; 

Resulta, que en la audiencia del día 5 de noviembre de 2008, 
las partes concluyeron de la manera en que aparece copiado 
precedentemente;

Considerando, que la parte recurrente en su acto del recurso 
fundamenta su apelación en los alegatos siguientes: “Que el Cuerpo 
Colegiado hizo caso omiso de los hechos previamente aceptados, 
relativos a que desde el inicio de las relaciones contractuales y a 
lo largo de tres (3) años, ambas partes convinieron la reparación 
de los equipos y la solución de los diversos problemas que los 
mismos presentaron desde sus inicios; que en ese tenor, basta con 
referirnos a la página 16 de la decisión de marras, en la cual se plasma 
que fueron depositadas las evidencias de las comunicaciones 
“que durante todo este tiempo (aproximadamente tres años) 
se han enviado las partes en pos de resolver los problemas que 
alegan tienen los equipos por ellos adquiridos; que al respecto, 
es menester reconocer que hubo un acuerdo entre las partes 
tendente a resolver los defectos de los equipos, causa la cual 
justifica que la empresa Turística Yara-Ri Dominicana, S. A. no 
haya procedido a la entrega de los equipos dentro del plazo de 
treinta (30) días contenidos en los contratos citados y es que, 
había operado un nuevo acuerdo entre las partes en pro de la 
solución de los conflictos y defectos de los equipos, que impedían 
el ejercicio de la devolución de los mismos; que en este sentido 
la decisión número CC 165-08 de fecha 19 del mes de junio del 
año 2008, ha incurrido en una contradicción de motivaciones, al 
aceptar por un lado las pruebas de los acuerdos posteriores entre 
las partes, y por otro aplicar el contenido del contrato inicial; 
que en aplicación de la indicada disposición legal, es menester 
no retener la conclusión emitida por la decisión recurrida en 
cuanto a la vigencia de la obligación a cargo de Turística Yara-Ri 
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Dominicana, S. A. de proceder a la devolución de los equipos en 
el plazo contractual, sino más bien es preciso retener la obligación 
de ésta de honrar su compromiso de esperar a la Prestadora a 
que proceda a corregir los desperfectos y a cumplir sus diversas 
promesas realizadas luego de las reclamaciones de la exponente, 
ninguna de las cuales fue satisfecha; que en consecuencia, ha 
operado una incorrecta aplicación de la ley, específicamente 
del citado artículo 1134 del Código Civil Dominicano; que en 
otro orden de ideas y sin perjuicio de lo anterior, es menester 
destacar que resulta contraproducente admitir una obligación 
generada por un concepto que fue posteriormente objeto de una 
nueva negociación entre las partes, puesto que ello implicaría 
reconocer que mediante las promesas de reparación de defectos 
y de subsanar incumplimientos, como en afecto lo vino haciendo 
la Compañía Dominicana de Teléfonos, C. por A. (CODETEL), 
cualquier parte puede prevalerse para luego alegar el no ejercicio 
del derecho; que dicho de otra manera, es contrario a toda norma 
de buena fe que, la Compañía Dominicana de Teléfonos, C. por A. 
(CODETEL), se beneficie del no ejercicio de la devolución de los 
equipos en el término pactado en los contratos, cuando la misma 
se basó en promesas que no fueron posteriormente cumplidas, 
admitiéndole por ende que dicha compañía se prevalezca en su 
propia falta para liberarse de una obligación de garantía a su cargo; 
que sin perjuicio de las consideraciones anteriores, la decisión 
objeto de recurso ha violentado otras normas y principios, en la 
medida en se limita a retener una obligación a cargo de Turística 
Yara-Ri Dominicana, S. A., sin tomar en cuenta que mediaron 
múltiples incumplimientos a cargo de la Compañía Dominicana 
de Teléfonos, C. por A. (CODETEL), que fundamentan el 
no pago de los montos generados alegadamente a cargo de la 
exponente; que no obstante lo anterior y no obstante haberlo 
incluido en la exposición de alegatos de la parte reclamante, el 
Cuerpo Colegio a-quo, en sus consideraciones de derecho, no hizo 
referencia alguna a los incumplimientos a cargo de la Prestadora 
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de los Servicios de Telecomunicaciones, incurriendo por tanto 
en una insuficiencia de motivos; que en adición, el razonamiento 
de la Corte a-qua adolece de hacer una errónea interpretación 
de la ley, en la medida en que fue aplicado el artículo 1134, 
desconociendo el principio del no adiplenti contrato, en la medida 
en que obvia que el incumplimiento de una parte genera a favor 
de la otra una suspensión de las obligaciones a su cargo; que en 
consecuencia, debe ser reconocido de cara a las normas vigentes 
en la materia, que no existía a cargo de la sociedad Turística Yara-
Ri Dominicana, S. A., la obligación de devolución de los equipos 
en un plazo predeterminado, en la medida en que la Compañía 
Dominicana de Teléfonos, C. por A. (CODETEL) no cumplió 
no honró el compromiso de reparación de los equipos que fue 
pactado convencionalmente para la solución de los conflictos; 
que finalmente, debe ser indicado que las relaciones contractuales 
entre las partes que generan el proceso que nos ocupan, caen 
dentro de la categoría de los denominados “Contrato de 
Adhesión”, en donde “la parte más poderosa económicamente 
o la que se beneficia de un monopolio, o pura y simplemente 
la que se encuentra en una posición más ventajosa, le impone a 
la otra las condiciones del contrato, fija tarifa, impone precios y 
condiciones, la parte más débil no tiene posibilidad de regateo, se 
somete pura y simplemente a las condiciones de su contraparte, 
se adhiere a las condiciones; que en “los contratos de adhesión, 
la acción de la jurisprudencia se manifiesta introduciéndole al 
contrato cláusulas que aún cuando han sido aceptadas por las 
partes contratantes van en protección del más débil; que la 
cláusula de devolución de equipos antes citada, debe retenerse 
dentro de este tipo de disposiciones contractuales, en la medida en 
que la misma tiende a limitar la responsabilidad de la Prestadora 
de Servicios, indicándose que en caso de rechazo de los equipos, 
el cliente solo podrá realizar devolución en un plazo de treinta 
(30) días, renunciando al cincuenta por ciento (50%) de lo pagado 
a la fecha, sin ejercer influencia alguna de si existen desperfectos 
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atribuibles a la Compañía Dominicana de Teléfonos, C. por A. 
(CODETEL), en su calidad de parte vendedora y prestadora 
de un servicio de telecomunicaciones; que desconociendo el 
carácter de contrato de adhesión, y las reglas que imperan en el 
sector de telecomunicaciones, en especial la normativa tendente 
a la protección del Usuario, la decisión objeto de recurso hace 
aplicación de la cláusula de referencia, pese a su carácter abusivo 
y de mala fe”; 

Considerando, que en relación con los alegatos expuestos por la 
parte recurrente el Cuerpo Colegiado apoderado luego del examen 
de los documentos consignó en la decisión apelada: “Que la usuaria, 
alega en la interposición del presente recurso de queja que, desde la 
fecha en que obtuvo los equipos y los diferentes servicios, esto es, 
desde el día 5 de julio del 2005, no ha tenido el servicio tal como fue 
contratado; que del mismo modo alega la usuaria, que los equipos 
son obsoletos y que no han podido utilizarlos porque no llenan las 
expectativas de sus clientes; que la usuaria, por intermedio de sus 
abogados ha depositado varias copias de los correos electrónicos, 
que durante todo este tiempo (aproximadamente tres años) se han 
enviado las partes en pos de resolver los problemas que alegan tiene 
los equipos por ellos adquiridos; que la prestadora, depositó copia 
de los contratos firmado por las partes en el año 2005, y depositó 
además los contratos de los servicios ofrecidos por la prestadora 
y adquiridos por la usuaria; que la cláusula 4 de ambos contratos 
de venta equipos de datos establece “en caso de que el cliente 
manifestare su rechazo al equipo o su voluntad de rescindir el 
presente contrato, sólo podrá hacerlo dentro de los treinta (30) días 
siguientes a la firma de este contrato, en cuyo caso el cliente conviene 
en que Verizon retenga el cincuenta por ciento (50%) del total 
pagado a la fecha de la terminación del contrato, el cliente se obliga 
a devolver el equipo dentro del plazo anteriormente establecido, 
transcurrido dicho plazo, el cliente no podrá retornar a Verizon 
el equipo y deberá pagar los valores pendientes por concepto de 
la venta del mismo conforme a la cotización; que el artículo 1134 
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del Código Civil nos dice: Las convenciones legalmente formadas, 
tienen fuerza de ley para aquellos que la han hecho, no pueden ser 
revocadas, sino por su mutuo consentimiento, por las causas que 
están autorizadas por la ley, deben llevarse a ejecución de buena fe, 
tienen fuerza de ley para los firmantes; que la usuaria, al no estar 
de acuerdo con el servicio ni con los equipos, debió devolverlos 
dentro del plazo que le otorgaban los contratos por ellos firmados, 
pero, no retornó los equipos dentro de los treinta (30) días de la 
venta, y entendemos que dicha devolución es extemporánea, toda 
vez que han transcurrido aproximadamente tres (3) años desde 
la adquisición de los mismos; que entre las obligaciones de los 
usuarios de los servicios públicos de telecomunicaciones conforme 
al literal o del artículo 1 del Reglamento para la Solución de 
Controversias entre Usuarios y Prestadoras de Servicios Públicos 
de Telecomunicaciones, se encuentra la obligación de pagar por el 
consumo del servicio o cualquier cargo aplicable según el acuerdo 
vigente entre la prestadora y el usuario; que este Cuerpo Colegiado 
entiende que si la usuaria no estaba conforme con el servicio recibido 
por parte de la prestadora debió cancelar el mismo y no esperar 
que pasaran tres (3) años, y después alegar que no le interesaban 
los equipos ni el servicio de la prestadora; que en los términos y 
condiciones del contrato firmado por las partes se establece la 
modalidad de pago, pero la usuaria incumplió el mismo desde su 
firma ya que no realizó los pagos correspondiente a su contrato; 
que el Reglamento para la Solución de Controversias entre Usuarios 
y Prestadoras de Servicios Públicos de las Telecomunicaciones 
establece, en su artículo 1 literal k, el derecho que tiene la prestadora 
a recibir el pago por el servicio suministrado en la fecha convenida 
para ello; que, de acuerdo con el artículo 1315 del Código Civil 
Dominicano, el que reclama la ejecución de una obligación, debe 
probarla, recíprocamente, el que pretende estar libre, debe justificar 
el pago o el hecho que ha producido la extinción de su obligación; 
que el Sr. Ortiz nos informa que el servicio fue cancelado el día 
29/02/2008, y la Prestadora le envió una factura cobrándole dichos 
equipos el día 07/03/2008 por un monto total de RD$3,268,034.27) 
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(tres millones, doscientos sesenta y ocho mil treinta y cuatro pesos 
con veintisiete centavos/00) impuestos incluidos con lo que no esta 
de acuerdo en pagar, ya que los equipos nunca funcionaron como 
los contrató; que la prestadora mediante anexo No. 4 depositó 
copia de la reclamación de fecha 12 de febrero de 2008, interpuesta 
por la usuaria ante el Departamento de Servicio al Cliente de la 
Prestadora marcada con el No. 3801604, la cual tiene como objeto el 
descargo de la suma de dos millones cuatrocientos ochenta y cinco 
mil setecientos veintinueve pesos oro dominicanos con 19/100 
(RD$2,485,729.19) facturada por concepto de venta de equipos en 
la factura de febrero de 2008 de la línea telefónica 809-552-0500 ”;

Considerando, que la Resolución núm. 834-2004 dictada por esta 
Suprema Corte de Justicia el 17 de junio de 2004 para regular el 
conocimiento y fallo de los recursos de apelación de las decisiones 
emanadas de los Cuerpos Colegiados del INDOTEL, dispone 
en su artículo 1 que el Pleno de la Suprema Corte de Justicia es 
competente, conforme el artículo 79 de la Ley núm. 153-98 del 27 
de mayo de 1998 General de Telecomunicaciones, para conocer 
en Cámara de Consejo de las apelaciones contra las decisiones 
tomadas por los Cuerpos Colegiados del Consejo Directivo del 
INDOTEL;

Considerando, que esta Corte luego de ponderar las conclusiones 
vertidas en la audiencia y los documentos del expediente entiende 
justo y fundamentado en prueba legal, lo apreciado por el órgano 
que conoció del asunto y decide acoger o hacer suyos los motivos 
citados precedentemente en la decisión recurrida y ratificarla en 
todas sus partes;

Considerando, que por tratarse de esta materia, no procede la 
condenación en costas. 

Por tales motivos y vistos los documentos del expediente, 
la Ley núm. 153-98 General de Telecomunicaciones del 27 de 
mayo de 1998, el Reglamento para la Solución de Controversias 



El Pleno de la Suprema Corte de Justicia	 23

E
l P

le
no

www.suprema.gov.do

entre Usuarios y Prestadoras de Servicios Públicos de 
Telecomunicaciones y la Resolución de la Suprema Corte de 
Justicia del 17 de mayo de 2004,

Resuelve:
Primero: Declara bueno y válido en la forma, el recurso 

de apelación interpuesto por Turística Yara-Ri Dominicana, 
S. A. contra la decisión núm. 165-08, adoptada por el Cuerpo 
Colegiado núm. 08-0023, homologada por el Consejo Directivo 
de INDOTEL el 19 de junio de 2008, mediante Resolución núm. 
330-08, sobre recurso de queja núm. 5255; Segundo: Rechaza 
en cuanto al fondo el presente recurso por improcedente e 
infundado y en consecuencia, confirma en todas sus partes la 
decisión recurrida.

Firmado: Jorge A. Subero Isa, Rafael Luciano Pichardo, Eglys 
Margarita Esmurdoc, Hugo Álvarez Valencia, Juan Luperón 
Vásquez, Margarita A. Tavares, Enilda Reyes Pérez, Dulce Ma. 
Rodríguez de Goris, Julio Aníbal Suárez, Víctor José Castellanos 
Estrella, Ana Rosa Bergés Dreyfous, Edgar Hernández Mejía, 
Darío O. Fernández Espinal, Pedro Romero Confesor y José E. 
Hernández Machado. Grimilda Acosta, Secretaria General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los señores 
Jueces que figuran en su encabezamiento, en la audiencia pública 
del día, mes y año en el expresados, y fue firmada, leída y publicada 
por mí, Secretaria General, que certifico. 
www.suprema.gov.do



SENTENCIA DEL 4 DE MARZO DE 2009, NÚM. 3
Resolución impugnada:	 Núm. 175-08, homologada por el Consejo 

Directivo del INDOTEL, del 23 de julio de 
2008.

Materia:	 Civil.
Recurrente:	 Ramón Antonio Núñez Reinoso.
Abogado:	 Dr. Quirico Restituyo Dickson.
Recurrida:	 Verizon Dominicana, C. por A.
Abogados:	 Licdos. Diana de Camps y Ernesto Raful.

 
Dios, Patria y Libertad

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia, 
regularmente constituida por los Jueces Jorge A. Subero Isa, 
Presidente de la Suprema Corte de Justicia; Rafael Luciano 
Pichardo, Primer Sustituto de Presidente; Eglys Margarita 
Esmurdoc, Segundo Sustituto de Presidente; Hugo Álvarez 
Valencia, Juan Luperón Vásquez, Margarita A. Tavares, Julio 
Ibarra Ríos, Enilda Reyes Pérez, Dulce Ma. Rodríguez de Goris, 
Julio Aníbal Suárez, Víctor José Castellanos Estrella, Ana Rosa 
Bergés Dreyfous, Edgar Hernández Mejía, Darío O. Fernández 
Espinal, Pedro Romero Confesor y José Enrique Hernández 
Machado, asistidos de la Secretaria General, en la ciudad de 
Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, capital de la 
República Dominicana, hoy 4 de marzo de 2009, años 165° de 
la Independencia y 146° de la Restauración, dicta en audiencia 
pública, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de apelación interpuesto por Ramón Antonio 
Núñez Reinoso, dominicano, mayor de edad, casado, cédula 
de identidad y electoral núm. 087-0006334-3, domiciliado y 
residente en la calle Penetración Norte núm. 67, del Residencial 
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Santo Domingo, Municipio de Santo Domingo, Oeste, República 
Dominicana, contra la decisión núm. 175-08, adoptada por 
el Cuerpo Colegiado núm. 08-28, homologada por el Consejo 
Directivo del INDOTEL, el 23 de julio de 2008, mediante 
Resolución de Homologación núm. 319-08, sobre recurso de 
queja núm. 5364; 

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído al alguacil de turno llamar al recurrente, Ramón Antonio 
Núñez Reinoso, quien esta representado por el abogado 
Dr. Quirico Restituyo Dickson y la parte recurrida Verizon 
Dominicana, C. por A., quien está representada por sus abogados 
Isabel Pedemonte, por sí y por los Licdos Diana de Camps y 
Ernesto Raful;

Oído al Dr. Quirico Restituyo Dickson, abogado del recurrente 
concluir de la forma siguiente: En cuanto a la forma “Único: 
Acoger el presente recurso de apelación y reclamación en pago de 
indemnizaciones por daños y perjuicios en contra de la decisión 
No. 175-08, de fecha 27 de junio de 2008, adoptada por el Cuerpo 
Colegiado No. 08-0028 y homologada por el Consejo Directivo 
del INDOTEL, el 23 de julio de 2008, mediante la resolución de 
homologación No. 319-08, sobre el Recurso de Queja No. 5364, por 
haber sido hecho en tiempo hábil y de conformidad con el artículo 
79 de la Ley 153-98 o Ley General de las Telecomunicaciones; En 
cuanto al fondo: Primero: Acoger en todas sus partes el presente 
recurso de apelación y reclamación en pago de indemnización 
por daños y perjuicios en contra de la decisión No. 175-08, de 
fecha 27 de junio de 2008, adoptada por el Cuerpo Colegiado No. 
08-0028 y homologada por el Consejo Directivo del INDOTEL, 
el 23 de julio de 2008, mediante la Resolución de homologación 
No. 319-08, sobre el Recurso de Queja No. 5364, por ser justa 
y reposar sobre base legal; Segundo: Declarar la falta cometida 
por la prestadora Compañía Dominicana de Teléfonos, C. por A. 
(CODETEL) en perjuicio del recurrente y reclamante en daños 
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y perjuicios Lic. Ramón Antonio Núñez Reinoso, en virtud de 
las disposiciones establecidas por el artículo 1382 y siguientes 
del Código Civil Dominicano y en consecuencia, que se condene 
a la prestadora Compañía Dominicana de Teléfonos, C. por A. 
(CODETEL), al pago de la suma de veinte millones de pesos 
dominicanos (RD$20,000,000.00), como justa compensación 
por los daños y perjuicios, morales y materiales, sufridos por el 
recurrente y reclamante Lic. Ramón Antonio Núñez Reinoso; 
Tercero: Condenar a la recurrida, Compañía Dominicana de 
Teléfonos –CODETEL- a la condenación de la deuda acumulada 
en el presente caso (RD$30,811.17), debido a que los pagos 
no se realizaron porque Codetel se negó a corregir la situación 
planteada; Cuarto: Que se ordene a la Compañía Dominicana 
de Teléfonos –CODETEL la cancelación inmediata del No. 809-
534-0776 a nombre de mi representado y que se le instale una 
nueva línea telefónica donde no vuelva a aparecer las llamadas que 
CODETEL alega se realizaron del No. 809-534-0776, sin cargo 
alguno para el demandante; Quinto: Condenar a la recurrida, 
empresa prestadora Compañía Dominicana de Teléfonos, 
C. por A, (CODETEL), al pago de las cosas y honorarios del 
procedimiento, distrayendo los mismos, en provecho y favor del 
Dr. Quirico Restituyo Dickson, abogado que afirma haberlas 
avanzado en su mayor parte”; 

Oído a la Licda. Elizabeth Pedemonte, por sí y por los Licdos. 
Diana de Camps y Ernesto Raful, abogados de la parte recurrida 
concluir de la manera siguiente: “Primero: Comprobar y declarar 
los siguientes hechos: a) Que al momento de interponer el RDQ 
No. 5364, Ramón Núñez solicitó la cancelación inmediata de la 
línea telefónica 809-534-0776, y la activación de una nueva línea 
telefónica; b) Que el Cuerpo Colegiado No. 08-28 en su decisión 
No. 175-08 acoge el RDQ No. 5364 y consecuentemente ordena 
a Codetel acceder a la petición del señor Ramón Núñez de que 
sea cancelado el servicio telefónico No. 809-534-0776, y acceda 
a la instalación de una nueva línea telefónica siempre y cuando 
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el señor Ramón Núñez reúna las condiciones establecidas en el 
artículo 10.1 del Reglamento General de Servicio Telefónico; 
c) Que el Reglamento para la Solución de Controversias entre 
Usuarios y Prestadoras enumera los asuntos susceptibles de 
reclamación, los cuales se circunscriben a problemas de calidad 
del servicio brindado, por lo que es evidente que los Cuerpos 
Colegiados no están facultados a imponer indemnizaciones por 
daños y perjuicios; b) Que al momento de interponer el RDQ No. 
5364 el señor Ramón Núñez declaró que no le interesaba reclamar 
ninguna suma pendiente de pago, ya que estaba de acuerdo de 
pagar la deuda generada por la línea telefónica 809-534-0776, a 
fin de que la misma sea cancelada; e) Que en virtud de lo anterior, 
el Cuerpo Colegiado no se encontraba facultado para analizar la 
procedencia de la deuda generada a través de la línea telefónica 809-
534-0776, y por ende no podía condenar a Codetel a que asumiera 
la misma; Segundo: En cuanto al fondo, y por los hechos antes 
mencionados, rechazar el recurso de apelación interpuesto por el 
señor Ramón Antonio Núñez Reinoso en contra de la decisión 
No. 175-08 de fecha 23 de julio de 2008, adoptada por el Cuerpo 
Colegiado No. 08-28 y homologada por el Consejo Directivo del 
INDOTEL mediante la resolución de homologación No. 319-08; 
Tercero: Ratificar íntegramente la decisión No. 175-08 de fecha 
23 de julio de 2008, adoptada por el Cuerpo Colegiado No. 08-28 
y homologada por el Consejo Directivo del INDOTEL mediante 
la resolución de homologación No. 319-08, por haber satisfecho 
el objeto del RDQ No. 5364”;

La Corte, luego de deliberar decide: “Único: Se reserva el 
fallo sobre las conclusiones presentadas por las partes, para ser 
pronunciado en una próxima audiencia”; 

Visto el auto núm. 21/2008 dictado el 10 de diciembre de 2008, 
por el magistrado Jorge A. Subero Isa, Presidente de la Suprema 
Corte de Justicia, por medio del cual llama al magistrado Ignacio 
Camacho, Juez Presidente de la Tercera Sala de la Cámara Penal 
de la Corte de Apelación del Distrito Nacional, para integrar el 
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Pleno de la Suprema Corte de Justicia en la deliberación y fallo del 
recurso de casación de que se trata, de conformidad con las Leyes 
núms. 684 de 1934 y 926 de 1935;

Resulta, que con motivo del recurso de queja núm. 5364 
interpuesto ante el INDOTEL por Ramón Antonio Núñez 
Reinoso, el Cuerpo Colegiado núm. 08-28, adoptó la decisión 
núm. 175-08 homologada por el Consejo Directivo del 
INDOTEL el 23 de julio de 2008, cuya parte dispositiva establece: 
“Primero: En cuanto a la forma, admitir el presente recurso de 
queja por haber sido interpuesto conforme la Ley General de 
Telecomunicaciones No. 153-98 y el Reglamento para la Solución 
de Controversias entre los Usuarios y las Prestadoras de los 
Servicios Públicos de las Telecomunicaciones; Segundo: En 
cuanto al fondo, acoger el presente recurso y, consecuentemente, 
ordenar a la prestadora, Compañía Dominicana de Teléfonos, C. 
por A., acceder a la petición del usuario del servicio telefónico 
No. 805-534-0776, Ramón Antonio Núñez Reinoso, de que le sea 
cancelado inmediatamente la línea telefónica objeto del reclamo, 
así como acceder a la instalación de una nueva línea de servicio 
telefónico, siempre y cuando el usuario reúna las condiciones que 
las normas establecen para ello, al tenor de lo dispuesto por el 
artículo 10.1 del Reglamento General del Servicio Telefónico; 
Tercero: La presente decisión se declara ejecutoria a partir de su 
homologación por el Consejo Directivo del INDOTEL, según 
lo establece el artículo 32 del Reglamento para la Solución de 
Controversias entre los Usuarios y las Prestadoras de los Servicios 
de Telecomunicaciones”; 

Resulta, que no conforme con esta decisión, el recurrente Ramón 
Antonio Núñez Reinoso, interpuso contra la misma formal 
recurso de apelación por ante la Suprema Corte de Justicia;

Resulta, que por auto de fecha 9 de octubre de 2008, el 
Magistrado Juez Presidente de la Suprema Corte de Justicia, fijó 
la audiencia del día 10 de diciembre de 2008, para conocer en 
audiencia pública del recurso de apelación antes mencionado; 
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Resulta, que en la audiencia del día 10 de diciembre de 2008, 
las partes concluyeron de la manera en que aparece copiado 
precedentemente;

Considerando, que la Resolución núm. 834-2004 dictada por esta 
Suprema Corte de Justicia el 17 de junio de 2004 para regular el 
conocimiento y fallo de los recursos de apelación de las decisiones 
emanadas de los Cuerpos Colegiados del INDOTEL, dispone 
en su artículo 1 que el Pleno de la Suprema Corte de Justicia es 
competente, conforme el artículo 79 de la Ley núm. 153-98 del 27 
de mayo de 1998 General de Telecomunicaciones, para conocer 
en Cámara de Consejo de las apelaciones contra las decisiones 
tomadas por los Cuerpos Colegiados del Consejo Directivo del 
INDOTEL;

Considerando, que el recurrente en su acto del recurso 
fundamenta su apelación en los alegatos siguientes: “Que en el 
caso de la especie la prestadora empresa telefónica CODETEL, 
ha cometido probada falta en perjuicio del recurrente, al haber 
suspendido el servicio telefónico y servicios de Internet a nuestro 
representado y hoy recurrente Lic. Ramón Antonio Núñez 
Reinoso debido a la deuda acumulada por causa de Codetel 
insistir en cobrar llamadas que no pudo probar que se hicieran 
del teléfono de mi representado; que el recurrente, nuestro 
representado, al estar privado del servicio telefónico y de Internet, 
ha perdido cuantiosos contratos de consultoría por no disponer 
de comunicación, por causa de la negligencia de CODETEL; que 
el INDOTEL, no ha sido capaz de defender, con eficacia, los 
derechos de los usuarios de los servicios de telecomunicación, 
esto debido a que la mayoría de los usuarios desconocen sus 
derechos y siempre ha primado el autoritarismo de parte de las 
empresas prestantes, por tradición, por no existencia de una 
campaña de educación a favor de la población para el reclamo de 
sus derechos y el protocolo y burocracia existente en el Indotel 
hace tan difícil o casi imposible, para que los usuarios tengan 
acceso a dichos reclamos, actuando muchas veces como aliados 
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de las empresas prestadoras de servicios, primando el concepto 
de que, de antemano, no proceden los reclamos que se elevan; 
que existe una relación de causa a efecto entre la falta cometida 
por la recurrida CODETEL y los daños y perjuicios materiales y 
morales sufridos y padecidos por el recurrente, por su demostrada 
falta; que el recurrente, nuestro representado, en virtud de que en 
el caso de la especie se trata de una ley especial, se eximió de 
dar cumplimiento al artículo 1146 del Código Civil Dominicano, 
previo a la reclamación de indemnización por los daños y perjuicios 
causados; que el recurrente, nuestro representado, no reclamó la 
indemnización en daños y perjuicios en su instancia al INDOTEL 
porque el acápite 3.1 del artículo No. 3 del Reglamento para la 
resolución de Controversias entre los Usuarios y las Prestadoras 
de los Servicios Públicos de Telecomunicaciones, señala que 
la reclamación de indemnización por daños y perjuicios no es 
posible en esa instancia y reserva el reclamo de ese derecho a las 
instancia judiciales”; 

Considerando, que en relación con los alegatos expuestos por 
la recurrente el cuerpo colegiado apoderado luego del examen de 
los documentos consignó en la decisión apelada: “Que la petición 
del usuario, en su recurso de queja, transcrito del formulario 
67718, con su firma, se limita a solicitar a la prestadora, “la 
cancelación inmediata de la línea objeto de su reclamo, así 
como la activación de una nueva línea en que no se facturen 
llamadas desconocidas”; que de conformidad con la Ley No. 
153-98, el órgano Regulador de las Telecomunicaciones tiene 
entre sus objetivos defender y hacer efectivos los derechos de 
los clientes, usuarios y prestadores de dichos servicios; que de 
acuerdo al artículo 1, letra (j) del Reglamento para la Solución de 
Controversias entre los Usuarios y las Prestadoras de los Servicios 
Públicos de las Telecomunicaciones, el usuario tiene derechos a 
elegir la prestadora y el producto que a su juicio le resulta más 
conveniente; que bajo los términos de la Ley No. 153-98 y el 
Reglamento para la Solución de Controversias entre Usuarios 
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y Prestadoras de Servicios Públicos de las Telecomunicaciones, 
los Cuerpos Colegiados constituyen la instancia competente 
para resolver las controversias entre usuarios y prestadoras de 
servicios públicos de telecomunicaciones, y sus decisiones al 
tenor de lo dispuesto por los artículos 32 y 33 del Reglamento, 
una vez homologadas por el Consejo Directivo, serán ejecutorias 
y no estarán sujetas a los requisitos establecidos en los artículos 
1020 y 1021 del Código de Procedimiento Civil, de conformidad 
con la Ley y sólo podrán ser recurridas, a pena de caducidad, 
por ante la Suprema Corte de Justicia en un plazo de diez (10) 
días calendarios, contados a partir de la fecha de recepción de la 
notificación de la decisión”;

Considerando, que como se puede comprobar, el Cuerpo 
Colegiado apoderado decidió sobre la queja del recurrente con 
la decisión objeto de este recurso de apelación, queja en la cual 
se limitaba a solicitar que la prestadora le cancelara de manera 
inmediata “la línea objeto del reclamo”, así como de que le fuese 
activada una línea nueva “en que no se facturen las llamadas 
desconocidas”;

Considerando, que en sus conclusiones contenidas en el acto 
del recurso depositado en la Secretaría General de la Suprema 
Corte de Justicia el 5 de septiembre de 2008, el recurrente 
solicita por ante esta instancia, que luego de declarar la falta de la 
prestadora recurrida sea condenada en favor del recurrente a la 
suma de RD$20,000,000.00 como “justa compensación por los 
daños y perjuicios morales y materiales” sufridos por éste; que 
se le condene también al pago de la deuda acumulada y que se le 
ordene a la prestadora la cancelación de la línea telefónica objeto 
del reclamo y a que le sea instalada una línea nueva;

Considerando, que en lo que respecta a la parte final de estas 
conclusiones, dicha solicitud fue satisfecha por la resolución del 
INDOTEL, como se ha visto; que con relación a la solicitud de 
condenación a la recurrida al pago de una suma determinada por 
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concepto de daños y perjuicios, la Suprema Corte de Justicia en 
virtud del efecto devolutivo del recurso de apelación no puede 
conocer de nada que no haya sido debatido ante los jueces del 
primer grado, porque se le estaría sustrayendo a la parte recurrida 
del doble grado de jurisdicción y violentándose con ello su 
derecho de defensa, puesto que al no presentar el apelante su 
reclamación ante el primer grado de la solicitud de condenación 
por daños y perjuicios contra la recurrida, esta no pudo esgrimir 
argumento alguno para defenderse sobre la pertinencia o no de 
tal reclamo; que además, en virtud de lo dispuesto por el artículo 
1 citado, la Suprema Corte de Justicia sólo es competente para 
conocer como Corte de Apelación de la reclamación decida en 
primer grado por los Cuerpos Colegiados del INDOTEL;

Considerando, que por tratarse de esta materia, no procede la 
condenación en costas. 

Por tales motivos y vistos los documentos del expediente, 
la Ley núm. 153-98 General de Telecomunicaciones del 27 de 
mayo de 1998, el Reglamento para la Solución de Controversias 
entre Usuarios y Prestadoras de Servicios Públicos de 
Telecomunicaciones y la Resolución de la Suprema Corte de 
Justicia del 17 de mayo de 2004. 

Resuelve:
Primero: Declara bueno y válido en la forma, el recurso de 

apelación interpuesto por Ramón Antonio Núñez Reinoso contra 
la decisión núm. 175-08, adoptada por el Cuerpo Colegiado núm. 
08-28, homologada por el Consejo Directivo de INDOTEL el 
23 de julio de 2008, mediante Resolución núm. 319-08, sobre 
recurso de queja núm. 5364; Segundo: Rechaza en cuanto al 
fondo el presente recurso por improcedente e infundado y en 
consecuencia, confirma en todas sus partes la decisión recurrida.

Firmado: Jorge A. Subero Isa, Rafael Luciano Pichardo, Eglys 
Margarita Esmurdoc, Hugo Álvarez Valencia, Juan Luperón 
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Vásquez, Margarita A. Tavares, Enilda Reyes Pérez, Dulce Ma. 
Rodríguez de Goris, Julio Aníbal Suárez, Víctor José Castellanos 
Estrella, Ana Rosa Bergés Dreyfous, Edgar Hernández Mejía, 
Darío O. Fernández Espinal, Pedro Romero Confesor y José E. 
Hernández Machado. Grimilda Acosta, Secretaria General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los señores 
Jueces que figuran en su encabezamiento, en la audiencia pública 
del día, mes y año en el expresados, y fue firmada, leída y publicada 
por mí, Secretaria General, que certifico. 
www.suprema.gov.do



SENTENCIA DEL 4 DE MARZO DE 2009, NÚM. 4
Decisión impugnada:	 Núm. 186-08, homologada por el Consejo 

Directivo del INDOTEL, el 23 de julio de 
2008.

Materia:	 Civil.
Recurrente:	 Diógenes Aybar Batista.
Abogado:	 Lic. Ramón Antonio Núñez Reynoso.
Recurrida:	 Verizon Dominicana, C. por A.
Abogados:	 Licdos. Diana de Camps y Ernesto Raful.

 
Dios, Patria y Libertad

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia, 
regularmente constituida por los Jueces Jorge A. Subero Isa, 
Presidente de la Suprema Corte de Justicia; Rafael Luciano 
Pichardo, Primer Sustituto de Presidente; Eglys Margarita 
Esmurdoc, Segundo Sustituto de Presidente; Hugo Álvarez 
Valencia, Juan Luperón Vásquez, Margarita A. Tavares, Julio 
Ibarra Ríos, Enilda Reyes Pérez, Dulce Ma. Rodríguez de Goris, 
Julio Aníbal Suárez, Víctor José Castellanos Estrella, Ana Rosa 
Bergés Dreyfous, Edgar Hernández Mejía, Darío O. Fernández 
Espinal, Pedro Romero Confesor y José Enrique Hernández 
Machado, asistidos de la Secretaria General, en la ciudad de 
Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, capital de la 
República Dominicana, hoy 4 de marzo de 2009, años 165° de 
la Independencia y 146° de la Restauración, dicta en audiencia 
pública, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de apelación interpuesto por Diógenes Aybar 
Batista, dominicano, mayor de edad, soltero, cédula de identidad 
y electoral núm. 001-0074473-9, domiciliado y residente en la 
calle Polibio Díaz núm. 60, Apartamento B-4, Edificio Gabriela 
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XXI, Sector Evaristo Morales, de esta ciudad de Santo Domingo, 
Distrito Nacional, contra la decisión núm. 186-08, adoptada por 
el Cuerpo Colegiado núm. 08-27, homologada por el Consejo 
Directivo del Indotel, el 23 de julio de 2008, mediante Resolución 
de Homologación núm. 330-08, sobre recurso de queja núm. 
5411; 

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído al alguacil de turno llamar al recurrente, Diógenes Aybar 
Batista, quien esta representado por el Licdo. Ramón Antonio 
Núñez Reynoso y la parte recurrida Verizon Dominicana, C. por 
A., quien está representada por sus abogados Isabel Pedemonte, 
por sí y por los Licdos Diana de Camps y Ernesto Raful;

Oído al Licdo. Ramón Antonio Núñez Reynoso, abogado de 
la parte recurrente concluir de la forma siguiente: en cuanto a 
la forma: “Primero: Acoger el presente recurso de apelación y 
reclamación en pago de indemnizaciones por daños y perjuicios 
en contra de la decisión No. 186-02, de fecha 27 de junio de 2008, 
adoptada por el Cuerpo Colegiado No. 08-0027 y homologada 
por el Consejo Directivo del INDOTEL, el 23 de julio de 2008, 
mediante la Resolución de Homologación No. 330-08, sobre 
el recurso de Queja No. 5411 por haber sido hecho en tiempo 
hábil y de conformidad con el artículo 79 de la Ley 153-98 o Ley 
General de las Telecomunicaciones; En cuanto al fondo: Primero: 
Acoger en todas sus partes el presente recurso de apelación y 
reclamación en pago de indemnizaciones por daños y perjuicios 
en contra de la decisión No. 186-02, de fecha 27 de junio de 2008, 
adoptada por el Cuerpo Colegiado No. 08-0027 y homologada 
por el Consejo Directivo del INDOTEL, el 23 de julio de 2008, 
mediante la Resolución de Homologación No. 330-08, sobre el 
Recurso de Queja No. 5411, por ser justa y reposar sobre base 
legal; Segundo: Declarar la falta cometida por la prestadora 
Compañía Dominicana de Teléfonos, C. por A. (CODETEL) 
en perjuicio del recurrente y reclamante en daños y perjuicios 
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Dr. Diógenes Aybar Batista, en virtud de las disposiciones 
establecidas por el artículo 1382 y siguientes del Código Civil 
Dominicano y en consecuencia, que se condene a la prestadora 
Compañía Dominicana de Teléfonos, C. por A., (CODETEL), 
al pago de la suma de veinte millones de pesos dominicanos 
(RD$20,000,000.00), como justa compensación por los daños 
y perjuicios, morales y materiales, sufridos por el recurrente y 
reclamante Dr. Diógenes Aybar Batista; Tercero: Condenar a la 
recurrida, Compañía Dominicana de Teléfonos –CODETEL- a 
la devolución a mi representado de todos los valores cobrados 
ilegalmente, incluyendo la devolución de la fianza depositada al 
momento de solicitar la instalación de la línea de referencia con 
sus correspondientes intereses; Cuarto: Condenar a la recurrida, 
empresa prestadora Compañía Dominicana de Teléfonos, C. por 
A. (CODETEL), al pago de las costas, distrayendo las mismas, 
en provecho y favor del Lic. Ramón Antonio Núñez Reinoso, 
abogado que afirma haberlas avanzado en su mayor parte”; 

Oído a la Licda. Elizabeth Pedemonte, por sí y por los Licdos. 
Diana de Camps y Ernesto Raful, abogados de la parte recurrida 
concluir de la manera siguiente: “Primero: Comprobar y declarar 
los siguientes hechos: a) Que al momento de interponer el RDQ 
5411 el señor Diógenes Aybar solicitó a la Compañía Dominicana 
de Teléfonos, C. por A. la cancelación inmediata de la línea 
telefónica 809-532-2611, así como el descargo de RD$5,419.52 
impuestos incluidos, correspondiente a lo facturado desde 
diciembre de 2007 hasta febrero de 2008 a pesar de no disponer 
del servicio; b) Que el Cuerpo Colegiado No. 08-27 en su decisión 
No. 186-08 acoge el RDQ No. 5411 y libra acta de que durante el 
proceso Codetel aplicó un crédito por la suma de RD$6,206.91 a 
favor del señor Diógenes Aybar, retroactivo al 24 de noviembre 
de 2007, reflejado en la factura de marzo 2008, acreditando las 
facturas generadas y quedando un balance a favor del mismo de 
RD$3,403.71, por el cual se solicitó desembolso y la línea fue 
cancelada; c) Que el Reglamento para la solución de Controversias 
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entre Usuarios y Prestadoras enumera los asuntos susceptibles de 
reclamación, los cuales se circunscriben a problemas de calidad 
del servicio brindado, por lo que es evidente que los Cuerpos 
Colegiados no están facultados a imponer indemnizaciones por 
daños y perjuicios; Segundo: En cuanto al fondo, y por los hechos 
antes mencionados, rechazar el recurso de apelación interpuesto 
por el señor Diógenes Aybar Batista en contra de la decisión No. 
186-08 de fecha 27 de julio de 2008, adoptada por el Cuerpo 
Colegiado No. 08-27 y homologada por el Consejo Directivo del 
INDOTEL mediante la resolución de homologación No. 330-08; 
Tercero: Ratificar íntegramente la decisión No. 186-08 de fecha 
27 de julio de 2008, adoptada por el Cuerpo Colegiado No. 08-27 
y homologada por el Consejo Directivo del INDOTEL mediante 
la resolución de homologación No. 330-08, por haber satisfecho 
el objeto del RDQ No. 5411”;

La Corte, luego de deliberar decide: “Único: Se reserva el 
fallo sobre las conclusiones presentadas por las partes, para ser 
pronunciado en una próxima audiencia”; 

Visto el auto núm. 21/2008 dictado el 10 de diciembre de 2008, 
por el magistrado Jorge A. Subero Isa, Presidente de la Suprema 
Corte de Justicia, por medio del cual llama al magistrado Ignacio 
Camacho, Juez Presidente de la Tercera Sala de la Cámara Penal 
de la Corte de Apelación del Distrito Nacional, para integrar el 
Pleno de la Suprema Corte de Justicia en la deliberación y fallo del 
recurso de casación de que se trata, de conformidad con las Leyes 
núms. 684 de 1934 y 926 de 1935;

Resulta, que con motivo del recurso de queja núm. 330-08 
interpuesto ante el INDOTEL por Diógenes Aybar Batista, el 
Cuerpo Colegiado núm. 08-27, adoptó la decisión núm. 330-
08 homologada por el Consejo Directivo del INDOTEL el 23 
de julio del 2008, cuya parte dispositiva establece: “Primero: 
En cuanto a la forma, acoge como bueno y válido el recurso de 
Queja No. 5411, por haber sido interpuesto conforme la Ley 
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General de Telecomunicaciones No. 153-98 y el Reglamento para 
la Solución de Controversias entre los Usuarios y las Prestadoras 
de los Servicios Públicos de Telecomunicaciones; Segundo: En 
cuanto al fondo, libra acta de que durante el proceso la prestadora 
Compañía Dominicana de Teléfonos, C. por A. aplicó un crédito 
por valor de RD$6,206.91 a favor del usuario, retroactivo al 24 
de noviembre de 2007, reflejado en la factura de marzo 2008, 
acreditando las facturas generadas y quedando un balance a favor 
del usuario de RD$3,403.71, por el cual se solicitó desembolso y 
la línea fue cancelada; Tercero: La presente decisión se declara 
ejecutoria a partir de su homologación por el Consejo Directivo 
del INDOTEL, según lo estipula el artículo 31 del Reglamento 
para la Solución de Controversias entre los Usuarios y las 
Prestadoras de los Servicios Públicos de Telecomunicaciones”; 

Resulta, que no conforme con esta decisión, el recurrente 
Diógenes Aybar Batista, interpuso contra la misma formal recurso 
de apelación por ante la Suprema Corte de Justicia;

Resulta, que por auto de fecha 9 de octubre de 2008, el 
Magistrado Juez Presidente de la Suprema Corte de Justicia, fijó 
la audiencia del día 10 de diciembre de 2008, para conocer en 
audiencia pública del recurso de apelación antes mencionado; 

Resulta, que en la audiencia del día 10 de diciembre de 2008, 
las partes concluyeron de la manera en que aparece copiado 
precedentemente;

Considerando, que el recurrente en su acto del recurso fundamenta 
su apelación en los alegatos siguientes: “que en el caso de la 
especie la prestadora empresa telefónica Codetel, ha cometido 
probada falta en perjuicio del recurrente, al haber mantenido 
privado del uso del servicio telefónico y servicios de Internet 
a nuestro representado y hoy recurrente Dr. Diógenes Aybar 
Batista, aun habiendo exigido y cobrado el correspondiente; que 
el recurrente, nuestro representado, es un reconocido científico 
y consultor internacional que trabaja de forma independiente, 
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actividad que realiza, en su mayor parte, a través del servicio 
telefónico e Internet y computadora, desde su domicilio; que el 
recurrente, nuestro representado, al estar privado del servicio 
telefónico y de Internet, ha perdido cuantiosos contratos de 
consultoría por no disponer de comunicación, por causa de la 
negligencia de Codetel; que el Cuerpo Colegiado del INDOTEL, 
en sus motivaciones para evacuar la decisión No. 186-08, actúa 
de forma ligera, al limitarse a observar la simple aplicación de 
un crédito retroactivo a favor recurrente, obviando la flagrante 
violación del contrato del servicio, al haber retenido durante meses 
valores pagados por el recurrente, sin haber brindado el servicio 
al que estaba obligado y cuya simple devolución retroactiva no 
suple dicha violación a los derechos que legítimamente amparan 
nuestro representado; que el INDOTEL, no ha sido capaz 
de defender, con eficacia, los derechos de los usuarios de los 
servicios de telecomunicaciones, esto debido a que la mayoría de 
los usuarios desconocen sus derechos y siempre ha primado el 
autoritarismo de parte de las empresas prestantes, por tradición, 
por la no existencia de una campaña de educación a favor de 
la población para el reclamo de sus derechos y el protocolo y 
burocracia existente en el INDOTEL hace tan difícil o casi 
imposible, para que los usuarios tengan acceso a dichos reclamos, 
actuando muchas veces como aliado de las empresas prestadoras 
de servicios, primando el concepto de que, de antemano, no 
proceden los reclamos que se elevan; que existe una relación de 
causa a efecto entre la falta cometida por la recurrida CODETEL 
y los daños y perjuicios materiales y morales sufridos y padecidos 
por el recurrente, por su demostrada falta; que el recurrente, 
nuestro representado, no reclamó la indemnización en daños y 
perjuicios en su instancia al INDOTEL porque el acápite 3.1 del 
artículo No. 3 del reglamento para la resolución de controversias 
entre los usuarios y las prestadoras de los servicios públicos de 
telecomunicaciones, señala que la reclamación de indemnización 
por daños y perjuicios no es posible en esa instancia y reserva el 
reclamo de ese derecho a las instancia judiciales”; 
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Considerando, que en relación con los alegatos expuestos por 
el recurrente el Cuerpo Colegiado apoderado luego del examen 
de los documentos consignó en la decisión apelada: “Que éste 
Cuerpo Colegiado, en vista que la prestadora aplicó un crédito 
por valor de RD$6,206.91, retroactivo al 24 de noviembre de 
2007, reflejado en la factura de marzo 2008, acreditando las 
facturas generadas y quedando un balance a favor del usuario de 
RD$3,403.71, por el cual se solicitó desembolso y la línea fue 
cancelada, considera que procede levantar acta puesto que el 
pedido del presente recurso de queja fue satisfecho”;
Considerando, que como se puede comprobar, el Cuerpo 

Colegiado apoderado decidió sobre la queja del recurrente 
con la decisión objeto de este recurso de apelación; queja en la 
cual se limitaba a solicitar “la cancelación inmediata de la línea 
telefónica y el descargo de RD$5,419.52 impuestos incluidos, 
correspondiente a lo facturado desde diciembre de 2007 hasta 
febrero de 2008”;
Considerando, que en sus conclusiones contenidas en el acto del 

recurso depositado en la Secretaría General de la Suprema Corte 
de Justicia el 29 de agosto de 2008, el recurrente solicita por ante 
esta instancia, que luego de declarar la falta de la prestadora, sea 
condenada al pago de RD$20,000,000.00 como reparo por los 
daños y perjuicios morales y materiales sufridos por el recurrente; 
que se le condene también a devolver al recurrente todos los 
valores cobrados ilegalmente;
Considerando, que la Resolución núm. 834-2004 dictada por 

esta Suprema Corte de Justicia el 17 de junio de 2004 para 
regular el conocimiento y fallo de los recursos de apelación de 
las decisiones emanadas de los Cuerpos Colegiados del Indotel, 
dispone en su artículo 1 que el Pleno de la Suprema Corte de 
Justicia es competente, conforme el artículo 79 de la Ley núm. 
153-98 del 27 de mayo de 1998 General de Telecomunicaciones, 
para conocer en Cámara de Consejo de las apelaciones contra 
las decisiones tomadas por los Cuerpos Colegiados del Consejo 
Directivo del INDOTEL;
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Considerando, que como se advierte, el Cuerpo Colegiado en 
el dispositivo de su decisión resuelve: “librar acta de que durante 
el proceso la prestadora Compañía Dominicana de Teléfonos, 
C. por A., aplicó un crédito por valor de RD$6,206.91 a favor 
del usuario, retroactivo al 24 de noviembre de 2007, reflejado en 
la factura de marzo 2008, acreditando las facturas generadas y 
quedando un balance a favor del usuario de RD$3,403.71 por el 
cual se solicitó desembolso y la línea fue cancelada”,

Considerando, que con dicha decisión el Cuerpo Colegiado 
actuante satisfizo la demanda del recurrente contenida en 
su recurso de queja, cuando solicitó como se evidencia en la 
resolución apelada que se ordenara a CODETEL la cancelación 
inmediata de la línea telefónica núm. 809-532-2611, así como el 
descargo de RD$5,419.52 impuestos incluidos correspondiente a 
lo facturado desde diciembre de 2007 hasta febrero de 2008;

Considerando, que sobre el pedimento hecho por ante esta 
instancia por el recurrente, relativo a declarar la falta de la 
prestadora y que se le condene a una determinada suma en 
daños y perjuicio, la Suprema Corte de Justicia en virtud del 
efecto devolutivo del recurso de apelación no puede conocer 
de nada que no haya sido debatido ante los jueces del primer 
grado, porque se le estaría sustrayendo a la parte recurrida del 
doble grado de jurisdicción y violentándose con ello su derecho 
de defensa, puesto que al no presentar el apelante su reclamación 
ante el primer grado de la solicitud de condenación por daños y 
perjuicios contra la recurrida, esta no pudo esgrimir argumento 
alguno para defenderse sobre la pertinencia o no de tal reclamo; 
que además, en virtud de lo dispuesto por el artículo 1 citado, la 
Suprema Corte de Justicia sólo es competente para conocer como 
Corte de Apelación de la reclamación decida en primer grado por 
los Cuerpos Colegiados del INDOTEL; 

Considerando, que por tratarse de esta materia, no procede la 
condenación en costas. 
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Por tales motivos y vistos los documentos del expediente, 
la Ley núm. 153-98 General de Telecomunicaciones del 27 de 
mayo de 1998, el Reglamento para la Solución de Controversias 
entre Usuarios y Prestadoras de Servicios Públicos de 
Telecomunicaciones y la Resolución de la Suprema Corte de 
Justicia del 17 de mayo de 2004. 

Resuelve:
Primero: Declara bueno y válido en la forma, el recurso de 

apelación interpuesto por Diógenes Aybar Batista contra la 
decisión núm. 186-08, adoptada por el Cuerpo Colegiado núm. 
08-27, homologada por el Consejo Directivo de INDOTEL el 
23 de julio de 2008, mediante Resolución núm. 330-08, sobre 
recurso de queja núm. 5411; Segundo: Rechaza en cuanto al 
fondo el presente recurso por improcedente e infundado y en 
consecuencia, confirma en todas sus partes la decisión recurrida.

Firmado: Jorge A. Subero Isa, Rafael Luciano Pichardo, Eglys 
Margarita Esmurdoc, Hugo Álvarez Valencia, Juan Luperón 
Vásquez, Margarita A. Tavares, Enilda Reyes Pérez, Dulce Ma. 
Rodríguez de Goris, Julio Aníbal Suárez, Víctor José Castellanos 
Estrella, Ana Rosa Bergés Dreyfous, Edgar Hernández Mejía, 
Darío O. Fernández Espinal, Pedro Romero Confesor y José E. 
Hernández Machado. Grimilda Acosta, Secretaria General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los señores 
Jueces que figuran en su encabezamiento, en la audiencia pública 
del día, mes y año en el expresados, y fue firmada, leída y publicada 
por mí, Secretaria General, que certifico. 
www.suprema.gov.do
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SENTENCIA DEL 4 DE MARZO DE 2009, NÚM. 5
Decisión impugnada:	 Núm. 328-07 y 329-07, homologadas por el 

Consejo Directivo del INDOTEL, del 12 de 
noviembre de 2007.

Materia:	 Civil.
Recurrente:	 Jacqueline Lizardo Reyes de Vargas.
Abogado:	 Dr. Juan Esteban Ubiera.
Recurrida:	 TNC Dominicana, S. A. (Servicios de 

Televisión por Cable).
Abogado:	 Lic. Tomás Franjul.

 
Dios, Patria y Libertad

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia, 
regularmente constituida por los Jueces Jorge A. Subero Isa, 
Presidente de la Suprema Corte de Justicia; Rafael Luciano 
Pichardo, Primer Sustituto de Presidente; Eglys Margarita 
Esmurdoc, Segundo Sustituto de Presidente; Hugo Álvarez 
Valencia, Juan Luperón Vásquez, Margarita A. Tavares, Julio 
Ibarra Ríos, Enilda Reyes Pérez, Dulce Ma. Rodríguez de Goris, 
Julio Aníbal Suárez, Víctor José Castellanos Estrella, Ana Rosa 
Bergés Dreyfous, Edgar Hernández Mejía, Darío O. Fernández 
Espinal, Pedro Romero Confesor y José Enrique Hernández 
Machado, asistidos de la Secretaria General, en la ciudad de 
Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, capital de la 
República Dominicana, hoy 4 de marzo de 2009, años 165° de 
la Independencia y 146° de la Restauración, dicta en audiencia 
pública, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de apelación interpuesto por Jacqueline Lizardo 
Reyes de Vargas, dominicana, mayor de edad, cédula de identidad 
y electoral núm. 001-1460234-5, pasaporte núm. 203434397, 
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domiciliada y residente en el 35 Empire St., Yonkers, New York, 
10704, Estados Unidos de América, y de tránsito en la calle Tercera, 
casa, No. 3-A, del sector Villa de Alma Rosa I, Municipio Santo 
Domingo Este, Provincia Santo Domingo, contra las decisiones 
núm. 328-07 y 329-07, adoptadas por el Cuerpo Colegiado núm. 
07-55, homologadas por el Consejo Directivo del INDOTEL, el 
12 de noviembre de 2007, mediante Resolución de Homologación 
núms. 367-07 y 368-07, sobre recursos de quejas núms. 4632 y 
4633; 

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído al alguacil de turno llamar a la recurrente, Jacqueline Lizardo 
Reyes de Vargas, quien esta representada por el Dr. Juan Esteban 
Ubiera y la parte recurrida TNC Dominicana, S. A. (Servicios de 
Televisión por Cable), quien está representada por sus abogados 
Dr. Juan C. Ortíz-Camacho y el Licdo. Tomás A. Franjul;

Oído al Dr. Juan Esteban Ubiera, en representación de la señora 
recurrente Jacqueline Lizardo Reyes de Vargas;

Oído al Lic. Tomás Franjul, en representación de la parte 
recurrida, TNC Dominicana, S. A. (Servicios de Televisión por 
Cable);

Oído al Dr. Juan Esteban Ubiera, abogado de la recurrente 
concluir de la forma siguiente: “Primero: Declarar con lugar, 
bueno y válido el recurso de apelación interpuesto contra la 
decisión del CCUP No. 328-07, de fecha doce (12) del mes de 
noviembre del año dos mil siete (2007), emitida por el Instituto 
Dominicano de las Telecomunicaciones (INDOTEL), por los 
motivos expuestos precedentemente; Segundo: Revocar en todas 
sus partes la decisión recurrida, y por ende ordenar la celebración 
total o parcial de un nuevo juicio y valoración de las pruebas, a los 
fines de probar mediante un experticio caligráfico efectuado por 
el Instituto Nacional de Ciencias Forenses (INACIF), si la firma 
estampada por la señora Jacqueline Lizardo Reyes de Vargas, en 
los supuestos documentos que avalan la relación comercial con la 
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compañía TCN Dominicana, S. A. (Servicios de Televisión por 
Cable), fue estampada por dicha señora”; 

Oído al Licdo. Tomás Franjul, abogado de la parte recurrida TCN 
Dominicana, S. A. (Servicio de Televisión por Cable), concluir 
en la audiencia del día 10 de septiembre de 2008, de la manera 
siguiente: “Primero: Ordenando la fusión del presente recurso 
de apelación interpuesto por la Sra. Jacqueline Lizardo Reyes de 
Vargas, en contra de la decisión del CCUP No. 328-07, de fecha 
12 de noviembre de 2007, emitida por el Cuerpo Colegiado del 
INDOTEL No. 07-055, formalmente comunicado a la recurrida 
y concluyente TCN Dominicana, S. A., por la Secretaria General 
de esa Honorable Suprema Corte de Justicia, en fecha 28 de 
marzo de 2008, mediante comunicación No. 3664; con el otro 
recurso de apelación igualmente interpuesto por la Sra. Jacqueline 
Lizardo Reyes de Vargas, en contra de la decisión emitida por 
el CCUP No. 329-07, de fecha 12 de noviembre de 2007, y que 
fuera formalmente comunicado, a la recurrida TRICOM, S. A., 
(empresa aliada a la concluyente TCN Dominicana, S. A.), por la 
Secretaria General de esa Honorable Suprema Corte de Justicia, 
en fecha 28 de marzo de 2008, mediante comunicación No. 
3665; a los fines de que ambos recursos sean fallados por una 
misma sentencia, tanto en aras de evitar fallos contradictorios, 
como de optimizar y economizar los recursos de esta Honorable 
Suprema Corte de Justicia; Segundo: Declarando bueno y válido 
en la forma, y admisible en el tiempo, los respectivos escritos 
de defensa, oportunamente depositados en la Secretaría de 
esa Honorable Suprema Corte de Justicia por ambas empresas 
recurridas; Tercero: Declarando inadmisible tanto el recurso 
de apelación a que se refiere el presente escrito de defensa, 
como aquel otro mencionado en el pedimento primero de las 
presentes conclusiones, ya sea por tardanza en su interposición o 
bien sea por no depósito de sendos originales certificados de las 
decisiones impugnadas, y/o por cualquier otra causa y/o motivo 
que correspondan; Cuarto: Subsidiariamente, sin que implique 
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renuncia o perjuicio alguno al pedimento que antecede y solamente 
para el absurdo y remoto caso en que el mismo fuere desestimado, 
rechazando (al fondo) en todas sus partes y por una misma 
sentencia, tanto el recurso de apelación a que se refiere el presente 
escrito de defensa, como aquel otro mencionado en el pedimento 
primero de las presentes conclusiones, por improcedentes, mal 
fundados y carente de base legal y prueba legal; Quinto: En 
cualquier caso, confirmando en todas sus partes las decisiones 
impugnadas Nos. 328-07 y 329-07, emitidas ambas por el Cuerpo 
Colegiado de INDOTEL No. 07-055, de fecha 12 de noviembre 
de 2007, por ser ambas conforme tanto a la verdad de los hechos, 
como al derecho, la justicia y la equidad; Sexto: Condenado a la 
recurrente Sra. Jacqueline Lizardo Reyes de Vargas, al pago de las 
costas y honorarios profesionales causados en ocasión del recurso 
de apelación de que se trata, distrayéndolas al mismo tiempo a 
favor de los abogados de la exponente y concluyente, Dr. Juan 
Carlos Ortíz Camacho y Lic. Tomás Antonio Franjul Ramos, 
quienes afirman estarlas avanzando en su mayor parte; Séptimo: 
No vamos a solicitar plazo no lo hicieron ellos; Octavo: Ellos 
solicitaron una medida, en relación con esa medida nosotros no 
queremos hacer una oposición formal, sino simplemente emitir 
nuestro parecer a que no se justifica tomando en cuenta lo que 
establece el reglamento que rige ese procedimiento, nos parece 
que la importancia de ese asunto no requiere que se ordene una 
medida, pero si vuestra señorías entienden que si lo amerita no 
tenemos ningún inconveniente en aceptarlo”;

Oído al Magistrado Presidente preguntar a los abogados 
de la recurrente si sobre la fusión de los recursos, hay alguna 
observación;

Oído al Dr. Juan Estaban Ubiera abogado de la recurrente 
Jacqueline Lizardo Reyes de Vargas, “No hay oposición, que sean 
fusionados los dos expedientes”;

Oído al Licdo. Tomás Franjul, abogado de la parte recurrida, 
Tricom, S. A. concluir de la manera siguiente: “Primero: Ordenando 
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la fusión del presente recurso de apelación interpuesto por la Sra. 
Jacqueline Lizardo Reyes de Vargas, en contra de la decisión del 
CCUP No. 329-07, de fecha 12 de noviembre de 2007, emitida 
por el Cuerpo Colegiado del INDOTEL No. 07-055, formalmente 
comunicado a la recurrida y concluyente TRICOM, S. A., por la 
Secretaria General de esa Honorable Suprema Corte de Justicia, 
en fecha 28 de marzo de 2008, mediante comunicación No. 3665; 
con el otro recurso de apelación igualmente interpuesto por la 
Sra. Jacqueline Lizardo Reyes de Vargas, en contra de la decisión 
emitida por el CCUP No. 328-07, de fecha 12 de noviembre de 
2007, y que fuera formalmente comunicado, a la recurrida TCN 
Dominicana, S. A., empresa “hermana” de TRICOM, S. A., por 
la Secretaría General de esa Honorable Suprema Corte de Justicia, 
en fecha 28 de marzo de 2008, mediante comunicación No. 3664; 
a los fines de que ambos recursos sean fallados por una misma 
sentencia, tanto en aras de evitar fallos contradictorios, como de 
optimizar y economizar los recursos de esa Honorable Suprema 
Corte de Justicia; Segundo: Declarando bueno y válido en la 
forma, y admisible en el tiempo, los respectivos escritos de defensa, 
oportunamente depositados en la Secretaría de esa Honorable 
Suprema Corte de Justicia por ambas empresas recurrida; Tercero: 
Declarando inadmisible tanto el recurso de apelación a que se 
refiere el presente escrito de defensa, como aquel otro mencionado 
en el pedimento primero de las presentes conclusiones, ya sea 
por tardanza en su interposición o bien sea por no depósito de 
sendos originales certificados de las decisiones impugnadas, y/o 
por cualquier otra causa y/o motivo que correspondan; Cuarto: 
Subsidiariamente, sin que implique renuncia o perjuicio alguno al 
pedimento que antecede y solamente para el absurdo y remoto 
caso en que el mismo fuere desestimado, rechazando (al fondo) 
en todas sus partes y por una misma sentencia, tanto el recurso 
de apelación a que se refiere el presente escrito de defensa, como 
aquel otro mencionado en el pedimento primero de las presentes 
conclusiones, por improcedentes, mal fundados y carente de base 
legal y prueba legal; Quinto: En cualquier caso, confirmando en 
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todas sus partes las decisiones impugnadas Nos. 328-07 y 329-07, 
emitidas ambas por el Cuerpo Colegiado de INDOTEL No. 07-
055, de fecha 12 de noviembre de 2007, por ser ambas conforme 
tanto a la verdad de los hechos, como al derecho, la justicia y 
la equidad; Sexto: Condenando a la recurrente Sra. Jacqueline 
Lizardo Reyes de Vargas, al pago de las costas y honorarios 
profesionales causados en ocasión del recurso de apelación 
de que se trata, distrayéndolas al mismo tiempo a favor de los 
abogados de la exponente y concluyente, Dr. Juan Carlos Ortíz 
Camacho y Lic. Tomás Antonio Franjul Ramos, quienes afirman 
estarlas avanzando en su mayor parte; Séptimo: Levantar acta 
de que si bien la concluyente TRICOM, S. A., entiende que la 
importancia de este asunto no amerita que se ordene ningún 
experticio, tampoco se opone formalmente al pedimento 
formulado por la parte recurrente sobre el particular, sino que lo 
deja a la soberana apreciación de esta Honorable Suprema Corte 
de Justicia; Octavo: Ordenar cualquier otra medida que estiméis 
de lugar de conformidad con la ley”;

La Corte, luego de deliberar decide: “Único: Se reserva el 
fallo sobre las conclusiones presentadas por las partes, para ser 
pronunciado en una próxima audiencia”; 

Visto el auto núm. 21/2008 dictado el 10 de diciembre de 2008, 
por el magistrado Jorge A. Subero Isa, Presidente de la Suprema 
Corte de Justicia, por medio del cual llama al magistrado Ignacio 
Camacho, Juez Presidente de la Tercera Sala de la Cámara Penal 
de la Corte de Apelación del Distrito Nacional, para integrar el 
Pleno de la Suprema Corte de Justicia en la deliberación y fallo del 
recurso de casación de que se trata, de conformidad con las Leyes 
núms. 684 de 1934 y 926 de 1935;

Resulta, que con motivo del recurso de queja núm. 4632 
interpuesto ante el INDOTEL por Jacqueline Lizardo de Vargas, 
el Cuerpo Colegiado núm. 07-055, adoptó la decisión núm. 
328-07 homologada por el Consejo Directivo del INDOTEL 
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el 12 de noviembre de 2007, cuya parte dispositiva establece: 
“Primero: En cuanto a la forma, acoge como bueno y válido 
el recurso de queja (RDQ) No. 4632 presentado por la usuaria, 
señora Jacqueline Lizardo de Vargas representada por su abogado 
apoderado el Dr. Juan Esteban Ubiera, contra la prestadora TCN 
Dominicana, S. A., en relación con los servicios de televisión por 
cable, por haber sido interpuesto conforme la ley General de 
Telecomunicaciones No. 153-98 y el Reglamento para la Solución 
de Controversias entre los Usuarios y las Prestadoras de los 
Servicios Públicos de Telecomunicaciones; Segundo: En cuanto 
al fondo, lo rechaza en todas sus partes acogiendo las pruebas 
aportadas al debate por la prestadora, en el sentido de que existió 
un contrato de servicio, firmado por ella en fecha 13 de julio de 
2004 y de los pagos realizados con su tarjeta de debito, por las 
razones y motivos expuestos precedentemente; Tercero: Ordena 
a la usuaria Jacqueline Lizardo de Vargas pagar a la Prestadora 
TCN Dominicana, S. A., la suma de RD$5,905.08 adeudados 
por ella, por servicios rendidos; Cuarto: Esta decisión se declara 
ejecutoria a partir de su homologación por el Consejo Directivo 
del INDOTEL, según lo estipula el artículo 32 del Reglamento 
para la Solución de Controversias entre los Usuarios y las 
Prestadoras de los Servicios Públicos de Telecomunicaciones; 
Quinto: Se ordena que esta decisión sea comunicada a todas las 
partes involucradas en el presente caso”; 

Resulta, que con motivo del recurso de queja núm. 4633 
interpuesto ante el INDOTEL por Jacqueline Lizardo de Vargas, 
el Cuerpo Colegiado núm. 07-055, adoptó la decisión núm. 329-
07 homologada por el Consejo Directivo del INDOTEL el 12 de 
noviembre de 2007, cuya parte dispositiva establece: “Primero: 
En cuanto a la forma, acoge como bueno y válido el recurso de 
queja (RDQ) No. 4633 presentado por la usuaria, señora Jacqueline 
Lizardo de Vargas, representada por su abogado apoderado el Dr. 
Juan Estaban Ubiera, contra la prestadora TRICOM, S. A., en 
relación con los servicios rendidos en los teléfonos Nos. 809-414-
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6489, 809-414-6583, y 809-414-6530, por haber sido interpuesto 
conforme la Ley General de Telecomunicaciones No. 153-98 y el 
Reglamento para la Solución de Controversias entre los Usuarios 
y las Prestadoras de los Servicios de Telecomunicaciones; 
Segundo: En cuanto al fondo, lo rechaza en todas sus partes 
acogiendo las pruebas aportadas al debate por la prestadora, en 
el sentido de que existieron los contratos de servicio, y los pagos 
realizados con su tarjeta de débito, por las razones y motivos 
expuestos precedentemente; Tercero: Ordena a la usuaria 
Jacqueline Lizardo de Vargas pagar a la Prestadora Tricom, S. 
A., la suma de RD$20,879.42 adeudados por ella, por servicios 
rendidos; Cuarto: Esta decisión se declara ejecutoria a partir 
de su homologación por el Consejo Directivo del INDOTEL, 
según lo estipula el artículo 32 del Reglamento para la Solución 
de Controversias entre los Usuarios y las Prestadoras de los 
Servicios Públicos de Telecomunicaciones; Quinto: Se ordena 
que esta decisión sea comunicada a todas las partes involucradas 
en el presente caso”; 

Resulta, que no conforme con estas decisiones, la recurrente 
Jacqueline Lizardo de Vargas, interpuso contra las mismas formal 
recurso de apelación por ante la Suprema Corte de Justicia;
Resulta, que por autos de fecha 25 de julio y de 6 de noviembre 

de 2008, el Magistrado Juez Presidente de la Suprema Corte 
de Justicia, fijó las audiencias del día 10 de septiembre y 10 de 
diciembre de 2008, para conocer en audiencia pública de los 
recursos de apelación incoado por Jacqueline Lizardo Reyes de 
Vargas Vs. TCN Dominicana, S. A. (Servicios de Televisión por 
Cable) y TRICOM, S. A., respectivamente; 
Resulta, que en las audiencias del 10 de septiembre de 2008 y 10 

de diciembre del 2008, las partes concluyeron de la manera en que 
aparece copiado precedentemente;
Considerando, que como se ha visto la parte recurrida, solicitó 

en sus conclusiones que fuese ordenada la fusión del presente 
recurso, con el recurso de apelación interpuesto por la recurrente 
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contra la decisión 329-07 del Cuerpo Colegiado 07-0055 del 12 
de noviembre de 2007, solicitud a la que no se opuso el abogado 
de la recurrente como consta en sus conclusiones;

Considerando, que la recurrente en su acto del recurso 
fundamenta su apelación en los alegatos siguientes: “Que el 
Instituto Dominicano de las Telecomunicaciones (INDOTEL), 
violó una norma constitucional establecida en el artículo 8, inciso 
5 de la Constitución, que indica: “A nadie se le puede obligar 
a hacer lo que la ley no manda ni impedírsele lo que la ley no 
prohíbe, la ley es igual para todos, no puede ordenar más que lo 
que es justo y útil para la comunidad ni puede prohibir más que 
lo que le perjudica” que en ninguno de los considerando de la 
decisión atacada, el Consejo Directivo del Instituto Dominicano 
de las Telecomunicaciones (INDOTEL), hace constar que analizó 
los documentos que demuestran que la señora Jacqueline Lizardo 
Reyes de Vargas, es deudora de la Compañía TCN Dominicana, 
S. A., porque en realidad dicha compañía no presentó ningún tipo 
de pruebas que avalaran dicha deuda, es decir, que el Consejo 
Directivo del INDOTEL, prefirió creer en las versiones de dicha 
compañía de que la recurrente es deudora de un crédito, antes 
de ponderar y analizar los documentos aportados por la señora 
Jacqueline Lizardo Reyes de Vargas, que demuestran que no es 
deudora de dicha compañía; que en la decisión atacada existe una 
marcada parcialidad en favor de la Compañía TCN Dominicana, 
S. A., tal y como se revela del considerando No. 3, de la página No. 
6, la cual expresa que: “Considerando: que es un Principio General 
del Derecho, que todo aquel que alega en justicia un derecho, debe 
probarlo, lo cual no ha ocurrido en la especie, pues la reclamante 
que pretende liberarse de su obligación de pago de los servicios 
recibidos, se ha limitado a sólo expresar que ella no ha contratado 
los mismos y que cree ser objeto de un fraude, sin probar esos 
simples alegatos”; que la Compañía TCN Dominicana, S. A., 
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debió probar que la señora Jacqueline Lizardo Reyes de Vargas, 
es deudora de ésta y que contrató los servicios de telecable; que 
el artículo 1315 del Código Civil, establece: “el que reclama la 
ejecución de una obligación, debe probarla, recíprocamente, el 
que pretende estar libre, debe justificar el pago o el hecho que ha 
producido la extinción de su obligación”; que el artículo 1382 del 
Código Civil, dispone lo siguiente: “Cualquier hecho del hombre 
que causa a otro un daño, obliga a aquel por cuya culpa sucedió 
a repararlo”; que la Suprema Corte de Justicia ha establecido que 
para que exista un daño y un perjuicio, es necesario establecer una 
falta a cargo del demandado, un perjuicio para el demandante, y 
una relación de causa”; 

Considerando, que en relación con los alegatos expuestos por la 
recurrente contra la decisión núm. 328-07, el Cuerpo Colegiado 
apoderado luego del examen de los documentos consignó en la 
decisión apelada: “Que el presente recurso se trata de un reclamo 
hecho por la usuaria en el sentido de que no ha contratado los 
servicios por los cuales se le cobra la suma de RD$5,906.06 con los 
impuestos incluidos y por cuya supuesta deuda ha sido afectado 
su historial crediticio en el buró de crédito y que aparentemente 
alguien, en forma fraudulenta, ha generado esa deuda, por lo que 
solicita al INDOTEL el descargo de dicho monto y que su crédito 
permanezca limpio; que es un principio general del derecho, que 
todo aquel que alega en justicia un derecho, debe probarlo, lo cual 
no ha ocurrido en la especie, pues la reclamante para pretender 
liberarse de su obligación de pago de los servicios recibidos, se ha 
limitado a sólo expresar que ella no ha contratado los mismos y 
que cree ser objeto de un fraude, sin probar esos simples alegatos; 
que la deuda generada por la cliente de RD$5,906.08 por servicios 
de TV por cable iniciados en fecha 13 de julio del 2004, según 
consta en el contrato de servicio que hemos examinado y que 
reposa en el expediente, contiene lo que en apariencia, es la firma 
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de dicha señora Lizardo, lo cual contradice al abogado reclamante 
quien alega que su cliente nunca contrató esos servicios; que 
figura además en el expediente un recibo de pago por la suma 
de RD$1,845.00, en efectivo, realizado por la usuaria a favor de 
la prestadora, que evidencia una conducta de pago del servicio 
que alega nunca contrató; que la usuaria, al través de su abogado 
apoderado no aportó al debate ningún documento o ninguna 
otra prueba válida que hiciera siquiera presumir que algún tercero 
cometió fraude contra ella”;

Considerando, que por su parte, en relación con los alegatos 
expuestos por la recurrente contra la decisión núm. 329-
07, el Cuerpo Colegiado apoderado luego del examen de los 
documentos consignó en la decisión apelada: “Que el presente 
recurso se trata de un reclamo hecho por la usuaria en el sentido 
de que no ha contratado los servicios por los cuales se le cobra la 
suma de RD$20,879.42 con los impuestos incluidos y por cuya 
supuesta deuda aparece con mal historial en el buró de crédito 
y que aparentemente alguien fraudulentamente ha generado esa 
deuda, por lo que solicita al INDOTEL el descargo de dicho 
monto y que su crédito permanezca limpio; que es un principio 
general del derecho, que todo aquel que alega en justicia un 
derecho, debe probarlo, lo cual no ha ocurrido en la especie, 
pues la reclamante para pretender liberarse de su obligación de 
pago de los servicios recibidos, se ha limitado a sólo expresar 
que ella no ha contratado los mismos y que cree ser objeto de un 
fraude, sin probar esos simples alegatos; que la deuda generada 
por la cliente de RD$20,879.42 con los impuestos incluidos 
corresponde a servicios telefónicos, según consta en el escrito 
de defensa de la prestadora, lo cual contradice la aseveración 
de la reclamante de que nunca contrató esos servicios, que sin 
embargo la propia prestadora TRICOM demuestra que con 
la tarjeta de débito No. 6013-0900-0108-3594, a nombre de 
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Jacqueline Lizardo, del Banco del Progreso, con la aprobación 
No. 182913, fue pagada la suma de RD$6,000.00; que la usuaria, 
al través de su abogado apoderado, no aportó al debate ningún 
documento o ninguna otra prueba válida que hiciere siquiera 
presumir que algún tercero cometió fraude contra ella; que 
consta en el expediente un contrato con la firma de la señora 
Lizardo, más la prueba de que ella pago regularmente por esos 
servicios de teléfono, lo cual es suficiente para este Cuerpo 
Colegiado rechazar su reclamo, pues no hay evidencia de lo 
contrario; que la prestadora tiene derecho a recibir el pago 
por el servicio suministrado en la fecha convenida para ello, 
como contrapartida, el usuario tiene la obligación de pagar por 
el consumo del servicio o cualquier otro cargo aplicable según 
el acuerdo vigente entre la prestadora y el usuario, todo de 
conformidad con el artículo 1, letra “k” numeral 1) y letra “o”, 
numeral 1), del Reglamento para la Solución de Controversias 
entre Usuarios y Prestadoras de los Servicios públicos de 
Telecomunicaciones”;

Considerando, que la Resolución núm. 834-2004 dictada por 
esta Suprema Corte de Justicia el 17 de junio de 2004 para 
regular el conocimiento y fallo de los recursos de apelación de las 
decisiones emanadas de los Cuerpos Colegiados del INDOTEL, 
dispone en su artículo 1 que el Pleno de la Suprema Corte de 
Justicia es competente, conforme el artículo 79 de la Ley núm. 
153-98 del 27 de mayo de 1998 General de Telecomunicaciones, 
para conocer en Cámara de Consejo de las apelaciones contra 
las decisiones tomadas por los Cuerpos Colegiados del Consejo 
Directivo del INDOTEL;

Considerando, que esta Corte luego de ponderar las conclusiones 
vertidas en audiencia y los documentos del expediente entiende 
justo y fundamentado en prueba legal lo apreciado por el órgano 
que conoció del asunto y decide acoger o hacer suyos los motivos 
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citados precedentemente en las decisiones recurridas y ratificarlas 
en todas sus partes;

Considerando, que por tratarse de esta materia, no procede la 
condenación en costas. 

Por tales motivos y vistos los documentos del expediente, 
la Ley núm. 153-98 General de Telecomunicaciones del 27 de 
mayo de 1998, el Reglamento para la Solución de Controversias 
entre Usuarios y Prestadoras de Servicios Públicos de 
Telecomunicaciones y la Resolución de la Suprema Corte de 
Justicia del 17 de mayo de 2004. 

Resuelve:
Primero: Fusiona los recursos de apelación interpuestos por 

Jacqueline Lizardo Reyes de Vargas contra las decisiones núms. 
328-07 y 329-07 dictadas por el Cuerpo Colegiado No. 07-055, del 
Instituto Dominicano de las Telecomunicaciones (INDOTEL); 
Segundo: Declara buenos y válidos en la forma, los recursos de 
apelación interpuestos por Jacqueline Lizardo Reyes de Vargas 
contra las decisiones núms. 328-07 y 329-07, adoptadas por el 
Cuerpo Colegiado núm. 07-055, homologada por el Consejo 
Directivo de INDOTEL el 12 de noviembre de 2007; Segundo: 
Rechaza en cuanto al fondo los recursos por improcedentes e 
infundados y en consecuencia, confirma en todas sus partes las 
decisiones recurridas.

Firmado: Jorge A. Subero Isa, Rafael Luciano Pichardo, Eglys 
Margarita Esmurdoc, Hugo Álvarez Valencia, Juan Luperón 
Vásquez, Margarita A. Tavares, Enilda Reyes Pérez, Dulce Ma. 
Rodríguez de Goris, Julio Aníbal Suárez, Víctor José Castellanos 
Estrella, Ana Rosa Bergés Dreyfous, Edgar Hernández Mejía, 
Darío O. Fernández Espinal, Pedro Romero Confesor y José E. 
Hernández Machado. Grimilda Acosta, Secretaria General.
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La presente sentencia ha sido dada y firmada por los señores 
Jueces que figuran en su encabezamiento, en la audiencia pública 
del día, mes y año en el expresados, y fue firmada, leída y publicada 
por mí, Secretaria General, que certifico. 
www.suprema.gov.do
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SENTENCIA DEL 11 DE MARZO DE 2009, NÚM. 6
Sentencia impugnada:	 Corte de Trabajo de La Vega, del 18 de 

agosto de 2006.
Materia:	 Constitucional.
Recurrentes:	 Juan de Jesús Reynoso y compartes.
Abogados:	 Licdos. Luis Ramón Lora Sánchez y Rafael 

Martínez Cabral

 
Dios, Patria y Libertad

República Dominicana
En Nombre de la República, el Pleno de la Suprema Corte de 

Justicia, regularmente constituida por los Jueces Jorge A. Subero 
Isa, Presidente; Rafael Luciano Pichardo, Primer Sustituto de 
Presidente; Eglys Margarita Esmurdoc, Segundo Sustituto de 
Presidente; Hugo Álvarez Valencia, Juan Luperón Vásquez, 
Margarita A. Tavares, Enilda Reyes Pérez, Dulce Ma. Rodríguez 
de Goris, Julio Aníbal Suárez, Víctor José Castellanos Estrella, 
Ana Rosa Bergés Dreyfous, Edgar Hernández Mejía, Darío O. 
Fernández Espinal, Pedro Romero Confesor y José E. Hernández 
Machado, asistidos de la Secretaria General, en la ciudad de Santo 
Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, Capital de la República, 
hoy 11 de marzo de 2009, años 166° de la Independencia y 146° 
de la Restauración, actuando como Tribunal Constitucional, dicta 
en audiencia pública, la siguiente sentencia:

Sobre la acción directa en declaratoria de inconstitucionalidad 
intentada por los señores Juan de Jesús Reynoso, Valentín Rosario 
Taveras, Manuel de Jesús, Antonio Reynoso Taveras, Máximo 
Antonio Taveras, Teófilo Rosario Sánchez, Samuel de Jesús 
Cáceres, Pedro María Espinal Abreu, Lorenzo Arias y Juan de 
Jesús Reynoso, dominicanos, mayores de edad, portadores de 
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las cédulas de identidad y electoral núms. 047-0016770-5, 047-
0113709-5, 047-0112715-3, 047-0014441-0, 047-0109845-3, 
047-12923-9, 047-0011165-3, 047-0098149-3, 047-0016522-0, 
047-0006516-4, 047-0157807-4 respectivamente, domiciliados y 
residentes en la ciudad de La Vega, República Dominicana, quienes 
tienen como abogados constituidos y apoderados a los licenciados 
Luis Ramón Lora Sánchez y Rafael Martínez Cabral, abogados 
de los tribunales de la República, debidamente inscritos en el 
Colegio de Abogados de la República Dominicana, portadores de 
las cédulas de identidad y electoral núms. 047-0006786-3 y 001-
1151590-4 respectivamente, con estudio profesional abierto en la 
primera planta del edificio marcado con el núm. 35 de la calle Las 
Carreras de la ciudad de La Vega, y estudio profesional abierto 
ad-hoc, en el apartamento 2-A del edificio Teguia, núm. 256, en 
la calle Lea de Castro, del sector Gazcue, de esta ciudad de Santo 
Domingo, Distrito Nacional, capital de la República Dominicana, 
contra la sentencia núm. 00056 de fecha 18 de agosto de 2006, 
dictada por el Magistrado Presidente de la Corte de Trabajo del 
Departamento Judicial de La Vega, actuando como Juez de los 
Referimientos; 

Visto la instancia firmada por el licenciado Luis Ramón Lora 
Sánchez por sí y por el licenciado Rafael Martínez Cabral, 
depositada en la Secretaría de la Suprema Corte de Justicia el 24 de 
agosto de 2006, que concluye así: “PRIMERO: Declarando bueno 
y válido la presente accion en inconstitucionalidad por haber sido 
impuesto en TIEMPO HABIL y conforme a las formalidades 
establecidas por la Ley, y en consecuencia; SEGUNDO: Declarar 
la inconstitucionalidad de la Ordenanza Marcada con el No. 
00056, dictada en supuesta fecha: diez y ocho (18) del mes de 
agosto del año en curso dos mil seis (2006) por el Magistrado Juez 
Presidente de la Corte de Trabajo del Departamento Judicial de 
La Vega, y como juez de referimiento; TERCERO: Declarando 
la condenación en costas de la parte recurrida, el denominado 
“Cemex Dominicana, S. A.” distrayéndolas en provecho del 
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infrascrito Abogado quien afirma haberlas avanzado en su 
totalidad; CUARTO: Declarando que la actual recurrente anexa 
al original del presente escrito y así deposita en secretaria de esta 
Suprema Corte de Justicia, todas las piezas y documentos que 
apoyan su actual recurso de casación”;

Visto el dictamen del Magistrado Procurador General de la 
República del 16 de febrero de 2007, el cual termina así: “Que 
procede declarar inadmisible la instancia interpuesta por los 
señores Juan de Jesús Reynoso, Valentin Rosario Taveras, Manuel 
de Jesús, Antonio Reynoso Taveras, Máximo Antonio Taveras, 
Teofilo Rosario Sanchez, Samuel de Jesús Caceres, Pedro María 
Espinal Abreu, Lorenzo Arias y Juan de Jesús Reynoso, a través de 
sus abogados constituidos los Licdos. Luis Ramon Lora Sanchez 
y Rafael Martinez Cabral, consistente en una Acción Directa en 
Declaratoria de Inconstitucionalidad de la Resolución No. 00056 
dictada en fecha 18 de agosto del 2006 por el Magistrado Juez 
Presidente de la Corte de Trabajo del Departamento Judicial de 
La Vega; En consecuencia, declarar conforme a la Constitución 
de la República la referida Resolución”; 

 La Suprema Corte de Justicia después de haber deliberado, y 
vistos los textos legales invocados por el impetrante, así como los 
artículos 67, inciso 1ro. y 46 de la Constitución de la República 
Dominicana, y 13 de la Ley núm. 156 de 1997 que modifica la Ley 
núm. 25-91, de 1991, Orgánica de la Suprema Corte de Justicia;

Considerando, que el impetrante solicita la declaratoria de 
inconstitucionalidad de la sentencia núm. 00056 dictada en fecha 
18 de agosto de 2006 por el Magistrado Juez Presidente de la 
Corte de Trabajo del Departamento Judicial de La Vega, actuando 
como Juez de los Referimientos, por ser violatoria a los derechos 
fundamentales y contraria a la Constitución de la República; 

Considerando, que el impetrante alega en síntesis lo siguiente: 
1) Que la sentencia núm. 00056 dictada en fecha 18 de agosto de 
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2006 por el Magistrado Juez Presidente de la Corte de Trabajo 
del Departamento Judicial de La Vega, actuando como Juez de 
los Referimientos, a juicio del impetrante, la misma deriva en 
una violación a la Constitución por incumplimiento del debido 
proceso de ley; 2) Violación al derecho de defensa; 3) Denegación 
de justicia por omisión de estatuir; y, 4) Falta de base legal; 

Considerando, que es competencia exclusiva de la Suprema 
Corte de Justicia, de conformidad con el artículo 67, inciso 1 
de la Constitución de la República, sin perjuicio de las demás 
atribuciones que le confiere la ley, conocer en única instancia de 
la constitucionalidad de las leyes, a solicitud del Poder Ejecutivo, 
de uno de los Presidentes de las Cámaras del Congreso Nacional 
o de parte interesada; que es parte interesada en materia de 
constitucionalidad, y a la cual se refiere la parte in fine del 
inciso 1 del citado artículo 67 de la Constitución, aquella que 
figure como tal en una instancia, contestación o controversia de 
carácter administrativo o judicial, o contra la cual se realice un 
acto por uno de los poderes públicos basado en una disposición 
legal pretendidamente inconstitucional, o que justifique un 
interés legítimo, directo y actual o que actúe como denunciante 
de la inconstitucionalidad de la ley, decreto, resolución o acto 
a condición de que la denuncia sea grave y seria, como en la 
especie; que después de ponderar prima facie la seriedad de la 
denuncia formulada por el impetrante, esta Corte entiende que el 
impetrante ostenta calidad para accionar; 

Considerando, que como se advierte en la especie, se trata de 
una acción en inconstitucionalidad por vía principal contra una 
sentencia; que como ha sido juzgado reiteradamente por esta 
Suprema Corte de Justicia, dicha acción aunque está dirigida 
contra un acto de los poderes públicos, no lo es contra ninguna de 
las normas establecidas por el artículo 46 de la Constitución, sino 
contra una sentencia dictada por un tribunal del orden judicial, 
sujeta a los recursos ordinarios y extraordinarios instituidos por la 
ley, por lo que la acción de que se trata resulta inadmisible.



El Pleno de la Suprema Corte de Justicia	 61

E
l P

le
no

www.suprema.gov.do

Por tales motivos, 

Resuelve:
Primero: Declara inadmisible el recurso de acción directa en 

declaratoria de inconstitucionalidad contra la sentencia núm. 
00056 dictada en fecha 18 de agosto de 2006 por el Magistrado 
Juez Presidente de la Corte de Trabajo del Departamento Judicial 
de La Vega, actuando como Juez de los Referimientos, incoada 
por Juan de Jesús Reynoso, Valentín Rosario Taveras, Manuel 
de Jesús, Antonio Reynoso Taveras, Máximo Antonio Taveras, 
Teófilo Rosario Sánchez, Samuel de Jesús Cáceres, Pedro María 
Espinal Abreu, Lorenzo Arias y Juan de Jesús Reynoso; Segundo: 
Ordena que la presente sea comunicada al Procurador General 
de la República, para los fines de lugar y publicada en el Boletín 
Judicial para general conocimiento.

Firmado: Jorge A. Subero Isa, Rafael Luciano Pichardo, Eglys 
Margarita Esmurdoc, Hugo Álvarez Valencia, Juan Luperón 
Vásquez, Margarita A. Tavares, Enilda Reyes Pérez, Dulce Ma. 
Rodríguez de Goris, Julio Aníbal Suárez, Víctor José Castellanos 
Estrella, Ana Rosa Bergés Dreyfous, Edgar Hernández Mejía, 
Darío O. Fernández Espinal, Pedro Romero Confesor y José E. 
Hernández Machado. Grimilda Acosta, Secretaria General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los señores 
Jueces que figuran en su encabezamiento, en la audiencia pública 
del día, mes y año en él expresados, y fue firmada, leída y publicada 
por mí, Secretaria General, que certifico. 
www.suprema.gov.do



SENTENCIA DEL 11 DE MARZO DE 2009, NÚM. 7
Sentencia impugnada:	 Corte de Trabajo de La Vega, del 3 de enero 

de 2006.
Materia:	 Constitucional.
Recurrente:	 Johanna Altagracia Pascacio.
Abogado:	 Lic. Luis Ramón Lora Sánchez.

 
Dios, Patria y Libertad

República Dominicana
En Nombre de la República, el Pleno de la Suprema Corte de 

Justicia, regularmente constituida por los Jueces Jorge A. Subero 
Isa, Presidente; Rafael Luciano Pichardo, Primer Sustituto de 
Presidente; Eglys Margarita Esmurdoc, Segundo Sustituto de 
Presidente; Hugo Álvarez Valencia, Juan Luperón Vásquez, 
Margarita A. Tavares, Enilda Reyes Pérez, Dulce Ma. Rodríguez 
de Goris, Julio Aníbal Suárez, Víctor José Castellanos Estrella, 
Ana Rosa Bergés Dreyfous, Edgar Hernández Mejía, Darío O. 
Fernández Espinal, Pedro Romero Confesor y José E. Hernández 
Machado, asistidos de la Secretaria General, en la ciudad de Santo 
Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, Capital de la República, 
hoy 11 de marzo de 2009, años 166° de la Independencia y 146° 
de la Restauración, actuando como Tribunal Constitucional, dicta 
en audiencia pública, la siguiente sentencia:

Sobre la acción directa en declaratoria de inconstitucionalidad 
intentada por Johanna Altagracia Pascacio, dominicana, mayor 
de edad, portador de la cédula de identidad y electoral núm. 
047-0157807-4, domiciliada y residente en la ciudad de La Vega, 
República Dominicana, quien tiene como abogado constituido al 
licenciado Luis Ramón Lora Sánchez, abogado de los tribunales 
de la República, debidamente inscrito en el Colegio de Abogados 
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de la República Dominicana, con estudio profesional abierto en la 
primera planta del edificio marcado con el núm. 35 de la calle Las 
Carreras de la ciudad de La Vega, y estudio profesional abierto 
ad-hoc, en el edificio Elías I, Suite I-F, núm. 173 de la avenida 
Bolívar esquina Rosa Duarte, en la ciudad de Santo Domingo, 
Distrito Nacional, capital de la República Dominicana, contra la 
sentencia núm. 00001 de fecha 3 de enero de 2006, dictada por el 
Magistrado Presidente de la Corte de Trabajo del Departamento 
Judicial de La Vega, actuando como Juez de los Referimientos; 

Visto la instancia firmada por el licenciado Luis Ramón 
Lora Sánchez, depositada en la Secretaría de la Suprema 
Corte de Justicia el 23 de febrero de 2006, que concluye así: 
“PRIMERO: Declarando bueno y válido la presente accion en 
inconstitucionalidad por haber sido impuesto en tiempo habil 
y conforme a las formalidades establecidas por la Ley, y en 
consecuencia; SEGUNDO: Declarar la inconstitucionalidad de la 
Ordenanza Marcada con el No. 00001, dictada en supuesta fecha: 
tres (3) del mes de enero del año en curso dos mil seis (2006) 
por el Magistrado Juez Presidente de la Corte de Trabajo del 
Departamento Judicial de La Vega, y como juez de referimiento; 
TERCERO: Declarando la condenación en costas de la parte 
recurrida, el denominado “F. J. Industries, S. A.” distrayéndolas en 
provecho del infrascrito Abogado quien afirma haberlas avanzado 
en su totalidad; CUARTO: Declarando que la actual recurrente 
anexa al original del presente escrito y así deposita en secretaria 
de esta Suprema Corte de Justicia, todas las piezas y documentos 
que apoyan su actual recurso de casación; QUINTO: Declarando 
levantando acta de que el presente escrito contentivo de la referida 
accion en inconstitucionalidad debidamente sellado y visado por 
SECRETARIA se precede a notificarselo íntegramente al Lic. 
Eladio Antonio Miguel Pérez Taveras en su indicada calidad así 
como a los demás magistrados jueces que componen la referida 
Corte de Trabajo del Departamento Judicial de La Vega, a los 
fines legales correspondientes”;
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Visto el dictamen del Magistrado Procurador General de 
la República del 1ro de marzo de 2006, el cual termina así: 
“Primero: Declaréis regular en cuanto a la forma la solicitud de 
declaratoria de inconstitucionalidad de la “Ordenanza no. 00001, 
del 3 de enero del 2006, dictada por el Magistrado Juez Presidente 
de la Corte de Trabajo del Departamento Judicial de La Vega, 
como Juez del Referimiento”; Segundo: Rechazar en el fondo los 
medio fundamentales sobre la violación a nuestra Constitución y 
los principios que rigen la misma”; 

 La Suprema Corte de Justicia después de haber deliberado, y 
vistos los textos legales invocados por el impetrante, así como los 
artículos 67, inciso 1ro. y 46 de la Constitución de la República 
Dominicana, y 13 de la Ley núm. 156 de 1997 que modifica la Ley 
núm. 25-91, de 1991, Orgánica de la Suprema Corte de Justicia;

Considerando, que el impetrante solicita la declaratoria de 
inconstitucionalidad de la sentencia núm. 00001 de fecha 3 de 
enero de 2006, dictada por el Magistrado Presidente de la Corte 
de Trabajo del Departamento Judicial de La Vega, actuando 
como Juez de los Referimientos, por ser violatoria a los derechos 
fundamentales y contraria a la Constitución de la República; 

Considerando, que el impetrante alega en síntesis lo siguiente: 
1) Que la sentencia núm. 00001 de fecha 3 de enero de 2006, 
dictada por el Magistrado Presidente de la Corte de Trabajo del 
Departamento Judicial de La Vega, actuando como Juez de los 
Referimientos, a juicio del impetrante, la misma deriva en una 
violación a la Constitución por incumplimiento del debido proceso 
de ley; 2) Violación al derecho de defensa; 3) Desnaturalización 
de los hechos; y, 4) Falta e insuficiencia de motivos; 

Considerando, que es competencia exclusiva de la Suprema 
Corte de Justicia, de conformidad con el artículo 67, inciso 1 
de la Constitución de la República, sin perjuicio de las demás 
atribuciones que le confiere la ley, conocer en única instancia de 
la constitucionalidad de las leyes, a solicitud del Poder Ejecutivo, 
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de uno de los Presidentes de las Cámaras del Congreso Nacional 
o de parte interesada; que es parte interesada en materia de 
constitucionalidad, y a la cual se refiere la parte in fine del 
inciso 1 del citado artículo 67 de la Constitución, aquella que 
figure como tal en una instancia, contestación o controversia de 
carácter administrativo o judicial, o contra la cual se realice un 
acto por uno de los poderes públicos basado en una disposición 
legal pretendidamente inconstitucional, o que justifique un 
interés legítimo, directo y actual o que actúe como denunciante 
de la inconstitucionalidad de la ley, decreto, resolución o acto 
a condición de que la denuncia sea grave y seria, como en la 
especie; que después de ponderar prima facie la seriedad de la 
denuncia formulada por el impetrante, esta Corte entiende que el 
impetrante ostenta calidad para accionar; 

Considerando, que como se advierte en la especie, se trata de 
una acción en inconstitucionalidad por vía principal contra una 
sentencia; que como ha sido juzgado reiteradamente por esta 
Suprema Corte de Justicia, dicha acción aunque está dirigida 
contra un acto de los poderes públicos, no lo es contra ninguna de 
las normas establecidas por el artículo 46 de la Constitución, sino 
contra una sentencia dictada por un tribunal del orden judicial, 
sujeta a los recursos ordinarios y extraordinarios instituidos por la 
ley, por lo que la acción de que se trata resulta inadmisible.

Por tales motivos, 
Resuelve:

Primero: Declara inadmisible el recurso de acción directa en 
declaratoria de inconstitucionalidad contra la sentencia núm. 
00001 de fecha 3 de enero de 2006, dictada por el Magistrado 
Presidente de la Corte de Trabajo del Departamento Judicial de 
La Vega, actuando como Juez de los Referimientos, incoada por 
Johanna Altagracia Pascacio; Segundo: Ordena que la presente sea 
comunicada al Procurador General de la República, para los fines de 
lugar y publicada en el Boletín Judicial para general conocimiento.
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Firmado: Jorge A. Subero Isa, Rafael Luciano Pichardo, Eglys 
Margarita Esmurdoc, Hugo Álvarez Valencia, Juan Luperón 
Vásquez, Margarita A. Tavares, Enilda Reyes Pérez, Dulce Ma. 
Rodríguez de Goris, Julio Aníbal Suárez, Víctor José Castellanos 
Estrella, Ana Rosa Bergés Dreyfous, Edgar Hernández Mejía, 
Darío O. Fernández Espinal, Pedro Romero Confesor y José E. 
Hernández Machado. Grimilda Acosta, Secretaria General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los señores 
Jueces que figuran en su encabezamiento, en la audiencia pública 
del día, mes y año en él expresados, y fue firmada, leída y publicada 
por mí, Secretaria General, que certifico. 
www.suprema.gov.do
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SENTENCIA DEL 11 DE MARZO DE 2009, NÚM. 8
Sentencia impugnada:	 Segunda Sala Penal del Juzgado de Primera 

Instancia del Distrito Judicial de La Vega, 
del 15 de septiembre de 2005.

Materia:	 Constitucional.
Recurrente:	 Manuel Santos Félix.
Abogado:	 Dr. Miguel Ángel Decamps.

 
Dios, Patria y Libertad

República Dominicana
En Nombre de la República, el Pleno de la Suprema Corte de 

Justicia, regularmente constituida por los Jueces Jorge A. Subero 
Isa, Presidente; Rafael Luciano Pichardo, Primer Sustituto de 
Presidente; Eglys Margarita Esmurdoc, Segundo Sustituto de 
Presidente; Hugo Álvarez Valencia, Juan Luperón Vásquez, 
Margarita A. Tavares, Enilda Reyes Pérez, Dulce Ma. Rodríguez 
de Goris, Julio Aníbal Suárez, Víctor José Castellanos Estrella, 
Ana Rosa Bergés Dreyfous, Edgar Hernández Mejía, Darío O. 
Fernández Espinal, Pedro Romero Confesor y José E. Hernández 
Machado, asistidos de la Secretaria General, en la ciudad de Santo 
Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, capital de la República, 
hoy 11 de marzo de 2009, años 166° de la Independencia y 146° 
de la Restauración, actuando como Tribunal Constitucional, dicta 
en audiencia pública, la siguiente sentencia:

Sobre la acción directa en declaratoria de inconstitucionalidad 
intentada por Manuel Santos Félix, portador de la cédula 
de identidad y electoral núm. 047-0116167-3, quien tiene 
como abogado constituido al doctor Miguel Ángel Decamps, 
dominicano, mayor de edad, abogado de los tribunales de la 
República, portador de la cédula de identidad y electoral núm. 001-
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0489600-6, con estudio profesional abierto en la avenida Pasteur 
núm. 102, segundo piso, suite 10, sector de Gazcue, de esta ciudad 
de Santo Domingo, Distrito Nacional, contra la sentencia núm. 
134-B/2005 de fecha 15 de septiembre de 2005, dictada por la 
Segunda Sala Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de La Vega; 

Visto la instancia firmada por el doctor Miguel Ángel Decamps, 
depositada en la Secretaría de la Suprema Corte de Justicia el 08 
de agosto de 2008, que concluye así: “PRIMERO: Declarar 
regular en la forma y bueno en el fondo el presente recurso 
de inconstitucionalidad porque, de conformidad con las 
disposiciones del artículo 400 del Código Procesal Penal, que 
establece: “competencia.- El recurso atribuye al tribunal que 
decide el conocimiento del proceso, exclusivamente en cuanto a 
los puntos de la decisión que han sido impugnados. Sin embargo, 
tiene competencia para revisar, en ocasión de cualquier recurso 
las cuestiones de indole constitucional, aún cuando no hayan 
sido impugnadas por quien presentó el recurso”; SEGUNDO: 
Declarar inconstitucional y nula de pleno derecho la 
Sentencia No. 134-B del quince (15) de septiembre del año 
dos mil cinco (2005) dictada por la Segunda Cámara Penal del 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de La Vega, 
que condenó al impetrante, Manuel Santos Féliz como autor 
del homicidio del señor Ramón Antonio Paulino González, por 
violar en perjuicio del concluyente todas las reglas del debido 
proceso de ley, entre otras cosas, por enjuiciarlo por ante una 
jurisdicción sin calidad para conocer acciones de la naturaleza y la 
cuantía del caso, conforme lo establece el artículo 72 del Código 
Procesal Penal y sin permitirle escoger a sus abogados defensores 
como le garantiza el artículo 95 del mismo Código Procesal, 
violando su derecho de defensa; todo de conformidad con lo que 
dispone el artículo 46 de la Constitución; TERCERO: Por vía de 
consecuencia, Declarar también nula y sin ningún valor ni efecto, 
la Sentencia de fecha quince (15) de octubre del año dos mil siete 
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(2007); CUARTO: Al declarar nulas y sin ningún valor ni efecto 
ambas sentencias producidas en el caso ordenar la celebración de 
un nuevo juicio general en la jurisdicción de un tribunal colegiado, 
como lo dispone el artículo 72 del Código Procesal Penal, para 
que se dé cumplimiento real al debido proceso de Ley en el caso; 
QUINTO: Reservar las costas para que sean decididas en el 
juicio de fondo que se solicita”;

Visto el dictamen del Magistrado Procurador General de la 
República del 12 de noviembre de 2008, el cual termina así: 
“Único: Que procede declarar inadmisible el recurso de revisión 
por inconstitucionalidad interpuesto por Manuel de los Santos 
Félix contra la sentencia 134-B dictada el 15 de septiembre de 
2005 por la Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Judicial de La Vega”; 

 La Suprema Corte de Justicia después de haber deliberado, y 
vistos los textos legales invocados por el impetrante, así como los 
artículos 67, inciso 1ro. y 46 de la Constitución de la República 
Dominicana, y 13 de la Ley núm. 156 de 1997 que modifica la Ley 
núm. 25-91, de 1991, Orgánica de la Suprema Corte de Justicia;

Considerando, que el impetrante solicita la declaratoria de 
inconstitucionalidad de la sentencia núm. 34-B del 15 de 
septiembre de 2005, dictada por la Cámara Penal del Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Judicial de La Vega, por ser violatoria 
a los derechos fundamentales y contraria a la Constitución de la 
República; 

Considerando, que el impetrante alega en síntesis lo siguiente: 1) 
La sentencia condenatoria en su perjuicio núm. 134-B del 15 de 
septiembre de 2005, fue dictada por un tribunal unipersonal, en 
violación al artículo 72 del Código Procesal Penal que establece 
que para “conocer de los casos cuya pena privativa de libertad 
máxima prevista sea mayor de dos años el tribunal se integra con 
tres jueces de primera instancia”, lo cual, a juicio del impetrante 
deriva en una violación a Constitución por incumplimiento del 
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debido proceso de ley, conforme las disposiciones del literal k) 
del artículo 8, numeral 2 de la Constitución de la República; 2) 
Violación al derecho de defensa, desconocimiento y omisión 
de los artículos 72 parte in fine, 95, numerales 4, 5 y 9, y 400 
del Código Procesal Penal; 3) Violación al artículo 46 de la 
Constitución; 4) Omisión y desnaturalización de los hechos; y, 5) 
Falta e insuficiencia de motivos; 
Considerando, que es competencia exclusiva de la Suprema 

Corte de Justicia, de conformidad con el artículo 67, inciso 1 
de la Constitución de la República, sin perjuicio de las demás 
atribuciones que le confiere la ley, conocer en única instancia de 
la constitucionalidad de las leyes, a solicitud del Poder Ejecutivo, 
de uno de los Presidentes de las Cámaras del Congreso Nacional 
o de parte interesada; que es parte interesada en materia de 
constitucionalidad, y a la cual se refiere la parte in fine del 
inciso 1 del citado artículo 67 de la Constitución, aquella que 
figure como tal en una instancia, contestación o controversia de 
carácter administrativo o judicial, o contra la cual se realice un 
acto por uno de los poderes públicos basado en una disposición 
legal pretendidamente inconstitucional, o que justifique un 
interés legítimo, directo y actual o que actúe como denunciante 
de la inconstitucionalidad de la ley, decreto, resolución o acto 
a condición de que la denuncia sea grave y seria, como en la 
especie; que después de ponderar prima facie la seriedad de la 
denuncia formulada por el impetrante, esta Corte entiende que el 
impetrante ostenta calidad para accionar; 
Considerando, que como se advierte en la especie, se trata de 

una acción en inconstitucionalidad por vía principal contra una 
sentencia; que como ha sido juzgado reiteradamente por esta 
Suprema Corte de Justicia, dicha acción aunque está dirigida 
contra un acto de los poderes públicos, no lo es contra ninguna de 
las normas establecidas por el artículo 46 de la Constitución, sino 
contra una sentencia dictada por un tribunal del orden judicial, 
sujeta a los recursos ordinarios y extraordinarios instituidos por la 
ley, por lo que la acción de que se trata resulta inadmisible.
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Por tales motivos, 

Resuelve:
Primero: Declara inadmisible el recurso de acción directa en 

declaratoria de inconstitucionalidad contra la sentencia núm. 
134-B de fecha 12 de septiembre de 2005, dictada por la Cámara 
Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de La 
Vega, incoada por Manuel Santos Félix; Segundo: Ordena que la 
presente sea comunicada al Procurador General de la República, 
para los fines de lugar y publicada en el Boletín Judicial para 
general conocimiento.

Firmado: Jorge A. Subero Isa, Rafael Luciano Pichardo, Eglys 
Margarita Esmurdoc, Hugo Álvarez Valencia, Juan Luperón 
Vásquez, Margarita A. Tavares, Enilda Reyes Pérez, Dulce Ma. 
Rodríguez de Goris, Julio Aníbal Suárez, Víctor José Castellanos 
Estrella, Ana Rosa Bergés Dreyfous, Edgar Hernández Mejía, 
Darío O. Fernández Espinal, Pedro Romero Confesor y José E. 
Hernández Machado. Grimilda Acosta, Secretaria General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los señores 
Jueces que figuran en su encabezamiento, en la audiencia pública 
del día, mes y año en él expresados, y fue firmada, leída y publicada 
por mí, Secretaria General, que certifico. 
www.suprema.gov.do



SENTENCIA DEL 11 DE MARZO DE 2009, NÚM. 9
Sentencia impugnada:	 Cámara Civil y Comercial de la Corte de 

Apelación de Santo Domingo, del 30 de 
enero de 1996.

Materia:	 Constitucional.
Recurrente:	 New Hampshire Insurance Company.

 
Dios, Patria y Libertad

República Dominicana
En Nombre de la República, el Pleno de la Suprema Corte de 

Justicia, regularmente constituida por los Jueces Jorge A. Subero 
Isa, Presidente; Rafael Luciano Pichardo, Primer Sustituto de 
Presidente; Eglys Margarita Esmurdoc, Segundo Sustituto de 
Presidente; Hugo Álvarez Valencia, Juan Luperón Vásquez, 
Margarita A. Tavares, Enilda Reyes Pérez, Dulce Ma. Rodríguez 
de Goris, Julio Aníbal Suárez, Víctor José Castellanos Estrella, 
Ana Rosa Bergés Dreyfous, Edgar Hernández Mejía, Darío O. 
Fernández Espinal, Pedro Romero Confesor y José E. Hernández 
Machado, asistidos de la Secretaria General, en la ciudad de Santo 
Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, Capital de la República, 
hoy 11 de marzo de 2009, años 166° de la Independencia y 146° 
de la Restauración, actuando como Tribunal Constitucional, dicta 
en audiencia pública, la siguiente sentencia:

Sobre la acción directa en declaratoria de inconstitucionalidad 
intentada por New Hampshire Insurance Company, sociedad 
comercial reaseguradora, organizada de acuerdo con las leyes 
del Estado de Pennnsylvania, Estados Unidos de América, con 
asiento social y oficinas en la ciudad de Philadelphia, Pennsylvania, 
Estados Unidos de América, y en República Dominicana, en la casa 
núm. 295 de la Avenida Abraham Lincoln, de la ciudad de Santo 
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Domingo, donde se encuentra el estudio de su representante, 
el doctor Carlos Rafael N., dominicano, mayor de edad, casado, 
abogado, portador de la cédula de identidad y electoral núm. 
001-0146404-8, de este domicilio y residencia, quien tiene como 
abogado constituido a los doctores Práxedes Castillo Pérez, Juan 
Ml. Pellerano Gómez, y a los licenciados Práxedes J. Castillo Báez 
e Hipólito Herrera Vassallo, dominicanos, mayores de edades, 
abogados de los tribunales de la República, quienes hacen elección 
de domicilio en el estudio profesional abierto en la Lope de Vega 
núm. 6, de esta ciudad de Santo Domingo, Distrito Nacional, 
contra la sentencia de fecha 30 de enero de 1996, dictada por 
la Cámara Civil y Comercial de la Corte de Apelación de Santo 
Domingo; 

Visto el memorial de casación y demanda en declaratoria de 
inconstitucionalidad depositado en la Secretaría General de la 
Suprema Corte de Justicia, el 13 de octubre de 2000, suscrito 
por los doctores Práxedes Castillo Pérez, Juan Ml. Pellerano 
Gómez, y los licenciados Práxedes J. Castillo Báez e Hipólito 
Herrera Vassallo, la cual concluye así: “I. En cuanto a la acción 
principal en declaratoria de la inconstitucionalidad. declarando 
buena y válida en la forma la demanda principal en declaratoria de 
inconstitucionalidad contra una sentencia dictada por la Cámara 
Civil y Comercial de la Corte de Apelación de Santo Domingo, 
en sus atribuciones comerciales, en fecha 30 de enero de 1996, 
en contra de american life and general insurance company y 
american home assurance company, cuyo dispositivo figura 
transcrito al comienzo del presente memorial; declarando la 
inconstitucionalidad de la sentencia mencionada por violación del 
artículo 46 de la Constitución de la República”; II. En cuanto al 
recurso en casación. PRIMERO: Declarando bueno y válido en 
la forma del presente recurso de casación; SEGUNDO: Casando 
por todos o por uno cualquiera de los medios en que se fundamenta 
el presente recurso, con todas sus consecuencias legales, la 
sentencia impugnada, cuyo dispositivo se transcribe al inicio del 
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presente memorial, dictada en sus atribuciones comerciales, en 
fecha 30 de enero de 1996, por la Cámara Civil y Comercial de 
la Corte de Apelación de Santo Domingo; y TERCERO: Que 
las partes recurridas, Electromuebles Marrero, C. por A. y/o 
Almacenes del Grupo Marrero y/o Inocencio Marrero Jazpez e 
Industrias Caribeñas, C. por A., sean condenadas al pago de las 
costas, con distracción de las mismas en provecho de los suscritos 
abogados, quienes las están avanzando en su mayor parte”;

Visto la sentencia de la Primera Cámara de la Suprema Corte de 
Justicia dictada en fecha 28 de enero de 2009, a propósito del recurso 
de casación y la demanda en declaratoria de inconstitucionalidad 
interpuesta por New Hampshire Insurance Company, cuyo 
dispositivo dice: “Primero: Declara la incompetencia de la 
Cámara Civil y Comercial de la Suprema Corte de Justicia para 
decidir y fallar la cuestión constitucional presentada por la parte 
recurrente, New Hampshire Insurance Company, de manera 
directa, en el curso del recurso de casación interpuesto contra la 
sentencia dictada por la Cámara Civil de la Corte de Apelación 
de Santo Domingo, el 30 de enero de 1996, y, en consecuencia, 
declina el conocimiento de dicha cuestión por ante el Pleno de 
la Suprema Corte de Justicia, en atribuciones constitucionales; 
Segundo: Sobresee el fallo del presente recurso de casación, hasta 
tanto la decisión del Pleno de esta Suprema Corte de Justicia, 
sobre la cuestión constitucional, haya sido rendida; Tercero: Se 
reservan las costas”; 

Visto el dictamen del Magistrado Procurador General de la 
República del 23 de abril de 2001, el cual termina así: “Que procede 
declarar inadmisible: a) la acción directa de inconstitucionalidad 
interpuesta por la compañía New Hampshire Insurance Company 
contra la sentencia del 30 de enero de 1996 de la Cámara Civil y 
Comercial de la Corte de Apelación de Santo Domingo; b) el 
recurso de Casación interpuesto por dicha compañía contra la 
misma sentencia”; 
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La Suprema Corte de Justicia después de haber deliberado, y 
vistos los textos legales invocados por el impetrante, así como los 
artículos 67, inciso 1ro. y 46 de la Constitución de la República 
Dominicana, y 13 de la Ley núm. 156 de 1997 que modifica la Ley 
núm. 25-91, de 1991, Orgánica de la Suprema Corte de Justicia;

Considerando, que el impetrante solicita la declaratoria de 
inconstitucionalidad de la sentencia del 30 de enero de 1996 de 
la Cámara Civil y Comercial de la Corte de Apelación de Santo 
Domingo, por ser contraria a la Constitución de la República; 

Considerando, que el impetrante alega en síntesis lo siguiente: 
1) La sentencia del 30 de enero de 1996 de la Cámara Civil y 
Comercial de la Corte de Apelación de Santo Domingo, viola el 
principio de igualdad de las personas consagrado en el acápite 
5 del artículo 8 y 100 de la Constitución; 2) La Cámara Civil y 
Comercial de la Corte de Apelación de Santo Domingo, violó el 
principio de igualdad en aplicación de la ley que rige y beneficia 
a toda persona, en perjuicio de American Home Assurance 
Company, y por vía de consecuencia contra su garante, lo que 
justifica por sí solo que sea anulada la sentencia de que se trata en 
aplicación del artículo 46 de la Constitución; 

Considerando, que es competencia exclusiva de la Suprema 
Corte de Justicia, de conformidad con el artículo 67, inciso 1 
de la Constitución de la República, sin perjuicio de las demás 
atribuciones que le confiere la ley, conocer en única instancia de 
la constitucionalidad de las leyes, a solicitud del Poder Ejecutivo, 
de uno de los Presidentes de las Cámaras del Congreso Nacional 
o de parte interesada; que es parte interesada en materia de 
constitucionalidad, y a la cual se refiere la parte in fine del 
inciso 1 del citado artículo 67 de la Constitución, aquella que 
figure como tal en una instancia, contestación o controversia de 
carácter administrativo o judicial, o contra la cual se realice un 
acto por uno de los poderes públicos basado en una disposición 
legal pretendidamente inconstitucional, o que justifique un 
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interés legítimo, directo y actual o que actúe como denunciante 
de la inconstitucionalidad de la ley, decreto, resolución o acto 
a condición de que la denuncia sea grave y seria, como en la 
especie; que después de ponderar prima facie la seriedad de la 
denuncia formulada por el impetrante, esta Corte entiende que el 
impetrante ostenta calidad para accionar; 

Considerando, que como se advierte en la especie, se trata de 
una acción en inconstitucionalidad por vía principal contra una 
sentencia; que como ha sido juzgado reiteradamente por esta 
Suprema Corte de Justicia, dicha acción aunque está dirigida 
contra un acto de los poderes públicos, no lo es contra ninguna de 
las normas establecidas por el artículo 46 de la Constitución, sino 
contra una sentencia dictada por un tribunal del orden judicial, 
sujeta a los recursos ordinarios y extraordinarios instituidos por la 
ley, por lo que la acción de que se trata resulta inadmisible;

Considerando, que por lo demás, habiendo cesado a consecuencia 
del presente fallo, la causa por la cual la Primera Cámara de 
la Suprema Corte de Justicia sobreseyó el fallo del recurso de 
casación interpuesto por la recurrente mediante la misma 
instancia a que se contrae la presente decisión, procede declinar 
el conocimiento de dicho recurso por ante esa Cámara para que 
continúe su conocimiento y fallo.

Por tales motivos, 

Resuelve:
Primero: Declara inadmisible el recurso de acción directa en 

declaratoria de inconstitucionalidad contra la sentencia del 30 de 
enero de 1996 dictada por la Cámara Civil y Comercial de la Corte 
de Apelación de Santo Domingo, incoada por New Hampshire 
Insurance Company; Segundo: Declina por ante la Primera 
Cámara de esta Suprema Corte de Justicia el conocimiento y 
fallo del recurso de casación interpuesto por New Hampshire 
Insurance Company contra la sentencia dictada por la Cámara 
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Civil y Comercial de la Corte de Apelación de Santo Domingo 
el 30 de enero de 1996; Tercero: Ordena que la presente sea 
comunicada para los fines de lugar al Procurador General de la 
República, a la Cámara Civil y Comercial de la Suprema Corte de 
Justicia y a las partes interesadas, y ordena que sea publicada en el 
Boletín Judicial para general conocimiento.

Firmado: Jorge A. Subero Isa, Rafael Luciano Pichardo, Eglys 
Margarita Esmurdoc, Hugo Álvarez Valencia, Juan Luperón 
Vásquez, Margarita A. Tavares, Enilda Reyes Pérez, Dulce Ma. 
Rodríguez de Goris, Julio Aníbal Suárez, Víctor José Castellanos 
Estrella, Ana Rosa Bergés Dreyfous, Edgar Hernández Mejía, 
Darío O. Fernández Espinal, Pedro Romero Confesor y José E. 
Hernández Machado. Grimilda Acosta, Secretaria General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los señores 
Jueces que figuran en su encabezamiento, en la audiencia pública 
del día, mes y año en él expresados, y fue firmada, leída y publicada 
por mí, Secretaria General, que certifico. 
www.suprema.gov.do



SENTENCIA DEL 11 DE MARZO DE 2009, NÚM. 10
Sentencia impugnada:	 Cámara Civil y Comercial de la Quinta 

Circunscripción del Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito, del 16 de julio de 
1987.

Materia:	 Constitucional.
Recurrente:	 Ézel Féliz Vargas.
Abogado:	 Dr. Alfonso Matos.

 
Dios, Patria y Libertad

República Dominicana
En Nombre de la República, el Pleno de la Suprema Corte de 

Justicia, regularmente constituida por los Jueces Jorge A. Subero 
Isa, Presidente; Rafael Luciano Pichardo, Primer Sustituto de 
Presidente; Eglys Margarita Esmurdoc, Segundo Sustituto de 
Presidente; Hugo Álvarez Valencia, Juan Luperón Vásquez, 
Margarita A. Tavares, Enilda Reyes Pérez, Dulce Ma. Rodríguez 
de Goris, Julio Aníbal Suárez, Víctor José Castellanos Estrella, 
Ana Rosa Bergés Dreyfous, Edgar Hernández Mejía, Darío O. 
Fernández Espinal, Pedro Romero Confesor y José E. Hernández 
Machado, asistidos de la Secretaria General, en la ciudad de Santo 
Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, capital de la República, 
hoy 11 de marzo de 2009, años 166° de la Independencia y 146° 
de la Restauración, actuando como Tribunal Constitucional, dicta 
en audiencia pública, la siguiente sentencia:

Sobre la acción directa en declaratoria de inconstitucionalidad 
intentada por Ézel Féliz Vargas, dominicano, mayor de edad, 
soltero, estudiante, portador de la cédula de identidad y electoral 
núm. 001-1703507-1, domiciliado y residente en esta ciudad 
de Santo Domingo, República Dominicana, quien tiene como 
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abogado constituido y apoderado al doctor Alfonso Matos, 
dominicano, mayor de edad, casado, abogado, portador de la 
cédula de identidad y electoral núm. 001-0007012-7, con estudio 
profesional abierto en la calle Luis Padilla D’Onis, del sector Los 
Prados, de esta ciudad de Santo Domingo, Distrito Nacional, 
contra: a) la sentencia de adjudicación núm. 149 de fecha 16 de 
julio de 1987, dictada por la Cámara Civil y Comercial de la Quinta 
Circunscripción del Juzgado de Primera Instancia del Distrito, b) 
el certificado de título núm. 89-3014, sobre la parcela núm. 5-A-
48-REF. -32 del Distrito Catastral núm. 4 del Distrito Nacional, 
y, c) la sentencia civil núm. 224 dictada por la Cámara Civil y 
Comercial de la Corte de Apelación de Santo Domingo;

 Visto la instancia firmada por el doctor Alfonso Matos, 
depositada en la Secretaría de la Suprema Corte de Justicia el 26 de 
febrero de 2007, que concluye así: “PRIMERO: Admitir como 
buena y válida la presente demanda que persigue proteger al señor 
Ézel Féliz Vargas en sus derechos constitucionales; SEGUNDO: 
Declarar inconstitucional la sentencia civil de adjudicación núm. 
149 de fecha 16 de julio de 1987, dictada por la Cámara Civil y 
Comercial de la Quinta Circunscripción del Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Nacional (hoy Quinta Sala); TERCERO: 
Declarar inconstitucional el Certificado de Título núm. 89-3014 
a nombre del señor Miguel de Jesús Hasbún sobre la parcela 
núm. 5-A-48-REF.-32 del Distrito Catastral núm. 4 del Distrito 
Nacional; CUARTO: Declarar inconstitucional la sentencia civil 
núm. 224 de fecha 9 de julio del año 2003, dictada por la Cámara 
Civil y Comercial de la Corte de Apelación de Santo Domingo 
(del Distrito Nacional, en la actualidad); QUINTO: Declarar 
nulos todos los efectos que hayan causado y que puedan causar 
en el futuro los siguientes actos: la sentencia civil de adjudicación 
núm. 149 de fecha 16 de julio de 1987 dictada por la Cámara Civil 
y Comercial de la Quinta Circunscripción del Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Nacional (hoy Quinta Sala), el Certificado de 
Título núm. 89-3014 a nombre del señor Miguel de Jesús Hasbún 
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sobre la parcela núm. 5-A-48-REF.-32 del Distrito Catastral núm. 
4 del Distrito Nacional, y la sentencia civil núm. 224 de fecha 9 
de julio del año 2003 dictada por la Cámara Civil y Comercial de 
la Corte de Apelación de Santo Domingo (del Distrito Nacional, 
en la actualidad)”;

Visto el dictamen del Magistrado Procurador General de 
la República del 27 de abril de 2007, el cual termina así: “Que 
procede declarar inadmisible la instancia interpuesta por el señor 
Ézel Féliz Vargas, a través de su abogado constituido el Dr. 
Alfonso Matos, consistente en una acción directa en declaratoria 
de inconstitucionalidad de la sentencia de adjudicación núm. 149 
dada por la Cámara Civil y Comercial de la quinta circunscripción 
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, del 
certificado de títulos núm. 89-3014 y de la sentencia núm. 224 
dictada por la Cámara Civil y Comercial de la Corte de Apelación 
del Distrito Nacional; en consecuencia declarar conforme a la 
Constitución de la República las referidas ordenanzas y el citado 
título”;

La Suprema Corte de Justicia después de haber deliberado, y 
vistos los textos legales invocados por el impetrante, así como los 
artículos 67, inciso 1ro. y 46 de la Constitución de la República 
Dominicana, y 13 de la Ley núm. 156 de 1997 que modifica la Ley 
núm. 25-91, de 1991, Orgánica de la Suprema Corte de Justicia;

Considerando, que el impetrante solicita la declaratoria de 
inconstitucionalidad de la sentencia de adjudicación núm. 
149 dictada por la Cámara Civil y Comercial de la Quinta 
Circunscripción del Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Nacional, del Certificado de Títulos núm. 89-3014 y de la 
sentencia núm. 224 dictada por la Cámara Civil y Comercial de 
la Corte de Apelación de Santo Domingo, por ser contraria a la 
Constitución; 

Considerando, que el impetrante alega en síntesis lo siguiente: 
1) Que la sentencia de adjudicación núm. 149 del 16 de julio 
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de 1987, dictada por la Cámara Civil y Comercial de la Quinta 
Circunscripción del Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Nacional no fue firmada por el secretario del tribunal; no 
obstante, es violatoria de las disposiciones del artículo 8, inciso 
13 de la Constitución de la República, ya que la misma, adjudica 
un bien indiviso; 2) Que el Certificado de Título núm. 89-3014 
a nombre del señor Miguel de Jesús Hasbún, es falso, sin valor 
jurídico alguno, por estar sustentado en la mencionada sentencia 
de adjudicación núm. 149, la cual violenta la Constitución; 3) Que 
la sentencia núm. 224 de fecha 9 de julio del año 2003, dictada por 
la Cámara Civil y Comercial de la Corte de Apelación de Santo 
Domingo, viola el derecho de defensa; 4) Que la Inmobiliara 
Capital, S. A., quien ha estado actuando en el litigio sobre derechos 
registrados objeto del presente recurso desde la venta en pública 
subasta de la Parcela núm. 5-A-48-REF.-32 del Distrito Catastral 
núm. 04 del Distrito Nacional, carece de personalidad jurídica y 
de capacidad para actuar en justicia; 

Considerando, que es competencia exclusiva de la Suprema 
Corte de Justicia, de conformidad con el artículo 67, inciso 1 
de la Constitución de la República, sin perjuicio de las demás 
atribuciones que le confiere la ley, conocer en única instancia de 
la constitucionalidad de las leyes, a solicitud del Poder Ejecutivo, 
de uno de los Presidentes de las Cámaras del Congreso Nacional 
o de parte interesada; que es parte interesada en materia de 
constitucionalidad, y a la cual se refiere la parte in fine del 
inciso 1 del citado artículo 67 de la Constitución, aquella que 
figure como tal en una instancia, contestación o controversia de 
carácter administrativo o judicial, o contra la cual se realice un 
acto por uno de los poderes públicos basado en una disposición 
legal pretendidamente inconstitucional, o que justifique un 
interés legítimo, directo y actual o que actúe como denunciante 
de la inconstitucionalidad de la ley, decreto, resolución o acto 
a condición de que la denuncia sea grave y seria, como en la 
especie; que después de ponderar prima facie la seriedad de la 
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denuncia formulada por el impetrante, esta Corte entiende que el 
impetrante ostenta calidad para accionar; 

Considerando, que como se advierte en la especie, se trata de 
una acción en inconstitucionalidad por vía principal contra dos 
sentencias y contra un certificado emanado de un órgano del 
Poder Judicial; que como ha sido juzgado reiteradamente por 
esta Suprema Corte de Justicia, dicha acción aunque está dirigida 
contra un acto de los poderes públicos, no lo es contra ninguna de 
las normas establecidas por el artículo 46 de la Constitución, sino 
contra dos sentencias dictadas por un tribunal y un certificado 
emanado de un órgano del orden judicial, sujetos a los recursos 
ordinarios y extraordinarios instituidos por la ley, por lo que la 
acción de que se trata resulta inadmisible,

Por tales motivos, 

Resuelve:
Primero: Declara inadmisible el recurso de acción directa 

en declaratoria de inconstitucionalidad contra la sentencia de 
adjudicación núm. 149, dictada por la Cámara Civil y Comercial 
de la Quinta Circunscripción del Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Nacional, contra la sentencia civil núm. 224 dictada 
por la Cámara Civil y Comercial de la Corte de Apelación de 
Santo Domingo y contra el certificado de título núm. 89-3014, 
a nombre del señor Miguel de Jesús Hasbún, sobre la parcela 
núm. 5-A-48-REF.-32 del Distrito Catastral núm. 4 del Distrito 
Nacional, incoada por el señor Ézel Féliz Vargas; Segundo: 
Ordena que la presente sea comunicada al Procurador General 
de la República, para los fines de lugar y publicada en el Boletín 
Judicial para general conocimiento.

Firmado: Jorge A. Subero Isa, Rafael Luciano Pichardo, Eglys 
Margarita Esmurdoc, Hugo Álvarez Valencia, Juan Luperón 
Vásquez, Margarita A. Tavares, Enilda Reyes Pérez, Dulce Ma. 
Rodríguez de Goris, Julio Aníbal Suárez, Víctor José Castellanos 
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Estrella, Ana Rosa Bergés Dreyfous, Edgar Hernández Mejía, 
Darío O. Fernández Espinal, Pedro Romero Confesor y José E. 
Hernández Machado. Grimilda Acosta, Secretaria General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los señores 
Jueces que figuran en su encabezamiento, en la audiencia pública 
del día, mes y año en él expresados, y fue firmada, leída y publicada 
por mí, Secretaria General, que certifico. 
www.suprema.gov.do



SENTENCIA DEL 11 DE MARZO DE 2009, NÚM. 11
Decisión impugnada:	 Núm. 041-08, homologada por el Consejo 

Directivo del INDOTEL, del 15 de febrero 
de 2008.

Materia:	 Civil.
Recurrente:	 Nelson Adolfo Peña Mejía.
Abogado:	 Dr. Juan Martínez González.
Recurrida:	 Compañía de Teléfonos, C. por A. 
Abogado:	 Licdos. Diana de Camps Contreras y 

Ernesto V. Raful Romero.

 
Dios, Patria y Libertad

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia, 
regularmente constituida por los Jueces Jorge A. Subero Isa, 
Presidente; Rafael Luciano Pichardo, Primer Sustituto de 
Presidente; Eglys Margarita Esmurdoc, Segundo Sustituto de 
Presidente; Hugo Álvarez Valencia, Juan Luperón Vásquez, 
Margarita A. Tavares, Julio Ibarra Ríos, Enilda Reyes Pérez, 
Dulce María Rodríguez de Goris, Julio Aníbal Suárez, Víctor 
José Castellanos Estrella, Ana Rosa Bergés Dreyfous, Edgar 
Hernández Mejía, Darío O. Fernández Espinal, Pedro Romero 
Confesor y José Enrique Hernández Machado, asistidos de la 
Secretaria General, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, 
Distrito Nacional, capital de la República Dominicana, hoy 11 
de marzo de 2009, años 165° de la Independencia y 146° de la 
Restauración, dicta en audiencia pública, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de apelación interpuesto por Nelson Adolfo 
Peña Mejía, dominicano, mayor de edad, casado, administrador, 
cédula de identidad y electoral núm. 001-0135500-0, domiciliado y 
residente en la calle 33, núm. 158 E, Pueblo Nuevo, Los Alcarrizos, 
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Santo Domingo Oeste, Municipio de los Alcarrizos, contra la 
decisión núm. 041-08, adoptada por el Cuerpo Colegiado núm. 
08-07, homologada por el Consejo Directivo del INDOTEL, el 
15 de febrero de 2008, mediante Resolución de Homologación 
núm. 190-08, sobre recurso de queja núm. 4948; 

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído al alguacil de turno llamar a la parte recurrente Nelson 
Adolfo Peña Mejía, Instituto Centro de Enseñanza y Papelería 
Merané, quien está representada por el Dr. Juan Martínez 
González y la parte recurrida Verizon Dominicana, C. por A., 
quien está representada por sus abogados Licdos Diana de Camps 
Contreras y Ernesto V. Raful Romero;

Oído al recurrente Nelson Adolfo Peña Mejía solicitar; “Que 
se aplace para que ellos me comuniquen los documentos y los 
que han depositado, que la secretaria me los comunique, los 
documentos”;

Oído al Magistrado Presidente solicitarle a la parte recurrente 
Nelson Adolfo Peña Mejía que formalice sus conclusiones;

Oído a la parte recurrente Nelson Adolfo Peña Mejía, administrador 
del Instituto Centro de Enseñanza y Papelería Merané, solicitarle 
al tribunal: Único: “Que se aplace el conocimiento de la presente 
audiencia a los fines de que la secretaria me comunique los 
documentos que aporta CODETEL”;

Oídos a los Licdos. Diana de Camps Contreras y Ernesto V. Raful 
Romero, abogados de la parte recurrida compañía de teléfonos, 
C. por A. (CODETEL), solicitar: “Único: que se rechace el 
pedimento de la parte recurrente y que se conozca el fondo”;

Oído al Dr. Juan Martínez González, abogado de la parte 
recurrente concluir de la forma siguiente: “Primero: Que se 
declare bueno y válido en cuanto a la forma el presente recurso 
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de casación-apelación interpuesto por el señor Nelson Adolfo 
Peña Mejía, por haber sido interpuesto en el plazo y conforme 
al procedimiento establecido, y en cuanto al fondo de dicho 
recurso, se declare bueno y válido por ser elevado conforme a 
los procedimientos legales y procesales hecho de acuerdo a la ley 
y en el tiempo hábil para elevar el recurso de casación-apelación 
contra Claro-Codetel-Indotel; Segundo: Que se case la sentencia 
antes enunciada por los vicios de que adolece en perjuicio del 
recurrente; Tercero: Que se condene a la parte recurrida Claro-
Codetel al pago de CI, por violar la ley de telecomunicaciones 153-
98, en su artículo 106, letra L. y los cargos por incumplimiento: 
Se establece un cargo por incumplimiento (CI), equivalente al 
valor de veinte mil pesos oro (RD$20,000.00) de 1997. El órgano 
regulador, por resolución, actualizará el valor del CI a fin de 
preservar su nivel de sanción económica, utilizando los índices 
de precios al consumidor publicados por el Banco Central de la 
República Dominicana. Y el artículo 109.2 las faltas consideradas 
graves, serán sancionadas con un mínimo de diez (10) CI y un 
máximo de treinta (30); Cuarto: A que no se declare inadmisible 
el presente recurso, ya que la abogada Diana Decamps de la 
empresa Claro-CODETEL pidió que se declare inadmisible el 
presente recurso de queja por la Suprema Corte de Justicia porque 
fue hecho fuera de plazo, y este alegato de Claro-Codetel no sea 
tomado en cuenta, ya que la notificación de la decisión de Indotel 
del RDQ 4948 nunca lo recibí en la fecha que dice, sino que fue 
entre el día 15 al 20 de mayo del 2008 que Indotel me notificó la 
decisión del RDQ 4948, y ellos me citaron a Indotel a buscar la 
notificación de dicha decisión y ellos (Indotel) tienen acuse de 
recibo de mi parte cuya fecha está entre los días 15 al 20 de mayo 
del 2008. Y es por esto que los días de caducidad serán contados 
a partir de que la parte interesada sea notificada y es a partir de ese 
momento en que el tiempo comienza a correr. Es decir que los 30 
días que la Ley de la apelación o casación, según la resolución 834-
2004 exige para que sea apelada o casada la sentencia de Indotel 
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ante la Suprema Corte de Justicia serán contados a partir de que 
sea hecha la notificación a la parte interesada a notificar”; 

Oído a los Licdos. Diana de Camps y Ernesto V. Raful Romero, 
abogados de la parte recurrida concluir de la manera siguiente: 
“Primero: Comprobar y declarar los siguientes hechos: a) Que 
la decisión No. 41-08 emitida por el Cuerpo Colegiado del 
INDOTEL No. 08-07 fue notificada al señor Nelson Adolfo 
Peña, representante de Marane, en fecha 24 de abril de 2008; b) 
Que Marane recurrió la decisión No. 41-08 precitada en fecha 
26 de mayo de 2008, es decir, treinta y dos (32) días después de 
la notificación de la misma por parte del INDOTEL, por lo que 
el plazo para interponer un recurso de apelación contra dicha 
decisión se encontraba ampliamente vencido; Segundo: Declarar 
Inadmisible por Prescripción el recurso de apelación interpuesto 
por Marane en contra de la decisión No. 41- 08, emitida por el 
Cuerpo Colegiado No. 08-07, al haber sido interpuesto treinta 
y dos (32) días de su notificación, en abierta violación al plazo 
de diez (10) días establecido en el artículo 33 del Reglamento 
para la Solución de Controversias entre Usuarios y Prestadoras 
de Servicios Públicos de Telecomunicaciones”; De manera 
subsidiaria, y sólo para el improbable y lejano caso de que nuestras 
conclusiones principales no sean acogidas; Primero: Comprobar 
y declarar los siguientes hechos: a) Que a principios del mes de 
mayo de 2007, en la zona donde está ubicado el local de Marane se 
produjo una avería ocasionada por un tercero que generó daños al 
cableado telefónico de CODETEL, la cual fue corregida en fecha 
8 de mayo de 2007; b) Que posteriormente, técnicos designados 
por CODETEL procedieron a corregir las averías que fueron 
ocasionadas a los servicios telefónicos de las diversas residencias 
del sector por dicho evento, teniendo en cada caso que acceder a 
cada una de las residencias para solucionar de manera definitiva 
las respectivas averías. Sin embargo, CODETEL intentó en varias 
ocasiones contactar a Marane sin éxito para acceder a su localidad 
reparar la avería que dice afectó el servicio telefónico del No. 809-
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545-2658; c) Que el 30 de mayo de 2007, el señor Jacinto Sandoval, 
técnico de CODETEL, se dirigió al local de Marane, donde el 
señor Nelson Adolfo Peña Mejía, en representación de Marane, 
le impidió la entrada al local, reiterando que no deseaba que le 
repararan, una avería ya que el caso se encontraba en la justicia; d) 
Que el señor Nelson Adolfo Peña Mejía se mantuvo interponiendo 
reclamaciones ante el INDOTEL y los tribunales de la República, 
provocando que la línea telefónica se mantuviera en un estado de 
protección, lo cual obligó a Codetel a mantener indisponible su 
línea telefónica, por lo que ésta se vio en la obligación de mantener 
facturando la renta fija del servicio telefónico No. 809- 545-2658, 
que es el costo mínimo para poder mantener la línea a nombre 
de Marane, equivalente a la renta fija por acceso al servicio; e) 
Que a pesar de tener el derecho de facturar dichos cargos, a fines 
de mantener las buenas relaciones con Marane, CODETEL se 
mantuvo realizando créditos de los cargos generados a través de la 
línea telefónica No. 809-545-2658, incluyendo la suma facturada 
en noviembre de 2007, objeto de reclamo a través del RDQ 4148; 
f) Que en fecha 3 de diciembre de 2007, CODETEL le informó 
a Marane que durante los próximos días enviaría un técnico con 
el fin de corregir la alegada avería que afecta su línea telefónica 
No. 809-545-2658, en virtud de lo anterior, Marane informó a 
la Gerencia de Protección al Consumidor del INDOTEL que 
deseaba que el técnico de CODETEL fuera el 15 de enero de 
2008; g) Que el 15 de enero de 2008, el técnico de CODETEL, 
conjuntamente con los representantes de Codetel, un notario 
público y un inspector del INDOTEL, se trasladó al domicilio 
de Marane con el fin de constatar y corregir la alegada avería. Sin 
embargo, el señor Nelson Adolfo Peña Mejía se negó a que el 
técnico constatara la misma bajo la afirmación textual de que “no 
podía aceptar el servicio porque su negocio está en quiebra”, Visto 
lo anterior, el técnico CODETEL no pudo constatar, y en caso 
de ser necesario, reparar la supuesta avería; h) Que el Reglamento 
para la Solución de Controversias entre Usuarios y Prestadoras 
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enumera los asuntos susceptibles de reclamación, los cuales se 
circunscriben a problemas de calidad del servicio brindado. Por lo 
que es evidente que los Cuerpos Colegiados no están facultados 
a imponer indemnizaciones por Daños y Perjuicios. h) Que la 
imposición de Cargos por Incumplimiento escapa la facultad de 
los Cuerpos Colegiados. Dicha facultad sancionadora se encuentra 
reservada para el Consejo Directivo del INDOTEL; Segundo: En 
cuanto al fondo, y por los hechos antes mencionados, Rechazar 
el recurso de apelación interpuesto en fecha 26 de mayo de 2008 
por el señor Nelson Adolfo Peña Mejía contra la decisión 41-08 
dictada el 15 de febrero de 2008 por el Cuerpo Colegiado No. 
08-07, y homologada por el Consejo Directivo del INDOTEL 
mediante Resolución No. 190-08, por improcedente, mal fundado 
y carente de base legal. En consecuencia, estatuyendo por propia 
autoridad y contrario imperio, ratificar íntegramente la decisión 
No. 41-08 antes descrita, por haber sido dictada como resultado 
de un examen serio de los hechos, y conforme a una correcta 
interpretación y aplicación del derecho”;

La Corte, luego de deliberar decide: “Único: La Corte se reserva 
el fallo para pronunciarlo en una próxima audiencia”; 

Resulta, que con motivo del recurso de queja núm. 4948 
interpuesto ante el INDOTEL por Nelson Adolfo Peña Mejía, el 
Cuerpo Colegiado núm. 08-07, adoptó la decisión núm. 041-08 
homologada por el Consejo Directivo del INDOTEL el 15 de 
febrero de 2008, cuya parte dispositiva establece: “Primero: En 
cuanto a la forma admitir el presente recurso de queja por haber 
sido interpuesto conforme la Ley General de Telecomunicaciones 
No. 153-98 y el Reglamento para la Solución de Controversias 
entre los Usuarios y las Prestadoras de los Servicios Públicos 
de las Telecomunicaciones; Segundo: En cuanto al fondo: (a) 
reconocer que la prestadora ha acreditado a favor del usuario del 
servicio telefónico No. 809-545-2658, los cargos correspondientes 
a la renta en la factura de noviembre 2007, con lo que ha quedado 
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satisfecha esa parte de la reclamación del usuario consignada en 
su recurso de queja, y (b) declarar que la reparación de la avería 
que afecta al servicio telefónico del usuario No. 809-545-2658, 
no ha sido corregida en razón de la negativa del señor Nelson 
Adolfo Peña Mejía, representante de la usuaria titular, de permitir 
el acceso a su local de los técnicos de la prestadora, según ha sido 
comprobado por el inspector de la Gerencia de Inspección del 
Indotel, Orly David Pérez Medina, según su informe de fecha 
15 de enero de 2008; Tercero: Declarar la incompetencia de 
este Cuerpo Colegiado para decidir sobre la petición del usuario 
en el sentido de que la prestadora cumpla con la indemnización 
de la demanda interpuesta por él en la justicia, en razón de que 
las atribuciones de los Cuerpos Colegiados del INDOTEL 
están claramente definidas en el Reglamento para la Solución 
de Controversias entre los Usuarios y las Prestadoras de los 
Servicios Públicos de las Telecomunicaciones y tal petición no 
se encuentran entre los facultativos a los Cuerpos Colegiados; 
Cuarto: Reconocer a la prestadora, Compañía Dominicana de 
Teléfonos, C. por A., la facultad de cancelar la línea telefónica 
No. 809-545-2658, en razón de que esa línea no ha podido ser 
constatada ni corregida su avería, debido a la negativa del usuario 
en permitir el acceso a su local a los técnicos de Codetel, como 
ha sido comprobado por la Gerencia de Inspección de Indotel; 
Quinto: La presente decisión se declara ejecutoria a partir de 
su homologación por el Consejo Directivo del Indotel, según 
lo establece el artículo 32 del Reglamento para la Solución de 
Controversias entre los Usuarios y las Prestadoras de los Servicios 
de Telecomunicaciones ”; 

Resulta, que no conforme con esta decisión, la parte recurrente 
Nelson Adolfo Peña Mejía, interpuso contra la misma formal 
recurso de apelación por ante la Suprema Corte de Justicia;

Resulta, que por auto de fecha 23 de junio de 2008, el Magistrado 
Juez Presidente de la Suprema Corte de Justicia, fijó la audiencia 
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del día 15 de octubre de 2008, para conocer en audiencia pública 
del recurso de apelación antes mencionado; 

Resulta, que en la audiencia del día 15 de octubre de 2008, 
las partes concluyeron de la manera en que aparece copiado 
precedentemente;

Considerando, que la parte recurrente en su acto del recurso 
fundamenta su apelación en los alegatos siguientes: “Que Claro-
Codetel fue negligente al no arreglar el servicio a tiempo; que mi 
cliente a los diez días todos sus clientes se habían ido para otros 
centros de Internet, y cuando le dio la gana a CLARO-CODETEL 
de querer ir a arreglar el servicio casi al mes, ya mi cliente había 
comenzado a quebrar y no podía pagar el servicio y había puesto 
una demanda por daños y perjuicios como así se lo notificó a 
la empresa CLARO-CODETEL; que Claro-Codetel ha seguido 
mandando factura cobrando un servicio no prestado en violación 
a la ley 153-98, artículo 106, numeral L) que dice que constituyen 
faltas graves el cobro a clientes o usuarios por un servicio no 
prestado; que se hizo un reporte a ‘CLARO’ CODETEL con el 
número 3417512, y el representante que me atendió fue Karina 
Lora Gómez, reportando el día 10 de septiembre de 2007 por 
el monto de 6,732.43, y todavía me mandan otra factura por 
$9,149.61, y hago un segundo reporte que tiene el No. 3493391, 
hecho el día 12 de octubre del 2007, y me atendió Oseas Martínes, 
y nadie de la compañía-empresa de “CLARO” CODETEL se ha 
dignado a resolver el problema, por lo cual Marane autoriza y da 
pleno poderes al Señor Nelson Adolfo Peña Mejía; que mi cliente 
reconoce la factura que le llevaron el viernes 4 de mayo de 2007, 
correspondiente al mes de abril y la pagó como siempre lo ha 
hecho, pero es “Claro” Codetel quien tiene que indemnizar a mi 
cliente con la suma de RD$5,000,000.00 (cinco millones de pesos 
oro dominicano) por daños y perjuicios, por el cobro abusivo de 
parte de CLARO-CODETEL; que está siendo también sometida 
la Empresa Telefónica “CLARO” Codetel se citan también los 
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artículos 27,50 y 118 del Código Procesal Penal; que está siendo 
también sometida la Empresa Telefónica “CLARO” CODETEL 
se citan también la Ley 153-98, en su artículo 106, numeral L) que 
dice que constituyen faltas graves el cobro a clientes o usuarios 
por un servicio no prestado; que está siendo también sometida 
la Empresa Telefónica “CLARO” CODETEL se citan también 
el artículo 405, 408 del Código Penal Dominicano, por querer 
cobrar un servicio no prestado; que está siendo también sometida 
la Empresa Telefónica “CLARO” CODETEL se citan también 
la Ley 834 sobre Referimiento de la Urgencia para cuando una 
persona se esta quedando en la quiebra o en la ruina total del 
Código Civil Dominicano, por los daños causados por “CLARO-
CODETEL” y querer cobrar un servicio no prestado; que es 
“CLARO-CODETEL” quien tienes que indemnizar a mi cliente 
por daños y perjuicio y violación del contrato en lo referente al 
servicio telefónico y de Internet, ya que esto le produjo grandes 
pérdidas económicas, moral y psicológicas por el tiempo en que 
no le puso el servicio de teléfonos e Internet a mi cliente casi 
quedando en la ruina económica; que ellos alegan que fueron a 
arreglarme el servicio de teléfono e Internet el día 18 de mayo 
pero no dicen que a dos locales del mío le arreglaron a Cendy 
Celulares el día 8 y el mismo Sandoval me dijo que no tenía 
ninguna reparación para mi, sino que fue el día 18 a arreglar el 
servicio, pero ya había una demanda en proceso en la justicia y 
una “desautorización” a Indotel para que no emita ningún juicio, 
ya que se elevó una demanda en la Cámara Civil y Comercial, el 
problema se origina el 1ro. de mayo del 2007 y dieron fecha en 
Indotel de que lo iban a arreglar a más tardar el día 4 ó 5 de mayo 
del 2007, según consta en un documento de Indotel, después 
ponen una nueva fecha de arreglar el servicio y dijeron que lo 
harían el día 11 de mayo del 2007, y tampoco cumplieron, y ya 
para el día 11 de mayo mi cliente había perdido todos los clientes 
que tenía de Internet y ya presentaba pérdida cuantiosa por culpa 
de la negligencia de parte de Codetel; que se anexó documentos 
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de quiebras del negocio Marane, se ve claramente la urgencia 
de mi cliente de que haya un veredicto favorable para así poder 
capitalizar su negocio que ya esta quebrado y he estado vendiendo 
todo para asumir compromisos de prestamos, personales, y gastos 
varios; que se anexó declaración jurada con testigos de que nunca 
salí del negocio, ni de mi casa el 11 de junio de 2007, por lo que 
está más que demostrado que nunca fui el 11 de junio de 2007 
a Indotel, por lo que el documento del 11 de junio de 2007 fue 
alterado en cuanto a la fecha y en cuanto a la persona que dice que 
me atendió cuando nunca esta persona me atendió y él mismo 
me lo manifestó en el mes de agosto que fue cuando en realidad 
comencé a ir de nuevo después de la última vez que fui y fue en el 
mes de mayo, por lo que es necesario el informativo testimonial 
y con todos estos documentos demuestran que la inadmisibilidad 
porque no hay objeto cierto fue una mala interpretación de estos 
jueces de la Corte de Apelación de querer favorecer a CLARO-
CODETEL por presión o componenda, pero así lo hicieron, 
y violaron la ley y el derecho de mi cliente de tener un juicio 
justo; que se anexó factura del 4 de julio donde seguían haciendo 
un cobro abusivo y lo siguieron haciendo por más de 7 meses 
y quieren alegar que no hubo cobro abusivo, lo que demuestra 
que está hablando mentiras a toda costa para querer salir 
gananciosos con sus mentiras y falsos documentos introducidos 
por inventarios con afirmaciones falsas y malintencionadas; que 
por demás en este aspecto jurídico la sentencia de referencia 
carece de fundamentación por lo que procede que un tribunal 
de la misma jerarquía conozca nuevamente del presente proceso, 
por lo que debe ser casada, o que la Suprema Corte condene a 
CLARO-CODETEL a lo estipulado por la Ley 153-98 por violar 
el artículo 106, letra L, por cobro abusivo”;

Considerando, que en relación con los alegatos expuestos por 
la parte recurrente el Cuerpo Colegiado apoderado, luego del 
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examen de los documentos, consignó en la decisión apelada: 
“Que, en la sesión del 8 de febrero 2008, luego de finalizada la 
medida de comparecencia personal de las partes, considerando 
debidamente conocido el expediente concerniente a este recurso 
de queja, este Cuerpo Colegiado pudo establecer lo siguiente: 
a) Que el usuario no dispone del servicio telefónico desde el 
1ro. de mayor 2007, debido a una avería en el cableado externo 
telefónico del sector en donde se encuentra instalado el servicio, 
ocasionada dicha avería por personas ajenas a las partes, estos 
hechos han sido afirmados tanto por el usuario como por 
la prestadora; que el daño ocasionado al cableado externo al 
servicio telefónico del usuario, fue reparado por la prestadora, 
según ha informado la prestadora a este Cuerpo Colegiado y 
consta en informe depositado en el expediente; que la prestadora 
reparó los servicios telefónicos de las diversas residencias del 
sector afectado por la avería al cableado externo ocurrido el 
1ro. de mayo 2007, con excepción del servicio correspondiente 
al número 809-545-2658, asignado al usuario reclamante en el 
presente recurso de queja, según consta en la Declaración Jurada 
de fecha 29 de agosto de 2007, del técnico Jacinto E. Sandoval 
Ozorio; que la prestadora ha manifestado, tanto en su escrito de 
defensa como en diferentes comunicaciones dirigidas a Indotel y 
que reposan en el expediente, que los motivos por los que no ha 
reparado el servicio telefónico del usuario, se ha debido a que éste 
no ha permitido que los técnicos ingresen a su local; que consta 
en el expediente un reporte de comprobación técnica elaborado y 
firmado por el inspector de la Gerencia de Inspección de Indotel, 
Orly David Pérez Medina, de fecha 15 de enero 2008, mediante 
el cual dicho inspector señala que trasladándose al Municipio 
de los Alcarrizos, Provincia de Santo Domingo, atendiendo a 
solicitud de la prestadora, para comprobar la negativa a permitir 
la reparación de la avería en la línea telefónica del usuario, pudo 
constatar la negativa de dicho usuario para que el técnico de 
la prestadora, Rubén Gutiérrez (carnet 16820), procediera a la 
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reparación de la avería que afecta el sistema del usuario y éste 
señaló no interesarle la reparación, en razón de que ya su negocio 
está quebrado y que él (el usuario) espera una compensación de 
la prestadora para reponer los recursos que ha dejado de percibir 
a causa de la avería; que la prestadora, según consta en el escrito 
de defensa, ha afirmado haber acreditado a favor del usuario, por 
el servicio no prestado hasta el 4 de enero de 2008, los montos 
facturados hasta esa fecha; que el recurso de queja No. 4948, 
objeto de esta decisión con la firma del usuario en el formulario 
de consulta/reclamo No. 4948, del 20 de diciembre de 2007 se 
circunscribe a solicitar la solución de la avería y el descargo de 
RD$1,001.69, impuestos incluidos, por concepto de facturación 
de renta con servicio telefónico averiado, correspondiente al mes 
de noviembre de 2007, así como a que se le indemnice sobre 
la demanda que existe interpuesta en justicia; que respecto a la 
solución de la avería, se ha demostrado que la prestadora lo ha 
intentado en reiteradas ocasiones, viéndose impedida de hacerlo 
por la negativa del usuario y permitir el acceso de los técnicos a su 
local, tal como consta en el informe del inspector del Indotel y de 
acto notarial de comprobación No. 4-2008, de fecha 15 de enero 
de 2008, del Notario Lic. José Daniel Vásquez Badía; que en lo que 
concierne a la petición del usuario de descargo de la facturación 
de noviembre 2007, consta que la prestadora procedió a dicho 
descargo, como ha sido anteriormente descrito; que han sido 
satisfechas las reclamaciones del usuario expuestas con su firma 
en el formulario de consulta/reclamo No. 4948, del Indotel, de 
fecha 20 de diciembre de 2007, que dio apertura a su recurso de 
queja No. 4948, consistentes en: (a) Descargo o crédito sobre 
la facturación de noviembre 2007; y (b) intención manifiesta y 
comprobada documentalmente por parte de la prestadora, de 
reparar la avería que sufre el servicio telefónico No. 809-5452658; 
que este Cuerpo Colegiado, de acuerdo a las atribuciones que le 
confiere el Reglamento para la Solución de Controversias entre 
los Usuarios y las Prestadoras de los Servicios Públicos de 
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Telecomunicaciones, tiene atribución legal de conocer y resolver 
las diferencias sometidas por el usuario de los servicios públicos 
de telecomunicaciones, no pudiendo intervenir en acciones de 
las que estén apoderados los tribunales ordinarios de justicia, 
que se rigen por el derecho común; que este Cuerpo Colegiado, 
por tanto, no está facultado para conocer y decidir sobre la otra 
petición del usuario en su recurso de queja del 20 de diciembre de 
2007 consistente en que “antes de solucionar el inconveniente, la 
prestadora cumpla con la indemnización de la demanda que hay 
interpuesta en la justicia y que sea condenada Codetel al pago de 
los cargos por incumplimiento a un máximo de 30; que ante la 
solicitud de la prestadora de que este Cuerpo Colegiado reconozca 
su facultad de cancelar la línea telefónica No. 809-545-2658, por 
no haber permitido el usuario que los técnicos de Codetel corrijan 
la avería, al impedir la entrada al local en donde esté instalado el 
servicio, este Cuerpo Colegiado entiende la procedencia de esa 
solicitud, toda vez que la no corrección de la avería se ha debido, 
única y exclusivamente, a la decisión del usuario, y es un derecho 
de la prestadora acceder a los lugares en donde se encuentren las 
instalaciones de los servicios y un deber del usuario de permitir 
ese acceso”;

Considerando, que en el presente caso, como se ha visto, el 
recurrente en su extenso escrito del “recurso de apelación-
casación”, empieza desarrollando “los medios y fundamentos” 
del mismo, haciendo citas de las previsiones de la Ley núm. 3726 
sobre Procedimiento de Casación, atribuyendo a la recurrida 
violación a ésta y otros artículos del Código Penal, del Código Civil, 
de Procedimiento Civil, exponiendo sus quejas por el servicio y 
relatando hechos y faltas que imputa a la prestadora recurrida y 
no a la decisión atacada mediante el recurso; que se refiere además 
a múltiples demandas que ha interpuesto ante otras jurisdicciones 
contra la recurrida por violaciones al Código Penal y al Código 
Civil; que se verifica en el desarrollo de su escrito solicitud de 
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comunicación de documentos, de informativo testimonial, aparte 
de alegar contra la contra parte falsedad en escritura y solicitar 
también que sea condenada a indemnizaciones por daños y 
perjuicios ante esta jurisdicción, para entre otras cosas concluir 
diciendo, que como la sentencia carece de fundamento, procede 
que sea “casada” y enviada a otro tribunal para que conozca 
nuevamente el proceso;

Considerando, que en fin, los agravios expuestos por el 
recurrente en su acto del recurso resultan ser de imposible 
análisis, desarrollados de manera muy difusa, insuficientemente 
sustentados, llenos de incoherencias y carentes por tanto de 
precisión y nunca dirigidos contra la decisión apelada; que siendo 
así, es evidente que los medios son imponderables por lo que el 
recurso debe ser declarado inadmisible;

Considerando, que por tratarse de esta materia, no procede la 
condenación en costas. 

Por tales motivos y vistos los documentos del expediente, 
la Ley núm. 153-98 General de Telecomunicaciones del 27 de 
mayo de 1998, el Reglamento para la Solución de Controversias 
entre Usuarios y Prestadoras de Servicios Públicos de 
Telecomunicaciones y la Resolución de la Suprema Corte de 
Justicia del 17 de mayo del 2004, 

Resuelve:
Único: Declara inadmisible el recurso de apelación interpuesto 

por Nelson Adolfo Peña Mejía contra la decisión núm. 041-08, 
adoptada por el Cuerpo Colegiado núm. 08-07, homologada por 
el Consejo Directivo de INDOTEL el 15 de febrero de 2008, 
mediante Resolución núm. 190-08, sobre recurso de queja núm. 
4948.

Firmado: Jorge A. Subero Isa, Rafael Luciano Pichardo, Eglys 
Margarita Esmurdoc, Hugo Álvarez Valencia, Juan Luperón 
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Vásquez, Margarita A. Tavares, Julio Ibarra Ríos, Enilda Reyes 
Pérez, Dulce Ma. Rodríguez de Goris, Julio Aníbal Suárez, Víctor 
José Castellanos Estrella, Ana Rosa Bergés Dreyfous, Edgar 
Hernández Mejía, Darío O. Fernández Espinal, Pedro Romero 
Confesor y José E. Hernández Machado. Grimilda Acosta, 
Secretaria General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los señores 
Jueces que figuran en su encabezamiento, en la audiencia pública 
del día, mes y año en el expresados, y fue firmada, leída y publicada 
por mí, Secretaria General, que certifico. 
www.suprema.gov.do
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SENTENCIA DEL 4 DE MARZO DE 2009, NÚM. 1
Sentencia impugnada:	 Cámara Penal de la Corte de Apelación de 

Santiago, del 5 de septiembre de 2008.
Materia:	 Correccional.
Recurrente:	 José Aníbal Ferreira Tineo.
Abogados:	 Licdos. Freddy Omar Núñez Matías, Víctor 

Manuel Pérez Domínguez y Rafael Jerez B.

LAS CÁMARAS REUNIDAS

Casa

Audiencia pública del 4 de marzo de 2009.
Preside: Jorge A. Subero Isa.

 
Dios, Patria y Libertad

República Dominicana
En Nombre de la República, las Cámaras Reunidas de la 

Suprema Corte de Justicia, dicta en audiencia pública, la sentencia 
siguiente:

Sobre el recurso de casación interpuesto por José Aníbal Ferreira 
Tineo, dominicano, mayor de edad, portador de la cédula de 
identidad y electoral núm. 034-0004624-3, domiciliado y residente 
en la calle Máximo Cabral núm. 174 del municipio de Mao 
provincia Valverde, imputado y civilmente demandado, contra la 
sentencia dictada por la Cámara Penal de la Corte de Apelación 
del Departamento Judicial de Santiago de 5 de septiembre de 
2008, cuyo dispositivo aparece copiado más adelante; 

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 
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Oído a la Licda. Glenis Herasme, por sí y por los Licdos. 
Freddy Omar Matías, Víctor Manuel Pérez Domínguez y Rafael 
Jerez B., abogados de la parte recurrente, en la lectura de sus 
conclusiones; 

Oído al Lic. Edwin Díaz por sí y por los Licdos. Segundo 
Fernando Rodríguez y René Cabrera Sención, quienes actúan a 
nombre y en representación de la parte interviniente, en la lectura 
de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la 
República;

Visto el escrito mediante el cual el recurrente, José Aníbal Ferreira 
Tineo, por intermedio de sus abogados los Licdos. Freddy Omar 
Núñez Matías, Víctor Manuel Pérez Domínguez y Rafael Jerez B., 
interpone su recurso de casación, depositado en la secretaría de la 
Corte a-qua el 22 de septiembre de 2008;

Visto el escrito de fecha 4 de febrero de 2009, suscrito por 
los Licdos. Segundo Fernando Rodríguez R. y René Cabrera 
Sensión, quienes actúan a nombre y en representación de la parte 
interviniente; 

Visto la Resolución núm. 4137–2008 de las Cámaras Reunidas 
de la Suprema Corte de Justicia, del 11 de diciembre de 2009, 
que declaró admisible el recurso de casación interpuesto por José 
Aníbal Ferreira Tineo y fijó audiencia para el día 4 de febrero de 
2009; 

Visto la Ley núm. 25-91 del 15 de octubre de 1991, Orgánica de 
la Suprema Corte de Justicia, modificada por la Ley núm. 156 de 
1997; 

Visto el auto dictado el 26 de febrero de 2009, por el Magistrado 
Jorge A. Subero Isa, Presidente de la Suprema Corte de Justicia, 
mediante el cual se llama a sí mismo, y a los magistrados Rafael 
Luciano Pichardo, Julio Ibarra Ríos, Pedro Romero Confesor y 
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en la deliberación y fallo del recurso de casación de que se trata, 
de conformidad con la Ley núm. 684 de 1934;

Las Cámaras Reunidas de la Suprema Corte de Justicia, por 
tratarse de un segundo recurso de casación sobre el mismo punto, 
de conformidad con lo que dispone el artículo 15 de la Ley núm. 
25-91 del 15 de octubre de 1991, Orgánica de la Suprema Corte 
de Justicia, modificada por la Ley núm. 156 de 1997, en audiencia 
pública del 4 de febrero de 2009, estando presentes los Jueces: 
Eglys Margarita Esmurdoc, en funciones de Presidente; Hugo 
Álvarez Valencia, Juan Luperón Vásquez, Margarita A. Tavares, 
Enilda Reyes Pérez, Dulce Ma. Rodríguez de Goris, Julio Aníbal 
Suárez, Víctor José Castellanos, Ana Rosa Bergés Dreyfous, 
Edgar Hernández Mejía y Darío O. Fernández Espinal, así como 
José Uribe Éfres, juez de la Corte de Apelación del Distrito 
Nacional, vistos los artículos 24, 393, 399, 418, 419, 425, 426 y 
427 del Código Procesal Penal; 65 de Ley sobre Procedimiento 
de Casación, después de haber deliberado, los jueces signatarios 
de este fallo; 

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los documentos 
a que ella se refiere son hechos constantes los siguientes: a) que 
con motivo de un accidente de tránsito ocurrido el 14 de julio de 
2001, mientras José Aníbal Ferreira Tineo conducía el camión 
marca Daihatsu, propiedad de Guillermina Rosa Ramos, asegurado 
en la Compañía Dominicana de Seguros, C. por A., por el tramo 
carretero sección Piloto del municipio de Mao, y al llegar al paraje 
La Caída de Jaibón Pueblo Nuevo, chocó la motocicleta marca 
Yamaha, conducida por Roberto Liranzo, donde iban como 
pasajeros José Miguel Hidalgo y Melvin Rafael Vargas, falleciendo 
todos como consecuencia del accidente, fue apoderado el Juzgado 
de Paz del municipio de Mao, el cual dictó sentencia el 16 de julio 
de 2003, cuyo dispositivo es el siguiente: “PRIMERO: Modifica 
parcialmente el dictamen del ministerio público; SEGUNDO: 
Varía la calificación dada al presente expediente de violación a los 
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artículos 47 y 49 de la Ley 241 sobre Tránsito de Vehículos de 
Motor y Ley 4117 sobre Seguro de Ley, por el de violación a los 
artículos 49, 65 y 72, literales a y b de la Ley 241 sobre Tránsito de 
Vehículos; TERCERO: Declara culpable al prevenido José Aníbal 
Tineo, de violar los artículos 49, numeral 1ro.; 65 y 72, literales a y 
b de la Ley 241 sobre Tránsito de Vehículos, en perjuicio de quienes 
en vida respondían a los nombres de Roberto Liranzo, José Miguel 
Hidalgo y Melvin Rafael Vargas, en consecuencia condena al 
prevenido José Aníbal Ferreira Tineo a un (1) año de prisión y al 
pago de una multa de Quinientos Pesos (RD$500.00) y ordena la 
suspensión de la licencia de conducir a su nombre, por un período 
de un (1) año, acogiendo a su favor circunstancias atenuantes; 
CUARTO: Condena al prevenido José Aníbal Ferreira Tineo, al 
pago de las costas penales del proceso; QUINTO: En cuanto al 
aspecto civil, declara como buena y válida la constitución en parte 
civil interpuesta por los señores María Justina Sosa Vargas, María 
Josefa Genao Hernández y Francisco Antonio Núñez Espinal, a 
través de su abogado Lic. Segundo Fernando Rodríguez R., en 
cuanto a la forma, por haber sido interpuesta conforme a la ley; 
SEXTO: En cuanto al fondo, condena conjunta y solidariamente 
a los señores José Aníbal Ferreira Tineo, por su hecho personal y 
Guillermina Rosa Ramos, persona civilmente responsable, al pago 
de las siguientes indemnizaciones: a) Quinientos Mil Pesos 
(RD$500,000.00), a favor de María Justina Sosa Vargas; b) 
Quinientos Mil Pesos (RD$500,000.00), a favor de María Josefa 
Genao Hernández; y c) Seiscientos Mil Pesos (RD$600,000.00), a 
favor de Francisco Antonio Núñez Espinal, como justa reparación 
por los daños morales y materiales experimentados; SÉPTIMO: 
Condena conjunta y solidariamente a los señores José Aníbal 
Ferreira Tineo y Guillermina Rosa Ramos, en sus calidades antes 
mencionadas al pago de los intereses legales de las sumas acordadas 
en indemnización a partir de la demanda en justicia; OCTAVO: 
Condena conjunta y solidariamente a los señores José Aníbal 
Ferreira Tineo y Guillermina Rosa Ramos al pago de las costas 
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sciviles del procedimiento y ordena su distracción a favor de los Lic. 
Segundo Fernando Rodríguez, Nilvio F. Martínez y Mayra A. Báez 
Almonte, abogados que afirman estarla avanzando en su totalidad”; 
b) que con motivo del recurso de alzada interpuesto por el 
imputado y civilmente demandado, José Aníbal Ferreira Tineo, y 
por los actores civiles María Justina Sosa Vargas, María Josefa 
Genao Hernández y Francisco Antonio Núñez Espinal, intervino 
la sentencia dictada por la Cámara Penal del Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Judicial de Valverde el 21 de abril de 2005, 
cuyo dispositivo reza como sigue: “PRIMERO: Se acoge 
parcialmente el dictamen del digno representante del ministerio 
público; SEGUNDO: Se varía la calificación dada al presente 
expediente, de violación a los artículos 47 y 49 de la Ley 241 
(modificados por la Ley 114-99) y Ley 4117 (sobre Seguro de Ley), 
por el de violación a los artículos 49, numeral 1; 65 y 72, literales a 
y b de la Ley 241 (sobre Tránsito de Vehículos de Motor); 
TERCERO: Se declara culpable el prevenido, señor José Aníbal 
Ferreira Tineo de violar los artículos 49, numeral 1; 65 y 72, literales 
a y b de la Ley 241 sobre Tránsito de Vehículos de Motor, 
(modificados por la Ley 114-99), en perjuicio de los occisos 
Roberto Liranzo, José Miguel Hiraldo y Melvin Rafael Vargas; 
CUARTO: En consecuencia, se condena al prevenido, señor José 
Aníbal Ferreira Tineo a cumplir un (1) año de prisión correccional 
y al pago de una multa de Dos Mil Pesos (RD$2,000.00), 
ordenándose la suspensión de su licencia de conducir por el tiempo 
de un (1) año, acogiéndose a su favor circunstancias atenuantes; 
QUINTO: Se condena al señor José Aníbal Ferreira Tineo al 
pago de las costas penales del procedimiento; SEXTO: En el 
aspecto civil, se declara buena y válida en cuanto a la forma, la 
constitución en parte civil interpuesta por María Justina Sosa 
Vargas, María Josefa Genao Hernández y Francisco Antonio 
Núñez Espinal, a través de sus abogados constituidos y apoderados 
especiales Licdos. Segundo Fernando Rodríguez y Nilvio F. 
Martínez y la Licda. Mayra A. Báez, por haber sido interpuesta de 
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conformidad con las normas que rigen la materia; SÉPTIMO: 
En cuanto al fondo, se condena conjunta y solidariamente al señor 
José Aníbal Ferreira Tineo, por su hecho personal y a la señora 
Guillermina Rosa Ramos, persona civilmente responsable, al pago 
de la suma de Quinientos Mil Pesos (RD$500,000.00) a cada una 
de las personas constituidas en parte civil (María Justina Sosa 
Vargas, María Josefa Genao Hernández y Francisco Antonio 
Núñez Espinal, como justa reparación por los daños morales y 
materiales recibidos por éstos; OCTAVO: Se condena conjunta y 
solidariamente al señor José Aníbal Ferreira Tineo y a la señora 
Guillermina Rosa Ramos, en sus respectivas calidades antes 
señaladas, al pago de los intereses legales de las sumas ordenadas 
por indemnización a partir de la demanda en justicia; NOVENO: 
Se condena conjunta y solidariamente con el señor José Aníbal 
Ferreira Tineo, a la señora Guillermina Rosa Ramos, al pago de las 
costas civiles del procedimiento, ordenando su distracción a favor 
y provecho de los Licdos. Segundo Fernando Rodríguez y Nilvio 
F. Martínez y de la Licda. Mayra A. Báez abogados que afirman 
haberlas avanzando en su mayor parte”; c) que esta sentencia fue 
recurrida en casación por José Aníbal Ferreira Tineo, pronunciando 
la Cámara Penal de la Suprema Corte de Justicia sentencia el 30 de 
noviembre de 2005, casando la sentencia impugnada bajo la 
motivación de que con las expresiones empleadas por el Juzgado 
a-quo, no es posible precisar la forma en que ocurrió el accidente, 
para determinar si el mismo hizo una correcta aplicación de la ley, 
o si por el contrario ésta fue violada, ya que dio por establecido 
que la falta cometida por José Aníbal Ferreira Tineo consiste en la 
ausencia de cuidado y precaución y en no tomar las medidas de 
lugar cuando se disponía entrar a la carretera, pero no establece 
fehacientemente si José Aníbal Ferreira Tineo fue el que impactó 
a la motocicleta o si fue esta última la que impactó contra el camión 
conducido por el imputado y si este último se encontraba detenido 
o en movimiento, además que se observa una mala interpretación 
de los hechos y clara contradicción, entre lo que consta dicho por 
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sel testigo y lo expuesto por el Juzgado a-quo, y envió el asunto ante 
la Primera Sala de la Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Judicial de Santiago, resultando posteriormente 
apoderada la Cámara Penal de la Corte de Apelación del 
Departamento Judicial de Santiago, debido a la Ley de Transición, 
por lo que actuando esta Corte como tribunal de envío, pronunció 
la sentencia del 5 de septiembre de 2008, objeto del presente 
recurso de casación, cuyo dispositivo es el siguiente: “PRIMERO: 
Declara reglar y válido en cuanto a la forma los recursos de 
apelación interpuestos por: a) Lic. Fredy Omar Núñez Matías, 
dominicano, mayor de edad, casado, abogado de los tribunales de 
la República con estudio profesional abierto en la calle Duarte 
núm. 28 (altos) quien actúa a nombre y representación de José 
Aníbal Ferreira Tineo y 2) por el Lic. Segundo Fernando Rodríguez, 
dominicano, mayor de edad, casado, abogado de de los tribunales 
de la República con estudio profesional abierto en la Máximo 
Cabral núm. 65 de Mao, actuando a nombre y representación de 
María Justina Sosa Vargas, María Josefa Genao Hernández y 
Francisco Antonio Núñez Espinal, ambos en contra de la sentencia 
núm. 1221 del 16 de julio de 2003, dictada por el Juzgado de Paz 
del municipio de Mao, por haber sido hecho de acuerdo a las 
normativa procesal penal aplicable al caso; SEGUNDO: En 
cuanto al fondo de la acción penal, declara culpable al señor José 
Aníbal Ferreira Tineo, por violación a los artículos 49, párrafo I, 
65 y 72 de la Ley 241 sobre Tránsito de Vehículos de Motor, en 
consecuencia, procede a condenarlo a un (1) año de prisión, al 
pago de una multa de Dos Mil Pesos (RD$2,000.00), y ordena la 
suspensión de su licencia de conducir por el tiempo de duración 
de la prisión, es decir, un (1) año; CUARTO: Declara regular y 
válida en la forma la acción civil incoada por los padres de los 
occisos, señores María Justina Sosa Vargas, María Josefa Genao 
Hernández y Francisco Antonio Núñez Espinal, por haber sido 
interpuesta de acuerdo a la normativa procesal aplicable al caso; 
QUINTO: En cuanto al fondo de la acción civil, procede condenar 



108	 Boletín Judicial 1180

al imputado José Aníbal Ferreira Tineo, por su hecho personal, y a 
la señora Guillermina Rosa Ramos, por ser la propietaria del 
camión accidentado, conjunta y solidariamente, al pago de una 
indemnización de Tres Millones de Pesos (RD$3,000,000.00) a 
favor de los actores civiles, padres de los fallecidos, señores María 
Justina Sosa Vargas, María Josefa Genao Hernández, Francisco 
Antonio Núñez Espinal, por el daño moral, consistente en el dolor 
y el sufrimiento, que le ocasionó la muerte de sus hijos Roberto 
Antonio Liranzo, Miguel Hidalgo y Melvin Rafael Liranzo, suma 
que es distribuida de manera igualitaria para los reclamantes de la 
manera siguiente: a) Un Millón de Pesos (RD$1,000,000.00) a 
favor de la señora María Justina Sosa Vargas, b) Un Millón de 
Pesos (RD$1,000,000.00) a favor de la señora María Josefa Genao 
Hernández, c) Un Millón de Pesos (RD$1,000,000.00) a favor del 
señor Francisco Antonio Núñez Espinal, como justa reparación 
por los daños morales experimentados por los demandantes; 
SEXTO: Condena a los señores José Aníbal Ferreira Tineo y 
Guillermina Rosa Ramos al pago de costas civiles del proceso; 
TERCERO: En el aspecto penal condena a José Aníbal Ferreira 
Tineo al pago de las costas; CUARTO: Confirma los demás 
aspectos de la sentencia apelada”; d) que recurrida en casación la 
referida sentencia por José Aníbal Ferreira Tineo, imputado y 
civilmente demandado, las Cámaras Reunidas de la Suprema Corte 
de Justicia emitió en fecha 11 de diciembre de 2008 la Resolución 
núm. 4137-2008, mediante la cual, declaró admisible el presente 
recurso, y al mismo tiempo se fijó la audiencia para el 4 de febrero 
de 2009 y conocida ese mismo día; 

Considerando, que el recurrente José Aníbal Ferreira Tineo, 
propone como fundamento de su recurso los medios siguientes: 
“Primer Medio: Violación a la ley en las disposiciones del 
artículo 5 de la ley 278-04 de fecha 13 del mes de julio del año 
2004, artículos 13, 14 y 15 de la Resolución No. 2529-2006, de 
fecha 31 de agosto del año 2006. Violación al principio jurídico 
tantum devolutum quantum apellatum, fallo extra y ultra petita. 
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sViolación al principio de la autoridad de la cosa irrevocablemente 
juzgada. Falta de motivos y falta de estatuir; Segundo Medio: 
Contradicción de motivos. Desnaturalización de los hechos. 
Falta de base legal y violación a la ley; Tercer Medio: Falta 
de estatuir. Desnaturalización de los hechos. Violación a los 
principios jurídicos, de una persecución, de la autoridad de la cosa 
irrevocablemente juzgada, y falta de motivos”; alegando en síntesis 
que, la Corte a-qua incurrió en los vicios de falta de estatuir, falta 
de motivos y violación a la ley, toda vez que en modo alguno 
expresa en su sentencia los motivos reales de su apoderamiento, 
omite referirse a la sentencia que le apoderó dictada por la 
Suprema Corte de Justicia, y que ordenó la celebración de un 
nuevo juicio. La Corte a-qua debió circunscribirse al alcance de 
los recursos interpuestos por el imputado y actores civiles, ya que 
fueron los únicos recurrentes en apelación, y obviamente tomar 
en cuenta que el único recurrente en casación fue el imputado, a 
fin de no violentar, como lo hizo, el principio de que nadie puede 
ser perjudicado con su propio recurso. Por otra parte puede 
observarse que la Corte a-qua no analizó ni se pronunció en 
cuanto a las conclusiones presentadas por el imputado y civilmente 
demandado, específicamente en cuanto a las condenas civiles y 
las calidades de los reclamantes, da por establecido la relación 
de filiación entre María Josefa Genao Hernández y José Miguel 
Hiraldo, así como entre Roberto Liranzo y Francisco Antonio 
Núñez, sin éste probar mediante acta de nacimiento su filiación, 
sino que se sustenta en una copia de acta de fe de bautizo. Y por 
último, la Corte a-qua no expresa los motivos en base a los cuales 
sustenta la suma otorgada como monto indemnizatorio; 

Considerando, que la Corte a-qua para fundamentar su fallo, dio 
por establecido lo siguiente: “a) que el accidente se debió a la falta de 
precaución del imputado conductor del camión, que no se percató 
al momento de dar reversa, que ocupaba casi la vía completa, 
por donde cruzaba en ese preciso momento la motocicleta de 
los occisos, la cual no pudo maniobrar por la impronta del giro 
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del camión, por consiguiente, el accidente en cuestión no se 
habría producido si el conductor del camión hubiese hecho el 
movimiento de reversa o retroceso con razonable seguridad como 
lo manda el artículo 72 de la ley 241 sobre Tránsito de Vehículos 
de Motor, configurando en consecuencia el ilícito a que se refiere 
el artículo 42 numeral 1, 65, 72 de la Ley 241 sobre Tránsito de 
Vehículos; b) que si bien este ilícito conlleva una pena de 2 a 5 
años esta corte está impedida a pesar de lo dicho anteriormente 
de imponer al imputado una pena mayor de la que le fue impuesta 
por el Tribunal a-quo, en razón a que la única parte apelante en 
el aspecto penal del proceso fue el imputado, y toda vez que por 
tratarse de un proceso que se conoció en primer grado bajo reglas 
del código de procedimiento criminal de 1844, las víctimas solo 
tenían la calidad de actores civiles y como vía de consecuencia 
su recurso solo alcanzaba el aspecto civil de la sentencia, por lo 
que el imputado no puede resultar perjudicado penalmente por 
su propio recurso”; sin embargo, contradijo estas motivaciones 
al establecer en el dispositivo sanciones e indemnizaciones 
superiores, en perjuicio del imputado, único recurrentes; 

Considerando, que la Corte a-qua resultó apoderado por el envío 
ordenado por la Cámara Penal de la Suprema Corte de Justicia, 
ante el recurso de casación interpuesto por el ahora recurrente, 
ordenando la celebración total de un nuevo juicio; que en ese tenor 
si bien es cierto que el tribunal de envío juzga con los mismos 
poderes que tenía el juez cuya sentencia fue casada, no es menos 
cierto que no se trata de un nuevo juicio sino más bien una fase 
que se vincula a la decisión casada, ya que la sentencia del tribunal 
de casación, al casar la sentencia, no retrotrae el proceso a etapas 
ya superadas, sino que abre una nueva, resultante del recurso 
acogido, pero que aún así, recoge la influencia de lo acontecido 
en las etapas precedentes del proceso; por lo que la Corte a-qua 
no podía modificar la sentencia en perjuicio de dicho recurrente, 
como sucedió en la especie al condenarlo a una indemnización 
superior que la fijada por aquélla, por aplicación del principio 
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sque nadie puede ser perjudicado por el ejercicio de su propio 
recurso; 

Considerando, que la Corte a-qua estableció en sus motivaciones 
lo siguiente: “que con relación al aspecto civil del proceso procede 
declarar regular y válida la acción civil incoada por los señores María 
Justina Sosa Vargas, María Josefa Genao Hernández, Francisco 
Antonio Núñez Espinal, en sus calidades de padre y madre de las 
víctimas fallecidas, lo que se establece por las actas de nacimiento 
de los fallecidos, anexas a los documentos del proceso contra 
el imputado José Aníbal Ferreira Tineo y el tercero civilmente 
responsable puesto en causa, señora Guillermina Rosa Ramos 
por haber sido interpuesta de acuerdo a la normativa procesal 
aplicable al caso y porque además, por las actas de nacimiento 
de los fallecidos y otras pruebas documentales del proceso se 
demuestra que los actores civiles son los padres de los occisos, 
y porque también la jurisprudencia se ha pronunciado en este 
sentido en cuanto a que “…sólo los padres, esposos e hijos de las 
víctimas están dispensados de probar los daños morales que han 
experimentado con esos acontecimientos, pero no los hermanos, 
quienes están en el deber de establecer vínculo de dependencia 
económica con la víctima, en razón de que es preciso evitar la 
multiplicación de demandas única y exclusivamente por el vínculo 
afectivo, por lo que en este aspecto la sentencia carece de base legal 
y por tanto procede casarla (Suprema Corte de Justicia, Cámara 
Penal, 24 de mayo de 2000, B.J. 1074 página 370)”; en cuanto al 
fondo de dicha acción, existe una falta que le es imputable al señor 
José Apolinar Ferreira Tineo consistente en haber dado reversa 
sin tomar la debida precaución, al salir de un solar, ocupando de 
una manera gran parte de la vía, lo que constituyó la causa del 
accidente con la motocicleta; un daño o perjuicio que consiste en 
el dolor y sufrimiento que le ocasionó a los señores María Justina 
Sosa Vargas, María Josefa Genao Hernández, Francisco Antonio 
Núñez Espinal, la muerte de sus hijos; y existe además un vínculo 
de causa a efecto entre la falta y el daño, es decir, el hecho de 
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haber sido conducido de forma imprudente y descuidada es el 
resultado del accidente y el consecuente fallecimiento de Roberto 
Antonio Liranzo, Miguel Hidalgo y Melvin Rafael Liranzo fue lo 
que le ocasionó el dolor y sufrimiento de sus padres”;
Considerando, que de lo anteriormente transcrito se evidencia 

que la sentencia se basa en pruebas, como testimonios y 
documentos, acreditadas al tribunal las que fueron ponderadas 
de manera lógica, coherente y con observancia a la ley, por lo que 
sólo corresponde a esta Suprema Corte de Justicia la corrección 
jurídica del error en que incurrió la Corte a-qua al desconocer el 
principio de que nadie puede ser perjudicado por el ejercicio de su 
propio recurso; en ese sentido procede casar por vía de supresión 
y sin envío la sentencia impugnada únicamente en cuanto al 
aumento del monto de las indemnizaciones fijadas a favor de 
María Justina Sosa Vargas, María Josefa Genao Hernández, 
Francisco Antonio Núñez Espinal, manteniendo su vigencia lo 
decidido por la Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Judicial de Valverde, actuando como tribunal de 
apelación. 
Por tales motivos, Primero: Declara con lugar el recurso 

de casación incoado por José Aníbal Ferreira Tineo contra la 
sentencia dictada por la Cámara Penal de la Corte de Apelación del 
Departamento Judicial de Santiago de 5 de septiembre de 2008, 
actuando como tribunal de envío, cuyo dispositivo se encuentra 
copiado en parte anterior de esta sentencia; Segundo: Casa por 
vía de supresión y sin envío el aspecto relativo al aumento de las 
indemnizaciones, quedando fijadas en las sumas de Quinientos 
Mil Pesos (RD$500,000.00), a favor de María Justina Sosa Vargas; 
Quinientos Mil Pesos (RD$500,000.00), a favor de María Josefa 
Genao Hernández y Quinientos Mil Pesos (RD$500,000.00) a 
favor de Francisco Antonio Núñez Espinal, en sus respectivas 
calidades; Tercero: Condena al recurrente al pago de las costas 
y ordena la distracción de las costas civiles a favor de los Licdos. 
Segundo Fernando Rodríguez y René Cabrera Sención, quienes 
afirman haberlas avanzado en su totalidad.
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Así ha sido hecho y juzgado por las Cámaras Reunidas de la 
Suprema Corte de Justicia, y la sentencia pronunciada por las 
mismas, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito 
Nacional, capital de la República, en su audiencia del cuatro (4) 
de marzo de 2009, años 165º de la Independencia y 146º de la 
Restauración.

Firmado: Jorge A. Subero Isa, Rafael Luciano Pichardo, Eglys 
Margarita Esmurdoc, Hugo Álvarez Valencia, Juan Luperón 
Vásquez, Margarita A. Tavares, Enilda Reyes Pérez, Dulce Ma. 
Rodríguez de Goris, Julio Aníbal Suárez, Víctor José Castellanos 
Estrella, Ana Rosa Bergés Dreyfous, Edgar Hernández Mejía, 
Darío O. Fernández Espinal, Pedro Romero Confesor y José E. 
Hernández Machado. Grimilda Acosta, Secretaria General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los señores 
Jueces que figuran como signatarios más arriba, en la audiencia 
pública del día, mes y año en ella expresados, y fue firmada, leída 
y publicada por mí, Secretaria General, que certifico.
www.suprema.gov.do



SENTENCIA DEL 18 DE MARZO DE 2009, NÚM. 2
Sentencia impugnada:	 Cámara Penal de la Corte de Apelación de 

San Cristóbal, del 30 de septiembre de 2008.
Materia:	 Correccional.
Recurrente:	 Félix Grateraux.
Abogado:	 Dr. Ruber M. Santana Pérez.

LAS CAMARAS REUNIDAS

Audiencia pública del 18 de marzo de 2009.
Preside: Jorge A. Subero Isa.

 
Dios, Patria y Libertad

En Nombre de la República, las Cámaras Reunidas de la 
Suprema Corte de Justicia, dicta en audiencia pública, la sentencia 
siguiente:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Félix Grateraux, 
dominicano, mayor de edad, cédula de identidad y electoral núm. 
001-1555137-6, domiciliado y residente en la calle Santiago núm. 
653, Zona Universitaria, de esta ciudad, imputado, contra la 
sentencia dictada por la Cámara Penal de la Corte de Apelación 
del Departamento Judicial de San Cristóbal el 30 de septiembre 
de 2008, cuyo dispositivo aparece copiado más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído al Dr. Carlos Michel, en la lectura de sus conclusiones, en 
representación de la parte recurrida;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la 
República;
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sVisto el escrito del Dr. Ruber M. Santana Pérez, en nombre y 
representación del recurrente, depositado el 17 de octubre de 
2008, mediante el cual interpone dicho recurso;

Visto la Resolución núm. 4217-2008 de las Cámaras Reunidas 
de la Suprema Corte de Justicia del 18 de diciembre de 2008, que 
declaró admisible el presente recurso de casación; 

Visto la Ley núm. 25-91 de 1991, Orgánica de la Suprema Corte 
de Justicia, modificada por la Ley núm. 156 de 1997;

Visto el auto dictado el 12 de marzo de 2009 por el Magistrado 
Jorge A. Subero Isa, Presidente de la Suprema Corte de Justicia, 
mediante el cual se llama a sí mismo y a los magistrados Rafael 
Luciano Pichardo, Julio Ibarra Ríos, Darío O. Fernández Espinal, 
Pedro Romero Confesor y José E. Hernández Machado para 
integrar las Cámaras Reunidas en la deliberación y fallo del recurso 
de casación de que se trata, de conformidad con la Ley núm. 684 
de 1934;

Las Cámaras Reunidas de la Suprema Corte de Justicia, por 
tratarse de un segundo recurso de casación sobre el mismo punto, 
de conformidad con lo que dispone el artículo 15 de la Ley núm. 
25-91 del 15 de octubre de 1991, Orgánica de la Suprema Corte 
de Justicia, modificada por la Ley núm. 156 de 1997 en audiencia 
pública del 11 de febrero de 2009, estando presentes los jueces 
Eglys Margarita Esmurdoc, Segundo Sustituto de Presidente, en 
funciones de Presidente; Hugo Álvarez Valencia, Juan Luperón 
Vásquez, Margarita A. Tavares, Enilda Reyes Pérez, Dulce Ma. 
Rodríguez de Goris, Julio Aníbal Suárez, Víctor José Castellanos 
Estrella, Ana Rosa Bergés Dreyfous y Edgar Hernández Mejía, 
todos de la Suprema Corte de Justicia y José A. Uribe E., Miriam 
Germán y Manuel Alexis Read Ortiz, jueces de la Corte de 
Apelación del Distrito Nacional, asistidos de la Secretaria General 
y, vistos los artículos 24, 100, 128, 393, 398, 399, 418, 419, 425, 426 
y 427 del Código Procesal Penal y 65 de Ley sobre Procedimiento 
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de Casación, después de haber deliberado, los jueces signatarios 
de este fallo; 

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere son hechos constantes los 
siguientes: a) que el 11 de octubre de 2004 Sandra María Peralta 
y Abraham David Esmurdoc presentaron una querella con 
constitución en actores civiles contra Félix Gratereaux y Fiordaliza 
Acevedo, imputados de realizar una construcción ilegal en una 
pared medianera, en violación a los artículos 13, 42 y 111 de la 
Ley 675 sobre Urbanización y Ornato Público y artículo 8 de a 
Ley 6232 sobre Planeamiento Urbano; b) que el Juzgado de Paz 
para Asuntos Municipales de San Carlos, Distrito Nacional, fue 
apoderado del fondo del asunto el cual dictó su sentencia el 13 de 
febrero de 2006, cuyo dispositivo es el siguiente: “PRIMERO: 
Declarar, como al efecto declara, a la señora Félix Gratereaux y/o 
Fiordaliza Acevedo, dominicana, mayor de edad, cédula de 
identidad y electoral No. 001-0830907-1, domiciliada y residente 
en la calle Fausto Cejas No. 6, Las Américas, Distrito Nacional, 
culpables de violar las disposiciones de los artículos 13 y 111 de la 
Ley 675 sobre Urbanización y Ornato Público, y 8 de la Ley 6232 
sobre Planeamiento Urbano, y en consecuencia se le condena, al 
pago de una multa de Quinientos Pesos (RD$500.00); 
SEGUNDO: Ordenar, como al efecto ordena, el cierre inmediato 
de las ventanas construidas de manera ilegal, en el lado lateral 
derecho que da acceso al callejón de la casa de los señores Sandra 
María Peralta y Abraham David Esmurdoc, las cuales impiden la 
privacidad a los querellantes; TERCERO: Condenar, como al 
efecto condena, a la prevenida Félix Gratereaux y/o Fiordaliza 
Acevedo, al pago de las costas penales; CUARTO: Declarar, 
como al efecto declara, regular y válida en cuanto a la forma, la 
constitución en parte civil, interpuesta por la señora Sandra María 
Peralta y Abraham David Esmurdoc, por haber sido intentada 
conforme a derecho, en cuanto al fondo de dicha constitución, 
procede rechazarla por los motivos anteriormente expuestos; 
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sQUINTO: Condenar, como al efecto condena a la imputada 
Félix Gratereaux y/o Fiordaliza Acevedo, de generales anotadas, 
al pago doble de los impuestos dejados de pagar, por aplicación 
del artículo 111 de la Ley 675; SEXTO: Declarar, como al efecto 
declara, regular y válida en cuanto a la forma, la constitución en 
parte civil, de manera reconvencional, y en cuanto al fondo la 
rechaza por improcedente, mal fundada y carente de base legal; 
SÉPTIMO: Condenar, como al efecto condena, a la prevenida 
Félix Gratereaux y/o Fiordaliza Acevedo, al pago de las costas del 
procedimiento, ordenando la misma en provecho y distracción a 
favor de la abogada concluyente, Ruber M. Santana Pérez, quien 
afirma haberlas avanzado en su totalidad”; c) que con motivo de 
los recursos de apelación interpuestos por los imputados Félix 
Grateraux y Fiordaliza Acevedo y los actores civiles, Sandra María 
Peralta y Abraham David Esmurdoc, la Tercera Sala de la Cámara 
Penal de la Corte de Apelación del Distrito Nacional pronunció 
su sentencia el 18 de agosto de 2006, cuyo dispositivo es el 
siguiente: “PRIMERO: Rechaza los recursos de apelación 
interpuestos por: a) Dres. Luis Alberto Ortiz Meade y Carlos B. 
Michel, actuando a nombre y representación de los señores Sandra 
María Peralta y Abraham David Esmurdoc, en fecha veintidós 
(22) del mes de marzo del año dos mil seis (2006); y b) Dr. Rubén 
M. Santana Pérez y Lic. Eduardo Abreu Martínez, actuando a 
nombre y representación de los señores Félix Grateraux y/o 
Fiordaliza Acevedo, contra la sentencia marcada con el No. 08-
2006, de fecha tres (3) del mes de febrero del año dos mil seis 
(2006), dictada por el Juzgado de Paz para Asuntos Municipales, 
Distrito Nacional, por falta de interés de los recurrentes; 
SEGUNDO: Confirma la decisión recurrida, la sentencia 
marcada con No. 08-2006, de fecha tres (3) del mes de febrero del 
año dos mil seis (2006), dictada por el Juzgado de Paz para 
Asuntos Municipales, Distrito Nacional”; d) que esta sentencia 
fue recurrida en casación por los imputados y civiles demandados 
Félix Grateraux y Fiordaliza Acevedo y los actores civiles Sandra 
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María Peralta y Abraham David Esmurdoc ante la Cámara Penal 
de la Suprema Corte de Justicia, la que pronunció su sentencia 13 
de diciembre de 2006, enviando el asunto ante la Cámara Penal de 
la Corte de Apelación del Departamento Judicial de San Cristóbal, 
la que actuando como tribunal de envío, pronunció su sentencia 
el 9 de abril de 2007, enviando el asunto ante el Juzgado de Paz 
para asuntos municipales de San Cristóbal para la celebración de 
un nuevo juicio y realizar una nueva valoración de la prueba; e) 
que este tribunal pronunció su sentencia el 28 de abril de 2008, 
cuyo dispositivo es el siguiente: “PRIMERO: La calificación 
jurídica del presente proceso es la consagrada en los artículos 13 
de la Ley 675 complementada por los artículos 657, 662 y 675 del 
Código Civil Dominicano apéndices de la precitada norma; lo 
anterior referente los tipos correspondientes a la construcción 
sobre pared medianera en violación de lindero y colocación de 
ventanas; SEGUNDO: Declara la absolución de la imputada 
Fiordaliza Acevedo, acogiendo el retiro de acusación y el 
desistimiento realizado por el ministerio público y el querellante y 
actor civil, lo anterior se realiza por aplicación combinada de los 
artículos 337 numeral 1, 124 y 125 del Código Procesal Penal; 
TERCERO: Declara al imputado Félix Ramón Grateraux, 
portador de la cédula de identidad y electoral 001-1555137-6, 
culpable de violar las disposiciones de los artículos 13 de la Ley 
675 complementado por los artículos 657, 662, 675 del Código 
Civil dominicano apéndices de la precitada norma; por los motivos 
expresados en la estructura considerativa de esta decisión; 
CUARTO: Condena al imputado Félix Ramón Grateraux a la 
clausura total e inmediata de todas sus ventanas construidas en la 
pared lateral que da acceso al callejón de la casa de los señores 
Sandra María Peralta y Abraham David Esmurdoc localizada en 
la calle Santiago núm. 655 de la zona universitaria del Distrito 
Nacional. El imputado Félix Ramón Grateraux tendrá un plazo 
de treinta días (30) a partir de la notificación de esta sentencia 
para efectuar la precitada clausura; lo anterior por aplicación del 
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sartículo 111 de la Ley 675 sobre Urbanizaciones y Ornato Público 
que rige la materia y las motivaciones arriba expresadas; QUINTO: 
Condena al imputado Félix Ramón Grateraux al pago de una 
multa ascendente al monto de Quinientos Pesos (RD$500.00) 
por aplicación del principio jurídico establecido en el artículo 404 
del Código Procesal Penal; SEXTO: Condena al imputado Félix 
Ramón Grateraux al pago de las costas penales del procedimiento; 
SÉPTIMO: Rechaza la solicitud de pena privativa de libertad 
presentada por el querellante y la correspondiente al pago de 
impuestos realizada por el ministerio publico; por entender que 
ambas devienen en improcedentes y mal fundadas; lo anterior a la 
luz de los criterios explicados en esta sentencia sobre la 
determinación de la pena; OCTAVO: Rechaza las conclusiones 
de la defensa por haberse configurado el tipo establecido en los 
artículos 13 de la Ley 675 y los artículos 657, 662 y 675 del Código 
Civil dominicano apéndices de la precitada norma, correspondiente 
a la construcción sobre pared medianera en violación de lindero 
y colocación de ventanas; NOVENO: Declara admisible la 
constitución en actor civil realizada por los señores Sandra María 
Peralta y Abraham David Esmurdoc Salomón por haberse 
realizado conforme a las normas procesales vigentes; en 
consecuencia se rechazan las conclusiones de la barra de la defensa 
sobre este aspecto; todo lo anterior en razón de las consideraciones 
vertidas en la estructura de esta sentencia; DÉCIMO: Condena a 
Félix Ramón Grateraux al pago de una suma de Treinta Mil Pesos 
(RD$30,000.00) por los daños y perjuicios causados a partir de la 
violación de los artículos 13 de la Ley 675 y los artículos 657, 662 
y 675 del Código Civil Dominicano apéndices de la precitada 
norma; UNDÉCIMO: Rechaza la solicitud del pago de intereses 
legales a título de indemnización supletoria realizada por el actor 
civil; DUODÉCIMO: Condena a Félix Ramón Grateraux al 
pago de las costas civiles del procedimiento con distracción y 
provecho del Dr. Carlos Michelle, quien afirma haberlas avanzado 
en su totalidad”; f) que esta sentencia fue recurrida en apelación 
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por los actores civiles Sandra María Peralta y Abraham David 
Esmurdoc ante la Cámara Penal de la Corte de Apelación del 
Departamento Judicial de San Cristóbal, la cual pronunció su 
sentencia el 30 de septiembre de 2008 objeto del presente recurso 
de casación, cuyo dispositivo reza como sigue: “PRIMERO: 
Declara con lugar el recurso interpuesto por los Dres. Luis A. 
Ortiz Meade y Carlos B. Michel, a nombre y representación de 
Sandra María Peralta y Abraham David Esmurdoc, del 28 de 
mayo de 2008, contra la sentencia núm. 0016-2008 del 28 de abril 
de 2008, dictada por el Juzgado de Paz para Asuntos Municipales 
de San Cristóbal, cuyo dispositivo se transcribió con anterioridad; 
SEGUNDO: Revoca la sentencia impugnada en lo tocante al 
aspecto indemnizatorio y sobre la base de los hechos fijados ajusta 
la indemnización en la suma de Dos Millones de Pesos 
(RD$2,000,000.00), entendiéndose que la Corte no toca los demás 
aspectos; TERCERO: Sin costas en razón de que los recurrentes 
resultaron gananciosos parcialmente; CUARTO: Ordena entregar 
copia de la presente a las partes que fueron convocadas a la lectura 
integral de la decisión que tomará la Corte”; g) que recurrida en 
casación dicha sentencia por Félix Gratereaux, las Cámaras 
Reunidas dictó en fecha 18 de diciembre de 2008 la Resolución 
núm. 4217-2008 mediante la cual declaró admisible el referido 
recurso fijando la audiencia para el 11 de febrero de 2009 y 
conocida ese mismo día; 

Considerando, que en su memorial el recurrente propone 
en apoyo a su recurso de casación los siguientes medios: 
“Primer Medio: Violación al artículo 8 numeral 2, letra j de la 
Constitución; Segundo Medio: Falta de motivos, violación al 
artículo 24 del Código Procesal Penal”; en los cuales invoca, en 
síntesis, lo siguiente: “que la Corte a-qua establece que el único 
punto reformable de la sentencia es el referente únicamente a 
la parte indemnizatoria y sin ningún tipo de motivación en su 
sentencia ordena un aumento de la misma a dos millones de 
pesos (RD$2,000,000.00) haciendo una incorrecta interpretación 
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sdel derecho; tampoco dice en qué se fundamenta para imponer el 
monto que estableció, toda vez que el mismo no se corresponde 
con la realidad de los hechos en virtud de que la pared medianera 
es del usufructo de ambas partes”;

Considerando, que la Corte a-qua revocó el aspecto civil de la 
sentencia dictada por el Juzgado de Paz para Asuntos Municipales 
de San Cristóbal y para fallar en ese sentido dijo lo siguiente: 
“que el único punto reformable es el causal que comprende la 
contradicción e ilogicidad, pero sólo y únicamente en lo que 
comprende a la parte indemnizatoria, esto es que la sanción en el 
orden civil que aparece en la decisión no se corresponde con las 
pruebas presentadas a ser evaluadas en el orden del daño causado 
y contantes en los hechos fijados solo se compensan con el monto 
asignado por la Corte, de manera pues que la corte desestimando 
los demás fundamentos causales se ubica exclusivamente en el 
precedente expuesto y decidiendo sobre la base de los hechos 
fijados, en razón de la efectividad del instrumento que se impugna 
modifica ese solo aspecto e impone una indemnización por la suma 
de dos millones de pesos (RD$2,000,000.00) como se aprecia en el 
dispositivo de ésta, quedando entendido que los demás aspectos no 
han sido tocados por la decisión de esta Corte”;

Considerando, que de lo anteriormente transcrito se evidencia que 
la sentencia impugnada contiene una motivación insuficiente para 
justificar el monto de Dos millones de pesos (RD$2.000,000.00) 
de indemnización a favor de los señores Sandra María Peralta y 
Abraham David Esmurdoc, constituidos en actores civiles, pues 
si bien es cierto que el monto indemnizatorio es una cuestión 
de hecho que debe ser valorada por el juez del fondo, no menos 
cierto es que la motivación de la sentencia debe contener las pautas 
utilizadas por los jueces para fijar dicho monto, el cual no puede ser 
desproporcionado e irrazonable, como sucedió en la especie; 

Considerando, que cuando una sentencia es casada por violación 
a normas cuya observancia está a cargo de los jueces las costas 
pueden ser compensadas.
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Por tales motivos, 

Falla:
Primero: Declara con lugar el recurso de casación interpuesto 

por Félix Grateraux contra la sentencia dictada el 3 de septiembre 
de 2008 por la Cámara Penal de la Corte de Apelación del 
Departamento Judicial de San Cristóbal, actuando como tribunal 
de envío, cuyo dispositivo se encuentra copiado en parte anterior 
de esta sentencia; Segundo: Casa en el aspecto civil la referida 
sentencia y envía el asunto ante la Segunda Sala de la Cámara 
Penal de la Corte de Apelación del Distrito Nacional; Tercero: 
Compensa las costas.

Así ha sido hecho y juzgado por las Cámaras Reunidas de la 
Suprema Corte de Justicia, y la sentencia pronunciada por las 
mismas, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito 
Nacional, Capital de la República, en su audiencia del 18 de 
marzo de 2009, años 166º de la Independencia y 146º de la 
Restauración.

Firmado: Jorge A. Subero Isa, Rafael Luciano Pichardo, Eglys 
Margarita Esmurdoc, Hugo Álvarez Valencia, Juan Luperón 
Vásquez, Margarita A. Tavares, Julio Ibarra Ríos, Enilda Reyes 
Pérez, Dulce Ma. Rodríguez de Goris, Julio Aníbal Suárez, Víctor 
José Castellanos Estrella, Ana Rosa Bergés Dreyfous, Edgar 
Hernández Mejía, Darío O. Fernández Espinal, Pedro Romero 
Confesor y José E. Hernández Machado. Grimilda Acosta, 
Secretaria General

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los señores 
Jueces que figuran en su encabezamiento, en la audiencia pública 
del día, mes y año en el expresados, y fue firmada, leída y publicada 
por mí, Secretaria General, que certifico.
www.suprema.gov.do
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SENTENCIA DEL 18 DE MARZO DE 2009, NÚM. 3
Sentencia impugnada:	 Tribunal Superior de Tierras del 

Departamento Central, del 20 de junio de 
2006.

Materia:	 Tierras.
Recurrentes:	 María de los Remedios Rodríguez Vda. 

Matos y compartes.
Abogados:	 Licdos. Conrad Pittaluga Arzeno, Francisco 

C. González Mena y Katiuska Jiménez 
Castillo.

Recurrida:	 Fruticultura del Caribe, S. A.

LAS CAMARAS REUNIDAS

Casa

Audiencia pública del 18 de marzo de 2009.
Preside: Jorge A. Subero Isa.

 
Dios, Patria y Libertad

En Nombre de la República, las Cámaras Reunidas de la Suprema 
Corte de Justicia, dicta en audiencia pública la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por María de los 
Remedios Rodríguez Vda. Matos, con cédula de identidad y 
electoral núm. 001-0084509-8; Eugenio Andrés Matos Rodríguez, 
dominicano, mayor de edad, portador de la cédula de identidad y 
electoral núm. 001-1165357-2; Ángel Leonardo Matos Rodríguez, 
dominicano, mayor de edad, portador de la cédula de identidad y 
electoral núm. 001-0143157-5; Frank Enrique Matos Rodríguez, 
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dominicano, mayor de edad, portador de la cédula de identidad y 
electoral núm. 001-0090797-1; Rhina María Matos Rodríguez, con 
dominicana, mayor de edad, portadora de la cédula de identidad y 
electoral núm. 001-1377410-3; y la sociedad comercial Inversiones 
Inmobiliarias, P. T. L., S. A., organizada de conformidad con 
las leyes dominicanas, con domicilio social en la calle Osvaldo 
Basil núm. 5, Los Prados, de esta ciudad, representada por su 
presidenta señora Patricia Solano Lora, con cédula de identidad y 
electoral núm. 001-0780927-9, contra la sentencia dictada por el 
Tribunal Superior de Tierras del Departamento Central el 20 de 
junio de 2006, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído en la lectura de sus conclusiones al Lic. Francisco 
González M., por sí y por los Licdos. Conrad Pittaluga Arzeno y 
Katiuska Jiménez Castillo, abogados de los recurrentes María de 
los Remedios Rodríguez Vda. Matos y compartes;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la 
República;

Visto el memorial de casación, depositado en la Secretaría de 
la Suprema Corte de Justicia el 22 de agosto de 2006, suscrito 
por los Licdos. Conrad Pittaluga Arzeno, Francisco C. González 
Mena y Katiuska Jiménez Castillo, con cédula de identidad y 
electoral núms. 001-0088450-1, 037-0020903-8 y 001-0176555-0, 
respectivamente, abogados de los recurrentes, mediante el cual 
proponen los medios de casación que se indican más adelante;

Visto la Resolución núm. 3196-2007, dictada por la Suprema 
Corte de Justicia el 9 de noviembre de 2007, mediante la cual 
declara el defecto de la recurrida Fruticultura del Caribe, S. A.;

Visto el auto dictado el 5 de marzo de 2009, por el Magistrado 
Jorge A. Subero Isa, Presidente de la Suprema Corte de Justicia, 
por medio del cual se llama a sí mismo, en su indicada calidad, 
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sconjuntamente con el Magistrado Hugo Álvarez Valencia, Juez de 
esta Corte, para integrar las Cámaras Reunidas en la deliberación 
y fallo del recurso de casación de que se trata, de conformidad 
con la Ley núm. 684 de 1934;

Las Cámaras Reunidas de la Suprema Corte de Justicia, por 
tratarse en la especie de un segundo recurso de casación sobre el 
mismo punto, de conformidad con lo que dispone el artículo 15 
de la Ley núm. 25-91 del 15 de octubre de 1991, en la audiencia 
pública del 2 de abril de 2008, estando presentes los Jueces: Rafael 
Luciano Pichardo, Primer Sustituto de Presidente, en funciones; 
Eglys Margarita Esmurdoc, Segundo Sustituto de Presidente; Juan 
Luperón Vásquez, Margarita A. Tavares, Julio Ibarra Ríos, Enilda 
Reyes Pérez, Dulce Ma. Rodríguez de Goris, Julio Aníbal Suárez, 
Víctor José Castellanos Estrella, Ana Rosa Bergés Dreyfous, 
Edgar Hernández Mejía, Darío O. Fernández Espinal, Pedro 
Romero Confesor y José E. Hernández Machado, asistidos de 
la Secretaria General, y vistos los textos legales invocados por 
el recurrente, así como los artículos 1, 20 y 65 de la Ley sobre 
Procedimiento de Casación, y después de haber deliberado los 
jueces signatarios de este fallo;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que con 
motivo de un recurso en Tercería interpuesto mediante instancia 
de fecha 9 de agosto de 1993, dirigida al Tribunal Superior de 
Tierras por el Dr. Sergio F. Germán Medrano, a nombre y 
representación de la sociedad comercial Fruticultura del Caribe, 
S. A., contra la Decisión núm. 1, de fecha 25 de septiembre de 
1990, rendida por el Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original, 
revisada y aprobada por el Tribunal Superior de Tierras, en fecha 
26 de abril de 1991, en relación con las Parcelas Nos. 45-9; 45-13; 
45-61; 52; 61; 512 y 515, del Distrito Catastral núm. 10, del 
Municipio de Cotuí, Provincia Sánchez Ramírez, el Tribunal de 
Tierras de Jurisdicción Original, debidamente apoderado de dicha 
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instancia, dictó el 12 de octubre de 1995, la Decisión núm. 32, 
cuyo dispositivo es el siguiente: “PRIMERO: Se declara 
inadmisible, la instancia de fecha 9 de agosto de 1993, elevada al 
Tribunal Superior de Tierras por el Dr. Sergio Germán Medrano 
a nombre de la sociedad comercial Fruticultura del Caribe, S. A., 
contentiva del recurso de Tercería interpuesto por la referida 
compañía en contra de la Decisión No. 1, dictada por el Tribunal 
de Tierras de Jurisdicción Original en fecha 25 de septiembre de 
1990; SEGUNDO: Se rechazan en consecuencia las conclusiones 
presentadas por el Dr. Sergio Germán Medrano en representación 
de la compañía Fruticultura del Caribe, S. A., por improcedentes 
y mal fundadas; TERCERO: Se acogen las conclusiones 
presentadas por la Dra. Carmen Lora Iglesias, en representación 
de la Sra. María de los Remedios Rodríguez y compartes, por ser 
justas y reposar sobre base legal; CUARTO: Se ordena al 
Registrador de Títulos del Departamento de La Vega, mantener 
con toda su fuerza y efecto legal los Certificados de Títulos Nos. 
94-603; 94-604; 94-619; 94-624; 94-625; 94-626; 94-590 y 94-594 
duplicados del dueño, expedidos a favor de los señores María de 
los Remedios Rodríguez, Eugenio Andrés Matos Rodríguez, 
Ángel Leonardo Matos Rodríguez, Frank Enrique Matos 
Rodríguez, Rhina María Matos Rodríguez, Ángel Urbano Matos 
Rodríguez, Ángela Margarita Matos Imbert, Pura Altagracia 
Matos Imbert y Dra. Carmen Lora Iglesias, que amparan 
respectivamente el derecho de propiedad de las parcelas Nos. 45-
9; 45-13; 45-61; 52; 56; 61; 512 y 515 del Distrito Catastral No. 10 
del Municipio de Cotuí, Provincia Sánchez Ramírez”; b) que 
sobre el recurso de apelación contra esta decisión, el Tribunal 
Superior de Tierras dictó el 5 de mayo de 1997, la sentencia ahora 
impugnada, cuyo dispositivo dice así: “PRIMERO: Se acoge, en 
cuanto a la forma y se rechaza en el fondo el recurso de apelación 
interpuesto por el Dr. Sergio F. Germán Medrano, en 
representación de Fruticultura del Caribe, S. A.; SEGUNDO: Se 
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sacogen las conclusiones de la Dra. Carmen Lora Iglesias, en 
representación de los señores María de los Remedios Rodríguez, 
Angel Rubano Matos Rodríguez y compartes, por estar fundadas 
en derecho; TERCERO: Se confirma en todas sus partes, la 
Decisión No. 32, dictada en fecha 12 de octubre de 1995, por el 
Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original, en relación con las 
Parcelas Nos. 45-6; 45-9; 45-13; 52; 56; 61; 512 y 515 del Distrito 
Catastral No. 10 del Municipio de Cotuí, Provincia Sánchez 
Ramírez, cuyo dispositivo regirá como sigue más adelante; 1ro. Se 
declara, inadmisible la instancia de fecha 9 de agosto de 1993, 
elevada al Tribunal Superior de Tierras, por el Dr. Sergio F. 
Germán Medrano, a nombre de la sociedad comercial Fruticultura 
del Caribe, S. A., contentiva del Recurso de Tercería, interpuesto 
por la referida compañía, en contra de la Decisión No. 1, dictada 
por el Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original, en fecha 25 de 
septiembre de 1990; 2º.- Se rechazan, en consecuencia, las 
conclusiones presentadas por el Dr. Sergio F. Germán Medrano, 
en representación de la compañía Fruticultura del Caribe, S. A., 
por improcedentes y mal fundadas; 3º.- Se acogen, las conclusiones 
presentadas por la Dra. Carmen Lora Iglesias, en representación 
de la señora María de los Remedios Rodríguez y compartes, por 
ser justas y reposar sobre base legal; 4º.- Se ordena, al Registrador 
de Títulos del Departamento de La Vega, mantener con toda su 
fuerza y efecto legal los Certificados de Títulos Nos. 94-603; 94-
604; 94-619; 94-624; 94-625; 94-626; 94-590 y 94-594 (Duplicados 
del Dueño), expedidos a favor de los señores: María de los 
Remedios Rodríguez, Eugenio Andrés Matos Rodríguez, Ángel 
Leonardo Matos Rodríguez, Frank Enrique Matos Rodríguez, 
Rhina María Matos Rodríguez, Ángel Urbano Matos Rodríguez, 
Ángela Margarita Matos Imbert, Pura Altagracia Matos Imbert y 
Dra. Carmen Lora Iglesias, que amparan respectivamente, el 
derecho de propiedad de las Parcelas Nos. 45-9; 45-13; 45-61; 52; 
56; 61; 512 y 515 del Distrito Catastral No. 10 del Municipio de 
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Cotuí, Provincia Sánchez Ramírez”; c) que con motivo del recurso 
de casación interpuesto contra esta última decisión por 
Fruticultura del Caribe, S. A., el 2 de julio de 1997, la Cámara de 
Tierras, Laboral, Contencioso-Administrativo y Contencioso-
Tributario de la Suprema Corte de Justicia, en funciones de Corte 
de Casación, decidió mediante sentencia de fecha 29 de diciembre 
de 1999, cuyo dispositivo se transcribe: “Primero: Rechaza el 
recurso de casación interpuesto por Fruticultura del Caribe, S. 
A., contra la sentencia dictada por el Tribunal Superior de Tierras, 
el 5 de mayo de 1997, en relación con las Parcelas Nos. 45-6; 45-
9; 45-13; 52; 56; 61; 512 y 515, del Distrito Catastral No. 10 del 
Municipio de Cotuí, y Provincia Sánchez Ramírez, cuyo 
dispositivo se ha copiado en parte anterior del presente fallo, en 
lo que respecta al recurso de Tercería ejercido por ella contra la 
Decisión No. 1 del 25 de septiembre de 1990, rendida por el 
Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original; Segundo: Casa la 
sentencia impugnada en lo que se refiere exclusivamente a la 
alegada litis sobre terreno registrado; y envía el asunto así 
delimitado por ante el mismo Tribunal Superior de Tierras; 
Tercero: Compensa las costas”; d) que con motivo de ese envío 
limitado, el Tribunal Superior de Tierras del Departamento 
Central, dictó el 25 de junio de 2003, una decisión cuyo dispositivo 
es el siguiente: “Unico: Declara su incompetencia jurisdiccional 
territorial y declina el presente expediente al Tribunal Superior 
de Tierras del Departamento Norte con asiento en Santiago 
de los Caballeros, en virtud de la Ley 267 de 22 de julio de 
1998 y ordena al Tribunal Superior de Tierras del Departamento 
Central, enviar este expediente a dicho tribunal para los fines 
de lugar”; e) que recurrida en casación esa sentencia, la 
Suprema Corte de Justicia casó la misma por su decisión del 
22 de septiembre de 2004, con el dispositivo siguiente: 
“Primero: Casa la sentencia dictada por el Tribunal Superior de 
Tierras del Departamento Central, el 25 de junio de 2003, en 
relación con las Parcelas núms. 45-9, 45-13, 4561, 52, 56, 61, 512 
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sy 515, del Distrito Catastral núm. 10 del Municipio de Cotuí, 
Provincia Sánchez Ramírez, cuyo dispositivo se ha copiado en 
parte anterior del presente fallo y envía el asunto por ante el 
mismo Tribunal Superior de Tierras del Departamento Central; 
Segundo: Compensa las costas”; f) que en fecha 20 de junio de 
2006 y a resultas de dicho reenvío, el Tribunal a-quo, dictó la 
sentencia objeto de este recurso, la que contiene el siguiente 
dispositivo: “Primero: Declara, regular en cuanto a la forma y 
el fondo el recurso de apelación interpuesto en fecha 20 de 
octubre de 1995, por el Dr. Sergio F. Germán Medrano, actuando 
a nombre y representación de la sociedad comercial Fruticultura 
del Caribe, S. A.; Segundo: Revoca, la Decisión núm. 32 dictada 
en fecha 12 de octubre de 1995, por el Tribunal de Tierras de 
Jurisdicción Original, en ocasión de litis en las Parcelas núms. 
45-6, 45-9, 512, 515, 52, 45-13, 61 y 56 del Distrito Catastral 
núm. 10 del Municipio de Cotuí, Provincia Sánchez Ramírez; 
Tercero: Quedando con la autoridad de la cosa irrevocablemente 
juzgada la inadmisión del Recurso de Tercería dispuesta en su 
ordinal primero, por haber sido decidido definitivamente en la 
sentencia de fecha 29 de diciembre de 1999 dictada por la 
Cámara de Tierras, Laboral, Contencioso-Administrativo y 
Contencioso-Tributario de la Suprema Corte de Justicia; 
Cuarto: Ordena, un nuevo juicio a fin de conocer de la 
admisibilidad o inadmisibilidad, procedencia o improcedencia 
como litis en terrenos registrados de la instancia de fecha 9 de 
agosto de año 1993 dirigida el Tribunal Superior de Tierras por 
la sociedad comercial Fruticultura del Caribe, S. A., relativa a las 
Parcelas núms. 45-6, 45-9, 512, 515, 52, 45-13, 61 y 56 del 
Distrito Catastral núm. 10 del Municipio de Cotuí, Provincia 
Sánchez Ramírez; Quinto: Ordena, al Secretario del Tribunal de 
Tierras el envío del presente expediente al Tribunal Superior de 
Tierras del Departamento Noreste, a fin de que sea éste quien 
apoderado el Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original que 
deberá conocer del nuevo juicio, en razón de que la ubicación de 



130	 Boletín Judicial 1180

los inmuebles objeto de la presente litis se encuentran localizados 
dentro de su Jurisdicción Territorial”;

Considerando, que los recurrentes en su memorial introductivo 
proponen contra la sentencia impugnada el siguiente medio de 
casación: Único: Violación a la ley, artículos 20 y 21 de la Ley 
núm. 3726 del 28 de noviembre de 1996, sobre Procedimiento 
de Casación, artículo 1351 del Código Civil y falta de base legal;

Considerando, que en el desarrollo del único medio de casación 
propuesto, los recurrentes alegan en síntesis, que en la sentencia 
impugnada se han violado los artículos 20 y 21 de la Ley sobre 
Procedimiento de Casación, 1351 del Código Civil y que la misma 
carece de base legal, argumentando como fundamento de esos 
agravios, que como en fecha 29 de diciembre de 1999, la Cámara 
de Tierras, Laboral, Contencioso-Administrativo y Contencioso-
Tributario de la Suprema Corte de Justicia, dictó una sentencia 
mediante la cual rechazó el recurso de casación interpuesto por 
Fruticultura del Caribe, S. A., contra la sentencia de fecha 5 de 
mayo de 1997, en relación con un Recurso de Tercería que la actual 
recurrida interpuso contra la Decisión de 1990 de Jurisdicción 
Original, revisada y aprobada por el Tribunal Superior de Tierras, 
el 26 de abril de 1991 y envió el conocimiento del asunto, en 
lo que se refiere únicamente a una alegada litis sobre terrenos 
registrados por ante el mismo Tribunal Superior de Tierras, por lo 
que éste no podía, como lo ha hecho, desapoderarse del asunto y 
enviarlo a otro Tribunal Superior de Tierras, con lo que no sólo se 
ha excedido en sus poderes, por los límites de su apoderamiento 
sino que además ha incurrido en las violaciones alegadas, por lo 
que el fallo impugnado debe ser casado; que al no estatuir sobre 
el único punto del asunto así delimitado, de que fue expresamente 
apoderado, concerniente exclusivamente a la alegada litis sobre 
terreno registrado, ha dejado su sentencia sin base legal y ha violado 
el artículo 1351 del Código Civil al desconocer la autoridad de la 
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scosa definitivamente juzgada de la sentencia de la Suprema Corte 
de Justicia del 20 de junio de 2006, al apoderar por su sentencia, 
ahora impugnada, a otro tribunal, en lugar de conocer y fallar el 
caso en el único punto que fue objeto de casación;

Considerando, que en la sentencia dictada por la Cámara de 
Tierras, Laboral, Contencioso-Administrativo y Contencioso-
Tributario de esta Corte que rechazó el recurso de casación 
interpuesto por Fruticultura del Caribe, S. A., contra la decisión 
dictada por el Tribunal Superior de Tierras el 5 de mayo de 1997, 
en lo que respecta al Recurso de Tercería ejercido por la citada 
recurrente contra la Decisión núm. 1 del 25 de septiembre de 
1990, rendida por el Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original 
y al mismo tiempo casó la mencionada sentencia del 5 de mayo 
de 1997, en lo que se refiere exclusivamente a la alegada litis sobre 
terrenos registrados y envió el asunto así delimitado por ante el 
mismo Tribunal Superior de Tierras, ahora del Departamento 
Central, lo hizo expresando que si el tribunal entendía que los 
pedimentos subsidiarios formulados por la entonces recurrente 
implicaban un cambio o modificación del objeto de la instancia 
principal, originalmente introducida por la recurrente o 
simplemente de medios nuevos, debió dar al respecto los motivos 
correspondientes, lo que no hizo; 

Considerando, que con motivo de ese envío el Tribunal a-quo 
por su Decisión núm. 25 de fecha 25 de junio de 2003 declaró su 
incompetencia jurisdiccional territorial y declinó el expediente al 
Tribunal Superior de Tierras del Departamento Norte con asiento 
en Santiago de los Caballeros, en virtud de la Ley núm. 267 del 22 
de junio de 1998 y ordenó el envío del expediente a dicho tribunal 
para los fines de lugar; que esa decisión fue recurrida en casación 
por los actuales recurrentes y la Suprema Corte de Justicia dictó 
su sentencia de fecha 22 de septiembre del año 2004, casando la 
indicada decisión del 25 de junio de 2003 y enviando el asunto 
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nuevamente por ante el mismo Tribunal Superior de Tierras del 
Departamento Central; que con motivo de ese envío el Tribunal 
a-quo ha dictado la sentencia ahora impugnada de fecha 20 de 
junio de 2006, cuyo dispositivo se ha copiado precedentemente, 
mediante la cual fundándose en los motivos que expone en su 
decisión revoca la Decisión núm. 32 de fecha 12 de octubre de 
1995, dictada por el Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original, 
ordenando la celebración del nuevo juicio, disponiendo que 
el expediente sea enviado al Tribunal Superior de Tierras del 
Departamento Noreste a fin de que éste apodere al Tribunal de 
Tierras de Jurisdicción Original que deberá conocer del nuevo 
juicio, en razón de que los inmuebles envueltos en la litis se 
encuentran ubicados dentro de la jurisdicción de ese tribunal;

Considerando, que en la sentencia dictada por la Suprema Corte 
de Justicia el 22 de septiembre de 2004, que casó la dictada por 
el Tribunal Superior de Tierras del Departamento Central el 25 
de junio de 2003 se expresa lo siguiente: “Que corresponde a 
la Suprema Corte de Justicia, con exclusión de cualquiera otra 
jurisdicción, cuando es apoderada de un recurso, que culmina con 
la casación de la sentencia impugnada, decidir igualmente, a cual 
tribunal envía el asunto, no pudiendo este último pronunciarse con 
respecto de su apoderamiento, sin incurrir, si lo hace como ocurre 
en la especie, en un exceso de poder; que al declinar el Tribunal 
Superior de Tierras del Departamento Central, el conocimiento del 
asunto por ante el Tribunal Superior de Tierras del Departamento 
Norte, basándose en las disposiciones transitorias del artículo 6 
de la Ley núm. 267 de 1998, ha desconocido la autoridad de la 
cosa juzgada que adquirió la sentencia de esta Corte del 29 de 
diciembre de 1999, mediante la cual casó la sentencia dictada por 
el mismo tribunal el 5 de mayo de 1997 y envió el asunto por 
ante dicho tribunal, incurriendo con ello en violación del texto 
legal citado, que se refiere a los asuntos que al momento de entrar 
en vigencia dicha ley no se encontraban en estado de fallo; que, 
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spor tanto la sentencia impugnada debe ser casada por falta de 
base legal”; que sin embargo cuando se casa una sentencia de 
manera limitada sobre un punto del proceso, como se hizo en el 
caso ocurrente por falta de motivos y de base legal las Cortes de 
Apelación o los juzgados ante los cuales se hace el envío deben 
limitarse a examinar el punto del proceso que es objeto de la 
casación, contrariamente a como lo ha hecho el Tribunal a-quo 
al incurrir en la misma forma de actuación en que lo había hecho 
anteriormente con relación al primer envío, aunque llegando 
a soluciones distintas, puesto que no sólo se ha declarado 
incompetente y se ha desapoderado del caso, sino que a su vez ha 
ordenado un nuevo juicio, innecesario en el caso, y ha apoderado 
al Tribunal Superior de Tierras del Departamento Noreste para 
que éste a su vez apodere a un juez de Jurisdicción Original para 
el conocimiento y solución del mismo, lo que no puede hacer, ya 
que ésta es una facultad exclusiva de la Suprema Corte de Justicia, 
quien en el caso no ha expresado en las dos casaciones producidas 
la necesidad ni ha recomendado el establecimiento de hechos de 
una naturaleza distinta a los que fueron invocados originalmente 
por Fruticultura del Caribe, S. A., en la instancia que dio inició a 
la presente litis;

Considerando, que es de principio que las Cortes o Tribunales 
de envío están obligados a conformarse estrictamente con la 
decisión de la Suprema Corte de Justicia en el punto de derecho 
juzgado por ésta cuando se trata de una segunda sentencia casada 
por igual motivo que la primera, lo que no ha ocurrido en la 
especie;

Considerando, que por otra parte, el tribunal de envío no podía 
haber juzgado el recurso en el aspecto que había sido limitado el 
caso, revocar la sentencia de primer grado en cuanto el recurso de 
tercería, fundándose para dicha revocación en razonamientos que 
vulneran la autoridad de la cosa juzgada, adquirida por este fallo 
que fue confirmado en apelación en ese aspecto y mantenida esa 
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confirmación con el rechazamiento del recurso de casación que 
sobre el mismo dictó la Suprema Corte de Justicia mediante su 
sentencia de fecha 29 de diciembre de 1999;

Considerando, que la sentencia dictada por el Tribunal Superior 
de Tierras del Departamento Central el 5 de mayo de 1997, fue 
casada como se ha dicho antes, exclusivamente en lo que se 
refiere a la alegada litis sobre terrenos registrados, con envío al 
referido tribunal; que la Casación de una sentencia o de un fallo 
está circunscrita al medio que le ha servido de base, subsistiendo 
con el carácter de cosa juzgada todas las partes de la decisión 
que hayan sido mantenidas o que tenga con estas un vínculo 
de indisolubilidad o de dependencia necesaria, lo que delimita 
rigurosamente el ámbito de competencia del tribunal de envío 
al o los puntos del fallo que hayan sido anulados, el cual no 
puede ser extendido sin que dicho tribunal viole las reglas del 
apoderamiento y de su particular competencia;

Considerando, que en la especie, el examen del expediente 
pone de manifiesto que los hechos alegados por Fruticultura 
del Caribe, S. A., en su instancia de fecha 9 de agosto de 1993 
como fundamento del Recurso de Tercería y de la alegada litis 
sobre terrenos registrados son los mismos que fueron debatidos, 
instruidos y juzgados por el Tribunal a-quo, al extremo de que en 
la casación pronunciada por esta Corte el 29 de diciembre de 1999 
no se recomienda al Tribunal de envío ni se le ordena en modo 
alguno la celebración de medidas de instrucción para resolver la 
cuestión relativa a la alegada litis sobre terrenos registrados, en 
razón de que el fundamento de ambas cuestiones, o sea la Tercería 
y la litis sobre terrenos registrados están basadas en hechos ya 
establecidos y juzgados irrevocablemente por este tribunal; que 
lo que motivó la casación del punto relativo a la alegada litis 
sobre terrenos registrados fue la omisión o no contestación de 
las conclusiones subsidiarias formuladas por el entonces apelante 
Fruticultura del Caribe, S. A., que es un deber de los jueces;
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sConsiderando, que corresponde a la Suprema Corte de 
Justicia, con exclusión de cualquier otra jurisdicción, cuando 
es apoderada de un recurso, que culmina con la casación de la 
sentencia impugnada, decidir igualmente, a cual tribunal envía el 
asunto, no pudiendo este último pronunciarse con respecto de su 
apoderamiento, sin incurrir si lo hace, como ocurre en la especie, 
en un exceso de poder, como se ha dicho antes;

Considerando, que al declinar nuevamente el Tribunal Superior 
de Tierras del Departamento Central, el conocimiento y solución 
del asunto así delimitado, por ante el Tribunal Superior de Tierras 
del Departamento Noreste, ha desconocido la autoridad de la 
cosa juzgada que adquirieron las sentencias dictadas por esta 
Corte el 29 de diciembre de 1999 y el 22 de septiembre de 2004, 
mediante las cuales casó la sentencias dictadas por el mismo 
tribunal el 5 de mayo de 1997 y el 25 de junio de 2003 y envió 
el conocimiento y solución del asunto por ante dicho tribunal, 
incurriendo nuevamente con ello en violación de los artículos 20 
y 21 de la Ley sobre Procedimiento de Casación, 136 de la Ley 
núm. 1542 de 1947 sobre Registro de Tierras y 1351 del Código 
Civil; que, por consiguiente la sentencia impugnada debe ser 
casada por falta de base legal; 

Considerando, que cuando la sentencia es casada por violación 
de las reglas procesales cuyo cumplimiento está a cargo de los 
jueces, las costas pueden ser compensadas.

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada por el 
Tribunal Superior de Tierras del Departamento Central el 20 de 
junio de 2006, en relación con las Parcelas núms. 45-9, 45-13, 
45-61, 52, 56, 61, 512 y 515 del Distrito Catastral núm. 10, del 
Municipio de Cotuí, Provincia Sánchez Ramírez, cuyo dispositivo 
se ha copiado en parte anterior del presente fallo y reenvía 
nuevamente el asunto por ante el mismo Tribunal Superior de 
Tierras del Departamento Central; Segundo: Compensa las 
costas.
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Así ha sido hecho y juzgado por las Cámaras Reunidas de la 
Suprema Corte de Justicia, y la sentencia pronunciada por la misma, 
en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, 
capital de la República, en su audiencia del 18 de marzo de 2009, 
años 166° de la Independencia y 146° de la Restauración.

Firmado: Jorge A. Subero Isa, Rafael Luciano Pichardo, Eglys 
Margarita Esmurdoc, Hugo Álvarez Valencia, Juan Luperón 
Vásquez, Margarita A. Tavares, Julio Ibarra Ríos, Enilda Reyes 
Pérez, Dulce Ma. Rodríguez de Goris, Julio Aníbal Suárez, Víctor 
José Castellanos Estrella, Ana Rosa Bergés Dreyfous, Edgar 
Hernández Mejía, Darío O. Fernández Espinal, Pedro Romero 
Confesor y José E. Hernández Machado. Grimilda Acosta, 
Secretaria General

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los señores 
Jueces que figuran en su encabezamiento, en la audiencia pública 
del día, mes y año en el expresados, y fue firmada, leída y publicada 
por mí, Secretaria General, que certifico.
www.suprema.gov.do
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SENTENCIA DEL 4 DE MARZO DE 2009, NÚM. 1
Sentencia impugnada:	 Primera Sala de la Cámara Civil de la Corte 

de Apelación del Distrito Nacional, del 2 de 
agosto de 2005.

Materia:	 Civil
Recurrente:	 Ángel Polanco Sánchez.
Abogado:	 Dr. Luis Scheker Ortiz.
Recurrida:	 Cervecería Nacional Dominicana, C. por A.
Abogados:	 Dr. Fabián R. Baralt y Lic. Pablo Marino 

José.

CAMARA CIVIL

Rechaza

Audiencia pública del 4 de marzo de 2009.
Preside: Rafael Luciano Pichardo. 

 
Dios, Patria y Libertad

En Nombre de la República, la Cámara Civil de la Suprema 
Corte de Justicia, actuando como Corte de Casación, dicta en 
audiencia pública la sentencia siguiente: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Angel Polanco 
Sánchez, dominicano, mayor de edad, abogado, portador de 
la cédula de identidad y electoral núm. 001-0744043-0, de este 
domicilio y residencia, contra la sentencia dictada por la Primera 
Sala de la Cámara Civil de la Corte de Apelación del Distrito 
Nacional el 2 de agosto de 2005, cuyo dispositivo se copia más 
adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
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Oído en la lectura de sus conclusiones al Licdo. Aristóteles 
Valdez, en representación del Dr. Luis Scheker Ortíz, abogado de 
la parte recurrente;

Oído en la lectura de sus conclusiones al Licdo. Carlos Juan 
Balaguer, en representación del Dr. Fabián R. Baralt y del Lic. 
Pablo Marino José, abogados de la parte recurrida, Cerveceria 
Nacional Dominicana (CND);

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la 
República; 

Visto el memorial de casación depositado en la Secretaría 
General de la Suprema Corte de Justicia el 22 de febrero de 
2006, suscrito por el Dr. Luis Scheker Ortíz, abogado de la parte 
recurrente, en el cual se invocan los medios de casación que se 
indican más adelante;

Visto el memorial de defensa depositado en la Secretaría 
General de la Suprema Corte de Justicia el 22 de marzo de 2006, 
suscrito por el Dr. Fabián R. Baralt y el Licdo. Pablo Marino José, 
abogados de la parte recurrida, Cervecería Nacional Dominicana, 
C. por A.;

Vista la Ley núm. 25 de 1991, modificada por la Ley núm. 156 
de 1997 y los artículos 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación;

Visto el auto dictado el 16 de febrero de 2009, por el 
magistrado Rafael Luciano Pichardo, Presidente de la Cámara 
Civil de la Suprema Corte de Justicia, por medio del cual llama a 
los magistrados Ana Rosa Bergés Dreyfous y José E. Hernández 
Machado, jueces de esta Cámara, para integrar la misma en la 
deliberación y fallo del recurso de casación de que se trata, de 
conformidad con la Ley núm. 926 de 1935;

La CORTE, en audiencia pública del 15 de noviembre de 2006, 
estando presente los jueces Rafael Luciano Pichardo, Presidente; 
Eglys Margarita Esmurdoc y Margarita A. Tavares, asistidos de la 



Primera Cámara de la Suprema Corte de Justicia	 141

Pr
im

er
a 

C
ám

ar
a

secretario de esta Cámara Civil de la Suprema Corte de Justicia, 
y después de haber deliberado los jueces signatarios de este fallo;

Considerando, que la sentencia impugnada y los documentos 
a que la misma se refiere, manifiestan que, con motivo de una 
demanda civil en reparación de daños y perjuicios incoada por 
el actual recurrente contra las recurridas Cervecería Nacional 
Dominicana, C. por A. y Supermercado Las Palmiras, la Quinta 
Sala de la Cámara de lo Civil y Comercial del Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Nacional dictó el 31 de marzo del año 2003, 
la sentencia núm. 038-99-04244, con el dispositivo siguiente: 
“Primero: Se rechaza la presente demanda en reparación de daños 
y perjuicios, incoada por el señor Angel Polanco Sánchez, en 
contra de las entidades Supermercado Las Palmiras y Cervecería 
Nacional Dominicana, por los motivos antes expuestos; Segundo: 
Se condena al señor Angel Polanco Sánchez, al pago de las costas 
causadas y se ordena su distracción a favor y provecho de los 
Licdos. Nelson Jáquez Méndez, Germán A. Vásquez Sosa, Jhonny 
E. Marte Nicasio y los Dres. Fabián R. Baralt y Ramón Franco 
Thomen, abogados de las partes gananciosa, quienes afirman 
haberlas avanzado en su totalidad”; que, en ocasión del recurso de 
apelación interpuesto contra esa decisión por la parte perdidosa, 
la Corte a-qua emitió el fallo ahora atacado, cuyo dispositivo 
se expresa así: “Primero: Declara bueno y válido el recurso de 
apelación interpuesto por el señor Angel Polanco Sánchez, contra 
la sentencia núm. 038-99-04244 de fecha 31 de marzo del año 
2003, dictada por la Cámara Civil y Comercial del Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Nacional, Quinta Sala, en cuanto a 
la forma, por haber sido interpuesto conforme a la ley; Segundo: 
Rechaza, en cuanto al fondo, dicho recurso de apelación, y, en 
consecuencia, confirma en todas sus partes la sentencia apelada, 
por las razones y motivos precedentemente expuestos; Tercero: 
Condena a la parte recurrente, señor Ángel Polanco Sánchez, al 
pago de las costas del procedimiento y ordena su distracción en 
provecho del Dr. Fabián R. Baralt, quien afirma haberlas avanzado 
en su totalidad”; 
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Considerando, que la parte recurrente propone en apoyo de su 
recurso los medios de casación señalados a continuación: “Primer 
Medio: Desnaturalización de los hechos de la causa.- Segundo 
Medio: Violación de la ley.- Mala interpretación de la ley.- Tercer 
Medio: Motivos falsos y erróneos.- Contradicción de motivos”;

Considerando, que los indicados medios, cuyo examen se hará 
conjuntamente por estar vinculados, se refieren, en síntesis, a 
que la Corte a-qua incurrió en el vicio de “la desnaturalización, 
negándole a los hechos y a las pruebas suministradas, su verdadero 
alcance y significación”, ya que en los documentos depositados 
en el expediente se comprueba que “Ángel Polanco Sánchez 
–demandante- compró unas cervezas de la marca Heineken 
en fecha 3 de abril del año 1999 y que en esa misma fecha fue 
ingresado de emergencia al Centro Médico Ortíz por padecer 
del siguiente diagnostico: 1. gastro enteritis aguda y 2. cólico 
abdominal post ingesta de cerveza, y su causa, clínicamente 
establecida, lo que supone que la cerveza se encontraba en mal 
estado, hecho posteriormente demostrado…, por los signos 
de descomposición de las cervezas Heineken examinadas por 
el Departamento de Química de la Universidad del Estado”; 
que, argumenta el recurrente, el hecho alegado por éste, según 
se ha visto, “ha sido probado en debida forma, a la luz de las 
disposiciones legales que establecen los elementos constitutivos 
de la responsabilidad civil”, o sea, la ocurrencia de un daño 
cierto, la falta cometida y la relación de causalidad entre la falta 
y el daño causado, cuya inobservancia por parte de los jueces 
a-quo constituye una violación a la ley; que la motivación 
adoptada por la Corte a-qua “reposa en criterios errados”, sin 
fundamentación jurídica, como lo es “la exigencia de pruebas 
no exigidas por la ley, tales como son el análisis microbiológico 
de la cerveza y el certificado del médico legista”; que, continua 
alegando el recurrente, las pruebas aportadas comprometen la 
responsabilidad civil de la parte recurrida, pero la Corte niega 
verosimilitud a documentos y testimonios no controvertidos, 
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para cargarle al demandante pruebas inútiles e improcedentes, 
afirmando de manera antojadiza que el demandante ‘se ha 
limitado a alegar que la cerveza ingerida fue causante del perjuicio 
sufrido’, lo que “desnaturaliza los hechos de la causa y se incurre 
en contradicción y error de motivos”, culminan los alegatos 
expuestos por el recurrente;

Considerando, que la sentencia atacada deja constancia expresa 
de los hechos siguientes: a) que en fecha 3 de abril de 1999 Angel 
Polanco compró cinco cervezas Heineken en el mercadito Las 
Palmiras; b) que en esa misma fecha Ángel Polanco Sánchez 
fue ingresado de emergencia al Centro Médico Dr. Ortíz, “por 
padecer el siguiente diagnóstico: 1.- gastro enteritis aguda y 2.- 
cólico abdominal post ingesta de cerveza” (sic); c) que el 14 de 
julio de 1999 el Instituto de Química de la Facultad de Ciencias de 
la Universidad Autónoma de Santo Domingo, realizó un análisis 
totalmente visual, recomendando un análisis microbiológico para 
poder establecer un juicio sobre la muestra presentada; d) que 
en fecha 19 de agosto de 1999, la Notario Público Licda. Evelin 
Chávez comprobó, mediante acta notarial, la fecha de vencimiento 
y otros aspectos de las botellas de cervezas;

Considerando, que la Corte a-qua adoptó y así lo hace constar 
en el fallo cuestionado, los motivos que sustentan la decisión 
intervenida en primera instancia, cuyo ejemplar certificado 
reposa en el expediente de casación, en el sentido de que “el 
demandante de la especie, se ha limitado a alegar que la cerveza 
ingerida fue causante del perjuicio sufrido, pero no ha aportado 
al tribunal documentos probatorios contundentes, como un 
análisis microbiológico del contenido de dicha cerveza, ni mucho 
menos un certificado médico legal que avalara su condición, de 
tal manera que pudiera determinarse que fuera el contenido de 
la cerveza que se tomó, el causante del perjuicio sufrido, y, en 
consecuencia, tampoco ha podido probar la relación de causa a 
efecto existente entre la falta que le imputa a los demandados 
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por el hecho que le ocurrió y los daños y perjuicios sufridos”, 
puntualizando la Corte a-qua que el apelante, actual recurrente 
en casación, “no ha aportado la prueba de la concurrencia de los 
elementos capaces de comprometer la responsabilidad civil de la 
parte” apelada, “ni los motivos capaces de justificar la revocación 
de la sentencia” dictada en primer grado;

Considerando, que, en efecto, esta Corte de Casación ha 
podido verificar, mediante el estudio del fallo objetado y de 
los documentos que formaron el expediente de apelación, 
depositados ahora en casación, que el contenido de las pruebas 
presentadas por el demandante original, hoy recurrente, en apoyo 
de su reclamo judicial, fue debida y regularmente ponderado 
por los jueces del fondo, en particular por los integrantes de la 
Corte a-qua, por cuanto estimaron, en uso del poder soberano 
de apreciación que les otorga la ley, que el hecho de que el 
actual recurrente comprara unas cervezas y que, luego de ingerir 
parte de una de ellas, tuviera que ingresar de emergencia a una 
clínica privada, la cual diagnosticó “gastro enteritis aguda, cólico 
abdominal post ingesta de cerveza” (sic), sin haber probado de 
manera fehaciente mediante un análisis científico del resto del 
contenido de la botella de la cerveza que ingirió, no de un examen 
visual de una botella cerrada, como lo hizo el Instituto de Química 
de la UASD; dichos jueces del fondo, como se desprende de sus 
sentencias, juzgaron correctamente que los hechos que le sirvieron 
de base a la presente reclamación, antes descritos, no contenían 
los elementos necesarios para vincular la responsabilidad civil de 
la parte ahora recurrida; que, en ese orden, era indispensable que 
el reclamante de quien se trata estableciera, mediante el método 
científico correspondiente, prueba obligatoriamente a su cargo, 
que el remanente de la cerveza ingerida por él contenía cuerpos 
o partículas nocivas a la salud humana, y que en su estómago no 
existía ninguna otra sustancia o alimento, capaces de provocar la 
dolencia o enfermedad diagnosticada en el caso y así descartar 
la posibilidad de que dicho malestar obedeciera a otras causas 
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orgánicas ajenas a la ingesta de cerveza o a cualquier estado 
estomacal preexistente susceptible de ser afectado por bebidas 
alcohólicas no contaminadas; que, por lo tanto, no es correcto 
sostener el criterio, como lo hace el recurrente, que la causa de la 
dolencia estomacal padecida por él, o sea, la ingestión de cerveza, 
“supone que la cerveza se encontraba en mal estado”, sobre todo 
si se observa que el análisis realizado por el Instituto de Química 
de la Universidad Estatal, como consta en el informe rendido 
por dicho organismo y en la sentencia impugnada, se limitó a un 
examen visual de una botella de cerveza que permaneció cerrada, 
con su recomendación de hacer un análisis microbiológico, “para 
poder establecer un juicio sobre la muestra presentada”, examen 
que no fue practicado por el reclamante, sobre quien recaía el 
fardo de esa prueba, al tenor de la ley, no obstante la referida 
recomendación del Instituto de Química de la UASD;

Considerando, que, en virtud de las razones expresadas 
precedentemente, la sentencia criticada no adolece de los vicios 
y violaciones que le atribuye el recurrente, al contrario, la Corte 
a-qua actuó conforme a derecho al confirmar la decisión de 
primer grado, que rechazó la demanda original en base a que 
el demandante original no estableció que el malestar estomacal 
sufrido después de tomar cerveza, se debió a que ésta se encontraba 
contaminada o en mal estado, y que la responsabilidad de ello 
recaía en la parte hoy recurrida; que, en consecuencia, procede 
desestimar el presente recurso de casación. 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de casación 
interpuesto por Angel Polanco Sánchez contra la sentencia 
dictada el 2 de agosto del año 2005, por la Primera Sala de la 
Cámara Civil de la Corte de Apelación del Distrito Nacional, cuyo 
dispositivo se transcribe en otro espacio de este fallo; Segundo: 
Condena a la parte sucumbiente al pago de las costas procesales, 
con distracción de las mismas en beneficio de los abogados Dr. 
Fabián R. Baralt y Lic. Pablo Marino José, quienes aseguran 
haberlas avanzado en su totalidad.
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Así ha sido hecho y juzgado por la Cámara Civil de la Suprema 
Corte de Justicia, y la sentencia pronunciada por la misma en la 
ciudad de Santo Domingo de Guzmán, en su audiencia pública 
del 4 de marzo de 2009, años 165º de la Independencia y 146º de 
la Restauración.

Firmado: Rafael Luciano Pichardo, Eglys Margarita Esmurdoc, 
Margarita A. Tavares, Ana Rosa Bergés Dreyfous y José E. 
Hernández Machado. Grimilda Acosta, Secretaria General.

La presente sentencia ha sido dada, firmada y pronunciada por 
los señores Jueces que figuran al pie, en la audiencia pública del 
día, mes y año en ella expresados, y fue firmada, leída y publicada 
por mí, Secretaria General, que certifico.
www.suprema.gov.do
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SENTENCIA DEL 4 DE MARZO DE 2009, NÚM. 2
Sentencia impugnada:	 Cámara Civil y Comercial de la Corte de 

Apelación de Santo Domingo, del 15 de 
abril de 1988.

Materia:	 Civil
Recurrente:	 Luis Manuel Almánzar.
Abogado:	 Dr. José María Acosta Torres.
Recurrido:	 Banco Hipotecario Miramar, S. A.
Abogados:	 Dres. Hipólito Herrera Vassallo e Hipólito 

Herrera Pellerano.

CÁMARA CIVIL

Rechaza 

Audiencia pública del 4 de marzo de 2009.
Preside: Rafael Luciano Pichardo.

 
Dios, Patria y Libertad

En Nombre de la República, la Cámara Civil de la Suprema 
Corte de Justicia, actuando como Corte de Casación, dicta en 
audiencia pública la sentencia siguiente: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Luis Manuel 
Almánzar, dominicano, mayor de edad, titular de la cédula de 
identificación personal núm. 36781, serie 54, y Rosa Aurora de 
la Cruz de Almánzar, dominicana, mayor de edad, provista de la 
cédula de identificación personal núm. 36781, serie 54. ambos con 
domicilio en la calle José Contreras núm. 23, Apto. 3, Villa Bolívar 
de la ciudad de Santo Domingo, contra la sentencia dictada por 
la Cámara Civil y Comercial de la Corte de Apelación de Santo 
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Domingo el 15 de abril de 1988, cuyo dispositivo se copia más 
adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído en la lectura de sus conclusiones al Dr. José María Acosta 
Torres, abogado de la parte recurrente;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la 
República; 

Visto el memorial de casación depositado en la Secretaría 
General de la Suprema Corte de Justicia el 14 de junio de 1988, 
suscrito por el Dr. José María Acosta Torres, abogado de la parte 
recurrente, en el cual se invocan los medios de casación que se 
indican más adelante; 

Visto el memorial de defensa depositado en la Secretaría 
General de la Suprema Corte de Justicia el 1 de julio de 1988, 
suscrito por los Dres. Hipólito Herrera Vassallo e Hipólito 
Herrera Pellerano, abogados del recurrido, Banco Hipotecario 
Miramar, S.A.;

Vista la Ley núm. 25 de 1991, modificada por la Ley núm. 156 
de 1997 y los artículos 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación; 

Visto el auto dictado el 4 de febrero de 2009, por el magistrado 
Rafael Luciano Pichardo, Presidente de la Cámara Civil de la 
Suprema Corte de Justicia, por medio del cual se llama a sí mismo 
y a los magistrados Eglys Margarita Esmurdoc, Margarita A. 
Tavares, Ana Rosa Bergés Dreyfous y José E. Hernández Machado, 
jueces de esta cámara, para integrar la misma en la deliberación y 
fallo del recurso de casación de que se trata, de conformidad con 
las Leyes núms. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La CORTE, en audiencia pública del 30 de agosto de 1989, 
estando presente los Jueces, Néstor Contín Aybar, Fernando E. 
Ravelo de la Fuente, Leonte R. Alburquerque Castillo, Máximo 
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Puello Renville, Abelardo Herrera Piña, Octavio Piña Valdez, 
Federico Natalio Cuello López y Rafael Richiez Saviñón, asistidos 
del Secretario General de la Suprema Corte de Justicia, y después 
de haber deliberado los jueces signatarios de este fallo;

Considerando, que la sentencia impugnada y los documentos 
a que ella se refiere, revelan que: a) en ocasión de una demanda 
civil en otorgamiento de plazo y suspensión de pago de 
intereses incoada por Luis Manuel Almánzar y Rosa Aurora 
de la Cruz Almánzar contra Banco Hipotecario Miramar, S.A., 
la Cámara Civil y Comercial de la Tercera Circunscripción 
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional dictó 
el 19 de noviembre del año 1985, una sentencia que en su 
dispositivo expresa: “Primero: Se rechazan las conclusiones 
de la parte demandada Banco Hipotecario Miramar, S.A., por 
los motivos expuestos; Segundo: Se acogen las conclusiones 
de las partes demandantes Luis Manuel Almánzar y Rosa 
Aurora de la Cruz Almánzar, y en consecuencia, se concede 
un plazo de gracia a los demandantes, Luis Manuel Almánzar 
y Rosa Aurora de la Cruz Almánzar, para que los mismos se 
abstengan de continuar pagando al Banco Hipotecario Miramar, 
S.A., las cuotas mensuales e intereses convenidos y pactados 
en fecha treinta y uno (31) de agosto de mil novecientos 
ochentidos (1982), con el Banco Hipotecario Miramar, S.A., en 
relación con el solar núm. 17, manzana núm. 2872 del Distrito 
Catastral núm. 2, del Distrito Nacional, Certificado de Título 
núm. 82-7882, mejoras, dependencias y anexidades, hasta tanto 
se determine por medio de sentencia con autoridad de la cosa 
juzgada, el litigio que sostiene la Doctora Edita Bisonó contra 
el Banco Hipotecario Miramar, S.A., en el Tribunal de Tierras 
sobre el inmueble mencionado anteriormente”; b) que sobre 
recurso de apelación interpuesto contra esa decisión, la Cámara Civil 
de la Corte de Apelación de Santo Domingo, rindió el 18 de julio 
de 1986, una sentencia, cuyo dispositivo dice así: Primero: Rechaza la 
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solicitud de reapertura de debates hecha por los intimados, Luis 
Manuel Almánzar y Rosa Aurora de la Cruz Almánzar, según los 
motivos expuestos; Segundo: Ratifica el defecto pronunciado 
en audiencia contra la parte intimada, Luis Manuel Almánzar y 
Rosa Aurora de la Cruz Almánzar por falta de concluir; Tercero: 
declara regular y válido en cuanto a la forma el recurso de 
apelación incoado por Banco Hipotecario Miramar, S.A., contra 
la sentencia de fecha 19 de noviembre de 1985, dictada por la 
Cámara Civil y Comercial de la Tercera Circunscripción del 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, según los 
motivos expuestos; Cuarto: Relativamente al fondo, acoge en 
todas sus partes el recurso de apelación, se rechaza la demanda 
original incoada por Luis Manuel Almánzar y Rosa Aurora de 
la Cruz Almánzar contra el Banco Hipotecario Miramar, S.A., 
por improcedente e infundada, y en consecuencia, revoca la 
sentencia impugnada, según los motivos expuestos; Quinto: 
Condena a los intimados, Luis Manuel Almánzar y Rosa Aurora 
de la Cruz Almánzar, al pago de las costas de la instancia, con 
distracción de las mismas en provecho de los abogados de la 
parte intimante, Dr. Hipólito Herrera Vasallo, Dr. Juan Ml. 
Pellerano G. y Lic. María de Lourdes del Castillo, quienes 
afirman haberlas avanzado en su totalidad”; c) que sobre el 
recurso de oposición interpuesto, la Corte a-qua dictó el 15 de 
abril de 1988, la decisión hoy impugnada, cuyo dispositivo es 
el siguiente: “Primero: Declara inadmisible, por las razones 
precedentemente expuestas, el recurso de oposición interpuesto 
por Luis Manuel Almánzar y Rosa Aurora de la Cruz Almánzar, 
contra la sentencia dictada en atribuciones civiles por ésta Cámara 
Civil de la Corte de Apelación de Santo Domingo en fecha 18 de 
julio de 1986, en provecho del Banco Hipotecario Miramar, S.A.; 
Segundo: Condena a los oponentes, Luis Manuel Almánzar y 
Rosa Aurora de la Cruz Almánzar, parte sucumbiente, al pago de 
las costas procesales causadas con motivo del presente recurso 
de oposición, con distracción en beneficio de los abogados 
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Lic. Hipólito Herrera Vasallo y Dr. Juan Ml. Pellerano Gómez, 
quienes aseguran haberlas avanzado en su totalidad”; 

Considerando, que el recurrente propone, en apoyo de su 
recurso, los medios de casación siguientes: “Primer Medio: 
Falsa aplicación del artículo 150 de la Ley 845 de 1978; Segundo 
Medio: Falsa aplicación del artículo 151 de la Ley 845 de 1978; 
Tercer Medio: Violación al derecho de defensa, artículo 8 inciso 
2 letra j de la Constitución; Cuarto Medio: Falta de base legal. 
Falta de motivos. Motivos confusos, vagos y contradictorios; 
Quinto Medio: artículos 150 y 151 de la Ley 845, no prohíben al 
demandante hacer recurso de oposición”; 

Considerando, que en los medios primero y cuarto los cuales 
se analizarán en conjunto por su estrecha conexión, los recurrentes 
alega que “no se puede considerar al abogado, representante legal 
de una parte, ya que representante legal se refiere al de una persona 
moral, de una persona jurídica, y esto así, puesto que la parte final 
del artículo 150, se refiere al representante legal de una persona 
moral; que el abogado no es más que un mandatario ad-litem, lo que 
no se puede confundir con representación legal, estando regidas 
las relaciones del abogado con su cliente por las disposiciones del 
artículo 1984 del Código Civil, o sea que la representación del 
abogado con su cliente es contractual y no legal; que la sentencia 
recurrida no contiene una completa y detallada exposición de los 
hechos decisivos que la ley ha sido bien aplicada de donde resulta 
que la Corte de Casación no tiene conocimiento porqué la Corte 
a-qua considera que el abogado es el representante legal de su 
cliente, contrariamente a las disposiciones del artículo 1984 del 
Código Civil”;

Considerando, que contrario a lo alegado por el recurrente, 
el abogado ejerce ante los tribunales la representación legal de 
su cliente, quien le ha conferido poder legítimo para hacerlo; 
que la diferencia que enfatiza el recurrente entre los términos 
representante legal y mandatario, en aras de justificar la 
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admisibilidad de su recurso de oposición, carece de fundamento 
jurídico, en razón de que la ley no hace esa distinción, por lo que 
dicho agravio debe ser desestimado; 

Considerando, que en lo relativo a los medios segundo y 
quinto, el recurrente alega que “para que se aplique el artículo 
150 de la Ley 845 de 1978, se requieren como condiciones, que se 
trate del defecto de demandados y que además se haya producido 
en primer grado, en vista de que en dicho artículo dice: “cuando 
la decisión sea susceptible de recurso de apelación” de donde 
resulta como consecuencia, que la sentencia dictada el 18 de julio 
de 1986, por la Cámara Civil y Comercial de la Corte de Apelación 
de Santo Domingo, si no podía ser recurrida en apelación, mal 
podría pensarse que se le aplican las disposiciones del artículo 151 
de la ley 845 de 1978; que el recurso de oposición es un recurso 
ordinario de derecho común, esto es, que siempre es posible a 
menos que este prohibido expresamente por la ley, pero ninguna 
disposición legal ha prohibido a la demandante interponer dicho 
recurso”;

Considerando, que los textos legales que alega el recurrente 
fueron mal aplicados por la Corte a-qua en el caso ocurrente, 
artículos 149 y 150 del Código de Procedimiento Civil, 
modificados por la Ley 845 de 1978, establecen que: “Si el 
demandado no comparece en la forma indicada por la ley o si el 
abogado constituido no se presenta el día indicado para la vista 
de la causa, se pronunciará el defecto. Párrafo: Si el día fijado para 
la audiencia el demandado no concluye sobre el fondo y se limita 
a proponer una excepción o a solicitar una medida de instrucción 
cualquiera, el juez fallará con arreglo a lo que se prevé en las 
disposiciones procesales que rigen la materia; Artículo 150: El 
defecto se pronunciará en la audiencia mediante el llamamiento 
de la causa y las conclusiones de la parte que lo requiera, serán 
acogidas si se encontrasen justas y reposasen en una prueba legal. 
Sin embargo, los jueces podrán ordenar que los documentos 
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se depositen en secretaría, para dictar sentencia en la próxima 
audiencia. La oposición será admisible contra las sentencias en 
última instancia pronunciadas por defecto contra el demandado, 
si éste no ha sido citado por acto notificado a su persona misma 
o a la de su representante legal”; 

Considerando, que es criterio constante de esta Suprema 
Corte de Justicia, que de conformidad con el párrafo final del 
artículo 150 del Código de Procedimiento Civil, precedentemente 
transcrito, sólo es admisible el recurso de oposición contra las 
sentencias dictadas en defecto por falta de comparecer contra 
el demandado, en los casos específicos establecidos en la misma 
disposición; que este recurso no puede ser interpuesto contra 
sentencias que se reputen contradictorias, entre las que están: 
cuando el demandante o demandado se niega a concluir, cuando el 
demandado, que ha comparecido ha sido notificado a su persona 
o a su representante legal, y cuando la sentencia impugnada es 
susceptible de apelación;

Considerando, que según se desprende del examen del fallo 
objetado, la sentencia recurrida en oposición no era susceptible 
de dicho recurso, en razón de que la parte recurrida en apelación, 
no hizo defecto por falta de comparecer, sino por falta de 
concluir; que su comparecencia a las audiencias previas, prueba su 
conocimiento del proceso que se instruía ante dicha jurisdicción; 
que, tal y como lo comprobó la Corte a-qua, y así lo hizo constar 
en su sentencia, fue debidamente notificado en manos de su 
abogado, como lo dispone el texto comentado, por lo que su 
incomparecencia a la última audiencia motivó el pronunciamiento 
del defecto por falta de concluir, y consecuentemente su recurso 
de oposición resulta inadmisible; 

Considerando, que en el desarrollo de su tercer medio, la 
recurrente alega que, “la sentencia de la Corte de Apelación es 
radicalmente nula, puesto que violó el derecho de defensa de los 
actuales recurrentes señores Luis Ml. Almánzar y Rosa Aurora 
de la Cruz Almánzar, puesto que estos solicitaron la reapertura 
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de los debates en la Corte a-qua, reapertura que fue fallada 
conjuntamente con el fondo, lo que constituye una violación al 
derecho de defensa”;

Considerando, que la Corte a-qua no violó la ley al rechazar la 
solicitud de reapertura de los debates de la recurrente, en razón 
de que su adopción es una medida puramente facultativa, que no 
se impone obligatoriamente a los jueces, en la cual, aun cuando 
las condiciones que ha establecido la doctrina para su ejercicio 
estén reunidas, los jueces de fondo son soberanos para apreciar 
su pertinencia, por lo que procede rechazar el medio propuesto;

Considerando, que, finalmente, el fallo criticado contiene 
una exposición completa de los hechos del proceso, que le ha 
permitido a esta Suprema Corte de Justicia, en sus funciones 
de control casacional, verificar que la ley y el derecho han sido 
correctamente aplicados en el presente caso, por lo que y en 
adición a las demás razones expresadas anteriormente, procede 
rechazar el recurso de casación de que se trata.

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de casación 
intentado por Luis Manuel Almánzar y Rosa Aurora de la Cruz 
Almánzar contra la sentencia dictada en sus atribuciones civiles el 
15 de abril de 1988, por la Cámara Civil de la Corte de Apelación 
de Santo Domingo, cuyo dispositivo se reproduce en otro lugar de 
este fallo; Segundo: Condena a la parte sucumbiente al pago de las 
costas procesales, con distracción de las mismas en provecho de 
los Dres. Hipólito Herrera Vasallo e Hipólito Herrera Pellerano, 
quienes afirman haberlas avanzado en su mayor parte. 

Así ha sido hecho y juzgado por la Cámara Civil de la Suprema 
Corte de Justicia, y la sentencia pronunciada por la misma en la 
ciudad de Santo Domingo de Guzmán, en su audiencia pública 
del 4 de marzo de 2009, años 165º de la Independencia y 146º de 
la Restauración.
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Firmado: Rafael Luciano Pichardo, Eglys Margarita Esmurdoc, 
Margarita A. Tavares, Ana Rosa Bergés Dreyfous y José E. 
Hernández Machado. Grimilda Acosta, Secretaria General.

La presente sentencia ha sido dada, firmada y pronunciada por 
los señores Jueces que figuran al pie, en la audiencia pública del 
día, mes y año en ella expresados, y fue firmada, leída y publicada 
por mí, Secretaria General, que certifico.
www.suprema.gov.do



SENTENCIA DEL 4 DE MARZO DE 2009, NÚM. 3
Sentencia impugnada:	 Cámara Civil de la Corte de Apelación de 

San Cristóbal, del 7 de abril de 1987.
Materia:	 Civil
Recurrente:	 Andrés Lluberes Custodio.
Abogado:	 Dr. Freddy Z. Díaz Peña.
Recurrido:	 José Ramón Rivera Lora.

CAMARA CIVIL

Rechaza 

Audiencia pública del 4 de marzo de 2009.
Preside: Rafael Luciano Pichardo.

 
Dios, Patria y Libertad

En Nombre de la República, la Cámara Civil de la Suprema 
Corte de Justicia, actuando como Corte de Casación, dicta en 
audiencia pública la sentencia siguiente: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Andrés Lluberes 
Custodio, dominicano, mayor de edad, portador de la cédula de 
identificación personal núm 40543, serie 2, domiciliado y residente 
en San Cristóbal, contra la sentencia dictada por la Cámara Civil 
de la Corte de Apelación de San Cristóbal, el 7 de abril de 1987, 
cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la 
República; 
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Visto el memorial de casación depositado en la Secretaría 
General de la Suprema Corte de Justicia el 22 de abril de 1987, 
suscrito por el Dr. Freddy Z. Díaz Peña, abogado de la parte 
recurrente, en el cual se invocan los medios de casación que se 
indican más adelante;

Visto la resolución de fecha 26 de agosto del 1987, por esta 
Suprema Corte de Justicia, en la cual se declara excluido al 
recurrido José Ramón Rivera Lora, del derecho a presentarse 
en audiencia a exponer sus medios de defensa, del recurso de 
casación interpuesto por el señor Andrés Lluberes Custodio;

Vista la Ley núm. 25 de 1991, modificada por la Ley núm. 156 
de 1997 y los artículos 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación;

Visto el auto dictado el 3 de febrero de 2009, por el magistrado 
Rafael Luciano Pichardo, Presidente de la Cámara Civil de la 
Suprema Corte de Justicia, por medio del cual se llama a sí mismo 
y a los magistrados Eglys Margarita Esmurdoc, Margarita A. 
Tavares, Ana Rosa Bergés Dreyfous y José E. Hernández Machado, 
jueces de esta cámara, para integrar la misma en la deliberación y 
fallo del recurso de casación de que se trata, de conformidad con 
las Leyes núms. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La CORTE, en audiencia pública del 5 de octubre de 1988, 
estando presente los Jueces Néstor Contín Aybar, Fernando E. 
Ravelo de la Fuente, Leonte R. Alburquerque Castillo, Máximo 
Puello Renville, Abelardo Herrera Piña, Octavio Piña Valdez, 
Federico Natalio Cuello López y Rafael Richiez Saviñón, asistidos 
del Secretario General de esta Suprema Corte de Justicia, y después 
de haber deliberado los jueces signatarios de este fallo;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que con 
motivo de un recurso de oposición intentado por Andrés Lluberes 
Custodio, contra José Ramón Rivera a una sentencia que decidió 
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sobre una demanda en resciliación de contrato, cobro de alquileres 
y desalojo, la Cámara Civil, Comercial y de Trabajo del Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Judicial de San Cristóbal, dictó el 
20 de octubre de 1986, una sentencia con el siguiente dispositivo: 
“Primero: Se declara Inadmisible el recurso de oposición de 
que se trata por los motivos expuestos; Segundo: Se condena 
al señor Andrés Lluberes Custodio, al pago de las costas del 
procedimiento; b) que sobre el recurso de apelación interpuesto 
intervino la sentencia ahora impugnada con el siguiente dispositivo: 
“Primero: Admite, como regular y válido en cuanto a la forma, 
el recurso de apelación interpuesto por el señor Andrés Lluberes 
Custodio contra la sentencia No.807 dictada por la Cámara 
Civil, Comercial y de Trabajo del Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Judicial de San Cristóbal, de fecha 20 de octubre del 
año 1986, cuyo dispositivo aparece copiado en el cuerpo de la 
presente sentencia; Segundo: Rechaza, por improcedentes y mal 
fundadas las conclusiones de la parte intimante Andrés Lluberes 
Custodio, y en consecuencia, confirma la sentencia recurrida 
en todas sus partes dispositivas; Tercero: Condena a Andrés 
Lluberes Custodio al pago de las costas civiles con distracción de 
las mismas en provecho del Doctor Ramón Solano, quien afirma 
haberlas avanzado en su totalidad “;

Considerando, que el recurrente propone en apoyo en su 
recurso, un Único medio de casación: Desconocimiento de los 
Arts. 3 de la Ley No. 4807, artículo 1, párrafo 2do del Código de 
Procedimiento Civil y 8 inciso J del ordinal 3ro., de la Constitución. 
Violación a los Arts. 149 y 150 del Cód. Proc. Civil; 

Considerando, que en cuanto a su único medio de casación 
el recurrente sustenta en síntesis que la Corte de a-qua violó el 
artículo 150 del Código de Procedimiento Civil, modificado por 
la Ley 845 de fecha 15 de julio de 1978, al decir que el recurso 
debió ser de apelación y nunca de oposición, ya que el demandado 
no fue citado y aunque el caso de la especie no se puede catalogar 
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como en primera ni en última instancia se pueden interponer 
todos los recursos, sean ordinarios o sean extraordinarios; que 
el artículo 1, párrafo segundo, del Código de Procedimiento 
Civil, ha establecido la competencia para los casos de desalojo, 
a los Juzgados de Paz, lo cual constituye una excepción de 
incompetencia; que el artículo 3 de la Ley 4807, deroga todo lo 
relativo a los arrendamiento urbanos, y dice claramente que ningún 
dueño podrá perseguir a inquilino alguno, salvo que no sea por 
tres o cuatro causas, en donde no está la llegada del término de un 
contrato de arrendamiento; que no se citó a la parte demandada 
nadie que compareciera a audiencia para conocer de la demanda 
en desalojo, lo que lesionó su derecho de defensa; 

Considerando, que la Corte a-qua expreso en su decisión, que 
ella estaba apoderada del recurso de apelación contra la sentencia 
No. 807 del 20 de octubre de 1986, que declaró inadmisible el 
recurso de oposición, y no de la sentencia No. 365 del 15 de 
abril de 1985, que decidió sobre la demanda en resciliación de 
contrato, cobro de alquileres y desalojo; que el hecho de que en 
esta última no se notificara avenir no es fundamento para que 
esta Corte anule la No. 807, en la cual la intimante compareció 
y concluyó en audiencia ni la indicada sentencia 365, que no 
fue recurrida en apelación; que de conformidad con el artículo 
150 del Código de Procedimiento Civil (ref. por la ley 845 de 
1978) sigue diciendo la Corte a-qua, la oposición será admisible 
en sentencia dictada en última instancia y si no se ha notificado 
al demandado en su persona misma o en la de su representante 
legal, o lo que es lo mismo es inadmisible cuando sea susceptible 
de apelación y cuando se cite en su persona al demandado, y como 
el asunto objeto de la demanda de José Ramón Rivera sobre el 
cual intervino al sentencia No. 365 del 15 de abril de 1985, se 
trata de un desahucio o desalojo con motivo de un contrato de 
arrendamiento, es susceptible de apelación, no procede el recurso 
de oposición;
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Considerando, que el artículo 150 del Código de Procedimiento 
Civil (modificado por la Ley 845 del 15 de julio de 1978), establece 
lo siguiente: “El defecto se pronunciará en la audiencia mediante 
el llamamiento de la causa; las conclusiones de la parte que lo 
requiera, serán acogidas si se encontrasen justas y reposasen en 
una prueba legal. Sin embargo, los jueces podrán ordenar que 
los documentos se depositen en secretaría, para dictar sentencia 
en la próxima audiencia; la oposición será admisible contra las 
sentencias en última instancia pronunciadas por defecto contra 
el demandado, si éste no ha sido citado por acto notificado a su 
persona misma o a la de su representante legal”;

Considerando, que contrariamente a lo que sustenta el 
recurrente, el hecho de no haber sido citado aún cuando la sentencia 
recurrida no sea en última instancia, no quedan abiertas contra ella 
todas las vías de los recursos, ordinarios o extraordinarios, sino 
que para que procediese el recurso de oposición era necesario 
también que fuese interpuesto contra una sentencia en última o 
única instancia es decir no susceptible de apelación, por lo que al 
ser la sentencia recurrida en oposición susceptible de apelación 
puesto que se trataba de una sentencia en resciliación de contrato, 
cobro de alquileres y desalojo, no procedía el recurso de oposición, 
por tanto la Corte a-qua hizo una correcta aplicación de la referida 
disposición legal;

Considerando, que sobre los demás aspectos invocados por 
el recurrente en el sentido de que no fue citado para la demanda 
en desalojo, que el Juzgado de Primera Instancia es incompetente 
para conocer de la misma, y que la llegada del término no es causa 
de resciliación del contrato de inquilinato, todos van dirigidos 
contra una decisión que no es la atacada en casación; que en la 
recurrida en casación compareció la parte ahora recurrente y la 
Corte a-qua confirmó la sentencia en razón de que el recurso 
de oposición es inadmisible siempre que esté abierta la vía de la 
apelación, que en tal sentido los alegatos deben esgrimirse contra 
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la atacada ahora en casación, y no contra los motivos contenidos 
en otras sentencias, por lo que procede el rechazo de dichos 
medios y con ello el recurso de que se trata; 

Considerando, que no ha lugar a estatuir sobre las costas, en 
razón de que no hubo pedimento sobre las mismas, por haber 
sido declarado el defecto contra la parte recurrida gananciosa. 

Por tales motivos: Primero: Rechaza el recurso de casación 
interpuesto por Andrés Lluberes Custodio, contra la sentencia 
dictada por la Cámara Civil de la Corte de Apelación de San 
Cristóbal el 7 de abril de 1987, cuya parte dispositiva figura en 
otro lugar de este fallo. 

Así ha sido hecho y juzgado por la Cámara Civil de la Suprema 
Corte de Justicia, y la sentencia pronunciada por la misma en la 
ciudad de Santo Domingo de Guzmán, en su audiencia pública 
del 4 de marzo de 2009, años 166º de la Independencia y 146º de 
la Restauración.

Firmado: Rafael Luciano Pichardo, Eglys Margarita Esmurdoc, 
Margarita A. Tavares, Ana Rosa Bergés Dreyfous y José E. 
Hernández Machado. Grimilda Acosta, Secretaria General.

La presente sentencia ha sido dada, firmada y pronunciada por 
los señores Jueces que figuran al pie, en la audiencia pública del 
día, mes y año en ella expresados, y fue firmada, leída y publicada 
por mí, Secretaria General, que certifico.
www.suprema.gov.do



SENTENCIA DEL 4 DE MARZO DE 2009, NÚM. 4
Sentencia impugnada:	 Cámara Civil y Comercial de la Corte de 

Apelación de Santo Domingo, del 29 de 
abril de 1986.

Materia:	 Civil
Recurrente:	 Compañía Dominicana de Seguros, C. por 

A.
Abogado:	 Dr. José María Acosta Torres.
Recurridos:	 Darío Dorrejo Espinal y Francisco Antonio 

Martínez.
Abogados:	 Dr. Darío Dorrejo Espinal.

CAMARA CIVIL

Inadmisible

Audiencia pública del 4 de marzo de 2009.
Preside: Rafael Luciano Pichardo.

 
Dios, Patria y Libertad

En Nombre de la República, la Cámara Civil de la Suprema 
Corte de Justicia, actuando como Corte de Casación, dicta en 
audiencia pública la sentencia siguiente:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Compañía 
Dominicana de Seguros, C. por A., con su domicilio en la Av. 
Independencia núm. 201-1 esquina Doctor Delgado de esta 
ciudad, contra la sentencia dictada el 29 de abril de 1986, por 
la Cámara Civil y Comercial de la Corte de Apelación de Santo 
Domingo, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
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Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la 
República; 

Visto el memorial de casación depositado en la Secretaría 
General de la Suprema Corte de Justicia, el 1 de julio de 1986, 
suscrito por el Dr. José María Acosta Torres, abogado de la parte 
recurrente, en el cual se invocan los medios de casación que se 
indican más adelante;

Visto el memorial de defensa depositado en la Secretaría General 
de la Suprema Corte de Justicia el 22 de julio de 1986, suscrito por 
el Dr. Darío Dorrejo Espinal, en su propia representación, y de 
Francisco Antonio Martínez, partes recurridas;

Vista la Ley núm. 25 de 1991, modificada por la Ley núm. 156 
de 1997, y los artículos 1, 5 y 65 de la Ley sobre Procedimiento 
de Casación;

Visto el auto dictado el 9 de enero de 2009, por el magistrado 
Rafael Luciano Pichardo, Presidente de la Cámara Civil de la 
Suprema Corte de Justicia, por medio del cual se llama a sí mismo 
y a los magistrados Eglys Margarita Esmurdoc, Margarita A. 
Tavares, Ana Rosa Bergés Dreyfous y José E. Hernández Machado, 
jueces de esta cámara, para integrar la misma en la deliberación y 
fallo del recurso de casación de que se trata, de conformidad con 
las Leyes núms. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La CORTE, en audiencia pública del 20 de julio de 1988, 
estando presentes los Jueces, Néstor Contín Aybar, Fernando E. 
Ravelo de la Fuente, Leonte R. Alburquerque Castillo, Máximo 
Puello Renville, Abelardo Herrera Piña, Bruno Aponte Cotes, 
Federico Natalio Cuello López y Rafael Richiez Saviñón, asistidos 
del Secretario General de esta Suprema Corte de Justicia, y después 
de haber deliberado los jueces signatarios de este fallo;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que con 
motivo de una demanda en validez de embargo retentivo, incoada 
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por Francisco Antonio Martínez, contra Compañía Dominicana 
de Seguros, la Cámara de lo Civil y Comercial de la Primera 
Circunscripción del Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Nacional, el 10 de junio de 1985, dictó una sentencia cuyo 
dispositivo es el siguiente: “Primero: Rechaza las conclusiones 
presentadas en audiencia por Compañía Dominicana de Seguros, 
C. por A., por improcedentes y mal fundadas; Segundo: 
Acoge las conclusiones presentadas en audiencia por la parte 
demandante, señor Francisco Antonio Martínez, por ser justas 
y reposar en prueba legal, y en consecuencia Declara Bueno y 
Válido el embargo retentivo practicado por el señor Francisco 
Antonio Martínez, en perjuicio de la Compañía Dominicana de 
Seguros, (CEDONCA), en manos de las instituciones bancarias 
antes mencionadas, y en consecuencia Ordena que las sumas que 
los terceros embargados se reconozcan deudores de la Compañía 
Dominicana de Seguros, C. por A., sean pagadas en manos del 
señor Francisco Antonio Martínez, hasta la concurrencia de su 
crédito en capital, principal y accesorios; Tercero: Condena a la 
Compañía Dominicana de Seguros, C. por A. (CEDONCA), al 
pago de las costas del procedimiento, ordenando su distracción 
en provecho del Dr. Darío Dorrejo Espinal, quien afirma 
haberlas avanzado en su totalidad”; b) que sobre el recurso de 
apelación interpuesto intervino la sentencia ahora impugnada 
con el siguiente dispositivo: “Primero: Pronuncia el defecto por 
falta de comparecer contra el Dr. Darío Dorrejo Espinal y por 
falta de concluir contra el señor Francisco Antonio Martínez; 
Segundo: Declara regular y válido en cuanto a la forma el recurso 
de apelación incoado por la Compañía Dominicana de Seguros, 
C. por A., contra la sentencia de fecha 10 de junio de 1985 dictada 
por la Cámara Civil y Comercial de la Primera Circunscripción 
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, cuyo 
dispositivo se copia precedentemente; Tercero: Relativamente 
al fondo rechaza dicho recurso de alzada y en consecuencia se 
Confirma en todas sus partes la decisión impugnada; Cuarto: 
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Condena a la parte sucumbiente Compañía Dominicana de 
Seguros C. por A., al pago de las costas de la presente alzada”; 

Considerando, que la parte recurrente en su memorial de 
casación propone los siguientes medios de casación; Primer 
Medio: Falta y errónea aplicación de las disposiciones de los 
Arts. 1257 y siguientes del Código Civil, sobre la oferta de pago y 
de la consignación; falsa aplicación de la asquiescencia; Segundo 
Medio: Falsa aplicación del Art.1153 del Código Civil; Tercer 
Medio: Falsa aplicación de las disposiciones que rigen el contrato 
de cuota litis, Ley No.4875 de 1958, Gaceta oficial No.8228 
de 1958, Ley núm. 302 de 1964, que derogan expresamente el 
Art. 1597 del Código Civil; Cuarto Medio: Errónea aplicación 
de la asquiscencia; Quinto Medio: Falta de motivos, motivos 
contradictorios, motivos confusos y vagos; 

Considerando, que el párrafo II, del artículo 5 de la Ley sobre 
Procedimiento de Casación, dispone que el recurso de casación 
debe interponerse por medio de un memorial suscrito por 
abogado, que contendrá todos los medios en que se funda y que 
deberá ser acompañado de una copia auténtica de la sentencia 
que se impugna;

Considerando, que del examen del expediente se advierte que 
el recurrente, junto al memorial de casación depositado en la 
Secretaría General de la Suprema Corte de Justicia, no incluyó, 
como lo requiere el texto legal arriba indicado, copia auténtica 
de la sentencia impugnada, condición indispensable para la 
admisibilidad del recurso; que en dicho expediente sólo existe 
fotocopia de una sentencia de la que se afirma es la impugnada, 
no admisible, en principio, como medio de prueba;

Considerando, que cuando el recurso de casación es decidido 
por un medio suplido de oficio por la Suprema Corte de Justicia, 
como ocurre en el presente caso, el numeral 2, del artículo 65 de 
la Ley sobre Procedimiento de Casación dispone que las costas 
pueden ser compensadas.
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Por tales motivos: Primero: Declara inadmisible el recurso de 
casación interpuesto por Compañía Dominicana de Seguros, C. 
por A. contra la sentencia dictada el 29 de abril de 1986, por 
la Cámara Civil y Comercial de la Corte de Apelación de Santo 
Domingo, cuyo dispositivo figura en parte anterior de este fallo; 
Segundo: Compensa las costas.

Así ha sido hecho y juzgado por la Cámara Civil de la Suprema 
Corte de Justicia, y la sentencia pronunciada por la misma en la 
ciudad de Santo Domingo de Guzmán, en su audiencia pública 
del 4 de marzo de 2009, años 166º de la Independencia y 145º de 
la Restauración.

Firmado: Rafael Luciano Pichardo, Eglys Margarita Esmurdoc, 
Margarita A. Tavares, Ana Rosa Bergés Dreyfous y José E. 
Hernández Machado. Grimilda Acosta, Secretaria General.

La presente sentencia ha sido dada, firmada y pronunciada por 
los señores Jueces que figuran al pie, en la audiencia pública del 
día, mes y año en ella expresados, y fue firmada, leída y publicada 
por mí, Secretaria General, que certifico.
www.suprema.gov.do
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SENTENCIA DEL 4 DE MARZO DE 2009, NÚM. 5
Sentencia impugnada:	 Cámara Civil y Comercial de la Corte de 

Apelación de Santo Domingo, del 15 de 
octubre de 1984.

Materia:	 Civil
Recurrente:	 Leonel Nova.
Abogados:	 Dres. Manuel Ferreras Pérez y Juan Luperón 

Vásquez.
Recurridas:	 Saviñón & Gamundy y Seguros La Alianza, 

S. A.
Abogados:	 Dres. Ramón Tapia Espinal y Juan Sully 

Bonelly B.

CAMARA CIVIL

Inadmisible 

Audiencia pública del 4 de marzo de 2009.
Preside: Rafael Luciano Pichardo.

 
Dios, Patria y Libertad

En Nombre de la República, la Cámara Civil de la Suprema 
Corte de Justicia, actuando como Corte de Casación, dicta en 
audiencia pública la sentencia siguiente:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Leonel Nova, 
dominicano, mayor de edad, portador de la cédula de identificación 
personal núm.6804, serie 20, domiciliado y residente en la casa 
núm.105 de la calle Enriquillo de esta ciudad, contra la sentencia 
dictada el 15 de octubre de 1984, por la Cámara Civil y Comercial 
de la Corte de Apelación de Santo Domingo, cuyo dispositivo se 
copia más adelante;
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Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído en la lectura de sus conclusiones el Dr. Reymundo Pérez 
en representación de los Dres. Ramón Tápia Espinal y Juan 
Sully Bonelly B., abogados de las partes recurridas, Saviñón & 
Gamundy y Seguros La Alianza, S.A.;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la 
República; 

Visto el memorial de casación depositado en la Secretaría 
General de la Suprema Corte de Justicia, el 12 de mayo de 1987, 
suscrito por los Dres. Manuel Ferreras Pérez y Juan Luperón 
Vásquez, abogados de la parte recurrente, en el cual se invocan 
los medios de casación que se indican más adelante;

Visto el memorial de defensa depositado en la Secretaría 
General de la Suprema Corte de Justicia el 5 de junio de 1987, 
suscrito por los Dres. Ramón Tapia Espinal y Juan Sully Bonelly 
B., abogados de la parte recurrida;

Vista la Ley núm. 25 de 1991, modificada por la Ley núm. 156 
de 1997, y los artículos 1, 5 y 65 de la Ley sobre Procedimiento 
de Casación;

Visto el auto dictado el 9 de enero de 2009, por el magistrado 
Rafael Luciano Pichardo, Presidente de la Cámara Civil de la 
Suprema Corte de Justicia, por medio del cual se llama a sí mismo 
y a los magistrados Eglys Margarita Esmurdoc, Margarita A. 
Tavares, Ana Rosa Bergés Dreyfous y José E. Hernández Machado, 
jueces de esta cámara, para integrar la misma en la deliberación y 
fallo del recurso de casación de que se trata, de conformidad con 
las Leyes núms. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La CORTE, en audiencia pública del 12 de octubre de 1988, 
estando presentes los Jueces, Fernando E. Ravelo de la Fuente, 
Leonte R. Alburquerque Castillo, Máximo Puello Renville, 
Abelardo Herrera Piña, Octavio Piña Valdez, Federico Natalio 
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Cuello López y Rafael Richiez Saviñón, asistidos del Secretario 
General de esta Suprema Corte de Justicia, y después de haber 
deliberado los jueces signatarios de este fallo;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que con 
motivo de una demanda civil en reparación de daños y perjuicios 
interpuesta por Leonel Nova, contra Saviñón & Gamundy, C. por 
A., Corredores de Seguros Antillanos S.A., y Seguros La Alianza, 
la Cámara Civil y Comercial de la Tercera Circunscripción del 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, dictó 
en fecha 31 de agosto de 1982, una sentencia con el siguiente 
dispositivo: “Falla: Primero: Ratifica el Defecto pronunciado 
en audiencia contra la co-demandada Corredores de Seguros 
Antillanos, S.A., por falta de comparecer; Segundo: Acoge en 
todas sus partes las conclusiones de la parte demandante Leonel 
Nova, por ser justas y reposar en prueba legal; y según las razones 
precedentemente expuestas, y en consecuencia: a) Condena a 
Corredores de Seguros Antillanos, S.A., Saviñón y Gamundy, C. 
por A., y Seguros La Alianza, C. por A., a pagarle a Leonel Nova, 
la suma de Seis Mil Pesos oro (RD$6,000.00) a que asciende el 
total del riesgo asegurado por la póliza indicada en otra parte 
de esta sentencia; b) Los Intereses legales de dicha suma a partir 
de la fecha de la demanda y hasta que intervenga sentencia 
definitiva; Tercero: Condena a las razones sociales demandadas 
al pago de las costas de la presente instancia, cuya distracción se 
ordena en provecho del Dr. Manuel Ferreras Pérez, abogado que 
afirma haberlas avanzando en su totalidad; Cuarto: Comisiona 
al Ministerial Freddy Alberto Báez Pimentel, Alguacil Ordinario 
de la Cámara de Trabajo del Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Nacional, para la notificación de esta sentencia”; b) que 
dicha sentencia fue recurrida en apelación, y la Cámara Civil y 
Comercial de la Corte de Apelación de Santo Domingo, dictó el 
15 de octubre de 1984, una sentencia con el siguiente dispositivo: 
“Primero: Declara regular y válido el recurso de apelación 
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interpuesto por Saviñón & Gamundy, C. por A., y Seguros La 
Alianza, S.A., contra la sentencia dictada por la Cámara de lo Civil 
y Comercial de la Tercera Circunscripción del Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Nacional, en fecha 31 de Agosto de 1982, 
en favor de Leonel Nova Matos, por haber sido hecho conforme 
a las disposiciones legales; Segundo: Relativamente al fondo, 
rechaza las conclusiones de la parte intimada, señor Leonel Nova 
Matos, por improcedentes e infundadas; Tercero: Acoge las 
conclusiones de la parte intimante, Saviñon & Gamundy, C. por 
A., y Seguros La Alianza, S.A., y en consecuencia Revoca en todas 
sus partes la sentencia objeto del presente recurso de apelación, 
por las razones precedentemente expuestas en el cuerpo de la 
presente sentencia; Cuarto: Condena al señor Leonel Nova 
Matos, al pago de las costas con distracción de las mismas en 
provecho de los Dres. Ramón Tapia Espinal y Juan Sully Bonelly 
B., y la Licda. Mercedes E. Tapia López, abogados que afirman 
haberlas avanzado en su mayor parte”;

Considerando, que en su memorial de casación el recurrente 
invoca los siguientes medios: Primer Medio: Violación de los 
Artículos 43, 45, 47 y 50 de la Ley 126 sobre seguros privados, 
Desnaturalización de los hechos. Falta de motivos. Falta de Base 
Legal; Segundo Medio: Violación de los artículos 1134, 1135, 
1153, 1184 y 1315 del Código Civil. Violación del Derecho de 
defensa. Omisión de estatuir. Ausencia de motivos y falta de base 
legal (en otro aspecto);

Considerando, que por su parte, la parte recurrida plantea en 
su memorial de defensa la inadmisibilidad del presente recurso 
fundado en que “que la sentencia recurrida fue notificada al 
señor Leonel Nova, personalmente, mediante acto de fecha 10 
de diciembre del año 1984; que el recurso de casación de que se 
trata no fue interpuesto dentro del plazo legal de dos meses, sino 
después de transcurrir más de dos años y cinco meses a partir de 
la notificación de la sentencia impugnada, es obvio que el mismo 
es absolutamente inadmisible por tardío”; 
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Considerando, que como el anterior pedimento constituye por 
su naturaleza un medio de inadmisión contra el recurso, procede, 
por tanto, su examen en primer término; 

Considerando, que efectivamente, según el artículo 5 de la 
Ley sobre Procedimiento de Casación, el plazo para recurrir en 
casación es de dos meses a partir de la notificación de la sentencia; 
que habiéndose en la especie notificado la sentencia impugnada a 
la parte recurrente el 10 de diciembre de 1984, como consta en el 
expediente relativo al recurso de casación, el plazo para depositar 
el memorial de casación vencía el 12 de febrero de 1985, que 
al ser interpuesto el 12 de mayo de 1987, mediante el depósito 
ese día del memorial correspondiente, en la Secretaría General 
de la Suprema Corte de Justicia, resulta evidente pues que dicho 
recurso fue interpuesto tardíamente y por tanto, procede acoger 
el medio de inadmisión propuesto por la parte recurrida, lo que 
no permite examinar los medios de casación propuestos por la 
parte recurrente. 

Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible el recurso de 
casación interpuesto por Leonel Nova, contra la sentencia dictada 
el 15 de octubre de 1984, por la Cámara Civil y Comercial de la 
Corte de Apelación de Santo Domingo, cuyo dispositivo ha sido 
transcrito en parte anterior del presente fallo; Segundo: Condena 
a la parte recurrente al pago de las costas con distracción de las 
mismas en favor y provecho de los Dres. Ramón Tapia Espinal y 
Juan Sully Bonelly B., abogados de las partes recurridas, quienes 
afirman haberlas avanzando en su totalidad.

Así ha sido hecho y juzgado por la Cámara Civil de la Suprema 
Corte de Justicia, y la sentencia pronunciada por la misma en la 
ciudad de Santo Domingo de Guzmán, en su audiencia pública 
del 4 de marzo de 2009, años 166º de la Independencia y 145º de 
la Restauración.
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Firmado: Rafael Luciano Pichardo, Eglys Margarita Esmurdoc, 
Margarita A. Tavares, Ana Rosa Bergés Dreyfous y José E. 
Hernández Machado. Grimilda Acosta, Secretaria General.

La presente sentencia ha sido dada, firmada y pronunciada por 
los señores Jueces que figuran al pie, en la audiencia pública del 
día, mes y año en ella expresados, y fue firmada, leída y publicada 
por mí, Secretaria General, que certifico.
www.suprema.gov.do
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SENTENCIA DEL 4 DE MARZO DE 2009, NÚM. 6
Sentencia impugnada:	 Cámara Civil de la Corte de Apelación de 

Santo Domingo, del 19 de enero de 1988.
Materia:	 Civil
Recurrente:	 Miguel Antonio Báez Brito.
Abogado:	 Dr. M. A. Báez Brito.
Recurrido:	 Bank Of  América, N.T & S.A.
Abogado:	 Lic. Nelson Espinal Báez.

CÁMARA CIVIL

Inadmisible 

Audiencia pública del 4 de marzo de 2009.
Preside: Rafael Luciano Pichardo.

 
Dios, Patria y Libertad

En Nombre de la República, la Cámara Civil de la Suprema 
Corte de Justicia, actuando como Corte de Casación, dicta en 
audiencia pública la sentencia siguiente: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Miguel Antonio 
Báez Brito, dominicano, mayor de edad, portador cédula de 
identificación personal núm. 31853, serie 26, domiciliado y 
residente en esta ciudad, contra la sentencia dictada por la Cámara 
Civil de la Corte de Apelación de Santo Domingo, el 19 de enero 
de 1988, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído en la lectura de sus conclusiones al Dr. Américo Espinal 
Hued, en representación del Lic. Nelson Espinal Báez, abogados 
de la parte recurrida, Bank Of  América, N.T & S.A.;
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Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la 
República; 

Visto el memorial de casación depositado en la Secretaría 
General de la Suprema Corte de Justicia el 4 de febrero de 1988, 
suscrito por el Dr. M. A. Báez Brito, abogado de sí mismo como 
recurrente, en el cual se invocan los medios de casación que se 
indican más adelante;

Visto el memorial de defensa depositado en la Secretaría 
General de la Suprema Corte de Justicia el 22 de febrero de 1988, 
suscrito por el Lic. Nelson Espinal Báez, abogado de la parte 
recurrida, Bank Of  América NT & S.A.;

Vista la Ley núm. 25 de 1991, modificada por la Ley núm. 156 
de 1997 y los artículos 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación;

Visto el auto dictado el 3 de febrero de 2009, por el magistrado 
Rafael Luciano Pichardo, Presidente de la Cámara Civil de 
la Suprema Corte de Justicia, por medio del cual se llama a sí 
mismo y a los magistrados Eglys Margarita Esmurdoc, Margarita 
A. Tavares, Ana Rosa Bergés Dreyfous y José E. Hernández 
Machado, jueces de esta cámara, para integrar la misma en la 
deliberación y fallo del recurso de casación de que se trata, de 
conformidad con las Leyes núms. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La CORTE, en audiencia pública del 8 de febrero de 1989, 
estando presente los Jueces: Néstor Contín Aybar, Fernando E. 
Ravelo de la Fuente, Leonte R. Alburquerque Castillo, Máximo 
Puello Renville, Abelardo Herrera Piña, Federico Natalio Cuello 
López y Rafael Richiez Saviñón, asistidos del Secretario General 
de la Suprema Corte de Justicia, y después de haber deliberado los 
jueces signatarios de este fallo;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los documentos 
a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que con motivo de una 
demanda comercial en reparación de daños y perjuicios, intentada 
por el Dr. M. A. Báez Brito contra la Bank Of  América N.T & 
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S.A., la Cámara Civil y Comercial de la Primera Circunscripción del 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, dictó el 10 de 
febrero de 1986, una sentencia con el siguiente dispositivo: “Falla: 
Primero: Rechaza conforme a motivos indicados anteriormente, 
las conclusiones presentadas en audiencia por la parte demandada, 
por improcedentes y mal fundadas; Segundo: Acoge las 
conclusiones presentadas en audiencia por la parte demandante 
Dr. Miguel Antonio Báez Brito, por ser justas y reposar en prueba 
legal y en consecuencia condena al demandado Bank of  América 
a pargarle al demandante la suma de Doscientos Cincuenta pesos 
(RD$250.00), monto del cheque que fue regularmente librado en 
favor del demandante y los intereses legales de dicha suma a partir 
de la demanda; Tercero: Condena a la parte demandada a pagarle al 
demandante la suma de Tres Mil (RD$3,000.00) pesos como justa 
reparación de los daños y perjuicios causados por la demandada a 
la parte demandante; Tercero: Condena al demandado Bank of  
América, parte que sucumbe al pago de las costas ordenando su 
distracción en provecho del Dr. M. A. Báez Brito, quien afirma 
haberlas avanzado en su totalidad; Cuarto: Comisiona al ministerial 
Rafael A. Peña Rodríguez, Alguacil de Estrados de este tribunal, 
para la notificación de esta sentencia”; b) que sobre el recurso de 
apelación interpuesto intervino la sentencia de fecha 19 de enero 
de 1988, ahora impugnada, con el siguiente dispositivo: “Primero: 
Rechaza las conclusiones incidentales formuladas en audiencia por 
el Dr. Miguel Antonio Báez Brito, por los motivos precedentemente 
expresados, en el recurso de apelación deducido por el Bank of  
América N.T & S.A., contra la sentencia comercial dictada el 10 
de febrero de 1986 por la Cámara de lo civil y Comercial de la 
Primera Circunscripción del Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Nacional, en provecho del indicado Dr. Miguel Antonio 
Báez Brito; Segundo: Fija la audiencia pública del día Jueves que 
contaremos a once (11) del mes de febrero del año mil novecientos 
ochenta y ocho (1988), a las nueve horas de la mañana (9:00A.M), 
para conocer sobre el fondo del recurso de apelación de que se 
trata; Tercero: Reserva las costas procesales”;
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Considerando, que el recurrente plantea como soporte de su 
recurso el siguiente medio de casación: Único Medio: Violación 
por desconocimiento de la administración de la prueba en justicia 
y desconocimiento de hechos que tienen la autoridad de cosa 
juzgada para las partes. Violación a la regla de la inmutabilidad 
del proceso. Desnaturalización de los hechos, circunstancias y 
documentos de la causa. Violación del derecho de defensa;

Considerando, que el estudio de la sentencia impugnada revela 
que la misma tiene un carácter puramente preparatorio, ya que la 
Corte a-qua se ha limitado a rechazar las conclusiones incidentales 
formuladas en audiencia por el Dr. Miguel Antonio Báez Brito 
en las cuales solicitaba la comunicación de los originales de los 
cheques emitidos por el banco recurrente a la entidad Rabilco, S. 
A., para cerrar la cuenta corriente de ésta, medida que resultaba 
irrelevante en el presente proceso; fijó audiencia pública para el 
jueves 11 de febrero de 1988, para conocer el fondo del recurso 
de apelación y reservó las costas procesales, sin que esta medida 
haga suponer ni presentir la opinión del tribunal sobre el fondo 
del asunto; 

Considerando, que de conformidad con el artículo 452 
del Código de Procedimiento Civil se reputan preparatorias 
las sentencias que ordenan una medida para la sustentación 
de la causa, y para poner el pleito en estado de recibir fallo 
definitivo; que, por su parte, el último párrafo del artículo 5 de 
la Ley sobre Procedimiento de Casación establece: “No se puede 
interponer recurso de casación sobre las sentencias preparatorias 
sino después de las sentencias definitivas; que como no fue 
interpuesto el recurso de casación de dicha sentencia preparatoria 
conjuntamente con la decisión definitiva del presente caso, este 
recurso debe ser declarado inadmisible, lo que hace innecesario 
examinar los medios de casación propuestos por el recurrente;

Considerando, que cuando el recurso de casación es decidido 
por un medio de puro derecho suplido de oficio por la Suprema 
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Corte de Justicia, como ocurre en el presente caso, el artículo 
65, literal segundo de la Ley sobre Procedimiento de Casación, 
dispone que las costas pueden ser compensadas.

Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible el recurso de 
casación interpuesto por el Dr. Miguel A. Báez Brito, contra la 
sentencia dictada por la Cámara Civil de la Corte de Apelación de 
Santo Domingo, el 19 de enero de 1988, cuyo dispositivo ha sido 
copiado en parte anterior del presente fallo; Segundo: Compensa 
las costas del procedimiento.

Así ha sido hecho y juzgado por la Cámara Civil de la Suprema 
Corte de Justicia, y la sentencia pronunciada por la misma en la 
ciudad de Santo Domingo de Guzmán, en su audiencia pública 
del 4 de marzo de 2009, años 166º de la Independencia y 146º de 
la Restauración.

Firmado: Rafael Luciano Pichardo, Eglys Margarita Esmurdoc, 
Margarita A. Tavares, Ana Rosa Bergés Dreyfous y José E. 
Hernández Machado. Grimilda Acosta, Secretaria General.

La presente sentencia ha sido dada, firmada y pronunciada por 
los señores Jueces que figuran al pie, en la audiencia pública del 
día, mes y año en ella expresados, y fue firmada, leída y publicada 
por mí, Secretaria General, que certifico.
www.suprema.gov.do



SENTENCIA DEL 4 DE MARZO DE 2009, NÚM. 7
Sentencia impugnada:	 Cámara Civil y Comercial de la Corte de 

Apelación de Santo Domingo, del 19 de 
abril de 2007.

Materia:	 Civil
Recurrente:	 Constructora Hatillo, S. A.
Abogado:	 Lic. José Roberto Félix Mayib.
Recurrida:	 Danelis Suárez de Milius.
Abogados:	 Licdos. Modesto Antonio Ramírez y Luis E. 

Guzmán.

CAMARA CIVIL

Rechaza 

Audiencia pública del 4 de marzo de 2008.
Preside: Rafael Luciano Pichardo.

 
Dios, Patria y Libertad

En Nombre de la República, la Cámara Civil de la Suprema 
Corte de Justicia, actuando como Corte de Casación, dicta en 
audiencia pública la sentencia siguiente: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Constructora 
Hatillo, S. A., entidad comercial constituida conforme a las leyes 
dominicanas, con domicilio establecido en la Autopista 6 de 
Noviembre, Km. 11, Plaza Hatillo, Apto. 208, Hatillo, municipio 
y provincia de San Cristóbal, debidamente representada por su 
Administrador Arq. Wilfredo Vásquez, dominicano, mayor de 
edad, casado, cédula de identidad y electoral núm. 001-1186345-2, 
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domiciliado y residente en esta ciudad, contra la sentencia dictada 
por la Cámara Civil y Comercial de la Corte de Apelación del 
Departamento Judicial de Santo Domingo, el 19 de abril de 2007, 
cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído en la lectura de sus conclusiones al Licdo. José Félix 
Mayib, abogado de la parte recurrente;

Oído en la lectura de sus conclusiones al Licdo. Modesto 
Ramírez por sí y por el Licdo. Emilio Guzmán, abogados de la 
parte recurrida, Danelis Suárez de Milius;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la 
República; 

Visto el memorial de casación depositado en la Secretaría 
General de la Suprema Corte de Justicia el 26 de junio de 2007, 
suscrito por el Licdo. José Roberto Félix Mayib, abogado de la 
parte recurrente, en el cual se invocan los medios de casación que 
se indican más adelante;

Visto el memorial de defensa depositado en la Secretaría 
General de la Suprema Corte de Justicia el 11 de julio de 2007, 
suscrito por los Licdos. Modesto Antonio Ramírez y Luis E. 
Guzmán, abogados de la parte recurrida, Danelis Suárez de 
Milius;

Vista la Ley núm. 25 de 1991, modificada por la Ley núm. 156 
de 1997 y los artículos 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación;

La CORTE, en audiencia pública del 26 de marzo de 2008, 
estando presente los jueces Rafael Luciano Pichardo, Presidente; 
Eglys Margarita Esmurdoc, Ana Rosa Bergés Dreyfous, Margarita 
A. Tavares y José E. Hernández Machado, asistidos de la secretario 
de esta Cámara Civil de la Suprema Corte de Justicia, y después de 
haber deliberado los jueces signatarios de este fallo;
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Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta: a) que con motivo de una 
demanda en rescisión de contrato y daños y perjuicios, incoada por 
la señora Danelis Suárez de Mulius, contra Constructora Hatillo, C. 
por A., la Tercera Sala de la Cámara Civil y Comercial del Juzgado 
de Primera Instancia del Distrito Judicial del Santo Domingo, 
dictó el 24 de octubre de 2006, una sentencia cuyo dispositivo es 
el siguiente: “Primero: Ordena una comunicación recíproca de 
documentos entre las partes vía secretaria bajo la modalidad de 10 
días al demandante, a término 10 días al demandado y a término 5 
días comunes ambas partes; Segundo: Fija la audiencia de fecha 
Veinte del mes de Noviembre del año Dos Mil Seis (2006), a las 
Dos de la Tarde (2:00 P.M.), y ordena que ese día sea celebrada 
una visita al inmueble; Tercero: Designa en calidad de perito al 
Ing. José Hasbum, para evaluar la calidad y estatus de la estructura 
física del inmueble inherente a la construcción (sic)”; b) que 
sobre el recurso de apelación interpuesto intervino la sentencia 
ahora impugnada con el siguiente dispositivo: “Primero: Declara 
inadmisible de oficio, por falta de interés, el recurso de apelación 
interpuesto por la entidad Constructora Hatillo, S.A., en contra 
de la Resolución de fecha 24 del mes de octubre del año 2006, 
contenida en el expediente Civil No. 551-2006-01662, dictada por 
la Cámara Civil y Comercial de la Tercera Sala del Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Judicial de Santo Domingo, por los 
motivos ut supra enunciados; Segundo: Compensa las costas del 
procedimiento por ser un medio suplido de oficio;”; 

Considerando, que en su memorial la parte recurrente 
propone los siguientes medios de casación: Primer Medio: Falsa 
aplicación del artículo 1315 del Código Civil; falta de base legal 
por exceso y violación de la ley; Segundo Medio: Violación a la 
regla “tantum devolutum quantum apellatum”, sobre recurso de 
apelación. Falta de base legal. Errada y falsa aplicación del medio 
sacado de la falta de interés; Tercer Medio: Violación del artículo 
44 de la Ley 834-78. Omisión de estatuir. Fallo ultra petita; 
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Considerando, que en su memorial de defensa la parte 
recurrida concluye solicitando la inadmisibilidad del recurso de 
casación interpuesto contra la sentencia impugnada por haber 
hecho una correcta aplicación de la ley al calificar de preparatoria 
la sentencia dictada por el Tribunal de Primera Instancia, ya que 
la sentencia recurrida ante la Corte a-qua ordenaba una simple 
comunicación de documentos y un descenso al lugar donde se 
encuentra el inmueble de la litis; que las medidas antes indicadas 
fueron hechas a solicitud de las partes en causa; que además este 
tipo de sentencias no pueden ser apeladas sino es conjuntamente 
con la sentencia definitiva, entre otros alegatos del mismo tenor; 
que como se aprecia, los alegatos de inadmisibilidad presentados 
por la recurrida justifica el recurso de apelación con relación a la 
sentencia de primer grado;

Considerando, que ha sido jurisprudencia constante de esta 
Suprema Corte de Justicia, que los alegatos en los que las partes 
fundamentan sus pedimentos deben ser dirigidos contra la 
sentencia impugnada y no contra la de primer grado, más aún 
cuando el asunto ha sido ya sometido a un doble examen en 
virtud del principio del doble grado de jurisdicción por lo que, no 
habiéndose referido la recurrida a las causas por la que el recurso 
de casación devendría inadmisible, dicho pedimento debe ser 
desestimado; 

Considerando, que en la sentencia impugnada consta que la 
Corte a-qua declaró de oficio inadmisible el recurso de apelación 
ante ella interpuesto por falta de interés de la hoy recurrente, toda 
vez que la sentencia dictada por el tribunal de primera instancia, 
era el resultado de los pedimentos planteados en audiencia por 
las partes en causa, puesto que dicho tribunal se había limitado a 
conceder, las medidas previamente solicitadas de designación de 
un perito y depósito de documentos; 

Considerando, que como se puede apreciar en los motivos de la 
sentencia impugnada, la falta de interés para recurrir en apelación 
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contra la sentencia de primer grado fue retenida por la Corte 
a-qua, como fundamento de su decisión; que, efectivamente, dicha 
Corte pudo determinar, y así lo hizo constar en su decisión, que 
los hoy recurrentes concluyeron ante el primer tribunal, frente a 
la solicitud de descenso hecha por la parte recurrida, solicitando la 
designación de un perito para ello, pedimento que le fue admitido 
por dicho tribunal, por lo que ciertamente dicha parte no podía 
recurrir en apelación la sentencia que acogió su solicitud, por 
evidente falta de interés; 

Considerando, que al decidir la Corte a-qua en la forma antes 
indicada, hizo una correcta aplicación de la ley, por lo que, en 
tales condiciones, el presente recurso de casación no puede ser 
examinado y, por tanto, debe ser desestimado.

Por tales motivos: Primero: Rechaza el recurso de casación 
interpuesto por Constructora Hatillo, S. A., contra la sentencia 
dictada por la Cámara Civil de la Corte de Apelación del 
Departamento Judicial de Santo Domingo el 19 de abril de 
2007, cuyo dispositivo figura en parte anterior de este fallo; 
Segundo: Condena a la parte recurrente al pago de las costas 
del procedimiento, con distracción de las mismas en favor de los 
Licdos. Modesto Antonio Ramírez y Luís E. Guzmán, abogados 
de la parte recurrida, quienes afirman haberlas avanzado en su 
mayor parte.

Así ha sido hecho y juzgado por la Cámara Civil de la Suprema 
Corte de Justicia, y la sentencia pronunciada por la misma en la 
ciudad de Santo Domingo de Guzmán, en su audiencia pública 
del 4 de marzo de 2009, años 166º de la Independencia y 146º de 
la Restauración.

Firmado: Rafael Luciano Pichardo, Eglys Margarita Esmurdoc, 
Margarita A. Tavares, Ana Rosa Bergés Dreyfous y José E. 
Hernández Machado. Grimilda Acosta, Secretaria General.
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La presente sentencia ha sido dada, firmada y pronunciada por 
los señores Jueces que figuran al pie, en la audiencia pública del 
día, mes y año en ella expresados, y fue firmada, leída y publicada 
por mí, Secretaria General, que certifico.
www.suprema.gov.do



SENTENCIA DEL 4 DE MARZO DE 2009, NÚM. 8
Sentencia impugnada:	 Segunda Sala de la Cámara Civil de la Corte 

de Apelación del Distrito Nacional, del 9 de 
marzo de 2006.

Materia:	 Civil
Recurrentes:	 Luis Silverio Pichardo Burgos y compartes.
Abogado:	 Lic. Rafael Tilson Pérez Paulino.
Recurrida:	 Intermediario de Inversiones, S. A.
Abogados:	 Licdos. Hipólito Herrera Vassallo, Juan 

Moreno Gautreau y Luis Miguel Rivas.

CAMARA CIVIL

Rechaza 

Audiencia pública del 4 de marzo de 2009.
Preside: Rafael Luciano Pichardo.

 
Dios, Patria y Libertad

En Nombre de la República, la Cámara Civil de la Suprema 
Corte de Justicia, actuando como Corte de Casación, dicta en 
audiencia pública la sentencia siguiente: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por A) Luis Silverio 
Pichardo Burgos y Adalgisa Altagracia Ortíz Safadit de Pichardo, 
dominicanos, mayores de edad, casados entre sí, comerciante 
el primero y de quehaceres domésticos la segunda, portadores 
de las cédulas personales de identidad núm. 41084, serie 56 y 
42216, serie 56, respectivamente, domiciliados en la calle Santomé 
No. 103-A, sector Ciudad Nueva, de esta ciudad; B) Víctor 
Rafael García Alvarez, dominicano, mayor de edad, soltero por 
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viudez, titular de la cédula personal de identidad y electoral núm. 
001-0105428-6, domiciliado en la calle B. núm. 2, Casa 2, del 
Residencial Condómino ICESA IV, Altos de Arroyo Hondo II, de 
esta ciudad; y C) Guillermo de Jesús Valdez e Ivonne Padrón de 
Valdez, dominicanos, mayores de edad, casados entre sí, titulares 
de las cédulas personales de identidad núm. 216858, serie 1ra. y 
240463, serie 1ra. respectivamente, domiciliados en la calle B No. 
2, Casa núm. 6 del Residencia Condominio ICESA IV, Altos de 
Arroyo Hondo II, de esta ciudad, contra la sentencia dictada por 
la Segunda Sala de la Cámara Civil de la Corte de Apelación del 
Distrito Nacional el 9 de marzo de 2006, cuyo dispositivo se copia 
más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído en la lectura de sus conclusiones al Licdo. Rafael Tilson 
Pérez Paulino, abogado de la parte recurrente;

Oído en la lectura de sus conclusiones a la Licda. Zoila Pouriet, 
en representación de los Licdos. Hipólito Herrera Vassallo, Juan 
Moreno Gautreau y Luis Miguel Rivas, abogados de la parte 
recurrida, Intermediario de Inversiones, S. A. (Interin);

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la 
República; 

Visto el memorial de casación depositado en la Secretaría 
General de la Suprema Corte de Justicia el 12 de julio de 2006, 
suscrito por el Licdo. Rafael Tilson Pérez Paulino, abogado de la 
parte recurrente, en el cual se invocan los medios de casación que 
se indican más adelante;

Visto el memorial de defensa depositado en la Secretaría 
General de la Suprema Corte de Justicia el 4 de septiembre de 
2006, suscrito por los Licdos. Hipólito Herrera Vassallo, Juan 
Moreno Gautreau y Luis Miguel Rivas, abogados de la parte 
recurrida, Intermediario de Inversiones, S. A.;
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Vista la Ley núm. 25 de 1991, modificada por la Ley núm. 156 
de 1997 y los artículos 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación;

Visto el auto dictado el 25 de febrero de 2009, por el 
magistrado Rafael Luciano Pichardo, Presidente de la Cámara 
Civil de la Suprema Corte de Justicia, por medio del cual llama a la 
magistrada Ana Rosa Bergés Dreyfous, juez de esta cámara, para 
integrar la misma en la deliberación y fallo del recurso de casación 
de que se trata, de conformidad con la Ley núm. 926 de 1935;

La CORTE, en audiencia pública del 23 de mayo de 2007, 
estando presente los jueces Rafael Luciano Pichardo, Presidente; 
Eglys Margarita Esmurdoc, Margarita A. Tavares y José E. 
Hernández Machado, asistidos de la secretario de esta Cámara Civil 
de la Suprema Corte de Justicia, y después de haber deliberado los 
jueces signatarios de este fallo;

Considerando, que la sentencia impugnada y los documentos 
a que la misma se refiere, ponen de manifiesto que, en ocasión de 
una demanda en nulidad de sentencia de adjudicación inmobiliaria 
incoada por los actuales recurrentes contra la compañía recurrida, 
la Sexta Sala de la Cámara Civil y Comercial del Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Nacional dictó el 21 de octubre del 
año 2002, una sentencia con el dispositivo siguiente: “Primero: 
Se rechaza la presente demanda en nulidad de adjudicación 
incoada por Luis Silverio Pichardo Burgos y Adalgisa Altagracia 
de Pichardo contra Intermediarios de Inversiones, S. A. (Interin), 
por los motivos expuestos; Segundo: Se declara inadmisible en 
todas sus partes la intervención voluntaria intentada por Víctor 
Rafael García, Altagracia Oliva de García, Guillermo Valdez e 
Ivonne de Valdez, por lo anteriormente expuesto, así como 
por la falta de calidad y de un interés jurídicamente protegido; 
Tercero: Se condena al pago de las costas a los co-demandantes 
Luis Silverio Pichardo Burgos y Adalgisa Altagracia de Pichardo 
y a los intervinientes voluntarios Víctor Rafael García, Altagracia 



Primera Cámara de la Suprema Corte de Justicia	 187

Pr
im

er
a 

C
ám

ar
a

Oliva de García y Guillermo Valdez e Ivonne de Valdez, en 
favor y provecho de los abogados de la parte demandada Licdos. 
Hipólito Herrera Vasallo y Luis Miguel Rivas, quienes afirman 
haberlas avanzado en su mayor parte”; que después de ser 
apelada dicha decisión, la Corte a-qua produjo el fallo ahora 
atacado, cuyo dispositivo se expresa así: “Primero: Ratifica el 
defecto pronunciado en audiencia contra las partes intervinientes 
voluntarias, los señores Víctor Rafael García, Altagracia Oliva de 
García, Guillermo Valdez e Ivonne Padron de Valdez, por falta de 
concluir; Segundo: Declara bueno y válido, en cuanto a la forma, 
el recurso de apelación interpuesto por los señores Luis Silverio 
Pichardo Burgos, Adalgisa Altagracia Ortíz Safadit de Pichardo, 
Víctor Rafael García Alvarez, Altagracia Oliva Alfonseca S. de 
García, Guillermo de Jesus Valdez e Ivonne Padrón de Valdez, 
mediante acto No. 1131/2002, de fecha tres (03) de diciembre 
del 2002, instrumentado por el ministerial Pedro Pablo Brito 
Rosario, alguacil ordinario de la Cuarta Sala de la Cámara Penal 
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, contra la 
sentencia relativa al No. 531-99-00444, de fecha veintiuno (21) 
de octubre del año 2002, dictada por la Sexta Sala de la Cámara 
Civil y Comercial del Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Nacional, por haber sido interpuesto de acuerdo a la Ley; Tercero: 
En cuanto al fondo, rechaza dicho recurso de apelación, en 
consecuencia, confirma la sentencia impugnada, por los motivos 
ut supra enunciados; Cuarto: Condena a las partes recurrentes, los 
señores Luis Silverio Pichardo Burgos, Adalgisa Altagracia Ortíz 
Safadit de Pichardo, Víctor Rafael García Alvarez, Altagracia Oliva 
Alfonseca S. de García, Guillermo de Jesus Valdez e Ivonne Padron 
de Valdez, al pago de las costas del procedimiento, ordenando su 
distracción y provecho en beneficio de los Licenciados Hipólito 
Herrera Vassallo y Juan Moreno Gautreau, abogados, quienes 
afirman haberlas avanzado en su totalidad; Quinto: Comisiona 
al ministerial William Radhamés Ortíz Pujols, alguacil de estrados 
de esta Corte, para la notificación de la presente sentencia”; 
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Considerando, que la parte recurrente plantea, como 
fundamento de su recurso, los medios de casación siguientes: 
“Primer Medio: Violación al derecho de defensa, al rechazar 
una prórroga de comunicación de documentos, la comparecencia 
personal de una o todas las partes, así como al rechazar el 
sobreseimiento de la causa.- Violación al artículo 8, ordinal 2, 
letra j) de la Constitución de la República.- Segundo Medio: 
Desnaturalización y contradicción de los hechos.- Falta, imprecisión 
e insuficiencia de motivos, al dictarse un defecto en contra de los 
co-recurrentes Víctor García Alvarez, Altagracia Oliva de García, 
Guillermo Valdez e Ivonne Padrón de Valdez.- Falta de base 
legal.- Tercer Medio: Falsa aplicación de los artículo 728, 696 
y 699 del Código de Procedimiento Civil.- Desnaturalización de 
los hechos.- Violación al derecho de defensa.- Cuarto Medio: 
Falsa aplicación del artículo 174 de la Ley 1542, sobre Registro 
de Tierras.- Contradicción de motivos.- Falta de base legal.- 
Inobservancia y falsa aplicación de los artículo 2209 del Código 
Civil y 717 del Código de Procedimiento Civil.- Quinto Medio: 
Violación y errónea interpretación de los artículos 2166, 2168 y 
2169 del Código Civil.- Violación al derecho de todo detentador 
de un inmueble, a intervenir en la venta de la cosa embargada.- 
Sexto Medio: Desnaturalización de los hechos, al negarle a 
Teodoro Reyes el derecho a pedir la nulidad de la adjudicación.- 
Séptimo Medio: Violación al artículo 17 de la Ley 821, sobre 
Organización Judicial”; 

Considerando, que el primer medio denuncia, en resúmen, 
que el derecho de defensa de los hoy recurrentes fue violado, 
porque la Corte a-qua rechazó la prórroga de comunicación de 
documentos planteada por ellos, olvidando que uno de esos 
documentos era la certificación del Tribunal de Tierras que tarda 
mucho, sin tomar en cuenta la importancia sustancial que era para 
los recurrentes aportar esos documentos; que también fueron 
rechazados la solicitud de comparecencia personal y la petición 
de sobreseimiento, sobre fundamentos que no corresponden 
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a la verdad, como que las declaraciones de las partes fueron 
plasmadas en primera instancia, cuando Teodoro Reyes no figuró 
en primer grado; así como que el sobreseimiento no procedía, 
porque la demanda por ante el Tribunal de Tierras fue posterior 
al embargo, olvidando la Corte a-qua, alegan los recurrentes, que 
la actual recurrida, al perseguir “subrepticiamente el proceso de 
embargo inmobiliario”, fue cuando aparecen “los documentos 
neurálgicos que conducen al apoderamiento del Tribunal de 
Tierras”, concluyen las alegaciones contenidas en el medio 
examinado;

Considerando, que, en relación con los agravios expuestos 
precedentemente, la Corte a-qua expuso en su sentencia, por 
un lado, que ambas partes tuvieron oportunidad suficiente para 
el deposito de los documentos útiles a su respectivo interés, al 
concederles plazos a esos fines, “por lo que una nueva prórroga 
resultaría inútil y frustratoria al contravenir el principio de 
administración de justicia en tiempo razonable, además de que la 
comunicación de documentos en grado de apelación es de carácter 
facultativo”, sobre todo si las piezas ya han sido comunicadas 
en primera instancia, como en este caso; y, por otra parte, que 
el fallo objetado dispone el rechazamiento de la comparecencia 
personal, ya realizada en primera instancia, como consta, por lo 
que la Corte a-qua estimó “frustratorio ordenar dicha medida 
nuevamente”, así como el sobreseimiento solicitado, ya que al 
éste perseguir “una suspensión indefinida del proceso en aras de 
esperar el fallo que pudiere emitir otro tribunal y que, por lo tanto, 
podría incidir en la suerte del litigio que se conoce por ante el otro 
tribunal”, requisitos no ocurrentes en la especie, además de que 
el juez de la subasta no se encuentra en principio ligado a eventos 
procesales que cursen por ante otras jurisdicciones, ni a cualquier 
situación procesal que se suscite después de haberse inscrito el 
embargo, cuestión que debe conocerla el juez apoderado de la 
expropiación, como acontece en este caso, donde la demanda por 
ante el Tribunal de Tierras es de fecha 22 de enero de 1999 y 



190	 Boletín Judicial 1180

el embargo inmobiliario de que se trata fue inscrito por ante el 
Registrador de Títulos del Distrito Nacional el 18 de octubre de 
1996, culminan los razonamientos de la Corte a-qua;

Considerando, que, como se desprende de las motivaciones 
descritas precedentemente, el rechazo de las medidas solicitadas 
por ante la Corte a-qua, en particular la prórroga de comunicación 
de documentos y la comparecencia personal de las partes, descansa 
en el uso del poder soberano de apreciación de que gozan los jueces 
de los hechos, ejercido en la especie de manera regular y justa, sin 
excesos, y en armonía con la debida protección al derecho de 
defensa de los impetrantes de tales providencias, ahora recurrentes; 
así como también el rechazamiento del sobreseimiento basado 
en una litis sobre derechos registrados lanzada con posterioridad 
a la inscripción del embargo inmobiliario en cuestión, el cual 
sobreseimiento que es también de carácter facultativo, no puede 
obstaculizar la prosecución de dicha ejecución forzosa, en especial 
de la venta del inmueble embargado, como ha sido juzgado de 
manera reiterada, en el sentido de que el juez apoderado de la 
expropiación debe conocer y dirimir todas las cuestiones suscitadas 
después de la inscripción del embargo, como ha ocurrido en el 
presente caso; que, por tales razones, el medio analizado carece 
de fundamento y debe ser desestimado;

Considerando, que el segundo medio presentado por los 
recurrentes sustenta, en esencia, que la Corte a-qua no establece 
los motivos y las causas que la conducen a pronunciar el defecto 
de los hoy recurrentes y, al respecto, desnaturaliza los hechos 
cuando expresa que estos no concluyeron y, por otra vía, hacen 
constar sus conclusiones;

Considerando, que la decisión criticada manifiesta en 
sus motivos que la parte interviniente voluntaria no estuvo 
representada en la última audiencia celebrada por la Corte, no 
obstante habérsela notificado por acto de avenir No. 351, del 24 de 
junio de 2004, por lo que fue pronunciado su defecto en audiencia, 
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por falta de concluir, lo que “será ratificado en el dispositivo de 
esta decisión”; que el examen integral del fallo recurrido no tiene 
motivación ni alusión alguna al defecto de los apelantes, quienes sí 
concluyeron en esa instancia por intermedio de su abogado, según 
consta expresamente en su contexto, aunque en el dispositivo 
primero se reproduce la ratificación del defecto pronunciado 
en audiencia contra los intervinientes voluntarios, apelantes en 
esa instancia, Víctor Rafael García, Altagracia Oliva de García, 
Guillermo Valdez e Ivonne Padrón de Valdez, que responde a 
la realidad, porque el defecto fue pronunciado contra ellos, por 
falta de concluir, no obstante citación legal, según se ha visto; 
que, en efecto, las demás partes apelantes sentaron conclusiones 
formales mayormente incidentales, previa invitación y puesta en 
mora de la Corte a-qua para concluir, lo que demuestra que dichas 
partes no hicieron defecto y sus conclusiones fueron debidamente 
sopesadas y resueltas por la Corte a-qua; que, en esa situación, 
éstos no han recibido agravio alguno, por cuanto la sentencia 
atacada contesta todos y cada una de las conclusiones vertidas 
en audiencia por ellos; que, por lo tanto, el medio en cuestión no 
tiene asidero jurídico y debe ser desestimado;

Considerando, que el tercer medio de casación se refiere, en 
síntesis, a que la Corte a-qua hizo una falsa aplicación de los 
artículos 696, 699 y 728 del Código de Procedimiento Civil, 
implicativa de violación al derecho de defensa, cuando sostuvo que 
no era necesario notificar el pliego de condiciones ni la venta a los 
acreedores inscritos y al embargado, por lo que puede deducirse, 
a juicio de los recurrentes, la desnaturalización de los hechos que 
giraron alrededor de la lectura del pliego de condiciones, puesto 
que el juez de primer grado procedió a la lectura de ese pliego, 
existiendo un incidente pendiente de fallo; 

Considerando, que la decisión cuestionada expresa, respecto 
del agravio precedente, que la lectura del pliego no coloca al 
deudor perseguido y a los posibles intervinientes en el proceso 
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en una situación procesal irreversible, en el entendido de que ese 
evento procesal, la lectura del pliego de condiciones, constituye 
una medida de publicidad a todas luces ineficaz, puesto que la 
eficacia de ese propósito resulta de las inserciones en los periódicos 
y de los edictos que informan la venta en pública subasta, además 
de que el artículo 728 del Código de Procedimiento Civil, en su 
parte in-fine, consagra que los incidentes de nulidad del embargo 
inmobiliario serán fallados a más tardar el día fijado para la 
lectura del pliego, pero si no se hubieren fallado los incidentes, se 
continuaría de todos modos el procedimiento, sin responsabilidad 
para el persiguiente, lo que significa que siempre procede la lectura 
del cuaderno de condiciones; que, por otra parte, la Corte a-qua 
sostiene el criterio, bien fundado en derecho, que el argumento 
relativo a que los embargados no fueron notificados sobre la 
lectura del pliego y la venta, no tiene sentido, por cuanto no existe 
disposición legal acerca de que la fecha de la venta en pública 
subasta deba serle notificada a la parte perseguida, previendo 
el legislador, en cambio, un sistema de publicidad posterior a la 
lectura del pliego de condiciones y antes de la subasta, consagrado 
en las disposiciones atinentes al embargo inmobiliario;

Considerando, que los razonamientos antes descritos están 
fundamentados en las reglamentaciones legales concernientes a la 
expropiación forzosa inmobiliaria, como se advierte, desarrollados 
adecuadamente y con sentido lógico y pertinente, lo que significa 
que las quejas casacionales incursas en el medio examinado 
resultan improcedentes e infundadas y deben ser desestimadas; 

Considerando, que el cuarto medio denuncia que la sentencia 
impugnada contiene una falsa aplicación de los artículos 174 de 
la Ley de Registro de Tierras, 717 del Código de Procedimiento 
Civil y 2209 del Código Civil, pero no expresa de modo puntual y 
coherente en qué consiste la alegada errónea aplicación, limitando 
sus quejas, sin mayor explicación ni desarrollo, a colegir una 
supuesta desnaturalización de los hechos, que convierte el citado 
medio de casación en inadmisible, por imponderable;
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Considerando, que en el quinto medio los recurrentes sostienen, 
en suma, que el hecho de no notificarles el mandamiento de pago 
a los detentadores de los inmuebles, “es violarles claramente sus 
derechos de pagar el precio del embargo y, si ese proceso no se 
cumple, entonces el embargo inmobiliario es nulo”, por lo que ha 
habido en este caso una errónea interpretación de los artículos 
2166, 2168 y 2169 del Código Civil;

Considerando, que el fallo refutado expuso, en lo atinente 
al agravio antes dicho, que los textos legales señalados fueron 
concebidos en base a la propiedad inmobiliaria no registrada, pero 
a partir del año 1920, con la instalación del sistema de publicidad 
de los derechos inmobiliarios, la parte no tenía que notificar 
mandamiento de pago al detentador, porque no tiene derecho 
en el ámbito de la propiedad registrada quien no ha sometido a 
publicidad su derecho a detentar; que el artículo 2166 del Código 
Civil se refiere al alcance de los privilegios e hipotecas en perjuicio 
de los terceros detentadores, teniendo el deudor detentador, 
conforme al artículo 2168 del mismo Código, la oportunidad de 
detener el proceso pagando el capital exigible y todos los intereses, 
en cuyo defecto el detentador debe abandonar el inmueble 
hipotecado sin reservas; que, puntualiza la Corte a-qua, como los 
detentadores en este caso produjeron su intervención voluntaria, 
ello implica que pudieron haber propuesto oportunamente el 
pago de las sumas reclamadas por el acreedor, actual recurrido, 
a fin de evitar la ejecución forzosa de que se trata, lo que no 
hicieron de ninguna manera;

Considerando, que, como se aprecia en los motivos expuestos 
anteriormente, concebidos en términos acordes con la ley y en 
sentido jurídico correcto, el quinto medio analizado carece de 
fundamento y debe ser desestimado, por cuanto los actuales 
recurrentes, en calidad de intervinientes voluntarios que ostentan 
algunos y que enarbolan en el referido quinto medio de casación, 
no tienen derecho a quejarse de la omisión de haber recibido 
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el mandamiento de pago notificado a los deudores principales, 
previo al embargo en cuestión, no sólo porque el artículo 673 del 
Código de Procedimiento Civil no lo contempla, sino porque, 
además, en la presente especie esos detentadores intervinieron 
voluntariamente en el proceso y omitieron, como se ha dicho, 
ofrecer en su oportunidad el pago de las causas del embargo, en 
capital e intereses, o requerir el registro de los contratos traslativos 
de la propiedad de los inmuebles, lo que tampoco hicieron;

Considerando, que el sexto medio propuesto se refiere 
textualmente a que la Corte a-qua expresa en su fallo que “Teodoro 
Reyes no tenía derecho de pedir la nulidad de la adjudicación, al 
no ser citado ni informado de la venta, lo que desnaturaliza los 
hechos y es una falsa aplicación de ley”(sic);

Considerando, que, independiente de que los recurrentes no 
señalan puntualmente en qué consisten los agravios recibidos por 
ellos con tales vicios y violaciones, lo que “per se” descalifica 
dicho medio, por imponderable, esta Corte de Casación ha 
comprobado, con la simple lectura del memorial introductivo del 
presente recurso, que el nombrado Teodoro Reyes no figura como 
recurrente en esta instancia, ni en la sentencia atacada aparece 
como parte en grado de alzada, por lo que el medio de referencia 
debe ser desestimado, pura y simplemente;

Considerando, que, aunque el séptimo y último medio de 
casación cuestiona el hecho de que la sentencia de adjudicación “no 
fue dictada el 10 de julio de 1997” y que ello implica una violación 
al artículo 17 de la Ley de Organización Judicial, los recurrentes 
no explican de ningún modo, acusando una imprecisión absoluta, 
los agravios o perjuicios que tal contingencia les ha ocasionado, 
lo que libera de plano a esta Corte del deber de considerar los 
méritos de la denuncia casacional en cuestión; que, por lo tanto, 
el indicado medio resulta inadmisible, por imponderable;

Considerando, que el estudio integral del fallo objetado, pone 
de relieve que la Corte a-qua ha realizado en la especie una cabal y 
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completa relación de los hechos y circunstancias del proceso, con 
una adecuada exposición de motivos, lo que le ha permitido a esta 
Corte de Casación verificar que la ley y el derecho han sido bien 
aplicados en el caso, por lo cual los medios planteados carecen de 
pertinencia, como se ha expresado anteriormente, desestimando 
los mismos, y con ello el presente recurso de casación.

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de casación 
interpuesto por Luis Silverio Pichardo Burgos, Adalgisa Altagracia 
Ortíz Safadit de Pichardo, Víctor Rafael García Alvarez, Guillermo 
de Jesús Valdez e Ivonne Padrón de Valdez, contra la sentencia 
dictada el 9 de marzo del año 2006, por la Segunda Sala de la Cámara 
Civil de la Corte de Apelación del Distrito Nacional, cuyo dispositivo 
ha sido trascrito en otro espacio de este fallo; Segundo: Condena 
a la parte sucumbiente al pago de las costas del procedimiento, 
con distracción de las mismas en beneficio de los abogados Licdos. 
Hipólito Herrera Vasallo, Juan Moreno Gautreau y Luis Miguel 
Rivas, quienes aseguran haberlas avanzado en su mayor parte. 

Así ha sido hecho y juzgado por la Cámara Civil de la Suprema 
Corte de Justicia, y la sentencia pronunciada por la misma en la 
ciudad de Santo Domingo de Guzmán, en su audiencia pública 
del 4 de marzo de 2009, años 165º de la Independencia y 146º de 
la Restauración.

Firmado: Rafael Luciano Pichardo, Eglys Margarita Esmurdoc, 
Margarita A. Tavares, Ana Rosa Bergés Dreyfous y José E. 
Hernández Machado. Grimilda Acosta, Secretaria General.

La presente sentencia ha sido dada, firmada y pronunciada por 
los señores Jueces que figuran al pie, en la audiencia pública del 
día, mes y año en ella expresados, y fue firmada, leída y publicada 
por mí, Secretaria General, que certifico.
www.suprema.gov.do



SENTENCIA DEL 4 DE MARZO DE 2009, NÚM. 9
Sentencia impugnada:	 Primera Sala de la Cámara Civil y Comercial 

de la Corte de Apelación del Distrito 
Nacional, del 29 de agosto de 2006.

Materia:	 Civil
Recurrentes:	 Víctor M. Alcibíades Féliz Pérez y 

compartes.
Abogados:	 Dres. Robert José Martínez Pérez, Alfonso 

Matos y Jacintos Santos Santos.
Recurrido:	 Miguel de Jesús Hasbúm.
Abogado:	 Dr. José Menelo Núñez Castillo.

CAMARA CIVIL

Rechaza 

Audiencia pública del 4 de marzo de 2009.
Preside: Rafael Luciano Pichardo.

 
Dios, Patria y Libertad

En Nombre de la República, la Cámara Civil de la Suprema 
Corte de Justicia, actuando como Corte de Casación, dicta en 
audiencia pública la sentencia siguiente: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Víctor Manuel 
Alcibíades Feliz Pérez, dominicano, mayor de edad, soltero, 
cédula de identidad y electoral núm. 001-0198809-5, domiciliado 
y residente en esta ciudad, Ezel Feliz Vargas, dominicano, mayor 
de edad, cédula de identidad y electoral núm. 001-1703507-1, 
domiciliado y residente en esta ciudad, Carmen Teresa Rodríguez 
Ovalle, dominicana, mayor de edad, soltera, comerciante, cédula de 
identidad y electoral núm. 001-1294912-8, domiciliada y residente 
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en esta ciudad, y Amancio Pedro López Díaz, dominicano, mayor 
de edad, soltero, comerciante, cédula de identidad y electoral 
núm. 001-0059595-8, domiciliado y residente en esta ciudad, 
contra la sentencia dictada por la Primera Sala de la Cámara Civil 
y Comercial de la Corte de Apelación del Distrito Nacional el 29 
de agosto de 2006, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído en la lectura de sus conclusiones al Dr. Alfonso Matos, 
por sí y por los Dres. Robert Martínez Pérez y Jacinto Santos 
Santos, abogados de la parte recurrente;

Oído en la lectura de sus conclusiones al Licdo. Domingo 
Hiciano, en representación del Dr. José Menelo Núñez Castillo, 
abogado de la parte recurrida, Miguel de Jesús Hasbún;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la 
República; 

Visto el memorial de casación depositado en la Secretaría 
General de la Suprema Corte de Justicia el 3 de noviembre de 
2006, suscrito por los Dres. Robert José Martínez Pérez, Alfonso 
Matos y Jacintos Santos Santos, abogados de la parte recurrente, 
en el cual se invocan los medios de casación que se indican más 
adelante;

Visto el memorial de defensa depositado en la Secretaría 
General de la Suprema Corte de Justicia el 1ro. de diciembre de 
2006, suscrito por el Dr. José Menelo Núñez Castillo, abogado de 
la parte recurrida, Miguel de Jesús Hasbún;

Vista la Ley núm. 25 de 1991, modificada por la Ley núm. 156 
de 1997 y los artículos 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación;

La CORTE, en audiencia pública del 30 de enero de 2008, 
estando presente los jueces Rafael Luciano Pichardo, Presidente; 
Eglys Margarita Esmurdoc, Margarita A. Tavares, Ana Rosa 



198	 Boletín Judicial 1180

Bergés Dreyfous y José E. Hernández Machado, asistidos de la 
secretario de esta Cámara Civil de la Suprema Corte de Justicia, y 
después de haber deliberado los jueces signatarios de este fallo;

Considerando, que la decisión impugnada y los documentos 
a que ella se refiere, ponen de relieve que, en ocasión de una 
demanda civil en nulidad de certificado de título inmobiliario 
incoada por Miguel de Jesús Hasbún, actual recurrido, contra los 
ahora recurrentes, la Cuarta Sala de la Cámara Civil y Comercial 
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional dictó el 10 
de enero del año 2006 una sentencia con el dispositivo siguiente: 
“Primero: Declara de oficio la incompetencia de atribución 
de este tribunal para conocer de la demanda en nulidad de 
certificado de título incoada por el señor Miguel de Jesús Hasbún 
contra los señores Carmen Teresa Rodríguez Ovalle, Amancio 
Pedro López Díaz, Víctor Manuel Feliz Pérez, Ezel Feliz Vargas, 
mediante acto núm. 1116 de fecha 22 de febrero del 2005, 
instrumentado por el ministerial Pedro de la Cruz Manzueta, 
alguacil ordinario de la Quinta Sala del Juzgado de Trabajo del 
Distrito Nacional; Segundo: Declina el presente proceso por 
ante el Tribunal de Tierras del Distrito Nacional, conforme a 
los motivos anteriormente expuestos; Tercero: Se compensan 
las costas”; b) que dicho fallo fue objeto de un recurso de 
impugnación (le contredit), a propósito del cual la Corte a-qua 
produjo la sentencia hoy atacada, cuyo dispositivo se expresa 
así: “Primero: Pronuncia el defecto contra los impugnados, 
Sres. Carmen Teresa Rodríguez Ovalle, Amancio Pedro López 
Díaz, Víctor Ml. Feliz Pérez y Ezel Feliz Vargas, por falta de sus 
abogados haber presentado conclusiones en audiencia, pese a 
haber sido intimados y puestos en mora por este tribunal para 
que así lo hicieran; Segundo: Acoge, tanto en la forma como 
en el fondo, el recurso de impugnación (le contredit) deducido 
por el Sr. Miguel de Jesús Hasbún, contra la sentencia núm. 
0003/2006 del diez (10) de enero de 2006, librada por la 4ta. Sala 
de la Cámara Civil y Comercial del Juzgado de Primera Instancia 
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del Distrito Nacional; Tercero: Revoca la indicada sentencia con 
todos sus efectos y consecuencias legales, remitiendo a las partes 
en causa a que se provean ante la jurisdicción a-qua y reasuman en 
ella la cognición de su asunto; Cuarto: Condena en costas a los 
recurridos, con distracción en privilegio del Dr. José M. Núñez 
Castillo, abogado, quien afirma haberlas avanzado de su peculio; 
Quinto: Comisiona al curial Alfredo Díaz Cáceres, alguacil de 
estrados de la Sala, para la notificación de esta sentencia”; 

Considerando, que el examen del memorial de defensa 
presentado por el recurrido, revela que éste opone la inadmisibilidad 
del presente recurso de casación, sobre los alegatos de que los hoy 
recurrentes “no vincularon a la Corte por medio de conclusiones 
referentes al fondo de la contestación y, por tanto, no apoderaron a 
dicho tribunal de ningún pedimento”, y porque, además, omitieron 
desarrollar los medios de casación propuestos, en violación del 
artículo 5 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; que, en esa 
virtud, se impone la necesidad de juzgar y dirimir con prioridad 
dichos planteamientos;

Considerando, que un estudio general de los medios de 
casación que sustentan el recurso de casación en cuestión, pone 
de manifiesto que los mismos hacen referencia a una alegada 
contradicción contenida en el fallo recurrido, en relación con 
las conclusiones vertidas en la Corte a-qua por los actuales 
recurrentes, y que, a despecho de la afirmación de dicha Corte 
sobre la omisión de conclusiones, en realidad se produjeron 
conclusiones incidentales; que, asimismo, se invocan violaciones 
al derecho de defensa y motivos improcedentes y parcializados, 
y que los jueces de la Corte a-qua se “extralimitaron en el asunto 
específico a decidir”, cuestiones relativas a la ausencia o no 
de conclusiones por ante dicha Corte, por parte de los ahora 
recurrentes; que, como se observa, los mismos aducen en su 
memorial de casación agravios específicos respecto de una 
supuesta controversia suscitada por ante la jurisdicción a-quo, 
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relacionada a conclusiones o declaraciones formuladas por los 
abogados de la parte recurrente en esa instancia; que, por lo tanto, 
el o los medios de inadmisión planteados por el recurrido carecen 
de pertinencia y deben ser desestimados;

Considerando, que los recurrentes proponen, en apoyo de 
su recurso, los medios de casación siguientes: “Primer Medio: 
Desnaturalización de los hechos y documentos.- Segundo 
Medio: Carente de base legal.- Tercer Medio: Falta de motivos.- 
Cuarto Medio: Exceso de poder.- Quinto Medio: Violación 
del derecho de defensa.- Sexto Medio: Motivos improcedentes 
y parcializados”;

Considerando, que los seis medios formulados por los 
recurrentes, reunidos para su estudio por estar vinculados en su 
desarrollo, se refieren en resúmen a que la sentencia impugnada 
se contradice a sí misma, ya que expresa que los abogados de ellos 
“dieron conclusiones, mientras su dispositivo indica que esos 
abogados se abstuvieron de concluir”; que el fallo en cuestión 
“no presenta motivo alguno justificativo del mismo, ya que las 
conclusiones incidentales se fundamentaron en que el tribunal no 
estaba legalmente constituido para conocer el litigio”, además de 
que se cometió exceso de poder al no conocer sobre la legalidad 
del retiro de la audiencia del 23 de mayo/2006 de la magistrada 
Dr. Xiomara Altagracia Silva Santos y su sustitución por el 
magistrado Dr. Luis A. Adames; que, expresan los recurrentes, “si 
el tribunal se ha negado, sin motivos justificados, a prescribir una 
medida de instrucción que hubiere podido influir en el resultado 
del proceso, se está frente a una violación al derecho de defensa, y 
que, finalmente, la sentencia impugnada “se extiende en motivos 
improcedentes y parcializados, sin tratar ninguno de ellos con la 
naturaleza del asunto, por haber demandado la constitución del 
tribunal conforme a las normas legales”, extralimitándose en su 
decisión que sólo era sobre la constitución legal del tribunal, ya que 
todos los demás aspectos del recurso de impugnación (le contredit) 
no fueron sometidos a debates, en forma contradictoria;
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Considerando, que el examen de la sentencia objetada evidencia 
que el apoderamiento de la Corte a-qua en el caso, se refería a un 
recurso de impugnación o “le contredit” interpuesto por el hoy 
recurrido Miguel de Jesús Hasbún contra una decisión de primera 
instancia que había declarado de oficio su incompetencia para 
dirimir la demanda original en nulidad de certificado de título 
inmobiliario lanzada por dicha parte;

Considerando, que en el cuerpo de la decisión atacada se 
hace constar inequívocamente que los abogados Jacinto Santos 
Santos y Roberto José Martínez Pérez, actuando a nombre y en 
representación de los actuales recurrentes, se abstuvieron de “dar 
conclusiones, ya que el tribunal no está validamente compuesto”, 
ante lo cual la Corte a-qua procedió a invitar a la parte intimada, 
representada por dichos abogados, a presentar conclusiones y, 
a esos fines, se le puso “en mora de que así lo haga”; que los 
referidos letrados expresaron que “en virtud de que el tribunal no 
está validamente constituido, no vamos a concluir…”;

Considerando, que, asimismo, se ha podido establecer que la 
decisión criticada no contiene la contradicción denunciada por los 
recurrentes, por cuanto la jurisdicción a-quo se limitó a conminar 
a los intimados en esa instancia a concluir sobre el “le contredit” 
de que estaba apoderada, absteniéndose aquellos de hacerlo, 
como se ha visto, por lo que la mención de esta circunstancia en 
el dispositivo del fallo no constituye contradicción alguna con 
ese llamado de los magistrados a concluir, al contrario ello es la 
ratificación pura y simple de lo acontecido en la audiencia del 
23 de mayo de 2006, última celebrada antes de la decisión ahora 
atacada; 

Considerando, que, como se advierte en el contexto de la 
sentencia recurrida, la parte intimada, ahora recurrente, no 
produjo conclusiones formales y conminatorias, poniendo en 
mora a la Corte a-qua de juzgar determinado pedimento, en 
torno a la alegada constitución irregular de ese tribunal colegiado, 
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circunscribiendo su posición, como se ha visto, a manifestar 
su abstención de concluir por la supuesta irregularidad en la 
composición de la Corte, pero sin solicitar formalmente estatuir 
sobre ese aspecto, por lo que el agravio presentado por los 
recurrentes de que la decisión impugnada carece de motivos 
acerca de presuntas conclusiones incidentales sobre el particular, 
carece de sentido y fundamento, y debe ser desestimado;

Considerando, que, por otra parte, no procede admitir la queja 
de que la Corte a-qua cometió “exceso de poder al no conocer la 
legalidad del retiro de audiencia de la magistrada Xiomara Silva 
Santos y su sustitución por el juez Luis A. Adames”, ya que los 
hoy recurrentes no colocaron a dicho tribunal en condiciones de 
producir un fallo al respecto, según se desprende de la propia 
decisión impugnada, lo que constituye un medio nuevo en 
casación y, por lo tanto, inadmisible;

Considerando, que la parte recurrente aduce también que “si el 
tribunal a-quo se ha negado, sin motivos justificados, a prescribir 
una medida de instrucción que hubiere podido influir en el 
resultado del proceso”, ello constituye, a juicio de esa parte, una 
“violación al derecho de defensa”, pero, según ha comprobado 
esta Corte de Casación, no consta en la sentencia cuestionada 
que se haya pedido medida de instrucción alguna, lo que descarta, 
lógicamente, el fundamento del referido agravio, por lo cual éste 
resulta improcedente y debe ser igualmente desestimado;

Considerando, que, finalmente, los recurrentes alegan que la 
Corte a-qua extralimitó su decisión, ya que los demás aspectos 
del recurso de impugnación (le contredit), no fueron sometidos a 
debate en forma contradictoria; pero

Considerando, que, como se ha expresado precedentemente, la 
parte hoy recurrente compareció formalmente por ante la Corte 
a-qua, a los fines y consecuencias del recurso de “le contredit” 
interpuesto por su contraparte Miguel de Jesús Hasbún, ahora 
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recurrido, celebrando al efecto las audiencias fechadas a 28 de 
marzo de 2006, en la cual se dispuso comunicación recíproca de 
documentos, y a 23 de mayo de 2006, a las cuales “comparecieron 
ambas partes debidamente representadas por sus abogados 
constituidos y apoderados especiales”, según consta en la sentencia 
objetada, produciéndose en la última de ellas la abstención de 
conclusiones de la parte intimada, ahora recurrente, como ha 
sido expuesto; que, en tales circunstancias procesales, es preciso 
reconocer que la omisión voluntaria de concluir en barra, adoptada 
por ante la Corte a-qua por los actuales recurrentes, sin producir 
reserva alguna o haber formulado algún pedimento, o tomado una 
posición o actitud de carácter subsidiario, en aras de preservar sus 
derechos, no obstante haber recibido de dicha Corte invitación y 
puesta en mora formal y expresa de sentar conclusiones, ello ha 
constituido, como resulta lógico deducir, una abstención asumida 
por esa parte a su riesgo y peligro, sin derecho a quejarse de sus 
consecuencias; que, por consiguiente, el hecho de que la Corte 
a-qua haya estatuido sobre el recurso de que estaba apoderada, no 
ha conllevado para los hoy recurrentes los perjuicios que invocan, 
por cuanto ellos tuvieron la debida oportunidad de producir su 
defensa y reparos a dicho recurso, lo que fue desaprovechado 
injustificadamente por sus abogados, según se ha dicho; 

Considerando, que, por las razones expuestas anteriormente, 
procede desestimar los medios examinados y con ello el 
presente recurso de casación, cuyas costas procesales deben ser 
compensadas por haber sucumbido ambas partes en algunos 
puntos.

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de casación 
intentado por Víctor Manuel Alcibíades Feliz Pérez, Ezel Feliz 
Vargas, Carmen Teresa Rodríguez Ovalle y Amancio Pedro 
López Díaz, contra la sentencia dictada el 29 de agosto del año 
2006, por la Primera Sala de la Cámara Civil y Comercial de la 
Corte de Apelación del Distrito Nacional, cuyo dispositivo está 
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reproducido en otro espacio de este fallo; Segundo: Compensa 
las costas del procedimiento.

Así ha sido hecho y juzgado por la Cámara Civil de la Suprema 
Corte de Justicia, y la sentencia pronunciada por la misma en la 
ciudad de Santo Domingo de Guzmán, en su audiencia pública 
del 4 de marzo de 2009, años 165º de la Independencia y 146º de 
la Restauración.

Firmado: Rafael Luciano Pichardo, Eglys Margarita Esmurdoc, 
Margarita A. Tavares, Ana Rosa Bergés Dreyfous y José E. 
Hernández Machado. Grimilda Acosta, Secretaria General.

La presente sentencia ha sido dada, firmada y pronunciada por 
los señores Jueces que figuran al pie, en la audiencia pública del 
día, mes y año en ella expresados, y fue firmada, leída y publicada 
por mí, Secretaria General, que certifico.
www.suprema.gov.do
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SENTENCIA DEL 11 DE MARZO DE 2009, NÚM. 10
Sentencia impugnada:	 Cámara Civil de la Corte de Apelación del 

Distrito Nacional, del 31 de marzo de 2005.
Materia:	 Civil.
Recurrente:	 Juan Loyber Santana Castillo.
Abogado:	 Dr. Gerardo Rivas.
Recurrida:	 Juana Teresa Martínez.
Abogada:	 Dra. María Navarro Miguel.

CAMARA CIVIL

Rechaza 

Audiencia pública del 11 de marzo de 2009.
Preside: Rafael Luciano Pichardo.

 
Dios, Patria y Libertad

En Nombre de la República, la Cámara Civil de la Suprema 
Corte de Justicia, actuando como Corte de Casación, dicta en 
audiencia pública la sentencia siguiente: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Juan Loyber 
Santana Castillo, dominicano, mayor de edad, casado, comerciante, 
cédula de identidad y electoral núm. 001-0001932-2, con domicilio 
ubicado en el núm. 82, de la Avenida Charles de Gaulle, del sector 
Mendoza, Provincia Santo Domingo, contra la sentencia dictada 
por la Cámara Civil de la Corte de Apelación del Distrito Nacional, 
el 31 de marzo de 2005, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
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Oído en la lectura de sus conclusiones al Dr. Gerardo Rivas, 
abogado de la parte recurrente;

Oído en la lectura de sus conclusiones a la Dra. María Navarro 
Miguel, abogada de la parte recurrida, Juana Teresa Martínez;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la 
República, el cual termina así: “Que procede rechazar el recurso 
de casación interpuesto contra la sentencia núm. 134, del 31 de 
marzo de 2005, por la Cámara Civil de la Corte de Apelación del 
Distrito Nacional, por los motivos expuestos”; 

Visto el memorial de casación depositado en la Secretaría 
General de la Suprema Corte de Justicia el 9 de mayo de 2005, 
suscrito por el Dr. Gerardo Rivas, abogado de la parte recurrente, 
en el cual se invocan los medios de casación que se indican más 
adelante;

Visto el memorial de defensa depositado en la Secretaría 
General de la Suprema Corte de Justicia el 19 de mayo de 2005, 
suscrito por la Dra. María Navarro Miguel, abogada de la parte 
recurrida, Juana Teresa Martínez;

Vista la Ley núm. 25 de 1991, modificada por la Ley núm. 156 
de 1997 y los artículos 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación;

Visto el auto dictado el 8 de octubre de 2008, por el magistrado 
Rafael Luciano Pichardo, Presidente de la Cámara Civil de la 
Suprema Corte de Justicia, por medio del cual llama al magistrado 
José E. Hernández Machado, juez de esta cámara, para integrar la 
misma en la deliberación y fallo del recurso de casación de que se 
trata, de conformidad con la Ley núm. 926 de 1935;

La CORTE, en audiencia pública del 1ro. de febrero de 2006, 
estando presente los jueces Rafael Luciano Pichardo, Presidente; 
Eglys Margarita Esmurdoc y Margarita A. Tavares, asistidos de la 
secretario de esta Cámara Civil de la Suprema Corte de Justicia, 
y después de haber deliberado los jueces signatarios de este fallo;
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Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta: a) que con motivo de 
una demanda en distracción, incoada por Juana Teresa Martínez 
contra Juan Loyber Santana Castillo, la Sexta Sala de la Cámara 
Civil y Comercial del Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Nacional, dictó el 30 de julio de 2003, una sentencia cuyo 
dispositivo es el siguiente: “Primero: Se declara buena y válida 
tanto en la forma como en el fondo, la demanda en distracción 
incoada por la señora Juana Teresa Martínez contra el señor Juan 
Loyber Santana Castillo; Segundo: Se ordena al señor Juan Loyber 
Santana Castillo la devolución inmediata del vehículo placa núm. 
LJ-D455, propiedad de la señora Juana Teresa Martínez, por ser 
su verdadera propietaria y no tener ningún tipo de compromiso 
con dicho señor; Tercero: Se condena al señor Juan Loyber (sic) 
Santana Castillo, al pago de una indemnización de un millón de 
pesos con 00/100 (RD$1,000,000.00), por concepto de daños y 
perjuicios sufridos por ella, por el erróneo procedimiento, más 
el pago de los intereses legales a partir de la fecha de la demanda 
en justicia; Cuarto: Se condena al señor Juan Loyber Santana 
Castillo, al pago de un astreinte diario a favor de la señora 
Eduviges Polanco Díaz, ascendente a la suma de quinientos 
pesos dominicanos (RD$500.00), por cada día de retardo en 
el cumplimiento de la sentencia a intervenir, y hasta su total 
ejecución; Quinto: Se condena al demandado Sr. Juan Loyber 
Santana Castillo al pago de las costas del presente procedimiento, 
ordenando su distracción en provecho de la Dra. María Navarro 
Miguel, quien afirma haberlas avanzado en su totalidad”; b) que 
sobre el recurso de apelación interpuesto intervino la sentencia 
ahora impugnada con el siguiente dispositivo: “Primero: Declara, 
buenos y válidos en cuanto a la forma, los presentes recursos de 
apelación, interpuestos de manera principal, por la señora Juana 
Teresa Martínez y de manera incidental, por el señor Juan Loyber 
Santana Castillo, contra la sentencia marcada con el núm. 531-
02-3395, de fecha treinta (30) del mes de julio de 2003, dictada 
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por la Cámara Civil y Comercial del Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Nacional, Sexta Sala, por haber sido interpuesto 
en tiempo hábil; Segundo: Rechaza, en cuanto al fondo, los 
presentes recursos, por los motivos anteriormente expuestos, y en 
consecuencia confirma en todas sus partes la sentencia recurrida; 
Tercero: Condena a la parte recurrente incidental señor Juan 
Loyber Santana Castillo, al pago de las costas del procedimiento 
y ordena su distracción a favor y provecho de la Dra. María 
Navarro Miguel, abogada, quien afirma haberlas avanzado en su 
totalidad”; 

Considerando, que la parte recurrente plantea en apoyo de su 
recurso los medios siguientes: “Primer Medio: Interpretación 
incorrecta de los hechos y alegatos de la parte recurrente. 
Desnaturalización de los alegatos del recurrente incidental.- 
Segundo Medio: Errónea aplicación de las normas relativas a 
la extinción de la instancia. Violación y desconocimiento de las 
reglas relativas a la sustitución de abogado. Desconocimiento y 
violación de la Ley 821, Sobre Organización Judicial”; 

Considerando, que en el desarrollo de los dos medios de 
casación planteados por el recurrente, los cuales se reúnen para 
su estudio por su estrecha vinculación, dicha parte alega, en 
síntesis, “que la Corte a-qua hizo una incorrecta interpretación de 
los alegatos de la parte recurrente incidental y ahora recurrente 
en casación, ya que con la notificación del acto núm. 572/2002, 
de fecha 26 de octubre de 2002, la demandante original sólo 
estaba haciendo una nueva constitución de abogado, no una 
demanda nueva, por lo que la demanda original, contenida en el 
acto núm. 67/2002, mantenía sus efectos jurídicos; que el acto 
núm. 1342/2002 de fecha 6 de noviembre de 2002, contentivo 
del desistimiento, producía la extinción absoluta de la demanda 
contenida en el acto núm. 67/2002 y, en consecuencia, extingue el 
acto 572-2002, por lo que la Corte a-qua interpretó erróneamente 
la realidad jurídica procesal planteada, al entender implícitamente 
que la demanda fallada es la del acto 1342/2002, que sí podía el 
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tribunal de primera instancia fallarla validamente; que es incorrecto 
pretender como lo indica la Corte a-qua, que el acto 1342 tuviera 
el único propósito de revocar lo relativo al alguacil o ministerial; 
que la Corte a-qua incurre en una interpretación incorrecta de la 
Ley núm. 821, sobre Organización Judicial, al desconocer que al 
notificarse una demanda con un alguacil sin calidad o supuesto 
alguacil, esta demanda puede ser ratificada por la notificación de 
un acto posterior, cuando lo cierto es que esa demanda es anulable, 
y por eso en el caso de la especie la propia demandante los deja 
sin efecto, desistiendo de él, y emplazando de nuevo aunque fuera 
de plazo; que esta situación de haber sido estudiada y analizada 
por la Corte a-qua, observando la fecha en que se produce cada 
notificación, habría dado una solución distinta; 

Considerando, que esta Suprema Corte de Justicia ha podido 
verificar, conforme a la documentación del expediente, lo siguiente: 
a) que la Fábrica de Blocks Toromar, propiedad de Ángel Fernández 
Moquete, contrajo obligaciones con Juan Loyber Santana Castillo, 
por lo que se suscribió un pagaré notarial; que por el incumplimiento 
de dichas obligaciones y como consecuencia directa de dicho pagaré 
notarial, Juan Loyber Santana Castillo, en fecha 7 de mayo de 2002, 
practicó un embargo ejecutivo contra la Fábrica de Blocks Toromar; 
que al momento de ser practicado dicho embargo, el vehículo de 
carga, marca Mitsubishi, modelo núm. FE635CD6L, placa núm. LJ-
D455, propiedad de Juana Teresa Martínez, se encontraba presente, 
cargando materiales de construcción, siendo el mismo incluido en 
dicho embargo; b) que el 13 de mayo de 2002, mediante acto núm. 
67-2002, instrumentado por el ministerial Cirilo Vásquez, alguacil 
ordinario del Tribunal Especial de Tránsito, Juana Teresa Martínez 
interpuso una demanda en distracción en perjuicio de Juan Loyber 
Santana Castillo; c) que el 26 de octubre de 2002, mediante acto 
núm. 572-2002, instrumentado por el ministerial Bernardo Coplin, 
alguacil ordinario de la Cámara Penal de la Corte de Apelación de 
Santo Domingo, Juana Teresa Martínez le notificó a Juan Loyber 
Santana Castillo “que le otorgaba poder y mandato a la Dra. Maria 
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Navarro Miguel…para que prosiga con la demanda en distracción 
de efecto embargado ejecutivamente, de mi propiedad contenida en 
el acto núm. 67-2002, de fecha 13 de mayo de año 2002…..” (sic); 
d) que el 6 de noviembre de 2002, mediante acto núm. 1342-2002, 
instrumentado por el ministerial Abraham Emilio Cordero, alguacil 
ordinario de la Cámara Penal del Jugado de Primera Instancia del 
Distrito Nacional, Juana Teresa Martínez le notificó a Juan Loyber 
Santana Castillo lo siguiente: “por medio del presente acto, deja 
sin ningún valor ni efecto en lo que respecta al ministerial que ha 
instrumentado el acto introductivo de la demanda en distracción, 
núm. 67-2002, de fecha 13 del mes de mayo del año 2002, señor 
Cirilo Vásquez Díaz, supuesto alguacil ordinario del Tribunal 
Especial de Tránsito del Distrito Nacional, en razón de que el mismo 
desde el año 1992, según certificación expedida por la Honorable 
Suprema Corte de Justicia, ya no tiene funciones de alguacil en 
ningún tribunal; por consiguiente deja sin ningún valor ni efecto, 
y ratificamos el acto núm. 572-02, de fecha 26 del mes de octubre 
del año 2002, instrumentado por el ministerial Bernardo Coplin, 
alguacil ordinario de la Cámara Penal de la Corte de Apelación de 
Santo Domingo”; 

Considerando, que la Corte a-qua para rechazar el recurso 
de apelación interpuesto por Juan Loyber Santana y confirmar 
la sentencia apelada, se fundamentó, entre otras cosas, en los 
siguientes motivos: “a) porque, en primer término, no procede 
declarar ni la nulidad de la sentencia, ni la inadmisibilidad de 
la demanda interpuesta por dicha señora como lo pretende la 
recurrida, luego de la revocación de la sentencia, porque el hecho 
de que existiendo el acto marcado con el no. 67/2002, de fecha 13 
de mayo del 2002, instrumentado por el ministerial Cirilo Vásquez 
Díaz, alguacil ordinario del Tribunal Especial de Tránsito y que 
fuera dejado sin efecto, en cuanto se refiere al ministerial actuante 
en el mismo, por la notificación de los actos Nos. 1342/2002 
y 572/02, no es causa ni de nulidad de la sentencia, ni de la 
inadmisibilidad de la demanda, la cual, continuó con toda vigencia, 
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ratificada por los actos de fecha 26 de octubre del 2002 y 6 de 
noviembre del 2002 ya indicados; b) que el tribunal a-quo, a la 
hora de emitir su fallo tomó en consideración esas circunstancias 
y así lo consigna en su sentencia; c) que no es cierto, como alega 
la recurrida que al sustituirse los actos se produjera ausencia de 
demanda y que la instancia había cesado en sus efectos, ya que no 
hubo desistimiento ni sustitución de acto total, sino repetimos, 
sustitución en lo que concierne al ministerial” (sic); 

Considerando, que, ciertamente, la Corte a-qua, al examinar 
los documentos del expediente, se percató de que en fecha 13 de 
mayo de 2002, mediante acto núm. 67-2002, instrumentado por 
el ministerial Cirilo Vásquez, Juana Teresa Martínez interpuso 
una demanda en distracción en perjuicio de Juan Loyber Santana 
Castillo, la cual fue ratificada mediante acto núm. 572-2002, de 
fecha 26 de octubre de 2002, en el cual la demandante original, 
aparte de ratificar dicha demanda, constituía un nuevo abogado y 
luego, mediante el acto núm. 1342-2002 de fecha 6 de noviembre 
de 2002, dicha parte desistía únicamente en cuanto a la actuación 
ministerial del alguacil que diligenció el referido acto núm. 67/2002, 
contentivo de la demanda original, ratificada posteriormente, el 26 
de octubre de 2002; que por tanto, en primer grado se fallo en base 
al señalado acto núm. 572-2002, de fecha 26 de octubre de 2002; 

Considerando, que, en cuanto al alegato de la parte recurrente 
de que la Corte a-qua incurre en una interpretación incorrecta 
de la Ley 821, sobre Organización Judicial, al sostener que 
al notificarse una demanda con un alguacil sin calidad o con 
supuesta calidad, ésta acción puede ser ratificada por un acto 
posterior, cuando en realidad la misma resulta anulable, es preciso 
convenir en que, en la especie, lo ocurrido fue que, al percatarse la 
demandante original de la ausencia de calidad del supuesto alguacil 
actuante, decidió ratificar su demanda con un ministerial titular 
y, posteriormente, desistió de los efectos que pudiera acarrear 
en su perjuicio la actuación de ese supuesto alguacil, cuya falsa 
calidad la demandante no conocía, como se desprende del fallo 
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atacado; que como hemos señalado precedentemente, el tribunal 
de primer grado fallo su demanda en distracción de bienes en 
base al acto núm. 572/2002, criterio que luego fue ratificado por 
la Corte a-qua; que al fallar tanto el tribunal de primera instancia, 
como la Corte a-qua en base al acto núm. 572/2002, el cual si 
estaba instrumentado por un alguacil con calidad para notificar 
ese acto, poco importaba si el alguacil que instrumento el acto 
núm. 67/2002, estuviera o no cancelado y en el pleno ejercicio 
de sus funciones, que, en consecuencia, los medios analizados 
carecen de fundamento y deben ser desestimados; 

Considerando, que, en sentido general, el fallo atacado 
contiene una relación completa de los hechos y circunstancias 
de la causa, que le ha permitido a la Suprema Corte de Justicia, 
como jurisdicción casacional, verificar que en la especie se hizo 
una correcta y adecuada aplicación de la ley y el derecho, por lo 
que procede rechazar el presente recurso de casación.

Por tales motivos: Primero: Rechaza el recurso de casación 
interpuesto por Juan Loyber Santana Castillo, contra la sentencia 
dictada por la Cámara Civil de la Corte de Apelación del Distrito 
Nacional el 31 de marzo de 2005, cuyo dispositivo figura en otro 
lugar de este fallo; Segundo: Condena a la parte sucumbiente al 
pago de las costas procesales, con distracción de las mismas en 
provecho de la abogado Dra. María Navarro Miguel, quien afirma 
haberlas avanzado en su totalidad.

Así ha sido hecho y juzgado por la Cámara Civil de la Suprema 
Corte de Justicia, y la sentencia pronunciada por la misma en la 
ciudad de Santo Domingo de Guzmán, en su audiencia pública 
del 11 de marzo de 2008, años 165º de la Independencia y 146º 
de la Restauración.

Firmado: Rafael Luciano Pichardo, Eglys Margarita Esmurdoc, 
Margarita A. Tavares, Ana Rosa Bergés Dreyfous y José E. 
Hernández Machado. Grimilda Acosta, Secretaria General.
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La presente sentencia ha sido dada, firmada y pronunciada por 
los señores Jueces que figuran al pie, en la audiencia pública del 
día, mes y año en ella expresados, y fue firmada, leída y publicada 
por mí, Secretaria General, que certifico.
www.suprema.gov.do



SENTENCIA DEL 11 DE MARZO DE 2009, NÚM. 11
Sentencia impugnada:	 Segunda Sala de la Cámara Civil y Comercial 

de la Corte de Apelación del Distrito 
Nacional, del 28 de julio de 2006.

Materia:	 Civil.
Recurrente:	 Smith/Enron Cogeneration Limited 

Partnership.
Abogados:	 Dr. Juan Manuel Pellerano Gómez y Licdos. 

Luis Rafael Pellerano y Luis Miguel Rivas.
Recurrida:	 Hotelera del Atlántico, S. A.
Abogados:	 Dres. José Antonio Columna y Salvador 

Jorge Blanco y Licdos. Juan Manuel Ubiera, 
Rosa Dolores Battle Jorge, Gonzalo Mejía 
Arnal y Manuel Ramón Tapia López.

CAMARA CIVIL

Rechaza 

Audiencia pública del 11 de marzo de 2009.
Preside: Rafael Luciano Pichardo.

 
Dios, Patria y Libertad

En Nombre de la República, la Cámara Civil de la Suprema 
Corte de Justicia, actuando como Corte de Casación, dicta en 
audiencia pública la sentencia siguiente: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Smith/Enron 
Cogeneration Limited Partnership, una sociedad de personas de 
responsabilidad limitada incorporada de acuerdo con las leyes de 
las Islas Turks & Caicos, con sucursal en la República Dominicana, 
con asiento social y oficinas en la cuarta planta del edificio Seguros 
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Universal marcado con el núm. 1110 de la Avenida Winston 
Churchill de esta ciudad, debidamente representada por el Ing. 
Otto González, dominicano, mayor de edad, casado, cédula de 
identidad y electoral núm. 001-0099932-8, domiciliado y residente 
en esta ciudad, contra la sentencia dictada por la Segunda Sala de 
la Cámara Civil y Comercial de la Corte de Apelación del Distrito 
Nacional el 28 de julio de 2006, cuyo dispositivo se copia más 
adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído en la lectura de sus conclusiones al Dr. Juan Moreno 
G., en representación del Dr. Juan Ml. Pellerano, y los Licdos. 
Luis Miguel Rivas, Luis Rafael Pellerano, José María Cabral A. y 
Santiago Rodríguez, abogados de la parte recurrente;

Oído en la lectura de sus conclusiones a los Dres. Manuel 
Ramón Tapia López y José Antonio Columna, por sí y por el Dr. 
Salvador Jorge Blanco, los Licdos. Juan Ml. Ubiera, Rosa D. Battle 
Jorge y Gonzalo Mejía Arnal, abogados de la parte recurrida, 
Hotelera del Atlántico, S. A.;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la 
República, el cual termina así: “En el caso de la especie, tal y como 
señala el segundo párrafo del artículo 11 de la Ley núm. 3726, de 
fecha 29 del mes de diciembre del año 1953, sobre Procedimiento 
de Casación, por tratarse de un asunto que no ha sido objeto de 
comunicación al Ministerio Público por ante los Jueces del fondo, 
dejamos al criterio de la Suprema Corte de Justicia la solución del 
presente recurso de casación”; 

Visto el memorial de casación depositado en la Secretaría 
General de la Suprema Corte de Justicia el 28 de septiembre de 
2006, suscrito por el Dr. Juan Manuel Pellerano Gómez y los 
Licdos. Luis Rafael Pellerano y Luis Miguel Rivas, abogados de la 
parte recurrente, en el cual se invocan los medios de casación que 
se indican más adelante;
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Visto el memorial de defensa depositado en la Secretaría 
General de la Suprema Corte de Justicia el 30 de octubre de 
2006, suscrito por los Dres. José Antonio Columna y Salvador 
Jorge Blanco, y los Licdos. Juan Manuel Ubiera, Rosa Dolores 
Battle Jorge, Gonzalo Mejía Arnal y Manuel Ramón Tapia López, 
abogados de la parte recurrida, Hotelera del Atlántico, S. A.;

Vista la Resolución del 26 de noviembre de 2008, dictada por 
el pleno de la Suprema Corte de Justicia, mediante la cual se acoge 
la inhibición presentada por la magistrada Margarita A. Tavares, 
para la deliberación y fallo del presente recurso; 

Vista la Ley núm. 25 de 1991, modificada por la Ley núm. 156 
de 1997 y los artículos 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación;

La CORTE, en audiencia pública del 21 de noviembre de 2007, 
estando presente los jueces Rafael Luciano Pichardo, Presidente; 
Eglys Margarita Esmurdoc, Ana Rosa Bergés Dreyfous y José E. 
Hernández Machado, asistidos de la secretario de esta Cámara 
Civil de la Suprema Corte de Justicia, y después de haber 
deliberado los jueces signatarios de este fallo;

Considerando, que la sentencia impugnada y los documentos 
que la informan, ponen de manifiesto lo siguiente: a) que con 
motivo de una controversia surgida entre la actual recurrente 
y la parte recurrida, los árbitros designados por la Cámara de 
Comercio y Producción del Distrito Nacional Inc. emitieron, en 
fecha 8 de abril de 1998, un laudo arbitral con el dispositivo que 
reza así: “Primero: Rechaza la petición de reapertura de debates 
de la parte demandada la Smith/Enron Limited Partnership, en 
razón de que los documentos aportados por ella como prueba 
de la necesidad de celebrar dicha medida, no guardan relación 
con los motivos de la demanda; Segundo: Condena a la Smith/
Enron Cogeneration Limited Partnership, al pago de la suma 
global de ciento ochenta y siete millones de pesos dominicanos 
(RD$187,000,000.00), a la Hotelera del Atlántico, S. A., por 
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concepto de los daños y perjuicios, pasados, presentes y futuros, 
y por daños morales, que le ha ocasionado a la misma con 
motivo del cierre de las operaciones del Hotel Bayside Hill de 
su propiedad, debido a los efectos contaminantes y permanentes 
generados por la operación de la planta de energía eléctrica de la 
demandada; Tercero: Condena a la Smith/Enron Cogeneration 
Limited Partnership al pago de los intereses legales de la suma 
antes indicada, a título de indemnización suplementaria; y Cuarto: 
Condena a la Smith/Enron Cogeneration Limited Partnership al 
pago de todos los gastos y honorarios de cualquier naturaleza, 
que se hayan originado directa o indirectamente, con motivo de la 
demanda de que se trata, ordenando su distracción en provecho 
de los abogados constituidos y apoderados especiales de la 
Hotelera del Atlántico, S. A. doctor Ramón Tapia Espinal, Lic. 
Gonzalo Mejía Arnal y Lic. Manuel Ramón Tapia López, quienes 
afirman haberlas avanzado en su mayor parte”; y b) que luego 
de ser apelado dicho laudo, la Corte a-qua rindió el 28 de julio 
del año 2006 la sentencia ahora atacada, cuyo dispositivo expresa 
lo siguiente: “Primero: Declara regular y válido, en cuanto a la 
forma y conforme a las reglas procesales ordinarias, el recurso 
de apelación interpuesto mediante acto núm. 567-98, de fecha 
veintinueve (29) del mes de abril del año 1998, diligenciado por 
el ministerial Ramón Núñez, Alguacil Ordinario de la Primera 
Circunscripción del Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Nacional, por la entidad Smith/Enron Cogeneration Limited 
Partnership, contra el Laudo Arbitral marcado con el núm. 1-95, 
dictado en fecha ocho (8) del mes de abril del año mil novecientos 
noventa y ocho (1998), dictado por la Cámara de Comercio y 
Producción del Distrito Nacional a favor de la compañía Hotelera 
del Atlántico, S. A.; Segundo: Rechaza en cuanto al fondo el 
indicado recurso de apelación, confirmando con toda su vigencia y 
aplicación el Laudo Arbitral impugnado, antes señalado, por todas 
y cada una de las razones señaladas precedentemente; Tercero: 
Compensa las costas, por los motivos antes expuestos”; 
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Considerando, que la empresa recurrente propone en apoyo 
de su recurso, los medios de casación siguientes: “Primer Medio: 
Primera rama. Insuficiencia de motivos equivalente a ausencia 
de motivos; Segunda rama: Desnaturalización de los hechos 
de la causa; Tercera rama: Exceso o abuso de poder. Juzgar a la 
recurrente en estado de indefensión.- Violación del debido proceso 
y el derecho de defensa: inciso j), ordinal 2, del artículo 8 de la 
Constitución; Cuarta rama: Desnaturalización de los hechos de la 
causa; Quinta rama: Desnaturalización de los hechos de la causa en 
la calificación de error material.- Violación del artículo 33.3 y 33.1 
del Reglamento sobre la Jurisdicción Arbitral.- Desnaturalización de 
los hechos de la causa en otro aspecto.- Segundo Medio: Primera 
rama: Falta de base legal. Segunda rama: Desnaturalización de los 
hechos de la causa: asumir obligaciones determinadas. Tercera 
rama: Desnaturalización del contrato de 15 de diciembre de 1994.- 
Tercer Medio: Violación a los artículos 402 y 403 del Código de 
Procedimiento Civil.- Cuarto Medio: Violación de los artículos 
1147 y siguientes, y 1315 y siguientes del Código Civil. Falta de base 
legal. Primera rama: En cuanto a la ausencia de responsabilidad. 
Segunda rama: En cuanto a la evaluación de los daños y perjuicios 
a cuyo pago se condena”; 

Considerando, que el primer medio propuesto por la 
recurrente, con sus cinco ramas reunidas para su estudio, se 
refiere, en esencia, a que el rechazamiento dispuesto por la Corte 
a-qua, respecto del sobreseimiento del recurso de apelación, 
descansa “en afirmaciones no razonables, vacías de contenido y 
sentido, ya que sólo enuncian textos legales…, por lo que deja 
sin motivos” lo decidido en ese punto; que no es cierto, como 
afirma erróneamente dicha Corte, que el laudo arbitral, que es 
obvio que puede ser apelado, no pueda ser objeto de una acción 
principal en nulidad, ya que es un título emanado de particulares, 
no de un tribunal del orden judicial, por lo que al no haber 
concurrencia de dos recursos contra la misma decisión, la Corte 
a-qua, con esa afirmación, desnaturaliza los hechos de la causa 
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“al dar por ejercida una vía de recurso que no existe”; que, sigue 
argumentando la recurrente, “cuando la Corte de Apelación en 
su sentencia hoy impugnada juzga de oficio la admisibilidad de 
esa demanda en nulidad y, a la vez, decide también de oficio la 
cuestión de la inscripción en falsedad, sin haber sido apoderada 
de ambos asuntos, comete un abuso o exceso de poder…, 
y coloca y juzga en esos aspectos a la Smith-Enron en estado 
de indefensión”, quedando la misma impedida de producir sus 
alegatos al respecto al no ser advertida por la Corte antes de fallar, 
violando así su derecho de defensa; que, a juicio de la recurrente, 
es cierto que los jueces del fondo tienen poder para evaluar 
la seriedad de los pedimentos que les son formulados cuando 
entiendan que pueden afectar la buena administración de justicia, 
pero siempre bajo la condición de que los hechos y circunstancias 
sean apreciados correctamente, ya que son falsas las afirmaciones, 
lo que es fundamento de la inscripción en falsedad ejercida contra 
el laudo, de que la Dra. Margarita A. Tavares, “se trasladó a la sede 
de la Cámara de Comercio y Producción el 8 de abril de 1998, que 
integró el tribunal con los demás árbitros, deliberó sobre el caso a 
su cargo y emitió el fallo conjuntamente con los demás árbitros”, 
lo que constituye una desnaturalización de los hechos; que, por 
otra parte, la recurrente dice que las aseveraciones contenidas 
en el fallo atacado de que, siendo válido el laudo arbitral por 
tener la firma de dos de sus árbitros, lo que constituye mayoría 
por estar de acuerdo, “lejos de constituir un vicio del laudo, lo 
que se advierte es que se trató de un error material al colocar el 
nombre de la Dra. Margarita A. Tavares, quien había renunciado 
antes de que los árbitros se reunieran para tomar su decisión”, 
validando el laudo la Corte a-qua, porque fue suscrito por dos 
árbitros; que tales asertos, aduce la recurrente, violan los artículos 
33.1 y 33.3 del Reglamento sobre la Jurisdicción Arbitral, porque 
en el laudo no se relata la negativa o imposibilidad de la Dra. 
Tavares de estampar su firma, lo que sucedió después del cierre 
y de las firmas con que remata dicha decisión, por lo que “el 
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laudo arbitral es nulo y también lo es la sentencia recurrida” (sic), 
incurriendo dicha Corte en desnaturalización de los hechos de la 
causa, en otro aspecto, concluyen resumidamente los argumentos 
expuestos por la recurrente en el medio analizado; 

Considerando, que, en cuanto a las alegaciones antes descritas, 
la Corte a-qua expuso en las motivaciones del fallo cuestionado, 
que la reforma constitucional del año 1908, que limitó la atribución 
jurisdiccional de la Suprema Corte de Justicia al recurso de 
casación y creó las Cortes de Apelación, “apertura la atribución 
para estas jurisdicciones del conocimiento de los recursos de 
apelación” y que, por consiguiente y en virtud de la Carta Magna 
y la Ley núm. 50-87, y su Reglamento, combinados con el artículo 
1023 del Código de Procedimiento Civil, “las decisiones de la 
Cámara de Comercio y Arbitraje, sólo pueden ser recurribles en 
apelación y no por medio de un recurso o acción principal en 
nulidad”, y que, aún así, al descansar el sobreseimiento solicitado 
en la existencia de una demanda en nulidad incoada por acción 
principal sobre la base de que el Tribunal Arbitral no estuvo 
constituido regularmente debido a la renuncia de su presidente, 
Dra. Margarita A. Tavares, y al expresar la Corte que por aplicación 
del principio de que los jueces deben actuar conforme al interés 
de una buena administración de justicia, “se hace imperativo 
examinar la procedencia o no del sobreseimiento, lo que implica 
valorar discrecionalmente los elementos de la instancia que 
sirven de fundamento al sobreseimiento…, lo que constituye 
en cierta forma evaluar el carácter de su seriedad”; que, en esa 
dirección, la referida Corte a-qua pudo comprobar, mediante la 
documentación aportada al proceso, que el Tribunal Arbitral del 
caso estuvo integrado por “los árbitros Dra. Margarita A. Tavares, 
Joaquín Ramirez de la Rocha y Manuel Bergés Coradín, y que la 
Dra. Margarita A. Tavares presentó su renuncia ante el Consejo 
de la Cámara de Comercio y Producción del Distrito Nacional, 
la que no fue aceptada, conforme a la parte final del Laudo 
Arbitral, en la cual la secretaria del Bufete Directivo del Consejo 
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de Conciliación y Arbitraje” de la citada Cámara de Comercio y 
Producción certifica y da fe de que “el Laudo Final que antecede 
no aparece firmado por la Dra. Margarita A. Tavares, Presidente 
del Tribunal Arbitral, en razón de haber renunciado en fecha 15 de 
enero del año 1998, no obstante haber sido rechazada su renuncia 
por el Bufete Directivo el 24 de marzo de 1998…, no requiriéndose 
designar sustituto conforme a lo establecido en el artículo 18.1 del 
Reglamento, ya que en el expediente consta que al momento de la 
renuncia se habían clausurado los debates y, en esas condiciones, 
debió ser resuelto el asunto por los árbitros restantes conforme” al 
artículo 33.3, o sea, que al quedar conformado el Tribunal Arbitral 
por los dos árbitros restantes y puesto que ambos coincidieron 
con la solución del asunto, este hecho no podía surtir ninguna 
variación, amén de que el laudo firmado por dos de los árbitros es 
perfectamente válido, el cual a la vez tiene la constancia en su parte 
final de que la firma de la Dra. Margarita A. Tavares no figuraba 
porque había renunciado; que, respecto al sobreseimiento basado 
en la existencia de un proceso de inscripción en falsedad, solicitado 
por la hoy recurrente, la Corte a-qua expuso en su fallo que “también 
dicho pedimento debe ser rechazado por frustratorio”, ya que “al 
ser el Laudo Arbitral válido con la firma de dos de sus árbitros, 
lo que constituye mayoría por estar de acuerdo, lo señalado como 
fundamento de la falsedad, lejos de constituir un vicio del laudo, se 
trató de un error material al colocar el nombre de la Dra. Margarita 
A. Tavares, quien había renunciado antes de que los árbitros 
restantes se reunieran para tomar su decisión”, lo que no es causa 
de falsedad, no sólo por estar el laudo firmado por los dos árbitros 
subsistentes, sino al indicarse al pié del mismo “la causa por la que 
no fue firmado por uno de sus miembros”, cumpliéndose así con 
lo previsto en el artículo 33.3 del Reglamento de la Ley núm. 50-87, 
sobre Conciliación y Arbitraje, comprobando la Corte a-qua, como 
consta en la sentencia atacada, que “la actuación de los árbitros 
firmantes está conteste con el acta de misión, así como con el 
reglamento”, concluyen los razonamientos de la referida Corte;
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Considerando, que, en el entendido de que el sobreseimiento 
aludido precedentemente tiene un carácter eminentemente 
facultativo para el juez, no obligatorio por no emanar de la ley, 
la Corte a-qua actuó correctamente cuando procedió a examinar, 
conforme al poder discrecional de los jueces en el caso del 
sobreseimiento facultativo, los argumentos esgrimidos por la hoy 
recurrente en apoyo de su pedimento, en procura de evaluar su 
seriedad y establecer con ello su incidencia o no en la solución 
del “impasse”, como consta en el fallo atacado; que, en efecto, 
el análisis realizado por los jueces a-quo, en el aspecto señalado, 
pone de relieve que, primero en cuanto a la demanda principal 
en nulidad del laudo arbitral basada en que el tribunal de árbitros 
estuvo constituido irregularmente debido a la renuncia de su 
presidente, dichos jueces a-quo comprobaron: a) que el Tribunal 
Arbitral estuvo conformado por tres árbitros; b) que el árbitro 
Dra. Margarita A. Tavares presentó su renuncia el 15 de enero de 
1998; c) que dicha renuncia fue rechazada el 24 de marzo de 1998; 
d) que el Laudo Arbitral fue depositado en la Secretaría de la 
Cámara de Conciliación y Arbitraje del Distrito Nacional el 8 de 
abril de 1998; e) que dicho Laudo no aparece firmado por la Dra. 
Margarita A. Tavares, en razón de su renuncia, no requiriéndose 
designar sustituto, ya que al momento de la renuncia se habían 
clausurado los debates; f) que los árbitros restantes resolvieron el 
asunto, conforme al artículo 33.3 del Reglamento de aplicación 
de la Ley 50-87; g) que dicho texto reglamentario dispone que 
“si el tribunal arbitral está compuesto por más de dos (2) árbitros 
y uno de ellos se rehusa o se encuentra imposibilitado para 
firmarlo, se hará mención de esta circunstancia y el laudo firmado 
por los árbitros restantes tendrá el mismo efecto que si hubiera 
sido firmado por todos los árbitros”; h) que el laudo en mención 
fue firmado por los dos árbitros subsistentes, que coincidieron 
con la solución dada al asunto, el cual tiene la constancia en su 
parte final de que la Dra. Margarita A. Tavares no figuraba con su 
firma, por haber renunciado; 
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Considerando, que, en relación con los hechos y circunstancias 
verificados soberana y válidamente por la jurisdicción a-quo, según 
se ha dicho, ésta emitió en la sentencia cuestionada su criterio 
de que “las decisiones de la Cámara de Comercio y Arbitraje 
sólo pueden ser recurribles en apelación y no por medio de un 
recurso o acción principal en nulidad”, fundamentando el mismo 
en las disposiciones constitucionales que limitaron la atribución 
de la Suprema Corte de Justicia al conocimiento y solución de 
los recursos de casación, e instituyeron las Cortes de Apelación, 
así como basado en la Ley núm. 50-87 y su Reglamento, sobre 
las Cámaras de Comercio y Arbitraje, en combinación con el 
artículo 1023 del Código de Procedimiento Civil; que, en torno 
a tal opinión, esta Corte de Casación estima que, en principio, 
la misma es correcta en buen derecho, por estar conteste con 
las disposiciones legales correspondientes y ser consecuentes 
con los hechos válidamente retenidos en el juicio de que se 
trata; que, en todo caso, el referido criterio jurídico de la Corte 
a-qua no resultaría atendible en la eventualidad de que las partes 
en el compromiso arbitral hubieran renunciado a la apelación 
y estipulado que la solución que se adopte en el laudo resulte 
definitiva e irrevocable, con autoridad de cosa juzgada, cuestiones 
no acordadas en la especie, como se infiere del contrato de 
transacción suscrito por las partes el 15 de diciembre de 1994, de 
referencia; que, de todas maneras, resulta útil consignar aquí que, 
conforme al sistema jurídico sobre la materia establecido en el país 
originario de nuestra legislación, las decisiones arbitrales pueden 
ser impugnadas por apelación o por una acción en nulidad, lo que 
es reconocido por la recurrente, siendo posible esta última sólo 
cuando las partes en el compromiso arbitral hayan renunciado 
a la apelación o cuando se trate de casos en que intervenga un 
amigable componedor, pero que, una vez ejercido el recurso de 
apelación en los asuntos que proceda, la vía de la nulidad queda 
descartada; que, “mutatis mutandi”, como en el presente caso 
la hoy recurrente introdujo un recurso de apelación contra el 
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laudo arbitral y una acción principal en nulidad del mismo, cuyos 
objetivos y sustentación obviamente coinciden, es preciso admitir 
que dichas acciones procesales no pueden coexistir, por estar a 
riesgo y peligro de fallos contradictorios; 

Considerando, que, respecto de la existencia de un proceso 
de inscripción en falsedad, invocado por la hoy recurrente como 
justificante del sobreseimiento pedido por ella, la Corte a-qua 
expuso, para rechazarlo, que “al ser el Laudo Arbitral válido con 
la firma de dos de sus árbitros, lo que constituye mayoría por 
estar de acuerdo, lejos de constituir un vicio del laudo, se advierte 
que se trató de un error material el colocar el nombre de la Dra. 
Margarita A. Tavares, quien había renunciado antes de que los 
árbitros restantes se reunieran para tomar su decisión”, lo que 
“no es causa de falsedad, porque al estar firmado por los dos 
árbitros restantes e indicarse al pie del laudo la causa por la que no 
fue firmado por aquella, se cumplió con lo previsto en el artículo 
33.3 del Reglamento antes citado”; que, en esas circunstancias, las 
motivaciones desarrolladas en la decisión atacada, en los aspectos 
analizados, están concebidas en términos suficientemente claros, 
precisos y pertinentes, sin incurrir en desnaturalización alguna, ni 
tampoco en la insuficiencia de motivos alegada por la recurrente, 
dando al traste con las aseveraciones contenidas en el medio que 
se examina, por inexistentes en la sentencia objetada, tales como 
la alegación de que la Dra. Margarita A. Tavares, “se trasladó a 
la sede de la Cámara de Comercio y Producción el 8 de abril de 
1998, para integrar el tribunal arbitral, deliberar y emitir el fallo 
conjuntamente con los demás árbitros”, cuando en realidad lo 
ocurrido realmente en esa fecha fue el depósito del laudo firmado 
por los dos árbitros subsistentes, y la información sobre la decisión 
de la Dra. Tavares de no firmar el laudo por haber renunciado; 
así como también la afirmación de que la Corte a-qua había 
concluido que existían “dos recursos de apelación”, deduciendo 
esto la recurrente de la expresión usada en sentido lato por dicho 
tribunal de “un recurso o acción principal en nulidad”, deducción 
obviamente errónea y carente de consecuencias jurídicas; 
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Considerando, que, finalmente, los agravios expuestos por la 
recurrente en torno a que la Corte a-qua procedió a “juzgar de 
oficio la admisibilidad de la demanda en nulidad del laudo y a 
decidir también de oficio la cuestión de la inscripción en falsedad, 
sin haber sido apoderada de ambos asuntos”, lo que a juicio 
de la recurrente constituyó “un abuso o exceso de poder”, esta 
Corte de Casación estima, en función del control casacional que 
le otorga la ley, que los razonamientos referidos al respecto por 
los jueces a-quó no constituyen ni implican, en modo alguno, 
pronunciamiento jurisdiccional dirimente, capaces de cualificar los 
derechos o intereses de las partes involucradas, no sólo porque la 
Corte a-qua no estaba apoderada formalmente de tales diferendos, 
ni fueron formuladas conclusiones expresas al respecto, sino en 
razón, principalmente, de que dicha Corte al desarrollar en su 
fallo un análisis de la seriedad de los fundamentos que le servían 
de apoyo al sobreseimiento facultativo de que estaba apoderada, 
para sopesar la justificación y pertinencia del pedimento, lo hizo 
correctamente, en el ejercicio puro y simple del poder discrecional 
de que gozan los jueces del orden judicial, en el manejo y evaluación 
de los elementos de juicio presentes en el proceso, para lograr 
una eficaz administración de justicia, sin que ello pueda conllevar 
conceptualizaciones o pautas vinculantes frente a los tribunales 
realmente apoderados de las acciones en nulidad e inscripción 
en falsedad invocadas por la actual recurrente, como sostén 
del sobreseimiento solicitado; que, por lo tanto, el derecho de 
defensa de la recurrente no fue afectado en absoluto, al contrario, 
sus planteamientos en apoyo del sobreseimiento fueron debida y 
correctamente contestados por la Corte a-qua; que, por todas las 
razones expuestas precedentemente, el medio examinado, y sus 
cinco ramas, carecen de fundamento y deben ser desestimados; 

Considerando, que el segundo medio y sus tres ramas, presentado 
por la recurrente en este caso, sostienen, sucintamente, lo siguiente: 
que, habiendo afirmado la Corte a-qua en su sentencia que la 
Smith/Enron violó “las normas o lineamientos del Banco Mundial, 
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a cuya observación se obligó” dicha empresa en el contrato de 
transacción suscrito entre las partes el 15 de diciembre de 1994, en 
el cual se estipuló la eventual intervención arbitral hoy cuestionada, 
en ninguna parte de la decisión impugnada, sin embargo, “se revela 
cuales son esas normas o lineamientos ambientales del Banco 
Mundial a que se refiere el mencionado contrato de transacción, 
y que la Corte a-qua afirma violadas, sin haber precisado las 
características de cada norma o lineamiento y por cuales razones 
fueron violadas, lo que caracteriza el vicio de falta de base legal” en 
ese aspecto, impidiéndole a esta Corte de Casación determinar si la 
ley fue bien o mal aplicada; que, sigue alegando la recurrente, si bien 
es cierto, como dice la Corte a-qua, que “las obligaciones asumidas 
por Smith/Enron frente a Hotelera del Atlántico, de cumplir con 
las normas o lineamientos ambientales del Banco Mundial, es una 
obligación determinada o de resultado, yerra dicha Corte en las 
consecuencias que deriva de esa sóla calificación, al atribuir al sólo 
hecho de contraer esas obligaciones consecuencias jurídicas que no 
le corresponden, a causa de una prueba que no fue aportada por 
Hotelera”, lo que conforma una desnaturalización de los hechos 
de la causa; que, en la última rama del medio de casación sujeto a 
estudio, la recurrente aduce que “la sentencia incriminada deriva la 
responsabilidad civil de Smith/Enron de algunos medios de prueba 
admitidos por la Corte a-qua, que son insuficientes para derivar 
la responsabilidad civil contractual que regularon y que liga a las 
partes en causa”, ya que “una cosa es haber comprobado que en las 
áreas abiertas del hotel había un polvillo atribuido a emanaciones 
de la planta, lo mismo que un descenso a los lugares de los jueces-
árbitros, afirmando haber escuchado un ruido fuerte (sic) y 
emanaciones mal olientes de la planta, y otra cosa es afirmar que esas 
comprobaciones subjetivas, sin control científico, son pruebas de 
que Smith/Enron violó las normas y lineamientos ambientales del 
Banco Mundial, sin que peritaje alguno demuestre esa violación, lo 
que tipifica la desnaturalización del contrato de transacción suscrito 
entre las partes en causa el 15 de diciembre de 1994”, concluyen las 
alegaciones contenidas en el medio examinado;
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Considerando, que la sentencia impugnada, en su motivación 
concerniente al fondo del recurso de apelación dirimido por la 
Corte a-qua, se hizo eco, y así fue reproducido en su contexto, 
de los señalamientos y conceptos emitidos en el laudo arbitral, 
en el sentido de que “en el artículo primero del contrato de 
transacción en cuestión la parte demandada se obligó a: En 
adición al compromiso de pago de la suma arriba indicada, Smith/
Enron ratifica operar la planta cumpliendo los criterios siguientes: 
1. Control sobre el nivel de ruido producido por la planta de 
manera que el Hotel no sea afectado por ruido proveniente de 
ésta. Siempre y cuando se sigan los lineamientos ambientales 
del Banco Mundial, esta obligación quedará satisfecha;…, y 4. 
Cumplir con las normas ambientales del Banco Mundial en lo 
relativo al manejo de las aguas y posibles desperdicios, si los hubiere 
de la planta, Que esto indicó que se trataba de una obligación 
determinada, como lo fue que se construía la planta según las 
normas y lineamientos del Banco Mundial, además de que la 
planta no afectaría la operación normal del Hotel; que al existir 
pruebas en el expediente, era obligación de Smith/Enron evitar 
o prever antes de instalarse, los ruidos y las emanaciones nocivas 
que pudieran provenir de la planta, pues incluso la demandante le 
había requerido en los tribunales su no construcción y operación 
por el previsible temor de que la planta ahuyentaría sus clientes, 
y es la Smith/Enron la que posteriormente en el Acto de 
Transacción le aseguró a la ahora demandante, que ella construiría 
según las normas o lineamientos del Banco Mundial, lo cual no 
le afectaría las operaciones hoteleras, obligación que la Smith/
Enron no ha cumplido. Las pruebas aportadas por la demandante 
son fehacientes; en primer término, es el propio Consorcio 
Smith/Enron Cogeneration Limited Partnership, quien en el 
referido comunicado que publicó en el mencionado semanario 
El Faro, de la ciudad de Puerto Plata, edición correspondiente 
al 8-14 de septiembre de 1995, admite su responsabilidad en el 
caso, pues pide ‘excusas a la comunidad de Costámbar por los 
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inconvenientes que en estos momentos pueda causarles nuestra 
planta de energía eléctrica ubicada en esta localidad’. Agregando 
que ‘Smith/Enron ha diseñado la planta para que acate todos los 
criterios ambientales y de control de ruido establecidos por el 
Banco Mundial. Este es un compromiso que la empresa tiene, no 
solo con el Banco Mundial, sino con la comunidad de Costámbar 
y con todo el pueblo dominicano”; 

Considerando, que, en adición a esas declaraciones, obviamente 
refrendadas por la Corte a-qua, ésta expuso en el fallo atacado que 
“al hacer las ponderaciones anteriores, el tribunal arbitral dejó 
establecido que la entidad Hotelera del Atlántico, C. por A. tenía 
todo el derecho de accionar ante esa jurisdicción; que esta Sala 
de la Corte entiende pertinente señalar, supliendo así en motivos 
al Laudo Arbitral recurrido, que los contratantes en el referido 
Contrato de Transacción, en su artículo 6 previeron la forma y 
más bien la instancia en donde debatir en caso de que una de 
las partes no cumpliera con su obligación; que precisamente del 
contenido e interpretación del indicado contrato se deja claramente 
establecido que, como la Smith/Enron Cogeneration Limited 
Partnership asumió una obligación de resultado, en caso de no 
cumplir se acudiría ante el Consejo de Conciliación y Arbitraje de 
la Cámara de Comercio y Producción, que fue precisamente lo 
que hizo la entidad Hotelera del Atlántico”, acota la jurisdicción 
a-quo; 

Considerando, que, asimismo, la citada Corte a-qua, al 
manifestar en su fallo que el Tribunal Arbitral establece la falta de 
la Smith/Enron y, por consiguiente, la violación al contrato de 
transacción suscrito entre las partes, transcribe textualmente en 
su decisión otros motivos incursos en el laudo de que se trata, en 
evidente respaldo y adopción de los mismos, del cual reposa en el 
expediente copia auténtica, en el sentido de que “es evidente que 
la prueba del incumplimiento de sus obligaciones por la 
demandada, tiene el carácter de lo irrefragable, puesto que Smith/
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Enron ha admitido claramente en su comunicado dirigido a la 
comunidad de Costámbar y naturalmente incluyendo a su vecino 
Hotel Bayside Hill, y al país en general, los ‘inconvenientes’ 
causados por su ‘planta eléctrica ubicada en la localidad’ y 
asimismo, de manera implícita, admite también, que no ha 
cumplido ‘todos los criterios ambientales y de control de ruido 
establecidos por el Banco Mundial’, de donde se desprende que la 
prueba del incumplimiento aportada por la demandante no ha 
podido ser válidamente destruida; que este Tribunal Arbitral”, 
continua transcribiendo el fallo ahora atacado, “ha examinado las 
pruebas aportadas por la demandante, encaminadas a demostrar 
que el ruido producido por la planta y la lluvia de hollín y humo, 
y demás contaminantes que genera y arroja la misma por sus 
chimeneas, han hecho imposible que el Hotel Bayside Hill pueda 
seguir operando, por cuyo motivo su propietaria, Hotelera del 
Atlántico, S. A., se ha visto obligada a clausurarlo definitivamente, 
según se ha establecido por los Actos Notariales núms. 15, de 
fecha 16 de diciembre de 1995; 16, de fecha 18 de diciembre de 
1995; 17, de fecha 19 de diciembre de 1995; 1, de fecha 3 de enero 
de 1996; 3, de fecha 11 de enero de 1996; 4, de fecha 16 de enero 
de 1996; 5, de fecha 17 de enero de 1996, instrumentados por el 
Dr. Carlos Manuel Finke, Notario Público de los del número para 
el Municipio de Puerto Plata, en los cuales consta que el notario 
actuante comprobó in situ, ‘que la planta produce un ruido 
espantoso… el cual asusta y molesta a todas las personas que 
están en el referido Hotel (el Bayside Hill) y sus alrededores, 
provocando queja de los clientes’; además, que la planta expulsa 
nubes de humos blancos y negros que invaden el Hotel, lanza un 
hollín que se esparce sobre la piscina y el suelo del Hotel. También 
mediante vídeos se ha comprobado el deplorable estado de 
suciedad del Hotel y sus áreas de esparcimiento, debido al hollín 
y otros desperdicios y contaminantes; igualmente merecen crédito 
a este Tribunal Arbitral”, reproduce y adopta la Corte a-qua, “las 
comprobaciones hechas por los técnicos del Instituto Dominicano 
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de Tecnología Industrial (INDOTEC), y por Auditorías e 
Ingenierías, S. A. (AUDING), que aparecen en los respectivos 
informes que ofrecieron al debate por parte de la Hotelera del 
Atlántico, S. A., en el primero de esos informes, de 1996, los 
técnicos de INDOTEC llegaron a los siguientes resultados: 
‘Conclusiones: Tomando en consideración lo expresado 
anteriormente, más la ubicación de las posibilidades de emisión, 
se concluye que los parámetros atmosféricos en el área de estudio 
favorecen la existencia de partículas. El centro emisor se localizaría 
por consiguiente hacia el Este. Los niveles de partículas carbonadas 
(9.5 g/m2 dia) se encuentran por encima de lo permitido por las 
normas establecidas. Dichas partículas, más la presencia de un 
aerosol presumiblemente con componentes de naturaleza lipídica 
son posiblemente los agentes causales de problemas respiratorios 
en la empleomanía del hotel y potenciales agentes contaminantes 
para visitantes broncosensibles’. Otro aspecto causado por dichos 
agentes sería un impacto visual negativo para el demandante de 
servicios (turista), lo que se ha traducido en la disposición de 
mayor tiempo para la limpieza y mantenimiento del área, y, por 
consiguiente, en perjuicio de dicho establecimiento. Los niveles 
de CO se encontraron por debajo de 2.5 ppm durante el período 
de muestreo, el cual es aceptable de acuerdo a las normas 
ambientales existentes. Los niveles de ruidos registrados durante 
el período de muestreo en el área de estudio varían desde intrusivos 
(63.25db) hasta molestos (79.75db), dependiendo de la cercanía 
de la fuente emisora, régimen de viento y barreras físicas’. 
(documento núm. 5 del índice de la demandante de fecha 11 de 
junio de 1996); el segundo informe técnico de la empresa 
AUDING, de fecha 4 de junio de 1996, concluye de la manera 
siguiente: ‘A. Inmisión (y, por tanto, emisión) de partículas muy 
por encima de los limites establecidos en la normativa internacional. 
B. Producción de un nivel de ruido inaceptable para zonas 
destinadas a usos residenciales, con un carácter de desface más 
acusado en las horas nocturnas”. (documento núm. 7 del índice 
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de la demandante de fecha 11 de junio de 1996). Además, este 
tribunal ha ponderado la incidencia que tuvieron en la clausura 
definitiva del Hotel, las comunicaciones de los operadores 
turísticos, dirigidas a la administración del Hotel, y las de la 
operadora del Hotel, la Hotelera Naco, S. A., porque lo expresado 
en las mismas de las quejas de los turistas huéspedes, como las de 
los operadores turísticos, fueron decisivas para que la demandante 
se viera obligada a cerrar su Hotel Bayside Hill; en efecto, en las 
comunicaciones de los operadores turísticos, se insiste en que 
ellos estaban recibiendo constantes quejas de los huéspedes del 
hotel, debido al ‘horrible nivel de ruido de la planta eléctrica’, y 
porque ‘el humo negro de la planta eléctrica hace muy desagradable 
e inaceptable utilizar el área de la piscina”, y también a causa de 
que los ‘huéspedes se quejan de que la planta resulta peligrosa 
para su salud’ (documentos: Nos. 7, 9, 10 del índice de la 
demandante, de fecha 4 de septiembre de 1995; 6, 7, 8 y 14 del 
índice de la demandante de fecha 4 de junio de 1996); la Hotelera 
Naco, S. A., Administradora del Hotel, hizo de conocimiento a la 
Hotelera del Atlántico, S. A., todas esas quejas de los tours-
operadores, de los empleados del hotel y las suyas propias, sin que 
ésta pudiera poner término a las mismas, obviamente porque esos 
problemas no eran generados por el Hotel en sí, y no estaba en su 
facultad resolver esos graves problemas, por lo que ante la pérdida 
de los huéspedes y de los tour-operadores que descartaron vender 
los servicios del Hotel, se vio obligada a cerrarlo; es evidente para 
este Tribunal Arbitral que la obligación ‘de resultado’ contraída 
por Smith/ Enron Cogeneration Limited Partnership, consistió 
en controlar el ruido, el hollín y demás desperdicios y contaminantes 
que eventualmente pudiera producir ‘la planta’ de manera que el 
Hotel no fuera afectado de ningún modo como consecuencia de 
la instalación de la indicada planta. En el presente caso, como ya 
se ha visto, el ruido, el hollín, los desperdicios y demás 
contaminantes no han podido ser controlados por su agente 
generador, la demandada Smith/Enron; de manera que el 
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incumplimiento de esa obligación compromete 
incuestionablemente la responsabilidad civil de la demandada. 
Otra prueba adicional admitida por este Tribunal Arbitral la 
constituye la aportada por la parte demandante sobre el cierre 
definitivo del Hotel Bayside Hill, al cual le fue formalmente 
autorizado su cierre definitivo por Resolución No. 274/96, de 
fecha 28 de mayo de 1996, emitida por el Director General de 
Trabajo, que en el primer ordinal de su dispositivo expresa lo 
siguiente: ‘Primero: Declarar de ha lugar, la solicitud de cierre 
definitivo de la empresa Hotel Bayside Hill Resort, & Beach 
Club”. (documento: No. 15 del índice de la demandante, de fecha 
4 de junio de 1996)’; que, conforme a los motivos externados por 
el Tribunal Arbitral”, expresa la Corte a-qua, “así como por las 
medidas de instrucción celebradas por ese organismo, incluyendo 
una inspección de lugar que realizaron los mismos árbitros en las 
siguientes fechas: 17 de abril, 26 de abril, en mayo, agosto, 20 de 
septiembre, 9 de octubre, 23 de octubre de 1996, y 15 de mayo de 
1997, entendemos que el caso fue valorado conforme a las pruebas 
objetivas, mediante las cuales quedó demostrada la falta, así como 
la responsabilidad de Smith/Enron Cogeneration Limited 
Parnership”; 

Considerando, que de conformidad con los documentos 
que sustentan los motivos y conceptualizaciones transcritas 
anteriormente, depositados en el expediente, específicamente el 
contrato de transacción suscrito por las partes ahora litigantes 
el 15 de diciembre de 1994, esta Corte de Casación ha podido 
establecer que las obligaciones a cargo de la hoy recurrente, para 
operar la planta de generación de energía eléctrica en cuestión, 
provenientes del referido contrato, se concretan principalmente, 
entre otras referencias, al “control sobre el nivel de ruido producido 
por la planta, de manera que el Hotel no sea afectado por ruido 
proveniente de ésta, siempre y cuando se sigan los líneamientos 
ambientales del Banco Mundial” y a “cumplir con las normas 
ambientales del Banco Mundial, en lo relativo al manejo de las aguas 
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y posibles desperdicios”, lo que traduce de manera inequívoca, 
como consecuencia lógica de esas estipulaciones, la obligación 
para la Smith/Enron de garantizar y resguardar, eliminando esos 
elementos, el debido funcionamiento del hotel propiedad de 
la hoy recurrida, que fue la intención evidente de las partes al 
suscribir tales acuerdos, como se desprende de los mismos; que, 
como se aprecia claramente, la obligación contractual a cargo de 
la Smith/Enron tipifica una definida obligación determinada o de 
resultado, en cuyo caso la falta del deudor resulta de la inejecución 
o de la ejecución defectuosa de la estipulación, para presumir la 
culpa del mismo y así comprometer su responsabilidad, salvo por 
supuesto la posibilidad de establecer una causa extraña que no le 
sea imputable, o la ocurrencia de fuerza mayor o de caso fortuito, 
cuestiones éstas inexistentes en la especie; 

Considerando, que, en cuanto a las alegaciones de la recurrente 
de que la hoy recurrida no estableció la prueba de cuáles 
lineamientos ambientales del Banco Mundial fueron violados, 
lo que esgrime como una desnaturalización de los hechos de la 
causa, es preciso puntualizar que la prueba de la inejecución o 
de la ejecución defectuosa de la obligación contractual a cargo 
de la Smith/Enron no consistía en determinar si los términos de 
referencia del Banco Mundial se habían cumplido, sino en que la 
obligación de seguridad incursa en las estipulaciones convenidas 
de “control sobre el nivel de ruido producido por la planta…,” 
y del manejo adecuado de “las aguas y posibles desperdicios” 
provenientes de la referida planta, “de tal manera que el Hotel 
no sea afectado”, se había inejecutado o había tenido una mala 
ejecución, lo que no permitió que el hotel pudiera funcionar útil y 
adecuadamente; que, como se advierte, la culpa o falta contractual 
está contenida en el hecho mismo de la inejecución de la obligación 
o en su ejecución incorrecta, no en la verificación de que se 
incumplieron los “líneamientos ambientales del Banco Mundial”, 
referencias puramente marginales de la obligación principal de 
seguridad a cargo de Smith/Enron, según se ha dicho; que, por 
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tales razones, la alegación de que se trata carece de pertinencia y 
deber ser desestimada;

Considerando, que, en cuanto a las causas que promovieron 
el cierre definitivo del hotel propiedad de la actual recurrida, y la 
prueba misma de esa clausura, la sentencia impugnada manifiesta 
en su contexto, como se ha visto, que el tribunal arbitral comprobó 
regularmente, según consta en el laudo dictado al efecto, así como 
por “las medidas de instrucción celebradas por ese organismo, 
incluyendo una inspección del lugar que realizaron los mismos 
árbitros” en ocho fechas distintas, que “el ruido, el hollín, los 
desperdicios y demás contaminantes” afectaron gravemente 
el funcionamiento normal del “Hotel Bayside Hill”, propiedad 
de la actual recurrida, “debido al horrible nivel de ruido de la 
planta eléctrica y porque el humo negro de la planta eléctrica 
hace muy desagradable e inaceptable utilizar el área de la piscina”, 
así como al “hollín que se esparce sobre la piscina y el suelo 
del Hotel y al deplorable estado de suciedad del mismo y sus 
áreas de esparcimiento”, los cuales hechos “no han podido ser 
controlados por su agente generador, la Smith/Enron”, así 
como la prueba admitida por el tribunal arbitral sobre el cierre 
definitivo del citado Hotel, conforme a Resolución del Director 
General de Trabajo, fechada a 28 de mayo de 1996, expresando la 
Corte a-qua, en conclusión, “que el caso fue valorado conforme 
a las pruebas objetivas” presentadas y sopesadas correctamente 
por los árbitros, quedando “demostrada la falta, así como la 
responsabilidad de la Smith/Enron”, hechos y circunstancias, 
como se observa, regular y justamente retenidos por la jurisdicción 
a-quo; que, en consecuencia, las razones expuestas anteriormente 
demuestran la ineficacia del segundo medio analizado, el cual 
debe ser desestimado;

Considerando, que el tercer medio formulado por la recurrente 
se refiere, en esencia, a que al tenor del artículo 3 del Contrato 
de Transacción suscrito por las partes, la hoy recurrida, como 
consecuencia del pago recibido de US$1,000,000.00 de parte de 
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Smith/Enron, “renunció y consecuentemente desistió a reclamar 
contra Smith/Enron… todo derecho, acción o interés, presente 
o futuro”, por lo que esa estipulación contractual “constituye un 
verdadero desistimiento de acción que tiene como efecto jurídico 
la imposibilidad de que las partes puedan renovar, mediante 
una instancia posterior, las pretensiones extinguidas por efecto 
del desistimiento”, so pena de violar las disposiciones de los 
artículos 402 y 403 del Código de Procedimiento Civil, por lo 
que, tratándose en el caso de un desistimiento de acción, no 
de instancia, con implicaciones jurídicas distintas, el fallo de la 
Corte a-qua desconoce la consecuencia jurídica del desistimiento 
de acción, que es la extinción del derecho reclamado, y viola los 
textos legales antes señalados, concluye el argumento que sustenta 
el medio bajo estudio;

Considerando, que en relación con el agravio antes descrito, 
en el cual subyace la pretensión de impedir o de obstaculizar el 
conocimiento y solución de las controversias que pudieran surgir 
a consecuencia de la ejecución o cumplimiento del contrato de 
transacción del 15 de diciembre de 1994 de que se trata, como 
contrariamente ha acontecido ahora con la presente litis, la Corte 
a-qua expuso en la decisión atacada todos los hechos, elementos y 
circunstancias que sucedieron con posterioridad a dicho convenio 
como derivación de los incumplimientos y/o ejecución defectuosa 
de sus estipulaciones, particular y señaladamente en cuanto 
a la obligación determinada o de resultado a cargo de Smith/
Enron, según se ha dicho, para cuyo caso las partes previeron 
la eventualidad de someter cualquier diferendo al arbitraje de la 
Cámara de Comercio y Producción del Distrito Nacional, Inc., 
conforme al artículo 6 del referido contrato, donde se estipula 
que “toda controversia o reclamo resultante de este contrato 
o relativo al mismo, su incumplimiento, su interpretación, su 
resolución o nulidad, será sometido a arbitraje”, como en efecto 
lo hizo la hoy recurrida, lo que descarta de suyo, en ese plano, el 
desistimiento de acción alegado por la recurrente;
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Considerando, que, sin embargo, es preciso puntualizar que 
el texto del acuerdo transaccional estipula claramente en su 
cláusula dos (2), el objeto y límite de su alcance, cuando señala 
específicamente los actos o acciones de que desistía la hoy 
recurrida, o sea, una demanda en reparación de daños y perjuicios 
y una demanda en referimiento en suspensión de trabajos de 
construcción incoadas contra Smith/Enron, haciendo constar el 
artículo tercero de ese contrato de manera categórica el descargo 
y renuncia a favor de la Smith/Enron, a consecuencia del pago 
recibido por Hotelera del Atlántico, C. por A., a los efectos del 
artículo dos (2) del mismo, desprendiéndose de ese acuerdo 
que tales descargo y renuncia se limitaban exclusivamente a las 
cuestiones específicas que las causaron, es decir, que la suma 
pagada no fue más que el resultado de una evaluación de los 
daños y perjuicios originados hasta la fecha de la transacción, 
no involucrando en absoluto el eventual cierre del Hotel Bayside 
Hill, a causa del incumplimiento o ejecución imperfecta de las 
obligaciones contractuales asumidas por la hoy recurrente, ni una 
posible compensación de daños futuros; que, como se observa 
y se desprende del texto contractual en mención, el descargo y 
renuncia señalados estuvieron circunscritos, taxativamente, a las 
acciones judiciales aludidas en la transacción y a las cuestiones 
subsecuentes, presentes o futuras, derivadas de las acciones y 
actos judiciales desistidos, no a los actos, violaciones o actuaciones 
posteriores de Smith/Enron que determinaran el cierre definitivo 
del Hotel, como en efecto ocurrió; que, por tales razones, el medio 
analizado carece de fundamento y debe ser desestimado;

Considerando, que en la primera rama del cuarto medio 
esbozado por la recurrente, ésta sostiene que el laudo arbitral y la 
sentencia ahora recurrida señalan pruebas de los incumplimientos 
incurridos por Smith/Enron, a las obligaciones que asumiera en 
el contrato de transacción, pruebas que, al decir de la recurrente, 
“no constituyen elementos probatorios”, ya que esas obligaciones 
contractuales “tienen como ámbito jurídico el de las normas y 
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lineamientos del Banco Mundial”, y, en tal virtud, es en referencia 
a tales lineamientos y normas que deben ser medidos los 
compromisos de Smith/Enron, por lo que hay que determinar 
a qué ésta se obligó, y para ello hay que probar cuales son esas 
normas y lineamientos, como se ha expresado en “uno de los 
medios de casación que anteceden”; que, además, la recurrente 
cuestiona en esta rama casacional los elementos de prueba 
retenidos por la Corte a-qua para sustanciar su criterio y juzgar 
como lo hizo, y a esos fines emite una serie de argumentos ya 
reproducidos, con otras palabras, en medios anteriores;

Considerando, que esta Corte de Casación ha podido apreciar, 
con la simple lectura del medio en cuestión, primera rama, 
que las argumentaciones que contiene el mismo, relativas a las 
denominadas “normas y líneamientos del Banco Mundial” y a 
las pruebas documentales escrutadas por el tribunal arbitral y la 
Corte a-qua, no son más que una mera repetición, en el fondo, 
de los alegatos expuestos por la recurrente en otros medios ya 
examinados y dirimidos por esta Corte y que, por esas razones, 
resulta innecesario un nuevo análisis sobre el particular; que, 
por lo tanto, los mismos carecen de pertinencia y deben ser 
desestimados;

Considerando, que la segunda rama del cuarto medio en 
cuestión, denuncia que la valoración de los daños y perjuicios 
que hace el tribunal arbitral y que ratifica la Corte a-qua, se refiere 
a dos informes mal calificados de periciales y a otros informes 
y cuadros, rendidos a requerimiento de la actual recurrida, 
haciendo al respecto la recurrente, en su memorial, un desgloce 
crítico de las condenaciones pecuniarias acordadas en la especie, 
calificándolas como producto de una “desenfrenada evaluación” 
(sic); que, por otra parte, la recurrente se queja de que no procede 
la indemnización por los supuestos daños morales sufridos por 
la entidad recurrida, que como persona jurídica no pudo haber 
experimentado algún tipo de sufrimiento, posibilidad factible sólo 
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cuando se trata de una persona física, susceptible de manifestar 
sentimientos por un atentado a su fama o reputación personal;

Considerando, que la sentencia objetada, en torno a la 
magnitud de los daños irrogados a la Hotelera del Atlántico, 
S. A., como consecuencia de la inejecución o ejecución 
defectuosa de la obligación de resultado o determinada, asumida 
contractualmente en la especie por la Smith/Enron, según se 
ha expuesto precedentemente, consigna en su contexto que los 
jueces arbítrales actuantes en el caso, procedieron correctamente 
de conformidad con su poder soberano de apreciación, lo que 
fue corroborado por la Corte a-qua, sirviéndose de “los informes 
periciales del Lic. Ruben A. Torres Reynoso en lo relativo 
al aspecto contable financiero; informe del perito Francisco 
Geraldez, de fecha catorce (14) de marzo del año mil novecientos 
noventa y siete (1997)”, designado expresamente por el Tribunal 
de Arbitraje el 9 de octubre de 1996; “informe de los consultores 
Díaz Hallon & Asociados, S. A., en cuanto a tasación de equipos, 
en fecha 26 de abril del año 1996; y de los informes siguientes: 
Cuadro del Hotel Bayside Hill, contentivo del por ciento de 
ocupación de los años 1993/1994 y 1994/1995; cuadro del Hotel 
Bayside Hill, contentivo del por ciento del número de huéspedes 
pagando de los años 1993/1994 y 1994/1995; cuadro del Hotel 
Bayside Hill, contentivo del por ciento del número de huéspedes 
pagando de los años 1993/1994; 1994/1995 y 1995/1996; cuadro 
del Hotel Bayside Hill, contentivo de la relación de ingresos 
durante los años 1993/1994; 1994/1995 y 1995/1996; cuadro 
del Hotel Bayside Hill, contentivo del gráfico de por cientos de 
ocupación durante los años 1994 y 1995; que para ello dieron por 
establecido lo siguiente: 1. La pérdida del terreno por un valor de 
cuatro millones de pesos con 00/100 (RD$4,000,000.00), ya que 
no podían ser utilizados para proyectos turísticos, pese a que el 
Reglamento Regional de la Ley 256, de fecha trece (13) de enero 
del año mil novecientos setenta y cinco (1975) prohibía que en el 
área de Costámbar se hicieran construcciones destinadas a otras 



Primera Cámara de la Suprema Corte de Justicia	 239

Pr
im

er
a 

C
ám

ar
a

actividades que no sean lucrativas; 2. Valoración de la pérdida del 
Edificio del Hotel Bayside Hill y sus instalaciones complementarias, 
así como de las maquinarias y equipos muebles ascendentes a la 
suma de ochenta y tres millones de pesos (RD$83,000,000.00); 3. 
Valoración de los daños y perjuicios, pasados, presentes y futuros, 
así como los daños morales, tomando en consideración la vida 
útil del hotel proyectada hasta el 2005, deduciendo el monto de 
cien millones de pesos (RD$100,000,000.00), por concepto del 
denominado Método de Ingresos, mediante el cual fue calculada 
la pérdida de los beneficios futuros; montos estos, que han sido 
fijados conforme a las tasaciones de las indicadas firmas, así como 
la evaluación hecha conforme a la facultad de apreciación de los 
jueces, la cual fue racional y objetiva; por lo que esta Sala de la 
Corte entiende que el monto cuantificado es justo y razonable”; 

Considerando, que, en esas circunstancias e independientemente 
de que la hoy recurrente nunca impugnó oportunamente en 
el curso del proceso de fondo y en la forma establecida por la 
ley, la regularidad y validez de las pruebas sometidas al debate, 
según se desprende del expediente, la evaluación de esas pruebas, 
presentadas al escrutinio de la Corte a-qua, ha obedecido al ejercicio 
del poder soberano de apreciación que le otorga la ley a los jueces, 
quienes en este caso, como se extrae del fallo cuestionado, no han 
incurrido en la desnaturalización ni desconocimiento del alcance 
jurídico de las mismas, al contrario, han sopesado adecuadamente 
las implicaciones y consecuencias de ellas, lo que escapa al control 
casacional de que es titular esta Suprema Corte de Justicia; 

Considerando, que, respecto al reproche casacional de que una 
entidad jurídica no es susceptible de ser indemnizada por daños 
morales, expuesto por la recurrente en su memorial, esta Corte 
de Casación ha comprobado en el expediente de la causa, que la 
hoy recurrente omitió plantear esa queja, en modo alguno, por 
ante los jueces del fondo, incluida la Corte a-qua, y que, como 
no puede hacerse valer ante la Suprema Corte de Justicia, en sus 
funciones de casación, ningún medio que no haya sido expresa o 
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implícitamente sometido al tribunal de donde proviene la sentencia 
atacada, como es el caso, el medio que sustenta dicho agravio es 
nuevo en casación y, por tanto, resulta inadmisible; que, no obstante 
esa inadmisibilidad, esta Corte estima útil verificar, en uso del 
control casacional que le otorga la ley y en procura de esclarecer 
debidamente, en derecho, la amplitud y los límites litigiosos en 
que se ha desenvuelto este caso, que, si bien es cierto que la 
sentencia impugnada y el dispositivo del laudo arbitral se refieren 
en sentido difuso a “daños morales”, sin mayor explicación ni 
cuantificación ni desarrollo de ese concepto, no menos verdadero 
es que a renglón seguido, después de esa simple mención en la 
evaluación de los daños materiales y, como corolario de la misma, 
hace referencia “a la vida útil del hotel proyectada hasta el 2005”, 
al cálculo de “la pérdida de los beneficios futuros” y al monto 
de los mismos, fijados al tenor de las tasaciones regularmente 
aportadas al proceso y de la facultad de apreciación de los jueces, 
lo que comprende de manera inequívoca el lucro cesante y el 
daño emergente, éste último consignado en las páginas 105 y 106 
del fallo objetado, previstos en el artículo 1149 del Código Civil; 
que, en esa situación, la noción de “daños morales” referida en 
los motivos del fallo atacado y en el dispositivo del laudo arbitral, 
no puede estar ligada o relacionada con las pérdidas sufridas y las 
ganancias dejadas de percibir por la compañía recurrida, cuestiones 
puramente materiales o económicas, no de índole moral o ético, 
por lo que la simple alusión en la sentencia atacada al concepto 
“daños morales” no se corresponde, en modo alguno, con los 
hechos y circunstancias realmente dilucidados en el presente 
caso por los jueces del fondo, tanto en primer como en segundo 
grado de jurisdicción, relativos dichos hechos exclusivamente a 
los daños y perjuicios materiales consecuentes de la inejecución 
o ejecución defectuosa de la obligación contractual a cargo de la 
Smith/Enron, por lo que la mención de que se trata constituye 
un mero error de identificación de los daños ocasionados a la 
recurrida de carácter, según se ha dicho, puramente económico, 
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referencia conceptual de naturaleza obviamente intrascendente, 
sin mayores consecuencias; que, por las razones expresadas 
anteriormente, la única e inoperante referencia a “daños morales” 
contenida en el fallo cuestionado, afianza la evidencia de que los 
jueces inferiores se limitaron a considerar en sus decisiones sólo 
las pérdidas sufridas y las ganancias dejadas de percibir por la 
compañía recurrida, cuestiones de índole puramente material, sin 
ligazón alguna al concepto “daños morales”, procede, en tales 
condiciones, considerar sin fundamento el agravio en cuestión, 
en el entendido, como se ha determinado anteriormente, que 
la presente controversia nunca incluyó la noción de “daños 
morales”, ni las decisiones de los jueces del fondo cuantificaron 
ni expusieron motivo alguno sobre ese concepto, al contrario, los 
resultados dirimentes de la litis en cuestión se circunscribieron a 
sopesar y retener, únicamente, cuestiones de hecho concernientes 
al daño emergente y al lucro cesante sufridos por la actual recurrida, 
de carácter eminentemente económico, como consta en los fallos 
intervenidos en este caso; que, por consiguiente, el medio en 
cuestión no tiene asidero jurídico alguno y debe ser desestimado, 
y con ello, y el rechazamiento precedente de los demás medios, el 
presente recurso de casación debe correr la misma suerte.

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de casación 
interpuesto por la Smith/Enron Cogeneration Limited Partnership 
contra la sentencia dictada en atribuciones civiles el 28 de julio del 
año 2006, por la Segunda Sala de la Cámara Civil y Comercial 
de la Corte de Apelación del Distrito Nacional, cuyo dispositivo 
aparece reproducido en otro lugar de este fallo; Segundo: 
Condena a la parte recurrente al pago de las costas procesales, 
con distracción de las mismas en beneficio de los abogados Dres. 
José Antonio Columna y Salvador Jorge Blanco, y Licdos. Juan 
Ml. Ubiera, Rosa Dolores Battle Jorge, Gonzalo Mejía Arnal y 
Manuel Ramón Tapia López, quienes aseguran haberlas avanzado 
en su mayor parte.
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Así ha sido hecho y juzgado por la Cámara Civil de la Suprema 
Corte de Justicia, y la sentencia pronunciada por la misma en la 
ciudad de Santo Domingo de Guzmán, en su audiencia pública 
del 11 de marzo de 2009, años 165º de la Independencia y 146º 
de la Restauración.

Firmado: Rafael Luciano Pichardo, Eglys Margarita Esmurdoc, 
Ana Rosa Bergés Dreyfous y José E. Hernández Machado. 
Grimilda Acosta, Secretaria General.

La presente sentencia ha sido dada, firmada y pronunciada por 
los señores Jueces que figuran al pie, en la audiencia pública del 
día, mes y año en ella expresados, y fue firmada, leída y publicada 
por mí, Secretaria General, que certifico.
www.suprema.gov.do
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SENTENCIA DEL 11 DE MARZO DE 2009, NÚM. 12
Sentencia impugnada:	 Corte de Apelación de Santiago, del 22 de 

octubre de 1986.
Materia:	 Laboral.
Recurrente:	 Julio R. Matías Hernández.
Abogado:	 Dr. Héctor O. Pichardo Cabral.
Recurrido:	 Enrique Rivero Merida.
Abogado:	 Lic. Luis Manuel Fco. Sosa Almánzar.

CÁMARA CIVIL

Rechaza

Audiencia pública del 11 de marzo de 2009.
Preside: Rafael Luciano Pichardo.

 
Dios, Patria y Libertad

En Nombre de la República, la Cámara Civil de la Suprema 
Corte de Justicia, actuando como Corte de Casación, dicta en 
audiencia pública la sentencia siguiente: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por el señor Julio R. 
Matías Hernández, dominicano, mayor de edad, portador de la 
cédula de identificación personal núm. 64920 serie 31, domiciliado 
y residente en la ciudad de Santiago, contra la sentencia dictada 
por la Corte de Apelación de Santiago el 22 de octubre de 1986, 
cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído en la lectura de sus conclusiones al Licdo. Luis Manuel 
Fco. Sosa Almánzar, abogado del recurrido;
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Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la 
República;

Visto el memorial de casación depositado en la Secretaría 
General de la Suprema Corte de Justicia el 22 de diciembre de 
1986, suscrito por el Dr. Héctor O. Pichardo Cabral, abogado de 
la parte recurrente, en el cual se invocan los medios de casación 
que se indican más adelante;

Visto el memorial de defensa depositado en la Secretaría 
General de la Suprema Corte de Justicia el 27 de enero de 1987, 
suscrito por el Licdo. Luis Manuel Fco. Sosa Almánzar, abogado 
de la parte recurrida, Enrique Rivero Merida; 

Vista la Ley núm. 25 de 1991, modificada por la Ley núm. 156 
de 1997 y los artículos 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación;

Visto el auto dictado 25 de febrero de 2009, por el magistrado 
Rafael Luciano Pichardo, Presidente de la Cámara Civil de la 
Suprema Corte de Justicia, por medio del cual se llama a sí mismo 
y a los magistrados Eglys Margarita Esmurdoc, Margarita A. 
Tavares, Ana Rosa Bergés Dreyfous y José E. Hernández Machado, 
jueces de esta cámara, para integrar la misma en la deliberación y 
fallo del recurso de casación de que se trata, de conformidad con 
las Leyes núms. 684 de 1934 y 926 de 1935; 

La CORTE, en audiencia pública del 29 de junio de 1988, 
estando presentes los jueces Néstor Contín Aybar, Fernando E. 
Ravelo de la Fuente, Leonte R. Alburquerque Castillo, Máximo 
Puello Renville, Abelardo Herrera Piña, Federico Natalio Cuello 
López y Rafael Richiez Saviñón, asistidos del Secretario General, 
y después de haber deliberado los jueces signatarios de este fallo;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo de 
una demanda en rescisión de contrato, daños y perjuicios, y 
desalojo, incoada Carmen Mérida Espejo Vda. Rivero contra Julio 
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R. Matías Hernández, la Cámara Civil, Comercial y de Trabajo de 
la Primera Circunscripción del Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Judicial de Santiago dictó el 27 de noviembre de 1984, la 
sentencia cuyo dispositivo es el siguiente: “Primero: Pronuncia 
el defecto por falta de comparecer del señor Julio R. Matías H., 
por falta de comparecer; Segundo: Se pronuncia la rescisión del 
contrato de venta intervenido entre la señora Carmen Mérida 
Vda. Rivero y el señor Julio R. Matías H., por incumplimiento 
por parte del comprador en el pago integro del precio en la fecha 
convenida; Tercero: El tribunal rechaza el pedimento de desalojo 
por no ser materia de su competencia; Cuarto: Se condena al 
señor Julio R. Matías H., al pago de una indemnización a favor 
de la señora Carmen Mérida Espejo Vda. Rivero, por los daños 
y perjuicios morales y materiales experimentados por ella, 
siendo dicha indemnización justificada por estado; Quinto: Se 
condena al señor Julio R. Matías H., al pago de un astreinte a 
razón de cincuenta pesos oro (RD$50.00) diarios a favor de la 
demandante, a partir de la notificación de la presente sentencia 
y hasta que el demandado entregue los efectos o cumpla 
plenamente con el contrato; Sexto: Se condena al señor Julio R. 
Matías H., al pago de las costas del procedimiento ordenando su 
distracción en provecho del Licdo. Luis Manuel Francisco Sosa 
Almánzar, abogado que afirma estarlas avanzando en su mayor 
parte; Séptimo: Se comisiona al ministerial Carlos Aybar Inoa, 
Ordinario de la Corte de Apelación del Departamento de Santiago 
para la notificación de la presente sentencia”; b) que recurrida 
en apelación, dicha sentencia, la Corte de Apelación de Santiago, 
dictó el 18 de julio de 1986, una sentencia, cuyo dispositivo es 
el siguiente: “Primero: Declara bueno y válido, en la forma, 
el presente recurso de apelación; Segundo: Ratifica el defecto 
pronunciado en audiencia contra la parte intimante, señor Julio 
R. Matías H., por falta de concluir de su abogado constituido y 
apoderado especial Dr. Héctor Valenzuela; Tercero: Acoge las 
conclusiones de la parte intimada y, en consecuencia, la descarga 
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pura y simplemente de la demanda en apelación interpuesta por 
la defectuante; Cuarto: Condena al señor Julio R. Matías H., al 
pago de las costas, con distracción de las mismas en provecho 
del Licdo. Luis Manuel Fco. Sosa Almánzar, abogado que afirma 
estarlas avanzando en su totalidad; Quinto: Comisiona al Alguacil 
de Estrados de esta Corte de Apelación, ciudadano Santiago 
Batista, para la notificación de la presente sentencia”; c) que sobre 
el recurso de oposición interpuesto intervino la sentencia ahora 
impugnada con el siguiente dispositivo: “Primero: Ratifica el 
defecto pronunciado en audiencia contra la parte intimante, señor 
Julio R. Matías H., por falta de concluir de su abogado constituido 
y apoderado especial, Dr. Filiberto C. López P.; Segundo: 
Declara inadmisible el recurso de oposición interpuesto por el 
señor Julio R. Matías H. contra la sentencia dictada en defecto 
por esta Corte de Apelación, en fecha 18 del mes de julio del año 
1986, por reputarse contradictoria de acuerdo al articulo 434 del 
Código de Procedimiento Civil; Tercero: Condena al señor Julio 
R. Matías H., al pago de las costas del procedimiento, ordenando 
su distracción a favor del Licdo. Luis Manuel Fco. Sosa Almánzar, 
abogado que afirma estarlas avanzando en su totalidad; Cuarto: 
Comisiona al Alguacil de Estrados de esta Corte de Apelación, 
ciudadano Santiago Batista, para la notificación de la presente 
sentencia”;

Considerando, que el recurrente propone en apoyo en su 
recurso, los siguientes medios de casación: “Primer Medio: 
Violación artículo 141 del Código de Procedimiento Civil, por 
falta de motivación de la sentencia; Segundo Medio: Violación 
artículo 724 Código de Procedimiento Civil, por falta de calidad 
de uno de los demandantes; Tercer Medio: Violación artículo 
1134 del Código Civil, por no determinar cuál contrato ha sido 
objeto de una rescisión, ni la fecha del contrato, ni su objeto; 
Cuarto Medio: Violación al artículo 1315 del Código Civil, por 
no haber enunciado los hechos probatorios de la demanda”; 
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Considerando, que en cuanto al segundo medio de casación 
el recurrente sustenta que la sentencia admite una demandante 
original, que es la señora Carmen Mérida Espejo viuda de Rivero 
contra el señor Enrique Rivero Mérida, pero sin especificar 
en ninguna parte en qué calidad entra este nuevo actor en el 
procedimiento;

Considerando, que la parte recurrente incurrió en defecto ante 
la Corte a-qua y en consecuencia es obvio que no planteó dicho 
medio de inadmisión, ante la misma por lo que se trata de un 
medio nuevo; que no se puede hacer valer ante la Suprema Corte 
de Justicia en funciones de Corte de Casación, ningún medio 
que no haya sido expresa o implícitamente propuesto en sus 
conclusiones por la parte que lo invoca ante el tribunal del cual 
proviene la decisión atacada, a menos que la ley le haya impuesto 
su examen de oficio en un interés de orden público; que en esas 
condiciones, y como en la especie no se trata de cuestiones que 
interesan al orden público, el medio propuesto es nuevo y como 
tal, resulta inadmisible;

Considerando, que en el primer, tercer y cuarto medio de 
casación, el recurrente sustenta que la Corte a-qua incurrió en 
falta de motivación, no determinó cual contrato había sido objeto 
de una rescisión, su fecha y objeto, ni los hechos probatorios de 
la demanda;

Considerando, que como se comprueba, que la Corte a-qua se 
limitó en la sentencia impugnada a declarar inadmisible el recurso 
de oposición por haberse interpuesto contra una sentencia en 
defecto del recurrente y en consecuencia reputada contradictoria, 
por lo que no tenía que pronunciarse sobre los argumentos 
sustentados por el recurrente en relación con el fondo de la 
contestación, en consecuencia procede el rechazo de los indicados 
medios y con ellos el recurso de que se trata.

Por tales motivos: Primero: Rechaza el recurso de casación 
interpuesto por Julio R. Matías Hernández, contra la sentencia 
dictada por la Cámara Civil de la Corte de Apelación de Santiago 
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el 22 de octubre de 1986, cuya parte dispositiva figura en otro 
lugar de este fallo; Segundo: Condena a la parte recurrente al 
pago de las costas procesales, con distracción de las mismas en 
favor del Lic. Luis Manuel Fco. Sosa Almánzar, abogado de la 
parte recurrida, quien afirma haberlas avanzado en su totalidad.

Así ha sido hecho y juzgado por la Cámara Civil de la Suprema 
Corte de Justicia, y la sentencia pronunciada por la misma en la 
ciudad de Santo Domingo de Guzmán, en su audiencia pública 
del 11 de marzo de 2009, años 165º de la Independencia y 146º 
de la Restauración.

Firmado: Rafael Luciano Pichardo, Eglys Margarita Esmurdoc, 
Margarita A. Tavares, Ana Rosa Bergés Dreyfous y José E. 
Hernández Machado. Grimilda Acosta, Secretaria General.

La presente sentencia ha sido dada, firmada y pronunciada por 
los señores Jueces que figuran al pie, en la audiencia pública del 
día, mes y año en ella expresados, y fue firmada, leída y publicada 
por mí, Secretaria General, que certifico.
www.suprema.gov.do
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SENTENCIA DEL 11 DE MARZO DE 2009, NÚM. 13
Sentencia impugnada:	 Corte de Apelación de Montecristi, del 15 

de febrero de 1988.
Materia:	 Civil.
Recurrente:	 Armando Dilecio Toribio.
Abogados:	 Licdos. José Cristóbal Cepeda Mercado 

y Carlos Lulo Yapor y Dr. Reynaldo José 
Ricart.

Recurrido:	 José E. González.
Abogado:	 Dr. Federico G. Juliao G.

CÁMARA CIVIL

Rechaza 

Audiencia pública del 11 de marzo de 2009.
Preside: Rafael Luciano Pichardo.

 
Dios, Patria y Libertad

En Nombre de la República, la Cámara Civil de la Suprema 
Corte de Justicia, actuando como Corte de Casación, dicta en 
audiencia pública la sentencia siguiente: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Armando Dilecio 
Toribio, dominicano, mayor de edad, soltero, agricultor, portador 
de la cédula de identificación personal núm. 10044, serie 40, 
domiciliado y residente en esta ciudad, contra la sentencia dictada 
por la Corte de Apelación de Montecristi el 15 de febrero de 
1988, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído en la lectura de sus conclusiones al Dr. Eladio Lozada 
Grullón, en representación del Dr. Federico G. Juliao G., abogado 
de la parte recurrida, José E. González;
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Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la 
República;

Visto el memorial de casación depositado en la Secretaría 
General de la Suprema Corte de Justicia el 3 de junio de 1988, 
suscrito por el Licdo. José Cristóbal Cepeda Mercado, por sí y 
por el Licdo. Carlos Lulo Yapor y el Dr. Reynaldo José Ricart, 
abogados de la parte recurrente, en el cual se invocan los medios 
de casación que se indican más adelante; 

Visto el memorial de defensa depositado en la Secretaría 
General de la Suprema Corte de Justicia el 25 de junio de 1988, 
suscrito por el Dr. Federico G. Juliao G., abogado del recurrido, 
José E. González; 

Vista la Ley núm. 25 de 1991, modificada por la Ley núm. 156 
de 1997 y los artículos 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación; 

Visto el auto dictado el 13 de febrero de 2009, por el magistrado 
Rafael Luciano Pichardo, Presidente de la Cámara Civil de la 
Suprema Corte de Justicia, por medio del cual se llama a sí mismo 
y a los magistrados Eglys Margarita Esmurdoc, Margarita A. 
Tavares, Ana Rosa Bergés Dreyfous y José E. Hernández Machado, 
jueces de esta cámara, para integrar la misma en la deliberación y 
fallo del recurso de casación de que se trata, de conformidad con 
las Leyes núms. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La CORTE, en audiencia pública del 10 de mayo de 1989, 
estando presente los Jueces, Néstor Contín Aybar, Fernando E. 
Ravelo de la Fuente, Leonte R. Alburquerque Castillo, Máximo 
Puello Renville, Abelardo Herrera Piña, Octavio Piña Valdez, 
Federico Natalio Cuello López y Rafael Richiez Saviñón, asistidos 
del Secretario General de la Suprema Corte de Justicia, y después 
de haber deliberado los jueces signatarios de este fallo;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que con 
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motivo de una demanda en daños y perjuicios, intentada por 
Armando Dilecio Toribio contra José E. González, la Cámara 
Civil, Comercial y de Trabajo del Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Judicial de Montecristi dictó el 21 de octubre de 1986 
una sentencia cuyo dispositivo es el siguiente: “Primero: Que 
debe acoger, como al efecto acoge hasta la suma de veinticinco 
mil pesos oro (RD$25,000.00), las conclusiones presentadas por 
el demandante señor Armando Dilecio Toribio, contra el señor 
José Armando González, por el concepto indicado en el acto de 
emplazamiento; Segundo: Que debe condenar, como al efecto 
condena, al señor José Eugenio González, al pago inmediato 
de la suma de veinticinco mil pesos oro (RD$25,000.00), a 
favor del señor Armando Dilecio Toribio, por el concepto 
más arriba indicado; Tercero: Que debe condenar, como al 
efecto condena, al señor José Eugenio González, al pago de los 
intereses legales, de dicha suma a partir de la fecha de la demanda 
en justicia, sin perjuicio de aquellos intereses convenidos, a 
favor del demandante; Cuarto: Que debe rechazar, como al 
efecto rechaza, las conclusiones presentadas por el abogado 
del demandado, por improcedentes y mal fundadas en derecho; 
Quinto: Condena al señor José Eugenio González, al pago 
de las costas del procedimiento, con distracción de las mismas 
en provecho de los Licdos. José Cristóbal Cepeda Mercado y 
Carlos Lulo Yapor, abogados del demandante, quienes afirman 
haberlas avanzado en su totalidad”; b) que sobre la sentencia 
anteriormente citada, se interpuso un recurso de apelación en el 
cual la Corte de Apelación de Montecristi en fecha 15 de febrero 
de 1988, dictó la sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo 
es el siguiente: “Primero: Declara bueno y válido en cuanto a la 
forma el recurso de apelación, por haber sido hecho en tiempo 
hábil; Segundo: En cuanto al fondo revocar en todas sus partes 
la sentencia apelada por haber hecho el juez a-quo una mala 
apreciación de los hechos y una errónea aplicación del derecho; 
Tercero: Rechazar la demanda incoada por la parte demandante 
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originaria por improcedente y mal fundada en derecho; Cuarto: 
Condenar a la parte demandante originaria al pago de las costas 
del procedimiento con distracción de las mismas a favor del Dr. 
Federico G. Juliao G., quien afirma haberlas avanzando en su 
totalidad”; 

Considerando, que el recurrente propone los siguientes 
medios de casación: “Primer Medio: Violación de los artículos 
1382, 1383, 1384 y 1385 del Código Civil; Segundo Medio: Falta 
de motivos; Tercer Medio: Desnaturalización de las pruebas, de 
los hechos y falta de base legal”; 

Considerando, que en el desarrollo de su primer medio el 
recurrente alega que ha quedado demostrado en el presente caso 
que el señor José Eugenio González era el propietario o dueño 
del caballo y además de la finca al momento de producirse el 
accidente que nos ocupa y tenía un poder de mando sobre el 
referido animal, existiendo en su contra una presunción de 
responsabilidad, al ser la persona que se servía de él y por tanto 
queda a su cargo la obligación de guarda correlativa a los poderes 
de dirección, de control y de uso que caracterizan al guardián 
de la finca y al del animal; que en ninguna parte de la sentencia 
impugnada contiene una relación de hechos que permita al 
señor José Eugenio González liberarse de la presunción de 
responsabilidad que establece el artículo 1385 del Código Civil, y 
1382, 1383 y 1384 del mismo código; 

Considerando, que el examen de la sentencia impugnada pone 
de manifiesto que la Corte a-qua comprobó lo siguiente: a) que el 
9 de noviembre de 1985 falleció el menor Ruddy Toribio Álvarez 
a consecuencia de los golpes y heridas recibidos al caerse y ser 
arrastrado por un mulo; b) que el propietario de la finca en donde 
ocurrió ese trágico suceso y del referido animal lo era el señor 
José E. González; c) que, según las declaraciones de los testigos, 
a pesar de que a dicho menor sus familiares le dijeron que no 
fuera a la referida finca éste fue a escondidas, penetró en ella, 
sin autorización, y allí encontró un burro amarrado, lo soltó y se 
montó en él, lo cual tuvo un desenlace fatal;
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Considerando, que si bien el artículo 1385 del Código Civil 
dispone que: “El dueño de un animal, o el que se sirve de él, 
por el tiempo de su uso, es responsable del daño que ha causado 
aquel, bien sea que estuviese bajo su custodia, o que se le hubiera 
extraviado o escapado”, la presunción de responsabilidad que 
pesa sobre el propietario de un animal o de la persona que se 
sirve de él, consagrada en el citado texto legal, sólo puede ser 
destruida si se demuestra la existencia de un caso fortuito, de 
fuerza mayor, la falta de la víctima o de una causa extraña que 
no le sea imputable; que en la especie el recurrido ha probado, 
para liberarse de la responsabilidad puesta a su cargo, a través 
de los testimonios ofrecidos al tribunal de primera instancia con 
relación al presente caso, la ocurrencia de la falta exclusiva de la 
víctima, como lo admitieron los jueces del fondo, por lo cual el 
medio invocado carece de fundamento y debe ser desestimado; 

Considerando, que el recurrente sustenta en el segundo y 
tercer medios de su recurso, los cuales se examinan reunidos 
por convenir a la solución del presente caso, lo siguiente: que no 
se establece en ninguna parte de la sentencia recurrida en qué 
consistió la imprudencia y culpa de la víctima, más bien se hizo 
eco de las afirmaciones del abogado del demandado de por sí parte 
interesada, violando así las disposiciones legales que prescriben 
que, tanto en materia penal como en civil, los tribunales están en la 
obligación de establecer en sus sentencias de una manera precisa 
y suficientes, los motivos de derecho como de hechos en que 
fundamentan sus decisiones, así lo establecen los textos legales y 
la jurisprudencia constante; que también alega el recurrente que 
la Corte a-qua no ponderó en su justa dimensión el informativo 
testimonial que arrojó como elementos principales lo siguiente: 
a) que el señor José Eugenio González, era propietario del animal 
al momento de producirse el suceso, y dueño de la finca en que 
se produjo la muerte del menor; b) que dicho señor no tomo 
todas las precauciones y medidas necesarias para que un hecho 
de tal magnitud sucediera, tanto él personalmente, así como sus 
empleados o trabajadores;
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Considerando, que la sentencia recurrida hace constar en su 
motivación que “ el Tribunal a-quo realizó un informativo del caso 
en cuestión, en donde se demostró que el animal se encontraba 
amarrado en una propiedad del señor José Eugenio González ”; 
que, continúa exponiendo el fallo atacado, que del informativo 
testimonial celebrado por ante el tribunal de primera instancia 
y de uno de los considerandos de la sentencia de primer grado, 
se extrae lo siguiente: “que el animal se encontraba amarrado en 
su corral y que el menor de manera imprudente penetró dentro 
del mismo provocándose la muerte; que por lo tanto no existe 
ningún texto legal que arroje grado de responsabilidad al señor 
José Eugenio González, propietario del animal y del corral de la 
finca donde sucedieron los hechos”; que la Corte a-qua manifiesta 
en su sentencia que “si bien es cierto que el guardián de un animal 
no podrá sino rara vez librarse de la obligación de reparar el daño 
causado por ese animal; puesto que le hará falta demostrar una 
causa ajena tal como lo fuerza mayor o la culpa de la víctima. Que 
en el caso de la especie el guardián del animal no puede incurrir 
en ninguna responsabilidad puesto que la culpa del accidente se 
debió exclusivamente a la víctima”; 

Considerando, que, contrario a lo alegado por el recurrente, 
los jueces de fondo después de establecer los hechos y 
circunstancias del accidente, determinaron que el mismo se 
produjo a consecuencia de las lesiones que el referido menor 
recibió al ser derribado y arrastrado por un burro, el cual montó 
sin autorización alguna y que estaba atado en la finca de su 
propietario a la que también penetró sin permiso, es decir, por 
una falta exclusiva de la víctima, la cual es una de las excepciones 
eximentes de la presunción responsabilidad prevista en el artículo 
1385 del Código Civil, que compromete al guardián de un animal 
causante de un daño; 

Considerando, que, como se desprende de los motivos 
transcritos precedentemente y del estudio general del fallo atacado, 
la Corte a-qua, en uso de su poder soberano de apreciación de 
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las pruebas sometidas a su consideración, especialmente los 
testimonios de los declarantes de primera instancia, retenidos 
como prueba idónea de los hechos que han justificado la 
exoneración de responsabilidad del recurrido hizo las indicadas 
comprobaciones, las que constituyen cuestiones de hecho cuya 
apreciación pertenece al dominio exclusivo de los jueces del 
fondo cuya censura escapa al control de la Corte de Casación 
siempre y cuando, como en la especie, en el ejercicio de dicha 
facultad, no se haya incurrido en desnaturalización de las mismas;

Considerando, que, por consiguiente, la Corte a-qua ha dado 
motivos suficientes y pertinentes, y el fallo atacado contiene una 
adecuada relación de los hechos, que le permite a esta Suprema 
Corte de Justicia ejercer sus facultades de control y apreciar que la 
ley fue bien aplicada, por lo que es evidente que dicha Corte, en la 
especie, no incurrió en los vicios y violaciones denunciados, por 
lo cual los medios propuestos carecen de fundamento y deben ser 
desestimados, y con ellos el presente recurso de casación.

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de casación 
interpuesto por Armando Dilecio Toribio, contra la sentencia 
civil núm. 02 dictada el 15 de febrero de 1988, por la Corte 
de Apelación del Departamento Judicial de Montecristi, cuyo 
dispositivo figura transcrito en otro lugar de este fallo; Segundo: 
Condena a dicho recurrente al pago de las costas, ordenando 
su distracción en provecho del Dr. Federico G. Juliao G., quien 
afirma haberlas avanzado en su totalidad.

Así ha sido hecho y juzgado por la Cámara Civil de la Suprema 
Corte de Justicia, y la sentencia pronunciada por la misma en la 
ciudad de Santo Domingo de Guzmán, en su audiencia pública 
del 11 de marzo de 2009, años 166º de la Independencia y 146º 
de la Restauración.

Firmado: Rafael Luciano Pichardo, Eglys Margarita Esmurdoc, 
Margarita A. Tavares, Ana Rosa Bergés Dreyfous y José E. 
Hernández Machado. Grimilda Acosta, Secretaria General.
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La presente sentencia ha sido dada, firmada y pronunciada por 
los señores Jueces que figuran al pie, en la audiencia pública del 
día, mes y año en ella expresados, y fue firmada, leída y publicada 
por mí, Secretaria General, que certifico.
www.suprema.gov.do
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SENTENCIA DEL 11 DE MARZO DE 2009, NÚM. 14
Sentencia impugnada:	 Corte de Apelación de San Cristóbal, del 7 

de octubre de 1988.
Materia:	 Civil
Recurrente:	 Adcasa, S. A.
Abogado:	 Dr. M. A. Báez Brito.
Recurrida:	 Financiera Wival, C. por A.
Abogadas:	 Dras. María Luisa Arias y Maura Raquel 

Rodríguez de Mercedes.

CAMARA CIVIL

Rechazada

Audiencia pública del 11 de marzo de 2009. 
Preside: Rafael Luciano Pichardo.

 
Dios, Patria y Libertad

En Nombre de la República, la Cámara Civil de la Suprema 
Corte de Justicia, actuando como Corte de Casación, dicta en 
audiencia pública la sentencia siguiente: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Adcasa, S.A., 
compañía por acciones, constituida y existente de conformidad 
con las leyes de la República, con su domicilio social en el núm.4 
de la avenida Lope de Vega, Santo Domingo, representada por su 
Presidente, señor Práxedes Castillo Pérez, dominicano, mayor de 
edad, domiciliado y residente en esta ciudad, contra la sentencia 
dictada por la Corte de Apelación de San Cristóbal, el 7 de octubre 
de 1988, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
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Oído en la lectura de sus conclusiones la Dra. Miguelina Báez, 
en representación del Dr. M. A. Báez Brito, abogados de la parte 
recurrente;

Oído en la lectura de sus conclusiones la Dra. Maura Raquel 
Rodríguez de Mercedes, abogada de la parte recurrida, Financiera 
Wival, C. por A.;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la 
República; 

Visto el memorial de casación depositado en la Secretaría 
General de la Suprema Corte de Justicia el 25 de octubre de 
1988, suscrito por el Dr. M. A. Báez Brito, abogado de la parte 
recurrente, en el cual se invoca el medio de casación que se indica 
más adelante;

Visto el memorial de defensa sin fecha depositado en la 
Secretaría General de la Suprema Corte de Justicia, suscrito por las 
Dras. María Luisa Arias y Maura Raquel Rodríguez de Mercedes, 
abogadas de la parte recurrida, Financiera Wival, C. por A.;

Vista la Ley núm. 25 de 1991, modificada por la Ley núm. 156 
de 1997 y los artículos 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación;

Visto el auto dictado el 9 de enero de 2009, por el magistrado 
Rafael Luciano Pichardo, Presidente de la Cámara Civil de la 
Suprema Corte de Justicia, por medio del cual se llama a sí mismo 
y a los magistrados Eglys Margarita Esmurdoc, Margarita A. 
Tavares, Ana Rosa Bergés Dreyfous y José E. Hernández Machado, 
jueces de esta cámara, para integrar la misma en la deliberación y 
fallo del recurso de casación de que se trata, de conformidad con 
las Leyes núms. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La CORTE, en audiencia pública del 12 de abril de 1989, 
estando presente los Jueces, Néstor Contín Aybar, Fernando E. 
Ravelo de la Fuente, Leonte R. Alburquerque Castillo, Máximo 
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Puello Renville, Octavio Piña Valdez y Rafael Richiez Saviñón,, 
asistidos del Secretario General de la Suprema Corte de Justicia, y 
después de haber deliberado los jueces signatarios de este fallo;

Considerando, que la sentencia impugnada y la documentación 
a que ella se refiere, ponen de manifiesto que: a) en ocasión del 
incidente de embargo inmobiliario, presentado por Wival, C. x A., 
contra Adcasa, S.A., la Cámara Civil, Comercial y de Trabajo del 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de San Cristóbal, 
dictó el 30 de junio de 1988, la sentencia con el dispositivo 
siguiente: “Primero: Se recahzan las conclusiones incidentales 
vertidas por Wival, C. por A., por improcedentes, mal fundadas 
y carentes de base legal; Segundo: Se fija la audiencia para el día 
veintiséis (26) del mes de Julio del año 1988, a las Diez (10:00) 
A.M., que se celebrará por ante esta Cámara Civil para conocer 
de la Lectura del Pliego de Cargas, Cláusulas y Condiciones que 
regirá la venta en pública subasta y adjudicación del inmueble 
embargado de una porción de 3195 metros cuadrados y sus 
mejoras dentro del ámbito de la parcela No.58-Reformada y sus 
mejoras del Distrito Catastral No.4 de este Municipio de San 
Cristóbal, embargada en perjuicio de Alimentos Genesis, C. por 
A., a solicitud de la parte persiguiente Adcasa, S.A.; b) que, dicha 
sentencia fue apelada por ante la Cámara Civil de la Corte de 
Apelación de San Cristóbal, la cual rindió la sentencia de fecha 
6 de octubre de 1988, y ahora impugnada, cuyo dispositivo se 
expresa de la manera siguiente: “Primero: Admite como regular 
y válido en cuanto a la forma el recurso de apelación interpuesto 
por la Compañía Adcasa, S.A., contra la sentencia del 26 de julio 
del 1988, dictada por la Cámara Civil, Comercial y de Trabajo 
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de San 
Cristóbal, cuyo dispositivo aparece copiado en el cuerpo de esta 
sentencia; Segundo: Declara inadmisible en cuanto al fondo, 
el recurso de apelación incoado por la Compañía Adcasa, S.A, 
contra la sentencia del 26 de julio del 1988, dictada por la Cámara 
Civil, Comercial y de Trabajo del Juzgado de Primera Instancia 
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del Distrito Judicial de San Cristóbal, porque no están sujetos a 
ningún recurso los fallos dictados con motivo de las oposiciones 
a los pliego de condiciones en materia de embargo inmobiliario; 
Tercero: Condena a la compañía Adcasa, S.A, al pago de las 
costas sin distracción, por no haber afirmado los abogados de la 
intimada, haberlas avanzado ”;

Considerando, que la recurrente propone el siguiente medio de 
casación: Único Medio: Exceso de poder por desconocimiento 
de hechos y circunstancias de la causa que tenían la autoridad de la 
cosa juzgada para las partes y para los jueces. Violación por falsa 
aplicación del artículo 691 del Código de Procedimiento Civil; 

Considerando, que en el desarrollo de su único medio de 
casación la recurrente alega que la Corte a-qua incurre, en igual 
forma que la jueza del primer grado, en un exceso de poder, cuando 
reconoce que los jueces pueden hacer lo que la ley les prohíbe 
hacer; que no podía negarle el valor a la autoridad de cosa juzgada 
de los hechos de la causa, particularmente, la ausencia de demanda 
en reparos al pliego de condiciones; que del examen de la sentencia 
recurrida se comprueba que la Corte a-qua ni por cortesía se detuvo 
al análisis del artículo 691 del Código de Procedimiento Civil; que 
aún cuando el legislador es claro por demás en la concepción del 
párrafo tercero del artículo 691 del Código de Procedimiento Civil, 
la Corte a-qua no obstante haber transcurrido todos los plazos 
para la introducción de reparos admite una demanda tendiente a 
obtener reparos al precio, que esta situación es caracterizadora de 
la existencia del exceso de poder;

Considerando, que en la sentencia impugnada se hace constar 
lo siguiente: 1° “Que la sentencia que es objeto del recurso de 
apelación ha intervenido con motivo de una demanda en reparos 
al pliego de condiciones que había depositado la Compañía 
Adcasa, S. A., por ante la Cámara Civil, Comercial y de Trabajo 
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional de San 
Cristóbal con motivo de un embargo inmobiliario practicado 
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contra Alimentos Génesis, S. A.”; 2° “Que el artículo 691 del 
Código de Procedimiento Civil, mod. por la ley 764 del 1944, 
establece que los acreedores y la parte embargada pueden oponerse 
a algunas de las cláusulas del Pliego de Condiciones, e indica la 
forma en que deberán hacerse los reparos”; 3° “Que el indicado 
artículo 691, establece que la sentencia que intervenga no estará 
sujeto a ningún recurso, y la sentencia recurrida ha intervenido 
con motivo de una demanda en reparos al pliego de condiciones 
a que se refiere dicho artículo, por lo cual al no ser susceptible de 
ningún recurso, esta Corte no puede ponderar en cuanto al fondo 
los méritos del recurso de apelación, el cual es inadmisible”; 

Considerando, que el estudio de la sentencia recurrida revela 
que por ella se decidió declarar la inadmisibilidad, en virtud del 
artículo 691 del Código de Procedimiento Civil, del recurso de 
apelación interpuesto contra la sentencia No. 201, dictada en 
fecha 30 de junio de 1988, por la Cámara Civil, Comercial y de 
Trabajo del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial 
de San Cristóbal, relativa a una demanda en reparos al pliego de 
condiciones;

Considerando, que a los términos del artículo 691, (modificado 
por la Ley No. 764 de 1944) del Código de Procedimiento Civil, 
“Los acreedores y la parte embargada pueden oponerse a algunas 
de las cláusulas del pliego de condiciones en escrito presentado 
diez días antes por lo menos del fijado para la lectura del pliego. 
Este escrito será notificado por el oponente a las otras partes en 
el embargo con intimación a comparecer en un plazo no menor 
de dos días a la audiencia que celebre el juzgado de primera 
instancia, el cual fallará sin necesidad de oír al fiscal, a más tardar 
el día designado para la lectura del pliego. Este fallo no estará 
sujeto a ningún recurso”; 

Considerando, que es generalmente admitido en doctrina y 
jurisprudencia que cuando una sentencia no es susceptible de 
apelación, como aquellas que deciden sobre los reparos hechos 
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al pliego de condiciones, a las que el recurso les está prohibido 
por la ley, los jueces de la alzada están obligados a declarar incluso 
de oficio la inadmisión del recurso de apelación que contra las 
mismas se interponga; que al decidir en la forma que lo hizo la 
Corte a-qua no incurrió en exceso de poder sino por el contrario 
actuó en apego a las disposiciones legales antes señaladas;

Considerando, que, en consecuencia, las violaciones 
denunciadas en el medio examinado carecen de fundamento y 
deben ser desestimadas, y por tanto, el recurso de casación.

Por tales motivos: Primero: Rechaza el recurso de casación 
interpuesto por Adcasa, S. A., contra la sentencia No. 31 dictada 
por la Cámara Civil de la Corte de Apelación de Santo Domingo, 
el 7 de octubre del 1988, cuyo dispositivo se copia en parte 
anterior del presente fallo; Segundo: Condena a la recurrente al 
pago de las costas, ordenando su distracción en provecho de las 
Dras. María Luisa Arias y Maura Raquel Rodríguez de Mercedes, 
quienes afirman haberlas avanzado en su totalidad.

Así ha sido hecho y juzgado por la Cámara Civil de la Suprema 
Corte de Justicia, y la sentencia pronunciada por la misma en la 
ciudad de Santo Domingo de Guzmán, en su audiencia pública 
del 11 de marzo de 2009, años 166º de la Independencia y 146º 
de la Restauración.

Firmado: Rafael Luciano Pichardo, Eglys Margarita Esmurdoc, 
Margarita A. Tavares, Ana Rosa Bergés Dreyfous y José E. 
Hernández Machado. Grimilda Acosta, Secretaria General.

La presente sentencia ha sido dada, firmada y pronunciada por 
los señores Jueces que figuran al pie, en la audiencia pública del 
día, mes y año en ella expresados, y fue firmada, leída y publicada 
por mí, Secretaria General, que certifico.
www.suprema.gov.do
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SENTENCIA DEL 11 DE MARZO DE 2009, NÚM. 15
Sentencia impugnada:	 Cámara de lo Civil y Comercial de la Corte 

de Apelación de Santo Domingo, del 14 de 
diciembre de 1983.

Materia:	 Civil.
Recurrente:	 Gladys Espinal de Prestol.
Abogado:	 Dr. Mariano Germán Mejía.
Recurrido:	 Pedro Julio Prestol Botello.

CÁMARA CIVIL

Inadmisible

Audiencia pública del 11 de marzo de 2009. 
Preside: Rafael Luciano Pichardo.

 
Dios, Patria y Libertad

En Nombre de la República, la Cámara Civil de la Suprema 
Corte de Justicia, actuando como Corte de Casación, dicta en 
audiencia pública la sentencia siguiente: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por la señora Gladys 
Espinal de Prestol, dominicana, mayor de edad, casada, portadora 
de la cédula de identificación personal núm. 87092 serie 1, 
domiciliada y residente en el núm. 50 de la Av. Las Américas, 
Ensanche Ozama, de esta ciudad, contra la sentencia dictada por 
la Cámara de lo Civil y Comercial de la Corte de Apelación de 
Santo Domingo el 14 de diciembre de 1983, cuyo dispositivo se 
copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la 
República;
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Visto el memorial de casación depositado en la Secretaría 
General de la Suprema Corte de Justicia el 1 de febrero de 1984, 
suscrito por el Dr. Mariano Germán Mejía, abogado de la parte 
recurrente, en el cual se invocan los medios de casación que se 
indican más adelante;

Visto la Resolución dictada el 6 de octubre de 1987, por la 
Suprema Corte Justicia, mediante el cual se declara el defecto 
de la parte recurrida Pedro Julio Prestol Botello, del recurso de 
casación de que se trata;

Vista la Ley núm. 25 de 1991, modificada por la Ley núm. 156 
de 1997 y los artículos 1, 5 y 65 de la Ley sobre Procedimiento 
de Casación;

Visto el auto dictado 25 de febrero de 2009, por el magistrado 
Rafael Luciano Pichardo, Presidente de la Cámara Civil de la 
Suprema Corte de Justicia, por medio del cual se llama a sí mismo 
y a los magistrados Eglys Margarita Esmurdoc, Margarita A. 
Tavares, Ana Rosa Bergés Dreyfous y José E. Hernández Machado, 
jueces de esta cámara, para integrar la misma en la deliberación y 
fallo del recurso de casación de que se trata, de conformidad con 
las Leyes núms. 684 de 1934 y 926 de 1935; 

La CORTE, en audiencia pública del 15 de junio de 1988, 
estando presentes los jueces Néstor Contín Aybar, Fernando E. 
Ravelo de la Fuente, Leonte R. Alburquerque Castillo, Máximo 
Puello Renville, Abelardo Herrera Piña, Federico Natalio Cuello 
López y Rafael Richiez Saviñón, asistidos del Secretario General, 
y después de haber deliberado los jueces signatarios de este fallo;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo de la 
demanda en divorcio por la causa determinada de incompatibilidad 
de caracteres, incoada por Pedro Julio Prestol Botello contra 
Gladys Espinal Delgado de Prestol, la Cámara Civil y Comercial 
de la Primera Circunscripción del Juzgado de Primera Instancia 
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del Distrito Nacional dictó el 25 de mayo de 1983, la sentencia 
cuyo dispositivo es el siguiente: “Primero: Admite el divorcio 
entre los señores Pedro Julio Prestol Castillo y Gladys Espinal 
de Prestol, por la causa determinada de incompatibilidad de 
caracteres; Segundo: Fija en RD$300.00 pesos mensuales la 
pensión que el señor Pedro Julio Prestol Botello deberá pagar a la 
esposa demandada como provisión ad-litem, para los gastos del 
divorcio; Tercero: Fija en cuatrocientos pesos oro (RD$400.00) 
la pensión alimenticia que el padre deberá pasar a la madre para 
cubrir los gastos de educación y alimentación de los menores; 
Cuarto: Otorga la guarda y cuidado de los menores Tulio Amado, 
José Francisco, Ruperta Altagracia y María Salome Prestol Espinal, 
a cargo de la madre demandada, señora Gladys Espinal Delgado, 
hasta que dichos menores sean mayores de edad; Quinto: 
Compensa las costas por tratarse de litis entre esposos”; c) que 
sobre el recurso de apelación interpuesto intervino la sentencia 
ahora impugnada con el siguiente dispositivo: “Primero: Ordena 
en el presente recurso de apelación incoado por Gladys Espinal de 
Prestol, contra sentencia de fecha 25 de mayo de 1983, dictada por 
la Cámara de lo Civil y Comercial de la Primera Circunscripción 
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, un 
informativo testimonial a cargo de dicha parte recurrente, para 
los fines indicados en el cuerpo de esta sentencia, reservando al 
intimado señor Pedro Julio Prestol Botello, el contra-informativo 
por ser de derecho; Segundo: Fija la audiencia pública que 
celebrará esta Corte de Apelación, en sus atribuciones civiles, el 
día jueves 9 de febrero de 1984, a las nueves horas de la mañana, 
para la discusión del presente caso; Tercero: Se compensan las 
costas por ser litis entre esposos”;

Considerando, que la recurrente propone en apoyo en su 
recurso, los siguientes medios de casación: “a) Violación del 
artículo 8 de la Constitución de la República; pronunciamiento 
extra-petita; Violación del artículo 1315 del Código Civil; b) 
Violación del artículo 91 de la Ley 834 de 1978; c) Violación 
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del Principio del Doble Grado de Jurisdicción y del derecho de 
defensa”; 

Considerando, que de conformidad con el artículo 452 del 
Código de Procedimiento Civil, se reputan preparatorias las 
sentencias que ordenan una medida para la sustanciación de la 
causa, y para poner el pleito en estado de recibir fallo definitivo; 
que, por su parte, el último párrafo del artículo 5 de la Ley de 
Procedimiento de Casación establece que no se puede interponer 
recurso de casación sobre las sentencias preparatorias, sino 
después de las sentencias definitivas;

Considerando, que el estudio de la sentencia impugnada 
revela que la Corte a-qua se ha limitado a ordenar un informativo 
testimonial, por estimar que no estaba suficientemente edificada; 
que ninguna de las disposiciones de la sentencia hace suponer 
ni presentir la opinión del tribunal sobre el fondo del asunto, lo 
que permite afirmar que la decisión impugnada tiene carácter 
puramente preparatorio y, por tanto, no susceptible de ser 
atacada en casación sino con la sentencia sobre el fondo; que en 
consecuencia el presente recurso de casación debe ser declarado 
inadmisible, por prematuro, lo que hace innecesario examinar los 
medios de casación propuestos por el recurrente;

Considerando, que cuando el recurso de casación es decidido 
por un medio de puro derecho suplido de oficio por la Suprema 
Corte de Justicia, como ocurre en la especie, el artículo 65 de la 
Ley de Procedimiento de Casación, permite que las costas puedan 
ser compensadas. 

Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible el recurso 
de casación interpuesto por Gladys Espinal, contra la sentencia 
dictada el 14 de diciembre de 1983, por la Cámara Civil y Comercial 
de la Corte de Apelación de Santo Domingo, cuyo dispositivo 
ha sido transcrito en parte anterior del presente fallo; Segundo: 
Compensa las costas.
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Así ha sido hecho y juzgado por la Cámara Civil de la Suprema 
Corte de Justicia, y la sentencia pronunciada por la misma en la 
ciudad de Santo Domingo de Guzmán, en su audiencia pública 
del 11 de marzo de 2009, años 165º de la Independencia y 146º 
de la Restauración.

Firmado: Rafael Luciano Pichardo, Eglys Margarita Esmurdoc, 
Margarita A. Tavares, Ana Rosa Bergés Dreyfous y José E. 
Hernández Machado. Grimilda Acosta, Secretaria General.

La presente sentencia ha sido dada, firmada y pronunciada por 
los señores Jueces que figuran al pie, en la audiencia pública del 
día, mes y año en ella expresados, y fue firmada, leída y publicada 
por mí, Secretaria General, que certifico.
www.suprema.gov.do



SENTENCIA DEL 11 DE MARZO DE 2009, NÚM. 16
Sentencia impugnada:	 Corte de Apelación de San Cristóbal, del 3 

de abril de 1987.
Materia:	 Civil.
Recurrente:	 Agroindustrial Las Marías, S.A.
Abogado:	 Dr. Héctor A. Cabral Ortega.
Recurridos:	 Luis Robles y compartes.
Abogado:	 Dr. F. A. Martínez Hernández.

CÁMARA CIVIL

Rechaza

Audiencia pública del 11 de marzo de 2009.
Preside: Rafael Luciano Pichardo.

 
Dios, Patria y Libertad

En Nombre de la República, la Cámara Civil de la Suprema 
Corte de Justicia, actuando como Corte de Casación, dicta en 
audiencia pública la sentencia siguiente: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Agroindustrial 
Las Marías, S.A., compañía industrial y comercial organizada 
conforme a las leyes de la República Dominicana, con capital 
netamente dominicano, con domicilio y asiento social en Las 
Marías, jurisdicción de Baní, provincia de Peravia y una de sus 
tiendas en Paya, República Dominicana, debidamente representada 
por su Presidente, Rafael Aníbal Pimentel Machado, dominicano, 
mayor de edad, soltero, portador de la cédula de identificación 
personal núm. 12310 serie 3, empresario y propietario, domiciliado 
y residente en la casa núm. 5-E de la calle Uladislao Guerrero de 
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Baní, contra la sentencia dictada por la Corte de Apelación de 
San Cristóbal el 3 de abril de 1987, cuyo dispositivo se copia más 
adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la 
República;

Visto el memorial de casación depositado en la Secretaría 
General de la Suprema Corte de Justicia el 24 de abril de 1987, 
suscrito por el Dr. Héctor A. Cabral Ortega, abogado del 
recurrente, en el cual se invocan los medios de casación que se 
indican más adelante;

Visto el memorial de defensa depositado en la Secretaría 
General de la Suprema Corte de Justicia el 5 de junio de 1987, 
suscrito por el Dr. F. A. Martínez Hernández, abogado de los 
recurridos, Luis Robles, Bienvenida de Robles y La María, S.A.;

Vista la Ley núm. 25 de 1991, modificada por la Ley núm. 156 
de 1997 y los artículos 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación;

Visto el auto dictado 25 de febrero de 2009, por el magistrado 
Rafael Luciano Pichardo, Presidente de la Cámara Civil de la 
Suprema Corte de Justicia, por medio del cual se llama a sí mismo 
y a los magistrados Eglys Margarita Esmurdoc, Margarita A. 
Tavares, Ana Rosa Bergés Dreyfous y José E. Hernández Machado, 
jueces de esta cámara, para integrar la misma en la deliberación y 
fallo del recurso de casación de que se trata, de conformidad con 
las Leyes núms. 684 de 1934 y 926 de 1935; 

La CORTE, en audiencia pública del 10 de agosto de 1988, 
estando presentes los jueces Néstor Contín Aybar, Fernando E. 
Ravelo de la Fuente, Leonte R. Alburquerque Castillo, Máximo 
Puello Renville, Abelardo Herrera Piña, Octavio Piña Valdez, 
Bruno Aponte Cotes y Federico Natalio Cuello López, asistidos 
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del Secretario General, y después de haber deliberado los jueces 
signatarios de este fallo;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo 
de una demanda en referimiento interpuesta por la compañía 
Agroindustrial Las Marías, S.A., parte recurrente, a los fines de 
que sean levantadas, canceladas y radiadas las hipotecas judiciales, 
tomadas por Luis Robles y/o Bienvenida de Robles y/o Las 
Marías, S.A., el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial 
de Peravia, dictó el 21 de abril de 1986 la sentencia cuyo dispositivo 
es el siguiente: “Primero: Declarar buena y válida la demanda 
en referimiento incoada por la compañía Agroindustrial Las 
Marías, S.A., organizada de acuerdo con las leyes de la República 
Dominicana, y validamente representada por el señor Rafael 
Aníbal Pimentel Machado, contra Luis Robles, Bienvenida de 
Robles y/o La María, S.A., por ser justas y descansar en base legal; 
Segundo: Se ordena provisionalmente la cancelación, radiación, 
y levantamiento de las hipotecas judiciales hechas en contra de 
la propiedad del señor Rafael Aníbal Pimentel Machado y/o 
Agroindustrial Las Marías, S.A: (parcelas Nos. 2299, 2308, 2309, 
2312), ya que dichas hipotecas fueron inscritas tomando como 
título una sentencia que fue recurrida en apelación lo que significa 
que no ha adquirido la autoridad de la cosa definitivamente 
juzgada, y así se desprende del expediente en el cual figura una 
certificación de la secretaría de la Corte de Apelación de La Vega 
referente al proceso de la sentencia condenatoria del Juzgado de 
Primera Instancia de Monseñor Nouel (Bonao) que fue apelada 
y por consiguiente expresa dicha secretaria que hasta el día 11 del 
mes de febrero del presente año del 1986 no había sido fallado lo 
que demuestra claramente que no existe título ejecutorio, liquido 
y exigible para poder hacer gravamen judicial correctamente por 
lo que el título en cuestión carece de fuerza jurídica; Tercero: 
Se ordena comunicar al registrador de títulos del departamento 
de San Cristóbal lo que se dispone en esta sentencia, de que 
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la misma libera las parcelas señaladas anteriormente de los 
gravámenes e hipotecas ejecutados por los señores Luis Robles, 
Bienvenida de Robles y/o La María, S.A.; Cuarto: Se condena 
a los señores Luis Robles, Bienvenida de Robles y/o La María, 
S.A., al pago de las costas y se ordena su distracción en provecho 
de los Doctores Carlos Otto Cornielle Mendoza y Luz Altagracia 
de Pepén, abogados que afirman estarlas avanzando en su 
mayor parte; Quinto: Se ordena la ejecución de ésta sentencia 
provisional y sin prestación de fianza”; b) que sobre el recurso 
de apelación interpuesto intervino la sentencia ahora impugnada 
con el siguiente dispositivo: “Primero: Admite como regular y 
válido en cuanto a la forma, el recurso de apelación intentado 
por Luis Robles, Bienvenida Robles y La María, S.A., contra la 
ordenanza de fecha 21 de abril del año 1986, dictada por el Juez 
de Primera Instancia del Distrito Judicial de Peravia, en funciones 
de Juez de los Referimientos, cuyo dispositivo figura copiado en 
el cuerpo de esta sentencia; Segundo: Declara inadmisible por 
improcedentes y mal fundadas las excepciones de incompetencia, 
de litispendencia y conexidad propuestas por la parte intimada 
Compañía Agroindustrial Las Marías, S.A. y/o Rafael Aníbal 
Pimentel Machado; Tercero: Fija el conocimiento del fondo del 
presente proceso para el viernes quince (15) de mayo del año mil 
novecientos ochenta y siete, a las diez horas de la mañana”;

Considerando, que la recurrente propone en apoyo en su 
recurso, los siguientes medios de casación: “Primer Medio: 
Desnaturalización de las circunstancias (o hechos) del proceso; 
Segundo Medio: Desconocimiento y violación de los artículos 
veintiocho (28), veintinueve (29), treinta y uno (31) y treinta y 
tres (33); Tercer Medio: Falta de base legal; Cuarto Medio: 
Contradicción de fallos”; 

Considerando, que en sus cuatro medios de casación, que se 
reúnen por estar íntimamente vinculados, la recurrente sustenta 
en síntesis que la Corte a-qua era incompetente para restituirle 
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o pronunciarse sobre la ejecución provisional de la sentencia 
del tribunal de Monseñor Nouel número 307 del 8 de julio de 
1983 dictada a contrapelo de otra decisión del mismo juez en el 
sentido de suspender el conocimiento de la demanda en nulidad 
y levantamiento de embargo retentivo incoada por Luis Robles 
y compartes contra la empresa de Baní y su presidente, hasta 
que la Corte de La Vega conociera y fallase la impugnación (le 
contredit); que la Corte a-qua debió declarar su incompetencia y 
reconocer que hay litispendencia y conexidad con los asuntos que 
no han recibido fallo en la Corte de La Vega, como lo señalan 
incuestionablemente la sentencia número 22 del 9 de septiembre 
de 1983 y la certificación de la Secretaria de ese Tribunal de fecha 
11 de febrero de 1986, que la Corte de Apelación de San Cristóbal 
es incompetente para autorizar gravámenes o cualesquiera otras 
medidas que impliquen deterioro o menoscabo de los derechos de 
la recurrente y de su presidente sobre los inmuebles que se pretende 
afectar; que existe contradicción de motivos si relacionamos la 
sentencia recurrida en casación con la sentencia del Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Judicial de Monseñor Nouel dictada 
en fecha 29 de abril de 1983;

Considerando, que la Corte a-qua sostuvo en los motivos de 
su decisión en lo siguiente: “que esta Corte está apoderada de 
un recurso de apelación de una ordenanza dictada por el Juez 
de los Referimiento de Peravia del 21 de abril de 1986 y resulta 
improcedente y mal fundada la excepción de incompetencia 
propuesta por la parte intimada ya que la fundamentan en que 
esta Corte es incompetente para pronunciarse en cuanto a la 
sentencia núm. 307 del Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de Monseñor Nouel del 8 de Julio de 1983, de la cual 
no está apoderada y que toda parte que presente una excepción 
de incompetencia debe basar la misma en el apoderamiento del 
tribunal en el cual se invoca dicha excepción, y mal hacia esta Corte 
en acoger una excepción de incompetencia, de litispendencia o 
conexidad propuesta por una parte que obtuvo ordenanza de 
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referimiento en su favor en primer grado donde fue parte activa 
como demandante y hoy es intimada en apelación, lo que implica 
una contradicción con el artículo 3 de la Ley 834 de 1978; que 
en lo que respecta a conexidad o litispendencia en nada afecta 
esta situación al conocimiento de un referimiento que sólo puede 
conducir a una decisión provisional sobre casos en que la ley 
confiere a un juez que no esté apoderado de lo principal el poder 
de ordenar inmediatamente las medidas necesarias”;

Considerando, que tal como sustenta la Corte a-qua ella estaba 
apoderada de un recurso de apelación contra una ordenanza 
dictada por el Juez de los Referimientos de Peravia del 21 de abril 
de 1986, por lo que la excepción de incompetencia propuesta 
fundamentada en que es incompetente para pronunciarse en 
cuanto a la sentencia núm. 307 del Juzgado de Primera Instancia 
de Monseñor Nouel del 8 de julio de 1983, resulta improcedente 
toda vez que no estaba conociendo recurso de apelación contra 
esta última; que en cuanto a las excepciones de litispendencia y 
conexidad con los asuntos que no han recibido fallo en la Corte 
de La Vega, en nada afecta esta situación al conocimiento de un 
referimiento que es una decisión provisional sobre casos en que 
la ley confiere a un juez que no esté apoderado de lo principal el 
poder de ordenar inmediatamente las medidas necesarias y que 
no coliden con el fondo de la demanda; que además, contrario a 
lo sostenido por la recurrente en los medios analizados, la Corte 
a-qua no autorizó en su sentencia gravámenes ni ninguna otra 
medida que implicara menos cabo en los derechos del recurrente 
y sobre la contradicción de motivos al relacionar la sentencia 
ahora recurrida con la sentencia del Juzgado de Primera Instancia 
de Monseñor Nouel dictada en fecha 29 de abril de 1983 en 
casación, la primera decisión se limitó a declarar inadmisibles las 
excepciones de incompetencia, litispendencia y conexidad, por 
lo que en modo alguno se contrapone con la segunda sentencia 
alegada, en consecuencia procede el rechazo de los medios 
sustentados y con ellos el recurso de que se trata.
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Por tales motivos: Primero: Rechaza el recurso de casación 
interpuesto por Agroindustrial Las Marías, S. A., contra la 
sentencia dictada por la Cámara Civil de la Corte de Apelación de 
San Cristóbal el 3 de abril de 1987, cuya parte dispositiva figura en 
otro lugar de este fallo; Segundo: Condena a la parte recurrente 
al pago de las costas procesales, con distracción de las mismas 
en favor del Dr. F. A. Martínez Hernández, abogado de la parte 
recurrida, quien afirma haberlas avanzado en su totalidad.

Así ha sido hecho y juzgado por la Cámara Civil de la Suprema 
Corte de Justicia, y la sentencia pronunciada por la misma en la 
ciudad de Santo Domingo de Guzmán, en su audiencia pública 
del 11 de marzo de 2009, años 165º de la Independencia y 146º 
de la Restauración.

Firmado: Rafael Luciano Pichardo, Eglys Margarita Esmurdoc, 
Margarita A. Tavares, Ana Rosa Bergés Dreyfous y José E. 
Hernández Machado. Grimilda Acosta, Secretaria General.

La presente sentencia ha sido dada, firmada y pronunciada por 
los señores Jueces que figuran al pie, en la audiencia pública del 
día, mes y año en ella expresados, y fue firmada, leída y publicada 
por mí, Secretaria General, que certifico.
www.suprema.gov.do
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SENTENCIA DEL 11 DE MARZO DE 2009, NÚM. 17
Sentencia impugnada:	 Corte de Apelación de San Juan de la 

Maguana, del 20 de octubre de 1987.
Materia:	 Civil.
Recurrentes:	 Sergia Argentina de los Santos de Castillo.
Abogados:	 Dres. Pedro Rodríguez Montero y Simón 

Omar Valenzuela S.
Recurrida:	 Juan Bautista de los Santos.
Abogados:	 Dres. Máximo H. Piña Puello y Carlos Peña 

Lara.

CAMARA CIVIL

Casa 

Audiencia pública del 11 de marzo de 2009. 
Preside: Rafael Luciano Pichardo.

 
Dios, Patria y Libertad

En Nombre de la República, la Cámara Civil de la Suprema 
Corte de Justicia, actuando como Corte de Casación, dicta en 
audiencia pública la sentencia siguiente: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Sergia Argentina 
de los Santos de Castillo, Andrés María de los Santos y Ernesto 
de los Santos Piña, dominicanos, mayores de edad, casada la 
primera y solteros los dos últimos, portadores de las cédulas de 
identificación personal núms. 5132, 2496 y 25958, series 24 y 12 
respectivamente, la primera domiciliada y residente en la casa 
núm.14 de la calle Flor de Loto, sector Mil Flores del Ensanche 
Ozama de esta ciudad, y los dos últimos, en la sección Las Zanjas 
del Municipio San Juan de la Maguana, contra la sentencia dictada 
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por la Corte de Apelación de San Juan de la Maguana, el 20 de 
octubre de 1987, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído en la lectura de sus conclusiones al Dr. Pedro Rodríguez 
M., por sí y por el Dr. Simón O. Valenzuela, abogados de los 
recurrentes;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la 
República; 

Visto el memorial de casación depositado en la Secretaría 
General de la Suprema Corte de Justicia el 11 de diciembre de 
1987, suscrito por los Dres. Pedro Rodríguez Montero y Simón 
Omar Valenzuela S., abogados de los recurrentes, en el cual se 
invocan los medios de casación que se indican más adelante;

Visto el memorial de defensa depositado en la Secretaría 
General de la Suprema Corte de Justicia el 19 de enero de 1988, 
suscrito por los Dres. Máximo H. Piña Puello y Carlos Peña Lara, 
abogados del recurrido, Juan Bautista de los Santos;

Vista la Ley núm. 25 de 1991, modificada por la Ley núm. 156 
de 1997 y los artículos 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación;

Visto el auto dictado el 18 de febrero de 2009, por el magistrado 
Rafael Luciano Pichardo, Presidente de la Cámara Civil de la 
Suprema Corte de Justicia, por medio del cual se llama a sí mismo 
y a los magistrados Eglys Margarita Esmurdoc, Margarita A. 
Tavares, Ana Rosa Bergés Dreyfous y José E. Hernández Machado, 
jueces de esta cámara, para integrar la misma en la deliberación y 
fallo del recurso de casación de que se trata, de conformidad con 
las Leyes núms. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La CORTE, en audiencia pública del 14 de diciembre de 1988, 
estando presentes los Jueces Néstor Contín Aybar, Fernando E. 
Ravelo de la Fuente, Leonte R. Alburquerque Castillo, Máximo 
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Puello Renville, Abelardo Herrera Piña, Octavio Piña Valdez y 
Federico Natalio Cuello López, asistidos del Secretario General 
de la Suprema Corte de Justicia, y después de haber deliberado los 
jueces signatarios de este fallo;

Considerando, que la sentencia impugnada y la documentación 
a que ella se refiere, ponen de manifiesto, que con motivo a una 
demanda en partición de bienes sucesorales, dejados por el De-
cujus Lorenzo de los Santos Alcántara, incoada por Juan Bautista 
De Los Santos Santiago, contra los señores Andrés Maria de los 
Sanos Piña, Ernesto de los Santos Piña y Sergia Argentina de los 
Santos de Castillo, la Cámara Civil, Comercial y de Trabajo del 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de San Juan, 
dictó el 20 de marzo de 1986, la sentencia con el dispositivo 
siguiente: “Primero: Ratifica el defecto pronunciado en audiencia 
contra las partes demandadas, señores, Andrés María de los 
Santos Piña, Ernesto de los Santos Piña y Sergia Argentina de los 
Santos de Castillo, por haber sido legalmente emplazados y no 
haber concluido; Segundo: Ordena la partición y liquidación de 
los Bienes relictos dejados por el de-cujus Lorenzo de los Santos 
Alcántara, constituidos por las parcelas números: 4, 4-b-1, 4-b, 
2, 10, 12, 14, 15, 98, 99, 102, 103, 402, 411, 415, 3010, 4435, 
4644, 4657 y 393, del Distrito Catastral #4 del municipio de San 
Juan de la Maguana; 507 cabezas de ganado vacuno y la suma de 
Doscientos Mil pesos 00/100 (RD$200,000.00) en efectivo entre 
sus descendientes legales señores: Juan Bautista de los Santos 
Santiago; Andrés María de los Santos Piña, Ernesto De Los 
Santos Piña y Sergia Argentina de los Santos de Castillo, según 
sus respectivos derechos; Tercero: Ordena el secuestro de todos 
los bienes que constituyen la masa sucesoral dejada por el de-
cujus Lorenzo de los Santos Alcántara, y designa secuestrario al 
señor Diógenes de los Santos Alcántara, a fin de que administre 
los bienes a partir y rinda cuenta al Juez Comisario de todas y 
cada una de sus acciones; Cuarto: Se Designa al Juez Presidente 
de esta Cámara Civil, Comercial y de Trabajo del Juzgado de 
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Primera Instancia del Distrito Judicial de San Juan, como Juez 
Comisario, para que presida las operaciones de cuenta, partición y 
liquidación ordenadas; Quinto: Se Designa al Dr. Lorenzo E. Piña 
Puello, Notario Público de los del Número del Municipio de San 
Juan de la Maguana, para que realice las operaciones de partición 
ordenadas; Sexto: Se Designa al señor Santiago de León López, 
como perito, para que informe si los bienes a partir son o no de 
cómoda división en naturaleza, y si no lo son que indique el precio 
estimado para proceder a su venta por licitación, Perito, éste que 
deberá prestar juramento legal por ante el Juez Comisario, antes 
que se efectúen las susodichas diligencias periciales; Séptimo: 
Comisiona al ministerial Vinicio Solano, Alguacil de Estrados de 
la Cámara Civil, Comercial y de Trabajo del Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Judicial de San Juan, para la notificación de 
la presente sentencia; Octavo: Condena a las partes demandadas, 
señores Andrés María de los Santos Piña, Ernesto de los Santos 
Piña y Sergia Argentina de los Santos de Castillo, al pago de las 
costas irrogadas y por irrogarse, ordenando su distracción en 
favor de los Dres. Máximo H. Piña Puello y Carlos Piña Lara, 
abogados que afirman estarlas avanzando en su totalidad”; 
que, dicha sentencia fue apelada por ante la Cámara Civil de la 
Corte de Apelación de San Juan de la Maguana, la cual rindió la 
sentencia de fecha 20 de octubre de 1987, ahora impugnada, cuyo 
dispositivo es el siguiente:“Primero: Se declara regular y válido, 
en cuanto a la forma, el recurso de apelación interpuesto por 
los nombrados Andrés María de los Santos Piña, Ernesto de los 
Santos Piña y Sergia Argentina de los Santos de Castillo, mediante 
acto No.80 de fecha 29 de abril de 1986 del ministerial Vinicio 
Solano, Alguacil de Estrados de la Cámara Civil, Comercial y de 
Trabajo de este Distrito Judicial de San Juan, cuyo dispositivo se 
copia en otra parte de esta sentencia, por estar dentro del plazo 
y demás formalidades legales, Segundo: Se Confirma, en todas 
sus partes, la sentencia recurrida No.45 de fecha 20 de marzo del 
1986, de la Cámara Civil, Comercial y de Trabajo del Juzgado de 
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Primera Instancia del Distrito Judicial de San Juan; Tercero: Se 
ordena que las costas del procedimiento sean puestas a cargo de 
la masa a partir”;

Considerando, que los recurrentes plantean como soporte de 
su recurso los siguientes medios de casación: Primer Medio: 
Violación flagrante al sagrado derecho de defensa; Segundo 
Medio: Motivos erróneos en la motivación de la sentencia 
ahora recurrida en casación; Tercer Medio: Falta de base legal, 
y consecuencialmente violación al artículo 141 del Código de 
Procedimiento Civil;

Considerando, que en el primer medio, el cual se examina en 
primer término por convenir a la solución del caso, los recurrentes 
alegan, en síntesis, que en la sentencia recurrida no se debió 
motivar el incidente de la forma en que lo hizo, sino que debió, 
primero, rechazar el incidente propuesto, fijar el día y hora para 
celebrar una audiencia, con el objetivo de conocer el recurso de 
apelación, y reservar las costas del procedimiento para fallarlas 
conjuntamente con el fondo; por tanto, la decisión recurrida debe 
ser casada, por haberse incurrido en violación flagrante al sagrado 
derecho de defensa; 

Considerando, que del estudio de la sentencia impugnada se 
verifica que los recurrentes concluyeron en última audiencia fijada 
para conocer del recurso de apelación de marras que: “antes de 
hacer derecho sobre el fondo, ordenéis, al Oficial del Estado Civil 
de esta localidad, presentar ante esta Honorable Corte, el Libro 
de nacimiento y del año 1943, a fin de que se constate si el acta 
marcada con el No. 1887, Folio No. 267 del citado libro, donde 
se dice que se encuentra la declaración de nacimiento del señor 
Juan Bautista de los Santos Santiago, quien se dice ser hijo natural 
del señor Lorenzo de los Santos Alcántara, fallecido, en base a 
los siguientes motivos: a) La mencionada acta, tiene carácter de 
tardía, razón de declaración de nacimiento de formule a los 13 
años de nacidos; b) Dicha declaración no ha sido ratificada por 
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una decisión tribunal de primera instancia como lo señala la Ley; 
c) También el fallecido, señor Lorenzo de los Santos Alcántara, 
sabía firmar, en consecuencia, sería interesante determinar si 
dicha acta se encuentra firmada o no; d) En otro orden, tenemos 
documentos, posterior a la supuesta declaración de nacimiento 
del señor Juan Bautista de los Santos, en donde se consigna que el 
señor Lorenzo de los Santos Alcántara no sabía firmar;” y la parte 
recurrida se limitó a pedir: “Primero: Que confirméis en todas 
sus partes la sentencia recurrida No. 045 de fecha 20 de marzo del 
año 1986. Segundo: Que condenéis a los señores Andrés María 
de los Santos, Ernesto de los Santos Piña y Sergia Argentina De 
los Santos de Castillo, al pago de las costas con distracción de 
las mismas a favor de los Dres.: Máximo H. Piña Puello y Carlos 
Peña Lara, por haberlas avanzado en todas sus partes, y haréis 
justicia, en la Ciudad de San Juan de la Maguana, a los ocho (8) 
días del mes de diciembre de 1986;”;

Considerando, que el Juez a-quo estimó que si bien es cierto 
que el artículo 40 y siguientes de la Ley 659 de 1944 exige que 
la declaración tardía de nacimiento sea ratificada por sentencia 
del Juzgado de Primera Instancia, no es menos cierto, que el 
nombrado Lorenzo de los Santos Alcántara, realizó la declaración 
de su hijo Juan Bautista de los Santos Santiago, en el año 1943, es 
decir, antes de la promulgación de la Ley No. 659, que es como 
ya se ha indicado del 1944, y aceptar las conclusiones del abogado 
recurrente, en tales circunstancias sería ir contra el principio de la 
irretroactividad de las leyes, concebido en nuestro país como una 
garantía constitucional, ya que el Art. 47 de la Constitución de 
la República Dominicana, dice: “La Ley sólo dispone y se aplica 
para el porvenir no tiene efecto Retroactivo sino cuando sea 
favorable al que está sub júdice o cumpliendo condena, en ningún 
caso, la ley ni poder público alguno podrán afectar o alterar la 
seguridad jurídica derivada de situaciones establecidas conformes 
a una legislación anterior”; que también, la Corte a-qua sostuvo 
que dada la jerarquía constitucional que ha tomado el referido 
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principio, ninguna ley, salvo las excepciones establecidas en 
materia penal, puede ser dotada de efecto retroactivo, por lo que 
la Corte desestima ese pedimento de los recurrentes para lesionar 
la estabilidad jurídica originada de situaciones consagradas 
conforme a una ley anterior como el caso de la especie; 

Considerando, que de la lectura y análisis de la decisión 
criticada, esta Suprema Corte de Justicia, como Corte de Casación, 
ha podido comprobar que real y efectivamente en la misma se 
ha incurrido en violación al derecho de defensa consagrado en 
la Constitución de la República, en razón de que en ninguna 
parte de ella se verifica que los apelantes hayan concluido al 
fondo del recurso de apelación, sino que se limitaron en sus 
conclusiones a solicitar que se le ordenara al Oficial del Estado 
Civil correspondiente presentar ante la Corte a-qua el libro de 
nacimiento “Y” del año 1943, a fin de que se constate si el acta 
marcada con el No. 1887, Folio No. 267 del citado libro, donde 
dice que se encuentra la declaración de nacimiento del señor Juan 
Bautista de los Santos Santiago, quien se dice ser hijo natural 
del señor Lorenzo de los Santos Santiago, fallecido, en base a 
los motivos que indicó; en consecuencia, la Corte a-qua, antes 
de hacer derecho, debió o acoger o rechazar el pedimento y en 
caso de rechazo, como sucedió en la especie fijar audiencia para 
que los apelantes concluyeran al fondo del citado recurso; que 
el hecho de que en la sentencia impugnada se haya fallado sin 
darle la oportunidad a los recurrentes de someter al plenario sus 
conclusiones sobre el fondo del asunto, la hace adolecer del vicio 
planteado de violación al derecho de defensa, por lo que procede 
que sea casada la decisión impugnada.

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada por la 
Corte de Apelación de San Juan de la Maguana, el 20 de octubre 
de 1987 como tribunal de alzada, cuyo dispositivo figura en parte 
anterior de este fallo, y envía el asunto por ante la Cámara Civil 
y Comercial de la Corte de Apelación del Departamento Judicial 
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de Barahona, en las mismas atribuciones; Segundo: Condena al 
recurrido al pago de las costas procesales, con distracción de las 
mismas en favor de los Dres. Simón Omar Valenzuela S. y Pedro 
Rodríguez Montero, abogados de los recurrentes, quienes afirman 
estarlas avanzando en su mayor parte.

Así ha sido hecho y juzgado por la Cámara Civil de la Suprema 
Corte de Justicia, y la sentencia pronunciada por la misma en la 
ciudad de Santo Domingo de Guzmán, en su audiencia pública 
del 11 de marzo de 2009, años 166º de la Independencia y 146º 
de la Restauración.

Firmado: Rafael Luciano Pichardo, Eglys Margarita Esmurdoc, 
Margarita A. Tavares, Ana Rosa Bergés Dreyfous y José E. 
Hernández Machado. Grimilda Acosta, Secretaria General.

La presente sentencia ha sido dada, firmada y pronunciada por 
los señores Jueces que figuran al pie, en la audiencia pública del 
día, mes y año en ella expresados, y fue firmada, leída y publicada 
por mí, Secretaria General, que certifico.
www.suprema.gov.do
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SENTENCIA DEL 11 DE MARZO DE 2009, NÚM. 18
Sentencia impugnada:	 Corte de Apelación de San Cristóbal, del 29 

de octubre de 1987.
Materia:	 Civil.
Recurrente:	 Pedro Germán Rodríguez.
Abogado:	 Dr. M. A. Báez Brito.
Recurrida:	 Teresa Herrera Liranzo.
Abogados:	 Dres. Miriam Pineda de Leger y Andrés A. 

Lora Meyer.

CÁMARA CIVIL

Rechaza 

Audiencia pública del 11 de marzo de 2009.
Preside: Rafael Luciano Pichardo.

 
Dios, Patria y Libertad

En Nombre de la República, la Cámara Civil de la Suprema 
Corte de Justicia, actuando como Corte de Casación, dicta en 
audiencia pública la sentencia siguiente: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Pedro Germán 
Rodríguez, dominicano, mayor de edad, casado, comerciante, 
portador de la cédula de identificación personal núm. 36525, serie 
54, domiciliado y residente en esta ciudad, contra la ordenanza 
dictada por el Juez Presidente de la Corte de Apelación de San 
Cristóbal, el 29 de octubre de 1987, cuyo dispositivo se copia más 
adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la 
República; 
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Visto el memorial de casación depositado en la Secretaría 
General de la Suprema Corte de Justicia el 5 de noviembre de 
1987, suscrito por el Dr. M. A. Báez Brito, abogado del recurrente, 
en el cual se invocan los medios de casación que se indican más 
adelante;

Visto el memorial de defensa depositado en la Secretaría 
General de la Suprema Corte de Justicia el 11 de noviembre de 
1987, suscrito por los Dres. Miriam Pineda de Leger y Andrés A. 
Lora Meyer, abogados de la recurrida, Teresa Herrera Liranzo;

Vista la Ley núm. 25 de 1991, modificada por la Ley núm. 156 
de 1997 y los artículos 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación;

Visto el auto dictado el 18 de febrero de 2009, por el magistrado 
Rafael Luciano Pichardo, Presidente de la Cámara Civil de 
la Suprema Corte de Justicia, por medio del cual se llama a sí 
mismo y a los magistrados Eglys Margarita Esmurdoc, Margarita 
A. Tavares, Ana Rosa Bergés Dreyfous y José E. Hernández 
Machado, jueces de esta Cámara, para integrar la misma en la 
deliberación y fallo del recurso de casación de que se trata, de 
conformidad con las Leyes núms. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La CORTE, en audiencia pública del 7 de diciembre de 1988, 
estando presente los Jueces, Néstor Contín Aybar, Fernando E. 
Ravelo de la Fuente, Leonte R. Alburquerque Castillo, Máximo 
Puello Renville, Abelardo Herrera Piña, Octavio Piña Valdez, 
Federico Natalio Cuello López y Rafael Richiez Saviñón, asistidos 
del Secretario General de esta Suprema Corte de Justicia, y después 
de haber deliberado los jueces signatarios de este fallo;

Considerando, que la sentencia impugnada y la documentación 
en que la misma se apoya, pone de relieve que: a) con motivo 
de una demanda en rescisión de contrato incoada por Teresa 
Herrera Liranzo contra Pedro Germán Rodríguez, la Cámara 
Civil, Comercial y de Trabajo del Juzgado de Primera Instancia 
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del Distrito Judicial de San Cristóbal, dictó en fecha 19 de 
junio de 1987, la sentencia que tiene el dispositivo siguiente: 
“Primero: Se rechazan las conclusiones formales hecha al fondo 
de la presente demanda vertidas por la parte demandada el señor 
Pedro Germán Rodríguez, a través de su abogado constituido y 
apoderado especial la Dra. Luz Germania Rodríguez de Berroa, 
por improcedentes y mal fundadas; Segundo: Se declara buena y 
válida la presente demanda civil, en rescisión de contrato escrito 
de locación a término y en daños y perjuicios, por ser regular 
en la forma y justa en el fondo; y en consecuencia, se acogen 
las conclusiones vertidas de la Dra. Miriam Pineda de Leger, de 
fecha 12 de marzo del año 1987; Tercero: Se declara rescindido 
el contrato escrito de locación a término existente entre Teresa 
Herrera Liranzo y Pedro Germán Rodríguez, de fecha 30 del 
mes de octubre del año 1984, legalizado por el Notario Público 
de los del Número del Municipio de San Cristóbal, Dr. Andrés 
A. Lora Meyer; Cuarto: Se ordena el desalojo del señor Pedro 
Germán Rodríguez de las casas Nos. 36 y 55 de las calles Máximo 
Gomez y Ave. Duarte de los Bajos de Haina, o de cualquier otra 
persona que ocupe dichos locales en el momento de la ejecución; 
Quinto: Se condena al señor Pedro Germán Rodríguez, al 
pago de una indemnización de cinco mil pesos (RD$5,000.00) 
en favor de la señora Teresa Herrera Liranzo, por concepto de 
daños y perjuicios; Sexto: Se ordena la ejecución provisional de 
la presente sentencia no obstante cualquier recurso contra de la 
misma; Séptimo: Se condena al señor Pedro Germán Rodríguez, 
al pago de las costas con distracción de las mismas en favor de 
los Dres. Federico Lebrón Montás y Miriam Pineda de Leger”; 
b) que sobre la demanda en suspensión de ejecución provisional 
interpuesta contra ese fallo por la parte perdidosa, el juez a-quo 
rindió la ordenanza ahora atacada en fecha 29 de octubre de 
1987, cuyo dispositivo se expresa así: “Primero: Admite como 
regular y válido en cuanto a la forma la demanda en suspensión 
de la ejecución provisional de la sentencia civil No.135, dictada 
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en fecha 19 de junio de 1987 por la Cámara Civil, Comercial y de 
Trabajo del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de 
San Cristóbal; Segundo: Rechaza en cuanto al fondo la demanda 
en suspensión de la ejecución provisional ordenada en el ordinal 
Sexto de la sentencia No.135, del 19 de junio de 1987, dictada por 
la Cámara Civil, Comercial y de Trabajo del Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Judicial de San Cristóbal, por no satisfacer 
los requisitos del artículo 137 de la Ley 834 del 1978; Tercero: 
Condena a la parte demandante Pedro Germán Rodríguez, al 
pago de las costas”;

Considerando, que la parte recurrente plantea como soporte 
de su recurso el siguiente medio de casación: Único Medio: 
Violación por falsa aplicación de los artículos: 137 de la Ley 
número 834 del año de 1978 y 3 del Decreto número 4807 del 16 
de mayo del año 1959, falta de motivos y falta de base legal;

Considerando, que en el medio único, el recurrente alega, en 
síntesis, que el razonamiento del Juez a-quo de que la ejecución 
provisional no está prohibida por la Ley en el caso de la llegada del 
término de un contrato de arrendamiento, es un argumento violador 
de las disposiciones del Art. 137 de la citada ley, así como del 3 del 
Decreto 4807, del 16 de mayo de 1959, ya que ello no constituye 
causa que permita demandar la resiliación de dicho contrato, 
según las disposiciones del Código Civil para los arrendamientos, 
pues la llegada del término representa un acontecimiento futuro 
y cierto que extingue la obligación y la ejecución del desalojo, 
por lo que no implica consecuencias manifiestamente excesivas 
que justifiquen la suspensión de la ejecución provisional de la 
sentencia; que basa su razonamiento en que: el indicado artículo 3 
prohíbe, que el desalojo o desahucio a consecuencia de la llegada 
del término; que el hecho de que el Código Civil contemple el 
término, como causal de terminación del arrendamiento en su 
artículo 1737, tratándose de un arrendamiento, locación o alquiler 
urbano, no puede juez alguno desconocer una prohibición 
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expresamente establecida, y si está prohibida la introducción de la 
correspondiente acción, consecuentemente, no puede disponerse 
la ejecución provisional de una sentencia que haya intervenido en 
contradicción con la ley; que se está necesariamente en presencia 
de una ejecución provisional dispuesta por la ley, es decir, todo 
lo contrario a lo razonado por el Juez a-quo; dejando la decisión 
recurrida adoleciendo de falta de motivos y falta de base legal;

Considerando, que el Juez a-quo estimó que la ejecución 
provisional no está prohibida por la ley en el caso de la especie, 
el cual está regido por las disposiciones del Código Civil para los 
arrendamientos, en caso de llegada del término, el cual representa 
un acontecimiento futuro y cierto que extingue la obligación, y la 
ejecución del desalojo por esta razón no implica consecuencias 
manifiestamente excesivas que justifiquen la suspensión de la 
ejecución provisional de la sentencia, como exige el Art. 137 del 
1978;

Considerando, que esta Suprema Corte de Justicia, como 
Corte de Casación, entiende que en la ordenanza criticada no 
se incurrió en los vicios planteados por el recurrente, ya que el 
numeral 4to. del artículo 130 de la Ley 834 de 1978, sostiene 
que procede la ejecución provisional de lanzamiento de los 
lugares, cuando no haya contrato de arrendamiento, o cuando 
esté vencido el término estipulado en el contrato; que además, 
el alegato del recurrente de que no procedía la resiliación del 
contrato por la llegada del término, es un asunto que le está 
vedado conocer al Juez Presidente en funciones de juez de los 
referimientos, ya que es de la exclusiva competencia de los jueces 
apoderados del fondo del recurso de apelación en el curso del 
cual fue interpuesta la demanda en suspensión de ejecución de 
la sentencia de referencias, en consecuencia, procede que sea 
desestimado el medio de casación analizado, por infundado, y el 
rechazo del presente recurso de casación; 
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Considerando, que la parte recurrida no ha formulado 
pedimento alguno sobre las costas del procedimiento, por lo que, 
siendo este aspecto de puro interés privado, no procede estatuir 
en torno al mismo. 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de casación 
interpuesto por Pedro Germán Rodríguez, contra la ordenanza 
dictada el 29 de octubre de 1987, por el Presidente de la Corte de 
Apelación de San Cristóbal, cuya parte dispositiva figura en otro 
lugar de este fallo; Segundo: Declara que no ha lugar a estatuir 
sobre las costas procesales.

Así ha sido hecho y juzgado por la Cámara Civil de la Suprema 
Corte de Justicia, y la sentencia pronunciada por la misma en la 
ciudad de Santo Domingo de Guzmán, en su audiencia pública 
del 11 de marzo de 2009, años 166º de la Independencia y 146º 
de la Restauración.

Firmado: Rafael Luciano Pichardo, Eglys Margarita Esmurdoc, 
Margarita A. Tavares, Ana Rosa Bergés Dreyfous y José E. 
Hernández Machado. Grimilda Acosta, Secretaria General.

La presente sentencia ha sido dada, firmada y pronunciada por 
los señores Jueces que figuran al pie, en la audiencia pública del 
día, mes y año en ella expresados, y fue firmada, leída y publicada 
por mí, Secretaria General, que certifico.
www.suprema.gov.do
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SENTENCIA DEL 11 DE MARZO DE 2009, NÚM. 19
Sentencia impugnada:	 Cámara Civil de la Corte de Apelación de 

San Cristóbal, del 30 de noviembre de 1987.
Materia:	 Civil.
Recurrente:	 Desiderio Luis Penn.
Abogado:	 Dr. Manuel Napoleón Mesa Figuereo.
Recurrido:	 Jacinto Cabrera Pérez.
Abogado:	 Dr. F. A. Martínez Hernández.

CÁMARA CIVIL

Casa 

Audiencia pública del 11 de marzo de 2009.
Preside: Rafael Luciano Pichardo.

 
Dios, Patria y Libertad

En Nombre de la República, la Cámara Civil de la Suprema 
Corte de Justicia, actuando como Corte de Casación, dicta en 
audiencia pública la sentencia siguiente: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Desiderio Luis 
Penn, dominicano, mayor de edad, casado, comerciante, portador 
de la cédula de identificación personal núm. 20278, serie 2da., 
domiciliado y residente en ciudad, contra la sentencia dictada por 
la Cámara Civil de la Corte de Apelación de San Cristóbal, el 30 
de noviembre de 1987, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la 
República; 
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Visto el memorial de casación depositado en la Secretaría 
General de la Suprema Corte de Justicia el 22 de febrero de 1987, 
suscrito por el Dr. Manuel Napoleón Mesa Figuereo, abogado del 
recurrente, en el cual se invocan los medios de casación que se 
indican más adelante;

Visto el memorial de defensa depositado en la Secretaría 
General de la Suprema Corte de Justicia el 7 de abril de 1988, 
suscrito por el Dr. F. A. Martínez Hernández, abogado del 
recurrido, Jacinto Cabrera Pérez;

Vista la Ley núm. 25 de 1991, modificada por la Ley núm. 156 
de 1997 y los artículos 1, 20 y 65 de la Ley sobre Procedimiento 
de Casación;

Visto el auto dictado el 18 de febrero de 2009, por el magistrado 
Rafael Luciano Pichardo, Presidente de la Cámara Civil de la 
Suprema Corte de Justicia, por medio del cual se llama a sí mismo 
y a los magistrados Eglys Margarita Esmurdoc, Margarita A. 
Tavares, Ana Rosa Bergés Dreyfous y José E. Hernández Machado, 
jueces de esta cámara, para integrar la misma en la deliberación y 
fallo del recurso de casación de que se trata, de conformidad con 
las Leyes núms. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La CORTE, en audiencia pública del 8 de febrero de 1989, 
estando presente los Jueces, Néstor Contín Aybar, Fernando E. 
Ravelo de la Fuente, Leonte R. Alburquerque Castillo, Máximo 
Puello Renville, Abelardo Herrera Piña, Federico Natalio Cuello 
López y Rafael Richiez Saviñón, asistidos del Secretario General 
de la Suprema Corte de Justicia, y después de haber deliberado los 
jueces signatarios de este fallo;

Considerando, que la sentencia impugnada y la documentación 
a que ella se refiere, ponen de manifiesto que, con motivo de 
una demanda civil en oposición contra la sentencia No.331 de 
fecha 6 de agosto de 1984, incoada por Desiderio Luis Penn, 
el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Peravia, 
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dictó la sentencia cuyo dispositivo es el siguiente: “Primero: 
Declara inadmisible el recurso de oposición interpuesto contra 
la sentencia dictada por este tribunal, por haber sido notificada 
la demanda introductiva de la instancia hablando personalmente 
con el recurrente; Segundo: Condena, al señor Desiderio Luis 
Penn, al pago de las costas y ordena su distracción en provecho 
de los Dres. F. A. Martínez Hernández y Héctor Geraldo Santos, 
abogados que afirman estarlas avanzando en su totalidad”; que, 
como consecuencia del recurso de apelación contra dicha decisión 
la Corte de Apelación de San Cristóbal, emitió el fallo de fecha 
30 de noviembre de 1987, ahora atacado, cuyo dispositivo reza 
de la manera siguiente: “Primero: Acoge la excepción de nulidad 
propuesta por la parte intimada Jacinto Cabrera Pérez, por órgano 
de su abogado constituido el Doctor F. A. Martínez Hernández, 
en consecuencia, declara la nulidad del acto del recurso de 
apelación sin número del 6 de marzo del 1985, instrumentado por 
el ministerial Miguel Ángel Díaz Santana, alguacil de Estrados del 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Peravia, a 
requerimiento de Desiderio Luis Penn, parte intimante, por no 
contener los agravios contra la sentencia recurrida; Segundo: 
Condena a Desiderio Luis Penn al pago de las costas civiles 
con distracción de las mismas en provecho del Doctor Fausto 
A. Martínez Hernández, quien afirma haberlas avanzado en su 
totalidad”;

Considerando, que el recurrente plantea como soporte de su 
recurso los siguientes medios de casación: Primer Medio: Falta de 
Base Legal, Violación al artículo 141 del Código de Procedimiento 
Civil y del artículo 35 de la Ley 834 de julio de 1978; Segundo 
medio: Falta de base legal, otro aspecto. Omisión de estatuir, 
violación del artículo 141 del Código de Procedimiento Civil. 
Falta de motivos.

Considerando, que en el desarrollo de sus dos medios de 
casación, los cuales se reúnen por su estrecha vinculación y por 
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convenir a la solución del presente caso, la parte recurrente alegó, 
en síntesis, lo siguiente: que ante las conclusiones de las partes, la 
Corte a-qua jamás podía estar en condiciones de fallar sobre la 
excepción de nulidad contenida y propuesta en las conclusiones 
principales del hoy recurrido, porque de acuerdo con los 
principios generales que conforman la materia de que se trata, 
para poder presentar conclusiones en relación a una excepción de 
procedimiento hay que tener en cuenta que debe hacerse in limine 
litis, antes de los fines de inadmisión y de la defensa al fondo, y en 
este caso con respecto a dichas conclusiones no tenía pedimentos 
contrapuestos, y si se quería pronunciar sobre el asunto, debió 
poner a la parte recurrente en condiciones de concluir sobre la 
citada excepción de nulidad, por tanto, ha incurrido en falta de 
base legal, violación al artículo 141 del Código de Procedimiento 
Civil y del artículo 35 de la Ley 834 de julio de 1978; que también 
sostuvo el recurrente, que ni en los seis considerandos ni en la 
parte dispositiva de la sentencia impugnada existe constancia de 
que la Corte a-qua se haya pronunciado aunque sea tácitamente 
sobre los puntos de las conclusiones presentadas por el recurrente, 
por lo que violó con ello las disposiciones del artículo 141 del 
Código de Procedimiento Civil y los principios jurisprudenciales 
y doctrinales sobre procedimiento, en el sentido de que los jueces 
deben pronunciarse en sus sentencias sobre todos los puntos 
contenidos en las conclusiones de las partes, para acogerlos o 
rechazarlos;

Considerado, que a ese respecto, el fallo atacado establece 
lo siguiente: “Que en efecto, el acto de apelación no contiene 
los agravios, y el artículo 61 del Código de Procedimiento Civil 
establece que en el acto de emplazamiento, se hará constar a 
pena de nulidad… 3ro. El objeto de la demanda, lo cual es una 
formalidad de una naturaleza tal que coloca al demandado en la 
imposibilidad de defenderse, y la parte intimada alega con todo el 
fundamento que a la parte recurrida no se le ha permitido exponer 
su defensa en la forma y plazo establecido por la ley;”; 
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Considerando, que la Corte a-qua también estimó que: “en 
el artículo 37 de la Ley 834 de 1978 establece que ningún acto 
de procedimiento puede ser declarado nulo por vicio de forma 
si la nulidad no está expresamente prevista por la ley, lo cual 
en la presente caso está previsto por el Art. 61 del Código de 
Procedimiento Civil, y según la parte final del texto citado, la 
nulidad no puede ser pronunciada sino cuando el adversario que la 
invoca pruebe el agravio que le cause la irregularidad, aspecto que 
ha quedado satisfecho por la parte intimada, según indicaciones 
en el considerando precedente”; 

Considerando, que del estudio de la decisión criticada, esta 
Suprema Corte de Justicia, como Corte de Casación, ha podido 
constatar que tal y como lo indica el recurrente, en la misma la 
Corte a-qua no le dio la oportunidad al apelante, de presentar 
sus conclusiones expresando su posición y su pedimento en lo 
referente a la excepción de nulidad solicitada por el apelado, y 
que al fallar sobre la citada excepción sin cumplir con el requisito 
anterior, ha incurrido, no, como dice el recurrente, en falta de 
base legal, Violación al artículo 141 del Código de Procedimiento 
Civil y del artículo 35 de la Ley 834 de julio de 1978, sino en 
violación al derecho de defensa del apelante;

Considerando, que además, esta Corte de Casación es del 
criterio que en la sentencia recurrida fue acogida erróneamente 
la excepción de nulidad de referencia, en razón del hecho de 
que el acto de apelación no contenía los agravios ocasionados 
al apelante por la sentencia recurrida en apelación, lo que no era 
un motivo suficiente y pertinente para declarar la nulidad del 
mismo, ya que los mismos pudieron haber sido sometidos a la 
Corte más adelante mediante escrito ampliatorio de conclusiones; 
en consecuencia, por esto y por lo expuesto en el considerando 
anterior procede que el fallo atacado sea casado.

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada por la 
Corte de Apelación de San Cristóbal, el 30 de noviembre de 1987, 
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cuya parte dispositiva se ha copiado en parte anterior del presente 
fallo, y envía el asunto por ante la Segunda Sala de la Cámara Civil 
y Comercial de la Corte de Apelación del Distrito Nacional, en 
las mismas atribuciones; Segundo: Condena al recurrido al pago 
de las costas del procedimiento, ordenando su distracción en 
provecho del Dr. Manuel Napoleón Mesa Figuereo, abogado del 
recurrente, quien afirma haberlas avanzado en su mayor parte.

Así ha sido hecho y juzgado por la Cámara Civil de la Suprema 
Corte de Justicia, y la sentencia pronunciada por la misma en la 
ciudad de Santo Domingo de Guzmán, en su audiencia pública 
del 11 de marzo de 2009, años 166º de la Independencia y 146º 
de la Restauración.

Firmado: Rafael Luciano Pichardo, Eglys Margarita Esmurdoc, 
Margarita A. Tavares, Ana Rosa Bergés Dreyfous y José E. 
Hernández Machado. Grimilda Acosta, Secretaria General.

La presente sentencia ha sido dada, firmada y pronunciada por 
los señores Jueces que figuran al pie, en la audiencia pública del 
día, mes y año en ella expresados, y fue firmada, leída y publicada 
por mí, Secretaria General, que certifico.
www.suprema.gov.do
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SENTENCIA DEL 11 DE MARZO DE 2009, NÚM. 20
Sentencia impugnada:	 Cámara Civil y Comercial de la Tercera 

Circunscripción del Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Nacional, del 19 de 
mayo de 1987.

Materia:	 Civil.
Recurrentes:	 Héctor Antonio León Sturla y Alfredo 

Hued.
Abogado:	 Dr. Alfredo Gutiérrez Guillén.
Recurrida:	 Renta y Decoraciones, C. por A.
Abogado:	 Dr. Carlos P. Romero Butten.

CAMARA CIVIL

Inadmisible 

Audiencia pública del 11 de marzo de 2009.
Preside: Rafael Luciano Pichardo.

 
Dios, Patria y Libertad

En Nombre de la República, la Cámara Civil de la Suprema 
Corte de Justicia, actuando como Corte de Casación, dicta en 
audiencia pública la sentencia siguiente: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Hector Antonio 
León Sturla y Alfredo Hued, dominicanos, mayores de edad, 
portadores de las cédulas de identificación personal núms. 64045 
y 14251, series 1ra., domiciliados y residentes en esta ciudad, 
ambos contra la sentencia dictada por la Cámara Civil y Comercial 
de la Tercera Circunscripción del Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Nacional, el 19 de mayo de 1987, cuyo dispositivo se 
copia más adelante;
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Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído en la lectura de sus conclusiones a la Dra. Magaly 
Calderón, en representación del Dr. Carlos P. Romero Butten, 
abogado de la parte recurrida, Renta Decoraciones, C. por A.;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la 
República; 

Visto el memorial de casación depositado en la Secretaría 
General de la Suprema Corte de Justicia el 1 de junio de 1987, 
suscrito por el Dr. Alfredo Gutiérrez Guillén, abogado de la parte 
recurrente, en el cual se invocan los medios de casación que se 
indican más adelante;

Visto el memorial de defensa depositado en la Secretaría 
General de la Suprema Corte de Justicia el 25 de marzo de 1988, 
suscrito por el Dr. Carlos P. Romero Butten, abogado de la parte 
recurrida, Renta y Decoraciones, C. por A.;

Vista la Ley núm. 25 de 1991, modificada por la Ley núm. 156 
de 1997 y los artículos 1, 5 y 65 de la Ley sobre Procedimiento 
de Casación;

Visto el auto dictado el 3 de febrero de 2009, por el magistrado 
Rafael Luciano Pichardo, Presidente de la Cámara Civil de la 
Suprema Corte de Justicia, por medio del cual se llama a sí mismo 
y a los magistrados Eglys Margarita Esmurdoc, Margarita A. 
Tavares, Ana Rosa Bergés Dreyfous y José E. Hernández Machado, 
jueces de esta cámara, para integrar la misma en la deliberación y 
fallo del recurso de casación de que se trata, de conformidad con 
las Leyes núms. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La CORTE, en audiencia pública del 27 de julio de 1988, 
estando presente los Jueces, Néstor Contín Aybar, Fernando E. 
Ravelo de la Fuente, Leonte R. Alburquerque Castillo, Máximo 
Puello Renville, Abelardo Herrera Piña, Bruno Aponte Cotes, 
Federico Natalio Cuello López y Rafael Richiez Saviñón, asistidos 
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del Secretario General de la Suprema Corte de Justicia, y después 
de haber deliberado los jueces signatarios de este fallo;

Considerando, que la sentencia impugnada y la documentación 
a que ella se refiere, ponen de manifiesto que, en ocasión de un 
recurso de oposición, contra una sentencia que decidió una demanda 
en resciliación de contrato, cobro de alquileres y desalojo, incoado 
por Héctor Antonio León Sturla y Alfredo Hued contra Renta y 
Decoraciones, el Juzgado de Paz de la Segunda Circunscripción 
del Distrito Nacional, dictó el 3 de octubre de 1986, la sentencia 
núm.672, con el dispositivo siguiente: “Primero: Declara bueno 
y válido el presente recurso de oposición en cuanto a la forma 
por estar hecho de acuerdo a la ley; Segundo: Se Rechaza el 
presente Recurso de Oposición, por ser el mismo inadmisible en 
el caso de la especie; Tercero: Se acogen las conclusiones de la 
parte recurrida por ser justas y reposar sobre base legal; Cuarto: 
Se Confirma en todas sus partes la sentencia recurrida en fecha 
15 de septiembre de 1986, dictada por éste tribunal (Juzgado 
de Paz de la Segunda Circ. del D. N.); Quinto: Se comisiona 
al alguacil ordinario del tribunal especial de tránsito del D.N., 
José R. Quezada, para la notificación de la presente sentencia”; 
que dicha sentencia fue apelada y la Cámara Civil y Comercial 
de la Tercera Circunscripción del Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Nacional rindió la sentencia hoy impugnada el 19 
de mayo de 1987, cuyo dispositivo es de la manera siguiente: 
“Primero: Declara regular y válido en cuanto a la forma el 
recurso de apelación interpuesto por Hector Antonio León Sturla 
y Alfredo Hued, contra la sentencia dictada por el Juzgado de 
Paz de la Segunda Circunscripción del Distrito Nacional, en fecha 
1ro. De Octubre de 1986, con motivo de la demanda en desalojo 
y cobro de alquileres interpuesta por Renta y Decoraciones, C. 
por A. y /o Aida P. De Martínez Thedy; Segundo: En cuanto 
al fondo, Rechaza por improcedente e infundado en derecho el 
referido recurso de alzada, y, en consecuencia, Confirma, en todas 
sus partes, por estar ajustada a derecho, la sentencia objeto del 
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presente recurso, cuya parte dispositiva aparece transcrita en otra 
parte de esta misma decisión; Tercero: Condena a los recurrentes, 
Hector Antonio León Sturla y Alfredo Hued al pago de las costas 
del procedimiento con distracción de las mismas en provecho 
del Dr. Carlos Romero y el Lic. Rafaly Calderón, quienes afirman 
estarlas avanzando en su mayor parte”;

Considerando, que los recurrentes proponen en apoyo en su 
recurso, un Único medio de casación: Violación al artículo 55 de 
la Ley 317 del año 1968 sobre Catastro Nacional; 

Considerando, que en cuanto a su único medio de casación 
los recurrentes sustentan en síntesis que la sentencia recurrida 
contiene incoherencias, ya que en la pagina No. 4 se lee que la 
parte recurrente depositó sus conclusiones, pero al final de esa 
misma página también se lee que el secretario de la Cámara 
Civil y Comercial de la Tercera Circunscripción expidió una 
certificación en la que consta que el abogado de los apelantes no 
depositó escrito ampliatorio de conclusiones; que sí depositaron 
escrito ampliatorio de conclusiones y tal vez no fue ponderado 
por la Corte a-qua; que al demandante le corresponde probar el 
depósito de la Certificación del Catastro Nacional con el avalúo 
correspondiente tal como prevé la Ley 317 del año 1968;

Considerando, que si bien la sentencia recurrida señala en su 
página número 4 que el abogado de los recurrentes hizo deposito 
de escrito justificativo de conclusiones, luego al final de la misma 
página establece que según “certificación expedida por el Secretario 
de la Cámara Civil y Comercial de la Tercera Circunscripción 
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, el día 
20 de febrero de 1987 el Dr. Fernando Gutiérrez Guillen no 
había depositado escrito ampliatorio de conclusiones”, siendo la 
última audiencia de fecha 4 de febrero de 1987, lo que indica que 
dicho escrito de conclusiones fue depositado fuera de plazo; que 
aunque la parte recurrente sustenta que su escrito de conclusiones 
fue depositado en tiempo hábil en el Tribunal a-quo, el mismo 
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no consta en el expediente formado con motivo del presente 
recurso por lo que no se puede verificar dicha actuación ni si las 
conclusiones relativas a la solicitud de depósito de la certificación 
del Catastro Nacional fueron depositadas en tiempo hábil ante el 
tribunal a-quo; que no se puede hacer valer ante la Suprema Corte 
de Justicia en funciones de Corte de Casación, ningún medio 
que no haya sido expresa o implícitamente propuesto en sus 
conclusiones por la parte que lo invoca ante el tribunal del cual 
proviene la decisión atacada, a menos que la ley le haya impuesto 
su examen de oficio en un interés de orden público; que en esas 
condiciones, y como en la especie no se trata de cuestiones que 
interesan al orden público, el medio propuesto es nuevo y como 
tal, resulta inadmisible.;

Considerando, que cuando el recurso de casación es decidido 
por un medio de puro derecho suplido de oficio por esta Suprema 
Corte de Justicia, como ocurre en la especie, el Art. 65 de la Ley 
de Procedimiento de Casación, permite que las cosas puedan ser 
compensadas. 

Por tales motivos: Primero: Declara inadmisible el Recurso de 
Casación interpuesto por Héctor Antonio León Sturla y Alfredo 
Hued, contra la sentencia dictada, en sus atribuciones civiles, por la 
Cámara Civil de la Tercera Circunscripción del Distrito Nacional, 
el 19 de mayo de 1987, cuyo dispositivo se ha copiado en parte 
anterior del presente fallo; Segundo: Compensa las costas.

Así ha sido hecho y juzgado por la Cámara Civil de la Suprema 
Corte de Justicia, y la sentencia pronunciada por la misma en la 
ciudad de Santo Domingo de Guzmán, en su audiencia pública 
del 11 de marzo de 2009, años 165º de la Independencia y 146º 
de la Restauración.

Firmado: Rafael Luciano Pichardo, Eglys Margarita Esmurdoc, 
Margarita A. Tavares, Ana Rosa Bergés Dreyfous y José E. 
Hernández Machado. Grimilda Acosta, Secretaria General.
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La presente sentencia ha sido dada, firmada y pronunciada por 
los señores Jueces que figuran al pie, en la audiencia pública del 
día, mes y año en ella expresados, y fue firmada, leída y publicada 
por mí, Secretaria General, que certifico.
www.suprema.gov.do
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SENTENCIA DEL 11 DE MARZO DE 2009, NÚM. 21
Sentencia impugnada:	 Cámara Civil de la Corte de Apelación de 

San Cristóbal, del 25 de noviembre de 1985.
Materia:	 Civil.
Recurrente:	 Roberto Rodríguez.
Abogados:	 Licdos. Carlos Otto Cornielle Mendoza y 

Manuel Conrado Miniño Simó.
Recurrida:	 Asociación de Detallistas de Provisiones del 

municipio de Baní.
Abogado:	 Dr. Nelson Eddy Carrasco.

CAMARA CIVIL

Rechaza 

Audiencia pública del 11 de marzo de 2009.
Preside: Rafael Luciano Pichardo.

 
Dios, Patria y Libertad

En Nombre de la República, la Cámara Civil de la Suprema 
Corte de Justicia, actuando como Corte de Casación, dicta en 
audiencia pública la sentencia siguiente: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por el señor Roberto 
Rodríguez, dominicano, mayor de edad, portador de la cédula de 
identidad personal núm. 15487 serie 3, domiciliado y residente 
en la calle Cambronal núm. 3, de la ciudad de Baní, Provincia 
Peravía, contra la sentencia dictada por la Cámara Civil de la Corte 
de Apelación de San Cristóbal, el 25 de noviembre de 1985, cuyo 
dispositivo se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
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Oído en la lectura de sus conclusiones al Dr. Néstor Mojíca, 
en representación de los Licdos. Carlos O. Cornielle y Manuel C. 
Miniño, abogados de la parte recurrente;

Oído en la lectura de sus conclusiones el Dr. Nelson Eddy 
Carrasco, abogado de la parte recurrida, Asociación de Detallistas 
de Baní;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la 
República; 

Visto el memorial de casación depositado en la Secretaría 
General de la Suprema Corte de Justicia el 24 de enero de 1986, 
suscrito por los Licdos. Carlos Otto Cornielle Mendoza y Manuel 
Conrado Miniño Simó, abogados de la parte recurrente, en el cual 
se invocan los medios de casación que se indican más adelante;

Visto el memorial de defensa depositado en la Secretaría 
General de la Suprema Corte de Justicia el 5 de marzo de 1986, 
suscrito por el Dr. Nelson Eddy Carrasco, abogado de la parte 
recurrida, Asociación de Detallistas de Provisiones del municipio 
de Baní;

Vista la Ley núm. 25 de 1991, modificada por la Ley núm. 156 
de 1997 y los artículos 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación;

Visto el auto dictado el 26 de noviembre de 2008, por el 
magistrado Rafael Luciano Pichardo, Presidente de la Cámara Civil 
de la Suprema Corte de Justicia, por medio del cual se llama a sí 
mismo y a los magistrados Eglys Margarita Esmurdoc, Margarita 
A. Tavares, Ana Rosa Bergés Dreyfous y José E. Hernández 
Machado, jueces de esta cámara, para integrar la misma en la 
deliberación y fallo del recurso de casación de que se trata, de 
conformidad con las Leyes núms. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La CORTE, en audiencia pública del 24 de junio de 1987, 
estando presente los Jueces, Néstor Contín Aybar, Fernando E. 
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Ravelo de la Fuente, Leonte R. Alburquerque Castillo, Máximo 
Puello Renville, Abelardo Herrera Piña, Octavio Piña Valdez, 
Bruno Aponte Cotes, Federico Natalio Cuello López y Rafael 
Richiez Saviñón, asistidos del Secretario General de la Suprema 
Corte de Justicia, y después de haber deliberado los jueces 
signatarios de este fallo;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que con 
motivo de una demanda en reparación de daños y perjuicios, 
intentada por el señor Roberto Rodríguez contra de la Asociación 
de Detallistas de Provisiones de Baní, Inc. y/o Freddy Aguasvivas 
y demás directivos, la Cámara Civil del Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Judicial de Peravia, dictó el 23 de diciembre 
de 1983, una sentencia cuyo dispositivo es el siguiente: “Falla: 
Primero: Declara buena y válida la presente demanda en daños y 
perjuicios incoada por el señor Roberto Rodríguez, en su calidad de 
cesionario subrogado en los derechos de Fidias Gabino Troncoso 
Mejía, por haber sido interpuesta conforme a la ley y justa en 
derecho; Segundo: Condena a la Asociación de Detallistas de 
Provisiones de Baní, Inc. y/o señor Freddy Aguasvivas al pago 
de una indemnización ascendente a la suma de RD$150,00.00, 
por concepto de daños y perjuicios morales y materiales sufridos 
por Fidias Gabino Troncoso Mejía, cedente en favor de Roberto 
Rodríguez, por la suma de RD$140,000.00, según acto de fecha 11 
de mayo de 1983, ante el Notario Público Dr. Miguel P. Ruiz B., de 
los del número del Distrito Nacional, a resultas de la querella mal 
intencionada del señor Freddy Aguasvivas y/o La Asociación de 
Detallistas de Provisiones de Baní, Inc., y de la que Fidias Gabino 
Troncoso Mejía recibió el no-ha lugar del Juez de Instrucción y 
la confirmación por la Cámara de Calificación del Departamento 
de San Cristóbal por apelación de los supuestos agraviados; 
Tercero: Condena, además a la Asociación de Detallistas de 
Provisiones de Bani, Inc. y/o Freddy Aguasvivas al pago de los 
intereses legales de la suma acordada a título de indemnización 
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supletoria, computados a partir de la notificación de la presente 
sentencia; Cuarto: Condena además a la Asociación de Detallistas 
de Provisiones de Baní, Inc. y/o Freddy Aguasvivas al pago de 
las costas civiles del procedimiento, ordenando su distracción en 
provecho de los Dres. Carlos Otto Cornielle y Manuel Conrado 
Miniño Simó, quienes afirman haberlas avanzado en su mayor 
parte; b) que sobre el recurso de apelación, interpuesto intervino 
la sentencia ahora impugnada con el siguiente dispositivo: “Falla: 
Primero: Admite como regular y válido en cuanto a la forma, 
el recurso de apelación interpuesto en fecha 25 de enero del 
1984, por la Asociación de Detallistas de Provisiones de Baní, 
Inc., representada por su presidente Freddy Aguasvivas, contra la 
sentencia No.410, dictada en fecha 23 de diciembre del 1983 por 
el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Peravia y 
cuyo dispositivo es el siguiente: “Falla: Primero: Declara buena y 
válida la presente demanda en daños y perjuicios incoada por el 
señor Roberto Rodríguez, en su calidad de cesionario subrogado 
en los derechos de Fidias Gabino Troncoso Mejía, por haber 
sido interpuesta conforme a la ley y justa en derecho; Segundo: 
Condena a la Asociación de Detallistas de Provisiones de Baní, 
Inc. y/o señor Freddy Aguasvivas al pago de una indemnización 
ascendente a la suma de RD$150,00.00, por concepto de daños 
y perjuicios morales y materiales sufridos por Fidias Gabino 
Troncoso Mejía, cedente en favor de Roberto Rodríguez, por 
la suma de RD$140,000.00, según acto de fecha 11 de mayo 
de 1983, ante el Notario Público Dr. Miguel P. Ruiz B., de los 
del número del Distrito Nacional; a resultas de la querella mal 
intencionada del señor Freddy Aguasvivas y/o la Asociación de 
Detallistas de Provisiones de Baní, Inc. y de la que Fidias Gabino 
Troncoso Mejía recibió el no-ha lugar del Juez de Instrucción y 
la confirmación por la Cámara de Calificación del Departamento 
de San Cristóbal por apelación de los supuestos agraviados; 
Tercero: condena, además a la Asociación de Detallistas de 
Provisiones de Bani, Inc. y/o Freddy Aguasvivas al pago de los 
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intereses legales de la suma acordada a título de indemnización 
supletoria, computados a partir de la notificación de la presente 
sentencia; Cuarto: Condena además a la Asociación de Detallistas 
de Provisiones de Baní, Inc. y/o Freddy Aguasvivas al pago de 
las costas civiles del procedimiento, ordenando su distracción en 
provecho de los Dres. Carlos Otto Cornielle y Manuel Conrado 
Miniño Simó, quienes afirman haberlas avanzado en su mayor 
parte; Segundo: Acoge el medio de inadmisión por falta de 
calidad propuesto por la parte intimante, en consecuencia declara 
que Roberto Rodríguez no puede accionar contra la Asociación 
de Detallistas de Provisiones de Baní, Inc., en reparación de 
los daños y perjuicios en favor de su deudor; Tercero: Revoca 
en todas sus partes la sentencia recurrida; Cuarto: Condena a 
Roberto Rodríguez, parte intimada al pago de las cotas civiles, 
con distracción de las mismas en provecho de los doctores Nelson 
Eddy Carrasco, Víctor Robustiano Peña y Mariano Germán, 
quienes afirman haberlas avanzado en su totalidad (sic);

Considerando, que el recurrente propone en apoyo en su 
recurso, los siguientes medios de casación: Primer Medio: 
Desnaturalización de los hechos; Segundo Medio: Falta de base 
legal; Tercer Medio: Violación a la ley; 

Considerando, que en el desarrollo de sus tres medios de 
casación que se reúnen por su vinculación, el recurrente sustenta 
en síntesis que mediante cesión de créditos, Fidias Gabino 
Troncoso transfirió a Roberto Rodríguez, los derechos de crédito 
e incorporales, tales como demandar en reparación por los 
daños y perjuicios sufridos por él, lo cual contempla y autoriza 
expresamente el artículo 1689 del Código Civil, que ubica dicho 
texto justamente bajo el rótulo “De la Transferencia de Créditos 
y Otros Derechos Incorporales”, por lo que el señor Roberto 
Rodríguez si tenía calidad para accionar contra la Asociación 
de Detallistas de Provisiones de Baní, Inc., y compartes; que 
en la mencionada cesión también se cedían derecho crediticios 
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o materiales; que no se tuvo en cuenta la recia documentación 
depositada bajo inventario en secretaría;

Considerando, que la Corte a-qua sustentó su decisión en que “si 
bien es cierto que para ponderar el documento de cesión del crédito 
en cuestión, en lo referente a la entrega del título y en cuanto a la 
existencia del mismo, al tiempo de transferirlo como se indica en 
los artículos precedentes, sería necesario hacerlo si se atacara dicho 
acto, no es menos cierto que en el caso de la especie, la falta de 
entrega del título y de su existencia al momento de dicha convención 
fundamenta a esta Corte sobre la naturaleza de la demanda y en 
cuanto a la falta de calidad propuesta, ya que por tratarse de daños 
y perjuicios que los demandantes fundamentan en los artículos 
1382 y 1383 del Código Civil, para ser titular de un crédito o para 
que exista el mismo debe establecerse la falta o la imprudencia y si 
no se cumple con los artículos 1689 y 1693, si no tiene calidad el 
cedente para vender el crédito, mucho menos la tiene el acreedor 
de éste para ejercer la acción contra el deudor de su deudor”; que 
sigue expresando la Corte a-quo en la sentencia impugnada, “que 
por otra parte el artículo 1166 del Código Civil permite como una 
excepción a la relatividad de las convenciones establecida por el 
artículo 1165 de dicho Código, que “los acreedores pueden ejercitar 
todos los derechos y acciones correspondientes a su deudor, con 
excepción de los exclusivamente peculiares a la persona”; que en 
materia de responsabilidad existe una distinción entre la reparación 
de un perjuicios moral y un perjuicios material. En cuanto a la 
reparación del perjuicio moral, las acciones pertenecen sólo a la 
víctima, aunque los acreedores podrían accionar en cuanto a la 
reparación de un daño causado a los bienes, pero en el presente 
caso la acción del acreedor del cedente Fidias Gabino Troncoso 
se refiere a los perjuicios morales por la querella y aunque reclama 
gastos físicos y materiales, estos están ligados al perjuicio moral ya 
que son consecuencia de este como la salud de este último y de su 
familia, según sus propios alegatos, y no se refieren a la reparación 
por el daño de los bienes”;
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Considerando, que ciertamente como sustentó la Corte a-qua 
los derechos morales contrario a los derechos materiales no 
pueden ser cedidos, ya que se trata de un derecho intuito persona, 
es decir inherente a la persona, toda vez que es solamente ésta 
quien recibe el sufrimiento moral y por lo tanto le es exclusivo su 
ejercicio; que en cuanto al alegato de la parte recurrente de que 
no solamente se cedieron derechos morales sino que también se 
cedieron derechos materiales, no se encuentra depositado en el 
expediente el acto contentivo de la cesión de derechos ni el acto 
de la demanda, lo que no permite a esta Suprema Corte de Justicia 
determinar el alcance de los derechos cedidos ni de los reclamados 
por el demandante, ahora recurrente, que según se desprende de 
los documentos aportados tal como sustenta la Corte a-qua se 
trata de una demanda en responsabilidad civil fundamentada en 
daños morales, que aunque reclame reparación por gastos físicos 
y materiales estos están ligados al perjuicio moral ya que son 
consecuencia de este como el estado de salud por las persecuciones 
penales, según los propios alegatos del recurrente, y no se refieren 
a la reparación por el daño a los bienes; que no se ha demostrado 
tampoco cuales documentos no fueron ponderados por la Corte 
a-qua que hubieren influido en su decisión, por lo que procede el 
rechazo de dichos medios y con ellos del recurso de que se trata.

Por tales motivos: Primero: Rechaza el recurso de casación 
interpuesto por Roberto Rodríguez, contra la sentencia dictada 
por la Cámara Civil de la Corte de Apelación de San Cristóbal el 
25 de noviembre de 1985, cuya parte dispositiva figura en otro 
lugar de este fallo; Segundo: Condena a la parte recurrente al 
pago de las costas procesales, con distracción de las mismas en 
favor del Dr. Nelsón Eddy Carrasco, abogado del recurrido, quien 
afirma haberla avanzado en su totalidad.

Así ha sido hecho y juzgado por la Cámara Civil de la Suprema 
Corte de Justicia, y la sentencia pronunciada por la misma en la 
ciudad de Santo Domingo de Guzmán, en su audiencia pública 
del 11 de marzo de 2009, años 165º de la Independencia y 146º 
de la Restauración.
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Firmado: Rafael Luciano Pichardo, Eglys Margarita Esmurdoc, 
Margarita A. Tavares, Ana Rosa Bergés Dreyfous y José E. 
Hernández Machado. Grimilda Acosta, Secretaria General.

La presente sentencia ha sido dada, firmada y pronunciada por 
los señores Jueces que figuran al pie, en la audiencia pública del 
día, mes y año en ella expresados, y fue firmada, leída y publicada 
por mí, Secretaria General, que certifico.
www.suprema.gov.do
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SENTENCIA DEL 11 DE MARZO DE 2009, NÚM. 22
Sentencia impugnada:	 Juzgado de Primera Instancia del Distrito 

Judicial de Hato Mayor, del 30 de marzo de 
1989.

Materia:	 Civil.
Recurrente:	 Mireya Altagracia Payano de Puello.
Abogado:	 Dr. Mario Carbuccia Fernández.
Recurrida:	 María Nieves Guarda.

CAMARA CIVIL

Casa 

Audiencia pública del 11 de marzo de 2009.
Preside: Rafael Luciano Pichardo.

 
Dios, Patria y Libertad

En Nombre de la República, la Cámara Civil de la Suprema 
Corte de Justicia, actuando como Corte de Casación, dicta en 
audiencia pública la sentencia siguiente: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Mireya Altagracia 
Payano de Puello, dominicana, mayor de edad, portadora de la 
cédula de identificación personal núm. 14955, serie 27, domiciliada 
y residente en esta ciudad, contra la sentencia dictada por el 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Hato Mayor, 
el 30 de marzo de 1989, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la 
República; 
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Visto el memorial de casación depositado en la Secretaría 
General de la Suprema Corte de Justicia el 2 de junio de 1989, 
suscrito por el Dr. Mario Carbuccia Fernández, abogado de la 
parte recurrente, Mireya A. Payano de Puello, en el cual se invocan 
los medios de casación que se indican más adelante;

Visto el auto de fecha 28 de agosto del año 1989, el cual ordena 
la exclusión de la presente instancia de la recurrida María Nieves 
Guarda, a solicitud de la parte recurrente;

Vista la Ley núm. 25 de 1991, modificada por la Ley núm. 156 
de 1997 y los artículos 1, 20 y 65 de la Ley sobre Procedimiento 
de Casación;

Visto el auto dictado el 9 de enero de 2009, por el magistrado 
Rafael Luciano Pichardo, Presidente de la Cámara Civil de la 
Suprema Corte de Justicia, por medio del cual se llama a sí mismo 
y a los magistrados Eglys Margarita Esmurdoc, Margarita A. 
Tavares, Ana Rosa Bergés Dreyfous y José E. Hernández Machado, 
jueces de esta cámara, para integrar la misma en la deliberación y 
fallo del recurso de casación de que se trata, de conformidad con 
las Leyes núms. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La CORTE, en audiencia pública del 25 de abril de 1990, 
estando presente los Jueces Néstor Contín Aybar, Fernando E. 
Ravelo de la Fuente, Leonte R. Alburquerque Castillo, Máximo 
Puello Renville, Abelardo Herrera Piña, Octavio Piña Valdez y 
Rafael Richiez Saviñón, asistidos del Secretario General de esta 
Suprema Corte de Justicia, y después de haber deliberado los 
jueces signatarios de este fallo;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que con 
motivo de una demanda en desalojo y cobro de pesos intentada por 
la señora María Nieves Guarda, contra la señora Mireya Payano 
de Puello, el Juzgado de Paz del municipio de Hato Mayor, dictó 
el 4 de mayo de 1988, una sentencia con el siguiente dispositivo: 
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“Primero: Se rechazan las conclusiones de la parte demandante, 
señora María Nieves Guarda, por improcedentes y mal fundadas; 
Segundo: Se rechaza la demanda original introductiva de la 
instancia por no existir entre la señora Mireya Payano de Puello 
y la señora María Nieves Guarda, parte demandante ningún 
contrato de inquilinato de la casa No. 6 de la calle San Antonio de 
esta ciudad de Hato Mayor, ni de ninguna otra casa; así como por 
la circunstancia de que no se le puede conferir a la demandada 
Mireya Payano de Puello la condición de inquilina un acto o 
convenio intervenido entre la demandante y su esposo, el Dr. 
Blas Nelson Puello, por ser ella una persona Jurídica distinta a la 
de su legítimo esposo, quien tiene además en virtud de la ley la 
administración de la comunidad matrimonial, también por falta 
de pruebas legales; Segundo Condena a la señora María Nieves 
Guarda, al pago de las costas del procedimiento con distracción 
de las mismas en provecho de los Doctores Mario Carbuccia 
Fernández y Ángel Mario Carbuccia A., quienes afirman 
haberlas avanzado en su mayor parte”; b) que sobre el recurso 
de apelación interpuesto intervino la sentencia ahora impugnada 
con el siguiente dispositivo: “Primero: Se declara bueno y válido 
en cuanto a la forma el recurso de Apelación interpuesto por la 
señora María Nieves Guarda, contra la sentencia No.3 de fecha 4 
del mes de mayo del año 1988, dictada por el Juzgado de Paz de 
este municipio de Hato Mayor del Rey, por haber sido hecho de 
acuerdo a lo establecido en la ley; Segundo: Se acogen en todas 
sus partes las conclusiones formuladas por el abogado de la parte 
intimante; y en consecuencia se revoca en todas sus partes la 
sentencia No.3 de fecha 4 del mes de mayo del año 1988, dictada 
por el Juzgado de Paz de este municipio de Hato Mayor del Rey; 
Tercero: Se rechazan las conclusiones formuladas por el abogado 
de la parte intimada por improcedentes y mal fundadas; Cuarto: 
Se declara rescindido el contrato de alquiler intervenido entre las 
señoras María Nieves Guarda y Mireya Payano de Puello, por falta 
de pago; Quinto: Se Condena a la señora Mireya Payano de Puello 



312	 Boletín Judicial 1180

al pago de RD$300.00 pesos, por concepto de alquileres vencidos 
correspondientes a los meses junio, julio, agosto, septiembre y 
octubre del 1987, a razón de RD$60.00 pesos mensuales, más 
los meses vencidos a partir de la fecha de la Demanda; Séptimo: 
condena a la señora Mireya Payano de Puello al pago de las costas 
del procedimiento, con distracción en provecho del Dr. William 
Radhames Queto Báez, quien afirma haberlas avanzado en su 
mayor parte; Octavo: Ordena, el desalojo inmediato de la señora 
Mireya Payano de Puello y/o cualesquiera otra persona que la 
ocupe la casa alquilada; Noveno: Ordena, la ejecución provisional 
de la sentencia a intervenir, no obstante cualquier recurso que 
contra la misma se interponga”;

Considerando, que en su memorial de casación la recurrente 
invoca los siguientes medios: Primer Medio: Violación de la ley; 
violación por inaplicación y desconocimiento de los Arts. 1101, 
1108, 1119 y 1709 del Código Civil; violación de los artículos 
1715, 1716 y 1315 del mismo Código, por desconocimiento, mala 
interpretación y errada aplicación del régimen de pruebas en 
materia de contratos de arrendamiento verbal de viviendas; falsa y 
errada aplicación del artículo 315 del Código Civil; violación a los 
artículos 83, 138, 87 y 1040 del Código de Procedimiento Civil; 
motivos insuficientes y errados; falta de base legal; Segundo 
Medio: Violación de la ley; violación del artículo 1, párrafo II in 
fine del Código de Procedimiento Civil, modificado por la Ley 
845 del año 1978; falta de base legal; Tercer Medio: Violación 
de la ley; violación por falsa aplicación del párrafo II del artículo 
4 de la Ley 17 del año 1988; desnaturalización de documentos; 
violación del artículo 141 del Código de Procedimiento Civil; 
motivos vagos, imprecisos, insuficientes, errados y falta de base 
legal;

Considerando, que en el desarrollo de la última parte de su 
primer medio de casación, examinada en primer término por 
convenir así a la mejor solución del caso, la recurrente alega 
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en síntesis que el fallo impugnado no contiene los motivos 
que llevaron al Juez a-quo a atribuirle de manera arbitraria a la 
recurrente la calidad de inquilina; que tampoco se precisan los 
elementos que lo llevaron a determinar, en ausencia de contrato 
escrito, el precio del arrendamiento mensual;

Considerando, que el examen de la sentencia impugnada pone 
de manifiesto en cuanto al aspecto aquí examinado, que el Juez 
a-quo estableció que la entonces demandada, hoy recurrente, no 
había aportado ningún documento probatorio de que existiera 
contrato de inquilinato entre la recurrida y el Dr. Nelson Blas Puello, 
esposo de la demandante; que, tomando sólo como elementos 
probatorios una certificación del Tesorero del Ayuntamiento 
de Hato Mayor, donde consta que la recurrida es la propietaria 
del solar ubicado en la calle San Antonio esquina Miches No. 6, 
donde se encuentra la mejora supuestamente arrendada, y una 
certificación de la Sucursal del Banco Agrícola de Hato Mayor, 
en la que se hace constar que la recurrente no había depositado 
valores en esa sucursal consignados a la recurrida, produjo su fallo, 
sin encontrarse en el mismo motivos suficientes y pertinentes que 
justifiquen su dispositivo;

Considerando, que de conformidad con el artículo 141 del 
Código de Procedimiento Civil, las sentencias deberán contener, 
entre otras formalidades, “la exposición sumaria de los puntos 
de hecho y de derecho, los fundamentos y el dispositivo”; que es 
obligación de los jueces al emitir su fallo, justificar su dispositivo 
mediante una motivación suficiente, clara y precisa, que permita 
a la Corte de Casación verificar si se ha hecho una correcta 
aplicación de la ley, lo que no ha ocurrido en la especie, por lo 
que procede casar el fallo impugnado, sin necesidad de ponderar 
los demás medios del recurso;

Considerando, que cuando la sentencia fuere casada por falta 
o insuficiencia de motivos o falta de base legal, las costas podrán 
ser compensadas.
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Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada por el 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Hato Mayor, 
el 6 de diciembre de 1989, cuyo dispositivo figura en parte anterior 
de este fallo, y envía el asunto por ante la Cámara Civil del Juzgado 
de Primera Instancia del Distrito Judicial de El Seybo, en las 
mismas atribuciones; Segundo: Compensa las costas procesales.

Así ha sido hecho y juzgado por la Cámara Civil de la Suprema 
Corte de Justicia, y la sentencia pronunciada por la misma en la 
ciudad de Santo Domingo de Guzmán, en su audiencia pública 
del 11 de marzo de 2009, años 166º de la Independencia y 146º 
de la Restauración.

Firmado: Rafael Luciano Pichardo, Eglys Margarita Esmurdoc, 
Margarita A. Tavares, Ana Rosa Bergés Dreyfous y José E. 
Hernández Machado. Grimilda Acosta, Secretaria General.

La presente sentencia ha sido dada, firmada y pronunciada por 
los señores Jueces que figuran al pie, en la audiencia pública del 
día, mes y año en ella expresados, y fue firmada, leída y publicada 
por mí, Secretaria General, que certifico.
www.suprema.gov.do
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SENTENCIA DEL 11 DE MARZO DE 2009, NÚM. 23
Sentencia impugnada:	 Cámara Civil y Comercial de la Corte de 

Apelación de Santo Domingo, del 15 de 
abril de 1986.

Materia:	 Civil.
Recurrentes:	 Dalconeris de los Santos y Antonia De de 

los Santos.
Abogados:	 Licdos. Eric Raful y Manuel C. Miniño Simó 

y Dr. Manuel Ma. Miniño Rodríguez.
Recurrida:	 Eastern Airlines.
Abogado:	 Dr. José Manuel Machado.

CÁMARA CIVIL

Rechaza 

Audiencia pública del 11 de marzo de 2009.
Preside: Rafael Luciano Pichardo.

 
Dios, Patria y Libertad

En Nombre de la República, la Cámara Civil de la Suprema 
Corte de Justicia, actuando como Corte de Casación, dicta en 
audiencia pública la sentencia siguiente: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Licdo. Rafael de 
los Santos, Dalconeris de los Santos y Antonia de de los Santos, 
dominicanos, mayores de edad, portadores de las cédulas de 
identificación personal núms. 113618, 143505 y 39437, series 
1ras., contra la sentencia dictada por Cámara Civil y Comercial de 
la Corte de Apelación de Santo Domingo el 15 de abril de 1986, 
cuyo dispositivo se copia más adelante;
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Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la 
República;

Visto el memorial de casación depositado en la Secretaría 
General de la Suprema Corte de Justicia el 16 de junio de 1986, 
suscrito por el Licdo. Eric Raful, por sí y por el Dr. Manuel 
Ma. Miniño Rodríguez y por el Licdo. Manuel C. Miniño Simó, 
abogados de las partes recurrentes, en el cual se invocan los 
medios de casación que se indican más adelante; 

Visto el memorial de réplica de fecha 16 de junio de 1986 
depositado en la Secretaría General de la Suprema Corte de 
Justicia, suscrito por el Dr. José Manuel Machado, abogado de la 
recurrida, Eastern Airlines; 

Vista la Ley núm. 25 de 1991, modificada por la Ley núm. 156 
de 1997 y los artículos 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación; 

Visto el auto dictado el 13 de febrero de 2009, por el magistrado 
Rafael Luciano Pichardo, Presidente de la Cámara Civil de la 
Suprema Corte de Justicia, por medio del cual se llama a sí mismo 
y a los magistrados Eglys Margarita Esmurdoc, Margarita A. 
Tavares, Ana Rosa Bergés Dreyfous y José E. Hernández Machado, 
jueces de esta cámara, para integrar la misma en la deliberación y 
fallo del recurso de casación de que se trata, de conformidad con 
las Leyes núms. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La CORTE, en audiencia pública del 14 de junio de 1989, 
estando presente los Jueces, Fernando E. Ravelo de la Fuente, 
Leonte R. Alburquerque Castillo, Máximo Puello Renville, 
Abelardo Herrera Piña, Octavio Piña Valdez y Rafael Richiez 
Saviñón, asistidos del Secretario General de la Suprema Corte de 
Justicia, y después de haber deliberado los jueces signatarios de 
este fallo;
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Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que con 
motivo de una demanda en reparación de daños y perjuicios, 
intentada por los Sres. Rafael de los Santos, Dalconeris de los 
Santos y Antonia Morales de los Santos contra Eastern Airlines, 
la Cámara de lo Civil y Comercial de la Primera Circunscripción 
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, dictó el 
25 de julio de 1984 una sentencia cuyo dispositivo es el siguiente: 
“Primero: Ratifica el defecto, pronunciado en audiencia contra la 
parte demandada Eastern Airlines, por no haber comparecido no 
obstante haber sido emplazada legalmente; Segundo: Acoge las 
conclusiones presentadas en audiencia por las partes demandantes 
por ser justas y reposar en prueba legal, y en consecuencia condena 
a la demandada a pagarle a los demandantes: a) la suma de cinco 
mil pesos oro (RD$5,000.00), como reparación de los daños y 
perjuicios causados por la demandada a los demandantes; b) los 
intereses legales de dicha suma a partir de la fecha de la demanda; 
c) todas las costas causadas y por causarse en la presente instancia 
ordenando su distracción en provecho del Dr. Manuel María 
Miniño Rodríguez y los Licdos. Manuel Conrado Miniño Simó 
y Eric Raful, quienes afirman haberlas avanzado en su totalidad; 
Tercero: Comisiona al ministerial Rafael Ángel Peña Rodríguez, 
Alguacil de Estrados de este Tribunal, para la notificación de 
la presente sentencia”; b) que sobre la sentencia anteriormente 
citada, se interpuso un recurso de apelación en el cual la Cámara de 
lo Civil y Comercial de la Corte de Apelación de Santo Domingo 
en fecha 15 de abril de 1986, dictó la sentencia ahora impugnada, 
cuyo dispositivo es el siguiente: “Primero: Admite como 
regular y válido en cuanto a la forma los recursos de apelación 
interpuestos por a) Eastern Airlines Inc. y b) por los señores 
Licdo. Rafael de los Santos, Dalconeris de los Santos y Antonia 
De de los Santos, contra la sentencia dictada por la Cámara Civil y 
Comercial de la Primera Circunscripción del Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Nacional, en fecha 25 de julio de 1984, por 



318	 Boletín Judicial 1180

haber sido interpuestos dichos recursos de conformidad con las 
formalidades legales; Segundo: Relativamente al fondo rechaza 
en todas sus partes las conclusiones formuladas en audiencia por 
los recurrentes Licdo. Rafael de los Santos, Dalconeris de los 
Santos y Antonia De de los Santos y la Eastern Airlines, Inc., 
y en consecuencia confirma en todas sus partes la sentencia 
impugnada; Tercero: Condena a la recurrente Eastern Airlines 
Inc., al pago de las costas, con distracción de las mismas en 
provecho de los abogados Dr. Manuel María Miniño Rodríguez, 
Licdo. Eric Raful y Licdo Manuel Conrado Miniño, quienes 
afirman haberlas avanzado en su totalidad”; 

Considerando, que en su memorial los recurrentes invocan los 
siguientes medios de casación: “Primer Medio: Contradicción 
de motivos; Segundo Medio: Violación del artículo 1149 del 
Código Civil”;

Considerando, que en el memorial de réplica de fecha 16 
de junio de 1986, suscrito por el Dr. Jose Manuel Machado, la 
recurrida solicita “que se fusione el recurso de la Eastern Air 
Lines, de fecha 13 junio de 1986 con el recurso de los señores 
Licdo. Rafael de los Santos, Dalconeris de los Santos y Antonia 
Morales De de los Santos, de fecha 16 de junio de 1986”; que 
dicha petición es desestimada en razón de que los documentos 
que obran en el expediente no proporcionan la certeza de que 
Eastern Airlines, Inc. también hubiese interpuesto un recurso de 
casación contra la sentencia hoy recurrida; 

Considerando, que en su primer medio los recurrentes 
sustentan, fundamentalmente, que la sentencia contradice las 
propias argumentaciones de sus considerandos toda vez que pese 
a manifestar en uno de ellos ”que la indicada sentencia debe ser 
modificada en cuanto al acápite A) del ordinal Segundo de la 
misma”, dicha modificación no se materializa, todo lo contrario 
en su dispositivo confirma en todas sus partes la sentencia apelada; 
que los motivos de la sentencia recurrida se bastan por sí mismos 
para demostrar la contradicción alegada; 
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Considerando, que la Corte a-qua en sus motivaciones expresa, 
en una de las dos páginas de su sentencia marcada con el núm. 15, 
que: “la sentencia apelada ha hecho una correcta interpretación 
del derecho, pero una no muy clara evaluación de los hechos y 
circunstancias del proceso, los cuales esta Corte ha aclarado, y por 
lo tanto es su criterio que la indicada sentencia debe ser modificada 
en cuanto al acápite a) del ordinal segunda de la misma”; que en la 
otra página 15 se hace constar que: la sentencia apelada ha hecho 
una correcta interpretación del derecho, así como una muy clara 
evaluación de los hechos y circunstancias del proceso, los cuales 
esta Corte ha aclarado, y por tanto es su criterio que la indicada 
sentencia debe ser confirmada en todas sus partes, ya que la suma 
acordada esta en plena armonía con los daños sufridos, por lo 
que se rechazan las conclusiones de la recurrente a fines de que se 
aumenten estos valores”;

Considerando, que si bien, como alegan los hoy recurrentes, en 
la sentencia impugnada se ofrecen motivos para modificar el literal 
a) de la sentencia recurrida en apelación y en el dispositivo se hizo 
constar que se confirmaba en todas sus partes dicha sentencia, esta 
Suprema Corte de Justicia ha podido verificar, del estudio de la 
sentencia de que se trata, que ésta tiene dos páginas marcadas con 
el número 15, y que en una de ellas se dan motivos para confirmar 
la sentencia atacada y en la otra para modificarla en lo relativo al 
monto indemnizatorio; que este hecho no caracteriza el vicio de 
contradicción de motivos denunciado por los recurrentes sino 
un simple error material, toda vez que entre las páginas de dicha 
sentencia, núm. 15, que recoge los motivos para su modificación, 
y la núm. 16, no se observa una continuidad coherente; que por 
el contrario, es más que evidente, que la otra página núm. 15, es 
decir, en la que se justifica la confirmación de ese fallo, guarda una 
secuencia perfecta con la página 16, y más importante aún con el 
dispositivo de la misma, por lo que el medio de casación que se 
examina carece de fundamento y debe ser desestimado;
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Considerando, que en su segundo medio de casación los 
recurrentes alegan en síntesis, que el artículo 1149 del Código 
Civil ha sido violado claramente al estimar el tribunal a-quo en 
la sentencia recurrida “que se confirma en todas sus partes la 
sentencia impugnada”; que esta sentencia obviamente no evaluó 
la magnitud de los daños materiales y morales que sufrieron los 
recurrentes, en clara violación al citado texto legal, el cual obliga a 
indemnizar a quienes hayan sufrido daños y perjuicios derivados 
del incumplimiento de una obligación “en cantidades análogas a 
las pérdidas que haya sufrido y a las ganancias de que hubiese sido 
privado”; que resulta evidente que al evaluar los daños y perjuicios 
sufridos por los recurrentes debido a la exclusiva negligencia de la 
Eastern Airlines, Inc., el tribunal a-quo valoró insuficientemente 
los mismos, toda vez que no cumplió con lo establecido en el 
referido artículo;

Considerando, que la Corte a-qua justificó los daños sufridos 
por los actuales recurrentes sobre la base de que: “conforme a los 
documentos depositados por las partes, resulta evidente: Primero: 
que el avión de la línea aérea Eastern Airlines, Inc. no pudo salir 
a las 5:50 P.M. del día 24 de agosto del año 1983, hecho que no 
se produjo sino hasta el día siguiente, 25 de agosto de 1983, a las 
8:00 A.M.; Segundo: que a los pasajeros se les mantuvo hasta 
la 1:00 A.M. de la madrugada en el Aeropuerto Internacional 
de las Américas, hasta ser trasladados al Hotel Santo Domingo; 
Tercero: que la señora Antonia Morales De de los Santos sufrió 
un colapso de presión alta por lo que fue enviada al Centro 
Médico Andrikson en fecha 25 de agosto de 1983; Cuarto: que 
los señores Lic. Rafael de los Santos, Dalconeris de los Santos y 
Antonia Morales de De los Santos no tomaron el vuelo que los 
llevaría a San Juan, Puerto Rico en fecha 25 de agosto de 1983, 
fecha en que partió el avión de la Eastern Airlines, Inc., a la cual 
le habían comprado los tickets; Considerando: Que a la luz de los 
hechos resulta obvia la falta de la compañía Eastern Airlines, Inc. 
toda vez que mantuvo a los pasajeros desde las 5:30 de la tarde del 
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día indicado para la partida hasta la 1:00 A.M. de la madrugada del 
siguiente día en la terminal aérea, hora en que fueron trasladados 
al Hotel Santo Domingo, razón por la que no es posible alegar 
que la Compañía Aérea tomó las medidas necesarias para evitar 
daños a los señores Lic. Rafael de los Santos, Dalconeris de los 
Santos y Antonia Morales De de los Santos”;

Considerando, que si bien es verdadero, a los términos del 
artículo 1149 del Código Civil, que los daños y perjuicios a que 
el acreedor tiene derecho, consisten en cantidades análogas a 
las pérdidas que haya sufrido y a las ganancias de que hubiese 
sido privado, también es cierto que a los jueces del fondo se les 
reconoce un poder soberano para evaluar el monto de los daños 
y perjuicios debidos, en virtud del artículo 1149, el cual escapa 
al control de la casación, salvo desnaturalización, lo que no ha 
ocurrido en la especie; 

Considerando, que por lo expresado con anterioridad el 
segundo medio propuesto resulta tambien infundado, y por ello 
el presente recurso de casación debe ser rechazado.

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de casación 
interpuesto por Rafael de los Santos, Dalconeris de los Santos y 
Antonia Morales de los Santos, contra la sentencia núm. 66 del 
15 de abril de 1986, dictada por la Cámara Civil y Comercial de la 
Corte de Apelación de Santo Domingo, hoy del Distrito Nacional, 
en sus atribuciones civiles, cuyo dispositivo se copia en parte 
anterior del presente fallo; Segundo: Condena a los recurrentes 
al pago de las costas, ordenando su distracción en provecho del 
Lic. José Manuel Machado, abogado de la recurrida.

Así ha sido hecho y juzgado por la Cámara Civil de la Suprema 
Corte de Justicia, y la sentencia pronunciada por la misma en la 
ciudad de Santo Domingo de Guzmán, en su audiencia pública 
del 11 de marzo de 2009, años 166º de la Independencia y 146º 
de la Restauración.
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Firmado: Rafael Luciano Pichardo, Eglys Margarita Esmurdoc, 
Margarita A. Tavares, Ana Rosa Bergés Dreyfous y José E. 
Hernández Machado. Grimilda Acosta, Secretaria General.

La presente sentencia ha sido dada, firmada y pronunciada por 
los señores Jueces que figuran al pie, en la audiencia pública del 
día, mes y año en ella expresados, y fue firmada, leída y publicada 
por mí, Secretaria General, que certifico.
www.suprema.gov.do
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SENTENCIA DEL 11 DE MARZO DE 2009, NÚM. 24
Sentencia impugnada:	 Cámara Civil y Comercial de la Corte de 

Apelación de Santo Domingo, del 27 de 
agosto de 1986.

Materia:	 Civil.
Recurrentes:	 Frederic Schad, C. por A. y Prudential Grace 

Lines, Inc.
Abogados:	 Licdos. Ricardo Ramos F. y Tomás Franjul y 

Dr. Wellington J. Ramos Messina.
Recurrida:	 Seguros América, C. por A.
Abogados:	 Dr. Juan Ml. Pellerano Gómez y Licda. 

María de Lourdes del Castillo.

CAMARA CIVIL

Rechaza 

Audiencia pública del 11 de marzo de 2009.
Preside: Rafael Luciano Pichardo.

 
Dios, Patria y Libertad

En Nombre de la República, la Cámara Civil de la Suprema 
Corte de Justicia, actuando como Corte de Casación, dicta en 
audiencia pública la sentencia siguiente: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Frederic Schad, C. 
por A., sociedad comercial dedicada al agenciamiento marítimo, 
constituida de acuerdo con las leyes de la República Dominicana, 
con domicilio y asiento social en el edificio marcado con el núm.26 
de la calle José Gabriel García de esta ciudad, debidamente 
representada por su Vicepresidente, señor José Antonio Wittkop, 
dominicano, mayor de edad, portador de la cédula de identificación 
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personal núm. 56314, serie 1ra.; y Prudential Grace Lines, Inc., 
sociedad comercial dedicada al trasporte marítimo internacional, 
organizada según las leyes de los Estados Unidos de América, 
con domicilio social en la suite 3601 del One World Trade Center 
de la ciudad de New York, Estados Unidos de América, contra 
la sentencia dictada por la Cámara Civil y Comercial de la Corte 
de Apelación de Santo Domingo, el 27 de agosto de 1986, cuyo 
dispositivo se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído en la lectura de sus conclusiones al Dr. Ricardo Ramos, 
abogado de la parte recurrente;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la 
República; 

Visto el memorial de casación depositado en la Secretaría 
General de la Suprema Corte de Justicia el 1 de diciembre de 
1986, suscrito por el Lic. Ricardo Ramos F., por sí y por el Lic. 
Tomás Franjul y el Dr. Wellington J. Ramos Messina, abogados de 
las partes recurrentes, en el cual se invocan los medios de casación 
que se indican más adelante;

Visto el memorial de defensa depositado en la Secretaría 
General de la Suprema Corte de Justicia el 29 de diciembre de 
1988, suscrito por el Dr. Juan Ml. Pellerano Gómez, por sí y por 
la Licda. María de Lourdes del Castillo, abogados de la parte 
recurrida, Seguros América, C. por A.;

Vista la Ley núm. 25 de 1991, modificada por la Ley núm. 156 
de 1997 y los artículos 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación;

Visto el auto dictado el 9 de enero de 2009, por el magistrado 
Rafael Luciano Pichardo, Presidente de la Cámara Civil de la 
Suprema Corte de Justicia, por medio del cual se llama a sí mismo 
y a los magistrados Eglys Margarita Esmurdoc, Margarita A. 
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Tavares, Ana Rosa Bergés Dreyfous y José E. Hernández Machado, 
jueces de esta cámara, para integrar la misma en la deliberación y 
fallo del recurso de casación de que se trata, de conformidad con 
las Leyes núms. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La CORTE, en audiencia pública del 4 de abril de 1990, 
estando presente los Jueces Néstor Contín Aybar, Fernando E. 
Ravelo de la Fuente, Leonte R. Alburquerque Castillo, Máximo 
Puello Renville, Abelardo Herrera Piña, Octavio Piña Valdez, 
Federico Natalio Cuello López y Rafael Richiez Saviñón, asistidos 
del Secretario General de la Suprema Corte de Justicia, y después 
de haber deliberado los jueces signatarios de este fallo;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que con 
motivo de una demanda en reparación de daños y perjuicios 
intentada por Seguros América, C. por A., contra Frederic 
Schad, C. por A., y Prudential Grace Lines, Inc., la Cámara 
Civil y Comercial de la Primera Circunscripción del Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Nacional, dictó el 8 de septiembre 
de 1976, una sentencia con el siguiente dispositivo: “Primero: 
Rechaza las conclusiones principales formuladas en audiencia por 
Prudential Grace Lines, Inc., y la Frederic Schad, C. por A., parte 
demandada por improcedentes e infundadas; Segundo: Acoge 
en su casi totalidad las conclusiones formuladas en audiencia por 
la demandante Seguros América, C. por A., y en consecuencia 
condena a Prudential Grace Lines, Inc., y la Frederic Schad, C. 
por A., a pagar solidariamente, en provecho de la mencionada 
demandante la suma de RD$500.00 aplicando al caso de la especie 
la cláusula de responsabilidad limitada insertada en el conocimiento 
de embarque como justa indemnización por los daños sufridos 
por dicha demandante a causa de las averías expedimentadas por 
la mercancía transportada; Tercero: Condena a Prudential Grace 
Lines, Inc., y la Frederic Schad, C. por A., al pago de los interés de 
dicha suma a partir de la fecha de la demanda en justicia; Cuarto: 
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Compensa las costas causadas, por haber sucumbido ambas 
partes en algunos puntos del proceso”; b) que sobre el recurso 
de apelación interpuesto intervino la sentencia ahora impugnada 
con el siguiente dispositivo: “Primero: Declara regulares y 
válidos en cuanto a la forma los sendos recursos de apelación 
incoados principalmente por Seguros América, C. por A., e 
incidentalmente por la Prudential Grace Lines, Inc., y la Frederic 
Schad, C. por A., contra la sentencia de fecha 8 de septiembre 
de 1976, dictada por la Cámara Civil y Comercial de la Primera 
Circunscripción del Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Nacional, cuyo dispositivo se copia precedentemente; Segundo: 
Rechaza las conclusiones así como los recursos interpuestos por la 
Prudential Grace Lines, Inc., y Frederic Schad, C. por A.; Tercero: 
Relativamente al fondo Acoge el recursos de apelación incoado 
por Seguros América, C. por A., y en consecuencia: a) Confirma el 
ordinal primero del dispositivo de la sentencia impugnada, dictada 
por la Cámara Civil y Comercial de la Primera Circunscripción del 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, en fecha 8 de 
septiembre de 1976; b) Revoca la parte del ordinal segundo de la 
mencionada sentencia apelada que aplica en el caso de la especie 
una cláusula de limitación de responsabilidad y en consecuencia, 
Condena a la Prudential Grace Lines, Inc., y Frederic Schad, C. 
por A., a pagar a favor de Seguros América, C. por A., la suma de 
Siete Mil Pesos Oro Dominicanos (RD$7,000.00); c) Confirma el 
ordinal tercero del dispositivo de la sentencia impugnada; Cuarto: 
condena a Prudential Grace Lines, Inc., y Frederic Schad, C. por 
A., al pago de las costas de la instancia, en favor de los Dres. 
Luís R. Del Castillo Morales y Juan Ml. Pellerano Gómez, quienes 
afirman haberlas avanzado en su totalidad”;

Considerando, que en su memorial de casación las recurrentes 
invocan los siguientes medios: Primer Medio: Falta de motivos 
y por tanto violación del Art. 141 del Código de Procedimiento 
Civil, violación por inaplicación de las disposiciones de los 
artículos 435 y 436 del Código de Comercio; Segundo Medio: 
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Falta de motivos y por tanto violación del Art. 141 del Código de 
Procedimiento Civil; falta de base legal; desnaturalización de los 
hechos de la causa; violación de las reglas de prueba establecidas 
por los Arts. 1315 y siguientes del Código Civil; Tercer Medio: 
Violación de los Arts. 1134, 1150, 1152 y 1165 del Código Civil; 
desnaturalización de los hechos de la causa; falta de base legal 
y/o falta de motivos; Cuarto Medio: Violación de los Arts. 1165, 
1202 y 1984 del Código Civil; violación del Art. 162 de la Ley para 
el Régimen de las Aduanas;

Considerando, que en el desarrollo de su primer medio de 
casación, las recurrentes alegan en síntesis que la Corte a-qua 
omitió estatuir respecto del medio de inadmisión planteado 
por la co-recurrente Prudential Grace Lines, Inc., en base a las 
previsiones de los artículos 435 y 436 del Código de Comercio, 
que supeditan la admisibilidad de toda acción “por daño 
sucedido a la mercancía” al cumplimiento de dos formalidades; 
a) la notificación de una protesta dentro del plazo de 24 horas de 
recibidas las mercancías por su destinatario y b) la introducción, 
dentro del término del mes que sigue a dicha protesta, de la 
correspondiente demanda; que la recurrida nunca aportó ante los 
jueces de fondo prueba de que cumpliera con esas formalidades;

Considerando, que para responder al anterior alegato 
planteado ante la Corte a-qua, dentro de las conclusiones al 
fondo realizadas por la referida co-recurrente, ésta estimó que “el 
agente representante del transportador o consignatario de la nave, 
está obligado frente al consignatario de las mercancías a realizar 
cuantos actos sean necesarios o útiles para preservar sus derecho 
en caso de que el transportador no cumpla sus obligaciones que le 
impone el contrato, particularmente las que tienden a que le sean 
oponibles las excepciones de los artículos 435 y 436 del Código 
de Comercio”; que, como se advierte, la Corte a-qua, aún cuando 
no da motivos particulares, responde el alegado aspecto de las 
conclusiones formuladas, fundamentándose en los términos 
transcritos precedentemente, por lo que procede desestimar por 
infundado, el vicio alegado en el medio que se examina;
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Considerando, que en el desarrollo de su segundo medio de 
casación, las recurrentes alegan en síntesis que en las conclusiones 
producidas en audiencia por la co-recurrente Prudential Grace 
Lines, Inc., se invocó que “la demandante no había probado los 
elementos constitutivos de la responsabilidad civil especialmente 
la cuantía del daño alegado” y la Corte a-qua afirma que el monto 
de lo daños “no ha sido discutido por las partes”, desnaturalizando 
así el sentido claro y evidente de un importante hecho de la causa, 
dejando de considerar dichas conclusiones; que fija la reparación 
de los daños y perjuicios alegados en la suma de RD$7,000.00 
sin precisar los documentos o parámetros que le sirvieron para 
llegar a esa conclusión; que además, relevó injustamente a la 
recurrida del fardo de la prueba sobre aspectos esenciales de la 
litis, violando las reglas de prueba establecidas en los artículos 
1315 y siguientes del Código Civil;

Considerando, que el examen de la sentencia impugnada pone 
de manifiesto, que para determinar la cuantía del daño sufrido por 
la maquinaria en cuestión, la Corte a-qua tomó como fundamento 
una comunicación dirigida por la co-recurrente Frederic Schad, C. 
por A., de fecha 14 de agosto de 1979, a la Industria Continental, 
C. por A.; que, en las conclusiones vertidas por las entonces 
recurrentes incidentales, la Frederic Schad, C. por A., no se 
pronunció respecto del monto del alegado daño, y la Prudential 
Grace Lines, Inc., sólo se refirió a que “la demandante no ha 
probado los elementos constitutivos de la responsabilidad civil, 
especialmente la cuantía del daño”; que, en tal sentido, la Corte 
a-qua estimó que los elementos constitutivos de la responsabilidad 
civil se habían configurado, y que la referida carta contenía el 
monto real del daño sufrido; por lo que el medio examinado 
carece de fundamento, y, en consecuencia, debe ser desestimado;

Considerando, que en el desarrollo de su tercer medio de 
casación, las recurrentes alegan en síntesis que la Corte a-qua ha 
incurrido en la violación de los artículos 1134 y 1152 del Código 
Civil, al no aplicar la cláusula de limitación de responsabilidad 
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del transportista contenida en el conocimiento de embarque, que 
constituye ley para las partes; que ha alterado el sentido claro y 
evidente de la naturaleza, peculiaridad y efectos de la venta C & F, 
al atribuirle el carácter de tercero al destinatario de las mercancías 
a fin de descartar la aplicación de la cláusula limitativa de 
responsabilidad; que ha desnaturalizado la eventual falta cometida 
por el transportador, al interpretar que la caída de la mercancía 
al momento de la descarga, constituía una negligencia grave que 
hacía inaplicable la limitación contractual de responsabilidad; 

Considerando, que si bien es cierto la existencia de la señalada 
cláusula en el contrato de transporte contentiva de una limitación 
de responsabilidad en favor del deudor de la obligación, no 
es menos verdadero afirmar que dicha cláusula, por formar 
parte de un contrato de adhesión, donde las estipulaciones del 
mismo no son libremente negociadas por las partes, se imponen 
generalmente por un contratante al otro, lo que constituye una 
violación la principio de la libertad de contratación consagrado 
por el artículo 1134 del Código Civil, el cual predomina, salvo 
disposición de la ley contraria a las voluntades de las partes, 
expresadas en las convenciones libremente aceptadas por los 
contratantes, lo que no ocurre en la especie con la cláusula de 
limitación de responsabilidad que invoca la parte recurrente; que 
por las mismas razones apuntadas sobre la no negociación de la 
cláusula que fijó una indemnización de US$500.00 para el caso 
de incumplimiento del contrato de transporte de que se trata, el 
artículo 1152 del Código Civil, sobre la inclusión en el contrato 
de este tipo de cláusula, tampoco es aplicable al caso; 

Considerando, que ha sido juzgado por esta Corte, que la 
misma cláusula no es aplicable, no porque sea parte de un contrato 
de adhesión, sino porque la cláusula de no responsabilidad o 
responsabilidad limitada que se estipula en ciertos contratos, 
como en el conocimiento de embarque, por ejemplo, no puede 
exonerar o limitar al transportista más que de las consecuencias 
de sus faltas ligeras, ya que es inoperante todo pacto de exención 
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total o parcial de responsabilidad, en caso como el de la especie, 
en que la Corte a-qua comprobó, sobre todo, una negligencia 
grave a cargo de los operadores del vapor, que no actuaron con 
todo el cuidado requerido al no hacer todo lo necesario para evitar 
que al momento de ejecutar la descarga en el muelle de Santo 
Domingo, la maquinaria en cuestión se zafara, sufriendo daños; 
que este hecho que constituye la culpa o falta grave asimilable al 
dolo, está comprendido dentro del ámbito de la responsabilidad 
civil delictual o cuasi delictual, la cual se encuentra en estado 
subyacente en toda responsabilidad civil contractual y que por ser 
de orden público no puede ser descartada ni limitada previamente 
por las partes contratantes, y por tanto hacen inaplicable en 
favor de Prudential Grace Line, Inc., la cláusula de limitación 
de responsabilidad; por lo que el medio examinado carece de 
fundamento, y, en consecuencia, debe ser desestimado;

Considerando, que en el desarrollo de su cuarto medio de 
casación, las recurrentes alegan en síntesis que la Corte a-qua ha 
incurrido en violación, por falsa interpretación de las disposiciones 
del Art. 1202 del Código Civil, ya que la solidaridad no se presume, 
sino debe ser expresa; que ha hecho una falsa interpretación de 
las disposiciones del Art. 1984 del Código Civil, al juzgar que el 
consignatario de vapores, que no es sino el mandatario del armador, 
debe responder solidariamente por las faltas de este último, en 
franca contradicción con los principios que rigen el mandato; 
que, al juzgar falsamente que las previsiones del Art. 162 de la Ley 
para el Régimen de las Aduanas, constituyen al consignatario de 
cargas o agente naviero, en garante solidario del armador frente 
a los particulares, ha hecho una falsa interpretación del indicado 
texto legal; que también ha violado por falta de aplicación el 
artículo 1165 del Código Civil, al considerar que el consignatario 
de barcos o agente naviero, está sujeto a las mismas obligaciones 
que el transportador frente al destinatario de la mercancía, cuando 
éste es un tercero respecto del contrato de transporte, y además, 
al considerar que debe preservar los derechos y las acciones del 
destinatario de las mercancías frente al transportador;
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Considerando, que como bien afirma la Corte a-qua en el fallo 
impugnado “en materia comercial es de doctrina y jurisprudencia 
que cuando dos personas estén obligadas a cumplir las mismas 
obligaciones, el consignatario de la nave queda solidariamente 
obligado con el transportador en lo que respecta a las obligaciones 
que este último debe cumplir”; que, en tal sentido, la jurisprudencia 
del país de origen de nuestra legislación ha descartado la aplicación 
del Art. 1202 del Código Civil en materia comercial, ya que ha 
consagrado una presunción general de solidaridad en esa materia 
basada en las obligaciones contractuales y cuasi contractuales 
asumidas por las partes involucradas; 

Considerando, que el Art. 162 de la Ley núm. 3489 sobre el 
Régimen de Aduanas, de fecha 14 de febrero de 1953, aplicable en 
el tiempo al litigio que conoce la sentencia impugnada, establecía 
lo siguiente: “Las personas físicas o morales que ejerzan o deseen 
ejercer como Agentes o consignatarios de naves, aeronaves 
o vehículos que lleguen a la República, o salgan de ella, deben 
obtener licencia en la forma presentada para los Agentes de 
Aduana y constituir fianza para garantizar el cumplimiento de 
las leyes aduaneras por parte de los capitanes, pilotos o personas 
encargadas de los mismos. La fianza indicada garantizará además, 
las obligaciones resultantes de las leyes de sanidad, inmigración 
o cualquier otra, y será estimada por el Interventor de Aduanas 
correspondiente conforme al volumen de sus operaciones. 
En ningún caso, dicha fianza será inferior a la que pueda 
corresponderles según el artículo 157 de esta ley”; de donde se 
desprende, como afirma la Corte a-qua en el fallo impugnado, 
que dicha legislación convertía al consignatario de la nave en 
garante del transportador, en los términos invocados en el artículo 
transcrito, no incurriendo ésta en una errónea interpretación de 
dicha disposición, como se afirma en el medio examinado; por lo 
que procede su rechazo, y con ello, rechazar el presente recurso 
de casación.
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Por tales motivos: Primero: Rechaza el recurso de casación 
interpuesto por Frederic Schad, C. por A. y Prudential Grace 
Lines, Inc., contra la sentencia dictada el 27 de agosto de 1986, 
por la Cámara Civil de la Corte de Apelación de Santo Domingo, 
cuyo dispositivo se copia en parte anterior del presente fallo; 
Segundo: Condena a la parte recurrente al pago de las costas en 
favor y provecho de la Licda. María de Lourdes del Castillo y el 
Dr. Juan Ml. Pellerano Gómez, abogados de la parte recurrida, 
quienes afirman estarlas avanzando en su mayor parte.

Así ha sido hecho y juzgado por la Cámara Civil de la Suprema 
Corte de Justicia, y la sentencia pronunciada por la misma en la 
ciudad de Santo Domingo de Guzmán, en su audiencia pública 
del 11 de marzo de 2009, años 166º de la Independencia y 146º 
de la Restauración.

Firmado: Rafael Luciano Pichardo, Eglys Margarita Esmurdoc, 
Margarita A. Tavares, Ana Rosa Bergés Dreyfous y José E. 
Hernández Machado. Grimilda Acosta, Secretaria General.

La presente sentencia ha sido dada, firmada y pronunciada por 
los señores Jueces que figuran al pie, en la audiencia pública del 
día, mes y año en ella expresados, y fue firmada, leída y publicada 
por mí, Secretaria General, que certifico.
www.suprema.gov.do



Pr
im

er
a 

C
ám

ar
a

SENTENCIA DEL 11 DE MARZO DE 2009, NÚM. 25
Sentencia impugnada:	 Cámara Civil de la Corte de Apelación de 

San Cristóbal, del 17 de enero de 2005.
Materia:	 Civil.
Recurrente:	 Tomás Eduardo Sanlley Pou.
Abogado:	 Dr. Carlos Arturo Guerrero Disla.
Recurridos:	 Gladys Bobré y Juan Pineda Bodré.
Abogado:	 Dr. Luis E. Minier Alies.

CAMARA CIVIL

Casa 

Audiencia pública del 11 de marzo de 2009.
Preside: Rafael Luciano Pichardo.

 
Dios, Patria y Libertad

En Nombre de la República, la Cámara Civil de la Suprema 
Corte de Justicia, actuando como Corte de Casación, dicta en 
audiencia pública la sentencia siguiente: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Tomás Eduardo 
Sanlley Pou, dominicano, mayor de edad, soltero, empresario, 
cédula de identidad y electoral núm. 001-0096499-8, domiciliado y 
residente en el apartamento B2-1 del Edificio “Galco IV” marcado 
con el número 62-B de la calle Paseo de Los Locutores del sector 
Evaristo Morales de esta ciudad, contra la sentencia dictada por la 
Cámara Civil de la Corte de Apelación del Departamento Judicial 
de San Cristóbal, el 17 de enero de 2005, cuyo dispositivo se copia 
más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
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Oído en la lectura de sus conclusiones al Dr. Carlos Guerrero, 
abogado de la parte recurrente;

Oído en la lectura de sus conclusiones al Licdo. Henry Antonio 
Acevedo, en representación del Dr. Luis E. Minier Alies, abogados 
de la parte recurrida, Gladys Bodré y Juan Pineda Bodré;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la 
República; 

Visto el memorial de casación depositado en la Secretaría 
General de la Suprema Corte de Justicia el 5 de abril de 2005, 
suscrito por el Dr. Carlos Arturo Guerrero Disla, abogado de la 
parte recurrente, en el cual se invocan los medios de casación que 
se indican más adelante;

Visto el memorial de defensa depositado en la Secretaría 
General de la Suprema Corte de Justicia el 9 de junio de 2005, 
suscrito por el Dr. Luis E. Minier Alies, abogado de la parte 
recurrida, Gladys Bobré y Juan Pineda Bodré;

Vista la Ley núm. 25 de 1991, modificada por la Ley núm. 156 
de 1997 y los artículos 1, 20 y 65 de la Ley sobre Procedimiento 
de Casación;

Visto el auto dictado el 4 de marzo de 2009, por el magistrado 
Rafael Luciano Pichardo, Presidente de la Cámara Civil de la 
Suprema Corte de Justicia, por medio del cual llama a la magistrada 
Margarita A. Tavares, juez de esta cámara, para integrar la misma 
en la deliberación y fallo del recurso de casación de que se trata, 
de conformidad con la Ley núm. 926 de 1935;

La CORTE, en audiencia pública del 14 de diciembre de 2005, 
estando presente los jueces Rafael Luciano Pichardo, Presidente; 
Eglys Margarita Esmurdoc, Ana Rosa Bergés Dreyfous y José E. 
Hernández Machado, asistidos de la secretario de esta Cámara Civil 
de la Suprema Corte de Justicia, y después de haber deliberado los 
jueces signatarios de este fallo;
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Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta: a) que con motivo de una 
demanda en entrega de carta de saldo y daños y perjuicios, incoada 
por Gladys Bodré y Juan Pineda Bodré contra Tomás Eduardo 
Sanlley Pou, la Cámara Civil y Comercial del Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Judicial de San Cristóbal, dictó el 20 de febrero 
de 2004, una sentencia cuyo dispositivo es el siguiente: “Primero: 
Se ratifica el defecto pronunciado en audiencia pública contra el 
señor Tomás Eduardo Sanlley Pou, por no haber comparecido 
no obstante emplazamiento legal; Segundo: Se declara buena y 
válida la presente demanda en cuanto a la forma, y se rechaza 
en cuanto al fondo, por improcedente, mal fundada y carente de 
asidero legal; Tercero: Se comisiona al ministerial Juan Alberto 
Frias, ordinario de la Cámara Penal de la Corte de Apelación de 
San Cristóbal, para la notificación de la presente sentencia”; b) que 
sobre el recurso de apelación interpuesto intervino la sentencia 
ahora impugnada con el siguiente dispositivo: “Primero: Declara 
regular y válido en cuanto a la forma el recurso de apelación 
interpuesto por los señores Juan Antonio Bodré y Gladys Bodré 
contra la sentencia civil número 00555 dictada en fecha 19 de 
enero del año 2004 por el Juez Presidente de la Cámara de lo Civil 
y Comercial del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial 
de San Cristóbal (sic); Segundo: Ratifica el defecto pronunciado 
en audiencia contra el señor Tomás Eduardo Sanlley Pou, por 
falta de concluir; Tercero: En cuanto al fondo y en virtud del 
imperium con que la ley inviste a los tribunales de alzada, revoca 
en todas sus partes la sentencia recurrida, y en consecuencia, y 
en cuanto al fondo, acoge parcialmente la demanda contenida 
en el acto introductivo de instancia acto número 627-2002 
instrumentado en fecha 22 de octubre del 2002 por el ministerial 
Carlos Manuel Gutiérrez, y en consecuencia: a) Declara regular y 
válida en cuanto a la forma la demanda que en entrega de carta de 
saldo y en reparación de daños y perjuicios ha sido intentada por 
los señores Juan Antonio Bodré y Gladys Bodré contra el señor 
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Tomás Eduardo Sanlley Pou; b) Ordena al señor Tomás Eduardo 
Sanlley Pou, entregar a los señores Juan Antonio Bodré y Gladys 
Bodré la carta de saldo, de las obligaciones asumidas por ellos 
en virtud del contrato de fecha 12 de enero de 2000, contrato de 
compra venta condicional de inmueble, intervenido entre ellos y 
el señor Tomás Eduardo Sanlley Pou, en su calidad de vendedor, 
por el cual, el primero vendía a los segundos, y por la suma de 
RD$102,936.00, pagaderos en 36 cuotas sucesivas y continuas, el 
Solar número 4 de la Manzana H dentro de la Parcela núm. 58-
Ref.-N-2, del D. C. núm. 4 del municipio de San Cristóbal, con 
una extensión superficial de 257.34 metros cuadrados, estando las 
firmas estampadas en dicho documento por el Notario Público 
de los del número del Municipio de San Cristóbal, Lic. Ramona 
Altagracia Martínez de Morel, así como la correspondiente 
carta constancia que ampara sus derechos de propiedad sobre 
el inmueble vendido a los fines de que los compradores puedan 
proceder a la inscripción del mismo en el Registro de Títulos de San 
Cristóbal; c) Rechaza, por las razones expuestas, el pedimento de 
la parte demandante en lo relativo a que se ordene al Registrador 
de Títulos de San Cristóbal, el registro del contrato de referencia 
sin observar ninguna otra formalidad; d) Se condena y ordena al 
señor Tomás Eduardo Sanlley Pou pagar y por concepto justa 
reparación por los daños y perjuicios experimentados por los 
señores Gladys Bodré Franco y Juan Antonio Pineda Bodré, la 
suma de quinientos mil pesos dominicanos (RD$500,000.00); 
e) Se condena al señor Tomás Eduardo Sanlley Pou, al pago de 
un astreinte de RD$5,000.00 (cinco mil pesos dominicanos) por 
cada día de retraso en el cumplimiento de la obligación que a su 
cargo le es impuesta por la presente sentencia, transcurrido un (1) 
día franco a partir de la notificación de la presente sentencia; f) 
Se condena al señor Tomás Eduardo Sanlley Pou al pago de las 
costas del proceso ordenando su distracción a favor y provecho 
del Dr. Luis E. Minier Alies, quien afirma estarlas avanzando en 
su totalidad”; 
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Considerando, que en su memorial la parte recurrente no 
identifica ningún medio de casación, pero en los agravios 
desarrollados alega, en síntesis, que ante la Corte a-qua el exponente 
depositó una certificación expedida en fecha 6 de agosto de 2002 
por el Departamento de la Policía Científica de la Policía Nacional 
donde tras el análisis caligráfico de rigor se había determinado que 
la firma que figura en el contrato de fecha 12 de enero de 2000 
no era la suya; que dada la incontrovertible fueraza probatoria de 
tan rotundo análisis forense era de esperarse que la Corte a-qua 
confirmara la sentencia de primer grado; que por el contrario se 
le restó a dicha certificación eficacia jurídica, desnaturalizándola, 
hasta el extremo de hacer caso omiso de ella, incurriendo así en 
una desnaturalización de los hechos y documentos como en una 
falta de base legal, vicio este último que se agrava cuando condena 
a la parte hoy recurrente al pago de RD$500,000.00 a título 
indemnizatorio sin que los recurridos justificaran la existencia de 
los daños y perjuicios que alegaban haber experimentado, ni el 
correspondiente vínculo de causalidad; 

Considerando, que para fundamentar su decisión la Corte 
a-qua sostuvo que “si bien es verdad como ha quedado establecido 
por los resultados del experticio caligráfico que realizara el 
Departamento de la Policía Nacional, y firmado por el teniente 
Lic. Elvis Zarzuela Paniagua, en fecha 6 de agosto de 2002, que la 
firma auditada no fuera realizada por el imputado Tomás Eduardo 
Sanlley Pou, refiriéndose a la firma estampada en el precitado 
contrato de compra venta, no es menos cierto que por los otros 
documentos aportados al proceso, principalmente los recibos de 
pago y cobro expedidos por la Urbanizadora Santes III, como 
por el mandamiento de pago hecho a los hoy intimantes por dicha 
empresa, resulta que no es cuestionable la venta realizada, y que 
el demandado original, hoy intimado, al ejercer dichas acciones, 
no podía alegar desconocimiento o nulidad de dicho contrato, 
del cual se beneficia directamente, por los pagos realizados por 
los señores Bodré y Pineda Bodré, pues admitir lo contrario sería 
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reconocerle a éste, al vendedor, la posibilidad de enriquecerse sin 
causa, y permitirle deducir consecuencias legales de esa supuesta 
acción ilegal, que le han beneficiado”; 

Considerando, que del análisis de la sentencia impugnada esta 
Suprema Corte de Justicia ha podido verificar que, en el contrato 
de fecha 12 de enero de 2000, figura el señor Tomás Eduardo 
Sanlley Pou como vendedor a los señores Gladys Bodré y Juan 
Antonio Pineda Bodré, del solar número 4 de la manzana H dentro 
de la Parcela núm. 58-Ref. N-2 del D. C. No. 4 del Municipio de 
San Cristóbal, con una extensión superficial de 257.34 metros 
cuadrados, por la suma de RD$102,936.00, pagaderos en 36 cuotas 
consecutivas; que en fecha 1ro. de marzo de 2002, según recibo 
expedido por la Urbanización Santes III a la señora Gladys Bodré, 
dicha sociedad de comercio da constancia de haber recibido la 
suma de RD$9,900.00 por concepto de “pago saldo de solar”, 
según consta en la sentencia impugnada; que el 19 de julio del 
mismo año 2002, los señores Gladys Bodré y Juan Pineda Bodré, 
intiman al señor Tomás Eduardo Sanlley para que en el plazo de 
tres días francos le haga entrega formal de la carta de descargo 
para proceder a hacer la transferencia de lugar del inmueble por 
ellos adquirido; que dada la negativa del señor Sanlley, los hoy 
recurrentes demandaron en entrega de carta de saldo y daños 
y perjuicios, resultando ante la Corte a-qua la sentencia ahora 
impugnada; 

Considerando, que en cuanto al primer aspecto del medio de 
casación examinado y sobre el cual la Corte a-qua ha fundado su 
decisión, ha sido juzgado, que si bien es cierto que en virtud de 
lo establecido en el artículo 223 del Código de Procedimiento 
Civil, los jueces no están obligados a adoptar el parecer de los 
peritos, si su convicción se opone a ello, no menos cierto es 
que dicho texto legal no es de aplicación estricta; que el poder 
de los jueces de proceder discrecional y omnímodamente a 
sustanciar por sí mismo su convicción contraria a los resultados 
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del peritaje queda delimitado cuando se trata de un experticio 
eminentemente científico, como es el estudio técnico de la 
escritura, el cual descansa en comprobaciones y cotejos de 
carácter sustancialmente atinentes a la forma y estructura de los 
rasgos caligráficos, cuestión obviamente a cargo de personas 
especialistas y competentes y que actúan con ayuda de la técnica 
e instrumentos tecnológicos propios de la materia, en procura de 
obtener resultados razonables y confiables; 

Considerando, que la Corte a-qua se contradice en su sentencia 
cuando afirma claramente, que el contrato de venta fue intervenido 
entre los compradores y el señor Sanlley como vendedor, pero 
descarta el experticio caligráfico realizado por la policía donde 
se descartó la firma del señor Sanlley en el contrato de venta de 
que se trata; que tampoco la Corte a-qua deja claro en su decisión 
la relación existente entre la Urbanizadora Santes III y el señor 
Tomás Eduardo Sanlley; que habiendo sido éste último la persona 
que, a juicio de la Corte, vendió el inmueble a los compradores, 
cual ha sido la razón de que los recibos de pago y el mandamiento 
fueran hechos, tal como se indica en la sentencia, por la compañía 
mencionada; 

Considerando, que por las razones antes expresadas, a juicio 
de esta Corte de Casación, la Corte a-qua deja su sentencia sin 
base legal pues los motivos dados por los jueces no permiten 
comprobar si los elementos de hecho y de derecho necesarios 
para la aplicación de la ley, se hayan presentes en la decisión, ya 
que la misma adolece de una incompleta exposición de los hechos 
de la causa y de los textos legales aplicados, razón por la cual 
procede acoger el recurso de que se trata y casar en todos sus 
aspectos el fallo impugnado. 

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada por la 
Cámara Civil de la Corte de Apelación del Departamento Judicial 
de San Cristóbal, el 17 de enero de 2005, cuyo dispositivo figura 
en parte anterior de este fallo, y envía el asunto por ante la Cámara 
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Civil de la Corte de Apelación del Distrito Nacional, Segunda Sala, 
en las mismas atribuciones; Segundo: Compensa las costas.

Así ha sido hecho y juzgado por la Cámara Civil de la Suprema 
Corte de Justicia, y la sentencia pronunciada por la misma en la 
ciudad de Santo Domingo de Guzmán, en su audiencia pública 
del 11 de marzo de 2009, años 165º de la Independencia y 146º 
de la Restauración.

Firmado: Rafael Luciano Pichardo, Eglys Margarita Esmurdoc, 
Margarita A. Tavares, Ana Rosa Bergés Dreyfous y José E. 
Hernández Machado. Grimilda Acosta, Secretaria General.

La presente sentencia ha sido dada, firmada y pronunciada por 
los señores Jueces que figuran al pie, en la audiencia pública del 
día, mes y año en ella expresados, y fue firmada, leída y publicada 
por mí, Secretaria General, que certifico.
www.suprema.gov.do
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SENTENCIA DEL 11 DE MARZO DE 2009, NÚM. 26
Sentencia impugnada:	 Primera Sala de la Cámara Civil y Comercial 

de la Corte de Apelación del Distrito 
Nacional, del 31 de enero de 2006.

Materia:	 Civil.
Recurrente:	 Niurka Margarita Machado Cossio.
Abogados:	 Licdos. Wilfredy Severino Rojas y Rafael A. 

Santana Medina.
Recurrida:	 American Airlines, Inc.
Abogados:	 Licdos. Marcos Peña Rodríguez, Rosa E. 

Díaz Abreu y Pascal Peña Pérez.

CAMARA CIVIL

Casa 

Audiencia pública del 11 de marzo de 2009.
Preside: Rafael Luciano Pichardo.

 
Dios, Patria y Libertad

En Nombre de la República, la Cámara Civil de la Suprema 
Corte de Justicia, actuando como Corte de Casación, dicta en 
audiencia pública la sentencia siguiente: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Niurka Margarita 
Machado Cossio, dominicana, mayor de edad, cédula de identidad 
y electoral núm. 001-01053117-1, domiciliada y residente en la 
calle Agustín Lara, casi esquina José Amado Soler, edificio 
Adolfo I, Apto. 1B-2, Ensanche Piantini, Distrito Nacional, 
contra la sentencia dictada por la Primera Sala de la Cámara Civil 
y Comercial de la Corte de Apelación del Distrito Nacional, el 31 
de enero de 2006, cuyo dispositivo se copia más adelante;
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Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído en la lectura de sus conclusiones al Licdo. Alexander 
Rios, en representación de los Licdos. Marcos Peña Rodríguez, 
Rosa E. Díaz Abreu y Pascal Peña Pérez, abogados de la parte 
recurrida, American Airlines Inc.;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la 
República; 

Visto el memorial de casación depositado en la Secretaría 
General de la Suprema Corte de Justicia el 30 de marzo de 2006, 
suscrito por los Licdos. Wilfredy Severino Rojas y Rafael A. 
Santana Medina, abogados de la parte recurrente, en el cual se 
invocan los medios de casación que se indican más adelante;

Visto el memorial de defensa depositado en la Secretaría 
General de la Suprema Corte de Justicia el 2 de mayo de 2006, 
suscrito por los Licdos. Marcos Peña Rodríguez, Rosa E. Díaz 
Abreu y Pascal Peña Pérez, abogados de la recurrida, American 
Airlines, Inc.; 

Vista la Ley núm. 25 de 1991, modificada por la Ley núm. 156 
de 1997 y los artículos 1, 20 y 65 de la Ley sobre Procedimiento 
de Casación;

La CORTE, en audiencia pública del 13 de febrero de 2008, 
estando presente los jueces Rafael Luciano Pichardo, Presidente 
de la Cámara Civil de la Suprema Corte de Justicia; Eglys Margarita 
Esmurdoc, Margarita A. Tavares, Ana Rosa Bergés Dreyfous y 
José E. Hernández Machado, asistidos de la secretario de esta 
Cámara Civil de la Suprema Corte de Justicia, y después de haber 
deliberado los jueces signatarios de este fallo;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta: a) que con motivo de una 
demanda en responsabilidad civil, incoada por la actual recurrente 
contra American Airlines, Inc., la Quinta Sala de la Cámara Civil y 
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Comercial del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, 
dictó el 5 de marzo de 2004, una sentencia cuyo dispositivo es el 
siguiente: “Primero: Se acoge, modificada, la demanda en daños 
y perjuicios incoada por la señora Niurka Margarita Machado 
Cossio, contra American Airlines, por los motivos expuestos en 
la presente demanda; Segundo: Ordena a la parte demandada, 
American Airlines, la devolución de la suma de US$5,295.00 
(cinco mil doscientos noventicinco dólares), o su equivalente en 
pesos dominicanos, a favor de la demandante la señora Niurka 
Margarita Machado Cossio, por los motivos ut supra indicados; 
Tercero: Condena a la Compañía American Airlines al pago de 
las suma de trescientos mil pesos oro dominicanos con 00/100 
(RD$300,000.00), a favor de la señora Niurka Margarita Machado 
Cossio, como justa indemnización por los daños y perjuicios 
causados, por la pérdida de la matrícula del carro propiedad de 
la demandante; Cuarto: Condena a American Airlines al pago de 
las costas del procedimiento a favor del Dr. José A. Madera F., 
y Wilfredy Severino Roja”; b) que sobre el recurso de apelación 
interpuesto intervino la sentencia ahora impugnada con el 
siguiente dispositivo: “Primero: Comprobando y declarando la 
regularidad, en la forma, del recurso de apelación interpuesto al 
efecto por American Airlines, Inc., contra la sentencia del cinco 
(5) de marzo de 2004, librada por la Quinta Sala de la Cámara 
Civil y Comercial del Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Nacional, por haber sido hecho en la modalidad que manda la ley 
y en tiempo hábil; Segundo: Acogiéndolo en cuanto al fondo y 
revocando en todas sus partes la decisión impugnada; Tercero: 
Rechazando la demanda inicial, presentada por la Sra. Niurka 
Margarita Machado Cossio en contra de American Airlines, Inc., 
por falta de pruebas; Cuarto: Condenando a la intimada, Sra. 
Niurka Margarita Machado C. al pago de las costas, con distracción 
en privilegio de los Licdos. Marcos Peña Rodríguez y Rosa Díaz 
Abreu, abogados quienes afirman haberlas avanzado”;



344	 Boletín Judicial 1180

Considerando, que en su memorial la parte recurrente propone 
los siguientes medios de casación: “Primer Medio: Falta de 
base legal, incorrecta aplicación del artículo 22, párrafo II de la 
Convención de Varsovia de 1929; Segundo Medio: Incorrecta 
aplicación del artículo 1315 del Código Civil; Tercer Medio: 
Falta de motivos y fallo extra-petita”; 

Considerando, que la parte recurrente alega en su primer medio 
de casación propuesto, en síntesis, el que se examina en primer 
término por convenir a la solución del caso que la Corte a-qua 
estableció que “no existe un solo elemento de convicción que 
acredite que en el bulto extraviado efectivamente había objetos o 
cosas valoradas en mas de cinco mil pesos”, manifestando dicha 
Corte la existencia del bulto y que el mismo se perdió, tal y como 
lo confirma la comunicación del 23 de abril de 1999, en la que 
American Airlines, Inc. se disculpaba por los inconvenientes y 
que harían todo lo que pudieran para devolver el equipaje lo antes 
posible, pero manifestando en la sentencia que era imposible 
justificar en buen derecho el reconocimiento de esa suma; que 
la Corte debió avocarse a tratar el caso desde el punto de vista 
delictual, no juzgando como erradamente lo hizo, desde el punto 
de vista contractual, ya que la responsabilidad civil limitada 
fundamentada en el Convenio de Varsovia de 1929, modificado 
por el protocolo de La Haya, tiene un carácter excepcional en 
relación a las normas legales del derecho común que rigen para 
esta clase de reglamentaciones y su aplicación está supeditada a 
que se cumplan varias condiciones, como son que el equipaje del 
pasajero sea sometido al pesaje para determinar su valor en caso 
de perdida o avería, en razón de 250 francos para cada kilogramo 
de peso y que en el talón del equipaje se consigne el aviso según el 
cual la responsabilidad del transportista se regirá por el artículo 22, 
párrafo II del Convenio de Varsovia, modificado por el protocolo 
de La Haya; que se deduce que cuando no se ha cumplido con esas 
condiciones, no es posible invocar la Convención de Varsovia de 
1929, y que obviamente le corresponde al transportista tal y como 
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se deduce del artículo 22 de la Convención citada, producir el 
talón de equipaje a la consideración de los jueces del fondo para 
demostrar que su caso está comprendido; que en el presento caso, 
la recurrida no hizo aportes en ese sentido en ningunos de los 
grados de jurisdicción, sino que solo se limitó a hacer mención de 
la Convención de referencia; 

Considerando, que la Corte a-quo para acoger el recurso de 
apelación, revocar la sentencia apelada y rechazar la demanda inicial 
incoada por la actual recurrente, expreso en sus motivaciones, 
que “entre las piezas sometidas al debate contradictorio no existe 
un solo elemento de convicción que acredite que en el bulto 
extraviado efectivamente había objetos o cosas valoradas en mas 
de cinco mil dólares, llámese facturas, comprobantes de pago, 
declaraciones aduanales etc., luego es imposible justificar, en 
buen derecho el reconocimiento de esa suma, como erradamente 
lo hizo el primer juez, atendiendo tan sólo a un aserto de la señora 
Niurka Machado”; que, sigue diciendo la Corte, “aunque se ha 
afirmado que entre las cosas que había en el interior del bulto iba 
un certificado de propiedad (matrícula) del vehículo del que es 
dueña la señora Machado, tampoco hay de esto ninguna evidencia 
cierta o tangible”; que, por otra parte, la Corte a-qua, expresa, 
“ que aún en la hipótesis de que la autoridad judicial estuviera 
en ánimo de visar una indemnización en el caso del perjuicio 
estrictamente moral, siendo en todo caso presumible el disgusto 
y la sensación de impotencia que para cualquiera representa el 
extravío de sus pertenencias, la Corte no puede actuar de espaldas 
al Pacto de Varsovia de 1919, consolidado y revisado a instancia 
de la ONU con la Convención de Montreal de 1999, el cual 
establece en su artículo 22 un tope máximo infranqueable de USD 
20.00 Kg., en cuanto al monto de las reparaciones a ser acordadas 
por los tribunales en esta materia, que para que los jueces del 
fondo estén en condiciones de otorgar una indemnización por 
un quantum superior al previsto por la cláusula de limitación de 
responsabilidad, es imprescindible acreditar la comisión de una 
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falta de tipo delictual, situación que no se compadece con las 
incidencias del conflicto que nos ocupa, cuya esfera de acción es 
netamente contractual, que a mas de esto, aparece supeditada a 
que previamente el equipaje haya sido registrado por el pasajero 
y/o declarado a la línea aérea en detalle”; que además, expresa 
la Corte a-qua, “que como no consta que la señora Machado 
hiciera lo propio, vale decir la declaración reseñada en el renglón 
precedente y habiendo sentado la jurisprudencia nacional el 
criterio de que cuando en la cláusula no se hace distinción entre 
el daño moral y el material, es menester interpretarla en el sentido 
de que se extiende a cubrir tanto una categoría de perjuicio como 
la otra, se impone descartar de plano la demanda con todos sus 
efectos y consecuencias legales”;

Considerando, que el fundamento legal para que las compañías 
aéreas deban responder por las incidencias ocurridas con el equipaje 
de sus pasajeros, mientras éste se encuentre bajo el cuidado de la 
línea está consagrado en el artículo 18.1, de la Convención de 
Varsovia del 1929, sobre Transporte Aéreo Internacional, según 
el cual “El transportador será responsable del daño ocasionado 
en caso de daño, pérdida o avería de equipajes facturados o de 
mercancías, cuando el hecho que ha causado el daño se produzca 
durante el transporte aéreo”; asimismo, el artículo 22.2 del mismo 
Convenio establece que: “... 2.- En el transcurso de equipajes 
facturados y mercancías, la responsabilidad del porteador se 
limitará a la suma de doscientos cincuenta francos por kilogramo, 
salvo declaración especial de interés en el envío hecho por 
el expedidor en el momento de la entrega de la mercancía al 
porteador y mediante el pago de una tasa suplementaria eventual 
en ese caso, el porteador estará obligado a pagar hasta el importe 
de la suma declarada, a menos que pruebe que es superior al 
interés real del expedidor en la entrega”;

Considerando, que el artículo 22. 2 del Convenio de Varsovia, 
antes indicado, fija como límite máximo de indemnización en este 
tipo de incidencias, doscientos cincuenta francos por kilogramos, 
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límite que no se aplicará si el pasajero, antes del vuelo, realiza 
una declaración especial de valor; que para ello es necesaria la 
presentación en el aeropuerto, ante la compañía aérea de que se 
trate, de la mercancía y sus valores reales, con antelación suficiente 
para permitir los trámites necesarios, como son formalización 
de inventario, apertura de equipaje de valor especial en el que se 
compruebe el contenido y el estado de lo declarado, así como 
también el pago de una cantidad suplementaria la cual no excederá 
del importe de la suma declarada, a menos que se pruebe que ese 
importe es superior al valor real de la entrega en el lugar de destino; 
que, también, existe otra manera según la Convención de Varsovia, 
en el que la ventaja de límite de indemnización se pierde y es cuando 
se demuestra que el transportista o sus representantes actuaron 
con dolo o culpa; que ninguna de las situaciones citadas, que son 
los que rompen la limitación de responsabilidad del transportista 
aéreo, han sido probados por la recurrente en la especie;

Considerando, que, sin embargo, como ha sido juzgado por esta 
Corte de Casación, la responsabilidad civil limitada, fundamentada 
en la Convención de Varsovia, modificada por el Protocolo de 
La Haya, tiene un carácter excepcional respecto de las normas 
legales del derecho común que rigen esta clase de reclamaciones, 
y su aplicación está sujeta a que se cumplan determinadas 
condiciones, a saber: a) que el equipaje del pasajero o la mercancía 
a transportar sean sometidos al pesaje previo para determinar su 
valor en caso de pérdida o avería, a razón de 250 francos por cada 
kilogramo de peso, o su equivalente en otra divisa; b) que en el 
talón del equipaje o en la hoja de ruta aérea correspondiente, se 
consigne el aviso de que la responsabilidad del transportista se 
regirá por el Convenio de Varsovia, particularmente en cuanto 
a la responsabilidad limitada del transportista para los casos de 
pérdida o avería del objeto transportado;

Considerando, que tal y como expresa la Corte a-qua, no había 
evidencia de declaración aduanal al momento de la entrega del 
equipaje al transportista, condición indispensable para exigir el  
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pago de una suma determinada y que justifique el valor del equipaje 
extraviado, sin embargo, de la ponderación de los documentos 
aportados ante la Corte a-qua, se puede establecer la existencia de 
un contrato de transporte, que es el que da derechos a la recurrente 
como pasajero en caso de que al momento de ser transportado su 
equipaje el mismo resulte extraviado como efectivamente ocurrió 
en la especie, tal y como consta en la sentencia impugnada cuando 
en sus motivaciones hace constar que figura en el expediente una 
comunicación suscrita por la actual recurrida, en la cual ésta pide 
excusas a la recurrente por “el contratiempo y en que le promete 
remediar la dificultad”, dejando constancia de la pérdida sufrida 
por la recurrente de su equipaje; que, de lo anterior se desprende 
que en la especie se presentó, para retener la responsabilidad 
aunque limitada, la circunstancia de que resultó no controvertida 
la pérdida del referido equipaje para, lo que al amparo del artículo 
22.2 del Convenio de Varsovia de 1929, se fije como limite 
máximo de indemnización en este tipo de incidencias, doscientos 
cincuenta francos por kilogramos, límite que se aplica siempre y 
cuando el pasajero no haya realizado una declaración especial de 
valores antes del vuelo, como ocurrió en el caso de la especie; que, 
en consecuencia como lo reclama la recurrente, la Corte a-qua al 
no tomar en cuenta el límite máximo de la indemnización por 
pérdida de equipaje según lo establece la Convención de Varsovia, 
ha incurrido en la violación denunciada en el medio analizado, 
razones por las que procede casar la sentencia impugnada por 
falta de base legal sin necesidad de examinar los demás medios 
del recurso. 

Por tales motivos: Primero: Casa la sentencia dictada 31 de 
enero de 2006, por la Primera Sala de la Cámara Civil y Comercial 
de la Corte de Apelación del Distrito Nacional, cuyo dispositivo 
figura en parte anterior de este fallo, y envía el asunto por la 
Corte de Apelación de la Provincia de Santo Domingo Este, en 
las mismas atribuciones; Segundo: Condena a la parte recurrida 
al pago de las costas del procedimiento, con distracción de las 



Primera Cámara de la Suprema Corte de Justicia	 349

Pr
im

er
a 

C
ám

ar
a

www.suprema.gov.do

mismas en favor de los Licdos. Wilfredy Severino Rojas y Rafael 
A. Santana M., abogados de la parte recurrente, quien afirma 
haberlas avanzado en su totalidad.

Así ha sido hecho y juzgado por la Cámara Civil de la Suprema 
Corte de Justicia, y la sentencia pronunciada por la misma en la 
ciudad de Santo Domingo de Guzmán, en su audiencia pública 
del 11 de marzo de 2009, años 165º de la Independencia y 146º 
de la Restauración.

Firmado: Rafael Luciano Pichardo, Eglys Margarita Esmurdoc, 
Margarita A. Tavares y Ana Rosa Bergés Dreyfous. Grimilda 
Acosta, Secretaria General.

La presente sentencia ha sido dada, firmada y pronunciada por 
los señores Jueces que figuran al pie, en la audiencia pública del 
día, mes y año en ella expresados, y fue firmada, leída y publicada 
por mí, Secretaria General, que certifico.
www.suprema.gov.do



SENTENCIA DEL 18 DE MARZO DE 2009, NÚM. 27
Sentencia impugnada:	 Corte de Apelación de Santiago, del 8 de 

julio de 1991.
Materia:	 Civil.
Recurrente:	 Agustín Metz Sánchez.
Abogado:	 Lic. José del Carmen Metz.
Recurrida:	 Compañía Constructora de Desarrollo Rural 

Integral Cibao Occidental.
Abogada:	 Licda. Eli Josefina Checo.

CÁMARA CIVIL

Inadmisible

Audiencia pública del 18 de marzo de 2009.
Preside: Rafael Luciano Pichardo.

 
Dios, Patria y Libertad

En Nombre de la República, la Cámara Civil de la Suprema 
Corte de Justicia, actuando como Corte de Casación, dicta en 
audiencia pública la sentencia siguiente: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Agustín Metz 
Sánchez, dominicano, mayor de edad, casado, agricultor, portador 
de la cédula de identificación personal núm. 3814, serie 45, 
domiciliado y residente en la sección Pueblo Nuevo, barrio del 
municipio de Las Matas de Santa Cruz, provincia de Montecristi, 
contra la sentencia dictada por la Corte de Apelación de Santiago 
el 8 de julio de 1991, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
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Oído en la lectura de sus conclusiones al Licdo. José del 
Carmen Metz, abogado del recurrente;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la 
República;

Visto el memorial de casación depositado en la Secretaría 
General de la Suprema Corte de Justicia el 26 de julio de 1991, 
suscrito por el Licdo. José del Carmen Metz, abogado del 
recurrente, en el cual se invocan los medios de casación que se 
indican más adelante; 

Visto el escrito de réplica depositado en la Secretaría General de 
la Suprema Corte de Justicia el 22 de agosto de 1991, suscrito por 
la Licda. Eli Josefina Checo, abogada de la recurrida, Compañía 
Constructora de Desarrollo Rural Integral Cibao Occidental; 

Vista la Ley núm. 25 de 1991, modificada por la Ley núm. 156 
de 1997 y los artículos 1, 5 y 65 de la Ley sobre Procedimiento 
de Casación; 

Visto el auto dictado el 13 de marzo de 2009, por el magistrado 
Rafael Luciano Pichardo, Presidente de la Cámara Civil de la 
Suprema Corte de Justicia, por medio del cual se llama a sí mismo 
y a los magistrados Eglys Margarita Esmurdoc, Margarita A. 
Tavares, Ana Rosa Bergés Dreyfous y José E. Hernández Machado, 
jueces de esta cámara, para integrar la misma en la deliberación y 
fallo del recurso de casación de que se trata, de conformidad con 
las Leyes núms. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La CORTE, en audiencia pública del 1 de abril de 1992, 
estando presente los Jueces, Néstor Contín Aybar, Fernando E. 
Ravelo de la Fuente, Leonte R. Alburquerque Castillo, Federico 
Natalio Cuello López, Octavio Piña Valdez, Gustavo Gómez 
Ceara, Amadeo Julián C. y Frank Bdo. Jiménez Santana, asistidos 
del Secretario General de la Suprema Corte de Justicia, y después 
de haber deliberado los jueces signatarios de este fallo;
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Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que con 
motivo de una demanda en constitución en parte civil, intentada 
por Agustín Metz Sánchez contra la Compañía Constructora de 
Desarrollo Rural Integral Cibao Occidental, la Cámara Penal del 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Montecristi 
dictó el 16 de abril de 1991 una sentencia correccional cuyo 
dispositivo es el siguiente: “Primero: Se pronuncia el defecto 
en contra de los prevenidos los ingenieros Osvaldo Marmolejos, 
Antonio Pimentel, Wlise Brito, Rafael Valdéz, Víctor de Luna y 
Manuel Sánchez, por no haber comparecido no obstante citación 
legal; Segundo: Se declara buena y válida la presente constitución 
en parte civil hecha por el querellante Agustín Metz Sánchez a 
través de sus abogados los Licdos José del Carmen Metz y Ángel 
Kennedy Zacarías Metz, en la forma por haber sido hecha en 
tiempo hábil y de acuerdo con la ley de la materia; Tercero: Se 
declara a los prevenidos Osvaldo Marmolejos, Antonio Pimentel, 
Wlise Brito, Rafael Valdéz, Víctor de Luna y Manuel Sánchez, 
culpables de violar la ley 5869, en perjuicio de el señor Agustín 
Metz Sánchez, y, en consecuencia se les condena a sufrir un (1) 
mes de Prisión Correccional y cincuenta pesos de multa a cada uno 
(RD$50.00 c/u); Cuarto: Condena a la Compañía Dricibaoc y a los 
ingenieros Osvaldo Marmolejos, Antonio Pimentel, Wlise Brito, 
Rafael Valdés, Víctor de Luna, Manuel Sánchez, al pago solidario 
de una indemnización de un millón de pesos (RD$1,000,000.00) 
por los daños morales y materiales sufridos por Agustín Metz 
Sánchez; Quinto: Se condena a los demandados al pago de las 
costas del procedimiento en provecho de los Licenciados José del 
Carmen Metz y Ángel Kennedy Zacarías Metz, quienes afirman 
haberlas avanzado en su totalidad; Sexto: Se ordena la ejecución 
de la sentencia a intervenir no obstante cualquier recurso y sin 
prestación de fianza; Séptimo: Se condena a los demandados al 
pago de las costas penales”; b) que sobre la demanda en referimiento 
en suspensión de le ejecución de dicha sentencia, el Presidente de 
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la Corte de Apelación dicto el 8 de julio de 1991, la ordenanza 
ahora impugnada en casación, cuyo dispositivo es el siguiente: 
“Primero: Pronunciar el defecto contra la parte demandada, señor 
Agustín Metz Sánchez, por falta de concluir al fondo de la presente 
demanda; Segundo: Rechazar, por improcedente y extemporánea, 
las conclusiones presentadas por la parte demandada, señor 
Agustín Metz Sánchez, por conducto de su abogado constituido 
y apoderado especial, Licdo. José del Carmen Metz; Tercero: 
Declarar, buena y válida, en cuanto a la forma la presente demanda 
en referimiento por estar hecha conforme a las normas procesales 
vigentes; Cuarto: Acoger las conclusiones presentadas por la parte 
demandante, por conducto de su abogado constituido y apoderado 
especial, Licda. Eli Josefina Checo, y, en consecuencia, ordenamos 
la suspensión de la ejecución de la sentencia correccional numero 
treinta y dos (32) dictada por la Cámara Penal del Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Judicial de Monte Cristi, de fecha 16 
de abril de 1991 en contra del Proyecto Piloto de Desarrollo Rural 
Integrado Cibao Occidental (Dricibaoc); y que sean notificados el 
Banco de Reservas de la República Dominicana y a cualquier otra 
institución el levantamiento del referido embargo; Quinto: Ordenar 
el levantamiento del embargo incoado en contra de los fondos que a 
través del proyecto Dricibaoc recibe el Estado dominicano; Sexto: 
Declara ejecutoria y sin fianza y sobre minuta la ejecución de la 
presente ordenanza; Séptimo: Condenar al señor Agustín Metz 
Sánchez al pago de las costas del procedimiento con distracción de 
las mismas en provecho de la Licda. Eli Josefina Checo; Octavo: 
Comisionar al ministerial Heraldo Ovalle, Alguacil Ordinario de la 
Suprema Corte de Justicia, con asiento en la ciudad de Santiago de 
los Caballeros, para la notificación de la presente sentencia”; 

Considerando, que en su memorial la parte recurrente invoca los 
siguientes medios de casación: “Primer Medio: Violación de los 
artículos 8, numeral 2, letra J, de la Constitución de la República; 17 
de la Ley de Organización Judicial y 10 de la Declaración Universal 
de los Derechos Humanos; Segundo Medio: Violación de los 
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artículos 8, numeral 5 y 100 de la Constitución de la República; 
Tercer Medio: Violación del artículo 46 de la Constitución de 
la República; Cuarto Medio: Violación del artículo 9, letra a) 
de la Constitución de la República; Quinto Medio: Violación 
del artículo 141 del Código de Procedimiento Civil y al Boletín 
Judicial No. 901, pág. 315, del 8 de diciembre de 1985; Sexto 
Medio: Violación del artículo 150 del Código de Procedimiento 
Civil y al Boletín Judicial No. 902, del 13 de febrero de 1985; 
Séptimo Medio: Violación de los artículos 337 y 338 del Código 
de Procedimiento Civil; Octavo Medio: Violación del artículo 567 
del Código de Procedimiento Civil y B. J. 889, pág. 3291 del 12 de 
diciembre de 1984 y B. J. 837, pág. 1852 del 29 de agosto de 1980; 
Noveno Medio: Párrafo único de la Ley No. 5869 (violación de 
propiedad); Décimo Medio: Violación a los artículos 49 y 50 de 
la Ley 834 y a los Boletines Judiciales 698, pág. 16 de enero de 
1969 y 723, pág. 331, febrero de 1971); Décimo Primer Medio: 
Violación al artículo 78, letra B) de la Ley 821 sobre Organización 
Judicial; Duodécimo Medio: Violación a los artículos 81 y 82 de 
la Ley 821 sobre Organización Judicial; Décimo Tercer Medio: 
Violación a los artículos 2, 3, 4, 20, 24 y 28 de la Ley 834; Décimo 
Cuarto Medio: Violación al artículo 39 de la Ley 834 y Boletín 
Judicial No. 727 de abril de 1955; Décimo Quinto Medio: 
Violación al artículo 44 de la Ley 834; Décimo Sexto Medio: 
Violación al artículo 117 de la Ley 834; Décimo Séptimo Medio: 
Violación al artículo 137 de la Ley 834; Décimo Octavo Medio: 
Violación al artículo 141 de la Ley 834; Décimo Noveno Medio: 
Violación al artículo 4 del Código Civil”; 

Considerando, que el párrafo II del artículo 5 de la Ley sobre 
Procedimiento de Casación dispone que el recurso de casación 
debe interponerse por medio de un memorial suscrito por 
abogado, que contendrá todos los medios en que se funda y que 
deberá ser acompañado de una copia auténtica de la sentencia 
que se impugna; 
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Considerando, que del examen del expediente se advierte que 
la parte recurrente junto al memorial de casación depositado en 
la Secretaría General de la Suprema Corte de Justicia, no incluyó, 
como lo requiere el texto legal arriba citado, copia auténtica 
de la sentencia impugnada, condición indispensable para la 
admisibilidad del recurso; que en dicho expediente sólo existe 
fotocopia de una sentencia de la que se afirma es la impugnada, 
no admisible, en principio, como medio de prueba;

Considerando, que cuando el recurso de casación es decidido 
por un medio suplido de oficio por la Suprema Corte de Justicia, 
como ocurre en el presente caso, el numeral 2 del artículo 65 de 
la Ley sobre Procedimiento de Casación dispone que las costas 
podrán ser compensadas.

Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible el recurso 
de casación interpuesto por Agustín Metz Sánchez, contra la 
sentencia dictada por la Corte de Apelación del Departamento 
Judicial de Montecristi, el 8 de julio de 1991, cuyo dispositivo 
ha sido copiado en parte anterior del presente fallo; Segundo: 
Compensa las costas.

Así ha sido hecho y juzgado por la Cámara Civil de la Suprema 
Corte de Justicia, y la sentencia pronunciada por la misma en la 
ciudad de Santo Domingo de Guzmán, en su audiencia pública 
del 18 de marzo de 2009, años 166º de la Independencia y 146º 
de la Restauración.

Firmado: Rafael Luciano Pichardo, Eglys Margarita Esmurdoc, 
Margarita A. Tavares, Ana Rosa Bergés Dreyfous y José E. 
Hernández Machado. Grimilda Acosta, Secretaria General.

La presente sentencia ha sido dada, firmada y pronunciada por 
los señores Jueces que figuran al pie, en la audiencia pública del 
día, mes y año en ella expresados, y fue firmada, leída y publicada 
por mí, Secretaria General, que certifico.
www.suprema.gov.do



SENTENCIA DEL 18 DE MARZO DE 2009, NÚM. 28
Sentencia impugnada:	 Segunda Sala de la Cámara Civil y Comercial 

de la Corte de Apelación del Distrito 
Nacional, del 27 de julio de 2006.

Materia:	 Civil.
Recurrentes:	 Joseph´s Casa Club y Transglobal de 

Seguros.
Abogado:	 Lic. José B. Pérez Gómez.
Recurrido:	 Miguel Ángel Rodríguez Mata.
Abogados:	 Licdos. Ángel Alberto Arias y Mardonio de 

León.

CAMARA CIVIL

Rechaza 

Audiencia pública del 18 de marzo de 2009.
Preside: Rafael Luciano Pichardo.

 
Dios, Patria y Libertad

En Nombre de la República, la Cámara Civil de la Suprema 
Corte de Justicia, actuando como Corte de Casación, ha dictado 
la sentencia siguiente: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Joseph´s Casa 
Club y Transglobal de Seguros, entidades de comercio constituidas 
y organizadas de conformidad con las leyes de la República 
Dominicana, con su asiento social y domicilio principal en esta 
ciudad, contra la sentencia dictada por la Segunda Sala de la 
Cámara Civil y Comercial de la Corte de Apelación del Distrito 
Nacional, el 27 de julio de 2006, cuyo dispositivo se copia mas 
adelante;
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Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la 
República el cual termina así: “ Que procede declarar inadmisible, 
el recurso de casación interpuesto contra la sentencia civil No. 
445 de fecha 27 de julio del 2006, dictada por la Segunda Sala de 
la Cámara Civil y Comercial de la Corte de Apelación del Distrito 
Nacional, por los motivos precedentemente expuestos”; 

Visto el memorial de casación depositado en la Secretaría 
General de la Suprema Corte de Justicia el 31 de octubre de 2006, 
suscrito por el Licdo. José B. Pérez Gómez, abogado de la parte 
recurrente, en el cual se invocan los medios de casación que se 
indican más adelante;

Visto el memorial de defensa depositado en la Secretaría 
General de la Suprema Corte de Justicia el 27 de marzo de 
2007, por los Licdos. Ángel Alberto Arias y Mardonio de León, 
abogados de la parte recurrida Miguel Ángel Rodríguez Mata;

Vista la Ley núm. 25 de 1991, modificada por la Ley núm. 156 
de 1997 y los artículos 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación;

La CORTE, en audiencia pública del 10 de diciembre de 2008, 
estando presente los jueces Rafael Luciano Pichardo, Presidente; 
Eglys Margarita Esmurdoc, Margarita A. Tavares, Ana Rosa Bergés 
Dreyfous y José E. Hernández Machado, asistidos de la secretaria 
general, y después de haber deliberado los jueces signatarios de 
este fallo;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta: a) que con motivo de 
una demanda en reparación de daños y perjuicios, incoada por 
el señor Miguel Ángel Rodríguez Mata, contra Joseph´s Casa 
Club y/o Ing. Carmen M. Rivera y Transglobal de Seguros, S.A., 
la Segunda Sala de la Cámara Civil y Comercial del Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Nacional, dictó el 28 de octubre 
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de 2005 una sentencia cuyo dispositivo es el siguiente: “Primero: 
Rechaza las conclusiones de la parte demandada tendentes a 
la inadmisibilidad de la presente demanda, por los motivos 
expuestos; Segundo: Registra en cuanto a la forma como 
buena y válida la presente demanda en reparación de daños y 
perjuicios, por haberse realizado conforme al derecho; Tercero: 
En cuanto al fondo, acoge en parte las conclusiones presentada 
por la parte demandante, Miguel Ángel Rodríguez Mata, y en 
consecuencia: Cuarto: Condena a Joseph´s Casa Club, a pagar a 
la parte demandante, Miguel Ángel Rodríguez Mata, la suma Un 
Millón de Pesos (RD$1,000,000.00) por los daños y perjuicios 
morales ocasionados en su contra; Quinto: Rechaza la solicitud 
de ejecución provisional por las razones expuesta y por no 
ser necesaria; Sexto: Condena a la parte demandada, Joseph´s 
Casa Club, al pago de las costas del procedimiento, a favor y 
provecho de los Dres. Ángel Alberto Arias y Pedro Julio Moreno 
Encarnación, quienes afirma haberlas avanzando en su mayor 
parte; Séptimo: Declara común y oponible la presente sentencia 
a Trasnglobal de Seguros, S.A., como compañía aseguradora de la 
Póliza de Responsabilidad Civil No. 1-830-001667” (sic); b) que 
sobre el recurso de apelación interpuesto intervino la sentencia 
ahora impugnada con el siguiente dispositivo: “Primero: Ratifica 
el defecto pronunciado en audiencia contra la partes recurrentes, 
Joseph´s Casa Club y Transglobal de Seguros, S.A.,, por falta de 
concluir, no obstante haber sido legalmente citados; Segundo: 
Descarga pura y simplemente a la parte recurrida, el señor Miguel 
Ángel Rodríguez Mata, del recurso de apelación interpuesto 
por Joseph´s Casa Club y Transglobal de Seguros, S.A., contra 
la sentencia civil No.1252/2005 relativa al expediente No. 0350-
1999-3092, dictada fecha veintiocho (28) de octubre del año 2005, 
dictada por la Cámara Civil del Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Nacional, Segunda Sala, a favor del señor Miguel Ángel 
Rodríguez Mata, por los motivos precedentemente expuestos; 
Tercero: Condena a la parte recurrente Joseph´s Casa Club 
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y Transglobal de Seguros, S.A., al pago de las costas causadas, 
con distracción en provecho de los Licdos. Ángel Alberto Arias 
y Mardonio de León, abogados de la parte gananciosa, que 
afirman haberlas avanzado en su totalidad; Cuarto: Comisiona al 
ministerial Isidro Martínez Molina, Alguacil de Estrados de esta 
Sala, para la notificación de la presente sentencia”; 

Considerando, que en su memorial la parte recurrente 
propone los siguientes medios de casación: “Primer Medio: 
Desnaturalización de los hechos de la causa. Falta absoluta 
motivos y de base legal; Segundo Medio: Violación al artículo 
1384, Párrafo I del Código Civil. En otro aspecto falta de motivos; 
Tercer Medio: Violación al artículo 44, de la Ley 834 del 15 de 
julio de 1978”; 

Considerando, que en la sentencia impugnada consta que en la 
audiencia pública celebrada por la Corte a-qua el 23 de junio de 
2006, no compareció la parte intimante ni su abogado constituido 
a formular sus conclusiones no obstante haber quedado citados 
en la audiencia celebrada por dicha Corte el 18 de mayo de 2006, 
por lo que la intimada concluyó en el sentido de que “se pronuncie 
el defecto contra el recurrente por falta de concluir y que se le 
descargara pura y simplemente del recurso”; 

Considerando, que si el intimante no comparece a la audiencia a 
sostener los motivos en los que fundamentó su recurso de apelación, 
se pronunciará en su contra el descargo puro y simple de su recurso, 
si dicho descargo es solicitado en la audiencia por conclusiones del 
intimado, como ocurrió en la especie, sin que el juez esté en ese 
caso en la obligación de examinar la sentencia apelada; 

Considerando, que el examen de la sentencia impugnada pone 
en evidencia que el recurrente no compareció a la audiencia 
celebrada por la Corte a-qua a sostener su recurso; que el Tribunal 
a-qua al descargar pura y simplemente a la parte recurrida del 
recurso de apelación interpuesto por los recurrentes, hizo una 
correcta aplicación de la ley, por lo que, en tales condiciones, el 
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presente recurso de casación carece de fundamento y debe ser 
desestimado. 

Por tales motivos: Primero: Rechaza el recurso de casación 
interpuesto por Joseph´s Casa Club y Transglobal de Seguros, 
contra la sentencia dictada por la Primera Sala de la Cámara Civil 
y Comercial de la Corte de Apelación del Distrito Nacional, el 
27 de julio de 2006, cuyo dispositivo figura en parte anterior de 
este fallo; Segundo: Condena a la parte recurrente al pago de 
las costas del procedimiento en provecho de los Licdos. Ángel 
Alberto Arias y Mardonio de León, abogados de la parte recurrida 
quienes afirman haberlas avanzado en su totalidad.

Así ha sido hecho y juzgado por la Cámara Civil de la Suprema 
Corte de Justicia, y la sentencia pronunciada por la misma en la 
ciudad de Santo Domingo de Guzmán, en su audiencia pública, 
del 18 de marzo de 2009.

Firmado: Rafael Luciano Pichardo, Eglys Margarita Esmurdoc, 
Margarita A. Tavares, Ana Rosa Bergés Dreyfous y José E. 
Hernández Machado. Grimilda Acosta, Secretaria General.

La presente sentencia ha sido dada, firmada y pronunciada por 
los señores Jueces que figuran al pie, en la audiencia pública del 
día, mes y año en ella expresados, y fue firmada, leída y publicada 
por mí, Secretaria General, que certifico.
www.suprema.gov.do
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SENTENCIA DEL 18 DE MARZO DE 2009, NÚM. 29
Sentencia impugnada:	 Primera Sala de la Cámara Civil y Comercial 

de la Corte de Apelación del Distrito 
Nacional, del 28 de junio de 2006.

Materia:	 Civil.
Recurrente:	 F. M. Diseños y Construcciones, S. A. 
Abogado:	 Lic. Bernardo A. Ortiz Martínez.
Recurridos:	 Ramón Narciso Guerrero y María del 

Carmen Ramírez.
Abogados:	 Dres. Bienvenido Montero de los Santos y 

Bienvenido de Jesús Montero Santos y Lic. 
Juan Francisco de la Rosa.

CAMARA CIVIL

Inadmisible 

Audiencia pública del 18 de marzo de 2009.
Preside: Rafael Luciano Pichardo.

 
Dios, Patria y Libertad

En Nombre de la República, la Cámara Civil de la Suprema 
Corte de Justicia, actuando como Corte de Casación, dicta en 
audiencia pública la sentencia siguiente: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por la razón social F. 
M. Diseños y Construcciones, S.A., entidad comercial constituida 
y funcionando de conformidad con las leyes de la República 
Dominicana, con su domicilio social y principal establecimiento 
en la calle Benigno Filomeno Rojas, casa núm. 270, de la Zona 
Universitaria, representada por su presidente electo, Arq. Félix 
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Montes de Oca, dominicano, mayor de edad, casado, Arquitecto, 
portador de la cédula de identidad y electoral núm. 001-0089943-4, 
domiciliado y residente en esta ciudad de Santo Domingo contra 
la sentencia dictada por la Primera Sala de la Cámara Civil y 
Comercial de la Corte de Apelación del Distrito Nacional, el 28 
de junio de 2006, cuyo dispositivo se copia mas adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído en la lectura de sus conclusiones al Licdo. Juan Francisco 
de la Rosa, por sí y por el Dr. Bienvenido Montero, abogados de 
la parte recurrida, Ramón Narciso Guerrero y María del Carmen 
Ramírez;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la 
República el cual termina así: “Que procede declarar inadmisible, 
el recurso de casación interpuesto contra la sentencia civil núm. 
439 de fecha 28 de junio de 2006, dictada por la Primera Sala de 
la Cámara Civil y Comercial de la Corte de Apelación del Distrito 
Nacional, por los motivos precedentemente expuestos”; 

Visto el memorial de casación depositado en la Secretaría 
General de la Suprema Corte de Justicia el 14 de marzo de 2007, 
suscrito por el Licdo. Bernardo A. Ortiz Martínez, abogado de la 
parte recurrente, en el cual se invocan los medios de casación que 
se indican más adelante;

Visto el memorial de defensa depositado en la Secretaría 
General de la Suprema Corte de Justicia el 16 de mayo de 
2007, suscrito por los Dres. Bienvenido Montero de los Santos, 
Bienvenido de Jesús Montero Santos y el Licdo. Juan Francisco de 
la Rosa, abogados de la parte recurrida Ramón Narciso Guerrero 
y María del Carmen Ramírez;

Vista la Ley núm. 25 de 1991, modificada por la Ley núm. 156 
de 1997 y los artículos 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación;
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La CORTE, en audiencia pública del 10 de diciembre de 2008, 
estando presente los jueces Rafael Luciano Pichardo, Presidente; 
Eglys Margarita Esmurdoc, Margarita A. Tavares, Ana Rosa Bergés 
Dreyfous y José E. Hernández Machado, asistidos de la secretaria 
general, y después de haber deliberado los jueces signatarios de 
este fallo;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta: a) que con motivo 
de una demanda en devolución de valores y resolución de 
contrato, incoada por los señores Ramón Narciso Guerrero y 
María del Carmen Ramírez, contra la empresa F. M. Diseños y 
Construcciones, S.A., la Cámara Civil y Comercial del Juzgado 
de Primera Instancia del Distrito Nacional, Segunda Sala, dictó 
el 13 de julio de 2005, una sentencia cuyo dispositivo dice lo 
siguiente: “Primero: Admite la presente demanda en restitución 
de valores, incoada por Ramón Narciso Guerrero y María del 
Carmen Ramírez, en contra de la razón social F. M. Diseños y 
Construcciones, C. por A., en consecuencia; a) Declara resuelto el 
contrato de promesa de venta, de fecha 17 del mes de diciembre 
del año 2002, suscrito entre F. M. Diseños y Construcciones, C. 
por A., los señores Ramón Narciso Guerrero y María del Carmen 
Ramírez, debidamente Notarizado; b) Ordena la devolución por 
parte de F. M. Diseños y Construcciones, C. por A., de la suma 
de Trescientos Setenta y Siete Mil Pesos Oro Dominicanos con 
00/100 (RD$377,000.00), a los señores Ramón Narciso Guerrero 
y María del Carmen Ramírez, por concepto de reembolso de 
pago del inicial de compra de inmueble suscrito entre las partes, 
mediante contrato de fecha 17/12/2002; Segundo: Condena a F. 
M. Diseños y Construcciones, C. por A., al pago de un uno por 
ciento (1%) por concepto de interés judicial contado a partir de la 
demanda en justicia, por aplicación del artículo 24 de la ley 183-
02 del 21/11/2002, y el artículo 1153 del Código Civil; Tercero: 
Ordena, la ejecución provisional legal, sin prestación de fianza de 
la presente sentencia, no obstante cualquier recurso que contra la 
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misma se interponga, única y exclusivamente en los primer ordinal, 
por aplicación del artículo 117 de la Ley 834 del 15/07/1978 ; 
Cuarto: Condena a F. M. Diseños y Construcciones, C. por A., al 
pago de las costas del procedimiento, en provecho y distracción 
del Dres. Juan Francisco de la Rosa y Eliodoro Peralta, Abogados 
que afirman estarlas avanzando en su mayor parte” (sic) ; b) que 
sobre el recurso de apelación interpuesto intervino la sentencia 
ahora impugnada con el siguiente dispositivo: “Primero: Declara 
inadmisible de oficio el recurso de apelación deducido por la 
entidad F. M. Diseños y Construcciones S.A., contra la sentencia 
No. 0793/05, relativa al expediente No.2004-0350-00337, de fecha 
trece (13) de julio del año 2005, de la Cámara Civil y Comercial 
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, Segunda 
Sala, por las motivaciones expuestas; Segundo: Compensa las 
costas derivadas de la presente instancia”; 

Considerando, que en su memorial la parte recurrente propone 
el siguiente medio de casación: Primer Medio: Falta de Base 
legal; Segundo Medio: Falta de motivos;

Considerando, que la parte recurrida propone, según consta 
en su memorial de defensa, la inadmisibilidad del presente 
recurso de casación por extemporáneo, toda vez que el mismo 
fue interpuesto fuera del plazo de los dos meses que establece el 
artículo 5 de la ley 3726 sobre procedimiento de casación; 

Considerando, que de conformidad con lo que dispone el 
artículo 5 de la Ley sobre Procedimiento de Casación, “en los 
asuntos civiles y comerciales el recurso de casación se interpondrá 
con un memorial suscrito por abogado, que contendrá todos 
los medios en que se funda, y que deberá ser depositado en la 
secretaría de la Suprema Corte de Justicia, en los dos meses de la 
notificación de la sentencia”; 

Considerando, que el examen de la documentación anexa al 
expediente revela que en la especie, la Corte a-qua, apoderada 
de un recurso de apelación incoado contra la sentencia del 13 de 
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julio de 2005, de la Segunda Sala de la Cámara Civil y Comercial 
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, dictó su 
sentencia del 28 de junio de 2006; que ésta decisión fue notificada 
a la parte hoy recurrente mediante acto núm. 540/2006 del 26 
de julio del 2006, del ministerial Rafael E. Geraldo Suero; que el 
auto mediante el cual se autoriza al recurrente F. M. Diseños y 
Construcciones, S.A., fue emitida el 14 de marzo de 2007, fecha 
en la que fue depositado ante esta Suprema Corte de Justicia el 
memorial de casación;

Considerando, que de acuerdo a la disposición legal arriba 
señalada, el plazo para recurrir en casación había vencido el 14 
de marzo de 2007, fecha en que fue depositado en la Secretaría 
General de la Suprema Corte de Justicia el memorial de casación 
de los recurrentes, por lo que el recurso de casación de que se 
trata fue interpuesto tardíamente y, por tanto, resulta inadmisible.

Por tales motivos: Primero: Declara inadmisible el recurso de 
casación interpuesto por F. M. Diseños y Construcciones, S.A., 
contra la sentencia dictada por la Primera Sala de la Cámara Civil 
y Comercial de la Corte de Apelación del Distrito Nacional, el 
28 de junio de 2006, cuyo dispositivo figura en parte anterior de 
este fallo; Segundo: Condena a la parte recurrente al pago de las 
costas procesales, ordenando su distracción en favor de los Dres. 
Bienvenido Montero de los Santos, Bienvenido de Jesús Montero 
Santos y el Licdo. Juan Francisco de la Rosa, abogados de la parte 
recurrida, quienes afirman haberla avanzado en su mayor parte.

Así ha sido hecho y juzgado por la Cámara Civil de la Suprema 
Corte de Justicia, y la sentencia pronunciada por la misma en la 
ciudad de Santo Domingo de Guzmán, en su audiencia pública 
del 18 de marzo de 2009, años 166º de la Independencia y 146º 
de la Restauración.

Firmado: Rafael Luciano Pichardo, Eglys Margarita Esmurdoc, 
Margarita A. Tavares, Ana Rosa Bergés Dreyfous y José E. 
Hernández Machado. Grimilda Acosta, Secretaria General.
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La presente sentencia ha sido dada, firmada y pronunciada por 
los señores Jueces que figuran al pie, en la audiencia pública del 
día, mes y año en ella expresados, y fue firmada, leída y publicada 
por mí, Secretaria General, que certifico.
www.suprema.gov.do
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SENTENCIA DEL 18 DE MARZO DE 2009, NÚM. 30
Sentencia impugnada:	 Corte de Apelación de San Francisco de 

Macorís, del 11 de marzo de 1987.
Materia:	 Civil.
Recurrentes:	 Adia Vargas Torres de Ureña y compartes.
Abogado:	 Dr. Roberto Augusto Abreu Ramírez.
Recurrida:	 Maritza Vargas de Grullón.
Abogados:	 Licdos. D. Antonio Guzmán L. y Fabio J. 

Guzmán A. y Dr. Manuel Mora Serrano.

CÁMARA CIVIL

Rechaza 

Audiencia pública del 18 de marzo de 2009.
Preside: Rafael Luciano Pichardo.

 
Dios, Patria y Libertad

En Nombre de la República, la Cámara Civil de la Suprema 
Corte de Justicia, actuando como Corte de Casación, dicta en 
audiencia pública la sentencia siguiente: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Adia Vargas 
Torres de Ureña, Graciela Vargas Almánzar, María Modesta 
Vargas, José Ramón Vargas Almánzar, Claudio Rafael Vargas 
Almánzar, Ángela Vargas Almánzar de Peralta y Rafael Antonio 
Vargas, todos dominicanos, mayores de edad, provistos de la 
cédulas de identidad personal números 21561, 19492, 31248, 
14712, 1657, 1443, series 56, todos domiciliados y residentes 
en la Provincia Duarte, municipio y ciudad de San Francisco de 
Macorís y en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, contra la 
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sentencia dictada por la Corte de Apelación del Departamento 
Judicial de San Francisco de Macorís el 11 de marzo de 1987, 
cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la 
República; 

Visto el memorial de casación depositado en la Secretaría 
General de la Suprema Corte de Justicia el 6 de agosto de 1987, 
suscrito por el Dr. Roberto Augusto Abreu Ramírez, abogado de 
los recurrentes, en el cual se invocan los medios de casación que 
se indican más adelante; 

Visto el memorial de defensa depositado en la Secretaría 
General de la Suprema Corte de Justicia el 31 de agosto de 1987, 
suscrito por los Licdos. D. Antonio Guzmán L., Fabio J. Guzmán 
A. y por el Dr. Manuel Mora Serrano, abogados de la recurrida, 
Maritza Vargas de Grullón; 

Vista la Ley núm. 25 de 1991, modificada por la Ley núm. 156 
de 1997 y los artículos 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación;

Vista la Resolución del 26 de febrero de 2009, dictada por 
el pleno de la Suprema Corte de Justicia, mediante la cual se 
acoge la inhibición presentada por la magistrada Eglys Margarita 
Esmurdoc, Juez de la Cámara Civil de la Suprema Corte de Justicia, 
para la deliberación y fallo del presente recurso;

Visto el auto dictado el de 25 febrero de 2009, por el magistrado 
Rafael Luciano Pichardo, Presidente de la Cámara Civil de la 
Suprema Corte de Justicia, por medio del cual se llama a sí mismo 
y a los magistrados, Margarita A. Tavares, Ana Rosa Bergés 
Dreyfous y José E. Hernández Machado, jueces de esta cámara, 
para integrar la misma en la deliberación y fallo del recurso de 
casación de que se trata, de conformidad con las Leyes núms. 684 
de 1934 y 926 de 1935;
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La CORTE, en audiencia pública del 16 de noviembre de 1988, 
estando presente los Jueces, Néstor Contín Aybar, Fernando E. 
Ravelo de la Fuente, Leonte R. Alburquerque Castillo, Máximo 
Puello Renville, Abelardo Herrera Piña, Octavio Piña Valdez, 
Federico Natalio Cuello López y Rafael Richiez Saviñón, asistidos 
del Secretario General de la Suprema Corte de Justicia, y después 
de haber deliberado los jueces signatarios de este fallo;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que con 
motivo de una demanda en partición y liquidación de los bienes 
relictos dejados por la finada Aurora Vargas Padilla, intentada por 
Adia Vargas Torres de Ureña, Graciela Vargas de Marte, María 
Modesta Vargas Almánzar, contra José Ramón Vargas Almánzar, 
Claudio Rafael Vargas Almánzar y Ángela Vargas Almánzar de 
Peralta, y en la que estuvieron como intervinientes voluntarios 
por un lado, la señora Maritza Vargas de Grullón y por el otro, 
el señor Rafael Antonio Vargas, la Cámara Civil, Comercial y de 
Trabajo del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de 
Duarte dictó el 20 de julio de 1984, una sentencia cuyo dispositivo 
es el siguiente: “Primero: Ratifica el defecto pronunciado en 
audiencia contra los demandantes María Modesta Vargas Almánzar 
y Compartes, demandados señores José Ramón Vargas Almánzar 
y Compartes y el interviniente Rafael Antonio Vargas, por falta 
de concluir; Segundo: Declara buena y válida la intervención 
voluntaria de la señora Maritza Vargas de Grullón, en la demanda 
en partición y liquidación, intentada por las señoras María Modesta 
Vargas Almánzar, Adia Vargas Torres de Ureña y Graciela Vargas 
Almánzar de Marte, contra José Ramón Vargas Almánzar, Claudio 
Rafael Vargas Almánzar y Ángela Vargas Almánzar de Peralta, en 
la que figura también como interviniente el señor Rafael Antonio 
Vargas, ante esta Cámara Civil, Comercial y de Trabajo del Juzgado 
de Primera Instancia del Distrito Judicial de Duarte, relativa a la 
sucesión de la fallecida Ana Mercedes Vargas Padilla (Aurora); 
Tercero: Declara inadmisible dicha demanda en partición por 
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falta de calidad de las demandantes para incoarla, ya que no son 
herederas de la “de-cuyus” y en consecuencia; Cuarto: Ordena el 
levantamiento de la oposición trabada en el Royal Bank of  Cánada, 
en perjuicio de la señora Maritza Vargas de Grullón, a requerimiento 
de las demandantes o de cualquier otra parte en litis, mediante acto 
No. 14 del Alguacil de Estrados César Javier Liranzo, de fecha 22 
del mes de enero del año 1982, o cualquier otro acto; declara que 
los valores depositados en dicha institución bancaria a nombre 
de la señora Ana Mercedes Vargas Padilla (Aurora) pertenecen 
a su legataria universal Maritza Vargas de Grullón, en virtud del 
testamento auténtico contenido en el acto número veintitrés (23) 
del notario público de los de éste municipio de San Francisco de 
Macorís, Dr. Manuel Mora Serrano, de fecha cinco (5) del mes de 
agosto del año 1980; Quinto: Ordena la ejecución provisional y 
sin fianza de la presente sentencia, no obstante cualquier recurso 
que se interponga contra la misma; Sexto: Condena a las partes 
demandantes María Modesta Vargas y compartes, demandados 
señores José Ramón Vargas Almánzar y Compartes y el interviniente 
Rafael Antonio Vargas, al pago de las costas del procedimiento con 
distracción de las mismas en provecho de los Licdos. D. Antonio 
Guzmán L., Fabio J. Guzmán y el Dr. Manuel Mora Serrano, 
quienes afirman haberlas avanzado en su mayor parte; Séptimo: 
Comisiona al ministerial Pedro López, Alguacil de Estrados de la 
Segunda Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de Duarte, para la notificación de la presente sentencia, y 
a los residentes en Santo Domingo, al ministerial Luis A. Méndez, 
Alguacil de Estrados de la Suprema Corte de Justicia, para notificar 
dicha sentencia”; b) que sobre la sentencia anteriormente citada, se 
interpuso un recurso de apelación en el cual la Corte de Apelación 
del Departamento Judicial de San Francisco de Macorís en fecha 
11 de marzo de 1987, dictó la sentencia ahora impugnada, cuyo 
dispositivo es el siguiente: “Primero: Rechaza por improcedente 
e infundado el recurso de apelación interpuesto por los señores: 
Adia Vargas Torres de Ureña y compartes, contra sentencia civil 
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de fecha 20 del mes de julio del año 1984, dictada por la Cámara 
Civil, Comercial y de Trabajo del Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Judicial de Duarte, en razón de que los apelantes no 
tienen calidad jurídica para demandar la partición de la sucesión de 
la finada Ana Mercedes Vargas Padilla (Aurora), y en consecuencia; 
Segundo: Confirma en todas sus partes la sentencia objeto del 
presente recurso; Tercero: Condena a las partes apelantes, al pago 
de las costas civiles, ordenando sean distraídas en provecho de los 
Licdos Fabio J. Guzmán A., Antonio Guzmán L. y el Dr. Manuel 
Mora Serrano, quienes afirman haberlas avanzado en su mayor 
parte”; 

Considerando, que la parte recurrente plantea como soporte 
de su recurso los siguientes medios de casación: “a) En cuanto a 
la nulidad de la sentencia atacada por falta de base legal; b) Sobre 
la nulidad de la sentencia atacada por falta de base legal; c) Sobre 
la nulidad de la sentencia por violación al régimen sucesorio 
dominicano”;

Considerando, que en los dos primeros medios, los cuales se 
reúnen por su estrecha vinculación y por convenir a la decisión 
del presente caso, los recurrentes alegan, en síntesis, que la 
sentencia de la Corte a-qua al confirmar la decisión de primer 
grado, adolece de falta de legal, ya que la misma en ninguno de sus 
considerandos señala la existencia de dos actos testamentarios en 
beneficio de la contraparte; que no procede a examinar la legalidad 
de los mismos, lo que impide a la Corte de Casación, verificar si 
la ley ha sido bien o mal aplicada, y aunque señala que la señora 
Maritza Vargas de Grullón fue instituida como legataria universal 
de los bienes de la de-cujus, no indica por qué ni cuáles fueron las 
expresiones sacramentales usadas – ad solemnitatun – para ello; 
que sostienen, además, los recurrentes, que a la Corte a-qua los 
actuales recurrentes le solicitaron entre otras cosas, mediante un 
escrito ampliatorio de conclusiones, la revocación de la sentencia 
apelada, bajo el fundamento de una formal inscripción en 
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falsedad en perjuicio de uno de los actos contentivos del legado 
que benefició a la contraparte; que asimismo, la Corte a-qua no 
dio motivos para rechazar el medio planteado, padeciendo la 
sentencia atacada del vicio de omisión de estatuir;

Considerando, que esta Suprema Corte de Justicia, como Corte 
de Casación, ha podido comprobar que en el presente expediente 
se encuentra depositada la sentencia de fecha 23 de mayo de 
1983 en la que se rechaza la referida demanda en inscripción en 
falsedad del testamento que instituye como legataria universal a la 
señora Maritza Vargas de Grullón, bajo el argumento de que: “del 
examen del testamento y del protocolo notarial en cuestión se ha 
podido comprobar: a) Que ha sido escrito y firmado por el Notario 
actuante; b) Que la firma de la testadora, Aurora Vargas Padilla, 
es la misma que la que parece estampada en el Acto de fecha 22 
del mes de febrero del año 1969, instrumentado por el Notario 
Público de los del Número para este Municipio, Licdo. D. Antonio 
Guzmán L., el cual no ha sido atacado por el procedimiento de 
la inscripción en falsedad; c) Que no tiene alteración visible y 
que fue debidamente protocolarizado y registrado en fecha 15 del 
mes de agosto del año 1980”; que con esto se evidencia que la 
sentencia recurrida no adolece de falta de base legal, ya que aunque 
no se transcribe en ella literalmente y con toda su solemnidad lo 
dispuesto en el testamento argüido, al rechazar la inscripción en 
falsedad del mismo y conocer dicho tribunal la demanda original 
estudió y analizó la validez del citado documento y en ello basó su 
decisión; por lo que esta primera parte de los medios estudiados 
debe ser desestimada, por infundada;

Considerando, que, además, con respecto al alegato de los hoy 
recurrentes en los medios analizados, de que mediante un escrito 
ampliatorio de conclusiones, los mismos solicitaron la revocación 
de la sentencia apelada, bajo el fundamento de una formal 
inscripción en falsedad en perjuicio de uno de los actos contentivos 
del legado que benefició a la contraparte, sin haber dado motivos 
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para rechazar el medio planteado, indicando que por lo mismo 
la sentencia atacada padece del vicio de omisión de estatuir, esta 
Corte de Casación es del criterio, que como supuestamente fue 
en el escrito ampliatorio de conclusiones en el que los recurrentes 
sostienen que fue propuesto el medio que no fue ponderado, y 
en vista de que en ninguna parte del fallo criticado aparece dicho 
alegato en las conclusiones presentadas en audiencia, dicha parte 
de los medios de casación que se examinan, constituye un medio 
nuevo, ya que no fue propuesto debidamente por ante la Corte 
a-qua; que por tanto, debe ser declarado inadmisible, pues escapa 
del control casacional;

Considerando, que en el tercer medio, los recurrentes alegan, 
en síntesis, que la decisión de primer grado viola las disposiciones 
vigentes sobre el régimen sucesorio dominicano consignado en 
el Código Civil, ya que excluye por disposición jurisdiccional la 
calidad de sucesores de los recurrentes expresamente fijada por 
el legislador, considerando que por el hecho de existir un legado 
universal en beneficio de la contraparte “ya no son herederos de 
la de cujus” los hoy recurrentes, por tanto, la sentencia impugnada 
al confirmar la decisión apelada y al no tomar en cuenta las 
disposiciones legales vigentes sobre la materia, incurrió en falsa 
aplicación y desnaturalización de los artículos del Código Civil 
invocados;

Considerando, que en ese tenor la Corte a-qua estimó que 
el artículo 916 del Código Civil establece expresamente para el 
caso, que: A falta de ascendientes y descendientes, las donaciones 
por contrato entre vivos o por testamento, podrán absorber la 
totalidad de los bienes, de donde se evidencia que la calidad y 
vocación sucesoral de los colaterales conforme al texto legal 
sólo es posible cuando el de cujus, que muere sin ascendientes ni 
descendientes legítimos, no ha legado la totalidad de sus bienes 
a una persona determinada a quien ha instituido así su legatario 
universal;
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Considerando, que la Corte a-qua también estableció que la ley 
sólo obliga a reservar a los descendientes legítimos, y no habiendo 
qué reservar, como en la especie, la donación podía absorber la 
totalidad de los bienes; 

Considerando, que esta Suprema Corte de Justicia, como Corte 
de Casación, entiende que como la relación de parentesco de la 
de cuyus y de los recurrentes era de hermanos como se deriba 
de lo dicho en la sentencia impugnada, los mismos no forman 
parte de los herederos reservatarios, por ser colaterales, y no 
ascendientes ni descendientes, que son los legalmente llamados 
a ser instituidos como beneficiarios de la reserva hereditaria de la 
finada, por lo que lo dispuesto por la Corte a-qua fundamentado 
en el artículo 916 del Código Civil, es muy válido, pues a falta 
de ascendientes y descendientes, las donaciones por contrato 
entre vivos o por testamento, podrán absorber la totalidad de 
los bienes, sin que con ello pueda decirse que se ha sobrepasado 
los límites de la reserva hereditaria, ya que en la especie como 
se ha dicho, no habían herederos reservatarios con calidad para 
reclamar; en consecuencia, procede desestimar el presente medio, 
por improcedente e infundado, y rechazar también el recurso de 
casación que nos ocupa.

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de casación 
interpuesto por Adia Vargas Torres de Ureña, Graciela Vargas 
Almánzar, María Modesta Vargas, José Ramón Vargas Almánzar, 
Rafael Antonio Vargas, contra la sentencia dictada por la Corte 
de Apelación del Departamento Judicial de San Francisco de 
Macorís, el 11 de marzo de 1987, cuyo dispositivo figura en parte 
anterior de este fallo; Segundo: Condena a los recurrentes al 
pago de las costas del procedimiento en provecho de los Licos. 
D. Antonio Guzmán L. y Fabio J. Guzmán A., abogados de la 
recurrida, quienes afirman haberlas avanzado en su totalidad.

Así ha sido hecho y juzgado por la Cámara Civil de la Suprema 
Corte de Justicia, y la sentencia pronunciada por la misma en la 
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ciudad de Santo Domingo de Guzmán, en su audiencia pública 
del 18 de marzo de 2009, años 166º de la Independencia y 146º 
de la Restauración.

Firmado: Rafael Luciano Pichardo, Margarita A. Tavares, Ana 
Rosa Bergés Dreyfous y José E. Hernández Machado. Grimilda 
Acosta, Secretaria General.

La presente sentencia ha sido dada, firmada y pronunciada por 
los señores Jueces que figuran al pie, en la audiencia pública del 
día, mes y año en ella expresados, y fue firmada, leída y publicada 
por mí, Secretaria General, que certifico.
www.suprema.gov.do



SENTENCIA DEL 18 DE MARZO DE 2009, NÚM. 31
Sentencia impugnada:	 Corte de Apelación de Santiago, del 15 de 

septiembre de 1989.
Materia:	 Civil.
Recurrente:	 Servio Manuel Ramón Soñé Feliu.
Abogado:	 Dr. M. A. Báez Brito.
Recurrida:	 Bolívar 46, S. A.
Abogado:	 Dr. Marcio Mejía Ricart G.

CAMARA CIVIL

Rechaza 

Audiencia pública del 18 de marzo de 2009.
Preside: Rafael Luciano Pichardo.

 
Dios, Patria y Libertad

En Nombre de la República, la Cámara Civil de la Suprema 
Corte de Justicia, actuando como Corte de Casación, dicta en 
audiencia pública la sentencia siguiente: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Servio Manuel 
Ramón Soñé Feliu, dominicano, mayor de edad, casado, ingeniero 
civil, portador de la cédula de identificación personal núm. 
48398, serie 1ra., domiciliado y residente en esta ciudad, contra 
la sentencia dictada por la Corte de Apelación del Departamento 
Judicial de Santiago, el 15 de septiembre de 1989, cuyo dispositivo 
se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;



Primera Cámara de la Suprema Corte de Justicia	 377

Pr
im

er
a 

C
ám

ar
a

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la 
República; 

Visto el memorial de casación depositado en la Secretaría 
General de la Suprema Corte de Justicia el 10 de noviembre de 
1989, suscrito por el Dr. M. A. Báez Brito, abogado del recurrente, 
en el cual se invocan los medios de casación que se indican más 
adelante;

Visto el memorial de defensa depositado en la Secretaría 
General de la Suprema Corte de Justicia el 20 de noviembre de 
1989, suscrito por el Dr. Marcio Mejía Ricart G., abogado de la 
parte recurrida, Bolívar 46, S.A.;

Vista la Ley núm. 25 de 1991, modificada por la Ley núm. 156 
de 1997 y los artículos 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación;

Visto el auto dictado el 3 de marzo de 2009, por el magistrado 
Rafael Luciano Pichardo, Presidente de la Cámara Civil de la 
Suprema Corte de Justicia, por medio del cual se llama a sí mismo 
y a los magistrados Eglys Margarita Esmurdoc, Margarita A. 
Tavares, Ana Rosa Bergés Dreyfous y José E. Hernández Machado, 
jueces de esta cámara, para integrar la misma en la deliberación y 
fallo del recurso de casación de que se trata, de conformidad con 
las Leyes núms. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La CORTE, en audiencia pública del 12 de diciembre de 1990, 
estando presente los Jueces Néstor Contín Aybar, Fernando E. 
Ravelo de la Fuente, Leonte R. Alburquerque Castillo, Máximo 
Puello Renville, Abelardo Herrera Piña, Octavio Piña Valdez, 
Federico Natalio Cuello López y Rafael Richiez Saviñón, asistidos 
del Secretario General de la Suprema Corte de Justicia, y después 
de haber deliberado los jueces signatarios de este fallo;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que con 
motivo de una demanda en irrecibilidad de puja ulterior intentada 
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por Bolívar 46, S.A., contra los señores Celedonio del Río Soto y 
Servio Manuel Ramón Soñé Feliu, la Cámara Civil, Comercial y 
de Trabajo de la Primera Circunscripción del Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Judicial de Santiago, dictó el 28 de mayo 
de 1987, una sentencia con el siguiente dispositivo: “Primero: 
Rechaza la demanda en nulidad de puja ulterior, interpuesta por 
Bolívar 46, S.A., por improcedente y mal fundada; Segundo: 
Condena como al efecto condena a Bolívar 46, S. A., al pago 
de las costas del procedimiento, ordenando su distracción en 
provecho de los abogados que afirman estarlas avanzando en su 
mayor parte o totalidad”; b) que sobre el recurso de apelación 
interpuesto intervino la sentencia ahora impugnada con el 
siguiente dispositivo: “Primero: En cuanto a la forma, se declara 
regular y válido el recurso de apelación interpuesto por Bolívar 
46, S.A., contra la sentencia en atribuciones civiles marcada con el 
No.1629 de fecha 28 de mayo del año 1987, dictada por la Cámara 
Civil, Comercial y de Trabajo de la Primera Circunscripción 
del Juzgado de Primera Instancia de Santiago, por haber sido 
incoado en tiempo hábil y de acuerdo con las normas y requisitos 
legales vigentes; Segundo: Esta Corte de Apelación actuando 
por contrario imperio y autoridad propia, revoca en todas sus 
partes la sentencia recurrida, y en consecuencia declara irrecibible 
la puja ulterior, invocada por el Ingeniero Servio Manuel 
Ramón Soñé Feliu, en fecha 28 de abril de 1987, por caduca, al 
haberla interpuesto 40 días después de la fecha de la audiencia 
de pregones celebrada el 18 de marzo de 1987 y por lo tanto 
violando el artículo 708 del Código de Procedimiento Civil; 
Tercero: Declara irrecibible el intento de puja ulterior invocado 
por el Ingeniero Servio Manuel Ramón Soñé Feliu; Cuarto: Se 
ordena la ejecución provisional y sin fianza de esta sentencia, no 
obstante cualquier recurso que las partes puedan invocar; Quinto: 
Condena al Ingeniero Servio Manuel Ramón Soñé Feliu, al pago 
de las costas del procedimiento, con distracción de las mismas en 
favor del Lic. Fabio Fiallo Cáceres y del Dr. Marcio Mejía Ricard, 
abogados que afirman estarlas avanzando”;
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Considerando, que en su memorial de casación el recurrente 
invoca el siguiente medio: Único Medio: Violación por errónea 
aplicación de las disposiciones del Art. 708 del Código de 
Procedimiento Civil; falta de motivos; exceso de poder;

Considerando, que en el desarrollo de su único medio de 
casación, la parte recurrente alega en síntesis que la sentencia 
impugnada viola lo establecido por el Art. 708 del Código de 
Procedimiento Civil ya que para determinar la irrecibilidad de la 
puja ulterior efectuada por el hoy recurrente en fecha 28 de abril 
de 1987, tomó en consideración la adjudicación hecha en fecha 
18 de marzo de 1987, a favor de Celedonio del Río Soto, y no la 
efectuada a favor de la recurrida en fecha 21 de abril de 1987, en 
ocasión de una demanda interpuesta por ésta en nulidad de la 
adjudicación hecha al primer adjudicatario;

Considerando, que el Art. 708 del Código de Procedimiento 
Civil establece lo siguiente: “Dentro de los ocho días siguientes 
al de la adjudicación cualquiera persona podrá ofrecer, por 
ministerio de abogado, no menos de un veinte por ciento sobre 
el precio de la primera adjudicación y sobre este nuevo precio se 
procederá a subastar”; que, el plazo de los ocho días establecidos 
en este artículo dentro de los cuales se debe efectuar una puja 
ulterior, empieza a correr a partir del momento en que tiene lugar 
la adjudicación efectuada el día en que se celebra la subasta; 

Considerando, que en tal sentido, al considerar la Corte a-qua 
que resultaba irrecibible la puja ulterior efectuada en fecha 28 de 
abril de 1987, es decir, habiendo transcurrido 40 días después 
del 18 de marzo de 1987, fecha en que se celebró la audiencia 
de pregones, y en violación por el entonces recurrido de lo 
establecido por el Art. 708 del Código de Procedimiento Civil, 
ha hecho una correcta aplicación del derecho, por lo que procede 
rechazar el único medio argüido por el recurrente, y con ello el 
presente recurso de casación.
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Por tales motivos: Primero: Rechaza el recurso de casación 
interpuesto por Servio Manuel Ramón Soñé Feliu, contra la 
sentencia dictada por la Corte de Apelación del Departamento 
Judicial de Santiago, el 15 de septiembre de 1989, cuyo dispositivo 
ha sido copiado en parte anterior del presente fallo; Segundo: 
Condena a la parte recurrente al pago de las costas, ordenando su 
distracción en provecho del Dr. Marcio Mejía-Ricart G., abogado 
de la parte recurrida, quien afirma haberlas avanzado en su mayor 
parte.

Así ha sido hecho y juzgado por la Cámara Civil de la Suprema 
Corte de Justicia, y la sentencia pronunciada por la misma en la 
ciudad de Santo Domingo de Guzmán, en su audiencia pública 
del 18 de marzo de 2009, años 166º de la Independencia y 146º 
de la Restauración.

Firmado: Rafael Luciano Pichardo, Eglys Margarita Esmurdoc, 
Margarita A. Tavares, Ana Rosa Bergés Dreyfous y José E. 
Hernández Machado. Grimilda Acosta, Secretaria General.

La presente sentencia ha sido dada, firmada y pronunciada por 
los señores Jueces que figuran al pie, en la audiencia pública del 
día, mes y año en ella expresados, y fue firmada, leída y publicada 
por mí, Secretaria General, que certifico.
www.suprema.gov.do
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SENTENCIA DEL 18 DE MARZO DE 2009, NÚM. 32
Sentencia impugnada:	 Cámara Civil de la Corte de Apelación de 

Santo Domingo, del 12 de agosto de 1988.
Materia:	 Civil.
Recurrente:	 Corporación de Fomento Industrial de la 

República Dominicana.
Abogado:	 Dr. Manuel Antonio Gutiérrez Espinal.
Recurrida:	 Ibolele Trading Corporation, C. por A.
Abogados:	 Dres. Ramón Andrés Blanco Fernández y 

José Joaquín Bidó Medina.

CAMARA CIVIL

Rechaza 

Audiencia pública del 18 de marzo de 2009.
Preside: Rafael Luciano Pichardo.

 
Dios, Patria y Libertad

En Nombre de la República, la Cámara Civil de la Suprema 
Corte de Justicia, actuando como Corte de Casación, dicta en 
audiencia pública la sentencia siguiente: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Corporación 
de Fomento Industrial de la República Dominicana, institución 
autónoma del Estado, organizada de acuerdo con la ley núm.288 
de fecha 30 de junio de 1966, con sus oficinas principales ubicadas 
en la intersección formada por las avenidas 27 de Febrero y 
General Gregorio Luperón de esta ciudad, representada por su 
Director General, Lic. Julio César Pineda Pérez, dominicano, 
mayor de edad, casado, funcionario público, portador de la cédula 
de identificación personal núm. 80248, serie 31, domiciliado y 
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residente en esta ciudad, contra la sentencia dictada por la Cámara 
Civil de la Corte de Apelación de Santo Domingo, el 12 de agosto 
de 1988, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído en la lectura de sus conclusiones al Dr. Manuel A. 
Gutiérrez Espinal, abogado de la parte recurrente;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la 
República; 

Visto el memorial de casación depositado en la Secretaría 
General de la Suprema Corte de Justicia el 26 de octubre de 1988, 
suscrito por el Dr. Manuel Antonio Gutiérrez Espinal, abogado 
de la parte recurrente, en el cual se invocan los medios de casación 
que se indican más adelante;

Visto el memorial de defensa depositado en la Secretaría 
General de la Suprema Corte de Justicia el 14 de noviembre de 
1988, suscrito por los Dres. Ramón Andrés Blanco Fernández y 
José Joaquín Bidó Medina, abogados de la parte recurrida, Ibolele 
Trading Corporation, C. por A.;

Vista la Ley núm. 25 de 1991, modificada por la Ley núm. 156 
de 1997 y los artículos 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación;

Vista la Resolución del 3 de marzo de 2009, dictada por el 
pleno de la Suprema Corte de Justicia, mediante la cual se acoge 
el acta de inhibición suscrita por el magistrado José E. Hernández 
Machado, para la deliberación y fallo del presente recurso;

Visto el auto dictado el 25 de febrero de 2009, por el magistrado 
Rafael Luciano Pichardo, Presidente de la Cámara Civil de la 
Suprema Corte de Justicia, por medio del cual se llama a sí mismo 
y a los magistrados Eglys Margarita Esmurdoc, Margarita A. 
Tavares y Ana Rosa Bergés Dreyfous, jueces de esta cámara, para 
integrar la misma en la deliberación y fallo del recurso de casación 
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de que se trata, de conformidad con las Leyes núms. 684 de 1934 
y 926 de 1935;

La CORTE, en audiencia pública del 20 de septiembre de 
1989, estando presente los Jueces, Néstor Contín Aybar, Fernando 
E. Ravelo de la Fuente, Máximo Puello Renville, Octavio Piña 
Valdez, Federico Natalio Cuello López y Rafael Richiez Saviñón, 
asistidos del Secretario General de esta Suprema Corte de Justicia, 
y después de haber deliberado los jueces signatarios de este fallo;

Considerando, que la sentencia impugnada y los documentos 
a que ella se refiere, revelan que: a) en ocasión de una demanda 
civil en reparación de daños y perjuicios incoada por Ibolele 
Trading Corporation, C. por A., contra Corporación de Fomento 
Industrial de la República Dominicana, la Cámara Civil y 
Comercial de la Quinta Circunscripción del Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Nacional, dictó el 29 de julio del año 1984, 
una sentencia que en su dispositivo expresa: “Primero: Rechaza 
la solicitud de fijación de fianza hecha por la Corporación de 
Fomento Industrial de la República Dominicana, con motivo 
de la demanda en reparación de daños y perjuicios incoada por 
Ibolele Trading Co., C. por A., en su contra por los motivos 
expuestos; Segundo: Fija la audiencia pública del día siete (7) del 
mes de agosto del año mil novecientos ochenta y seis (1986), a las 
nueve (9:00) horas de la mañana, a fin de que las partes produzcan 
conclusiones al fondo; Tercero: Reserva las costas para que sigan 
la suerte de lo principal”; b) que con respecto de la demanda 
arriba descrita, dicha Cámara dictó el 14 de agosto de 1986, una 
sentencia, cuyo dispositivo es el siguiente: “Primero: Rechaza 
las conclusiones vertidas en audiencia por la parte demandada, 
Corporación de Fomento Industrial de la República Dominicana, 
por improcedentes e infundadas; Segundo: Declara buena y 
válida, tanto en la forma como en el fondo, la demanda incoada 
por Ibolele Trading Co., C. por A., por haber sido hecha conforme 
a la ley, y en consecuencia; Tercero: Condena a la Corporación 
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de Fomento Industrial de la República Dominicana, a pagar a la 
Ibolele Trading Co., C. por A., la suma de setecientos cincuenta mil 
pesos oro (RD$750,000.00), como justa reparación de los daños y 
perjuicios morales y materiales que le ha causado con su actuación; 
Cuarto: Condena a la Corporación de Fomento Industrial de la 
República Dominicana, al pago de intereses legales de dicha suma 
a partir de la fecha de la demanda en justicia; Quinto: Condena a la 
Corporación de Fomento Industrial de la República Dominicana, 
parte que sucumbe, al pago de las costas del procedimiento, 
ordenando su distracción en favor de los Dres. Ramón Andrés 
Blanco Fernández y José Joaquín Bidó Medina, abogados, quienes 
afirman haberlas avanzado en su mayor parte o en su totalidad”; 
c) que sobre los recursos de apelación intentados contra ambas 
decisiones, la Cámara Civil de la Corte de Apelación de Santo 
Domingo rindió el 12 de agosto de 1988, el fallo hoy atacado, cuyo 
dispositivo dice así: “Primero: Declara regular y válido en cuanto 
a la forma el recurso de apelación interpuesto por la Corporación 
de Fomento Industrial de la República Dominicana, contra la 
sentencia dictada, el 14 de agosto de 1986, por la Cámara Civil y 
Comercial de la Quinta Circunscripción del Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Nacional; Segundo: Rechaza, en cuanto 
al fondo, dicho recurso y, por los motivos precedentemente 
expuestos, confirma los ordinales, primero, segundo cuarto y 
quinto de la sentencia impugnada; Tercero: Modifica, actuando 
por propia autoridad y contrario imperio, el ordinal tercero del 
fallo impugnado para que se lea del modo siguiente: “Tercero: 
Condena a la Corporación de Fomento Industrial de la República 
Dominicana, a pagar a la Ibolele Trading Corporation, C. por 
A., una indemnización a justificar por estado, a título de daños 
y perjuicios”; Cuarto: Condena a la Corporación de Fomento 
Industrial de la República Dominicana al pago de las costas de 
la presente instancia, ordenando su distracción en favor de los 
Dres. Ramón A. Blanco Fernández y José Joaquín Bidó Medina, 
abogados que afirman haberlas avanzado en su totalidad”; 
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Considerando, que la recurrente propone, en apoyo de su 
recurso, los medios de casación siguientes: “Primer Medio: 
Desnaturalización de hechos y pruebas; Segundo Medio: Falta 
de base legal”; 

Considerando, que en su primer medio, la recurrente propone, 
que “cuando la Corte en su sentencia dice: “lo que implica 
claramente la intención de CFI de no permitir el retiro de los 
muebles señalados, los que por otra parte se encontraban en un 
lugar donde CFI como empresa gubernamental tenía el control 
de su acceso, tal como lo declararon los testigos que participaron 
en la información testimonial celebrada por esta Corte”, esta 
incurriendo en una flagrante desnaturalización porque la Corte 
no puede deducir de que por el hecho de que la Corporación de 
Fomento Industrial de la República Dominicana, ser una empresa 
gubernamental, le iba a impedir a Ibolele Trading Corporation, 
C. por A., retirar sus mercancías de los nuevos lugares donde 
estaban alojadas”;

Considerando, que contrario a lo que aduce la recurrente, la 
Corte a-qua no “deduce”, en su sentencia, que la Corporación de 
Fomento Industrial impediría el retiro de la mercancía, sino que 
hace dicha afirmación fundamentada en las declaraciones dadas 
por los testigos en audiencia, así como de los hechos relatados 
por las partes y a través de los documentos sometidos a su 
consideración, elementos que permitieron a los jueces de fondo 
apreciar en su justa dimensión, las circunstancias y el manejo 
acostumbrado de la Corporación de Fomento Industrial de la 
República Dominicana en tales casos, tal y como lo expresa en 
su sentencia dicha Corte, hechos que fueron confirmados por la 
misma recurrente en su memorial de casación, por lo que procede 
rechazar dicho medio, por carecer de fundamento;

Considerando, que en su segundo medio, la recurrente expresa 
que “cuando la Corte a-qua dice que “todas las acciones quedaron 
extinguidas por efecto de la transacción y que la CFI al actuar como 
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lo ha hecho, no permitiéndole a Ibolele retirar de la nave industrial 
donde se encontraban depositados los efectos de su propiedad, bajo 
el alegato de que ellos constituían la garantía de la deuda que pesaba 
sobre Ibolele, procediendo además a ejecutar sobre parte de ellos la 
sentencia dictada por el Juzgado de Paz de San Pedro de Macorís, 
no obstante el contrato de transacción suscrito entre ambas firmas, 
ella ha procedido contrario al derecho y ocasionado daños a Ibolele 
por la pérdida del capital mobiliario que se destruyó en el incendio 
del que se ha hablado y de los efectos subastados y adjudicados 
a terceros, un daño que debe ser reparado”, ha incurrido en el 
vicio de falta de base legal, porque cuando se dice en el indicado 
contrato que la Corporación de Fomento Industrial de la República 
Dominicana, deja sin efecto la persecución judicial en contra de 
Ibolele Trading Corporation, C. por A., se obliga únicamente a 
permitirle a dicha compañía a retirar sus mercancías y efectos de la 
nave alquilada, pero en ningún sitio se obliga a no cobrar el dinero 
que le debía en virtud del contrato de arrendamiento, por lo que la 
sentencia debe ser casada”;

Considerando, que del estudio de la sentencia recurrida se 
revela que en su página 14, en la relación de los hechos, la Corte 
a-qua recoge las cláusulas contenidas en el contrato de transacción 
intervenido entre las partes, haciendo constar que: “a) ambas 
partes se comprometían a dar por terminado el contrato de 
arrendamiento; b) que Ibolele haría entrega inmediata de la nave 
arrendada, retirando todos los efectos que en ella se encontraran; 
c) que Corporación de Fomento Industrial, se comprometía a 
dejar sin efecto las persecuciones judiciales iniciadas, renunciando 
asimismo al recurso de apelación que había interpuesto contra la 
sentencia del 17 de mayo de 1983”; 

Considerando, que ciertamente como lo expresa la recurrente 
en casación, y consta en la sentencia recurrida, en el contrato 
de transacción intervenido entre las partes, Corporación de 
Fomento Industrial de la República Dominicana, se comprometió 
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a permitir el retiro de las mercancías y efectos de la nave alquilada, 
sin embargo, contrario a lo que aduce, en ningún momento el 
retiro de dichos bienes estuvo condicionado a pagos previos, más 
aun, cuando, como alega la recurrente, se justificaban sobre un 
contrato de arrendamiento que había finalizado, en virtud de un 
acuerdo transaccional, el cual, de conformidad con el artículo 
2052 del Código Civil, tiene entre las partes la autoridad de cosa 
juzgada en última instancia; 

Considerando, que, como lo expresa la sentencia recurrida, la 
recurrente en casación violó el contrato de transacción, cuando, 
sin la debida notificación a su contraparte, decidió motu proprio 
embargar y cambiar de lugar las mercancías, que por contrato 
había acordado serían retiradas libremente por Ibolele Trading 
Corporation, C. por A.; que el contrato de transacción, por su 
naturaleza, se limita a lo que en él se contiene, de manera que las 
partes sólo se comprometen en la medida en la que el contrato 
exprese, la común intención de las partes en resolver o finalizar 
el pleito, y las obligaciones que hayan contraído recíprocamente 
en virtud de dicho contrato, por lo que, la compañía recurrente 
no puede pretender exigir más derechos de los que contiene el 
contrato en cuestión, razón por la cual, en esas circunstancias, la 
Corte a-qua interpretó correctamente los hechos y circunstancias 
del caso, sin incurrir en forma alguna en los vicios denunciados, 
contrariamente a lo alegado;

Considerando, que, finalmente, el fallo criticado contiene 
una exposición completa de los hechos del proceso, que le ha 
permitido a esta Suprema Corte de Justicia, en sus funciones 
de control casacional, verificar que la ley y el derecho han sido 
correctamente aplicados en el presente caso, por lo que y en 
adición a las demás razones expresadas anteriormente, procede 
rechazar el recurso de casación de que se trata.

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de casación 
intentado por Corporación de Fomento Industrial de la República 
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Dominicana, contra la sentencia dictada en sus atribuciones 
civiles el 12 de agosto de 1988, por la Cámara Civil de la Corte de 
Apelación de Santo Domingo, cuyo dispositivo se reproduce en 
otro lugar de este fallo; Segundo: Condena a la parte sucumbiente 
al pago de las costas procesales, con distracción de las mismas 
en provecho de los Dres. Ramón Andrés Blanco Fernández y 
José Joaquín Bidó Medina, abogados, quienes afirman haberlas 
avanzado en su mayor parte. 

Así ha sido hecho y juzgado por la Cámara Civil de la Suprema 
Corte de Justicia, y la sentencia pronunciada por la misma en la 
ciudad de Santo Domingo de Guzmán, en su audiencia pública 
del 18 de marzo de 2009, años 166º de la Independencia y 146º 
de la Restauración.

Firmado: Rafael Luciano Pichardo, Eglys Margarita Esmurdoc, 
Margarita A. Tavares y Ana Rosa Bergés Dreyfous. Grimilda 
Acosta, Secretaria General.

La presente sentencia ha sido dada, firmada y pronunciada por 
los señores Jueces que figuran al pie, en la audiencia pública del 
día, mes y año en ella expresados, y fue firmada, leída y publicada 
por mí, Secretaria General, que certifico.
www.suprema.gov.do
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SENTENCIA DEL 18 DE MARZO DE 2009, NÚM. 33
Sentencia impugnada:	 Cámara Civil de la Corte de Apelación de 

Santo Domingo, del 1ro. de junio de 1988.
Materia:	 Civil.
Recurrente:	 Turismo y Desarrollo, S. A. (TUDESA).
Abogados:	 Dres. José A. Ruiz Oleaga y W. R. Guerrero 

Pou.
Recurrido:	 Concorde Hotels Internacional.

CAMARA CIVIL

Rechaza 

Audiencia pública del 18 de marzo de 2009.
Preside: Rafael Luciano Pichardo.

 
Dios, Patria y Libertad

En Nombre de la República, la Cámara Civil de la Suprema 
Corte de Justicia, actuando como Corte de Casación, dicta en 
audiencia pública la sentencia siguiente: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Turismo y 
Desarrollo, S.A (Tudesa), compañía de comercio constituida de 
acuerdo a las leyes de la República Dominicana, con domicilio 
social en el núm. 202 del edificio Profesional Naco, en la 
intersección de la Av. Tiradentes con la calle Fantino Falco de 
esta ciudad, contra la sentencia dictada por la Cámara Civil de 
la Corte de Apelación de Santo Domingo, el 1 de junio de 1988, 
cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la 
República; 
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Visto el memorial de casación depositado en la Secretaría 
General de la Suprema Corte de Justicia el 17 de julio de 1988, 
suscrito por los Dres. José A. Ruiz Oleaga y W. R. Guerrero Pou, 
abogados de la parte recurrente, en el cual se invocan los medios 
de casación que se indican más adelante;

Visto la resolución de fecha 9 de enero del año 1989, en el cual 
se declara la exclusión al recurrido Concorde Hotels Internacional, 
del derecho de presentarse en audiencia a exponer sus medios de 
defensa;

Vista la Ley núm. 25 de 1991, modificada por la Ley núm. 156 
de 1997 y los artículos 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación;

Visto el auto dictado el 9 de enero de 2009, por el magistrado 
Rafael Luciano Pichardo, Presidente de la Cámara Civil de la 
Suprema Corte de Justicia, por medio del cual se llama a sí mismo 
y a los magistrados Eglys Margarita Esmurdoc, Margarita A. 
Tavares, Ana Rosa Bergés Dreyfous y José E. Hernández Machado, 
jueces de esta cámara, para integrar la misma en la deliberación y 
fallo del recurso de casación de que se trata, de conformidad con 
las Leyes núms. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La CORTE, en audiencia pública del 5 de julio de 1989, 
estando presente los Jueces, Néstor Contín Aybar, Fernando E. 
Ravelo de la Fuente, Leonte R. Alburquerque Castillo, Máximo 
Puello Renville, Abelardo Herrera Piña, Octavio Piña Valdez y 
Rafael Richiez Saviñón, asistidos del Secretario General de la 
Suprema Corte de Justicia, y después de haber deliberado los 
jueces signatarios de este fallo;

Considerando, que la ordenanza impugnada y la documentación 
a que ella se refiere, ponen de manifiesto que, en ocasión de 
una demanda civil en resciliación de contrato, incoada por 
Turismo y Desarrollo, S. A. (TUDESA), contra Concorde Hotels 
International, el Juez Presidente de la Cámara Civil y Comercial de 
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la Primera Circunscripción del Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Nacional, dictó el 2 de septiembre de 1987, la sentencia 
con el dispositivo siguiente: “Primero: Ratifica el defecto 
pronunciado en audiencia contra Concorde Hotels International, 
parte demandada, por falta de concluir; Segundo: Acoge las 
conclusiones presentadas en audiencia por Turismo y Desarrollo, 
S. A. (TUDESA), parte demandante, por ser justas y reposar en 
prueba legal , y en consecuencia Declara Resuelto el contrato de 
fecha 28 de diciembre de 1983, intervenido entre Concorde Hotels 
International Corp., representada por su Presidente José Joaquín 
González Gorondoña y Turismo y Desarrollo, S. A. (TUDESA), 
por el incumplimiento a los compromisos y obligaciones 
económicas a cargo de la Operadora, Condena a la Concorde 
Hotels International Corp., a pagar a Turismo y Desarrollo, 
S.A., (Tudesa), los valores reclamados y dejados de cubrir, según 
los términos del contrato de referencia, ascendente a la suma 
de RD$328,822.36 (Trescientos Veintiocho Mil Ochocientos 
Veintidós Pesos con 36/100, más la suma de US$89,500.00 
(Ochenta y nueve Mil Quinientos Dólares) o su equivalente 
en pesos dominicanos; Tercero: Condena a Concorde Hotels 
International Corp., representada por su Presidente José Joaquín 
González Gorrondoña, a pagar inmediatamente a Turismo y 
Desarrollo, S.A., (Tudesa), la suma de Diez Millones de Dólares de 
los Estados Unidos (US$10,000,000.00) o su equivalente en pesos 
dominicanos, como justa reparación de los daños y perjuicios 
morales y materiales a causa de su inejecución contractual en la 
especie, así como al pago de los intereses compensatorios sobre 
esa suma a título de indemnización complementaria a partir de la 
fecha de la demanda; Cuarto: Dispone que Turismo y Desarrollo, 
S. A. (TUDESA) mantenga el nombre de Concorde hasta tanto la 
parte demandada efectúe el pago total de dichos valores e interés; 
Quinto: Condena a Concorde Hotels International Corp., al pago 
de las costas y distraer éstas en beneficio del Dr. José Antonio 
Ruiz Oleaga, quien afirma haberlas avanzado en su mayor parte; 
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Sexto: Ordena la ejecución provisional y sin fianza sobre minuta 
de la presente sentencia, no obstante cualquier recurso que se 
interponga contra la misma”; que contra dicha sentencia se 
interpuso una demanda en referimiento ante el Juez Presidente 
la Cámara Civil de la Corte de Apelación de Santo Domingo, el 
cual dictó la ordenanza de fecha 1 del mes de junio de 1988, y 
ahora atacada, cuyo dispositivo expresa de la manera siguiente: 
“Primero: Acoge las conclusiones formuladas por la parte 
demandante en referimeinto Concorde Hotels Interrnational, 
tendientes a obtener del Presidente de esta Corte de Apelación 
en atribuciones de Juez de los Referimientos, la suspensión de 
la ejecución de la sentencia de fecha dos (2) de septiembre de 
1987 dictada en atribuciones comerciales por la Cámara civil y 
Comercial de la Primera Circunscripción del Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Nacional, por los motivos precedentemente 
expuestos Segundo: condenar a la demandada en referimeinto 
Turismo y Desarrollo, S. A. (TUDESA), al pago de las costas de 
la presente instancia, disponiendo su distracción en provecho del 
Dr. Carlos Romero Butten, abogado de la parte recurrente que 
afirma haberlas avanzado en su mayor parte”;

Considerando, que la recurrente propone en apoyo de su recurso 
los medios de casación siguientes: “Primer Medio: Violación de 
los artículos 128 y 130 de la Ley No. 834 del 15 de julio de 1978 
y violación del artículo 141 del Código de Procedimiento Civil; 
Segundo Medio: Falta de base legal. Falta de motivos”;

Considerando, que en el primer medio la recurrente plantea, 
en síntesis, que no estando prohibida por la ley la ejecución 
provisional cuando se trata, como en la especie, de una demanda 
en reparación de daños y perjuicios, ella no podía serle rehusada 
a la actual recurrente en primera instancia; que, en la hipótesis de 
que no procediera eximir a la exponente de la prestación de una 
garantía en la especie, sí procedía la ejecución provisional, ya que 
ella no estaba prohibida por ningún texto legal y era necesaria y 
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compatible con la naturaleza del asunto, y lo único que cabía en 
tal caso, era imponerle la prestación de la susodicha garantía; 

Considerando, que el Juez a-quo fundamentó su decisión de 
la forma siguiente: “se hace necesario, atendiendo los motivos 
invocados por la demandante, y en interés de asegurar una 
administración de justicia equilibrada, ordenar la suspensión de la 
ejecutoriedad provisional dentro y fuera del territorio nacional de 
la sentencia de fecha dos (2) de septiembre del año 1987 dictada 
en atribuciones comerciales por la Cámara Civil y Comercial de 
la Primera Circunscripción del Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Nacional, hasta que el proceso seguido por las partes 
recorra el doble grado de jurisdicción y culmine con la decisión 
definitiva de este tribunal de alzada, ya que son evidentes los riesgos 
de consecuencias excesivas para la demandante en referimiento 
Concorde Hotels International Corp, ante la eventual posibilidad 
de que la sentencia recurrida, de fecha 2 de septiembre de 1987, 
resulte revocada o modificada cuando esta Corte de Apelación 
se avoque al conocimiento y fallo sobre el fondo del recurso de 
apelación de que se trata”;

Considerando, que es potestad del Presidente de la Corte, 
en el curso de la instancia de apelación, suspender la ejecución 
provisional ordenada, en dos casos: 1ro. Si está prohibida por la ley; 
2do. Si hay riesgo de que entrañe consecuencias manifiestamente 
excesivas; que, en la especie, la suspensión fue dispuesta no 
porque la ejecución provisional estuviere prohibida por la ley, 
sino porque ésta podía entrañar consecuencias manifiestamente 
excesivas, ya que el juez de primera instancia no cumplió con el 
voto de la ley al ordenar la ejecución provisional de su sentencia 
sin prescribir una garantía;

Considerando, que conforme a las disposiciones del artículo 
130 de la Ley No. 834, de 1978, la ejecución provisional estará 
subordinada a la constitución de una garantía, real o personal, 
y podrá consistir además en una suma de dinero suficiente para 
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responder a todas las restituciones o reparaciones, excepto 
en los casos indicados taxativamente en el referido texto legal, 
entre los cuales no se halla la condena en reparación de daños y 
perjuicios resultante de una responsabilidad civil derivada de un 
incumplimiento contratactual, como en la especie; que por tanto, 
no se verifica en la ordenanza recurrida violación alguna a los 
artículos 128 y 130 de la Ley No. 834, por lo que el medio que se 
examina se desestima por infundado;

Considerando, que en el desarrollo de su segundo medio la 
recurrente expresa, en suma, que la insuficiencia en los motivos 
de una sentencia o la vaguedad de los mismos, debe conducir a la 
casación de dicha sentencia, pues conforme al criterio dominante, 
los motivos de una sentencia deben ser claros, precisos, 
concordantes y coherentes; que el juez a-quo para suspender la 
ejecutoriedad provisional de la sentencia condenatoria adujo que 
su autor había cometido exceso que causaría graves perjuicios 
a Concorde Hotels Internacional y hace suyos los motivos 
invocados por ésta sin enunciar ninguno de ellos; que el juez de 
los referimientos no expuso ningún hecho o circunstancia, que 
pudiera ni someramente sustentar su decisión; 

Considerando, que el artículo 141 del Código de Procedimiento 
Civil, exige para la redacción de las sentencias, la observación de 
determinadas menciones consideradas sustanciales, esto es, los 
fundamentos de hecho y de derecho que le sirvan de sustentación, 
así como las circunstancias que han dado origen al proceso; que el 
análisis de la ordenanza impugnada ha puesto de manifiesto que 
ésta ha dado cumplimiento a las disposiciones del señalado texto 
legal al contener una exposición precisa y completa de los hechos 
del proceso, y también dando contestación a las conclusiones 
formales de las partes en litis, mediante una motivación suficiente 
y pertinente, que permite apreciar que en el caso la ley fue bien 
aplicada, por lo que el medio propuesto carece de fundamento y 
debe ser desestimado, y consecuencialmente el presente recurso; 
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Considerando, que no procede estatuir sobre las costas 
procesales, porque la parte recurrida no constituyó abogado, en 
la forma y en el plazo prescrito por el artículo 8 de la ley de 
casación, como consta en la Resolución dictada el 27 de enero 
de 1989, por esta Suprema Corte de Justicia que pronunció el 
defecto de la parte recurrida.

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de casación 
interpuesto por Turismo y Desarrollo, S. A. (Tudesa) contra la 
ordenanza marcada con el No. 71 dictada por el Presidente de 
la Cámara Civil de la Corte de Apelación de Santo Domingo, 
hoy del Distrito Nacional el 1ro. de junio de 1988, cuya parte 
dispositiva figura en otro lugar de este fallo; Segundo: No ha 
lugar estatuir sobre las costas procesales.

Así ha sido hecho y juzgado por la Cámara Civil de la Suprema 
Corte de Justicia, y la sentencia pronunciada por la misma en la 
ciudad de Santo Domingo de Guzmán, en su audiencia pública 
del _ de marzo de 2009, años 166º de la Independencia y 146º de 
la Restauración.

Firmado: Rafael Luciano Pichardo, Eglys Margarita Esmurdoc, 
Margarita A. Tavares, Ana Rosa Bergés Dreyfous y José E. 
Hernández Machado. Grimilda Acosta, Secretaria General.

La presente sentencia ha sido dada, firmada y pronunciada por 
los señores Jueces que figuran al pie, en la audiencia pública del 
día, mes y año en ella expresados, y fue firmada, leída y publicada 
por mí, Secretaria General, que certifico.
www.suprema.gov.do



SENTENCIA DEL 18 DE MARZO DE 2009, NÚM. 34
Sentencia impugnada:	 Corte de Apelación de Santiago, del 23 de 

septiembre de 1987.
Materia:	 Civil.
Recurrentes:	 The Yorkshire Insurance Co. Ltd. y 

compartes.
Abogado:	 Dr. José Avelino Madera Fernández.
Recurrido:	 Ubaldo Franco Brito.
Abogado:	 Dr. Lorenzo E. Raposo Jiménez.

CÁMARA CIVIL

Casa

Audiencia pública del 18 de marzo de 2009.
Preside: Rafael Luciano Pichardo.

 
Dios, Patria y Libertad

En Nombre de la República, la Cámara Civil de la Suprema 
Corte de Justicia, actuando como Corte de Casación, dicta en 
audiencia pública la sentencia siguiente: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por The Yorkshire 
Insurance Co. Ltd., compañía comercial con domicilio social en 
la ciudad de Santo Domingo, dedicada al negocio de seguros, 
representada por su p0residente, señor William Harper, 
dominicano, mayor de edad, casado, comerciante, domiciliado y 
residente en la ciudad de Santo Domingo, portador de la cédula 
de identificación personal núm.38884, serie 31, y por los señores 
José de Jesús Álvarez Wipple, cédula de identificación personal 
núm. 92019, serie 31, casado; Miguel Eduardo Álvarez Wipple, 
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cédula de identificación personal núm. 98102, serie 31, soltero; 
Lowel Luis Guillermo Álvarez Wipple, cédula de identificación 
personal núm. 100711, serie 31, casado; Carmen Elizabeth 
Álvarez Wipple, cédula de identificación personal núm. 110396, 
serie 31, casada, dominicanos, mayores de edad, domiciliados 
y residentes en la ciudad de Santiago; y Elizabeth Wipple Vda. 
Álvarez, dominicana, mayor de edad, soltera, domiciliada y 
residente en la ciudad de Santiago de los Caballeros, portadora 
de la cédula de identificación personal núm. 40190, serie 31, en 
representación de sus hijos legítimos; contra la sentencia dictada 
por la Corte de Apelación de Santiago el 23 de septiembre de 
1987, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la 
República; 

Visto el memorial de casación depositado en la Secretaría 
General de la Suprema Corte de Justicia el 2 de junio de 1988, 
suscrito por el Dr. José Avelino Madera Fernández, abogado de 
los recurrentes, en el cual se invocan los medios de casación que 
se indican más adelante; 

Visto el memorial de defensa depositado en la Secretaría 
General de la Suprema Corte de Justicia el 5 de julio de 1988, 
suscrito por el Dr. Lorenzo E. Raposo Jiménez, abogado del 
recurrido, Licdo. Ubaldo Franco Brito; 

Vista la Ley núm. 25 de 1991, modificada por la Ley núm. 156 
de 1997 y los artículos 1, 20 y 65 de la Ley sobre Procedimiento 
de Casación; 

Visto el auto dictado el 20 de febrero de 2009, por el magistrado 
Rafael Luciano Pichardo, Presidente de la Cámara Civil de la 
Suprema Corte de Justicia, por medio del cual se llama a sí mismo 
y a los magistrados Eglys Margarita Esmurdoc, Margarita A. 
Tavares, Ana Rosa Bergés Dreyfous y José E. Hernández Machado, 
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jueces de esta cámara, para integrar la misma en la deliberación y 
fallo del recurso de casación de que se trata, de conformidad con 
las Leyes núms. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La CORTE, en audiencia pública del 30 de agosto de 1989, 
estando presente los Jueces, Néstor Contín Aybar, Fernando E. 
Ravelo de la Fuente, Leonte R. Alburquerque Castillo, Máximo 
Puello Renville, Abelardo Herrera Piña, Octavio Piña Valdez, 
Federico Natalio Cuello López y Rafael Richiez Saviñón, asistidos 
del Secretario General de la Suprema Corte de Justicia, y después 
de haber deliberado los jueces signatarios de este fallo;

Considerando, que la sentencia impugnada y los documentos 
a que ella se refiere, revelan que: a) en ocasión de una demanda 
civil en daños y perjuicios incoada por el Lic. Ubaldo Franco 
Brito contra el Dr. José de Jesús Álvarez Bogaert y The Yorkshire 
Insurance Company, Ltd., la Cámara Civil y Comercial del 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional dictó el 17 
de junio del 1986, una sentencia que en su dispositivo expresa: 
“Primero: Ratifica el defecto pronunciado en audiencia contra 
las partes demandadas, José de Jesús Álvarez Bogaert y The 
Yorkshire Insurance Company, Ltd., por falta de concluir su 
abogado constituido; Segundo: Condena al señor José de Jesús 
Álvarez Bogaert, en su doble calidad de guardián del camión-
tanque envuelto en el accidente de que se trata, y comitente de 
su conductor Martín Expósito, al pago de una indemnización 
de RD$60,000.00, (sesenta mil pesos oro), en favor de la parte 
demandante, Licenciado Ubaldo Franco Brito, como reparación 
de los daños y perjuicios morales y materiales experimentados 
por él, a consecuencia de las lesiones corporales recibidas por su 
esposa, Maritza Xiomarah Altagracia Díaz de Franco, así como 
por los desperfectos recibidos por el vehículo de su propiedad, en 
dicho accidente; Tercero: Condena a José de Jesús Álvarez Bogaert 
al pago de los intereses legales de la suma acordada, a partir de la 
fecha de la demanda y a título de indemnización suplementaria; 
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Cuarto: Condena al señor José de Jesús Álvarez Bogaert, al pago 
de las costas del procedimiento, con distracción en favor del Dr. 
Lorenzo E. Raposo Jiménez, quien afirmó estarlas avanzando 
en su totalidad; Quinto: Declara la presente sentencia común 
y oponible con todas sus consecuencias legales a la Compañía 
The Yorkshire Insurance Company, Ltd.; Sexto: Comisiona al 
Ministerial Francisco M. López R., Ordinario del Juzgado de Paz 
de Trabajo del Municipio de Santiago, para la notificación de la 
presente sentencia”; b) que sobre recurso de apelación intentado 
contra esa decisión, la Cámara Civil de la Corte de Apelación 
de Santiago, rindió el 23 de septiembre de 1987, el fallo hoy 
atacado, cuyo dispositivo dice así: “Primero: En cuanto a la 
forma declara regular y válido el recurso de apelación interpuesto 
por la The Yorkshire Insurance Company, Ltd., contra sentencia 
en atribuciones civiles, en daños y perjuicios, marcada con el 
No. 1986 de fecha 17 de junio de 1985, dictada por la Cámara 
Civil, Comercial y de Trabajo de la Primera Circunscripción del 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Santiago, 
por haber sido incoado en tiempo hábil y de acuerdo a las normas 
legales; declarando a su vez, inadmisible el recurso de apelación 
interpuesto por los señores José de Jesús Álvarez Wipple y 
compartes, contra la sentencia más arriba indicada por haber sido 
hecha fuera de los plazos legales; Segundo: Modifica el ordinal 
segundo del dispositivo de la indicada sentencia, en el sentido 
de rebajar la indemnización impuesta por el tribunal a-quo a la 
suma de RD$10,000.00 (diez mil pesos oro) en favor de la parte 
civil constituida, Licdo. Ubaldo Franco Brito, como reparación de 
los daños y perjuicios experimentados por él a consecuencia de 
las lesiones recibidas por su esposa, Maritza Altagracia Díaz de 
Franco, así como por los desperfectos sufridos por el vehículo de 
su propiedad, en dicho accidente; Tercero: Condena a los señores 
José de Jesús Álvarez Wipple y Compartes, al pago de los intereses 
legales de la suma acordada a partir de la fecha de la demanda 
y a título de indemnización suplementaria; Cuarto: Condena a 
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los señores José de Jesús Álvarez Wipple y compartes, al pago 
de las costas del procedimiento, con distracción de las mismas 
en provecho del Dr. Lorenzo E. Raposo Jiménez, quien afirma 
estarlas avanzando en su totalidad; Quinto: Declara la presente 
sentencia común y oponible con todas sus consecuencias legales 
a la compañía The Yorkshire Insurance Company, Ltd.”; 

Considerando, que los recurrentes proponen, en apoyo de su 
recurso, un medio de casación: “Violación por errónea aplicación 
de las disposiciones contenidas en los artículos 1382, 1383 y 
1384, párrafos primero y tercero del Código Civil. Ausencia de 
motivos y falta de base legal”; 

Considerando, que en el medio planteado, los recurrentes se 
refieren, en resumen, a que “Franco Brito no puede pretender 
reclamar daños morales por lesiones corporales que recibió su 
esposa, primero porque ella ya reclamó los daños morales que ella 
recibió, y segundo porque quedó en condiciones de reclamarlas, tal 
como lo hizo y le fueron pagados; que Xiomarah Altagracia Díaz 
de Franco reclamó sus perjuicios morales por la sentencia 565-
bis de fecha 16 de noviembre de 1984, de la Corte de Apelación 
de Santiago, por lo que en esa situación al señor Franco Brito no 
le corresponde reclamar daños y perjuicios bajo el pretexto de 
haber sufrido un daño moral por la afección de su esposa”;

Considerando, que la sentencia ahora recurrida hace constar 
in-extenso las conclusiones formuladas en barra por el apelante, 
The Yorkshire Insurance Company, Ltd., actual recurrente, en 
las cuales expresó “que la sentencia del Juez a-quo al imponer 
una indemnización de sesenta mil pesos (RD$60,000.00), por los 
daños morales y materiales experimentados por el recurrido, Lic. 
Ubaldo A. Franco Brito, a consecuencia de las lesiones sufridas 
por su esposa, Maritza Xiomarah Altagracia Díaz de Franco, así 
como los desperfectos sufridos por el vehículo de su propiedad, 
ascendente a la suma de un mil quinientos ochenta y nueve pesos 
(RD$1,589.00) según evaluación, lo que resulta alarmante y más 
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aún cuando ésta Corte de Apelación por sentencia correccional 
de fecha 16 de noviembre de 1984, fijó una indemnización a la 
esposa del intimante y que además no bastan los lazos afectivos, 
como en el caso de la especie para reclamar daños y perjuicios 
y en tal razón, deben ser rechazadas las pretensiones de la parte 
recurrida”; 

Considerando, que en relación con los agravios denunciados 
en sus medios por el recurrente, el Tribunal a-quo expuso en el 
fallo atacado que, “la Corte considera que existe entre el intimado, 
Lic. Ubaldo A. Franco Brito, y su esposa, Maritza Altagracia 
Díaz de Franco una comunidad afectiva real, que permite llegar 
al convencimiento de que dicho intimado, a causa del accidente 
de que fue agraviada su esposa ha sufrido un dolor moral que 
amerita una reparación, y además en cuanto a los desperfectos 
sufridos por el vehiculo de su propiedad, estos se encuentran 
comprobados en un presupuesto de valorización de los mismos, 
de donde se colige la existencia de un perjuicio cierto y actual; un 
interés directo y un derecho adquirido y personal del demandante, 
condiciones estas a la que esta subordinada la acción civil”; 

Considerando, que del análisis de la decisión atacada se 
desprende, que producto de un accidente de tránsito entre 
Martín Expósito, manejando el camión propiedad de José de 
Jesús Álvarez Wipple y Xiomarah Altagracia Díaz de Franco, 
conduciendo el carro Honda propiedad del Lic. Ubaldo Franco 
Brito, ésta última resultó con lesiones corporales a causa de 
la falta cometida por Martín Exposito; que la Corte a-qua 
corrobora, en la sentencia ahora recurrida, que como resultado 
de dicho accidente, previamente, en atribuciones correccionales, 
apoderada del recurso de apelación, había acogido las pretensiones 
de Maritza Altagracia Díaz de Franco, víctima del accidente en 
cuestión, cuando accesoriamente a la acción penal se constituyó 
en parte civil en el proceso penal, otorgándole una indemnización, 
en virtud del hecho de la persona y la falta del preposé; que no 
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obstante, haber concedido una suma indemnizatoria a la víctima 
directa, tendente a reparar los daños sufridos, su esposo, el Lic. 
Ubaldo Franco Brito incoa ante los tribunales civiles, de manera 
independiente, una demanda en daños y perjuicios por los daños 
por él sufridos, a raíz de las lesiones sufridas por su esposa, como 
consecuencia del accidente en el que estuvo involucrada;

Considerando, que el examen de la sentencia revela que la Corte 
a-qua, en su motivación, a los fines de confirmar la procedencia de 
la demanda en reparación daños y perjuicios se limitó a mencionar 
en su sentencia “la existencia del lazo que se deriva de la comunidad 
afectiva justifica el dolor sufrido por el esposo”; 

Considerando, que ante la existencia de demandas y 
condenaciones anteriores, la Corte a-qua debió tomar en 
consideración, que la acción civil se ejerce de manera accesoria 
a la acción penal con la finalidad de lograr la reparación de los 
daños sufridos por la víctima directa del accidente, reparación 
que efectivamente logró Maritza Altagracia Díaz de Franco; que 
en esas circunstancias, la indemnización concedida por dicha 
Corte, en atribuciones correccionales, por sentencia previa, se 
otorgó a los fines de reparar la totalidad de los daños, es decir, la 
reparación integral del daño sufrido por la víctima; 

Considerando, que a juicio de esta Suprema Corte de Justicia, 
la existencia pura y simple de un lazo afectivo no justifica 
la imposición de una segunda indemnización, a una tercera 
persona, que alega ser la víctima indirecta, cuyo perjuicio a 
causa del accidente sufrido por su esposa, no fue debidamente 
comprobado por la Corte a-qua, por lo que debió ponderar con 
más detenimiento la procedencia de dicha demanda, dadas las 
circunstancias más arriba expuestas y la manera en que fueron 
propuestas por los ahora recurrentes en casación;

Considerando, que existen casos en los cuales se justifica la 
procedencia de reclamaciones provenientes de víctimas indirectas, 
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tales como los sucesores que dependen económicamente de la 
víctima directa del accidente, de forma y manera, que su muerte, 
mutilación o lesiones graves, suponen la pérdida de la persona que 
provee el sustento en la familia, lo que constituye verdaderamente 
un daño indirecto; que, a los fines de determinar la existencia de un 
perjuicio cierto y real, que hiciera al demandante acreedor de una 
acción personal en reparación de daños y perjuicios, era necesario 
comprobar la muerte, mutilación o la gravedad de las lesiones 
sufridas por la víctima, el tiempo requerido para la curación de las 
lesiones, si son curables o no, si dicho accidente ha sido fuente 
de pérdidas resultantes de gastos médicos o funerarios, el lucro 
cesante, como consecuencia de la falta de actividad laboral, lo 
que resultaría en la disminución del patrimonio, que se presume 
pertenece a ambos, comprobaciones éstas que la jurisdicción de 
alzada no hizo, en el caso de la especie;

Considerando, que en esas circunstancias, la Corte a-qua al 
suministrar una motivación inapropiada para responder las 
conclusiones de la recurrente y fundamentar su fallo, ha incurrido, 
en su sentencia, en el vicio de errónea apreciación de los hechos, 
consecuentemente una mala aplicación del derecho y falta de base 
legal, razón por la cual, en la especie, procede acoger el medio 
propuesto por los recurrentes, por lo que, la sentencia impugnada 
debe ser casada;

Considerando, que cuando la sentencia fuere casada por falta 
o insuficiencia de motivos o falta de base legal, las costas podrán 
ser compensadas.

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada en sus 
atribuciones civiles, el 23 de septiembre de 1987, por la Cámara 
Civil de la Corte de Apelación de Santiago, cuyo dispositivo se 
reproduce en otro lugar de este fallo, y envía el asunto por ante la 
Cámara Civil de la Corte de Apelación de La Vega, en las mismas 
atribuciones; Segundo: Compensa las costas procesales. 
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Así ha sido hecho y juzgado por la Cámara Civil de la Suprema 
Corte de Justicia, y la sentencia pronunciada por la misma en la 
ciudad de Santo Domingo de Guzmán, en su audiencia pública 
del 18 de marzo de 2009, años 166º de la Independencia y 146º 
de la Restauración.

Firmado: Rafael Luciano Pichardo, Eglys Margarita Esmurdoc, 
Margarita A. Tavares, Ana Rosa Bergés Dreyfous y José E. 
Hernández Machado. Grimilda Acosta, Secretaria General.

La presente sentencia ha sido dada, firmada y pronunciada por 
los señores Jueces que figuran al pie, en la audiencia pública del 
día, mes y año en ella expresados, y fue firmada, leída y publicada 
por mí, Secretaria General, que certifico.
www.suprema.gov.do
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SENTENCIA DEL 18 DE MARZO DE 2009, NÚM. 35
Sentencia impugnada:	 Quinta Cámara Civil y Comercial del 

Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Nacional, 10 de octubre de 1990.

Materia:	 Civil.
Recurrente:	 Zoila Margarita Cruz de Soto.
Abogadas:	 Dras. Gianilda A. Vásquez A. y Lucy M. 

Marty P.
Recurrido:	 Julio César Cedeño Avila.
Abogado:	 Dr. José Menelo Núñez Castillo.

CAMARA CIVIL 			    

Inadmisible

Audiencia pública del 18 de marzo de 2009.
Preside: Rafael Luciano Pichardo.

 
Dios, Patria y Libertad

En Nombre de la República, la Cámara Civil de la Suprema 
Corte de Justicia, actuando como Corte de Casación, dicta en 
audiencia pública la sentencia siguiente:

Sobre el recurso de casación interpuesto Zoila Margarita 
Cruz de Soto, dominicana, mayor de edad, casada, portadora 
de la cédula de identificación personal núm.117229, serie 1ra., 
domiciliada y residente en esta ciudad, contra la sentencia dictada 
el 10 de octubre de 1990, dictada por la Quinta Cámara Civil y 
Comercial del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, 
cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
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Oídas en la lectura de sus conclusiones a las Dras. Gianilda A. 
Vásquez y Lucy M. Marty P., abogadas de la recurrente;

Oído en la lectura de sus conclusiones al Dr. Efraín Castillo, 
en representación del Dr. José Menelo Núñez Castillo, abogado 
del recurrido, Julio César Cedeño Avila;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la 
República; 

Visto el memorial de casación depositado en la Secretaría 
General de la Suprema Corte de Justicia, el 18 de octubre de 1990, 
suscrito por las Dras. Gianilda A. Vásquez A., y Lucy M. Marty 
P., abogadas de la recurrente, en el cual se invocan los medios de 
casación que se indican más adelante;

Visto el memorial de defensa depositado en la Secretaría 
General de la Suprema Corte de Justicia el 14 de noviembre de 
1990, suscrito por el Dr. José Menelo Núñez Castillo, abogado 
del recurrido, Julio César Cedeño Avila;

Vista la Ley núm. 25 de 1991, modificada por la Ley núm. 156 
de 1997, y los artículos 1, 5 y 65 de la Ley sobre Procedimiento 
de Casación;

Visto el auto dictado el 3 de marzo de 2009, por el magistrado 
Rafael Luciano Pichardo, Presidente de la Cámara Civil de la 
Suprema Corte de Justicia, por medio del cual se llama a sí mismo 
y a los magistrados Eglys Margarita Esmurdoc, Margarita A. 
Tavares, Ana Rosa Bergés Dreyfous y José E. Hernández Machado, 
jueces de esta cámara, para integrar la misma en la deliberación y 
fallo del recurso de casación de que se trata, de conformidad con 
las Leyes núms. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La CORTE, en audiencia pública del 13 de febrero de 1991, 
estando presentes los Jueces Néstor Contín Aybar, Fernando E. 
Ravelo de la Fuente, Leonte R. Alburquerque Castillo, Máximo 
Puello Renville, Abelardo Herrera Piña, Octavio Piña Valdez, 
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Federico Natalio Cuello López y Rafael Richiez Saviñón, asistidos 
del Secretario General de la Suprema Corte de Justicia, y después 
de haber deliberado los jueces signatarios de este fallo;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que con 
motivo de un recurso de apelación interpuesto por el señor Julio 
César Cedeño Ávila, contra la sentencia dictada el 18 de octubre 
de 1989 por el Juzgado de Paz de la Quinta Circunscripción del 
Distrito Nacional, a favor de la señora Zoila Margarita Cruz de 
Soto, la Cámara Civil y Comercial de la Quinta Circunscripción 
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, dictó el 
10 de octubre de 1990, una sentencia con el siguiente dispositivo: 
“Primero: Declara bueno y válido el Recurso de Apelación 
interpuesto por el señor Julio Cesar Cedeño Ávila en contra de 
la sentencia de fecha dieciocho (18) del mes de Octubre del año 
1989, dictada por el Juzgado de Paz de la Quinta Circunscripción 
del Distrito Nacional, en favor de la señora Zoila Margarita 
Cruz de Soto y en perjuicio del señor Julio Cesar Cedeño Ávila; 
Segundo: Ratifica el defecto pronunciado en audiencia en contra 
de la parte recurrida, señora Zoila Margarita Cruz de Soto, por 
falta de comparecer no obstante haber sido legalmente citada 
y emplazada; Tercero: Revoca en todas sus partes la sentencia 
dictada por el Juzgado de Paz de la Quinta Circunscripción del 
Distrito Nacional, en fecha dieciocho (18) del mes de octubre del 
año mil novecientos ochenta y nueve (1989), en favor de la señora 
Zoila Margarita Cruz de Soto y en perjuicio del señor Julio Cesar 
Cedeño Ávila; Cuarto: Condena a la señora Zoila Margarita Cruz 
de Soto al pago de las costas y ordena su distracción en favor 
y provecho del Dr. José Menelo Núñez, quien afirma haberlas 
avanzado en su totalidad; Quinto: Comisiona al ministerial 
Alejandro Rafael Bolívar ordinario de la Cuarta Cámara Penal 
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, para la 
notificaron de la presente sentencia”; 
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Considerando, que en su memorial de casación la recurrente 
invoca los siguientes medios: Desnaturalización de los documentos 
del expediente; falta de motivos; falta de base legal;

Considerando, que el párrafo II, del artículo 5 de la Ley sobre 
Procedimiento de Casación, dispone que el recurso de casación 
debe interponerse por medio de un memorial suscrito por 
abogado, que contendrá todos los medios en que se funda y que 
deberá ser acompañado de una copia auténtica de la sentencia 
que se impugna;

Considerando, que del examen del expediente se advierte que 
el recurrente, junto al memorial de casación depositado en la 
Secretaría General de la Suprema Corte de Justicia, no incluyó, 
como lo requiere el texto legal arriba indicado, copia auténtica 
de la sentencia impugnada, condición indispensable para la 
admisibilidad del recurso; que en dicho expediente sólo existe 
fotocopia de una sentencia de la que se afirma es la impugnada, 
no admisible, en principio, como medio de prueba;

Considerando, que cuando el recurso de casación es decidido 
por un medio suplido de oficio por la Suprema Corte de Justicia, 
como ocurre en el presente caso, el numeral 2, del artículo 65 de 
la Ley sobre Procedimiento de Casación dispone que las costas 
pueden ser compensadas.

Por tales motivos: Primero: Declara inadmisible el recurso de 
casación interpuesto por Zoila Margarita Cruz de Soto, contra la 
sentencia dictada el 10 de octubre de 1990, por la Cámara Civil y 
Comercial de la Quinta Circunscripción del Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Nacional, cuyo dispositivo figura en parte 
anterior de este fallo; Segundo: Compensa las costas.

Así ha sido hecho y juzgado por la Cámara Civil de la Suprema 
Corte de Justicia, y la sentencia pronunciada por la misma en la 
ciudad de Santo Domingo de Guzmán, en su audiencia pública 
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del 18 de marzo de 2009, años 166º de la Independencia y 145º 
de la Restauración.

Firmado: Rafael Luciano Pichardo, Eglys Margarita Esmurdoc, 
Margarita A. Tavares, Ana Rosa Bergés Dreyfous y José E. 
Hernández Machado. Grimilda Acosta, Secretaria General.

La presente sentencia ha sido dada, firmada y pronunciada por 
los señores Jueces que figuran al pie, en la audiencia pública del 
día, mes y año en ella expresados, y fue firmada, leída y publicada 
por mí, Secretaria General, que certifico.
www.suprema.gov.do



SENTENCIA DEL 18 DE MARZO DE 2009, NÚM. 36
Sentencia impugnada:	 Comisión de Apelación sobre Alquileres de 

Casas y Desahucios, del 19 de febrero de 
1991.

Materia:	 Civil.
Recurrente:	 Luis Armando Lara.
Abogado:	 Dr. Hipólito M. Reyes.
Recurrido:	 Pedro Sánchez.
Abogado:	 Lic. Apolinar A. Gutiérrez P.

CÁMARA CIVIL

Inadmisible

Audiencia pública del 18 de marzo de 2009.
Preside: Rafael Luciano Pichardo.

 
Dios, Patria y Libertad

En Nombre de la República, la Cámara Civil de la Suprema 
Corte de Justicia, actuando como Corte de Casación, dicta en 
audiencia pública la sentencia siguiente: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Luis Armando 
Lara, dominicano, mayor de edad, domiciliado y residente en esta 
ciudad, contra la resolución dictada por la Comisión de Apelación 
sobre Alquileres de Casas y Desahucios el 19 de febrero de 1991, 
cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído en la lectura de sus conclusiones a la Dra. Marisol 
Méndez, en representación del Dr. Hipólito Reyes, abogado del 
recurrente;
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Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la 
República, el cual termina así: “Que se declare inadmisible con 
todas sus consecuencias legales el recurso de casación de que se 
trata, por los motivos expuestos precedentemente”;

Visto el memorial de casación depositado en la Secretaría 
General de la Suprema Corte de Justicia el 13 de mayo de 1991, 
suscrito por el Dr. Hipólito M. Reyes, abogado del recurrente, 
en el cual se invocan los medios de casación que se indican más 
adelante; 

Visto el memorial de defensa depositado en la Secretaría 
General de la Suprema Corte de Justicia el 20 de junio de 1991, 
suscrito por el Licdo. Apolinar A. Gutiérrez P., abogado del 
recurrido, Pedro Sánchez; 

Vista la Ley núm. 25 de 1991, modificada por la Ley núm. 156 
de 1997 y los artículos 1, 5 y 65 de la Ley sobre Procedimiento 
de Casación; 

Visto el auto dictado el 3 de marzo de 2009, por el magistrado 
Rafael Luciano Pichardo, Presidente de la Cámara Civil de la 
Suprema Corte de Justicia, por medio del cual se llama a sí mismo 
y a los magistrados Eglys Margarita Esmurdoc, Margarita A. 
Tavares, Ana Rosa Bergés Dreyfous y José E. Hernández Machado, 
jueces de esta cámara, para integrar la misma en la deliberación y 
fallo del recurso de casación de que se trata, de conformidad con 
las Leyes núms. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La CORTE, en audiencia pública del 5 de febrero de 1992, 
estando presente los Jueces, Néstor Contín Aybar, Fernando E. 
Ravelo de la Fuente, Máximo Puello Renville, Federico Natalio 
Cuello López, Octavio Piña Valdez, Gustavo Gómez Ceara, 
Amadeo Julián C. y Frank Bdo. Jiménez Santana, asistidos del 
Secretario General de la Suprema Corte de Justicia, y después de 
haber deliberado los jueces signatarios de este fallo;
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Considerando, que en la resolución impugnada y los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que con 
motivo de la instancia en solicitud de autorización para iniciar 
el procedimiento de desalojo intentada por Pedro Sánchez el 
Control de Alquileres de Casas y Desahucios dictó, el 25 de 
junio de 1990 su Resolución núm. 1011-90, la cual fue recurrida 
en apelación; b) que sobre el recurso de apelación interpuesto 
intervino la Resolución ahora impugnada, de fecha 19 de febrero 
de 1991, con el siguiente dispositivo: “Primero: Revocar como al 
efecto revoca en todas sus partes la Resolución No. 1011 de fecha 
28 de junio del año 1990, dictada por el Control de Alquileres de 
Casas y Desahucios; Segundo: Conceder como por la presente 
concedo, al Sr. Pedro Sánchez, propietario de la casa marcada con 
el No. 343 de la calle Juan Erazo esq. 34-A Villas Agrícolas, de esta 
ciudad, la autorización necesaria para que previo cumplimiento 
de todas las formalidades legales que fueran de lugar pueda iniciar 
un procedimiento en desalojo contra el Sr. Luis Armando Lara 
inquilino de dicha casa, basado en que la misma va a ser ocupada 
personalmente durante dos años (2) por lo menos; Tercero: Hacer 
constar que el procedimiento autorizado por esta Resolución no 
podrá ser iniciado, sino después de transcurrir un plazo de (7) 
meses, a partir de esta misma fecha; Cuarto: Decidir que esta 
Resolución es válida por el término de (7) meses, a contar de 
la conclusiones del plazo concedido por esta misma resolución 
vencido este plazo dejará de ser efectivo, si no se ha iniciado el 
procedimiento legal autorizado en ella”; 

Considerando, que el recurrente plantea como soporte de 
su recurso los siguientes medios de casación: “Primer Medio: 
Violación al Art. 55 de la Ley 317 del año 1968, sobre Catastro 
Nacional; Segundo Medio: Violación al Art. 8 de la Ley 17/88, 
de fecha 5 de febrero de 1988; Tercer Medio: Violación al artículo 
12 de la Ley 1888, sobre Propiedades Suntuarias; Cuarto Medio: 
Violación al Art. 141 del Código de Procedimiento Civil; Quinto 
Medio: Violación al Artículo 1736 del Código Civil”; 



Primera Cámara de la Suprema Corte de Justicia	 413

Pr
im

er
a 

C
ám

ar
a

Considerando, que como se advierte, se trata en la especie de 
un recurso de casación contra una resolución de la Comisión de 
Apelación sobre Alquileres de Casas y Desahucios, jurisdicción 
especial administrativa; que de conformidad con lo que establece 
el artículo 1ro. de la Ley sobre Procedimiento de Casación, la 
Suprema Corte de Justicia decide, como Corte de Casación, si 
la ley ha sido bien o mal aplicada en los fallos en última o en 
única instancia pronunciados por los tribunales del orden judicial, 
admite o desestima los medios en que se basa el recurso pero sin 
conocer en ningún caso el fondo del asunto; que, en consecuencia 
para que las decisiones de un órgano administrativo puedan ser 
susceptibles del recurso de casación es preciso que una ley especial 
así lo establezca, lo que no ocurre en la especie;

Considerando, que tal y como lo sostiene el recurrido, 
esta Corte de Casación es del criterio, como ha sido reiterado 
jurisprudencialmente, que al tratarse el fallo impugnado de una 
resolución de la Comisión de Apelación de Alquileres de Casas 
y Desahucios, y no emanar de un tribunal del orden judicial, no 
puede ser impugnada por medio del recurso extraordinario de 
la casación, en razón de que estas resoluciones provienen de un 
tribunal administrativo especial, no judicial, ni existe disposición 
legal alguna que así lo determine; que, en consecuencia, el presente 
recurso resulta inadmisible, lo que hace innecesario ponderar los 
medios de casación propuestos.

Por tales motivos: Primero: Declara inadmisible el recurso 
de casación interpuesto por Luis Armando Lara contra la 
Resolución núm. 87-90, dictada el 19 de febrero de 1991, por la 
Comisión de Apelación sobre Alquileres de Casas y Desahucios, 
cuyo dispositivo figura en parte anterior de este fallo; Segundo: 
Condena al recurrente al pago de las costas del procedimiento 
en provecho del Licdo. Apolinar A. Gutiérrez P., abogado del 
recurrido, quien afirma haberlas avanzado en su mayor parte.
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Así ha sido hecho y juzgado por la Cámara Civil de la Suprema 
Corte de Justicia, y la sentencia pronunciada por la misma en la 
ciudad de Santo Domingo de Guzmán, en su audiencia pública 
del 18 de marzo de 2009, años 166º de la Independencia y 146º 
de la Restauración.

Firmado: Rafael Luciano Pichardo, Eglys Margarita Esmurdoc, 
Margarita A. Tavares, Ana Rosa Bergés Dreyfous y José E. 
Hernández Machado. Grimilda Acosta, Secretaria General.

La presente sentencia ha sido dada, firmada y pronunciada por 
los señores Jueces que figuran al pie, en la audiencia pública del 
día, mes y año en ella expresados, y fue firmada, leída y publicada 
por mí, Secretaria General, que certifico.
www.suprema.gov.do
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SENTENCIA DEL 18 DE MARZO DE 2009, NÚM. 37
Sentencia impugnada:	 Corte de Apelación de La Vega, del 15 de 

octubre de 1987.
Materia:	 Civil.
Recurrente:	 Adriana Abreu Liriano.
Abogado:	 Dr. Roberto Augusto Abreu Ramírez.
Recurrida:	 Argentina Domínguez de Burgos.
Abogado:	 Lic. José Antonio Burgos C.

CÁMARA CIVIL

Casa 

Audiencia pública del 18 de marzo de 2009.
Preside: Rafael Luciano Pichardo.

 
Dios, Patria y Libertad

En Nombre de la República, la Cámara Civil de la Suprema 
Corte de Justicia, actuando como Corte de Casación, dicta en 
audiencia pública la sentencia siguiente: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Adriana Abreu 
Liriano, dominicana, mayor de edad, provista de la cédula de 
identificación personal núm. 8549, serie 32, domiciliada y residente 
en Santo Domingo, Distrito Nacional, contra la sentencia dictada 
por la Corte de Apelación de La Vega el 15 de octubre de 1987, 
cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído en la lectura de sus conclusiones al Dr. Ángel Gómez, 
en representación del Licdo. José Antonio Burgos C., abogado de 
la recurrida;
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Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la 
República; 

Visto el memorial de casación depositado en la Secretaría 
General de la Suprema Corte de Justicia el 26 de octubre de 1987, 
suscrito por el Dr. Roberto Augusto Abreu Ramírez, abogado de 
la recurrente, en el cual se invocan los medios de casación que se 
indican más adelante; 

Visto el memorial de defensa depositado en la Secretaría 
General de la Suprema Corte de Justicia el 18 de noviembre de 
1987, suscrito por el Licdo. José Antonio Burgos C., abogado de 
la recurrida, Argentina Domínguez de Burgos; 

Vista la Ley núm. 25 de 1991, modificada por la Ley núm. 156 
de 1997 y los artículos 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación; 

Visto el auto dictado el 25 de febrero de 2009, por el magistrado 
Rafael Luciano Pichardo, Presidente de la Cámara Civil de la 
Suprema Corte de Justicia, por medio del cual se llama a sí mismo 
y a los magistrados Eglys Margarita Esmurdoc, Margarita A. 
Tavares, Ana Rosa Bergés Dreyfous y José E. Hernández Machado, 
jueces de esta cámara, para integrar la misma en la deliberación y 
fallo del recurso de casación de que se trata, de conformidad con 
las Leyes núms. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La CORTE, en audiencia pública del 14 de diciembre de 1988, 
estando presente los Jueces, Néstor Contín Aybar, Fernando E. 
Ravelo de la Fuente, Leonte R. Alburquerque Castillo, Máximo 
Puello Renville, Abelardo Herrera Piña, Octavio Piña Valdez y 
Federico Natalio Cuello López, asistidos del Secretario General 
de la Suprema Corte de Justicia, y después de haber deliberado los 
jueces signatarios de este fallo;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que con 
motivo de una demanda en cobro de pesos y validación de embargo 
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conservatorio, intentada por la Sra. Adriana Abreu Liriano contra 
Argentina Domínguez de Burgos, la Cámara Civil, Comercial y de 
Trabajo del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de 
Espaillat dictó el 5 de marzo de 1985 una sentencia cuyo dispositivo 
es el siguiente: “Primero: Ratifica el defecto pronunciado en 
audiencia en contra de la demandada Argentina de Burgos ó 
Argentina Domínguez de Burgos, por su no comparecencia a 
pesar de haber sido legalmente citada y emplazada; Segundo: 
Acoge en todas sus partes, las conclusiones presentadas por la 
parte demandante por intermedio de su abogado constituido 
por ser justas y reposar en pruebas legales, y en consecuencia 
condena a la parte demandada señora Argentina de Burgos ó 
Argentina Domínguez de Burgos, al pago inmediato a favor de 
la señora Adriana Abreu, de la suma de dos mil cuatrocientos 
setenta y tres pesos con ochenta centavos (RD$2,473.80), que 
legalmente le adeuda, más los intereses legales de esa suma a 
partir de la demanda en justicia; Tercero: Declara bueno y válido 
el embargo conservatorio practicado a persecución de la señora 
Adriana Abreu, contra la señora Argentina Burgos ó Argentina 
Domínguez de Burgos, mediante acto de alguacil No. 70 de 
fecha 1ro. del mes de noviembre de 1984, y en consecuencia 
se convierte en embargante y sin necesidad de que se levante 
nueva acta de embargo, se proceda a la venta en pública subasta 
al mejor postor y último subastador de los bienes embargados; 
Cuarto: Condena a la señora Argentina Domínguez de Burgos 
ó Argentina Burgos, al pago de una astreinte de (RD$300.00) 
trescientos pesos oro, por cada día de retardo en ejecutar la 
presente sentencia; Quinto: Condena a la parte perseguida al 
pago de las costas del procedimiento, ordenando la distracción 
en provecho del Dr. Roberto Augusto Abreu Ramírez, quien 
afirma haberlas avanzado en su totalidad; Sexto: Comisiona al 
ministerial Félix Ramón Cruz Duran, para la notificación de la 
presente sentencia”; b) que sobre la sentencia anteriormente 
citada, se interpuso un recurso de apelación en el cual la Corte 
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de Apelación de La Vega en fecha 15 de octubre de 1987, dictó 
la sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo es el siguiente: 
“Primero: Declarar como al defecto declara regular y válido 
en cuanto a la forma el recurso de apelación interpuesto por la 
demandada y apelante Argentina Domínguez de Burgos por haber 
llenado los requisitos y tramites legales; Segundo: En cuanto al 
fondo acoger como al efecto acoge las conclusiones de la parte 
apelante Sra. Argentina Domínguez de Burgos por reposar en 
pruebas legales; rechaza las de la parte apelada Sra. Adriana Abreu 
Liriano por haber violado la regla de derecho que “electa una via 
non datur recursus ad alteram”; Tercero: Revocar como al efecto 
revoca en consecuencia, la sentencia apelada en todas sus partes, 
el dispositivo de la cual se ha copiado en otro lugar de la presente 
por haber el Juez aplicado incorrectamente el derecho; Cuarto: 
Declarar, como al efecto declara nulos los embargos practicados a 
la demandante señora Argentina Domínguez de Burgos; Quinto: 
Condenar, como al efecto condena a la recurrida, Sra. Adriana 
Abreu Liriano, parte que sucumbe, al pago de las costas civiles 
causadas en el presente proceso y las declara distraídas a favor 
de los Dres. Alejandro de la Cruz Brito, Licdo. Rafael Gutiérrez 
Belliard y Licdo. José Antonio Burgos C., abogados que afirman 
haberlas avanzado en su totalidad”; 

Considerando, que la recurrente plantea como soporte de 
su recurso los siguientes medios de casación: a) sobre falta de 
base legal; b) sobre falta de base legal; c) En Cuando: Violación 
a los artículos 402 y 403 del Código de Procedimiento Civil 
Dominicano; Artículo 66 de la vigente ley de cheques; y de la 
regla “Electa una vía non datur recurso ad alteran”;

Considerando, que en el desarrollo de su tercer medio de 
casación, el cual se examina en primer término por convenir 
a la solución del presente caso, la parte recurrente alega en 
síntesis lo siguiente: que en la sentencia impugnada se incurrió 
en violación de las disposiciones de los artículos 402 y 403 del 
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Código de Procedimiento Civil y 66 de la Ley de Cheques, y 
de la regla “Electa una vía”, en razón de que en la especie no 
se requiere desistimiento expreso y formal, sino que un simple 
abandono implica un desistimiento de la acción civil llevada por 
ante la jurisdicción penal o represiva; que basta para la validez 
de ese abandono que el tribunal penal no haya juzgado el fondo 
del asunto, y en este caso, según certificación depositada por 
la contraparte, se aprecia que el tribunal penal de Moca no ha 
juzgado el fondo de la prevención establecida; que además, 
debemos afirmar que la hoy recurrente sigue manteniendo su 
constitución en parte civil por ante la jurisdicción represiva, pero 
la limita única y exclusivamente a perseguir los daños y perjuicios 
morales y materiales que la inculpada le ha causado con su acción 
reprimible por la acción pública, pues la recurrente no puede 
pedir al juez penal la restitución de la suma adeudada consignada 
en el cheque sin fondo porque ya la obtuvo por la jurisdicción 
civil; que nadie le puede impedir en su aludida calidad perseguir 
el pago de las partidas indemnizatorias pertinentes; que nada se 
opone a que la reclamación de lo adeudado se haga por la vía 
civil, y los daños y perjuicios morales y materiales, por la vía penal 
cuando se compruebe la existencia de la infracción; 

Considerado, que a ese respecto, el fallo atacado establece lo 
siguiente: “Que es criterio de esta Corte que el desistimiento es 
un acto formal de las partes y no un simple abandono de la acción 
como alega en sus conclusiones escritas el abogado de la parte 
apelada Sra. Adriana Abreu Liriano pues al tenor de los articulos 
402 y 403 del Código de Procedimiento Civil “El desistimiento se 
puede hacer y aceptar por simple acto bajo firma de las partes o 
de quienes las representan, y notificado de abogado a abogado”, 
“cuando el desistimiento hubiere sido aceptado, implicará de 
pleno derecho el consentimiento de que las cosas sean repuestas 
de una y otra parte, en el mismo estado en que se hallaban antes de 
la demanda, implicará igualmente la sumisión de pagar las costas, 
a cuyo pago se obligará la parte que hubiere desistido”; que de 
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los términos de dichos artículos inferimos que la demandante no 
ha desistido legalmente de su apoderamiento ante la jurisdicción 
penal por violación a la ley de cheque contra la actual recurrente 
violando la regla de derecho “Electa una vía” procediendo a 
apoderar la jurisdicción civil y obtener una decisión privada al 
respecto estando pendiente la acción penal y en la eventualidad de 
producir decisiones contradictorias.”; 

Considerando, que en el expediente existe una certificación 
emitida por la secretaria de la Cámara Penal del Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Judicial de Espaillat en la que 
consta lo siguiente: “Que en los archivos a mi cargo existe un 
expediente a cargo de Argentina de Burgos, acusada de violación 
a la Ley 2859, en perjuicio de Adriana Abreu, cuyo proceso está 
pendiente, pues aún no ha sido fallado; Que dicho expediente 
ha tenido las siguientes fijaciones: 1ro. de agosto del año 1984; 
11 de septiembre de 1984; 25 de abril de 1985; Que existe una 
querella que contiene la constitución en parte civil hecha por el 
Dr. Guarionex Núñez Cruz, en representación de Adriana Abreu, 
en contra de Argentina de Burgos, de la cual no han desistido.”; 

Considerando, que luego del análisis de las consideraciones 
del fallo atacado, y de la certificación descrita en el considerando 
anterior, esta Suprema Corte de Justicia, como Corte de 
Casación, entiende que aunque en la especie se evidencia que la 
constitución en parte civil de la señora Argentina de Burgos ante 
la jurisdicción penal no ha sido desistida, la misma conduce a 
que le sean resarcidos los daños morales y materiales sufridos por 
la demandante y querellante original por haberse violado en su 
contra, la ley de cheques núm. 2859; que por el contrario lo que 
existe ante la jurisdicción civil es una demanda en cobro de pesos 
y validación de embargo conservatorio, la cual por su naturaleza es 
esencialmente civil, por tanto, al llevarse a cabo ante la jurisdicción 
penal una querella en violación a la ley 2859 sobre cheques con 
constitución en parte civil no se ha incurrido en violación de 
la regla “Electa una vía”, como lo indica el hoy recurrente en 



Primera Cámara de la Suprema Corte de Justicia	 421

Pr
im

er
a 

C
ám

ar
a

www.suprema.gov.do

casación y contrario a lo dicho en la decisión criticada, habiendo 
actuado erróneamente la Corte a-qua; en consecuencia, procede 
que sea casada la sentencia recurrida; sin necesidad de examinar 
los demás medios.

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada por la 
Corte de Apelación del Departamento Judicial de La Vega el 15 
de octubre de 1987, cuyo dispositivo figura en parte anterior de 
este fallo, y envía el asunto por ante la Cámara Civil y Comercial 
de la Corte de Apelación del Departamento Judicial de Santiago, 
en las mismas atribuciones; Segundo: Condena a la recurrida al 
pago de las costas del procedimiento, en favor y provecho del 
Dr. Roberto Augusto Abreu Ramírez, abogado de la recurrente, 
quien afirma haberlas avanzado en su totalidad.

Así ha sido hecho y juzgado por la Cámara Civil de la Suprema 
Corte de Justicia, y la sentencia pronunciada por la misma en la 
ciudad de Santo Domingo de Guzmán, en su audiencia pública 
del 18 de marzo de 2009, años 166º de la Independencia y 146º 
de la Restauración.

Firmado: Rafael Luciano Pichardo, Eglys Margarita Esmurdoc, 
Margarita A. Tavares, Ana Rosa Bergés Dreyfous y José E. 
Hernández Machado. Grimilda Acosta, Secretaria General.

La presente sentencia ha sido dada, firmada y pronunciada por 
los señores Jueces que figuran al pie, en la audiencia pública del 
día, mes y año en ella expresados, y fue firmada, leída y publicada 
por mí, Secretaria General, que certifico.
www.suprema.gov.do



SENTENCIA DEL 18 DE MARZO DE 2009, NÚM. 38
Sentencia impugnada:	 Cámara Civil y Comercial de la Corte de 

Apelación de Santo Domingo, del 9 de 
octubre de 1988.

Materia:	 Civil.
Recurrente:	 Banco Popular Dominicano, S. A.
Abogados:	 Licdos. Giovanna Melo de Martínez, Ana 

María Germán Urbáez y Américo Moreta 
Castillo.

Recurridos:	 Luis Corominas y Clara Aponte de 
Corominas.

Abogados:	 Licdos. Máximo Manuel Bergés Dreyfous, 
Eurípides R. Roques Román y Digna R. 
Marisela Matías.

CAMARA CIVIL

Casa 

Audiencia pública del 18 de marzo de 2009.
Preside: Rafael Luciano Pichardo.

 
Dios, Patria y Libertad

En Nombre de la República, la Cámara Civil de la Suprema 
Corte de Justicia, actuando como Corte de Casación, dicta en 
audiencia pública la sentencia siguiente: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Banco 
Popular Dominicano, S. A., institución bancaria organizada de 
conformidad con las leyes de la República Dominicana, con su 
domicilio social y asiento principal en el edificio núm. 214, de 
la calle Isabel La Católica, de la Zona Colonial, debidamente 
representada por los señores Fernando Olivero Melo y José M. 
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Puertas R., dominicanos, mayores de edad, portadores de las 
cédulas de identificación personal núm. 5873 y 60977, series 19 y 
31, domiciliados y residentes en esta ciudad, contra la sentencia 
dictada por la Cámara Civil y Comercial de la Corte de Apelación 
de Santo Domingo, el 9 de octubre de 1988, cuyo dispositivo se 
copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído en la lectura de sus conclusiones al Lic. Américo Moreta 
C., por sí y por la Dra. Giovanna Melo de Martínez, abogados de 
la parte recurrente;

Oído en la lectura de sus conclusiones el Lic. Máximo Bergés 
Dreyfous, por sí y por los Licdos. Eurípides R. Roques Román y 
Digna R. Marisela Matías Pérez, abogados de la parte recurrida, 
Luís Corominas y Clara Aponte de Corominas;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la 
República; 

Visto el memorial de casación depositado en la Secretaría 
General de la Suprema Corte de Justicia el 16 de noviembre de 
1987, suscrito por los Licdos. Giovanna Melo de Martínez, Ana 
María Germán Urbáez y Américo Moreta Castillo, abogados de 
la parte recurrente, en el cual se invocan los medios de casación 
que se indican más adelante;

Visto el memorial de defensa depositado en la Secretaría 
General de la Suprema Corte de Justicia el 9 de diciembre de 
1987, suscrito por los Licdos. Máximo Manuel Bergés Dreyfous, 
Eurípides R. Roques Román y Digna R. Marisela Matías, 
abogados de la parte recurrida, Luis Corominas y Clara Aponte 
de Corominas;

Vista la Ley núm. 25 de 1991, modificada por la Ley núm. 156 
de 1997 y los artículos 1, 20 y 65 de la Ley sobre Procedimiento 
de Casación;
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Visto el auto dictado el 9 de enero de 2009, por el magistrado 
Rafael Luciano Pichardo, Presidente de la Cámara Civil de la 
Suprema Corte de Justicia, por medio del cual se llama a sí mismo 
y a los magistrados Eglys Margarita Esmurdoc, Margarita A. 
Tavares y Ana Rosa Bergés Dreyfous, jueces de esta cámara, para 
integrar la misma en la deliberación y fallo del recurso de casación 
de que se trata, de conformidad con las Leyes núms. 684 de 1934 
y 926 de 1935;

La CORTE, en audiencia pública del 18 de octubre de 1989, 
estando presente los Jueces, Néstor Contín Aybar, Fernando E. 
Ravelo de la Fuente, Leonte R. Alburquerque Castillo, Máximo 
Puello Renville, Abelardo Herrera Piña, Octavio Piña Valdez y 
Rafael Richiez Saviñón, asistidos del Secretario General de la 
Suprema Corte de Justicia, y después de haber deliberado los 
jueces signatarios de este fallo;

Considerando, que la sentencia impugnada y los documentos 
a que ella se refiere, revelan que: a) en ocasión de una demanda 
comercial en daños y perjuicios incoada por el Ing. Luis 
Corominas y Clara Aponte de Corominas contra el Banco 
Popular Dominicano, C. por A., la Cámara Civil y Comercial 
de la Primera Circunscripción del Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Nacional dictó el 4 de julio de 1983, una sentencia 
que en su dispositivo expresa: “Primero: Ratifica el defecto 
pronunciado en la audiencia contra el Banco Popular Dominicano, 
parte demandada por no comparecer; Segundo: Acoge, las 
conclusiones presentadas en audiencia por los señores, Ing. Luis 
Corominas y Clara Aponte de Corominas, parte demandante, por 
ser justas y reposar en prueba legal, y en consecuencia, condena, 
al Banco Popular Dominicano a pagarle a los demandantes, lo 
siguiente: a) la suma de (RD$20,000.00) veinte mil pesos oro, 
como justa indemnización por los daños sufridos por los dichos 
demandantes a causa de la falta del demandado; b) los intereses 
legales de dicha suma a partir de la fecha de la demanda, a título 
de indemnización suplementaria; c) todas las costas causadas de 
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la presente instancia con distracción de las mismas, en provecho 
de los Dres. Máximo Manuel Bergés Dreyfous y Eurípides 
R. Roques Román, por haberlas avanzado en su mayor parte; 
Tercero: Comisiona al ministerial Rafael Ángel Peña Rodríguez, 
Alguacil de Estrados de este tribunal, para la notificación de esta 
sentencia”; b) que sobre recurso de apelación intentado contra 
esa decisión, la Cámara Civil de la Corte de Apelación de Santo 
Domingo, rindió el 9 de octubre de 1987, el fallo hoy atacado, 
cuyo dispositivo dice así: “Primero: Acoge en cuanto a la forma el 
recurso de apelación intentado por el Banco Popular Dominicano, 
C. por A., contra la sentencia dictada, en sus atribuciones civiles, 
por la Cámara Civil y Comercial de la Primera Circunscripción del 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, en fecha 4 de 
julio del 1983, cuyo dispositivo figura copiado precedentemente; 
Segundo: Rechaza, respecto al fondo, dicho recurso de apelación 
y, actuando por propia autoridad, confirma en su mayor parte 
la decisión impugnada, con excepción del ordinal segundo, letra 
a de su dispositivo, el cual se modifica para que exprese así: a) 
una suma a justificar por estado, como reparación de los daños y 
perjuicios sufridos por los señores Ing. Luis Corominas y Clara 
Aponte de Corominas, como consecuencia de la falta cometida 
por el Banco Popular Dominicano, C. por A.; Tercero: Condena 
al Banco Popular Dominicano, C. por A., al pago de las costas 
con distracción en provecho de los Licenciados Máximo Manuel 
Bergés Dreyfous, Digna R. Marisela Matías Pérez y Eurípides 
R. Roques Román, quienes afirman haberlas avanzado en su 
totalidad”; 

Considerando, que el recurrente propone contra la sentencia 
impugnada los siguientes medios de casación: “Primer Medio: 
Violación del artículo 32 de la ley de cheques por su errónea 
interpretación; Segundo Medio: Ausencia de perjuicio que 
permita configurar la responsabilidad civil”;

Considerando, que en el desarrollo de sus dos medios de 
casación, los cuales se reúnen para su examen por convenir a la 
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solución del caso, la parte recurrente principal alega que “no hay en 
el artículo 32 de la ley de cheques ninguna presunción que releve 
de la prueba, en tal virtud al fundamentarse en una presunción 
inexistente, la Corte no solo ha incurrido en una mala interpretación 
del artículo 32 de la ley de cheques, sino también en una falta de 
base legal y en la violación de los principios jurídicos relativos a 
la prueba, especialmente a la máxima “actori incumbit probatio”; 
que el daño o perjuicio es uno de los elementos que configuran la 
responsabilidad civil, si estos elementos no han sido probados en 
justicia, será improcedente cualquier indemnización que se obtenga; 
que, tanto la sentencia de la Corte, como la de primer grado, 
carecen de especificación de los elementos, hechos y circunstancias 
que apreciaron para fijar el monto de las indemnizaciones a ser 
pagadas por el Banco Popular Dominicano, C. por A., ya que en 
el debate no se aportó prueba alguna de la existencia de perjuicios 
morales o materiales generados por la falta del banco; que no 
habiendo probado el perjuicio sería irrazonable el monto de las 
indemnizaciones establecidas en las sentencias de primer y segundo 
grado, ya que solo fueron devueltos tres cheques ascendentes a las 
sumas de RD$100.00, RD$100.50 y RD$95.00”;

Considerando, que la parte recurrida propone contra la 
sentencia impugnada, en su recurso incidental, el siguiente 
medio de casación: “Falta de base legal. Violación al derecho de 
defensa. Violación de las reglas de la prueba. Falta o ausencia de 
motivos”;

Considerando, que la parte recurrida propone contra la 
sentencia impugnada, en su recurso incidental que, “los jueces 
de fondo afirman en su decisión que en el expediente no hay 
suficientes elementos de juicio para proceder a la evaluación de los 
daños y perjuicios que sufrieron los esposos Corominas, y que por 
tales motivos se ordenaba la liquidación por estado; que la Corte 
a-qua no debió ordenar la liquidación por estado, sino después 
de ponderar el sentido y alcance de la comunicación depositada 
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en el expediente, sin haber comprobado, mediante la adecuada 
motivación, que no era suficiente para justificar la indemnización 
solicitada; que en presencia de ese documento, la Corte a-qua 
debió determinar si su contenido era o no suficiente para apreciar 
la gravedad del perjuicio cuya reparación se reclamaba”; 

Considerando, que sobre los agravios invocados por las partes, 
la decisión impugnada expone en sus motivos “que el Banco al 
rehusar el pago de los referidos cheques, por la causa señalada 
cometió una falta, que compromete su responsabilidad; que de 
conformidad con las disposiciones del artículo 32 de la ley de 
cheques, cuando, como en el presente caso, un banco falta a 
su obligación de pagar un cheque, quedando comprometida su 
responsabilidad, se presumen los daños y perjuicios causados 
al librador del cheque rehusado, no obstante haber sido 
regularmente librado; que en lo que respecta a la evaluación de 
los daños y perjuicios así presumidos, esta Corte estima que en el 
expediente no hay suficientes elementos de juicios para proceder 
a su liquidación, por lo cual los mismos deberán ser liquidados 
por estado, conforme lo dispone el artículo 128 del Código de 
Procedimiento Civil y teniendo en cuenta lo que establece la 
cláusula 12 del convenio del depositante en cuenta de cheques, 
suscrito entre las partes; que en consecuencia, la sentencia 
impugnada debe ser modificada en este aspecto y confirmada en 
todos los demás”; 

Considerando, que, en primer término, el estudio del fallo 
atacado revela que la Corte a-qua retuvo como un hecho no 
controvertido entre las partes litigantes, incluso admitido 
formalmente por el Banco recurrente, que el actual recurrido 
emitió cheques con cargo a su cuenta corriente abierta en la 
indicada entidad bancaria, cuyos pagos fueron rehusados, no 
obstante contar con provisión de fondos suficiente; 

Considerando, que, como correctamente lo expone la 
sentencia criticada, el hecho de rehusar el pago de cheques, 
con suficiente provisión de fondos, es producto de una falta 
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o inadvertencia culposa cometida por el propio Banco, que en 
dichas circunstancias, configuran la responsabilidad contractual 
consagrada en el artículo 32 de la Ley de Cheques, cuyo texto 
establece que todo banco, en los casos como el presente, será 
responsable del perjuicio que resultare al librador por la falta 
de pago del título y por el daño que sufriere el crédito de dicho 
librador, obligación, que puesta a cargo de los bancos, ha sido 
considerada como una obligación rigurosa que compromete la 
responsabilidad de dicha entidad bancaria, desde el momento en 
que omite su cumplimiento; 

Considerando, que, como ha sido juzgado en reiteradas 
ocasiones, si bien es verdad que cuando una entidad bancaria se 
niega a pagar un cheque cuyo librador tiene suficiente provisión 
de fondos, compromete su responsabilidad al tenor de la ley de la 
materia, como se ha dicho anteriormente, no menos válido es que 
la cuantía de los daños y perjuicios a que pueda ser condenado el 
banco en falta, está supeditada a que el librador justifique el perjuicio 
que le produjo la falta cometida; que tomando este principio como 
punto de partida, es necesario colegir, que ciertamente como lo 
expresa en su memorial la recurrente principal, la Corte a-qua 
comete un error al expresar en su sentencia que “se presumen los 
daños y perjuicios causados al librador del cheque rehusado”, ya 
que los daños y perjuicios derivados de la falta cometida, en este 
caso por el Banco Popular Dominicano, C. por A., no pueden 
ser presumidos, sino que su concesión debe fundamentarse en 
los medios de prueba en que el librador justifique el perjuicio 
sufrido, y es deber del tribunal apoderado puntualizar los hechos 
y circunstancias que le sirvieron de base para conceder los daños 
y perjuicios, lo que no ocurre en el caso ocurrente;

Considerando, que por otro lado resulta irrazonable 
además que la Corte a-qua ordenara la liquidación por estado 
de la totalidad de los daños reclamados por los demandantes 
originales, evidenciando que no tomó en consideración que los 
daños morales no pueden ser liquidados por estado, porque 
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resulta imposible cuantificarlos, sino que deben ser fijados por 
los jueces, en virtud de la soberana apreciación que les concede 
la ley, tomando en consideración elementos tales como la pérdida 
del crédito público, la afectación del desenvolvimiento normal de 
las actividades comerciales de la persona, su reputación, honor, 
buen nombre, y tranquilidad de espíritu; 

Considerando, que aun cuando ha sido criterio reiterado de 
esta Suprema Corte de Justicia, que la apreciación de los hechos 
y consecuente evaluación de los daños y perjuicios, así como las 
indemnizaciones impuestas, se inscriben dentro de la soberana 
apreciación de los jueces del fondo, facultad que escapa a la censura 
de la casación, esto es, salvo que se verifique desnaturalización de 
los hechos ponderados, irrazonabilidad de las indemnizaciones, o 
ausencia de motivos pertinentes en ambos casos, vicios que han 
quedado debidamente comprobados en la sentencia recurrida, 
cuya casación se impone;

Considerando, que cuando la sentencia impugnada fuere 
casada por un medio suplido de oficio, las costas podrán 
ser compensadas, en virtud del artículo 65 de la Ley sobre 
Procedimiento de Casación.

Por tales motivos: Primero: Casa la sentencia dictada por 
la Cámara Civil y Comercial de la Corte de Apelación de Santo 
Domingo, el 9 de octubre de 1988, cuyo dispositivo ha sido 
copiado en parte anteriormente del presente fallo, y envía el asunto 
por ante la Cámara Civil y Comercial de la Corte de Apelación de 
San Cristóbal; Segundo: Compensa las costas.

 Así ha sido hecho y juzgado por la Cámara Civil de la Suprema 
Corte de Justicia, y la sentencia pronunciada por la misma en la 
ciudad de Santo Domingo de Guzmán, en su audiencia pública 
del 18 de marzo de 2009, años 166º de la Independencia y 146º 
de la Restauración.
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Firmado: Rafael Luciano Pichardo, Eglys Margarita Esmurdoc, 
Margarita A. Tavares, Ana Rosa Bergés Dreyfous y José E. 
Hernández Machado. Grimilda Acosta, Secretaria General.

La presente sentencia ha sido dada, firmada y pronunciada por 
los señores Jueces que figuran al pie, en la audiencia pública del 
día, mes y año en ella expresados, y fue firmada, leída y publicada 
por mí, Secretaria General, que certifico.
www.suprema.gov.do
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SENTENCIA DEL 18 DE MARZO DE 2009, NÚM. 39
Sentencia impugnada:	 Cámara Civil y Comercial de la Corte de 

Apelación de Santo Domingo, del 29 de 
abril de 1985.

Materia:	 Civil.
Recurrente:	 Porfirio de los Ángeles Rodríguez.
Abogado:	 Lic. Santos Amado Cuello Féliz.
Recurrida:	 Euromotors, C. por A.
Abogados:	 Dres. Julio César Castaños Espaillat, 

Nervina E. Guzmán de Castaños y Servio 
Tulio Castaños Guzmán y Licdos. Julio 
César Castaños Guzmán y Julio Miguel 
Castaños Guzmán.

CAMARA CIVIL

Rechaza 

Audiencia pública del 18 de marzo de 2009.
Preside: Rafael Luciano Pichardo.

 
Dios, Patria y Libertad

En Nombre de la República, la Cámara Civil de la Suprema 
Corte de Justicia, actuando como Corte de Casación, dicta en 
audiencia pública la sentencia siguiente: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Porfirio de 
los Ángeles Rodríguez, dominicano, mayor de edad, casado, 
negociante, portador de la cédula de identificación personal núm. 
23362 serie 1ra., domiciliado y residente en esta ciudad, contra 
la sentencia dictada por la Cámara Civil y Comercial de la Corte 
de Apelación de Santo Domingo, el 29 de abril de 1985, cuyo 
dispositivo se copia más adelante;
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Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído en la lectura de sus conclusiones los Licdos. Rosario 
Vásquez y Julio César Castaños, por sí y por los Dres. Julio César 
Castaños Espaillat, Nervina Guzmán de Castaños, Servio Tulio 
Castaños Guzmán y Julio Miguel Castaños Guzmán, abogados de 
la parte recurrida, Euromotors, C. por A.;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la 
República; 

Visto el memorial de casación depositado en la Secretaría 
General de la Suprema Corte de Justicia el 13 de febrero de 1987, 
suscrito por el Lic. Santos Amado Cuello Féliz, abogado de la 
parte recurrente, en el cual se invocan los medios de casación que 
se indican más adelante;

Visto el memorial de defensa depositado en la Secretaría 
General de la Suprema Corte de Justicia el 3 de marzo de 1987, 
suscrito por los Dres. Julio César Castaños Espaillat, Nervina 
E. Guzmán de Castaños, Servio Tulio Castaños Guzmán y los 
Licdos. Julio César Castaños Guzmán y Julio Miguel Castaños 
Guzmán, abogados de la parte recurrida;

Vista la Ley núm. 25 de 1991, modificada por la Ley núm. 156 
de 1997 y los artículos 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación;

Visto el auto dictado el 25 de febrero de 2009, por el magistrado 
Rafael Luciano Pichardo, Presidente de la Cámara Civil de la 
Suprema Corte de Justicia, por medio del cual se llama a sí mismo 
y a los magistrados Eglys Margarita Esmurdoc, Margarita A. 
Tavares, Ana Rosa Bergés Dreyfous y José E. Hernández Machado, 
jueces de esta cámara, para integrar la misma en la deliberación y 
fallo del recurso de casación de que se trata, de conformidad con 
las Leyes núms. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La CORTE, en audiencia pública del 21 de septiembre de 
1988, estando presente los Jueces Néstor Contín Aybar, Fernando 
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E. Ravelo de la Fuente, Leonte R. Alburquerque Castillo, Máximo 
Puello Renville, Abelardo Herrera Piña, Federico Natalio Cuello 
López y Rafael Richiez Saviñón, asistidos del Secretario General 
de la Suprema Corte de Justicia, y después de haber deliberado los 
jueces signatarios de este fallo;

Considerando, que la sentencia impugnada y la documentación 
a que ella se refiere, ponen de manifiesto, que con motivo a una 
demanda en reparación de daños y perjuicios, incoada por Porfirio 
de los Ángeles Rodríguez, contra Euromotors C. por A., la Cámara 
Civil y Comercial de la Segunda Circunscripción del Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Nacional, dictó el 9 de junio de 
1980, la sentencia con el dispositivo siguiente: “Primero: Rechaza 
las conclusiones presentadas por la pare demandada Euromotors, 
C. por A., por las razones señaladas antes; Segundo: Acoge 
con la modificación ya indicada, las conclusiones presentadas 
por el demandante Porfirio de los Ángeles Rodríguez, por los 
motivos precedentemente expuestos, y en consecuencia: a) 
Ordena la rescisión del contrato de venta condicional de muebles 
intervenido en fecha 6 de marzo de 1978, entre la demandada La 
Euromotos, C. por A., y el demandante Porfirio de los Ángeles 
Rodríguez, debiendo haber ilegítima incautación del vehiculo de 
motor objeto de dicho contrato de venta condicional; b) Condena 
consiguientemente a la demandada La Euromotos, C. por A., a pagar 
al mencionado demandante Porfirio de los Ángeles Rodríguez, 
las siguientes cantidades: a) las distintas sumas de dineros que 
fueron pagadas por éste señor a dicha empresa en ejecución del 
contrato de venta condicional cuya rescisión se dispone mediante 
ésta sentencia; b) la suma de Diez Mil pesos oro (RD$10,000.00) 
a título de indemnización por los daños y perjucios materiales 
como consecuencia de los hechos que se ponen a cargo de la parte 
demandada; c) los intereses legales de dicha cantidad a contar del 
día de la demanda, a título de indemnización complementaria; y d) 
todas las costas ocasionadas en la presente instancia, con distracción 
de las mismas en provecho del Dr. José Martin Elsevyf  López, quien 
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afirma haberlas avanzado en su totalidad; y c) Da Acta a la parte 
demandante del procedimiento que formula mediante el Ordinal 
Segundo de sus conclusiones”; que, dicha sentencia fue apelada 
por ante la Cámara Civil y Comercial de la Corte de Apelación de 
Santo Domingo, la cual rindió la sentencia de fecha 29 de abril de 
1985, ahora impugnada, cuyo dispositivo es el siguiente:“Primero: 
Rechaza la demanda en perención de instancia incoada por el señor 
Porfirio De Los Ángeles Rodríguez, por haber sido interpuesta 
antes de haber transcurrido el plazo ampliado de tres años y seis 
meses establecido en el artículo 397 del Código de Procedimiento 
Civil, de conformidad con las razones expuestas en el cuerpo de 
la presente instancia; Segundo: condena al señor Porfirio De Los 
Ángeles Rodríguez al pago de las costas del Procedimiento, con 
distracción de las mismas en provecho de los Dres. Julio Cesar 
Castaños Espaillat, y Nervina E. Guzmán de Castaños y del Lic. 
Julio Cesar Castaños Guzmán, quienes afirman haberlas avanzado 
en su mayor parte”;

Considerando, que el recurrente propone en apoyo en su 
recurso, los siguientes medios de casación: Primer Medio: 
Violación por falsa aplicación e interpretación de los artículos 397, 
398, 399, 400 y 401 del Código de Procedimiento Civil; Segundo 
Medio: Ausencia o falta absoluta de motivos en la sentencia 
impugnada así como insuficiencia en la enunciación y descripción 
de los hechos de la causa, que generan una violación de los artículos 
65-3 de la Ley sobre Procedimiento de Casación, 141 del Código 
de Procedimiento Civil; Tercer Medio: Desnaturalización de los 
hechos y falta de base legal; Cuarto Medio: Desnaturalización y 
desconocimiento de las pruebas del proceso. Desnaturalización 
de los hechos de la causa (otro aspecto); 

Considerando, que en sus cuatro medios de casación, que 
se reúnen por su vinculación, el recurrente sustenta en síntesis 
que los casos a los que se remite el artículo 397 del Código de 
Procedimiento Civil que hacen extendible el término de la 
perención no son aquellos casos en los cuales una parte después 
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de perimido el término decide voluntariamente elegir un nuevo 
abogado, sino aquellos casos en que el abogado ha fallecido o ha 
quedado inhabilitado para ejercer en el caso por cualquiera de las 
causas previstas o determinadas en la ley; que la Corte a-qua no 
da motivos precisos y claros sino contradictorios con la misma 
ley, por los cuales justifique las razones por las cuales extendió 
el plazo de perención debidamente vencido, en un caso en que 
no había lugar a cambio obligatorio de abogado ni a renovación 
de instancia; que la Corte a-qua confundió evidentemente la 
necesidad y obligación de constitución de nuevo abogado con el 
deseo de una parte de cambiar de abogado después de vencido el 
plazo de la perención; que hay una falsa estimación de las pruebas 
del proceso y vulnera en consecuencia los principios que rigen la 
prueba en la materia;

Considerando, que la Corte a-qua fundamentó en su decisión 
en los motivos que indicaremos a continuación: “que habiendo 
introducido el señor Porfirio de los Ángeles Rodríguez la 
demanda en perención de instancia, por órgano de sus abogados 
constituidos, en fecha doce (12) de julio de 1983, solo habían 
transcurrido tres (3) años y cuatro (4) días después del último acto 
del procedimiento realizado por Euromotors, C. por A., o sea de 
la notificación a los abogados del señor Porfirio de los Santos 
Rodríguez, de la constitución de nuevo abogado, mediante acto 
de fecha ocho (8) de julio de 1980, en el cual se constituyen como 
abogados de dicha entidad a los Dres. Nervina Encarnación 
Guzmán de Castaños y Julio César Castaños Espaillat y el Lic. 
Julio César Castaños Guzmán, en sustitución del Dr. Juan Chaim 
Tuma; que tal como lo establece la segunda parte del artículo 
397 del Código de Procedimiento Civil, el plazo de tres (3) años, 
necesarios para que pasados éstos sin que se haya realizado 
actuación alguna en el procedimiento, perima la instancia, es 
ampliado a tres (3) años y seis (6) meses en aquellos casos que den 
lugar a demanda en renovación de instancia o de constitución de 
nuevo abogado; que habiendo Euromotors C. por A., notificado 
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a su contraparte, constitución de nuevos abogados, en sustitución 
del Dr. Juan Jorge Chaim Tuma, el plazo para la perención de 
la instancia de que se trata, se amplía a 3 años y 6 meses; que 
en el caso de la especie, esta Corte, ha podido establecer por 
las razones precedentemente señaladas, que el plazo ampliado 
establecido en la segunda parte del artículo 397 del Código de 
Procedimiento Civil, no ha transcurrido, y por tales motivos la 
demanda en perención de instancia intentada por Porfirio de los 
Ángeles Rodríguez, es irrecibible”;

Considerando, que también consta en la sentencia recurrida 
en su página número seis que el abogado de la parte intimante 
depositó el documento siguiente: “Carta registrada de fecha 1 de 
julio de 1980, dirigida a la Euromotors C. por A. por el Dr. Juan 
Jorge Chain Tuma, por medio de la cual éste presenta renuncia 
como abogado constituido de Euromotors C. por A., en el 
recurso de apelación”;

Considerando, que efectivamente el artículo 397 del Código 
de Procedimiento Civil establece lo siguiente: “Toda instancia, 
aunque en ella no haya habido constitución de abogado, se 
extinguirá por cesación de los procedimientos durante tres años. 
Este plazo se ampliará a seis meses más, en aquellos casos que 
den lugar a demanda en renovación de instancia, o constitución 
de nuevo abogado”; 

Considerando, que como establece, el plazo normal de 
la perención de instancia es de tres años, el cual comienza a 
computarse a partir de la fecha del último acto de procedimiento, 
sin embargo este plazo es aumentado en seis meses más conforme 
el referido artículo 397, en los casos en que haya lugar a renovación 
de instancia o a constitución de nuevo abogado, esto es, cuando 
ha habido interrupción de la instancia, tal y como sucedió en la 
especie; 

Considerando, que el Código de Procedimiento Civil en su 
Título XVII en cuanto a la Renovación de Instancia y Constitución 
de Nuevo Abogado, establece en su artículo 344 lo siguiente: 



Primera Cámara de la Suprema Corte de Justicia	 437

Pr
im

er
a 

C
ám

ar
a

“En los asuntos que no estén en estado, serán nulos todos los 
procedimientos efectuados con posterioridad a la notificación 
de la muerte de una de las partes; no será necesario notificar 
los fallecimientos, dimisiones, interdicciones o destituciones de 
abogados; las diligencias practicadas y las sentencias obtenidas 
después, serán nulas sino ha habido constitución de nuevo 
abogado”;

Considerando, que ciertamente como sustentó la Corte a-qua 
la demanda en perención de instancia notificada en fecha 12 de 
Julio de 1983 por el señor Porfirio de los Ángeles Rodríguez 
por órgano de sus abogados constituidos, fue realizada luego 
de transcurridos tres años y cuatro días de la última actuación 
realizada por Euromotos, C. por A. en fecha 8 de julio de 1980, 
la cual fue la Constitución de los Dres. Nervina Encarnación 
Guzmán de Castaños, Julio César Castaños Espaillat y el Lic. 
Julio César Castaños Guzmán, como nuevos abogados por causa 
de dimisión del Dr. Juan Chaim Tuma, la cual en virtud de los 
referidos artículos 397 y 344 del Código de Procedimiento Civil 
es una de las actuaciones que interrumpen la instancia y hacen 
extensible el plazo de tres años a seis meses más, por lo que el 
referido plazo no había transcurrido; que todos los casos en que, 
por una circunstancia imprevista e independiente de su voluntad, 
una de las partes se encuentra obligada a constituir nuevo abogado, 
como ocurrió en la especie, es una actuación válida para hacer 
extensible el plazo de perención, por lo que la Corte a-qua realizó 
una buena apreciación de los hechos y documentos aportados al 
caso y una correcta aplicación de la ley, dando motivos suficientes 
y valederos, en consecuencia procede el rechazo de los referidos 
medios de casación y con ellos el recurso de que se trata.

Por tales motivos: Primero: Rechaza el recurso de casación 
interpuesto por Porfirio de los Ángeles Rodríguez, contra la 
sentencia dictada por la Cámara Civil de la Corte de Apelación 
de Santo Domingo el 29 de abril de 1985, cuya parte dispositiva 
figura en otro lugar de este fallo; Segundo: Condena a la parte 
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recurrente al pago de las costas procesales, con distracción de 
las mismas en favor de los Dres. Julio César Castaños Espaillat, 
Nervian Guzmán de Castaños, Julio César Castaños Guzmán, 
Servio Tulio Castaños Guzmán y Julio Miguel Castaños Guzmán, 
abogados de la parte recurrida, quienes afirman haberlas avanzado 
en su totalidad.

Así ha sido hecho y juzgado por la Cámara Civil de la Suprema 
Corte de Justicia, y la sentencia pronunciada por la misma en la 
ciudad de Santo Domingo de Guzmán, en su audiencia pública 
del 18 de marzo de 2009, años 166º de la Independencia y 146º 
de la Restauración.

Firmado: Rafael Luciano Pichardo, Eglys Margarita Esmurdoc, 
Margarita A. Tavares, Ana Rosa Bergés Dreyfous y José E. 
Hernández Machado. Grimilda Acosta, Secretaria General.

La presente sentencia ha sido dada, firmada y pronunciada por 
los señores Jueces que figuran al pie, en la audiencia pública del 
día, mes y año en ella expresados, y fue firmada, leída y publicada 
por mí, Secretaria General, que certifico.
www.suprema.gov.do
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SENTENCIA DEL 18 DE MARZO DE 2009, NÚM. 40
Sentencia impugnada:	 Cámara Civil de la Corte de Apelación de La 

Vega, del 3 de febrero de 1988.
Materia:	 Civil.
Recurrente:	 Andrés Díaz González.
Abogados:	 Lic. María Elisa Llevarías y Dra. Rosina de 

Alvarado.
Recurrida:	 Sixta Santiago Peguero.
Abogado:	 Dr. Gabriel A. Estrella Martínez.

CAMARA CIVIL

Inadmisible 

Audiencia pública del 18 de marzo de 2009.
Preside: Rafael Luciano Pichardo.

 
Dios, Patria y Libertad

En Nombre de la República, la Cámara Civil de la Suprema 
Corte de Justicia, actuando como Corte de Casación, dicta en 
audiencia pública la sentencia siguiente: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Andrés Díaz 
González, dominicano, mayor de edad, casado, portador de 
la cédula de identificación personal núm. 33174, serie 54, 
domiciliado y residente en la ciudad de Santiago de los Caballeros, 
y Seguros Pepín, S.A., sociedad anónima organizada y existente 
de conformidad con las leyes de la República Dominicana, con su 
domicilio social establecido en la ciudad de Santo Domingo, D. 
N., y sucursal en la calle del Sol esquina General Luperón, en la 
ciudad de Santiago, contra la sentencia dictada por la Cámara Civil 
de la Corte de Apelación del Departamento Judicial de La Vega, 
el 3 de febrero de 1988, cuyo dispositivo se copia más adelante;
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Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído en la lectura de sus conclusiones a la Dra. Mayra de la 

Cruz, por sí y en representación de la Dra. Rosina de Alvarado y 
de la Lic. María Elisa Llaverías, abogadas de la parte recurrente;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la 
República; 

Visto el memorial de casación depositado en la Secretaría 
General de la Suprema Corte de Justicia el 29 de abril de 1988, 
suscrito por la Lic. María Elisa Llevarías y la Dra. Rosina de 
Alvarado, abogadas de la parte recurrente, en el cual se invocan 
los medios de casación que se indican más adelante;

Visto el memorial de defensa depositado en la Secretaría 
General de la Suprema Corte de Justicia el 13 de junio de 1988, 
suscrito por el Dr. Gabriel A. Estrella Martínez, abogado de la 
parte recurrida, Sixta Santiago Peguero;

Vista la Ley núm. 25 de 1991, modificada por la Ley núm. 156 
de 1997 y los artículos 1, 5 y 65 de la Ley sobre Procedimiento 
de Casación;

Visto el auto dictado el 9 de enero de 2009, por el magistrado 
Rafael Luciano Pichardo, Presidente de la Cámara Civil de 
la Suprema Corte de Justicia, por medio del cual se llama a sí 
mismo y a los magistrados Eglys Margarita Esmurdoc, Margarita 
A. Tavares, Ana Rosa Bergés Dreyfous y José E. Hernández 
Machado, jueces de esta cámara, para integrar la misma en la 
deliberación y fallo del recurso de casación de que se trata, de 
conformidad con las Leyes núms. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La CORTE, en audiencia pública del 7 de junio de 1989, 
estando presente los Jueces, Néstor Contín Aybar, Fernando E. 
Ravelo de la Fuente, Leonte R. Alburquerque Castillo, Máximo 
Puello Renville, Abelardo Herrera Piña, Octavio Piña Valdez y 
Rafael Richiez Saviñón, asistidos del Secretario General de la 
Suprema Corte de Justicia, y después de haber deliberado los 
jueces signatarios de este fallo;
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Considerando, que la sentencia impugnada y la documentación 
a que ella se refiere, ponen de manifiesto, que con motivo a una 
demanda en reparación de daños y perjuicios, incoada por Sixto 
Santiago Peguero, contra Andrés Díaz S., y la Compañía de Seguros 
Pepín, S.A., la Cámara Civil, Comercial y de Trabajo del Juzgado 
de Primera Instancia del Distrito Judicial de La Vega, dictó el 20 de 
mayo de 1977, la sentencia con el dispositivo siguiente: “Primero: 
Ratifica el defecto pronunciado en audiencia contra el señor 
Andrés Díaz S., y la Compañía de Seguros Pepín, S.A., por falta 
de comparecer, no obstante haber sido legalmente emplazados; 
Segundo: Acoge las conclusiones presentadas en audiencia por 
la parte demandante, por conducto de su abogado constituido y 
apoderado especial, por ser justa y reposar en prueba legal y en 
consecuencia, debe: Condena al señor Andrés Díaz S., al pago de 
una indemnización de RD$1,000.00 (Mil Pesos Oro), a favor de 
la señora Sixta Santiago Peguero, como justa reparación de los 
daños materiales sufridos por causa del accidente de que se trata, 
descompuesto de la manera siguiente: a) RD$700.00, por compra 
de piezas, montar y desmontar las mismas y pintura de las partes 
afectadas de su vehículo placa No.206-201; b) RD$200.00, por 
depreciación de su vehículo; y c) RD$100.00, por lucro Cesante; 
Tercero: Condena al señor Andrés Díaz S. al pago de los interés 
legales de dicha suma pagado a partir de la demanda, a título de 
daños y perjuicios suplementarios; Cuarto: Condena al señor 
Andrés Díaz S., al pago de las costas y honorarios profesionales, 
con distracción en provecho del Dr. Gabriel A. Estrella Martínez, 
por haberlos avanzado en su totalidad; Quinto: Declara la 
presente sentencia común y oponible a la Cia. de Seguros Pepín, 
S.A., en principal y accesorios, por ser esta la entidad aseguradora 
del vehículo que ha ocasionado los daños; Sexto: comisiona al 
Ministerial Manuel Emilio Fernández Soriano, alguacil ordinario 
de este Tribunal, para la notificación de la presente sentencia al 
señor Andrés Díaz S., y al ministerial Dante Gómez Heredia, 
alguacil de Estrados de la Sexta Cámara de lo Penal del Juzgado 
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de Primera Instancia del Distrito Nacional, para la notificación 
de la presente sentencia a la Compañía de Seguros Pepín, S.A.”; 
que, dicha sentencia fue apelada por ante la Cámara Civil de la 
Corte de Apelación del Distrito Judicial de La Vega, la cual rindió 
la sentencia de fecha 3 de febrero de 1988, ahora impugnada, 
cuyo dispositivo es el siguiente:“Primero: Declara, en cuanto 
a la forma, regular el presente recurso de Apelación por haber 
sido interpuesto con las formalidades prescritas por la Ley; 
Segundo: En cuanto al fondo, Confirma en todas sus partes la 
sentencia marcada con el número 538, de fecha 20 de mayo de 
1977, dictada por la Cámara Civil, Comercial y de Trabajo del 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de La Vega, en 
sus atribuciones civiles, cuyo dispositivo se encuentra copiado en 
otro lugar de la presente sentencia; Tercero: Condena al señor 
Andrés Díaz González y la Cía. de Seguros Pepín, S.A., al pago 
de las costas de la presente instancia, incluyendo las causadas 
por los incidentes presentados, con distracción de las mismas en 
provecho del abogado Dr. Gabriel Antonio Estrella Martínez, 
por haber afirmado que las avanzó en su totalidad”;

Considerando, que los medios de casación propuestos por los 
recurrentes son los siguientes: Primer Medio: Falta de base legal 
y violación al artículo 141 del Código de Procedimiento Civil; 
Segundo Medio: Violación al artículo 1315 del Código Civil; 

Considerando, que por su parte en su memorial de defensa, 
la recurrida solicita que se declare caduco el presente recurso de 
casación, por violación al artículo 7 de la Ley sobre Procedimiento 
de Casación;

Considerando, que de conformidad con las disposiciones del 
artículo 7 de la referida ley, la caducidad del recurso de casación 
será pronunciada si el recurrente no emplazare al recurrido en el 
término de treinta días, computados a partir de la fecha del auto 
mediante el cual el Presidente de la Suprema Corte de Justicia 
autoriza el emplazamiento. Esta caducidad será pronunciada a 
pedimento de parte interesada o de oficio;
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Considerando, que del examen y estudio del expediente se 
establece que en fecha 29 de abril del 1988, con motivo del recurso 
de casación de que se trata, el Presidente de la Suprema Corte de 
Justicia, dictó el auto mediante el cual autorizó a los recurrentes, 
Andrés Díaz González y Seguros Pepín, S. A., a emplazar a la 
recurrida, Sixta Santiago Peguero y que posteriormente en fecha 
1ro. de junio de 1988, mediante acto instrumentado y notificado 
por el ministerial Fernando J. Romero, Alguacil de Estrados de 
la Segunda Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Nacional, los recurrentes emplazaron a la recurrida;

Considerando, que, siendo esto así, resulta evidente que los 
recurrentes emplazaron a la recurrida fuera del plazo de treinta 
días, establecido por el señalado texto legal, computados a partir de 
la fecha en que fue proveído el auto mediante el cual el Presidente 
de la Suprema Corte de Justicia autoriza el emplazamiento, por lo 
que procede declarar la inadmisibilidad del presente recurso de 
casación por caduco, sin que resulte necesario estatuir sobre las 
demás pretensiones de las partes en litis. 

Por tales motivos: Primero: Declara inadmisible por caduco, 
el recurso de casación interpuesto por Andrés Díaz González y 
la compañía Seguros Pepín, S. A., contra la sentencia dictada por 
la Corte de Apelación del Departamento Judicial de La Vega, el 
3 de febrero de 1988, cuyo dispositivo figura copiado en parte 
anterior del presente fallo; Segundo: Condena a los recurrentes 
al pago de las costas, ordenando su distracción en provecho del 
Dr. Gabriel Antonio Estrella Martínez, quien afirma haberlas 
avanzado en su totalidad.

Así ha sido hecho y juzgado por la Cámara Civil de la Suprema 
Corte de Justicia, y la sentencia pronunciada por la misma en la 
ciudad de Santo Domingo de Guzmán, en su audiencia pública 
del 18 de marzo de 2009, años 166º de la Independencia y 146º 
de la Restauración.
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Firmado: Rafael Luciano Pichardo, Eglys Margarita Esmurdoc, 
Margarita A. Tavares, Ana Rosa Bergés Dreyfous y José E. 
Hernández Machado. Grimilda Acosta, Secretaria General.

La presente sentencia ha sido dada, firmada y pronunciada por 
los señores Jueces que figuran al pie, en la audiencia pública del 
día, mes y año en ella expresados, y fue firmada, leída y publicada 
por mí, Secretaria General, que certifico.
www.suprema.gov.do
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SENTENCIA DEL 18 DE MARZO DE 2009, NÚM. 41
Sentencia impugnada:	 Corte de Apelación del Distrito Judicial de 

San Cristóbal, del 7 de noviembre de 1988.
Materia:	 Civil.
Recurrente:	 Confesora García.
Abogado:	 Dr. Freddy Zabulón Díaz Peña.
Recurrido:	 Vinicio Galán y/o Distribuidora Galán y/o 

Importadora Galán, C. por A.
Abogado:	 Dr. César Darío Adames Figueroa.

CÁMARA CIVIL

Rechaza

Audiencia pública del 18 de marzo de 2009.
Preside: Rafael Luciano Pichardo.

 
Dios, Patria y Libertad

En Nombre de la República, la Cámara Civil de la Suprema 
Corte de Justicia, actuando como Corte de Casación, dicta en 
audiencia pública la sentencia siguiente: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por la señora 
Confesora García, dominicana, mayor de edad, casada, titular 
de la cédula de identificación personal núm. 24476, serie 2, 
domiciliada y residente en esta ciudad, contra la sentencia dictada 
por la Corte de Apelación del Distrito Judicial de San Cristóbal el 
7 de noviembre de 1988, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la 
República;



446	 Boletín Judicial 1180

Visto el memorial de casación depositado en la Secretaría 
General de la Suprema Corte de Justicia el 6 de diciembre de 
1988, suscrito por el Dr. Freddy Zabulón Díaz Peña, abogado de 
la parte recurrente, en el cual se invocan los medios de casación 
que se indican más adelante;

Visto el memorial de defensa depositado en la Secretaría 
General de la Suprema Corte de Justicia el 20 de diciembre de 
1988, suscrito por el Dr. César Darío Adames Figueroa, abogado 
de la parte recurrida, señor Vinicio Galán y/o Distribuidora 
Galán y/o Importadora Galán C. por A.; 

Visto la Ley núm. 25 de 1991, modificada por la Ley núm. 156 
de 1997 y los artículos 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación;

Visto el auto dictado el 25 de febrero de 2009, por el magistrado 
Rafael Luciano Pichardo, Presidente de la Cámara Civil de la 
Suprema Corte de Justicia, por medio del cual se llama a sí mismo 
y a los magistrados Eglys Margarita Esmurdoc, Margarita A. 
Tavares, Ana Rosa Bergés Dreyfous y José E. Hernández Machado, 
jueces de esta cámara, para integrar la misma en la deliberación y 
fallo del recurso de casación de que se trata, de conformidad con 
las Leyes núms. 684 de 1934 y 926 de 1935; 

La CORTE, en audiencia pública del 24 de enero de 1990, 
estando presentes los jueces Néstor Contín Aybar, Fernando E. 
Ravelo de la Fuente, Máximo Puello Renville, Abelardo Herrera 
Piña, Octavio Piña Váldez, Federico Natalio Cuello López y 
Rafael Richiez Saviñón, asistidos del Secretario General y después 
de haber deliberado los jueces signatarios de este fallo;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella hace referencia, consta: a) que con motivo 
de una demanda en reivindicación de muebles y daños y perjuicios, 
incoada por la señora Confesora García contra la recurrida, la 
Cámara Civil, Comercial y de Trabajo del Juzgado de Primera 
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Instancia del Distrito Judicial de San Cristóbal, dictó el 12 de enero 
de 1988 una sentencia cuyo dispositivo es el siguiente: “Primero: Se 
declara buena y válida en cuanto a la forma la presente demanda en 
reivindicación de muebles y daños y perjuicios, incoada por la parte 
demandante, señora Confesora García, contra Vinicio Galán y/o 
Importadora Galán, C. por A. y/o Distribuidora Galán, por haber 
sido interpuesta en tiempo hábil y de acuerdo con la ley; Segundo: 
en cuanto al fondo se rechaza por no reposar en pruebas legales 
e improcedente y mal fundada, y en consecuencia se rechazan las 
conclusiones al fondo vertidas por la parte demandante, por no ser 
justas y no estar fundamentadas en base legal y en consecuencia, 
se acogen las conclusiones dadas por la parte demandada, por 
reposar las mismas en pruebas legales; Tercero: Se condena a la 
parte demandante al pago de las costas del procedimiento, con 
distracción de las mismas a favor del Dr. César Darío Adames F., 
por haber declarado haberlas avanzado en su mayor parte; “b) que 
sobre el recurso de apelación interpuesto, intervino la sentencia 
ahora impugnada en casación, cuyo dispositivo es el siguiente: 
“Primero: Admite como regular y válido en cuanto a la forma, 
el recurso de apelación intentado en fecha 22 de enero del 1988, 
por la señora Confesora García contra la sentencia dictada en 
fecha 12 de enero del año 1988, por la Cámara Civil, Comercial y 
de Trabajo del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial 
de San Cristóbal, cuyo dispositivo dice así: “Primero: Se declara 
buena y válida en cuanto a la forma la presente demanda en 
reivindicación de muebles y daños y perjuicios, incoada por la parte 
demandante, señora Confesora García, contra Vinicio Galán y/o 
Importadora Galán, C. por A. y/o Distribuidora Galán, por haber 
sido interpuesta en tiempo hábil y de acuerdo con la ley; Segundo: 
En cuanto al fondo se rechazan por no reposar en pruebas legales 
e improcedentes y mal fundadas, y en consecuencia se rechazan las 
conclusiones al fondo vertidas por la parte demandante, por no 
ser justas y no estar fundamentadas en base legal y se acogen las 
conclusiones dadas por la parte demandada, por reposar las mismas 
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en pruebas legales; Tercero: Se condena a la parte demandante al 
pago de las costas del presente procedimiento, con distracción de las 
mismas a favor del Dr. César Darío Adames F., por haber declarado 
haberlas avanzado en su mayor parte”; Segundo: Confirma en 
todas sus partes la sentencia recurrida, en consecuencia, rechaza 
por improcedente y mal fundada la demanda en reivindicación y 
reparación de daños y perjuicios incoada por la señora Confesora 
García contra la parte intimada Vinicio Galán, Importadora Galán, 
C. por A. y/o Distribuidora Galán, C. por A.; Tercero: Condena a 
la parte intimante Confesora García al pago de las costas civiles con 
distracción de las mismas en provecho del Dr. César Darío Adames 
Figuereo, quien afirma haberlas avanzado en su totalidad”;

Considerando, que la parte recurrente propone contra la 
sentencia impugnada el siguiente medio de casación: “Único 
Medio: Desconocimiento de la Ley 483 y violación a los artículos 
3 párrafo 5to, artículo 4 párrafo 2do y artículos 10 y 12 de la misma 
ley. Desnaturalización de los hechos. Errónea interpretación de 
los hechos. Errónea interpretación de los artículos 1315, 1331, 
1341, 1382, 1383 y 1384 del Código Civil. Impertinencia total 
del artículo 2102 del Código Civil. Violación al artículo 2279 del 
Código Civil. Insuficiencia de motivos e incongruencia jurídica. 
Falta de base legal;

Considerando, que en el desarrollo del medio de casación 
propuesto, la recurrente alega en síntesis, que la Corte a-qua para 
fundamentar su decisión consideró que los pagarés depositados 
por ella no podían ser admitidos como prueba liberatoria de pago 
toda vez que, al no encontrarse registrados carecían de fecha cierta 
y en consecuencia no podía determinarse si los pagos efectuados 
por la recurrente fueron hechos con anterioridad o posterioridad 
a la incautación del bien; que, si bien es cierto, continua alegando 
la recurrente, el registro de dichos documentos tiene como 
finalidad darle fecha cierta y proteger los intereses de terceros, 
dicha exigencia no puede ser requerida en la especie toda vez 
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que, quien procedió a la incautación del bien no fue un tercero 
sino el propio vendedor; que los pagarés aún cuando no estén 
registrados hacen fe de su contenido frente a las partes que los 
han suscrito, razón por la cual, debieron ser admitidos por la 
jurisdicción a-qua como prueba liberatoria del pago; que además, 
invoca la recurrente, la Corte a-qua incurrió en desconocimiento 
a las disposiciones previstas por la Ley núm. 483 sobre Venta 
Condicional de Muebles y al artículo 2279 del Código Civil, toda 
vez que, consideró que la demanda en reivindicación debía ser 
rechazada porque ésta solo puede ser ejercida por el vendedor y 
no por el comprador del bien que ha sido incautado, como ocurre 
en la especie; 

Considerando, que del examen del fallo cuestionado y de la 
documentación a que este se refiere, esta Suprema Corte de Justicia 
ha podido verificar, que Importadora Galán, C. por A., solicitó al 
Juzgado de Paz del Municipio de San Cristóbal la autorización para 
incautar en perjuicio de la recurrente una estufa, sustentada dicha 
solicitud, en que dicho mueble fue vendido a crédito a la señora 
Confesora García mediante un contrato de venta condicional de 
fecha 6 de mayo de 1983 y que ésta no cumplió con su obligación de 
pagar la totalidad del precio convenido dentro del plazo acordado; 
que en fecha 6 de febrero de 1986 fue dictado un auto mediante 
el cual se autorizó al recurrido a incautar el referido bien; que la 
señora Confesora García apoderó la Cámara Civil, Comercial y 
de Trabajo del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial 
de San Cristóbal de una demanda en reivindicación de dicho bien 
mueble y daños y perjuicios, demanda que fue rechazada por no 
haber aportado la recurrente la prueba de haber pagado el monto 
reclamado por la recurrida; que dicha decisión fue objeto de un 
recurso de apelación, el cual culminó con la sentencia objeto del 
presente recurso de casación; 

Considerando, que la Corte a-qua para justificar su decisión 
consideró, “que la compradora recurrió en apelación el auto de 
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incautación y aunque posteriormente desistió del mismo, en uno 
de los agravios invocados contra dicho auto admitió el retraso en el 
cumplimiento de su obligación; que si bien la recurrente depositó 
doce pagarés como prueba del pago, no obstante, al carecer éstos 
de fecha cierta, la Corte no estaba en condiciones de determinar 
si los pagos fueron hechos posteriormente o no a la incautación 
del bien; que en lo referente a la demanda en reivindicación 
incoada por la compradora, consideró la jurisdicción a-qua que la 
misma debía ser rechazada, toda vez que, la Ley núm. 483 sobre 
Venta Condicional de Muebles reserva este derecho únicamente 
al vendedor y no al comprador; 

Considerando, que aunque la Corte a-qua desestimó las 
pretensiones de la recurrente, según se ha visto, en base a 
motivaciones erróneas en su mayor parte y desprovistas de 
pertinencia, sin embargo, en razón de que el dispositivo del fallo 
atacado se ajusta a lo que procede en derecho, procede proveer a 
dicha sentencia, de oficio, de los motivos idóneos que justifiquen 
lo decidido por dicha Corte; 

Considerando, que en la especie, la demanda en distracción 
o reivindicación de bienes se fundamenta sobre la existencia 
del derecho de propiedad que alega tener la recurrente sobre 
el mueble incautado en su perjuicio; que como el bien que se 
pretende reivindicar fue adquirido mediante un contrato de venta 
condicional de muebles, en ese caso la Ley núm. 483 que regula 
este tipo de contratos, dispone en su artículo primero a fin de 
determinar el derecho de propiedad del comprador “que éste será 
legitimo propietario cuando haya pagado la totalidad del precio”;

Considerando, que, la solicitud de autorización hecha por la 
recurrida para incautar el mueble vendido a la recurrente, estuvo 
sustentada, según quedó dicho precedentemente, en que no 
obstante haberle notificado a la compradora una intimación de 
pago en fecha 17 de junio de 1985, tendente a que ésta efectuara 
el pago de las cuotas adeudadas y vencidas a esa fecha, no 
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obtemperó a honrar su obligación; que la parte demandante en 
distracción no ha cumplido con el voto de la ley, en el sentido de 
probar el derecho de propiedad que pretende tener sobre la cosa 
embargada, toda vez que, si bien depositó ante la jurisdicción de 
primer grado, ante la Corte a-qua y ante esta Suprema Corte de 
Justicia 12 pagarés contentivos de pagos efectuados a favor de la 
recurrida, a los cuales contrario a lo sostenido por la Corte a-qua, 
no se le aplican las disposiciones previstas en el artículo 1328 del 
Código Civil por tratarse de documentos comunes a las partes en 
causa, no obstante, dicho depósito no prueba que la recurrente 
saldara la totalidad del precio convenido en el referido contrato 
de venta y cuyo pago le fue exigido mediante la intimación de 
pago indicada; 

Considerando, que la recurrente en el medio de casación 
propuesto, invoca además, la violación a los artículos 1315, 1331, 
1341, 1382, 1383 y 1384 del Código Civil; que para cumplir con 
el voto de la ley no basta la simple enunciación de los textos 
legales cuya violación se invoca sino que es indispensable que 
se desarrolle en el memorial introductivo del recurso, los medios 
en que lo funda y explique en qué consisten las violaciones 
invocadas; que en el caso, la recurrente se ha limitado a invocar 
la violación a los artículos citados, sin exponer en que parte de la 
sentencia impugnada se incurre en la violación de los mismos, lo 
que constituye una enunciación insuficiente que no satisface las 
exigencias de la ley; que por las razones expuestas, el recurso de 
casación de que se trata debe ser desestimado.

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de casación 
interpuesto por la señora Confesora García contra la sentencia 
dictada en fecha 7 de noviembre de 1988, por la Corte de Apelación 
del Distrito Judicial de San Cristóbal, cuyo dispositivo figura 
copiado en otro lugar del presente fallo; Segundo: Condena a la 
parte recurrente, al pago de las costas procesales con distracción 
de las mismas en beneficio del Dr. César Darío Adames Figueroa, 
quien afirma haberlas avanzado en su totalidad.
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Así ha sido hecho y juzgado por la Cámara Civil de la Suprema 
Corte de Justicia, y la sentencia pronunciada por la misma en la 
ciudad de Santo Domingo de Guzmán, en su audiencia pública 
del 18 de marzo de 2009, años 166º de la Independencia y 146º 
de la Restauración.

Firmado: Rafael Luciano Pichardo, Eglys Margarita Esmurdoc, 
Margarita A. Tavares, Ana Rosa Bergés Dreyfous y José E. 
Hernández Machado. Grimilda Acosta, Secretaria General.

La presente sentencia ha sido dada, firmada y pronunciada por 
los señores Jueces que figuran al pie, en la audiencia pública del 
día, mes y año en ella expresados, y fue firmada, leída y publicada 
por mí, Secretaria General, que certifico.
www.suprema.gov.do
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SENTENCIA DEL 18 DE MARZO DE 2009, NÚM. 42
Sentencia impugnada:	 Cámara Civil y Comercial del Juzgado de 

Primera Instancia del Distrito Nacional, del 
4 de septiembre de 1987.

Materia:	 Civil.
Recurrente:	 Servicios Económicos y Financieros, S. A. 

(SERECOFISA).
Abogados:	 Licdos. Marcio Mejía Ricart G. y Fabio 

Fiallo Cáceres.
Recurrido:	 Alfredo Freddy Jabes.
Abogados:	 Dres. M. A. Báez Brito y Mabel L. Féliz 

Báez.

CÁMARA CIVIL

Casa

Audiencia pública del 18 de marzo de 2009.
Preside: Rafael Luciano Pichardo.

 
Dios, Patria y Libertad

En Nombre de la República, la Cámara Civil de la Suprema 
Corte de Justicia, actuando como Corte de Casación, dicta en 
audiencia pública la sentencia siguiente: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Servicios 
Económicos y Financieros, S.A. (Serecofisa), empresa constituida 
de acuerdo con la leyes de la República Dominicana, con domicilio 
en el Distrito Nacional, representada por su Presidente, Licda. 
Miriam Astudillo, dominicana, mayor de edad, casada, socióloga, 
portadora de la cédula de identificación personal núm. 129870 
serie 1ra, domiciliada y residente en esta ciudad, contra la sentencia 
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dictada por la Cámara Civil y Comercial del Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Nacional el 4 de septiembre de 1987, cuyo 
dispositivo se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído en la lectura de sus conclusiones al Licdo. Marcio Mejía 
Ricart G., por sí y por el Licdo. Fabio Fiallo Cáceres, abogados de 
la parte recurrente;

Oída en la lectura de sus conclusiones a la Licda. Mabel Felix, 
en representación del Dr. M. A. Báez Brito, abogado del recurrido, 
Alfredo Freddy Jabes;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la 
República;

Visto el memorial de casación depositado en la Secretaría 
General de la Suprema Corte de Justicia el 2 de noviembre de 
1987, suscrito por el Licdo. Marcio Mejía Ricart G., por sí y por 
el Licdo. Fabio Fiallo Cáceres, abogados de la parte recurrente, 
en el cual se invocan los medios de casación que se indican más 
adelante;

Visto el memorial de defensa depositado en la Secretaría 
General de la Suprema Corte de Justicia el 5 de diciembre de 1987, 
suscrito por el Dr. M. A. Báez Brito, por sí y por la Dra. Mabel L. 
Féliz Báez, abogado de la parte recurrida, Alfredo Freddy Jabes; 

Vista la Ley núm. 25 de 1991, modificada por la Ley núm. 156 
de 1997 y los artículos 1, 20 y 65 de la Ley sobre Procedimiento 
de Casación;

Visto el auto dictado 25 de febrero de 2009, por el magistrado 
Rafael Luciano Pichardo, Presidente de la Cámara Civil de la 
Suprema Corte de Justicia, por medio del cual se llama a sí mismo 
y a los magistrados Eglys Margarita Esmurdoc, Margarita A. 
Tavares, Ana Rosa Bergés Dreyfous y José E. Hernández Machado, 
jueces de esta cámara, para integrar la misma en la deliberación y 
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fallo del recurso de casación de que se trata, de conformidad con 
las Leyes núms. 684 de 1934 y 926 de 1935; 

La CORTE, en audiencia pública del 7 de septiembre de 1988, 
estando presentes los jueces Néstor Contín Aybar, Fernando E. 
Ravelo de la Fuente, Leonte R. Alburquerque Castillo, Máximo 
Puello Renville, Abelardo Herrera Piña, Octavio Piña Váldez y 
Rafael Richiez Saviñón, asistidos del Secretario General, y después 
de haber deliberado los jueces signatarios de este fallo;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los documentos 
a que ella se refiere, consta: a) que con motivo de una demanda 
en desalojo incoada por Servicios Económicos y Financieros, 
S.A. (Serecofisa) contra Alfredo Freddy Jabes, el Juzgado de Paz 
de la Primera Circunscripción del Distrito Nacional dictó el 20 de 
diciembre de 1985, la sentencia cuyo dispositivo es el siguiente: 
“Primero: Rechaza la solicitud de reapertura de debates solicitada 
por el señor Alfredo (Freddy) Jabes, por improcedente e infundada 
en derecho; Segundo: Se condena al señor Alfredo (Freddy) Jabes, 
a pagarle a Servicios Económicos y Financieros, S.A., la suma 
de mil pesos oro (RD$1,000.00) que le adeuda por concepto de 
alquileres vencidos y dejados de pagar de las casas núms. 1002 y 
1004 de la autopista 30 de mayo, de esta ciudad, correspondientes 
al mes de febrero de 1985, más los días transcurridos a partir de 
esa fecha; Tercero: Se condena al señor Alfredo (Freddy) Jabes, 
al pago de los intereses legales sobre la suma adeudada; Cuarto: 
Se declara rescindido el contrato de inquilinato intervenido entre 
Alfredo (Freddy) Jabes y Servicios Económicos y Financieros, S.A.; 
Quinto: Se ordena el desalojo inmediato de Alfredo (Freddy) Jabes 
o de cualquier persona que ocupe las referidas viviendas, a cualquier 
título, objeto de la presente demanda; Sexto: Se condena al Sr. 
Alfredo (Freddy) Jabes al pago de las costas, con distracción de las 
mismas en provecho del Licdo. Fabio Fiallo Cáceres y Dr. Marcio 
Mejía Ricart G.; Séptimo: Se ordena la ejecución provisional y 
sin fianza de la presente sentencia, no obstante cualquier recurso 
que se interponga contra ella; Octavo: Se comisiona al ministerial 
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Freddy Antonio Hernández González, Alguacil Ordinario de la 
Séptima Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Nacional, para la notificación de la presente sentencia”; b) que sobre 
el recurso de apelación interpuesto intervino la sentencia ahora 
impugnada con el siguiente dispositivo: “Primero: Declara bueno 
y válido el presente recurso de apelación por ser regular en la forma 
y válido en el fondo, y en consecuencia, revoca en todas sus partes 
la sentencia recurrida; Segundo: Declara que el Juzgado de Paz de 
la Primera Circunscripción del Distrito Nacional, era incompetente 
para conocer de ésta demanda, ya que de la misma se encuentra 
apoderada el Tribunal de Tierras y por vía de consecuencia ésta 
Jurisdicción es también incompetente, ya que la litis sobre terrenos 
registrados son de la exclusiva competencia del Tribunal de Tierras; 
Tercero: Condena al demandado al pago de las costas”;

Considerando, que la recurrente propone en apoyo en su 
recurso, los siguientes medios de casación: “Primer Medio: 
Desnaturalización del objeto de la demanda y los hechos planteados 
por Servicios Económicos y Financieros, S. A. (Serecofisa) contra 
el señor Alfredo Freddy Jabes; Segundo Medio: Exceso de poder 
por un fallo del tribunal de alzada resuelve dos situaciones jurídicas 
diferentes. Fallo extra petita. Revoca una decisión sobre una acción 
posesoria que se refiere a dos inmuebles alquilados, pronunciando 
su incompetencia porque una de las dos propiedades fue objeto 
de una acción petitoria y reenvía al tribunal de tierras una acción 
posesoria en materia de alquileres, bajo el criterio de que otro 
inmueble al que se refiere la misma sentencia ha sido objeto de 
una acción petitoria. La sentencia envía la litis al tribunal de tierras 
para que decida sobre una simple demanda en rescisión de un 
contrato de alquileres no pagados; Tercer Medio: Violación del 
artículo primero párrafo segundo del Código de Procedimiento 
Civil; Cuarto Medio: Violación de los artículos 6 y 8 de la Ley 
834 del 15 de julio de 1978; Quinto Medio: Violación de los 
artículos 25 y 27 del Código de Procedimiento Civil”;
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Considerando que la recurrente sustenta en su tercer medio de 
casación, que en aplicación del párrafo 2 del artículo 1 del Código 
de Procedimiento Civil, la demanda en resciliación de contrato, 
cobro de alquileres y desalojo es competencia del Juzgado de Paz 
para conocer en primer grado y del Tribunal de Primera Instancia 
en apelación , por lo que la sentencia impugnada desnaturaliza 
la demanda en resciliación de contrato, cobro de alquileres y 
desalojo al desconocer su propia competencia y enviarla a una 
jurisdicción extraña; 

Considerando, que el artículo 1, párrafo 2, del Código de 
Procedimiento Civil (modificado por la ley 845 del 15 de julio de 
1978), relativo a la competencia de los Jueces de Paz, establece 
lo siguiente: “Conocen sin apelación, hasta la suma de tres 
mil pesos y a cargo de apelación por cualquier cuantía a que 
se eleve la demanda, de las acciones sobre pago de alquileres 
o arrendamientos, de los desahucios, de las demandas sobre 
rescisión de contratos de arrendamientos fundadas únicamente 
en la falta de pago de los alquileres o arrendamientos”;

Considerando, que la recurrente en su tercer medio de 
casación alegó violación del artículo 1, párrafo 2, del Código de 
Procedimiento Civil, pero lo desarrolla con motivos en su mayoría 
erróneos y contrarios a los correctos, toda vez que sustenta que 
el tribunal de Primera Instancia era competente para conocer del 
recurso de apelación interpuesto contra la sentencia de desalojo; 

Considerando, que en la especie la sentencia que fue recurrida 
en apelación trata sobre una demanda en resciliación de contrato, 
cobro de alquileres vencidos y desalojo, demanda ésta cuya 
cuantía como se ha visto era por mil pesos oro (RD$1,000.00) la 
cual conforme al referido párrafo 2 del artículo 1 del Código de 
Procedimiento Civil, no es susceptible de apelación puesto que 
no excedía de la cantidad de tres mil pesos; que ésta disposición 
de orden público instituye una regla de procedimiento que tiende 
a impedir que los procesos de tan ínfima cuantía se extiendan 
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u ocasionen gastos excesivos en detrimento del interés de las 
partes; que, al ser condenado el demandado al pago de la suma de 
mil pesos por concepto de alquileres vencidos, dicho recurso de 
apelación resultaba inadmisible, medio que esta Suprema Corte 
de Justicia suple de oficio, por lo que procede casar la sentencia 
recurrida por vía de supresión y sin envío por no quedar cosa 
alguna por juzgar;

Considerando, que procede compensar las costas por tratarse 
de un medio suplido de oficio.

Por tales motivos: Primero: Casa la sentencia dictada por 
la Cámara Civil y Comercial de la Primera Circunscripción del 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional el 4 de 
septiembre de 1987, cuyo dispositivo figura copiado en otro lugar 
del presente fallo, por vía de supresión y sin envío por no quedar 
cosa alguna por juzgar; Segundo: Compensa las costas.

Así ha sido hecho y juzgado por la Cámara Civil de la Suprema 
Corte de Justicia, y la sentencia pronunciada por la misma en la 
ciudad de Santo Domingo de Guzmán, en su audiencia pública 
del 18 de marzo de 2009, años 166º de la Independencia y 146º 
de la Restauración.

Firmado: Rafael Luciano Pichardo, Eglys Margarita Esmurdoc, 
Margarita A. Tavares, Ana Rosa Bergés Dreyfous y José E. 
Hernández Machado. Grimilda Acosta, Secretaria General.

La presente sentencia ha sido dada, firmada y pronunciada por 
los señores Jueces que figuran al pie, en la audiencia pública del 
día, mes y año en ella expresados, y fue firmada, leída y publicada 
por mí, Secretaria General, que certifico.
www.suprema.gov.do
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SENTENCIA DEL 18 DE MARZO DE 2009, NÚM. 43
Sentencia impugnada:	 Corte de Apelación de Santiago, del 11 de 

mayo de 1989.
Materia:	 Civil.
Recurrente:	 Boanerges Antonio Taveras.
Abogados:	 Dres. Julio César Arias Mota y Héctor 

Grullón Moronta.
Recurrida:	 Luis Abreu Sosa.
Abogado:	 Lic. J. Gabriel Rodríguez.

CÁMARA CIVIL

Casa

Audiencia pública del 18 de marzo de 2009.
Preside: Rafael Luciano Pichardo.

 
Dios, Patria y Libertad

En Nombre de la República, la Cámara Civil de la Suprema 
Corte de Justicia, actuando como Corte de Casación, dicta en 
audiencia pública la sentencia siguiente: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por el señor Boanerges 
Antonio Taveras, dominicano, mayor de edad, portador de la 
cédula de identificación personal núm. 12628 serie 35, domiciliado 
y residente en la ciudad de Santiago, contra la sentencia dictada 
por la Corte de Apelación de Santiago el 11 de mayo de 1989, 
cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído en la lectura de sus conclusiones al Dr. Héctor Grullón, 
actuando por sí y por el Dr. Julio César Arias Mota, abogados del 
recurrente, Boanerges Antonio Taveras; 



460	 Boletín Judicial 1180

Oído en la lectura de sus conclusiones al Dr. J. Gabriel 
Rodríguez, abogado del recurrido, señor Luis Abreu Sosa; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la 
República;

Visto el memorial de casación depositado en la Secretaría 
General de la Suprema Corte de Justicia el 10 de julio de 1989, 
suscrito por los Dres. Julio César Arias Mota y Héctor Grullón 
Moronta, abogados de la parte recurrente, en el cual se invocan 
los medios de casación que se indican más adelante;

Visto el memorial de defensa depositado en la Secretaría 
General de la Suprema Corte de Justicia el 17 de julio de 1989, 
suscrito por el Licdo. J. Gabriel Rodríguez, abogado de la parte 
recurrida, Luis Abreu Sosa; 

Vista la Ley núm. 25 de 1991, modificada por la Ley núm. 156 
de 1997 y los artículos 1, 20 y 65 de la Ley sobre Procedimiento 
de Casación;

Visto el auto dictado 25 de febrero de 2009, por el magistrado 
Rafael Luciano Pichardo, Presidente de la Cámara Civil de la 
Suprema Corte de Justicia, por medio del cual se llama a sí mismo 
y a los magistrados Eglys Margarita Esmurdoc, Margarita A. 
Tavares, Ana Rosa Bergés Dreyfous y José E. Hernández Machado, 
jueces de esta cámara, para integrar la misma en la deliberación y 
fallo del recurso de casación de que se trata, de conformidad con 
las Leyes núms. 684 de 1934 y 926 de 1935; 

La CORTE, en audiencia pública del 7 de febrero de 1990, 
estando presentes los jueces Néstor Contín Aybar, Fernando E. 
Ravelo de la Fuente, Leonte R. Alburquerque Castillo, Máximo 
Puello Renville, Abelardo Herrera Piña, Octavio Piña Váldez, 
Federico Natalio Cuello López y Rafael Richiez Saviñón, asistidos 
del Secretario General, y después de haber deliberado los jueces 
signatarios de este fallo;
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Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo de 
una demanda en cobro de pesos y validez de embargo, incoada 
Luis Abreu Sosa contra Boanerges Antonio Taveras, la Cámara 
Civil, Comercial y de Trabajo de la Segunda Circunscripción del 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Santiago 
dictó el 27 de noviembre de 1987, la sentencia cuyo dispositivo es 
el siguiente: “Primero: condena como al efecto condena al señor 
Boanerges Antonio Taveras al pago de la suma de RD$30,000.00, 
en provecho del señor Luis Abreu Sosa, más los intereses legales 
de dicha suma a partir de la demanda en justicia; Segundo: 
condena como al efecto condena al señor Boanerges Antonio 
Taveras al pago de un astreinte de RD$100.00, hasta la total 
ejecución de la sentencia; Tercero: declara como al efecto declara 
bueno y válido el embargo conservatorio trabado sobre los bienes 
muebles del señor Boanerges Antonio Taveras y convertido 
de pleno derecho en embargo ejecutivo y que a instancia, 
persecución y diligencia del señor Luis Abreu Sosa, se proceda a 
la venta en pública subasta al mejor postor y último subastador 
de dichos bienes mediante las formalidades establecidas por la 
ley, sin necesidad de nueva acta de embargo; Cuarto: condena 
como al efecto condena al señor Boanerges Antonio Taveras al 
pago de las costas del procedimiento, ordenando su distracción 
en provecho del Licdo. J. Gabriel Rodríguez, quien afirma estarlas 
avanzando en su totalidad”; b) que sobre el recurso de apelación 
interpuesto intervino, la sentencia ahora impugnada en casación, 
cuyo dispositivo es el siguiente: “Primero: En cuanto a la forma 
se declara regular y válido el recurso de apelación interpuesto por 
el señor Boanerges Antonio Taveras Collado, contra la sentencia 
civil No. 3068 de fecha 27 de noviembre del año 1987, dictada 
por la Cámara Civil, Comercial y de Trabajo de la Segunda 
Circunscripción del Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de Santiago, por haber sido incoado en tiempo hábil y de 
acuerdo con las normas legales vigentes; Segundo: Modifica el 
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ordinal segundo de la sentencia recurrida, en el sentido de reducir 
de cien pesos oro (RD$100.00) a veinte pesos oro (RD$20.00), 
la condena impuesta al nombrado Boanerges Antonio Taveras, 
por concepto de un astreinte diario, hasta la total ejecución de 
la sentencia; Tercero: Se confirma la sentencia recurrida en sus 
demás aspectos; Cuarto: Se condena al señor Boanerges Antonio 
Taveras, al pago de las costas del procedimiento, ordenando su 
distracción en provecho del Licdo. J. Gabriel Rodríguez, abogado, 
quien afirma estarlas avanzando en su totalidad”; 

Considerando, que en su memorial la parte recurrente propone 
los siguientes medios de casación: “Primer Medio: Falta de 
base legal. Violación al artículo 1999 del Código Civil; Segundo 
Medio: Violación al artículo 48 del Código de Procedimiento 
Civil; Tercer Medio: Violación a la ley 91 sobre Colegiación de 
Abogados; Cuarto Medio: El astreinte, falta de justificación o 
procedencia; 

Considerando, que en la segunda parte del primer medio 
propuesto, el cual se examina en primer término por convenir 
a la solución del caso, el recurrente alega en síntesis, que el 3 de 
febrero de 1987 suscribió con el recurrido un contrato mediante 
el cual el recurrido en su condición de mandatario se encargaría 
de obtener el desalojo del señor Bartolomé Deschamps quien 
ocupaba en calidad de inquilino un inmueble propiedad del 
recurrente; que luego de constatar diversas faltas en que incurrió 
el recurrido en el ejercicio de su mandato, tales como, contratar 
los servicios de una oficina de abogados para obtener el desalojo 
y/o desahucio del inquilino, así como alegar ante el Control de 
Alquileres de Casas y Desahucios como fundamento del desalojo 
que el propietario ocuparía el mismo durante dos años por los 
menos, cuando ninguna de dichas actuaciones fue contemplada en 
el documento suscrito entre ellos, sobre todo, porque el recurrido 
le vendió la imagen de que era abogado, procedió a notificarle su 
interés en revocar el mandato que le fue otorgado, ofreciéndole 
pagar los gastos en que haya incurrido durante el ejercicio del 
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mismo; que la revocación del mandato se produjo antes de que 
el recurrido concluyera con el mandato que le fue dado y luego 
de dicha revocación el recurrente obtuvo mediante acuerdo 
amigable el desalojo del inquilino del inmueble; que incurre el 
fallo cuestionado en una evidente falta de base legal, toda vez 
que, la Corte a-qua no ponderó en ninguna parte de su sentencia 
los alegatos por él presentados referentes a las faltas cometidas 
por el mandatario en el ejercicio de su mandato y que ocasionó 
que le fuera revocado éste, debiendo observar en ese sentido la 
Jurisdicción a-qua las disposiciones previstas por el artículo 1999 
del Código Civil; 

Considerando, que del examen de la sentencia recurrida y de 
los documentos a que ella se refiere esta Suprema Corte de Justicia 
ha podido verificar, que en fecha 3 de febrero de 1987 intervino 
entre las partes un acto denominado “poder, autorización y/o 
contrato”, mediante el cual el recurrente otorgó poder y/o 
autorización al recurrido para que iniciara un procedimiento de 
desahucio y/o desalojo contra el señor Bartolomé Deschamps, 
quien ocupaba en calidad de inquilino un inmueble propiedad 
del recurrente; que en dicho documento se hizo constar que el 
poderdante pagaría por concepto de honorarios y emolumentos 
la suma de RD$ 30,000.00 al apoderado por sus diligencias, sin 
afectar dicha suma los gastos procedimentales en el caso de una 
litis judicial; que también se hizo constar en dicho documento “ 
que en caso de transacción amistosa o entrega voluntaria por parte 
del ocupante del inmueble, el poderdante pagará al apoderado la 
suma convenida anteriormente sin rebaja ni reserva alguna”; que 
en fecha 16 de junio de 1987 el recurrente le notificó al recurrido 
la revocación del mandato alegando faltas cometidas por éste en 
el cumplimiento del mismo; que el recurrido a su vez, le notificó 
una intimación de pago tendente a que éste le pagara la suma 
consignada en el documento suscrito por ambos, ascendente 
a la suma de RD$30,000.00, procediendo luego, sustentado en 
dicho documento a solicitar autorización para trabar embargo 
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conservatorio en perjuicio del recurrente; que prevaleciéndose 
de la autorización dictada al efecto por el tribunal apoderado, 
trabó un embargo conservatorio y posteriormente, demandó en 
cobro de pesos y validez del embargado trabado en perjuicio del 
recurrente; que la jurisdicción de primer grado acogió la referida 
demanda y en ocasión del recurso de apelación interpuesto 
contra dicha decisión intervino la sentencia ahora impugnada en 
casación; 

Considerando, que la Corte a-qua para justificar la decisión 
adoptada, consideró “que independientemente de la revocación 
del mandato o independientemente de la entrega voluntaria o 
de la entrega mediante acuerdo con el inquilino, el poderdante 
Boanerges Antonio Taveras Collado está en la obligación de 
pagarle al señor Abreu Sosa la suma de RD$ 30,000.00, descritas 
en el poder, ya que este tribunal considera que la cláusulas 
contenidas en el mismo son claras y precisas; que, continua 
expresando la Corte a-qua“, cuando una remuneración ha sido 
estipulada para la ejecución de un mandato por un agente de 
negocio, principalmente al efecto de servir de intermediario para 
la adquisición de un oficio ministerial como en la especie, los 
tribunales no tienen el derecho de reducir esta remuneración ya 
que la “convención hace ley entre las partes”; 

Considerando, que a juicio de la jurisdicción a-qua los acuerdos 
concertados son ley entre quienes los han suscrito, no pudiendo 
ser revocado, ni modificado lo allí pactado; que la Corte a-qua 
fundamentó su decisión limitándose indicar las disposiciones 
establecidas en la parte principal del artículo 1134 del Código 
Civil relativo a la validez de las convenciones, que dispone “las 
convenciones legalmente formadas tienen fuerza de ley para 
aquellos que las han hecho”; que no obstante, omitió la jurisdicción 
a-qua el párrafo de dicho artículo que dispone “las mismas no 
pueden ser revocadas, sino por su mutuo consentimiento, o por 
las causas que estén autorizadas por la ley”; 
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Considerando, que al no ser revocado el mandato por 
mutuo acuerdo entre las partes, sino de manera unilateral por el 
recurrente, debió examinar la Corte de a-qua si esa revocación 
se enmarcaba dentro de las disposiciones de los artículos 1984 
y siguientes del Código Civil referentes al mandato, que regulan 
el contrato, poder y /o autorización intervenido entre las partes, 
determinar las obligaciones que en ese sentido fueron pactadas 
y las causas que originaron la revocación del mismo; que en ese 
sentido, la jurisdicción a-qua debió ponderar los alegatos vertidos 
por el recurrente en ocasión del recurso de apelación, relativos 
a la alegada falta incurrida por el recurrido en el ejercicio de su 
mandato, sobre todo cuando los mismos fueron la única causa 
que sustentó su recurso ante la jurisdicción a-qua; 

Considerando, que en mérito a los agravios expuestos en el 
primer medio formulado por el recurrente, esta Corte de Casación 
ha podido comprobar que, en efecto, la sentencia cuestionada 
adolece de una evidente falta de base legal en relación con los 
hechos capitales de la controversia judicial de que se trata, indicados 
precedentemente, habida cuenta de la incompleta exposición de 
tales hechos; que, en tales condiciones, resulta evidente que el 
motivo dado por la Corte a-qua para justificar su decisión, a saber 
“que la convención hace ley entre las partes”, ha sido concebida 
en términos muy generales e imprecisos, sin suministrar una 
motivación apropiada y suficiente para fundamentar su fallo, en 
desconocimiento a las disposiciones del artículo 141 del Código 
de Procedimiento Civil; que, en tales condiciones, la Suprema 
Corte de Justicia no puede ejercer su poder de control casacional, 
por lo cual se ha incurrido en la especie, tal como alega la parte 
recurrente, en el vicio de falta de base legal; que, por lo tanto, la 
sentencia impugnada debe ser casada.

Por tales motivos: Primero: Casa la sentencia dictada por la 
Corte de Apelación del Departamento Judicial de Santiago el 11 
de mayo del 1985, cuyo dispositivo se copia en parte anterior 
del presente fallo y envía el asunto por ante la Cámara Civil y 
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Comercial de la Corte de Apelación del Distrito Judicial de la 
Vega, en las mismas atribuciones; Segundo: Condena a la parte 
recurrida al pago de las costas del procedimiento, con distracción 
de las mismas en favor de los Dres. Julio César Arias Mota y 
Héctor Grullón Moronta, abogados de la parte recurrente quienes 
afirman haberlas avanzado en su totalidad. 

Así ha sido hecho y juzgado por la Cámara Civil de la Suprema 
Corte de Justicia, y la sentencia pronunciada por la misma en la 
ciudad de Santo Domingo de Guzmán, en su audiencia pública 
del 18 de marzo de 2009, años 166º de la Independencia y 146º 
de la Restauración.

Firmado: Rafael Luciano Pichardo, Eglys Margarita Esmurdoc, 
Margarita A. Tavares, Ana Rosa Bergés Dreyfous y José E. 
Hernández Machado. Grimilda Acosta, Secretaria General.

La presente sentencia ha sido dada, firmada y pronunciada por 
los señores Jueces que figuran al pie, en la audiencia pública del 
día, mes y año en ella expresados, y fue firmada, leída y publicada 
por mí, Secretaria General, que certifico.
www.suprema.gov.do
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SENTENCIA DEL 18 DE MARZO DE 2009, NÚM. 44
Sentencia impugnada:	 Corte de Apelación de La Vega, del 23 de 

diciembre de 1987.
Materia:	 Civil.
Recurrente:	 Lucía Salcedo de Guzmán.
Abogado:	 Dr. Roberto Augusto Abreu Ramírez.
Recurrido:	 Ramón R. Rodríguez R.
Abogado:	 Dr. Artagñán Pérez Méndez.

CÁMARA CIVIL

Inadmisible 

Audiencia pública del 18 de marzo de 2009.
Preside: Rafael Luciano Pichardo.

 
Dios, Patria y Libertad

En Nombre de la República, la Cámara Civil de la Suprema 
Corte de Justicia, actuando como Corte de Casación, dicta en 
audiencia pública la sentencia siguiente: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Lucía Salcedo 
de Guzmán, dominicana, mayor de edad, portadora de la cédula 
de identificación personal núm. 46881, serie 54, domiciliada 
y residente en la ciudad de Moca, provincia Espaillat, contra la 
sentencia dictada por el presidente de la Corte de Apelación de 
La Vega, el 23 de diciembre de 1987, cuyo dispositivo se copia 
más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído en la lectura de sus conclusiones al Dr. Conrado Bello 
Matos, en representación del Dr. Artagñán Pérez Méndez, 
abogado del recurrido, Ramón R. Rodríguez;
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Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la 
República; 

Visto el memorial de casación depositado en la Secretaría 
General de la Suprema Corte de Justicia el 1 de febrero de 1988, 
suscrito por el Dr. Roberto Augusto Abreu Ramírez, abogado del 
recurrente, en el cual se invocan los medios de casación que se 
indican más adelante;

Visto el memorial de defensa depositado en la Secretaría 
General de la Suprema Corte de Justicia el 15 de febrero de 
1988, suscrito por el Dr. Artagñán Pérez Méndez, abogado del 
recurrido, Ramón R. Rodríguez R.;

Vista la Ley núm. 25 de 1991, modificada por la Ley núm. 156 
de 1997 y los artículos 1, 5 y 65 de la Ley sobre Procedimiento 
de Casación;

Visto el auto dictado el 3 de marzo de 2009, por el magistrado 
Rafael Luciano Pichardo, Presidente de la Cámara Civil de la 
Suprema Corte de Justicia, por medio del cual se llama a sí mismo 
y a los magistrados Eglys Margarita Esmurdoc, Margarita A. 
Tavares, Ana Rosa Bergés Dreyfous y José E. Hernández Machado, 
jueces de esta cámara, para integrar la misma en la deliberación y 
fallo del recurso de casación de que se trata, de conformidad con 
las Leyes núms. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La CORTE, en audiencia pública del 18 de enero de 1989, 
estando presente los Jueces, Néstor Contín Aybar, Fernando E. 
Ravelo de la Fuente, Leonte R. Alburquerque Castillo, Máximo 
Puello Renville, Abelardo Herrera Piña, Octavio Piña Valdez, 
Federico Natalio Cuello López y Rafael Richiez Saviñón, asistidos 
del Secretario General de la Suprema Corte de Justicia, y después 
de haber deliberado los jueces signatarios de este fallo;

Considerando, que la sentencia impugnada y la documentación 
a que ella se refiere, ponen de manifiesto que, en ocasión de una 
demanda civil en cobro (sic) de daños y perjuicios, incoada por 
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Lucía Salcedo de Guzmán contra Ramón Reinaldo Rodríguez, 
la Cámara Civil, Comercial y de Trabajo del Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Judicial de Espaillat, dictó el 17 de julio de 
1987 una sentencia con el dispositivo siguiente: “Primero: Ratifica 
el defecto pronunciado en audiencia en contra del demandado 
señor Ramón Reinaldo Rodríguez, por su no comparecencia ante 
este Tribunal, a pesar de haber sido legalmente citado y emplazado; 
Segundo: Acoge en todas sus partes las conclusiones presentadas 
en audiencia por la demandante señora Lucía Salcedo de Guzmán, 
por ser justas y reposar en pruebas legales, y en consecuencia 
condena al señor Ramón Reinaldo Rodríguez, al pago de inmediato 
en favor de la señora Lucía Salcedo de Guzmán de la suma de 
RD$100,000.00 (Cien Mil Pesos Oro), como justa reparación por 
los daños morales y materiales sufridos por ella con los hechos 
del demandado; Tercero: Condena al demandado al pago de los 
intereses legales de la suma descrita en el considerando anterior, 
a partir de la fecha de la demanda en justicia; Cuarto: Condena 
al demandado al pago de un astreinte de mil pesos oro diario, en 
favor de la demandante, por cada día de retardo en la ejecución de 
la presente sentencia; Quinto: Ordena la ejecución de la presente 
sentencia no obstante cualquier recurso que se interponga contra 
la misma; Sexto: Condena al demandado al pago de las costas 
del procedimiento, ordenando la distracción de las mismas en 
provecho del abogado de la parte demandante, quien afirma 
estarlas avanzando en su mayor parte; Séptimo: Comisiona 
para ejecutar la presente sentencia al ministerial Manuel Emilio 
Soriano Fernández, alguacil ordinario de la Corte de Apelación 
del Departamento de La Vega”; que mediante recurso de 
apelación interpuesta la Corte a-qua dictó el auto de fecha 23 de 
diciembre del 1987, ahora atacado, cuyo dispositivo reza de la 
manera siguiente: “Primero: Declara regular en la forma y válido 
en el fondo, la presente demanda en referimiento, por ante el 
Presidente de la Corte de Apelación del Departamento Judicial de 
La Vega, por estar la misma ajustada a la ley; Segundo: Ordena 
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la suspensión de la ejecución provisional de la sentencia civil 
marcada con el No.200 de fecha 17 de julio de 1987, dictada por 
la Cámara Civil, Comercial y de Trabajo del Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Judicial de Espaillat, cuyo dispositivo se 
transcribe en otro lugar del presente auto; Tercero: Ordena la 
ejecución sobre minuta y sin necesidad de registro previo del 
presente Auto y no obstante cualquier recurso; Cuarto: Condena 
a la parte demandada Lucía Salcedo de Guzmán, al pago de las 
costas del presente procedimiento, tanto por las causadas por 
la instrucción del fondo del mismo, como por el incidente que 
rechazó la comparecencia de las partes”;

Considerando, que la parte recurrente plantea como soporte 
de su recurso los siguientes medios de casación: Primer Medio: 
Violación a los artículos: 8 letra (j) de la vigente Constitución; 
87 del Código de Procedimiento Civil Dominicano; 17 de la Ley 
821-1927 modificada y 101 de la ley 834-1978 que modificó el 
Código de Procedimiento Civil Dominicano; Segundo Medio: 
Violación al derecho de defensa; Tercer Medio: Falta de base 
legal; Cuarto Medio: Violación al artículo 137 Ley No. 834-
1978 que modificó el Código Procedimiento Civil Dominicano; 
Quinto Medio: Evidente desnaturalización de los hecho; 

Considerando, que del estudio del presente expediente esta 
Suprema Corte de Justicia, como Corte de Casación, ha podido 
constatar que del auto contra el cual ha sido interpuesto el 
presente recurso de casación, no se encuentra depositada una 
copia auténtica, sino una copia simple, lo cual es no admisible, en 
principio, como medio de prueba; que aunque sí reposa certificada 
una copia del acta de audiencia, en la misma consta solamente el 
dispositivo del citado auto impugnado, lo cual impide a esta Corte 
ejercer su control casacional respecto a los medio planteados por 
la hoy recurrente en el cuerpo de ente, por lo que procede que 
dicho recurso sea declarado inadmisible, de oficio;
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Considerando, que cuando el recurso de casación es decidido 
por un medio suplido de oficio por la Suprema Corte de Justicia, 
como ocurre en el presente caso, el numeral 2, del artículo 65 de 
la Ley sobre Procedimiento de Casación dispone que las costas 
pueden ser compensadas.

Por tales motivos: Primero: Declara inadmisible el recurso de 
casación interpuesto por Lucía Salcedo de Guzmán contra el auto 
dictado el 23 de diciembre de 1987, por el presidente de la Corte 
de Apelación de La Vega, cuyo dispositivo figura en parte anterior 
de este fallo; Segundo: Compensa las costas.

Así ha sido hecho y juzgado por la Cámara Civil de la Suprema 
Corte de Justicia, y la sentencia pronunciada por la misma en la 
ciudad de Santo Domingo de Guzmán, en su audiencia pública 
del 18 de marzo de 2009, años 166º de la Independencia y 146º 
de la Restauración.

Firmado: Rafael Luciano Pichardo, Eglys Margarita Esmurdoc, 
Margarita A. Tavares, Ana Rosa Bergés Dreyfous y José E. 
Hernández Machado. Grimilda Acosta, Secretaria General.

La presente sentencia ha sido dada, firmada y pronunciada por 
los señores Jueces que figuran al pie, en la audiencia pública del 
día, mes y año en ella expresados, y fue firmada, leída y publicada 
por mí, Secretaria General, que certifico.
www.suprema.gov.do



SENTENCIA DEL 18 DE MARZO DE 2009, NÚM. 45
Sentencia impugnada:	 Cámara Civil y Comercial de la Corte de 

Apelación de Santo Domingo, del 24 de 
abril de 1986.

Materia:	 Civil.
Recurrentes:	 E. León Jiménez, C. por A. y compartes.
Abogado:	 Dr. Servio A. Pérez Perdomo.
Recurridos:	 Fausto Caonabo Rodríguez y Ana Victoria 

Rodríguez.
Abogado:	 Dr. Lorenzo E. Raposo Jiménez.

CÁMARA CIVIL

Rechaza/Casa

Audiencia pública del 18 de marzo de 2009.
Preside: Rafael Luciano Pichardo.

 
Dios, Patria y Libertad

En Nombre de la República, la Cámara Civil de la Suprema 
Corte de Justicia, actuando como Corte de Casación, dicta en 
audiencia pública la sentencia siguiente: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por E. León Jiménez, 
C. por A., compañía organizada de conformidad con las leyes de 
la República Dominicana, con domicilio y asiento principal en la 
ciudad de Santiago de los Caballeros y sucursal en esta ciudad en la 
avenida John F. Kennedy, edificio E. León Jiménez, quinta planta, 
debidamente representada por su Vicepresidente José A. León, 
dominicano, mayor de edad, casado, comerciante, domiciliado y 
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residente en esta ciudad, portador de la cédula de identificación 
personal núm. 46475 serie 31 y la señora Trini Martínez Vda. 
Nouel ó Ana Rosa Trinidad de la Altagracia Martínez Vda. Nouel, 
quien actúa por sí y en representación de sus hijos menores Juan 
Antonio, Pavel Alfredo y Jonhattan Ernesto, dominicana, mayor 
de edad, titular de la cédula de identificación personal núm.59556 
serie 31, ama de casa, domiciliada y residente en la casa núm. 
14 de la avenida séptima del Ensanche Los Jardines del Sur, de 
esta ciudad, contra la sentencia dictada por la Cámara Civil y 
Comercial de la Corte de Apelación de Santo Domingo el 24 de 
abril de 1986, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído en la lectura de sus conclusiones el Dr. Servio Pérez 
Perdomo, por sí y por el Dr. Vicente Pérez Perdomo, abogados 
de la parte recurrente, E. León Jiménez C. por A y de la señora 
Trini Martínez Vda. Nouel o Ana Rosa Trinidad de la Altagracia 
Martínez Vda. Nouel, quien actúa por sí y en representación de sus 
hijos menores de edad Juan Antonio, Pavel Alfredo y Jonhattan 
Ernesto; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la 
República;

Visto el memorial de casación depositado en la Secretaría 
General de la Suprema Corte de Justicia el 26 de junio de 1986, 
suscrito por el Dr. Servio A. Pérez Perdomo, abogado de la parte 
recurrente, en el cual se invocan los medios de casación que se 
indican más adelante;

Visto el memorial de defensa depositado en la Secretaría 
General de la Suprema Corte de Justicia el 9 de julio de 1986, 
suscrito por el Dr. Lorenzo E. Raposo Jiménez, abogado de 
la parte recurrida, Fausto Caonabo Rodríguez y Ana Victoria 
Rodríguez; 
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Vista la Ley núm. 25 de 1991, modificada por la Ley núm. 156 
de 1997 y los artículos 1, 20 y 65 de la Ley sobre Procedimiento 
de Casación;

Visto el auto dictado el 25 de febrero de 2009, por el magistrado 
Rafael Luciano Pichardo, Presidente de la Cámara Civil de la 
Suprema Corte de Justicia, por medio del cual se llama a sí mismo 
y a los magistrados Eglys Margarita Esmurdoc, Margarita A. 
Tavares, Ana Rosa Bergés Dreyfous y José E. Hernández Machado, 
jueces de esta cámara, para integrar la misma en la deliberación y 
fallo del recurso de casación de que se trata, de conformidad con 
las Leyes núms. 684 de 1934 y 926 de 1935; 

La CORTE, en audiencia pública del 27 de enero de 1986, 
estando presentes los jueces Néstor Contín Aybar, Fernando E. 
Ravelo de la Fuente, Leonte R. Alburquerque Castillo, Máximo 
Puello Renville, Abelardo Herrera Piña, Octavio Piña Váldez y 
Rafael Richiez Saviñón, asistidos del Secretario General, y después 
de haber deliberado los jueces signatarios de este fallo;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los documentos 
a que ella hace referencia, consta: a) que con motivo de una demanda 
en daños y perjuicios, incoada por Fausto Caonabo Rodríguez y 
Ana Victoria Rodríguez contra la empresa E. León Jiménez, C. 
por A, la compañía Nacional de Seguros, C.por.A y la señora Trini 
Martínez, actuando por sí y en representación de sus hijos menores 
Juan Antonio, Pavel Alfredo y Jonhattan Ernesto Nouel Martínez, 
la Cámara Civil y Comercial de la Primera Circunscripción del 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, dictó el 23 
de marzo de 1985, la sentencia cuyo dispositivo es el siguiente: 
“Primero: Rechaza las conclusiones presentadas en audiencia por 
la parte demandada Trini Martínez Vda. Nouel y sus hijos Pavel 
Alfredo, Juan Antonio y Jonhattan Ernesto Nouel Martínez por 
improcedentes y mal fundadas; Segundo: Acoge parcialmente 
las conclusiones presentadas en audiencia por Fausto Caonabo 
Rodríguez y Ana Victoria Rodríguez, y en consecuencia condena 
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conjunta y solidariamente a Trini Martínez Vda. Nouel y sus hijos 
Pavel Alfredo, Juan Antonio y Jonhattan Ernesto Nouel Martínez, 
continuadores jurídicos del fenecido Juan A. Nouel Cruz, y a la 
empresa E. León Jiménez, C. por A., partes demandadas a pagarles 
a cada uno de dichos demandantes, la suma de: a) RD30,000.00 
(treinta mil pesos oro) por los daños y perjuicios a título de 
indemnización a causa de la muerte de Francisca Javiela Rodríguez, 
por accidente automovilístico; b) los intereses legales a partir de la 
fecha del hecho generador de los daños y a título de indemnización 
suplementaria; Tercero: Condena a la E. León Jiménez, C. por A. y 
Trini Martínez Vda. Nouel y sus hijos Pavel Alfredo, Juan Antonio 
y Jonhattan Ernesto Nouel Martínez, en su expresada calidad, al 
pago de las costas del procedimiento, ordenando su distracción 
en provecho del Dr. Lorenzo E. Raposo Jiménez, quien afirmó 
haberlas avanzado en su totalidad; Cuarto: Declara no oponible 
la presente sentencia a la Compañía Nacional de Seguros, C. por 
A., por prescripción de la acción ejercida en su contra, y condena 
por esta razón a los demandantes Fausto Caonabo Rodríguez al 
pago de las costas con distracción a favor del Dr. Francisco Álvarez 
Valencia, quien afirma haberlas avanzado en su totalidad”; que sobre 
el recurso de apelación interpuesto intervino, la sentencia ahora 
impugnada en casación, cuyo dispositivo es el siguiente: “Primero: 
Se declara inadmisible el recurso de apelación interpuesto por la 
E. León Jiménez C. por A., y Trini Martínez Vda. Nouel ó Ana 
Trinidad de la Altagracia Martínez Vda. Nouel, por sí y a nombre y 
representación de sus hijos menores Pavel Alfredo, Juan Antonio y 
Jonhattan Ernesto Nouel Martínez, contra la sentencia dictada en 
fecha 23 de marzo de 1985 por la Cámara de lo Civil y Comercial 
de la Primera Circunscripción del Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Nacional, que dio ganancia de causa a los señores 
Fausto Caonabo Rodríguez y Ana Victoria Rodríguez, y cuya 
parte dispositiva se copia en parte anterior del presente fallo, por 
haber sido ejercido dicho recurso de apelación después de vencido 
ventajosamente el plazo de un (1) mes que a pena de caducidad 
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establece el artículo 443 del Código de Procedimiento Civil, y 
además por ser nulo el acto de apelación de fecha 4 de septiembre 
de 1985, instrumentado por el ministerial Rafael Antonio Jorge 
Rodríguez, alguacil ordinario de la Quinta Cámara Penal del Juzgado 
de Primera Instancia del Distrito Nacional, según los motivos 
expuestos en el cuerpo de esta sentencia; Segundo: Se declara 
asimismo inadmisible el recurso de apelación interpuesto por la 
señora Trini Martínez Vda. Nouel o Ana Trinidad de la Altagracia 
Martínez Vda. Nouel, por sí y a nombre y representación de sus hijos 
menores Pavel Alfredo, Juan Antonio y Jonhattan Ernesto Nouel 
Martínez, contra la misma sentencia precedentemente indicada, 
por ser nulo el acto de apelación de fecha 4 de septiembre de 1985, 
instrumentado por el ministerial Rafael A. Antonio Jorge Martínez, 
alguacil ordinario de la Quinta Cámara de lo Penal del Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Nacional, conforme los motivos 
expuestos en el cuerpo de esta sentencia; Tercero: Condena a la 
E. León Jiménez C. por A., y Trini Martínez Vda. Nouel o Ana 
Trinidad de la Altagracia Martínez Vda. Nouel, por sí y a nombre 
y representación de sus hijos menores Pavel Alfredo, Juan Antonio 
y Jonhattan Ernesto Nouel Martínez, partes que sucumben, al 
pago de las costas del presente recurso, con distracción a favor del 
Dr. Lorenzo E. Raposo Jiménez, abogado quien afirma haberlas 
avanzado en su totalidad”; 

Considerando, que en su memorial los recurrentes proponen 
el siguiente medio de casación: “Único Medio: Violación de los 
artículos 165 de la ley de Organización Judicial; 61, 78, 79, 156, 
343, 456, 559 y 584 del Código de Procedimiento Civil. Falta de 
base legal. Violación al derecho de defensa;

Considerando, que en el desarrollo de la primera parte del 
medio propuesto, los recurrentes alegan en síntesis, que en la 
audiencia de fecha 23 de enero de 1986 luego de que las partes 
concluyeran al fondo la Corte a-qua se reservó el fallo y otorgó 
un plazo de 15 a los recurrentes para ampliar sus conclusiones a 
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vencimiento del cual le fue concedido a los recurridos un plazo 
igual a los mismos fines; que a vencimiento de éste último plazo 
le fue concedido a los recurrentes 10 días para réplica y una vez 
concluido éste otorgó 10 días a los recurridos para contrarréplica; 
que la parte recurrida depositó en la Secretaría del tribunal a-quo 
su escrito de ampliación de conclusiones el 14 de marzo de 1986, 
es decir, después de vencido el plazo que le fuera otorgado y sin 
notificar dicho depósito a los hoy recurrentes; que la Corte a-qua, 
no obstante el depósito irregular del escrito de conclusiones 
examinó el mismo y en base a este dictó la sentencia objeto del 
presente recurso; 

Considerando, que tal y como lo ponen de manifiesto los 
recurrentes, del examen de la sentencia impugnada se advierte, 
que la Corte a-qua en audiencia de fecha 23 de enero de 1986, 
concedió a las partes plazos consecutivos para escritos ampliatorios 
de conclusiones, réplicas y contrarreplicas; que el plazo para 
ampliar conclusiones concedido a los actuales recurridos iniciaba 
el 7 de febrero de 1986 y concluía el 24 de febrero de ese año, no 
obstante, fue el 14 de marzo de 1986 que realizaron su depósito 
en la secretaría del tribunal a-quo; que consideran los recurrentes 
que la Corte a-qua no debió ponderar dicho escrito depositado 
en esa forma más aún cuando tampoco le fue debidamente 
notificado; 

Considerando, que el artículo 78 de la Ley núm 845 de 1978 
establece que: “en la audiencia las partes se limitaran a exponer sus 
conclusiones motivadas y el juez les concederá plazos moderados 
para el depósito de réplica y contrarréplica que no deberán 
exceder más de quince días para cada una de las partes y serán 
consecutivos”; que es evidente, que los plazos otorgados por los 
jueces en la audiencia, se conceden en interés de las partes que los 
solicitan y simplemente para ampliar escritos de conclusiones y 
réplicas, lo que implica que ellas han producido con anterioridad 
sus conclusiones; que si bien es cierto que los jueces pueden 
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excluir del debate los documentos o escritos depositados fuera 
del plazo, facultad que ejercen soberanamente, no obstante lo 
anterior, en la especie, si bien la parte recurrida depositó su escrito 
ampliatorio fuera del plazo que le fue otorgado, el examen del fallo 
cuestionado revela, que los recurrentes pudieron perfectamente, 
antes de que la Corte dictara su sentencia tomar conocimiento de 
dicho escrito y hacer los reparos que consideraran pertinentes, 
razón por la cual y contrario a lo alegado por los recurrentes, su 
derecho de defensa no fue vulnerado y tampoco hubo violación 
al artículo 78 del Código de Procedimiento Civil toda vez que, 
los plazos fueron concedidos dentro del marco que exige dicho 
texto legal; 

Considerando, que continúan alegando los recurrentes en 
el desarrollo de su medio del recurso, que era innecesario que 
la Corte a-qua consignara en su sentencia, “que por exceso de 
trabajo no pudo fallar el recurso en el plazo establecido por la 
ley”, porque dicho fallo intervino dentro del plazo de 90 días 
previsto por el artículo 165 de la ley de Organización Judicial, 
que dispone “los jueces de las Cortes y Tribunales de la República 
deberán fallar los asuntos civiles y comerciales de que conozcan 
dentro de los noventa días de la vista de la causa, bajo pena de 
soportar al percibir sus sueldos el descuento correspondiente 
a cada día de retardo”; que la injustificada premura con que la 
Corte a-qua se pronunció implicó un desconocimiento absoluto 
de las circunstancias de hecho y de derecho documentalmente 
sometidas al debate y de incuestionable incidencia para darle 
una solución distinta al caso, incurriendo el fallo cuestionado en 
violación a su derecho de defensa; que la Corte a-qua no podía 
declarar inadmisible por extemporáneo el recurso de apelación 
interpuesto por la empresa E. León Jiménez, C. por A., toda vez 
que, si hubiese examinado la sentencia dictada por la jurisdicción 
de primer grado, hubiese comprobado que ésta fue dictada en 
defecto; que en ese sentido, debió verificar que dicha decisión 
tenía que ser notificada por un alguacil comisionado al efecto por 
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la sentencia misma o por auto del presidente del tribunal y no 
como ocurrió en la especie, que el acto de notificación de sentencia 
fue instrumentado por un alguacil deliberadamente escogido por 
la parte recurrida, quien además de elegir un ministerial de su 
conveniencia, contraviniendo sustancialmente las previsiones 
tenidas en cuenta por el legislador al reglamentar esa especie 
de notificación, notificó la sentencia en la oficina principal de 
la compañía ubicada en Santiago y en manos del encargado del 
Taller de E. León Jiménez, C. por A., cuando lo correcto es que 
fuera notificada en su sucursal en Santo Domingo y en manos de 
sus principales funcionarios, por ser esta la jurisdicción de donde 
emanó la decisión; que en consecuencia, el acto de notificación 
de la sentencia era nulo y el plazo para recurrirla no podía ser 
computado, como erróneamente fue hecho por la Corte a-qua 
tomando como punto de partida dicha actuación; 

Considerando, que mediante acto de fecha 10 de abril de 
1985, instrumentado por Francisco M. López, alguacil ordinario 
del Juzgado de Paz de Trabajo del Municipio de Santiago, los 
señores Fausto Caonabo Rodríguez y Ana Victoria Rodríguez, 
notificaron a la empresa E. León Jiménez, C. por A., la sentencia 
dictada por la jurisdicción de primer grado en ocasión de la 
demanda en daños y perjuicios; que según se hace constar en 
dicho acto el alguacil actuante se trasladó a la oficina principal 
de la empresa E. León Jiménez, C. por A, situada en la carretera 
Santiago-Tamboril, sector Villa Progreso, provincia Santiago, 
lugar donde están ubicadas sus oficinas principales, procediendo 
a notificar la sentencia en manos del Técnico del Departamento 
de Transportación de la compañía recurrente; 

Considerando, que contrario a lo alegado por los recurrentes, 
según se extrae del fallo cuestionado, la sentencia dictada por el 
tribunal de primer grado no fue dictada en defecto contra la empresa 
E. León Jiménez C. por A., todo lo contrario, ésta compareció a 
todas las audiencias celebradas en ocasión de la demanda; que 
en consecuencia, no tenían los recurridos que cumplir con las 
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previsiones del artículo 156 del Código de Procedimiento Civil, 
respecto a las notificaciones de las sentencias dictadas en defecto 
o aquellas reputadas contradictorias; 

Considerando, que por tanto resulta válida la notificación 
realizada por los hoy recurridos en la oficina principal de la 
recurrente, por cuanto la regla “actor sequitur forum rei”, 
consagrada en el artículo 59 del Código de Procedimiento Civil, 
se aplica también a las personas morales, como lo es la actual 
recurrente en su condición de sociedad comercial, no solamente 
por disposición del propio artículo 59 en uno de sus párrafos, 
para las controversias internas de las sociedades, sino, además, 
por aplicación del principio instituido en el artículo 3 de la Ley 
núm. 259 del 2 de mayo de 1940, derogatoria de la llamada ley 
Alfonseca - Salazar, según la cual las sociedades y asociaciones 
tienen por domicilio o casa social su principal establecimiento 
o la oficina de su representante calificado en cada jurisdicción 
de la República, en general a través de sucursales por las cuales 
ejercen habitualmente sus actividades comerciales; que además, 
el alguacil actuante también respetó las disposiciones del artículo 
68 del Código citado, toda vez que, la notificación fue hecha en 
manos de uno de los empleados de la empresa recurrente; 

Considerando, que al ser validadamente instrumentado y 
notificado el acto de notificación, la Corte a-qua tal y como lo 
hizo procedió correctamente a computar el plazo que tenía el 
demandado para apelar la decisión a partir de la fecha de dicha 
notificación; que tal y como se expresa en el fallo cuestionado, al 
ser notificada la sentencia en fecha 10 de abril de 1985 y recurrida 
en apelación el 4 de septiembre de 1985, es evidente que dicho 
recurso fue incoado fuera del plazo de un mes previsto para la ley 
por su valida interposición; 

Considerando, que siguen alegando los recurrentes en el 
medio analizado, el recurso de apelación no podía ser declarado 
inadmisible en cuanto a la señora Trini Martínez Vda. Nouel o Ana 
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Rosa Trinidad de la Altagracia Martínez Vda. Nouel, quien actúa 
por sí y en representación de sus hijos menores Juan Antonio, 
Pavel Alfredo y Jonathan Ernesto Nouel Martínez, toda vez que, 
en cuanto a ellos, la sentencia objeto del recurso de apelación no le 
fue notificada, en consecuencia, el plazo para ejercer la apelación 
no podía ser computado contra ellos tomando como punto de 
partida la notificación hecha únicamente a la empresa E. León 
Jiménez, C. por A.; 

Considerando, que la Corte a-qua para declarar inadmisible en 
cuanto a ella el recurso de apelación, consideró que dicho recurso 
era nulo por ser notificado en el estudio del abogado de la parte 
recurrida y en consecuencia, violatorio a las disposiciones del 
artículo 456 del Código de Procedimiento Civil; 

Considerando; que si bien es cierto que la formalidad de 
notificación del acto contentivo del recurso de apelación a la 
propia persona o en su domicilio, prescrita a pena de nulidad por 
el artículo 456 del Código de Procedimiento Civil, tiene como 
finalidad asegurar que el recurrido reciba a tiempo el referido 
acto y produzca oportunamente su defensa, esa nulidad al ser de 
forma, está sujeta a que quien la propone pruebe el agravio que la 
causa, en aplicación a las reglas establecidas por el artículo 37 de 
la Ley núm. 834 de 1978, que consagra la máxima “no hay nulidad 
sin agravio”; 

Considerando, que en la especie, no hay constancia en el 
fallo cuestionado, que los recurridos ante la jurisdicción a-qua 
y proponentes de la inadmisiblidad del recurso, probaran el 
perjuicio sufrido como consecuencia de la notificación así 
efectuada, más aún, cuando su abogado constituido en ocasión 
de la demanda ante la jurisdicción de primer grado, Dr. Lorenzo 
E. Raposo Jiménez y en cuyo estudio fue notificado el recurso 
de apelación fue el mismo que los representó ante la Corte de 
Apelación, compareciendo a presentar oportunamente sus 
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medios de defensa, incurriendo dicha decisión en ese aspecto de 
la misma, en una evidente violación a la ley; 

Considerando, que además, la Corte a-qua al declarar la 
inadmisibilidad del recurso de apelación respecto a la señora 
Trini Martínez Vda. Nouel o Ana Rosa Trinidad de la Altagracia 
Martínez Vda. Nouel, no solo incurrió en la violación indicada, sino 
también en el vicio de contradicción de motivos, toda vez que, en 
los motivos dados para justificar su decisión consideró que el acto 
de apelación era nulo en aplicación a las disposiciones del artículo 
456 del Código de Procedimiento Civil, por no ser notificado a 
persona o en el domicilio del recurrido y luego en el dispositivo 
de la sentencia declaró el recurso de apelación inadmisible, por lo 
que procede casar el ordinal segundo de la decisión cuestionada y 
enviar el asunto ante otra Corte de Apelación para que sea dirimido 
el recurso de apelación interpuesto por la señora Trini Martínez 
Vda. Nouel ó Ana Rosa Trinidad de la Altagracia Martínez Vda. 
Nouel, actuando por sí y en representación de sus hijos menores 
Juan Antonio, Pavel Alfredo y Jonhattan Ernesto.

Por tales motivos: Primero: Casa el ordinal segundo de la 
sentencia dictada por la Cámara Civil y Comercial de la Corte 
de Apelación del Distrito Nacional el 24 de abril de 1986, cuyo 
dispositivo figura en parte anterior de este fallo, y envía el asunto 
así delimitado por ante la Cámara Civil y Comercial de la Corte de 
Apelación de San Cristóbal, en las mismas atribuciones; Segundo: 
Rechaza en los demás aspectos el recurso de casación incoado 
contra la referida sentencia; Tercero: Compensa las costas.

Así ha sido hecho y juzgado por la Cámara Civil de la Suprema 
Corte de Justicia, y la sentencia pronunciada por la misma en la 
ciudad de Santo Domingo de Guzmán, en su audiencia pública 
del 18 de marzo de 2009, años 166º de la Independencia y 146º 
de la Restauración.
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Firmado: Rafael Luciano Pichardo, Eglys Margarita Esmurdoc, 
Margarita A. Tavares, Ana Rosa Bergés Dreyfous y José E. 
Hernández Machado. Grimilda Acosta, Secretaria General.

La presente sentencia ha sido dada, firmada y pronunciada por 
los señores Jueces que figuran al pie, en la audiencia pública del 
día, mes y año en ella expresados, y fue firmada, leída y publicada 
por mí, Secretaria General, que certifico.
www.suprema.gov.do



SENTENCIA DEL 18 DE MARZO DE 2009, NÚM. 46
Sentencia impugnada:	 Cámara Civil de la Corte de Apelación de 

Santo Domingo, del 3 de mayo de 1988.
Materia:	 Civil.
Recurrentes:	 Héctor Ant. Moscoso G. y Félix Ant. 

Germán Vásquez.
Abogados:	 Dres. Demetrio Hernández de Jesús y 

Gregorio de la Cruz de la Cruz.
Recurrido:	 Simón Bolívar Lapaix.
Abogados:	 Dr. Hugo E. Vargas Subervi y Lic. Gilberto 

Ant. Villanueva V.

CAMARA CIVIL

Rechaza 

Audiencia pública del 18 de marzo de 2008.
Preside: Rafael Luciano Pichardo.

 
Dios, Patria y Libertad

En Nombre de la República, la Cámara Civil de la Suprema 
Corte de Justicia, actuando como Corte de Casación, dicta en 
audiencia pública la sentencia siguiente: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Héctor Ant. 
Moscoso G. y Félix Ant. Germán Vásquez, dominicanos, 
mayores de edad, portador, el primero de ellos, de la cédula 
de identificación personal núm. 163523, serie 1ra., domiciliado 
y residente en esta ciudad, contra la ordenanza dictada por el 
Presidente de la Cámara Civil de la Corte de Apelación de Santo 
Domingo, el 3 de mayo de 1988, cuyo dispositivo se copia más 
adelante;
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Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído en la lectura de sus conclusiones el Dr. Gregorio de la 
Cruz, por si y por el Dr. Demetrio Hernández, abogados de la 
parte recurrente;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la 
República; 

Visto el memorial de casación depositado en la Secretaría 
General de la Suprema Corte de Justicia el 11 de mayo de 1988, 
suscrito por los Dres. Demetrio Hernández de Jesús y Gregorio 
de la Cruz de la Cruz, abogados de la parte recurrente, en el cual 
se invocan los medios de casación que se indican más adelante;

Visto el memorial de defensa depositado en la Secretaría 
General de la Suprema Corte de Justicia el 20 de mayo de 1988, 
suscrito por el Dr. Hugo E. Vargas Suberví y el Lic. Gilberto 
Ant. Villanueva V., abogados de la parte recurrida, Simón Bolívar 
Lapaix;

Vista la Ley núm. 25 de 1991, modificada por la Ley núm. 156 
de 1997 y los artículos 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación;

Visto el auto dictado el 9 de enero de 2009, por el magistrado 
Rafael Luciano Pichardo, Presidente de la Cámara Civil de 
la Suprema Corte de Justicia, por medio del cual se llama a sí 
mismo y a los magistrados Eglys Margarita Esmurdoc, Margarita 
A. Tavares, Ana Rosa Bergés Dreyfous y José E. Hernández 
Machado, jueces de esta cámara, para integrar la misma en la 
deliberación y fallo del recurso de casación de que se trata, de 
conformidad con las Leyes núms. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La CORTE, en audiencia pública del 12 de julio de 1989, 
estando presente los Jueces, Néstor Contín Aybar, Fernando E. 
Ravelo de la Fuente, Leonte R. Alburquerque Castillo, Máximo 
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Puello Renville, Abelardo Herrera Piña, Octavio Piña Valdez, 
Federico Natalio Cuello López y Rafael Richiez Saviñón, asistidos 
del Secretario General de la Suprema Corte de Justicia, y después 
de haber deliberado los jueces signatarios de este fallo;

Considerando, que la ordenanza impugnada y la documentación 
a que ella se refiere, ponen de manifiesto que, en ocasión de una 
demanda en cobro de alquileres vencidos y desalojo, incoada 
por Simón Bolivar Lapaix contra Héctor Antonio Moscoso 
Germosen y Félix Antonio Germán Vásquez, el Juez Presidente 
de la Cámara Civil y Comercial de la Segunda Circunscripción del 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, dictó el 24 
de noviembre de 1987, la sentencia con el dispositivo siguiente: 
“Primero: Rechaza las conclusiones presentadas por la parte 
demandada señores Hector Antonio Moscoso Germosen y Félix 
Antonio Germán Vásquez, por improcedentes y mal fundadas; 
Segundo: Acoge los ordinales del Primero al Sexto de las 
conclusiones de la parte demandante, señor Simón Bolivar Lapaix, 
por ser justas y reposar sobre prueba legal y en consecuencia: a) 
Declara terminados, definitivamente, los contratos de alquileres 
intervenidos entre las partes; b) Ordena el desalojo inmediato de 
los señores Héctor Antonio Moscoso Germosén y Félix Antonio 
Germán Vásquez, de la casa núm.105 de la avenida Padre 
Castellano esquina Calle Gregorio García (antigua calle 12), del 
Ensanche Espaillat de esta ciudad, o de cualquier otra persona 
que ocupe total o parcialmente el inmueble a título precario; e) 
Dispone que la presente sentencia sea ejecutoria y sin fianza, 
no obstante cualquier recurso que se interponga contra ella; 
d) Condena a los mencionados inquilinos al pago de las costas 
del procedimiento con distracción en provecho del Dr. Hugo 
E. Vargas Suberví y Lic. Gilberto Antonio Villanueva Oviedo, 
quienes afirman haberlas avanzado en su totalidad; e) Comisiona al 
Ministerial Roberto Alfredo Coiscou Zorrilla, Alguacil Ordinario 
de la Cámara de Trabajo del Juzgado de Primera Instancia; f) Da 
Acta al señor Simón Bolivar Lapaix de que se reserva el derecho 
de intentar oportunamente una demanda en daños y perjuicios 
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contra el inquilino Héctor Moscoso Germosen, en relación 
con la presente demanda de desalojo”; que, sobre la sentencia 
anteriormente citada se incoó una demanda en referimiento, en 
la cual el Presidente de la Cámara Civil de la Corte de Apelación 
de Santo Domingo, dictó la ordenanza de fecha 3 de marzo 
de 1988, y ahora atacada, cuyo dispositivo es de la manera 
siguiente: “Primero: Rechazar las conclusiones formuladas por 
la parte demandante en referimiento señores Héctor A. Moscoso 
Germosen y Felix Antonio Germán Vásquez, tendente a obtener 
del Presidente de esta Corte de Apelación en atribuciones de Juez 
de los Referimientos, la suspensión de la ejecución provisional 
de la sentencia de fecha veinticuatro (24) de noviembre de 
1987, dictada en atribuciones civiles por la Cámara de lo Civil y 
Comercial de la Segunda Circunscripción del Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Nacional, por los motivos precedentemente 
expuestos; Segundo: Condenar a los recurrentes señores Héctor 
A. Moscoso Germosen y Felix Antonio Germán Vásquez al pago 
de las costas de la presente instancia, disponiendo su distracción 
en provecho del Dr. Hugo E. Vargas Suberví, abogado de la parte 
intimada que afirma haberlas avanzado en su mayor parte”;

Considerando, que los recurrentes proponen en apoyo de 
su recurso los medios de casación siguientes: “Primer Medio: 
Violación del artículo 141 del Código de Procedimiento Civil; 
Segundo Medio: Falsa aplicación de los artículos 137, 140 y 141 
de la Ley No. 834 del 15 de julio de 1978; 

Considerando, que en el primer medio los recurrentes plantean, 
en síntesis, que un simple estudio de la sentencia impugnada pone 
de manifiesto que la misma carece en lo absoluto de base legal, 
toda vez que el Presidente de la Cámara Civil y Comercial de 
la Corte de Apelación de Santo Domingo rechaza la demanda 
en referimiento de los hoy recurrente sin dar ningún tipo de 
motivo y en ausencia de responder a los puntos que le fueron 
planteados; que un fallo sin motivos o con motivos vagos tiene 
toda la apariencia de un acto arbitrario; 
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Considerando, que el Juez a-quo fundamentó su decisión 
de la forma siguiente: “que en la especie no concurren los 
elementos del peligro y la urgencia que justifiquen la suspensión 
de la ejecución provisional de la sentencia recurrida, por cuanto 
no se ha establecido que el intimado haya violado el derecho 
defensa de los demandantes en referimiento, ni en el transcurso 
del procedimiento de desalojo o desahucio iniciado con las 
Resoluciones núm. 55 de fecha 17 de abril de 1986 y núm. 443-85 
de fecha once (11) de septiembre de 1985 rendidas por el Control 
de Alquileres de Casas y Desahucios y la Comisión de Apelación 
de ese organismo, ni por ante la jurisdicción de primer grado que 
culminó con la decisión de fecha veinticuatro (24) de noviembre 
de 1987, cuya ejecución provisional se persigue suspender en la 
presente instancia de referimiento; advirtiéndose en cambio, con 
el examen de la documentación incluida en el expediente; que el 
actual intimado señor Simón Bolivar Lapaix, observó los plazos y 
demás formalidades de procedimiento requeridos por la ley para 
que el propietario de un inmueble arrendado o alquilado pueda 
recuperarlo de manos de su arrendatario o inquilino por una de 
las causas señaladas en la legislación que regula la materia en 
nuestro país ”;

Considerando, que el artículo 141 del Código de Procedimiento 
Civil, exige para la redacción de las sentencias, la observación de 
determinadas menciones consideradas sustanciales, esto es, los 
fundamentos de hecho y de derecho que le sirvan de sustentación, 
así como las circunstancias que han dado origen al proceso; que 
el análisis de la ordenanza impugnada pone de manifiesto que 
ésta ha dado cumplimiento a las disposiciones del señalado texto 
legal al contener una exposición precisa y completa de los hechos 
del proceso, y también dando contestación a las conclusiones 
formales de las partes en litis, mediante una motivación suficiente, 
clara y pertinente, que permite a la Suprema Corte de Justicia 
ejercer su poder de apreciar que en la especie el tribunal a-quo 
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ha hecho una correcta aplicación de la ley, por lo que el medio 
propuesto carece de fundamento y debe ser desestimado; 

Considerando, que en el desarrollo de su segundo medio los 
recurrentes expresan, en suma, que ha sido juzgado por la Suprema 
Corte de Justicia, en diversas ocasiones, que el Presidente de la 
Corte de Apelación estatuyendo en referimiento puede ordenar la 
suspensión de la ejecución de una sentencia, ya sea ejecutoria, por 
mandato de la ley o cuando el juez lo ha ordenado sin encontrarse 
en los casos que la ley señala; que el Presidente de la Corte no 
ponderó una serie de documentos que les fueron sometidos para 
su consideración y estudio, y que de haberlos estudiado de seguro 
hubiese ordenado la suspensión de la ejecución de la sentencia del 
primer grado;

Considerando, que si bien, como alegan los recurrentes, las 
disposiciones del artículo 137 de la Ley núm. 834 le permiten al 
Presidente de la Corte, en el curso de la instancia de apelación, 
suspender la ejecución provisional ordenada, en dos casos: 1ro. 
Si está prohibida por la ley; 2do. Si hay riesgo de que entrañe 
consecuencias manifiestamente excesivas; no menos cierto es que 
los poderes de que está investido el Presidente de la Corte, en 
virtud de los artículos 140 y 141 de la misma ley, le han sido 
conferidos para evitar la comisión de daños irreparables, proteger 
el derecho, mantener la lealtad en los debates y evitar la violación 
a la ley; 

Considerando: que, en la especie, la lectura de las motivaciones 
del juez a-quo, precedentemente transcritas, ponen de manifiesto 
que la demanda en suspensión fue rechazada porque la ejecución 
provisional no entrañaba consecuencias manifiestamente 
excesivas, ya que el juez de primera instancia cumplió con el voto 
de la ley en estos casos al ordenarla sin prescribir una garantía y por 
no haber constancia de que se hubiese violado el derecho defensa 
de los demandados originales y demandantes en referimiento; 
por lo que el medio propuesto carece de fundamento y debe ser 
desestimado, y consecuencialmente el presente recurso; 
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Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de casación 
interpuesto por Héctor Antonio Moscoso G. y Félix Antonio 
Germán Vásquez contra la ordenanza marcada con el núm. 
57 dictada por el Presidente de la Cámara Civil de la Corte de 
Apelación de Santo Domingo, hoy del Distrito Nacional, el 3 de 
mayo de 1988, cuya parte dispositiva figura en otro lugar de este 
fallo; Segundo: Condena a los recurrentes al pago de las costas, 
y ordena su distracción en provecho del Dr. Hugo E. Vargas 
Suberví y del Lic. Gilberto Antonio Villanueva Oviedo, abogados 
de la parte recurrida;

Así ha sido hecho y juzgado por la Cámara Civil de la Suprema 
Corte de Justicia, y la sentencia pronunciada por la misma en la 
ciudad de Santo Domingo de Guzmán, en su audiencia pública 
del 18 de marzo de 2009, años 166º de la Independencia y 146º 
de la Restauración.

Firmado: Rafael Luciano Pichardo, Eglys Margarita Esmurdoc, 
Margarita A. Tavares, Ana Rosa Bergés Dreyfous y José E. 
Hernández Machado. Grimilda Acosta, Secretaria General.

La presente sentencia ha sido dada, firmada y pronunciada por 
los señores Jueces que figuran al pie, en la audiencia pública del 
día, mes y año en ella expresados, y fue firmada, leída y publicada 
por mí, Secretaria General, que certifico.
www.suprema.gov.do
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SENTENCIA DEL 18 DE MARZO DE 2009, NÚM. 47
Sentencia impugnada:	 Corte de Apelación de San Cristóbal, del 27 

de septiembre de 1990.
Materia:	 Civil.
Recurrente:	 Juan Flores Severino.
Abogada:	 Licda. Miriam Pineda de Leger.
Recurrida:	 Inginia García Mesa.
Abogado:	 Dr. Freddy Zabulón Díaz Peña.

CÁMARA CIVIL

Inadmisible

Audiencia pública del 18 de marzo de 2009.
Preside: Rafael Luciano Pichardo.

 
Dios, Patria y Libertad

En Nombre de la República, la Cámara Civil de la Suprema 
Corte de Justicia, actuando como Corte de Casación, dicta en 
audiencia pública la sentencia siguiente: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Juan Flores 
Severino, dominicano, mayor de edad, empleado público, portador 
de la cédula de identificación personal núm. 35072, serie 2, 
domiciliado y residente en la calle Capotillo, casa sin número, del 
sector de Pueblo Nuevo, San Cristóbal, contra la sentencia dictada 
por la Corte de Apelación de San Cristóbal el 27 de septiembre de 
1990, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la 
República;
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Visto el memorial de casación depositado en la Secretaría 
General de la Suprema Corte de Justicia el 14 de noviembre de 
1990, suscrito por el Licda. Miriam Pineda de Leger, abogada del 
recurrente, en el cual se invocan los medios de casación que se 
indican más adelante; 

Visto el memorial de defensa depositado en la Secretaría 
General de la Suprema Corte de Justicia el 3 de diciembre de 
1990, suscrito por el Dr. Freddy Zabulón Díaz Peña, abogado de 
la recurrida, Inginia García Mesa; 

Vista la Ley núm. 25 de 1991, modificada por la Ley núm. 156 
de 1997 y los artículos 1, 5 y 65 de la Ley sobre Procedimiento 
de Casación; 

Visto el auto dictado el 13 de marzo de 2009, por el magistrado 
Rafael Luciano Pichardo, Presidente de la Cámara Civil de la 
Suprema Corte de Justicia, por medio del cual se llama a sí mismo 
y a los magistrados Eglys Margarita Esmurdoc, Margarita A. 
Tavares, Ana Rosa Bergés Dreyfous y José E. Hernández Machado, 
jueces de esta cámara, para integrar la misma en la deliberación y 
fallo del recurso de casación de que se trata, de conformidad con 
las Leyes núms. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La CORTE, en audiencia pública del 13 de mayo de 1992, 
estando presente los Jueces, Fernando E. Ravelo de la Fuente, 
Leonte R. Alburquerque Castillo, Federico N. Cuello López, 
Amadeo Julián C. y Ángel Salvador Goico Morel, asistidos del 
Secretario General de la Suprema Corte de Justicia, y después de 
haber deliberado los jueces signatarios de este fallo;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que con 
motivo de una demanda en referimiento en expulsión de lugar, 
intentada por Inginia García Mesa contra Juan Flores Severino, 
la Cámara Civil, Comercial y de Trabajo del Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Judicial de San Cristóbal dictó el 3 de octubre 
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de 1989 una sentencia cuyo dispositivo es el siguiente: “Primero: 
Se declara buena y válida en cuanto a la forma la presente demanda 
en referimiento, por haber sido hecha de acuerdo a la ley y en 
cuanto al fondo, por reposar en pruebas legales y en consecuencia, 
se ordena la expulsión del lugar al señor Juan Flores Severino, o de 
las personas que ocuparen el inmueble procedentemente a través 
de la usurpación; ya que la casa s/n (parte atrás) calle Capotillo, 
Pueblo Nuevo, de San Cristóbal, es de la propiedad de Inginia 
García Mesa, según documentación legal; Segundo: Ordenar al 
señor Juan Flores Severino al pago de las costas con distracción 
en provecho del abogado que afirma haberlas avanzado en su 
totalidad; Tercero: Dispone vista la urgencia que la ordenanza a 
intervenir sea ejecutoria sobre original, antes de la formalidades 
del registro y provisionalmente, no obstante cualquier recurso que 
se interpusiere”; b) que sobre el recurso de apelación interpuesto 
intervino, la sentencia ahora impugnada en casación, cuyo 
dispositivo es el siguiente: “Primero: Admite como regular y 
válido en cuanto a la forma el recurso de apelación interpuesto 
por el señor Juan Flores Severino, contra la sentencia dictada por 
la Cámara Civil, Comercial y de Trabajo del Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Judicial de San Cristóbal, en fecha 3 de octubre 
del año 1989, cuyo dispositivo se encuentra copiado en el cuerpo 
de esta sentencia; Segundo: Pronuncia el defecto contra la parte 
intimante por no haber comparecido a la audiencia no obstante 
emplazamiento legal; Tercero: Descarga a la parte intimada de la 
apelación; Cuarto: Condena a la intimante al pago de las costas 
civiles sin distracción; Quinto: Comisiona al ministerial Manuel 
Emilio Durán, Alguacil de Estrados de la Corte de Apelación de 
San Cristóbal para la notificación de la sentencia.”;

Considerando, que en su memorial, el recurrente propone 
el siguiente medio de casación: “Único Medio: Violación al 
derecho de defensa”;
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Considerando, que en el desarrollo de su medio de casación, 
la parte recurrente alega, en síntesis, que la Corte de apelación 
del Distrito Judicial de San Cristóbal, fuera de derecho y de 
equidad, sorprende al dictar la sentencia hoy recurrida, sin 
encontrarse depositados en el expediente los documentos que 
la imposibilitaban de fallar en la audiencia de fecha 16 del mes 
de marzo del año 1990, según alegatos vertidos en su sentencia 
marcada con el núm. 21, del 11 de junio de 1990, con lo cual se 
ha cometido una violación al derecho de defensa;

Considerando, que a su vez, la recurrida en su memorial de 
defensa plantea que sea declarado inadmisible el presente recurso 
de casación bajo el fundamento de que “en materia de descargo 
de demanda o de recurso, hay que admitir que hay una renuncia 
tácita del recurso o una aquiescencia al fallo impugnado, cuando 
el recurrente incurre en defecto”;

Considerando, que el examen del fallo impugnado revela que 
la Corte a-quo se limitó a comprobar que la parte recurrente 
no compareció a la audiencia celebrada el 14 de septiembre 
del 1990, no obstante habérsele dado acto de avenir para que 
compareciera a la audiencia previamente fijada, prevaleciéndose 
de dicha situación la recurrida, por lo que ésta solicitó el defecto 
en contra del recurrente y el descargo puro y simple del recurso 
de apelación en contra de Juan Flores Severino, conclusiones que 
acogió el tribunal por la sentencia impugnada;

Considerando, que si el abogado del apelante no concluye, 
el abogado de la recurrida puede, a su elección, solicitar que 
sea pronunciado el defecto y el descargo puro y simple de la 
apelación, o que sea examinado y fallado el fondo del recurso; 
que en el primer caso, interpretando el defecto del apelante como 
un desistimiento tácito, los jueces pueden decretar el descargo de 
la apelación, pura y simplemente; que al limitarse la Corte a-quo 
a descargar de la apelación pura y simplemente a la recurrida, 
acogiendo en la audiencia las conclusiones de su abogado 
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constituido, no tiene que examinar el fondo del asunto, como 
ocurrió en el presente caso;

Considerando, que ha sido criterio constante de esta Suprema 
Corte de Justicia que las sentencias en defecto que se limitan 
a pronunciar el descargo por falta de concluir del apelante, no 
son susceptibles de ningún recurso en razón de que no acogen 
ni rechazan las conclusiones de las partes, ni resuelven en su 
dispositivo ningún punto de derecho; que el tribunal apoderado 
no tiene que proceder al examen del fondo del proceso sino 
limitarse a pronunciar el descargo puro y simple solicitado, cuando 
se cumplan los requisitos antes señalados;

Considerando, que la supresión de los recursos en estos casos 
tiene su fundamento en razones de interés público, en el deseo 
de impedir que los procesos se extiendan u ocasionen gastos en 
detrimento del interés de las partes, por lo que procede declarar 
inadmisible el presente recurso de casación;

Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible el recurso de 
casación interpuesto por Juan Flores Severino, contra la sentencia 
núm. 45 dictada por la Cámara Civil y Comercial de la Corte de 
Apelación de San Cristóbal, el 27 de septiembre del 1990, cuyo 
dispositivo ha sido copiado en parte anterior del presente fallo; 
Segundo: Condena al recurrente al pago de las costas, y ordena 
su distracción en provecho del Dr. Freddy Z. Díaz Peña.

Así ha sido hecho y juzgado por la Cámara Civil de la Suprema 
Corte de Justicia, y la sentencia pronunciada por la misma en la 
ciudad de Santo Domingo de Guzmán, en su audiencia pública 
del 18 de marzo de 2009, años 166º de la Independencia y 146º 
de la Restauración.

Firmado: Rafael Luciano Pichardo, Eglys Margarita Esmurdoc, 
Margarita A. Tavares, Ana Rosa Bergés Dreyfous y José E. 
Hernández Machado. Grimilda Acosta, Secretaria General.



496	 Boletín Judicial 1180

www.suprema.gov.do

La presente sentencia ha sido dada, firmada y pronunciada por 
los señores Jueces que figuran al pie, en la audiencia pública del 
día, mes y año en ella expresados, y fue firmada, leída y publicada 
por mí, Secretaria General, que certifico.
www.suprema.gov.do



Pr
im

er
a 

C
ám

ar
a

SENTENCIA DEL 18 DE MARZO DE 2009, NÚM. 48
Sentencia impugnada:	 Cámara Civil y Comercial de la Primera 

Circunscripción del Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Nacional, del 21 de 
septiembre de 1988.

Materia:	 Civil.
Recurrente:	 Leandro de Js. Morales Martínez.
Abogado:	 Dr. Fernando A. Martínez Garrido.
Recurrido:	 Tomás Fco. Olivier.
Abogado:	 Dr. Euclides Marmolejos V.

CÁMARA CIVIL

Casa

Audiencia pública del 18 de marzo de 2009.
Preside: Rafael Luciano Pichardo.

 
Dios, Patria y Libertad

En Nombre de la República, la Cámara Civil de la Suprema 
Corte de Justicia, actuando como Corte de Casación, dicta en 
audiencia pública la sentencia siguiente: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Leandro de Js. 
Morales Martínez, dominicano, mayor de edad, casado, ingeniero 
electromecánico, portador de la cédula de identificación personal 
núm.134611, serie 1ra, domiciliado y residente en el núm. 517, Av. 
Rómulo Betancourt, de esta ciudad, contra la sentencia dictada 
por la Cámara Civil y Comercial de la Primera Circunscripción 
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional el 21 de 
septiembre de 1988, cuyo dispositivo se copia más adelante;
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Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído en la lectura de sus conclusiones al Dr. Fernando A. 
Martínez Garrido, abogado de la parte recurrente;

Oído en la lectura de sus conclusiones al Dr. Euclides 
Marmolejos V., abogado de la parte recurrida, Tomás Fco 
Olivier;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la 
República;

Visto el memorial de casación depositado en la Secretaría 
General de la Suprema Corte de Justicia el 8 de noviembre de 
1988, suscrito por el Dr. Fernando A. Martínez Garrido, abogado 
de la parte recurrente, en el cual se invocan los medios de casación 
que se indican más adelante; 

Visto el memorial de defensa depositado en la Secretaría 
General de la Suprema Corte de Justicia el 6 de diciembre de 
1988, suscrito por el Dr. Euclides Marmolejos V., abogado del 
recurrido, Tomás Fco. Olivier; 

Vista la Ley núm. 25 de 1991, modificada por la Ley núm. 156 
de 1997 y los artículos 1, 20 y 65 de la Ley sobre Procedimiento 
de Casación; 

Visto el auto dictado el 26 de febrero de 2009, por el magistrado 
Rafael Luciano Pichardo, Presidente de la Cámara Civil de la 
Suprema Corte de Justicia, por medio del cual se llama a sí mismo 
y a los magistrados Eglys Margarita Esmurdoc, Margarita A. 
Tavares, Ana Rosa Bergés Dreyfous y José E. Hernández Machado, 
jueces de esta cámara, para integrar la misma en la deliberación y 
fallo del recurso de casación de que se trata, de conformidad con 
las Leyes núms. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La CORTE, en audiencia pública del 10 de mayo de 1989, 
estando presente los Jueces, Néstor Contín Aybar, Fernando E. 
Ravelo de la Fuente, Leonte R. Alburquerque Castillo, Máximo 
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Puello Renville, Abelardo Herrera Piña, Octavio Piña Valdez, 
Federico Natalio Cuello López y Rafael Richiez Saviñón, asistidos 
del Secretario General de la Suprema Corte de Justicia, y después 
de haber deliberado los jueces signatarios de este fallo;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que con 
motivo de una demanda civil en cobro de alquileres, rescisión 
de contrato y desalojo, intentada por Tomás Francisco Olivier 
contra Leandro de Js. Morales Martínez, el Juzgado de Paz de 
la Primera Circunscripción del Distrito Nacional dictó el 26 de 
febrero de 1988 una sentencia cuyo dispositivo es el siguiente: 
“Primero: Ratifica el defecto pronunciado en audiencia contra 
Leandro de Jesús Morales Martínez, parte demandada no 
compareciente; Segundo: Se condena al señor Leandro de Jesús 
Morales Martínez a pagar a favor de Tomas Francisco Olivier la 
suma de mil ochocientos pesos oro (RD$1,800.00) por concepto 
de 3 meses de alquileres vencidos de noviembre de 1987 a enero 
de 1988, a razón de RD$600.00 cada mes, más al pago de los 
alquileres que se venzan en el curso del procedimiento, más los 
intereses legales de dicha suma a partir de la fecha de la demanda 
en justicia; Tercero: Se declara rescindido el contrato de alquiler 
celebrado entre las partes por falta de pago; Cuarto: Se ordena 
el desalojo inmediato del señor Leandro de Jesús Morales 
Martínez de la casa núm. 517 de la calle Rómulo Betancourt, 
de esta ciudad, que ocupa en calidad de inquilino ó de cualquier 
persona que ocupe la misma; Quinto: Se ordena la ejecución 
provisional y sin fianza de esta sentencia, no obstante cualquier 
recurso que se interponga contra la misma; y Sexto: Se condena 
a Leandro de Jesús Morales Martínez al pago de las costas, con 
distracción de las mismas a favor del Dr. Euclides Marmolejos 
V., quien afirma haberlas avanzado en su mayor parte”; b) que 
sobre la sentencia anteriormente citada, se interpuso un recurso 
de apelación en el cual la Cámara de lo Civil y Comercial de la 
Primera Circunscripción del Juzgado de Primera Instancia del 
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Distrito Nacional dictó en fecha 4 de julio de 1988, la sentencia 
cuyo dispositivo es el siguiente: “Primero: Que debe ratificar 
y ratifica el defecto pronunciado en audiencia contra la parte 
recurrida señor Tomas Francisco Olivier, por no comparecer, y 
por no concluir; Segundo: Que debe declarar y declara bueno y 
válido el presente recurso de apelación, por ser regular en la forma 
y justo en el fondo; Tercero: Que debe revocar y revoca en todas 
sus partes la sentencia recurrida, dejando nula y sin efecto jurídico 
la demanda en desalojo, intentada por el señor Tomás Francisco 
Olivier, contra el Ing. Leandro de Jesús Morales Martínez; Cuarto: 
Que debe condenar y condena al señor Tomás Francisco Olivier, 
al pago de las costas del procedimiento, ordenando su distracción 
en provecho del Dr. Fernando A. Martínez Garrido, quien afirma 
haberlas avanzado en su totalidad; Quinto: Que debe comisionar 
y comisiona al ministerial Licdo. Eligio Rodríguez Reyes, para 
la notificación de esta sentencia”; c) que sobre el recurso de 
oposición interpuesto intervino, la sentencia ahora impugnada 
en casación, cuyo dispositivo es el siguiente: “Primero: Ratifica 
el defecto pronunciado en audiencia contra Leandro de Jesús 
Morales Martínez, parte recurrida, por falta de comparecer; 
Segundo: Declara bueno y válido en cuanto a la forma y el fondo 
el presente recurso de oposición, por haber sido hecho conforme 
a la ley; en consecuencia, modifica la sentencia dictada por este 
tribunal en fecha 4 del mes de julio del año 1988; Tercero: 
Ratifica en todas sus partes la sentencia dictada por el Juzgado de 
Paz de la Primera Circunscripción del Distrito Nacional, de fecha 
26 del mes de febrero del año 1988; Cuarto: Condena a la parte 
recurrida, al pago de las costas del procedimiento, ordenando su 
distracción a favor del Dr. Euclides Marmolejos, abogado que 
afirma haberlas avanzado en su totalidad”; 

Considerando, que el recurrente propone contra la sentencia 
impugnada los siguientes medios de casación: “Primer Medio: 
Falta de base legal; Segundo Medio: Falta de aplicación del 
artículo 39 de la 834 del 15 de julio de 1978”;
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Considerando, que aún cuando en el memorial contentivo del 
presente recurso, el recurrente presenta como su primer medio de 
casación la falta de base legal, y en dicho memorial no desarrolla 
el referido medio, por ser la falta de base legal un medio de puro 
derecho el mismo puede ser suplido de oficio por este tribunal, en 
caso como el de la especie, tal y como se verifica a continuación; 

Considerando, que la Cámara a-quo justificó, exclusivamente, 
la sentencia impugnada en los siguientes motivos: “Considerando, 
que en la especie se trata de un recurso de oposición, interpuesto 
por Tomas Francisco Oliver, contra la sentencia de fecha 4 del mes 
de julio del año 1988, dictada por este Tribunal, a favor de Leandro 
de Js. Morales Martínez; que a continuación pasa a reproducir el 
dispositivo de la sentencia referida, para luego seguir expresando: 
“Considerando, que el recurso de oposición, será admisible contra 
sentencias en última instancia pronunciadas por defecto contra el 
demandando, si este no ha sido notificado a su persona misma o 
a la de su representante legal; Considerando, que si el demandado, 
legalmente citado, no comparece a la audiencia el día indicado, 
como es el caso de la especie, se pronunciará el defecto en su 
contra y se acogerán las conclusiones del demandante, si éstas 
fueren justas y reposasen en base legal; Considerando, que por 
los documentos depositados en el expediente, se comprueba, que 
dicho recurso, es correcto y reposa en base legal; Considerando: 
que toda parte que sucumbe en justicia, deberá ser condenado al 
pago de las costas”;

Considerando, que como se observa en los precedentes 
considerandos, la decisión recurrida adolece de falta de motivos 
y de base legal, como lo ha denunciado el recurrente, lo que trae 
consigo una evidente violación al artículo 141 del Código de 
Procedimiento Civil, por cuanto la motivación reproducida más 
arriba, aparte de la simple transcripción de la parte dispositiva de 
la sentencia recurrida en oposición, está concebida en términos 
muy generalizados e imprecisos; 
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Considerando, que una decisión debe necesariamente bastarse 
a sí misma, razón con la cual la falta o insuficiencia de motivos 
no puede suplirse con la simple referencia a los documentos o los 
elementos de la causa, sin haber sido objeto de una depuración, 
análisis y ponderación del alcance de los mismos; que esto es aún 
más necesario, en el caso en que, como en la especie, el recurrido 
no tuvo oportunidad, de presentar sus medios de defensa y haber 
sido declarado el defecto en su contra; que la disposición del 
artículo 150 del Código de Procedimiento Civil establece que las 
conclusiones de la parte que la requiera, en caso de defecto de una 
de ellas, serán acogidas sólo si se encontrasen justas y reposaren 
en prueba legal;

Considerando, que las circunstancias expuestas precedente-
mente muestran que la sentencia impugnada no contiene motivos 
suficientes y pertinentes, ni una relación de los hechos de la causa 
que permitan a la Suprema Corte de Justicia, como Corte de 
Casación, determinar si en el caso se hizo una correcta aplicación 
de la ley, impidiéndole ejercer su facultad de control, razón por 
la cual, la decisión impugnada debe ser casada por falta de base 
legal y falta de motivos, medio de puro derecho que suple esta 
Suprema Corte de Justicia;

Considerando, que cuando el recurso de casación es decidido 
por un medio suplido de oficio por la Suprema Corte de Justicia, 
como ocurre en el presente caso, el numeral 2 del artículo 65 de la 
Ley sobre Procedimiento de Casación, permite la posibilidad de 
que las costas del proceso puedan ser compensadas. 

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia de fecha 21 de 
septiembre de 1988, dictada por la Cámara Civil y Comercial de 
la Primera Circunscripción del Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Nacional en sus atribuciones civiles, cuyo dispositivo 
se ha copiado en parte anterior del presente fallo, y envía el 
asunto por ante la Segunda Sala de la Cámara Civil y Comercial 
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, en las 
mismas atribuciones; Segundo: Compensa las costas.
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Así ha sido hecho y juzgado por la Cámara Civil de la Suprema 
Corte de Justicia, y la sentencia pronunciada por la misma en la 
ciudad de Santo Domingo de Guzmán, en su audiencia pública 
del 18 de marzo de 2009, años 166º de la Independencia y 146º 
de la Restauración.

Firmado: Rafael Luciano Pichardo, Eglys Margarita Esmurdoc, 
Margarita A. Tavares, Ana Rosa Bergés Dreyfous y José E. 
Hernández Machado. Grimilda Acosta, Secretaria General.

La presente sentencia ha sido dada, firmada y pronunciada por 
los señores Jueces que figuran al pie, en la audiencia pública del 
día, mes y año en ella expresados, y fue firmada, leída y publicada 
por mí, Secretaria General, que certifico.
www.suprema.gov.do



SENTENCIA DEL 18 DE MARZO DE 2009, NÚM. 49
Sentencia impugnada:	 Cámara Civil de la Corte de Apelación de 

Santo Domingo, del 8 de noviembre de 
1988.

Materia:	 Civil.
Recurrente:	 Francisco Herrera Durán.
Abogados:	 Drs. José de Js. Bergés Martín y José H. 

Bergés Rojas.
Recurrida:	 Scovill Mexicana, S. A.
Abogados:	 Dres. Santiago Rodríguez Lazala y Oscar M. 

Herasme.

CÁMARA CIVIL

Rechaza

Audiencia pública del 18 de marzo de 2009.
Preside: Rafael Luciano Pichardo.

 
Dios, Patria y Libertad

En Nombre de la República, la Cámara Civil de la Suprema 
Corte de Justicia, actuando como Corte de Casación, dicta en 
audiencia pública la sentencia siguiente: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Francisco Herrera 
Durán, dominicano, mayor de edad, portador de la cédula de 
identificación personal núm. 401, serie 50, domiciliado y residente 
en esta ciudad, contra la sentencia dictada por la Cámara Civil de 
la Corte de Apelación de Santo Domingo el 8 de noviembre de 
1988, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
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Oído en la lectura de sus conclusiones el Dr. José de Jesús 
Bergés, por sí y por el Dr. José Bergés Rojas, abogados de la parte 
recurrente;

Oído en la lectura de sus conclusiones al Dr. Santiago Rodríguez 
Lazala, por si y por el Dr. Oscar M. Herasme M., abogados de la 
parte recurrida, Scovill Mexicana, S.A.;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la 
República; 

Visto el memorial de casación depositado en la Secretaría 
General de la Suprema Corte de Justicia el 25 de enero de 1989, 
suscrito por los Drs. José de Js. Bergés Martín y José H. Bergés 
Rojas, abogados de la parte recurrente, en el cual se invocan los 
medios de casación que se indican más adelante;

Visto el memorial de defensa depositado en la Secretaría 
General de la Suprema Corte de Justicia el 23 de febrero de 
1989, suscrito por los Dres. Santiago Rodríguez Lazala y Oscar 
M. Herasme, abogados de la parte recurrida, Scovill Mexicana, S. 
A.;

Vista la Ley núm. 25 de 1991, modificada por la Ley núm. 156 
de 1997 y los artículos 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación;

Visto el auto dictado el 3 de febrero de 2009, por el magistrado 
Rafael Luciano Pichardo, Presidente de la Cámara Civil de 
la Suprema Corte de Justicia, por medio del cual se llama a sí 
mismo y a los magistrados Eglys Margarita Esmurdoc, Margarita 
A. Tavares, Ana Rosa Bergés Dreyfous y José E. Hernández 
Machado, jueces de esta cámara, para integrar la misma en la 
deliberación y fallo del recurso de casación de que se trata, de 
conformidad con las Leyes núms. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La CORTE, en audiencia pública del 29 de noviembre de 1989, 
estando presente los Jueces Fernando E. Ravelo de la Fuente, 
Leonte R. Alburquerque Castillo, Máximo Puello Renville, 
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Abelardo Herrera Piña, Octavio Piña Valdez, Federico Natalio 
Cuello López y Rafael Richiez Saviñón,, asistidos del Secretario 
General de la Suprema Corte de Justicia, y después de haber 
deliberado los jueces signatarios de este fallo;

Considerando, que la sentencia impugnada y la documentación 
a que ella se refiere, ponen de manifiesto que, en ocasión de una 
demanda en cobro de deuda, incoada por Scovill Mexicana, S.A., 
contra Francisco Herrera Durán, la Cámara Civil y Comercial de 
la Segunda Circunscripción del Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Nacional, dictó el 10 de octubre de 1985, una sentencia 
con el dispositivo siguiente: “Primero: Se condena al señor 
Francisco Herrera Durán, al pago inmediato del equivalente 
en pesos dominicanos, de la suma de US$9,450.00 (Nueve Mil 
Cuatrocientos Cincuenta Dólares), en favor de la compañía 
Scovill Mexicana, S.A., que constituyen los salarios que recibió 
dicho señor por concepto de las mercancías que fueron vendidas 
por éste y no pagadas a la demandante; Segundo: Se condena a la 
parte demandada, señor Francisco Herrera Durán, al pago de las 
costas; Tercero: Se comisiona para la notificación de la sentencia 
al Ministerial Manuel E. Carrasco C., Alguacil de estrados de éste 
mismo Tribunal”; que, sobre el recurso de apelación interpuesto, 
intervino la sentencia impugnada en casación, cuyo dispositivo es el 
siguiente: “Primero: Declara regular y válido en cuanto a la forma, 
el recurso de apelación intentado por el señor Francisco Herrera 
Duran contra la sentencia dictada en sus atribuciones comerciales, 
por la Cámara Civil y Comercial de la Segunda Circunscripción del 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, en fecha, 18 
de octubre de 1985, en favor de Scovill Mexicana, S.A., por haber 
sido interpuesto dicho recurso, conforme a la ley; Segundo: 
Rechaza, en cuanto al fondo, dicho recurso de apelación, y en 
consecuencia, confirma en todas sus partes dicha sentencia, 
por los motivos precedentemente expuestos; debiéndose leer 
el ordinal primero de dicha decisión, de la manera siguiente; 
Primero: Condena al señor Francisco Herrera Durán a pagar 
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a Scovill Mexicana, S.A., la suma de Nueve Mil Cuatrocientos 
Cincuenta Dólares (US$9,450.00) moneda de los Estados Unidos 
de América, o su equivalente en moneda nacional, a la tasa o tipo 
de cambio que prevalezca al día del pago, en el mercado de divisa, 
de acuerdo con las regulaciones dictadas por la Junta Monetaria, 
que estuvieren vigente a esa fecha; Tercero: Condena al señor 
Francisco Herrera Durán al pago de las costas, ordenándose 
su distracción en provecho de los doctores Santiago Rodríguez 
Lazala y Oscar M. Herasme, quienes afirman haberlas avanzado 
en su totalidad”;

Considerando, que el recurrente propone en apoyo en su 
recurso, los siguientes medios de casación: “Desnaturalización 
de los hechos; Violación a los artículos 1247 y 1162 del Código 
Civil; Violación a los artículos 1 y 2 de la ley Monetaria número 
1528 del 7 de febrero de 1948 y sus modificaciones; violación al 
artículo 1257 del Código Civil; 

Considerando, que en el desarrollo de los medios de casación, 
los cuales se reúnen para su examen por su estrecha vinculación y 
por convenir a la solución del caso, el recurrente alega en síntesis, 
que el acto jurídico que originó el crédito del recurrente frente a la 
recurrida, se trata de un reconocimiento de deuda para ser cobrada 
y ejecutada en la República Dominicana, no estableciéndose 
expresamente en el mismo, cobro, pago o ejecución alguna fuera 
de la República Dominicana; que de conformidad con el artículo 
1247 del Código Civil, “el pago debe hacerse en el sitio designado 
en el contrato. Si el lugar no estuviere designado, el pago, cuando 
se trata de un objeto cierto y determinado, debe hacerse en el sitio 
en que estaba la cosa de que es objeto la obligación al tiempo de 
encontrarse ésta”; que en la especie, la cosa objeto de la obligación 
estaba al tiempo de contraerse ésta en la República Dominicana, 
por lo cual hay que admitir que contrario a lo estipulado por la 
Corte a-qua la obligación del recurrente tenía su causa en un 
negocio interno y consecuentemente el pago debía realizarse en 
la República Dominicana; que de conformidad con la letra y el 
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espíritu del párrafo primero artículo 2 de la ley Monetaria núm. 
1528, toda cláusula calificativa o restrictiva que imponga pago 
en plata, oro metálico, moneda o divisas extranjera o cualquier 
unidad monetaria que no sea el peso será nula; que la Corte a-qua 
declaró la nulidad de las ofertas reales de pagos hechas por el 
recurrente, sustentada en que las mismas debieron ser hecha en 
la moneda extranjera en que se contrajo la obligación o en la tasa 
prevaleciente en el mercado paralelo de divisas al día del pago; 
que al fallar de esa forma, entiende la Corte a-qua que la Junta 
Monetaria tiene capacidad para modificar las disposiciones de la 
Ley Monetaria especialmente en lo que se refiere a la paridad legal 
establecida en su artículo primero que reza “La unidad monetaria 
de la República Dominicana será el peso oro equivalente a un 
dólar de los Estados Unidos de América”; que dicho texto no 
había sido derogado ni modificado por la Constitución vigente 
ni por ninguna ley emanada del Congreso que es quien tiene la 
facultad exclusiva para dictar leyes en materia monetaria; que en 
consecuencia, debido a la nulidad absoluta que afectó la cláusula 
que imponía el pago en moneda extranjera, las ofertas reales de 
pagos hechas por el recurrente ofreciendo pagar la suma adeudada 
en pesos dominicanos y a la tasa establecida en el artículo 1 de la 
ley Monetaria, debieron producir necesariamente un pago válido 
liberatorio de su obligación frente al recurrido;

Considerando, que del examen de la sentencia recurrida y 
de los documentos a que ella se refiere esta Suprema Corte de 
Justicia ha podido verificar, que el recurrente en su calidad de 
agente representante en el país de la entidad recurrida, mediante 
acto de fecha 17 de septiembre de 1983 notariado por el Dr. 
Santiago Rodríguez Lazala, reconoció adeudar a la recurrida la 
suma de US18,900.00 dólares; que en fecha 19 de julio de 1984 
mediante acto instrumentado por el ministerial César Manuel 
Matos D., alguacil ordinario de la Segunda Cámara Penal del 
Distrito Nacional, la recurrida intimó al señor Francisco Herrera 
Durán a pagarle el monto adeudado a la fecha ascendente a la 
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suma de US$9,450.00 o su equivalente en moneda nacional; que 
el recurrente a su vez, notificó a la entidad recurrida mediante 
acto de fecha 3 de agosto de 1984 del ministerial Alfredo Gómez, 
alguacil ordinario del Juzgado de Primera Instancia de la Cámara de 
Trabajo del Distrito Nacional, una oferta real de pago por la suma 
de RD$ 7,620.00 monto que según el recurrente, calculado a la tasa 
establecida en el artículo 1 de la ley Monetaria era el equivalente 
en pesos al valor adeudado en dólares; que la recurrida no aceptó 
la referida oferta, alegando que ambas partes habían contratado 
que el pago debía ser efectuado en dólares, procediendo luego, 
a interponer una demanda en “cobro de deuda” en perjuicio del 
recurrente; que la jurisdicción apoderada acogió la demanda y 
condenó al recurrente al pago de US$9,450.00 o su equivalente 
en pesos dominicanos; que en ocasión del recurso de apelación 
interpuesto contra dicha decisión, la Corte a-qua confirmó la 
sentencia rendida por la jurisdicción de primer grado en cuanto 
al monto adeudado, pero, con la modificación indicada en el 
ordinal primero del fallo cuestionado, referente a la forma en que 
debía ser efectuado el pago de la suma a que fue condenado el 
recurrente, al disponer que el mismo debía ser hecho en “moneda 
de los Estados Unidos de América, o su equivalente en moneda 
nacional, a la tasa o tipo de cambio que prevalezca al día del pago, 
en el mercado de divisas de acuerdo con las regulaciones dictadas 
por la Junta Monetaria”; 

Considerando, que con relación al alegato del recurrente, de 
que el fallo cuestionado vulneró las disposiciones de los artículos 
1247 y 1162 del Código Civil, un examen de la sentencia recurrida, 
evidencia que los agravios invocados, sustentados en dichas 
disposiciones legales no fueron planteados ante la Corte a-qua 
para ponerla en condiciones de valorar la procedencia o no de 
los mismos; que al ser propuestos por primera vez en casación, 
deben ser declarados inadmisibles; 
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Considerando, que en lo referente a lo expuesto por el 
recurrente, de que en virtud de las disposiciones del artículo 2 
párrafo primero de la ley Monetaria núm. 1528 no podía ser 
condenado al pago de valores en moneda extranjera, sino en 
pesos dominicanos y a la tasa establecida en el artículo primero 
de dicha ley; que la Corte a-qua justificó su decisión considerando 
“que el señor Francisco Herrera Durán en su calidad de agente o 
representante de Scovill Mexicana, S.A., estaba obligado a cobrar 
y remitir a su representada, la cual tiene su domicilio en México la 
suma que le adeudaren sus clientes, por concepto de la venta de 
mercancías y productos importados e introducidos en la República 
Dominicana; que, indudablemente, se trata de obligaciones que 
implicaban pagos desde la República Dominicana al exterior, y 
como tales exceptuadas de las disposiciones del artículo 2 de la 
ley Monetaria núm. 1528 y contempladas en el literal a) de ese 
mismo artículo; que el artículo 2 de la ley Monetaria núm. 1528, 
dispone “Los precios, impuestos, tasas, honorarios, sueldos, 
salarios, contratos y obligaciones de cualquier clase o naturaleza 
que deban ser pagados, cobrados o ejecutados en la República 
Dominicana, se expresarán y liquidarán exclusivamente en pesos. 
Toda cláusula calificativa o restrictiva que imponga pagos en 
plata y oro metálico, monedas o divisas extranjeras o cualquier 
unidad monetaria que no sea el peso, será nula. No obstante, 
dicha nulidad no invalidará la obligación principal, cuando ésta 
pueda interpretarse en términos de la unidad monetaria nacional, 
caso en el cual se liquidarán las respectivas obligaciones en pesos, 
efectuando la conversión sobre la base de las paridades legales 
correspondientes, ya sea al tiempo de la celebración del contrato o 
bien al momento del pago según resulte más favorable al deudor”; 
que ese mismo artículo en su literal a) exceptúa de las limitaciones 
y sanciones que consagra para garantizar el curso forzoso de la 
moneda nacional en el territorio de la República, “La obligaciones 
que establecen pagos desde la República Dominicana al exterior 
o desde el exterior a la República Dominicana de acuerdo con 
las regulaciones que la Junta Monetaria dictare al efecto”; que 
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la Junta Monetaria por su Segunda Resolución de fecha 2 de 
febrero de 1948, resolvió “que las obligaciones resultantes de 
operaciones de carácter corriente que establezcan pagos desde 
la República al exterior y desde el exterior a la República podrán 
expresarse, de conformidad con el inciso a) del artículo 2 de la 
ley Monetaria en moneda extranjera, y liquidarse y pagarse en 
la moneda del contrato o en moneda nacional sobre la base de 
paridades legales al momento de efectuarse la liquidación o el 
pago”; que la ley núm. 251 de fecha 11 de mayo de 1964 sobre 
transferencias internacionales de fondos, fue dictada en vista de 
que ya a esa fecha estaba ocurriendo en nuestro país, un proceso 
de devaluación de la unidad monetaria nacional, con relación al 
dólar norteamericano; que posteriormente fue dictado el Decreto 
núm. 1467 del año 1967, sobre el uso de las divisas propias, el cual 
al igual que la ley núm. 251 constituyeron los primeros actos de 
reconocimiento oficial de la existencia de un mercado paralelo de 
divisas; que tanto a la fecha de la firma del acto de reconocimiento 
del 27 de septiembre de 1983 como a la de los ofrecimientos reales 
de pagos hechos por el recurrente, la tasa de cambio del peso con 
respecto al dólar en el mercado paralelo de divisas no era de RD$ 
1 por dólar, sino que había pasado alrededor de RD$1.84 por 
dólar a RD$2.8 por dólar”; 

Considerando, que tal y como lo consideró la Corte a-qua el 
solo hecho de pactar el pago de una obligación contractual en 
moneda extranjera que ha de ser ejecutada en territorio nacional 
en una moneda diferente al signo monetario, no tiene por efecto 
anular la obligación, sino que la misma subsiste entre las partes 
contratantes; 

Considerando, que además, es un hecho no controvertido 
que el título que sirvió de soporte a la demanda en cobro de 
pesos, lo constituye un acto emitido por el propio recurrente en 
el cual reconoce adeudar a la recurrida valores en dólares; que en 
consecuencia, no puede pretender prevalecerse de una cláusula 
por él mismo pactada para evadir su responsabilidad; 
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Considerando, que era también incuestionable la circunstancia 
en la economía del país de una devaluación oficial de la moneda, 
dispuesta y admitida por el organismo de la administración pública 
que establece las regulaciones de la moneda; que fue tomando en 
consideración esa devaluación que la Corte a-qua dispuso que la 
consignación de las ofertas reales de pago hechas por el recurrente 
debieron ser hechas en la moneda extranjera en que se contrajo 
la obligación o su equivalente en moneda nacional, a la tasa 
prevaleciente en el mercado paralelo de divisas al día del pago;

Considerando, que, si bien es cierto, que el cambio o 
modificación del régimen legal de la moneda nacional requiere 
para su validez que el Congreso Nacional así lo disponga 
mediante ley dictada con ese objeto, no lo es menos, que cuando 
el Banco Central, a través de la Junta Monetaria, resuelve fijar 
tasas cambiarias con carácter provisorio y revisable en relación 
con nuestra moneda y emite para conocimiento general los avisos 
correspondientes, no vulnera con ello la prohibición constitucional 
contenida en el artículo 112 de la Carta Fundamental, en virtud 
de la cual sólo mediante ley puede ser modificado el régimen legal 
de la moneda o de la banca, pues en ese caso el Banco Central no 
hace más que ejercer las facultades que le reconocen los artículos 
2 y 25 del artículo 25 de la Ley Orgánica del Banco Central de la 
República Dominicana núm. 6142, del 29 de diciembre de 1962 y 
de la ley Monetaria, a cuyo tenor dicha entidad tiene la atribución, 
de fijar la tasa cambiaria a través de las resoluciones de la Junta 
Monetaria, en interés de llevar a conocimiento del país el valor 
real de la moneda a fin de evitar el rompimiento del equilibrio 
económico de los acuerdos de las partes; 

Considerando, que un análisis general de la sentencia 
cuestionada, pone de relieve que los motivos dados por la Corte 
a-qua para justificar la decisión por ella adoptada, son precisos, 
suficientes y pertinentes, así mismo contiene una exposición 
completa de los hechos de la causa, lo que ha permitido a esta 
Suprema Corte de Justicia, como Corte de Casación, comprobar 
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que en la especie se ha hecho una correcta aplicación de la ley, por 
lo que procede rechazar el presente recurso de casación; 

Por tales motivos: Primero: Rechaza el recurso de casación 
interpuesto por el señor Francisco Herrera Durán, contra la 
sentencia dictada por la Cámara Civil de la Corte de Apelación 
de Santo Domingo, el 8 de noviembre de 1988, cuyo dispositivo 
se copia en parte anterior del presente fallo; Segundo: Condena 
a la parte recurrente al pago de las costas del procedimiento, con 
distracción de las mismas a favor de los Dres. Santiago Rodríguez 
Lazala y Oscar M. Herasme M, abogados de la parte recurrida, 
quienes afirman haberlas avanzado en su totalidad. 

Así ha sido hecho y juzgado por la Cámara Civil de la Suprema 
Corte de Justicia, y la sentencia pronunciada por la misma en la 
ciudad de Santo Domingo de Guzmán, en su audiencia pública 
del 18 de marzo de 2009, años 166º de la Independencia y 146º 
de la Restauración.

Firmado: Rafael Luciano Pichardo, Eglys Margarita Esmurdoc, 
Margarita A. Tavares, Ana Rosa Bergés Dreyfous y José E. 
Hernández Machado. Grimilda Acosta, Secretaria General.

La presente sentencia ha sido dada, firmada y pronunciada por 
los señores Jueces que figuran al pie, en la audiencia pública del 
día, mes y año en ella expresados, y fue firmada, leída y publicada 
por mí, Secretaria General, que certifico.
www.suprema.gov.do



SENTENCIA DEL 18 DE MARZO DE 2009, NÚM. 50
Sentencia impugnada:	 Juzgado de Paz de la Cuarta Circunscripción 

del Distrito Nacional, del 7 de julio de 1988.
Materia:	 Civil.
Recurrente:	 José Escott.
Abogados:	 Licdos. José Tomás Escott Tejada y Víctor 

N. Cerón Soto.
Recurrido:	 Hipólito Vargas.
Abogada:	 Dra. Natividad Rosario de Félix.

CÁMARA CIVIL 

Casa

Audiencia pública del 18 de marzo de 2009.
Preside: Margarita A. Tavares.

 
Dios, Patria y Libertad

En Nombre de la República, la Cámara Civil de la Suprema 
Corte de Justicia, actuando como Corte de Casación, dicta en 
audiencia pública la sentencia siguiente:

Sobre el recurso de casación interpuesto por José Escott, 
dominicano, casado, mayor de edad, portador de la cédula de 
identificación personal núm. 83393, serie 1ra., domiciliado y 
residente en la casa núm. 285 (parte atrás) de la calle Juana 
Saltitopa de esta ciudad, contra la sentencia dictada el 7 de julio 
de 1988, por el Juzgado de Paz de la Cuarta Circunscripción del 
Distrito Nacional, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
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Oído en la lectura de sus conclusiones al Lic. José Tomás 
Escott Tejada, por sí y por el Dr. Víctor N. Cerón, abogados de 
la parte recurrente;

Oída en la lectura de sus conclusiones a la Dra. Natividad 
Rosario de Féliz, abogada del recurrido, Hipólito Vargas;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la 
República; 

Visto el memorial de casación depositado en la Secretaría 
General de la Suprema Corte de Justicia, el 16 de septiembre de 
1988, suscrito por los Licdos. José Tomás Escott Tejada y Víctor 
N. Cerón Soto, abogados de la parte recurrente, en el cual se 
invocan los medios de casación que se indican más adelante;

Visto el memorial de defensa depositado en la Secretaría 
General de la Suprema Corte de Justicia el 4 de octubre de 1988, 
suscrito por la Dra. Natividad Rosario de Felix, abogada del 
recurrido;

Vista la Ley núm. 25 de 1991, modificada por la Ley núm. 156 
de 1997, y los artículos 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación;

Visto el auto dictado el 25 de febrero de 2009, por el magistrado 
Rafael Luciano Pichardo, Presidente de la Cámara Civil de la 
Suprema Corte de Justicia, por medio del cual se llama a sí mismo 
y a los magistrados Eglys Margarita Esmurdoc, Margarita A. 
Tavares, Ana Rosa Bergés Dreyfous y José E. Hernández Machado, 
jueces de esta cámara, para integrar la misma en la deliberación y 
fallo del recurso de casación de que se trata, de conformidad con 
las Leyes núms. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La CORTE, en audiencia pública del 15 de marzo de 1989, 
estando presentes los Jueces, Néstor Contín Aybar, Fernando E. 
Ravelo de la Fuente, Máximo Puello Renville, Abelardo Herrera 
Piña, Octavio Piña Valdez y Rafael Richiez Saviñón, asistidos del 
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Secretario General de la Suprema Corte de Justicia, y después de 
haber deliberado los jueces signatarios de este fallo;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que con 
motivo de una demanda civil en rescisión de contrato, cobro 
de alquileres y desalojo, intentada por Hipólito Vargas, contra 
José Scott, el Juzgado de Paz de la Cuarta Circunscripción del 
Distrito Nacional, dictó el 7 de julio de 1988, la sentencia ahora 
impugnada, cuyo dispositivo es el siguiente: “Primero: Rechaza 
las conclusiones vertidas en audiencia por la parte demandada 
por improcedentes y mal fundadas; Segundo: Se declara 
rescindido, puro y simple, el contrato de inquilinato existente 
entre José Escott, inquilino, e Hipólito Vargas, propietario, por 
falta de pago; Tercero: Se condena a José Escott, inquilino, a 
pagarle a Hipólito Vargas, propietario, la suma setenta y dos pesos 
(RD$72.00) por concepto de alquileres vencidos y dejados de 
pagar correspondientes a los meses de septiembre de 1985 hasta 
febrero de 1986, a razón de RD$12.00 cada mes, así como al pago 
de los meses que transcurran durante el procedimiento, mas los 
intereses legales de esa suma a partir de la fecha de la demanda en 
justicia; Cuarto: Se ordena el desalojo inmediato de José Escott, 
de la pieza de atrás de la casa núm. 285, de la calle Juana Saltitopa, 
de esta ciudad, que ocupa en calidad de inquilino, propiedad de 
Hipólito Vargas, así como de cualesquiera otras personas que se 
encuentren ocupando la indicada pieza de atrás de la mencionada 
casa en el momento de la ejecución del desalojo; Quinto: Se 
condena a José Escott, inquilino, al pago de las costas gastos del 
procedimiento con distracción a favor del abogado concluyente, 
quien afirma haberlas avanzado en su totalidad; Sexto: Se ordena 
la ejecución provisional y sin fianza de esta sentencia no obstante 
cualquier recurso que se interponga contra la misma, se comisiona 
a Francisco del Rosario Pimentel, alguacil Ordinario de la Cuarta 
Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Nacional, para que notifique ésta sentencia”; 
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Considerando, que el recurrente plantea como soporte de 
su recurso los siguientes medios de casación: “Primer Medio: 
Desnaturalización de los hechos y documentos de la causa. 
Artículo 141 del Código de Procedimiento Civil. Segundo 
Medio: Violación a la Ley No. 248 de fecha 21 de octubre de 
1980 (Gaceta Oficial núm. 9548). Violación al derecho de defensa. 
Violación al artículo 4 de la Ley núm. 834; Tercer Medio: Falta 
de Base Legal”; 

Considerando, que en el desarrollo de la primera parte de su 
segundo medio de casación, el cual se examina en primer término 
por convenir a la solución del presente caso, el recurrente alega, en 
síntesis, lo siguiente: que el Juez a-quo, en su sentencia de marras 
ha violado en forma evidente, tanto el artículo 4 de la Ley núm. 
834, que modificó el Código de Procedimiento Civil, así como la 
Ley 248 de fecha 21 de octubre de 1980 (G. O. núm. 9548), ya que 
el recurrente propuso en todo estado de la causa, que la última ley 
mencionada, le atribuía nueva jurisdicción territorial, tanto a los 
juzgados de paz como a los juzgados de instrucción del Distrito 
Nacional, y que por vía de consecuencia, el inmueble objeto 
del litigio se encuentra radicado dentro de las demarcaciones 
territoriales del Juzgado de Paz de la Tercera Circunscripción del 
Distrito Nacional, en razón de que el inmueble está ubicado en 
el número 285 de la Calle Juana Saltitopa (parte atrás), de esta 
ciudad;

Considerado, que a ese respecto, el fallo atacado establece que 
la casa objeto del presente litigio se encuentra en la calle Juana 
Saltitopa núm. 285 de esta ciudad, que corresponde a la acera Sur, 
de la calle Osvaldo Bazil (antigua calle 11); que por tal razón cae 
dentro de la jurisdicción del Juzgado de la Cuarta Circunscripción; 
que resulta y viene a ser este tribunal competente para conocer 
la demanda civil en rescisión de contrato, cobro de alquileres y 
desalojo, interpuesta por el señor Hipólito Vargas contra el señor 
José Scott; 
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Considerando, que el artículo 1 del apéndice del artículo 52 
(Ley 313, de 1968), establece que el Juzgado de Paz de la Tercera 
Circunscripción comprende la siguiente porción territorial: El 
polígono que se forma partiendo de la esquina de la calle Bartolomé 
Colón con la avenida San Martín; siguiendo por la acera norte de 
esta avenida, hacia el Oeste, hasta su empalme con la Calle María 
Montez; siguiendo por la acera este de esta calle hasta su empalme 
con la avenida Duarte; siguiendo por la acera Este de esta calle 
hasta su empalme con la avenida Duarte; siguiendo por la acera 
Norte de esta avenida, hacia el Oeste, hasta la avenida Máximo 
Gómez; siguiendo la acera Este de esta avenida, hacia el Norte 
hasta la margen meridional del río Isabela; de aquí siguiendo toda 
esta margen hacia el Esta hasta el río Ozama y siguiendo la margen 
occidental de este río hasta su encuentro con la prolongación de 
la calle 11; de aquí siguiendo por la acera Norte de esta calle hasta 
su empalme con la avenida Duarte; siguiendo la acera Oeste de 
esta avenida, hacia el Sur, hasta la avenida Federico Velázquez; de 
aquí siguiendo la acera Norte de esta avenida hacia el Oeste, hasta 
encontrar la calle Bartolomé Colón; y siguiendo la acera Oeste de 
esta calle hacia el Sur, hasta el punto de partida;

Considerando, que conforme a la ley de organización judicial 
y del análisis del mapa en el cual se verifican las competencias 
territoriales de los juzgados de Primera Instancia y de Paz del 
Distrito Nacional, esta Suprema Corte de Justicia, como Corte 
de Casación ha podido comprobar que el inmueble ubicado en 
la Calle Juana Saltitopa núm. 285, pertenece a la jurisdicción 
del Juzgado de Paz de la Tercera Circunscripción del Distrito 
Nacional, por lo que, tal y como lo alega el actual recurrente, 
el juez a-quo debió declararse incompetente; en consecuencia, la 
sentencia impugnada debe ser casada, sin necesidad de examinar 
los demás medios;

Por tales motivos: Primero: Casa la sentencia dictada por el 
Juzgado de Paz de la Cuarta Circunscripción del Distrito Nacional 
el 7 de julio de 1988, cuyo dispositivo figura en parte anterior 
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de este fallo, y envía el asunto por ante el Juzgado de Paz de la 
Tercera Circunscripción del Distrito Nacional, en las mismas 
atribuciones; Segundo: Condena al recurrido al pago de las 
costas del procedimiento, en favor y provecho de los Licdos. José 
Tomás Escott Tejada y Víctor Nicolás Cerón Soto, abogados del 
recurrente, quienes afirman haberlas avanzado en su totalidad.

Así ha sido hecho y juzgado por la Cámara Civil de la Suprema 
Corte de Justicia, y la sentencia pronunciada por la misma en la 
ciudad de Santo Domingo de Guzmán, en su audiencia pública 
del 18 de marzo de 2009, años 166º de la Independencia y 146º 
de la Restauración.

Firmado: Rafael Luciano Pichardo, Eglys Margarita Esmurdoc, 
Margarita A. Tavares, Ana Rosa Bergés Dreyfous y José E. 
Hernández Machado. Grimilda Acosta, Secretaria General.

La presente sentencia ha sido dada, firmada y pronunciada por 
los señores Jueces que figuran al pie, en la audiencia pública del 
día, mes y año en ella expresados, y fue firmada, leída y publicada 
por mí, Secretaria General, que certifico.
www.suprema.gov.do



SENTENCIA DEL 11 DE MARZO DE 2009, NÚM. 51
Sentencia impugnada:	 Cámara Civil y Comercial de la Corte de 

Apelación de Santo Domingo, del 12 de 
febrero de 1987.

Materia:	 Civil.
Recurrente:	 Domingo Peralta.
Abogado:	 Dr. Freddy Z. Díaz Peña.
Recurrida:	 La Colonial, S. A.
Abogados:	 Dres. Hipólito Herrera Vassallo y Juan Ml. 

Pellerano Gómez.

CÁMARA CIVIL

Casa

Audiencia pública del 11 de marzo de 2009.
Preside: Rafael Luciano Pichardo.

 
Dios, Patria y Libertad

En Nombre de la República, la Cámara Civil de la Suprema 
Corte de Justicia, actuando como Corte de Casación, dicta en 
audiencia pública la sentencia siguiente: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por el señor Domingo 
Peralta, dominicano, mayor de edad, portador de la cédula de 
identificación personal núm. 32017 serie 2, domiciliado y residente 
en San Cristóbal, contra la sentencia dictada por la Cámara Civil 
y Comercial de la Corte de Apelación de Santo Domingo el 12 de 
febrero de 1987, cuyo dispositivo se copia más adelante;
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Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la 
República;

Visto el memorial de casación depositado en la Secretaría 
General de la Suprema Corte de Justicia el 22 de abril de 1987, 
suscrito por el Dr. Freddy Z. Díaz Peña, abogado del recurrente, 
en el cual se invocan los medios de casación que se indican más 
adelante;

Visto el memorial de defensa depositado en la Secretaría 
General de la Suprema Corte de Justicia el 4 de agosto de 1987, 
suscrito por los Dres. Hipólito Herrera Vassallo y Juan Ml. 
Pellerano Gómez, abogados de la recurrida, La Colonial, S.A.; 

Vista la Ley núm. 25 de 1991, modificada por la Ley núm. 156 
de 1997 y los artículos 1, 20 y 65 de la Ley sobre Procedimiento 
de Casación;

Vista la Resolución del 11 de febrero de 2009, dictada por el 
pleno de la Suprema Corte de Justicia, mediante el cual se acoge 
el acta de inhibición suscrito por el magistrado José E. Hernández 
Machado, para la deliberación y fallo del presente recurso;

Visto el auto dictado 25 de febrero de 2009, por el magistrado 
Rafael Luciano Pichardo, Presidente de la Cámara Civil de la 
Suprema Corte de Justicia, por medio del cual se llama a sí mismo 
y a los magistrados Eglys Margarita Esmurdoc, Margarita A. 
Tavares y Ana Rosa Bergés Dreyfous, jueces de esta cámara, para 
integrar la misma en la deliberación y fallo del recurso de casación 
de que se trata, de conformidad con las Leyes núms. 684 de 1934 
y 926 de 1935; 

La CORTE, en audiencia pública del 21 de septiembre de 1988, 
estando presentes los jueces Néstor Contín Aybar, Fernando E. 
Ravelo de la Fuente, Leonte R. Alburquerque Castillo, Máximo 
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Puello Renville, Abelardo Herrera Piña, Federico Natalio Cuello 
López y Rafael Richiez Saviñón, asistidos del Secretario General, 
y después de haber deliberado los jueces signatarios de este fallo;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo de la 
demanda comercial en reclamación de daños y perjuicios, incoada 
por Domingo Peralta contra La Colonial, S.A., la Cámara de lo Civil 
y Comercial de la Tercera Circunscripción del Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Nacional, dictó el 20 de enero de 1983 la 
sentencia cuyo dispositivo es el siguiente: “Primero: Rechaza por 
las razones explicadas precedentemente, la presente demanda en 
reparación de daños y perjuicios intentada por el señor Domingo 
Peralta contra La Colonial, S.A.; Segundo: Condena al señor 
Domingo Peralta, al pago de las costas, ordenando su distracción 
en provecho de los abogados infrascritos quienes afirman 
haberlas avanzado en su totalidad”; c) que sobre el recurso de 
apelación interpuesto intervino la sentencia ahora impugnada 
con el siguiente dispositivo: “Primero: Declara regular y válido, 
en cuanto a la forma, el recurso de apelación interpuesto por 
Domingo Peralta contra la sentencia comercial dictada el 20 de 
enero del año 1983 por la Cámara de lo Civil y Comercial de 
la Tercera Circunscripción del Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Nacional, en provecho de La Colonial, S.A.; Segundo: 
Rechaza, relativamente al fondo, dicho recurso de alzada por 
las razones expuestas precedentemente, confirma en todas sus 
partes la decisión impugnada, cuyo dispositivo figura transcrito 
en otro lugar de este fallo, y en consecuencia, desestima la 
demanda original incoada en el caso por Domingo Peralta contra 
La Colonial, S.A.; Tercero: Condena a Domingo Peralta, parte 
apelante sucumbiente, al pago de las costas procesales de esta 
instancia, con distracción en beneficio del abogado Lic. Ricardo 
A. Pellerano, quien asegura haberlas avanzado en su totalidad”;
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Considerando, que el recurrente propone en apoyo en su 
recurso, los siguientes medios de casación: “Primer Medio: 
Violación del artículo 1315 del Código Civil Violación al Art. 
1134 del Código Civil y su total desconocimiento; Segundo 
Medio: Violación al Art. 141 del Código de Procedimiento Civil. 
Insuficiencia en la motivación. Falta de base legal”; 

Considerando, que en el desarrollo de sus dos medios de 
casación, los que se examinan por convenir a la solución del 
caso, el recurrente sustenta en síntesis que la Corte a-qua no 
menciona en su decisión en base a que prueba sustenta que le 
fue comunicada la cancelación de la póliza al asegurado; que no 
basta que la Corte diga que el asegurado supo lo de la cancelación 
porque se redactó el endoso núm. 20158, de fecha 28 de octubre 
de 1981, donde supuestamente se canceló el contrato póliza; que 
no existe constancia de que ese endoso llegó al asegurado; que no 
le fue comunicada la cancelación de la póliza de seguros por la 
compañía aseguradora;

Considerando: que el artículo 50 de la Ley núm. 126 sobre 
seguros privados, de fecha 10 de mayo de 1971, vigente en ese 
entonces, establece lo siguiente: “La cancelación se notificará 
por escrito al asegurado, depositando copia de la misma en la 
Superintendencia con no menos de tres días de anticipación a la 
fecha en que deba ser efectiva la cancelación”;

Considerando, que la Corte a-qua sostuvo su decisión en lo 
siguiente: “que, según ha sido demostrado por los documentos que 
reposan en el expediente de esta causa, la compañía La Colonial, 
S. A., parte intimada, ha probado fehacientemente que participó 
mediante notificación escrita a su asegurado y a la superintendencia 
de seguros (documentos Nos. 1 y 2 del inventario depositado por 
la recurrida), la cancelación unilateral de la póliza núm. 15-32127, 
en cuestión conforme a las estipulaciones contractuales y legales 
establecidas al efecto”;
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Considerando, que los documentos a que se refiere la Corte 
a-qua que constan en el inventario depositado por la recurrida, se 
trata primero de una comunicación dirigida al señor Domingo 
Peralta donde le informa de la cancelación de la mencionada póliza 
de seguros y una certificación expedida por la Superintendencia 
de Seguros donde establece que dicha cancelación fue realizada, 
sin embargo en el primer documento no se evidencia que fue 
recibido, por lo que no hace prueba de que haya llegado a manos 
del señor Domingo Peralta la cancelación de la póliza y en el 
segundo la Superintendencia de Seguros solamente da constancia 
de que la póliza fue cancelada, por lo que la Corte a-qua hizo 
una mala aplicación del artículo 1315 del Código Civil toda vez 
que no podía establecer que el asegurado tenía conocimiento de 
la cancelación de la póliza por el hecho de que la aseguradora 
emitió una comunicación dirigida a él en ese sentido ni porque se 
la hayan depositado a la Superintendencia de Seguros, sino que 
debió comprobar que la misma tuviese acuse de ser recibida, en 
consecuencia procede acoger los medios propuestos y con éstas 
el presente recurso de casación y casar la sentencia recurrida por 
los motivos indicados; 

Por tales motivos: Primero: Casa la sentencia dictada por la 
Cámara Civil de la Corte de Apelación de Santo Domingo el 12 
de febrero de 1987, cuya parte dispositiva figura en otro lugar 
de este fallo, y en consecuencia envía el asunto en las mismas 
atribuciones a la Corte de Apelación de San Cristóbal; Segundo: 
Condena a la parte recurrida al pago de las costas procesales, con 
distracción de las mismas en favor del Dr. Freddy Zabulón Díaz, 
abogado de la parte recurrente, quien afirma haberlas avanzado 
en su totalidad.

Así ha sido hecho y juzgado por la Cámara Civil de la Suprema 
Corte de Justicia, y la sentencia pronunciada por la misma en la 
ciudad de Santo Domingo de Guzmán, en su audiencia pública 
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del 11 de marzo de 2009, años 165º de la Independencia y 146º 
de la Restauración.

Firmado: Rafael Luciano Pichardo, Eglys Margarita Esmurdoc, 
Margarita A. Tavares y Ana Rosa Bergés Dreyfous. Grimilda 
Acosta, Secretaria General.

La presente sentencia ha sido dada, firmada y pronunciada por 
los señores Jueces que figuran al pie, en la audiencia pública del 
día, mes y año en ella expresados, y fue firmada, leída y publicada 
por mí, Secretaria General, que certifico.
www.suprema.gov.do



SENTENCIA DEL 11 DE MARZO DE 2009, NÚM. 52
Sentencia impugnada:	 Cámara Civil, Comercial y de Trabajo de la 

Corte de Apelación de Santo Domingo, del 
7 de junio de 1988.

Materia:	 Civil.
Recurrentes:	 Corporación Dominicana de Electricidad 

(CDE) y Seguros San Rafael, C. por A.
Abogados:	 Dres. Félix Antonio Brito Mata y Pablo R. 

Solano H.
Recurridos:	 Pura Aponte de Serrat y compartes.
Abogados:	 Dres. Adalberto G. Maldonado Hernández y 

Tomás Mejía Portes.

CÁMARA CIVIL

Casa

Audiencia pública del 11 de marzo de 2009.
Preside: Rafael Luciano Pichardo.

 
Dios, Patria y Libertad

En Nombre de la República, la Cámara Civil de la Suprema 
Corte de Justicia, actuando como Corte de Casación, dicta en 
audiencia pública la sentencia siguiente: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Corporación 
Dominicana de Electricidad (CDE), entidad autónoma 
descentralizada del estado, con su domicilio social en esta 
ciudad en la avenida Independencia a esquina Fray Cipriano de 
Utrera, Centro de los Héroes, debidamente representada por su 
Administrador General, Ing. Carlos Guillén Mera, dominicano, 
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mayor de edad, casado, ingeniero electricista, provisto de la cédula 
de identificación personal núm.25904, serie 47, domiciliado y 
residente en esta ciudad y la Compañía de Seguros San Rafael, C. 
por A., compañía por acciones organizada de acuerdo con las leyes 
dominicanas, con su domicilio social y principal establecimiento 
ubicado en el edificio San Rafael sito en la calle Leopoldo 
Navarro núm. 61 de esta ciudad, debidamente representada 
por su Administrador General Dr. Rubén Darío Espaillat Inoa, 
dominicano, mayor de edad, casado, abogado y administrador de 
empresas, provisto de la cédula de identificación personal núm. 
3645, serie 54, domiciliado y residente en la calle Josefa Perdomo 
núm. 151 del sector de Gazcue de esta ciudad, contra la sentencia 
dictada por la Cámara Civil, Comercial y de Trabajo de la Corte 
de Apelación de Santo Domingo el 7 de junio de 1988, cuyo 
dispositivo se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído en la lectura de sus conclusiones al Dr. Tomás Mejía 
Portes, por sí y por el Dr. Adalberto G. Maldonado Hernández, 
abogados de la parte recurrida, Pura Aponte de Serrat, Xiomara 
Melania Serrat Aponte, María Lucía de León, Alfonso de León y 
Carmita Mueses Viuda Mueses;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la 
República;

Visto el memorial de casación depositado en la Secretaría 
General de la Suprema Corte de Justicia el 7 de octubre de 1988, 
suscrito por el Dr. Félix Antonio Brito Mata, por sí y por el Dr. 
Pablo R. Solano H., abogados de la parte recurrente en el cual se 
invocan el medio de casación que se indica más adelante; 

Visto el memorial de defensa depositado en la Secretaría 
General de la Suprema Corte de Justicia el 10 de noviembre del 
1988, suscrito por los Dres. Adalberto G. Maldonado Hernández 
y Tomás Mejía Portes, abogados de la parte recurrida, Pura 
Aponte de Serrat y Comparte;
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Vista la Ley núm. 25 de 1991, modificada por la Ley núm. 156 
de 1997 y los artículos 1, 20 y 65 de la Ley sobre Procedimiento 
de Casación;

Vista la Resolución del 11 de febrero de 2009, dictada por el 
pleno de la Suprema Corte de Justicia, mediante el cual se acoge 
el acta de inhibición suscrito por el magistrado José E. Hernández 
Machado, para la deliberación y fallo del presente recurso;

Visto el auto dictado el 25 de febrero de 2009, por el magistrado 
Rafael Luciano Pichardo, Presidente de la Cámara Civil de la 
Suprema Corte de Justicia, por medio del cual se llama a sí mismo 
y a los magistrados Eglys Margarita Esmurdoc, Margarita A. 
Tavares y Ana Rosa Bergés Dreyfous, jueces de esta cámara, para 
integrar la misma en la deliberación y fallo del recurso de casación 
de que se trata, de conformidad con las Leyes núms. 684 de 1934 
y 926 de 1935;

La CORTE, en audiencia pública del 17 de mayo de 1989, 
estando presente los Jueces Néstor Contín Aybar, Fernando E. 
Ravelo de la Fuente, Leonte R. Alburquerque Castillo, Máximo 
Puello Renville, Abelardo Herrera Piña, Octavio Piña Valdez, 
Federico Natalio Cuello López y Rafael Richiez Saviñón, asistidos 
del Secretario General de la Suprema Corte de Justicia, y después 
de haber deliberado los jueces signatarios de este fallo;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta: a) que con motivo de 
una demanda en reclamación de daños y perjuicios, interpuesta 
por los Sres. Pura Aponte de Serret, Xiomara Melania Serret 
Aponte, María Lucia Mejía Fabián, Herminia Nuñez Vda. Perez, 
Alfonso de León y Carmita Mueses Viuda Mueses contra la 
Corporación Dominicana de Electricidad (CDE) y la Compañía 
de Seguros San Rafael, C. por A., la Cámara Civil y Comercial de 
la Tercera Circunscripción del Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Nacional, dictó el 7 de agosto de 1986, una sentencia 
cuyo dispositivo es el siguiente; “Primero: Se rechazan las 
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conclusiones de la parte demandada Corporación Dominicana 
de Electricidad (CDE), por los motivos expuestos; Segundo: 
Se acogen, con sus modificaciones hechas, las conclusiones 
de los señores demandantes: Pura Aponte de Serret, Xiomara 
Melania Serret Aponte, María Lucia Mejía, Herminia Nuñez 
Vda. Pérez, Alfonso de León y Carmita Mueses Viuda Mueses, 
y en consecuencia: a) Se condena a la Corporación Dominicana 
de Electricidad (CDE), a pagar las suma de ochenta y cinco mil 
pesos oro (RD$85,000.00), a favor de la señora Pura Aponte de 
Serret; ciento setenta y cinco mil pesos oro (RD$175,000.00), a 
favor de Xiomara Melania Serret Aponte; y veinte mil pesos oro 
(RD$20,000.00), a favor de cada uno de los restantes demandantes 
Sres. María Lucia Mejía, Herminia Nuñez Vda. Pérez, Alfonso de 
León y Carmita Mueses Vda. Mueses, como indemnización por 
los daños y perjuicios morales y materiales sufridos por ellos a 
causa de la total, parcial destrucción de sus viviendas; de ajuares 
y pertenencias como además por la destrucción de una fábrica 
de muebles, por los motivos antes expuestos; b) Se condena a la 
Corporación Dominicana de Electricidad (CDE) al pago de los 
intereses legales de dichas sumas acordadas, a partir de la fecha 
de la demanda, como indemnización suplementaria; Tercero: Se 
condena a la Corporación Dominicana de Electricidad (CDE) 
al pago de las costas causadas y por causarse en la presente 
instancia y con distracción en provecho de los abogados de los 
demandantes, Dres. Adalberto Maldonado Hernández y Tomás 
Mejía Portes, quienes afirman haberlas avanzado en su totalidad; 
Cuarto: Se declara oponible esta sentencia contra la Compañía 
de Seguros San Rafael, C. por A., por ser la aseguradora de la 
responsabilidad civil de la demandada Corporación Dominicana 
de Electricidad (CDE)”; b) que sobre el recurso de apelación 
interpuesto intervino la sentencia ahora impugnada con el siguiente 
dispositivo: “Primero: Se acoge, en cuanto a la forma, el recurso 
de apelación interpuesto por la Corporación Dominicana de 
Electricidad (CDE) y la Compañía de Seguros San Rafael, C. por 
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A., contra la sentencia comercial dictada, el 7 de agosto de 1986, 
por la Cámara Civil y Comercial de la Tercera Circunscripción del 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, por haber 
sido hecho conforme con la ley; Segundo: En cuanto al fondo, 
se revoca por propia autoridad y contrario imperio el ordinal 
segundo de dicha sentencia, en sus letras (a) y (b); Tercero: Se 
dispone que los señores Pura Aponte de Serret, Xiomara Melania 
Serret de Aponte, María Lucia Mejía Fabián, Herminia Nuñez 
Vda. Perez, Carmen o Carmita Vda. Mueses y el Licdo. Alfonso 
de León, justifiquen y liquiden por estado el monto de los daños 
y perjuicios que recibieron con motivo del incendio ocurrido el 
día 1ro de agosto de 1985 en las casas 70, 72, 74 y 76 de la calle 
Luis C. del Castillo, de esta ciudad; Cuarto: Se confirma, en sus 
demás aspectos, la sentencia recurrida; Quinto: Se condena a 
la Corporación Dominicana de Electricidad (CDE), al pago de 
las costas de la presente instancia, y se ordena su distracción a 
favor de los Dres. Adalberto G. Maldonado H. y Tomás Mejía 
Portes, abogados que afirman haberlas avanzado en su totalidad; 
Sexto: Se declaran común y oponible a la Compañía de Seguros 
San Rafael, C. por A., en condición de entidad aseguradora de la 
responsabilidad de la Corporación Dominicana de Electricidad 
(CDE), las disposiciones de esta sentencia”; 

Considerando, que las recurrentes proponen en apoyo de 
su recurso los medios de casación siguientes: “Primer Medio: 
Violación o aplicación indebida de la ley que rige la situación 
litigiosa. Desnaturalización de documentos. Falta de base legal; 
Segundo Medio: Violación del artículo 141 del Código de 
Procedimiento Civil. Violación al derecho de defensa. Falta de 
base legal”;

Considerando, que en el primer medio las recurrentes plantean, 
en síntesis, que la sentencia de primer grado y la impugnada han 
construido una situación litigiosa con hechos que no han sido 
probados en forma regular, en razón de que han desnaturalizado 
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los informes técnicos del Cuerpo de Bomberos de Santo Domingo 
y de la Sección de Incendios y Explosivos de la Policía Nacional, 
para dar por establecida las causas y el origen del incendio a base 
de un informativo que no arrojó ninguna luz al acontecimiento 
y que contradice las declaraciones dadas por partes interesadas a 
raíz del siniestro; que la jurisdicción de primer grado, ni la Corte 
a-qua, que pretendió suplir los motivos de la decisión de primera 
instancia, cotejaron la documentación y los informes técnicos 
con las declaraciones aportadas en el informativo, limitándose 
a dar por cierto lo afirmado por los reclamantes y a asignarle 
indemnizaciones fabulosas, con lo cual la Corte a-qua ignoró 
completamente dichos informes; 

Considerando, que el fallo impugnado expone en su 
motivación que: “ en el presente caso, se ha puesto de manifiesto 
que el incendio de que se ha hablado se originó en el poste de 
tendido eléctrico propiedad de la Corporación Dominicana de 
Electricidad (C.D.E.), transmitiéndose a través de los alambres 
distribuidores de la energía eléctrica a las viviendas siniestradas; 
que la C.D.E. no ha hecho la prueba en contrario de que dicho 
incendio ocurrió o por un caso fortuito o de fuerza mayor, o 
fue causado por el hecho de un tercero, o por la imprudencia 
y falta de las víctimas mismas; que se ha probado también en 
forma evidente, tanto por las declaraciones de los testigos como 
de los informes rendidos por los Departamentos Técnicos tanto 
de la Policía Nacional como de la C.D.E., que a consecuencia del 
referido incendio se quemaron las viviendas marcadas con los 
números 74, 72 y 76 de la calle Luis C. del Castillo del Barrio de 
Villa Juana, en esta ciudad, así como el ajuar y mobiliario en ellas 
existentes ”;

Considerando, que la ponderación de los documentos de la litis 
es una cuestión de hecho exclusiva de los jueces del fondo cuya 
censura escapa al control de la casación siempre que en el ejercicio 
de dicha facultad no se haya incurrido en desnaturalización; que 
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por ser éste uno de los medios invocados por el recurrente, procede 
ponderar la medida en que la Corte a-qua estimó correctamente 
el contenido y valor probatorio de los documentos presentados 
por las partes al debate; 

Considerando, que respecto al alegato de las recurrentes de que 
en el presente caso la Corte a-qua ha desnaturalizado el contexto 
de los documentos aportados, esta Suprema Corte de Justicia, en 
virtud de la facultad excepcional que tiene como Corte de Casación 
de observar si los jueces apoderados del fondo del litigio le han 
dado a los documentos aportados al debate su verdadero sentido 
y alcance, y si las situaciones constatadas, son contrarias o no a 
las plasmadas en las documentaciones depositadas, siempre que 
ésta situación sea invocada por las partes, ha verificado, que según 
informe emitido el 7 de septiembre de 1985, por el Encargado de 
la Sección de Explosivos e Incendios del Departamento Secreto 
de la Policía Nacional, se establece “que este incendio se produjo 
al originarse un cortocircuito interno en la instalación eléctrica 
de un aire acondicionado”; que el informe dado a su vez por el 
Director del Departamento Técnico del Cuerpo de Bomberos 
de Santo Domingo en fecha 30 de agosto de 1985 refleja que 
luego de oídas las declaraciones de los testigos dicho oficial se 
trasladó al lugar de los hechos y al realizar una inspección de toda 
el área afectada pudo comprobar que “dicho incendio se debió a 
un corto circuito en el equipo del referido aire”;

Considerando, que esta situación de hecho, la cual está 
claramente expresada en los informes emitidos por el Cuerpo 
de Bomberos de Santo Domingo y la Sección de Explosivos 
e Incendios de la Policía Nacional, no fue ponderada por la 
Corte a-qua al momento de emitir su fallo, tal y como señalan 
las recurrentes, obviando ponderar lo que dicen los señalados 
informes respecto a que el fuego se debió a un corto circuito en 
el equipo de aire acondicionado;
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Considerando, que la desnaturalización de un documento 
consiste en el desconocimiento por los jueces del fondo del 
sentido claro y preciso del mismo, privándolo del alcance 
inherente a su propia naturaleza; que, como se ha expresado, 
cuando la Corte a-qua manifestó que “en el presente caso, se 
ha puesto de manifiesto que el incendio de que se ha hablado 
se originó en el poste de tendido eléctrico propiedad de la 
Corporación Dominicana de Electricidad (C.D.E.)”, le ha dado 
a dichos informes un sentido y alcance que éstos no tienen, pues 
los mismos concluyen en que el incendio se debió a un corto 
circuito en un equipo de aire acondicionado, situación que fue 
desnaturalizada por la Corte a-qua; 

Considerando, que siendo los documentos precedentemente 
analizados de tal importancia que pueden incidir en la suerte del 
presente litigio, y cuya consideración por la jurisdicción de alzada 
ha sido desnaturalizada, pues no les ha dado su verdadero sentido 
y alcance, esta Corte de Casación es del criterio que la sentencia 
impugnada debe ser casada por este medio, sin necesidad de 
examinar el otro medio propuesto;

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada por 
la Cámara Civil y Comercial de la Corte de Apelación de Santo 
Domingo, hoy del Distrito Nacional, el 7 de junio de 1988, cuyo 
dispositivo figura en parte anterior de este fallo, y envía el asunto 
por ante la Cámara Civil y Comercial de la Corte de Apelación de 
San Cristóbal, en las mismas atribuciones; Segundo: Condena 
a los recurridos Pura Aponte de Serret, Xiomara Melania Serret 
Aponte, María Lucía Mejía Fabien, Herminia Núñez Viuda Pérez, 
Alfonso de León y Carmita Mueses viuda Mueses, al pago de las 
costas del procedimiento con distracción de las mismas a favor y 
provecho de los Dres. Pablo R. Solano Hernandez y Félix Antonio 
Brito Mata, abogados de las recurrentes, quienes afirman haberlas 
avanzado en su totalidad.



534	 Boletín Judicial 1180

www.suprema.gov.do

Así ha sido hecho y juzgado por la Cámara Civil de la Suprema 
Corte de Justicia, y la sentencia pronunciada por la misma en la 
ciudad de Santo Domingo de Guzmán, en su audiencia pública 
del 11 de febrero de 2009, años 166º de la Independencia y 146º 
de la Restauración.

Firmado: Rafael Luciano Pichardo, Eglys Margarita Esmurdoc, 
Margarita A. Tavares y Ana Rosa Bergés Dreyfous. Grimilda 
Acosta, Secretaria General.

La presente sentencia ha sido dada, firmada y pronunciada por 
los señores Jueces que figuran al pie, en la audiencia pública del 
día, mes y año en ella expresados, y fue firmada, leída y publicada 
por mí, Secretaria General, que certifico.
www.suprema.gov.do
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SENTENCIA DEL 11 DE MARZO DE 2009, NÚM. 53
Sentencia impugnada:	 Cámara Civil de la Corte de Apelación de 

Santo Domingo, del 16 de enero de 1989.
Materia:	 Civil.
Recurrente:	 Banco Popular Dominicano, C. por A.
Abogados:	 Licdas. Ana María Germán Urbáez, 

Giovanna Melo de Martínez, Américo 
Moreta Castillo, María Altagracia García 
Meriño de Figueroa y Aura Fernández de 
Moreno.

Recurrido:	 Jaime Bernardino.
Abogados:	 Licdos. José Arturo Uribe Efres y Julio 

César Féliz Viera.

CAMARA CIVIL

Rechaza 

Audiencia pública del 11 de marzo de 2009. 
Preside: Rafael Luciano Pichardo.

 
Dios, Patria y Libertad

En Nombre de la República, la Cámara Civil de la Suprema 
Corte de Justicia, actuando como Corte de Casación, dicta en 
audiencia pública la sentencia siguiente: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Banco Popular 
Dominicano, C. por A., institución organizada de conformidad 
con las leyes de la República Dominicana, con su domicilio y 
asiento social situado en la casa núm. 214 de la calle Isabel la 
Católica de esta ciudad, debidamente representada por los señores 
José Manuel Gutiérrez e Ivonne Muñoz de Vargas, dominicanos, 
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mayores de edad, portadores de las cédulas de identificación 
personal núms. 74420 y 130474, series 1ra. y 31, domiciliados 
y residentes en esta ciudad, contra la sentencia dictada por la 
Cámara Civil de la Corte de Apelación de Santo Domingo, el 16 
de enero de 1989, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la 
República; 

Visto el memorial de casación depositado en la Secretaría 
General de la Suprema Corte de Justicia el 4 de mayo de 1989, 
suscrito por las Licdas. Ana María Germán Urbáez, Giovanna 
Melo de Martínez, por sí y por los Licdos. Américo Moreta Castillo, 
María Altagracia García Meriño de Figueroa y Aura Fernández de 
Moreno, abogados de la parte recurrente, en el cual se invocan los 
medios de casación que se indican más adelante;

Visto el memorial de defensa depositado en la Secretaría 
General de la Suprema Corte de Justicia el 18 de julio de 1989, 
suscrito por los Licdos. José Arturo Uribe Efres y Julio César 
Féliz Viera, abogados de la parte recurrida, Jaime Bernardino, 
en el cual se invocan los medios de casación que se indican más 
adelante;

Vista la Ley núm. 25 de 1991, modificada por la Ley núm. 156 
de 1997 y los artículos 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación;

Vista la Resolución del 26 de febrero de 2009, dictada por el 
pleno de la Suprema Corte de Justicia, mediante la cual se acoge 
el acta de inhibición suscrita por el magistrado José E. Hernández 
Machado, para la deliberación y fallo del presente recurso; 

Visto el auto dictado el 2 de marzo de 2009, por el magistrado 
Rafael Luciano Pichardo, Presidente de la Cámara Civil de la 
Suprema Corte de Justicia, por medio del cual se llama a sí mismo 
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y a los magistrados Eglys Margarita Esmurdoc, Margarita A. 
Tavares y Ana Rosa Bergés Dreyfous, jueces de esta cámara, para 
integrar la misma en la deliberación y fallo del recurso de casación 
de que se trata, de conformidad con las Leyes núms. 684 de 1934 
y 926 de 1935;

La CORTE, en audiencia pública del 14 de marzo de 1990, 
estando presente los Jueces Néstor Contín Aybar, Fernando E. 
Ravelo de la Fuente, Máximo Puello Renville, Abelardo Herrera 
Piña, Octavio Piña Valdez y Federico Natalio Cuello López, 
asistidos del Secretario General de la Suprema Corte de Justicia, y 
después de haber deliberado los jueces signatarios de este fallo;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que con 
motivo de una demanda en restitución de dinero y reparación 
de daños y perjuicios intentada por el señor Jaime Bernardino, 
contra el Banco Popular dominicano, C. por A., la Cámara Civil y 
Comercial de la Primera Circunscripción del Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Nacional, dictó el 8 de noviembre de 1984, 
una sentencia con el siguiente dispositivo: “Primero: Rechaza las 
conclusiones presentadas en audiencia por la parte demandada, 
Banco Popular Dominicano, por improcedentes y mal fundadas; 
Segundo: Acoge las conclusiones presentadas en audiencia por 
la parte demandante por ser justas y reposar en prueba legal, y en 
consecuencia Condena al Banco Popular Dominicano, a restituirle 
al señor Jaime Bernardino, la suma de Seis Mil Novecientos 
Ochenta y Dos Pesos con Cincuenta Centavos (RD$6,982.20); 
Tercero: Condena al Banco Popular Dominicano, a pagarle 
al señor Jaime Bernanrdino, la suma de Cien Mil Pesos Oro 
(RD$100,000.00), como justa reparación por los daños morales 
que le ha causado con sus hechos ilegales; Cuarto: Condena al 
Banco Popular Dominicano, al pago de los interés legales de dicha 
suma; Quinto: Condena al Banco Popular Dominicano, al pago 
de las costas ordenando su distracción en provecho del Lic. José 



538	 Boletín Judicial 1180

A. Uribe Efres, quien afirma haberlas avanzado en su totalidad”; 
b) que sobre el recurso de apelación interpuesto intervino la 
sentencia ahora impugnada con el siguiente dispositivo: “Primero: 
Se acoge como regular y válido en la forma el recurso de apelación 
interpuesto por el Banco Popular Dominicano, C. por A., contra 
la sentencia dictada el 8 de noviembre de 1984 por la Cámara 
Civil y Comercial de la Primera Circunscripción del Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Nacional; Segundo: Modifica los 
ordinales segundo y tercero del dispositivo de esta sentencia, para 
que en base a los motivos precedentemente expuestos, rijan en lo 
adelante del modo siguiente: Segundo: Acoge las conclusiones 
presentadas en audiencia por la parte demandante por ser justas 
y reposar en prueba legal, y en consecuencia Condena al Banco 
Popular Dominicano, C. por A., a restituirle al señor Jaime 
Bernardino la suma de RD$1,650.00; Tercero: Condena al Banco 
Popular Dominicano, a pagarle al señor Jaime Bernardino, la suma 
de RD$15,000.00, como justa reparación por los daños morales 
que le ha causado con sus hechos ilegales; Tercero: Confirma los 
demás ordinales de la sentencia recurrida; Cuarto: Condena al 
Banco Popular Dominicano, C. por A., al pago de las costas de la 
presente instancia, ordenando su distracción en favor del Lic. José 
Arturo Uribe Efres, Abogado de que afirma haberlas avanzado 
en su totalidad”;

Considerando, que en su memorial de casación el recurrente 
invoca los siguientes medios: Primer Medio: Violación del Art. 
44 de la Ley 834-78 del 15 de julio de 1978, G.O. 9478, en cuanto 
al plazo prefijado (la caducidad) como medio de inadmisión, y 
1134 del Código Civil y de la cláusula 16 contenida en el convenio 
de cuenta de cheques suscrito entre los señores Jaime Bernardino 
y Fernando José Ovalles con el hoy recurrente en fecha 4 de 
marzo de 1983; Segundo Medio: Violación por falsa aplicación 
de los Arts. 1147 y 1149 del Código Civil; Tercer Medio: Falta 
de base legal, desconocimiento de la solidaridad estipulada por 
los señores Jaime Bernardino y Fernando José Ovalles entre sí y 
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con el recurrente en el convenio de fecha 4 de marzo de 1983; y 
violación del Art. 1134 de dicho Código;

Considerando, que en el desarrollo de su primer medio de 
casación, el recurrente alega en síntesis que la Corte a-qua ha 
violado el artículo 1134 del Código Civil puesto que en la cláusula 
16 del convenio de cuenta de cheques suscrito entre el recurrente, 
Fernando José Ovalles y el recurrido, se establece un plazo de 
diez (10) días para impugnar los estados de cuenta recibidos, lo 
que constituye un medio de inadmisión en virtud del Art. 44 de 
la Ley 834-78, y tanto la impugnación como la interposición de la 
demanda en reparación de daños y perjuicios tuvieron lugar fuera 
de ese plazo;

Considerando, que el examen de la sentencia impugnada pone 
de manifiesto que para rechazar el medio de inadmisión planteado 
por el recurrente, la Corte a-qua estimó “que si bien es cierto como 
lo alega la parte recurrente, el Banco Popular Dominicano, C. por 
A., que Jaime Bernardino no observó, ni contradijo, ni avisó, ni 
protestó por ante la entidad bancaria referida las partidas debitadas 
durante el mes de abril de 1983 dentro de los plazos fijados por la 
cláusula 16 del convenio de depositante precitado como de la nota 
incluida al pie de los estados de cuenta, o sea, hasta el 9 de junio 
de 1983, no es menos cierto que esta circunstancia no puede ser 
aprovechada por el Banco Popular Dominicano para cubrir una 
irregularidad por él cometida en contravención de sus propios 
reglamentos y regulaciones; que, en efecto, el referido estado de 
cuenta correspondiente al mes de abril de 1983, en la línea final 
de la columna de cargos o débitos, figura la suma RD$1,650.00, 
cargada a la cuenta núm. 01-20529-3 como consecuencia de la 
comunicación que en fecha 25 de marzo de 1983 dirigiera al 
Banco Popular el señor Pedro A. Ovalles B., apoderado del señor 
Fernando José Ovalles, como se ha dicho anteriormente; que, este 
cargo, requerido unilateralmente por el señor Pedro A. Ovalles B., 
es violatorio de las condiciones estipuladas en el complemento 
del Convenio de Depositante, formulario DE-388-REV-6/78 de 
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fecha 4 de marzo de 1983, titulado “Cuenta Solidaria (para firmar 
conjuntamente)”, el cual estipula de manera clara y formal que 
“los fondos así depositados, estarán siempre sujetos a disposición 
o retiro, en todo o en parte, por cheques, órdenes o instrucciones 
escritas firmadas por ambos conjuntamente, de uno cualquiera 
de nosotros y un apoderado del otro, o de nuestros respectivos 
apoderados…”, lo cual supone evidentemente que todo retiro, 
cargo, débito, etc., a la referida cuenta debió haber sido autorizado 
por las dos partes co-depositantes o sus apoderados y no por 
una sola de ellas, como se hizo; que esta irregularidad cometida 
por el Banco Popular Dominicano está comprobada por la 
certificación núm. 3816 de fecha 11 de agosto de 1983, expedida 
por la Superintendencia de Bancos, en la cual se señala “que dicho 
cargo es irregular y no procede debido a que la autorización para 
el mismo debió estar avalada por dos firmas conjuntas”; que, en 
consecuencia, la impugnación de dicho cargo o el requerimiento 
judicial para que sus efectos sean reparados no puede estar sujeta 
al plazo establecido para la manifestación de aprobación o no de 
la regularidad o irregularidad de un estado de cuenta bancario, 
sino el plazo de ejercicio de las acciones en justicia establecido en 
el derecho común”;

Considerando, que dicha cláusula, tendente a limitar el plazo 
de ejercicio de la impugnación por el recurrente de los cargos 
que aparecen en un estado de cuenta, no puede asimilarse a los 
medios de inadmisión establecidos en el Art. 44 de la Ley 834-
78; que además, por formar parte de un contrato de adhesión, 
donde las estipulaciones no son libremente negociadas por las 
partes sino que se imponen generalmente por un contratante al 
otro, el mismo constituye una violación al principio de la libertad 
de contratación consagrado por el artículo 1134 del Código 
Civil, el cual predomina, salvo disposición de la ley contraria a 
las voluntades de las partes, expresadas en las convenciones 
libremente aceptadas por los contratantes, lo que no ocurre en 
la especie con la referida cláusula que invoca el recurrente, por lo 
que el medio examinado debe ser desestimado;
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Considerando, que en el desarrollo en conjunto hecho por el 
recurrente de su segundo y tercer medios de casación, éste alega 
en síntesis que no debió condenarse al recurrente a la devolución 
del monto en cuestión, no obstante haber aplicado el cargo con la 
firma de uno sólo de los titulares de la cuenta, ya que de acuerdo 
al convenio de cuenta solidaria, Pedro A. Ovalles, apoderado 
del señor Fernando José Ovalles, es responsable solidariamente 
frente a su cotitular, el recurrido, y fue quien se benefició de esa 
suma, transferida a su cuenta personal; que, para fijar el monto de 
la indemnización, la Corte a-qua sólo tomó en consideración el 
aviso contenido en el periódico Listín Diario y que el recurrido 
afirmó que el cargo de dicho monto le impidió cumplir con el 
compromiso contraído con un grupo de artistas, sin que se haya 
demostrado ante ese plenario real y efectivamente el perjuicio 
ocasionado a éste, ni contener el fallo impugnado motivos 
suficientes que justifiquen la evaluación efectuada para determinar 
el irrazonable monto de la indemnización acordada;

Considerando, en cuanto al alegato de que no debió condenarse 
al recurrente a la devolución del cargo indebidamente aplicado 
sino al co-titular de la cuenta como solidariamente responsable 
frente al recurrido, el examen de las conclusiones vertidas ante 
la Corte a-qua revela que estas no fueron formuladas en los 
términos invocados; que, ha sido jurisprudencia constante de esta 
Suprema Corte de Justicia, que cuando el vicio denunciado no 
fue propuesto y formulado ante los jueces del fondo, se trata de 
un alegato nuevo, como ocurre en la especie, no ponderable el 
casación;

Considerando, respecto al alegato de la irrazonabilidad de 
la indemnización acordada por la Corte a-qua, el examen de la 
sentencia impugnada pone de manifiesto que el hecho de que 
el recurrente aplicara el cargo por la suma de RD$1,650.00 a la 
cuenta mancomunada de la que era co-titular el recurrido con 
la sola firma del otro co-titular, originó la dificultad en el pago 
que debía realizarse a los artistas y productores de la producción 
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musical “Jesucristo superestrella”, que se presentó en la Sala 
República del Teatro Nacional durante los días 17, 18, 19 y 21 de 
diciembre de 1982, y 24 y 25 de marzo de 1983, lo que trajo como 
consecuencia que éstos denunciaran mediante una publicación 
hecha en el periódico Listín Diario, edición del 21 de mayo de 
1983 “que la Productora Bernova Productions, integrada entre 
otros por el demandante Jaime Bernardino, cuyo nombre figura 
al igual que los demás asociados, en letra negrita de tipo mediano, 
haciéndolo por tanto resaltar del contexto del aviso, incumplió el 
compromiso contraído con los cantantes quejosos por no haberles 
pagado el trabajo realizado” donde además se hacía advertencia 
a los demás compañeros del gremio artísticos, así como a las 
personas relacionadas con las actividades de los integrantes 
de Bernova Productions, sobre “la actitud irresponsable y 
desconsiderada de los mismos”; que, en ese sentido, se hicieron 
alusiones respecto de la reputación profesional y del nombre del 
hoy recurrido, que le causaron cierta aflicción interior puesto que 
dichas declaraciones invadían el campo dentro del cual ejercía 
sus actividades profesionales; que, de hecho, además la Corte 
a-qua redujo a RD$15,000.00 la indemnización que en primer 
término había sido fijada por el tribunal de primer grado en 
RD$100,000.00;

Considerando, que para la ponderación del daño moral 
entran elementos subjetivos por tratarse de un aducido atentado 
a la reputación profesional y el nombre del recurrido; que, en 
tal sentido, los jueces del fondo son soberanos para apreciar la 
existencia y el monto del perjuicio y para acordar la indemnización 
que consideren justa, apreciación que no está sujeta a la casación 
si, tal y como se aprecia en la especie, ésta no es excesiva; que 
como se ha visto, la Corte a-qua en la sentencia impugnada, 
contestó todas las conclusiones de las partes, dando motivos 
suficientes y pertinentes, permitiendo a esta Corte, actuando 
como Corte de Casación, poder apreciar que en el caso se hizo 
una correcta aplicación de la ley, por lo que el medio examinado 
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debe ser desestimado por improcedente e infundado, y con ello el 
presente recurso de casación;

Por tales motivos: Primero: Rechaza el recurso de casación 
interpuesto por el Banco Popular Dominicano, C. por A., contra 
la sentencia dictada el 16 de enero de 1989, por la Cámara Civil 
de la Corte de Apelación de Santo Domingo, cuyo dispositivo se 
copia en parte anterior del presente fallo; Segundo: Condena a la 
parte recurrente al pago de las costas en favor y provecho de los 
Licdos. Julio César Feliz Viera y José Arturo Uribe Efres, abogados 
de la parte recurrida, quienes afirman haberlas avanzando en su 
totalidad.

Así ha sido hecho y juzgado por la Cámara Civil de la Suprema 
Corte de Justicia, y la sentencia pronunciada por la misma en la 
ciudad de Santo Domingo de Guzmán, en su audiencia pública 
del 11 de marzo de 2009, años 166º de la Independencia y 146º 
de la Restauración.

Firmado: Rafael Luciano Pichardo, Eglys Margarita Esmurdoc, 
Margarita A. Tavares y Ana Rosa Bergés Dreyfous. Grimilda 
Acosta, Secretaria General.

La presente sentencia ha sido dada, firmada y pronunciada por 
los señores Jueces que figuran al pie, en la audiencia pública del 
día, mes y año en ella expresados, y fue firmada, leída y publicada 
por mí, Secretaria General, que certifico.
www.suprema.gov.do



SENTENCIA DEL 11 DE MARZO DE 2009, NÚM. 54
Sentencia impugnada:	 Cámara Civil y Comercial de la Corte de 

Apelación de Santo Domingo, del 22 de 
abril de 1987.

Materia:	 Civil
Recurrentes:	 Amílcar J. Kalaf  Ariza y Fortunato Canaán.
Abogados:	 Dr. Freddy Zarzuela y Lic. José U. Cabrera.
Recurrida:	 Fertilizantes Químicos Dominicanos, S. A.
Abogados:	 Dr. Caonabo A. de la Rosa.

CAMARA CIVIL

Rechaza 

Audiencia pública del 11 de marzo de 2009.
Preside: Rafael Luciano Pichardo.

 
Dios, Patria y Libertad

En Nombre de la República, la Cámara Civil de la Suprema 
Corte de Justicia, actuando como Corte de Casación, dicta en 
audiencia pública la sentencia siguiente: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Amílcar J. Kalaf  
Ariza y Fortunato Canaán, dominicanos, mayores de edad, el 
último de ellos portador de la cédula de identidad y electoral núm. 
15643, serie 54, domiciliados y residentes en esta ciudad, contra 
la sentencia dictada por la Cámara Civil y Comercial de la Corte 
de Apelación de Santo Domingo, el 22 de abril de 1987, cuyo 
dispositivo se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
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Oído en la lectura de sus conclusiones al Lic. José U. Cabrera 
S., y el Dr. Freddy Zarzuela , abogados de la parte recurrente;

Oído en la lectura de sus conclusiones al Dr. Canoabo A. de 
la Rosa, abogado de la parte recurrida, Fertilizantes Químicos 
Dominicanos, S.A.;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la 
República; 

Visto el memorial de casación depositado en la Secretaría 
General de la Suprema Corte de Justicia el 12 de junio de 1987, 
suscrito por el Dr. Freddy Zarzuela y el Lic. José U. Cabrera, 
abogados de la parte recurrente, en el cual se invocan los medios 
de casación que se indican más adelante;

Visto el memorial de defensa depositado en la Secretaría 
General de la Suprema Corte de Justicia el 29 de junio de 1987, 
suscrito por el Dr. Caonabo A. de la Rosa, abogado de la parte 
recurrida, Fertilizantes Químicos Dominicanos, S.A.;

Vista la Ley núm. 25 de 1991, modificada por la Ley núm. 156 
de 1997 y los artículos 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación;

Vista la Resolución del 26 de febrero de 2009, dictada por el 
pleno de la Suprema Corte de Justicia, mediante la cual se acoge 
el acta de inhibición suscrita por el magistrado José E. Hernández 
Machado, para la deliberación y fallo del presente recurso; 

Visto el auto dictado el 2 de marzo de 2009, por el magistrado 
Rafael Luciano Pichardo, Presidente de la Cámara Civil de la 
Suprema Corte de Justicia, por medio del cual se llama a sí mismo 
y a los magistrados Eglys Margarita Esmurdoc, Margarita A. 
Tavares y Ana Rosa Bergés Dreyfous, jueces de esta cámara, para 
integrar la misma en la deliberación y fallo del recurso de casación 
de que se trata, de conformidad con las Leyes núms. 684 de 1934 
y 926 de 1935;
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La CORTE, en audiencia pública del 7 de junio de 1989, 
estando presente los Jueces, Néstor Contín Aybar, Fernando E. 
Ravelo de la Fuente, Leonte R. Alburquerque Castillo, Máximo 
Puello Renville, Abelardo Herrera Piña, Octavio Piña Valdez y 
Rafael Richiez Saviñón, asistidos del Secretario General de la 
Suprema Corte de Justicia, y después de haber deliberado los 
jueces signatarios de este fallo;

Considerando, que la sentencia impugnada y la documentación 
a que ella se refiere, ponen de manifiesto que, en ocasión de 
una demanda civil en cobro de pesos, incoada por Fertilizantes 
Químicos Dominicanos, S.A., contra Amilcar J. Kalaf  Ariza e 
Ing. Fortunato Canaán, la Cámara Civil y Comercial de la Primera 
Circunscripción del Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Nacional, dictó el 20 de junio de 1984, la sentencia con el dispositivo 
siguiente: “Primero: Pronuncia el defecto contra Amílcar Kalaf  
Ariza e Ing. Fortunato Canaán, parte demandada, por falta de 
concluir; Segundo: Acoge las conclusiones presentadas en 
audiencia por Fertilizantes Químicos Dominicanos, S.A., parte 
demandante, por ser justas y reposar en prueba legal, y en 
consecuencia condena a la parte demandada al pago de la suma 
de Diez Mil Pesos Oro (RD$10,000.00), por el concepto indicado 
en el acto introductivo de instancia; Tercero: Condena a Amílcar 
Kalaf  Ariza y al Ing. Fortunato Canaan, al pago solidario de los 
interés legales de dicha suma, a partir de la fecha de la demanda; 
Cuarto: Condena a Amílcar Kalaf  Ariza e Ing. Fortunato Canaán, 
al pago de las costas, ordenando su distracción en provecho de los 
Doctores Caonabo A. de La Rosa y Rafael A. Ureña Fernández, 
quienes afirman haberlas avanzado en su mayor parte”; que, dicha 
sentencia fue apelada por ante la Cámara Civil y Comercial de la 
Corte de Apelación de Santo Domingo, la cual rindió la sentencia 
ahora impugnada, cuyo dispositivo se expresa de la manera 
siguiente: “Primero: Declara regular y válido, en cuanto a la 
forma, el recurso de apelación intentado por los señores Amílcar 
Kalaf  Ariza e Ing. Fortunato Canaán contra la sentencia dictada 
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en sus atribuciones civiles por la Cámara Civil y Comercial de 
la Primera Circunscripción del Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Nacional, en fecha 20 de junio de 1984, en favor 
de Fertilizantes Químicos Dominicanos, S.A., cuyo dispositivo 
figura copiado precedentemente; Segundo: Rechaza en cuanto 
al fondo dicho recurso de apelación, por las razones expuestas 
precedentemente, y en consecuencia Confirma en todas sus partes 
la sentencia impugnada de que se trata; Tercero: Condena a los 
señores Amílcar Kalaf  Ariza e Ing. Fortunato Canaán al pago 
de las costas del procedimiento con distracción en provecho de 
los Doctores Caonabo A. de La Rosa y Rafael Ignacio Uribe E., 
quienes afirman haberlas avanzado en su totalidad”;

Considerando, que en su memorial los recurrentes invocan los 
siguientes medios de casación: Primer Medio: Falta de base legal. 
Falta de motivos; Segundo Medio: Violación de la ley: artículo 
156 de la ley 845 del 13 de julio de 1978. Falta de base legal;

Considerando, que en su primer medio los recurrentes 
sustentan, básicamente, que un análisis del fallo recurrido evidencia 
que la Corte a-qua incurrió al motivar su sentencia en una pobre 
articulación de los hechos, de tal manera que la motivación 
expuesta resulta vaga e imprecisa; que el vicio que afecta la 
sentencia recurrida resulta evidente, por cuanto la motivación 
expuesta resulta de tal apreciación que no justifica su dispositivo; 
que por las irregularidades que afectan la sentencia atacada, resulta 
que la Suprema Corte de Justicia no se encuentra en condiciones 
de determinar si la aplicación de la ley es correcta; 

Considerando, que la Corte a-qua en sus motivaciones expresa 
que: 1° “en fecha 27 de octubre de 1980, los señores Amílcar 
J. Kalaf. Ariza e Ing. Fortunato Canaán suscribieron a favor de 
Fertilizantes Químicos Dominicanos, S. A., un pagaré por la suma 
de RD$10,000.00, Diez Mil Pesos Oro, con vencimiento el día 27 
de febrero de 1981”; 2°” en ningún momento dichos deudores han 
probado haber pagado dicha deuda ni demostrado haber quedado 
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liberado de la misma”; 3° “tanto en primera instancia como ahora 
en apelación, los recurrentes se han limitado a concluir en el 
sentido de que se rechazara dicha demanda o que se revocara la 
sentencia apelada, sin explicar ni justificar su pedimento”; 4° “el 
examen de la sentencia apelada y de los documentos que integran 
el expediente resulta que dicha decisión es correcta;” 

Considerando, que el artículo 141 del Código de Procedimiento 
Civil, exige para la redacción de las sentencias, la observación de 
determinadas menciones consideradas sustanciales, esto es, los 
fundamentos de hecho y de derecho que le sirvan de sustentación, 
así como las circunstancias que han dado origen al proceso; que 
el análisis de la sentencia impugnada ha puesto de manifiesto que 
ésta ha dado cumplimiento a las disposiciones del señalado texto 
legal al contener una exposición precisa y completa de los hechos 
del proceso, y también dando contestación a las conclusiones 
formales de las partes en litis, mediante una motivación suficiente 
y pertinente, que permite apreciar que en el caso la ley fue bien 
aplicada, por lo que el medio propuesto carece de fundamento y 
debe ser desestimado. 

Considerando, que en su segundo medio de casación los 
recurrentes alegan en síntesis, que la sentencia de la Cámara Civil 
y Comercial de la Primera Circunscripción del Distrito Nacional 
de fecha 20 de junio de 1984, fue pronunciada en defecto contra 
la parte ahora recurrente, por lo cual debió, en cumplimiento con 
el mandato del artículo 156 de la Ley 845 del 1978, comisionar 
un alguacil para la notificación de la misma; que la Corte a-qua al 
ratificar el contenido de la sentencia de primer grado ha incurrido 
en la misma violación comentada, por lo que la sentencia debe 
ser casada;

Considerando, que no hay constancia de que la falta 
cometida en la sentencia de primer grado, dictada en defecto 
de los demandados, al omitirse comisionar un alguacil para su 
notificación como dispone la ley, fuese propuesta oportunamente 
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por ante la Corte a-qua, aún cuando los recurrentes comparecieron 
ante esa jurisdicción de alzada y formularon las conclusiones que 
estimaron pertinentes; que, por lo tanto, resultan carentes de 
pertinencia las argumentaciones relativas a la alegada violación 
del artículo 156 del Código de Procedimiento Civil que ahora, 
por primera vez, plantean en casación los recurrentes; que, en ese 
orden, es preciso, para que un medio de casación sea admisible, 
que los jueces del fondo hayan sido puestos en condiciones de 
conocer los hechos que sirven de base a los agravios formulados 
por los recurrentes, lo que no ha ocurrido en la especie, ya que los 
medios nuevos no son admisibles en casación, en principio, salvo 
si su naturaleza es de orden público, por lo que el segundo medio 
propuesto resulta inadmisible, y por ello el presente recurso de 
casación debe ser rechazado.

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de casación 
interpuesto por Amílcar J. Kalaf  Ariza e Ing. Fortunato Canaán, 
contra la sentencia No. 52/87 del 22 de abril de 1987, dictada 
por la Cámara Civil y Comercial de la Corte de Apelación de 
Santo Domingo, hoy del Distrito Nacional, en sus atribuciones 
civiles, cuyo dispositivo se copia en parte anterior del presente 
fallo; Segundo: Condena a los recurrentes al pago de las costas, 
ordenando su distracción en provecho del Dr. Caonabo A. de la 
Rosa, quien declara haberlas avanzado en su totalidad.

Así ha sido hecho y juzgado por la Cámara Civil de la Suprema 
Corte de Justicia, y la sentencia pronunciada por la misma en la 
ciudad de Santo Domingo de Guzmán, en su audiencia pública 
del 11 de marzo de 2009, años 166º de la Independencia y 146º 
de la Restauración.

Firmado: Rafael Luciano Pichardo, Eglys Margarita Esmurdoc, 
Margarita A. Tavares y Ana Rosa Bergés Dreyfous. Grimilda 
Acosta, Secretaria General.
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La presente sentencia ha sido dada, firmada y pronunciada por 
los señores Jueces que figuran al pie, en la audiencia pública del 
día, mes y año en ella expresados, y fue firmada, leída y publicada 
por mí, Secretaria General, que certifico.
www.suprema.gov.do
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SENTENCIA DEL 11 DE MARZO DE 2009, NÚM. 55
Sentencia impugnada:	 Cámara Civil y Comercial de la Corte de 

Apelación del Distrito Nacional, del 29 de 
abril de 2004.

Materia:	 Civil.
Recurrente:	 Ana Lupe Cabrera Arias.
Abogado:	 Lic. Freddy Peña.
Recurrida:	 Financiera de Crédito Inmobiliario, C. por A.

CAMARA CIVIL

Rechaza 

Audiencia pública del 11 de marzo de 2008.
Preside: Rafael Luciano Pichardo.

 
Dios, Patria y Libertad

En Nombre de la República, la Cámara Civil de la Suprema 
Corte de Justicia, actuando como Corte de Casación, dicta en 
audiencia pública la sentencia siguiente: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Ana Lupe Cabrera 
Arias., dominicana, mayor de edad, casada, comerciante, portadora 
de la cédula de identidad y electoral núm. 001-0944731-8, con su 
domicilio en esta ciudad de Santo Domingo, contra la sentencia 
dictada por la Cámara Civil y Comercial de la Corte de Apelación 
del Distrito Nacional, el 29 de abril de 2004, cuyo dispositivo se 
copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;

Visto la Resolución núm. 1524-2004 dictada el 4 de noviembre 
de 2004, por la Suprema Corte Justicia, mediante la cual se declara 
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el defecto de la parte recurrida Crédito Inmobiliario,S.A., del 
recurso de casación de que se trata; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la 
República, el cual termina así: “Que procede rechazar el recurso 
de casación interpuesto por la señora Ana Lupe Cabrera, contra 
la sentencia núm. 124-2004, de fecha 29 del mes de abril de 2004, 
dictada por la Cámara Civil y Comercial de la Corte de Apelación 
del Distrito Nacional”; 

Visto el memorial de casación depositado en la Secretaría 
General de la Suprema Corte de Justicia el 6 de julio de 2004, 
suscrito por el Licdo. Freddy Peña, abogado de la parte recurrente, 
en el cual se invocan los medios de casación que se indican más 
adelante;

Vista la Ley núm. 25 de 1991, modificada por la Ley núm. 156 
de 1997 y los artículos 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación;

La CORTE, en audiencia pública del 5 de octubre de 2005, 
estando presente los jueces Rafael Luciano Pichardo, Presidente; 
Eglys Margarita Esmurdoc, Ana Rosa Bergés Dreyfous, Margarita 
A. Tavares y José E. Hernández Machado, asistidos de la secretario 
de esta Cámara Civil de la Suprema Corte de Justicia, y después de 
haber deliberado los jueces signatarios de este fallo;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta: a) que con motivo de 
una demanda incidental de nulidad de proceso de venta por 
falsa subasta, incoada por la señora Ana Lupe Cabrera, contra la 
Financiera de Crédito Inmobiliario, C. por A., la Cámara Civil y 
Comercial del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, 
dictó el 23 de octubre de 2001, una sentencia cuyo dispositivo 
es el siguiente: “Primero: Acoge en parte las conclusiones 
de la parte demandada, y en consecuencia rechaza la presente 
demanda incidental en nulidad del procedimiento de reventa por 
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causa de falsa subasta, interpuesta por la adjudicataria, señora 
Ana Lupe Cabrera, contra la Financiera de Crédito Inmobiliario, 
S.A., por los motivos út supra indicados; Segundo: Condena a 
la parte demandante, señora Ana Lupe Cabrera, al pago de las 
costas del procedimiento, sin distracción (sic)”; b) que sobre el 
recurso de apelación interpuesto intervino la sentencia ahora 
impugnada con el siguiente dispositivo: “Primero: Ratifica, el 
defecto pronunciado en audiencia contra la parte recurrida por 
falta de concluir; Segundo: Declara, bueno y válido en cuanto 
a la forma el recurso de apelación interpuesto por la señora Ana 
Lupe Cabrera, contra la sentencia núm. 034-001-2356, de fecha 
23 d octubre de 2001, dictada por la Cámara Civil y Comercial 
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, Primera 
Sala, por haber sido interpuesto de conformidad con las reglas 
procesales que rigen la materia; Tercero: Rechaza, en cuanto al 
fondo el indicado recurso y en consecuencia confirma, en todas 
sus partes la sentencia recurrida; Cuarto: Condena a la parte 
recurrente al pago de las costas del procedimiento”; 

Considerando, que en su memorial la parte recurrente propone 
los siguientes medios de casación, Primer Medio: Falta de 
ponderación de las pruebas que sirvieron de base a la sentencia 
apelada; Segundo Medio: Falta de motivación en derecho del 
fallo y justificación general de los artículos 6734 y siguientes sin 
especificación; Tercer Medio: distorsión de los hechos en cuanto 
al fondo sobre el pago efectuado; Cuarto Medio: Mala aplicación 
de la ley en referencia al artículo 713 del Código Civil; 

Considerando, que en el desarrollo de sus cuatro medios de 
casación, los cuales se reúnen para su examen por convenir a la 
solución del caso, la recurrente alega en síntesis, que la Corte a-qua 
no ponderó el elemento principal que dió origen a la declaratoria 
de la falsa subasta, preocupándose sólo por la forma y no por el 
fondo del proceso; que la certificación que fue emitida, por error 
no hacía constar todos los elementos del pago del precio de la 
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adjudicación, por lo que no debió procederse a la declaración de la 
falsa subasta; que si bien es cierto que no se observó en cuanto a la 
forma el pago, al persiguiente se le pagó la totalidad de sus créditos 
más los gastos y honorarios aprobados por el tribunal, y luego en 
virtud del requerimiento hecho por el embargado en cuanto a 
su excedente, se pagó la totalidad tomando en consideración el 
artículo 740 del Código de Procedimiento Civil; que dicha Corte 
no motivó debidamente su decisión, sino que se limitó a justificar 
el fallo por ante ella impugnado sin dar sus consideraciones de 
derecho; que de ninguna manera se puede negar el pago total de 
la adjudicación, y si la forma de pago no fue observada fue debido 
a la oposición que hiciera el propietario del excedente, que según 
el artículo 740 antes mencionado, lo es el deudor embargado, 
situación que la Corte no ponderó; que ésta hace una mala 
aplicación del artículo 713 del Código de Procedimiento Civil, 
puesto que el pago del crédito del persiguiente fue depositado 
totalmente en la Secretaría del Tribunal en principal y honorarios 
aprobados, por lo que el persiguiente no tiene ningún reclamo 
legal de su crédito;

Considerando, que la Corte a-qua en su decisión sostuvo que 
la recurrente Ana Lupe Cabrera Arias, adjudicataria en el proceso 
de embargo inmobiliario llevado por la Financiera de Crédito 
Inmobiliario, C. por A., contra el señor Adriano Medrano Grullón, 
deudor, no cumplió con los preceptos legales establecidos en el 
artículo 713 del Código de Procedimiento Civil; que tal como 
lo entendiera el juez de primer grado, las condiciones de la 
adjudicación se rigen por el cuaderno de cargas y condiciones, 
por lo que no podía la adjudicataria dividir la suma a pagar entre 
el persiguiente y el deudor embargado, contraviniendo así, los 
preceptos legales; que, continua argumentando dicha Corte, 
ninguna disposición legal permite al adjudicatario, entregar el 
remanente del precio de la venta directamente al embargado, por 
lo que procedió a hacer suyos los motivos del tribunal de primer 
grado y en consecuencia rechazar el recurso ante ella interpuesto; 
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Considerando, que el artículo 713 del Código de Procedimiento 
Civil establece: “la sentencia de adjudicación no se entregará 
al adjudicatario sino a cargo de que presente al secretario la 
constancia de haber satisfecho el saldo de las costas ordinarias del 
procedimiento y la prueba de que ha cumplido las condiciones del 
pliego que sirvió de base a la adjudicación y que deban ejecutarse 
antes de la entrega. La constancia del pago y los documentos 
justificativos quedarán anexos al original de la sentencia y se 
copiarán a renglón seguido de ésta. Si el adjudicatario dejare de 
hacer estas justificaciones, dentro de los diez días siguientes al de 
la adjudicación, se le apremiará por vía de la falsa subasta, como 
se dirá después, sin perjuicio de las demás vías de derecho”;

Considerando, que de la simple lectura del artículo 
precedentemente transcrito se infiere que la causa de la falsa 
subasta se reduce exclusivamente a la inejecución total o parcial 
de las obligaciones impuestas al adquiriente en el pliego de 
condiciones, por lo que, mal podría dicho adquiriente, habiéndose 
allí establecido la forma en la que debía realizarse el pago del 
precio de la adjudicación, una vez concluida la misma, hacerlo de 
forma distinta a la establecida, dividiendo, en este caso, la forma 
de pago; que aceptar esta situación sería permitir al adquiriente 
modificar a su antojo las prerrogativas que la ley pone en beneficio 
exclusivo del persiguiente; 

Considerando, que ha sido juzgado, además, que la falta de 
consignación del precio, cuando le es requerida al adjudicatario 
en virtud de una de las cláusulas del pliego de condiciones, es 
causa de falsa subasta, por lo que, al comprobar los tribunales del 
fondo, la inejecución de la obligación asumida por el adjudicatario 
en cuanto al precio de la adjudicación y en esa virtud ordenar la 
reventa por causa de falsa subasta, actuaron conforme a derecho, 
sin incurrir en las violaciones denunciadas por el recurrente, razón 
por la cual procede rechazar los medios de casación examinados, 
y con ello el presente recurso; 
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Por tales motivos: Primero: Rechaza el recurso de casación 
interpuesto por Ana Lupe Cabrera, contra la sentencia dictada por 
la Cámara Civil y Comercial de la Corte de Apelación del Distrito 
Nacional, el 19 de abril de 2007, cuyo dispositivo figura en parte 
anterior de este fallo; Segundo: Condena a la parte recurrente 
al pago de las costas del procedimiento, con distracción de las 
mismas en favor del Dr. F. A. Martínez Hernández, abogado de 
la parte recurrida, quien afirma haberlas avanzado en su mayor 
parte.

Así ha sido hecho y juzgado por la Cámara Civil de la Suprema 
Corte de Justicia, y la sentencia pronunciada por la misma en la 
ciudad de Santo Domingo de Guzmán, en su audiencia pública 
del 11 de marzo de 2009, años 166º de la Independencia y 146º 
de la Restauración.

Firmado: Rafael Luciano Pichardo, Eglys Margarita Esmurdoc, 
Margarita A. Tavares, Ana Rosa Bergés Dreyfous y José E. 
Hernández Machado. Grimilda Acosta, Secretaria General.

La presente sentencia ha sido dada, firmada y pronunciada por 
los señores Jueces que figuran al pie, en la audiencia pública del 
día, mes y año en ella expresados, y fue firmada, leída y publicada 
por mí, Secretaria General, que certifico.
www.suprema.gov.do
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SENTENCIA DEL 18 DE MARZO DE 2009, NÚM. 56
Sentencia impugnada:	 Cámara Civil y Comercial de la Corte de 

Apelación de San Pedro de Macorís, del 15 
de enero de 2004.

Materia:	 Civil.
Recurrente:	 Hospital Centro Médico Oriental, C. por A.
Abogados:	 Dres. Eric José Rodríguez y Nelsy Maritza 

Mejía de Leonardo.
Recurrida:	 Dilcia Payano Guerrero.
Abogado:	 Dr. Manuel E. González Jiménez.

CAMARA CIVIL

Rechaza 

Audiencia pública del 18 de marzo de 2008.
Preside: Rafael Luciano Pichardo.

 
Dios, Patria y Libertad

En Nombre de la República, la Cámara Civil de la Suprema 
Corte de Justicia, actuando como Corte de Casación, dicta en 
audiencia pública la sentencia siguiente: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Hospital Centro 
Médico Oriental, C. por A., entidad constituida conforme a 
las leyes dominicanas, con domicilio en la calle Prolongación, 
avenida Santa Rosa de La Romana, y con estudio de elección en 
el sus suscritos abogados, debidamente representado, por el Dr. 
Rafael Polanco Abraham, dominicano, mayor de edad, casado, 
médico, portador de la cédula de identidad y electoral núm. 026-
0050687-3, domiciliado y residente en La Romana, contra la 
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sentencia dictada por la Cámara Civil y Comercial de la Corte de 
Apelación del Departamento Judicial de San Pedro de Macorís, el 
15 de enero de 2004, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído en la lectura de sus conclusiones a la Dra. Nelsy Maritza 
Mejía de Leonardo, por sí y por Dr. Eric José Rodríguez Martínez, 
abogados de la parte recurrente;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la 
República el cual termina así: “Que procede rechazar el recurso 
de casación interpuesto contra la sentencia civil No. 04-2004 de 
fecha 15 de enero de 2004, dictada por la Cámara Civil y Comercial 
de la Corte de Apelación del Departamento Judicial de San Pedro 
de Macorís, por los motivos expuestos”; 

Visto el memorial de casación depositado en la Secretaría 
General de la Suprema Corte de Justicia el 19 de abril de 2004, 
suscrito por los Dres. Eric José Rodríguez y Nelsy Maritza Mejía 
de Leonardo, abogados de la parte recurrente, en el cual se invocan 
los medios de casación que se indican más adelante;

Visto el memorial de defensa depositado en la Secretaría 
General de la Suprema Corte de Justicia el 19 de mayo de 2004, 
suscrito por el Dr. Manuel E. González Jiménez, abogado de la 
parte recurrida, Dilcia Payano Guerrero;

Vista la Ley núm. 25 de 1991, modificada por la Ley núm. 156 
de 1997 y los artículos 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación;

Visto el auto dictado el 25 de febrero de 2009, por el magistrado 
Rafael Luciano Pichardo, Presidente de la Cámara Civil de la 
Suprema Corte de Justicia, por medio del cual llama al magistrado 
José E. Hernández Machado, juez de esta cámara, para integrar la 
misma en la deliberación y fallo del recurso de casación de que se 
trata, de conformidad con la Ley núm. 926 de 1935;
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La CORTE, en audiencia pública del 20 de abril de 2005, 
estando presente los jueces Rafael Luciano Pichardo, Presidente; 
Eglys Margarita Esmurdoc, Ana Rosa Bergés Dreyfous y Margarita 
A. Tavares, asistidos de la secretario de esta Cámara Civil de la 
Suprema Corte de Justicia, y después de haber deliberado los 
jueces signatarios de este fallo;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta: a) que con motivo de 
una demanda en reparación de daños y perjuicios, incoada por la 
Licenciada Dilcia Payano Guerrero, contra la razón social Centro 
Médico Oriental, C. por A., y el Dr. Rafael Polanco M., la Cámara 
Civil y Comercial del Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de La Romana dictó el 7 de febrero de 2003, una sentencia 
cuyo dispositivo es el siguiente: “Primero: Acoge como buena y 
válida, en parte, la demanda de que se trata y, en consecuencia, 
condena a la razón social demandada, Centro Médico Oriental, 
C. por A., a pagar a la señora Dilcia Payano Guerrero la suma de 
Doscientos Dos Mil Quinientos Pesos (RD$202,500.00) como 
justa reparación de los daños y perjuicios morales y materiales 
sufridos por dicha señora a consecuencia de la lesión provocada 
en el nervio ciático de su pierna derecha como consecuencia 
del mal manejo del personal encargado de administrar los 
medicamentos a la referida señora durante su internamiento en 
el Centro Médico Oriental, C. por A.; Segundo: Rechaza, en 
todas sus partes las conclusiones de la parte demandante, señora 
Dilcia Payano Guerrero, en contra del Dr. Rafael Polanco, por 
improcedentes, mal fundadas y carentes de base legal; Tercero: 
Declara improcedente por ser incompatibles con la naturaleza de 
la demanda de que se trata, los intereses legales sobre la suma 
indemnizatoria reclamados por la parte demandante; Cuarto: 
Como las partes han sucumbido respectivamente en varios 
puntos de sus conclusiones, declara compensables las costas del 
procedimiento”; b) que sobre el recurso de apelación interpuesto 
intervino la sentencia ahora impugnada con el siguiente 
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dispositivo: “Primero: Rechazar, como al efecto rechazamos, el 
medio de inadmisión propuesto por la apelante principal, Dilcia 
Payano Guerrero, por conducto de sus abogados constituidos, 
por los motivos que se dicen en el cuerpo de la presente decisión; 
Segundo: Declarar, como al efecto declaramos, buenos y 
válidos, en cuanto a la forma, los recursos de apelación principal 
e incidental introducidos por Dilcia Payano Guerrero, por 
una parte, y Centro Médico Oriental, C. por A. y el Dr. Rafael 
Polanco, por la otra parte, por haber sido hechos en tiempo hábil 
y de acuerdo a la ley que domina la materia; en cuanto al fondo, 
se modifica la sentencia recurrida acogiéndose parcialmente la 
demanda introductiva de instancia y en consecuencia; A) Se acoge 
como buena y válida, parcialmente, la demanda de que se trata y, 
por vía de consecuencia, se condena a la razón social demandada 
Centro Médico Oriental, C. por A., a pagar a la señorita Dilcia 
Payano Guerrero la suma de Un Millón Dos Mil Quinientos 
Pesos, RD1,002,500.00, como justa reparación de los daños y 
perjuicios morales y materiales sufridos por ésta en ocasión de la 
lesión provocada en el nervio ciático de su pierna derecha como 
derivación del mal manejo del personal encargado de administrar 
los medicamentos a la referida señorita durante su internamiento 
en el Centro Médico Oriental, C. por A.; B) Se rechaza, en todas 
sus partes las conclusiones de la parte demandante primigenia y 
apelante principal, señorita Dilcia Payano Guerrero, en contra del 
Dr. Rafael Polanco, por improcedentes, mal fundadas y carentes 
de base legal; C) Se declara improcedente por ser incompatible 
con la naturaleza de la demanda de que se trata, la condenación 
a la parte perdidosa, al pago de los intereses legales sobre la 
suma indemnizatoria reclamados por la parte apelante principal; 
Tercero: Condenar, como al efecto condenamos, a la razón 
social Centro Médico Oriental, C. por A., al pago de las costas 
del procedimiento y se ordena su distracción a favor y provecho 
del Dr. Manuel E. González J., abogado que afirma haberlas 
avanzado en su mayor parte; 
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Considerando, que en su memorial la parte recurrente 
propone los siguientes medios de casación: Primer Medio: 
Desnaturalización de los hechos y del testimonio; Segundo 
Medio: Errónea aplicación de la obligación de resultado; Tercer 
Medio: Irracionalidad de la indemnización; Cuarto Medio: 
Violación al artículo 1315 del Código Civil; 

Considerando, que en el desarrollo de su primer y tercer medios 
de casación los cuales se reúnen para su examen por convenir a 
la solución del caso, la parte recurrente alega en síntesis, que la 
testigo a cargo escuchada por la Corte solo dijo respecto a la 
supuesta lesión de la recurrida que ella fue a visitarla al centro 
médico y que para llevarla al baño había que agarrarla, agregando 
que la recurrida no era coja; que en base a esas declaraciones la 
Corte a-qua condena a la hoy recurrente a una indemnización 
de un millón dos mil quinientos pesos en favor de la recurrida; 
que para justificar la indemnización, dicha Corte señala que la 
recurrente no proveyó a la paciente Dilcia Payano Guerrero de un 
servicio de salud que garantizara que no se le causara daños en su 
salud como consecuencia de errores, inadvertencias, negligencias 
o falta de dedicación del personal encargado de atenderla, con 
lo cual quedaba configurada la falta del centro de salud, lo que 
resulta injustificable, ya que en el caso de que ciertamente la 
recurrida hubiera resultado agraviada por una falta del hospital, la 
afección indicada no justificaba un monto tan elevado, en razón 
de que la lesión señalada no le impedía desempeñar su profesión 
de bioanalista, hecho que debió ser tomado en consideración por 
la Corte a-qua para apreciar el monto de los daños y perjuicios; 
que por otro lado, las declaraciones dadas por la Dra. Rosa María 
Carreño, testigo presentada por el centro Médico Oriental, 
contrastan seriamente con las que son recogidas en la sentencia de 
marras, puesto que dicha Dra. declaró a la Corte haber atendido a 
la recurrida porque se aquejaba de un dolor en la pierna derecha, 
que ella le informó haber visitado otros médicos con relación al 
problema de la pierna por lo que procedió a examinarla, notando 
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que dicha pierna se veía descolorida y que además estaba fría, por 
lo que ordenó, como medida preventiva, que se la vendaran y 
levantaran un poco para prevenir una tromboflebitis; que la Corte 
a-qua desnaturalizó las declaraciones de los testigos al decir que 
el Centro Médico no tomó las precauciones clínicas de lugar; que 
dicha Corte sin razón alguna, frente a las declaraciones de un 
especialista, acoge las declaraciones de una persona que no es ni 
siquiera médico; que ésta tampoco explica ni justifica como pudo 
llegar a la conclusión de que el tratamiento primario aplicado a la 
recurrida era incorrecto, si como se ha dicho era un tratamiento 
preventivo; que para contradecir las declaraciones de la Doctora 
Carreño, la Corte debió al menos escuchar un profesional de la 
medicina especialista en la materia o autorizar un experticio; 

Considerando, que la Corte a-qua estableció en su decisión 
que ante los tribunales del fondo la hoy recurrida había alegado 
vehementemente que fue ingresada en el Centro Médico Oriental 
con motivo de una gripe muy mala que resultó ser neumonía y 
que estando allí internada una enfermera “le puso una inyección 
que le lesionó el nervio ciático” lo que le produjo una cojera 
permanente; que sobre este alegato ante los tribunales del fondo 
fueron celebradas sendas medidas de instrucción, las que una 
vez concluidas fueron tomadas en cuenta por dichos jueces al 
momento de estatuir; que ha sido juzgado, que los jueces del 
fondo son soberanos en la apreciación de los elementos de prueba 
que le son sometidos, y esa apreciación escapa a la censura de la 
casación, salvo desnaturalización, la que no resulta establecida en 
la especie, puesto que el hecho de que la Corte a-qua se edificara 
en base a lo declarado por la Licda. Virginia Altagracia Richardson 
Castro, e hiciera mayor énfasis en su testimonio y le diera mayor 
crédito que a lo expuesto por los demás testigos, incluyendo a 
los presentados por el actual recurrente, no configura el vicio de 
desnaturalización denunciado, pues entra también en la facultad 
soberana de los jueces del fondo cotejar las declaraciones dadas 
en un sentido, con otras en sentido diferente, para determinar 
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cual de los testimonios, por su verosimilitud y sinceridad, le 
merecen mayor crédito, lo que, en definitiva, hizo la Corte a-qua; 
que por esta razón procede rechazar el aspecto aquí analizado de 
los medios reunidos

Considerando, que por otro lado, para la evaluación de 
los daños y perjuicios morales y materiales ocasionados a la 
recurrida, la Corte a-qua señaló en su decisión, en cuanto a los 
daños materiales, que habiéndose “configurado los elementos 
constitutivos de la responsabilidad civil, muy especialmente la 
relación de falta cometida, la Corte aprecia soberanamente que 
la recurrente no ha aportado prueba distinta a la suministrada en 
primer grado que permita variar la evaluación en dos mil quinientos 
pesos que hiciera el juez de los daños materiales causados” a la 
recurrida; que sobre los daños morales experimentados expresó, 
entre otras cosas, que dicha Corte era del criterio de que los 
mismos eran invaluables desde el punto de vista económico, muy 
especialmente si se tenía en consideración que una persona joven 
como la agraviada ha perdido la agilidad y movilidad normal de 
una de sus extremidades inferiores”; que, continua diciendo la 
Corte a-qua, la indemnización acordada en primera instancia, 
no se compadece con la gravedad de las lesiones sufridas por 
la hoy recurrida, y los padecimientos y desventuras acaecidos”, 
procediendo, en consecuencia a modificar la indemnización 
impuesta por el tribunal de primer grado; 

Considerando, que al verificar la Corte a-qua la gravedad de 
las lesiones sufridas por la recurrida y proceder soberanamente a 
elevar la indemnización, como ella señala, “a una suma razonable 
y compatible con los perjuicios sufridos en el plano moral”, actuó 
conforme a derecho, pues ha sido juzgado, que el daño moral, es un 
elemento subjetivo que los jueces del fondo aprecian en principio 
soberanamente, deduciéndolo de los hechos y circunstancias de 
la causa, teniendo siempre por base un sufrimiento interior, una 
pena, un dolor, lo que pudo deducir la Corte a-qua al analizar los 
hechos concretos del caso; que la existencia del daño moral puede 
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ser evidente en razón de su propia naturaleza o ser fácilmente 
presumible de los hechos de la causa; que habiendo comprobado 
la Corte a-qua la existencia del perjuicio, deducida del hecho 
de haber quedado con una lesión permanente que le dejara sin 
movilidad una de sus extremidades, luego de haberse recluido en 
el Centro Médico Oriental producto de una afección pulmonar, 
el litigio quedaba limitado a su evaluación; 

Considerando, que en cuanto a la indemnización acordada, 
ha sido juzgado que cuando se trata del daño moral, en la que 
entran en juego elementos subjetivos que deban ser apreciados 
por los jueces, se hace muy difícil determinar el monto exacto del 
perjuicio, que por eso es preciso admitir que para la fijación de 
dicho perjuicio debe bastar que la compensación que se imponga 
sea satisfactoria y razonable, en base al hecho ocurrido;

Considerando, que como se ha visto, en la sentencia impugnada 
se estableció la existencia del perjuicio y se ponderó también el 
monto del mismo, monto, que a juicio de este tribunal concuerda 
con la gravedad del perjuicio ocasionado a la recurrida, razón por 
la cual procede rechazar, en este aspecto, el medio examinado; 

Considerando, que en el desarrollo de su segundo medio de 
casación la recurrente señala, que la Corte a-qua no explica como 
llega a la infausta decisión de que el centro médico comprometió 
su responsabilidad por el mal manejo del personal de enfermería 
en el tratamiento de la paciente al no poner a disposición de 
la misma el personal calificado necesario a tales fines; que la 
obligación del medico no es de resultado, sino de medios, más 
aún la paciente tuvo bajo los cuidados permanentes del personal 
calificado tanto médico como de enfermería; 

Considerando, que sobre este aspecto la Corte a-qua sostuvo, 
que una vez ingresada la paciente en el Centro Médico demandado, 
se estableció entre ambos un contrato de hospitalización por 
medio del cual, dicho centro de salud, se obligaba a la ejecución 
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del mismo por medio de su personal, bajo los cuidados prescritos 
por el médico; que en tal virtud, el centro médico estaba en la 
obligación de garantizar la buena ejecución del contrato de 
hospitalización y la clínica ha comprometido su responsabilidad 
por el mal manejo de su personal de enfermería en el tratamiento 
de la paciente al no poner a disposición de la misma el personal 
calificado necesario a tales fines; 

Considerando, que ciertamente, tal como lo indica la Corte 
a-qua en su decisión, el Centro Médico Oriental asumía frente 
a la señora Dilcia Payano, desde el momento de su ingreso, la 
obligación de proporcionarle a ésta una adecuada atención y 
cuidado por parte del personal calificado para ello; que habiendo 
comprobado los tribunales del fondo mediante la instrucción 
realizada, que dicho centro, representado por el Dr. Rafael 
Polanco, como subdirector, no pudo identificar las enfermeras 
que estuvieron de turno y que atendieron a dicha señora en el 
tiempo en que duró su internamiento, y que tampoco pudo 
presentar record alguno que contuviera al menos la información 
de los medicamentos que le fueron suministrados a la paciente 
en su oportunidad, y la forma en que estos debían administrarse 
una vez indicados por el médico, comprometió frente a ésta, tal 
como lo indicara la corte en su decisión, su responsabilidad en 
tanto la obligación asumida, razón por la cual procede desestimar 
el medio de casación examinado; 

Considerando, que en el desarrollo de su cuarto y último medio 
de casación, la recurrente alega en síntesis, que la Corte a-qua viola 
en su decisión las disposiciones del artículo 1315 del Código Civil, 
pues la hoy recurrida no probó durante la instrucción del proceso, 
que la supuesta lesión sufrida por ella obedezca al hecho de habérsele 
aplicado un tratamiento incorrecto mediante una inyección; 

Considerando, que del estudio de la sentencia impugnada y de 
los documentos a los que ella se refiere, se evidencia claramente, 
contrario a lo alegado por la parte recurrente, que ante los 
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tribunales del fondo si fue presentada por la hoy recurrida la 
prueba del incumplimiento de la obligación asumida por el centro 
médico desde el momento en que fue efectuado el internamiento, 
lo que lógicamente comprometía su responsabilidad tal como ha 
sido analizado previamente; que ha sido juzgado, que el principio 
esencial de la primera parte del artículo 1315 del Código Civil, 
según el cual “El que reclama la ejecución de una obligación debe 
probarla…”, si bien debe servir de regla para el ejercicio de las 
acciones, una vez cumplido por quien ejerce la acción, la carga 
que pesa sobre él se traslada al deudor de la obligación, quien si 
pretende estar libre, debe justificar el hecho que ha producido la 
extinción de su obligación, lo que no ha sido hecho, razón por la 
cual procede rechazar el medio de casación de que se trata, y con 
ello el presente recurso; 

Por tales motivos: Primero: Rechaza el recurso de casación 
interpuesto por Hospital Centro Médico Oriental, C. por A., 
contra la sentencia dictada por la Cámara Civil y Comercial de la 
Corte de Apelación del Departamento Judicial de San Pedro de 
Macorís el 15 de enero de 2004, cuyo dispositivo figura en parte 
anterior de este fallo; Segundo: Condena a la parte recurrente 
al pago de las costas del procedimiento, con distracción de las 
mismas en favor del Dr. Manuel E. González Jiménez, abogado 
de la parte recurrida, quien afirma haberlas avanzado en su mayor 
parte.

Así ha sido hecho y juzgado por la Cámara Civil de la Suprema 
Corte de Justicia, y la sentencia pronunciada por la misma en la 
ciudad de Santo Domingo de Guzmán, en su audiencia pública 
del 18 de marzo de 2009, años 166º de la Independencia y 146º 
de la Restauración.

Firmado: Rafael Luciano Pichardo, Eglys Margarita Esmurdoc, 
Margarita A. Tavares, Ana Rosa Bergés Dreyfous y José E. 
Hernández Machado. Grimilda Acosta, Secretaria General.
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La presente sentencia ha sido dada, firmada y pronunciada por 
los señores Jueces que figuran al pie, en la audiencia pública del 
día, mes y año en ella expresados, y fue firmada, leída y publicada 
por mí, Secretaria General, que certifico.
www.suprema.gov.do



SENTENCIA DEL 18 DE MARZO DE 2009, NÚM. 57
Sentencia impugnada:	 Primera Sala de la Cámara Civil y Comercial 

de la Corte de Apelación del Distrito 
Nacional, del 24 de julio de 2007.

Materia:	 Civil.
Recurrentes:	 Leovilgildo Antonio Gómez y Clelia María 

Genao de Gómez.
Abogado:	 Dr. Lionel V. Correa Tapounet.
Recurrido:	 Augusto César Domínguez González.
Abogado:	 Dr. Luis Arturo Arzeno Ramos.

CAMARA CIVIL

Casa

Audiencia pública del 18 de marzo de 2009.
Preside: Rafael Luciano Pichardo.

Dios, Patria y Libertad

En Nombre de la República, la Cámara Civil de la Suprema 
Corte de Justicia, actuando como Corte de Casación, dicta en 
audiencia pública la sentencia siguiente: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Leovilgildo 
Antonio Gómez y Clelia María Genao de Gómez, dominicanos, 
mayores de edad, casado entre sí, provistos de la cédula de 
identidad y electoral núm. 001-0148161-2 y 001-0148150-5, 
respectivamente, domiciliados y residentes en la calle Ramón del 
Orbe núm. 35, sector Mirador Norte, Distrito Nacional, contra 
la sentencia dictada por la Primera Sala de la Cámara Civil y 
Comercial de la Corte de Apelación del Distrito Nacional, el 24 
de julio de 2007, cuyo dispositivo se copia más adelante;
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Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído al Dr. Leonel Correa Tapounet, abogado de la parte 
recurrente, en la lectura de sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la 
República, 

Visto el memorial de casación depositado en la Secretaría 
General de la Suprema Corte de Justicia el 12 de diciembre de 
2007, suscrito por el Dr. Lionel V. Correa Tapounet, abogado de 
la parte recurrente, en el cual se invocan los medios de casación 
que se indican más adelante;

Visto el memorial de defensa depositado en la Secretaría 
General de la Suprema Corte de Justicia el 3 de enero de 2008, 
suscrito por el Dr. Luis Arturo Arzeno Ramos, abogados de la 
parte recurrida Augusto César Domínguez González; 

Vista la Ley núm. 25 de 1991, modificada por la Ley núm. 156 
de 1997 y los artículos 1, 20 y 65 de la Ley sobre Procedimiento 
de Casación;

La Corte, en audiencia pública del 23 de julio de 2008, estando 
presente los Jueces: Rafael Luciano Pichardo, Presidente de la 
Cámara Civil de la Suprema Corte de Justicia; Eglys Margarita 
Esmurdoc y Ana Rosa Bergés Dreyfous, asistidos de la secretario 
de esta Cámara, y después de haber deliberado los jueces 
signatarios de este fallo;

Visto el auto dictado el 25 de febrero de 2009, por el magistrado 
Rafael Luciano Pichardo, Presidente de la Cámara Civil de 
la Suprema Corte de Justicia, por medio del cual llama a los 
magistrados Margarita A. Tavares y José E. Hernández Machado, 
jueces de esta cámara, para integrar la misma en la deliberación y 
fallo del recurso de casación de que se trata, de conformidad con 
la Ley núm. 926 de 1935;
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Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta: a) que con motivo de 
una demanda en rescisión de contrato de venta de inmueble 
incoada por Leovilgildo Antonio Gómez Pratt y Clelia María 
Genao de Gómez, la Cuarta Sala de la Cámara Civil y Comercial 
de del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional dictó 
el 28 de septiembre de 2006, una sentencia cuyo dispositivo es 
el siguiente: “Primero: Declara buena y válida, en cuanto a la 
forma, la demanda en rescisión de contrato de venta de inmueble, 
incoada por los señores Leovigildo Antonio Gómez Pratt y Clelia 
María Genao de Gómez, en contra del señor Augusto César 
Domínguez González, mediante acto núm. 1699/2004 de fecha 
23 de agosto del año 2004, instrumentado por el ministerial 
Leonardo Santana Santana, Alguacil Ordinario de la Cuarta 
Sala de la Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Nacional, por haber sido realizada de conformidad con 
los preceptos legales; Segundo: En cuanto al fondo, rechaza 
en todas sus partes dicha demanda, por los motivos señalados 
en el cuerpo de esta sentencia; Tercero: Condena a los señores 
Leovigildo Antonio Gómez Pratt y Clelia María Genao de 
Gómez, al pago de las costas del procedimiento, ordenando su 
distracción a favor del Dr. Luis Arturo Arzeno Ramos, abogado 
que afirma haberlas avanzado en su totalidad (sic); b) que sobre 
el recurso de apelación interpuesto, intervino la sentencia ahora 
impugnada con el siguiente dispositivo: “Primero: Declara bueno 
y válido, en cuanto a la forma, el recurso de apelación interpuesto 
por los señores Leovigildo Antonio Gómez Pratt y Clelia Genao 
de Gómez, mediante acto núm. 106/1/2007 de fecha 30 de 
enero del año 2007, instrumentado por el ministerial Leonardo 
A. Santana Santana, ordinario del la Cuarta Sala de la Cámara 
Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, 
contra la sentencia núm. 1127, relativa al expediente 037-2004-
2656 del 28 de septiembre del año 2006, dictada por la Cámara 
Civil y Comercial del Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
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Nacional, Cuarta Sala, por haber sido interpuesto de acuerdo a 
la ley; Segundo: En cuanto al fondo, rechaza dicho recurso de 
apelación, y confirma en todas sus partes la sentencia recurrida; 
Tercero: Condena al pago de las costas a los señores Leovigildo 
Antonio Gómez Pratt y Clelia Genao de Gómez, con distracción 
de las mismas en provecho del Dr. Luis Arturo Arzeno Ramos, 
abogado, quien afirma haberlas avanzado en su totalidad; 

Considerando, que la parte recurrente propone contra la 
sentencia impugnada los siguientes medios de casación: “Primer 
Medio: Desnaturalización y errónea interpretación del contrato 
de compraventa; Segundo Medio: Errónea aplicación del 
principio de reciprocidad de las convenciones (non adimpleti 
contractus)”; 

Considerando, que en el primer medio de casación los 
recurrentes alegan, en síntesis, “que la Corte a-qua para fallar 
como lo hizo, asumió que hubo incumplimiento por parte del 
vendedor (demandante original) por no haber entregado el 
certificado de título que ampara el inmueble objeto de la venta, 
ya que según dicha Corte, el ordinal tercero de la referida 
convención supeditaba el pago del restante cincuenta por ciento 
del precio total de la venta, a que los vendedores hagan entrega 
al comprador del certificado de título que avala el derecho de 
propiedad del inmueble; pero, realmente las partes en el contrato 
acordaron que “la Segunda Parte se compromete a entregarle a 
la Primera Parte, tan pronto y en el mismo instante en que le 
fuere entregado por la Primera Parte el certificado de título que 
avale el derecho de propiedad sobre el inmueble objeto de la 
presente venta”, es decir que tanto el pago del saldo como la 
entrega del certificado de título se hicieran de manera simultánea, 
no uno primero y luego el otro, como erróneamente lo entendió 
la primera instancia y la Corte a-qua”; que los jueces del fondo 
gozan de un poder soberano para interpretar las convenciones que 
ellos deben resolver, mientras no incurran en desnaturalización, 
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como en el presente caso, que se ha atribuido un alcance mayor 
y distinto del que realmente tiene el artículo tercero del contrato 
de compraventa suscrito entre las partes; que desde el momento 
en que el comprador recibe la información de que los vendedores 
están listos para entregar el certificado de título debió de tomar las 
previsiones de lugar para darle cumplimiento al artículo tercero 
del contrato de compraventa, que ordena que tanto la entrega, 
como el pago debían hacerse de manera simultánea, que al no 
contestar, no ofertar el pago, es el comprador que incumple con 
su parte en el contrato”; 

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
documentos anexos al expediente, consta que en el presente caso 
se han producido los siguientes hechos: a) que en fecha 26 de 
septiembre de año 2001, se suscribió un contrato de venta bajo 
firma privada entre los señores Leovilgildo Antonio Gómez Pratt 
y Clelia María Genao de Gómez (vendedores) y el señor Augusto 
César Domínguez González (comprador), cuya modalidad de 
pago era la siguiente: “El precio convenido entre las partes es por 
la suma de RD$1,583.500.00, suma que será pagada por la Segunda 
Parte de la manera siguiente: 1.-La suma de RD$791,750.00, al 
momento de la firma del presente contrato, lo cual constituye el 
cincuenta por ciento (50%) del total de la venta; 2.- El cincuenta 
por ciento (50%) restante, es decir la suma de RD$791,750.00, 
que la Segunda Parte se compromete a entregarle a la primera 
parte, tan pronto y en el mismo instante en que le fuere entregado 
por la primera parte el certificado de título que avale el derecho de 
propiedad sobre el inmueble objeto de la presente venta”; b) que 
en fecha 21 de febrero de 2003, mediante acto núm. 705/2/2003, 
instrumentado por el ministerial Leonardo A. Santana Santana, 
ordinario de la Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Nacional, los señores Leovilgildo Antonio Gómez 
Pratt y Clelia María Genao de Gómez intimaron a Augusto 
César Domínguez González, para que en el plazo de tres (3) 
días francos le pague la suma de RD$791,750.00, que le adeuda 
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en cumplimiento del ordinal 2, artículo tercero del contrato de 
venta de fecha 26 de septiembre de 2001; que asimismo, por ese 
mismo acto le reiteraron “tal como se comunicó en fecha 13 
de diciembre del 2002, que el certificado de título que avala el 
derecho de propiedad de dicho inmueble, se encuentra libre de 
litis, cargas y gravámenes y el mismo le será entregado al señor 
Augusto César Domínguez González, tan pronto se realice el pago 
correspondiente al monto adeudado; c) que en fecha 12 de marzo 
de 2004, mediante acto núm. 460/2004, instrumentado por el 
ministerial Leonardo A. Santana Santana, ordinario de la Cámara 
Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, los 
señores Leovilgildo Antonio Gómez Pratt y Clelia María Genao 
de Gómez intimaron a Augusto César Domínguez González, 
para que en el plazo de tres (3) días francos le paguen la suma de 
RD$791,750.00, que le adeuda por incumplimiento del ordinal 2, 
artículo tercero del contrato de venta de fecha 26 de septiembre 
de 2001; que asimismo, por ese mismo acto le reiteraron “el acto 
núm. 705/2/2003, instrumentado por el ministerial Leonardo A. 
Santana Santana, en el cual se le se comunicaba que el certificado 
de título que avala el derecho de propiedad de dicho inmueble, 
se encuentra libre de litis, cargas y gravámenes; y el mismo le 
será entregado al señor Augusto César Domínguez González, tan 
pronto se realice el pago correspondiente al monto adeudado; d) 
que en fecha 23 de agosto de 2004, los señores Leovilgildo Antonio 
Gómez Pratt y Clelia María Genao de Gómez demandaron la 
rescisión del contrato, de conformidad con el acto 1699/2004, 
por lo que fue apoderada la Cuarta Sala de la Cámara Civil y 
Comercial del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional 
, la cual rechazó la señalada demanda, lo que dio lugar a que dicha 
decisión fuera recurrida en apelación, sobre el cual la Corte a-qua 
dictó la sentencia objeto del presente recurso de casación; 

Considerando, que para fundamentar su decisión, en cuanto al 
aspecto que se examina, la Corte a-qua estimó y dio por establecido, 
tal como lo señala la parte recurrente, “que el ordinal tercero de 
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la referida convención supedita el pago del restante cincuenta por 
ciento del precio total de la venta, a que los vendedores hagan 
entrega al comprador del certificado de título que ampara el 
derecho de propiedad del inmueble; que en tal sentido los ahora 
apelantes no han probado de cara al proceso, independientemente 
de lo expuesto en sus actos de intimación a pago, haber ellos dado 
cumplimiento a su propia obligación, procediendo a la entrega 
del documento que avala el inmueble objeto de la transacción 
entre las partes instanciadas” (sic); 

Considerando, que conforme al numeral dos del artículo tercero 
del contrato de venta bajo firma privada suscrito entre las partes 
el 26 de septiembre de 2001, antes transcrito, fue estipulado que el 
cincuenta por ciento (50%) restante, del precio de venta, es decir, 
la suma de setecientos noventa y un mil setecientos cincuenta 
pesos (RD$791,750.00), que la Segunda Parte se comprometió a 
entregarle a la Primera Parte, tan pronto y en el mismo instante 
en que le fuere entregado por la Primera Parte el certificado de 
título que avala el derecho de propiedad sobre el inmueble objeto 
de la presente venta; 

Considerando, que de lo anterior se colige que la obligación 
asumida por las partes era de ejecución simultanea, es decir, que 
tanto la entrega del certificado de título, como el pago de la suma 
restante del precio, debían hacerse al mismo tiempo, una especie 
de toma y daca, lo cual no se hizo en la especie; que al notificarle 
los vendedores los actos de intimación de pago y reiteración de 
que “el certificado de título que ampara el derecho de propiedad 
de dicho inmueble, se encuentra libre de litis, cargas y gravámenes 
y el mismo le será entregado al señor Augusto César Domínguez 
González, tan pronto se realice el pago correspondiente al monto 
adeudado”, estaban en la disposición de entregar el certificado de 
título, a cambio de que se le pagará la suma restante, acordada en el 
citado contrato de venta; por lo que la Corte a-qua, le dio al referido 
numeral 2 del artículo tercero una interpretación inapropiada y 
alejada de los términos claros y precisos del mismo, incurriendo 



Primera Cámara de la Suprema Corte de Justicia	 575

Pr
im

er
a 

C
ám

ar
a

www.suprema.gov.do

de ese modo en el vicio de desnaturalización del referido artículo; 
que, en tales condiciones procede casar la sentencia impugnada por 
falta de base legal, sin necesidad de examinar los demás aspectos 
del primer medio ni los otros medios del recurso;

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada por 
la Primera Sala de la Cámara Civil y Comercial de la Corte de 
Apelación del Distrito Nacional, el 24 de julio de 2007, cuyo 
dispositivo figura en parte anterior de este fallo, y envía el asunto, 
ante la Cámara Civil de la Corte de Apelación de San Cristóbal 
en las mismas atribuciones; Segundo: Condena al recurrido, 
Augusto César Domínguez González, al pago de las costas, 
ordenando su distracción en provecho del Dr. Lionel V. Correa 
Tapounet, abogado de la parte recurrente, por haberlas avanzado 
en su totalidad.

Así ha sido hecho y juzgado por la Cámara Civil de la Suprema 
Corte de Justicia, y la sentencia pronunciada por la misma en la 
ciudad de Santo Domingo de Guzmán, en su audiencia pública 
del 18 de marzo de 2008, años 166º de la Independencia y 146º 
de la Restauración.

Firmado: Rafael Luciano Pichardo, Eglys Margarita Esmurdoc, 
Margarita A. Tavares, Ana Rosa Bergés Dreyfous y José E. 
Hernández Machado. Grimilda Acosta, Secretaria General.

La presente sentencia ha sido dada, firmada y pronunciada por 
los señores Jueces que figuran al pie, en la audiencia pública del 
día, mes y año en ella expresados, y fue firmada, leída y publicada 
por mí, Secretaria General, que certifico.
www.suprema.gov.do



SENTENCIA DEL 25 DE MARZO DE 2009, NÚM. 58
Sentencia impugnada:	 Segunda Sala de la Cámara Civil y Comercial 

de la Corte de Apelación del Distrito 
Nacional, del 31 de marzo de 2006.

Materia:	 Civil.
Recurrente:	 Verizon Dominicana, C. por A.
Abogados:	 Licdos. Juan Tomás Vargas Decamps e 

Ignacio Miranda Cubilette y Dres. Sergio 
Juan Serrano Pimentel y Otilio Hernández 
Carbonell.

Recurrida:	 José Eugenio Cabral Flores.
Abogado:	 Dr. Vicente Pérez Perdomo.

CAMARA CIVIL

Casa

Audiencia pública del 25 de marzo de 2008. 
Preside: Rafael Luciano Pichardo.

 
Dios, Patria y Libertad

En Nombre de la República, la Cámara Civil de la Suprema 
Corte de Justicia, actuando como Corte de Casación, dicta en 
audiencia pública la sentencia siguiente: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Verizon 
Dominicana, C. por A., sociedad de comercio organizada de 
acuerdo con las leyes de la República, con su domicilio social 
y principal asiento en la ciudad de Santo Domingo, Distrito 
Nacional, Capital de la República Dominicana, en el edificio 
marcado con el núm. 54 de la avenida John F. Kennedy, kilómetro 
5 ½ de la Autopista Duarte, debidamente representada por su 
Vice-Presidente legal y regulatorio de la empresa, la Licda. Wanda 
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Perdomo Ramírez, dominicana, mayor de edad, casada, ejecutiva 
de empresas y abogada, portadora de la cédula de identidad y 
electoral núm. 001-0105774-3, de este mismo domicilio y 
residencia, contra la sentencia núm. 195, del 31 de marzo del 
2006, dictada por la Segunda Sala de la Cámara Civil y Comercial 
de la Corte de Apelación del Distrito Nacional, cuyo dispositivo 
se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído en la lectura de sus conclusiones al Dr. Sergio Serrano en 
representación de los Dres. Otilio Hernández, Juan Tomás Vargas 
e Ignacio Miranda, abogados de la parte recurrente;

Oído en la lectura de sus conclusiones al Licdo. David E. 
Melgen en representación del Dr. Vicente Pérez Perdomo, 
abogado de la parte recurrida, José Eugenio Cabral Flores;

Visto el memorial de casación depositado en la Secretaría 
General de la Suprema Corte de Justicia el 27 de junio de 2006, 
suscrito por los Licdos. Juan Tomás Vargas Decamps e Ignacio 
Miranda Cubilette y los Dres. Sergio Juan Serrano Pimentel y 
Otilio Hernández Carbonell, abogados de la parte recurrente, 
en el cual se invocan los medios de casación que se indican más 
adelante;

Visto el memorial de defensa depositado en la Secretaría 
General de la Suprema Corte de Justicia suscrito por el Dr. 
Vicente Pérez Perdomo, abogado del recurrido José Eugenio 
Cabral Flores;

Vista la Ley núm. 25 de 1991, modificada por la Ley núm. 156 
de 1997 y los artículos 1, 20 y 65 de la Ley sobre Procedimiento 
de Casación;

Visto el auto dictado el 25 de febrero de 2009, por el 
magistrado Rafael Luciano Pichardo, Presidente de la Cámara 
Civil de la Suprema Corte de Justicia, por medio del cual llama a 
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las magistradas Eglys Margarita Esmurdoc y Margarita A. Tavares, 
juezas de esta cámara, para integrar la misma en la deliberación y 
fallo del recurso de casación de que se trata, de conformidad con 
la Ley núm. 926 de 1935;

La CORTE, en audiencia pública del 19 de marzo de 2008, 
estando presente los jueces Rafael Luciano Pichardo, Presidente; 
Ana Rosa Bergés Dreyfous y José E. Hernández Machado, 
asistidos de la secretario de esta Cámara Civil de la Suprema Corte 
de Justicia, y después de haber deliberado los jueces signatarios 
de este fallo;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que en 
ocasión de una demanda en reparación de daños y perjuicio, 
incoada por el señor José Eugenio Cabral Flores contra la 
Compañía Dominicana de Teléfono, C. por A, (CODETEL) hoy 
Verizon Dominicano, C. por A., la Primera Sala de la Cámara 
Civil y Comercial del Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Nacional, el 26 de mayo del 2003, dictó la sentencia núm. 034-
2001-877, cuyo dispositivo es el siguiente: “Primero: Rechaza 
las conclusiones de la parte demandada, Codetel, C. por A., por 
los motivos expuestos en el cuerpo de esta sentencia; Segundo: 
Declara regular en cuanto a la forma y válida en cuanto al fondo, la 
presente demanda en reparación de daños y perjuicios, intentada 
por el señor José Eusenio Cabral Flores, en contra de la Compañía 
Dominicana de Teléfonos, C. por A. (Codetel), mediante acto núm. 
1248, de fecha 26 del mes de marzo del año 2001, del ministerial 
Juan Marcial David Mateo, alguacil ordinario de la Cámara Civil y 
Comercial del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, 
y en consecuencia: (a) Acoge en parte las conclusiones de la parte 
demandante, señor José Eugenio Cabral Flores, por los motivos 
expuestos en el cuerpo de esta sentencia; (b) Condena a la parte 
demandada, compañía Codetel, C. por A., a una indemnización 
de quinientos mil pesos oro dominicanos (RD$500,000.00), en 
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provecho de la parte demandante, señor José Eusenio Cabral 
Flores, más los intereses legales de dicha suma a partir de la 
demanda en justicia, a título de indemnización suplementaria, 
por los motivos que se aducen en el cuerpo de esta sentencia; 
estableciendo que dos cientos mil pesos (RD$200,000.00) 
corresponden a los daños materiales y trescientos mil pesos 
(RD$300,000.00), corresponden a los daños morales; Tercero: 
Condena a la parte demandada, compañía Codetel, C. por A., 
al pago de las costas, con distracción a favor y provecho del Dr. 
Vicente Pérez Perdomo, quien afirma haberlas avanzado en su 
totalidad”. (sic); b) que sobre el recurso de apelación interpuesto, 
intervino la sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo es el 
siguiente : “Primero: Declara bueno y válido, en cuanto a la forma, 
el recurso de apelación interpuesto por la Compañía Dominicana 
de Teléfonos, C. por A., (CODETEL) hoy Verizon Dominicana, 
C. por A., contra la sentencia relativa al expediente núm. 034-
2001-877, de fecha 26 de mayo de 2003, expedida por la Primera 
Sala de la Cámara Civil y Comercial del Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Nacional a favor del señor José Eugenio 
Cabral Flores; por haber sido interpuesto de conformidad con las 
reglas procesales que rigen la materia; Segundo: Acoge en parte 
el presente recurso, y en consecuencia modifica el literal (b) del 
ordinal Segundo de la sentencia recurrida, para que en lo adelante 
se lea como sigue: “(b) Condena a la parte demandada, compañía 
Codetel, C. por A., a una indemnización de cuatrocientos mil 
pesos oro dominicanos (RD$400,000.00), en provecho de la parte 
demandante, señor José Eusenio Cabral Flores, como reparación 
por los daños y perjuicios sufridos por la falta en la obligación 
contractual; Tercero: Se compensan las costas del procedimiento 
por los motivos út-supra indicados ”; 

Considerando, que en su memorial la parte recurrente enuncia 
los medios de casación siguientes: Primer Medio: Violación al 
derecho de defensa; Segundo Medio: Violación de la ley; violación 
del artículo 1315 del Código Civil Dominicano; Tercer Medio: 
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Violación por falsa aplicación de los artículos 1382 y 1383 del Código 
Civil. Ausencia de elementos para comprometer la responsabilidad 
civil; Cuarto Medio: Violación a la ley, por no fijación de límite 
de atribución. Fallo Extrapetita; Quinto Medio: Violación a los 
artículos 1142 y 1147 (responsabilidad civil contractual); Sexto 
Medio: Violación a la ley; errónea interpretación en cuanto a la 
aplicación de la cláusula de responsabilidad limitada contenida en 
el contrato de prestación de servicios telefónicos; Séptimo Medio: 
Falta de base legal; falta de motivación; Octavo Medio: Violación 
a la ley; violación al artículo 1149 del código civil; 

Considerando, que en el desarrollo de su séptimo medio de 
casación, el cual se examina primero por convenir a la solución 
del caso, la parte recurrente expone en síntesis, “que la Corte 
a-qua en apenas dos considerandos pretende despojar de sus 
derechos a la recurrente, el primero de dichos considerandos 
se atreve a señalar que por el hecho de que la facturación no 
era correcta, el señor Cabral Flores no tenía que pagar nada y 
en el segundo se limita a descartar la aplicación de la cláusula 
de responsabilidad limitada; que ambos considerandos fueron 
suficientes para ignorar todos los argumentos y no referirse a la 
ausencia de prueba del daño, de la falta, del vínculo de causalidad, 
la falta de conclusiones y por tanto el carácter extrapetita de la 
demanda; una sola mención de artículo o principio no es hecha 
por la Corte de Apelación para rechazar todos esos argumentos 
en el recurso de la exponente, no obstante la prolífera referencia 
legislativa utilizada en apoyo de sus pretensiones”; 

Considerando, que la Corte a-qua, luego de transcribir 
loa alegatos de las partes litigantes, se limitó a señalar “que la 
parte recurrente Compañía Dominicana de Teléfonos, C. por 
A., (Codetel) hoy Verizon Dominicana, C. por A., no podía 
pretender que al no haberle facturado la deuda al señor José 
Eugenio Cabral Flores como correspondía, este procediera a 
pagar sin haberles facturado el monto correcto o sin saber qué 
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monto era el que realmente adeudaba; ya que implicaba hacer 
nuevamente la misma reclamación después de más de ocho meses 
de inconvenientes y haberles reiterado en varias reclamaciones 
que le estaban facturando incorrectamente, lo cual la parte 
recurrente había reconocido y enmendado el error, pero sin 
embargo seguía facturando incorrectamente y alegando que por 
el conocimiento que tenían del caso no se le había suspendido 
por falta de pago porque estaba en estado de investigación sino 
que fue por los varios meses de retraso que se le suspendió el 
servicio, sin embargo si estaba en estado de investigación no 
se debió rescindir el contrato por falta de pago sin antes haber 
solucionado el estado de investigación sobre el problema de la 
reclamación del cual tenían conocimiento, por lo que quedaba 
de esta facturar correctamente los minutos consumidos, sin 
esperar que se le vuelva a reclamar sobre lo mismo” (sic); que 
este considerando le sirvió de base capital a la Corte a-qua, para 
confirmar la sentencia de primer grado;

Considerando, que resulta evidente que el motivo 
precedentemente transcrito, aparte de haber sido concebido 
en términos vagos e imprecisos, contiene un insustancial y 
generalizado razonamiento, sin suministrar una motivación 
apropiada y suficiente para justificar la decisión adoptada; que la 
Corte a-qua ha debido, para resolver la contestación surgida entre 
las partes, señalar las razones que lo condujeron a fallar como lo 
hizo; que al no hacerlo así y limitarse, por el contrario, a dar un 
motivo intranscendente e inoperante, como se ha visto, deja el 
fallo atacado sin motivos suficientes y con una evidente falta de 
base legal, lo que impide a esta Corte de Casación comprobar los 
elementos de hecho y de derecho necesarios para justificar en la 
presente especie la aplicación correcta de la ley, incurriendo en el 
vicio de falta de motivos y, además, en falta de base legal al omitir 
consecuentemente una exposición completa de los hechos de la 
causa, como se alega en el medio examinado, que, por lo tanto, la 
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sentencia impugnada debe ser casada, sin necesidad de ponderar 
los demás medios del recurso;

Considerando, que cuando la sentencia fuere casada por falta 
o insuficiencia de motivos o falta de base legal, las costas podrán 
ser compensadas.

Por tales motivos: Primero: Casa la sentencia dictada en 
atribuciones civiles el 31 de marzo del año 2006, por la Segunda 
Sala de la Cámara Civil de la Corte de Apelación del Distrito 
Nacional, cuyo dispositivo aparece reproducido en otro lugar de 
este fallo, y envía el asunto por ante Cámara Civil y Comercial de 
la Corte de Apelación del Departamento Judicial de San Cristóbal, 
en las mismas atribuciones; Segundo: Compensa las costas.

Así ha sido hecho y juzgado por la Cámara Civil de la Suprema 
Corte de Justicia, y la sentencia pronunciada por la misma en la 
ciudad de Santo Domingo de Guzmán, en su audiencia pública 
del 28 de marzo de 2009, años 166º de la Independencia y 146º 
de la Restauración.

Firmado: Rafael Luciano Pichardo, Eglys Margarita Esmurdoc, 
Margarita A. Tavares, Ana Rosa Bergés Dreyfous y José E. 
Hernández Machado. Grimilda Acosta, Secretaria General.

La presente sentencia ha sido dada, firmada y pronunciada por 
los señores Jueces que figuran al pie, en la audiencia pública del 
día, mes y año en ella expresados, y fue firmada, leída y publicada 
por mí, Secretaria General, que certifico.
www.suprema.gov.do
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SENTENCIA DEL 25 DE MARZO DE 2009, NÚM. 59
Sentencia impugnada:	 Cámara Civil de la Corte de Apelación de 

Santiago, del 16 de febrero de 1990.
Materia:	 Civil.
Recurrente:	 José Rafael Pascual Pichardo.
Abogado:	 Dr. Manuel A. Reyes Kunhardt.
Recurrida:	 Cecilia Mezquita López.
Abogado:	 Dr. Félix R. Castillo Plácido.

CAMARA CIVIL

inadmisible

Audiencia pública del 25 de marzo de 2009.
Preside: Rafael Luciano Pichardo.

 
Dios, Patria y Libertad

En Nombre de la República, la Cámara Civil de la Suprema 
Corte de Justicia, actuando como Corte de Casación, dicta en 
audiencia pública la sentencia siguiente: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por José Rafael 
Pascual Pichardo, dominicano, mayor de edad, chofer, portador 
de la cédula de identificación personal núm. 19723, serie 37, 
domiciliado y residente en Puerto Plata, contra la sentencia dictada 
por la Cámara Civil de la Corte de Apelación del Departamento 
Judicial de Santiago, el 16 de febrero de 1990, cuyo dispositivo se 
copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
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Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la 
República; 

Visto el memorial de casación depositado en la Secretaría 
General de la Suprema Corte de Justicia el 31 de mayo de 1990, 
suscrito por el Dr. Manuel A. Reyes Kunhardt, abogado de la 
parte recurrente, en el cual se invocan los medios de casación que 
se indican más adelante;

Visto el memorial de defensa depositado en la Secretaría 
General de la Suprema Corte de Justicia el 17 de agosto de 1990, 
suscrito por el Dr. Félix R. Castillo Plácido, abogado de la parte 
recurrida, Cecilia Mezquita López;

Vista la Ley núm. 25 de 1991, modificada por la Ley núm. 156 
de 1997 y los artículos 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación;

Visto el auto dictado el 4 de marzo de 2009, por el magistrado 
Rafael Luciano Pichardo, Presidente de la Cámara Civil de la 
Suprema Corte de Justicia, por medio del cual se llama a sí mismo 
y a los magistrados Eglys Margarita Esmurdoc, Margarita A. 
Tavares y Ana Rosa Bergés Dreyfous, jueces de esta cámara, para 
integrar la misma en la deliberación y fallo del recurso de casación 
de que se trata, de conformidad con las Leyes núms. 684 de 1934 
y 926 de 1935;

La CORTE, en audiencia pública del 27 de mayo de 1992, 
estando presente los Jueces Néstor Contín Aybar, Fernando E. 
Ravelo de la Fuente, Leonte R. Alburquerque Castillo, Federico 
Natalio Cuello López, Amadeo Julián C. y Ángel Salvador Goico 
Morel, asistidos del Secretario General de la Suprema Corte de 
Justicia, y después de haber deliberado los jueces signatarios de 
este fallo;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que 
con motivo de una demanda civil en partición de bienes de la 
comunidad, incoada por Cecilia Mezquita López, contra José 
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Rafael Pascual Pichardo, la Cámara Civil, Comercial y de Trabajo 
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Puerto 
Plata, el 15 de marzo de 1983, dictó una sentencia cuyo dispositivo 
es el siguiente: “Primero: Ordena la partición de los bienes 
de la comunidad de los señores José Rafael Pascual Pichardo 
y Cecilia Mezquita López; Segundo: a) Nombra al Juez de la 
Cámara Civil, Comercial y de Trabajo del Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Judicial de Puerto Plata, Juez comisario; 
b) Comisiona al Notario Público del Municipio de Puerto Plata 
Licdo. Juan Bautista Camberón M., para que ante él se realicen 
las operaciones de cuentas, partición y liquidación de los bienes a 
partir; c) Designa Perito Tasador al señor Miguel Ángel Ricardo 
M., maestro constructor de este domicilio, quien deberá prestar 
juramento ante el Juez de la Cámara Civil de este Distrito Judicial, 
quien se comisiona al efecto; Tercero: Pone las costas a cargo 
de la masa a partir”; b) que sobre el recurso de apelación, la 
Corte de Apelación de Santiago, en fecha 16 de febrero de 1990, 
emitió la sentencia ahora impugnada con el siguiente dispositivo: 
“Primero: Declara bueno y válido en cuanto a la forma el recurso 
de apelación interpuesto por el señor José Rafael Pascual Pichardo 
contra la sentencia núm. 155, de fecha 15 del mes de marzo del 
año 1983, dictada por la Cámara Civil, Comercial y de Trabajo 
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Puerto 
Plata, por haber sido incoado en tiempo hábil y con sujeción a 
los demás requisitos exigidos por la ley; Segundo: Confirma en 
todos sus aspectos la sentencia recurrida, y en consecuencia, en 
cuanto al fondo rechaza las conclusiones del señor José Rafael 
Pascual Pichardo, por improcedente y mal fundadas; Tercero: 
Condena al señor José Rafael Pascual Pichardo al pago de las 
costas, ordenando su distracción en provecho del Dr. Félix R. 
Castillo Placido, abogado que afirma haberlas avanzado en parte”;

Considerando, que en su memorial, la parte recurrente propone 
el siguiente medio de casación: Único Medio: Falta de motivos. 
Violación al artículo 141 del Código de Procedimiento Civil; 
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Considerando, que por su parte, la recurrida solicita, de manera 
principal, en su memorial de defensa que se declare inadmisible 
el presente recurso “por haber recurrido fuera de los plazos 
legales”;

Considerando, que según el artículo 5 de la Ley sobre 
Procedimiento de Casación, el plazo para recurrir en casación 
es de dos meses a partir de la notificación de la sentencia; que 
habiéndose, en la especie, notificado la dcisión recurrida el 
21 de marzo de 1990, al señor José Rafael Pascual Pichardo y 
a su abogado, Dr. Manuel A. Reyes Kunhardt, el plazo para el 
depósito del memorial de casación vencía el 23 de mayo de 1990, 
plazo que aumentando en cinco días, en razón de la distancia 
de 153 kilómetros que media entre Santiago y la ciudad de 
Santo Domingo, asiento de la Suprema Corte de Justicia, debía 
extenderse hasta el 28 de mayo, ya que el término se aumenta en 
un día por cada 30 kilómetros de distancia o fracción mayor de 15 
kilómetros, de conformidad con lo que prescriben los artículos 
1033 del Código de Procedimiento Civil, 66 y 67 de la Ley sobre 
Procedimiento de Casación; que habiendo sido interpuesto el 
recurso, el 31 de mayo de 1990, mediante el depósito ese día 
del memorial correspondiente, en la Secretaría General de la 
Suprema Corte de Justicia, resulta evidente que dicho recurso fue 
interpuesto tardíamente, y debe, en consecuencia, ser declarado 
inadmisible.

Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible el recurso 
de casación interpuesto por José R. Pascual Pichardo, contra la 
sentencia de fecha 16 de febrero de 1990, dictada por la Cámara 
Civil y Comercial de la Corte de Apelación de Santiago, cuyo 
dispositivo ha sido copiado en parte anterior del presente fallo; 
Segundo: Condena al recurrente al pago de las costas, con 
distracción a favor del Dr. Félix R. Castillo Plácido, abogado de la 
parte recurrida, quien afirma estarlas avanzado en parte.
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Así ha sido hecho y juzgado por la Cámara Civil de la Suprema 
Corte de Justicia, y la sentencia pronunciada por la misma en la 
ciudad de Santo Domingo de Guzmán, en su audiencia pública 
del 25 de marzo de 2009, años 166º de la Independencia y 146º 
de la Restauración.

Firmado: Rafael Luciano Pichardo, Eglys Margarita Esmurdoc, 
Margarita A. Tavares, Ana Rosa Bergés Dreyfous y José E. 
Hernández Machado. Grimilda Acosta, Secretaria General.

La presente sentencia ha sido dada, firmada y pronunciada por 
los señores Jueces que figuran al pie, en la audiencia pública del 
día, mes y año en ella expresados, y fue firmada, leída y publicada 
por mí, Secretaria General, que certifico.
www.suprema.gov.do



SENTENCIA DEL 25 DE MARZO DE 2009, NÚM. 60
Sentencia impugnada:	 Corte de Apelación de Montecristi, del 12 

de diciembre de año 1989.
Materia:	 Civil.
Recurrente:	 Salvador V. Blanco Medina.
Abogado:	 Lic. Osvaldo Belliard.
Recurrida:	 Defisa, S. A.
Abogados:	 Lic. Jacobo Valdez Albizu y Dr. Carlos 

Rafael Guzmán Belliard.

CAMARA CIVIL

Casa

Audiencia pública del 25 de marzo de 2009.
Preside: Rafael Luciano Pichardo.

 
Dios, Patria y Libertad

En Nombre de la República, la Cámara Civil de la Suprema 
Corte de Justicia, actuando como Corte de Casación, dicta en 
audiencia pública la sentencia siguiente: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Salvador V. 
Blanco Medina, dominicano, mayor de edad, casado, chofer, 
portador de la cédula de identificación personal núm. 7108, serie 
44, domiciliado y residente en la casa núm.20 de la calle Dulce de 
Jesús Senfleur, ciudad de Dajabón, contra la sentencia dictada por 
la Corte de Apelación del Departamento Judicial de Montecriti, 
el 12 de diciembre de año 1989, cuyo dispositivo se copia más 
adelante;
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Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;

Oída en la lectura de sus conclusiones la Dra. Gianilda Vásquez, 
en representación del Lic. Osvaldo Belliard, abogado de la parte 
recurrente;

Oído en la lectura de sus conclusiones el Dr. Carlos Rafael 
Guzmán Belliard, abogado de la parte recurrida, Defisa, S.A.; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la 
República; 

Visto el memorial de casación depositado en la Secretaría 
General de la Suprema Corte de Justicia el 16 de febrero de 
1990, suscrito por el Lic. Osvaldo Belliard, abogado de la parte 
recurrente, en el cual se invocan los medios de casación que se 
indican más adelante;

Visto el memorial de defensa depositado en la Secretaría 
General de la Suprema Corte de Justicia el 8 de abril de 1990, 
suscrito por el Lic. Jacobo Valdez Albizu y el Dr. Carlos Rafael 
Guzmán Belliard, abogados de la parte recurrida, Defisa, S.A.;

Vista la Ley núm. 25 de 1991, modificada por la Ley núm. 156 
de 1997 y los artículos 1, 20 y 65 de la Ley sobre Procedimiento 
de Casación;

Visto el auto dictado el 2 de marzo de 2009, por el magistrado 
Rafael Luciano Pichardo, Presidente de la Cámara Civil de la 
Suprema Corte de Justicia, por medio del cual se llama a sí mismo 
y a los magistrados Eglys Margarita Esmurdoc, Margarita A. 
Tavares, Ana Rosa Bergés Dreyfous y José E. Hernández Machado, 
jueces de esta cámara, para integrar la misma en la deliberación y 
fallo del recurso de casación de que se trata, de conformidad con 
las Leyes núms. 684 de 1934 y 926 de 1935;
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La CORTE, en audiencia pública del 13 de febrero de 1991, 
estando presente los Jueces Nestor Contín Aybar, Fernando E. 
Ravelo de la Fuente, Leonte R. Alburquerque Castillo, Máximo 
Puello Renville, Abelardo Herrera Piña, Octavio Piña Valdez, 
Federico N. Cuello López y Rafael Richiez Saviñón, asistidos del 
Secretario General de la Suprema Corte de Justicia, y después de 
haber deliberado los jueces signatarios de este fallo;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que con 
motivo de una demanda en reparación de daños y perjuicios y 
rescisión de contrato de venta condicional de mueble, intentada 
por el señor Salvador Vinicio Blanco Medina contra Defisa, 
S.A., el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de 
Dajabón, dictó el 4 de noviembre de 1987, una sentencia con el 
siguiente dispositivo: “Primero: Ratifica el defecto pronunciado 
en audiencia contra la Empresa Comercial Defisa, S.A., por no 
haber comparecido no obstante haber sido legalmente emplazada; 
Segundo: En cuanto a la forma, se acoge como buena y válida 
la presente demanda en daños y perjuicios por haber sido hecha 
en tiempo hábil y de acuerdo con la ley; Tercero: En cuanto al 
fondo, se ordena la rescisión y anulación del contrato de venta 
condicional de fecha once (11) de febrero del 1987, mediante el 
cual, Defisa, S.A., vendió por la suma de ciento tres mil seiscientos 
setenta (RD$103,670.00) pesos, a Salvador Vinicio Blanco Medina 
el camión Mercedes Benz, placa núm. 253-430, modelo 1963, 
registro núm. 44-807, chasis núm. 348001-10-00277, color rojo, 
negro y crema; Cuarto: Se ordena la devolución inmediata de 
la suma de RD$4,200.00 por ser la suma entregada por el señor 
Salvador Vinicio Blanco Medina a Defisa, S.A., indebidamente; 
Quinto: Se condena a Defisa, S.A., al pago de una indemnización 
de ciento cincuenta mil pesos (RD$150,000.00) como justa 
reparación de los daños morales y materiales sufridos por el señor 
Salvador Vinicio Blanco Medina; Sexto: Se Condena a Defisa, 
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S.A., al pago de los intereses legales de ambas sumas a partir de la 
fecha de la demanda; Séptimo: Se condena a Defisa, S.A., al pago 
de los gastos de procedimiento y honorarios profesionales con 
distracción de los mismos en provecho del Lic. Osvaldo Belliard 
Guzmán quien afirma haberlas avanzado en su mayor parte; 
Octavo: Se comisiona al Alguacil de Estrados Juan Vialet a fin de 
que notifique dicha sentencia; b) que recurrida en oposición esa 
decisión por Defisa, S.A., dicho tribunal dictó el 12 de abril de 1989, 
una sentencia con el siguiente dispositivo: “Primero: Ratifica, 
como al efecto ratificamos el defecto pronunciado en audiencia, 
por no haber concluido, contra la Empresa Financiera Defisa, 
S.A.; Segundo: Acogemos en todas sus partes, las conclusiones 
vertidas en audiencia, por la parte recurrida señor Salvador Vinicio 
Blanco Medina, por conducto de su abogado apoderado especial 
Lic. Raudo Osvaldo Bellaird, por considerarlas justas y bien 
fundadas en derecho; Tercero: Confirmamos en todas sus partes 
la sentencia marcada con el núm. 60 de fecha 4 de noviembre 
del año 1987, dictada en defecto por este Honorable Juzgado de 
Primera Instancia en contra de la Empresa Financiera Defisa, S.A., 
la cual fue copiada precedentemente, en su parte dispositiva”; c) 
que sobre el recurso de apelación interpuesto contra esta última 
decisión, intervino la sentencia ahora impugnada con el siguiente 
dispositivo: “Primero: Declara bueno y válido el recurso de 
apelación, interpuesto por Defisa, S.A., en contra la sentencia 
civil núm. 35 de fecha doce (12) del mes de abril del año 1989, 
dictada por el Tribunal de Primera Instancia del Distrito Judicial 
de Dajabón, por haber sido interpuesto en tiempo hábil y de 
acuerdo con el derecho; Segundo: Rechaza en todas sus partes, 
las conclusiones tanto principales como subsidiarias vertidas por 
el señor Salvador Vinicio Blanco Medina, por conducto de su 
abogado constituido y apoderado especial, Lic. Osvaldo Belliard, 
contenidas en su escrito de defensa y conclusiones de fecha siete 
(7) del mes de septiembre del año 1989, así como también en el 
escrito de ampliación y variación de conclusiones de fecha doce 
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(12) del mes de septiembre de 1989; Tercero: Revoca en todas sus 
partes, la sentencia recurrida, marcada con el número 35 de fecha 
12 de abril de 1989, dictada por el Tribunal de Primera Instancia 
del Distrito Judicial de Dajabón, por haber hecho el Juez a-quo 
una mala apreciación de los hechos y una incorrecta aplicación 
del derecho; Cuarto: Condena al señor Salvador Vinicio Blanco 
Medina, al pago de las costas del procedimiento, con distracción 
de las mismas en provecho de los abogados Dr. Francisco Javier 
Medina Domínguez y Lic. Juan Agustín Zapata, quienes afirma 
haberlas avanzado en su totalidad”;

Considerando, que en su memorial de casación el recurrente 
invoca los siguientes medios: Primer Medio: Violación a la 
Ley 483 sobre Venta Condicional de Muebles; violación a los 
artículos 1583, 1603 y 1382 del Código Civil; Segundo Medio: 
Desnaturalización de los hechos y documentos de la causa; 

Considerando, que la sentencia judicial debe bastarse a sí 
misma, en forma tal que contenga en sus motivaciones y en su 
dispositivo de manera clara y precisa, una relación completa de 
los hechos de la causa y una adecuada exposición de derecho, que 
permita a las partes envueltas en el litigio conocer cabalmente 
cual ha sido la posición adoptada por el tribunal en cuanto al 
asunto, y por consiguiente, la suerte del mismo;

Considerando, que en el presente caso, según el fallo 
anteriormente transcrito, la Corte a-qua se limitó en su dispositivo, 
que es la parte del fallo contra la cual se dirige el recurso de 
casación, después de rechazar las conclusiones principales y 
subsidiarias del hoy recurrente, a revocar en todas sus partes la 
sentencia recurrida, sin decidir la suerte de la acción original; que, 
tal situación coloca a las partes en litis en un limbo jurídico al 
no definirse la suerte de su causa, puesto que era obligación de 
la Corte a-qua, al revocar la sentencia del Tribunal de Primera 
Instancia, disponer si procedía o no, como consecuencia de su 
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revocación, la demanda en reparación de daños y perjuicios y 
rescisión de contrato de venta condicional de mueble del hoy 
recurrente, violando así, por desconocerlo, el efecto devolutivo 
del recurso de apelación respecto de la obligación a su cargo como 
tribunal de alzada, cuando revoca la decisión de primer grado, de 
resolver acerca del proceso, sustituyendo la sentencia apelada por 
otra en las mismas condiciones que el Juez anterior;

Considerando, que es facultad de la Suprema Corte de Justicia, 
como Corte de casación, verificar que las sentencias sometidas al 
examen de la casación se basten a sí mismas, de tal forma que le 
permitan ejercer su control, lo que, por las razones anteriormente 
expuestas, no ha ocurrido en la especie, razón por la cual, la 
decisión impugnada debe ser casada, medio de puro derecho que 
suple esta Suprema Corte de Justicia;

Considerando, que cuando una sentencia es casada 
exclusivamente por un medio suplido de oficio por la Suprema 
Corte de Justicia, como en el caso ocurrente, las costas pueden 
ser compensadas, al tenor del artículo 65 de la Ley sobre 
Procedimiento de Casación.

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada por la 
Corte de Apelación del Departamento Judicial de Monte Cristi, el 
12 de diciembre de 1989, cuyo dispositivo figura en parte anterior 
de este fallo, y envía el asunto por ante la Corte de Apelación del 
Departamento Judicial de Puerto Plata, en las mismas atribuciones; 
Segundo: Compensa las costas. 

Así ha sido hecho y juzgado por la Cámara Civil de la Suprema 
Corte de Justicia, y la sentencia pronunciada por la misma en la 
ciudad de Santo Domingo de Guzmán, en su audiencia pública 
del 25 de marzo de 2009, años 166º de la Independencia y 146º 
de la Restauración.
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Firmado: Rafael Luciano Pichardo, Eglys Margarita Esmurdoc, 
Margarita A. Tavares, Ana Rosa Bergés Dreyfous y José E. 
Hernández Machado. Grimilda Acosta, Secretaria General.

La presente sentencia ha sido dada, firmada y pronunciada por 
los señores Jueces que figuran al pie, en la audiencia pública del 
día, mes y año en ella expresados, y fue firmada, leída y publicada 
por mí, Secretaria General, que certifico.
www.suprema.gov.do
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SENTENCIA DEL 25 DE MARZO DE 2009, NÚM. 61
Sentencia impugnada:	 Cámara Civil y Comercial de la Corte de 

Apelación de Santiago, del 15 de octubre de 
2007.

Materia:	 Civil.
Recurrente:	 Kenneth Steven Lasker (Kent Lasker).
Abogados:	 Licdos. José Miguel Minier A., Juan Nicanor 

Almonte M., Eridania Aybar Ventura y 
Antonio Enrique Goris.

Recurrido:	 Francisco Antonio Olivo.
Abogados:	 Licdos. Edward B. Veras Vargas M. A., 

Víctor C. Martínez Collado, Artemio 
Álvarez Marrero y Luis A. Gómez Thomas.

CAMARA CIVIL

Casa

Audiencia pública del 25 de marzo de 2009.
Preside: Rafael Luciano Pichardo.

 
Dios, Patria y Libertad

En Nombre de la República, la Cámara Civil de la Suprema 
Corte de Justicia, actuando como Corte de Casación, dicta en 
audiencia pública la sentencia siguiente: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Kenneth 
Steven Lasker (Kent Lasker), norteamericano, mayor de edad, 
casado, doctor en quiropráctica, cédula de identidad y electoral 
núm. 031-0369979-3, domiciliado y residente en la ciudad 
de Santiago, actuando por sí mismo y en representación de la 
Clínica Quiropráctica Vida Sana, con domicilio social en la calle 
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Restauración núm. 38, de la ciudad de Santiago de los Caballeros, 
contra la sentencia dictada por la Cámara Civil y Comercial de la 
Corte de Apelación del Departamento Judicial de Santiago el 15 
de octubre de 2007, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído en la lectura de sus conclusiones al Licdo. Juan Nicanor 
Almonte, por sí y por los Licdos. Antonio E. Goris, José 
Miguel Minier y Eridania Aybar Ventura, abogados de la parte 
recurrente;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la 
República el cual termina así: “Que procede rechazar el recurso 
de casación incoado por Kenneth Steven Lasker (Kent Lasker) y 
la Clínica Quiropráctica Vida Sana, contra la sentencia civil núm. 
00278/2007 de fecha 15 de octubre del 2007, dictada por la Cámara 
Civil y Comercial de la Corte de Apelación del Departamento 
Judicial de Santiago, por las razones expuestas anteriormente”; 

Visto el memorial de casación depositado en la Secretaría 
General de la Suprema Corte de Justicia el 28 de noviembre de 
2007, suscrito por el Licdo. José Miguel Minier A., por sí y por 
los Licdos. Juan Nicanor Almonte M., Eridania Aybar Ventura y 
Antonio Enrique Goris, abogados de la parte recurrente, en el cual 
se invocan los medios de casación que se indican más adelante;

Visto el memorial de defensa depositado en la Secretaría 
General de la Suprema Corte de Justicia el 14 de enero de 2008, 
suscrito por el Licdo. Edward B. Veras Vargas M. A., por sí y por 
los Licdos. Víctor C. Martínez Collado, Artemio Álvarez Marrero 
y Luis A. Gómez Thomas, abogados de la parte recurrida, 
Francisco Antonio Olivo;

Vista la Ley núm. 25 de 1991, modificada por la Ley núm. 156 
de 1997 y los artículos 1, 20 y 65 de la Ley sobre Procedimiento 
de Casación;
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Visto el auto dictado el 25 de febrero de 2009, por el 
magistrado Rafael Luciano Pichardo, Presidente de la Cámara 
Civil de la Suprema Corte de Justicia, por medio del cual llama 
a la magistrada Margarita A. Tavares , juez de esta cámara, para 
integrar la misma en la deliberación y fallo del recurso de casación 
de que se trata, de conformidad con la Ley núm. 926 de 1935;

La CORTE, en audiencia pública del 11 de junio de 2008, 
estando presente los jueces Rafael Luciano Pichardo, Presidente; 
Eglys Margarita Esmurdoc, Ana Rosa Bergés Dreyfous y José E. 
Hernández Machado, asistidos de la secretario de esta Cámara Civil 
de la Suprema Corte de Justicia, y después de haber deliberado los 
jueces signatarios de este fallo;

Considerando, que la sentencia impugnada y la documentación 
que acompaña a dicha decisión pone de relieve que , con motivo de 
una demanda civil en reparación de daños y perjuicios, la Primera 
Sala de la Cámara Civil y Comercial del Juzgado de Primera 
Instancia de Santiago dictó el 21 de septiembre del año 2006, 
una sentencia con el dispositivo siguiente: “Primero: Condena 
a la Clínica Quiropráctica Vida Sana, y/o Dr. Kent Lasker, al 
pago de la suma de tres millones de pesos (RD$3,000.000.00), 
como justa indemnización por daños y perjuicios a favor del 
señor Francisco Antonio Olivo; Segundo: Condena a la Clínica 
Quiropráctica Vida Sana, y/o Dr. Kent Lasker, al pago de un 
interés de un uno por ciento (1%) mensual, sobre la suma 
objeto de la indemnización principal, a partir de la fecha de la 
demanda en justicia, a título de indemnización complementaria 
o adicional; Tercero: Condena a la Clínica Quiropráctica Vida 
Sana, y/o Dr. Kent Lasker, al pago de las costas del proceso, con 
distracción de las mismas en provecho de los Licdos. Edward 
B. Veras Vargas, Víctor Carmelo Martínez Collado y Artemio 
Álvarez Marrero, abogados que afirman estarlas avanzando en 
su mayor parte;”; que apelada dicha decisión por ante la Corte 
a-qua, ésta produjo el fallo ahora atacado, cuyo dispositivo se 
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expresa así: “Primero: Declara, en cuanto a la forma, regular y 
válido el recurso de apelación interpuesto por el señor Kenneth 
Steven Lasker (Kent Lasker) y la Clínica Quiropráctica Vida Sana, 
contra la sentencia civil No. 1715, dictada en fecha Veintiuno (21) 
del mes de Septiembre del Dos Mil Seis (2006), por la Primera 
Sala de la Cámara Civil y Comercial del Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Judicial de Santiago, por haber sido incoada 
conforme a las normas procesales vigentes; Segundo: En cuanto 
al fondo, ésta Corte actuando por propia autoridad y contrario 
imperio modifica parcialmente, en su ordinal segundo en cuanto 
a la indemnización suplementaria o adicional, sea liquidada de 
acuerdo a la tasa establecida por el Banco Central de la República 
Dominicana, y la sustitución de la conjunción y/o por las razones 
expuestas en la presente sentencia, y confirma la sentencia 
recurrida en los demás aspectos; Tercero: Compensa las costas 
del procedimiento, por aplicación de las disposiciones contenidas 
en el artículo 131, del Código de Procedimiento Civil”; 

Considerando, que la parte recurrente propone, en apoyo de 
su recurso los medios de casación siguientes: “ Primer Medio: 
Violación de la ley. Violación, por falsa aplicación, del artículo 24 
de la Ley 183-02, que instituye el Código Monetario y Financiero, 
incurriendo en la agravación de la situación de los recurrentes con 
la decisión recurrida, a pesar de ser los únicos que recurrieron en 
apelación; Segundo Medio: Falta de base legal por contradicción 
de motivos. Motivos insuficientes, vagos, imprecisos e incompletos. 
Violación del artículo 141 del Código de Procedimiento Civil. 
Violación de la ley; Tercer Medio: Desnaturalización de los 
hechos, circunstancias y documentos de la causa. Violación de 
la ley; Cuarto Medio: Violación, por desconocimiento de las 
disposiciones del artículo 1147 del Código Civil. Inexistencia 
de los elementos constitutivos que rigen la responsabilidad civil 
contractual. Violación de la ley; Quinto Medio: Violación del 
artículo 1315 del Código Civil. Violación de la ley”;
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Considerando, que el segundo medio de casación planteado 
por los recurrentes, cuyo estudio prioritario se justifica por la 
solución que se le dará al caso, se refiere principalmente a que “ 
la Corte a-qua incurre en plasmar en la sentencia impugnada una 
motivación insuficiente, vaga, imprecisa e incompleta, cuando en 
el penúltimo considerando de la página 18 de esa decisión” se 
circunscribe a afirmar pura y simplemente que “ después de un 
análisis de la sentencia recurrida (apelada), esta Corte ha podido 
comprobar que el Juez a-quo ha hecho un correcta apreciación 
de los hechos y una justa aplicación del derecho…” por lo que 
se advierte, expresan los recurrentes, que “la Corte a-qua no 
asumió su obligación de indicar las razones que la condujeron 
a fallar como lo hizo, lo que viola el artículo 141 del Código de 
Procedimiento Civil y deja la sentencia impugnada sin motivos 
suficientes y pertinentes, y sin base legal al omitir una exposición 
completa de los hechos de la causa”, culminan las alegaciones de 
los recurrentes en el medio sujeto a examen; 

Considerando, que, en efecto, la lectura del fallo atacado, en 
el aspecto puntual a que alude el medio analizado, revela que la 
Corte a-qua, al ponderar en sentido general el caso sometido a su 
escrutinio, se limitó a expresar de manera imprecisa, sin mayor 
explicación ni pronunciamiento alguno sobre los pormenores 
de la controversia, para juzgarlos en detalle, como era su deber 
por el efecto devolutivo de la apelación intentada por los ahora 
recurrentes, que el juez de primera instancia, según dice dicha 
Corte, había hecho “una correcta apreciación de los hechos y una 
justa aplicación del derecho” (sic); que, en esa situación y en el 
entendido de que la decisión ahora cuestionada omite adoptar 
la motivación del fallo apelado, como se desprende de aquella, 
lo que impide a esta Corte de Casación analizar la sentencia de 
primer grado, se ha podido verificar que, ciertamente, la decisión 
dictada por la Corte a-qua adolece de la insuficiencia de motivos 
denunciada por la parte recurrente, en cuanto se refiere a los 
aspectos capitales de la contestación trabada entre los litigantes, 
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lo que implica la violación del artículo 141 del Código de 
Procedimiento Civil y traduce, además, el vicio de falta de base 
legal, ya que la señalada deficiencia en los motivos trae consigo 
una incompleta exposición de los hechos de la causa, que no 
permite a esta Corte de Casación comprobar si en la especie se 
ha realizado o no una correcta aplicación de la ley y el derecho; 
que, en consecuencia, procede casar la sentencia objetada, sin 
necesidad de examinar los demás medios de casación, y, en virtud 
del artículo 65 numeral 3- de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación, compensar las costas procedimentales;

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada en 
atribuciones civiles el 15 de octubre del año 2007, por la Cámara 
Civil y Comercial de la Corte de Apelación de Santiago, cuyo 
dispositivo figura reproducido en otro espacio de este fallo, y 
envía el asunto por ante la Cámara Civil y Comercial de la Corte 
de Apelación de La Vega, en las mismas atribuciones; Segundo: 
Compensa las costas procesales;

Así ha sido hecho y juzgado por la Cámara Civil de la Suprema 
Corte de Justicia, y la sentencia pronunciada por la misma en la 
ciudad de Santo Domingo de Guzmán, en su audiencia pública 
del 25 de marzo de 2009, años 166º de la Independencia y 146º 
de la Restauración.

Firmado: Rafael Luciano Pichardo, Eglys Margarita Esmurdoc, 
Margarita A. Tavares, Ana Rosa Bergés Dreyfous y José E. 
Hernández Machado. Grimilda Acosta, Secretaria General.

La presente sentencia ha sido dada, firmada y pronunciada por 
los señores Jueces que figuran al pie, en la audiencia pública del 
día, mes y año en ella expresados, y fue firmada, leída y publicada 
por mí, Secretaria General, que certifico.
www.suprema.gov.do



Pr
im

er
a 

C
ám

ar
a

SENTENCIA DEL 25 DE MARZO DE 2009, NÚM. 62
Sentencia impugnada:	 Primera Sala de la Cámara Civil y Comercial 

de la Corte de Apelación del Distrito 
Nacional, del 22 de noviembre de 2005.

Materia:	 Civil.
Recurrente:	 Ruedas Dominicanas, C. por A.
Abogado:	 Lic. Miguel Surun Hernández.
Recurrida:	 Banco de Reservas de la República 

Dominicana.
Abogados:	 Dres. Gregorio Jiménez Coll y Lina Peralta 

Fernández.

CAMARA CIVIL

Inadmisible 

Audiencia pública del 25 de marzo de 2009.
Preside: Rafael Luciano Pichardo.

 
Dios, Patria y Libertad

En Nombre de la República, la Cámara Civil de la Suprema 
Corte de Justicia, actuando como Corte de Casación, dicta en 
audiencia pública la sentencia siguiente: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Ruedas 
Dominicanas, C. por A., institución constituida de conformidad 
con las leyes dominicanas, con su domicilio social ubicado en la 
Avenida John F. Kennedy, Km. 7 ½, de esta ciudad, debidamente 
representada por su Gerente General William J. Read Baquero, 
dominicano, mayor de edad, casado, cédula de identidad y electoral 
núm. 001-0172290-3, domiciliado y residente en esta ciudad, 
contra la sentencia dictada por la Primera Sala de la Cámara Civil 
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y Comercial de la Corte de Apelación del Distrito Nacional, el 22 
de noviembre de 2005, cuyo dispositivo se copia mas adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la 
República el cual termina así: “Que procede declarar caduco, el 
recurso de casación interpuesto contra la sentencia civil núm. 
501, dictada por la Primera Sala de la Cámara Civil y Comercial 
de la Corte de Apelación del Distrito Nacional, en fecha 22 de 
noviembre de 2005, por los motivos expuestos”; 

Visto el memorial de casación depositado en la Secretaría 
General de la Suprema Corte de Justicia el 09 de febrero de 2006, 
suscrito por el Licdo. Miguel Surún Hernández, abogado de la 
parte recurrente, en el cual se invocan los medios de casación que 
se indican más adelante;

Visto el memorial de defensa depositado en la Secretaría 
General de la Suprema Corte de Justicia el 07 de abril de 2006, 
suscrito por los Dres. Gregorio Jiménez Coll y Lina Peralta 
Fernández, abogados de la parte recurrida Banco de Reservas de 
la República Dominicana;

Vista la Ley núm. 25 de 1991, modificada por la Ley núm. 156 
de 1997 y los artículos 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación;

Visto el auto dictado el 25 de febrero de 2009, por el 
magistrado Rafael Luciano Pichardo, Presidente de la Cámara 
Civil de la Suprema Corte de Justicia, por medio del cual llama 
a la magistrada Margarita A. Tavares, juez de esta cámara, para 
integrar la misma en la deliberación y fallo del recurso de casación 
de que se trata, de conformidad con la Ley núm. 926 de 1935;

La CORTE, en audiencia pública del 1ro. de octubre de 2008, 
estando presente los jueces Rafael Luciano Pichardo, Presidente; 
Eglys Margarita Esmurdoc, Ana Rosa Bergés Dreyfous y José 
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E. Hernández Machado, asistidos de la secretario, y después de 
haber deliberado los jueces signatarios de este fallo;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta: a) que con motivo 
de una demanda en cobro de valores y validez de embargo 
retentivo, incoada por el Banco de Reservas de la República 
Dominicana, contra la compañía Ruedas Dominicanas, C. por 
A., Canela Orverseas LTD, Eran Orverseas LTD y los señores 
William J. Reid y Erwin Pou F., la Quinta Sala de la Cámara 
Civil y Comercial del Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Nacional, dictó el 11 de abril de 2005, una sentencia cuyo 
dispositivo dice lo siguiente: “Primero: Acoge modificadas las 
conclusiones de la parte demandante, Banco de Reservas de la 
República Dominicana, por ser justas y reposar en prueba legal, 
y en consecuencia: A) Condena a Ruedas Dominicanas, C. por 
A., en calidad de deudor principal y a Canela Orverseas LTD, 
Eran Overseas LTD y los señores William J. Reid y Erwin Pou 
F., en su calidad de deudores solidarios, a pagar al Banco de 
Reservas de la República Dominicana, la suma de a) veintidós 
millones ochocientos dos mil doscientos siete pesos dominicanos 
con 12/100 (RD$22,802,207.12) y b) un millón veintisiete mil 
trescientos ochenta dollares estadounidenses con 79/ 100 
(US$1,207,380.79), por concepto de pagaré ventajosamente 
vencido; B) Condena a Ruedas Dominicanas, C. por A., Canela 
Overseas LTD, Eran Overseas LTD y los señores William J. Reid 
y Erwin Pou F., en sus respectivas calidades, calidad de deudor 
principal y deudores solidarios pactadas por las partes, al pago 
de los intereses legales a partir de la fecha de la demanda en 
justicia; C) Declara bueno y válido por ser regular en la forma y 
justo en el fondo el embargo retentivo u oposición trabado por 
el Banco de Reservas de la República Dominicana, en perjuicio 
de Ruedas Dominicanas, C. por A., Canela Overseas LTD, Eran 
Overseas LTD y los señores William J. Reid y Erwin Pou F.., en 
sus respectivas calidades de deudor principal, en manos del Banco 
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de Reservas de la República Dominicana, en contra de las razones 
sociales Ruedas Dominicanas, C. por A., Canela Overseas LTD, 
Eran Overseas LTD y los señores William J. Reid y Erwin Pou F., 
en manos de El Banco Popular Dominicano, Asociación Popular 
de Ahorros y Préstamos, Bank of  Nova Scotia-Scotiabank, 
Citybank, N.A., Banco Dominicano del Progreso, S.A., Banco 
Hipotecario Dominicano, S.A.-BHD-, Asociación Dominicana 
de Ahorros y Préstamos, el Banco de Préstamos Altas Cumbres, 
el Banco de Reservas de la República Dominicana y el Banco 
Central de la República Dominicana, Banco Múltiple León, S.A.; 
D) Ordena a los terceros embargados indicados anteriormente 
que las sumas por la que se reconozcan o sean declarados deudores 
de Ruedas Dominicanas, C. por A., Canela Overseas LTD, Eran 
Overseas LTD y los señores William J. Reid y Erwin Pou F., 
sean entregados o pagados en mano de Bando de Reservas de 
la República Dominicana, en deducción y hasta concurrencia del 
monto de su crédito principal, intereses y accesorios de deudas; 
Segundo: Condena a Ruedas Dominicanas, C. por A., Canela 
Overseas LTD, Eran Overseas LTD y los señores William J. Reid 
y Erwin Pou F., en su calidad de deudor principal, al pago de 
las costas del presente proceso, ordenado su distracción a favor 
y provecho de los Dres. Gregorio Jiménez Coll y Lina Peralta 
Fernández, Abogados de la parte demandante, quienes afirman 
haberlas avanzado en su totalidad (sic); b) que sobre el recurso 
de apelación interpuesto intervino la sentencia ahora impugnada 
con el siguiente dispositivo: “Primero: Acoge, en cuanto a la 
forma, el recurso de apelación de Ruedas Dominicanas, C. por 
A., William J. Reid Baquero, Erwin Pou F., Canela Overseas, 
LTD y Eran Overseas, LTD. Contra la sentencia del once (11) 
de abril de 2005, dimanada de la Cámara Civil y Comercial del 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, Quinta 
Sala, por haber sido interpuesto de conformidad con la ley y 
en tiempo hábil; Segundo: Lo rechaza en cuanto al fondo y, en 
consecuencia, confirma la sentencia recurrida; Tercero: Condena 
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a los recurrentes Ruedas Dominicanas, C. por A., William J. Reid 
Baquero, Erwin Pou F., Canela Overseas, LTD y Eran Overseas, 
LTD. al pago solidario de las costas, con distracción en favor de 
los Dres. Gregorio Jiménez y Lina Peralta Fernández, abogados, 
quienes declaran a la Corte estarlas avanzando en su totalidad”; 

Considerando, que en su memorial la parte recurrente propone 
el siguiente medio de casación: Primer Medio: Desnaturalización 
de los hechos; Segundo Medio: Falta de motivación;

Considerando, que por su parte la recurrida ha solicitado la 
caducidad del presente recurso de casación en razón de haberse 
notificado el emplazamiento 33 días después de haber sido 
autorizado por el Presidente de la Suprema Corte de Justicia en 
violación a las disposiciones establecidas en el artículo 7 de la ley 
sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando, que de conformidad con las disposiciones del 
artículo 7 de la Ley sobre Procedimiento de Casación, la caducidad 
del recurso de casación será pronunciada si el recurrente no 
emplazare al recurrido en el término de treinta días, computados 
a partir de la fecha del auto mediante el cual el Presidente de 
la Suprema Corte de Justicia autoriza el emplazamiento. Esta 
caducidad será pronunciada a pedimento de parte interesada o 
de oficio; 

Considerando, que del examen y estudio del expediente se 
establece que en fecha 9 de febrero de 2006, con motivo del recurso 
de casación de que se trata, el Presidente de la Suprema Corte de 
Justicia, dictó el auto mediante el cual autorizó a la recurrente, 
Ruedas Dominicanas, C. por A., a emplazar al recurrido Banco 
de Reservas de la República Dominicana; que posteriormente 
en fecha 14 de marzo de 2006, mediante acto número 286-2006, 
instrumentado y notificado por el ministerial Enércido Rodríguez, 
Alguacil Ordinario de la Séptima Sala de la Cámara Penal del 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, el recurrente 
emplazó a la parte recurrida;
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Considerando, que resulta evidente de lo anterior que el 
recurrente emplazó a la recurrida fuera del plazo de treinta días 
computados a partir de la fecha en que fue proveído el auto 
mediante el cual el Presidente de la Suprema Corte de Justicia 
autoriza el emplazamiento, por lo que procede declarar, tal 
como lo solicita la parte recurrida, la caducidad del recurso de 
casación.

Por tales motivos: Primero: Declara inadmisible por caduco el 
recurso de casación interpuesto por Ruedas Dominicanas C. por 
A. contra la sentencia dictada por la Primera Sala de la Cámara 
Civil y Comercial de la Corte de Apelación del Distrito Nacional, 
el 22 de noviembre de 2005, cuyo dispositivo figura en parte 
anterior de este fallo; Segundo: Condena a la parte recurrente, 
Ruedas Dominicanas, C. por A., al pago de las costas procesales, 
ordenando su distracción en favor de los Dres. Gregorio Jiménez 
Coll y Lina Peralta Fernández, abogados de la parte recurrida, 
quienes afirman haberla avanzado en su mayor parte.

Así ha sido hecho y juzgado por la Cámara Civil de la Suprema 
Corte de Justicia, y la sentencia pronunciada por la misma en la 
ciudad de Santo Domingo de Guzmán, en su audiencia pública 
del 25 de marzo de 2009, años 166º de la Independencia y 146º 
de la Restauración.

Firmado: Rafael Luciano Pichardo, Eglys Margarita Esmurdoc, 
Margarita A. Tavares, Ana Rosa Bergés Dreyfous y José E. 
Hernández Machado. Grimilda Acosta, Secretaria General.

La presente sentencia ha sido dada, firmada y pronunciada por 
los señores Jueces que figuran al pie, en la audiencia pública del 
día, mes y año en ella expresados, y fue firmada, leída y publicada 
por mí, Secretaria General, que certifico.
www.suprema.gov.do



Pr
im

er
a 

C
ám

ar
a

SENTENCIA DEL 25 DE MARZO DE 2009, NÚM. 63
Sentencia impugnada:	 Corte de Apelación de Montecristi, del 19 

de diciembre de 1989.
Materia:	 Civil.
Recurrentes:	 Ángel Danilo Matías y compartes.
Abogada:	 Licda. Josefa Disla Muñoz.
Recurrido:	 Geraldo Colón.
Abogados:	 Lic. Humberto Antonio Santana Pión.

CAMARA CIVIL

Inadmisible 

Audiencia pública del 25 de marzo de 2008.
Preside: Rafael Luciano Pichardo.

 
Dios, Patria y Libertad

En Nombre de la República, la Cámara Civil de la Suprema 
Corte de Justicia, actuando como Corte de Casación, dicta en 
audiencia pública la sentencia siguiente:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Ángel Danilo 
Matías, dominicano, mayor de edad, portador de la cédula de 
identificación personal núm. 9816, serie 47, domiciliado y residente 
en Piloto-Guayubín; Jesús Rodríguez Monsanto, dominicano, 
mayor de edad, portador de la cédula de identificación personal 
núm. 8780, serie 33, domiciliado y residente en Cana-chapetón; 
Rafael Pujols, dominicano, mayor de edad, portador de la cédula 
de identificación personal núm. 9131, serie 34, domiciliado y 
residente en Piloto-Guayubin; Jorge Rodríguez, dominicano, 
mayor de edad, portador de la cédula de identificación personal 
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núm. 10940, serie 45, domiciliado y residente en Cana-chapetón; 
Edilio Núñez, dominicano, mayor de edad, portador de la cédula 
de identificación personal núm. 8531, serie 45, domiciliado y 
residente en Piloto-Guayubin; Alfredo José Núñez, dominicano, 
mayor de edad, portador de la cédula de identificación personal 
núm. 12464, serie 45; Manuel Tavarez, dominicano, mayor de edad, 
portador de la cédula de identificación personales núm. 9297, 
serie 45, domiciliado y residente en Cana-Chapetón y Domingo 
León Matías, cuyas generales y domicilio y residencia no constan, 
contra la sentencia dictada el 19 de diciembre de 1989, por la 
Corte de Apelación del Departamento Judicial de Montecristi, 
cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;

Oída en la lectura de sus conclusiones la Licda. Josefa Disla 
Muñoz, abogada de los recurrentes;

Oído en la lectura de sus conclusiones el Dr. Humberto 
Santana Pión, abogado de la parte recurrida, Geraldo Colón;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la 
República; 

Visto el memorial de casación depositado en la Secretaría 
General de la Suprema Corte de Justicia, el 16 febrero de 1990, 
suscrito por la Licda. Josefa Disla Muñoz, abogada de los 
recurrentes, en el cual se invocan los medios de casación que se 
indican más adelante;

Visto el memorial de defensa depositado en la Secretaría 
General de la Suprema Corte de Justicia el 9 de marzo de 1990, 
suscrito por el Lic. Humberto Antonio Santana Pión, abogado 
del recurrido, Geraldo Colón;

Vista la Ley núm 25 de 1991, modificada por la Ley núm 156 
de 1997, y los artículos 1, 5 y 65 de la Ley sobre Procedimiento 
de Casación;
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Visto el auto dictado el 2 de marzo de 2009, por el magistrado 
Rafael Luciano Pichardo, Presidente de la Cámara Civil de 
la Suprema Corte de Justicia, por medio del cual se llama a sí 
mismo y a los magistrados Eglys Margarita Esmurdoc, Margarita 
A. Tavares, Ana Rosa Bergés Dreyfous y José E. Hernández 
Machado, jueces de esta cámara, para integrar la misma en la 
deliberación y fallo del recurso de casación de que se trata, de 
conformidad con las Leyes núm 684 de 1934 y 926 de 1935;

La CORTE, en audiencia pública del 6 de febrero de 1991, 
estando presentes los Jueces Néstor Contín Aybar, Fernando E. 
Ravelo de la Fuente, Leonte R. Alburquerque Castillo, Máximo 
Puello Renville, Abelardo Herrera Piña, Octavio Piña Valdez, 
Federico N. Cuello López y Rafael Richiez Saviñón, asistidos del 
Secretario General de la Suprema Corte de Justicia, y después de 
haber deliberado los jueces signatarios de este fallo;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que con 
motivo de una demanda en reparación de daños y perjuicios 
intentada por Gerardo Colón contra los señores Jorge Rodríguez 
Montán, Jesús Rodríguez Montán (Papito), Edilio Rufino Núñez, 
Rafael Pujols y Ángel Danilo Matías (a) Lilito, la Cámara Civil, 
Comercial y de Trabajo del Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Judicial de Montecristi, dictó el 9 de febrero de 1989, 
una sentencia con el siguiente dispositivo: “Primero: Ratifica el 
defecto pronunciado en audiencia, en contra de los demandados 
Jesús Rodríguez Montán, Jorge Rodríguez, Edilio Rufino Núñez, 
Rafael Pujols y Ángel Danilo Matías, por falta de comparecer no 
obstante previo emplazamiento legal; Segundo: Condena a los 
señores Jesús Rodríguez Montán, Jorge Rodríguez, Edilio Rufino 
Núñez, Rafael Pujols y Ángel Danilo Matías, de manera conjunta, 
solidaria e indivisiblemente a pagar la suma de Cincuenta Mil Pesos 
(RD$50,000.00) por los 309 chivos apresados y posteriormente 
sustraídos, desaparecidos y muertos en favor de su propietario 
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Gerardo Colón; Tercero: Condena a los demandados, de una 
manera conjunta, solidaria e indivisible a pagar una indemnización 
de Treinta Mil Pesos Oro (RD$30,000.00) a favor de Gerardo 
Colón, como justa reparación de los daños y perjuicios morales 
y materiales por él sufridos, como consecuencia de la querella 
presentada por los demandados en contra del demandante y por 
la desaparición de los chivos; Cuarto: Condena a los demandados, 
conjunta, solidaria e indivisiblemente al pago de los intereses legales 
de la suma acordada a partir de la demanda en justicia; Quinto: 
Condena a los demandados, de una manera conjunta, solidaria e 
indivisible al pago de las costas del procedimiento con distracción 
de las mismas en provecho del Lic. Huberto Antonio Santana 
Pión, abogado constituido, quien afirma estarlas avanzando en su 
mayor parte; Sexto: Comisiona al Ministerial José Asencio Muñoz, 
Alguacil Ordinario de la Corte de Apelación del Departamento 
de Montecristi, para notificar la presente sentencia”; b) que sobre 
el recurso de apelación interpuesto intervino la sentencia ahora 
impugnada con el siguiente dispositivo: “Primero: Declarar 
bueno y válido en cuanto a la forma el recurso de apelación 
intentado por los señores Jorge Rodríguez Montán, Edilio Rufino 
Núñez Franco, Rafael Pujols, Ángel Danilo Matías (Lilito) y 
Jesús Rodríguez Montán, por haber sido hecho en tiempo hábil 
y de acuerdo con la ley de la materia, contra la sentencia civil 
No.13 dictada en fecha 9 de febrero de 1989, por la Cámara Civil, 
Comercial y de Trabajo del Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Judicial de Monte Cristo, cuya parte dispositiva dice así: 
Primero: Ratifica el defecto pronunciado en audiencia, en contra 
de los demandados Jesús Rodríguez Montán, Jorge Rodríguez, 
Edilio Rufino Núñez, Rafael Pujols y Ángel Danilo Matías, por 
falta de comparecer no obstante previo emplazamiento legal; 
Segundo: Condena a los señores Jesús Rodríguez Montán, Jorge 
Rodríguez, Edilio Rufino Núñez, Rafael Pujols y Ángel Danilo 
Matías, de manera conjunta, solidaria e indivisiblemente a pagar 
la suma de Cincuenta Mil Pesos (RD$50,000.00) por los 309 
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chivos apresados y posteriormente sustraídos, desaparecidos y 
muertos en favor de su propietario Gerardo Colón; Tercero: 
Condena a los demandados, de una manera conjunta, solidaria e 
indivisible a pagar una indemnización de Treinta Mil Pesos Oro 
(RD$30,000.00) a favor de Gerardo Colón, como justa reparación 
de los daños y perjuicios morales y materiales por él sufridos, como 
consecuencia de la querella presentada por los demandados en 
contra del demandante y por la desaparición de los chivos; Cuarto: 
Condena a los demandados, conjunta, solidaria e indivisiblemente 
al pago de los intereses legales de la suma acordada a partir de la 
demanda en justicia; Quinto: Condena a los demandados, de una 
manera conjunta, solidaria e indivisible al pago de las costas del 
procedimiento con distracción de las mismas en provecho del 
Lic. Huberto Antonio Santana Pión, abogado constituido, quien 
afirma estarlas avanzando en su mayor parte; Sexto: Comisiona 
al Ministerial José Asencio Muñoz, Alguacil Ordinario de la Corte 
de Apelación del Departamento de Montecristi, para notificar la 
presente sentencia; Tercero: Confirma, en todas sus partes, con 
excepción del ordinal primero, la referida sentencia recurrida; 
Cuarto: Condenar a los recurrente, señores Jorge Rodríguez 
Montán, Edilio Rufino Núñez Franco, Rafael Pujols, Ángel 
Danilo Matías (Lilito) y Jesús Rodríguez Montán, al pago de las 
costas del procedimiento de la presente alzada con distracción 
de las mismas en provecho del Lic. Humberto Antonio Santana 
Pión, quien afirma haberlas avanzando en su mayor parte”;

Considerando, que en su memorial de casación el recurrente 
invoca los siguientes medios: Desnaturalización de los hechos de 
la causa; falta de base legal; exceso de poder, violación al derecho 
de defensa; violación al Art. 141 del Código de Procedimiento 
Civil;

Considerando, que el recurrido, por su parte, solicita la 
inadmisibilidad del recurso de casación en cuanto a los señores 
Alfredo José Núñez, Domingo León Matías y Manuel Tavárez, 
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por aplicación del Art. 4 de la Ley de Casación, en virtud de que 
no fueron partes en la litis de que se trata; lo que constituye un 
medio de inadmisión, por lo que procede que sea examinado en 
primer término;

Considerando, que de conformidad con el artículo 4 de la Ley 
núm. 3726 sobre Procedimiento de Casación de 1953, pueden 
pedir la casación: Primero: Las partes interesadas que hubieren 
figurado en el juicio; Segundo: El ministerio público ante 
el tribunal que dictó la sentencia, en los asuntos en los cuales 
intervenga como parte principal, en virtud de la ley, o como parte 
adjunta en los casos que interesen al orden público;

Considerando, que el examen de la sentencia impugnada 
revela que el recurso de apelación contra la sentencia dictada por 
la Cámara Civil, Comercial y de Trabajo del Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Judicial de Montecristi, del 9 de febrero 
de 1989, a favor de Gerardo Colón, fue interpuesto por Jorge 
Rodríguez Montán, Jesús Rodríguez Montán (Papito), Edilio 
Rufino Núñez, Rafael Pujols y Ángel Danilo Matías (a) Lilito; que, 
como se advierte, en el referido recurso de apelación no figuran 
los nombres de Alfredo José Núñez, Domingo León Matías y 
Manuel Tavárez, que tampoco figuran en el dispositivo transcrito 
de la sentencia entonces apelada; que al no ser parte en el recurso 
de alzada, no podían válidamente interponer recurso de casación; 
por lo que procede acoger el medio de inadmisión planteado por 
el recurrido en cuanto los indicados co-recurrentes;

Considerando, que en el desarrollo en conjunto hecho por los 
recurrentes de sus medios de casación, estos alegan en síntesis, que 
la sentencia impugnada se sirve del hecho de que los recurrentes 
son responsables de la desaparición de 309 cabezas de chivo para 
imponerles una condenación; que esta carece de base legal, al 
adoptar los motivos de la sentencia de primer grado y establecer 
que la querella interpuesta en contra del recurrido era temeraria; 
que no se estableció en la sentencia impugnada la falta atribuida a 
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los recurrentes, puesto que no fueron examinados los hechos de 
la causa; que los montos de las condenaciones contenidos en la 
sentencia impugnada, resultan excesivos;

Considerando, que los recurrentes han depositado en la 
Secretaría General de esta Suprema Corte de Justicia, una copia 
auténtica de la sentencia impugnada en casación; pero, en el último 
considerando de ésta, en la cual se decide acerca de la apelación 
interpuesta por los señores Jorge Rodríguez Montán, Jesús 
Rodríguez Montán (Papito), Edilio Rufino Núñez, Rafael Pujols 
y Ángel Danilo Matías (a) Lilito, contra el fallo del tribunal de 
primer grado sobre el mismo asunto, se expresa: “que la sentencia 
recurrida tiene motivos suficientes que justifican su dispositivo; 
por lo cual esta Corte haciendo suyos dichos motivos, considera 
que debe confirmarse en todas sus partes la referida sentencia”; 

Considerando, que ha sido juzgado por esta Corte que 
de conformidad con el párrafo II, del artículo 5 de la Ley 
sobre Procedimiento de Casación, el recurso de casación debe 
interponerse por medio de un memorial suscrito por abogado, 
que contendrá todos los medios en que se funda y que deberá 
ser acompañado de una copia auténtica de la sentencia que 
se impugna, y todos los datos o documentos en apoyo de la 
casación solicitada; que es esta una formalidad sustancial en el 
procedimiento de casación puesto que sin una copia auténtica de 
la sentencia recurrida, no estaría la Suprema Corte de Justicia en 
condiciones de apreciar si en realidad la ley ha sido violada; que 
cuando un tribunal de segundo grado confirma una sentencia de 
un tribunal de primer grado, adoptando pura y simplemente los 
motivos de ésta, sin reproducirlos, es indispensable, para llenar 
el voto de la ley, que la parte recurrente en casación deposite en 
secretaría no solamente copia auténtica de la sentencia recurrida, 
lo que sería insuficiente, sino también y para completarla, la de 
la sentencia cuyos motivos han sido adoptados, ya que, como ha 
sido establecido, cuando un tribunal superior adopta los motivos 
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dados por un tribunal inferior, sin reproducirlos en su sentencia, 
es necesario referirse a la sentencia dictada por este último tribunal 
para saber si la ley ha sido bien o mal aplicada; 

Considerando, que en el presente caso, los recurrentes no han 
depositado copia auténtica alguna de la decisión del primer grado, 
cuyos motivos son adoptados sin reproducirlos por la sentencia 
impugnada; que no basta para pronunciar la casación solicitada 
la afirmación de que se ha procedido a ello, sin permitir a esta 
Suprema Corte Justicia comprobar si los motivos del primer 
juez que han sido adoptados son suficientemente válidos para 
fundamentar lo decidido; que, por tanto el recurso del cual se 
trata debe ser declarado inadmisible;

Considerando, que cuando el recurso de casación es decidido 
por un medio suplido de oficio por la Suprema Corte de Justicia, 
como ocurre en el presente caso, el numeral 2, del artículo 65 de 
la Ley sobre Procedimiento de Casación dispone que las costas 
pueden ser compensadas.

Por tales motivos: Primero: Declara inadmisible el recurso de 
casación interpuesto por Alfredo José Núñez, Domingo León 
Matías, Manuel Tavárez, Ángel Danilo Matías, Jesús Rodríguez, 
Rafael Pujols, Jorge Rodríguez y Edilio Núñez, contra la sentencia 
marcada con el núm. 27 de fecha 19 de diciembre del año 1989 
rendida por la Corte de Apelación del Departamento Judicial de 
Montecristi, cuyo dispositivo ha sido copiado en la parte anterior 
del presente fallo; Segundo: Compensa las costas.

Así ha sido hecho y juzgado por la Cámara Civil de la Suprema 
Corte de Justicia, y la sentencia pronunciada por la misma en la 
ciudad de Santo Domingo de Guzmán, en su audiencia pública 
del 25 de marzo de 2009, años 166º de la Independencia y 146º 
de la Restauración.
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www.suprema.gov.do

Firmado: Rafael Luciano Pichardo, Eglys Margarita Esmurdoc, 
Margarita A. Tavares, Ana Rosa Bergés Dreyfous y José E. 
Hernández Machado. Grimilda Acosta, Secretaria General.

La presente sentencia ha sido dada, firmada y pronunciada por 
los señores Jueces que figuran al pie, en la audiencia pública del 
día, mes y año en ella expresados, y fue firmada, leída y publicada 
por mí, Secretaria General, que certifico.
www.suprema.gov.do



SENTENCIA DEL 25 DE MARZO DE 2009, NÚM. 64
Sentencia impugnada:	 Cámara Civil y Comercial de la Segunda 

Circunscripción del Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Nacional, del 9 de 
enero de 2001.

Materia:	 Civil.
Recurrente:	 Altagracia Magalis de los Santos Travieso.
Abogado:	 Dr. Elías Pérez Borges.
Recurrida:	 Servi Internacional y/o Dipre Import, C. 

por A.
Abogados:	 Dres. Carlos Moreta Tapia y Carlos A. 

Méndez Matos.

CAMARA CIVIL

Rechaza

Audiencia pública del 25 de marzo de 2009.
Preside: Rafael Luciano Pichardo.

 
Dios, Patria y Libertad

En Nombre de la República, la Cámara Civil de la Suprema 
Corte de Justicia, actuando como Corte de Casación, dicta en 
audiencia pública la sentencia siguiente: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Altagracia Magalis 
de los Santos Travieso, dominicana, mayor de edad, cédula de 
identidad y electoral núm. 001-1287370-8, domiciliada y residente 
en la calle Carlos Nouel núm. 52, del sector Villa Consuelo, 
contra la sentencia dictada por la Cámara Civil y Comercial de 
la Segunda Circunscripción del Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Nacional, el 9 de enero de 2001, cuyo dispositivo se copia 
mas adelante;
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Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído en la lectura de sus conclusiones al Lic. Leopoldo Pérez, 
en representación del Dr. Elías Pérez Borges, abogado de la parte 
recurrente;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la 
República el cual termina así: “Rechazar el recurso de Casación 
de que se trata, por los motivos expuestos”; 

Visto el memorial de casación depositado en la Secretaría 
General de la Suprema Corte de Justicia el 12 de marzo de 2001, 
suscrito por el Dr. Elías Pérez Borges, abogado de la parte 
recurrente, en el cual se invocan los medios de casación que se 
indican más adelante;

Visto el memorial de defensa depositado en la Secretaría 
General de la Suprema Corte de Justicia el 26 de marzo de 2001, 
suscrito por los Dres. Carlos Moreta Tapia y Carlos A. Méndez 
Matos, abogados de la parte recurrida Servi Internacional y/o 
Dipre Import, C. x A.;

Vista la Ley núm. 25 de 1991, modificada por la Ley núm. 156 
de 1997 y los artículos 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación;

Visto el auto dictado el 14 de enero de 2009, por el magistrado 
Rafael Luciano Pichardo, Presidente de la Cámara Civil de la 
Suprema Corte de Justicia, por medio del cual llama al magistrado 
José E. Hernández Machado, juez de esta cámara, para integrar la 
misma en la deliberación y fallo del recurso de casación de que se 
trata, de conformidad con la Ley núm. 926 de 1935;

La CORTE, en audiencia pública del 12 de septiembre de 2001, 
estando presente los jueces Rafael Luciano Pichardo, Presidente; 
Eglys Margarita Esmurdoc, Margarita A. Tavares y Ana Rosa 
Bergés Dreyfous, asistidos de la secretaria general, y después de 
haber deliberado los jueces signatarios de este fallo;
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Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta: a) que con motivo de 
una demanda en cobro de pesos, incoada por la compañía Servi 
Internacional, C. x A., contra Altagracia Magalis de los Santos, 
el Juzgado de Paz de la Tercera Circunscripción del Distrito 
Nacional, dictó el 25 de febrero de 2000, una sentencia cuyo 
dispositivo dice lo siguiente: “Primero: Se rechaza en todas sus 
partes las conclusiones vertidas por la parte demandada, señora 
Altagracia Magalis de los Santos Travieso, por conducto de su 
abogado constituido y apoderado especial, por improcedente, 
mal fundada y falta de prueba legal; Segundo: Se acogen en 
partes las conclusiones de la parte demandante, Compañía Servi 
Internacional, C. por A., por conducto de su abogado constituido 
y apoderado especial, por ser justa y reposar en prueba legal; 
Tercero: En consecuencia, se condena a la parte demandada, 
señora Altagracia Magalis de los Santos Travieso, a pagarle a la 
parte demandante, Compañía Servi Internacional, C. por A., la 
suma de Veinte Mil Pesos Oro Dominicano (RD$20,000.00), por 
concepto de remanente o suma restante, según Pagaré de fecha 
25 del mes de Julio del año 1999, así como al pago de los intereses 
legales de dicha suma, a partir de la demanda en Justicia; Cuarto: 
Se rechaza el pedimento de la parte demandante, en cuanto a la 
solicitud de que la sentencia a intervenir sea ejecutoria provisional 
y sin fianza, no obstante cualquier recurso que se interponga 
contra la misma, por lo anteriormente expuesto; Quinto: Se 
condena a la parte demandada, señora Altagracia Magalis de los 
Santos Travieso, al pago de las costas del procedimiento, a favor y 
provecho de los Dres. Carlos Moreta Tapia y Carlos Méndez Matos, 
abogados que afirman haberlas avanzado, en su totalidad”; b) que 
sobre el recurso de apelación interpuesto intervino la sentencia 
ahora impugnada con el siguiente dispositivo: “Primero: Declara 
como bueno y válido en cuanto a la forma el presente Recurso de 
Apelación incoado por la señora Altagracia Magalis de los Santos 
Travieso, por haber sido interpuesto conforme al derecho y reposar 
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en prueba legal; Segundo: En cuanto al fondo lo rechaza y en 
consecuencia confirma en todas sus partes la sentencia No.97, de 
fecha 25 del mes de febrero del año 2000, dictada por el Juzgado 
de Paz de la Tercera Circunscripción del Distrito Nacional; 
Tercero: Condena a la señora Altagracia Magalis de los Santos 
Travieso, al pago de las costas del procedimiento disponiendo su 
distracción a favor y provecho de los Dres. Carlos Moreta Tapia 
y Carlos A. Méndez Matos, abogados quienes afirman haberlas 
avanzado en su totalidad”; 

Considerando, que en su memorial la parte recurrente propone 
el siguiente medio de casación: Único Medio: Violación del 
artículo 1234 del Código Civil;

Considerando, que en el desarrollo de su único medio de 
casación la parte recurrente alega en síntesis, que el tribunal a-quo 
en su decisión la condena al pago de unos valores que habían sido 
saldados incluso más allá de lo debido en violación a la primera 
causa de extinción de las obligaciones establecidas en el artículo 
1234 del Código Civil; que la compañía Servi Internacional C. 
por A. y Dipre Import, C. por A., son una misma cosa, y así lo 
establece la Corte a-qua en su sentencia al reconocer el pago de 
los RD$10,000.00 hecho a Dipre Import C. por A., como abono 
a la deuda con Servi Internacional, C. por A. en virtud del pagarés 
presentado por esta; que la recurrente se había comprometido a 
pagarle a la compañía Dipre Import, C. por A., RD$60,000.00 por 
concepto de los trabajos que dicha compañía debía realizarle; que 
así mismo, dicha recurrente se comprometió a darle un 5% del valor 
del préstamo que dicha entidad gestionaría para la realización de los 
trabajos, a razón de RD$500,000.00, lo que sumado a lo anterior 
llevaría la deuda a RD$85,000.00; que en fecha 30 de julio de 1999, la 
recurrente pagó en manos de la recurrida la suma de RD$30,000.00 
y el 25 de agosto de ese mismo año la suma de RD$10,000.00; que 
el 26 de julio de 1999, la persona que le otorgó el préstamo a la 
recurrente, emitió a favor del Sr. Nelson de Los Santos, abogado 
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de la compañía, el cheque núm. 133 por valor de RD$55,000.00, 
en los que se encontraba incluido el 5% del préstamos gestionado 
y la suma restante de RD$30,000.00 como abono a lo convenido 
en relación a los trabajos que debía realizar dicha compañía; que 
el tribunal a-quo obvió éste último documento correspondiente al 
pago de los RD$55,000.00, y que de haberlo tomado en cuenta su 
decisión hubiera sido en otro sentido, pues habría notado que el 
pago realizado superaba la obligación asumida frente a la recurrida; 
que por otro lado la recurrida no podía exigir de la recurrente el 
pago de la obligación asumida si ésta, a la fecha, no había cumplido 
con su parte de la obligación; 

Considerando, que para fundamentar su decisión de rechazo 
del recurso de que se trata, la Corte a-qua sostuvo que ella había 
podido comprobar, por el examen del pagaré original depositado 
por la recurrida Servi Internacional, C. por A., que la recurrente 
era deudora de ésta por la suma de RD$30,000.00, restándole 
de dicha cantidad la suma de RD$20,000.00, según los reclamos 
de la propia recurrida; que el solo hecho de que dicho pagaré 
original estuviera aún en manos de la parte recurrida evidenciaba 
la obligación existente y no cumplida; 

Considerando, que en cuanto a lo alegado por la parte recurrente 
en el ultimo aspecto de su medio de casación examinado, la Corte 
a-qua indicó que ella se encontraba apoderada de una demanda 
en cobro de pesos y no de una demanda en ejecución de contrato, 
por lo que no habiendo probado la Sra. Altagracia de los Santos 
la existencia de ésta con documentos que le permitieran a dicha 
Corte apreciar la veracidad de sus argumentaciones, no podía más 
que considerar dichos alegatos como infundados; 

Considerando, que del estudio de la sentencia impugnada y 
de la documentación a la que ella se refiere esta Suprema Corte 
de Justicia ha podido verificar, que las motivaciones de la misma 
sólo versaron en torno al rechazamiento del recurso de apelación 
interpuesto contra la sentencia dictada por el Juzgado de Paz de la 
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Tercera Circunscripción del Distrito Nacional el 25 de febrero de 
2000, que acogió la demanda en cobro de pesos al considerar que 
la recurrida no había cumplido, a pesar del tiempo transcurrido, 
con su obligación de pago; que además, consta en el fallo atacado, 
que las conclusiones de la hoy recurrente versaron sobre el 
fondo mismo de la demanda, al solicitar puntualmente que se 
revocara en todas sus partes la sentencia apelada y se condenara 
a Servi Internacional, C. por A., a la devolución de la suma de 
RD$65,000.00 por incumplimiento de esta en la realización de 
los trabajos asignados, sin referencia o pedimento alguno en 
el sentido de que la compañía Servi Internacional, C. por A. y 
Dipre Import, C. por A., a quien supuestamente había pagado, 
constituían una misma compañía y por tanto la obligación se había 
extinguido , objeto ahora del único agravio casacional enarbolado 
por la recurrente; 

Considerando, que, como ha sido juzgado reiteradamente no 
se puede hacer valer por ante la Suprema Corte de Justicia, en 
funciones de Corte de Casación, ningún medio o agravio que no 
haya sido expresa o implícitamente propuesto en sus conclusiones 
por la parte que lo invoca, al tribunal del cual proviene la decisión 
atacada, a menos que la ley haya impuesto su examen de oficio 
e un interés de orden público, lo cual no es el caso; que, en esas 
condiciones, el argumento de la parte recurrente en el sentido 
antes indicado carece de fundamento y debe ser desestimado, por 
constituir el mismo un medio nuevo en casación;

Considerando, que cuando el recurso de casación es decidido 
por un medio suplido de oficio por la Suprema Corte de Justicia, 
como ocurre en el presente caso, el numeral 2, del artículo 65 de 
la Ley sobre Procedimiento de Casación dispone que las costas 
pueden ser compensadas.

Por tales motivos: Primero: Rechaza el recurso de casación 
interpuesto por Altagracia M. de los Santos, contra la sentencia 
dictada por la Cámara Civil y Comercial del Juzgado de Primera 
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Instancia del Distrito Nacional el 9 de enero de 2001, cuyo 
dispositivo figura transcrito en parte anterior de este fallo; 
Segundo: Compensa las costas.

Así ha sido hecho y juzgado por la Cámara Civil de la Suprema 
Corte de Justicia, y la sentencia pronunciada por la misma en la 
ciudad de Santo Domingo de Guzmán, en su audiencia pública 
del 25 de marzo de 2009, años 166º de la Independencia y 146º 
de la Restauración.

Firmado: Rafael Luciano Pichardo, Eglys Margarita Esmurdoc, 
Margarita A. Tavares, Ana Rosa Bergés Dreyfous y José E. 
Hernández Machado. Grimilda Acosta, Secretaria General.

La presente sentencia ha sido dada, firmada y pronunciada por 
los señores Jueces que figuran al pie, en la audiencia pública del 
día, mes y año en ella expresados, y fue firmada, leída y publicada 
por mí, Secretaria General, que certifico.
www.suprema.gov.do
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SENTENCIA DEL 25 DE MARZO DE 2009, NÚM. 65
Sentencia impugnada:	 Segunda Sala de la Cámara Civil y Comercial 

de la Corte de Apelación del Distrito 
Nacional, del 08 de febrero de 2007.

Materia:	 Civil.
Recurrente:	 Georgina Margarita Victoria Peguero.
Abogada:	 Licda. Luz María Duquela Canó.
Recurrido:	 Luis Ricart Ybarra.
Abogados:	 Lic. Jesús Miguel Reynoso y Dr. J. Lora 

Castillo.

CAMARA CIVIL

Rechaza

Audiencia pública del 25 de marzo de 2009.
Preside: Rafael Luciano Pichardo.

 
Dios, Patria y Libertad

En Nombre de la República, la Cámara Civil de la Suprema 
Corte de Justicia, actuando como Corte de Casación, ha dictado 
la sentencia siguiente: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Georgina 
Margarita Victoria Peguero, mayor de edad, portadora de la 
cédula de identidad y electoral núm. 001-0064248-7, domiciliada 
y residente en esta ciudad de Santo Domingo, contra la sentencia 
dictada por la Segunda Sala de la Cámara Civil y Comercial de 
la Corte de Apelación del Distrito Nacional el 08 de febrero de 
2007, cuyo dispositivo se copia mas adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
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Oído en la lectura de sus conclusiones al Dr. Alcibiades Toribio 
de la Cruz en representación de la Licda. Luz María Duquela 
Canó, abogada de la parte recurrente;

Oído en la lectura de sus conclusiones al Licdo. Jesús Miguel 
Reynoso y al Dr. J. Lora Castillo, abogados de la parte recurrida, 
Luis Ricart Ibarra;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la 
República el cual termina así: “Que procede declarar inadmisible 
el recurso de casación interpuesto contra la sentencia civil núm. 
49 del 08 de febrero del 2007, dictada por la Segunda Sala de la 
Cámara Civil y Comercial de la Corte de Apelación del Distrito 
Nacional”; 

Visto el memorial de casación depositado en la Secretaría 
General de la Suprema Corte de Justicia el 07 de mayo de 2007, 
suscrito por la Licda. Luz María Duquela Canó, abogada de la 
parte recurrente, en el cual se invocan los medios de casación que 
se indican más adelante;

Visto el memorial de defensa depositado en la Secretaría 
General de la Suprema Corte de Justicia, el 14 de mayo de 2007, 
suscrito por el Licdo. Jesús Miguel Reynoso, por sí y por el Dr. J. 
Lora Castillo, abogados de la parte recurrida Luis Ricart Ybarra;

Vista la Ley núm. 25 de 1991, modificada por la Ley núm. 156 
de 1997 y los artículos 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación;

Visto el auto dictado el 25 de febrero de 2009, por el magistrado 
Rafael Luciano Pichardo, Presidente de la Cámara Civil de la 
Suprema Corte de Justicia, por medio del cual se llama así mismo 
y a la magistrada Margarita A. Tavares, jueza de esta cámara, para 
integrar la misma en la deliberación y fallo del recurso de casación 
de que se trata, de conformidad con las Leyes núms. 684 de 1934 
y 926 de 1935;
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La CORTE, en audiencia pública del 12 de noviembre de 
2008, estando presentes los jueces; José E. Hernández Machado, 
en funciones de juez presidente, Eglys Margarita Esmurdoc 
y Ana Rosa Bergés Dreyfous, asistidos de la secretario de ésta 
Cámara Civil de la Suprema Corte de Justicia, y después de haber 
deliberado los jueces signatarios de este fallo;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta: a) que con motivo de una 
demanda en divorcio por incompatibilidad de caracteres, incoada 
por Luis Ricart Ybarra, contra Georgina Margarita Victoria 
Peguero, la Sexta Sala Para Asuntos de Familia de la Cámara Civil y 
Comercial del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional 
dictó el 07 de agosto de 2006, una sentencia cuyo dispositivo es el 
siguiente; “Primero: Admite el divorcio por la Causa Determinada 
de Incompatibilidad de Caracteres, entre los señores Luis Ricart 
Ybarra y Georgina Margarita Victoria Peguero, con todas sus 
consecuencias legales; Segundo: Otorga la guarda de la referida 
menor Gina Ricart Victoria, a la madre señora Georgina Margarita 
Victoria Peguero; Tercero: Fija una pensión alimenticia de 
cuarenta mil pesos oro dominicanos (RD$40,000.00), mensuales, 
más pago de los gastos médicos en que incurra por tratamiento y 
cuidado de la menor Gina Ricart Victoria; Cuarto: Compensa las 
costas del procedimiento por tratarse de una litis entre esposos; 
Quinto: Ordena el pronunciamiento del divorcio por ante la 
Oficialía del Estado Civil correspondiente, previo cumplimiento 
de las formalidades previstas en la Ley de Divorcio (sic)”; b) que 
sobre el recurso de apelación interpuesto intervino la sentencia 
ahora impugnada con el siguiente dispositivo: “Primero: Ratifica 
el defecto pronunciado en audiencia contra la parte recurrente, 
señora Georgina Margarita Victoria, por falta de concluir, no 
obstante haber sido legalmente citada; Segundo: Descarga pura 
y simplemente a la parte recurrida, señor Luis Ricart Ybarra, 
del recurso de apelación interpuesto por la señora Georgina 
Margarita Victoria, contra la sentencia núm. 531-2006-03387, 
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relativa al expediente núm. 531-06-00398, de fecha siete (7) del 
mes de agosto del año dos mil seis (2006), dictada por la Sexta 
Sala Para Asuntos de Familia de la Cámara Civil y Comercial 
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, por los 
motivos precedentemente expuestos; Tercero: Compensa las 
costas por tratarse de una litis entre esposos; Cuarto: Comisiona 
al ministerial Williams Radhames Ortiz Pujols, alguacil de estrados 
de esta sala, para la notificación de la presente sentencia”; 

Considerando, que la parte recurrente propone contra la 
sentencia impugnada el medio de casación siguiente: “Único: 
Violación al Art. 434 del Código de Procedimiento Civil, orden 
público, falta de dictamen del ministerio público, exceso de 
poder”; 

 Considerando, que en la sentencia impugnada consta que en 
la audiencia pública celebrada por la Corte a-qua el 25 de enero de 
2007, no compareció la parte intimante ni su abogado constituido 
a formular sus conclusiones, no obstante haber sido legalmente 
emplazado mediante acto núm. 2094/06 de fecha 1ro de diciembre 
de 2006, instrumentado por el ministerial Williams Radhames 
Pujol, alguacil de estrado de la Cámara Civil y Comercial de la 
Corte de Apelación del Distrito Nacional por lo que la recurrida 
concluyó solicitando el defecto contra la recurrente, y el descargo 
puro y simple del recurso de apelación; 

Considerando, que si el intimante no comparece a la audiencia 
a sostener los motivos en lo que fundamentó su recurso de 
apelación, se pronunciará en su contra el descargo puro y simple 
de su recurso, si dicho descargo es solicitado en la audiencia por 
conclusiones del intimado, como ocurrió en la especie, sin que 
el juez esté en ese caso en la obligación de examinar la sentencia 
apelada; 

Considerando, que el examen de la sentencia impugnada pone 
en evidencia que la parte recurrente no compareció a la audiencia 
celebrada por la Corte a-qua a sostener su recurso; que la Corte 



Primera Cámara de la Suprema Corte de Justicia	 627

Pr
im

er
a 

C
ám

ar
a

www.suprema.gov.do

a-qua al descargar pura y simplemente a la parte recurrida Luis 
Ricart Ybarra del recurso de apelación interpuesto por Georgina 
Margarita Victoria, hizo una correcta aplicación de la ley, por lo 
que, en tales condiciones, el presente recurso de casación carece 
de fundamento y debe ser desestimado. 

Considerando, que procede compensar las costas por tratarse 
de una litis entre esposos; 

Por tales motivos: Primero: Rechaza el recurso de casación 
interpuesto por Georgina Margarita Victoria, contra la sentencia 
dictada por la Segunda Sala de la Cámara Civil y Comercial de la 
Corte de Apelación del Distrito Nacional, el 8 de febrero de 2007, 
cuya parte dispositiva figura en otro lugar de este fallo; Segundo: 
Compensa las costas.

Así ha sido hecho y juzgado por la Cámara Civil de la Suprema 
Corte de Justicia, y la sentencia pronunciada por la misma en la 
ciudad de Santo Domingo de Guzmán, en su audiencia pública 
del 25 de marzo de 2009, años 166º de la Independencia y 146º 
de la Restauración.

Firmado: Rafael Luciano Pichardo, Eglys Margarita Esmurdoc, 
Margarita A. Tavares, Ana Rosa Bergés Dreyfous y José E. 
Hernández Machado. Grimilda Acosta, Secretaria General.

La presente sentencia ha sido dada, firmada y pronunciada por 
los señores Jueces que figuran al pie, en la audiencia pública del 
día, mes y año en ella expresados, y fue firmada, leída y publicada 
por mí, Secretaria General, que certifico.
www.suprema.gov.do



SENTENCIA DEL 25 DE MARZO DE 2009, NÚM. 66
Sentencia impugnada:	 Segunda Sala de la Cámara Civil y Comercial 

de la Corte de Apelación del Distrito 
Nacional, del 10 de junio de 2005.

Materia:	 Civil.
Recurrente:	 Plutarco Frías Batista.
Abogado:	 Dr. Miguel Ureña.
Recurrido:	 Banco de Reservas de la República 

Dominicana.
Abogada:	 Licda. Ana Virginia Serulle.

CÁMARA CIVIL

Casa

Audiencia pública del 25 de marzo de 2009.
Preside: Rafael Luciano Pichardo.

 
Dios, Patria y Libertad

En Nombre de la República, la Cámara Civil de la Suprema 
Corte de Justicia, actuando como Corte de Casación, ha dictado 
la sentencia siguiente: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Plutarco Frías 
Batista, dominicano, mayor de edad, casado, comerciante, cédula 
de identidad y electoral núm. 001-0101522-0, domiciliado y 
residente en la calle Monte Río núm. 16-A, urbanización Tennis 
Club, contra la sentencia dictada por la Segunda Sala de la Cámara 
Civil y Comercial de la Corte de Apelación del Distrito Nacional 
el 10 de junio de 2005, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
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Oído en la lectura de sus conclusiones al Licdo. Plinio A. 
Abreu en representación del Dr. Miguel Ureña, abogado de la 
parte recurrente;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la 
República el cual termina así: “Que procede acoger el recurso 
de casación, interpuesto por Plutarcio Frías Batista, contra 
la Sentencia núm. 076, del 10 de junio de 2005, dictada por la 
Segunda Sala de la Cámara Civil y Comercial de la Corte de 
Apelación del Distrito Nacional”; 

Visto el memorial de casación depositado en la Secretaría 
General de la Suprema Corte de Justicia el 15 de julio de 2005, 
suscrito por el Dr. Miguel Ureña, abogado de la parte recurrente, 
en el cual se invocan los medios de casación que se indican más 
adelante;

Visto el memorial de defensa depositado en la Secretaría 
General de la Suprema Corte de Justicia el 18 de agosto de 2005, 
suscrito por la Licda. Ana Virginia Serulle, abogada de la parte 
recurrida Banco de Reservas de la República Dominicana;

Vista la Ley núm. 25 de 1991, modificada por la Ley núm. 156 
de 1997 y los artículos 1, 20 y 65 de la Ley sobre Procedimiento 
de Casación;

Visto el auto dictado el 25 de febrero de 2009, por el 
magistrado Rafael Luciano Pichardo, Presidente de la Cámara 
Civil de la Suprema Corte de Justicia, por medio del cual se llama 
a la magistrada Ana Rosa Bergés Dreyfous jueza de esta cámara, 
para integrar la misma en la deliberación y fallo del recurso de 
casación de que se trata, de conformidad con las Leyes núms. 684 
de 1934 y 926 de 1935;

La CORTE, en audiencia pública del 14 de marzo de 2007, 
estando presentes los jueces Rafael Luciano Pichardo, Presidente; 
Eglys Margarita Esmurdoc, Margarita Tavares y José Enrique 
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Hernández Machado, asistidos de la secretaria general, y después 
de haber deliberado los jueces signatarios de este fallo;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta: a) que con motivo de una 
demanda en cobro de pesos incoada por el Banco de Reservas de 
la República Dominicana contra Plutarco Antonio Frías Batista, la 
Quinta Sala de la Cámara Civil y Comercial del Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Nacional dictó, el 10 de julio de 2003, una 
sentencia cuyo dispositivo es el siguiente: “Primero: Ratifica el 
defecto pronunciado en audiencia contra la parte demandada, 
señor Plutarco Frías Batista, por falta de comparecer no obstante 
haber sido emplazado legalmente; Segundo: Rechaza la solicitud 
de reapertura de debates solicitada por la parte demandada, por 
los motivos antes expuestos; Tercero: Acoge modificadas las 
conclusiones de la parte demandante Banco de Reservas de la 
República Dominicana, por ser justas y reposar en prueba legal, 
y en consecuencia: a) Condena al señor Plutarco Frías Batista, 
a pagar al Banco de Reservas de la República Dominicana, la 
suma de sesenta mil pesos con 00/100 (RD$60,000.00), más los 
intereses convencionales pactados entre las partes, por concepto 
de préstamo; b) Condena al señor Plutarco Frías Batista, al pago 
de los intereses legales, a partir de la fecha de la demanda en 
justicia; c) Condena al señor Plutarco Frías Batista, al pago de las 
costas del procedimiento, con distracción de las mismas a favor y 
provecho de la abogada constituida, Licda. Ana Virginia Serulle, 
quien afirma haberla avanzado en su mayor parte; d) Rechaza 
la solicitud de ejecución provisional y sin fianza, solicitada 
por la parte demandante, Banco de Reservas de la República 
Dominicana, por lo motivos antes expuestos; Cuarto: Comisiona 
al ministerial Martín Suberví, alguacil ordinario de este tribunal 
para la notificación de la presente sentencia” (sic); b) que sobre 
el recurso de apelación interpuesto intervino la sentencia ahora 
impugnada con el siguiente dispositivo: “Primero: Declara bueno 
y válido en cuanto a la forma el recurso de apelación interpuesto 
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por el señor Plutarco Antonio Frías Batista, contra la Sentencia 
núm. 038-2002-03295, dictada en fecha diez (10) del mes de julio 
del año dos mil tres (2003), por la Cámara Civil y Comercial del 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, a favor del 
Banco de Reservas de la República Dominicana, por los motivos 
út supra enunciados; Segundo: En cuanto al fondo, rechaza el 
referido recurso de apelación por los motivos indicados en el 
cuerpo de la presente sentencia, y en consecuencia, confirma 
en todas sus partes la sentencia recurrida núm. 038-2002-03295, 
dictada en fecha diez (10) del mes de julio del año dos mil tres 
(2003), por la Cámara Civil y Comercial del Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Nacional, Quinta Sala; Tercero: Condena a 
la parte recurrente, señor Plutarco Antonio Frías Batista, al pago 
de las costas causadas, ordenando su distracción en provecho de 
la Licda. Ana Virginia Serulle, abogado de la parte gananciosa que 
afirma estarlas avanzando en su totalidad”; 

Considerando, que la parte recurrente propone contra la 
sentencia impugnada los siguientes medios de casación: “Primer 
Medio: Violación al derecho de la defensa. Falta de base legal. 
Violación al artículo 189 del Código de Comercio, por falsa 
aplicación. Falta de estatuir; Segundo Medio: Desnaturalización 
de los hechos y circunstancias de la causa. Falsa aplicación de los 
artículos 1134 y 1315 del Código Civil. Violación al artículo 61 
del Código de Procedimiento Civil y al artículo 8, inciso 2, letra j 
de la Constitución de la República”; 

Considerando, que en el desarrollo de su primer medio de 
casación, la recurrente alega, en síntesis, “que la Corte a-quo no 
tomo en cuenta para dictar su fallo, que conforme lo prescribe el 
artículo 189 del Código de Comercio aplicable a la especie por 
tratarse de un acto de comercio, todas las acciones relativas a la 
letra de cambio y a los pagarés a la orden, suscritos por negociantes 
(como en la especie), mercaderes o banqueros, o por razón de 
acto de comercio, se prescriben por cinco años, desde el día del 
protesto o desde la última diligencia judicial, si no ha habido 
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condenación, o si la deuda no ha sido reconocida en instrumento 
separado; que en la especie se trata de conclusiones formales y 
explícitas tendentes a obtener la declaración de prescripción de la 
acción, pedimentos éstos que no fueron ponderados por la Corte 
a-qua, puesto que en la sentencia impugnada no se dan motivos 
en relación con los referidos pedimentos lo que demuestra que el 
derecho de defensa del exponente fue violado y además estamos 
en presencia del vicio de falta de estatuir, lo cual hace por demás 
que la sentencia carezca de base legal, por lo que la sentencia debe 
ser casada”; 

Considerando, que la parte recurrente, según se observa en la 
sentencia impugnada, concluyó, entre otras cosas, solicitando lo 
siguiente: ”Tercero: (Subsidiariamente y para el caso de que no 
sean acogidas las conclusiones anteriores); revocar la sentencia 
recurrida y por propia autoridad y contrario imperio, declarar 
inadmisible la demanda en cobro de pesos de que se trata por 
haber prescrito la acción en justicia”; que además, la Corte a-qua 
reconoce en uno de sus considerandos: “que con relación al 
fondo del presente recurso de apelación, el recurrente Plutarco 
Antonio Frías Batista, alega en su acto introductivo de recurso 
en síntesis lo siguiente: 1.- que la sentencia recurrida carece de 
motivos suficientes y pertinentes que justifiquen su dispositivo 
frente a mi requeriente; aparte de que fue rendida en violación 
a las disposiciones del artículo 61 del Código de Procedimiento 
Civil, así como en violación al artículo 8, numeral 2, letra j, de 
la Constitución, al no haber sido el recurrente citado; 2.- que en 
especie se trata de una deuda prescrita”; 

Considerando, que no obstante la parte recurrente concluir de 
la manera antes señalada, la Corte a-qua se limitó a fundamentar 
su decisión en los siguientes motivos: “a) que en cuanto a los 
medios del presente recuro, esta Sala estima pertinente su 
rechazo, en el sentido de que la argumentación invocada por la 
parte recurrente, en lo que concierne a que la sentencia carece de 
motivos suficientes y pertinentes que justifiquen su dispositivo 
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frente al recurrente, así como que la misma fue dictada en franca 
violación del derecho de defensa, no precisa con sentido técnico 
procesal y objetividad, el alcance y delimitación del vicio invocado 
contra la sentencia impugnada, situación esta que es considerada 
por este tribunal como improcedente y carente de base legal, pues 
no se inscribe dentro del marco legal establecido por el artículo 
1315 del Código Civil, el cual impide de manera rigorosa, que 
todo el que reclama una pretensión en justicia debe probarla, en 
la especie el relato de los vicios que invoca la parte recurrente 
no fue probado de cara a la instrucción del proceso; b) que de 
las consideraciones precedentemente esbozadas, esta Sala estima 
procedente confirmar en todas sus partes la sentencia recurrida, 
ya que en el expediente reposa el documento que comprueba 
la existencia del crédito a favor de la parte recurrida, Banco de 
Reservas de la República Dominicana, y la obligación de pago 
del señor Plutarco Frías Batista, por concepto de pago del pagaré 
núm. 010-219-90, por valor de RD$60,000.00, suscrito por el 
recurrente a favor de la entidad recurrida” (sic); 

Considerando, que el estudio de la sentencia impugnada 
muestra, como se evidencia de las motivaciones transcritas 
precedentemente, que la Corte a-qua omitió estatuir sobre 
las conclusiones de la parte recurrente en virtud de las cuales 
solicitaba que se declarara inadmisible la demanda en cobro de 
pesos por haber prescrito la acción, cuestión prioritaria que debió 
ser resuelta antes de toda consideración atinente al fondo del 
litigio; que, en tales condiciones, resulta evidente, conforme a la 
queja del recurrente, que la sentencia atacada adolece de los vicios 
de falta de base legal y omisión de estatuir, impidiendo con ello 
que esta Corte de Casación pueda verificar si la ley ha sido bien 
o mal aplicada, por lo que procede la casación de dicho fallo, sin 
necesidad de ponderar el otro medio de casación;

Considerando, que cuando una sentencia fuere casada por 
falta o insuficiencia de motivos, o de base legal, como en este 
caso, las costas pueden ser compensadas;
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Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada por la 
por la Segunda Sala de la Cámara Civil y Comercial de la Corte 
de Apelación del Distrito Nacional el 10 de junio de 2005, cuyo 
dispositivo figura en parte anterior de este fallo, y envía el asunto 
por ante la Cámara Civil y Comercial de la Corte de Apelación 
de la Provincia de Santo Domingo, en las mismas atribuciones; 
Segundo: Compensa las costas procedimentales; 

Así ha sido hecho y juzgado por la Cámara Civil de la Suprema 
Corte de Justicia, y la sentencia pronunciada por la misma en la 
ciudad de Santo Domingo de Guzmán, en su audiencia pública 
del 25 de marzo de 2009, años 166º de la Independencia y 146º 
de la Restauración.

Firmado: Rafael Luciano Pichardo, Eglys Margarita Esmurdoc, 
Margarita A. Tavares, Ana Rosa Bergés Dreyfous y José E. 
Hernández Machado. Grimilda Acosta, Secretaria General.

La presente sentencia ha sido dada, firmada y pronunciada por 
los señores Jueces que figuran al pie, en la audiencia pública del 
día, mes y año en ella expresados, y fue firmada, leída y publicada 
por mí, Secretaria General, que certifico.
www.suprema.gov.do
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SENTENCIA DEL 25 DE MARZO DE 2009, NÚM. 67
Sentencia impugnada:	 Segunda Sala de la Cámara Civil y Comercial 

de la Corte de Apelación del Distrito 
Nacional, del 27 de julio de 2006.

Materia:	 Civil.
Recurrente:	 Ángel María Soriano.
Abogado:	 Lic. César Ezequiel Guzmán Ureña.
Recurrido:	 Banco León (continuador jurídico del Banco 

Profesional, S.A.).
Abogado:	 Dr. Francisco Ortega Ventura.

CAMARA CIVIL

Rechaza

Audiencia pública del 25 de marzo de 2009.
Preside: Rafael Luciano Pichardo.

 
Dios, Patria y Libertad

En Nombre de la República, la Cámara Civil de la Suprema 
Corte de Justicia, actuando como Corte de Casación, ha dictado 
la sentencia siguiente: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Ángel María 
Soriano, dominicano, mayor de edad, soltero, comerciante, cédula 
de identidad y electoral núm. 001-0973928-4, domiciliado y 
residente en el apartamento “A” del edificio núm. 229 de la calle 
Juan Isidro Pérez, sector San Lázaro, Zona Colonial del Distrito 
Nacional, contra la sentencia dictada por la Segunda Sala de la 
Cámara Civil y Comercial de la Corte de Apelación del Distrito 
Nacional, el 27 de julio de 2006, cuyo dispositivo se copia mas 
adelante;
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Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído en la lectura de sus conclusiones al Licdo. Víctor Medina 
por sí y por el Dr. César Ezequiel Guzmán Ureña, abogados de 
la parte recurrente;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la 
República el cual termina así: “Que procede declarar inadmisible, 
el recurso de casación interpuesto por Ángel María Soriano, contra 
la sentencia núm. 447 del veintisiete (27) de julio del 2006, dictada 
por la Segunda Sala de la Cámara Civil y Comercial de la Corte de 
Apelación del Distrito Nacional, por los motivos expuestos”; 

Visto el memorial de casación depositado en la Secretaría 
General de la Suprema Corte de Justicia el 25 de septiembre 
de 2006, suscrito por el Licdo. César Ezequiel Guzmán Ureña, 
abogado de la parte recurrente, en el cual se invocan los medios 
de casación que se indican más adelante;

Visto el memorial de defensa depositado en la Secretaría 
General de la Suprema Corte de Justicia el 20 de octubre de 2006, 
suscrito por el Dr. Francisco Ortega Ventura, abogado de la parte 
recurrida Carmen Arelis Batista Guzmán;

Visto el memorial de defensa depositado en la Secretaría 
General de la Suprema Corte de Justicia el 25 de octubre de 
2006, suscrito por los Licdos. Yleanna Polanco Brazoban y Edgar 
Amauri Tiburcio Moronta, abogados de la parte recurrida Banco 
León (continuador jurídico del Banco Profesional, S.A.);

Visto el memorial de defensa depositado en la Secretaría 
General de la Suprema Corte de Justicia el 30 de octubre de 2006, 
suscrito por el Licdo. Freddy E. Peña, abogado de sí mismo;

Vista la Ley núm. 25 de 1991, modificada por la Ley núm. 156 
de 1997 y los artículos 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación;
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Visto el auto dictado el 25 de febrero de 2009, por el magistrado 
Rafael Luciano Pichardo, Presidente de la Cámara Civil de la 
Suprema Corte de Justicia, por medio del cual se llama así mismo 
y a la magistrada Margarita A. Tavares, jueces de esta cámara, para 
integrar la misma en la deliberación y fallo del recurso de casación 
de que se trata, de conformidad con las Leyes núms. 684 de 1934 
y 926 de 1935;

La CORTE, en audiencia pública del 12 de noviembre de 
2008, estando presente los jueces; José E. Hernández Machado, 
presidente en función, Eglys Margarita Esmurdoc y Margarita 
A. Tavares, asistidos de la secretaria general, y después de haber 
deliberado los jueces signatarios de este fallo;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta: a) que con motivo de 
una demanda en nulidad de sentencia de adjudicación, incoada 
por el señor Ángel María Soriano, contra los señores Carmen 
Arelis Batista, Freddy Enrique Peña y el Banco León, en calidad 
de continuador jurídico del Banco Profesional, S.A., la Primera 
Sala de la Cámara Civil y Comercial del Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Nacional, dictó el 02 de marzo de 2004, una 
sentencia cuyo dispositivo es el siguiente: “Primero: Rechaza la 
presente demanda en Nulidad de Sentencia de Adjudicación por 
los motivos precedentemente enunciados; Segundo: Condena 
a la parte demandante al pago de las costas del procedimiento 
con distracción en beneficio y provecho de los Licdos. Francisco 
Ortega, Juan A. Acosta, Edgar Tiburcio y Freddy Enrique Peña, 
quienes afirman haberlas avanzado en su totalidad (sic); b) que 
sobre el recurso de apelación interpuesto intervino la sentencia 
ahora impugnada con el siguiente dispositivo: “Primer: Declara, 
inadmisible de oficio el recurso de apelación incoado por el señor 
Ángel María Soriano, contra la sentencia relativa al expediente 
núm. 034-2003-2144, dictada por la Primera Sala de la Cámara 
Civil y Comercial del Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
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Nacional, a favor de los señores Carmen Arelis Batista Guzmán, 
Freddy Enrique Peña, y de la entidad bancaria Banco León 
antiguo Banco Profesional de Desarrollo, S.A., por los motivos 
expuestos precedentemente; Segundo: Compensa las costas del 
procedimiento; Tercero: Comisiona al ministerial Isidro Martínez 
Molina, alguacil de estrados de esta Corte, para que diligencie la 
notificación de la presente decisión”; 

Considerando, que en su memorial la parte recurrente no 
denomina ningún medio de casación, pero en los agravios 
esgrimidos contra la decisión impugnada alega en síntesis, que 
contrario a lo indicado por la Corte a-qua en su decisión, el acto 
contentivo del recurso de apelación sí le fue depositado, lo que 
puede ser comprobado por esta Suprema Corte de Justicia del 
original del inventario que le fuera depositado a la Corte a-qua y 
el cual se anexa al expediente de la casación; que incluso cuando 
se conoció la primer audiencia, fue suspendido el rol porque 
el recurso no figuraba en el expediente, por lo que nos vimos 
obligados a hacer un segundo depósito del mismo; que al parecer 
dicho documento fue sustraído del expediente o extraviado por el 
tribunal, pues el mismo sí fue depositado por la recurrente; 

Considerando, que la parte recurrida propone en su memorial 
la inadmisibilidad del recurso de casación de que se trata por 
insuficiencia de medios y falta de indicación de los textos legales 
citados, que procede examinar en primer termino el pedimento del 
recurrido por constituir una cuestión prioritaria y en tal sentido, ha 
sido juzgado que si bien el recurrente debe indicar en su memorial 
los medios de casación contra la sentencia impugnada, dicha 
denominación no constituye una formula sacramental, que basta 
con que éste en el desarrollo de dicho memorial haya indicado 
los agravios que la sentencia impugnada le ha ocasionado para 
cumplir con el voto de la ley, razón por la cual procede rechazar 
el pedimento del recurrido; 
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Considerando, que figura en el expediente de la casación, el 
inventario de los documentos depositados por el hoy recurrente 
ante la Corte a-qua, que un análisis del mismo revela, contrario 
a lo indicado por ésta, que el recurso de apelación, del cual hace 
referencia no figura depositado ante la Corte a-qua en dicho 
inventario, que el acto que este señala como recurso de apelación, 
aparece inventariado como: “acto introductivo de la demanda 
marcado con el número 208-04”, que al no figurar el mismo 
en el expediente, esta Suprema Corte de Justicia se encuentra 
imposibilitada de determinar si realmente dicho acto fundamentó 
o no el recurso de apelación ante la Corte a-qua; 

Considerando, que de lo antes expuesto se colige que el 
recurrente, no ha probado ante esta Suprema Corte de Justicia, 
que haya hecho, ante la Corte a-qua, el depósito indicado y que 
el mismo no le fue tomado en cuenta; que ha sido juzgado que 
la ponderación del recurso depende de que los agravios puedan 
ser verificados, lo que no es posible si no se tiene a la vista dicho 
documento; que en consecuencia, como puede apreciarse en la 
sentencia impugnada el tribunal a-quo actuó conforme a derecho, 
sin incurrir en la violación denunciada por la parte recurrente al 
comprobar la ausencia en el expediente del recurso de apelación, 
por lo que el recurso que se examina carece de fundamento y 
debe ser desestimado.

Considerando, que cuando el recurso de casación es decidido 
por un medio suplido de oficio por la Suprema Corte de Justicia, 
como ocurre en el presente caso, el numeral 2, del artículo 65 de 
la Ley sobre Procedimiento de Casación dispone que las costas 
pueden ser compensadas.

Por tales motivos: Primero: Rechaza el recurso de casación 
interpuesto por Ángel María Soriano, contra la sentencia dictada 
por la Segunda Sala de la Cámara Civil y Comercial de la Corte 
de Apelación del Distrito Nacional, el 27 de julio de 2006, cuyo 
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dispositivo figura en parte anterior de este fallo; Segundo: 
Compensa las costas procesales.

Así ha sido hecho y juzgado por la Cámara Civil de la Suprema 
Corte de Justicia, y la sentencia pronunciada por la misma en la 
ciudad de Santo Domingo de Guzmán, en su audiencia pública 

del 25 de marzo de 2009.

Firmado: Rafael Luciano Pichardo, Eglys Margarita Esmurdoc, 
Margarita A. Tavares, Ana Rosa Bergés Dreyfous y José E. 
Hernández Machado. Grimilda Acosta, Secretaria General.

La presente sentencia ha sido dada, firmada y pronunciada por 
los señores Jueces que figuran al pie, en la audiencia pública del 
día, mes y año en ella expresados, y fue firmada, leída y publicada 
por mí, Secretaria General, que certifico.
www.suprema.gov.do
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SENTENCIA DEL 25 DE MARZO DE 2009, NÚM. 68
Sentencia impugnada:	 Quinta Sala de la Cámara Civil y Comercial 

de la Primera Circunscripción del Juzgado 
de Primera Instancia del Distrito Nacional, 
del 22 de marzo de 2005.

Materia:	 Civil.
Recurrente:	 Gheysa Ana María Arvelo Ovando.
Abogado:	 Lic. Freddy E. Peña.
Recurrida:	 Asociación Duarte de Ahorros y Préstamos 

para la Vivienda.
Abogada:	 Dra. Teresita Sánchez Español.

CAMARA CIVIL

Inadmisible 

Audiencia pública del 25 de marzo de 2009.
Preside: Rafael Luciano Pichardo.

 
Dios, Patria y Libertad

En Nombre de la República, la Cámara Civil de la Suprema 
Corte de Justicia, actuando como Corte de Casación, dicta en 
audiencia pública la sentencia siguiente: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Gheysa Ana 
María Arvelo Ovando, dominicana, mayor de edad, soltera, 
abogado, portadora de la cédula de identidad y electoral núm. 
001-0372292-2, domiciliada y residente en la Provincia de Santo 
Domingo Municipio Este, contra la sentencia dictada in-voce 
por la Quinta Sala de la Cámara Civil y Comercial de la Primera 
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Circunscripción del Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Nacional, el 22 de marzo de 2005, cuyo dispositivo se copia mas 
adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído en la lectura de sus conclusiones al Licdo. Francisco Javier 
Lora, por sí y por la Licda. Teresa Sánchez Sánchez, abogados de 
la parte recurrida, Asociación Duarte de Ahorros y Préstamos 
para la Vivienda;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la 
República; 

Visto el memorial de casación depositado en la Secretaría 
General de la Suprema Corte de Justicia el 24 de abril de 2006, 
suscrito por el Licdo. Freddy E. Peña, abogado de la parte 
recurrente, en el cual se invocan los medios de casación que se 
indican más adelante;

Visto el memorial de defensa depositado en la Secretaría 
General de la Suprema Corte de Justicia el 10 de mayo de 2006, 
suscrito por la Dra. Teresita Sánchez Español, abogada de la parte 
recurrida La Asociación Duarte de Ahorros y Préstamos para la 
Vivienda;

Vista la Ley núm. 25 de 1991, modificada por la Ley núm. 156 
de 1997 y los artículos 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación;

La CORTE, en audiencia pública del 19 de noviembre de 2008, 
estando presente los jueces Rafael Luciano Pichardo, Presidente; 
Eglys Margarita Esmurdoc, Margarita A. Tavares, Ana Rosa Bergés 
Dreyfous y José E. Hernández Machado, asistidos de la secretaria 
general, y después de haber deliberado los jueces signatarios de 
este fallo;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que con 
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motivo de la demanda en venta en pública subasta interpuesta 
por la recurrida contra el recurrente, fue fijada la audiencia para 
conocer de la venta en pública subasta ante la Quinta Sala de 
la Cámara Civil y Comercial de la Primera Circunscripción del 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, la cual dictó 
el 22 de marzo de 2005 la sentencia in-voce ahora impugnada, 
con el dispositivo siguiente: “Se aplaza el conocimiento de 
la presente audiencia, toda vez que este tribunal ha podido 
comprobar que en el traslado hecho al lugar donde se encuentra el 
inmueble embargado el cual según nota del alguacil se encontraba 
cerrado, se debió dar cumplimiento a lo previsto en el Código 
de Procedimiento Civil, en el aspecto relativo a la notificación 
cuando el lugar se encuentre cerrado. Se fija la próxima audiencia 
para el día 27 de mayo de 2006. Se comisiona al ministerial de 
estrado William Jiménez para las notificaciones de lugar. Vale 
citación/costas reservarlas “ (sic);

Considerando, que en su memorial el recurrente propone los 
siguientes medios de casación: “Primer Medio: Denegación a 
ejercer su derecho a la defensa con el pago ofertado y rechazado 
sin base legal; Segundo Medio: Falta de motivo y base legal del 
fallo impugnado”;

Considerando, que el examen de la sentencia impugnada pone 
de manifiesto que el Tribunal a-quo se ha limitado el 22 de marzo 
de 2005, fecha en que estaba fijada la audiencia para conocer de 
la venta en pública subasta del inmueble objeto del embargo, a 
aplazar la misma para el día 27 de abril del mismo año;

Considerando, que en la especie, el motivo expuesto en la 
sentencia in-voce impugnada, que se transcribe precedentemente, 
para aplazar la audiencia, evidencia que en la misma no se emplea 
ningún término que constituya un prejuicio sobre lo que podría 
disponer ese tribunal cuando resuelva el caso al fondo, lo que 
revela que la sentencia tiene carácter preparatorio;
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Considerando, que conforme al artículo 452 del Código de 
Procedimiento Civil, la sentencia es preparatoria cuando es dictada 
para la sustanciación de la causa y poner el pleito en estado de 
recibir fallo definitivo y al tenor de lo dispuesto en el artículo 5 de 
la Ley sobre Procedimiento de Casación “no se podrá interponer 
recurso de casación contra las sentencias preparatorias sino 
después de la sentencia definitiva”; que en tal virtud, el recurso de 
que se trata es prematuro y no puede ser admitido;

Considerando, que a mayor abundamiento, el artículo 703 del 
citado código dispone que la decisión que acordare o denegare 
el aplazamiento de la venta se insertará brevemente al pie del 
pliego de condiciones, no tendrá que ser motivada, ni registrada, 
ni notificada, ni estará sujeta a ningún recurso, será ejecutada en el 
acto y no tendrá condenación en costas, razón por la cual también 
este tipo de sentencia no es susceptible de ningún recurso;

Considerando, que cuando el recurso de casación es decidido 
por un medio suplido de oficio por la Suprema Corte de Justicia, 
como ocurre en el presente caso, el numeral 2 del artículo 65 de 
la Ley sobre Procedimiento de Casación dispone que las costas 
pueden ser compensadas;

Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible el recurso 
de casación interpuesto por Gheysa Ana María Arvelo Ovando, 
contra la sentencia in-voce dictada el 22 de marzo de 2005, por 
la Quinta Sala, de la Cámara Civil y Comercial del Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Nacional, cuyo dispositivo ha sido 
copiado en parte anterior del presente fallo; Segundo: Compensa 
las costas.

Así ha sido hecho y juzgado por la Cámara Civil de la Suprema 
Corte de Justicia, y la sentencia pronunciada por la misma en la 
ciudad de Santo Domingo de Guzmán, en su audiencia pública 
del 25 de marzo de 2009, años 166º de la Independencia y 146º 
de la Restauración.
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Firmado: Rafael Luciano Pichardo, Eglys Margarita Esmurdoc, 
Margarita A. Tavares, Ana Rosa Bergés Dreyfous y José E. 
Hernández Machado. Grimilda Acosta, Secretaria General.

La presente sentencia ha sido dada, firmada y pronunciada por 
los señores Jueces que figuran al pie, en la audiencia pública del 
día, mes y año en ella expresados, y fue firmada, leída y publicada 
por mí, Secretaria General, que certifico.
www.suprema.gov.do



SENTENCIA DEL 25 DE MARZO DE 2009, NÚM. 69
Sentencia impugnada:	 Cámara Civil y Comercial de la Corte de 

Apelación de La Vega, del 22 de mayo de 
2003.

Materia:	 Civil.
Recurrente:	 Julián Antonio Matos de León.
Abogado:	 Lic. Luis Ángel de León Reyes.
Recurrida:	 Banco BHD.
Abogados:	 Licdos. Glenicelia Marte Suero, Jorge 

Luis Polanco Rodríguez y Bernardo Elías 
Almonte Checo.

CÁMARA CIVIL

Rechaza

Audiencia pública del 25 de marzo de 2009.
Preside: Rafael Luciano Pichardo.

 
Dios, Patria y Libertad

En Nombre de la República, la Cámara Civil de la Suprema 
Corte de Justicia, actuando como Corte de Casación, ha dictado 
la sentencia siguiente: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Julián Antonio 
Matos de León, dominicano, mayor de edad, casado, ingeniero, 
con cédula de identidad y electoral núm. 047-0097803-6, con 
domicilio en la calle Orquídea núm. 9 del residencial Gamundi de 
la ciudad de La Vega, contra la sentencia dictada por la Cámara 
Civil y Comercial de la Corte de Apelación del Departamento 
Judicial de La Vega el 22 de mayo de 2003, cuyo dispositivo se 
copia mas adelante;
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Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la 
República el cual termina así: “Que procede declarar inadmisible, 
el recurso de casación interpuesto contra la sentencia núm. 50, de 
fecha 22 de mayo de 2003, dictada por la Cámara Civil y Comercial 
de la Corte de Apelación del Departamento Judicial de La Vega, 
por los motivos expuestos”; 

Visto el memorial de casación depositado en la Secretaría 
General de la Suprema Corte de Justicia el 16 de julio de 2003, 
suscrito por el Licdo. Luis Ángel de León Reyes, abogado de la 
parte recurrente, en el cual se invocan los medios de casación que 
se indican más adelante;

Visto el memorial de defensa depositado en la Secretaría 
General de la Suprema Corte de Justicia, el 1 de octubre de 
2003, suscrito por los Licdos. Glenicelia Marte Suero, Jorge Luis 
Polanco Rodríguez y Bernardo Elías Almonte Checo, abogados 
de la parte recurrida Banco BHD;

Vista la Ley núm. 25 de 1991, modificada por la Ley núm. 156 
de 1997 y los artículos 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación;

Visto el auto dictado el 25 de febrero de 2009, por el 
magistrado Rafael Luciano Pichardo, Presidente de la Cámara 
Civil de la Suprema Corte de Justicia, por medio del cual llama 
a la magistrada Margarita A. Tavares, juez de esta cámara, para 
integrar la misma en la deliberación y fallo del recurso de casación 
de que se trata, de conformidad con la Ley núm. 926 de 1935;

La CORTE, en audiencia pública del a4 de enero de 2009, 
estando presentes los jueces; Rafael Luciano Pichardo, Presidente; 
Eglys Margarita Esmurdoc, Ana Rosa Bergés Dreyfous y José E. 
Hernández Machado, asistidos de la secretaria general, y después 
de haber deliberado los jueces signatarios de este fallo;
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Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta: a) que con motivo de 
una demanda en cobro de pesos, interpuesta por el Banco BHD, 
contra Juan Antonio Matos de León, la Cámara Civil y Comercial 
del Juzgado de Primera Instancia de la Primera Circunscripción 
del Distrito Judicial de La Vega dictó el 13 de febrero de 2003, 
una sentencia cuyo dispositivo es el siguiente; “Primero: Se 
pronuncia el defecto en contra de la parte demandada por no 
haber comparecido; Segundo: Se acoge como buena y válida 
la presente demanda por su regularidad procesal; Tercero: En 
cuanto al fondo se condena el señor Juan Antonio Matos de 
León al pago de la suma de RD$51,424.00 (Cincuenta y un Mil 
Cuatrocientos Veinticuatro pesos), moneda de curso legal a favor 
del Banco BHD, S. A. ; Cuarto: Se condena a la parte demandada 
al pago de los intereses convencionales de la suma adeudada; 
Quinto: Se condena a la parte demandada al pago de los intereses 
legales de la suma adeudada (sic); Sexto: Se condena a la parte 
demandada al pago de las costas del procedimiento distrayendo 
las mismas en provecho del Lic. Jorge Luis Polanco R., Migdalia 
Rojas Perdomo y Bernardo Elías Almonte Checo, quienes afirman 
haberlas avanzado en su mayor parte; Séptimo: Se comisiona 
al ministerial Carlos Rodríguez, Alguacil de Estrados de este 
Tribunal para la notificación de la presente sentencia”; b) que 
sobre el recurso de apelación interpuesto intervino la sentencia 
ahora impugnada con el siguiente dispositivo: “Primero: Ratifica 
el defecto pronunciado en audiencia contra la parte demandante, 
por falta de concluir; Segundo: Pronuncia el descargo puro y 
simple del recurso de apelación que se trata, a favor del recurrido 
Banco BHD, S.A.; Tercero: Se Condena a la parte recurrente al 
pago de las costas distrayéndolas en provecho de los Licenciados 
Glenicelia Marte Suero, Jorge Luis Polanco Rodríguez y Bernardo 
Elías Almonte, quienes afirman haberlas avanzado en su totalidad; 
Cuarto: Comisiona al ministerial Alfredo Antonio Valdez Núñez, 
Alguacil Ordinario de la Cámara Civil y Comercial de la Corte 
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de Apelación del Departamento Judicial de La Vega, para la 
notificación de la presente sentencia”; 

Considerando, que la parte recurrente propone contra la 
sentencia impugnada el medio de casación siguiente: “Único: 
Violación al artículo 8 letra J, de la constitución de la República 
Dominicana;”; 

 Considerando, que en el desarrollo de su medio la parte 
recurrente expresa, en síntesis, “que la Corte a-qua después de 
haber decidido un incidente con una sentencia interlocutoria puso 
en mora a la parte demandada para concluir al fondo del proceso; 
a que la parte demandada le manifestó a la Corte a-qua que no 
tenia las conclusiones organizadas para concluir al fondo, ya que 
pensaba variar las conclusiones al fondo notificando dicha medida 
a la parte demandante; a que la Corte a-qua debió prorrogar la 
audiencia para que la parte organizará sus conclusiones”; 

Considerando, que el examen de la sentencia impugnada pone 
de manifiesto que en la audiencia fijada por la Corte a-qua el 20 de 
mayo de 2003, para conocer del fondo del recurso de apelación, la 
recurrente en apelación no concluyó al fondo, sino que se limitó 
a solicitar “Primero: que se ordene una nueva prórroga de la 
comunicación de documentos en virtud de las disposiciones de 
la Ley 834, en su artículo 49 y siguiente de dicha ley; Segundo: 
que esta Corte disponga la modalidad en que se deben comunicar 
dichos documentos; Tercero: que las partes queden citadas por 
audiencia; Cuarto: que se reserven las costas para ser falladas con 
el fondo del proceso”; que, la Corte a-qua “rechaza la solicitud de 
prórroga de documentos bajo la modalidad solicitada por la parte 
recurrente” e invitó y puso en mora a la parte recurrente a concluir 
al fondo en la presente audiencia; que no habiendo obtemperado 
dicha recurrente, la Corte a-quo procedió a pronunciar el defecto 
por falta de concluir contra la recurrente y el descargo puro y 
simple del recurso de apelación;
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Considerando, que el artículo 434 del Código de Procedimiento 
Civil, modificado por la Ley 845 de 1978, regula el defecto por 
falta de concluir del demandante, cuando, habiendo comparecido 
con el acto de apoderamiento, su abogado no se presenta a la 
audiencia; que, aún cuando la ley sólo prevé dicha hipótesis, ha 
sido juzgado, criterio que se ratifica por esta sentencia, que en 
caso de que, habiendo concurrido a la audiencia pero sin referirse 
al fondo, propone una excepción o promueve algún incidente, el 
tribunal luego de ponerlo en mora de concluir al fondo puede 
dictar una sentencia en defecto sobre lo principal contra el 
demandante y estatuir sobre el fondo del recurso o pronunciar 
el descargo puro y simple de la demanda si así lo solicita el 
demandado, como ocurrió en la especie; que por tanto la Corte 
a-qua hizo una correcta aplicación de la ley, y el medio que se 
examina carecen de fundamento y debe ser desestimado.

Por tales motivos: Primero: Rechaza el recurso de casación 
interpuesto por Julián Antonio Matos de León, contra la sentencia 
dictada por la Cámara Civil y Comercial de la Corte de Apelación 
del Departamento Judicial de La Vega, el 22 de mayo de 2003, 
cuya parte dispositiva figura en otro lugar de este fallo; Segundo: 
Condena a la parte recurrente al pago de las costas procesales, con 
distracción de las mismas en favor de los Licdos. Glenicelia Marte 
Suero, Jorge Luís Polanco Rodríguez y Bernardo Elías Almonte 
Checo, abogados de la parte recurrida, quienes afirman haberlas 
avanzado en su mayor parte.

Así ha sido hecho y juzgado por la Cámara Civil de la Suprema 
Corte de Justicia, y la sentencia pronunciada por la misma en la 
ciudad de Santo Domingo de Guzmán, en su audiencia pública 
del 25 de marzo de 2009, años 166º de la Independencia y 146º 
de la Restauración.

Firmado: Rafael Luciano Pichardo, Eglys Margarita Esmurdoc, 
Margarita A. Tavares, Ana Rosa Bergés Dreyfous y José E. 
Hernández Machado. Grimilda Acosta, Secretaria General.
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La presente sentencia ha sido dada, firmada y pronunciada por 
los señores Jueces que figuran al pie, en la audiencia pública del 
día, mes y año en ella expresados, y fue firmada, leída y publicada 
por mí, Secretaria General, que certifico.
www.suprema.gov.do



SENTENCIA DEL 25 DE MARZO DE 2009, NÚM. 70
Sentencia impugnada:	 Corte de Apelación de Santo Domingo, del 

8 de noviembre de 1989.
Materia:	 Civil.
Recurrentes:	 Ramón Antonio Caro y compartes.
Abogado:	 Dr. Félix Antonio Brito Mata.
Recurrida:	 Gregorio Rosario.
Abogado:	 Dr. Ramón E. Suazo Rodríguez.

CAMARA CIVIL

Inadmisible/Rechaza 

Audiencia pública del 25 de marzo de 2009.
Preside: Rafael Luciano Pichardo.

 
Dios, Patria y Libertad

En Nombre de la República, la Cámara Civil de la Suprema 
Corte de Justicia, actuando como Corte de Casación, dicta en 
audiencia pública la sentencia siguiente: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Ramón Antonio 
Caro, la Universidad Dominicana O & M y Compañía de Seguros 
Pepín, S.A., sociedad comercial organizada y constituida de 
acuerdo con las leyes dominicanas, con su domicilio social ubicado 
en la Ave. 27 de Febrero núm. 233, edificio de la Corporación 
Corominas Pepín, debidamente representada por su Presidente-
Administrador General, Dr. Bienvenido Corominas Pepín, 
dominicano, mayor de edad, casado, abogado y administrador de 
empresas portador de la cédula de identificación personal núm. 
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32136, serie 31, domiciliado y residente en esta ciudad, contra la 
sentencia dictada por la Corte de Apelación de Santo Domingo, el 
8 de noviembre de 1989, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la 
República; 

Visto el memorial de casación depositado en la Secretaría 
General de la Suprema Corte de Justicia el 5 de febrero de 1990, 
suscrito por el Dr. Félix Antonio Brito Mata, abogado de la parte 
recurrente, en el cual se invocan los medios de casación que se 
indican más adelante;

Visto el memorial de defensa depositado en la Secretaría 
General de la Suprema Corte de Justicia el 8 de marzo de 1990, 
suscrito por el Dr. Ramón E. Suazo Rodríguez, abogado de la 
parte recurrida, Gregorio Rosario;

Vista la Ley núm. 25 de 1991, modificada por la Ley núm. 156 
de 1997 y los artículos 1, 5 y 65 de la Ley sobre Procedimiento 
de Casación;

Vista la Resolución del 16 de marzo de 2009, dictada por el 
pleno de la Suprema Corte de Justicia, mediante la cual se acoge 
el acta de inhibición suscrita por el magistrado José E. Hernández 
Machado, para la deliberación y fallo del presente recurso; 

Visto el auto dictado el 20 de febrero de 2009, por el magistrado 
Rafael Luciano Pichardo, Presidente de la Cámara Civil de la 
Suprema Corte de Justicia, por medio del cual se llama a sí mismo 
y a los magistrados Eglys Margarita Esmurdoc, Margarita A. 
Tavares y Ana Rosa Bergés Dreyfous, jueces de esta cámara, para 
integrar la misma en la deliberación y fallo del recurso de casación 
de que se trata, de conformidad con las Leyes núms. 684 de 1934 
y 926 de 1935;
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La CORTE, en audiencia pública del 6 de febrero de 1991, 
estando presente los Jueces Nestor Contín Aybar, Fernando E. 
Ravelo de la Fuente, Leonte R. Alburquerque Castillo, Máximo 
Puello Renville, Abelardo Herrera Piña, Octavio Piña Valdez, 
Federico N. Cuello López y Rafael Richiez Saviñón, asistidos del 
Secretario General de la Suprema Corte de Justicia, y después de 
haber deliberado los jueces signatarios de este fallo;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que con 
motivo de una demanda en reparación de daños y perjuicios 
intentada por los señores Gregorio Rosario y Ramón Rivas 
Aponte contra la Universidad Dominicana O & M, Ramón Caro 
y Seguros Pepín, S.A., la Cámara Civil y Comercial de la Tercera 
Circunscripción del Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Nacional, dictó el 17 de octubre de 1985, una sentencia con el 
siguiente dispositivo: “Primero: Se Rechazan las conclusiones de 
la parte demandada señores Universidad Dominicana O & M, y 
Ramón Antonio Caro, por los motivos expuestos; Segundo: Se 
acogen las conclusiones de la parte demandante, señores Gregorio 
Rosario y Ramón Rivas Aponte, con sus modificaciones, y en 
consecuencia: a) Se condena a los señores Ramón Antonio Caro 
y Universidad Dominicana O & M., al pago de la suma de Ocho 
Mil Pesos Oro (RD$8,000.00) en favor y provecho del señor 
Gregorio Rosario por los daños y perjuicios morales y materiales 
sufridos por él con motivo de los golpes recibidos en el accidente 
de que trata b) Se condena a los señores Ramón Antonio Caro 
y Universidad Dominicana O & M, al pago de la suma de 
(RD$2,000.00) Dos Mil Pesos Oro, en favor y provecho del señor 
Ramón Antonio Rivas Aponte, por los daños y perjuicios morales 
y materiales sufridos por él con motivo de los golpes recibidos en 
el accidente de que se trata; c) Se condena a los señores Ramón 
Antonio Caro y Universidad Dominicana O & M, a pagar la suma 
de (RD$600.00) Seiscientos Pesos Oro, por los daños materiales 
por él sufridos, en su calidad de propietario de la motocicleta placa 
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No. 4-54112; Tercero: Se condena a los señores Ramón Antonio 
Caro y Universidad Dominicana O & M al pago de las costas 
causadas y por causarse en la presente instancia, con distracción 
en provecho del abogado Dr. Ramón E. Suazo Rodríguez, quien 
afirma haberlas avanzado en su totalidad; Cuarto: Se condena 
a los señores Ramón Antonio Caro y Universidad Dominicana 
O & M, al pago de los interés legales correspondientes a partir 
del día de la demanda; Quinto: Se declara común y oponible la 
presente sentencia a intervenir, a la Compañía de Seguros Pepín, 
S. A., por ser ésta la entidad aseguradora del vehículo causante 
de los daños, según póliza núm. A-103871-FJ”; b) que sobre el 
recurso de apelación interpuesto intervino la sentencia ahora 
impugnada con el siguiente dispositivo: “Primero: Acoge en la 
forma el recurso de apelación interpuesto por el señor Ramón 
Antonio Caro, la Universidad O & M y la compañía Seguros 
Pepín, S. A., contra la sentencia de fecha 17 de octubre de 1985, 
dictada en atribuciones civiles por la Cámara Civil y Comercial 
de la Tercera Circunscripción del Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Nacional, por haber sido hecho conforme a la ley; 
Segundo: Rechaza, en el fondo, dicho recurso, por improcedente 
y mal fundado, y en consecuencia, Confirma en todas sus 
partes la sentencia recurrida, por los motivos precedentemente 
expuestos; Tercero: Condena al señor Ramón Antonio Caro 
y a la Universidad O & M al pago de las costas de la presente 
instancia, y Ordena su distracción en provecho del Dr. Ramón E. 
Suazo Rodríguez, abogado que afirma haberlas avanzando en su 
totalidad”;

Considerando, que en su memorial de casación los recurrentes 
invocan los siguientes medios: Primer Medio: Desnaturalización 
de los documentos de la causa; falta de motivos y de base legal; 
Segundo Medio: Falta de motivos que justifiquen los daños 
morales y materiales sufridos por las partes; falta de motivos y de 
base legal, en otro aspecto;
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Considerando, que el recurrido, por su parte, solicita la 
inadmisibilidad del recurso de casación en cuanto a la Universidad 
Dominicana O & M, por no haber sido interpuesto dentro del 
plazo establecido por la parte primera del Art. 5 de la Ley de 
Casación, ya que la sentencia impugnada le fue notificada en 
fecha veinticuatro (24) de noviembre del 1989 y el memorial de 
casación es de fecha cinco (5) de febrero de 1990, después de 
haber transcurrido dos (2) meses y doce (12) días desde la fecha 
de la notificación;

Considerando, que como el anterior pedimento constituye por 
su naturaleza un medio de inadmisión contra el recurso, procede, 
por tanto, su examen en primer término; 

Considerando, que efectivamente, según el artículo 5 de la 
Ley sobre Procedimiento de Casación, el plazo para recurrir 
en casación es de dos meses a partir de la notificación de la 
sentencia; que habiéndose en la especie notificado la sentencia 
del 8 de noviembre de 1989, ahora impugnada, a la Universidad 
Dominicana O & M el 24 de noviembre de 1989, mediante el acto 
núm. 710 del ministerial Agustín García Hernández, Ordinario 
del Juzgado de Paz Especial de Tránsito del Distrito Nacional, el 
plazo para depositar el memorial de casación vencía el 24 de enero 
de 1990; que al ser interpuesto el 5 de febrero de 1990, mediante 
el depósito ese día del memorial correspondiente, en la Secretaría 
General de la Suprema Corte de Justicia, resulta evidente pues que 
dicho recurso fue interpuesto tardíamente y por tanto, procede 
acoger el medio de inadmisión propuesto por la parte recurrida, 
en cuanto a la Universidad Dominicana O & M;

Considerando, que en el desarrollo de sus medios de casación, 
los cuales se examinan reunidos por su vinculación y por 
convenir así a la mejor solución del caso, los recurrentes alegan 
en síntesis que la Corte a-qua no tomó en consideración que entre 
la fecha del certificado médico definitivo y el certificado médico 
provisional, expedido el último por un galeno no adscrito a la 
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oficina del Médico Legista o a un Hospital del Estado, habían 
transcurrido casi dos (2) años después de acontecido el accidente; 
que, la prueba de los supuestos daños al motor accidentado, es 
una factura de una tienda de repuestos, no habiendo constancia 
de que efectivamente las piezas necesarias para repararlo, fueran 
compradas y pagadas por el reclamante, por lo que no podían 
tomar dichos documentos como base para la condenación 
impuesta, desnaturalizando así los hechos y documentos de 
la causa; que el fallo impugnado no contiene los fundamentos 
jurídicos que justifiquen las indemnizaciones acordadas a favor 
de los recurridos;

Considerando, que la sentencia impugnada señala que en “el 
expediente figura un Certificado Médico Definitivo expedido el 
1 de febrero de 1985 por la Dra. Elba Sánchez Baret, Médico 
Legista del Distrito Nacional, en el que se indica que a la fecha del 
accidente, 25 de noviembre de 1983, el señor Gregorio Rosario 
fue examinado por el Médico Legista de turno, Dr. A. Guerrero 
Rosario, quien expidió un certificado provisional que sirvió de 
base al definitivo, y que señala las lesiones sufridas por el señor 
Gregorio Rosario y el tiempo de su curación […] que según 
certificados médicos que obran en el expediente, expedidos por 
el Médico Legista Dr. A. Guerrero Rosario, el señor Gregorio 
Rosario sufrió trauma y lesiones curables después de 45 días y 
antes de 60, y el señor Ramón Rivas Aponte sufrió laceraciones 
diversas curables antes de los 10 días”; que, el hecho de que entre 
el certificado médico provisional y el definitivo transcurriera 
un plazo de quince (15) meses, no constituye prueba ni puede 
inferirse que los recurridos no hayan sufrido los daños indicados, 
en razón de que cualquier constancia o certificado puede ser 
expedido en fecha posterior a la ocurrencia de los hechos y 
situaciones comprobados; que, sobre el alegato de que el médico 
legista que expidió el certificado médico provisional, no estuviera 
adscrito al cuerpo de médicos legistas o a un hospital del estado 
en ese entonces, los recurrentes no depositaron prueba alguna 
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ante ese plenario que avalara dicha afirmación ni que contrariara 
lo expuesto en la sentencia impugnada de que éstos tenían esa 
calidad; 

Considerando, que cuando la Corte a-qua estima equitativa y 
razonable la indemnización de RD$600.00 acordada al recurrido 
Gregorio Rosario, a título de daño recibido y ganancia dejada de 
percibir con motivo del accidente en que se vio envuelto, toma 
en consideración no sólo la cotización núm. 192 de fecha 4 de 
febrero de 1984, expedida para la reparación de la motocicleta 
propiedad de éste, sino además la cantidad de días en que estuvo 
impedido de utilizar su motocicleta en su particular provecho y 
la depreciación sufrida por ella, haciendo uso del poder soberano 
que le ha sido conferido a los jueces de fondo para apreciar el valor 
de los elementos de prueba que regularmente les son sometidos, 
no incurriendo en el vicio de desnaturalización indicado por los 
recurrentes;

Considerando, que, en sentido general, lejos de adolecer de 
los vicios invocados por los recurrentes, la sentencia atacada 
por el contrario contiene motivos pertinentes que justifican su 
dispositivo, reveladores de una exposición completa de los hechos 
de la causa y de una adecuada elaboración jurídica del derecho, 
por lo que procede que dichos alegatos sea desestimados, y con 
ello el presente recurso de casación;

Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible el recurso 
de casación interpuesto por Universidad Dominicana O & M, 
contra la sentencia dictada el 8 de noviembre de 1989, por la 
Cámara Civil de la Corte de Apelación de Santo Domingo, cuyo 
dispositivo ha sido transcrito en parte anterior del presente fallo; 
Segundo: Rechaza el recurso de casación interpuesto por Ramón 
Antonio Caro y Seguros Pepín, S.A., contra la referida sentencia; 
Tercero: Condena a la Universidad O & M, Ramón Antonio Caro 
y Seguros Pepín, S.A., al pago de las costas con distracción de las 
mismas en favor y provecho del Dr. Ramón E. Suazo Rodríguez, 
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abogado de los recurridos, quien afirma haberlas avanzando en 
su totalidad

Así ha sido hecho y juzgado por la Cámara Civil de la Suprema 
Corte de Justicia, y la sentencia pronunciada por la misma en la 
ciudad de Santo Domingo de Guzmán, en su audiencia pública 
del 25 de marzo de 2009, años 166º de la Independencia y 146º 
de la Restauración.

Firmado: Rafael Luciano Pichardo, Eglys Margarita Esmurdoc, 
Margarita A. Tavares y Ana Rosa Bergés Dreyfous. Grimilda 
Acosta, Secretaria General.

La presente sentencia ha sido dada, firmada y pronunciada por 
los señores Jueces que figuran al pie, en la audiencia pública del 
día, mes y año en ella expresados, y fue firmada, leída y publicada 
por mí, Secretaria General, que certifico.
www.suprema.gov.do



SENTENCIA DEL 25 DE MARZO DE 2009, NÚM. 71
Sentencia impugnada:	 Cámara Civil y Comercial de la Corte de 

Apelación de Santiago, del 5 de octubre de 
1988.

Materia:	 Civil.
Recurrentes:	 Sucesión Martínez Almonte.
Abogado:	 Dr. Manuel A. Sepúlveda Luna.
Recurrido:	 Domingo Almonte.
Abogado:	 Dr. Francisco A. Campos Villalón.

CÁMARA CIVIL

Casa

Audiencia pública del 25 de marzo de 2009.
Preside: Rafael Luciano Pichardo.

 
Dios, Patria y Libertad

En Nombre de la República, la Cámara Civil de la Suprema 
Corte de Justicia, actuando como Corte de Casación, dicta en 
audiencia pública la sentencia siguiente: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Sucesión 
Martínez Almonte, representada por el señor Julio Martínez, 
dominicano, mayor de edad, casado, portador de la cédula de 
identificación personal núm. 8099, serie 61, contra la sentencia 
dictada en atribuciones civiles por la Cámara Civil y Comercial de 
la Corte de Apelación de Santiago el 5 de octubre de 1988, cuyo 
dispositivo se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído en la lectura de sus conclusiones al Dr. Francisco A. 
Campos Villalon, abogado del recurrido, Domingo Almonte;
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Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la 
República;

Visto el memorial de casación depositado en la Secretaría 
General de la Suprema Corte de Justicia el 9 de enero de 1989, 
suscrito por el Dr. Manuel A. Sepúlveda Luna, abogado de los 
recurrentes, en el cual se invocan los medios de casación que se 
indican más adelante; 

Visto el memorial de defensa depositado en la Secretaría 
General de la Suprema Corte de Justicia el 13 de febrero de 1989, 
suscrito por el Dr. Francisco A. Campos Villalon, abogado del 
recurrido, Domingo Almonte; 

Vista la Ley núm. 25 de 1991, modificada por la Ley núm. 156 
de 1997 y los artículos 1, 20 y 65 de la Ley sobre Procedimiento 
de Casación; 

Visto el auto dictado el 13 de marzo de 2009, por el magistrado 
Rafael Luciano Pichardo, Presidente de la Cámara Civil de la 
Suprema Corte de Justicia, por medio del cual se llama a sí mismo 
y a los magistrados Eglys Margarita Esmurdoc, Margarita A. 
Tavares, Ana Rosa Bergés Dreyfous y José E. Hernández Machado, 
jueces de esta cámara, para integrar la misma en la deliberación y 
fallo del recurso de casación de que se trata, de conformidad con 
las Leyes núms. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La CORTE, en audiencia pública del 3 de abril de 1991, 
estando presente los Jueces Néstor Contín Aybar, Fernando E. 
Ravelo de la Fuente, Leonte R. Alburquerque Castillo, Máximo 
Puello Renville, Abelardo Herrera Piña, Octavio Piña Valdez, 
Federico Natalio Cuello López y Rafael Richiez Saviñón, asistidos 
del Secretario General de la Suprema Corte de Justicia, y después 
de haber deliberado los jueces signatarios de este fallo;

Considerando, que la sentencia impugnada y los documentos 
a que ella se refiere, revelan que: a) en ocasión del procedimiento 
de embargo inmobiliario incoado por Julio Almonte, Antolín 
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Martínez, Agueda Martínez, Juan Martínez, Virgilio Martínez, 
Margarita Martínez, Francisca Javiera Martínez, Oscar Valentín 
Martínez, contra Domingo Almonte, la Cámara Civil, Comercial 
y de Trabajo del Distrito Judicial de Puerto Plata dictó el 7 de 
agosto del año 1986, una sentencia que en su dispositivo expresa: 
“Primero: Declara adjudicatarios a Julio Almonte, Antolín 
Martínez, Agueda Martínez, Juan Martínez, Virgilio Martínez, 
Margarita Martínez, Francisca Javiera Martínez, Oscar Valentín 
Martínez, Sucesores de Vicente Martínez de los inmuebles 
embargados al señor Domingo Almonte, cuya descripción es la 
siguiente: Parcelas 579 y 659 del Distrito Catastral núm. 11 de 
Puerto Plata, con todas sus mejoras, por la suma de cincuenta y 
cuatro mil pesos oro (RD$54,000.00), más las costas y honorarios 
del procedimiento ascendente a la suma de seis mil ochocientos 
setenta y siete con cincuenta centavos (RD$6,877.50); Segundo: 
Se ordena el desalojo inmediato de cualquier persona que se 
encontrare ocupando, no importa su condición, los inmuebles 
en cuestión”; b) que sobre recurso de apelación intentado contra 
esa decisión, la Corte de Apelación del Departamento Judicial 
de Santiago, rindió el 5 de octubre de 1988, el fallo hoy atacado, 
cuyo dispositivo dice así: “Primero: En cuanto a la forma se 
declara regular y válido el recurso de apelación interpuesto por el 
nombrado Domingo Almonte, contra la sentencia marcada con 
el núm. 388 de fecha 7 de agosto de 1986, dictada por la Cámara 
Civil, Comercial y de Trabajo del Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Judicial de Puerto Plata, por haber sido incoado 
en tiempo hábil y de acuerdo con las normas legales vigentes; 
Segundo: Relativamente al fondo, se declara nula y carente de 
valor jurídico la sentencia núm. 388 de fecha 7 de agosto de 
1986, dictada por la Cámara Civil, Comercial y de Trabajo del 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Puerto 
Plata, por ser improcedente y sin ninguna base legal, en razón de 
que la base de la demanda incoada por los Sucesores de Vicente 
Martínez contra Domingo Almonte, no puede generar derechos 
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jurídicamente protegidos, en vista de estar cimentado sobre el 
fraude; Tercero: Se condena a la Sucesión Martínez al pago de 
las costas del procedimiento, con distracción de las mismas en 
favor del Dr. Francisco Campos Villalón, abogado, que afirman 
estarlas avanzando en su mayor parte”;

Considerando, que la recurrente propone, en apoyo de su 
recurso, los medios de casación siguientes: “Primer Medio: 
Omisión de estatuir. Violación al artículo 141 del Código de 
Procedimiento Civil; Segundo Medio: Violación al principio de 
la cosa irrevocablemente juzgada. Artículo 1350 del Código Civil; 
Tercer Medio: Violación al derecho de defensa”;

Considerando, que en el desarrollo del primer medio, la 
recurrente expone que, “mediante conclusiones formales 
propuestas por ante la Corte a-qua, la sucesión Martínez Almonte 
solicitó la inadmisión del recurso de apelación, por el motivo de 
que el auto de adjudicación con el cual fueron favorecidos, dictado 
en fecha 7 de agosto de 1986, por la Cámara Civil, Comercial y 
de Trabajo del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial 
de Puerto Plata, es un acto gracioso, el cual no puede ser atacado 
por los recursos ordinarios o extraordinarios, reservados a las 
sentencias propiamente dichas por ser actos contenciosos; que 
frente al medio de inadmisión propuesto a la Corte a-qua, era 
su deber ponderar la naturaleza del auto apelado, para deducir el 
alcance del recurso de apelación del cual estaba apoderada”;

Considerando, que el examen de la sentencia impugnada 
revela que la Corte a-qua fue apoderada del recurso de apelación 
contra una sentencia resultante de un procedimiento de 
embargo inmobiliario, por el cual, los inmuebles embargados 
fueron adjudicados a Julio Almonte, Antolín Martínez, Agueda 
Martínez, Juan Martínez, Virgilio Martínez, Margarita Martínez, 
Francisca Javiera Martínez, Oscar Valentín Martínez, contra 
Domingo Almonte; que el proceso mediante el cual se produjo 
la adjudicación se llevó a cabo sin incidentes, de lo que resulta 
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que la decisión adoptada al efecto tiene un carácter puramente 
administrativo pues se limita a dar constancia del transporte en 
favor del persiguiente, del derecho de propiedad del inmueble 
subastado; 

Considerando, que, ciertamente como lo expresa la 
recurrente en casación, dicha decisión constituye una sentencia 
de adjudicación en un procedimiento de embargo inmobiliario, 
por lo que tratándose de una decisión de carácter puramente 
administrativo, no es susceptible de ser recurrida en apelación ante 
la Corte, sino de una acción principal en nulidad ante el mismo 
tribunal que la dictó, cuyo éxito dependerá de que se establezca 
y pruebe, que un vicio de forma se ha cometido al procederse 
a la subasta, en el modo de las pujas, o que el adjudicatario ha 
descartado a posibles licitadores valiéndose de maniobras tales 
como dádivas, promesas o amenazas o por haberse producido la 
adjudicación en violación a las prohibiciones del artículo 711 del 
Código de Procedimiento Civil; 

Considerando, que, no obstante haberse producido 
conclusiones ante el tribunal de alzada, relativas al medio de 
inadmisión que se deriva de las reglas de orden público, la Corte 
a-qua, violó flagrantemente las reglas del debido proceso, al omitir 
dar respuesta al medio de inadmisión propuesto, incurriendo de 
esa manera, en su sentencia, en los vicios de exceso de poder, 
omisión de estatuir y violación del derecho de defensa al admitir 
y conocer un recurso cuya vía no estaba abierta, por lo que 
procede acoger los medios denunciados, y en consecuencia, que 
la sentencia impugnada sea casada, por vía de supresión y sin 
envío, por no quedar cosa alguna que juzgar;

Por tales motivos, Primero: Casa, por vía de supresión y sin 
envío, la sentencia dictada en atribuciones civiles el 5 de octubre 
del año 1988, por la Cámara Civil de la Corte de Apelación del 
Departamento Judicial de Santiago, cuyo dispositivo se reproduce 
en otro lugar de este fallo; Segundo: Condena a Domingo 
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Almonte al pago de las costas, con distracción en provecho del Dr. 
Manuel Sepúlveda Luna, abogado que afirma haberlas avanzado 
en su totalidad. 

Así ha sido hecho y juzgado por la Cámara Civil de la Suprema 
Corte de Justicia, y la sentencia pronunciada por la misma en la 
ciudad de Santo Domingo de Guzmán, en su audiencia pública 
del 25 de marzo de 2009, años 166º de la Independencia y 146º 
de la Restauración.

Firmado: Rafael Luciano Pichardo, Eglys Margarita Esmurdoc, 
Margarita A. Tavares, Ana Rosa Bergés Dreyfous y José E. 
Hernández Machado. Grimilda Acosta, Secretaria General.

La presente sentencia ha sido dada, firmada y pronunciada por 
los señores Jueces que figuran al pie, en la audiencia pública del 
día, mes y año en ella expresados, y fue firmada, leída y publicada 
por mí, Secretaria General, que certifico.
www.suprema.gov.do



SENTENCIA DEL 25 DE MARZO DE 2009, NÚM. 72
Sentencia impugnada:	 Corte de Apelación de La Vega, del 20 de 

abril de 1988.
Materia:	 Civil.
Recurrentes:	 Corporación Dominicana de Electricidad y 

Seguros San Rafael, C. por A.
Abogado:	 Dr. Hugo Francisco Álvarez.
Recurridos:	 Luis Hernán Collado y Elpidio Roberto 

Infante Galán.
Abogado:	 Lic. José Rafael Abreu Castillo.

CÁMARA CIVIL

Inadmisible 

Audiencia pública del 25 de marzo de 2009.
Preside: Rafael Luciano Pichardo.

 
Dios, Patria y Libertad

En Nombre de la República, la Cámara Civil de la Suprema 
Corte de Justicia, actuando como Corte de Casación, dicta en 
audiencia pública la sentencia siguiente: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Corporación 
Dominicana de Electricidad y la compañía Seguros San Rafael, 
C. por A., sociedades comerciales organizadas y existentes de 
acuerdo con las leyes de la República Dominicana, con sus asientos 
sociales en la avenida Independencia y Leopoldo Navarro esquina 
San Francisco de Macorís, en esta ciudad de Santo Domingo, 
debidamente representadas por sus administradores Ing. Carlos 
Juan Guillén Mera y Dr. Rubén Darío Espaillat Inoa, ingeniero 
electricista y abogado, respectivamente, dominicanos, mayores de 
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edad, casados, con domicilio y residencia en esa ciudad de Santo 
Domingo, contra la sentencia dictada por la Corte de Apelación 
de La Vega el 20 de abril de 1988, cuyo dispositivo se copia más 
adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído en la lectura de sus conclusiones a la Dra. Ada López, 
en representación del Licdo. José Rafael Abreu Castillo, abogados 
de los recurridos, Luis Hernán Collado y Elpidio Roberto Infante 
Galán;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la 
República;

Visto el memorial de casación depositado en la Secretaría 
General de la Suprema Corte de Justicia el 1ro. de septiembre de 
1988, suscrito por el Dr. Hugo Francisco Álvarez, abogado de los 
recurrentes, en el cual se invocan los medios de casación que se 
indican más adelante; 

Visto el memorial de defensa depositado en la Secretaría 
General de la Suprema Corte de Justicia el 30 de septiembre de 
1988, suscrito por el Licdo. José Rafael Abreu Castillo, abogado 
de los recurridos; 

Vista la Ley núm. 25 de 1991, modificada por la Ley núm. 156 
de 1997 y los artículos 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación; 

Visto el auto dictado el 13 de marzo de 2009, por el magistrado 
Rafael Luciano Pichardo, Presidente de la Cámara Civil de la 
Suprema Corte de Justicia, por medio del cual se llama a sí mismo 
y a los magistrados Eglys Margarita Esmurdoc, Margarita A. 
Tavares, Ana Rosa Bergés Dreyfous y José E. Hernández Machado, 
jueces de esta cámara, para integrar la misma en la deliberación y 
fallo del recurso de casación de que se trata, de conformidad con 
las Leyes núms. 684 de 1934 y 926 de 1935;
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La CORTE, en audiencia pública del 18 de julio de 1990, 
estando presente los Jueces, Néstor Contín Aybar, Fernando E. 
Ravelo de la Fuente, Leonte R. Alburquerque Castillo, Máximo 
Puello Renville, Abelardo Herrera Piña, Octavio Piña Valdez, 
Federico Natalio Cuello López y Rafael Richiez Saviñón, asistidos 
del Secretario General y después de haber deliberado los jueces 
signatarios de este fallo;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que con 
motivo de una demanda civil en daños y perjuicios intentada por 
Luis Hernán Collado y Elpidio Roberto Infante Galán contra la 
Corporación Dominicana de Electricidad y Seguros San Rafael, 
C. por A., la Cámara Civil, Comercial y de Trabajo del Juzgado 
de Primera Instancia del Distrito Judicial de La Vega dictó el 24 
de junio de 1987, una sentencia cuyo dispositivo es el siguiente: 
“Primero: Acoge las conclusiones presentadas en audiencia por 
la parte demandante, por conducto de su abogado constituido y 
apoderado especial por ser justas y reposar en prueba legal, y como 
consecuencia debe: a) Condena a la Corporación Dominicana de 
Electricidad al pago de cuarenta mil pesos oro (RD$40,000.00) a 
favor de los señores Luis Hernán Collado, como justa reparación 
por la destrucción de la casas de su propiedad; más la suma de 
veinticinco mil pesos oro (RD$25,000.00) a favor de Elpidio 
Roberto Infante Galán, como justa reparación por la destrucción 
de los muebles de su propiedad; b) Condena a la Corporación 
Dominicana de Electricidad al pago de la suma de cincuenta 
mil pesos oro (RD$50,000.00) a favor de cada una de las partes 
demandantes, por concepto de los daños morales recibidos 
y lucro cesante sufridos por el señor Luis Hernán Collado, en 
su condición de propietario del inmueble destruido; Segundo: 
Condena a la Corporación Dominicana de Electricidad al pago 
de las costas, distrayéndolas en provecho del Licdo. José Rafael 
Abreu Castillo, quien afirma haberlas avanzado en su totalidad; 
Tercero: Declarar la sentencia, común oponible y ejecutoria a 
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la compañía Seguros San Rafael, C. por A., por ser la entidad 
aseguradora de la responsabilidad civil de la Corporación 
Dominicana de Electricidad”; b) que sobre el recurso de apelación 
interpuesto intervino, la sentencia ahora impugnada en casación, 
cuyo dispositivo es el siguiente: “Primero: Declara bueno y 
válido en cuanto a la forma el presente recurso de apelación por 
haberse llenado todos los tramites legales; Segundo: Confirma, 
en cuanto al fondo en todas sus partes, todo lo que no sea 
contrario a la presente decisión recurrida la núm. 954 de fecha 
veinticuatro de junio del mil novecientos ochenta y siete, cuyo 
dispositivo se ha copiado en otro lugar de la presente, rechazando 
así las conclusiones de la demandada y apelante Corporación 
Dominicana de Electricidad y Compañía de Seguros San Rafael, 
C. por A.; Tercero: Condena a la Corporación Dominicana de 
Electricidad y Compañía de Seguros San Rafael, C. por A., al 
pago de las costas, ordenando su distracción a favor del Licdo. 
José Rafael Abreu Castillo, quien afirma haberlas avanzando en 
su totalidad”; 

Considerando, que los recurrentes proponen en su memorial de 
casación, los siguientes medios: “Primer Medio: Contradicción 
de los motivos y falta de base legal; Segundo Medio: Violación 
al artículo del Código de Procedimiento Civil; Tercer Medio: 
Falta de publicidad de la sentencia”; 

Considerando, que por su parte, los recurridos plantean en su 
memorial de defensa la inadmisibilidad por tardío del presente 
recurso de casación, fundados en que al momento de que la 
Corporación Dominicana de Electricidad y la compañía Seguros 
San Rafael, C. por A., interpusieron su recurso había transcurrido 
el plazo de dos meses establecido por el artículo 5 de la ley de 
Casación; que ese hecho se comprueba mediante la verificación 
del acto de notificación de la decisión dictada por la Corte a-qua y 
de la certificación emitida por el secretario general de la Suprema 
Corte de Justicia, en la cual hace constar que al día 27 de julio 
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de 1988 fecha en que fue expedida, no había sido depositado 
ningún memorial contra la sentencia objeto del presente recurso 
de casación; 

Considerando, que como el anterior pedimento constituye por 
su naturaleza un medio de inadmisión contra el recurso, procede, 
por tanto, su examen en primer término; 

Considerando, que efectivamente, según el artículo 5 de la 
Ley sobre Procedimiento de Casación, el plazo para recurrir en 
casación es de dos meses a partir de la notificación de la sentencia; 
que habiéndose en la especie notificado a las partes recurrentes la 
sentencia ahora impugnada el 23 de mayo de 1988, mediante acto 
núm. 497 instrumentado por el ministerial Rafael A. Chevalier, 
alguacil de estrados de la Corte de Apelación de Santo Domingo, 
el plazo para depositar el memorial de casación vencía el 25 
de julio de 1988; que al ser interpuesto el primero (1ero) de 
septiembre de 1988, mediante el depósito ese día del memorial 
correspondiente, en la Secretaría General de la Suprema Corte de 
Justicia, resulta evidente pues que dicho recurso fue interpuesto 
tardíamente y por tanto, procede acoger el medio de inadmisión 
propuesto por la parte recurrida, lo que no permite examinar los 
medios de casación propuestos por la parte recurrente; 

Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible el recurso 
de casación interpuesto por la Corporación Dominicana de 
Electricidad y la compañía Seguros San Rafael, C.por.A., contra 
la sentencia dictada por la Corte de Apelación del Departamento 
Judicial de La Vega el 20 de abril de 1988, cuyo dispositivo ha sido 
transcrito en parte anterior del presente fallo; Segundo: Condena 
a las partes recurrentes al pago de las costas con distracción de las 
mismas en favor y provecho del Lic. José Rafael Abreu Castillo, 
quien afirma haberlas avanzando en su totalidad.

Así ha sido hecho y juzgado por la Cámara Civil de la Suprema 
Corte de Justicia, y la sentencia pronunciada por la misma en la 
ciudad de Santo Domingo de Guzmán, en su audiencia pública 
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del 25 de marzo de 2009, años 166º de la Independencia y 146º 
de la Restauración.

Firmado: Rafael Luciano Pichardo, Eglys Margarita Esmurdoc, 
Margarita A. Tavares, Ana Rosa Bergés Dreyfous y José E. 
Hernández Machado. Grimilda Acosta, Secretaria General.

La presente sentencia ha sido dada, firmada y pronunciada por 
los señores Jueces que figuran al pie, en la audiencia pública del 
día, mes y año en ella expresados, y fue firmada, leída y publicada 
por mí, Secretaria General, que certifico.
www.suprema.gov.do



SENTENCIA DEL 25 DE MARZO DE 2009, NÚM. 73
Sentencia impugnada:	 Cámara Civil y Comercial de la Quinta 

Circunscripción del Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Nacional, del 30 de 
abril de 1991.

Materia:	 Civil.
Recurrente:	 Industrias Metálicas, C. por A. (INMETAL).
Abogado:	 Dr. Manuel Ramón Morel Cerda.
Recurrido:	 César Cordero Arias.
Abogado:	 Dr. Héctor Enrique Marchena Pérez.

CÁMARA CIVIL

Casa

Audiencia pública del 25 de marzo de 2009.
Preside: Rafael Luciano Pichardo.

 
Dios, Patria y Libertad

En Nombre de la República, la Cámara Civil de la Suprema 
Corte de Justicia, actuando como Corte de Casación, dicta en 
audiencia pública la sentencia siguiente: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Industrias 
Metálicas, C. por A., (Inmetal), sociedad comercial constituida de 
acuerdo a las leyes de la República Dominicana, con su domicilio 
y asiento social en esta ciudad, debidamente representada por su 
Presidente, Licdo. Agliberto Meléndez, contra la sentencia dictada 
por la Cámara Civil y Comercial de la Quinta Circunscripción del 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional el 30 de abril 
de 1991, cuyo dispositivo se copia más adelante;
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Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído en la lectura de sus conclusiones a la Licda. Ruth Molina 
en representación del Dr. Manuel Ramón Morel Cerda, abogado 
de la recurrente;

Oído en la lectura de sus conclusiones al Dr. Héctor Enrique 
Marchena Pérez, abogado del recurrido, César Cordero Arias;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la 
República;

Visto el memorial de casación depositado en la Secretaría 
General de la Suprema Corte de Justicia el 15 de mayo de 1991, 
suscrito por el Dr. Manuel Ramón Morel Cerda, abogado de la 
recurrente, en el cual se invocan los medios de casación que se 
indican más adelante; 

Visto el memorial de defensa depositado en la Secretaría 
General de la Suprema Corte de Justicia el 30 de mayo de 1991, 
suscrito por el Dr. Héctor Enrique Marchena Pérez, abogado del 
recurrido, César Cordero Arias; 

Vista la Ley núm. 25 de 1991, modificada por la Ley núm. 156 
de 1997 y los artículos 1, 5 y 65 de la Ley sobre Procedimiento 
de Casación; 

Visto el auto dictado el 13 de marzo de 2009, por el magistrado 
Rafael Luciano Pichardo, Presidente de la Cámara Civil de la 
Suprema Corte de Justicia, por medio del cual se llama a sí mismo 
y a los magistrados Eglys Margarita Esmurdoc, Margarita A. 
Tavares, Ana Rosa Bergés Dreyfous y José E. Hernández Machado, 
jueces de esta cámara, para integrar la misma en la deliberación y 
fallo del recurso de casación de que se trata, de conformidad con 
las Leyes núms. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La CORTE, en audiencia pública del 22 de abril de 1992, estando 
presente los Jueces Néstor Contín Aybar, Fernando E. Ravelo 
de la Fuente, Máximo Puello Renville, Leonte R. Alburquerque 
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Castillo, Federico N. Cuello López, Octavio Piña Valdez, Gustavo 
Gómez Ceara, Amadeo Julián C., Frank Bdo. Jiménez Santana, 
Francisco Ml. Pellerano Jiménez y Ángel Salvador Goico Morel, 
asistidos del Secretario General de la Suprema Corte de Justicia, y 
después de haber deliberado los jueces signatarios de este fallo;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que con 
motivo de una demanda en rescisión de contrato de inquilinato y 
desalojo, intentada por César A. Cordero Arias contra Industrias 
Metálicas, C. por A., (Inmetal), el Juzgado de Paz de la Quinta 
Circunscripción del Distrito Nacional dictó el 30 de marzo de 
1987 una sentencia cuyo dispositivo es el siguiente: “Primero: 
Se rechazan las conclusiones de la parte demandada Industrias 
Metálicas, C. por A., (Inmetal), por improcedentes y mal 
fundadas; Segundo: Se pronuncia la rescisión del contrato de 
inquilinato existente entre la compañía Industrias Metálicas, C. 
por A., (Inmetal) y el Licdo. César A. Cordero Arias, de fecha 2 
de septiembre de 1974, con relación a un apartamento situado en 
la Ave. Winston Churchill esquina Paseo de los Locutores de ésta 
ciudad; Tercero: Se ordena el desalojo inmediato del apartamento 
s/n del edificio “Stella”, de la avenida Winston Churchill esquina 
Paseo de los Locutores del Ens. Evaristo Morales de esta ciudad, 
ocupado por Industrias Metálicas, C. por A., (Inmetal) y las 
personas que con ella habitan el referido lugar; Cuarto: Se ordena 
la ejecución provisional y sin fianza de la presente sentencia, no 
obstante cualquier recurso que contra la misma se interponga; 
Quinto: Se condena a Industrias Metálicas, C. por A., (Inmetal), 
al pago de las costas a favor del Dr. Enrique Marchena Pérez, 
quien afirma estarlas avanzando en su totalidad”; b) que sobre 
el recurso de apelación interpuesto intervino, la sentencia ahora 
impugnada en casación, cuyo dispositivo es el siguiente: “Primero: 
Declara bueno y válido en cuanto a la forma el presente recurso de 
apelación incoado por Industrias Metálicas, C. por A., (Inmetal), 
en contra de la sentencia de fecha 30 del mes de marzo de 1987, 
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dictada por el Juzgado de Paz de la Quinta Circunscripción del 
Distrito Nacional, a favor del Licdo. César A. Cordero Arias; 
Segundo: Rechaza en cuanto al fondo las conclusiones vertidas 
por la parte recurrente Industrias Metálicas, C. por A., (Inmetal) 
por improcedentes, infundadas y carentes de base legal, y en 
consecuencia: a) Ratifica en todas sus partes la sentencia rendida 
por el Juzgado de Paz de la Quinta Circunscripción del Distrito 
Nacional,, en fecha treinta de marzo del año mil novecientos 
ochenta y siete (1987); Tercero: Condena a la Industrias Metálicas, 
C. por A., (Inmetal), al pago de las costas del procedimiento y 
ordena su distracción a favor y provecho del Dr. Héctor Enrique 
Marchena Pérez, abogado que afirma haberlas avanzado en su 
totalidad”;

Considerando, que la recurrente propone los siguientes medios 
de casación: “Primer Medio: Violación por desconocimiento 
del artículo 1ro., párrafo II del Código de Procedimiento Civil; 
Segundo Medio: Violación por desconocimiento de los artículos 
3, 4 y 5 de la Ley No. 834 de 1978. Falta de base legal; Tercer 
Medio: Violación al artículo 141 del Código de Procedimiento 
Civil. Ausencia total de motivos”; 

Considerando, que en el desarrollo de su tercer medio de 
casación, el cual se examina en primer término por convenir 
a la mejor solución del caso, la recurrente alega, en síntesis, lo 
siguiente: que la sentencia impugnada carece en absoluto de 
motivación alguna; que dicho instrumento legal se limita a una 
exposición sucinta de los hechos sin aportar ninguna motivación; 
que la sentencia impugnada pretendió confirmar la sentencia del 
primer grado con una motivación genérica, con la cual podría 
etiquetarse cualquier sentencia, pero que en nada se refiere, de 
modo especifico, a las cuestiones de competencia y de fondo 
planteadas”;

Considerando, que el fallo impugnado confirma la sentencia 
de primer grado sustentado única y exclusivamente en el siguiente 



676	 Boletín Judicial 1180

motivo: “que de acuerdo al estudio del expediente y del recurso 
de que se trata, el tribunal ha podido constatar, que en cuanto 
a la forma el mismo es correcto por haber sido hecho de 
conformidad con los requisitos de la ley; pero, en cuanto al fondo 
es improcedente, infundado y carente de base legal, por lo que 
procederá al rechazo del mismo como se dirá en el dispositivo de 
esta sentencia”; 

Considerando, que el Tribunal a-quo ha debido, para resolver la 
controversia surgida entre las partes, ponderar la documentación 
existente en el expediente sometida al debate y establecer en su 
sentencia los fundamentos en que apoyó su decisión, ya que con 
simplemente decir que en cuanto al fondo el recurso de apelación 
“es improcedente, infundado y carente de base legal” no se 
liberaba de la obligación de indicar las razones que lo llevaron a 
fallar en la forma en que lo hizo, pues ese señalamiento no es, en 
sí, un motivo; que al no hacerlo así y limitarse, por el contrario, a 
dar un motivo intrascendente e inoperante, deja su sentencia sin 
motivos suficientes y pertinentes en violación al artículo 141 del 
Código de Procedimiento Civil, tal y como lo afirma la recurrente 
lo que no permite a esta Suprema Corte de Justicia reconocer 
si los elementos de hecho y derecho necesarios para justificar la 
aplicación de la ley se encontraban presentes al momento de dictar 
su sentencia, por lo cual se ha incurrido también, además de la 
denunciada ausencia de motivos, en el vicio de falta de base legal, 
por lo que la sentencia impugnada debe ser casada, sin necesidad 
de examinar los demás medios del recurso;

Considerando, que cuando la sentencia fuere casada por falta o 
insuficiencia de motivos o falta de base legal, las costas procesales 
podrán ser compensadas, al tenor del artículo 65 de la Ley sobre 
Procedimiento de Casación;

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada el 30 de 
abril de 1991 por la Cámara de lo Civil y Comercial de la Quinta 
Circunscripción del Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
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Nacional, en sus atribuciones civiles, cuyo dispositivo figura en 
parte anterior de este fallo, y envía el asunto por ante la Cuarta 
Sala del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, en 
las mismas atribuciones; Segundo: Compensa las costas.

Así ha sido hecho y juzgado por la Cámara Civil de la Suprema 
Corte de Justicia, y la sentencia pronunciada por la misma en la 
ciudad de Santo Domingo de Guzmán, en su audiencia pública 
del 25 de marzo de 2009, años 166º de la Independencia y 146º 
de la Restauración.

Firmado: Rafael Luciano Pichardo, Eglys Margarita Esmurdoc, 
Margarita A. Tavares, Ana Rosa Bergés Dreyfous y José E. 
Hernández Machado. Grimilda Acosta, Secretaria General.

La presente sentencia ha sido dada, firmada y pronunciada por 
los señores Jueces que figuran al pie, en la audiencia pública del 
día, mes y año en ella expresados, y fue firmada, leída y publicada 
por mí, Secretaria General, que certifico.
www.suprema.gov.do



SENTENCIA DEL 25 DE MARZO DE 2009, NÚM. 74
Sentencia impugnada:	 Corte de Apelación de Santiago, del 4 de 

marzo de 1992.
Materia:	 Civil.
Recurrente:	 José Miguel Pimentel de Lemos.
Abogado:	 Dr. Marcio Mejía-Ricart G.
Recurrido:	 Banco de Desarrollo Bancomercio, S. A.
Abogados:	 Licdos. Gustavo Biaggi Pumarol, Wanda 

Perdomo Ramírez y Semíramis Olivo de 
Pichardo.

CÁMARA CIVIL

Inadmisible 

Audiencia pública del 25 de marzo de 2009.
Preside: Rafael Luciano Pichardo.

 
Dios, Patria y Libertad

En Nombre de la República, la Cámara Civil de la Suprema 
Corte de Justicia, actuando como Corte de Casación, dicta en 
audiencia pública la sentencia siguiente: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por José Miguel 
Pimentel de Lemos, dominicano, mayor de edad, casado, 
portador de la cédula de identificación personal núm. 28205, 
serie 37, domiciliado y residente en la urbanización Bayardo de 
la ciudad de Puerto Plata, contra la sentencia dictada por la Corte 
de Apelación de Santiago el 4 de marzo de 1992, cuyo dispositivo 
se copia más adelante;
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Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído en la lectura de sus conclusiones al Dr. Marcio Mejía-
Ricart G., abogado del recurrente;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la 
República;

Visto el memorial de casación depositado en la Secretaría 
General de la Suprema Corte de Justicia el 19 de mayo de 1992, 
suscrito por el Dr. Marcio Mejía-Ricart G., abogado del recurrente, 
en el cual se invocan los medios de casación que se indican más 
adelante; 

Visto el escrito de réplica depositado en la Secretaría General 
de la Suprema Corte de Justicia el 15 de julio de 1992, suscrito por 
los Licdos. Gustavo Biaggi Pumarol, Wanda Perdomo Ramírez y 
Semíramis Olivo de Pichardo, abogados del recurrido, Banco de 
Desarrollo Bancomercio, S.A.; 

Vista la Ley núm. 25 de 1991, modificada por la Ley núm. 156 
de 1997 y los artículos 1, 20 y 65 de la Ley sobre Procedimiento 
de Casación; 

Visto el auto dictado el 13 de marzo de 2009, por el magistrado 
Rafael Luciano Pichardo, Presidente de la Cámara Civil de 
la Suprema Corte de Justicia, por medio del cual se llama a sí 
mismo y a los magistrados Eglys Margarita Esmurdoc, Margarita 
A. Tavares, Ana Rosa Bergés Dreyfous y José E. Hernández 
Machado, jueces de esta cámara, para integrar la misma en la 
deliberación y fallo del recurso de casación de que se trata, de 
conformidad con las Leyes núms. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La CORTE, en audiencia pública del 8 de septiembre de 1993, 
estando presente los Jueces, Néstor Contín Aybar, Fernando E. 
Ravelo de la Fuente, Leonte R. Alburquerque Castillo, Amadeo 
Julián C. y Ángel Salvador Goico Morel, asistidos del Secretario 
General de la Suprema Corte de Justicia, y después de haber 
deliberado los jueces signatarios de este fallo;
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Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que 
con motivo de una demanda incidental en nulidad de embargo 
inmobiliario, intentada por José Miguel Pimentel de Lemos 
contra el Banco de Desarrollo Bancomercio, S.A., la Cámara 
Civil, Comercial y de Trabajo del Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Judicial de Puerto Plata dictó el 30 de enero de 
1989 una sentencia cuyo dispositivo es el siguiente: “Primero: 
Desestimando los escritos de réplica, contra-replica y documentos 
depositados por ambas partes en litis fuera de los plazos 
señalados por la ley; Segundo: Declarando buena y válida en 
cuanto a la forma y el fondo a la presente demanda incidental de 
embargo inmobiliario incoada por el señor José Miguel Pimentel 
de Lemos y en consecuencia se declara la nulidad absoluta del 
procedimiento de embargo inmobiliario incoado por el Banco de 
Desarrollo Bancomercio, S.A., en fecha 8 de noviembre de 1988, 
por los motivos que se expresan en el cuerpo de ésta decisión, 
asimismo se ordena la cancelación de la audiencia de pregones 
previamente fijada para el 31 de enero de 1989, a las 10:00 
A.M., para proceder a la venta del inmueble embargado al hoy 
demandante cuya descripción también figura en otra parte de ésta 
decisión; Tercero: Declarando, la incompetencia de éste tribunal 
para conocer de la demanda adicional o accesoria de los daños y 
perjuicios invocados por el demandante en los ordinales Tercero 
y Cuarto de sus conclusiones de fecha 17 de enero de 1989, por 
ser la misma ajena a éste procedimiento y en consecuencia se le 
envía a proveerse por ante el tribunal correspondiente de derecho 
común en materia ordinaria; Cuarto: Compensando las costas 
del procedimiento entre las partes en litis por así preveerlo la ley 
de la materia.”; b) que sobre el recurso de apelación interpuesto 
intervino la sentencia ahora impugnada en casación, la cual no 
figura depositada en el expediente;

Considerando, que en su memorial de casación el recurrente 
invoca los siguientes medios de casación: “Primer Medio: 
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Violación del artículo 3 del Código de Procedimiento Criminal; 
Segundo Medio: Violación de los artículos 59, 732 y 739 del 
Código de Procedimiento Civil; Tercer Medio: Desnaturalización 
y falsa interpretación de los hechos; Cuarto Medio: Violación 
del artículo 94 y siguientes del Código de Comercio y el libro III, 
título XIII del Código de Procedimiento Civil”; 

Considerando, que del examen del expediente se advierte que la 
parte recurrente con el memorial depositado en la Secretaría de la 
Suprema Corte de Justicia, no depositó la sentencia impugnada;

Considerando, que el párrafo 2 del artículo 5 de la Ley sobre 
Procedimiento de Casación, dispone que el recurso de casación 
debe interponerse, a pena de inadmisibilidad, por medio de un 
memorial suscrito por abogado, que contendrá todos los medios 
en que se funda y que deberá ser acompañado de una copia 
auténtica de la sentencia que se impugna, requisito que, como se 
ha señalado más arriba, no ha sido cumplido en la especie; 

Considerando, que cuando el recurso de casación es decidido 
por un medio suplido de oficio por la Suprema Corte de Justicia, 
como ocurre en el presente caso, el numeral 2 del artículo 65 de 
la Ley sobre Procedimiento de Casación, dispone que las costas 
pueden ser compensadas.;

Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible el recurso de 
casación interpuesto por José Miguel Pimentel de Lemos, contra 
la sentencia dictada por la Corte de Apelación del Departamento 
Judicial de Santiago, el 4 de marzo de 1992; Segundo: Compensa 
las costas. 

Así ha sido hecho y juzgado por la Cámara Civil de la Suprema 
Corte de Justicia, y la sentencia pronunciada por la misma en la 
ciudad de Santo Domingo de Guzmán, en su audiencia pública 
del 25 de marzo de 2009, años 166º de la Independencia y 146º 
de la Restauración.
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Firmado: Rafael Luciano Pichardo, Eglys Margarita Esmurdoc, 
Margarita A. Tavares, Ana Rosa Bergés Dreyfous y José E. 
Hernández Machado. Grimilda Acosta, Secretaria General.

La presente sentencia ha sido dada, firmada y pronunciada por 
los señores Jueces que figuran al pie, en la audiencia pública del 
día, mes y año en ella expresados, y fue firmada, leída y publicada 
por mí, Secretaria General, que certifico.
www.suprema.gov.do
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SENTENCIA DEL 25 DE MARZO DE 2009, NÚM. 75
Sentencia impugnada:	 Cámara Civil y Comercial de la Corte de 

Apelación de San Pedro de Macorís, del 07 
de septiembre de 2007.

Materia:	 Civil.
Recurrente:	 Pascual Mercedes Leonardo.
Abogados:	 Dr. Francisco Castillo Melo y Licda. Johanna 

P. Cruz Montero.
Recurrido:	 Eligio Paredes José.
Abogado:	 Dr. Juan Pablo Villanueva Caraballo.

CAMARA CIVIL

Rechaza

Audiencia pública del 25 de marzo de 2009.
Preside: Rafael Luciano Pichardo.

 
Dios, Patria y Libertad

En Nombre de la República, la Cámara Civil de la Suprema 
Corte de Justicia, actuando como Corte de Casación, ha dictado 
la sentencia siguiente: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Pascual Mercedes 
Leonardo, dominicano, mayor de edad, soltero, chofer, portador 
de la cédula de identidad y electoral núm. 026-0033992-9, 
domiciliado y residente en la calle El Paraíso del sector de Villa 
Caleta, casa núm. 5, de la ciudad de La Romana, contra la sentencia 
dictada por la Cámara Civil y Comercial de la Corte de Apelación 
del Departamento Judicial de San Pedro de Macorís, el 07 de 
septiembre de 2007, cuyo dispositivo se copia mas adelante;
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Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la 
República; 

Visto el memorial de casación depositado en la Secretaría 
General de la Suprema Corte de Justicia el 20 de diciembre de 
2007, suscrito por el Dr. Francisco Castillo Melo y la Licda. 
Johanna P. Cruz Montero, abogados de la parte recurrente, en 
el cual se invocan los medios de casación que se indican más 
adelante;

Visto el memorial de defensa depositado en la Secretaría 
General de la Suprema Corte de Justicia el 29 de enero de 2008, 
por el Dr. Juan Pablo Villanueva Caraballo, abogado de la parte 
recurrida Eligio Paredes José;

Vista la Ley núm. 25 de 1991, modificada por la Ley núm. 156 
de 1997 y los artículos 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación;

Visto el auto dictado el 25 de febrero de 2009, por el 
magistrado Rafael Luciano Pichardo, Presidente de la Cámara 
Civil de la Suprema Corte de Justicia, por medio del cual llama 
a la magistrada Margarita A. Tavares, juez de esta cámara, para 
integrar la misma en la deliberación y fallo del recurso de casación 
de que se trata, de conformidad con la Ley núm. 926 de 1935;

La CORTE, en audiencia pública del 28 de enero de 2009, 
estando presente los jueces Rafael Luciano Pichardo, Presidente; 
Eglys Margarita Esmurdoc, Ana Rosa Bergés Dreyfous y José E. 
Hernández Machado, asistidos de la secretaria general, y después 
de haber deliberado los jueces signatarios de este fallo;

Considerando, que la sentencia impugnada y los documentos 
a que ella se refiere, hacen constar lo siguiente: a) que con motivo 
de la demanda en entrega de llaves incoada por Eligio Paredes José 
contra Pascual Mercedes Leonardo, la Cámara Civil y Comercial del 
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Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de La Romana, 
dictó la sentencia núm. 1303-03 de fecha 27 de noviembre del 
2003, cuyo dispositivo es el siguiente: “Primero: Se pronuncia 
el defecto en contra del nombrado Pascual Mercedes Leonardo, 
parte demanda, por no haber comparecido no obstante haber 
sido legalmente emplazado; Segundo: Declarar, buena y válida la 
presente demanda tanto en la forma como en el fondo por ser justas 
y reposar en base y fundamento legal; en consecuencia ordenar al 
señor Pascual Mercedes Leonardo, la entrega inmediata de las llaves 
de dicho bien inmueble vendido, consiste en: un solar ubicado en 
el sector de Villa Caleta de esta ciudad de La Romana, el cual tiene 
una extensión superficial de aproximadamente: Siete (7) metros de 
ancho por veinte (20) metros de largo, con su mejora consistente en: 
una casa de madera, techada de zinc, pisos de cemento, cuatro (4) 
habitaciones con todas sus demás anexidades y dependencia, cuyos 
límites y colindancias actuales son las siguientes: Al Norte: una calle 
sin designación de nombre; Al Sur: Solar y mejora propiedad de 
Rosa Altagracia; Al Este: solar y mejora de Rogelio Leonardo: y 
al Oeste: solar y mejora de Diana Selman, según documentos de 
venta bajo firma privada de fecha Siete (7) del mes de Junio del 
año Dos Mil (2000), legalizada las firmas por el Dr. Juan Pablo 
Villanueva Caraballo, Abogado Notario Público de los del número 
para este Municipio y Provincia de La Romana, al señor Eligio 
Paredes José, por ser éste su legitimo propietario; Tercero: Ordena 
el desalojo inmediato del señor Pascual Mercedes Leonardo y/o 
cualquier otra persona que esté ostentando a cualquier título dicho 
inmueble; Cuarto: Condena a el señor Pascual Mercedes Leonardo, 
al pago de las costas del procedimiento y ordenéis su distracción 
a favor y provecho del Dr. Juan Pablo Villanueva Caraballo, quien 
afirma estarlas avanzando en su mayor parte; Quinto: Comisiona 
al ministerial David Richardson S., alguacil de estrado de la Cámara 
Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de La 
Romana, para la notificación de la presente sentencia”; b) que una 
vez recurrido en apelación dicho fallo, intervino la sentencia ahora 
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impugnada, con el dispositivo siguiente: “Primero: Declarar, como 
al efecto declaramos, la perención de la instancia relativa al recurso 
de apelación interpuesto por el señor Pascual Mercedes Leonardo, 
mediante Acto No. 4-04 de fecha 08 de enero del 2004, en contra de 
la sentencia No. 1303/03 d/f. 27/11/2003; dictada por la Cámara 
Civil del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de La 
Romana; Segundo: Condenar, como en efecto condenamos, al 
señor Pascual Mercedes Leonardo, al pago de las costas y ordena 
su distracción a favor y provecho del Dr. Juan Pablo Villanueva, 
quien afirma haberlas avanzado; Tercero: Comisionar, como en 
efecto comisionamos al ministerial Sergio López, ordinario de esta 
Corte para la notificación de la presente sentencia”; 

Considerando, que la parte recurrente propone contra la 
sentencia impugnada, los siguientes medios de casación: “Primer 
Medio: Incorrecta interpretación de la ley en cuanto al artículo 
397, 399 y 401 del Código de Procedimiento Civil Dominicano; 
Segundo Medio: Mala interpretación de los hechos y falsa 
aplicación de las pruebas aportadas”;

Considerando, que en el desarrollo de sus dos medios, reunidos 
por su estrecha vinculación, la parte recurrente expresa, en síntesis 
“que la perención de instancia resulta de un silencio prolongado 
por más tiempo del señalado en el artículo 397 del Código de 
Procedimiento Civil, que por consiguiente, en la especie, la 
solicitud de fijación de audiencia y posterior acto de avenir hecha 
por el recurrente, ha producido un efecto interrumpido ante la 
instancia, que esa declaración de voluntad destruye por si sola la 
presunción de abandono de la instancia declarada perimida por 
la Corte a-qua; que la Corte a-quo no pondero los documentos 
aportados del procedimiento, los cuales no se mencionan en la 
sentencia, desnaturalizando el verdadero sentido y el alcance 
de la declaración de cual revela no del abandono de la instancia 
como erróneamente ha admitido la Corte a-quo, sino el propósito 
cierto, indefinido y persistente que anima al recurrente a que se 
conozca su recurso”;
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Considerando, que del estudio del expediente resultan 
los hechos y circunstancias siguientes: a) que en fecha 27 de 
noviembre de 2003, la Cámara Civil y Comercial del Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Judicial de La Romana, dictó la 
sentencia núm. 1303/03; b) que mediante acto No. 4/04 de fecha 
8 de enero de 2004 instrumentado por la ministerial Dolores 
Margarita del Rosario, Alguacil Ordinario de la Cámara Civil y 
Comercial del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial 
de La Romana, el señor Pascual Mercedes Leonardo, presentó 
formal recurso de apelación contra la señalada sentencia; c) que 
en fecha 20 de marzo de 2007, mediante acto núm. 69-2007, la 
parte recurrida Eligio Paredes José, demandó la perención de 
instancia del recurso de apelación interpuesto contra la sentencia 
fecha 27 de noviembre de 2003, dictada por la Cámara Civil y 
Comercial del Juzgado de Primera Instancia de Distrito Judicial 
de La Romana, antes descrita;

Considerando, que, como se observa de la relación de los 
hechos establecidos, y de la que hay constancia en la sentencia 
impugnada, el hoy recurrente dejó transcurrir el plazo de “3 
años, 2 meses y 10 días” sin realizar actuación procesal alguna 
tendente a interrumpir la prescripción; que al establecer la Corte 
a-quo en su sentencia “que habiendo transcurrido tres (3) años 
sin que la recurrente haya cursado algún acto de procedimiento, 
la parte recurrida invoca la letra del artículo 397 del código de 
procedimiento civil, para demandar la perención de la instancia 
de apelación por cesación de los procedimientos ...”, actuó 
conforme a derecho, sin incurrir en los vicios denunciados por 
el recurrente; que, al contener la sentencia impugnada, según 
consta claramente en su contexto, una completa relación de los 
hechos y circunstancias de la causa, así como motivos suficientes 
y pertinentes, la Suprema Corte de Justicia ha podido verificar, 
como Corte de Casación, que en la especie se ha hecho una 
correcta aplicación de la ley, por lo que procede desestimar el 
medio examinado y con ello el recurso en cuestión;
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Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de casación 
interpuesto por Pascual Mercedes Leonardo, contra la sentencia 
dictada por la Cámara Civil y Comercial de la Corte de Apelación 
del Departamento Judicial de San Pedro de Macorís, el 07 de 
septiembre de 2007, cuyo dispositivo figura en parte anterior de 
este fallo ; Segundo: Condena a la parte recurrente al pago de las 
costas del procedimiento, con distracción de las mismas a favor 
del Dr. Juan Pablo Villanueva Caraballo, quien afirma haberlas 
avanzado en su totalidad;

Así ha sido hecho y juzgado por la Cámara Civil de la Suprema 
Corte de Justicia, y la sentencia pronunciada por la misma en la 
ciudad de Santo Domingo de Guzmán, en su audiencia pública 
del 25 de marzo de 2009. años 166º de la Independencia y 146º 
de la Restauración.

Firmado: Rafael Luciano Pichardo, Eglys Margarita Esmurdoc, 
Margarita A. Tavares, Ana Rosa Bergés Dreyfous y José E. 
Hernández Machado. Grimilda Acosta, Secretaria General.

La presente sentencia ha sido dada, firmada y pronunciada por 
los señores Jueces que figuran al pie, en la audiencia pública del 
día, mes y año en ella expresados, y fue firmada, leída y publicada 
por mí, Secretaria General, que certifico.
www.suprema.gov.do
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SENTENCIA DEL 25 DE MARZO DE 2009, NÚM. 76
Sentencia impugnada:	 Cámara Civil, Comercial y de Trabajo de 

la Segunda Circunscripción del Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Judicial de 
Santiago, del 11 de junio de 1992.

Materia:	 Civil.
Recurrente:	 Nelson de Jesús Núñez.
Abogado:	 Lic. José Silverio Reyes Gil.
Recurrida:	 Negocios e Inversiones Inmobiliarias, S. A.
Abogado:	 Dr. Ramón Antonio Veras.

CÁMARA CIVIL

Casa

Audiencia pública del 25 de marzo de 2009.
Preside: Rafael Luciano Pichardo.

 
Dios, Patria y Libertad

En Nombre de la República, la Cámara Civil de la Suprema 
Corte de Justicia, actuando como Corte de Casación, dicta en 
audiencia pública la sentencia siguiente: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Nelson de Jesús 
Núñez, dominicano, mayor de edad, comerciante, portador 
de la cédula de identificación personal núm. 76673, serie 31, 
domiciliado y residente en Santiago de los Caballeros, contra la 
sentencia dictada por la Cámara Civil, Comercial y de Trabajo 
de la Segunda Circunscripción del Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Judicial de Santiago, el 11 de junio de 1992, cuyo 
dispositivo se copia más adelante;
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Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído en la lectura de sus conclusiones al Dr. José S. Reyes Gil, 
abogado del recurrente;

Oído en la lectura de sus conclusiones al Dr. Rafael Sierra, 
en representación del Dr. Ramón Antonio Veras, abogado de la 
recurrida, Negocios e Inversiones Inmobiliarias, S. A.;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la 
República; 

Visto el memorial de casación depositado en la Secretaría 
General de la Suprema Corte de Justicia el 15 de julio de 1992, 
suscrito por el Lic. José Silverio Reyes Gil, abogado del recurrente, 
en el cual se invocan los medios de casación que se indican más 
adelante;

Visto el memorial de defensa depositado en la Secretaría 
General de la Suprema Corte de Justicia el 4 de agosto de 
1992, suscrito por el Dr. Ramón Antonio Veras, abogado de la 
recurrida;

Vista la Ley núm. 25 de 1991, modificada por la Ley núm. 156 
de 1997 y los artículos 1, 20 y 65 de la Ley sobre Procedimiento 
de Casación;

Visto el auto dictado el 4 de marzo de 2009, por el magistrado 
Rafael Luciano Pichardo, Presidente de la Cámara Civil de la 
Suprema Corte de Justicia, por medio del cual se llama a sí mismo 
y a los magistrados Eglys Margarita Esmurdoc, Margarita A. 
Tavares, Ana Rosa Bergés Dreyfous y José E. Hernández Machado, 
jueces de esta cámara, para integrar la misma en la deliberación y 
fallo del recurso de casación de que se trata, de conformidad con 
las Leyes núms. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La CORTE, en audiencia pública del 16 de junio de 1993, 
estando presente los Jueces Fernando E. Ravelo de la Fuente, 
Leonte R. Alburquerque Castillo, Federico Natalio Cuello López 
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y Ángel Salvador Goico Morel, asistidos del Secretario General 
de la Suprema Corte de Justicia, y después de haber deliberado los 
jueces signatarios de este fallo;

Considerando, que la sentencia impugnada y la documentación 
a que ella se refiere, ponen de manifiesto que, en ocasión de 
una demanda en desalojo, incoada por Nelson Núñez, contra 
Negocios e Inversiones Inmobiliarias, S. A., el Juzgado de Paz 
de la segunda Circunscripción de Santiago dictó el 30 de enero 
de 1992, una sentencia con el dispositivo siguiente: “Primero: 
que debe rechazar como al efecto Rechaza, la solicitud de 
incompetencia, en razón del lugar territorial o Vel Loci, externada 
por la parte demandada, señor Nelson Núñez, a través de su 
abogado; Segundo: Que debe declarar, como al efecto declara 
la competencia territorial de este tribunal, en razón que la parte 
demandada tiene su residencia en la casa objeto del presente 
desalojo, y que se encuentra ubicada dentro de la demarcación 
o circunscripción Judicial perteneciente a este juzgado; Tercero: 
Que debe retener, como al efecto Retiene la presente causa, la 
cual se fija para el día jueves 20 de Febrero del año en curso, a las 
9:00 horas de la mañana, a fin de continuar con el conocimiento 
de la misma; Cuarto: Que debe condenar, como al efecto 
condena al señor Nelson de Jesús Núñez, parte demandada, al 
pago de las costas del procedimiento”; que mediante recurso de 
apelación interpuesto, la Corte a-qua dictó la sentencia de fecha 
11 de junio de 1992, ahora impugnada, cuyo dispositivo dice de 
la manera siguiente: “Primero: Acogiendo como al efecto Acoge 
como bueno y válido en cuanto a la forma el presente recurso 
de apelación, por haber sido interpuesto en tiempo hábil y en 
observancia de nuestro andamiaje procesal vigente; Segundo: 
En cuanto al fondo, Rechazando como al efecto Rechaza, las 
conclusiones de la parte apelante, señor Nelson de Jesús Núñez, 
por improcedentes y mal fundadas; Tercero: Acogiendo como al 
efecto acogemos las conclusiones presentadas por la parte apelada, 
Negocios e Inversiones Inmobiliarias, S. A., y en consecuencia, 
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Confirma en todas sus partes la sentencia civil número 5 dictada 
por el Juzgado de Paz de la Segunda Circunscripción de Santiago, 
en fecha 3 del mes de enero de 1992, por haber sido dada de 
conformidad con la Ley; Cuarto: Condenando como al efecto 
condena al señor Nelson de Jesús Núñez, al pago de las costas 
del procedimiento, ordenando su distracción en provecho del Dr. 
Ramón Antonio Veras, abogado que afirma estarlas avanzando 
en su mayor parte”;

Considerando, que la parte recurrente plantea como soporte 
de su recurso el siguiente medio de casación: Único Medio: 
Violación de la Ley núm. 1626, del año 1948, que establece la 
competencia territorial de los juzgados de paz del Municipio de 
Santiago; 

Considerando, que en su medio de casación único, el 
recurrente alega, en síntesis, que el tribunal a-quo de una 
manera muy acomodaticia estimó que rechazaba el pedimento 
de incompetencia, sin ponderar lo establecido por la ley 1626 
del año 1948, desconociendo los procedimientos mandados a 
observar, y en su motivación no ponderó que el inmueble objeto 
del desalojo o desahucio es un establecimiento comercial, que 
es de orden público, y que la nulidad de dichos procedimientos 
puede ser demandada en todo estado de causa, por lo que no 
podía la Corte a-qua rechazar los pedimentos formulados por el 
actual recurrente, y que por tanto la sentencia recurrida debe ser 
casada;

Considerando, que al respecto, la decisión criticada estimó 
lo siguiente: “Considerando: Que si hacemos una lectura fiel y 
cuidadosa de la Ley 1626 de 1948, que establece las jurisdicciones 
de los juzgados de paz del municipio de Santiago, en su acápite 
b, vemos que la competencia territorial del Juzgado de Paz de 
la Segunda Circunscripción de Santiago, la componen: “Todas 
las secciones de la común de Santiago, sus poblados y el sector 
de la ciudad de Santiago de los Caballeros, que se encuentren 
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comprendidos dentro de los siguientes límites: Carretera 
Luperón, desde el límite con la provincia de Puerto Plata, por 
la divisoria indicada en el párrafo anterior, esto es, la Carretera 
Luperón, el callejón Público al oeste hasta el camino del Egido, 
todo este camino hasta las calles 30 de marzo de la ciudad de 
Santiago de los Caballeros, esta Calle hasta la avenida Imbert, 
esta avenida y carretera Duarte, hasta el límite con la común de 
Esperanza y por los límites intercomunales rumbo al norte, hasta 
los de la provincia de Puerto Plata en el punto inicial consignado 
en el presente párrafo; que si observamos, además del acápite b, 
de la Ley 1626, los demás acápites de la misma y haciendo una 
lectura u observación gráfica de la competencia fijada por esta 
Ley, tenemos que colegir que la avenida 27 de febrero cruza áreas 
geográficas correspondientes a los tres juzgados de paz existentes 
en el municipio de Santiago, aunque el tramo situado dentro de 
la competencia de la 2da Circunscripción es el más corto, el 
inmueble objeto de discusión está situado dentro de este tramo; 
que la casa marcada con el número 33 de la avenida 27 de febrero 
se encuentra en ese tramo competencia del juzgado de paz de la 
Segunda Circunscripción de este municipio de Santiago, según 
resulta de la comprobación de la ubicación gráfica de la casa en 
cuestión; que siendo así las cosas, el Juzgado de Paz de la Segunda 
Circunscripción del municipio de Santiago, mediante su sentencia 
No. 5 hoy recurrida, hizo una correcta aplicación de la Ley 1626, 
al haberse declarado competente para conocer de la demanda en 
desalojo y/o desahucio a que hemos hecho referencia.”;

Considerando, que sin embargo, y contrario a lo expresado en la 
sentencia impugnada, el acápite “c” del artículo 1 de la Ley 1626 que 
delimita las Circunscripciones de los Juzgados de Paz de Santiago 
establece: “Tercera Circunscripción: Todas las Secciones rurales 
de la Común de Santiago, sus poblados y el sector de la Ciudad 
de Santiago de los Caballeros que se encuentran comprendidos 
en todo lo que queda al sur del territorio correspondiente a 
las dos circunscripciones ya determinas esto es, dentro de los 
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siguientes límites: Antiguo camino “Real de la Vega”, partiendo 
desde el límite con esta provincia (Carretera de “Puñal”), hasta 
su empalme con la Ciudad de Santiago de los Caballeros y en 
la zona urbana de esta ciudad la misma avenida “Duarte” a “30 
de marzo” hasta la avenida “Imbert”, esta Avenida y carretera 
“Duarte” hasta el límite con la Común de Esperanza y por los 
demás límites intercomunales que le siguen rumbo al sur hasta 
encontrar el punto inicial en el límite de la provincia de la Vega, 
antiguo Camino “Real de la Vega”.”;

Considerando, que luego de ubicar geográficamente la casa 
marcada con el núm. 33 de la avenida 27 de febrero, objeto de la 
presente litis, según las delimitaciones dadas por el texto copiado 
en el considerando anterior y de la verificación del mapa de la 
provincia de Santiago de los Caballeros, esta Suprema Corte de 
Justicia, como Corte de Casación, ha podido constatar que la 
avenida en la que se encuentra la misma, queda dentro de los 
límites correspondientes a la competencia territorial al Juzgado 
de Paz de la Tercera Circunscripción, por lo que la Corte a-qua, 
al entender como correcto el rechazo hecho por el tribunal de 
primer grado, de la excepción de incompetencia planteada ante 
ese tribunal, alegando que ese Juzgado de Paz, es decir, el de la 
Segunda Circunscripción, era el competente, incurrió en violación 
de la Ley núm. 1626, del año 1948, que establece la competencia 
territorial de los juzgados de paz del Municipio de Santiago; en 
consecuencia, procede que el fallo criticado sea casado; 

Por tales motivos: Primero: Casa la sentencia dictada por la 
Cámara Civil, Comercial y de Trabajo de la Segunda Circunscripción 
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Santiago 
el 11 de junio de 1992, cuyo dispositivo figura en parte anterior 
de este fallo, y envía el asunto por ante la Primera Cámara Civil 
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de La Vega, 
en las mismas atribuciones; Segundo: Condena a la recurrida al 
pago de las costas del procedimiento, en favor y provecho del 
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Lic. José Silverio Reyes Gil, abogado del recurrente, quien afirma 
estarlas avanzando en su mayor parte.

Así ha sido hecho y juzgado por la Cámara Civil de la Suprema 
Corte de Justicia, y la sentencia pronunciada por la misma en la 
ciudad de Santo Domingo de Guzmán, en su audiencia pública 
del 25 de marzo de 2009, años 166º de la Independencia y 146º 
de la Restauración.

Firmado: Rafael Luciano Pichardo, Eglys Margarita Esmurdoc, 
Margarita A. Tavares, Ana Rosa Bergés Dreyfous y José E. 
Hernández Machado. Grimilda Acosta, Secretaria General.

La presente sentencia ha sido dada, firmada y pronunciada por 
los señores Jueces que figuran al pie, en la audiencia pública del 
día, mes y año en ella expresados, y fue firmada, leída y publicada 
por mí, Secretaria General, que certifico.
www.suprema.gov.do



SENTENCIA DEL 25 DE MARZO DE 2009, NÚM. 77
Sentencia impugnada:	 Cámara Civil y Comercial de la Primera 

Circunscripción del Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Nacional, del 16 de 
julio de 1990.

Materia:	 Civil.
Recurrente:	 Altagracia Nola Pujols de Castillo.
Abogada:	 Dra. Altagracia Nola Pujols de Castillo.
Recurrida:	 Bienvenido Pimentel Lizardo.
Abogado:	 Dr. Pedro Víctor González.

CAMARA CIVIL

Casa 

Audiencia pública del 25 de marzo de 2009.
Preside: Rafael Luciano Pichardo.

 
Dios, Patria y Libertad

En Nombre de la República, la Cámara Civil de la Suprema 
Corte de Justicia, actuando como Corte de Casación, dicta en 
audiencia pública la sentencia siguiente: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Dra. Altagracia 
Nola Pujols de Castillo, dominicana, mayor de edad, casada, 
portadora de la cédula de identificación personal núm. 6009, serie 
13 domiciliada y residente en la ave. Independencia, edificio núm. 
360, de esta ciudad, contra la sentencia dictada por la Cámara 
Civil y Comercial de la Primera Circunscripción del Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Nacional, el 16 de julio de 1990, 
cuyo dispositivo se copia más adelante;
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Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;

Oída en la lectura de sus conclusiones a la Dra. Altagracia 
Nola Pujols de Castillo, abogada de sí misma, parte recurrente;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la 
República; 

Visto el memorial de casación depositado en la Secretaría 
General de la Suprema Corte de Justicia el 17 de agosto de 1990, 
suscrito por la Dra. Altagracia Nola Pujols de Castillo, abogada 
de sí misma, en el cual se invocan los medios de casación que se 
indican más adelante;

Visto el memorial de defensa depositado en la Secretaría 
General de la Suprema Corte de Justicia el 21 de septiembre de 
1990, suscrito por el Dr. Pedro Víctor González, abogado del 
recurrido, Bienvenido Pimentel Lizardo;

Vista la Ley núm. 25 de 1991, modificada por la Ley núm. 156 
de 1997 y los artículos 1, 20 y 65 de la Ley sobre Procedimiento 
de Casación;

Visto el auto dictado el 4 de marzo de 2009, por el magistrado 
Rafael Luciano Pichardo, Presidente de la Cámara Civil de la 
Suprema Corte de Justicia, por medio del cual se llama a sí mismo 
y a los magistrados Eglys Margarita Esmurdoc, Margarita A. 
Tavares, Ana Rosa Bergés Dreyfous y José E. Hernández Machado, 
jueces de esta cámara, para integrar la misma en la deliberación y 
fallo del recurso de casación de que se trata, de conformidad con 
las Leyes núms. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La CORTE, en audiencia pública del 6 de febrero de 1991, 
estando presente los Jueces Nestor Contín Aybar, Fernando E. 
Ravelo de la Fuente, Leonte R. Alburquerque Castillo, Máximo 
Puello Renville, Abelardo Herrera Piña, Octavio Piña Valdez, 
Federico N. Cuello López y Rafael Richiez Saviñón, asistidos del 
Secretario General de la Suprema Corte de Justicia, y después de 
haber deliberado los jueces signatarios de este fallo;
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Considerando, que la sentencia impugnada y la documentación 
a que ella se refiere, ponen de manifiesto: a) que en ocasión de 
una demanda en resciliación de contrato de inquilinato, incoada 
por Bienvenido Pimentel Lizardo, contra Altagracia Nola Pujols 
de Castillo, el Juzgado de Paz de la Primera Circunscripción 
del Distrito Nacional, dictó el 8 de noviembre de 1989, una 
sentencia con el dispositivo siguiente: “Primero: Se rechazan 
las conclusiones de la parte demandada por improcedentes y 
mal fundadas, en consecuencia; Segundo: Se declara rescindido 
el contrato de inquilinato intervenido entre el señor Bienvenido 
Pimentel Lizardo y la Dra. Altagracia Pujols de Castillo; Tercero: 
Ordena el desalojo inmediato de la casa núm. 201 del Residencial 
Claudia en la ave. Independencia de esta ciudad, ocupada por 
la señora Altagracia Nola Pujols de Castillo o de cualquier otra 
persona o entidad que la ocupare a cualquier título de conformidad 
con la resolución 66-88 del Control de Alquileres (de la Comisión 
de Apelación) sobre alquileres de casas y desahucios; Cuarto: 
Se ordena la ejecución provisional de la sentencia no obstante 
cualquier recurso que se interponga contra la misma; Quinto: 
Se condena a la señora Altagracia Nola Pujols de Castillo, al 
pago de las costas del procedimiento y se ordena su distracción 
en favor del Dr. Pedro Víctor González, quien afirma haberlas 
avanzando en su mayor parte; Sexto: Se comisiona al señor Félix 
Ramón Reinoso, alguacil ordinario de la Primera Cámara Penal 
del D. N., para fines de notificar la presente sentencia”; b) que 
sobre el recurso de apelación interpuesto intervino la sentencia 
ahora impugnada con el siguiente dispositivo: “Primero: Acoge 
en cuanto a la forma el recurso de apelación interpuesto por la 
Dra. Altagracia Nola Pujols de Castillo, y lo rechaza en cuanto 
al fondo, por improcedente y mal fundado; Segundo: Acoge 
las conclusiones presentadas en audiencia por Bienvenido 
Pimentel Lizardo, y en consecuencia confirma en todas sus partes 
la sentencia dictada en fecha 8 del mes de noviembre del año 
1989, por el Juzgado de Paz de la Primera Circunscripción del 
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Distrito Nacional, que dio ganancia de causa al señor Bienvenido 
Pimentel Lizardo; Tercero: Condena a la parte recurrente al pago 
de las costas, ordenando su distracción en provecho del Dr. Pedro 
Víctor González, quien afirma haberlas avanzado en su mayor 
parte”;

Considerando, que en su memorial de casación la recurrente 
invoca los siguientes medios: Primer Medio: Violación al Art. 141 
del Código de Procedimiento Civil; Segundo Medio: Violación 
al Art. 55 de la Ley 317 sobre Catastro Nacional;

Considerando, que en el desarrollo de su primer medio de 
casación, la recurrente alega en síntesis que las conclusiones que 
fueron depositadas por ella ante el Tribunal a-quo no constan en 
la sentencia impugnada, lo que no permite comparar éstas con los 
motivos y el dispositivo, ni verificar si ha sido bien o mal aplicada 
la ley;

Considerando, que el examen de la sentencia impugnada pone 
de manifiesto en cuanto al aspecto aquí examinado, que respecto 
a las conclusiones de las partes, se hace constar “que la parte 
recurrente concluyó in-voce, solicitando que se revoque la sentencia 
[…] que la parte recurrida concluyó solicitando que se confirme 
en todas sus partes la sentencia descrita anteriormente”; que, 
además “la parte recurrente no depositó conclusiones por escrito 
ni documentos que avalen sus pretensiones”, estableciéndose en 
los dos considerandos que preceden el dispositivo de la sentencia 
impugnada, que procede confirmar en todas sus partes la 
sentencia apelada y condenar en costas a la parte sucumbiente, sin 
encontrarse una relación de los hechos de la causa, ni los motivos 
y justificaciones que llevaron al Juez a-quo a fallar en el sentido 
en que lo hizo;

Considerando, que de conformidad con el artículo 141 del 
Código de Procedimiento Civil, las sentencias deberán contener, 
entre otras formalidades, “la exposición sumaria de los puntos 
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de hecho y de derecho, los fundamentos y el dispositivo”; que es 
obligación de los jueces al emitir su fallo, justificar su dispositivo 
mediante una motivación suficiente, clara y precisa, que permita 
a la Corte de Casación verificar si se ha hecho una correcta 
aplicación de la ley, lo que no ha ocurrido en la especie, por lo 
que procede casar el fallo impugnado sin necesidad de examinar 
los demás medios propuestos por la recurrente en su memorial;

Considerando, que cuando una sentencia es casada por falta 
de base legal, las costas pueden ser compensadas

Por tales motivos: Primero: Casa la sentencia dictada en 
atribuciones civiles el 16 de julio del año 1990, por la Cámara 
Civil y Comercial de la Primera Circunscripción del Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Nacional, cuyo dispositivo figura 
reproducido en otro lugar de este fallo, y, en consecuencia, envía 
el asunto por ante la Segunda Sala de la Cámara Civil y Comercial 
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, en las 
mismas atribuciones; Segundo: Compensa las costas.

Así ha sido hecho y juzgado por la Cámara Civil de la Suprema 
Corte de Justicia, y la sentencia pronunciada por la misma en la 
ciudad de Santo Domingo de Guzmán, en su audiencia pública 
del 25 de marzo de 2009, años 166º de la Independencia y 146º 
de la Restauración.

Firmado: Rafael Luciano Pichardo, Eglys Margarita Esmurdoc, 
Margarita A. Tavares, Ana Rosa Bergés Dreyfous y José E. 
Hernández Machado. Grimilda Acosta, Secretaria General.

La presente sentencia ha sido dada, firmada y pronunciada por 
los señores Jueces que figuran al pie, en la audiencia pública del 
día, mes y año en ella expresados, y fue firmada, leída y publicada 
por mí, Secretaria General, que certifico.
www.suprema.gov.do
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SENTENCIA DEL 25 DE MARZO DE 2009, NÚM. 78
Sentencia impugnada:	 Cámara Civil y Comercial de la Corte de 

Apelación de Santo Domingo, del 9 de julio 
de 1984.

Materia:	 Civil.
Recurrente:	 Financiera Hipotecaria Universal, S.A.
Abogado:	 Dr. Juan Ml. Pellerano Gómez.
Recurridos:	 Vladimir A. Rodríguez y Rafaela Bejarán de 

Rodríguez.
Abogado:	 Dr. Elpidio Graciano Corcino.

CÁMARA CIVIL

Casa

Audiencia pública del 25 de marzo de 2009.
Preside: Rafael Luciano Pichardo.

 
Dios, Patria y Libertad

En Nombre de la República, la Cámara Civil de la Suprema 
Corte de Justicia, actuando como Corte de Casación, dicta en 
audiencia pública la sentencia siguiente: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Financiera 
Hipotecaria Universal, S.A., sociedad organizada de acuerdo 
con las leyes de la República Dominicana, con asiento social 
y oficinas en la casa núm. 105 de la calle El Conde, de esta 
ciudad, representada por su Gerente de Créditos, señora Luisa 
María Salazar, dominicana, mayor de edad, soltera empleada 
privada, de este domicilio y residencia, portadora de la cédula de 
identificación personal núm. 172717, serie 1, contra la sentencia 
dictada por el Presidente de la Cámara Civil y Comercial de la 
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Corte de Apelación de Santo Domingo el 9 de julio de 1984, cuyo 
dispositivo se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la 

República;
Visto el memorial de casación depositado en la Secretaría 

General de la Suprema Corte de Justicia el 29 de agosto de 1984, 
suscrito por el Dr. Juan Ml. Pellerano Gómez, abogado de la 
recurrente, en el cual se invocan los medios de casación que se 
indican más adelante; 

Visto el memorial de defensa depositado en la Secretaría 
General de la Suprema Corte de Justicia el 6 de noviembre de 
1990, suscrito por el Dr. Elpidio Graciano Corcino, abogado 
de los recurridos, Vladimir A. Rodríguez y Rafaela Bejarán de 
Rodríguez; 

Vista la Ley núm. 25 de 1991, modificada por la Ley núm. 156 
de 1997 y los artículos 1, 20 y 65 de la Ley sobre Procedimiento 
de Casación; 

Visto el auto dictado el 3 de marzo de 2009, por el magistrado 
Rafael Luciano Pichardo, Presidente de la Cámara Civil de 
la Suprema Corte de Justicia, por medio del cual se llama a sí 
mismo y a los magistrados Eglys Margarita Esmurdoc, Margarita 
A. Tavares, Ana Rosa Bergés Dreyfous y José E. Hernández 
Machado, jueces de esta cámara, para integrar la misma en la 
deliberación y fallo del recurso de casación de que se trata, de 
conformidad con las Leyes núms. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La CORTE, en audiencia pública del 13 de marzo de 1991, 
estando presente los Jueces Néstor Contín Aybar, Fernando E. 
Ravelo de la Fuente, Leonte Alburquerque Castillo, Máximo 
Puello Renville, Abelardo Herrera Piña, Octavio Piña Valdez, 
Federico Natalio Cuello López y Rafael Richiez Saviñón, asistidos 
del Secretario General de la Suprema Corte de Justicia, y después 
de haber deliberado los jueces signatarios de este fallo;
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Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que 
con motivo de un procedimiento de embargo inmobiliario, 
incoado por la Financiera Hipotecaria Universal, S.A. contra los 
señores Vladimir Antonio de Jesús Rodríguez y Rafaela Antonia 
Bejarán de Rodríguez, la Cámara Civil y Comercial de la Primera 
Circunscripción del Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Nacional, dictó en fecha 24 de febrero de 1983, una sentencia 
con el siguiente dispositivo: “Primero: Declara adjudicataria a 
la Financiera Hipotecaria Universal, S.A., del siguiente inmueble: 
“Parcela No.90-A-10-C-11-H, del Distrito Catastral núm. 6 del 
Distrito Nacional, sección y lugar de Mendoza, con una extensión 
superficial de un área, sesenta (60) centiáreas y está limitada: al 
norte, parcela 90-A-10-C-11-G y 90-A-10-C resto; al este, parcela 
núm. 90-A-10-C resto y calle José Antonio Jiménez y calle Interior 
y al oeste, calle Interior y parcela no.90-A-10-C-11-G; y sus mejoras 
ubicada en la calle José Antonio Jiménez No. 84, Las Palmas, Santo 
Domingo, Distrito Nacional, la cual es propiedad de los señores 
Vladimir Antonio de Jesús Rodríguez y Rafaela Antonia Bejarán de 
Rodríguez; Segundo: Ordena al embargado abandonar la posesión 
de dicho inmueble tan pronto como se le notifique esta sentencia, 
la cual será ejecutoria contra persona que estuviere ocupando el 
inmueble adjudicado.”; b) que con motivo de una demanda en 
referimiento en suspensión de ejecución de la referida sentencia, 
intentada por los señores Vladimir Antonio de Jesús Rodríguez 
y Rafaela Antonia Bejarán de Rodríguez, el Juez Presidente de la 
Cámara Civil y Comercial de la Primera Circunscripción del Juzgado 
de Primera Instancia del Distrito Nacional, dictó el 2 de julio de 
1984, una ordenanza con el siguiente dispositivo: Primero: Rechaza 
la demanda en suspensión de ejecución de sentencia incoada por 
los señores Vladimir Antonio de Jesús Rodríguez y Rafaela Antonia 
Bejarán de Rodríguez contra la Financiera Hipotecaria Universal, 
S.A., por los motivos antes señalados; Segundo: Condena a 
Vladimir Antonio de Jesús Rodríguez y Rafaela Antonia Bejarán 
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de Rodríguez, al pago de las costas, ordenando su distracción en 
provecho de la Licda. Zunilda Jáquez Liriano, que afirma haberlas 
avanzado en su mayor parte.”; c) que con motivo de una demanda 
en referimiento en suspensión de ejecución de la sentencia y la 
ordenanza precedentemente transcritas, el Juez Presidente de 
la Cámara Civil y Comercial de la Corte de Apelación de Santo 
Domingo, dictó el 9 de julio de 1984, la ordenanza ahora impugnada 
en casación, con el siguiente dispositivo: “Primero: Se rechazan las 
conclusiones de la parte intimada tendientes a la concesión de un 
plazo para producir un escrito ampliatorio de sus conclusiones, por 
frustratorias; Segundo: Acoger las conclusiones formuladas por 
la parte demandante en referimiento señores Vladimir Antonio de 
Jesús Rodríguez y Rafaela Antonia Bejarán de Rodríguez tendientes 
a obtener del Presidente de esta Corte de Apelación en atribuciones 
de Juez de los Referimientos, la suspensión de la ejecución de las 
sentencias de fechas 2 de julio de 1984 y 24 de febrero de 1983 
dictadas en atribuciones civiles y de referimiento por la Cámara 
Civil y Comercial de la Primera Circunscripción del Juzgado 
de Primera Instancia del Distrito Nacional, por los motivos 
precedentemente expuestos; Tercero: Condenar a la demandada 
Financiera Hipotecaria Universal, S.A., al pago de las costas de la 
presente instancia, disponiendo su distracción en provecho del Dr. 
Elpidio Graciano Corcino abogado de la parte demandante que 
afirma haberlas avanzado en su mayor parte”;

Considerando, que en su memorial la parte recurrente 
invoca los siguientes medios de casación: “Primer Medio: 
Desnaturalización de los hechos de la causa; Segundo Medio: 
Violación de los artículos 140, 141, 101 y siguientes y 137 de la 
Ley 834 de 1978”;

Considerado, que en el desarrollo de sus medios de casación, los 
cuales se examinan reunidos por convenir así a la mejor solución 
del caso, la parte recurrente alega en síntesis que el Juez a-quo 
desnaturalizó los hechos de la causa, puesto que las conclusiones 
de los hoy recurridos se limitaron a solicitar la suspensión de la 
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ejecución de la sentencia de adjudicación de fecha 24 de febrero 
de 1983 y éste ordenó la suspensión de ésta y de la ordenanza 
dictada en fecha 2 de julio de 1984, por el Presidente de la Cámara 
Civil y Comercial de la Primera Circunscripción del Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Nacional, en funciones de Juez de 
los Referimientos; que, el Juez a-quo se excedió en los poderes 
que le son conferidos por los artículos 140, 141, 101 y siguientes 
y 137 de la Ley 834 de 1978 como Juez de los Referimientos, 
al ordenar la suspensión de una sentencia de adjudicación, que 
es definitiva y de una ordenanza en referimiento cuya ejecución 
provisional dimana de la ley;

Considerando, que el examen de la ordenanza impugnada revela 
que los hoy recurridos, a través de su entonces abogado constituido, 
formularon las siguientes conclusiones: “Primero: Acoger la 
instancia de fecha 5 de Julio del año en curso, en suspensión de 
ejecución de sentencia; Segundo: Disponer la suspensión de la 
ejecución de la sentencia de subasta y adjudicación de inmuebles 
embargados, de fecha 24 de febrero de 1983, de la Cámara Civil 
y Comercial de la Primera Circunscripción del Distrito Nacional, 
en cuanto ordena a los embargados y concluyentes abandonar 
dichos inmuebles, hasta tanto sea resuelta definitivamente la 
demanda en nulidad y en forma irrevocable dicha sentencia de 
adjudicación, de la cual está apoderada el tribunal a-quo; Tercero: 
Declarar ejecutoria la sentencia que intervenga”; 

Considerando, que de la lectura de las conclusiones transcritas, 
se verifica que éstas se limitaron a solicitar la suspensión de 
ejecución de la sentencia de adjudicación de fecha 24 de febrero 
de 1983, no así de la ordenanza dictada en fecha 2 de julio de 
1984, dictada por el Presidente de la Cámara Civil y Comercial de 
la Primera Circunscripción del Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Nacional; que, siendo los pedimentos y las conclusiones 
de los litigantes que regulan y delimitan el alcance del litigio y por 
tanto la facultad dirimente de los jueces, al ordenar el Presidente 
de la Corte a-qua en el dispositivo de la ordenanza impugnada, 
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además de la suspensión de la ejecución de la sentencia solicitada, 
la suspensión de la referida ordenanza, que no ha sido solicitada 
por las partes, ha incurrido en el vicio de fallo extra-petita;

Considerando, que ha sido jurisprudencia constante de esta 
Corte que la sentencia de adjudicación no es considerada una 
verdadera sentencia, sino un acto de administración judicial, pues 
se limita a dar constancia del cambio de propiedad; que al revestir 
tal carácter, la misma no es susceptible de las vías de recurso 
ordinarias ni extraordinarias, sino que es únicamente impugnable 
por una acción principal en nulidad; 

Considerando, que, por otra parte, al tenor de lo establecido en 
el artículo 141 de la Ley 834 de 1978, es condición indispensable 
para que el presidente del tribunal tenga competencia para estatuir 
en referimiento, que la decisión cuya ejecución provisional se 
procura suspender, haya sido recurrida en apelación, pues las 
sentencias que ordenan la suspensión de la ejecución provisional, 
contrario a lo ocurrido en la especie, son siempre dictadas por 
el presidente del tribunal de segundo grado apoderado de la 
apelación; 

Considerando, que como se evidencia del estudio y análisis del 
expediente en cuestión, la sentencia que se procura suspender, es 
una sentencia de adjudicación dictada por un tribunal de primera 
instancia que no estatuyó más que sobre la adjudicación misma, 
sin ningún incidente; que, al no ser, por su carácter, susceptible 
del recurso de apelación, no podía demandarse la suspensión de 
su ejecución por la vía del referimiento;

Considerando, que al resultar inadmisible la demanda en 
suspensión de ejecución de la sentencia de adjudicación de que se 
trata, y el Presidente de la Corte a-qua ordenarla, ha incurrido en 
violación a las disposiciones antes mencionadas, que constituyen 
un medio de orden público, puesto que reglamentan los poderes 
del presidente para estatuir en referimiento; que, en consecuencia, 
es preciso casar por vía de supresión y sin envío, la ordenanza 
impugnada, por no quedar nada por juzgar;
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Por tales motivos: Primero: Casa, por vía de supresión y sin 
envío, la ordenanza dictada por el Juez Presidente de la Cámara 
Civil y Comercial de la Corte de Apelación de Santo Domingo, el 
9 de julio de 1984, cuyo dispositivo se copia en parte anterior del 
presente fallo; Segundo: Condena a la parte recurrida al pago de 
las costas del procedimiento y ordena su distracción en provecho 
del Dr. Juan Ml. Pellerano Gómez, abogado de la parte recurrente, 
quien afirma haberlas avanzado en su mayor parte.

Así ha sido hecho y juzgado por la Cámara Civil de la Suprema 
Corte de Justicia, y la sentencia pronunciada por la misma en la 
ciudad de Santo Domingo de Guzmán, en su audiencia pública 
del 25 de marzo de 2009, años 166º de la Independencia y 146º 
de la Restauración.

Firmado: Rafael Luciano Pichardo, Eglys Margarita Esmurdoc, 
Margarita A. Tavares, Ana Rosa Bergés Dreyfous y José E. 
Hernández Machado. Grimilda Acosta, Secretaria General.

La presente sentencia ha sido dada, firmada y pronunciada por 
los señores Jueces que figuran al pie, en la audiencia pública del 
día, mes y año en ella expresados, y fue firmada, leída y publicada 
por mí, Secretaria General, que certifico.
www.suprema.gov.do



SENTENCIA DEL 25 DE MARZO DE 2009, NÚM. 79
Sentencia impugnada:	 Corte de Apelación de Santiago, del 29 de 

noviembre de 1989.
Materia:	 Civil.
Recurrente:	 Compañía Dominicana de Teléfonos, C. por 

A.
Abogados:	 Licdos. José Cristóbal Cepeda Mercado 

y José Alfredo Ovalle y Dres. Reynaldo J. 
Ricart y Emilio Garden Leedor.

Recurrido:	 Cirilo Hernández Durán.
Abogados:	 Licdos. Cirilo Hernández Durán y Adelaida 

Victoria Peralta Guzmán.

CÁMARA CIVIL

Rechaza

Audiencia pública del 25 de marzo de 2009.
Preside: Rafael Luciano Pichardo.

 
Dios, Patria y Libertad

En Nombre de la República, la Cámara Civil de la Suprema 
Corte de Justicia, actuando como Corte de Casación, dicta en 
audiencia pública la sentencia siguiente: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Compañía 
Dominicana de Teléfonos, C. por A., compañía organizada de 
acuerdo a las leyes de la República Dominicana, con su domicilio 
social y establecimiento principal ubicado en la ciudad de Santo 
Domingo en la Av. Abraham Lincoln núm. 1101, representada por 
el señor Freddy Domínguez, dominicano, mayor de edad, casado, 
empleado privado, cédula de identificación personal núm. 174705, 
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serie 1ra, contra la sentencia dictada por la Corte de Apelación de 
Santiago el 29 de noviembre de 1989, cuyo dispositivo se copia 
más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído en la lectura de sus conclusiones al Licdo. José C. Cepeda, 
por sí y por los Dres. Emilio Garden, José A. Ovalle y Reynaldo 
Ricart, abogados de la recurrente;

Oído en la lectura de sus conclusiones a la Dra. Angelita 
Medina, en representación de los Licdos. Cirilo Hernández Durán 
y Adelaida Victoria Peralta Guzmán, abogados del recurrido, 
Cirilo Hernández Durán;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la 
República;

Visto el memorial de casación depositado en la Secretaría 
General de la Suprema Corte de Justicia el 17 de abril de 1990, 
suscrito por los Licdos. José Cristóbal Cepeda Mercado y José 
Alfredo Ovalle, y los Dres. Reynaldo J. Ricart y Emilio Garden 
Lendor, abogados de la recurrente, en el cual se invocan los 
medios de casación que se indican más adelante; 

Visto el memorial de defensa depositado en la Secretaría 
General de la Suprema Corte de Justicia el 3 de mayo de 1990, 
suscrito por los Licdos. Cirilo Hernández Durán y Adelaida 
Victoria Peralta Guzmán, abogados del recurrido; 

Vista la Ley núm. 25 de 1991, modificada por la Ley núm. 156 
de 1997 y los artículos 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación; 

Visto el auto dictado el 13 de marzo de 2009, por el magistrado 
Rafael Luciano Pichardo, Presidente de la Cámara Civil de la 
Suprema Corte de Justicia, por medio del cual se llama a sí mismo 
y a los magistrados Eglys Margarita Esmurdoc, Margarita A. 
Tavares, Ana Rosa Bergés Dreyfous y José E. Hernández Machado, 
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jueces de esta cámara, para integrar la misma en la deliberación y 
fallo del recurso de casación de que se trata, de conformidad con 
las Leyes núms. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La CORTE, en audiencia pública del 21 de agosto de 1991, 
estando presente los Jueces, Néstor Contín Aybar, Fernando 
E. Ravelo de la Fuente, Máximo Puello Renville, Leonte R. 
Alburquerque Castillo, Máximo Puello Renville, Federico Natalio 
Cuello López, Octavio Piña Valdez, Gustavo Gómez Ceara, 
Amadeo Julián y Frank Bdo. Jiménez Santana, asistidos del 
Secretario General de la Suprema Corte de Justicia, y después de 
haber deliberado los jueces signatarios de este fallo;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que con 
motivo de una demanda en reclamación de daños y perjuicios, 
intentada por Cirilo Hernández Durán contra Compañía 
Dominicana de Teléfonos, C. por A. (Codetel), la Cámara Civil, 
Comercial y de Trabajo de la Primera Circunscripción del Juzgado 
de Primera Instancia del Distrito Judicial de Santiago dictó 
el 14 de octubre de 1988 una sentencia cuyo dispositivo es el 
siguiente: “Primero: Declara buena y válida la presente demanda 
en reclamación de daños y perjuicios, por estar conforme al 
derecho; Segundo: Que debe condenar y condena a la Compañía 
Dominicana de Teléfonos, C. por A., (Codetel), al pago de la suma 
de cincuenta mil pesos oro dominicanos (RD$50,000.00), como 
justa indemnización por los daños morales y materiales sufridos 
por el Sr. Cirilo Hernández Durán, con la suspensión del servicio 
telefónico de que fue objeto por parte de dicha compañía; Tercero: 
Que debe condenar y condena a la Compañía Dominicana de 
Teléfonos, C. por A., (Codetel), al pago de los intereses legales 
de dicha suma, a partir de la fecha de la demanda en justicia, 
como indemnización suplementaria; Cuarto: Que debe condenar 
y condena a la Compañía Dominicana de Teléfonos, C. por A., 
(Codetel), al pago de la costas del procedimiento, distrayéndolas en 
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provecho de la Licda. Adelaida Peralta, abogada que afirma estarlas 
avanzando en su mayor parte o totalidad”; b) que sobre el recurso 
de apelación interpuesto intervino la sentencia ahora impugnada 
en casación, cuyo dispositivo es el siguiente: “Primero: Se ratifica 
el defecto por falta de concluir, pronunciado en audiencia en 
contra de la Compañía Dominicana de Teléfonos, C. por A., 
(Codetel); Segundo: Se pronuncia el descargo puro y simple de la 
demanda en apelación incoada por la Compañía Dominicana de 
Teléfonos, C. por A., (Codetel), contra la sentencia comercial núm. 
37 de fecha 14 de octubre del año 1988, dictada por la Cámara 
Civil, Comercial y de Trabajo de la Primera Circunscripción del 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Santiago; 
Tercero: Condena a la Compañía Dominicana de Teléfonos, C. 
por A., (Codetel), al pago de las costas del procedimiento, con 
distracción de las mismas a favor de la Licda. Adelaida Victoria 
Peralta Guzmán, abogada, que afirma estarlas avanzando en su 
totalidad; Cuarto: Comisiona al ministerial José Joaquín Cabrera, 
Alguacil de Estrados de la Segunda Cámara Penal del Juzgado 
de Primera Instancia del Distrito Judicial de Santiago, para la 
notificación de la presente sentencia”; 

Considerando, que la recurrente propone en apoyo en su 
recurso, los siguientes medios de casación: “Primer Medio: Falta 
de motivos; Segundo Medio: Desnaturalización de las pruebas, 
de los hechos y falta de base legal y equidad; Tercer Medio: 
Violación al derecho de defensa”;

Considerando, que en la sentencia impugnada consta que en 
la audiencia pública celebrada por la Corte a-qua el 23 de junio 
de 1989, no compareció la parte recurrente ni sus abogados 
constituidos a formular sus conclusiones no obstante haber 
sido ésta quien solicitó la fijación de la audiencia y notificó la 
misma a la parte recurrida mediante acto de fecha 2 de febrero 
de 1989, por lo que la recurrida concluyó en el sentido de que se 
pronunciara el defecto contra la recurrente por falta de concluir y 
que se descargara pura y simplemente del recurso;
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Considerando, que si el intimante no comparece a la audiencia 
a sostener los motivos en los que fundamentó su recurso de 
apelación, se pronunciará en su contra el descargo puro y simple 
de su recurso, si dicho descargo es solicitado en la audiencia por 
conclusiones del intimado, como ocurrió en la especie, sin que 
el juez esté en ese caso en la obligación de examinar la sentencia 
apelada; 

Considerando, que el examen de la sentencia impugnada pone 
en evidencia que la recurrente no compareció a la audiencia 
celebrada por la Corte a-qua a sostener su recurso; que la Corte 
a-qua al descargar pura y simplemente a la parte recurrida del 
recurso de apelación interpuesto por el recurrente, hizo una 
correcta aplicación de la ley, por lo que, en tales condiciones, el 
presente recurso de casación carece de fundamento y debe ser 
desestimado;

Por tales motivos: Primero: Rechaza el recurso de casación 
interpuesto por la Compañía Dominicana de Telefonos, C. por 
A. contra la sentencia dictada por la Cámara Civil y Comercial de 
la Corte de Apelación de Santiago el 29 de noviembre de 1989, 
cuyo dispositivo figura en parte anterior de este fallo; Segundo: 
Condena a la parte recurrente al pago de las costas procesales, con 
distracción de las mismas en favor de los Licdos. Cirilo Hernández 
Durán y Adelaida Victoria Peralta Guzmán, abogados de la parte 
recurrida, quienes afirman haberlas avanzado en su totalidad.

Así ha sido hecho y juzgado por la Cámara Civil de la Suprema 
Corte de Justicia, y la sentencia pronunciada por la misma en la 
ciudad de Santo Domingo de Guzmán, en su audiencia pública 
del 25 de marzo de 2009, años 166º de la Independencia y 146º 
de la Restauración.

Firmado: Rafael Luciano Pichardo, Eglys Margarita Esmurdoc, 
Margarita A. Tavares, Ana Rosa Bergés Dreyfous y José E. 
Hernández Machado. Grimilda Acosta, Secretaria General.
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La presente sentencia ha sido dada, firmada y pronunciada por 
los señores Jueces que figuran al pie, en la audiencia pública del 
día, mes y año en ella expresados, y fue firmada, leída y publicada 
por mí, Secretaria General, que certifico.
www.suprema.gov.do



SENTENCIA DEL 25 DE MARZO DE 2009, NÚM. 80
Sentencia impugnada:	 Cámara Civil y Comercial de la Primera 

Circunscripción del Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Nacional, del 4 de 
noviembre de 1987.

Materia:	 Civil.
Recurrente:	 Andrea Indiana García Rodríguez.
Abogados:	 Dres. Elías Nicasio Javier y Juan Daniel 

Jerez Rivera.
Recurrido:	 Gilberto Moreno Cruz
Abogado:	 Dr. Manuel Labour.

CÁMARA CIVIL

Rechaza

Audiencia pública del 25 de marzo de 2009.
Preside: Rafael Luciano Pichardo.

 
Dios, Patria y Libertad

En Nombre de la República, la Cámara Civil de la Suprema 
Corte de Justicia, actuando como Corte de Casación, dicta en 
audiencia pública la sentencia siguiente: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Andrea Indiana 
García Rodríguez, dominicana, mayor de edad, portadora 
de la cédula de identificación personal núm. 94959, serie 31, 
domiciliada y residente en esta ciudad, contra la sentencia dictada 
en atribuciones civiles por la Cámara Civil y Comercial de la 
Primera Circunscripción del Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Nacional el 4 de noviembre de 1987, cuyo dispositivo se 
copia más adelante;
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Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la 
República;

Visto el memorial de casación depositado en la Secretaría 
General de la Suprema Corte de Justicia el 6 de junio de 1988, 
suscrito por los Dres. Elías Nicasio Javier y Juan Daniel Jerez 
Rivera, abogados de la recurrente, en el cual se invocan los medios 
de casación que se indican más adelante; 

Visto el memorial de defensa depositado en la Secretaría 
General de la Suprema Corte de Justicia el 14 de julio de 1988, 
suscrito por el Dr. Manuel Labour, abogado del recurrido, Licdo. 
Gilberto Moreno Cruz; 

Vista la Ley núm. 25 de 1991, modificada por la Ley núm. 156 
de 1997 y los artículos 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación; 

Visto el auto dictado el 13 de marzo de 2009, por el magistrado 
Rafael Luciano Pichardo, Presidente de la Cámara Civil de la 
Suprema Corte de Justicia, por medio del cual se llama a sí mismo 
y a los magistrados Eglys Margarita Esmurdoc, Margarita A. 
Tavares, Ana Rosa Bergés Dreyfous y José E. Hernández Machado, 
jueces de esta cámara, para integrar la misma en la deliberación y 
fallo del recurso de casación de que se trata, de conformidad con 
las Leyes núms. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La CORTE, en audiencia pública del 24 de abril de 1991, 
estando presente los Jueces Néstor Contín Aybar, Fernando E. 
Ravelo de la Fuente, Máximo Puello Renville, Abelardo Herrera 
Piña, Octavio Piña Valdez, Federico Natalio Cuello López y 
Rafael Richiez Saviñón, asistidos del Secretario General de la 
Suprema Corte de Justicia, y después de haber deliberado los 
jueces signatarios de este fallo;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que con 
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motivo de una demanda en reintegranda, intentada por la Sra. 
Andrea Indiana García Rodríguez contra el Licdo. Gilberto 
Moreno Cruz, el Juzgado de Paz de la Primera Circunscripción 
del Distrito Nacional dictó el 6 de noviembre de 1986, una 
sentencia cuyo dispositivo es el siguiente: “Primero: Se rechaza 
como al efecto rechazamos la demanda por mal fundada y falta 
de base legal; Segundo: Se condena a la Sra. Andrea Indiana 
García Rodríguez, al pago de las costas del procedimiento a 
favor de la parte demandada; Tercero: Se confirma al Sr. Rafael 
Hernández Alguacil de Estrados del Juzgado de Paz de la Primera 
Circunscripción del Distrito Nacional, para fines de notifica la 
presente sentencia”; b) que sobre recurso de apelación intentado 
contra esa decisión, la Cámara Civil y Comercial de la Primera 
Circunscripción del Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Nacional, en su condición de jurisdicción de alzada, rindió el 4 
de noviembre de 1987, el fallo hoy impugnado, cuyo dispositivo 
dice así: “Primero: Ratifica el defecto pronunciado en audiencia 
contra Andrea Indiana García Rodríguez, parte recurrente, por 
no haber comparecido a la audiencia celebrada en fecha 24 del 
mes de febrero del 1987; Segundo: Descarga a Gilberto Moreno 
Cruz del recurso de apelación de que se trata, interpuesto contra 
la sentencia de fecha 6 del mes de noviembre del 1986, dictada 
por el Juzgado de Paz de la Primera Circunscripción del Distrito 
Nacional, y en consecuencia, Confirma en todas sus partes la 
citada sentencia; Tercero: Condena a la parte recurrente al pago de 
las costas, ordenando su distracción en provecho del Dr. Manuel 
Labour, que afirma haberlas avanzado en su mayor parte”; 

Considerando, que el recurrente propone, en apoyo de su 
recurso, el único medio de casación siguiente: “Violación al 
artículo 141 del Código de Procedimiento Civil sobre la falta de 
motivos”; 

Considerando, que el examen de la sentencia impugnada revela 
que en la audiencia pública celebrada por la Corte a-qua el 24 de 
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febrero de 1987, no compareció la parte intimante ni su abogado 
constituido a formular conclusiones para sustentar su recurso, no 
obstante haber sido fijada por sentencia in voce en la audiencia 
anterior de fecha 13 de febrero de 1987, a la que comparecieron 
ambas partes, por lo que no puede alegar desconocimiento; que 
en esas circunstancias, la intimada concluyó en el sentido de que 
se pronunciara el defecto contra la parte recurrente por falta 
de concluir y que se pronunciara el descargo puro y simple del 
recurso de apelación; 

Considerando, que si el intimante no comparece a la audiencia 
a sostener los motivos en los que fundamentó su recurso de 
apelación, se pronunciará en su contra el descargo puro y simple 
de su recurso, si dicho descargo es solicitado en la audiencia por 
conclusiones del intimado, como ocurrió en la especie, sin que 
el juez esté en ese caso en la obligación de examinar la sentencia 
apelada; 

Considerando, que el examen de la sentencia impugnada pone 
en evidencia que la parte recurrente no compareció a la audiencia 
celebrada por la Corte a-qua a sostener su recurso, razón por la 
cual, la Corte a-qua al descargar pura y simplemente al recurrido, 
Lic. Gilberto Moreno Cruz, del recurso de apelación interpuesto 
por Andrea Indiana García Rodríguez, hizo una correcta aplicación 
de la ley, por lo que, en tales condiciones, el presente recurso de 
casación carece de fundamento y debe ser desestimado. 

Por tales motivos: Primero: Rechaza el recurso de casación 
interpuesto por Andrea Indiana García Rodríguez, contra la 
sentencia dictada por la Cámara Civil y Comercial de la Primera 
Circunscripción del Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Nacional el 4 de noviembre del año 1987, cuya parte dispositiva 
figura en otro lugar de este fallo; Segundo: Condena a la parte 
recurrente al pago de las costas procesales, con distracción de las 
mismas en favor del Dr. Manuel Labour, abogado de la recurrida, 
quien afirma haberlas avanzado en su totalidad.
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Así ha sido hecho y juzgado por la Cámara Civil de la Suprema 
Corte de Justicia, y la sentencia pronunciada por la misma en la 
ciudad de Santo Domingo de Guzmán, en su audiencia pública 
del 25 de marzo de 2009, años 166º de la Independencia y 146º 
de la Restauración.

Firmado: Rafael Luciano Pichardo, Eglys Margarita Esmurdoc, 
Margarita A. Tavares, Ana Rosa Bergés Dreyfous y José E. 
Hernández Machado. Grimilda Acosta, Secretaria General.

La presente sentencia ha sido dada, firmada y pronunciada por 
los señores Jueces que figuran al pie, en la audiencia pública del 
día, mes y año en ella expresados, y fue firmada, leída y publicada 
por mí, Secretaria General, que certifico.
www.suprema.gov.do
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SENTENCIA DEL 25 DE MARZO DE 2009, NÚM. 81
Sentencia impugnada:	 Corte de Apelación de San Pedro de 

Macorís, del 9 de febrero de 1990.
Materia:	 Civil.
Recurrente:	 Danilo Santana.
Abogados:	 Dres. Félix Vizcaíno Soto y Manuel 

Leonidas Pache Rodríguez.
Recurrida:	 Teresa Tavares Mejía.
Abogado:	 Dr. Ángel Radhames Franjul Pérez.

CÁMARA CIVIL

Rechaza

Audiencia pública del 25 de marzo de 2009.
Preside: Rafael Luciano Pichardo.

 
Dios, Patria y Libertad

En Nombre de la República, la Cámara Civil de la Suprema 
Corte de Justicia, actuando como Corte de Casación, dicta en 
audiencia pública la sentencia siguiente: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Danilo 
Santana, dominicano, mayor de edad, casado, portador de la 
cédula de identificación personal núm. 9984, serie 28, domiciliado 
y residente en la calle Duvergé núm. 48. de la ciudad de Higüey, 
contra la sentencia dictada por la Corte de Apelación de San 
Pedro de Macorís el 9 de febrero de 1990, cuyo dispositivo se 
copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
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Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la 
República;

Visto el memorial de casación depositado en la Secretaría 
General de la Suprema Corte de Justicia el 20 de mayo de 1990, 
suscrito por los Dres. Félix Vizcaíno Soto y Manuel Leonidas 
Pache Rodríguez, abogados del recurrente, en el cual se invocan 
los medios de casación que se indican más adelante; 

Visto el memorial de defensa depositado en la Secretaría 
General de la Suprema Corte de Justicia el 7 de junio de 1990, 
suscrito por el Dr. Ángel Radhames Franjul Pérez, abogado de la 
recurrida, Teresa Tavares Mejía; 

Vista la Ley núm. 25 de 1991, modificada por la Ley núm. 156 
de 1997 y los artículos 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación; 

Visto el auto dictado el 13 de marzo de 2009, por el magistrado 
Rafael Luciano Pichardo, Presidente de la Cámara Civil de la 
Suprema Corte de Justicia, por medio del cual se llama a sí mismo 
y a los magistrados Eglys Margarita Esmurdoc, Margarita A. 
Tavares, Ana Rosa Bergés Dreyfous y José E. Hernández Machado, 
jueces de esta cámara, para integrar la misma en la deliberación y 
fallo del recurso de casación de que se trata, de conformidad con 
las Leyes núms. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La CORTE, en audiencia pública del 7 de noviembre de 1990, 
estando presente los Jueces, Néstor Contín Aybar, Fernando E. 
Ravelo de la Fuente, Leonte R. Alburquerque Castillo, Máximo 
Puello Renville, Abelardo Herrera Piña, Octavio Piña Valdez y 
Rafael Richiez Saviñón, asistidos del Secretario General de la 
Suprema Corte de Justicia, y después de haber deliberado los 
jueces signatarios de este fallo;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta: a) que con motivo de una 
demanda en resiliación de contrato de arrendamiento, intentada 
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por Teresa Tavárez Mejía contra Danilo Santana, el Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Judicial de La Altagracia dictó el 
4 de julio de 1984 una sentencia cuyo dispositivo es el siguiente: 
“Primero: Ordena la rescisión del contrato de arrendamiento 
intervenido entre los señores Danilo Santana y Teresa Tavárez 
Mejía, en fecha veinticinco (25) del mes de mayo del año mil 
novecientos ochenta y tres (1983), legalizadas las firmas en 
la misma fecha por el notario público de los del número del 
municipio de Higüey, Dr. José Gabriel Botello y Valdez, por haber 
violado el señor Danilo Santana los ordinales Cuarto y Séptimo 
de dicho contrato, y en consecuencia ordena que el señor Danilo 
Santana le devuelva a la señora Teresa Tavarez Mejía, la suma 
de cuatro mil quinientos pesos oro (RD$4,500.00), tal y como 
lo establecen los mencionados ordinales Cuarto y Séptimo del 
referido contrato; Segundo: Condena al señor Danilo Santana al 
pago de una indemnización de cinco mil pesos oro (RD$5,000.00), 
en provecho de la señora Teresa Tavarez Mejía, como justa 
reparación por los daños materiales y morales ocasionados por 
dicho señor; Tercero: Condena al señor Danilo Santana al pago 
de las costas del procedimiento, con distracción de las mismas en 
provecho de los Dres. Antonio Núñez y Ángel Radhames Franjul 
Pérez, quienes afirmaron estarlas avanzando en su mayor parte; 
Cuarto: Comisiona al alguacil ordinario de este tribunal, Tomás 
Tejeda Rodríguez, o quien sus veces hiciera, para la notificación 
de la presente sentencia”; b) que sobre el recurso de apelación 
interpuesto intervino, la sentencia ahora impugnada en casación, 
cuyo dispositivo es el siguiente: “Primero: Admite como regular 
y válido en cuanto a la forma, el recurso de apelación interpuesto 
por Danilo Santana, contra la sentencia de fecha 4 de julio de 1984, 
dictada en atribuciones civiles por el juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Judicial de La Altagracia, cuya parte dispositiva ha 
sido copiada anteriormente; Segundo: Rechaza las pretensiones 
del recurrente, señor Danilo Santana, formuladas a través de su 
abogado constituido Dr. Félix Vizcaíno Soto, por improcedentes 
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y mal fundadas; Tercero: Acoge las conclusiones presentadas 
por la señora Teresa Tavares Mejía, por conducto de su abogado 
constituido y en consecuencia confirma en todas sus partes la 
sentencia objeto del recurso de apelación del cual se encuentra 
apoderada esta Corte; Cuarto: Condena al sucumbiente, señor 
Danilo Santana, al pago de las costas civiles del procedimiento, 
con distracción de las mismas en provecho del Dr. Ángel 
Radhames Franjul Pérez, por afirmar haberlas avanzado en su 
mayor parte”; 

Considerando, que la parte recurrente propone contra la 
sentencia impugnada los siguientes medios de casación: “Primer 
Medio: Violación del artículo 1234 del Código Civil Dominicano 
y desnaturalización; Segundo Medio: Violación del artículo 
1134 del Código Civil Dominicano; Tercer Medio: Violación del 
artículo 1135 del Código Civil Dominicano”; 

Considerando, que en el desarrollo del primer medio de 
casación, el recurrente alega en síntesis, que la Corte a-qua realizó 
una apreciación errónea del artículo 1234 del Código Civil, en el 
sentido de que ordenó la “rescisión” del contrato entre las partes, 
sin que el recurrente haya violado ninguna de las obligaciones 
plasmadas en el mismo; 

Considerando, que del examen del fallo cuestionado, esta 
Suprema Corte de Justicia ha podido verificar, que en fecha 25 de 
mayo de 1983 los señores Danilo Santana en calidad de arrendador 
y la señora Teresa Tavares Mejía como arrendataria, suscribieron 
un contrato de alquiler sobre un local, el cual sería utilizado por 
la inquilina para instalar un negocio; que en la cláusula cuarta del 
mismo, acordaron que una vez llegado al término el contrato de 
alquiler las partes negociarían el monto invertido por la inquilina 
por concepto de algunas mejoras hechas en el inmueble alquilado 
y cuya suma asciende a tres mil quinientos pesos (RD$ 3,500.00), 
y en la cláusula séptima dan constancia las partes contratantes de 
que la arrendataria entregó al arrendador en calidad de depósito 
la suma de mil pesos; 
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Considerando, que la Corte a-qua para justificar su decisión 
consideró, que encontrándose la recurrida al día en el pago de 
dicho arrendamiento el señor Danilo Santana procedió a ocupar 
el local objeto del referido contrato de alquiler, introduciendo en 
el mismo un freezer continental, un aparador de madera, 20 sillas 
de hierro y seis mesas; que luego lo cerró con un candado que no 
era el que usaba la inquilina; que aún cuando el recurrente ocupó 
el local que fue dado en alquiler, se niega a devolverle a la inquilina 
la suma de RD$ 1,000.00 que ésta entregó en calidad de depósito, 
en violación a lo establecido en la cláusula séptima del contrato; 
que además, considera la Corte a-qua, el recurrente “incumplió 
con las especificaciones establecidas en el ordinal cuarto respecto 
a su obligación de devolver a la inquilina la suma por ella invertida 
en la realización de mejoras en el inmueble alquilado”; 

Considerando, que contrario a lo sostenido por el recurrente 
en el medio examinado, la Corte a-qua no incurrió en la 
desnaturalización invocada, toda vez que, para comprobar el 
incumplimiento contractual por parte del recurrente, ponderó en 
uso de las facultades que le otorga la ley los documentos de la litis 
a que se ha hecho mención, conteniendo la sentencia impugnada 
una adecuada valoración de los hechos de la causa y una motivación 
suficiente en el aspecto examinado, por lo que lo alegado por el 
recurrente en el presente medio carece de fundamento y debe ser 
desestimado; 

Considerando, que en lo referente al segundo medio de casación, 
alega el recurrente, que la Corte a-qua juzgó ligeramente las 
motivaciones del juez de primer grado e interpretó incorrectamente 
las disposiciones previstas por el artículo 1134 del Código Civil, 
toda vez que, condenó al recurrente a la devolución de valores 
a favor de la recurrida, aún cuando el contrato de alquiler fue 
revocado unilateralmente por la inquilina; 

Considerando, que el arrendador está en la obligación de 
devolver al arrendatario el monto entregado por éste en calidad 
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de depósito; que si bien, las partes al momento de contratar 
pueden supeditar dicha devolución al cumplimiento de ciertos 
acontecimientos, no obstante, en la especie no se verifica que para 
la devolución de dicho depósito haya sido estipulada ninguna 
condición; que además, como se verifica por el examen de la 
sentencia impugnada y por lo que ha sido dicho en considerando 
anterior, el contrato de alquiler no fue revocado unilateralmente 
por la inquilina, como afirma el recurrente, sino que fue éste 
quien procedió a ocupar el local arrendado sin que la inquilina 
incumpliese ninguna obligación puesta a su cargo; que en 
consecuencia el medio examinado se desestima por carecer de 
fundamento; 

Considerando, que en el tercer medio de casación, alega que la 
Corte a-qua no podía confirmar la sentencia de la jurisdicción de 
primer grado que lo condenó a devolver a la recurrida la suma de 
tres mil quinientos pesos por concepto de los gastos incurridos 
por ella en la realización de mejoras en el inmueble alquilado, toda 
vez que, invoca el recurrente, “en lo relacionado a la negociación 
de las mejoras no se realizó una evaluación equitativa, que pudiera 
dar al traste con un entendimiento a la luz de lo estipulado en el 
contrato”;

Considerando, que el examen del fallo impugnado revela, 
sin embargo, que los alegatos contenidos en el tercer medio 
de casación, no fueron presentadas por el recurrente ante la 
jurisdicción a-quo, para ponerla en condiciones de sopesar 
convenientemente las aseveraciones que expone en su memorial, 
razón por la cual los mismos no pueden ser ponderados por 
constituir medios nuevos en casación y, por lo tanto, resultan 
inadmisibles;

Considerando, que como se aprecia en la sentencia impugnada 
la Corte a-qua actuó conforme a derecho, sin incurrir en las 
violaciones aludidas por la parte recurrente, contestando todos 
los puntos planteados por ambas partes en sus conclusiones 
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al fondo, basándose para ello en los documentos que tenía a 
su alcance por lo que los medios de casación que se examinan 
carecen de fundamento y deben ser desestimados y con ellos el 
presente recurso de casación;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de casación 
interpuesto por Danilo Santana contra la sentencia dictada en 
fecha 9 de febrero de 1990 por la Corte de Apelación del Distrito 
Judicial de San Pedro de Macorís, cuyo dispositivo figura copiado 
en otro lugar del presente fallo; Segundo: Condena a la parte 
recurrente, al pago de las costas procesales con distracción de 
las mismas en beneficio del Dr. Ángel Radhamés Franjul, quien 
afirma haberlas avanzado en su totalidad.

Así ha sido hecho y juzgado por la Cámara Civil de la Suprema 
Corte de Justicia, y la sentencia pronunciada por la misma en la 
ciudad de Santo Domingo de Guzmán, en su audiencia pública 
del 25 de marzo de 2009, años 166º de la Independencia y 146º 
de la Restauración.

Firmado: Rafael Luciano Pichardo, Eglys Margarita Esmurdoc, 
Margarita A. Tavares, Ana Rosa Bergés Dreyfous y José E. 
Hernández Machado. Grimilda Acosta, Secretaria General.

La presente sentencia ha sido dada, firmada y pronunciada por 
los señores Jueces que figuran al pie, en la audiencia pública del 
día, mes y año en ella expresados, y fue firmada, leída y publicada 
por mí, Secretaria General, que certifico.
www.suprema.gov.do



SENTENCIA DEL 25 DE MARZO DE 2009, NÚM. 82
Sentencia impugnada:	 Cámara Civil y Comercial de la Corte de 

Apelación de Santo Domingo, del 11 de 
julio de 1990.

Materia:	 Civil.
Recurrente:	 Compañía Crowley Caribbean Transport, 

Inc. (CCT).
Abogados:	 Lic. George Santoni Recio y Dres. Hugo 

Ramírez y Angélica Noboa Pagán.
Recurrida:	 Importadora Mundial, S. A.
Abogado:	 Dr. Pablo Nadal.

CÁMARA CIVIL

Inadmisible

Audiencia pública del 25 de marzo de 2009.
Preside: Rafael Luciano Pichardo.

 
Dios, Patria y Libertad

En Nombre de la República, la Cámara Civil de la Suprema 
Corte de Justicia, actuando como Corte de Casación, dicta en 
audiencia pública la sentencia siguiente: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por la compañía 
Crowley Caribbean Transport, Inc. (CCT), una compañía 
comercial constituida y existente según las leyes de los Estados 
Unidos de América, con domicilio y asiento social en Fort 
Lauderdale, Florida, Estados Unidos de América, debidamente 
representada por su Gerente de Reclamaciones, George P. Weldon, 
estadounidense, mayor de edad, casado, empresario marítimo, 
domiciliado y residente en la ciudad de Miami, Florida, Estados 
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Unidos de América, contra la sentencia dictada en atribuciones 
civiles por la Cámara Civil y Comercial de la Corte de Apelación 
de Santo Domingo el 11 de julio de 1990, cuyo dispositivo se 
copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído en la lectura de sus conclusiones al Dr. Sergio Olivo, en 
representación de los Dres. Hugo Ramírez, Angélica Noboa y 
George Santoni Recio, abogados de la recurrente;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la 
República;

Visto el memorial de casación depositado en la Secretaría 
General de la Suprema Corte de Justicia el 7 de septiembre de 
1990, suscrito por el Licdo. George Santoni Recio y por los 
Dres. Hugo Ramírez y Angélica Noboa Pagan, abogados de la 
recurrente, en el cual se invocan los medios de casación que se 
indican más adelante; 

Visto el memorial de defensa depositado en la Secretaría 
General de la Suprema Corte de Justicia el 31 de enero de 
1991, suscrito por el Dr. Pablo Nadal, abogado de la recurrida, 
Importadora Mundial, S.A.; 

Vista la Ley núm. 25 de 1991, modificada por la Ley núm. 156 
de 1997 y los artículos 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación; 

Visto el auto dictado el 13 de marzo de 2009, por el magistrado 
Rafael Luciano Pichardo, Presidente de la Cámara Civil de la 
Suprema Corte de Justicia, por medio del cual se llama a sí mismo 
y a los magistrados Eglys Margarita Esmurdoc, Margarita A. 
Tavares, Ana Rosa Bergés Dreyfous y José E. Hernández Machado, 
jueces de esta cámara, para integrar la misma en la deliberación y 
fallo del recurso de casación de que se trata, de conformidad con 
las Leyes núms. 684 de 1934 y 926 de 1935;
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La CORTE, en audiencia pública del 3 de julio de 1991, estando 
presente los Jueces Néstor Contín Aybar, Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Máximo Puello Renville, Leonte R. Alburquerque Castillo, 
Federico Natalio Cuello López, Octavio Piña Valdez, Gustavo 
Gómez Ceara, Amadeo Julián C. y Frank Bdo. Jiménez Santana, 
asistidos del Secretario General de la Suprema Corte de Justicia, y 
después de haber deliberado los jueces signatarios de este fallo;

Considerando, que la sentencia impugnada y los documentos 
a que ella se refiere, revelan que: a) en ocasión de una demanda 
comercial en daños y perjuicios incoada por Importadora Mundial, 
S.A., contra Crowley Caribbean Transport y Agencias Navieras 
B&R, la Cámara Civil y Comercial de la Tercera Circunscripción 
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional dictó el 27 
de noviembre del año 1989, una sentencia que en su dispositivo 
expresa: “Primero: Rechaza en todas sus partes las conclusiones 
de la demandada, Crowley Caribbean Transport (CCT), por 
improcedentes y mal fundadas; Segundo: Acoge en todas sus 
partes las conclusiones de la co-demandada, Agencias Navieras 
B&R, S.A., y parcialmente, las conclusiones de la demandante, 
Importadora Mundial, S.A., y en consecuencia: a) Condena a la 
parte demandada, Crowley Caribbean Transport (CCT), a pagar a 
la demandante, Importadora Mundial, S.A., la suma de quinientos 
mil pesos oro (RD$500,000.00), como indemnización de los 
daños morales y materiales recibidos, por los motivos expresados, 
más la cantidad RD$2,573,528.00 por concepto del valor de la 
mercancía perdida; b) Condena a la parte demandada, Crowley 
Caribbean Transport (CCT), al pago de los intereses legales de 
las referidas sumas, a partir de la demanda en justicia; c) Excluye 
a la co-demandada, Agencias Navieras B&R, S.A., de toda 
responsabilidad; Tercero: Condena a la demandada, Crowley 
Caribbean Transport (CCT), al pago de las costas con distracción 
en provecho del abogado postulante de la parte demandante, Dr. 
Pablo Nadal, quien afirma estarlas avanzando en su totalidad, y 
a la vez, condena a la demandante, Importadora Mundial, S.A., 
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al pago de las costas en cuanto concierne a su demanda frente a 
Agencias Navieras B&R, S.A., con distracción en provecho del 
abogado postulante de la co-demandada, Lic. Ricardo Ramos, 
quien afirma estarla avanzando en su totalidad”; b) que sobre 
recurso de apelación intentado contra esa decisión, la Cámara 
Civil y Comercial de la Corte de Apelación de Santo Domingo, 
durante la instrucción del proceso, rindió una sentencia in voce el 
11 de julio de 1990, cuyo dispositivo dice así: “La Corte ordena el 
depósito de las conclusiones por Secretaría; Ordena una prórroga 
de comunicación de documentos, dispuesta por sentencia anterior 
de fecha 10 de mayo de 1990, para esos fines se fijan dos plazos 
comunes y sucesivos de 15 días, el primero, para que ambas 
partes depositen los documentos que consideren útiles y en 
particular a la parte apelante para que deposite la copia certificada 
de la sentencia apelada de fecha 27 de noviembre de 1990, y el 
segundo plazo para que tomen conocimiento de los documentos 
depositados; Se reservan las costas”; 

Considerando, que el recurrente propone, en apoyo de su 
recurso, el medio de casación siguiente: “Único Medio: Violación 
al derecho de defensa. Incorrecta aplicación del artículo 1315 del 
Código Civil”; 

Considerando, que la parte recurrida solicita en su memorial de 
defensa la inadmisibilidad del recurso de casación por violación a 
los artículos 5 de la Ley núm. 3726 de 1952, sobre Procedimiento 
de Casación, toda vez que la sentencia recurrida se limitó a 
ordenar una prórroga de comunicación de documentos y ordenar 
el depósito de la copia certificada de la sentencia recurrida en 
apelación; 

Considerando, que previo a la ponderación de los medios que 
sustentan el recurso de casación, es preciso examinar el medio de 
inadmisión planteado por la parte recurrida por constituir una 
cuestión prioritaria y, en ese orden esta Suprema Corte de Justicia 
ha podido verificar por el examen y estudio del expediente, que la 
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Corte a-qua sólo se limitó en su decisión, como alega la recurrida, 
a ordenar la medida de prórroga de comunicación recíproca de 
documentos, a los fines de que ambas partes depositaran los 
documentos que consideraran útiles para sustentar sus respectivas 
pretensiones, así como ordenar a la parte recurrente el depósito 
de la copia certificada de la sentencia recurrida en apelación; que 
conforme al criterio, ahora reafirmado por esta Suprema Corte 
de Justicia, ciertamente, dicha decisión constituye una sentencia 
preparatoria puesto que no resuelve ni prejuzga el fondo del 
asunto y por tanto, no se puede interponer recurso de casación 
contra ella si no es conjuntamente con la sentencia al fondo, que 
en el caso de la especie, no ha sido rendida por el tribunal de 
alzada; 

Considerando, que conforme al último párrafo del artículo 
5 de la Ley sobre Procedimiento de Casación no se puede 
interponer recurso de casación contra las sentencias preparatorias 
sino después de la sentencia definitiva; que en consecuencia, el 
presente recurso de casación resulta inadmisible;

Por tales motivos: Primero: Declara inadmisible el recurso de 
casación interpuesto por Crowley Caribbean Transport contra 
la sentencia dictada el 11 de julio de 1990, por la Cámara Civil 
de la Corte de Apelación de Santo Domingo, cuyo dispositivo 
figura en parte anterior de este fallo; Segundo: Condena a la 
parte recurrente al pago de las costas procesales, con distracción 
de las mismas en favor del Dr. Pablo Nadal, abogado de la parte 
gananciosa, quien afirma haberlas avanzado en su mayor parte. 

Así ha sido hecho y juzgado por la Cámara Civil de la Suprema 
Corte de Justicia, y la sentencia pronunciada por la misma en la 
ciudad de Santo Domingo de Guzmán, en su audiencia pública 
del 25 de marzo de 2009, años 166º de la Independencia y 146º 
de la Restauración.
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Firmado: Rafael Luciano Pichardo, Eglys Margarita Esmurdoc, 
Margarita A. Tavares, Ana Rosa Bergés Dreyfous y José E. 
Hernández Machado. Grimilda Acosta, Secretaria General.

La presente sentencia ha sido dada, firmada y pronunciada por 
los señores Jueces que figuran al pie, en la audiencia pública del 
día, mes y año en ella expresados, y fue firmada, leída y publicada 
por mí, Secretaria General, que certifico.
www.suprema.gov.do



SENTENCIA DEL 25 DE MARZO DE 2009, NÚM. 83
Sentencia impugnada:	 Cámara Civil y Comercial de la Corte de 

Apelación de Santo Domingo, del 7 de junio 
de 1990.

Materia:	 Civil.
Recurrente:	 Elsa María Terrero Pérez.
Abogada:	 Dra. Blanca Yris Peña García.
Recurrido:	 Amable Méndez Féliz.
Abogados:	 Dres. Salvador Ramos, Justiniano Montero y 

Ángel Medina.

CÁMARA CIVIL

Inadmisible

Audiencia pública del 25 de marzo de 2009.
Preside: Rafael Luciano Pichardo.

 
Dios, Patria y Libertad

En Nombre de la República, la Cámara Civil de la Suprema 
Corte de Justicia, actuando como Corte de Casación, dicta en 
audiencia pública la sentencia siguiente: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Elsa María Terrero 
Pérez, dominicana, mayor de edad, casada, portadora de la cédula 
de identificación personal núm. 336, serie 77, domiciliada y 
residente en el apartamento 55, manzana 19, edificio 5-B, primera 
planta, Las Caobas de esta ciudad, contra la sentencia dictada, en 
atribuciones civiles, por la Cámara Civil y Comercial de la Corte 
de Apelación de Santo Domingo el 7 de junio de 1990, cuyo 
dispositivo se copia más adelante;
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Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído en la lectura de sus conclusiones a los Dres. Salvador 

Ramos, Ángel Medina y Justiniano Montero, abogados del 
recurrido, Amable Arturo Méndez Feliz;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la 
República;

Visto el memorial de casación depositado en la Secretaría 
General de la Suprema Corte de Justicia el 7 de septiembre de 
1990, suscrito por la Dra. Blanca Yris Peña García, abogada de 
la recurrente, en el cual se invocan los medios de casación que se 
indican más adelante; 

Visto el memorial de defensa depositado en la Secretaría 
General de la Suprema Corte de Justicia el 1 de octubre de 1990, 
suscrito por los Dres. Salvador Ramos, Justiniano Montero y 
Ángel Medina, abogados del recurrido, Amable Méndez Feliz; 

Vista la Ley núm. 25 de 1991, modificada por la Ley núm. 156 
de 1997 y los artículos 1, 5 y 65 de la Ley sobre Procedimiento 
de Casación; 

Visto el auto dictado el 13 de marzo de 2009, por el magistrado 
Rafael Luciano Pichardo, Presidente de la Cámara Civil de 
la Suprema Corte de Justicia, por medio del cual se llama a sí 
mismo y a los magistrados Eglys Margarita Esmurdoc, Margarita 
A. Tavares, Ana Rosa Bergés Dreyfous y José E. Hernández 
Machado, jueces de esta cámara, para integrar la misma en la 
deliberación y fallo del recurso de casación de que se trata, de 
conformidad con las Leyes núms. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La CORTE, en audiencia pública del 20 de marzo de 1991, 
estando presente los Jueces Néstor Contín Aybar, Fernando E. 
Ravelo de la Fuente, Leonte R. Alburquerque Castillo, Máximo 
Puello Renville, Abelardo Herrera Piña, Octavio Piña Valdez, 
Federico Natalio Cuello López y Rafael Richiez Saviñón, asistidos 
del Secretario General de la Suprema Corte de Justicia, y después 
de haber deliberado los jueces signatarios de este fallo;
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Considerando, que la sentencia impugnada y los documentos a 
que ella se refiere, revelan que: a) en ocasión de una demanda en 
divorcio por incompatibilidad de caracteres incoada por Amable 
Arturo Méndez Feliz contra Elsa María Terrero Pérez, la Cámara 
Civil y Comercial de la Quinta Circunscripción del Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Nacional dictó el 4 de septiembre del 
año 1987, una sentencia que en su dispositivo expresa: “Primero: 
Admite el divorcio entre los cónyuges, Amable Arturo Méndez 
Feliz y Elsa María Terrero Pérez, por la causa determinada de 
incompatibilidad de caracteres; Segundo: Compensa las costas 
del procedimiento civil entre ambos esposos”; b) que sobre 
recurso de apelación intentado contra esa decisión, la Cámara 
Civil de la Corte de Apelación de Santo Domingo, rindió el 7 
de junio de 1990, el fallo hoy impugnado, cuyo dispositivo dice 
así: “Primero: Admite, como regular en la forma, el recurso 
de apelación interpuesto por Elsa María Terrero Pérez contra 
la sentencia de divorcio dictada el 4 de septiembre de 1987 por 
la Cámara Civil y Comercial de la Quinta Circunscripción del 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, por haber 
sido hecho conforme a la ley; Segundo: Rechaza dicho recurso 
en cuanto al fondo, y, en consecuencia, confirma en todas sus 
partes la sentencia recurrida, por los motivos precedentemente 
expuestos; Tercero: Compensa, pura y simplemente las costas 
de la presente instancia, por tratarse de una litis entre esposos”; 

Considerando, que la recurrente propone, en apoyo de su 
recurso, el medio de casación siguiente: “Omisión de estatuir, 
falta de base legal, desnaturalización y falta de motivos, violación 
al artículo 141, 156 del Código de Procedimiento Civil, violación 
del artículo 8 de la Constitución, violación del principio “Nadie 
puede fabricarse su propia prueba”; 

Considerando, que previo a la ponderación de los medios 
antes enunciados es preciso examinar lo relativo al apoderamiento 
de esta Corte, por constituir una cuestión prioritaria y de orden 
público, como es la cuestión de los plazos en que deben ejercerse 
las vías de recurso;
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Considerando, que en efecto, el párrafo 1 de la Ley núm. 
3726 sobre Procedimiento de Casación dispone: “En los asuntos 
civiles y comerciales el recurso de casación se interpondrá con un 
memorial suscrito por abogado, que contendrá todos los medios 
en que se funda, y que deberá ser depositado en la Secretaria 
General de la Suprema Corte de Justicia, en los dos meses de la 
notificación de la sentencia”;

Considerando, que, en ese orden, esta Suprema Corte de Justicia 
ha podido verificar por el examen y estudio del expediente, que la 
sentencia recurrida fue notificada mediante acto núm. 344/90 del 4 
de julio de 1990 instrumentado por el ministerial Nelson Antonio 
Reynoso Tineo, Alguacil Ordinario de la Novena Cámara Penal 
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, por lo 
que el plazo para recurrir en casación vencía el 6 de septiembre de 
1990; que, de acuerdo a las disposiciones legales arriba copiadas, 
el plazo para recurrir en casación había vencido ya para la fecha en 
que fue depositado por la recurrente el memorial de casación, esto 
es el 7 de septiembre de 1990, por lo que el recurso de casación 
de que se trata fue interpuesto tardíamente y, en consecuencia, 
resulta inadmisible, lo que impide el examen de los medios de 
casación propuestos por la parte recurrente; 

Considerando, que cuando el recurso de casación es decidido 
por un medio suplido de oficio por la Suprema Corte de Justicia, 
la Ley sobre Procedimiento de Casación dispone que las costas 
podrán ser compensadas.

Por tales motivos: Primero: Declara inadmisible el recurso 
de casación interpuesto por Elsa María Terrero Pérez, contra 
la sentencia dictada en sus atribuciones civiles, por la Cámara 
Civil de la Corte de Apelación de Santo Domingo, el 7 de junio 
de 1990, cuyo dispositivo figura en parte anterior de este fallo; 
Segundo: Compensa las costas.
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Así ha sido hecho y juzgado por la Cámara Civil de la Suprema 
Corte de Justicia, y la sentencia pronunciada por la misma en la 
ciudad de Santo Domingo de Guzmán, en su audiencia pública 
del 25 de marzo de 2009, años 166º de la Independencia y 146º 
de la Restauración.

Firmado: Rafael Luciano Pichardo, Eglys Margarita Esmurdoc, 
Margarita A. Tavares, Ana Rosa Bergés Dreyfous y José E. 
Hernández Machado. Grimilda Acosta, Secretaria General.

La presente sentencia ha sido dada, firmada y pronunciada por 
los señores Jueces que figuran al pie, en la audiencia pública del 
día, mes y año en ella expresados, y fue firmada, leída y publicada 
por mí, Secretaria General, que certifico.
www.suprema.gov.do
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SENTENCIA DEL 25 DE MARZO DE 2009, NÚM. 84
Sentencia impugnada:	 Corte de Apelación de San Francisco de 

Macorís, del 28 de octubre de 1988.
Materia:	 Civil.
Recurrente:	 Playa Papaya, C. por A.
Abogados:	 Licda. Carmen R. Peniche y Dr. Pablo Juan 

Brugal Muñoz.
Recurridos:	 Ana Maritza de la Cruz y John Carl Waber.
Abogados:	 Licdos. Digna R. Marisela Matías Pérez y 

Máximo Manuel Bergés Dreyfous.

CÁMARA CIVIL

Rechaza

Audiencia pública del 25 de marzo de 2009.
Preside: Rafael Luciano Pichardo.

 
Dios, Patria y Libertad

En Nombre de la República, la Cámara Civil de la Suprema 
Corte de Justicia, actuando como Corte de Casación, dicta en 
audiencia pública la sentencia siguiente: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Playa Papaya, C. 
por A., sociedad comercial organizada de acuerdo con las leyes de la 
República Dominicana, con su asiento social en la casa núm. 53 de 
la calle John F. Kennedy de la ciudad de Puerto Plata, debidamente 
representada por su Vice-Presidente en funciones de Presidente, 
Licda. Argentina de León de Brugal, dominicana, mayor de edad, 
casada, abogado, portadora de cédula de identificación personal 
núm. 72462, serie 31, domiciliada y residente en la ciudad de 
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Puerto Plata, contra la ordenanza dictada, en atribuciones civiles, 
por la Presidencia de la Corte de Apelación de San Francisco de 
Macorís el 28 de octubre de 1988, cuyo dispositivo se copia más 
adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído en la lectura de sus conclusiones al Dr. Adelino Vélez, en 
representación de los Dres. Pablo Juan Brugal y Carmen Peniche 
Reynoso, abogados de la recurrente;

Oída en la lectura de sus conclusiones a los Licdos. Digna 
R. Marisela Matías Pérez y Máximo Manuel Bergés Dreyfous, 
abogados de la recurrida, Ana Maritza de la Cruz y John Carl 
Weber;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la 
República;

Visto el memorial de casación depositado en la Secretaría 
General de la Suprema Corte de Justicia el 22 de diciembre de 
1988, suscrito por la Licda. Carmen R. Peniche y por el Dr. Pablo 
Juan Brugal Muñoz, abogados de la recurrente, en el cual se 
invocan los medios de casación que se indican más adelante; 

Visto el memorial de defensa depositado en la Secretaría 
General de la Suprema Corte de Justicia el 1 de junio de 1989, 
suscrito por los Licdos. Digna R. Marisela Matías Pérez y Máximo 
Manuel Bergés Dreyfous, abogados de los recurridos, Ana Maritza 
de la Cruz y John Carl Waber; 

Vista la Ley núm. 25 de 1991, modificada por la Ley núm. 156 
de 1997 y los artículos 1, 5 y 65 de la Ley sobre Procedimiento 
de Casación; 

Visto el auto dictado el 11 de marzo de 2009, por el magistrado 
Rafael Luciano Pichardo, Presidente de la Cámara Civil de la 
Suprema Corte de Justicia, por medio del cual se llama a sí mismo 
y a los magistrados Eglys Margarita Esmurdoc, Margarita A. 
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Tavares y José E. Hernández Machado, jueces de esta cámara, 
para integrar la misma en la deliberación y fallo del recurso de 
casación de que se trata, de conformidad con las Leyes núms. 684 
de 1934 y 926 de 1935;

La CORTE, en audiencia pública del 24 de abril de 1991, 
estando presente los Jueces Néstor Contín Aybar, Fernando E. 
Ravelo de la Fuente, Máximo Puello Renville, Abelardo Herrera 
Piña, Octavio Piña Valdez, Federico Natalio Cuello López y 
Rafael Richiez Saviñón, asistidos del Secretario General de la 
Suprema Corte de Justicia, y después de haber deliberado los 
jueces signatarios de este fallo;

Considerando, que la sentencia impugnada y los documentos 
a que ella se refiere, revelan que: a) en ocasión de una demanda 
civil en daños y perjuicios incoada por John Carl Weber, contra 
Pedro Reyes de León y Playa Papaya, C. por A., la Cámara Civil y 
Comercial del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial 
de Samaná dictó el 4 de septiembre del año 1986, una sentencia 
que en su dispositivo expresa: “Primero: Pronunciando el 
defecto por falta de constituirse contra el nombrado Pedro 
Reyes de León (a) Manolo, quien fue citado y emplazado para los 
fines de la presente demanda, en forma regular y tiempo hábil; 
Segundo: Rechazando el pedimento de fusión respecto de su 
objeto; Tercero: Declarando buena y válida la demanda en daños 
y perjuicios incoado por John Carl Weber, contra Pedro Reyes 
de León (a) Manolo y Playa Papaya, C. por A., por ser justa y 
reposar en pruebas legales; Cuarto: Declarando buena y válida 
la puesta en causa de Playa Papaya, C. por A., por intervención 
forzada; Quinto: Condenando a Pedro Reyes de León (a) Manolo, 
al pago de una indemnización de quinientos mil pesos oro 
(RD$500,000.00), en favor de John Carl Weber, así como del pago 
de astreinte de cinco mil pesos (RD$5,000.00), diarios por cada 
día dejado de pagar respecto a la suma consignada en la presente 
sentencia; Sexto: Declarando oponible y ejecutoria en todas sus 
partes no obstante cualquier recurso a Playa Papaya, C. por A., 
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por ser parte solidaria en el proceso, la presente sentencia, por ser 
oportuno y de derecho; Séptimo: Condenando a la parte que hizo 
defecto, al pago de las costas del procedimiento, así como a Playa 
Papaya, C. por A., con distracción de las mismas en provecho de 
los Licdos. Digna Marisela Matías Pérez, Eurípides R. Roques 
Román, Máximo Bergés Dreyfous y Dr. Ramón Antonio Solís 
Lora, quienes afirman haberlas avanzado en su totalidad”; b) que 
sobre la demanda en suspensión intentada contra esa decisión, 
la Presidencia de la Cámara Civil y Comercial de la Corte de 
Apelación de San Francisco de Macorís, rindió el 28 de octubre 
de 1988, la ordenanza hoy atacada, cuyo dispositivo dice así: 
“Primero: Se pronuncia el defecto contra Playa Papaya, C. por A., 
por no haber concluido y se pronuncia el descargo puro y simple 
de Ana Maritza Cruz y John Carl Weber; Segundo: Se condena 
a Playa Papaya, C. por A., al pago de las costas, en provecho del 
Dr. Máximo Bergés Dreyfous, quien afirma haberlas avanzado en 
su totalidad; Tercero: Comisiona al ministerial Francisco Bonilla, 
Alguacil Ordinario de la Cámara Penal del Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Judicial de Puerto Plata, para la notificación 
de la presente ordenanza”; 

Considerando, que la recurrente propone, en apoyo de su 
recurso, los medios de casación siguientes: “Primer Medio: 
Desnaturalización de los hechos de la causa; Segundo Medio: 
Falsos motivos; Tercer Medio: Falta de base legal; Cuarto 
Medio: Falsa aplicación y violación del artículo 434 del Código 
de Procedimiento Civil”; 

Considerando, que, consta en la ordenanza impugnada, que en 
la audiencia pública celebrada por la Presidencia de la Corte el 24 
de junio de 1988, no compareció la parte intimante ni su abogado 
constituido a formular sus conclusiones no obstante haber sido 
legalmente emplazado mediante acto núm. 436, de fecha 3 de 
junio del 1988, del ministerial Alejandro Severino, Alguacil de la 
Cámara Civil y Comercial del Juzgado de Primera Instancia de 
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Puerto Plata; que, en esas circunstancias, la intimada concluyó 
en el sentido de que se pronunciara el defecto contra la parte 
recurrente por falta de concluir y que se pronunciara el descargo 
puro y simple; 

Considerando, que si el intimante no comparece a la audiencia 
a sostener los motivos en los que fundamenta su demanda, se 
pronunciará en su contra el defecto y el descargo puro y simple, 
si dicho descargo es solicitado en la audiencia por conclusiones 
del intimado, como ocurrió en la especie, sin que el juez esté en 
ese caso en la obligación de examinar la decisión cuya suspensión 
se solicitaba; 

Considerando, que el examen de la ordenanza impugnada 
pone en evidencia que la parte demandante no compareció a la 
audiencia celebrada a sostener su demanda en referimiento, que 
en esas condiciones, la Presidencia de la Corte, al descargar pura 
y simplemente a Ana Maritza de la Cruz y John Carl Weber, de 
la demanda en suspensión interpuesta por Playa Papaya, C. por 
A., hizo una correcta aplicación de la ley, por lo que, en tales 
condiciones, el presente recurso de casación carece de fundamento 
y debe ser desestimado. 

Por tales motivos: Primero: Rechaza el recurso de casación 
interpuesto por Playa Papaya, C. por A., contra la ordenanza dictada 
por la Presidencia de la Cámara Civil y Comercial de la Corte 
de Apelación de San Francisco de Macorís, en sus atribuciones 
de referimiento, el 28 de octubre de 1988, cuya parte dispositiva 
figura en otro lugar de este fallo; Segundo: Condena a la parte 
recurrente al pago de las costas procesales, con distracción de 
las mismas en favor del Dr. Máximo Manuel Bergés Dreyfous, 
abogado de la recurrida, quien afirma haberlas avanzado en su 
totalidad.

Así ha sido hecho y juzgado por la Cámara Civil de la Suprema 
Corte de Justicia, y la sentencia pronunciada por la misma en la 
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ciudad de Santo Domingo de Guzmán, en su audiencia pública 
del 25 de marzo de 2009, años 166º de la Independencia y 146º 
de la Restauración.

Firmado: Rafael Luciano Pichardo, Eglys Margarita Esmurdoc, 
Margarita A. Tavares y José E. Hernández Machado. Grimilda 
Acosta, Secretaria General.

La presente sentencia ha sido dada, firmada y pronunciada por 
los señores Jueces que figuran al pie, en la audiencia pública del 
día, mes y año en ella expresados, y fue firmada, leída y publicada 
por mí, Secretaria General, que certifico.
www.suprema.gov.do
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SENTENCIA DEL 25 DE MARZO DE 2009, NÚM. 85
Sentencia impugnada:	 Cámara Civil y Comercial de la Corte de 

Apelación de Santo Domingo, del 8 de 
marzo de 1991.

Materia:	 Civil.
Recurrentes:	 Enio Escolari y Rinalda Rosa.
Abogados:	 Dres. Ramón Marino Martínez Moya y 

Hipólito Medina Blauger.
Recurrida:	 Felice Nicolodi.
Abogados:	 Dres. J. O. Viñas Bonnelly y Rafael Taveras 

Morales y Lic. Ave Biscotti de Florentino.

CAMARA CIVIL

Rechaza 

Audiencia pública del 25 de marzo de 2008.
Preside: Rafael Luciano Pichardo.

 
Dios, Patria y Libertad

En Nombre de la República, la Cámara Civil de la Suprema 
Corte de Justicia, actuando como Corte de Casación, dicta en 
audiencia pública la sentencia siguiente: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Enio Escolari 
y Rinalda Rosa, italianos, mayores de edad, solteros, portadores 
de las cédulas de identificación personal núms. 462654 y 492554 
serie 1ra., domiciliados y residentes en la casa núm. 116 de la 
calle Guarocuya, Urbanización El Millón, de esta ciudad, contra 
la sentencia dictada por la Cámara Civil y Comercial de la Corte 
de Apelación de Santo Domingo, el 8 de marzo de 1991, cuyo 
dispositivo se copia más adelante;
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Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la 
República; 

Visto el memorial de casación depositado en la Secretaría 
General de la Suprema Corte de Justicia el 11 de abril de 1991, 
suscrito por los Dres. Ramón Marino Martínez Moya y Hipólito 
Medina Blauger, abogados de la parte recurrente, en el cual se 
invocan los medios de casación que se indican más adelante;

Visto el memorial de defensa depositado en la Secretaría 
General de la Suprema Corte de Justicia el 30 de abril de 1991, 
suscrito por los Dres. J. O. Viñas Bonnelly y Rafael Taveras 
Morales y el Lic. Ave Biscotti de Florentino, abogados de la parte 
recurrida, Felice Nicolodi;

Vista la Ley núm. 25 de 1991, modificada por la Ley núm. 156 
de 1997 y los artículos 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación;

Visto el auto dictado el 4 de marzo de 2009, por el magistrado 
Rafael Luciano Pichardo, Presidente de la Cámara Civil de la 
Suprema Corte de Justicia, por medio del cual se llama a sí mismo 
y a los magistrados Eglys Margarita Esmurdoc, Margarita A. 
Tavares, Ana Rosa Bergés Dreyfous y José E. Hernández Machado, 
jueces de esta cámara, para integrar la misma en la deliberación y 
fallo del recurso de casación de que se trata, de conformidad con 
las Leyes núms. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La CORTE, en audiencia pública del 25 de septiembre 
de 1991, estando presente los Jueces, Nestor Contín Aybar, 
Fernando E. Ravelo de la Fuente, Máximo Puello Renville, 
Leonte R. Alburquerque Castillo, Federico Natalio Cuello López, 
Octavio Piña Valdez, Gustavo Gómez Ceara, Amadeo Julián C. y 
Frank Bdo. Jiménez Santana, asistidos del Secretario General de 
la Suprema Corte de Justicia, y después de haber deliberado los 
jueces signatarios de este fallo;
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Considerando, que la sentencia impugnada y la documentación 
a que ella se refiere, ponen de manifiesto que, en ocasión de una 
demanda en y cobro de pesos, incoada por Felice Nicolodi, contra 
Enio Escolari y Rinalda Rosa, la Cámara Civil y Comercial de 
la Quinta Circunscripción del Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Nacional, dictó el 22 de enero de 1990, una sentencia 
con el dispositivo siguiente: “Primero: Ordena la comparecencia 
personal de las partes en causa, señores Felice Nicolodi, Enio 
Escolari y Rinalda Rosa por ante este Tribunal el día martes 
que contaremos a Trece (13) del mes de febrero de 1990 (Mil 
Novecientos Noventa), a las nueve horas de la mañana; Segundo: 
Reserva las costas del procedimiento a fin de que sigan la suerte 
de lo principal”; que, dicha sentencia fue apelada por ante la 
Cámara Civil de la Corte de Apelación de Santo Domingo, la 
que el 8 de marzo de 1991, dictó la sentencia ahora impugnada, 
cuyo dispositivo es el siguiente: “Primero: Pronuncia el defecto 
contra las partes recurrentes señores Enio Scolari y Rinalda Rosa, 
por falta de concluir; Segundo: Descarga pura y simplemente 
a la parte recurrida, Felice Nicolodi, del recurso de apelación 
interpuesto por los señores Enio Scolari y Rinalda Rosa, contra 
la sentencia de fecha 22 de enero de 1990, dictada por la Cámara 
Civil y Comercial de la Quinta Circunscripción del Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Nacional, cuyo dispositivo figura 
copiado precedentemente; Tercero: Condena al pago de las 
costas a las partes recurrentes, disponiendo la distracción de las 
mismas en provecho de los Dres. Rafael Taveras Morales y J. O. 
Viñas Bonnelly, quienes afirman estarlas avanzando en su mayor 
parte; Cuarto: Comisiona al Ministerial Rafael A. Chevalier V., 
alguacil de Estrados de esta Corte, para la notificación de la 
presente sentencia”;

Considerando, que en el desarrollo de sus medios de casación 
el recurrente sustenta en síntesis que hubo violación al derecho de 
defensa y al artículo 61 del Código de Procedimiento Civil, porque 
el acto de avenir No. 135/90, de fecha 22 de agosto de 1990, que 
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le fue notificado por el Dr. J. E. Viñas Bonnelly abogado de la 
parte recurrida señor Felice Nicolodi a los Dres. Marino Martínez 
de Moya e Hipólito Medina abogados de las partes recurrentes 
Enio Scolari y Rinalda Rosa, no indica ante cual tribunal deberá 
comparecer, donde esta ubicado, el tipo de recurso de que se trata, y 
quien es el recurrente en éste, motivos y argumentos que se podrán 
observar en el acto que sirve de base al recurso;

Considerando, que la recurrida, por su parte, solicita la 
inadmisibilidad del recurso de casación de que se trata por 
tratarse la sentencia recurrida en casación de un descargo puro y 
simple del recurso, por lo que no hace derecho, no juzga puntos 
de controversia, definitivamente no obliga al tribunal al ejercicio 
de una actividad judicial;

Considerando, que procede examinar en primer término el 
pedimento hecho por la parte recurrida por constituir una cuestión 
prioritaria, y en tal sentido, esta Suprema Corte de Justicia ha 
decidido que la sentencia que ordena el descargo puro y simple 
puede ser recurrida en casación, toda vez que aunque no resuelve 
ningún punto de derecho, los medios de casación pueden estar 
dirigidos contra el procedimiento que se siguió para pronunciar el 
descargo puro y simple, por lo que el medio de inadmisión debe 
ser rechazado; 

Considerando, que tratándose la sentencia recurrida de un 
descargo puro y simple, los medios de casación serán examinados 
en la medida que no estén desarrollados sobre el fondo del proceso, 
sino contra el procedimiento que se realizó para pronunciar el 
descargo, como en la especie en que los medios de casación 
van orientados contra el acto de avenir o citación a la audiencia 
celebrada por la Corte a-qua en la que se solicitó dicho descargo, 
por lo que procede su ponderación; 

Considerando, que, sin embargo, contrato a lo que expresado 
por los recurrentes el acto de avenir núm. 135/90, de fecha 22 de 
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agosto de 1990, del ministerial Juan Manuel Matos García, ordinario 
de la Cámara Civil y Comercial de la Segunda Circunscripción 
del Distrito Nacional, notificado por el Dr. J. E. Viñas Bonnelly 
abogado de la parte recurrida señor Felice Nicolodi a los Dres. 
Marino Martinez de Moya e Hipólito Medina abogados de las 
partes recurrentes Enio Scolari y Rinalda Rosa, indica que es con 
motivo del recurso de apelación interpuesto por los señores Enio 
Scolari y Rinalda Rosa según acto núm. 15 de fecha 2 de febrero 
de 1990, por lo que en éste se especifica claramente quien es el 
recurrente y recurso de que se trata, no teniendo que indicar el 
tribunal ante el cual debía comparecer ni su ubicación, ya que tal 
como indican los propios recurrentes estas informaciones están 
contenidas en su propio acto del recurso al cual se hizo referencia 
en el acto de avenir, por lo que procede el rechazo de los referidos 
medios de casación; 

Considerando, que, por otra parte, en la sentencia impugnada 
consta que en la audiencia pública celebrada por la Corte a-qua el 
11 de octubre de 1990, no comparecieron las partes recurrentes 
ni sus abogados constituidos a formular sus conclusiones no 
obstante haber quedado citados por acto de avenir núm. 135/90, 
de fecha 22 de agosto de 1990, por lo que el recurrido concluyó en 
el sentido de que se pronunciara el defecto contra los recurrentes 
por falta de concluir y que se descargara pura y simplemente del 
recurso;

Considerando, que si el intimante no comparece a la audiencia 
a sostener los motivos en los que fundamentó su recurso de 
apelación, se pronunciará en su contra el descargo puro y simple 
de su recurso, si dicho descargo es solicitado en la audiencia por 
conclusiones del intimado, como ocurrió en la especie, sin que 
el juez esté en ese caso en la obligación de examinar la sentencia 
apelada; 

Considerando, que el examen de la sentencia impugnada pone 
en evidencia que los recurrentes no comparecieron a la audiencia 
celebrada por la Corte a-qua a sostener su recurso; que la Corte 
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a-qua al descargar pura y simplemente a la parte recurrida del 
recurso de apelación interpuesto por los recurrentes, hizo una 
correcta aplicación de la ley, por lo que, en tales condiciones, el 
presente recurso de casación carece de fundamento y debe ser 
desestimado;

Considerando, que, al tenor del artículo 65 -numeral 1- de la 
Ley sobre Procedimiento de Casación, procede compensar las 
costas del procedimiento, por haber sucumbido los litigantes 
respectivamente en algunos puntos.

Por tales motivos: Primero: Rechaza el recurso de casación 
interpuesto por Enio Escolari y Rinalda Rosa contra la sentencia 
dictada por la Cámara Civil de la Corte de Apelación de Santo 
Domingo, el 8 de marzo de 1991, cuyo dispositivo figura en parte 
anterior de este fallo; Segundo: Compensa las costas.

Así ha sido hecho y juzgado por la Cámara Civil de la Suprema 
Corte de Justicia, y la sentencia pronunciada por la misma en la 
ciudad de Santo Domingo de Guzmán, en su audiencia pública 
del 25 de marzo de 2009, años 166º de la Independencia y 146º 
de la Restauración.

Firmado: Rafael Luciano Pichardo, Eglys Margarita Esmurdoc, 
Margarita A. Tavares, Ana Rosa Bergés Dreyfous y José E. 
Hernández Machado. Grimilda Acosta, Secretaria General.

La presente sentencia ha sido dada, firmada y pronunciada por 
los señores Jueces que figuran al pie, en la audiencia pública del 
día, mes y año en ella expresados, y fue firmada, leída y publicada 
por mí, Secretaria General, que certifico.
www.suprema.gov.do
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SENTENCIA DEL 25 DE MARZO DE 2009, NÚM. 86
Sentencia impugnada:	 Cámara Civil de la Corte de Apelación de 

Santo Domingo, del 23 de febrero de 1990.
Materia:	 Civil.
Recurrente:	 Financiera Preseca, S. A.
Abogado:	 Dr. Ángel María Familia Terrero.
Recurrido:	 Severiano de los Santos.
Abogados:	 Dr. Porfirio Hernández Quezada y Licdos. 

Pedro Julio Morla Y. y Russel Rodríguez 
Peralta.

CÁMARA CIVIL

Rechaza

Audiencia pública del 25 de marzo de 2009.
Preside: Rafael Luciano Pichardo.

 
Dios, Patria y Libertad

En Nombre de la República, la Cámara Civil de la Suprema 
Corte de Justicia, actuando como Corte de Casación, dicta en 
audiencia pública la sentencia siguiente: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Financiera 
Preseca, S.A., sociedad organizada de acuerdo con las leyes de la 
República Dominicana, con su domicilio social y asiento principal 
en la calle Gustavo Mejía Ricart núm. 78 del Ensanche Naco, 
de esta ciudad, representada por su Presidente, Licdo. Federico 
Lalane José, dominicano, mayor de edad, casado, Licdo. en 
finanzas, portador de la cédula de identificación personal núm. 
73383, serie 1ra, domiciliado y residente en esta ciudad, contra 
la sentencia dictada por la Cámara Civil de la Corte de Apelación 
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de Santo Domingo el 23 de febrero de 1990, cuyo dispositivo se 
copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído en la lectura de sus conclusiones al Dr. Ángel M. Familia 
Terrero, abogado de la recurrente;

Oído en la lectura de sus conclusiones al Dr. Porfirio Hernández, 
por sí y por los Licdos. Pedro Julio Morla Yoy y Russel Rodríguez 
Peralta, abogados del recurrido, Severiano de los Santos;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la 
República;

Visto el memorial de casación depositado en la Secretaría 
General de la Suprema Corte de Justicia el 7 de mayo de 1990, 
suscrito por el Dr. Ángel María Familia Terrero, abogado de la 
recurrente, en el cual se invocan los medios de casación que se 
indican más adelante; 

Visto el memorial de defensa depositado en la Secretaría 
General de la Suprema Corte de Justicia el 10 de julio de 1990, 
suscrito por el Dr. Porfirio Hernández Quezada, por sí y por los 
Licdos. Pedro Julio Morla Y. y Russel Rodríguez Peralta, abogados 
del recurrido, Severiano de los Santos; 

Vista la Ley núm. 25 de 1991, modificada por la Ley núm. 156 
de 1997 y los artículos 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación; 

Vista la Resolución del 2 de marzo de 2009, dictada por el 
pleno de la Suprema Corte de Justicia, mediante la cual se acoge la 
inhibición suscrita por el magistrado José E. Hernández Machado, 
para la deliberación y fallo del presente recurso;

Visto el auto dictado el 9 de marzo de 2009, por el magistrado 
Rafael Luciano Pichardo, Presidente de la Cámara Civil de la 
Suprema Corte de Justicia, por medio del cual se llama a sí mismo 
y a los magistrados Eglys Margarita Esmurdoc, Margarita A. 
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Tavares y Ana Rosa Bergés Dreyfous, jueces de esta cámara, para 
integrar la misma en la deliberación y fallo del recurso de casación 
de que se trata, de conformidad con las Leyes núms. 684 de 1934 
y 926 de 1935;

La CORTE, en audiencia pública del 6 de febrero de 1991, 
estando presente los Jueces Néstor Contín Aybar, Fernando E. 
Ravelo de la Fuente, Leonte Alburquerque Castillo, Máximo 
Puello Renville, Abelardo Herrera Piña, Octavio Piña Valdez, 
Federico Natalio Cuello López y Rafael Richiez Saviñón, asistidos 
del Secretario General de la Suprema Corte de Justicia, y después 
de haber deliberado los jueces signatarios de este fallo;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que con 
motivo de una demanda en restitución de valores y reparación de 
daños y perjuicios intentada por el señor Severiano de los Santos 
contra Financiera Preseca, S.A., la Cámara Civil y Comercial 
de la Quinta Circunscripción del Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Nacional, dictó el 3 de julio de 1987, una sentencia 
con el siguiente dispositivo: “Primero: Rechaza la solicitud 
de reapertura de debates solicitada por la demandada Preseca, 
S.A.; y en consecuencia: ordena a Preseca, S.A., la devolución 
de la suma de diez y ocho mil novecientos cuarenta y un pesos 
oro (RD$18,941.00) a favor del señor Severiano de los Santos; 
b) Condena a Preseca, S.A., al pago de la suma de treinta mil 
pesos oro (RD$30,000.00) como indemnización de los daños y 
perjuicios ocasionados por ésta al señor Severiano de los Santos; 
c) Condena a Preseca, S.A., al pago de los intereses legales de la 
suma adeudada a partir de la fecha de la demanda; Segundo: 
Condena a Preseca, S.A., al pago de las costas del procedimiento 
con distracción de las mismas en provecho del Dr. Porfirio 
Hernández Quezada y el Licdo. Pedro Julio Morla, abogados 
que afirman haberlas avanzado en su totalidad.”; b) que sobre 
el recurso de apelación interpuesto intervino la sentencia ahora 
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impugnada con el siguiente dispositivo: “Primero: Declara 
regular y válido, en cuanto a la forma, el recurso de apelación 
interpuesto por Preseca, S.A., contra la sentencia dictada el 3 
de julio de 1987, en atribuciones civiles, por la Cámara Civil y 
Comercial de la Quinta Circunscripción del Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Nacional, en provecho de Severiano De los 
Santos; Segundo: Respecto del fondo, rechaza dicho recurso de 
alzada en su mayor parte, en consecuencia, confirma casi en su 
totalidad dicha sentencia impugnada, salvo la letra b) del ordinal 
primero de su dispositivo que se revoca, por ausencia de pruebas 
sobre los invocados daños y perjuicios; Tercero: Condena a la 
parte sucumbiente, Preseca, S.A., al pago de las costas procesales, 
con distracción de las mismas en beneficio de los abogados Dr. 
Porfirio Hernández Quezada y el Licdo. Pedro Julio Morla Yoy, 
quienes aseguran haberlas avanzado en su totalidad”;

Considerando, que en su memorial de casación la recurrente 
invoca los siguientes medios: “Primer Medio: Violación al 
Art. 141 del Código de Procedimiento Civil; Segundo Medio: 
Violación por errónea aplicación del Art. 1382 del Código Civil; 
Tercer Medio: Falta de base legal; Cuarto Medio: Contradicción 
de motivos; Quinto Medio: Discrepancia entre el dispositivo y 
la motivación; Sexto Medio: Errónea y falsa interpretación de 
documentos, hechos y circunstancias de la causa”;

Considerando, que en el desarrollo de sus medios de casación, 
los cuales se examinan reunidos por su vinculación, la parte 
recurrente alega en síntesis que la sentencia impugnada carece 
de una ponderación y análisis de los documentos, hechos y 
circunstancias de la causa, limitándose a ponderar la certificación 
expedida por la Superintendencia de Bancos, sin tomar en 
consideración los contratos y pagarés suscritos entre las partes, 
lo que no permitió que la Corte a-qua se edificara correctamente, 
dictando una sentencia que no se ajusta al derecho; que no se 
aportaron ante la Corte a-qua pruebas de que se le haya ocasionado 
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un perjuicio al recurrido, lo que indica que tampoco ha incurrido 
la parte recurrente en la comisión de los hechos que éstos alegan; 
que además, al decretar la Corte a-qua que no hay lugar a daños y 
perjuicios, admite implícitamente que no se ha cometido ningún 
hecho antijurídico, por lo que existe una contradicción a este 
respecto en el fallo impugnado;

Considerando, que el examen de la sentencia impugnada y de la 
documentación a que ella se refiere, pone de manifiesto que para 
emitir dicha decisión, la Corte a-qua ponderó los documentos que 
las partes habían depositado en ocasión del recurso de apelación 
interpuesto, en especial la Certificación núm. 3813 de fecha 4 de 
agosto de 1986, expedida por la Superintendencia de Bancos de 
la República Dominicana, donde consta que “en los préstamos 
pecuniarios premencionados, fue cobrada en exceso por la 
compañía prestamista la cantidad de dieciocho mil novecientos 
cuarenta y un pesos con 25/100 (RD$18,941.25), en perjuicio 
del prestatario Severiano De los Santos”, lo que evidencia que la 
parte recurrente acrecentó su patrimonio, sin causa lícita alguna, 
en perjuicio del patrimonio del recurrido; 

Considerando, que la Corte a-qua pudo determinar, respecto 
de los alegados daños y perjuicios experimentados a consecuencia 
del cobro indebido de valores, que no obstante haber depositado 
el recurrido documentos sobre cesiones de crédito otorgadas 
por el recurrido a favor de la recurrente, no fue establecida de 
forma clara la relación de causalidad entre esas circunstancias, 
que justificaran fijar una indemnización a favor de éste; que, 
contrario a lo alegado por la recurrente, el hecho de que no se 
retengan daños y perjuicios en su contra, no implica que no se 
haya admitido y reconocido la falta cometida por ella, en los 
términos descritos en parte anterior de este fallo; 

Considerando, que, lejos de adolecer de los vicios invocados 
por la parte recurrente, la sentencia atacada por el contrario 
contiene motivos pertinentes que justifican su dispositivo, 



754	 Boletín Judicial 1180

www.suprema.gov.do

reveladores de una exposición completa de los hechos de la causa 
y de una adecuada ponderación de la ley, por lo que procede que 
dichos alegatos sean desestimados, y con ello el presente recurso 
de casación.

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de casación 
interpuesto por Financiera Preseca, S. A., contra la sentencia 
dictada por la Cámara Civil de la Corte de Apelación de Santo 
Domingo, el 23 de febrero de 1990, cuya parte dispositiva 
figura en otro lugar de este fallo; Segundo: Condena a la parte 
recurrente al pago de las costas procesales, con distracción de las 
mismas en favor del Dr. Porfirio Hernández Quezada y los Licdos. 
Pedro Julio Morla Yoy y Russel Rodríguez Peralta, abogados del 
recurrido, quienes afirman haberlas avanzado en su totalidad.

Así ha sido hecho y juzgado por la Cámara Civil de la Suprema 
Corte de Justicia, y la sentencia pronunciada por la misma en la 
ciudad de Santo Domingo de Guzmán, en su audiencia pública 
del 25 de marzo de 2009, años 166º de la Independencia y 146º 
de la Restauración.

Firmado: Rafael Luciano Pichardo, Eglys Margarita Esmurdoc, 
Margarita A. Tavares y Ana Rosa Bergés Dreyfous. Grimilda 
Acosta, Secretaria General.

La presente sentencia ha sido dada, firmada y pronunciada por 
los señores Jueces que figuran al pie, en la audiencia pública del 
día, mes y año en ella expresados, y fue firmada, leída y publicada 
por mí, Secretaria General, que certifico.
www.suprema.gov.do
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SENTENCIA DEL 25 DE MARZO DE 2009, NÚM. 87
Sentencia impugnada:	 Cámara Civil y Comercial de la Tercera 

Circunscripción del Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Nacional, del 27 de 
abril de 1990.

Materia:	 Civil.
Recurrente:	 Luis María Terrero.
Abogado:	 Dr. José de Paula.
Recurrida:	 Josefina Pimentel y Asociados, S. A.
Abogada:	 Licda. Ángela Mercedes Reynoso Núñez.

CAMARA CIVIL

Rechaza

Audiencia pública del 25 de marzo de 2009.
Preside: Rafael Luciano Pichardo.

 
Dios, Patria y Libertad

En Nombre de la República, la Cámara Civil de la Suprema 
Corte de Justicia, actuando como Corte de Casación, dicta en 
audiencia pública la sentencia siguiente: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Luis María 
Terrero, dominicano, mayor de edad, portador de la cédula 
de identificación personal núm. 4652, serie 19, domiciliado y 
residente en esta ciudad, contra la sentencia dictada por la Cámara 
Civil y Comercial de la Tercera Circunscripción del Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Nacional, el 27 de abril de 1990, 
cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
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Oído en la lectura de sus conclusiones el Dr. José de Paula, 
abogado de la parte recurrente;

Oído en la lectura de sus conclusiones la Dra. Ángela Reynoso, 
abogada de la parte recurrida, Josefina Pimentel y Asociados, 
S.A.;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la 
República; 

Visto el memorial de casación depositado en la Secretaría 
General de la Suprema Corte de Justicia el 18 de junio de 1990, 
suscrito por el Dr. José de Paula, abogado de la parte recurrente, 
en el cual se invocan los medios de casación que se indican más 
adelante;

Visto el memorial de defensa depositado en la Secretaría 
General de la Suprema Corte de Justicia el 6 de julio de 1990, 
suscrito por la Licda. Ángela Mercedes Reynoso Núñez, abogado 
de la parte recurrida;

Vista la Ley núm. 25 de 1991, modificada por la Ley núm. 156 
de 1997 y los artículos 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación;

Visto el auto dictado el 18 de febrero de 2009, por el magistrado 
Rafael Luciano Pichardo, Presidente de la Cámara Civil de 
la Suprema Corte de Justicia, por medio del cual se llama a sí 
mismo y a los magistrados Eglys Margarita Esmurdoc, Margarita 
A. Tavares, Ana Rosa Bergés Dreyfous y José E. Hernández 
Machado, jueces de esta cámara, para integrar la misma en la 
deliberación y fallo del recurso de casación de que se trata, de 
conformidad con las Leyes núms. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La CORTE, en audiencia pública del 16 de octubre de 1991, 
estando presente los Jueces, Fernando E. Ravelo de la Fuente, 
Máximo Puello Renville, Leonte R. Alburquerque Castillo, 
Octavio Piña Valdez, Gustavo Gómez Ceara, Amadeo Julián C., 
y Frank Bdo. Jiménez Santana, asistidos del Secretario General de 
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la Suprema Corte de Justicia, y después de haber deliberado los 
jueces signatarios de este fallo;

Considerando, que la sentencia impugnada y la documentación 
a que ella se refiere, ponen de manifiesto que, en ocasión de una 
demanda en rescisión de contrato, cobro de alquileres y desalojo, 
incoada por Josefina Pimentel y Asociados, S.A., contra Luis 
María Terrero y Luis M. Tejada Pimentel, el Juzgado de Paz de 
la Tercera Circunscripción del Distrito Nacional, dictó el 20 de 
septiembre de 1989, una sentencia con el dispositivo siguiente: 
“Primero: Ordena la rescisión del contrato de inquilinato 
intervenido entre la Cia. Josefina Pimentel y Asociados, S.A., 
representada por su Presidente Venecia Brea C., y el señor Luis 
María Terrero, en fecha siete (7) de julio de 1986; Segundo: 
Condena al señor Luis María Terrero a pagar a la Cía. Josefina 
Pimentel y Asociados, S.A., la suma de Setecientos Veinte Pesos 
Oro (720.00), por concepto de alquileres vencidos y no pagados 
correspondientes a los meses de Agosto y Septiembre de 1988, a 
razón de RD$360.00 la mensualidad, más los meses por vencerse 
y los interés legales a partir de la demanda; y en su defecto al señor 
Luis Manuel Pimentel, en su calidad de Fiador Solidario del señor 
Luis María Terrero; Tercero: Ordena la ejecución provisional 
y sin fianza de la presente sentencia, no obstante cualquier 
recurso que se interponga contra la misma; Cuarto: Condena al 
señor Luis Maria Terrero, al pago de las costas, y se ordena su 
distracción en favor y provecho de la Lic. Ángela Reynoso N., 
quien afirma haberlas avanzado en su mayor parte”; b) que, sobre 
el recurso de apelación interpuesto intervino la sentencia ahora 
impugnada, cuyo dispositivo es el siguiente: “Primero: Ratifica 
el defecto pronunciado en audiencia contra la parte demandante 
Luis María Terrero, por falta de concluir; Segundo: Acoge las 
conclusiones formuladas en audiencia por la parte demandada 
Cia. Josefina Pimentel y Asociados, S.A., por ser justas y reposar 
sobre prueba legal y en consecuencia, Ordena el Descargo puro 
y simple del recurso de apelación de que se trata; Tercero: Se 
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Condena a la parte demandante Luis María Terrero, al pago de 
las costas ordenando su distracción en provecho de la Lic. Ángela 
M. Reynoso Núñez, quien afirma haberlas avanzado en su mayor 
parte”;

Considerando, que el recurrente propone en apoyo en su 
recurso, los siguientes medios de casación: “Primer Medio: 
Violación del Artículo 141 del Código de Procedimiento Civil 
(motivación insuficiente por existir contradicción entre el 
dispositivo y la relación de los hechos, etc.) y desnaturalización de 
los hechos; Segundo Medio: Violación a los artículos 21, 150, 
156-434, por haberlos aplicado incorrectamente”;

Considerando, que en la sentencia impugnada consta que en 
la audiencia pública celebrada por la Corte a-qua el 7 de marzo 
de 1990, no compareció la parte recurrente ni sus abogados 
constituidos a formular sus conclusiones no obstante haber 
quedado citado por sentencia in-voce dada en la audiencia anterior 
de fecha 25 de enero de 1990, por lo que la recurrida concluyó en 
el sentido de que se pronunciara el defecto contra el recurrente 
por falta de concluir y que se le descargara pura y simplemente 
del recurso;

Considerando, que si el intimante no comparece a la audiencia a 
sostener los motivos en los que fundamentó su recurso de apelación, 
se pronunciará en su contra el descargo puro y simple de su recurso, 
si dicho descargo es solicitado en la audiencia por conclusiones del 
intimado, como ocurrió en la especie, sin que el juez esté en ese caso 
en la obligación de examinar la sentencia apelada; 

Considerando, que el examen de la sentencia impugnada pone 
en evidencia que el recurrente no compareció a la audiencia 
celebrada por la Corte a-qua a sostener su recurso; que la Corte 
a-qua al descargar pura y simplemente a la parte recurrida del 
recurso de apelación interpuesto por el recurrente, hizo una 
correcta aplicación de la ley, por lo que, en tales condiciones, el 
presente recurso de casación carece de fundamento y debe ser 
desestimado;
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Por tales motivos: Primero: Rechaza el recurso de casación 
interpuesto por Luis María Terrero contra la sentencia dictada 
por la Cámara Civil y Comercial de la Tercera Circunscripción del 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional el 27 de abril 
de 1990, cuyo dispositivo figura en parte anterior de este fallo; 
Segundo: Condena a la parte recurrente al pago de las costas 
procesales, con distracción de las mismas en favor de la Dra. 
Ángela Mercedes Reynoso Núñez, abogada de la parte recurrida, 
quien afirma haberlas avanzado en su totalidad.

Así ha sido hecho y juzgado por la Cámara Civil de la Suprema 
Corte de Justicia, y la sentencia pronunciada por la misma en la 
ciudad de Santo Domingo de Guzmán, en su audiencia pública 
del 25 de marzo de 2009, años 166º de la Independencia y 146º 
de la Restauración.

Firmado: Rafael Luciano Pichardo, Eglys Margarita Esmurdoc, 
Margarita A. Tavares, Ana Rosa Bergés Dreyfous y José E. 
Hernández Machado. Grimilda Acosta, Secretaria General.

La presente sentencia ha sido dada, firmada y pronunciada por 
los señores Jueces que figuran al pie, en la audiencia pública del 
día, mes y año en ella expresados, y fue firmada, leída y publicada 
por mí, Secretaria General, que certifico.
www.suprema.gov.do



SENTENCIA DEL 25 DE MARZO DE 2009, NÚM. 88
Sentencia impugnada:	 Cámara Civil de la Corte de Santo Domingo, 

del 19 de diciembre de 1990.
Materia:	 Civil.
Recurrentes:	 Rafael Sosa Maduro y compartes.
Abogados:	 Dres. Juan Luperón Vásquez y Rafael A. 

Sosa Maduro.
Recurrida:	 Inmobiliaria Conar, S.A.
Abogados:	 Dres. Ángel Delgado Malagón y Reynaldo 

Ramos Morel.

CÁMARA CIVIL 			    

Inadmisible

Audiencia pública del 25 de marzo de 2009.
Preside: Rafael Luciano Pichardo.

 
Dios, Patria y Libertad

En Nombre de la República, la Cámara Civil de la Suprema 
Corte de Justicia, actuando como Corte de Casación, dicta en 
audiencia pública la sentencia siguiente:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Rafael Sosa 
Maduro, Felipe A. Noboa, Francisca A. Guzmán, María N. Castillo, 
Manuel Santos G., Ana B. Then, Isabel Suazo, dominicanos, 
mayores de edad, portadores de las cédulas de identificación 
personal núms. 42110 serie 1era., 10957 serie 1era., 1349 serie 
1era., 55406 serie 1era., 19227 serie 10, 2511 serie 31, y el segundo 
cuya cédula de identificación no consta, domiciliados y residentes 
en esta ciudad de Santo Domingo, contra la sentencia dictada el 
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19 de diciembre de 1990, por la Cámara Civil de la Corte de Santo 
Domingo, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído en la lectura de sus conclusiones el Dr. Rafael Sosa 
Maduro, por sí y por el Dr. Juan Luperón Vásquez, abogado de 
los recurrentes;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la 
República; 

Visto el memorial de casación depositado en la Secretaría 
General de la Suprema Corte de Justicia, el 5 de febrero de 1991, 
suscrito por los Dres. Juan Luperón Vásquez y Rafael A. Sosa 
Maduro, abogados de las partes recurrentes, en el cual se invocan 
los medios de casación que se indican más adelante;

Visto el memorial de defensa depositado en la Secretaría 
General de la Suprema Corte de Justicia el 18 de febrero de 1991, 
suscrito por los Dres. Ángel Delgado Malagón y Reynaldo Ramos 
Morel, abogados de la recurrida, Inmobiliaria Conar, S.A.;

Vista la Ley núm. 25 de 1991, modificada por la Ley núm. 156 
de 1997, y los artículos 1, 5 y 65 de la Ley sobre Procedimiento 
de Casación;

Visto el auto dictado el 4 de marzo de 2009, por el magistrado 
Rafael Luciano Pichardo, Presidente de la Cámara Civil de la 
Suprema Corte de Justicia, por medio del cual se llama a sí mismo 
y a los magistrados Eglys Margarita Esmurdoc, Margarita A. 
Tavares, Ana Rosa Bergés Dreyfous y José E. Hernández Machado, 
jueces de esta cámara, para integrar la misma en la deliberación y 
fallo del recurso de casación de que se trata, de conformidad con 
las Leyes núms. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La CORTE, en audiencia pública del 18 de diciembre de 1991, 
estando presentes los Jueces Néstor Contín Aybar, Fernando 
E. Ravelo de la Fuente, Máximo Puello Renville, Leonte R. 



762	 Boletín Judicial 1180

Alburquerque Castillo, Federico Natalio Cuello López, Octavio 
Piña Valdez, Gustavo Gómez Ceara, Amadeo Julián C., y Frank 
Bdo. Jiménez Santana, asistidos del Secretario General de la 
Suprema Corte de Justicia, y después de haber deliberado los 
jueces signatarios de este fallo;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que con 
motivo de una demanda civil en desalojo, incoada por Inmobiliaria 
Conar, S.A., contra Felipe A. Noboa, Casilda de Jesús Valdez, 
Aleja Terrero, Ana Bareline Then, Francisco A. Guzmán, Isabel 
Suazo y Manuel Santos C., la Cámara de lo Civil y Comercial de 
la Tercera Circunscripción del Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Nacional, el 2 de marzo de 1989, dictó una sentencia cuyo 
dispositivo es el siguiente: “Primero: Rechaza las conclusiones 
incidentales presentadas por las partes demandadas anteriormente 
dichas, por improcedentes y mal fundadas; Segundo: fija la 
audiencia a los fines de discutir el fondo de la demanda de que se 
trata el día cinco (5) de abril del año 1989, a las 9:00 a. m., por los 
motivos expuestos; Tercero: Costas reservadas para decidirlas 
con lo principal; Cuarto: Pone a cargo de la parte más diligente 
la notificaron de la presente decisión”; b) que sobre el recurso 
de impugnación (Le Contredit), la Cámara Civil de la Corte de 
Apelación de Santo Domingo, en fecha 19 de diciembre de 1990, 
emitió la sentencia ahora impugnada con el siguiente dispositivo: 
“Primero: Declara regular y válido, en cuanto a la forma, el recurso 
de Impugnación (Le Contredit) interpuesto por los señores 
Felipe A. Noboa, Casilda de Jesús Valdez, María Natalia Castillo, 
Aleja Terrero, Ana Barriento Then, Francisco A. Guzmán, Isabel 
Suazo y Manuel Santos C., contra la sentencia dictada en fecha 2 
de marzo de 1989, por la Cámara Civil y Comercial de la Tercera 
Circunscripción del Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Nacional; Segundo: Rechaza, en cuanto al fondo, el referido 
recurso de Impugnación (Le Contredit); Tercero: Avoca al fondo 
de la demanda en resiliacion de contratos de arrendamiento y 



Primera Cámara de la Suprema Corte de Justicia	 763

Pr
im

er
a 

C
ám

ar
a

desalojo intentada por Inmobiliaria Conar, S. A., contra las 
personas mencionadas en el ordinal primero de esta sentencia; 
Cuarto: Fija el día Siete (7) de febrero de 1991 la audiencia que 
celebrará esta Corte, para conocer del fondo de dicha demanda; 
Quinto: condena a los mencionados impugnantes al pago de las 
costas causadas con motivo del referido recurso de Impugnación 
(Le Contredit), ordenándose su distracción en favor del Dr. Ángel 
Delgado Malagón y del Lic. Reynaldo Ramos Morel, quienes 
afirman haberlas avanzado en su totalidad; Sexto: Comisiona al 
ministerial Rafael A. Chevalier V., alguacil de Estrados de esta 
Corte, para notificar la presente sentencia”; 

Considerando, que la parte recurrente en su memorial de 
casación propone los siguientes medios de casación: Medio 
Único: Violación a los Artículos 44 y siguientes de la Ley 834 
del año 1978; Violación a los Artículos 49 y siguientes de la Ley 
834 del año 1978; Violación al Artículo 1315 del Código Civil y 
a las reglas de la prueba; Violación a los Artículos 141 y 473 del 
Código de Procedimiento Civil; Violación a los Artículos 8, 9, 
10, 17, 18 y 19 de la Ley 834 del año 1978; Desnaturalización de 
los hechos y documentos de la causa; Violación al derecho de 
defensa; Falta de Motivos; Falta de base legal; 

Considerando, que el párrafo II, del artículo 5 de la Ley sobre 
Procedimiento de Casación, dispone que el recurso de casación 
debe interponerse por medio de un memorial suscrito por 
abogado, que contendrá todos los medios en que se funda y que 
deberá ser acompañado de una copia auténtica de la sentencia 
que se impugna;

Considerando, que del examen del expediente se advierte que 
el recurrente, junto al memorial de casación depositado en la 
Secretaría General de la Suprema Corte de Justicia, no incluyó, 
como lo requiere el texto legal arriba indicado, copia auténtica 
de la sentencia impugnada, condición indispensable para la 
admisibilidad del recurso; que en dicho expediente sólo existe 
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fotocopia de una sentencia de la que se afirma es la impugnada, 
no admisible, en principio, como medio de prueba;

Considerando, que cuando el recurso de casación es decidido 
por un medio suplido de oficio por la Suprema Corte de Justicia, 
como ocurre en el presente caso, el numeral 2, del artículo 65 de 
la Ley sobre Procedimiento de Casación dispone que las costas 
pueden ser compensadas.

Por tales motivos: Primero: Declara inadmisible el recurso de 
casación interpuesto por el Dr. Rafael A. Sosa Maduro, Felipe A. 
Noboa, Francisca A. Guzmán, María N. Castillo, Manuel Santos 
G., Casilda de Jesús Valdez, Aleja Terrero, Ana Bareline Then e 
Isabel Suazo contra la sentencia dictada el 19 de diciembre de 
1990, por la Cámara Civil de la Corte de Apelación de Santo 
Domingo, cuyo dispositivo figura en parte anterior de este fallo; 
Segundo: Compensa las costas.

Así ha sido hecho y juzgado por la Cámara Civil de la Suprema 
Corte de Justicia, y la sentencia pronunciada por la misma en la 
ciudad de Santo Domingo de Guzmán, en su audiencia pública 
del 25 de marzo de 2009, años 166º de la Independencia y 146º 
de la Restauración.

Firmado: Rafael Luciano Pichardo, Eglys Margarita Esmurdoc, 
Margarita A. Tavares, Ana Rosa Bergés Dreyfous y José E. 
Hernández Machado. Grimilda Acosta, Secretaria General.

La presente sentencia ha sido dada, firmada y pronunciada por 
los señores Jueces que figuran al pie, en la audiencia pública del 
día, mes y año en ella expresados, y fue firmada, leída y publicada 
por mí, Secretaria General, que certifico.
www.suprema.gov.do
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SENTENCIA DEL 25 DE MARZO DE 2009, NÚM. 89
Sentencia impugnada:	 Cámara Civil y Comercial de la Corte de 

Apelación de Santo Domingo, del 26 de 
octubre de 1990.

Materia:	 Civil.
Recurrentes:	 Miguel A. Galarza Abreu y compartes.
Abogados:	 Dres. José Antonio Columna y Carlos 

Cornielle.
Recurrido:	 Consorcio La Monetaria, S. A.
Abogados:	 Dres. Ninoska Isidor Ymseng, José de Js. 

Bergés Martín y Tilsa Gómez de Ares.

CÁMARA CIVIL

Rechaza

Audiencia pública del 25 de marzo de 2009.
Preside: Rafael Luciano Pichardo.

 
Dios, Patria y Libertad

En Nombre de la República, la Cámara Civil de la Suprema 
Corte de Justicia, actuando como Corte de Casación, dicta en 
audiencia pública la sentencia siguiente: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por (a) Miguel A. 
Galarza Abreu, Josefina Durán de Galarza y Luz Abreu Hernández, 
dominicanos, mayores de edad, comerciantes, domiciliados y 
residentes en el apartamento núm. 301 del edificio Delta III de la 
avenida Sarasota núm.117 de esta ciudad, portadores respectivos 
de las cédulas de identificación personal núms. 174308, 4524 y 
132286 de series 1ra, 93 y 1ra; (b) José Alberto Cohen Martínez, 
dominicano, mayor de edad, casado, empresario, domiciliado y 
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residente en la casa núm. 567 de la calle Roberto Pastoriza de 
esta ciudad, portador de la cédula de identificación personal núm. 
127068, serie 1ra; (c) Rosanna Perdomo O., Ismael Perdomo 
O., César Perdomo O., Lurline Perdomo Ortiz, Lucila Ortiz 
Vda. Perdomo y Daniel Perdomo; y (d) Idalia Toribio y Emma 
Almánzar Toribio, contra la sentencia dictada por la Cámara Civil 
y Comercial de la Corte de Apelación de Santo Domingo el 26 de 
octubre de 1990, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído en la lectura de sus conclusiones al Dr. Blas Abreu, 
en representación de los Dres. Ninoska Isidor Ymseng, José 
de Js. Bergés Martín y Tilsa Gómez de Ares, abogados de los 
recurridos;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la 
República;

Visto el memorial de casación depositado en la Secretaría 
General de la Suprema Corte de Justicia el 21 de diciembre de 
1990, suscrito por los Dres. José Antonio Columna y Carlos 
Cornielle, abogados de las recurrentes, en el cual se invocan los 
medios de casación que se indican más adelante; 

Visto el memorial de defensa depositado en la Secretaría 
General de la Suprema Corte de Justicia el 4 de febrero de 1991, 
suscrito por los Dres. Ninoska Isidor Ymseng, José de Js. Bergés 
Martín y Tilsa Gómez de Ares, abogados de los recurridos, 
Consorcio La Monetaria, S.A.; 

Vista la Ley núm. 25 de 1991, modificada por la Ley núm. 156 
de 1997 y los artículos 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación; 

Visto el auto dictado el 11 de marzo de 2009, por el magistrado 
Rafael Luciano Pichardo, Presidente de la Cámara Civil de la 
Suprema Corte de Justicia, por medio del cual se llama a sí mismo 
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y a los magistrados Eglys Margarita Esmurdoc, Margarita A. 
Tavares, Ana Rosa Bergés Dreyfous y José E. Hernández Machado, 
jueces de esta cámara, para integrar la misma en la deliberación y 
fallo del recurso de casación de que se trata, de conformidad con 
las Leyes núms. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La CORTE, en audiencia pública del 3 de julio de 1991, estando 
presente los Jueces Néstor Contín Aybar, Fernando E. Ravelo 
de la Fuente, Leonte R. Alburquerque Castillo, Máximo Puello 
Renville, Federico Natalio Cuello López, Octavio Piña Valdez, 
Gustavo Gómez Ceara, Amadeo Julián C. y Frank Bdo. Jiménez 
Santana, asistidos del Secretario General de la Suprema Corte de 
Justicia, y después de haber deliberado los jueces signatarios de 
este fallo;

Considerando, que la sentencia impugnada y los documentos a 
que ella se refiere, revelan que: a) en ocasión de una demanda civil 
en referimiento en caducidad o nulidad de autos de hipoteca judicial 
provisional incoada por Miguel Galarza Abreu, Josefina Durán de 
Galarza, Luz Abreu Hernández, José Alberto Cohén Martínez, 
Rossana Perdomo Ortiz, Ismael Perdomo Ortiz, César Perdomo 
Ortiz, Lurline Perdomo Ortiz, Lucila Ortiz Vda. Perdomo, Daniel 
Perdomo, Idalia Toribio y Enma Salazar, contra Consorcio La 
Monetaria y Manuel Pérez Perdomo, la Cámara Civil y Comercial 
de la Tercera Circunscripción del Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Nacional dictó el 2 de mayo del año 1990, una ordenanza 
que en su dispositivo expresa: “Primero: Acoge las conclusiones 
de la parte demandante: Consorcio La Monetaria y el señor Manuel 
Pérez Perdomo, y rechaza las conclusiones de las partes demandadas, 
Miguel Galarza Abreu, Josefina Durán de Galarza, Luz Abreu 
Hernández, José Alberto Cohen Martínez, Rossana Perdomo Ortiz, 
Ismael Perdomo Ortiz, César Perdomo Ortiz, Lurline Perdomo 
Ortiz, Lucila Ortiz Vda. Perdomo, Daniel Perdomo, Idalia Toribio 
y Enma Salazar, y, en consecuencia: a) declara la nulidad de las 
hipotecas judiciales practicadas por Miguel Galarza Abreu, Josefina 
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Durán de Galarza, Luz Abreu Hernández, José Alberto Cohén 
Martínez, Rossana Perdomo Ortiz, Ismael Perdomo Ortiz, César 
Perdomo Ortiz, Lurline Perdomo Ortiz, Lucila Ortiz Vda. Perdomo, 
Daniel Perdomo, Idalia Toribio y Enma Salazar, sobre las parcelas: 
I-F-A-2-I-3 Resto, y I-F-2-A-2-I-64 Refundida, y sus mejoras, en 
virtud de sendos autos de fechas 8 de abril y 5 de mayo de 1988, 
en fecha 5 de mayo de 1988, en el Registro de Títulos del Distrito 
Nacional, por los motivos expresados; y, consecuencialmente: b) 
Ordena al Registrador de Títulos del Distrito Nacional, la radiación 
y cancelación de las hipotecas judiciales indicadas precedentemente; 
Segundo: Se condena a los demandados, Miguel Galarza Abreu, 
Josefina Durán de Galarza, Luz Abreu Hernández, José Alberto 
Cohen Martínez, Rossana Perdomo Ortiz, Ismael Perdomo Ortiz, 
César Perdomo Ortiz, Lurline Perdomo Ortiz, Lucila Ortiz Vda. 
Perdomo, Daniel Perdomo, Idalia Toribio y Enma Salazar, al pago 
de las costas con distracción en provecho de los abogados, Licdos. 
José de Jesús Bergés Martín y Ángel Vinicio Quezada, quienes 
afirman estarlas avanzando en su totalidad; Tercero: Se ordena la 
ejecución provisional y sin fianza de esta ordenanza, no obstante 
cualquier recurso”; b) que sobre el recurso de apelación intentado 
contra esa decisión, la Cámara Civil y Comercial de la Corte de 
Apelación de Santo Domingo, rindió el 26 de octubre de 1990, la 
sentencia hoy atacada, cuyo dispositivo dice así: “Primero: Ratifica 
el defecto pronunciado en audiencia contra las partes recurrentes, 
Miguel Galarza Abreu, Josefina Durán de Galarza, Luz Abreu 
Hernández, José Alberto Cohen Martínez, Rossana Perdomo 
Ortiz, Ismael Perdomo Ortiz, César Perdomo Ortiz, Lurline 
Perdomo Ortiz, Lucila Ortiz Vda. Perdomo, Daniel Perdomo, 
Idalia Toribio y Enma Salazar, por falta de concluir; Segundo: 
Descarga pura y simplemente a los co intimados, Consorcio La 
Monetaria y Manuel Pérez Perdomo, y a los intervinientes forzosos, 
Banco Hipotecario Mercantil, S.A., Banco de Desarrollo Mercantil, 
S.A., Centro de Inversiones Comerciales, del recurso de apelación 
interpuesto por Miguel Galarza y Compartes, contra la ordenanza 
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dictada en fecha 2 de mayo del año 1990, por la Cámara Civil y 
Comercial de la Tercera Circunscripción del Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Nacional, cuyo dispositivo figura copiado 
precedentemente; Tercero: Condena al pago de las costas a las 
partes recurrentes, disponiendo la distracción de las mismas en 
provecho de los abogados de las partes gananciosas, Licdos. Ángel 
Vinicio Quezada y José de Jesús Bergés Martín; Cuarto: Comisiona 
al ministerial Rafael A. Chevalier E., Alguacil de Estrados de esta 
Corte, para la notificación de la presente sentencia”; 

Considerando, que los recurrentes proponen, en apoyo de 
su recurso, los medios de casación siguientes: “Primer Medio: 
Incompetencia absoluta. Violación por falsa aplicación de los 
artículos 48, 49 y 50 del Código de Procedimiento Civil y 101, 
104 y 109 de la ley 845 de 1978; Segundo Medio: Violación 
a los artículos 68, 69 y 70 del Código de Procedimiento Civil; 
Tercer Medio: Violación a los artículos 44, 45 y 46 de la ley 845 
de 1978; Cuarto Medio: Violación de los artículos 44, 45 y 46 de 
la ley de Organización Judicial. Nulidad de los procedimientos; 
Quinto Medio: Violación a los artículos 54 y 56 del Código de 
Procedimiento Civil”; 

Considerando, que en la sentencia impugnada consta que en la 
audiencia pública celebrada por la Corte a-qua el 13 de septiembre 
de 1990, no compareció la parte intimante ni su abogado 
constituido a formular sus conclusiones no obstante haber sido 
legalmente emplazada mediante acto núm. 298 de fecha 24 de 
julio del 1990, por lo que la intimada concluyó en el sentido de 
que se pronunciara el defecto contra la parte recurrente por falta 
de concluir y que se pronunciara el descargo puro y simple del 
recurso de apelación; 

Considerando, que si el intimante no comparece a la audiencia 
a sostener los motivos en los que fundamentó su recurso de 
apelación, se pronunciará en su contra el defecto y el descargo 
puro y simple de su recurso, si dicho descargo es solicitado en 
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la audiencia por conclusiones del intimado, como ocurrió en 
la especie, sin que el juez esté en ese caso en la obligación de 
examinar la sentencia apelada; 

Considerando, que el examen de la sentencia impugnada pone 
en evidencia que la parte recurrente no compareció a la audiencia 
celebrada por la Corte a-qua a sostener su recurso; que la Corte 
a-qua al descargar pura y simplemente a las partes recurridas 
Consorcio La Monetaria y Manuel Pérez Perdomo, del recurso 
de apelación interpuesto por Miguel Galarza Abreu, Josefina 
Durán de Galarza, Luz Abreu Hernández, José Alberto Cohen 
Martínez, Rossana Perdomo Ortiz, Ismael Perdomo Ortiz, 
César Perdomo Ortiz, Lurline Perdomo Ortiz, Lucila Ortiz Vda. 
Perdomo, Daniel Perdomo, Idalia Toribio y Enma Salazar, hizo 
una correcta aplicación de la ley, por lo que, en tales condiciones, 
el presente recurso de casación carece de fundamento y debe ser 
desestimado.

Por tales motivos: Primero: Rechaza el recurso de casación 
interpuesto por Miguel Galarza Abreu, Josefina Durán de 
Galarza, Luz Abreu Hernández, José Alberto Cohen Martínez, 
Rossana Perdomo Ortiz, Ismael Perdomo Ortiz, César Perdomo 
Ortiz, Lurline Perdomo Ortiz, Lucila Ortiz Vda. Perdomo, 
Daniel Perdomo, Idalia Toribio y Enma Salazar, contra la 
sentencia dictada por la Cámara Civil y Comercial de la Corte 
de Apelación de Santo Domingo, el 26 de octubre de 1990, cuya 
parte dispositiva figura en otro lugar de este fallo; Segundo: 
Condena a las partes recurrentes al pago de las costas procesales, 
con distracción de las mismas en favor de los Licdos. Ninoska 
Isidor Ymseng, José de Jesús Bergés Martín y Tilsa Gómez de 
Ares, abogados de las partes recurridas, quienes afirman haberlas 
avanzado en su totalidad.

Así ha sido hecho y juzgado por la Cámara Civil de la Suprema 
Corte de Justicia, y la sentencia pronunciada por la misma en la 
ciudad de Santo Domingo de Guzmán, en su audiencia pública 



Primera Cámara de la Suprema Corte de Justicia	 771

Pr
im

er
a 

C
ám

ar
a

www.suprema.gov.do

del 25 de marzo de 2009, años 166º de la Independencia y 146º 
de la Restauración.

Firmado: Rafael Luciano Pichardo, Eglys Margarita Esmurdoc, 
Margarita A. Tavares, Ana Rosa Bergés Dreyfous y José E. 
Hernández Machado. Grimilda Acosta, Secretaria General.

La presente sentencia ha sido dada, firmada y pronunciada por 
los señores Jueces que figuran al pie, en la audiencia pública del 
día, mes y año en ella expresados, y fue firmada, leída y publicada 
por mí, Secretaria General, que certifico.
www.suprema.gov.do



SENTENCIA DEL 25 DE MARZO DE 2009, NÚM. 90
Sentencia impugnada:	 Corte de Apelación de San Francisco de 

Macorís, del 24 de julio de 1990.
Materia:	 Civil.
Recurrente:	 Simón Bolívar Ascanio Nolasco.
Abogado:	 Dr. Héctor José Vargas Ramos.
Recurrida:	 Sonia L. Reyes.
Abogados:	 Dres. Ana Silvia Cabrera Monegro y Rafael 

A. Peña P.

CÁMARA CIVIL

Rechaza

Audiencia pública del 25 de marzo de 2009.
Preside: Rafael Luciano Pichardo.

 
Dios, Patria y Libertad

En Nombre de la República, la Cámara Civil de la Suprema 
Corte de Justicia, actuando como Corte de Casación, dicta en 
audiencia pública la sentencia siguiente: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Simón Bolívar 
Ascanio Nolasco, dominicano, mayor de edad, soltero, portador 
de la cédula de identificación personal núm. 34222, serie 56, 
domiciliado y residente en la avenida Libertad núm. 195 de la 
ciudad de San Francisco de Macorís, provincia Duarte, contra 
la sentencia dictada, en atribuciones civiles, por la Corte de 
Apelación de San Francisco de Macorís el 24 de julio de 1990, 
cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
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Oído en la lectura de sus conclusiones al Dr. Quirico Restituyo, 
en representación de los Dres. Ana Silvia Cabrera Monegro y 
Rafael A. Peña P., abogados de la recurrida, Sonia L. Reyes;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la 
República;

Visto el memorial de casación depositado en la Secretaría 
General de la Suprema Corte de Justicia el 20 de septiembre de 
1990, suscrito por el Dr. Héctor José Vargas Ramos, abogado del 
recurrente, en el cual se invocan los medios de casación que se 
indican más adelante; 

Visto el memorial de defensa depositado en la Secretaría 
General de la Suprema Corte de Justicia el 12 de octubre de 1990, 
suscrito por los Dres. Ana Silvia Cabrera Monegro y Rafael A. 
Peña P., abogados del recurrido, Sonia L. Reyes; 

Vista la Ley núm. 25 de 1991, modificada por la Ley núm. 156 
de 1997 y los artículos 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación; 

Visto el auto dictado el 11 de marzo de 2009, por el magistrado 
Rafael Luciano Pichardo, Presidente de la Cámara Civil de 
la Suprema Corte de Justicia, por medio del cual se llama a sí 
mismo y a los magistrados Margarita A. Tavares, Ana Rosa Bergés 
Dreyfous y José E. Hernández Machado, jueces de esta cámara, 
para integrar la misma en la deliberación y fallo del recurso de 
casación de que se trata, de conformidad con las Leyes núms. 684 
de 1934 y 926 de 1935;

La CORTE, en audiencia pública del 24 de abril de 1991, 
estando presente los Jueces Néstor Contín Aybar, Fernando E. 
Ravelo de la Fuente, Máximo Puello Renville, Abelardo Herrera 
Piña, Octavio Piña Valdez, Federico Natalio Cuello López y 
Rafael Richiez Saviñón, asistidos del Secretario General de la 
Suprema Corte de Justicia, y después de haber deliberado los 
jueces signatarios de este fallo;
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Considerando, que la sentencia impugnada y los documentos a 
que ella se refiere, revelan que: a) en ocasión de una demanda civil 
en partición de bienes de la comunidad incoada por Simón Bolívar 
Ascanio Nolasco, contra Sonia Librada Reyes Camilo, la Cámara Civil 
y Comercial del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial 
de Duarte dictó el 22 de noviembre del año 1989, una sentencia 
que en su dispositivo expresa: “Primero: Ordena la partición y 
liquidación de la disuelta comunidad legal que existió entre Sonia 
Librada Reyes Camilo y Simón Bolívar Ascanio Nolasco; Segundo: 
Designa al Dr. Luis Abukarma Cabrera, Notario Público de los del 
número para este municipio de San Francisco de Macorís, para las 
operaciones de cuenta, liquidación y partición de la comunidad de 
que se trata; Tercero: Designa a Arcadio Hernández como perito, 
para que, previa prestación del juramento, rinda informe sobre si los 
bienes a partir son o no de fácil división y en caso de serlo indicarlo 
sumariamente; Cuarto: Las costas son puestas a cargo de la masa 
a partir, distrayendo las mismas en provecho de los Dres. Ezequiel 
Antonio González Reyes y Mario Meléndez Mena, abogados que 
afirman haberlas avanzado en su mayor parte”; b) que sobre el 
recurso de apelación intentado contra esa decisión, la Cámara Civil 
y Comercial de la Corte de Apelación de San Francisco de Macorís, 
rindió el 24 de julio de 1990, la sentencia hoy atacada, cuyo dispositivo 
dice así: “Primero: Ratifica el defecto pronunciado en audiencia 
contra la parte apelante por falta de concluir; Segundo: Descarga 
pura y simplemente a la parte apelada del presente recurso; Tercero: 
Se condena a la parte apelante al pago de las costas el presente 
recurso de apelación, ordenando su distracción en provecho del Dr. 
Rafael A. Peña P., abogado quien afirma haberlas avanzado en su 
mayor parte o totalidad; Cuarto: Comisiona al ministerial Freni M. 
Calderón J., Alguacil Ordinario del Juzgado de Paz de San Francisco 
Macorís, para la notificación de la presente sentencia”; 

Considerando, que el recurrente propone, en apoyo de su 
recurso, el medio de casación siguiente: “Único Medio: Violación 
de los artículos 138 y 139 del Código de Procedimiento Civil. 
Violación de formas sustanciales”; 
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Considerando, que en la sentencia impugnada consta que 
en la audiencia pública celebrada por la Corte a-qua el 29 de 
junio de 1990, no compareció la parte intimante ni su abogado 
constituido a formular sus conclusiones no obstante haber sido 
legalmente emplazado mediante acto núm. 14-90 de fecha 23 de 
junio del 1990, por lo que la intimada concluyó en el sentido de 
que se pronunciara el defecto contra la parte recurrente por falta 
de concluir y que se pronunciara el descargo puro y simple del 
recurso de apelación; 

Considerando, que si el intimante no comparece a la audiencia 
a sostener los motivos en los que fundamentó su recurso de 
apelación, se pronunciará en su contra el defecto y el descargo 
puro y simple de su recurso, si dicho descargo es solicitado en 
la audiencia por conclusiones del intimado, como ocurrió en 
la especie, sin que el juez esté, en ese caso, en la obligación de 
examinar la sentencia apelada; 

Considerando, que el examen de la sentencia impugnada 
pone en evidencia que la parte recurrente no compareció a la 
audiencia celebrada por la Corte a-qua a sostener su recurso, 
razón por la cual, la Corte a-qua al descargar pura y simplemente 
a la parte recurrida Sonia Librada Reyes Camilo del recurso de 
apelación interpuesto por Simón Bolívar Ascanio Nolasco, hizo 
una correcta aplicación de la ley, por lo que, en tales condiciones, 
el presente recurso de casación carece de fundamento y debe ser 
desestimado.

Por tales motivos: Primero: Rechaza el recurso de casación 
interpuesto por Simón Bolívar Ascanio Nolasco, contra la 
sentencia dictada por la Cámara Civil y Comercial de la Corte de 
Apelación de San Francisco de Macorís, el 24 de julio de 1990, 
cuya parte dispositiva figura en otro lugar de este fallo; Segundo: 
Condena a la parte recurrente al pago de las costas procesales, 
con distracción de las mismas en favor de los Dres. Ana Silvia 
Cabrera Moreno y Rafael A. Peña P., abogados de la recurrida, 
quienes afirman haberlas avanzado en su totalidad.
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Así ha sido hecho y juzgado por la Cámara Civil de la Suprema 
Corte de Justicia, y la sentencia pronunciada por la misma en la 
ciudad de Santo Domingo de Guzmán, en su audiencia pública 
del 25 de marzo de 2009, años 166º de la Independencia y 146º 
de la Restauración.

Firmado: Rafael Luciano Pichardo, Margarita A. Tavares, Ana 
Rosa Bergés Dreyfous y José E. Hernández Machado. Grimilda 
Acosta, Secretaria General.

La presente sentencia ha sido dada, firmada y pronunciada por 
los señores Jueces que figuran al pie, en la audiencia pública del 
día, mes y año en ella expresados, y fue firmada, leída y publicada 
por mí, Secretaria General, que certifico.
www.suprema.gov.do
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SENTENCIA DEL 25 DE MARZO DE 2009, NÚM. 91
Sentencia impugnada:	 Primera Sala de la Cámara Civil y Comercial 

del Juzgado de Primera Instancia de la 
Provincia Santo Domingo, del 23 de marzo 
de 2007.

Materia:	 Civil.
Recurrente:	 Juan Miguel Méndez.
Abogado:	 Lic. Eladio Melo Alcántara.
Recurrida:	 Ramón Francisco Cua.
Abogado:	 Dr. Persio Antonio Sánchez Reyes.

CAMARA CIVIL

Rechaza

Audiencia pública del 25 de marzo de 2009.
Preside: Rafael Luciano Pichardo.

 
Dios, Patria y Libertad

En Nombre de la República, la Cámara Civil de la Suprema 
Corte de Justicia, actuando como Corte de Casación, ha dictado 
la sentencia siguiente: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Juan Miguel 
Méndez, dominicano, mayor de edad, cédula al día, domiciliado y 
residente en la calle G núm. 2, Sector Los Mina, Municipio Santo 
Domingo Este, Provincia Santo Domingo, contra la sentencia 
dictada por la Primera Sala de la Cámara Civil y Comercial del 
Juzgado de Primera Instancia de la provincia Santo Domingo el 
23 de marzo de 2007, cuyo dispositivo se copia mas adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
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Oído en la lectura de sus conclusiones al Dr. Persio Antonio 
Sánchez Reyes, abogado de la parte recurrida, Ramón Francisco 
Cuas;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la 
República el cual termina así: “Que procede declarar inadmisible, 
el recurso de casación interpuesto por Juan Miguel Méndez, 
contra la sentencia No. 678 del Veintitrés (23) de marzo de 2007, 
dictada por la Cámara Civil y Comercial del Juzgado de Primera 
Instancia de la Provincia de Santo Domingo Este, Primera Sala, 
por los motivos expuestos”; 

Visto el memorial de casación depositado en la Secretaría 
General de la Suprema Corte de Justicia el 19 de julio de 2007, 
suscrito por el Licdo. Eladio Melo Alcántara, abogado de la parte 
recurrente, en el cual se invocan los medios de casación que se 
indican más adelante;

Visto el memorial de defensa depositado en la Secretaría 
General de la Suprema Corte de Justicia, el 3 de agosto de 2007, 
suscrito por el Dr. Persio Antonio Sánchez Reyes, abogado de la 
parte recurrida Ramón Francisco Cuas;

Vista la Ley núm. 25 de 1991, modificada por la Ley núm. 156 
de 1997 y los artículos 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación;

La CORTE, en audiencia pública del 19 de noviembre de 
2008, estando presentes los jueces; Rafael Luciano Pichardo, 
Presidente; Eglys Margarita Esmurdoc, Margarita A. Tavares, Ana 
Rosa Bergés Dreyfous y José E. Hernández Machado, asistidos 
de la secretaria general, y después de haber deliberado los jueces 
signatarios de este fallo;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta: a) que con motivo de una 
demanda rescisión de contrato de inquilinato, desalojo y cobro 
de alquileres, interpuesta por Ramón Francisco Cuas, contra Juan 
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Miguel Méndez, el Juzgado de Paz de la Segunda Circunscripción 
del municipio Santo Domingo Este dictó el 29 de marzo de 
2006, una sentencia cuyo dispositivo es el siguiente; “Primero: 
Se ratifica el defecto en contra del señor Juan Miguel Méndez, 
por no haber comparecido a la audiencia de fecha 09 del mes de 
marzo del año 2006, a las (9:00) horas de la mañana, no obstante 
haber sido legalmente citado; Segundo: Se condena al señor 
Juan Miguel Méndez, a pagar la suma de Veintiún Mil Pesos Oro 
Dominicanos (RD$21,000.00), por concepto alquileres vencidos 
y no pagados, correspondiente a los meses desde septiembre del 
2005 hasta enero del 2006, a razón de Cuatro Mil Doscientos 
Pesos Oro Dominicanos (RD$4,200.00) cada mes, más los meses 
que se venzan en la presente demanda; Tercero: Se declara la 
rescisión del contrato de inquilinato intervenido entre las partes 
sobre la referida casa objeto de la presente demanda; Cuarto: 
Se ordena el desalojo inmediato del señor Juan Miguel Méndez, 
y de cualquier otra persona que se encuentre ocupando al título 
que sea, la casa ubicada en al calle G, núm. 02, del Sector de 
Los Mina, municipio Santo Domingo Este; Quinto: Se rechaza 
la solicitud de declarar la sentencia ejecutoria y sin fianza no 
obstante cualquier recurso que interponga en contra la misma, 
por improcedente, mal fundado, conforme a los motivos dados 
en el cuerpo de la presente decisión; Sexto: Se rechaza la solicitud 
del pago del interés legal por improcedente, mal fundado y carente 
de base legal, conforme a los motivos dados precedentemente en 
la presente decisión; Séptimo: Se condena al señor Juan Miguel 
Méndez, al pago de las costas del procedimiento, ordenando 
su distracción a favor y provecho del Dr. Persio Antonio 
Sánchez Reyes, abogado que afirma haberlas avanzado en su 
totalidad; Octavo: Se comisiona al Ministerial José María Soto 
Guerrero, Alguacil de Estrado del Juzgado de Paz de la Segunda 
Circunscripción del Municipio Santo Domingo Este, para la 
notificación de la presente sentencia”; b) que sobre el recurso de 
apelación interpuesto intervino la sentencia ahora impugnada con 
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el siguiente dispositivo: “Primero: Ratifica el defecto pronunciado 
en audiencia contra la parte demandante, señor Juan Miguel 
Méndez, por falta de concluir; Segundo: Ordena el descargo 
puro y simple del presente recurso interpuesto por el señor Juan 
Miguel Méndez, contra la sentencia civil núm. 212/2006 de fecha 
29) de marzo de 2006, dictada por Juzgado de Paz de la Segunda 
Circunscripción del Municipio Santo Domingo Este, Provincia 
Santo Domingo; Tercero: Condena a la parte demandante señor 
Juan Miguel Méndez, al pago de las costas del procedimiento con 
distracción de las mismas a favor del Lic. Persio Antonio Sánchez, 
Abogado que afirma haberla avanzado en su totalidad; Cuarto: 
Comisiona al ministerial Randoj Peña, alguacil Ordinario de la 
Corte del Trabajo Distrito Nacional, para la notificación de la 
presente sentencia” (sic); 

Considerando, que la parte recurrente propone contra la 
sentencia impugnada el medio de casación siguiente: “Primer 
Medio: Violación al derecho de defensa y la falta de ponderación 
de un recurso de apelación, pese a la no presencia de abogado, 
debió conllevarse el análisis de las conclusiones del recurso 
notificado; Segundo Medio: Sentencia Carente de motivos”; 

Considerando, que en la sentencia impugnada consta que en la 
audiencia pública celebrada por la Corte a-qua el 12 de febrero de 
2007, no compareció la parte intimante ni su abogado constituido 
a formular sus conclusiones, no obstante haber sido legalmente 
emplazado por lo que la recurrida concluyó solicitando el “defecto 
contra la parte recurrente, y que se pronunciara el descargo puro 
y simple del presente recurso de apelación”; 

Considerando, que si el intimante no comparece a la audiencia 
a sostener los motivos en lo que fundamentó su recurso de 
apelación, se pronunciará en su contra el descargo puro y simple 
de su recurso, si dicho descargo es solicitado en la audiencia por 
conclusiones del intimado, como ocurrió en la especie, sin que 
el juez esté en ese caso en la obligación de examinar la sentencia 
apelada; 
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Considerando, que el examen de la sentencia impugnada pone 
en evidencia que la parte recurrente no compareció a la audiencia 
celebrada por la Corte a-qua a sostener su recurso; que la Corte 
a-qua al descargar pura y simplemente a la parte recurrida Ramón 
Francisco Cuas del recurso de apelación interpuesto por Juan 
Miguel Méndez, hizo una correcta aplicación de la ley, por lo que, 
en tales condiciones, el presente recurso de casación carece de 
fundamento y debe ser desestimado. 

Por tales motivos: Primero: Rechaza el recurso de casación 
interpuesto por Juan Miguel Méndez, contra la sentencia dictada 
por la Primera Sala de la Cámara Civil y Comercial del Juzgado de 
Primera Instancia de la Provincia de Santo Domingo, Municipio 
Este, el 23 de marzo de 2007, cuya parte dispositiva figura en 
otro lugar de este fallo; Segundo: Condena a la parte recurrente 
al pago de las costas procesales, con distracción de las mismas en 
favor del Dr. Persio Antonio Sánchez Reyes, abogado de la parte 
recurrida, quien afirma haberlas avanzado en su totalidad.

 Así ha sido hecho y juzgado por la Cámara Civil de la Suprema 
Corte de Justicia, y la sentencia pronunciada por la misma en la 
ciudad de Santo Domingo de Guzmán, en su audiencia pública 
del 25 de marzo de 2009, años 166º de la Independencia y 146º 
de la Restauración.

Firmado: Rafael Luciano Pichardo, Eglys Margarita Esmurdoc, 
Margarita A. Tavares, Ana Rosa Bergés Dreyfous y José E. 
Hernández Machado. Grimilda Acosta, Secretaria General.

La presente sentencia ha sido dada, firmada y pronunciada por 
los señores Jueces que figuran al pie, en la audiencia pública del 
día, mes y año en ella expresados, y fue firmada, leída y publicada 
por mí, Secretaria General, que certifico.
www.suprema.gov.do



SENTENCIA DEL 25 DE MARZO DE 2009, NÚM. 92
Sentencia impugnada:	 Corte de Apelación de Montecristi, del 4 de 

septiembre de 1990.
Materia:	 Civil.
Recurrente:	 Máximo Tavarez.
Abogado:	 Lic. Eddy Rafael Abreu Hernández.
Recurrida:	 Banco de Desarrollo Financiero del Caribe, 

C. por A.
Abogada:	 Dra. Luz Neftis Duquela M.

CÁMARA CIVIL

Casa

Audiencia pública del 25 de marzo de 2009.
Preside: Rafael Luciano Pichardo.

 
Dios, Patria y Libertad

En Nombre de la República, la Cámara Civil de la Suprema 
Corte de Justicia, actuando como Corte de Casación, dicta en 
audiencia pública la sentencia siguiente: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Máximo Tavarez, 
dominicano, mayor de edad, casado, comerciante, domiciliado y 
residente en la ciudad de Santiago de los Caballeros, portador 
de la cédula de identificación personal núm. 71739, serie 31, 
contra la sentencia dictada en atribuciones civiles por la Corte 
de Apelación de Montecristi el 4 de septiembre de 1990, cuyo 
dispositivo se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
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Oído en la lectura de sus conclusiones al Licdo. Eddy R. Abreu, 
abogado del recurrente;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la 
República;

Visto el memorial de casación depositado en la Secretaría 
General de la Suprema Corte de Justicia el 26 de noviembre 
de 1990, suscrito por el Licdo. Eddy Rafael Abreu Hernández, 
abogado del recurrente, en el cual se invocan los medios de 
casación que se indican más adelante; 

Visto el memorial de defensa depositado en la Secretaría 
General de la Suprema Corte de Justicia el 11 de diciembre de 
1990, suscrito por la Dra. Luz Neftis Duquela M., abogada del 
recurrido, Banco de Desarrollo Financiero del Caribe, C. por A.; 

Vista la Ley núm. 25 de 1991, modificada por la Ley núm. 156 
de 1997 y los artículos 1, 20 y 65 de la Ley sobre Procedimiento 
de Casación; 

Visto el auto dictado el 13 de marzo de 2009, por el magistrado 
Rafael Luciano Pichardo, Presidente de la Cámara Civil de la 
Suprema Corte de Justicia, por medio del cual se llama a sí mismo 
y a los magistrados Eglys Margarita Esmurdoc, Margarita A. 
Tavares, Ana Rosa Bergés Dreyfous y José E. Hernández Machado, 
jueces de esta cámara, para integrar la misma en la deliberación y 
fallo del recurso de casación de que se trata, de conformidad con 
las Leyes núms. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La CORTE, en audiencia pública del 22 de marzo de 1991, 
estando presente los Jueces Néstor Contín Aybar, Fernando E. 
Ravelo de la Fuente, Leonte R. Alburquerque Castillo, Federico 
Natalio Cuello López, Octavio Piña Valdez, Gustavo Gómez 
Ceara, Amadeo Julián C. y Frank Bdo. Jiménez Santana, asistidos 
del Secretario General de la Suprema Corte de Justicia, y después 
de haber deliberado los jueces signatarios de este fallo;
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Considerando, que la sentencia impugnada y los documentos 
a que ella se refiere, revelan que: a) en ocasión del procedimiento 
de embargo inmobiliario incoado por el Banco de Desarrollo 
Financiero del Caribe, C. por A., contra Máximo Tavarez, la 
Cámara Civil, Comercial y de Trabajo del Distrito Judicial de 
Monte Cristi dictó el 23 de marzo del año 1990, una sentencia 
que en su dispositivo expresa: “Primero: Declara al Banco de 
Desarrollo Financiero del Caribe, C. por A., (Badefica) de calidades 
en autos, adjudicatario del inmueble siguiente: Parcela núm. 102 
del D.C. 17 de Guayubín, la cual tiene una extensión superficial de 
136 hectáreas, 57 áreas, 31 centiáreas, con los siguientes linderos 
actuales: al Norte: terreno sin ocupar, parcelas núms. 103, 104, 
105, 106 y 108; al Este: Parcela 108, Sucs. de Miguel Ramos 
(Manolito), Suc. de Manuel de Jesús Flores (Chucho), y Camino 
a Sabaneta; al Sur: Sucs. de Manuel de Jesús Flores (Chucho), 
Camino a Sabaneta, terreno sin ocupar y Sucs. de Agapito Núñez; 
y al Oeste: terreno sin ocupar, Sucs. de Agapito Núñez, Amado 
García y terreno sin ocupar; amparada por el certificado de título 
72, descrito en el cuaderno de cargas, cláusulas y condiciones 
por la suma de ciento treinta y seis mil quinientos cinco pesos 
con cuarenta y dos centavos (RD$136,505.42) incluyendo capital 
intereses, gastos legales y honorarios, el cual constituye la garantía 
de un préstamo otorgado por el Banco de Desarrollo Financiero 
del Caribe, C. por A., (Badefica) al embargado, Máximo Tavarez; 
Segundo: Ordena a Máximo Tavarez a abandonar la posesión de 
dicho inmueble tan pronto le sea notificada la presente sentencia; 
Tercero: Declara ejecutoria la presente sentencia, contra toda 
persona que estuviere ocupando a cualquier título el inmueble 
adjudicado”; b) que sobre recurso de apelación intentado contra 
esa decisión, la Corte de Apelación del Departamento Judicial 
de Monte Cristi, rindió el 4 de septiembre de 1990, el fallo hoy 
atacado, cuyo dispositivo dice así: “Primero: Declara nulo y sin 
ningún efecto jurídico, el recurso de apelación interpuesto por el 
señor Máximo Tavarez, al tenor del acto núm. 45, instrumentado 
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en fecha 6 del mes de abril del año 1990, por el ministerial Hipólito 
Joaquín Peralta, alguacil de estrados de la Cámara Civil, Comercial 
y de Trabajo del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial 
de Monte Cristi, por ser violador el indicado recurso, a los 
preceptos establecidos en la ley núm. 6186 de Fomento Agrícola; 
Segundo: Confirma en todas sus partes la sentencia recurrida, 
es decir la sentencia núm. 27, de fecha 23 del mes de marzo del 
año 1990, dictada por la Cámara Civil, Comercial y de Trabajo del 
Distrito Judicial de Monte Cristi, cuya parte dispositiva fue copiada 
en otro lugar de esta sentencia, por haber hecho el juez a quo una 
buena apreciación de los hechos y una correcta interpretación del 
derecho; Tercero: Condena al señor Máximo Tavarez al pago de 
las costas del procedimiento, con distracción de las mismas en 
provecho de la Dra. Luz Neftis Duquela M., abogada que afirma 
estarlas avanzando en su mayor parte”;

Considerando, que el recurrente propone, en apoyo de su 
recurso, los medios de casación siguientes: “Primer Medio: 
Violación al artículo 75 Código de Procedimiento Civil y falta 
de motivo y falta de base legal; Segundo Medio: Violación al 
derecho de defensa y al artículo 8 de la Constitución”;

Considerando, que el examen de la sentencia impugnada 
revela que la Corte a-qua fue apoderada del recurso de apelación 
contra una sentencia resultante de un procedimiento de embargo 
inmobiliario, por el cual, el inmueble embargado fue adjudicado 
al Banco de Desarrollo Financiero del Caribe, C. por A.; que el 
proceso mediante el cual se produjo la adjudicación se llevó a cabo 
sin incidentes, de lo que resulta que la decisión adoptada al efecto 
tiene un carácter puramente administrativo pues se limita a dar 
constancia del transporte en favor del persiguiente, del derecho 
de propiedad del inmueble subastado; 

Considerando, que dicha sentencia, constituye una sentencia 
de adjudicación en un procedimiento de embargo inmobiliario, 
por lo que tratándose de una decisión de carácter puramente 
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administrativo, no es susceptible de ser recurrida en apelación ante 
la Corte, sino de una acción principal en nulidad ante el mismo 
tribunal que la dictó, cuyo éxito dependerá de que se establezca 
y pruebe, que un vicio de forma se ha cometido al procederse 
a la subasta, en el modo de las pujas, o que el adjudicatario ha 
descartado a posibles licitadores valiéndose de maniobras tales 
como dádivas, promesas o amenazas o por haberse producido 
la adjudicación en violación a las prohibiciones del artículo 711 
del Código de Procedimiento Civil; que, en esas circunstancias, la 
Corte a-qua, incurrió en el vicio de exceso de poder al admitir y 
conocer un recurso cuya vía no estaba abierta, por lo que procede 
que la sentencia impugnada sea casada, por un medio suplido de 
oficio por la Suprema Corte de Justicia, como Corte de Casación, 
por ser una regla concerniente al orden público;

Considerando, que, cuando la sentencia impugnada fuere 
casada por un medio suplido de oficio, las costas podrán 
ser compensadas, en virtud del artículo 65 de la Ley sobre 
Procedimiento de Casación;

Por tales motivos, Primero: Casa, por vía de supresión y sin 
envío, la sentencia dictada en atribuciones civiles el 4 de septiembre 
del año 1990, por la Cámara Civil de la Corte de Apelación del 
Departamento Judicial de Monte Cristi, cuyo dispositivo se 
reproduce en otro lugar de este fallo; Segundo: Compensa las 
costas procesales. 

Así ha sido hecho y juzgado por la Cámara Civil de la Suprema 
Corte de Justicia, y la sentencia pronunciada por la misma en la 
ciudad de Santo Domingo de Guzmán, en su audiencia pública 
del 25 de marzo de 2009, años 166º de la Independencia y 146º 
de la Restauración.

Firmado: Rafael Luciano Pichardo, Eglys Margarita Esmurdoc, 
Margarita A. Tavares, Ana Rosa Bergés Dreyfous y José E. 
Hernández Machado. Grimilda Acosta, Secretaria General.
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La presente sentencia ha sido dada, firmada y pronunciada por 
los señores Jueces que figuran al pie, en la audiencia pública del 
día, mes y año en ella expresados, y fue firmada, leída y publicada 
por mí, Secretaria General, que certifico.
www.suprema.gov.do



SENTENCIA DEL 25 DE MARZO DE 2009, NÚM. 93
Sentencia impugnada:	 Cámara Civil y Comercial de la Cuarta 

Circunscripción del Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Nacional, del 16 de 
octubre de 1989.

Materia:	 Civil.
Recurrente:	 Roselio Santana.
Abogado:	 Dr. Carlos Manuel Ventura Mota.
Recurrida:	 Mercedes Marina González.
Abogado:	 Dr. José Francisco Matos y Matos.

CÁMARA CIVIL

Casa

Audiencia pública del 25 de marzo de 2009.
Preside: Rafael Luciano Pichardo.

 
Dios, Patria y Libertad

En Nombre de la República, la Cámara Civil de la Suprema 
Corte de Justicia, actuando como Corte de Casación, dicta en 
audiencia pública la sentencia siguiente: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Roselio Santana, 
dominicano, mayor de edad, casado, portador de la cédula de 
identificación personal núm. 22826, serie 1ra, domiciliado y 
residente en la calle segunda núm. 12, Los dominicanos ausentes, 
La Caleta, de esta ciudad, contra la sentencia dictada por la Cámara 
Civil y Comercial de la Cuarta Circunscripción del Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Nacional el 16 de octubre de 1989, 
cuyo dispositivo se copia más adelante;
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Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído en la lectura de sus conclusiones al Dr. Carlos Manuel 
Ventura Mota, abogado del recurrente;

Oído en la lectura de sus conclusiones al Dr. José Francisco 
Matos y Matos, abogado de la recurrida, Mercedes Marina 
González;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la 
República;

Visto el memorial de casación depositado en la Secretaría 
General de la Suprema Corte de Justicia el 4 de diciembre de 
1989, suscrito por el Dr. Carlos Manuel Ventura Mota, abogado 
del recurrente, en el cual se invocan los medios de casación que 
se indican más adelante; 

Visto el memorial de defensa depositado en la Secretaría 
General de la Suprema Corte de Justicia el 22 de diciembre de 
1989, suscrito por el Dr. José Francisco Matos y Matos, abogado 
de la recurrida; 

Vista la Ley núm. 25 de 1991, modificada por la Ley núm. 156 
de 1997 y los artículos 1, 20 y 65 de la Ley sobre Procedimiento 
de Casación; 

Visto el auto dictado el 13 de marzo de 2009, por el magistrado 
Rafael Luciano Pichardo, Presidente de la Cámara Civil de la 
Suprema Corte de Justicia, por medio del cual se llama a sí mismo 
y a los magistrados Eglys Margarita Esmurdoc, Margarita A. 
Tavares, Ana Rosa Bergés Dreyfous y José E. Hernández Machado, 
jueces de esta cámara, para integrar la misma en la deliberación y 
fallo del recurso de casación de que se trata, de conformidad con 
las Leyes núms. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La CORTE, en audiencia pública del 10 de octubre de 1990, 
estando presente los Jueces, Fernando E. Ravelo de la Fuente, 
Leonte R. Alburquerque Castillo, Máximo Puello Renville, 



790	 Boletín Judicial 1180

Abelardo Herrera Piña, Octavio Piña Valdez, Federico Natalio 
Cuello López y Rafael Richiez Saviñón, asistidos del Secretario 
General de la Suprema Corte de Justicia, y después de haber 
deliberado los jueces signatarios de este fallo;

Considerando, que en ocasión del recurso de apelación 
incoado por el señor Roselio Santana contra la sentencia dictada 
en fecha 30 de marzo de 1989 por el Juzgado de Paz de la Octava 
Circunscripción del Distrito Nacional, la Cámara Civil y Comercial 
de la Cuarta Circunscripción del Juzgado de Primera Instancia 
dictó la sentencia ahora impugnada en casación, cuyo dispositivo 
es el siguiente: “Primero: Se ordena la fusión de los expedientes de 
fecha 15 de junio del año 1989, y 1ro. de agosto del año 1989, por 
tratarse del mismo asunto, de las mismas partes y el mismo objeto 
entre los señores Roselio Santana, parte recurrente y Mercedes 
Marina González, parte recurrida; Segundo: Declara bueno y 
válido, en cuanto a la forma el recurso de apelación interpuesto 
por el señor Roselio Santana mediante acto núm. 267/89 de fecha 
19 de abril del año 1989, notificado, por el ministerial Manuel 
Emilio Galván, ordinario de la Sexta, Cámara Penal del Distrito 
Nacional, contra la sentencia de fecha 30 de marzo del año 
1989, que ratifica la sentencia de fecha 20 de diciembre ambas 
dictadas por el Juzgado de Paz de la Octava Circunscripción 
del Distrito Nacional, a favor de la señora Mercedes Marina 
González; Tercero: En cuanto al fondo de dicho recurso, se 
rechaza por improcedente e infundado y carente de base legal, y 
en consecuencia este tribunal acoge las conclusiones de la parte 
recurrida la señora Mercedes Marina González y confirma en 
todas sus partes la sentencia de fecha 30 de marzo del año 1989, 
que ratifica la del 20 de diciembre del año 1988 ambas dictadas 
por el Juzgado de Paz de la Octava Circunscripción del Distrito 
Nacional; Cuarto: Condena al señor Roselio Santana al pago de 
las costas y ordena su distracción en favor y provecho del Dr. José 
Francisco Matos y Matos, quien afirma estarlas avanzando en su 
totalidad”; 
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Considerando, que la parte recurrente propone contra la 
sentencia impugnada los siguientes medios de casación: “Primer 
Medio: Violación del artículo 141 del Código de Procedimiento 
Civil. Falta de motivos. Segundo Medio: Violación del artículo 12 
Decreto 4807 de 1959. Artículo 452 del Código de Procedimiento 
Civil y artículo 55 de la ley No. 317 del 19 de junio de 1958. 
Desnaturalización de los hechos”; 

Considerando, que en el desarrollo del primer medio de casación 
propuesto, el cual se examina en primer término por convenir a 
la solución del caso, el recurrente alega, que la Corte a-qua para 
rechazar el recurso de apelación se limitó a indicar en su sentencia 
que la parte recurrente “no aportó pruebas que contradigan 
los motivos y fundamentos de la sentencia”; que en el fallo 
cuestionado, la Corte a-qua no respondió ni aún implícitamente 
los alegatos y conclusiones de las partes, especialmente de la parte 
recurrente, en violación a las disposiciones del artículo 141 del 
Código de Procedimiento Civil, en virtud del cual las sentencias 
deben contener los motivos y fundamentos que justifiquen la 
decisión adoptada;

Considerando, que del examen del fallo impugnado y de la 
documentación a que este se refiere, esta Suprema Corte de Justicia 
ha podido verificar, que en ocasión del recurso de apelación 
interpuesto por el actual recurrente contra la sentencia rendida 
por el Juzgado de Paz de la Octava Circunscripción del Distrito 
Nacional, la parte recurrente concluyó solicitando la revocación de 
dicha sentencia, que fuese acogida la oferta real de pago presentada 
en audiencia y en consecuencia, que fuese declarada la validez del 
contrato de locación intervenido entre las partes; 

Considerando, que para sustentar sus pedimentos figuran 
trascritos en el fallo cuestionado, desde la página número tres hasta 
la página ocho, los argumentos esgrimidos por el recurrente en 
apoyo de sus pretensiones, los cuales se encuentran desarrollados 
de manera amplia y con la indicación de los textos legales que 
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los justifican, así como también, en la página diez se detallan los 
documentos que fueron aportados por el recurrente en ocasión 
del recurso de apelación; 

Considerando, que aún cuando el recurrente planteó los 
alegatos que sustentaron su recurso, así como también, depositó 
los documentos en apoyo de sus pretensiones, la jurisdicción 
a-qua se limitó a señalar como fundamento a la decisión adoptada 
“que la parte recurrente señor Roselio Santana no ha aportado 
a este tribunal ninguna prueba que contradiga los motivos y 
fundamentos de la sentencia de fecha 30 de marzo del 1989, que 
ratifica la sentencia de fecha 20 de diciembre del año 1988 ambas 
dictadas por el Juzgado de Paz de la Octava Circunscripción del 
Distrito Nacional, por lo que debe confirmar en todas sus partes 
dicha sentencia por estar fundamentada en prueba legal”; 

Considerando, que el artículo 141 del Código de Procedimiento 
Civil exige, para la redacción de las sentencias, el cumplimiento 
de determinados requisitos considerados sustanciales, esto es, los 
fundamentos de hecho y de derecho que le sirven de sustentación 
a su dispositivo, así como las circunstancias que han dado origen 
al proceso;

Considerando, que resulta evidente que el motivo 
precedentemente transcrito, dado por la Corte a-qua para justificar 
su decisión ha sido concebido en términos muy generales, no 
conteniendo la sentencia impugnada una exposición completa de 
los hechos de la causa, adoleciendo, a su vez, de un razonamiento 
en derecho muy generalizado e impreciso, por lo que no ha 
sido posible verificar, si en la especie los elementos de hecho 
justificativos de la aplicación de la norma jurídica están presentes 
en el proceso, para poder determinar si la ley ha sido o no bien 
aplicada; que, en tales condiciones, la Suprema Corte de Justicia 
no puede ejercer su poder de control casacional, por lo cual se 
ha incurrido en la especie, tal como alega la parte recurrente, en 
el vicio de motivación insuficiente; que, por lo tanto, la sentencia 
impugnada debe ser casada;
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Considerando, que cuando la sentencia fuere casada por falta 
o insuficiencia de motivos o falta de base legal, las costas podrán 
ser compensadas. 

Por tales motivos: Primero: Casa la sentencia dictada por 
la Cámara Civil y Comercial de la Cuarta Circunscripción del 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional el 16 de 
octubre de 1989, cuya parte dispositiva figura en otro lugar de 
este fallo, y envía el asunto por ante la Primera Sala de la Cámara 
Civil y Comercial del Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Nacional, en las mismas atribuciones; Segundo: Compensa las 
costas procesales.

Así ha sido hecho y juzgado por la Cámara Civil de la Suprema 
Corte de Justicia, y la sentencia pronunciada por la misma en la 
ciudad de Santo Domingo de Guzmán, en su audiencia pública 
del 25 de marzo de 2009, años 166º de la Independencia y 146º 
de la Restauración.

Firmado: Rafael Luciano Pichardo, Eglys Margarita Esmurdoc, 
Margarita A. Tavares, Ana Rosa Bergés Dreyfous y José E. 
Hernández Machado. Grimilda Acosta, Secretaria General.

La presente sentencia ha sido dada, firmada y pronunciada por 
los señores Jueces que figuran al pie, en la audiencia pública del 
día, mes y año en ella expresados, y fue firmada, leída y publicada 
por mí, Secretaria General, que certifico.
www.suprema.gov.do



SENTENCIA DEL 25 DE MARZO DE 2009, NÚM. 94
Sentencia impugnada:	 Corte de Apelación de San Juan de la 

Maguana, del 6 de octubre de 1989.
Materia:	 Civil.
Recurrente:	 Francisco Agramonte Jiménez.
Abogado:	 Dr. Carlos Peña Lara.
Recurrida:	 Financiera Empresarial de Primas, S. A.
Abogado:	 Dr. Bernardo Antonio Jiménez Furcal.

CAMARA CIVIL

Rechaza 

Audiencia pública del 25 de marzo de 2009.
Preside: Rafael Luciano Pichardo.

 
Dios, Patria y Libertad

En Nombre de la República, la Cámara Civil de la Suprema 
Corte de Justicia, actuando como Corte de Casación, dicta en 
audiencia pública la sentencia siguiente: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Francisco 
Agramonte Jiménez, dominicano, mayor de edad, soltero, chofer, 
portador de la cédula de identificación personal núm. 28469, 
serie 12, domiciliado y residente en la sección de Hato Nuevo, 
municipio San Juan de la Maguana, contra la sentencia dictada 
por la Corte de Apelación del Departamento Judicial de San Juan 
de la Maguana, el 6 de octubre de 1989, cuyo dispositivo se copia 
más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
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Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la 
República; 

Visto el memorial de casación depositado en la Secretaría 
General de la Suprema Corte de Justicia el 9 de noviembre de 
1989, suscrito por el Dr. Carlos Peña Lara, abogado del recurrente, 
en el cual se invocan los medios de casación que se indican más 
adelante;

Visto el memorial de defensa depositado en la Secretaría 
General de la Suprema Corte de Justicia el 8 de enero de 1990, 
suscrito por el Dr. Bernardo Antonio Jiménez Furcal, abogado de 
la parte recurrida, Financiera Empresarial de Primas, S.A.;

Vista la Ley núm. 25 de 1991, modificada por la Ley núm. 156 
de 1997 y los artículos 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación;

Visto el auto dictado el 4 de marzo de 2009, por el magistrado 
Rafael Luciano Pichardo, Presidente de la Cámara Civil de la 
Suprema Corte de Justicia, por medio del cual se llama a sí mismo 
y a los magistrados Eglys Margarita Esmurdoc, Margarita A. 
Tavares y Ana Rosa Bergés Dreyfous, jueces de esta cámara, para 
integrar la misma en la deliberación y fallo del recurso de casación 
de que se trata, de conformidad con las Leyes núms. 684 de 1934 
y 926 de 1935;

La CORTE, en audiencia pública del 19 de diciembre de 1990, 
estando presente los Jueces Néstor Contín Aybar, Fernando E. 
Ravelo de la Fuente, Leonte R. Alburquerque Castillo, Máximo 
Puello Renville, Abelardo Herrera Piña, Octavio Piña Valdez, 
Federico Natalio Cuello López y Rafael Richiez Saviñón, asistidos 
del Secretario General de la Suprema Corte de Justicia, y después 
de haber deliberado los jueces signatarios de este fallo;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que con 
motivo de una demanda en suspensión de embargo interpuesta 
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por Francisco Agramonte Jiménez, el Presidente de la Corte 
de Apelación del Departamento Judicial de San Juan de la 
Maguana, dictó en fecha 6 de octubre de 1989, la ordenanza ahora 
impugnada, con el siguiente dispositivo:: “Primero: Se acoge 
como buena y válida la instancia en referimeinto incoada por el 
nombrado Francisco Agramonte Jiménez, por intermedio de su 
abogado constituido Dr. Carlos Peña Lara, por haber sido hecha 
de acuerdo a la ley; Segundo: Se rechazan las conclusiones hecha 
por el nombrado Francisco Agramonte Jiménez, por intermedio 
de su abogado Dr. Carlos Peña Lara, pidiendo la Suspensión de 
la Ejecución de la Sentencia núm. 55 de fecha 12 del mes de abril 
de 1989 de la Cámara Civil, Comercial y de Trabajo del Juzgado 
de Primera Instancia del Departamento Judicial de San Juan, que 
validó el embargo conservatorio trabajo en fecha 23 de diciembre 
de 1988, por improcedentes y mal fundadas en derecho; Tercero: 
Se condena al nombrado Francisco Agramonte Jiménez al pago de 
las costas con distracción en provecho del Dr. Bernardo A. Jiménez 
Furcal abogado que afirma haberlas avanzado en su totalidad”;

Considerando, que en su memorial de casación el recurrente 
invoca los siguientes medios: Primer Medio: Desnaturalización 
de los hechos; violación al Art. 156 del Código de Procedimiento 
Civil; violación al Art. 50 del Código de Procedimiento Civil; 
Segundo Medio: Falta de base legal;

Considerando, que en el desarrollo de sus medios de casación, 
los cuales se examinan reunidos por convenir así a la mejor 
solución del caso, el recurrente alega en síntesis que el Presidente 
de la Corte a-qua interpretó erróneamente el Art. 50 del Código 
de Procedimiento Civil, ya que según su interpretación, dicha 
solicitud debió hacerse dentro del mes de trabado el embargo 
y no siete meses después; que el caso no se trataba de un 
levantamiento de embargo, sino de la suspensión del embargo 
conservatorio trabado por el hoy recurrido, en virtud de que no 
se había conocido el recurso de apelación interpuesto contra la 
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sentencia que validó dicho embargo; que además, la ordenanza 
impugnada carece de base legal;

Considerando, que el examen de la ordenanza impugnada 
pone de manifiesto que, el hoy recurrente presentó conclusiones 
en los siguientes términos: “Primero: que declaréis buena y 
válida la instancia tendiente a suspensión de embargo trabado por 
Financiera Empresarial de Primas, S.A., de fecha 23 de diciembre 
de 1998, contra Francisco Agramonte; Segundo: condenando a 
la Financiera Empresarial de Primas, S.A., al pago de las cosas de 
esta instancia, y que se nos conceda un plazo de 20 días a fines 
de motivar estas conclusiones y depositar los documentos que la 
avalan y haréis justicia”;

Considerando, que en la ordenanza impugnada consta que el 
embargo conservatorio trabado por la hoy recurrida en fecha 23 
de diciembre de 1988, había sido validado mediante sentencia 
civil núm. 55 dictada por la Cámara Civil, Comercial y de Trabajo 
de fecha 12 de abril de 1989, la cual fue recurrida en apelación 
por ante la Corte de Apelación del Departamento Judicial de San 
Juan de la Maguana en fecha 19 de mayo de 1989, por el hoy 
recurrente;

Considerando, que el Presidente de la Corte a-qua determinó 
en base a la solicitud que le fue formulada, que el hoy recurrente 
trataba de ejercer “la facultad que le confiere el Art. 50 del Código 
de Procedimiento Civil”, y para proceder a rechazar la demanda 
en “suspensión de embargo”, estimó no sólo que dicha demanda 
había sido interpuesta fuera del plazo de un mes, contado a partir 
de la notificación del acta del embargo, del que goza el deudor 
para procurar el levantamiento del embargo conservatorio, sino 
además que el entonces demandante no demostró la existencia de 
diferendos que afectaran su propiedad embargada ni de motivos 
serios y legítimos que justificaran la adopción de la medida 
solicitada; que, además, el hoy recurrente no estaba solicitando la 
suspensión de la ejecución de la sentencia que validó el embargo 
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conservatorio trabado por la recurrida, sino pretendía real y 
efectivamente, que se levantara dicho embargo, haciendo el Juez 
a-quo una correcta aplicación del derecho, por lo que los medios 
examinados carecen de fundamento, y en consecuencia, deben 
ser desestimados, y con ellos, el presente recurso de casación;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de casación 
interpuesto por Francisco Agramonte Jiménez, contra la 
ordenanza dictada por el Presidente de la Corte de Apelación 
del Departamento Judicial de San Juan de la Maguana, el 6 de 
octubre de 1989, cuya parte dispositiva figura en otro lugar de 
este fallo; Segundo: Condena a la parte recurrente al pago de las 
costas procesales, con distracción de las mismas en favor del Dr. 
Bernardo Antonio Jiménez Furcal, abogado de la parte recurrida, 
quien afirma haberlas estarlas avanzando en su mayor parte.

Así ha sido hecho y juzgado por la Cámara Civil de la Suprema 
Corte de Justicia, y la sentencia pronunciada por la misma en la 
ciudad de Santo Domingo de Guzmán, en su audiencia pública 
del 25 de marzo de 2009, años 166º de la Independencia y 146º 
de la Restauración.

Firmado: Rafael Luciano Pichardo, Eglys Margarita Esmurdoc, 
Margarita A. Tavares, Ana Rosa Bergés Dreyfous y José E. 
Hernández Machado. Grimilda Acosta, Secretaria General.

La presente sentencia ha sido dada, firmada y pronunciada por 
los señores Jueces que figuran al pie, en la audiencia pública del 
día, mes y año en ella expresados, y fue firmada, leída y publicada 
por mí, Secretaria General, que certifico.
www.suprema.gov.do
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SENTENCIA DEL 4 DE MARZO DE 2009, NÚM. 1
Sentencia impugnada:	 Cámara Penal de la Corte de Apelación de 

Santiago, del 8 de agosto del 2008.
Materia:	 Correccional.
Recurrentes:	 Ramón Antonio Abigail Núñez Núñez y 

Seguros La Internacional, S. A.
Abogada:	 Licda. Melania Rosario Vargas.

 
Dios, Patria y Libertad

República Dominicana

En Nombre de la República, la Cámara Penal de la Suprema 
Corte de Justicia, regularmente constituida por los Jueces Hugo 
Álvarez Valencia, Presidente; Edgar Hernández Mejía, Dulce Ma. 
Rodríguez de Goris y Víctor José Castellanos Estrella, asistidos 
de la Secretaria General, en la Sala donde celebra sus audiencias, 
en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, 
hoy 4 de marzo del 2009, años 166° de la Independencia y 146° 
de la Restauración, dicta en audiencia pública, como Corte de 
Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación incoado por Ramón Antonio 
Abigail Núñez Núñez, dominicano, mayor de edad, casado, 
pensionado, cédula de identidad y electoral No. 031-0331089-
6, domiciliado y residente en la calle El Papayo No. 462 de la 
ciudad de Santiago, imputado y civilmente demandado, y Seguros 
La Internacional, S. A., entidad aseguradora, contra la sentencia 
dictada por la Cámara Penal de la Corte de Apelación del 
Departamento Judicial de Santiago el 8 de agosto del 2008, cuyo 
dispositivo se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 
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Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la 
República; 

Visto el escrito motivado mediante el cual Ramón Antonio 
Abigail Núñez Núñez y Seguros La Internacional, S. A., a través 
de la Licda. Melania Rosario Vargas, interponen recurso de 
casación, depositado en la secretaría de la Corte a-qua el 21 de 
octubre del 2008;

Visto la resolución de la Cámara Penal de la Suprema Corte de 
Justicia del 10 de diciembre del 2008, que declaró inadmisible, en 
cuanto al aspecto penal, y admitió, en cuanto al aspecto civil, el 
recurso de casación incoado por los recurrentes, y fijó audiencia 
para conocerlo el 28 de enero del 2009; 

Visto la Ley No. 25 de 1991, modificada por la Ley No. 156 
de 1997; 

La Cámara Penal de la Suprema Corte de Justicia después 
de haber deliberado y, vistos los artículos 65 de la Ley sobre 
Procedimiento de Casación; 1382 del Código Civil y 24, 335, 418, 
419, 420, 421, 422, 425, 426 y 427 del Código Procesal Penal;

Considerando, que en la decisión impugnada y en los 
documentos que en ella se refieren, son hechos constantes los 
siguientes: a) que el 16 de diciembre del 2005, mientras Ramón 
Antonio Abigail Núñez Núñez conducía la camioneta marca 
Toyota, de su propiedad, asegurada en Seguros La Internacional, 
S. A., en la calle Lima Arriba del sector Baitoa de la ciudad de 
Santiago, colisionó la motocicleta marca Yamaha conducida 
por Héctor Antonio Romero, resultando en dicho accidente 
lesionados este último y su acompañante Josefina Esmeralda 
Peña Cruz; b) que la Fiscalizadora adscrita al Juzgado de Paz 
Especial de Tránsito, Sala No. 1, del municipio de Santiago, 
presentó acusación contra Ramón Antonio Abigail Núñez 
Núñez, imputándole haber violado las disposiciones del artículo 
49, literal c, y 65 de la Ley 241, sobre Tránsito de Vehículos, 
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y una vez agotada la audiencia preliminar, dicho Juzgado dictó 
auto de apertura a juicio contra el indicado imputado; c) que 
apoderada para la celebración del juicio, la Segunda Sala del 
Juzgado de Paz Especial de Tránsito del municipio de Santiago, 
resolvió el fondo del asunto mediante sentencia del 10 de 
marzo del 2008, cuyo dispositivo es el siguiente: “PRIMERO: 
Que debe declarar y declara al señor Ramón Antonio Abigail 
Núñez, culpable de violar los artículos 65 y 49-b, c, de la Ley 
241 y sus modificaciones, en perjuicio de los señores Héctor 
Antonio Romero y Josefina Esmeralda Peña, al retenerle la falta 
de manejo descuidado, que fue la causa precisa del accidente; 
SEGUNDO: Se condena al señor Ramón Antonio Abigail 
Núñez, al pago de una multa de sólo Mil Pesos (RD$1,000.00), 
tomando circunstancias atenuantes a su favor, más al pago de las 
costas penales; TERCERO: Se admite como buena y válida la 
constitución de actor de los señores Héctor Antonio Romero y 
Josefina Esmeralda Peña, contra el señor Ramón Abigail Núñez y 
La Internacional de Seguros por haber sido hecha conforme a las 
normas procesales; CUARTO: en cuanto al fondo se rechaza la 
cotización de fecha 7 de agosto del 2006, expedida por Repuestos 
Hermanos Taveras, por un valor de RD$18,000.00, en razón de 
que el señor Héctor Antonio Romero, no ha demostrado ser el 
propietario de la motocicleta conducida por él como lo establece 
el artículo 18 de la Ley 241, ni mucho menos, ha justificado con 
pruebas en contrario; QUINTO: En cuanto a la demanda en 
daños y perjuicios solicitados por los señores Héctor Antonio 
Romero y Josefina Esmeralda Peña, los certificados médicos 
que reposan en el expediente no son justificativos de gastos que 
permitan al Juez justificar una cuantía en metálico por lo que se 
emplaza a los actores civiles, depositar por secretaría un estado 
de gastos clínicos y operaciones en que haya incurrido a partir 
del accidente; SEXTO: Una vez justificado y aprobado por 
este tribunal el estado de gastos incurridos a consecuencia de 
las lesiones sufridas podrá dictarse oponibilidad a la compañía 
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La Internacional de Seguros hasta el monto de la póliza y 
pronunciamiento sobre la solicitud del pago de las costas civiles; 
SÉPTIMO: Quedan satisfechos los dispositivos quinto y sexto 
de la presente sentencia, al cumplir el actor civil con su contenido, 
y por vía de consecuencia se condena al señor Ramón Antonio 
Abigail Núñez, por su propio hecho y civilmente responsable, en 
los términos de los artículos 1382 y 1383 del Código Civil, al pago 
de la suma de Un Millón Quinientos Mil Pesos (RD$l,500,000.00), 
a favor de los señores Héctor Antonio Romero y Josefina 
Esmeralda Peña, por las lesiones físicas y daños morales sufridos 
como consecuencia de dicho accidente, distribuidos de la manera 
siguiente: a) La suma de Trescientos Mil Pesos (RD$300,000.00), 
a favor del señor Héctor Antonio Romero, y b) La suma de Un 
Millón Doscientos Mil Pesos (RD$1,200,000.00), a favor de la 
señora Josefina Esmeralda Peña, como justa indemnización 
por los daños físicos de lesiones permanente y daños morales; 
OCTAVO: Se condena al señor Ramón Antonio Abigail Núñez 
al pago de las costas civiles en provecho del Lic. Astacio Suero 
Rodríguez abogado que afirma estarlas avanzando en su totalidad; 
NOVENO: Se rechazan las conclusiones de la defensa técnica 
por falta de base legal y tomándose en cuenta el aporte de los 
Diez Mil Pesos que dice avanzó el imputado para gastos clínicos; 
DÉCIMO: Se declara sentencia común y oponible a la compañía 
Seguros La Internacional, S. A., hasta el monto de la póliza; 
DÉCIMO PRIMERO: La presente sentencia ha sido leída de 
manera integral conforme lo establece el artículo 335 Código 
Procesal Penal y el artículo 335 Código Procesal Penal y el artículo 
6 de la Resolución 1732-05”; d) que con motivo del recurso 
de apelación incoado contra la referida decisión, intervino la 
sentencia ahora impugnada, dictada el 8 de agosto del 2008, por la 
Cámara Penal de la Corte de Apelación del Departamento Judicial 
de Santiago, y su dispositivo expresa: “PRIMERO: Ratifica en 
cuanto a la forma, la regularidad del recurso pronunciada por 
esta Corte, mediante resolución número 0216/2008-C. P. P., de 
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fecha 23 de abril del 2008, interpuesto por la Lic. Melania Rosario 
Vargas, actuando en nombre y representación de Ramón Antonio 
Abigail Núñez y Seguros La Internacional, S. A., en contra de 
la sentencia correccional número 393-2008-03, de fecha 10 
de marzo del 2008, dictada por la Segunda Sala del Juzgado 
de Paz Especial de Tránsito del Distrito Judicial de Santiago; 
SEGUNDO: En cuanto al fondo, declara con lugar el presente 
recurso de apelación, anula los ordinales quinto, sexto, séptimo 
de la sentencia apelada, acogiendo como motivos válidos del 
recurso, “la valoración de pruebas en violación a principios del 
juicio oral e imposición exagerada de la indemnización”, y dictar 
sentencia propia del caso sobre la base de los hechos fijados por 
la sentencia impugnada, conforme lo dispone el artículo 422.2.1 
del Código Procesal Penal; TERCERO: Excluye del presente 
proceso el certificado médico No. 1020 de fecha 13 de abril 
del 2007, toda vez que el a-quo lo incorporó al debate, cuando 
el auto de apertura a juicio había rechazado dicho certificado 
“por no haber sido incorporado al proceso en tiempo hábil de 
conformidad con las normas procesales vigentes”, en plena 
violación a los principios del juicio oral; CUARTO: Excluye del 
presente proceso el “estado de gastos clínicos y operaciones” 
depositado por las víctimas a solicitud del Juez a-quo, toda vez 
que estas facturas y gastos y documentos no estaban consignados 
en el auto de apertura a juicio, lo cual constituye una franca 
violación a los principios del juicio oral; QUINTO: En cuanto 
a la indemnización por lo daños retenidos, procede condenar al 
señor Ramón Antonio Abigail Núñez, por su hecho personal, 
conforme lo dispone el artículo 1382 del Código Civil, al pago de 
la suma de Un Millón de Pesos (RD$l,000,000.00), en favor del 
señores Josefina Esmeralda Peña y Héctor Antonio Romero, por 
daños morales y físicos recibidos, monto o cantidad económica 
que será distribuida de la manera siguiente: a) Ochocientos Mil 
Pesos (RD$800,000.00), en favor de la señora Josefina Esmeralda 
Peña; y b) Doscientos Mil Pesos (RD$200,000.00), en favor 
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Héctor Antonio Romero, por considerar esta Corte que esta suma 
o cantidad resulta proporcional y ajustada al daño o perjuicio, 
ocasionado a las víctimas, referidas en los certificados médicos 
antes transcritos; QUINTO (Sic): Exime de costas el recurso de 
apelación; SEXTO: Ordena la notificación de la presente decisión 
a todas las partes involucradas en el proceso y que ordene la ley 
su notificación”;

Considerando, que los recurrentes Ramón Antonio Abigail 
Núñez Núñez y Seguros La Internacional, S. A., en su escrito 
invocan los medios siguientes: “Primer Medio: Violación de la 
ley por inobservancia o errónea aplicación de una norma jurídica; 
Segundo Medio: La falta, contradicción o ilogicidad manifiesta 
en la motivación de la sentencia; Tercer Medio: La violación 
de normas relativas a la oralidad, inmediación, contradicción, 
concentración y publicidad del juicio”;

Considerando, que por haber quedado definitivamente juzgado 
el aspecto penal del recurso de que se trata, por la inadmisibilidad 
pronunciada por esta Cámara Penal de la Suprema Corte de 
Justicia, sólo será examinado lo relativo al aspecto civil;

Considerando, que en ese sentido, en los medios propuestos, 
los recurrentes sostienen, en síntesis, que: “Que para colocar 
esa indemnización tomó como base unas facturas que fueron 
depositadas fuera de audiencia ordenada por el tribunal sin ninguna 
de las partes solicitársela; en ese sentido Ramón Antonio Abigail 
Núñez Núñez y Seguros La Internacional, S. A., interpusieron 
formal recurso de apelación acogiendo la Corte nuestra solicitud, 
rechazando los documentos, como fueron las facturas clínicas y 
el certificado médico definitivo y emitiendo su propia decisión 
colocando una indemnización de Un Millón de Pesos a favor 
de los actores civiles sin especificar cuáles fueron las bases 
fundamentales que se tomaron para colocar esa indemnización 
tan alta, por lo que la sentencia debe ser declarada nula y enviar 
a conocerla de nuevo en todos los aspectos, tanto civiles como 
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penales, por entender que dicha sentencia es contradictoria a 
lo que ella misma expone, por lo que entendemos que debe ser 
declarada nula”;

Considerando, que la Corte a-qua para cimentar su sentencia 
expuso los siguientes argumentos: “a) Que los daños de las 
víctimas figuran en los certificados médicos levantados al efecto, 
en tal sentido y en cuanto a la agraviada Josefina Esmeralda Peña, 
el reconocimiento refiere que ésta…, en cuanto al agraviado 
Héctor Antonio Romero, según reconocimiento… presenta lo 
siguiente…; b) Que de los certificados médicos que avalan los 
daños de las víctimas reclamantes, entiende la Corte procede 
condenar a Ramón Antonio Abigail Núñez Núñez, por su hecho 
personal, conforme lo dispone el 1382 del Código Civil, al pago 
de la suma de Un Millón de Pesos (RD$1,000,000.00) a favor 
de los reclamantes por los daños morales y físicos recibidos, 
monto o cantidad económica que será distribuida de la siguiente 
manera: a) Ochocientos Mil Pesos (RD$800,000.00), en favor 
de la señora Josefina Esmeralda Peña y, b) Doscientos Mil 
Pesos (RD$200,000.00), en favor de Héctor Antonio Romero, 
por considerar esta Corte que esta suma o cantidad resulta 
proporcional y ajustada al daño o perjuicio ocasionado a las 
víctimas, referidas en los certificados médicos antes transcritos”;

Considerando, que si bien los jueces del fondo gozan de 
un poder discrecional y soberano a la hora de fijar el monto 
de las indemnizaciones, es preciso que el mismo sea racional 
y proporcional al daño causado; esto es, que haya una relación 
entre la falta, la magnitud del daño causado y el monto fijado 
como resarcimiento por los perjuicios sufridos; lo que no resulta 
en la especie, tal y como denuncian los recurrentes, pues la 
indemnización acordada es irracional o desproporcionada a los 
hechos, por lo que procede acoger el alegato propuesto por los 
recurrentes y casar la decisión impugnada en este aspecto;
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Considerando, que cuando una decisión es casada por una 
violación a las reglas cuya observancia esté a cargo de los jueces, 
las costas pueden ser compensadas.

Por tales motivos, Primero: Declara parcialmente con lugar 
el recurso de casación incoado por Ramón Antonio Abigail 
Núñez Núñez y Seguros La Internacional, S. A., contra la 
sentencia dictada por la Cámara Penal de la Corte de Apelación 
del Departamento Judicial de Santiago el 8 de agosto del 2008, 
cuyo dispositivo se copia en parte anterior del presente fallo; 
Segundo: Casa el aspecto civil de la referida decisión y envía 
el proceso ante la Cámara Penal de la Corte de Apelación del 
Departamento Judicial de La Vega, a fines de examinar nueva 
vez el recurso de apelación en el aspecto delimitado; Tercero: 
Compensa las costas.

Firmado: Hugo Álvarez Valencia, Edgar Hernández Mejía, 
Dulce Ma. Rodríguez de Goris y Víctor José Castellanos Estrella. 
Grimilda Acosta, Secretaria General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los señores 
Jueces que figuran en su encabezamiento, en la audiencia pública 
del día, mes y año en él expresados, y fue firmada, leída y publicada 
por mí, Secretaria General, que certifico.
www.suprema.gov.do
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SENTENCIA DEL 4 DE MARZO DE 2009, NÚM. 2
Sentencia impugnada:	 Cámara Penal de la Corte de Apelación de 

Santo Domingo, del 31 de julio del 2008.
Materia:	 Correccional.
Recurrente:	 Fabián Mercedes Mercedes.
Abogada:	 Licda. Eusebia Salas de los Santos.
Interviniente:	 Juan de Jesús Estrella Almonte.
Abogado:	 Dr. Domingo Antonio Ramírez Pacheco.

 
Dios, Patria y Libertad

República Dominicana

En Nombre de la República, la Cámara Penal de la Suprema 
Corte de Justicia, regularmente constituida por los Jueces Hugo 
Álvarez Valencia, Presidente; Julio Ibarra Ríos, Edgar Hernández 
Mejía, Dulce Ma. Rodríguez de Goris y Víctor José Castellanos 
Estrella, asistidos de la Secretaria General, en la Sala donde 
celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de 
Guzmán, Distrito Nacional, hoy 4 de marzo del 2009, años 166° 
de la Independencia y 146° de la Restauración, dicta en audiencia 
pública, como Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Fabián Mercedes 
Mercedes, dominicano, mayor de edad, soltero, cédula de 
identidad y electoral No. 225-0031972-2, domiciliado y residente 
en la calle 1ra. No. 547 del sector El Diez de la Hacienda Estrella, 
imputado, contra la sentencia dictada por la Sala de la Cámara 
Penal de la Corte de Apelación del Departamento Judicial de 
Santo Domingo el 31 de julio del 2008, cuyo dispositivo se copia 
más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 
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Oído al Dr. Domingo Antonio Ramírez Pacheco, en la lectura 
de sus conclusiones en la audiencia del 28 de enero del 2009, a 
nombre y representación de Juan de Jesús Estrella Almonte, parte 
recurrida;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la 
República;

Visto el escrito motivado suscrito por la Licda. Eusebia Salas 
de los Santos, defensora pública, a nombre y representación de 
Fabián Mercedes Mercedes, depositado el 5 de septiembre del 
2008, en la secretaría de la Jurisdicción Penal de Santo Domingo 
y el 8 de septiembre del 2008, en la secretaría de la Cámara Penal 
de la Corte de Apelación del Departamento Judicial de Santo 
Domingo, mediante el cual interpone dicho recurso de casación;

Visto el escrito de intervención suscrito por el Dr. Domingo 
Antonio Ramírez Pacheco, a nombre y representación de Juan 
de Jesús Estrella Almonte, depositado el 18 de septiembre del 
2008, en la secretaría de la Jurisdicción de Atención Permanente 
del Distrito Judicial de Santo Domingo y el 19 de septiembre del 
2008, en la secretaría de la Cámara Penal de la Corte de Apelación 
del Departamento Judicial de Santo Domingo;

Visto la resolución dictada por esta Cámara Penal de la 
Suprema Corte de Justicia el 5 de diciembre del 2008, que declaró 
admisible el recurso de casación interpuesto por el recurrente 
Fabián Mercedes Mercedes y fijó audiencia para conocerlo el 28 
de enero del 2009;

Visto la Ley No. 25 de 1991, modificada por la Ley No. 156 
de 1997; 

La Cámara Penal de la Suprema Corte de Justicia después de 
haber deliberado, y vistos los artículos 24, 233, 393, 394, 399, 
400, 418, 419, 420, 421, 422, 425, 426 y 427 del Código Procesal 
Penal; 65 y 70 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 309 del 
Código Penal Dominicano, modificado por la Ley No. 24-97; la 
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Ley No. 224, del 26 de junio de 1984, sobre Régimen Penitenciario, 
la Ley No. 278-04 sobre Implementación del Proceso Penal, y la 
Resolución 2529-2006, dictada por la Suprema Corte de Justicia, 
el 31 de agosto del 2006;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
documentos que en ella se refieren, son hechos constantes los 
siguientes: a) que en fecha 23 de febrero del 2007, el Ministerio 
Público solicitó medida de coerción en contra de Fabián 
Mercedes Mercedes, imputándolo de violar los artículos 309 y 
310 del Código Penal Dominicano, en perjuicio de Juan de Jesús 
Estrella Almonte; b) que al ser apoderado el Tercer Juzgado de la 
Instrucción del Distrito Judicial de Santo Domingo dictó prisión 
preventiva en contra del procesado; c) que posteriormente fue 
apoderado el Quinto Juzgado de la Instrucción del Distrito 
Judicial de Santo Domingo, el cual dictó auto de apertura 
a juicio en contra de dicho imputado, siendo apoderado el 
Segundo Tribunal Colegiado del Juzgado de Primera Instancia 
del Departamento Judicial de Santo Domingo, el cual dictó 
sentencia de sobreseimiento, el 27 de diciembre del 2007, cuyo 
dispositivo figura transcrito en la sentencia objeto del presente 
recurso de casación; d) que la decisión emitida por el tribunal de 
primer grado fue recurrida en apelación por Juan de Jesús Estrella 
Almonte, siendo apoderada la Sala de la Cámara Penal de la Corte 
de Apelación del Departamento Judicial de Santo Domingo, la 
cual dictó sentencia el 31 de julio del 2008, siendo ésta recurrida 
en casación por el procesado Fabián Mercedes Mercedes, cuyo 
dispositivo establece lo siguiente: “PRIMERO: Declara con 
lugar el recurso de apelación interpuesto por el Lic. Pedro Antonio 
Espinal Moral, en nombre y representación del señor Juan de 
Jesús Estrella Almonte, en fecha 30 de enero del 2008, en contra 
de la sentencia de fecha 27 de diciembre del 2007, dictada por el 
Segundo Tribunal Colegiado del Juzgado de Primera Instancia 
del Departamento Judicial de Santo Domingo, cuyo dispositivo 
es el siguiente: ‘Primero: Conforme a lo establecido en el artículo 
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233 del Código Procesal Penal, se ordena el internamiento del 
procesado Fabián Mercedes, ante un hospital psiquiátrico, en 
virtud de que el mismo se encuentra con trastornos mentales y 
psíquicos según lo certifica el informe de fecha 9 de noviembre 
del 2007, del Dr. Manuel Florián, del Director General de 
Prisiones y lo ha podido constatar el tribunal en sus declaraciones 
incoherentes; Segundo: Se sobresee el conocimiento del presente 
proceso, hasta tanto la directiva del centro psiquiátrico determine 
que está en condiciones para afrontar el juicio’; SEGUNDO: 
Revoca la decisión recurrida, envía el presente caso por ante el 
mismo tribunal que dictó la sentencia objeto del presente recurso 
de apelación el Segundo Tribunal Colegiado del Juzgado de 
Primera Instancia del Departamento Judicial de Santo Domingo, 
a fin de que continúe con el conocimiento del caso; TERCERO: 
Compensa las costas procesales”;

Considerando, que el recurrente Fabián Mercedes Mercedes, 
por intermedio de su abogada, alega lo siguiente: “Único Medio: 
Cuando la sentencia sea manifiestamente infundada. Artículo 
426.3 del Código Procesal Penal”;

Considerando, que el recurrente alega en el desarrollo de su 
medio, en síntesis, lo siguiente: “Que la Corte declaró admisible 
el recurso de apelación aun cuando no reunía las condiciones 
de forma requeridas por la ley y falla sobre cuestiones que no 
fueron planteadas por el recurrente en violación al principio de 
justicia rogada y a la separación de funciones, sin pronunciarse 
sobre el escrito de apelación ni por lo solicitado por la defensa 
del recurrido; que la defensa para probar la enfermedad mental 
del imputado presentó una evaluación psiquiátrica hecha por la 
Dirección de Prisiones; que aunque al imputado lo presentaron en 
la audiencia para el conocimiento del recurso de apelación, nunca 
supo lo que pasó ya que no es capaz de asimilar lo que sucede a 
su alrededor por su condición de incapacitado mental, violándose 
de esa forma el derecho de defensa y el debido proceso; que la 
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Corte a-qua en su infundada motivación acarrea además una 
inobservancia a normas jurídicas: artículos 233 y 24 del Código 
Procesal Penal”;

Considerando, que la parte interviniente, Juan de Jesús Estrella 
Almonte, en su escrito de contestación, expresa en síntesis, lo 
siguiente: “Que si el abogado de la defensa pretendía que se debió 
mantener el sobreseimiento, debió haber obtenido una experticia 
psiquiátrica del organismo correspondiente. La Dirección de 
Prisiones no tiene la calidad habilitante para hacer a simple vista 
una evaluación psiquiátrica, ni mucho menos tiene la calidad para 
emitir dicha experticia. La Dirección de Prisiones sólo podía hacer la 
solicitud de evaluación de su interno al organismo correspondiente, 
no adjudicarse la facultad de emitir dicho informe; que no se ha 
comprobado por ningún organismo psiquiátrico competente, la 
alegada locura repentina del imputado, y la prueba que pretende 
avalar la defensa: el informe de la Dirección de Prisiones no es legal, 
por no haber sido emitida por el organismo legal correspondiente, ni 
mucho menos, este informe pericial fue solicitado por el Ministerio 
Público como señala el Código Procesal Penal en sus artículos 204, 
205, 207, Etc.”; 

Considerando, que la Corte a-qua para fallar en la forma en 
que lo hizo, dio por establecido lo siguiente: “Que la sentencia 
objeto del recurso de apelación figura en dispositivo, por lo que 
esa sola condición la torna anulable, sin necesidad de verificar 
ningún otro vicio. Que en el caso de la especie se trata de una 
sentencia de sobreseimiento en atención a las disposiciones del 
artículo 233 del Código Procesal Penal, según se hace consignar 
en el dispositivo. Frente a esa situación la Corte examina que el 
intercambio contemplado en el artículo precedentemente citado 
figura en el capítulo de las medidas de coerción, debe ser solicitado 
por el Ministerio Público y debe existir un informe pericial previo, 
que establezca que la alteración de sus facultades mentales lo 
torna peligroso para sí o para terceros. Que en el presente caso 
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el proceso se encuentra ya en la jurisdicción de juicio, la medida 
no fue solicitada por el Ministerio Público y no existe un informe 
previo, toda vez que el informe del Director General de Prisiones 
no llena las exigencias de la ley, por lo que en esas atenciones esta 
Corte procede a revocar la decisión recurrida”; 

Considerando, que del análisis de la sentencia recurrida, 
en cuanto a declarar con lugar el recurso de apelación, resulta 
correcta tal actuación en el sentido de que el fallo emitido por el 
tribunal de primer grado fue dado en dispositivo y en el mismo 
se hizo constar que actuó en base a las disposiciones del artículo 
233 del Código Procesal Penal; sin embargo, la Corte a-qua al 
momento de dictar sentencia, revocando una medida consistente 
en el internamiento del procesado en un hospital psiquiátrico 
y el sobreseimiento del conocimiento del proceso hasta tanto 
la directiva del centro psiquiátrico determine si el procesado 
se encuentra en condiciones para afrontar un juicio; la Corte 
a-qua debió evaluar las opiniones profesionales de un informe 
psiquiátrico, sobre la salud mental del procesado;

Considerando, que de lo anteriormente expuesto se advierte 
que no se está tratando sobre las pruebas relativas al caso o a la 
culpabilidad o no del procesado, sino sobre la continuación del 
asunto sin apreciar la condición psíquica del justiciable, situación 
que constituye una violación al derecho de defensa de éste, además 
de ser una inobservancia de la función del Estado de procurar los 
medios de curación de las enfermedades de toda índole; por lo 
que al referir que el procesado padece de una enfermedad mental, 
amerita evaluación y tratamiento, toda vez que esta alteración se 
manifiesta en trastornos del razonamiento, del comportamiento, 
de la facultad de reconocer la realidad y de adaptarse a las 
condiciones de la vida; por consiguiente, es evidente que sin 
una evaluación profesional adecuada de la condición mental del 
procesado se violentarían las garantías procesales de éste;
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Considerando, que la Corte a-qua para actuar en la forma en 
que lo hizo, también se basó: “en que no existe un informe previo 
debido a que el informe de la Dirección General de Prisiones no 
llena las expectativas de la ley”; por consiguiente, esta Cámara 
Penal de la Suprema Corte de Justicia, ha podido determinar que 
respecto a este punto, la Corte a-qua no dio motivos suficientes, 
ya que no determinó cuáles eran las expectativas o requisitos 
que tenía que cumplir la evaluación psicológica rendida por un 
médico de la Dirección General de Prisiones, toda vez que no 
hace referencia a alguna incapacidad sobre la aptitud profesional 
y legal con respecto al informe rendido por la Dirección 
General de Prisiones, la cual, contrario a lo señalado por la parte 
interviniente, tiene a su cargo a través de un médico perteneciente 
al servicio penitenciario, la inspección que requiera la salud de 
los reclusos, conforme a los artículos 80 al 85 de la Ley No. 224, 
del 26 de junio de 1984, sobre Régimen Penitenciario; por lo que 
no resulta imprescindible una autorización de la Procuraduría 
General de la República para el chequeo de salud de los reclusos; 
además de que el imputado es un recluso preventivo, que podía 
asistirse de su propio médico según lo preveé el artículo 92 de 
dicha ley; por lo que procede acoger el medio propuesto por el 
recurrente y modificar en este sentido, la sentencia recurrida, a fin 
de garantizar el derecho constitucional que le asiste al procesado;

Considerando, que cuando una sentencia es casada por la 
inobservancia de reglas procesales cuyo cumplimiento esté a 
cargo de los jueces, las costas pueden ser compensadas.

Por tales motivos, Primero: Admite como interviniente a Juan 
de Jesús Estrella Almonte en el recurso de casación interpuesto 
por Fabián Mercedes Mercedes, contra la sentencia dictada 
por la Sala de la Cámara Penal de la Corte de Apelación del 
Departamento Judicial de Santo Domingo el 31 de julio del 2008, 
cuyo dispositivo aparece copiado en parte anterior del presente 
fallo; Segundo: Declara con lugar dicho recurso de casación, en 



816	 Boletín Judicial 1180

consecuencia, casa la sentencia impugnada y ordena el envío del 
proceso por ante el Segundo Tribunal Colegiado del Juzgado de 
Primera Instancia del Departamento Judicial de Santo Domingo, 
a fin de que éste proceda a dar cumplimiento a su propia decisión; 
Tercero: Compensa las costas.

Firmado: Hugo Álvarez Valencia, Julio Ibarra Ríos, Edgar 
Hernández Mejía, Dulce Ma. Rodríguez de Goris y Víctor José 
Castellanos Estrella. Grimilda Acosta, Secretaria General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los señores 
Jueces que figuran en su encabezamiento, en la audiencia pública 
del día, mes y año en él expresados, y fue firmada, leída y publicada 
por mí, Secretaria General, que certifico.
www.suprema.gov.do
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SENTENCIA DEL 4 DE MARZO DE 2009, NÚM. 3
Sentencia impugnada:	 Corte de Apelación de Niños, Niñas y 

Adolescentes de La Vega, del 3 de octubre 
del 2008.

Materia:	 Criminal.
Recurrente:	 Procuradora Fiscal de la Jurisdicción de 

Niños, Niñas y Adolescentes de La Vega.

 
Dios, Patria y Libertad

República Dominicana

En Nombre de la República, la Cámara Penal de la Suprema 
Corte de Justicia, regularmente constituida por los Jueces Hugo 
Álvarez Valencia, Presidente; Edgar Hernández Mejía, Dulce Ma. 
Rodríguez de Goris y Víctor José Castellanos Estrella, asistidos 
de la Secretaria General, en la Sala donde celebra sus audiencias, 
en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, 
hoy 4 de marzo del 2009, años 166° de la Independencia y 146° 
de la Restauración, dicta en audiencia pública, como Corte de 
Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Procuradora 
Fiscal de la Jurisdicción de Niños, Niñas y Adolescentes de La 
Vega, Licda. Maireni Solís Paulino, dominicana, mayor de edad, 
cédula de identidad y electoral No. 047-0012286-6, contra la 
sentencia dictada por la Corte de Apelación de Niños, Niñas 
y Adolescentes del Departamento Judicial de La Vega el 3 de 
octubre del 2008, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la 
República; 
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Visto el escrito mediante el cual la Procuradora Fiscal de la 
Jurisdicción de Niños, Niñas y Adolescentes de La Vega, Licda. 
Maireni Solís Paulino, interpone el recurso de casación, depositado 
en la secretaría de la Corte a-qua, el 23 de octubre del 2008;

Visto la resolución de la Cámara Penal de la Suprema Corte de 
Justicia que declaró admisible el recurso de casación interpuesto 
por la recurrente y fijó audiencia para conocerlo el 28 de enero 
del 2009; 

Visto la Ley No. 25 de 1991, modificada por la Ley No. 156 
de 1997; 

La Cámara Penal de la Suprema Corte de Justicia después 
de haber deliberado, y visto el artículo 65 de la Ley sobre 
Procedimiento de Casación y, 70, 395, 418, 419, 420, 421, 422, 
425, 426 y 427 del Código Procesal Penal; 

Considerando, que en la decisión impugnada y en los 
documentos que en ella se refieren, son hechos constantes los 
siguientes: a) que en fecha 13 de septiembre del 2008 se realizó 
un registro de personas y luego se levantó acta de arresto por 
flagrante delito al nombrado Miguel Caba Batista, acto realizado 
por la Dirección Nacional de Control de Drogas en la ciudad 
de La Vega, luego de habérsele ocupado en su bolsillo delantero 
derecho una funda plástica conteniendo en su interior diez 
porciones de un polvo blanco, con un peso de 3.2 gramos, el cual 
resultó ser cocaína, conforme al certificado de análisis forense, y 
luego fue remitido por ante la Unidad de Atención y Prevención 
de la Violencia de ese distrito judicial; b) que la Sala Penal del 
Tribunal de Niños, Niñas y Adolescentes del Distrito Judicial 
de La Vega, fue apoderada por la Oficina Judicial de Atención 
Permanente, mediante declinatoria, de una solicitud de medida 
cautelar de privación de libertad, promovida por el Ministerio 
Público, cuya decisión dictada el 15 de septiembre del 2008 dice: 
“PRIMERO: Se declara nulo el presente proceso seguido al 
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adolescente Miguel Caba Batista, acusado como presunto autor 
de violar las disposiciones de los artículos 4b, 5a, 28 y 75 párrafo 
I de la Ley 50-88, en perjuicio del Estado Dominicano, por 
considerar que en cumplimiento a las disposiciones del artículo 
166 acerca de la legalidad de la prueba, dispone: “Los elementos 
de pruebas solo pueden ser valorados si han sido obtenidos por 
un medio lícito y conforme a las disposiciones de este Código”, 
disponiendo así mismo en el artículos 167 del CPP: “No puede 
ser apreciada para fundar una decisión judicial, ni utilizada como 
presupuesto de ella, la prueba recogida con inobservancia de 
las formas y condiciones que impliquen violación de derechos 
y garantías del imputado, previstos en la Constitución de la 
República, los tratados internacionales y este código. Tampoco 
pueden ser apreciadas aquellas pruebas que sean la consecuencia 
directa de ellas”; SEGUNDO: Se dispone la inmediata puesta en 
libertad del adolescente imputado desde esta Sala de Audiencias, 
por considerar que se han violentado, no sólo las 12 horas 
previstas en el artículo 265 y la parte in fine del artículo 261, de la 
Ley 136-03, sino también el plazo de la cuarenta y ocho (48) horas 
contemplado en el artículo 248 del CPP, para el sometimiento a 
la acción de la justicia del adolescente imputado. Comprobando 
tanto por el acta de registro de personas, como por el acta de 
arresto flagrante, que el mimo fue practicado el día 13/09/08, a las 
4:15 P. M., por lo que a esta hora, cinco y tres minutos (5:03) P. M., 
del 15/09/08, han transcurrido más de 48 horas; TERCERO: Se 
reservan las costas”; c) que con motivo del recurso de apelación 
interpuesto, fue apoderada la Corte de Apelación de Niños, 
Niñas y Adolescentes del Departamento Judicial de La Vega, la 
cual dictó sentencia el 3 de octubre del 2008, y su dispositivo es el 
siguiente: “PRIMERO: En cuanto a la forma, declara regular y 
válido el recurso de apelación interpuesto en fecha diecisiete (17) 
del mes de septiembre del año dos mil ocho (2008), por la Licda. 
Maireni Solís Paulino, Procuradora Fiscal de Niños, Niñas y 
Adolescentes del Distrito Judicial de La Vega, contra la sentencia 
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de medida cautelar No. 044-2008, de fecha quince (15) del mes de 
septiembre del año dos mil ocho (2008), dictada por la Sala Penal 
del Tribunal de Niños, Niñas y Adolescentes del Distrito Judicial 
de La Vega, en la fase de la instrucción; SEGUNDO: En cuanto 
al fondo, declara con lugar el presente recurso de apelación, y en 
consecuencia, revoca en todas sus partes la sentencia recurrida, 
por los motivos precedentemente expuestos; TERCERO: En 
cuanto a la solicitud de medida cautelar, rechaza la misma por 
las razones que en parte anterior de esta sentencia al respecto se 
esgrimen; CUARTO: Declara el proceso libre de costas”;

Considerando, que en el desarrollo de todos sus medios, 
reunidos para su análisis por su estrecha vinculación, la 
recurrente sostiene, en síntesis: “Falta de base legal. Ilogicidad 
e inobservancia de las normas legales, contradicción en los 
motivos de las sentencias, falsa interpretación y errada aplicación 
de las disposiciones del artículo 226 del Código Procesal Penal. 
La Corte a-qua incurre en un error de apreciación al señalar que 
el imputado fue sometido después de haber pasado el plazo de 
24 horas y que su sometimiento es ilegal. El tribunal incurre 
en ilogicidad y falsa aplicación e interpretación de una norma 
jurídica. En el dispositivo de la sentencia se revoca la sentencia 
emanada del Juzgado de la Instrucción, y se rechaza la imposición 
de las medidas de coerción sin fallar sobre la suerte del procesado. 
Incurre en falsa interpretación de una norma jurídica, al establecer 
que el plazo para someter a un imputado es de 24 horas de 
acuerdo a lo establecido en el artículo 226 del Código Procesal 
Penal en contraposición al plazo establecido por el artículo 8 de 
la Constitución, que dispone que el plazo para el sometimiento de 
toda persona arrestada es de 48 horas”;

Considerando, que la Corte a-qua, para revocar la sentencia 
dictada por el Juzgado a-quo, estableció que: “…del examen de 
la sentencia impugnada, se puede apreciar que para fundamentar 
su decisión, la Jueza a-quo expone que tanto el acta de arresto 
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flagrante como el acta de registro de personas, fueron realizadas 
a las 3:15 horas de la tarde del día 13 de septiembre del 2008, y 
que el tribunal fue apoderado el 15 de septiembre del 2008, a las 
3:40 P.M., asumiendo con ello la Jueza a-quo, que le fue violado 
el plazo de 12 horas para el sometimiento, previsto para los casos 
de flagrancia en adolescentes, en el artículo 261 de la Ley 136-
03; pero resulta que la hora que toma en cuenta la Juez a-quo en 
su motivación como determinante del apoderamiento es la de la 
instancia que le remite el propio Ministerio Público de Niños, 
Niñas y Adolescentes, en solicitud de imposición de una medida 
cautelar de las consagradas en la Ley 136-03, obviando en tal 
sentido que la hora que corresponde al apoderamiento es la que 
se efectuó en el tribunal de envío, cuya incompetencia provoca 
el apoderamiento de la jurisdicción especializada, con lo que, 
como bien señala el recurrente, realiza una errónea aplicación 
de las disposiciones de los artículos 66 y 68 de la Ley 76-02, así 
como de los artículos 280 y 281 de la Ley 136-03, que regulan lo 
relativo al pronunciamiento de la incompetencia y establecen la 
subsistencia de los actos legalmente llevados a cabo en aquella 
jurisdicción; por lo que se imponía al Juez de primer grado, en esta 
jurisdicción especializada, la obligación de examinar la regularidad 
del apoderamiento ante el Juez de procedencia del envío para 
allí determinar la regularidad de las actuaciones del Ministerio 
Público, por lo que la Corte aprecia que la decisión se encuentra 
afectada tanto del vicio denunciado por el recurrente, de errónea 
aplicación de una norma jurídica, como de ilogicidad manifiesta 
en la motivación de la sentencia; que como se puede apreciar en 
la relación de documentos que reseñan las actuaciones realizadas 
sobre el imputado, entre la fecha de su apresamiento y el momento 
de su presentación ante el Juez de la Oficina Judicial de Atención 
Permanente, medió un plazo que supera de manera ventajosa el 
plazo legal de 24 horas con que cuenta el Ministerio Público para 
la presentación de las personas sometidas a arresto ante un Juez, 
toda vez que su apresamiento se llevo a cabo a las 16:15 horas de 



822	 Boletín Judicial 1180

la tarde del día 13 de septiembre del 2008, y su presentación ante 
el Juez de la Oficina Judicial de Atención Permanente, se realizó 
en horas de la tarde del día 15 de septiembre del 2008, por lo que 
el sometimiento así realizado deviene en ilegal y la solicitud de 
imposición de una medida cautelar debe ser rechazada”;

Considerando, que tal como alega el Ministerio Público 
recurrente, el artículo 8, numeral 2, literal d, de la Constitución 
Dominicana expresa: “Toda persona privada de su libertad será 
sometido a la autoridad judicial competente dentro de las cuarenta 
y ocho horas de su detención o puesta en libertad”; que dicho 
texto prima, desde todo punto de vista, sobre el artículo 224 del 
Código Procesal Penal, que fija en veinticuatro horas el plazo para 
someter a un arrestado a la autoridad judicial, en razón de que 
la Constitución siempre predominará sobre cualquier ley adjetiva 
como lo es la 76-02 (Código Procesal Penal), por lo que la Corte 
a-qua hizo una incorrecta aplicación del derecho; 

Considerando, que el artículo 46 de la Constitución de la 
República expresa: “Son nulos de pleno derecho toda ley, decreto, 
resolución, reglamento o acto contrarios a esta Constitución”;

Considerando, que en ese orden de ideas, es preciso consignar 
que la Constitución y las leyes abjetivas siempre protegen tanto 
los derechos de los justiciables, como los de las víctimas y de 
la sociedad en su rol de persecutor de los infractores penales, 
que por ende, en todos los casos será ilegal extender o reducir 
el referido plazo constitucional de 48 horas; por consiguiente, 
quienes interpretan que el artículo 224 del Código Procesal Penal 
es el que prima sobre aquella norma sustantiva comenten un 
error, como hizo la Corte a-qua; por lo que procede acoger el 
medio propuesto.

Por tales motivos, Primero: Declara con lugar el recurso de 
casación interpuesto por la Procuradora Fiscal de la Jurisdicción 
de Niños, Niñas y Adolescentes de La Vega, contra la sentencia 
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dictada por la Corte de Apelación de Niños, Niñas y Adolescentes 
de ese departamento judicial, el 3 de octubre del 2008, cuyo 
dispositivo aparece copiado en parte anterior del presente fallo; 
Segundo: Casa la referida sentencia y envía el asunto por ante 
la Corte de Apelación de Niños, Niñas y Adolescentes del 
Departamento Judicial de Santiago; Tercero: Declara las costas 
de oficio.

Firmado: Hugo Álvarez Valencia, Edgar Hernández Mejía, 
Dulce Ma. Rodríguez de Goris y Víctor José Castellanos Estrella. 
Grimilda Acosta, Secretaria General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los señores 
Jueces que figuran en su encabezamiento, en la audiencia pública 
del día, mes y año en él expresados, y fue firmada, leída y publicada 
por mí, Secretaria General, que certifico.
www.suprema.gov.do



SENTENCIA DEL 11 DE MARZO DE 2009, NÚM. 4
Sentencia impugnada:	 Segunda Sala de la Cámara Penal de la Corte 

de Apelación del Distrito Nacional, del 12 
de noviembre del 2008.

Materia:	 Criminal.
Recurrente:	 Luis Manuel Encarnación Castillo.
Abogada:	 Licda. Croniz E. Bonilla Decena.

 
Dios, Patria y Libertad

República Dominicana

En Nombre de la República, la Cámara Penal de la Suprema 
Corte de Justicia, regularmente constituida por los Jueces Hugo 
Álvarez Valencia, Presidente; Julio Ibarra Ríos, Edgar Hernández 
Mejía, Dulce Ma. Rodríguez de Goris y Víctor José Castellanos 
Estrella, asistidos de la Secretaria General, en la Sala donde 
celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de 
Guzmán, Distrito Nacional, hoy 11 de marzo del 2009, años 166° 
de la Independencia y 146° de la Restauración, dicta en audiencia 
pública, como Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Luis Manuel 
Encarnación Castillo, dominicano, mayor de edad, no porta 
cédula, empleado privado, domiciliado y residente en la calle El 
Aparejo No. 120, parte atrás, del sector Capotillo de esta ciudad, 
imputado, contra la sentencia dictada por la Segunda Sala de la 
Cámara Penal de la Corte de Apelación del Distrito Nacional el 
12 de noviembre del 2008, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de 
República;
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Visto el escrito motivado suscrito por la Licda. Croniz E. 
Bonilla Decena, defensora pública, depositado en la secretaría 
de la Corte a-qua el 5 de diciembre del 2008, mediante el cual 
interpone y fundamenta el recurso, a nombre y representación de 
Luis Manuel Encarnación Castillo; 

Visto la resolución dictada por esta Cámara Penal de la 
Suprema Corte de Justicia el 9 de enero del 2009, que declaró 
admisible el recurso de casación interpuesto por el recurrente, y 
fijó audiencia para conocerlo el 18 de febrero del 2009;

Visto la Ley No. 25 de 1991, modificada por la Ley No. 156 
de 1977;

La Cámara Penal de la Suprema Corte de Justicia después de 
haber deliberado, y visto los artículos 393, 394, 400, 418, 419, 
420, 421, 422, 425, 426 y 427 del Código Procesal Penal; la Ley 
No. 278-04 sobre Implementación del Proceso Penal, instituido 
por la Ley No. 76-02; la Resolución 2529-2006, dictada por la 
Suprema Corte de Justicia, el 31 de agosto del 2006, y los artículos 
379, 331 y 332 del Código Penal Dominicano, modificado por la 
Ley No.24-97 del 28 de enero del 1997;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, son hechos constantes los 
siguientes: a) que en fecha 15 de mayo del 2006 fue presentada 
querella en contra de Luis Manuel Encarnación Castillo, por 
violación a las disposiciones contenidas en los artículos 379, 331 
y 332 del Código Penal, en perjuicio de Ángela María Martínez; 
b) que para el conocimiento del asunto fue apoderado el Segundo 
Tribunal Colegiado de la Cámara Penal del Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Nacional, el cual dictó sentencia el 10 
de diciembre del 2007, cuyo dispositivo expresa lo siguiente: 
“PRIMERO: Declara al ciudadano Luis Manuel Encarnación 
Castillo, de generales anotadas, a saber: dominicano, de estado 
civil casado, de 25 años de edad, no porta cédula de identidad y 
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electoral, domiciliado en la calle Parejo No. 120, parte atrás, La 
Pared del sector Capotillo, teléfono (809) 802-4330, actualmente 
recluido en la Penitenciaria Nacional de La Victoria, culpable de 
haber cometido el crimen de violación sexual, hechos previstos y 
sancionados por el artículo 331 del Código Penal, modificado por 
la Ley 24-97, de fecha 28 de enero del año 1997, en consecuencia, 
se le condena a cumplir una pena de quince (15) años de reclusión 
mayor, en la Penitenciaria Nacional de La Victoria, así como al 
pago de una multa de Doscientos Mil Pesos (RD$200,000.00); 
SEGUNDO: Declara el presente proceso exento del pago de las 
costas, por haber sido defendido e imputado por una defensora 
pública; TERCERO: Se ordena la comunicación la presente 
sentencia al Juez Ejecutor de la Pena de la presente decisión; 
CUARTO: Se fija la lectura íntegra de la sentencia para el día 
diecisiete (17) de diciembre del año dos mil siete (2007), a las 
tres horas de la tarde (3:00 P. M.), quedan convocadas las partes 
presentes y representadas, a la lectura antes recurrida”; c) que 
con motivo del recurso de alzada interpuesto por Luis Manuel 
Encarnación Castillo, intervino la decisión ahora impugnada, 
dictada por la Segunda Sala de la Cámara Penal de la Corte de 
Apelación del Distrito Nacional el 12 de noviembre del 2008, y 
su dispositivo es el siguiente: “PRIMERO: Rechaza el recurso 
de apelación interpuesto en fecha veintinueve (29) del mes de 
enero del año dos mil ocho (2008), por la Licda. Croniz E. Bonilla 
Decena, quien actúa a nombre y representación del señor Luis 
Manuel Encarnación Castillo, en contra de la sentencia No. 611-
2007, de fecha diez (10) del mes de diciembre del año dos mil siete 
(2007), dictada por el Segundo Tribunal Colegiado del Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Nacional; SEGUNDO: Confirma 
la sentencia recurrida que declaró al señor Luis Encarnación 
Castillo, de generales que constan, culpable de haber cometido el 
crimen de violación sexual, hechos previstos y sancionados por 
el artículo 331 del Código Penal Dominicano, modificado por 
la Ley No. 24-97 de fecha veintiocho (28) del mes de enero del 
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año mil novecientos noventa y siete (1997), en perjuicio de la 
señora Ángela María Martínez, en consecuencia, lo condena a 
cumplir una pena de quince (15) años de reclusión mayor, en la 
Penitenciaria Nacional de La Victoria, así como al pago de una 
multa de Doscientos Mil Pesos (RD$200,000.00); TERCERO: 
Declara exento de pago de las costas penales causadas en grado de 
apelación, el presente proceso, en virtud de que la defensa técnica 
del acusado fue asumida por una abogada defensora pública”; 

Considerando, que el recurrente Luis Manuel Encarnación 
Castillo, alega, en síntesis: “Que la errónea aplicación de una 
norma jurídica, por el hecho de que las Magistradas no permitieron 
escuchar una prueba nueva que la defensa propuso y que 
demostraría su inocencia, ya que esta persona que no se permitió 
ser escuchada tanto por la Corte como por el Segundo Tribunal 
Colegiado se trataba del jefe del imputado quien en el momento 
de la supuesta ocurrencia de los hechos estaba en compañía del 
imputado; que la no aceptación de esta prueba se fundamentó 
en el hecho de que la defensa pudo establecer esta circunstancia 
en otra etapa anterior a la de fondo, pero resulta que la defensa 
estableció que asumió la asistencia técnica de dicho imputado 
justo para la audiencia de fondo y jamás puede vulnerarse 
un derecho fundamental establecido en la Constitución y los 
tratados internacionales como lo es el derecho de defensa; que 
las declaraciones dadas en el plenario por la señora que ostenta la 
calidad de víctima estaban viciada, primero, por su condición de 
víctima, y segundo, era esta la única prueba que tenían los jueces 
para condenar al imputado, y esta era contradictoria y rebatida 
por el certificado médico, ya que no establecía la ocurrencia 
de una violación y dicha víctima ostentaba en el momento de 
los hechos una relación consensual con el imputado; que si los 
jueces fallan haciendo uso de la lógica es imposible establecer 
y condenar en base a la acusación presentada por el Ministerio 
Público donde supuestamente el imputado introdujo un dedo a 
la víctima, la misma se encontraba de pie y con una cubeta de 
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agua en la cabeza; que el certificado médico legal, como medio 
probatorio por excelencia no establecía la violación, violándose el 
principio de favorabilidad a favor del imputado, además de que 
no motivaron los jueces en ningún momento sobre lo externado 
por la defensa con relación a dicho certificado médico sino más 
bien ambos Tribunales confirman la sentencia fundamentado en 
la coherencia y suficiencia de los medios probatorios”; 

Considerando, que mediante la lectura de la decisión impugnada 
se observa que la Corte a-qua, a los fines de rechazar los medios 
propuestos por el imputado en su recurso de apelación, dijo haber 
dado por establecido lo siguiente: “a) Que luego de verificada la 
decisión atacada, este tribunal ha podido percatarse que los Jueces 
a-quo exponen de forma clara, precisa y coherente mediante las 
consideraciones que la sustenta, el concierto valorativo y equitativo 
otorgado a las pruebas ofrecidas y debatidas por las partes, pruebas 
éstas que poseen una relación directa con el hecho investigado, 
fundamentando en tal sentido en hecho y derecho la decisión 
tomada, cumpliendo de esta manera con los cánones legales 
previamente establecidos; b) Que los Jueces a-quo en la página tres 
(3) de su decisión rechazan el pedimento de una prueba testimonial 
que fuere ofertada por la parte hoy recurrente como prueba nueva 
de conformidad con el artículo 330 del Código Procesal Penal, en 
razón de que la misma a modo de ver de las juzgadoras no reúnen 
los requisitos contemplados en dicho artículo para su valoración, 
requisitos estos que no fueron claramente estatuidos, violentando 
con la no audición de dicho testigo el sagrado derecho de defensa 
del imputado, parte recurrente. De igual forma las Jueces a-quo 
valoraron unas pruebas más que otras, tales como el certificado 
médico y el testimonio practicado y expuesto por la parte afectada, 
no aconteciendo lo mismo con el testimonio ofrecido por la parte 
imputada; c) Que en cuanto a la no ponderación en relación a la 
audiencia del referido testigo a descargo, esta alzada ha colegido de 
que la situación planteada por la parte recurrente en cuanto a dicho 
rechazado, nunca tuvo lugar, toda vez y como se puede verificar 
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de la lectura de dicha decisión incidental, por medio de la misma, 
las jueces a-quo expresan de forma lógica y coherente el por qué 
de su negativa a la referida audición, negativa esta que se basó en 
el sentido de que dicha prueba tal y como reza el artículo 330 del 
Código Procesal Penal no cumplía con lo que a modo de ver por 
parte del legislador actual podíamos catalogar como el elemento sine 
quo a non para su aceptación de prueba nueva, es decir, la misma no 
iba a esclarecer ningún elemento nuevo surgido, ya que y como bien 
planteado fue por las juzgadoras, con dicho testigo la defensa no iba 
a tratar la manifestación de un nuevo hecho, sino de los mismos en 
los cuales fundamentaba desde los inicios del proceso la defensa sus 
medios, o sea la inocencia del imputado en relación a los mismos; d) 
Que en base a todo lo antes planteado luego de verificadas tanto las 
glosas procesales como los medios de recurso de la parte recurrente 
este tribunal actuando como Corte entiende que procede rechazar 
el recurso de apelación de que se trata”; 

Considerando, que de la lectura de lo antes transcrito, se 
infiere que tal y como alega el recurrente, la Corte a-qua estimó 
la actuación del tribunal de primer grado, el cual se limitó a 
valorar sólo las declaraciones de la víctima, quien depuso como 
testigo, siendo como es una parte interesada, máxime cuando está 
constituida en actora civil;

Considerando, que si bien es cierto que los jueces del fondo 
son soberanos para aceptar o no como veraces las declaraciones 
y testimonios que se aportan en la instrucción de la causa, 
siempre que se utilicen las reglas de la sana crítica y las máximas 
de experiencia, no es menos cierto que en la especie, sólo se 
debatieron las declaraciones dadas por la víctima y el imputado, 
hoy recurrente;

Considerando, que en la tarea de apreciar las pruebas, los jueces 
del fondo gozan de plena libertad para ponderar los hechos en 
relación a los elementos probatorios sometidos a su escrutinio y 
al valor otorgado a cada uno de ellos, siempre que esa valoración 
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la realicen con arreglo a la sana crítica racional, que incluye las 
reglas de la lógica, los conocimientos científicos y las máximas de 
experiencia; que dicha ponderación o valoración está enmarcada, 
además, en la evaluación integral de cada una de las pruebas 
sometidas al examen; que en la especie, tal y como denuncia 
el recurrente, la Corte a-qua sólo valoró las declaraciones de la 
víctima; por consiguiente, del examen de la sentencia impugnada, 
se desprende que la misma no valora de manera integral las pruebas 
aportadas al proceso, ni brinda un análisis lógico y objetivo; por lo 
que resulta manifiestamente infundada; en consecuencia, procede 
acoger los medios propuestos por el recurrente; 

Considerando, que cuando una decisión es casada por una 
violación a las reglas cuya observancia esté a cargo de los jueces, 
las costas pueden ser compensadas. 

Por tales motivos, Primero: Declara con lugar el recurso 
de casación interpuesto por Luis Manuel Encarnación Castillo, 
contra la sentencia dictada por la Segunda Sala de la Cámara 
Penal de la Corte de Apelación del Distrito Nacional el 12 de 
noviembre del 2008, cuyo dispositivo se copia en parte anterior 
del presente fallo; Segundo: Casa la referida decisión y ordena 
el envío del presente proceso por ante la Sala de la Cámara Penal 
de la Corte de Apelación del Departamento Judicial de Santo 
Domingo, para una nueva valoración del recurso de apelación; 
Tercero: Compensa las costas.

Firmado: Hugo Álvarez Valencia, Julio Ibarra Ríos, Edgar 
Hernández Mejía, Dulce Ma. Rodríguez de Goris y Víctor José 
Castellanos Estrella. Grimilda Acosta, Secretaria General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los señores 
Jueces que figuran en su encabezamiento, en la audiencia pública 
del día, mes y año en él expresados, y fue firmada, leída y publicada 
por mí, Secretaria General, que certifico.
www.suprema.gov.do
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SENTENCIA DEL 11 DE MARZO DE 2009, NÚM. 5
Sentencia impugnada:	 Tercera Sala de la Cámara Penal de la Corte 

de Apelación del Distrito Nacional, del 15 
de agosto del 2008.

Materia:	 Correccional.
Recurrentes:	 Miguel Ángel Tejeda y Seguros Banreservas, 

S. A.
Abogado:	 Lic. José I. Reyes Acosta.
Interviniente:	 Carolina González Cruz.
Abogado:	 Lic. Emilio de los Santos.

 
Dios, Patria y Libertad

República Dominicana
En Nombre de la República, la Cámara Penal de la Suprema 

Corte de Justicia, regularmente constituida por los Jueces Hugo 
Álvarez Valencia, Presidente; Julio Ibarra Ríos, Edgar Hernández 
Mejía, Dulce Ma. Rodríguez de Goris y Víctor José Castellanos 
Estrella, asistidos de la Secretaria General, en la Sala donde 
celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de 
Guzmán, Distrito Nacional, hoy 11 de marzo del 2009, años 166° 
de la Independencia y 146° de la Restauración, dicta en audiencia 
pública, como Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Miguel Ángel 
Tejeda, dominicano, mayor de edad, cédula de identidad y 
electoral No. 082-0012329-0, domiciliado y residente en la avenida 
Isabel Aguiar No. 68 del sector de Herrera del municipio Santo 
Domingo Oeste, imputado, y Seguros Banreservas, S. A., entidad 
aseguradora, contra la sentencia dictada por la Tercera Sala de la 
Cámara Penal de la Corte de Apelación del Distrito Nacional el 
15 de agosto del 2008, cuyo dispositivo se copia más adelante;
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Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído al Lic. Hernán Mercedes en representación del Lic. 
José I. Reyes, quien a su vez representa a Miguel Ángel Tejeda 
y Seguros Banreservas, S. A., en la lectura de sus conclusiones, 
actuando a nombre de la parte recurrente;

Oído al Lic. Emilio de los Santos, en la lectura de sus 
conclusiones, en representación de la interviniente Carolina 
González Cruz;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la 
República; 

Visto el escrito motivado suscrito por el Lic. José I. Reyes 
Acosta, a nombre y representación de los recurrentes Miguel 
Ángel Tejeda y Seguros Banreservas, S. A, depositado el 29 de 
septiembre del 2008, en la secretaría de la Cámara Penal de la 
Corte de Apelación del Distrito Nacional, mediante el cual 
interponen dicho recurso de casación;

Visto el escrito de intervención interpuesto por el Lic. Emilio 
de los Santos, a nombre y representación de Carolina González 
Cruz, depositado el 7 de octubre del 2008, en la secretaría de la 
Cámara Penal de la Corte de Apelación del Distrito Nacional;

Visto la resolución dictada por esta Cámara Penal de la 
Suprema Corte de Justicia el 1ro. de diciembre del 2008, que 
declaró admisible el recurso y fijó audiencia para conocerlo el 28 
de enero del 2009;

Visto la Ley No. 25 de 1991, modificada por la Ley No. 156 
de 1997; 

La Cámara Penal de la Suprema Corte de Justicia después de 
haber deliberado, y vistos los artículos 393, 396, 399, 418, 419, 
420, 421, 422, 425, 426 y 427 del Código Procesal Penal; 65 y 
70 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; Ley 241 sobre 
Tránsito de Vehículos; la Ley No. 278-04 sobre Implementación 



Segunda Cámara de la Suprema Corte de Justicia	 833

Se
gu

nd
a 

C
ám

ar
a

del Proceso Penal, y la Resolución 2529-2006, dictada por la 
Suprema Corte de Justicia, el 31 de agosto del 2006;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
documentos que en ella se refieren, son hechos constantes los 
siguientes: a) que el 14 de octubre del 2003, ocurrió un accidente 
de tránsito en la avenida México de esta ciudad, entre el camión 
marca Astra, asegurado en Seguros Banreservas, S. A., conducido 
por Miguel Ángel Tejeda, propiedad de Terraequipos, C. por A., 
y el automóvil marca Nissan, conducido por Ana Rosa Canela 
García, propiedad de Carolina González Cruz, resultando los 
vehículos con desperfectos; b) que para el conocimiento del 
asunto, fue apoderado el Juzgado de Paz Especial de Tránsito del 
Distrito Nacional, Sala II, el cual emitió su decisión al respecto 
el 20 de febrero del 2008, cuya parte dispositiva se encuentra 
insertada en el dispositivo de la sentencia ahora impugnada; c) 
que no conforme con esta decisión, el imputado y la entidad 
aseguradora interpusieron recurso de apelación contra la misma, 
siendo apoderada la Tercera Sala de la Cámara Penal de la Corte 
de Apelación del Distrito Nacional, la cual dictó la sentencia 
ahora impugnada en fecha 15 de agosto del 2008, cuyo dispositivo 
expresa: “PRIMERO: Rechaza el recurso de apelación interpuesto 
por el Lic. José I. Reyes Acosta, quien asiste en sus medios de 
defensa al imputado Miguel Ángel Tejada, y la tercera aseguradora 
Seguros Banreservas, S. A., en fecha trece (13) de marzo del año 
dos mil ocho (2008), contra la sentencia No. 79-SS-2008, de 
fecha veinte (20) del mes de febrero del año dos mil ocho (2008), 
dictada por la Sala II del Juzgado de Paz Especial de Tránsito del 
Distrito Nacional, cuya parte dispositiva es la siguiente: ‘Primero: 
Se declara al ciudadano Miguel Ángel Tejeda, de generales que 
constan, actualmente en libertad, culpable de haber violado las 
disposiciones contenidas en los artículos 65 y 123 de la Ley 
241, sobre Tránsito de Vehículos de Motor, en consecuencia, se 
condena al pago de una multa de Doscientos Pesos (RD$200.00), 
acogiendo amplias circunstancias atenuantes establecidas en el 
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artículo 463 del Código Penal Dominicano, se exime del pago de 
la multa de conformidad con el artículo 340.5 del Código Procesal 
Penal; Segundo: Se condena al imputado al pago de las costas 
penales; Tercero: Se rechazan las conclusiones de la defensa, 
por los motivos expuestos en el cuerpo de la presente decisión; 
rechaza las conclusiones del actor civil en cuanto a la razón Euro 
Equipment, C. por A., procediendo a excluirla del proceso por 
los motivos expuestos en esta decisión, en consecuencia, declara 
buena y válida en cuanto a la forma, la constitución en actor civil, 
intentada por la señora Carolina González Cruz, por intermedio 
de su abogado constituido y apoderado especial, por haber sido 
hecha de conformidad con la ley; Cuarto: En cuanto al fondo 
de la referida constitución en actor civil, se condena la razón 
social Terraequipos, C. por A., en su calidad de propietario del 
vehículo causante del accidente, al pago de la suma de Setenta 
y Cinco Mil Pesos (RD$75,000.00), como justa reparación por 
los daños materiales sufridos por la señora Carolina González 
Cruz; Quinto: Condena al ciudadano Miguel Ángel Tejeda, 
conjuntamente con la razón social Terraequipos, C. por A., al 
pago de las costas civiles del proceso, con distracción a favor y 
provecho de los abogados concluyentes, Lic. Emilio de los Santos 
y Dra. Elvira Peña Paulino, quienes afirman haberlas avanzado 
en su mayor parte; Sexto: Declara, la presente sentencia común 
y oponible a la compañía Seguros Banreservas, S. A., por ser la 
entidad aseguradora del vehículo causante del accidente, quien 
emitió una póliza a favor de Worldwide Tradign & Consulting, 
siendo esta última quien requirió la emisión de dicha póliza 
en beneficio del vehículo involucrado en el presente proceso; 
Séptimo: Advierte a las partes que no estén de acuerdo con la 
presente decisión que tienen derecho a recurrir la mismas en 
un plazo de diez (10) días a partir de la entrega de la presente 
sentencia; Octavo: Difiere la lectura de la presente decisión 
para el día veintiocho (28) de febrero del año 2008, a las 4:00 
P. M., quedando convocadas para dicha fecha todas las partes 
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presentes y representadas en audiencia’; SEGUNDO: Confirma 
en todas sus partes la sentencia recurrida, por no estar afectada 
de los vicios invocados por la recurrente, de conformidad a 
los motivos expuestos en otra parte de la presente sentencia; 
TERCERO: Condena al recurrente Miguel Ángel Tejada, del 
pago de las costas del procedimiento, con distracción de las 
civiles a favor y provecho de los Licdos. Juan Soriano Aquino 
y Emilio de los Santos, quienes afirman haberlas avanzado en 
su totalidad; CUARTO: Ordena a la secretaria de esta Tercera 
Sala de la Cámara Penal de la Corte de Apelación del Distrito 
Nacional, realizar las notificaciones de la presente decisión a las 
partes envueltas en el presente proceso Miguel Ángel Tejeda, las 
razones sociales Terraequipos, C. por A., y Seguros Banreservas, 
S. A., terceros civilmente demandados y Carolina González Cruz, 
querellante y actora civil, así como al Magistrado Procurador 
General de la Corte adscrito a esta Corte”; 

Considerando, que los recurrentes Miguel Ángel Tejeda y 
Seguros Banreservas, S. A, por medio de su abogado, proponen 
contra la sentencia impugnada, el siguiente medio de casación: 
“Inobservancia y errónea aplicación de disposiciones de orden 
legal y constitucional, violación a los artículos 24, 26, 166, y 167 del 
CPP; violación al artículo 8, numeral 2, letra j, de la Constitución 
de la República; sentencia manifiestamente infundada; falta de 
motivos y de base legal; mal valoración de medio de prueba”;

Considerando, que en el desarrollo de su medio, los recurrentes, 
alegan en síntesis tres aspectos fundamentales, a saber: “1.- 
Tanto la sentencia impugnada como la de primer grado carecen 
de motivos, pues en ninguna se ha expresado concretamente 
sin especulaciones en qué consistió real y efectivamente la falta 
eficiente y generadora del accidente; 2.- Que la Corte incurre en 
desnaturalización al expresar que el Tribunal a-quo fundamentó 
la calidad de propietaria del vehículo de la actora civil en una 
certificación de la Dirección General de Impuestos Internos y 
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no en el acta policial y una fotocopia de la matrícula; y 3.- Que 
la Corte a-qua condenó a los recurrentes a pagar las costas en 
provecho de un abogado que nunca formó parte del proceso”;

Considerando, que en cuanto al primer punto, relativo a la falta 
generadora del accidente, y que constituye el aspecto penal de la 
sentencia impugnada, la Corte a-qua, expresó en su decisión, lo 
siguiente: “Que esta Corte ha podido comprobar que el Tribunal 
a-quo hizo una reconstrucción objetiva de los hechos retenidos 
como infracción al acusado, indicando las circunstancias de lugar, 
tiempo, modo y agentes en que acontecieron los hechos, así como 
los textos legales en los cuales se subsumen dichos hechos. Que 
dicha reconstrucción ha sido realizada en base a los medios de 
prueba debidamente aportados por las partes e incorporados 
a juicio debido a las reglas del juicio oral”; que con lo antes 
expuesto, se pone de manifiesto que la Corte a-qua entendió 
correctas las actuaciones del tribunal de primer grado, el cual, 
luego de transcribir las declaraciones de los testigos y describir los 
medios de pruebas aportados, expresó en cuanto al aspecto penal 
del presente caso, lo siguiente: “Que en ese orden de ideas, hemos 
podido advertir la concurrencia de elementos que destruyen la 
presunción de inocencia del imputado Miguel Ángel Tejeda, al 
quedar establecida una relación de causalidad entre la acción y 
el resultado, puesto que esto ha quedado concretizado por la 
conducción temeraria, imprudente e inobservante de éste, ya que 
según declaraciones dadas en el plenario, hemos podido establecer 
que el accidente se produce cuando el señor Miguel Ángel Tejada 
trata de entrar por uno de los carriles de la vía “avenida México”, 
impacta el vehículo propiedad de la señora Carolina González 
Cruz, conducido por la señora Ana Rosa Canela García, vehículo 
éste, que estaba parado delante de él, ya que un AMET, le había 
indicado a éstas que se pararan, que es más que evidente que el 
referido conductor procedió hacer esta maniobra sin el debido 
cuidado y no tomando en cuenta la distancia que mediaba entre 
los carriles y más aún entre los vehículos la cual no era la más 
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adecuada para realizar tal acción, por lo que queda demostrada 
la forma torpe, imprudente e inobservante de conducir del señor 
Miguel Ángel Tejeda, produciendo con esto daños al vehículo que 
conducía la señora Ana Rosa Canela García, quedando establecida 
la responsabilidad penal del señor Miguel Ángel Tejeda….”; que 
por consiguiente, como se ha expresado, la Corte a-qua actuó 
correctamente al analizar minuciosamente la sentencia de primer 
grado y afirmar que la misma tiene motivos suficientes, claros y 
precisos sobre la responsabilidad penal del imputado, por lo que 
este aspecto del medio propuesto, debe ser desestimado;

Considerando, que en cuanto al segundo aspecto del medio 
planteado, referente a que la Corte incurre en desnaturalización 
al expresar que el Tribunal a-quo fundamentó la calidad de 
propietaria del vehículo de la actora civil en una certificación de la 
Dirección General de Impuestos Internos y no en el acta policial 
y una fotocopia de la matrícula, para fallar como lo hizo, la Corte 
a-qua expresó en su decisión, lo siguiente: “…Que esta Sala de 
la Corte al analizar la decisión recurrida ha podido constatar 
que la Juez a-quo no fundamentó la propiedad del vehículo que 
sufrió los daños cuya reparación ordena la sentencia recurrida, 
en el acta policial sino en la certificación emitida al efecto por la 
Dirección General de Impuestos Internos, que dichos medios de 
prueba fueron aportados por la hoy recurrida al debate en primer 
grado…”; que contrario a lo alegado por la Corte, el tribunal 
de primer grado, ante el pedimento de rechazar la demanda por 
falta de calidad de la actora civil, expresó: “Que en cuanto al 
pedimento de que se rechace la demanda por falta de calidad de 
la demandante, al haber depositado una fotocopia de la matrícula 
que la acredita como propietaria de la misma, en ese orden el 
tribunal ha verificado que en el acta de tránsito No. 567 de fecha 
14 de octubre de 2003, donde se recogen las circunstancias del 
hecho se hace constar la descripción del vehículo que resultó con 
los daños, haciendo constar entre otras cosas, que su propietaria 
es Carolina González, por lo que si bien ha sido depositada una 
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fotocopia de la matrícula, no menos cierto es que ha quedadazo 
corroborada la información que acredita a la misma a través del 
acta de tránsito levantada al efecto…”; 

Considerando, que de la lectura y análisis de lo antes transcrito, 
se pone de manifiesto, que tal y como alegan los recurrentes, la 
Corte a-qua incurrió en desnaturalización, toda vez que hace 
referencia a una certificación de la Dirección General de Impuestos 
Internos, la cual ciertamente obra en el legajo de documentos que 
componen el proceso, pero no fue aportada al debate en primer 
grado como afirma dicha Corte, ya que la misma tiene fecha 
posterior a la sentencia del Tribunal a-quo, por lo que es evidente, 
que dicho tribunal no pudo fundamentarse en la misma, sino en el 
acta policial levantada en consecuencia del accidente de que se trata 
y una fotocopia de la matrícula, como éste expresa en su decisión, 
por lo que procede acoger el medio propuesto;

Considerando, que en cuanto al tercer aspecto propuesto en 
el sentido de que la Corte a-qua condenó al señor Miguel Ángel 
Tejeda a pagar las costas en provecho de un abogado que nunca 
formó parte del proceso, de la lectura de la sentencia, dentro de 
la cual se encuentra copiada el acta de audiencia del 24 de julio 
del 2008, así como del recurso de apelación, se colige, que quien 
estuvo en la audiencia antes indicada, fue el Lic. Juan Soriano 
Aquino, quien actúo en representación del Lic. Emilio de los 
Santos, abogado que suscribió el escrito de réplica al recurso 
de apelación que se estaba conociendo en representación de la 
señora Carolina González Cruz, por lo que este pedimento carece 
de fundamento y debe ser desestimado;

Considerando, que cuando la sentencia es casada por la 
inobservancia de reglas procesales cuyo cumplimiento esté cargo 
de los jueces, las costas pueden ser compensadas. 

Por tales motivos, Primero: Admite como interviniente a 
Carolina González Cruz en el recurso de casación interpuesto 
por Miguel Ángel Tejeda y Seguros Banreservas, S. A, contra 
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la sentencia dictada por la Tercera Sala de la Cámara Penal de 
la Corte de Apelación del Distrito Nacional el 15 de agosto del 
2008, cuyo dispositivo se encuentra copiado en parte anterior 
del presente fallo; Segundo: Declara con lugar dicho recurso de 
casación, exclusivamente en el aspecto civil, y lo rechaza en los 
demás aspectos; y en consecuencia, ordena el envío del asunto, 
así delimitado, por ante la Cámara Penal de la Corte de Apelación 
del Distrito Nacional, a fin de que la Presidencia de dicha Cámara, 
apodere mediante el sistema aleatorio de una de sus Salas, con 
exclusión de la Tercera, para una nueva valoración del recurso de 
apelación de que se trata; Tercero: Compensa las costas.

Firmado: Hugo Álvarez Valencia, Julio Ibarra Ríos, Edgar 
Hernández Mejía, Dulce Ma. Rodríguez de Goris y Víctor José 
Castellanos Estrella. Grimilda Acosta, Secretaria General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los señores 
Jueces que figuran en su encabezamiento, en la audiencia pública 
del día, mes y año en él expresados, y fue firmada, leída y publicada 
por mí, Secretaria General, que certifico.
www.suprema.gov.do



SENTENCIA DEL 11 DE MARZO DE 2009, NÚM. 6
Sentencia impugnada:	 Cámara Penal de la Corte de Apelación de 

La Vega, del 29 de julio del 2008.
Materia:	 Correccional.
Recurrente:	 Manuel Felipe Sánchez Guzmán y 

compartes.
Abogado:	 Lic. Miguel A. Duran.
Intervinientes:	 Miguel Antonio Quezada Beato y Ramona 

Antonia Liquez Peralta.
Abogados:	 Licdos. Mayobanex Martínez Durán y José 

Eduardo Eloy Rodríguez.

 
Dios, Patria y Libertad

República Dominicana

En Nombre de la República, la Cámara Penal de la Suprema 
Corte de Justicia, regularmente constituida por los Jueces Hugo 
Álvarez Valencia, Presidente; Julio Ibarra Ríos, Edgar Hernández 
Mejía, Dulce Ma. Rodríguez de Goris y Víctor José Castellanos 
Estrella, asistidos de la Secretaria General, en la Sala donde 
celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de 
Guzmán, Distrito Nacional, hoy 11 de marzo del 2009, años 166° 
de la Independencia y 146° de la Restauración, dicta en audiencia 
pública, como Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Manuel 
Felipe Sánchez Guzmán, dominicano, mayor de edad, casado, 
comerciante, cédula de identidad y electoral No. 054-0030305-2, 
domiciliado y residente en la sección Estancia Nueva, kilómetro 
5, del municipio de Moca de la provincia de Espaillat, imputado 
y civilmente demandado; Empresa Marina Masanca, C. por A., 
tercero civilmente responsable, y la Confederación del Canadá 
Dominicana, S. A., entidad aseguradora, contra la sentencia dictada 
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por la Cámara Penal de la Corte de Apelación del Departamento 
Judicial de La Vega el 29 de julio del 2008, cuyo dispositivo se 
copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído al Lic. Mario Fernández, en representación del Lic. 
Miguel A. Durán, en la lectura de sus conclusiones, actuando a 
nombre de los recurrentes; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la 
República;

Visto el escrito motivado suscrito por el Lic. Miguel A. Durán, 
actuando a nombre y representación de los recurrentes Manuel 
Felipe Sánchez Guzmán, Empresa Marina Masanca, C. por A., y 
la Confederación del Canadá Dominicana, S. A., depositado el 29 
de agosto del 2008, en la secretaría de la Corte a-qua, mediante el 
cual interponen dicho recurso de casación; 

Visto el escrito de contestación suscrito por los Licdos. 
Mayobanex Martínez Durán y José Eduardo Eloy Rodríguez, 
actuando a nombre y representación de los intervinientes Miguel 
Antonio Quezada Beato y Ramona Antonia Liquez Peralta, 
depositado el 29 de septiembre del 2008, en la secretaría de la 
Corte a-qua; 

Visto la resolución de la Cámara Penal de la Suprema Corte 
de Justicia del 5 de diciembre del 2008, que declaró inadmisible el 
recurso de casación citado precedentemente en el aspecto penal, 
y lo declaró admisible en el aspecto civil, fijando audiencia para 
conocerlo el 28 de enero del 2009;

Visto la Ley No. 25 de 1991, modificada por la Ley No. 156 
de 1997; 

La Cámara Penal de la Suprema Corte de Justicia después de 
haber deliberado, y vistos los artículos 65 y 70 de la Ley sobre 
Procedimiento de Casación; 393, 397, 400, 418, 419, 420, 421, 
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422, 425, 426 y 427 del Código Procesal Penal; la Ley No. 278-04 
sobre Implementación del Proceso Penal, instituido por la Ley 
No. 76-02 y la Resolución 2529-2006, dictada por la Suprema 
Corte de Justicia, el 31 de agosto del 2006; 

Considerando, que en la decisión impugnada y en los 
documentos que en ella se refieren, son hechos constantes 
los siguientes: a) que el 8 de agosto del 2007, ocurrió un 
accidente de tránsito en la carretera Ramón Cáceres, la cual 
conduce del municipio de Moca a la autopista Duarte, entre la 
camioneta marca Isuzu, conducida por Manuel Felipe Sánchez 
Guzmán, propiedad de Empresa Marina Masanca, C. por A., 
asegurada con la Confederación del Canadá Dominicana, S. A., 
y la motocicleta marca CG-125, conducida por Yohan Gabriel 
Quezada Liquez, quien falleció a consecuencia del accidente; b) 
que para el conocimiento del asunto fue apoderado el Juzgado 
de Paz Especial de Tránsito del municipio de Moca, provincia 
Espaillat, Grupo III, el cual dictó su sentencia el 25 de abril del 
2008, cuyo dispositivo es el siguiente: “PRIMERO: El tribunal 
declara culpable al señor Manuel Felipe Sánchez Guzmán, de 
generales que constan en el expediente, de haber violado la Ley 
241 de Tránsito de Vehículos de Motor, en su artículo 49 numeral 
1, y 65, modificada por la Ley 114-99, en perjuicio del señor 
Yohan Gabriel Quezada Liquez (fallecido), y en consecuencia lo 
condena a dos (2) años de prisión correccional y a una multa 
de Dos Mil Pesos (RD$2,000.00); SEGUNDO: Se le suspende 
del cumplimiento de la pena impuesta por el tribunal de modo 
condicional en aplicación del artículo No. 341 del Código 
Procesal Penal, atendiendo a las reglas siguientes establecidas en 
el artículo No. 41 numerales 1 y 8 del mismo Código Procesal 
Penal, por un período de dos (2) años a la que quedaría sujeto: a) 
Residir en el lugar de su domicilio bajo la vigilancia del Ministerio 
Público auxiliado de la Policía Judicial; b) Abstenerse de conducir 
vehículos de motor fuera de su trabajo; TERCERO: En cuanto a 
la forma declara regular y válida la constitución en actor civil por 
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los señores Miguel Antonio Quezada Beato y Ramona Antonia 
Liquez Peralta, en calidad de padres del finado Yohan Gabriel 
Quezada Liquez a través de los abogados licenciado Mayobanex 
Martínez Durán, licenciado José Eduardo Eloy y el licenciado 
Víctor Moisés Toribio, en contra del señor Manuel Felipe Sánchez 
Guzmán, Empresas Marina Masanca, personas penal y civilmente 
responsables, y de la razón social Confederación del Canadá 
Dominicana, S. A., por haber sido hecha conforme al Código 
Procesal Penal; CUARTO: En cuanto al fondo, se condena al 
imputado señor Manuel Felipe Sánchez Guzmán conjunta y 
solidariamente con Empresa Marina Masanca, personas penal y 
civilmente responsables, respectivamente, a una indemnización 
de Un Millón de Pesos (RD$1,000,000.00), a favor de los señores 
Miguel Antonio Quezada Beato y Ramona Antonia Liquez 
Peralta, en calidad de padres del finado Yohan Gabriel Quezada 
Liquez, como justa reparación por los daños morales y materiales 
producidos en el accidente; QUINTO: Se condena al señor 
Manuel Felipe Sánchez Guzmán, al pago de las costas penales 
y civiles del proceso, ordenando su distracción en provecho de 
los licenciados Mayobanex Martínez Durán, José Eduardo Eloy 
y el licenciado Víctor Moisés Toribio, abogados de los actores 
civiles constituidos, quienes afirman haberlas avanzado en su 
totalidad; SEXTO: Se declara la presente sentencia común, 
oponible y ejecutable a la razón social Confederación del Canadá 
Dominicana, S. A., en su calidad de entidad aseguradora de la 
responsabilidad civil de la camioneta que ocasionó el accidente ”; 
c) que con motivo de los recursos de alzada interpuestos, intervino 
la decisión ahora impugnada, dictada por la Cámara Penal de la 
Corte de Apelación del Departamento Judicial de La Vega el 29 
de julio del 2008, y su dispositivo es el siguiente: “PRIMERO: 
Desestima los recursos de apelación realizados, uno por el 
imputado Manuel Felipe Sánchez Guzmán, Empresa Marina 
Masanca, C. por A., y Confederación del Canadá Dominicana, 
S. A., por intermedio de su representante legal, Lic. Miguel A. 
Durán, y el incoado por los señores, Miguel Antonio Quezada 
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Beato, Ramona Antonia Liquez Peralta, en calidad de padres del 
finado Yohan Gabriel Quezada Liquez, representados legalmente 
por los Licdos. Mayobanex Martínez Durán y José Eduardo Eloy 
Rodríguez, en contra de la sentencia No. 0003-2008, de fecha 
veinticinco (25) del mes de abril del año 2008, dictada por el 
Juzgado de Paz Especial de Tránsito III, del municipio de Moca, 
en consecuencia confirma la sentencia recurrida, por las razones 
expuestas; SEGUNDO: Se compensan las costas; TERCERO: 
La lectura de la presente sentencia vale notificación para todas las 
partes que quedaron citadas para la lectura para el día de hoy”;

Considerando, que en el caso de que se trata, por haber quedado 
definitivamente juzgado el aspecto penal, ante la inadmisibilidad 
pronunciada sobre el recurso del imputado Manuel Felipe Sánchez 
Guzmán, por esta Cámara Penal de la Suprema Corte de Justicia, 
sólo será examinado lo relativo al orden civil;

Considerando, que en ese sentido, los recurrentes Manuel 
Felipe Sánchez Guzmán, Empresa Marina Masanca, C. por A., 
y la Confederación del Canadá Dominicana, S. A., en su escrito 
de casación, alegan lo siguiente: “Sentencia manifiestamente 
infundada, toda vez que la Corte a-qua confirmó la sentencia 
dictada por el Tribunal de primer grado que en el aspecto 
civil estableció una indemnización de Un Millón de Pesos 
(RD$1,000,000.00), a favor de los señores Miguel Antonio 
Quezada Beato y Ramona Antonia Liquez Peralta, padres del 
occiso Yohan Gabriel Quezada Liquez, en ausencia absoluta de 
motivación, estableciendo erradamente: ‘…Que se ha establecido 
por demás, que para justificar la condenación al pago de una 
indemnización por daños y perjuicios, no es necesario establecer 
los elementos de juicios tomados en consideración para otorgarla, 
pues le bastaba, y así lo hizo el Juez de primera instancia, cimentar 
su decisión a favor de los actores civiles, dado el hecho de que 
en ningún momento se discutió la condición de padres de los 
reclamantes, respecto del fenecido; que en el caso analizado, los 
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daños morales son la consecuencia lógica del fallecimiento del 
motorista, lo cual no necesita descripción y cuya evaluación es de 
la soberana apreciación del a-quo…’; lo cual evidencia que la Corte 
a-qua ha confundido, la situación particular en que se encuentran 
los padres en cuanto que están liberados o exonerados de la 
obligación de probar la existencia del daño moral que sufren por 
la muerte de un hijo, puesto el mismo está sobreentendido, con 
la obligación que pesa sobre cada Juez o Tribunal, de motivar sus 
decisiones. Es decir, que según se advierte por la forma de razonar 
de la Corte a-qua, el Juez de primer grado, podía, como lo hizo, 
fijar el monto de la indemnización, sin necesidad de justificar o 
motivarlo, porque, a juicio de la Corte a-qua, la fijación del monto 
de una indemnización es un asunto del poder soberano del Juez, 
lo cual es totalmente falso, pues existen infinidad de decisiones de 
esa honorable Suprema Corte de Justicia, que expresan el criterio, 
de que el monto de la indemnización debe estar justificado, o 
lo que es lo mismo, motivado, por lo que, yerra la Corte a-qua 
cuando sostiene lo contrario, para rechazar el medio de apelación 
propuesto por los recurrentes”;

Considerando, que para fallar como lo hizo, la Corte a-qua 
dio por establecido lo siguiente: “En lo relacionado a la falta de 
motivos aducido por el recurrente en el aspecto civil, es importante 
significar que la reclamación de Miguel Antonio Quezada Beato 
y Ramona Liquez Peralta, deviene por su condición de padres 
del occiso Yohan Gabriel Quezada Liquez, constituidos en 
actores civiles en contra del impetrante Manuel Felipe Sánchez 
Guzmán, y en ese sentido para justificar su proceder dijo el Juez 
de instancia lo siguiente: ’Considerando: Que para que exista la 
responsabilidad civil del agente, es preciso que exista un lazo de 
causalidad entre la falta y el perjuicio, éste debe ser la consecuencia 
de la falta cometida, la relación de causa a efecto debe existir entre 
el hecho del demandado y el daño, por lo que existe una prueba 
atribuible al conductor del vehículo Manuel Felipe Sánchez 
Guzmán, con el manejo temerario y atolondrado al doblar por la 
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carretera que conduce por la Ramón Cáceres, causa directa de los 
daños sufridos por los actores civiles constituidos, y la relación 
de causa a efecto entre estos y la falta’. Y dijo además el Tribunal 
de primer grado que el señor Manuel Felipe Sánchez Guzmán, 
fue quien le produjo lesiones considerables que le produjeron 
la muerte al joven Yohan Gabriel Quezada Liquez. Que se ha 
establecido por demás, que para justificar la condenación al pago 
de una indemnización por daños y perjuicios, no es necesario 
establecer los elementos de juicios tomados en consideración 
para otorgarla, pues le bastaba, y así lo hizo el Juez de instancia, 
cimentar su decisión a favor de los actores civiles, dado el hecho 
de que en ningún momento se discutió la condición de padres de 
los reclamantes, respecto del fenecido; que, en el caso analizado, 
los daños morales son la consecuencia lógica del fallecimiento del 
motorista, lo cual no necesita descripción y cuya evaluación es de 
la soberana apreciación del Tribunal de primer grado, y por demás 
por tratarse de un hecho en el cual perdió la vida una persona 
joven, que estudiaba y trabajaba es de lugar admitir que la Corte 
considera que realmente la suma otorgada en indemnización por 
el juzgador de origen se ajusta a los fines de resarcir los daños 
ocasionados por el ilícito penal del impetrante, por lo que esta 
parte del medio que se examina se desestima y en consecuencia 
el recurso de apelación realizado por el nombrado Manuel 
Felipe Sánchez Guzmán, se rechaza por las razones señaladas 
precedentemente”;

Considerando, que, del examen del agravio planteado por 
los recurrentes, se evidencia que efectivamente tal y como éstos 
aducen, la Corte a-qua al confirmar el monto indemnizatorio 
acordado por el Tribunal de primer grado ha incurrido en el 
vicio denunciado, puesto que si bien los jueces del fondo gozan 
de un poder soberano para apreciar la magnitud de los daños 
y perjuicios, base de la indemnización, y fijar los montos de las 
mismas, es a condición de que éstas no sean excesivas ni resulten 
irrazonables y se encuentren plenamente justificadas; lo que no 
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ocurre en la especie; por consiguiente, procede acoger el presente 
recurso;

Considerando, que cuando una decisión es casada por una 
violación a las reglas cuya observancia esté a cargo de los jueces, 
las costas pueden ser compensadas. 

Por tales motivos, Primero: Admite como intervinientes 
a Miguel Antonio Quezada Beato y Ramona Antonia Liquez 
Peralta, en el recurso de casación interpuesto por Manuel 
Felipe Sánchez Guzmán, Empresa Marina Masanca, C. por A., 
y La Confederación del Canadá Dominicana, S. A., contra la 
sentencia dictada por la Cámara Penal de la Corte de Apelación 
del Departamento Judicial de La Vega el 29 de julio del 2008, 
cuyo dispositivo se copia en parte anterior de la presente decisión; 
Segundo: Declara parcialmente con lugar el referido recurso de 
casación y, en consecuencia, casa dicha sentencia en el aspecto civil, 
y ordena el envío del asunto, así delimitado, por ante la Cámara 
Penal de la Corte de Apelación del Departamento Judicial de San 
Francisco de Macorís, para una nueva valoración del recurso de 
apelación; Tercero: Compensa las costas. 

Firmado: Hugo Álvarez Valencia, Julio Ibarra Ríos, Edgar 
Hernández Mejía, Dulce Ma. Rodríguez de Goris y Víctor José 
Castellanos Estrella. Grimilda Acosta, Secretaria General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los señores 
Jueces que figuran en su encabezamiento, en la audiencia pública 
del día, mes y año en él expresados, y fue firmada, leída y publicada 
por mí, Secretaria General, que certifico.
www.suprema.gov.do



SENTENCIA DEL 11 DE MARZO DE 2009, NÚM. 7
Sentencia impugnada:	 Cámara de Calificación del Distrito 

Nacional, del 24 de abril del 2004.
Materia:	 Criminal.
Recurrente:	 Samuel Encarnación Mateo.
Abogado:	 Dr. Samuel A. Encarnación Mateo.

 
Dios, Patria y Libertad

República Dominicana

En Nombre de la República, la Cámara Penal de la Suprema 
Corte de Justicia, regularmente constituida por los Jueces Hugo 
Álvarez Valencia, Presidente; Julio Ibarra Ríos, Edgar Hernández 
Mejía, Dulce Ma. Rodríguez de Goris y Víctor José Castellanos 
Estrella, asistidos de la Secretaria General, en la Sala donde 
celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de 
Guzmán, Distrito Nacional, hoy 11 de marzo del 2009, años 166° 
de la Independencia y 146° de la Restauración, dicta en audiencia 
pública, como Corte de Casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Samuel 
Encarnación Mateo, dominicano, mayor de edad, abogado, 
cédula de identidad y electoral No. 012-0049943-0, domiciliado 
y residente en la avenida 27 de Febrero No. 392 altos, del sector 
Mirador Norte de esta ciudad, imputado, contra la resolución 
No. 236-2004 dictada en atribuciones criminales por la Cámara 
de Calificación del Distrito Nacional el 24 de abril del 2004, cuyo 
dispositivo se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la 
República;
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Vista el acta del recurso de casación levantada en la secretaría 
de la Cámara Penal de la Corte de Apelación del Distrito Nacional 
en funciones de secretaría de la Cámara de Calificación de ese 
Departamento Judicial el 22 de junio del 2004, a requerimiento 
de Samuel Encarnación Mateo, en representación de sí mismo, en 
la cual no se expone ningún medio de casación contra la decisión 
impugnada;

Vista el acta de desistimiento del recurso de casación levantado 
el 22 de junio del 2004, en la secretaría de la Cámara Penal de 
la Corte de Apelación del Distrito Nacional en funciones de 
secretaría de la Cámara de Calificación de ese Departamento 
Judicial, a requerimiento de Samuel Encarnación Mateo, contra la 
decisión dictada el 24 de abril del 2004;

Vista la instancia suscrita por el Dr. Samuel A. Encarnación 
Mateo, el 3 de febrero del 2009, depositada en la en la Secretaría 
General de la Suprema Corte de Justicia el 5 de febrero del 
2009, en la cual el referido recurrente pone de conocimiento el 
desistimiento del recurso de casación interpuesto el 22 de junio 
del 2004;

Vista la Ley No. 25 de 1991, modificada por la Ley No. 156 
de 1997;

Visto el artículo 17 de la Resolución Núm. 2529–2006 del 
31 de agosto del 2006, dictada por la Suprema Corte de Justicia, 
que reglamenta el tránsito de los procesos del Código de 
Procedimiento Criminal al Código Procesal Penal;

La Cámara Penal de la Suprema Corte de Justicia, después de 
haber examinado el acta de desistimiento anexa al expediente y 
visto el artículo 1ro. de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que como consecuencia del recurso de 
apelación interpuesto en el caso de que se trata, intervino el fallo 
objeto del presente recurso de casación, dictado por Cámara de 
Calificación del Distrito Nacional el 24 de abril del 2004, cuyo 
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dispositivo es el siguiente: “PRIMERO: Declara buenos y válidos 
en cuanto a la forma, los recursos de apelación interpuestos por: 
a) el Lic. Juan Carlos Gómez, en fecha 16 de enero del 2004; b) 
el nombrado Samuel Encarnación Mateo, en fecha 5 de febrero 
del 2004, contra la providencia calificativa No. 231-2003, de 
fecha 21 de agosto del 2003, dictada por el Segundo Juzgado de 
Instrucción del Distrito Nacional, por haber sido interpuestos de 
conformidad con la ley, cuyo dispositivo es el siguiente: ‘Primero: 
Declarar, como al efecto declaramos, que existen indicios claros, 
precisos y concordantes para enviar por ante el Tribunal Criminal 
a Samuel Encarnación Mateo, inculpado de violar los artículos 
147, 148, 151 y 408 del Código Penal Dominicano, en perjuicio 
de Fátima Adelaida Landa de Walsh; Segundo: Enviar, como 
al efecto enviamos, por ante el Tribunal Criminal al inculpado 
Samuel Encarnación Mateo, por encontrar indicios suficientes, 
claros, precisos y concordante para enviarlo por ante el Tribunal 
Criminal, para que allí se le juzgue de arreglo a la ley, por el crimen 
que se le imputa; Tercero: Ordenar, como al efecto ordenamos, 
que las actuaciones de instrucción, así como un estado de los 
documentos y objetos que han de obrar como elementos de 
convicción, de esta providencia calificativa, sean transmitidos por 
nuestra secretaria, al Magistrado Procurador Fiscal del Distrito 
Nacional, al Magistrado Procurador General de la Corte de 
Apelación de Santo Domingo, al Magistrado Procurador General 
de la República, a la parte civil constituida y al inculpado del 
presente caso, conforme a la ley que rige la materia en los plazos 
establecidos, para los fines de ley correspondiente’; SEGUNDO: 
En cuanto al fondo, la Cámara de Calificación después de haber 
deliberado, confirma la providencia calificativa No. 231-2003, de 
fecha 21 de agosto del 2003, dictada por el Segundo Juzgado de 
Instrucción del Distrito Nacional, en contra del nombrado Samuel 
Encarnación Mateo, por existir indicios de culpabilidad graves, 
precisos, serios, concordantes y suficientes, que comprometen 
su responsabilidad penal en el presente caso como presunto 
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autor de violación a los artículos 147, 148, 151 y 408 del Código 
Penal, y en consecuencia lo envía al Tribunal Criminal para que 
allí sea juzgado con arreglo a la ley; TERCERO: Ordena, que 
la presente decisión sea comunicada al Magistrado Procurador 
Fiscal del Distrito Nacional, al Procurador General de la Corte 
de Apelación del Distrito Nacional, así como al procesado, y 
a la parte civil constituida, si la hubiere, para los fines de la ley 
correspondientes”;

Considerando, que el recurrente Samuel Encarnación Mateo, 
ha desistido pura y simplemente del recurso de casación de que 
se trata.

Por tales motivos, Único: Da acta del desistimiento del recurso 
de casación hecho por Samuel Encarnación Mateo, contra la 
resolución No. 236-2004 dictada en atribuciones criminales por 
la Cámara de Calificación del Distrito Nacional el 24 de abril del 
2004, cuyo dispositivo se copia en parte anterior de esta sentencia. 

Firmado: Hugo Álvarez Valencia, Julio Ibarra Ríos, Edgar 
Hernández Mejía, Dulce Ma. Rodríguez de Goris y Víctor José 
Castellanos Estrella. Grimilda Acosta, Secretaria General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los señores 
Jueces que figuran en su encabezamiento, en la audiencia pública 
del día, mes y año en él expresados, y fue firmada, leída y publicada 
por mí, Secretaria General, que certifico.
www.suprema.gov.do



SENTENCIA DEL 11 DE MARZO DE 2009, NÚM. 8
Sentencia impugnada:	 Cámara Penal de la Corte de Apelación de 

San Cristóbal, del 25 de noviembre del 2008.
Materia:	 Correccional.
Recurrentes:	 Máximo Antonio Pérez Grullón y La Unión 

de Seguros, C. por A.
Abogado:	 Dr. José Ángel Ordóñez González.

 
Dios, Patria y Libertad

República Dominicana

En Nombre de la República, la Cámara Penal de la Suprema 
Corte de Justicia, regularmente constituida por los Jueces Hugo 
Álvarez Valencia, Presidente; Julio Ibarra Ríos, Edgar Hernández 
Mejía, Dulce Ma. Rodríguez de Goris y Víctor José Castellanos 
Estrella, asistidos de la Secretaria General, en la Sala donde 
celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de 
Guzmán, Distrito Nacional, hoy 11 de marzo del 2009, años 166° 
de la Independencia y 146° de la Restauración, dicta en audiencia 
pública, como Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Máximo Antonio 
Pérez Grullón, dominicano, mayor de edad, cédula de identidad 
y electoral No. 047-0029695-9, domiciliado y residente en la calle 
10 esquina Oeste, edificio A y D, de la urbanización Arismar 
del municipio Santo Domingo Este, imputado y civilmente 
demandado, y la Unión de Seguros, C. por A., entidad aseguradora, 
contra la sentencia dictada por Cámara Penal de la Corte de 
Apelación del Departamento Judicial de San Cristóbal el 25 de 
noviembre del 2008, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 
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Oído al Dr. José Oscar Reynoso Quezada, en la lectura de sus 
conclusiones, en representacion de los recurrentes; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de 
República;

Visto el escrito motivado suscrito por el Dr. José Ángel 
Ordóñez González, depositado en la secretaría de la Corte 
a-qua el 27 de noviembre del 2008, mediante el cual interpone y 
fundamenta el recurso de casación, a nombre y representación de 
Máximo Antonio Pérez Grullón y la Unión de Seguros, C. por A.;

Visto la resolución dictada por esta Cámara Penal de la 
Suprema Corte de Justicia el 9 de enero del 2009, que declaró 
admisible el recurso de casación interpuesto por los recurrentes, 
y fijó audiencia para conocerlo el 18 de febrero del 2009; 

Visto la Ley No. 25 de 1991, modificada por la Ley No. 156 
de 1977;

La Cámara Penal de la Suprema Corte de Justicia después de 
haber deliberado, y visto los artículos 393, 394, 397, 400, 418, 419, 
420, 421, 422, 425, 426 y 427 del Código Procesal Penal; la Ley 
No. 278-04 sobre Implementación del Proceso Penal, instituido 
por la Ley No. 76-02; la Resolución 2529-2006, dictada por la 
Suprema Corte de Justicia, el 31 de agosto del 2006, y los artículos 
49, numeral I, y 65 de la Ley 241 sobre Tránsito de Vehículos, 
modificada por la Ley 114-99, la Ley 146-02 sobre Seguros y 
Fianzas de la República Dominicana y los artículos 1382, 1383 y 
1384 del Código Civil Dominicano;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, son hechos constantes los 
siguientes: a) que en fecha 9 de septiembre del 2007, se produjo 
un accidente de tránsito, en la intersección de la autopista Duarte 
con 30 de Marzo en el municipio de Villa Altagracia, entre el 
automóvil marca Hyundai, conducido por su propietario Máximo 
Antonio Pérez Grullón, asegurado en la Unión de Seguros, C. 
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por A., y la motocicleta marca Yamaha, conducida por Andrés 
Laureano Paula, resultando este último conductor lesionado, y 
sus acompañantes Lucila Peña de la Rosa, con lesiones que le 
causaron la muerte, y con golpes y heridas Luis David Laureano 
Peña, Carmen Delia Laureano y José Armando Laureano Peña, 
estos tres últimos menores de edad; b) que para el conocimiento 
del asunto fue apoderado el Juzgado de Paz Especial de Tránsito 
Sala I del Distrito Judicial de Villa Altagracia, el cual dictó sentencia 
el 20 de agosto del 2008, cuyo dispositivo expresa lo siguiente: 
“PRIMERO: Declara culpable al señor Máximo Antonio Pérez 
Grullón, de violar las disposiciones del artículo 49, literal 1 de 
la Ley 241, sobre Tránsito de Vehículos, y sus modificaciones 
en la Ley 114-99, que tipifican y sancionan los golpes y heridas 
que causan la muerte, por un vehículo de motor, por torpeza, 
imprudencia, inadvertencia, negligencia e inobservancia de las 
normas, y en consecuencia, lo condena a sufrir la pena mínima 
de dos (2) años de prisión correccional, al pago de una multa de 
Siete Mil Pesos (RD$7,000.00), al pago de las costas penales del 
proceso; SEGUNDO: Declara buena y válida, en cuanto a la 
forma, la constitución en actor civil, interpuesta por los señores 
Andrés Laureano Paula, José Altagracia Peña y Ramona de la 
Rosa, hecha a través de la Licda. Miguelina Frías Nivar, por haber 
sido interpuesta conforme a derecho; CUARTO: En cuanto 
al fondo de dicha constitución, condena al imputado Máximo 
Antonio Pérez Grullón, por su hecho personal, al pago de una 
indemnización de Dos Millones de Pesos (RD$1,900,000.00) (Sic), 
distribuidos de la siguiente manera: Novecientos Cincuenta Mil 
Pesos (RD$950,000.00), a favor de los señores José Altagracia Peña 
y Ramona de la Rosa, en calidad de padres de la hoy occisa, como 
justa reparación por los daños morales sufridos a consecuencia de 
dicho accidente; Trescientos Mil Pesos (RD$300,000.00), a favor 
del menor Luis David Laureano Peña, en calidad de hijo de la 
occisa; Doscientos Cincuenta Mil Pesos (RD$250,000.00), a favor 
de la menor Carmen Delia Laureano Peña, en calidad de hija de 
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la occisa; Doscientos Cincuenta Mil Pesos (RD$250,000.00), a 
favor del menor Luis Armando Laureano Peña, en calidad de hijo 
de la occisa, por los daños morales y físicos sufridos por éstos, y 
Doscientos Cincuenta Mil Pesos (RD$150,000.00) (Sic), a favor 
del señor Andrés Laureano Paula, en su calidad de víctima por los 
daños físicos sufridos por éste; QUINTO: Condena al imputado 
Máximo Antonio Pérez Grullón, al pago de las costas civiles del 
procedimiento, ordenando su distracción a favor y provecho de 
la Licda. Miguelina Frías Nivar, quien afirma haberla avanzado 
en su totalidad; SEXTO: Ordena que la presente sentencia 
sea oponible, a la razón social Seguros La Unión, S. A., como 
compañía aseguradora del vehículo que ocasionó el accidente; 
SÉPTIMO: Rechaza la solicitud de intereses legales por los 
motivos anteriormente expuestos; OCTAVO: La lectura íntegra 
de esta sentencia vale notificación para las partes presentes 
representadas”; c) que con motivo del recurso de alzada interpuesto 
por Máximo Antonio Pérez Grullón y Unión de Seguros, C. por 
A., intervino la decisión ahora impugnada, dictada por la Cámara 
Penal de la Corte de Apelación del Departamento Judicial de 
San Cristóbal el 25 de noviembre del 2008, y su dispositivo es el 
siguiente: “PRIMERO: Declarar, como al efecto se declaran con 
lugar los recursos de apelación interpuestos por: a) Lic. Aurelio 
de Jesús Lora Acosta, actuando a nombre y representación de 
Máximo Antonio Pérez Grullón, de fecha 5 de septiembre del 
año 2008; y b) Dr. José Ángel Ordóñez González, actuando a 
nombre y representación de Máximo Antonio Pérez Grullón 
(imputado y tercero civilmente demandado), Unión de Seguros, 
C. por A. (entidad aseguradora), de fecha 1ro. de septiembre del 
año 2008, contra la sentencia penal No. 014-2008, de fecha veinte 
(20) del mes de agosto del año dos mil ocho (2008), dictada por el 
Juzgado de Paz Especial de Tránsito, Sala 1, del Distrito Judicial 
de Villa Altagracia, San Cristóbal, cuyo dispositivo se transcribe 
más arriba; SEGUNDO: Sobre la base de las comprobaciones 
de hecho ya fijados por la sentencia recurrida, declara como al 
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efecto declaramos al nombrado Máximo Antonio Pérez Grullón, 
de generales que constan, culpable de haber violado los artículos 
49 párrafo I, y 65 de la Ley 241, modificado por la Ley 114-99, 
sobre Tránsito de Vehículos de Motor, y sus modificaciones 
contenidas en la Ley 114-99, y en consecuencia, se le condena 
al pago de una multa de Mil Pesos (RD$1,000.00), más el pago 
de las costas penales, acogiendo en su favor circunstancias 
atenuantes establecidas en el artículo 463 del Código Penal; 
TERCERO: Declarar, como al efecto se declara buena y válida, 
en cuanto a la forma, la constitución en parte civil, interpuesta 
por los señores Andrés Laureano Paula, José Altagracia Peña y 
Ramona de la Rosa, hecha a través de la Licda. Miguelina Frías 
Nivar, por haber sido interpuesta en tiempo hábil y conforme a 
la ley; CUARTO: En cuanto al fondo de la referida constitución 
en parte civil, se acoge y se condena en cuanto al fondo de dicha 
constitución, condena al imputado Máximo Antonio Pérez 
Grullón, por su hecho personal, al pago de una indemnización 
de Dos Millones de Pesos (RD$2,000,000.00), distribuidos de 
la siguiente manera: Trescientos Mil Pesos (RD$300,000.00), a 
favor de los señores José Altagracia Peña y Ramona de la Rosa, 
en calidad de padres de la hoy occisa, como justa reparación por 
los daños morales sufridos a consecuencia de dicho accidente; Un 
Millón Cuatrocientos Cincuenta Mil Pesos (RD$1,450,000.00), a 
favor de los menores Luis David Laureano Peña, en calidad de 
hijo de la occisa; Carmen Delia Laureano Peña, en calidad de hija 
de la occisa, y Luis Armando Laureano Peña, en calidad de hijo 
de la occisa, por los daños morales y físicos sufridos por éstos; 
y Doscientos Cincuenta Mil Pesos (RD$250,000.00), a favor del 
señor Andrés Laureano Paula, en su calidad de víctima por los 
daños físicos sufridos por éste; QUINTO: Condena al imputado 
Máximo Antonio Pérez Grullón, al pago de las costas civiles del 
procedimiento, ordenando su distracción a favor y provecho de 
la Licda. Miguelina Frías Nivar, quien afirma haberla avanzado 
en su totalidad; SEXTO: Ordena que la presente sentencia sea 
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oponible a la razón social Seguros La Unión, S. A., como compañía 
aseguradora del vehículo que ocasionó el accidente; SÉPTIMO: 
La lectura de la presente sentencia vale notificación para todas las 
partes citadas en la audiencia del cinco (5) de noviembre del 2008, 
y se ordena la expedición de copias íntegras a las mismas”; 

Considerando, que los recurrentes Máximo Antonio Pérez 
Grullón y la Unión de Seguros, C. por A., alegan, en síntesis: “Que 
el Tribunal de alzada incurre en el vicio consistente en omisión de 
estatuir, dado que omite pronunciarse en absoluto sobre diversos 
medios de apelación, meritorios por demás, propuesto en el 
correspondiente escrito recursorio; que en efecto fue reseñado en 
su numeral 2, “que la defensa técnica de los recurrentes, cuando 
concluyeron al fondo en fase de juicio, solicitaron declarar no 
culpable a Máximo Antonio Pérez Grullón, por no haber violado la 
Ley de Tránsito, dado que de sus declaraciones por ante el Tribunal 
se desprendieron las circunstancias reales de cómo ocurrió el 
accidente, demostrándose que las faltas que lo ocasionaron fueron 
causadas por el actor civil Andrés Laureano Peña, quien conducía 
una motocicleta sin estar previsto de licencia y transportando 
de manera irregular a cuatro pasajeros; que la Corte a-qua no 
analizó, al momento de fallar, como era su obligación ineludible, la 
conducta desaprensiva e imprudente del actor civil, único culpable 
del accidente; que nuestro más alto Tribunal de justicia estimó que 
en caso de pasajeros irregulares, las condenaciones pronunciadas 
no pueden ser declaradas oponibles a la compañía de seguro, por 
tratarse de un riesgo extraño al contrato de seguro; por ende, en el 
presente caso, al hacer oponible la sentencia de segundo grado a la 
entidad aseguradora, por la confirmación hecha a este aspecto del 
fallo de primer grado, la Corte a-qua hizo una errónea aplicación 
de la Ley 4117 de 1955, conllevando tal violación, por vía de 
consecuencia, la casación del fallo impugnado; que la Corte a-qua 
no se refirió, guardando mutismo absoluto, omitiendo estatuir, en 
la circunstancia de que Andrés Laureano Paula, había declarado 
que: “no tenía licencia de conducir, que en su motocicleta iban 
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5 personas con él, que no llevaba casco protector ni él ni los 
cuatro pasajeros y que el conductor del carro venía en la autopista 
Duarte”; que tampoco se pronunciaron en relación con el punto al 
exceso ilegal de pasajeros en su motocicleta estaba materialmente 
imposibilitado de conducir la misma con pericia; que también 
sufraga por la anulación inmediato del fallo atacado, la omisión 
de pronunciarse en que incurre la Corte a-qua sobre cuáles 
fueron las faltas cometidas por el imputado, en la conducción 
de su vehículo, apreciando así, de manera subjetiva y errónea, 
la prevención puesta a su cargo, dado que dicho imputado se 
encontraba favorecido por una presunción de inocencia, que no 
pudo ser destruida en todo el interrogatorio del caso, dado que 
el Acta Policial de tránsito no fue controvertida en ningún estado 
del proceso y contenía la declaración libre y voluntaria de dicho 
imputado, quien provisto de licencia y seguro de ley, declaró: 
“mientras transitaba en dirección norte-sur por la autopista 
Duarte, al cruzar la calle 30 de Marzo, en Villa Altagracia, un 
motorista, que llevaba 4 personas más, estaba parado en la isleta 
que divide las 2 vías, arrancó y se atravesó medio a medio de la 
pista, yo frené lo más que pude y ya estando casi frenado me fue 
imposible esquivarlo, produciéndose el impacto…. Yo me detuve 
hasta que unos motoristas me ayudaron a levantarlos para llevarlos 
al médico. Hubo un muerto y 4 lesionados”; que la Corte a-qua 
incurre en el desacierto jurídico inexcusable de fallar directamente 
el fondo del caso, pretendiendo enmendar crasos errores en que 
incurrió el Tribunal de primer grado en el plano resarcitorio, los 
cuales fueron denunciados, la Corte tampoco hace alusión alguna 
a esos yerros jurídicos imperdonables, consistentes en que, en 
primer grado el imputado, había sido condenado al pago de una 
indemnización de Dos Millones de Pesos (RD$2,000,000.00), 
y a seguidas, entre paréntesis, se colocaba la suma, en la 
parte dispositiva del fallo, de RD$1,950,000.00, siendo así 
contradictorio el aspecto civil del fallo, al no poderse determinar 
claramente cuál es la cuantía verdadera del monto indemnizatorio 



Segunda Cámara de la Suprema Corte de Justicia	 859

Se
gu

nd
a 

C
ám

ar
a

aplicado; tampoco contesta el Tribunal de alzada, ni hace alusión 
alguna, como era su deber, a la incongruencia procesal en la 
cual nuevamente incurre en apelación, de hacer beneficiarios de 
indemnizaciones civiles a los menores lesionados, quienes por 
su minoridad carecen de calidad y actitud legal para actuar en 
justicia y ser beneficiarios de indemnizaciones a título personal; 
que las indemnizaciones acordadas a los menores lesionados, 
sin delimitar claramente si es en su condiciones de hijos de la 
finada o en su condición de lesionados individualmente, por 
un monto global de RD$1,450,000.00, al igual que la suma de 
RD$250,000.00, en pro de Andrés Laureano Paula, resultan 
irrazonables, exorbitantes y desmesuradas, puesto que en el fallo 
recurrido existe una evidente insuficiencia de motivos en cuanto 
al aumento del monto indemnizatorio conferido a los señalados 
menores por el perjuicio recibido, e igualmente al señor Andrés 
Laureano Paula, no indicando la Corte a-qua los motivos que 
tuvo para aumentar las indemnizaciones de dichas víctimas”; 

Considerando, que por la solución que se le dará al caso, sólo 
se procederá a ponderar el aspecto planteado por los recurrentes, 
referente a la no ponderación de medios;

Considerando, que mediante la lectura del recurso de apelación 
se observa que en el desarrollo de su escrito de apelación, los 
recurrentes expresaron a la Corte a-qua, lo siguiente: “Falta, 
contradicción e ilogicidad manifiesta en la motivación de la 
sentencia. Que la sentencia impugnada confronta notoria 
insuficiencia de motivos, tanto en el orden penal, como en 
el aspecto civil, que existe escasa consideración de hecho y de 
derecho que son contradictorias e ilógicas, que la falta que dio lugar 
al accidente lo fue por el señor Andrés Laureano Peña, conductor 
de la motocicleta y quien conducía la misma sin estar provisto de 
la licencia de conducir y que a la vez llevaba de manera irregular 
4 pasajeros, que el juez de primer grado no ponderó, ni analizó 
adecuadamente, ni en su justa dimensión como era su deber la 
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versión de los hechos externada por el imputado recurrente, 
que la comisión grosera y causales exclusiva se evidencia en la 
versión de los hechos relatada por el imputado en el acta policial 
levantada al efecto y corroborada en el plenario, como medio de 
prueba, contienen las declaraciones libre y voluntaria de Máximo 
Antonio Pérez Grullón”; 

Considerando, que el análisis de la decisión recurrida pone de 
manifiesto que los referidos argumentos no fueron examinados 
por el tribunal de alzada, a pesar de haberlos hecho constar 
en sus páginas 6 y 7, sin embargo no le dio ninguna respuesta, 
incurriendo en los vicios de falta de estatuir y falta de base legal, 
por lo que procede acoger el argumento propuesto; 

Considerando, que los jueces están en el deber de responder a 
todos los puntos de las conclusiones de las partes para admitirlos 
o rechazarlos, dando los motivos que sean pertinentes; que esa 
regla se aplica tanto a las conclusiones principales como a las 
subsidiarias, lo mismo que a las conclusiones que contengan una 
demanda, una defensa, una excepción, un medio de inadmisión, 
o la solicitud de una medida de instrucción;

Considerando, que cuando una sentencia es casada por la 
inobservancia de reglas procesales cuyo cumplimiento esté a 
cargo de los jueces, las costas pueden ser compensadas. 

Por tales motivos, Primero: Declara con lugar el recurso 
de casación interpuesto por Máximo Antonio Pérez Grullón y 
la Unión de Seguros, C. por A., contra la sentencia dictada por 
Cámara Penal de la Corte de Apelación del Departamento Judicial 
de San Cristóbal el 25 de noviembre del 2008, cuyo dispositivo 
se copia en parte anterior del presente fallo; Segundo: Casa la 
referida decisión y ordena el envío del presente proceso por ante 
la Cámara Penal de la Corte de Apelación del Distrito Nacional, 
para que aleatoriamente su Presidente seleccione una de sus 
Cámaras, a fin de que se realice una nueva valoración del recurso 
de apelación; Tercero: Compensa las costas.
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Firmado: Hugo Álvarez Valencia, Julio Ibarra Ríos, Edgar 
Hernández Mejía, Dulce Ma. Rodríguez de Goris y Víctor José 
Castellanos Estrella. Grimilda Acosta, Secretaria General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los señores 
Jueces que figuran en su encabezamiento, en la audiencia pública 
del día, mes y año en él expresados, y fue firmada, leída y publicada 
por mí, Secretaria General, que certifico.
www.suprema.gov.do



SENTENCIA DEL 11 DE MARZO DE 2009, NÚM. 9
Sentencia impugnada:	 Cámara Penal de la Corte de Apelación de 

Santiago, del 28 de julio del 2008.
Materia:	 Criminal.
Recurrente:	 Vicente Durán Rodríguez (a) Chiche.
Abogado:	 Lic. Isaías Perez Rivas.

 
Dios, Patria y Libertad

República Dominicana

En Nombre de la República, la Cámara Penal de la Suprema 
Corte de Justicia, regularmente constituida por los Jueces Hugo 
Álvarez Valencia, Presidente; Julio Ibarra Ríos, Edgar Hernández 
Mejía, Dulce Ma. Rodríguez de Goris y Víctor José Castellanos 
Estrella, asistidos de la Secretaria General, en la Sala donde 
celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de 
Guzmán, Distrito Nacional, hoy 11 de marzo del 2009, años 166° 
de la Independencia y 146° de la Restauración, dicta en audiencia 
pública, como Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Vicente Durán 
Rodríguez (a) Chiche, dominicano, mayor de edad, cédula de 
identidad y electoral No. 031-0080459-1, domiciliado y residente 
en la calle 17, No. 36 en el sector El Ejido de la ciudad de Santiago, 
imputado y civilmente demandado, contra la sentencia dictada 
por la Cámara Penal de la Corte de Apelación del Departamento 
Judicial de Santiago el 28 de julio del 2008, cuyo dispositivo se 
copia más adelante; 

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la 
República;
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Visto el escrito mediante el cual Vicente Durán Rodríguez, 
por intermedio de su abogado, Lic. Isaías Perez Rivas, defensor 
público, interpone el recurso de casación, depositado en la 
secretaría de la Corte a-qua el 13 de agosto del 2008;

Visto la resolución de la Cámara Penal de la Suprema Corte de 
Justicia, del 1ro. de diciembre del 2008 que declaró admisible el 
recurso de casación interpuesto por el recurrente y, fijó audiencia 
para conocerlo el 28 de enero del 2009;

Visto la Ley No. 25 de 1991, modificada por la Ley No. 156 
de 1997;

La Cámara Penal de la Suprema Corte de Justicia después 
de haber deliberado y, vistos los artículos 65 de la Ley sobre 
Procedimiento de Casación y, 70, 394, 400, 418, 419, 420, 421, 
422, 425, 426 Y 427 del Código Procesal Penal;

Considerando, que en el presente proceso son hechos constantes 
los siguientes: a) que con motivo de la acusación presentada por los 
Procuradores Fiscales Adjuntos del Distrito Judicial de Santiago, 
Licdos. Miguel Antonio Ramos y Ramón Antonio Ureña, y la 
adhesión a la misma por parte de los querellantes constituidos 
en actores civiles, Ramón Andrés López y Juana Martínez, en 
contra de Vicente Durán Rodríguez, por violación a los artículos 
295 y 304 del Código Penal, resultó apoderado el Primer Juzgado 
de la Instrucción del Distrito Judicial de Santiago, el cual, el 
13 de mayo del 2005, dictó auto de apertura a juicio contra el 
imputado; b) que para el conocimiento del fondo del asunto fue 
apoderada la Segunda Sala de la Cámara Penal del Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Judicial de Santiago, la cual dictó 
su fallo el 29 de julio del 2005, cuyo dispositivo es el siguiente: 
“PRIMERO: Se declara culpable a Vicente Durán Rodríguez (a) 
Chiche, de violar los artículos 295 y 304 párrafo II del Código 
Penal Dominicano, así como también los artículos 50 y 56 de 
la Ley 36, en perjuicio de Santo Benjamín López Martínez, y en 
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consecuencia, se condena en virtud de los artículos 295 y 304 
párrafo II del Código Penal, a sufrir la pena de veinte (20) años 
de reclusión mayor y en virtud de la Ley 36, sobre porte y uso 
de arma blanca punzante y contundentes, a sufrir la pena de seis 
(6) meses de prisión, conforme al artículo 56 de la referida Ley 
36, en efecto, se condena a sufrir la pena global de 20 años y 
seis (6) meses de prisión; SEGUNDO: Se ordena la destrucción 
del cuerpo del delito, relativa al cuchillo de 16 pulgadas de largo, 
conforme lo ordena el artículo 57 de la Ley 36; TERCERO: 
Se condena a Vicente Durán Rodríguez (a) Chiche, al pago de 
las costas penales del proceso CUARTO: En el aspecto civil, se 
declara regular y válida la constitución en parte civil hecha por 
Ramón Andrés López y Juana Martínez, en su calidad de padres 
del fallecido, y de Carolyn Martínez, en calidad de cónyuge del 
fallecido, a través de su abogado constituido, Lic. Víctor López 
Adames, por haberla hecho conforme al procedimiento legal 
vigente; QUINTO: En cuanto al fondo, se condena a Vicente 
Durán Rodríguez (a) Chiche, al pago de una indemnización de 
Quinientos Mil Pesos (RD$500,000.00), a favor de los familiares 
del fallecido Santo Benjamín López Martínez, por los daños y 
perjuicios sufridos por ellos, por el hecho cometido por Vicente 
Durán Rodríguez (a) Chiche, en su perjuicio; SEXTO: Se 
condena a Vicente Durán Rodríguez (a) Chiche, al pago de las 
costas civiles del proceso, en provecho del abogado concluyente 
constituido en parte civil, en representación de los familiares del 
occiso”; c) que con motivo del recurso de alzada incoado por el 
imputado intervino la sentencia ahora impugnada, dictada por la 
Cámara Penal de la Corte de Apelación del Departamento Judicial 
de Santiago el 28 de julio del 2008, cuyo dispositivo reza como 
sigue: “PRIMERO: Ratifica la admisibilidad en cuanto a la forma 
del recurso de apelación interpuesto por los Licdos. Hipólito 
Rafael Martínez y José de Jesús Jáquez, actuando a nombre y 
representación del señor Vicente Durán Rodríguez, dominicano, 
mayor de edad, soltero, en contra de la sentencia No. 251, dictada 
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en fecha 29 de julio del 2005, emitida por la Segunda Sala de la 
Cámara del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de 
Santiago; SEGUNDO: Desestima dicho recurso, y confirma en 
todas sus partes la sentencia impugnada; TERCERO: Condena 
a la parte recurrente al pago de las costas del proceso”;

Considerando, que el recurrente Vicente Durán Rodríguez (a) 
Chiche, propone en su escrito de casación los medios siguientes: 
“Primer Medio: Inobservancia y errónea aplicación de 
disposiciones de orden legal y constitucional; Segundo Medio: 
Inconstitucionalidad del artículo 49 de la Ley 36, sobre Comercio, 
Porte y Tenencia de Armas”;

Considerando, que procede examinar en primer término, 
el medio propuesto por la parte recurrente, deducido de la 
inconstitucionalidad del artículo 49 de la Ley 36, sobre Comercio, 
Porte y Tenencia de Armas; que ni en la sentencia impugnada ni 
en el expediente del caso consta que el recurrente alegara ante 
los jueces del fondo, la inconstitucionalidad del referido artículo 
como medio de defensa; que habiendo sido alegado por primera 
vez ante la Suprema Corte de Justicia, debe declararse inadmisible 
por constituir un medio nuevo en casación;

Considerando, que en el desarrollo del segundo medio 
propuesto el recurrente sostiene: “...que independientemente 
de que la Corte a-qua, según se desprende de la lectura de la 
sentencia, interpretó y aplicó incorrectamente los artículos 56 y 
49 de la Ley 36, sobre Comercio, Porte y Tenencia de Armas, 
ambos tribunales inobservaron el artículo 25 del Código Procesal 
Penal y el principio universal del no cúmulo de penas que rige 
nuestro ordenamiento procesal penal, al justificar la sumatoria de 
20 años por homicidio y 6 meses más por violación a los artículos 
50 y 56 de la referida Ley 36”; 

Considerando, que para la Corte a-qua confirmar la decisión 
dictada por el tribunal de primer grado, que condenó al imputado 
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Vicente Durán Rodríguez a cumplir las penas de 20 años de 
prisión por homicidio voluntario, en virtud de los artículos 295 
y 304 del Código Penal, y 6 meses de prisión por porte de arma 
blanca, por violación a los artículos 50 y 56 de la Ley 36, sobre 
Comercio, Porte y Tenencia de Armas, se amparó en el artículo 49 
de esta última ley que expresa: “Todas las sanciones establecidas 
anteriormente, serán aplicadas sin perjuicio de aquellos en que 
pueda incurrir el inculpado por otros hechos punibles cumplidos 
por él correlativamente con aquellos incriminados por esta ley”;

Considerando, que el artículo precedentemente transcrito 
establece una excepción al principio del no cúmulo de penas, tal 
y como se observa mediante su lectura, pero dicha excepción 
aplica exclusivamente para las infracciones y penalidades relativas 
a armas de fuego, conforme al título bajo el cual se estipula; que 
en la especie el imputado ha sido condenado por porte de arma 
blanca, acción sancionada por el artículo 56 de la indicada Ley 
36, el cual no establece excepción en cuanto al cúmulo de las 
penas privativas de libertad, más que en relación a la ocupación 
o confiscación del arma blanca incautada; ya que en su parte 
in fine señala: “En estos casos las armas o los instrumentos se 
ocuparán y confiscarán, sin perjuicio de penas más graves para las 
personas que resultaren autoras o cómplices de delitos cometidos 
con dichas armas o instrumentos”; en consecuencia, al habérsele 
impuesto de forma conjunta las penas de 20 años y 6 meses al 
recurrente, por las infracciones arriba mencionadas, la Corte a-qua 
ha hecho una incorrecta aplicación de la ley, y por consiguiente 
procede acoger el medio propuesto y casar por vía de supresión 
y sin envío lo relativo a la pena de 6 meses de prisión impuesta;

Considerando, que cuando una sentencia es casada por la 
inobservancia de reglas procesales cuyo cumplimiento esté a 
cargo de los jueces, las costas pueden ser compensadas. 

Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible el pedimento 
de inconstitucionalidad propuesto por la parte recurrente; 
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Segundo: Declara con lugar el recurso de casación interpuesto 
por Vicente Durán Rodríguez (a) Chiche, contra la sentencia 
dictada por la Cámara Penal de la Corte de Apelación del 
Departamento Judicial de Santiago el 28 de julio del 2008, cuyo 
dispositivo se encuentra copiado en parte anterior de la presente 
decisión; Tercero: Casa por vía se supresión y sin envío lo 
relativo a la condena de 6 meses de prisión impuesta al recurrente 
por violación a la Ley 36, sobre Comercio, Porte y Tenencia de 
Armas; Cuarto: Se compensan las costas.

Firmado: Hugo Álvarez Valencia, Julio Ibarra Ríos, Edgar 
Hernández Mejía, Dulce Ma. Rodríguez de Goris y Víctor José 
Castellanos Estrella. Grimilda Acosta, Secretaria General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los señores 
Jueces que figuran en su encabezamiento, en la audiencia pública 
del día, mes y año en él expresados, y fue firmada, leída y publicada 
por mí, Secretaria General, que certifico.
www.suprema.gov.do



SENTENCIA DEL 11 DE MARZO DE 2009, NÚM. 10
Sentencia impugnada:	 Corte de Apelación de Puerto Plata, del 16 

de septiembre del 2008.
Materia:	 Correccional.
Recurrentes:	 Carlos Manuel Rondón y La Monumental de 

Seguros, C. por A.
Abogada:	 Licda. Anny Gisseth Cambero Germosén.
Interviniente:	 Nicanor Guzmán.
Abogado:	 Lic. Víctor Horacio Mena Graveley.

 
Dios, Patria y Libertad

República Dominicana

En Nombre de la República, la Cámara Penal de la Suprema 
Corte de Justicia, regularmente constituida por los Jueces Hugo 
Álvarez Valencia, Presidente; Julio Ibarra Ríos, Edgar Hernández 
Mejía, Dulce Ma. Rodríguez de Goris y Víctor José Castellanos 
Estrella, asistidos de la Secretaria General, en la Sala donde 
celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de 
Guzmán, Distrito Nacional, hoy 11 de marzo del 2009, años 166° 
de la Independencia y 146° de la Restauración, dicta en audiencia 
pública, como Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Carlos Manuel 
Rondón, dominicano, mayor de edad, cédula de identidad y 
electoral No. 046-0036712-4, domiciliado y residente en el sector 
Barrio Haití de la ciudad de Puerto Plata, imputado y civilmente 
responsable, y La Monumental de Seguros, C. por A., entidad 
aseguradora, contra la sentencia dictada por la Corte de Apelación 
del Departamento Judicial de Puerto Plata el 16 de septiembre del 
2008, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 
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Oído al Lic. Yandier José Francisco Aquino Canela, actuando 
en representación de la Licda. Anny Gisseth Cambero Germosén, 
en la lectura de sus conclusiones, en representación de la parte 
recurrente;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la 
República; 

Visto el escrito mediante el cual Carlos Manuel Rondón y La 
Monumental de Seguros, C. por A., por intermedio de su abogada, 
Lic. Anny Gisseth Cambero Germosén, interponen el recurso de 
casación, depositado en la secretaría de la Corte a-qua el 26 de 
septiembre del 2008;

Visto el escrito de defensa depositado ante la secretaría de la 
Corte a-qua el 10 de octubre del 2008, suscrito por el Lic. Víctor 
Horacio Mena Graveley, en representación del interviniente 
Nicanor Guzmán;

Visto la resolución de la Cámara Penal de la Suprema Corte 
de Justicia, del 5 de diciembre del 2008, que declaró inadmisible, 
en cuanto al aspecto penal, y admitió, en cuanto al aspecto civil, 
el referido recurso de casación y, fijó audiencia para conocerlo el 
28 de enero del 2009;

Visto la Ley No. 25 de 1991, modificada por la Ley No. 156 
de 1997;

La Cámara Penal de la Suprema Corte de Justicia después 
de haber deliberado, y vistos los artículos 65 de la Ley sobre 
Procedimiento de Casación y, 70, 394, 400, 418, 419, 420, 421, 
422, 425, 426 y 427 del Código Procesal Penal; 

Considerando, que en el presente caso son hechos constantes 
los siguientes: a) que el 12 de junio del 2007 ocurrió un accidente 
de tránsito en la avenida Manolo Tavárez Justo de la ciudad de 
Puerto Plata, cuando el camión marca Daihatsu, conducido por 
Carlos Manuel Rondón, propiedad de Agencia de Carros PP, C. 



870	 Boletín Judicial 1180

por A., asegurado con La Monumental de Seguros, C. por A., 
impactó con la motocicleta conducida por Nicanor Guzmán, 
ocasionando como consecuencia diversos golpes y heridas a 
este último; b) que para conocer de la infracción de tránsito fue 
apoderado el Juzgado de Paz Especial de Tránsito del municipio de 
Puerto Plata, el cual dictó su sentencia el 9 de junio del 2008, cuyo 
dispositivo es el siguiente: “PRIMERO: Declara al imputado 
señor Carlos Manuel Rondón, de generales precedentemente 
anotadas y quien al momento del accidente conducía el camión 
marca Daihatsu, color blanco, placa y registro SO12917, culpable 
de violación a los artículos 49.c y 68 de la Ley 241 sobre Tránsito 
de Vehículos, en perjuicio del señor Nicanor Guzmán, por ser las 
pruebas aportadas suficientes para establecer la responsabilidad 
de dicho imputado, conforme lo dispuesto por el artículo 338 del 
Código Procesal Penal; en consecuencia lo condena a cumplir 
siete (7) meses de prisión correccional en el Centro Penitenciario 
de Corrección y Rehabilitación San Felipe de Puerto Plata, y 
Mil Quinientos Pesos (RD$1,500.00), de multa; SEGUNDO: 
Acoge como buena y válida la demanda de los daños y perjuicios 
incoada por el señor Nicanor Guzmán, en cuanto a la forma, por 
haber sido formulada conforme a las normas procesales vigentes; 
en cuanto a la forma de la demanda, acoge de manera parcial 
las pretensiones de dicha parte, y en consecuencia condena, 
conjunta y solidariamente al señor Carlos Manuel Rondón, y la 
Agencia de Carros P. P., C. por A., el primero por su hecho del 
otro, al pago de una indemnización de Quinientos Mil Pesos 
(RD$500,000.00), a favor del señor Nicanor Guzmán, por los 
daños y perjuicios sufridos por éste en consecuencia del accidente 
en cuestión; TERCERO: Declara común, oponible y ejecutable 
la condenación por la suma antes indicada, a La Monumental de 
Seguros, C. por A., hasta el monto de la póliza, en su calidad de 
ente asegurador del vehículo marca Daihatsu, tipo camión citado; 
CUARTO: Condena conjunta y solidariamente a Carlos Manuel 
Rondón y la Agencia de Carros P. P., C. por A., al pago de las 
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costas civiles del procedimiento a favor de los Licdos. Víctor 
H. Mena Graveley y Elizabet Marte Lirio; QUINTO: Rechaza 
los demás aspectos de las conclusiones del acusador privado; 
SEXTO: Rechaza las conclusiones de la defensa técnica del 
imputado, de la aseguradora y del tercero civilmente demandado, 
en atención a las motivaciones anteriores”; c) que con motivo 
del recurso de alzada interpuesto por el imputado y la entidad 
aseguradora, intervino la sentencia ahora impugnada, dictada por 
la Corte de Apelación del Departamento Judicial de Puerto Plata 
el 16 de septiembre del 2008, cuyo dispositivo reza como sigue: 
“PRMERO: Rechaza el recurso de apelación interpuesto a las 
diez y treinta (10:30) horas de la mañana, el día veintiséis (26) del 
mes de junio del año dos mil ocho (2008), por la Licda. Anny G. 
Cambero Germosén, en nombre y representación de la compañía 
de seguros La Monumental, C. por A., y Carlos Manuel Rondón, 
en contra de la sentencia No. 00011/2008 de fecha nueve (9) del 
mes de junio del año dos mil ocho (2008), dictada por el Juzgado 
de Paz Especial de Tránsito del municipio de Puerto Plata, por 
los motivos expuestos; SEGUNDO: Condena a los recurrentes 
compañía de seguros La Monumental, C. por A., y Carlos Manuel 
Rondón, al pago de las costas del procedimiento”; 

Considerando, que los recurrentes proponen en su escrito de 
casación los medios siguientes: “Primer Medio: Desnaturalización 
de los hechos de la causa y mala apreciación de los hechos de la 
causa; falta de base legal; Segundo Medio: Violación del artículo 
141 del Código de Procedimiento Civil y 24 del Código Procesal 
Penal; falta e insuficiencia de motivos y falta de base legal”; 

Considerando, que en el desarrollo de ambos medios, reunidos 
para su análisis por su estrecha vinculación, los recurrentes 
sostienen, en síntesis: “la Corte a-qua ha dejado la decisión 
recurrida carente de motivos y base legal, ya que no estableció 
claramente a cargo de quién estuvo la falta generadora del accidente; 
no valoró de forma razonable los elementos probatorios, más 
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bien incurrió en el error de retener como elemento de prueba 
la simple declaración del testigo Silvestre de Jesús Reyes Díaz, el 
cual no logra precisarle al tribunal, sino que narra los hechos muy 
diferente de como ocurrieron; el tribunal se limitó a hacer una 
simple relación de los documentos del proceso y a mencionar de 
manera genérica lo decidido por el Juzgado de Paz, sin establecer 
en la sentencia las motivaciones que la sustentan”;

Considerando, que en relación al aspecto civil de la sentencia 
impugnada, único objeto de examen por quedar definitivamente 
juzgado el aspecto penal, la Corte a-qua confirmó el ordinal 
de la sentencia del tribunal de primer grado que condenó al 
conductor del camión que colisionó con la motocicleta al pago 
de una indemnización ascendente a Quinientos Mil Pesos 
(RD$500,000.00), y a esos fines dijo, entre otras cosas, lo siguiente: 
“La sentencia del Tribunal a-quo contiene motivos suficientes que 
justifican el dispositivo de la misma, ya que el Juez a-quo valora 
cada una de las pruebas que fueron sometidas a su consideración, 
expone claramente el hecho cometido, la falta del imputado y la 
calificación jurídica; no es cierto que el Tribunal a-quo condenó al 
imputado por exceso de velocidad como erróneamente sostienen 
los recurrentes, sino por la imprudencia y negligencia, pues dice 
que la falta del citado conductor consistió en hacer un rebase a 
la derecha sin percatarse de que delante de él y a la derecha iba la 
motocicleta que embistió y sin tomar en cuenta que la vía estaba 
en construcción…”; 

Considerando, que en la especie, de conformidad con el 
sistema organizado por el Código Procesal Penal, la Corte a-qua 
decidió como lo hizo en base a los hechos fijados por el tribunal 
de primer grado, el cual, una vez establecida la falta, justificó la 
indemnización impuesta al tenor siguiente: “la falta imputable al 
señor Carlos Manuel Rondón provocó daños materiales al actor 
civil, sobre la base de que producto del impacto sufrió traumatismo 
contuso en abdomen, fractura de pelvis traumática, lesión que 
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si bien es cierto curaba en cinco meses no es menos cierto que 
dicha prueba establece ‘salvo complicaciones’, es decir, que existe 
la eventualidad de agravación, a esto se suman los gastos médicos 
al ser intervenido quirúrgicamente, y lo dejado de percibir 
por el tiempo de incapacidad para dedicarse a trabajar como 
motoconcho”; de lo que se desprende que contrario a lo señalado 
por los recurrentes existen motivos suficientes para justificar 
las condenaciones confirmadas por la sentencia impugnada, en 
consecuencia, procede rechazar los medios propuestos.

Por tales motivos, Primero: Admite como interviniente 
a Nicanor Guzmán, en el recurso de casación interpuesto por 
Carlos Manuel Rondón y La Monumental de Seguros, C. por 
A., contra la sentencia dictada por la Corte de Apelación del 
Departamento Judicial de Puerto Plata el 16 de septiembre del 
2008, cuyo dispositivo aparece copiado en otra parte de esta 
decisión; Segundo: Rechaza el indicado recurso de casación; 
Tercero: Se declaran desiertas las costas civiles por falta de interés 
de la parte interviniente.

Firmado: Hugo Álvarez Valencia, Julio Ibarra Ríos, Edgar 
Hernández Mejía, Dulce Ma. Rodríguez de Goris y Víctor José 
Castellanos Estrella. Grimilda Acosta, Secretaria General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los señores 
Jueces que figuran en su encabezamiento, en la audiencia pública 
del día, mes y año en él expresados, y fue firmada, leída y publicada 
por mí, Secretaria General, que certifico.
www.suprema.gov.do



SENTENCIA DEL 11 DE MARZO DE 2009, NÚM. 11
Sentencia impugnada:	 Cámara Penal de la Corte de Apelación de 

La Vega, del 19 de agosto del 2008.
Materia:	 Correccional.
Recurrente:	 Ramón de Aza de la Cruz.
Abogado:	 Lic. Carlos Francisco Álvarez Martínez.
Interviniente:	 José Evangelista Contreras Hernández.
Abogados:	 Licdos. Pedro César Félix González y 

Leonardo Antonio Montaño García.

 
Dios, Patria y Libertad

República Dominicana

En Nombre de la República, la Cámara Penal de la Suprema 
Corte de Justicia, regularmente constituida por los Jueces Julio 
Ibarra Ríos, en funciones de Presidente; Edgar Hernández Mejía, 
Dulce Ma. Rodríguez de Goris y Víctor José Castellanos Estrella, 
asistidos de la Secretaria General, en la Sala donde celebra sus 
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito 
Nacional, hoy 11 de marzo del 2009, años 166° de la Independencia 
y 146° de la Restauración, dicta en audiencia pública, como Corte 
de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Ramón de Aza de 
la Cruz, dominicano, mayor de edad soltero, cédula de identidad y 
electoral No. 001-1368079-7, domiciliado y residente en la calle 3 
No. 8, barrio Los Cerros del sector Sabana Perdida del municipio 
Santo Domingo Norte, imputado y civilmente responsable; 
Ramón Jaime Paulino Hernández, dominicano, mayor de edad, 
cédula de identidad y electoral No. 047-0119970-7, domiciliado y 
residente en la avenida La Pista No. 23 del sector El Almirante del 
municipio Santo Domingo Este, tercero civilmente demandado, 
y Seguros Banreservas, S. A., entidad aseguradora, contra la 
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sentencia dictada por la Cámara Penal de la Corte de Apelación 
del Departamento Judicial de La Vega el 19 de agosto del 2008, 
cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído al Lic. Alfredo Mirabal en representación de los Licdos. 
Pedro César Félix González y Leonardo Antonio Montaño 
García, en la lectura de sus conclusiones, actuando a nombre y 
representación de la parte interviniente;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la 
República; 

Visto el escrito motivado suscrito por el Lic. Carlos Francisco 
Álvarez Martínez, a nombre y representación de los recurrentes 
Ramón de Aza de la Cruz, Ramón Jaime Paulino y Seguros 
Banreservas, S. A., depositado el 29 de agosto del 2008, en la 
secretaría de la Cámara Penal de la Corte de Apelación del 
Departamento Judicial de La Vega, mediante el cual interponen 
dicho recurso de casación;

Visto el escrito de intervención suscrito por los Licdos. 
Pedro César Félix González y Leonardo Antonio Montaño 
García, a nombre y representación de José Evangelista Contreras 
Hernández, depositado el 26 de septiembre del 2008, en la 
secretaría de la Cámara Penal de la Corte de Apelación del 
Departamento Judicial de La Vega;

Visto la resolución dictada por esta Cámara Penal de la 
Suprema Corte de Justicia el 12 de diciembre del 2008, que 
declaró admisible el referido recurso de casación y fijó audiencia 
para conocerlo el 28 de enero del 2009;

Visto la Ley No. 25 de 1991, modificada por la Ley No. 156 
de 1997; 

La Cámara Penal de la Suprema Corte de Justicia después de 
haber deliberado, y vistos los artículos 393, 394, 397, 399, 418, 
419, 420, 421, 422, 425, 426 y 427 del Código Procesal Penal; 65 
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y 70 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; la Ley 241, sobre 
Tránsito de Vehículos; la Ley No. 278-04 sobre Implementación 
del Proceso Penal, y la Resolución 2529-2006, dictada por la 
Suprema Corte de Justicia, el 31 de agosto del 2006;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
documentos que en ella se refieren, son hechos constantes los 
siguientes: a) que el 15 de abril del 2007, ocurrió un accidente de 
tránsito en la avenida Rivera de La Vega, entre la camioneta marca 
Isuzu, conducida por Ramón de Aza de la Cruz, asegurada por 
Seguros Banreservas, S. A., propiedad de Ramón Jaime Paulino 
Hernández, y la motocicleta marca Niponia, conducida por 
Genaro de Jesús Contreras Contreras, resultando este último con 
lesiones que le causaron la muerte; b) que para el conocimiento 
del asunto fue apoderada la Segunda Sala del Juzgado de Paz 
Especial de Tránsito del municipio y provincia de La Vega, la cual 
emitió su decisión al respecto el 29 de abril del 2008, cuya parte 
dispositiva expresa: “PRIMERO: Rechaza la solicitud realizada 
por el Ministerio Público relativa a la ampliación de la acusación, 
por los motivos ut-supra indicados; SEGUNDO: Rechaza el 
recurso de oposición planteado por el abogado de la defensa, 
tendente a que este tribunal reformule su decisión, respecto a 
un descenso que nos solicitara y el cual le fue negado, por los 
motivos previamente señalados; TERCERO: Acoge la acusación 
presentada por el Ministerio Público, en consecuencia, declara 
al señor Ramón Aza de la Cruz, dominicano, mayor de edad, 
soltero, portador de la cédula de identidad y electoral No. 001-
1368079-7, domiciliado y residente en Sabana Perdida, calle No. 
3, casa No. 8 de la cuidad de Santo Domingo, culpable de violar 
los artículos 49, numeral 1, y 65 de la Ley 241, sobre Tránsito de 
Vehículos de Motor, modificada por la Ley 114-99, de fecha 16 
de diciembre del año 1999, por el hecho de haber generado un 
accidente de tránsito, en fecha 15 del mes de abril del año 2004 
(Sic), en donde perdió la vida el señor Genaro de Jesús Contreras 
Contreras, producto de dicho accidente, en consecuencia, se le 
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condena a un (1) año de reclusión correccional para ser cumplido 
en la Cárcel Pública Concepción de La Vega; CUARTO: 
Condena al señor Ramón de Aza de la Cruz, al pago de una 
multa de Dos Mil Pesos (RD$2,000.00); QUINTO: Condena al 
señor Ramón de Aza de la Cruz, al pago de las costas penales del 
procedimiento. En cuanto al aspecto civil: “PRIMERO: Rechaza 
el incidente planteado por el abogado de la defensa, relativo a 
la falta de calidad de la parte civil constituida, por los motivos 
precedentemente señalados; SEGUNDO: Admite como buena 
y válida la constitución en actor civil presentada por el señor 
José Evangelista Contreras Hernández, en calidad de padre del 
interfecto Genaro de Jesús Contreras Contreras, por haber sido 
hecha de conformidad con la ley y reposar en pruebas legales; 
TERCERO: Condena de manera solidaria al señor Ramón de 
Aza de la Cruz y al señor Ramón Jaime Paulino Contreras (Sic), 
en calidad de propietario del vehículo generador del accidente, a 
pagar a favor del señor José Evangelista Contreras Hernández, la 
suma de Setecientos Mil Pesos (RD$700,000.00), por concepto 
de reparación de los daños morales que le fueron causados; 
CUARTO: En cuanto a los daños materiales solicitados por la 
parte civil constituida, los mismos son rechazados, toda vez que 
no se ha probado la propiedad de la motocicleta envuelta en el 
accidente, amén de que tampoco existen elementos de pruebas 
que permitan al tribunal verificar la magnitud de los alegados 
daños materiales sufridos; QUINTO: Declara común y oponible 
la presente sentencia a Seguros Banreservas, S. A., hasta el monto 
de la póliza, por ser la aseguradora del vehículo promotor del 
accidente en cuestión; SEXTO: Condena a los señores Ramón de 
Aza de la Cruz y Ramón Jaime Paulino Contreras (Sic), imputado 
y tercero civilmente demandado, respectivamente, al pago de 
las costas civiles del procedimiento, ordenando su distracción y 
provecho de los Licdos. Pedro César Féliz González y Leonardo 
Antonio Montaño, quienes afirman haberlas avanzado en su 
totalidad; SÉPTIMO: Ordena, la lectura integral de la presente 
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decisión para el día que contaremos a martes 6 de mayo del año 
2008, a las 11:00 de la mañana”; c) que no conformes con esta 
decisión, el imputado, tercero civilmente demandado y la entidad 
aseguradora, interpusieron recurso de apelación contra la misma, 
siendo apoderada la Cámara Penal de la Corte de Apelación del 
Departamento Judicial de La Vega, la cual dictó la sentencia ahora 
impugnada, el 19 de agosto del 2008, cuyo dispositivo expresa: 
“PRIMERO: Declara con lugar el recurso de apelación incoado 
por los señores Ramón de Aza de la Cruz, Ramón Jaime Paulino 
y Seguros Banreservas, S. A., por intermedio de su abogado Lic. 
Carlos Francisco Álvarez, en contra de la sentencia No. 00160-
2008, de fecha veintinueve (29) del mes de abril del año dos mil 
ocho (2008), la Segunda Sala del Juzgado de Paz Especial de 
Tránsito No. II del municipio y provincia de La Vega, única y 
exclusivamente para modificar el ordinal tercero del aspecto penal 
de la referida sentencia para sustituir la prisión que figura en el 
mismo, por el pago de la multa contenida en el ordinal cuarto de 
la sentencia impugnada, confirmando todos los demás aspectos 
de la precitada sentencia; SEGUNDO: Condena al imputado al 
pago de las costas penales; TERCERO: La lectura de la presente 
sentencia vale notificación para todas las partes que quedaron 
citadas para su lectura”;

Considerando, que los recurrentes Ramón de Aza de la Cruz, 
Ramón Jaime Paulino Hernández y Seguros Banreservas, S. A., por 
medio de su abogado, proponen contra la sentencia impugnada, lo 
siguiente: “Único Motivo: Sentencia manifiestamente infundada 
(Art. 426.3 del CPP)”;

Considerando, que los recurrentes, en el desarrollo de su 
medio de casación, alegan en síntesis, lo siguiente: “Entendemos 
que la sentencia está falta de motivos ya que no estableció en la 
sentencia ningún tipo de motivación respecto al rechazo de los 
motivos planteados en nuestro recurso de apelación. Exponen 
los jueces de la Corte que en cuanto al principio de presunción de 
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inocencia quedó totalmente enervado, ya que quedó demostrado 
ante el tribunal de primer grado mediante las pruebas que fueron 
valoradas, que de las declaraciones de los testigos se desprendió 
que el accidente se debió a la falta exclusiva de Ramón de Aza 
de la Cruz, lo que ciertamente no es así, basta con examinar las 
declaraciones de los dos testigos a cargo, quienes declararon unos 
hechos totalmente tergiversados, no cómo ocurrió realmente, 
incluso por la parcialidad mostrada en sus declaraciones, y 
aún así la Corte a-qua sostiene que fueron suficientes dichas 
declaraciones, corroborando de esta forma la postura asumida por 
el Tribunal a-quo, señalando que se hizo una correcta valoración 
de los elementos de pruebas que fueron revelados, dando la Corte 
como respuesta que el medio planteado que analizó en cuanto 
carece de fundamento, en ese sentido lo desestimó, aun cuando 
las declaraciones de los mencionados testigos no daban al traste 
con la culpabilidad de nuestro representado, por ser las mismas 
incongruentes y parcializadas; asimismo, la Corte al momento de 
tomar su decisión no valoró los hechos para rendir su decisión, el 
sentido de que su fallo no se encuentra debidamente fundado ya 
que no logró hacer la subsunción del caso. Debió la Corte a-qua 
motivar estableciendo porqué corrobora la postura asumida por 
el tribunal de la primera fase, ya que señalaba que el a-quo le dio 
respuesta al dejar establecido en su decisión porqué fue acogida la 
acusación del Ministerio Público y la constitución en actores civiles 
de las víctimas del accidente sin ofrecer la debida motivación; de 
este modo la Corte de referencia no sólo deja su sentencia carente 
de motivos sino que la misma resulta carente de base legal, razón 
por la cual debe ser anulada, en cuanto a la no ponderación de la 
conducta de la víctima, los jueces señalaron que sobre ese aspecto 
quedó establecido que la causa generatriz del accidente fue el 
manejo descuidado y temerario del imputado, tal señalamiento 
lo hace sin motivar debidamente o evaluar cuál fue realmente la 
conducta mostrada por la supuesta víctima y evaluar si el tribunal 
a-quo la tomó en cuenta, de lo que resulta evidente que en la especie 
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no se estableció en las motivaciones de la sentencia de manera clara 
y manifiesta, cuál fue la participación de las partes envueltas en el 
accidente, ni tan poco indicó la Corte con certeza los puntos que 
le sirvieron de fundamento para formar la convicción respecto de 
la culpabilidad de nuestro representado, los jueces de la referida 
Corte estaban obligados a tomar en cuenta la incidencia de la 
falta de la supuesta víctima para así determinar la responsabilidad 
civil y fijar el monto del perjuicio a reparar por el demandado en 
proposición a la gravedad respectiva de las faltas, cuestión que no 
ocurrió en la especie. Máxime cuando es criterio jurisprudencial 
el hecho de que la víctima que conduzca sin la debida seguridad, 
tales como usar el casco metálico protector, conducir provista de 
licencia de conducir, entre otras, lo que ocurrió en el accidente en 
cuestión, contribuye a la ocurrencia del accidente”; 

Considerando, que en cuanto al aspecto penal, relativo a falta 
de motivación respecto a la causa generadora del accidente de 
que se trata, para fallar como lo hizo, la Corte a-qua expresó en 
su decisión, lo siguiente: “Para verificar si el a-quo ha incurrido 
en las violaciones denunciadas por los recurrentes en su escrito 
de apelación, es imperativo abrevar en la sentencia apelada. En 
efecto, de la lectura del considerando No. 34 contenido en la 
parte final de la página 15 de la sentencia impugnada se pone 
de manifiesto, contrario a lo que alegan los recurrentes, que su 
presunción de inocencia quedó totalmente enervada, pues quedó 
demostrado ante el tribunal de primer grado por todo el acervo 
probatorio que fue valorado por el indicado tribunal, sobre todo, 
por las declaraciones de los testigos Eduardo Rojas Díaz y María 
Saturnina Abreu Hernández, que la causa generadora del accidente 
se debió a la exclusiva falta del señor Ramón de Aza de la Cruz, 
al no tomar las precauciones debidas al momento de conducir 
su vehículo, realizando un manejo temerario y abusivo en la vía 
pública. En el motivo comentado, el juez afirmó que al producirse 
el indicado accidente como consecuencia de un adelantamiento 
realizado por el imputado, es evidente que éste no tomó las 
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medidas propias antes de emprender esa maniobra, como son, 
la de verificar si el carril opuesto y por el cual vienen circulando 
los vehículos en dirección contraria, se encontraba despejado, o 
siendo también transitado; la distancia a la que venía la motocicleta, 
sobraba el tiempo para hacerle el adelantamiento e incorporarse 
a su carril correspondiente sin ofrecer peligro para los demás 
conductores, situación que en la especie no ha ocurrido, ya que 
el adelantamiento del imputado provocó el accidente de marras. 
Cabe señalar que el tribunal de primer grado pudo determinar 
que el accidente se produjo por la falta exclusiva del imputado, 
al ponderar las declaraciones de la testigo María Saturnina Abreu 
Hernández, quien dijo, entre otras cosas, las siguientes: que “la 
camioneta salió a rebasar e impactó al motorista; iba un vehículo 
delante de mí se salió al carril donde iba el motor y le dio un golpe 
y creo que lo mató, murió al instante”. Igualmente declaró en el 
plenario el testigo Eduardo Rojas Díaz, quien depuso en el juicio, 
entre otras cosas, las siguientes: que “vi el accidente por que venía 
detrás del motorista, la guagua salió a ser (Sic) un rebase y le dio 
al motorista, yo iba en mi carril y el motorista también; casi a 
mí también me da la guagua”. Esas declaraciones demuestran de 
manera palmaria que la falta eficiente y generadora del accidente 
fue el manejo torpe y descuidado del imputado, quien no tomó 
las precauciones de lugar para hacer el rebase que dio al traste con 
el siniestro, por lo tanto no fue basado en la íntima convicción, 
como alegan los recurrentes, que el juez de primer grado adoptó 
el fallo apelado, sino en virtud de las disposiciones contenidas en 
el artículo 172 del Código Procesal Penal, que obliga al juzgador a 
valorar cada uno de los elementos de pruebas, de manera integral, 
conforme las reglas de la lógica, los conocimientos científicos y las 
máximas de experiencia, y a establecer por cuales razones le otorga 
determinado valor a un elemento probatorio en detrimento de 
otro, por ello descartó como elemento probatorio las declaraciones 
del testigo Máximo Eloiso Grullón, al determinar el Juez a-quo 
que éste no estuvo presente cuando se produjo el accidente, sino 
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más bien, que cuando escuchó el estruendo producido como 
consecuencia del accidente, se apersonó al lugar de los hechos e 
identificó al hoy imputado, no interesándole en modo alguno el 
conductor de la motocicleta siniestrada, por lo que se colige que 
el indicado testigo no puede testimoniar con respecto a si hubo 
un mal rebase o no, sino que su testimonio debe circunscribirse 
a la identificación del personal del accidente, al no tener la 
oportunidad de ver el momento del suceso en sí. Efectivamente, a 
juicio de la Corte y tal y como lo juzgó el a-quo, ese testimonio era 
descartable, por cuanto sus declaraciones que fueron recogidas en 
el considerando No. 15, página No. 9 de la sentencia impugnada, 
son totalmente contradictorias, pues éste dice: “Yo vi cuando el 
motor hizo el rebase y se estrelló a la camioneta; Yo lo oí y corrí 
seguido para allá… Yo no puedo decirle donde cayó sólo lo vi en 
el pavimento, a mi no me interesó ver la persona del motor, sólo 
me interesó saber de la guagua que era de un amigo”. Se observa 
la evidente contradicción que denotan esas declaraciones, toda vez 
que, primero dice que vio el accidente, luego dice que escuchó el 
mismo y corrió en seguida para allá, agrega que no sabe dónde 
cayó la víctima, pero peor aún, no se interesó por ver al occiso, lo 
cual es lo más elemental al momento de ocurrir un accidente, que 
la o las personas que lo observan corren naturalmente, a auxiliar a 
la víctima o por lo menos a percatarse en el estado en que quedó; 
por tal razón y contrario a lo aducido por los recurrentes, es de toda 
evidencia que el juez del primer grado para fallar de esa manera, 
hizo una correcta valoración de los elementos de pruebas que 
les fueron revelados por ante su jurisdicción, todos los cuales, de 
manera clara y precisa determinan fuera de toda duda razonable, 
la culpabilidad del imputado, por tanto el proceso de subsunción 
y el proceso de reconstrucción de los hechos se realizaron de 
acuerdo con una interpretación razonada, técnicamente adecuada y 
coherente con las fuentes normativas aplicable al caso de la especie, 
por consiguiente el medio que se analiza carece de fundamento por 
lo que se desestima”;
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Considerando, que por otro lado, y también en el aspecto 
penal, los recurrentes alegan la falta de valoración de la conducta 
de la víctima y en ese sentido, para fallar como lo hizo, la Corte 
a-qua expresó: “En el desarrollo del tercer motivo propuesto 
por los recurrentes, se alega en síntesis, lo siguiente: Que el Juez 
a-quo no valoró la actuación de la víctima como generadora del 
accidente, nunca se refirió al manejo descuidado y temerario de la 
víctima, no tomó en cuenta su imprudencia; que no se estableció 
en las motivaciones de la sentencia de manera clara y manifiesta 
cuál fue la participación directa del imputado en el caso que nos 
ocupa. Sobre ese aspecto ya hemos dicho en línea anterior, que 
en la sentencia de marras quedó fehacientemente establecido 
que la causa generatriz del accidente en cuestión lo fue el manejo 
descuidado y temerario del imputado recurrente, al conducir su 
vehículo en la forma en que lo hizo… por cuanto del manojo de 
pruebas aportados al plenario se determinó con toda certeza la 
culpabilidad exclusiva del encartado en los hechos que les son 
atribuidos por los cuales resultó condenado en el primer grado, 
por tales razones procede desestimar el motivo que se examina”;

Considerando, que por lo precedentemente transcrito, se pone 
de manifiesto, que contrario a lo alegado por los recurrentes, la 
Corte a-qua examinó los hechos y circunstancias de la causa, 
evaluando los preceptos que el tribunal de primer grado tomó 
en cuenta para destruir la presunción de inocencia de que el 
imputado se encontraba investido, así como la valoración de las 
declaraciones de los testigos y los medios de prueba que integran 
el presente proceso, utilizando para ello una motivación clara, 
detallada y precisa, por lo que los argumentos planteados en este 
aspecto carecen de fundamento y deben ser desestimados; 

Considerando, que en cuanto al aspecto civil relativo a lo 
exorbitante de las indemnizaciones acordadas, y la falta de 
motivación para la condenación de las mismas, la Corte a-qua 
expresó en su decisión, lo siguiente: “En el desarrollo del 
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cuarto motivo aducido por los recurrentes, se alega en síntesis, 
lo siguientes: Que existe una desproporción en cuanto a la 
imposición de la sanción; que la sentencia no explica el por 
qué de este tipo de pena, ni cuáles fueron los parámetros que 
se utilizaron para determinar una condena de Setecientos Mil 
Pesos (RD$700,000.00), ya que al imponer esta pena se está 
transgrediendo el principio de proporcionalidad y razonabilidad 
y consecuentemente se está causando una violación al debido 
proceso. Sobre este aspecto, primeramente debemos determinar 
que la imposición de una suma indemnizatoria en ningún momento 
puede ser catalogada como una pena, tomando el término en su 
sentido estricto, pues las penas como tales, son las aflictivas e 
infamantes, correccionales, contravencionales y las multas; por 
lo tanto a esas sanciones que acuerdan montos indemnizatorios 
en el lenguaje forense se les suele denominar sanciones civiles, 
pues son la consecuencia necesaria de una demanda resarcitoria 
derivada de los artículos 1382 y siguientes del Código Civil, cuyo 
presupuesto teleológico es la reparación de los daños recibidos 
por las personas lesionadas, a consecuencia del daño causado 
por el que resulte responsable del mismo. Visto así las cosas, en 
la sentencia impugnada, ciertamente, tal y como lo aducen los 
recurrentes, se condenó de manera solidaria al señor Ramón de 
Aza de la Cruz, y al señor Ramón Jaime Paulino Contreras (Sic), 
en sus respectivas calidades de imputado y persona civilmente 
responsable al pago de una indemnización de Setecientos Mil 
Pesos Dominicanos (RD$700,000.00), a favor del señor José 
Evangelista Contreras Hernández, en su calidad de padre del 
interfecto, suma ésta que la Corte considera justa, adecuada y 
proporcional con los daños experimentados por el actor civil, 
daño moral que viene constituido por el impacto o sufrimiento 
psíquico o espiritual que la desaparición de su hijo acarrea, y en 
cuyo monto no se halla ausente de su decisión el pálpito de la 
realidad económica, por lo tanto procede desestimar el medio que 
se examina”;
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Considerando, que si bien es cierto, en principio, tal y como 
lo expresa la Corte a-qua, que los jueces del fondo tienen un 
poder soberano para establecer los hechos constitutivos del 
daño y fijar su cuantía, no es menos cierto, que ese poder no 
puede ser tan absoluto que llegue a consagrar una iniquidad o 
arbitrariedad y sin que las mismas puedan ser objeto de críticas 
por parte de la Suprema Corte de Justicia, y como ámbito de ese 
poder discrecional que tienen los jueces, se ha consagrado que las 
indemnizaciones deben ser razonables en cuanto a la magnitud 
de la falta cometida, y proporcionales con relación a la magnitud 
del daño recibido; 

Considerando, que a juicio de esta Cámara Penal de la Suprema 
Corte de Justicia, el monto indemnizatorio acordado por la Corte 
a-qua en provecho de los actores civiles, no reúne los parámetros 
de proporcionalidad, por lo que procede acoger dicho aspecto;

Considerando, que cuando la sentencia es casada por la 
inobservancia de reglas procesales cuyo cumplimiento esté a 
cargo de los jueces, las costas pueden ser compensadas. 

Por tales motivos, Primero: Admite como interviniente a 
José Evangelista Contreras Hernández en el recurso de casación 
interpuesto Ramón de Aza de la Cruz, Ramón Jaime Paulino 
Hernández y Seguros Banreservas, S. A., contra la sentencia dictada 
por la Cámara Penal de la Corte de Apelación del Departamento 
Judicial de La Vega el 19 de agosto del 2008, cuyo dispositivo se 
encuentra copiado en parte anterior del presente fallo; Segundo: 
Declara parcialmente con lugar el indicado recurso de casación; 
y en consecuencia, casa dicha sentencia únicamente en el aspecto 
civil, y lo rechaza en los demás aspectos; Tercero: Ordena el 
envío del asunto, así delimitado, por ante la Cámara Penal de la 
Corte de Apelación del Departamento Judicial de San Francisco 
de Macorís, para una nueva valoración del recurso de apelación de 
que se trata; Cuarto: Compensa las costas.
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Firmado: Julio Ibarra Ríos, Edgar Hernández Mejía, Dulce Ma. 
Rodríguez de Goris y Víctor José Castellanos Estrella. Grimilda 
Acosta, Secretaria General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los señores 
Jueces que figuran en su encabezamiento, en la audiencia pública 
del día, mes y año en él expresados, y fue firmada, leída y publicada 
por mí, Secretaria General, que certifico.
www.suprema.gov.do
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SENTENCIA DEL 11 DE MARZO DE 2009, NÚM. 12
Sentencia impugnada:	 Cámara Penal de la Corte de Apelación de 

La Vega, del 8 de septiembre del 2008.
Materia:	 Correccional.
Recurrentes:	 José Miguel Lagares Rosario y compartes.
Abogado:	 Lic. José Francisco Beltré.

 
Dios, Patria y Libertad

República Dominicana

En Nombre de la República, la Cámara Penal de la Suprema 
Corte de Justicia, regularmente constituida por los Jueces Julio 
Ibarra Ríos, en funciones de Presidente; Edgar Hernández Mejía, 
Dulce Ma. Rodríguez de Goris y Víctor José Castellanos Estrella, 
asistidos de la Secretaria General, en la Sala donde celebra sus 
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito 
Nacional, hoy 11 de marzo del 2009, años 166° de la Independencia 
y 146° de la Restauración, dicta en audiencia pública, como Corte 
de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por José Miguel 
Lagares Rosario, dominicano, mayor de edad, cédula de identidad 
y electoral No. 048-0093631-4, domiciliado y residente en la calle 
Respaldo Las Flores No. 18, del sector Las Flores del municipio 
de Bonao, provincia Monseñor Nouel, imputado y civilmente 
responsable; Rafael Augusto Fontanilla de la Rosa, tercero 
civilmente demandado, y Mapfre BHD, entidad aseguradora, 
contra la sentencia dictada por la Cámara Penal de la Corte 
de Apelación del Departamento Judicial de La Vega el 8 de 
septiembre del 2008, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 
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Oído al Lic. Sebastián García Soler en representación del Lic. 
José Francisco Beltré, quien a su vez representa a los recurrentes, 
en la lectura de sus conclusiones;

Oído al Lic. Germán Pérez Pérez, en representación del 
Lic. José Sosa Vásquez, quien a su vez representa a la parte 
interviniente, en la lectura de sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la 
República; 

Visto el escrito motivado suscrito por el Lic. José Francisco 
Beltré, a nombre y representación de los recurrentes José Miguel 
Lagares Rosario, Rafael Augusto Fontanilla de la Rosa y Mapfre 
BHD, depositado el 22 de septiembre del 2008, en la secretaría 
de la Cámara Penal de la Corte de Apelación del Departamento 
Judicial de La Vega, mediante el cual interponen dicho recurso de 
casación;

Visto la resolución dictada por esta Cámara Penal de la 
Suprema Corte de Justicia el 12 de diciembre del 2008, que 
declaró admisible el presente recurso de casación y fijó audiencia 
para conocerlo el 28 de enero del 2009;

Visto la Ley No. 25 de 1991, modificada por la Ley No. 156 
de 1997;

La Cámara Penal de la Suprema Corte de Justicia después de 
haber deliberado, y vistos los artículos 393, 394, 397, 399, 418, 
419, 420, 421, 422, 425, 426 y 427 del Código Procesal Penal; 65 
y 70 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; la Ley 241, sobre 
Tránsito de Vehículos; la Ley No. 278-04 sobre Implementación 
del Proceso Penal, y la Resolución 2529-2006, dictada por la 
Suprema Corte de Justicia, el 31 de agosto del 2006;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
documentos que en ella se refieren, son hechos constantes los 
siguientes: a) que el 8 de septiembre del 2007, ocurrió un accidente 
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de tránsito en la sección Los Arroces del municipio de Bonao, 
entre el camión marca Daihatsu, conducido por José Miguel 
Lagares Rosario, propiedad de Rafael Augusto Fontanilla de la 
Rosa, asegurado por Seguros Palic (Mafre BHD), y la motocicleta 
marca X100, conducida por Julio César Ferreira, resultando este 
último conductor y sus acompañantes lesionados; b) que para el 
conocimiento del asunto fue apoderado el Juzgado de Paz Especial 
de Tránsito, Grupo No. III, del Distrito Judicial de Monseñor 
Nouel, el cual emitió su decisión al respecto el 28 de mayo del 
2008, cuya parte dispositiva expresa: “PRIMERO: Se declara 
culpable al nombrado José Miguel Lagares Rosario, del delito de 
violación del artículo, 49 letra c y 61 literal c, de la Ley 241, sobre 
Tránsito de Vehículo de Motor, modificada por la Ley 114-99, en 
consecuencia, se condena: a) al pago de una multa de Quinientos 
Pesos (RD$500.00), a favor del Estado Dominicano; b) al pago de 
las costas penales del procedimiento; todo ello conforme el grado 
de responsabilidades atribuidas en un cien 100%; SEGUNDO: 
Declara buena y válida en cuanto a la forma, la interposición de 
querella en acción penal pública a instancia privada con constitución 
en actor civil y demanda en daños y perjuicios interpuesta por los 
señores Julio César Ferreira, Rafael Alcántara Sosa, Eddy Núñez y 
Ramón Antonio Beltré, en sus respectivas calidades, en contra de 
los señores José Miguel Lagares Rosario, Rafael Augusto Fontanilla 
de la Rosa y Seguros Palic (Mapfre, S. A.,) en sus respectivas 
calidades de conductor del vehículo generador del accidente, 
persona civilmente responsable y compañía aseguradora mediante 
póliza número 02-0054-00000727, vigente a la hora del accidente, 
respectivamente, por ser hecha en tiempo hábil y de conformidad 
a las normas procesales vigentes; TERCERO: En cuanto al 
fondo de la presente constitución en actor civil, se condena al 
señor José Miguel Lagares Rosario, en su calidad de conductor 
del vehículo, al señor Rafael Augusto Fontanilla de la Rosa, en su 
calidad de tercero civilmente responsable, conforme al grado de 
responsabilidad al pago de: a) La suma de Trescientos Ochenta Mil 
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(RD$380,000.00), distribuidos de la manera siguiente: Cincuenta 
Mil Pesos (RD$50,000.00), a favor del señor Eddy Núñez; Ciento 
Cincuenta Mil Pesos (RD$150,000.00), a favor del señor Julio 
César Ferreira; Cien Mil Pesos (RD$100,000.00), a favor del señor 
Rafael Alcántara Sosa; Ochenta Mil Pesos (RD$80,000.00), a favor 
del señor Ramón Antonio Beltré, por los daños morales, físicos y 
materiales sufridos por éstos a raíz del accidente que se trata; b) 
Al pago de las costas civiles a favor del Lic. José G. Sosa Vásquez, 
abogado que afirma haberlas avanzado en su totalidad; CUARTO: 
Declara común y oponible en el aspecto civil la presente decisión 
a la compañía Palic (Mapfre BHD) por ser la entidad aseguradora 
de la responsabilidad civil del vehículo generador del accidente 
mediante póliza número 02-0054-00000727, emitida a favor del 
señor Rafael Augusto Fontanilla de la Rosa, vigente a la hora del 
accidente; QUINTO: Rechaza en todas sus partes las conclusiones 
vertidas en audiencia por la Licda. Damaris Lachapell, defensa 
técnica del imputado José Miguel Lagares Rosario y la entidad 
Mapfre BHD, por no presentar un solo medio probatorio en que 
pudieran sustentarse las mismas; SEXTO: Acogiendo en todas 
sus partes el dictamen del representante del Ministerio Público, 
por las mismas estar ajustadas a los hechos y al derecho”; c) que 
no conformes con esta decisión, el imputado, tercero civilmente 
demandado y la entidad aseguradora, interpusieron recurso de 
apelación contra la misma, siendo apoderada la Cámara Penal de 
la Corte de Apelación del Departamento Judicial de La Vega, la 
cual dictó la sentencia ahora impugnada, el 8 de septiembre del 
2008, cuyo dispositivo expresa: “PRIMERO: Rechaza el recurso 
de apelación interpuesto por el imputado José Miguel Lagares 
Rosario, Rafael Augusto Fontanilla de la Rosa, persona civilmente 
responsable, y Mapfre BHD Seguros, entidad aseguradora, por 
intermedio de su representante legal Lic. José Francisco Beltré, en 
contra de la sentencia No. 00012-2008, de fecha 28 de mayo del 
2008, dictada por el Juzgado de Paz Especial de Tránsito, Grupo 
III, del Distrito Judicial de Monseñor Nouel, en consecuencia, 
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confirma la decisión recurrida por las razones previamente 
enunciadas; SEGUNDO: Condena al imputado José Miguel 
Lagares Rosario, al pago de las costas penales y civiles, distrayendo 
estas últimas conjuntamente con Rafael Augusto Fontanilla de la 
Rosa, persona civilmente responsable, a favor y provecho del Lic. 
José G. Sosa Vásquez, abogado que afirma haberlas avanzado en su 
totalidad; TERCERO: La presente decisión vale notificación para 
las partes citadas; ordena a la secretaria notificar copias certificadas 
de la presente decisión a las partes involucradas en el caso”;

Considerando, que los recurrentes José Miguel Lagares 
Rosario, Rafael Augusto Fontanilla de la Rosa y Mapfre BHD, por 
medio de su abogado, proponen contra la sentencia impugnada 
los siguientes medios de casación: “Primer Medio: Violación al 
artículo 24 del Código Procesal Penal; Segundo Medio: Falta de 
motivos y de base legal. Falta de motivos. Violación del artículo 
141 del Código de Procedimiento Civil”;

Considerando, que por la estrecha relación y similitud de los 
medios planteados por los recurrentes en su recurso de casación, 
procede analizarlos en conjunto, pero indicando por separado el 
aspecto penal y el civil del mismo;

Considerando, que en cuanto al aspecto penal de la sentencia, 
los recurrentes plantean en síntesis, lo siguiente: “a) Que la 
Corte a-qua no contestó lo relativo a que en ningún momento el 
imputado manifestó por ante el Departamento de Tránsito de la 
Policía Nacional, ni mucho menos ante el plenario, que él había 
impactado a los conductores del otro vehículo; b) que el Tribunal 
a-quo no precisa en forma clara y coherente, ni mucho menos 
tipifica cuáles elementos retuvo para calificar las supuestas faltas 
retenidas al señor José Manuel Lagares Rosario (Sic)”;

Considerando, que en este aspecto, el penal, la Corte a-qua, 
para fallar como lo hizo, expresó en su decisión, lo siguiente: “Para 
responder adecuadamente las argumentaciones presentadas por 
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los apelantes, transcrita precedentemente, resulta indispensable 
adentrarse en la sentencia que se examina a los fines de valorar 
si ciertamente la a-quo incurrió en los vicios denunciados, para 
lo cual procede verificar las declaraciones de los testigos y del 
imputado, por su parte el señor José Miguel Lagares Rosario 
(imputado), en el plenario en síntesis dijo lo siguiente: ‘Yo iba 
en el camión un poquito rápido, iba a desechar un hoyo, y ahí 
mismo venían ellos, y no me dio tiempo a nada y lo impacté, el 
accidente fue a las 10:45 P. M., donde ocurrió el accidente no 
había mucha claridad, yo los vi de lejos, como venía un poquito 
rápido lo impacté’; por su parte el señor Eddy Núñez, declarando 
en su condición de víctima y testigo juramentado, dijo por ante el 
a-quo lo siguiente: ‘Julio César y Rafael, estaban parados él vino y 
se los llevó en el camión Daihatsu, el accidente se produjo como 
a las 10:00 P. M., yo estaba ahí mismo, yo me fracturé un pie, 
yo vivo en Jayaco, el callejón de Geno queda en Los Arroces, 
él venía muy rápido, eso fue lo que provocó el accidente, el 
señor del camión se fue y le caímos atrás, yo socorrí a la víctima; 
entonces éste no quería devolverse, e inmediatamente procedió a 
agredirme, sólo porque yo quería que él se devolviera a socorrer 
a los accidentados’. Por igual depuso en el plenario el señor Julio 
César Ferreira, en su doble calidad de testigo y víctima y dijo 
en síntesis, lo que a continuación se consigna: ’Yo estaba parado 
en el motor, el señor venía muy rápido y me llevó y me tumbó, 
perdí el conocimiento, de ahí no supe más nada, el accidente fue 
a las 10:30 P. M., me dijeron que el conductor del camión se fue, 
yo estaba saliendo de la casa de la tía mía, el camión traía luz 
alta’. Como puede observarse esas declaraciones en si mismas, 
no contienen ningún tipo de contradicción, pues las tres manejan 
el elemento de que el que impactó fue el imputado José Miguel 
Lagares Rosario a consecuencia de que iba muy rápido, lo cual 
fue debidamente dicho por él, y corroborado por los otros dos 
testigos; de donde no se desprende que exista ninguna violación 
a los artículos 26 y 166 del Código Procesal Penal, relativo a la 
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legalidad de la prueba, pues acontece, que esos declarantes, fueron 
previamente incorporados al proceso en el auto de apertura 
a juicio, como consecuencia de estar inserta en la acusación 
que presentó el Ministerio Público, a la cual se adhirieron los 
querellante y actores civiles, lo que nos indica, que esa prueba 
fue incorporada debidamente al proceso y no fue atacada en su 
origen, ni consta que lo fuera en la audiencia en la cual se conoció 
el fondo del proceso, razón más que suficiente para rechazar los 
términos contenidos en el medio que acaba de exponerse y no 
aportan los recurrentes en qué elementos de juicios fundamentan 
sus alegatos de que los testigos juramentados no se encontraban 
en el lugar del accidente; por lo que en ese aspecto por igual su 
recurso se desestima”; 

Considerando, que por lo precedentemente transcrito, se pone 
de manifiesto, que contrario a lo alegado por los recurrentes, la 
Corte a-qua examinó los hechos y circunstancias de la causa, 
evaluando los preceptos que el tribunal de primer grado tomó 
en cuenta para destruir la presunción de inocencia de que el 
imputado se encontraba investido, así como la valoración de las 
declaraciones de los testigos y los medios de prueba que integran 
el presente proceso, utilizando para ello una motivación clara, 
detallada y precisa; por lo que los argumentos planteados en este 
aspecto carecen de fundamento y deben ser desestimados; 

Considerando, que en cuanto al aspecto civil relativo a lo 
exorbitante de las indemnizaciones acordadas, y la falta de 
motivación para la condenación de las mismas, la Corte a-qua 
expresó en su decisión, lo siguiente: “Ahora bien, en lo que tiene 
que ver con la falta de motivación relativa a la evaluación de los 
daños y perjuicios a consecuencia de los cuales, dice el apelante, los 
actores civiles fueron favorecidos con una suma indemnizatoria 
muy elevada, es pertinente significar que consta en la sentencia 
que se examina, que para el Juez de instancia producir las 
indemnizaciones de referencia a favor de las víctimas y querellantes, 
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dijo haber revisado y evaluado los certificados médicos de Julio 
César Ferreira, según el cual éste cura en 90 días; Rafael Alcántara 
Sosa, curable en 60 días y Eddy Núñez, tiene una duración de 
curación de 25 días, que al haber revisado esos certificados 
médicos en el orden en que lo hizo, no se desprende que el Juez 
de origen haya hecho un uso incorrecto de la responsabilidad 
que a su cargo pone la ley, y fundamentalmente el artículo 24 del 
Código Procesal Penal, el cual entiende la Corte le dio la Juez de 
instancia cabal cumplimiento, pues hizo una valoración a todos 
y cada uno de los elementos de pruebas que le fueron deferidos 
para su consideración como se dijo anteriormente; por lo que ese 
aspecto del recurso que se examina por carecer de fundamento, 
por igual se desestima, lo que necesariamente habrá de devenir 
en la confirmación de la sentencia objeto del presente recurso”; 

Considerando, que si bien es cierto, en principio, tal y como 
lo expresa la Corte a-qua, que los jueces del fondo tienen un 
poder soberano para establecer los hechos constitutivos del 
daño y fijar su cuantía, no es menos cierto, que ese poder no 
puede ser tan absoluto que llegue a consagrar una iniquidad o 
arbitrariedad y sin que las mismas puedan ser objeto de críticas 
por parte de la Suprema Corte de Justicia, y como ámbito de ese 
poder discrecional que tienen los jueces, se ha consagrado que las 
indemnizaciones deben ser razonables en cuanto a la magnitud 
de la falta cometida, y proporcionales con relación a la magnitud 
del daño recibido; 

Considerando, que a juicio de esta Cámara Penal de la Suprema 
Corte de Justicia, el monto indemnizatorio acordado por la Corte 
a-qua en provecho de los actores civiles, no reúne los parámetros 
de proporcionalidad, por lo que procede acoger dicho aspecto;

Considerando, que cuando la sentencia es casada por la 
inobservancia de reglas procesales cuyo cumplimiento esté cargo 
de los jueces, las costas pueden ser compensadas. 
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Por tales motivos, Primero: Declara parcialmente con lugar el 
recurso de casación interpuesto por José Miguel Lagares Rosario, 
Rafael Augusto Fontanilla de la Rosa y Mapfre BHD, contra la 
sentencia dictada por la Cámara Penal de la Corte de Apelación 
del Departamento Judicial de La Vega el 8 de septiembre del 
2008, cuyo dispositivo se encuentra copiado en parte anterior del 
presente fallo; y en consecuencia, casa dicha sentencia únicamente 
en cuanto al aspecto civil, y lo rechaza en los demás aspectos; 
Segundo: Ordena el envío del asunto, así delimitado, por ante la 
Cámara Penal de la Corte de Apelación del Departamento Judicial 
de Santiago, para que conozca del recurso de apelación; Tercero: 
Compensa las costas.

Firmado: Julio Ibarra Ríos, Edgar Hernández Mejía, Dulce Ma. 
Rodríguez de Goris y Víctor José Castellanos Estrella. Grimilda 
Acosta, Secretaria General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los señores 
Jueces que figuran en su encabezamiento, en la audiencia pública 
del día, mes y año en él expresados, y fue firmada, leída y publicada 
por mí, Secretaria General, que certifico.
www.suprema.gov.do



SENTENCIA DEL 11 DE MARZO DE 2009, NÚM. 13
Sentencia impugnada:	 Cámara Penal de la Corte de Apelación de 

San Cristóbal, del 4 de noviembre de 2008.
Materia:	 Correccional.
Recurrente:	 José Antonio Medrano y compartes.
Abogado:	 Dr. José Ángel Ordóñez González.

 
Dios, Patria y Libertad

República Dominicana

En Nombre de la República, la Cámara Penal de la Suprema 
Corte de Justicia, regularmente constituida por los Jueces Hugo 
Álvarez Valencia, Presidente; Julio Ibarra Ríos, Edgar Hernandez 
Mejía, Dulce Ma. Rodríguez de Goris y Víctor José Castellanos 
Estrella, asistidos de la Secretaria General, en la Sala donde 
celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de 
Guzmán, Distrito Nacional, hoy 11 de marzo de 2009, años 166° 
de la Independencia y 146° de la Restauración, dicta en audiencia 
pública, como Corte de Casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por José Antonio 
Medrano, dominicano, mayor de edad, cédula de identidad y 
electoral núm. 082-0012134-4, domiciliado y residente en la 
avenida Libertad núm. 128 del sector Santa Cruz del municipio 
de Yaguate, provincia San Cristóbal, imputado y civilmente 
responsable; William Esmelin Martínez Soto, tercero civilmente 
demandado, y Seguros Patria, S. A., entidad aseguradora, contra 
la sentencia dictada por la Cámara Penal de la Corte de Apelación 
del Departamento Judicial de San Cristóbal el 4 de noviembre de 
2008, cuyo dispositivo se copia más adelante;

 Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 
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Oído al Dr. José Oscar Reynoso en representación del Dr. 
José Ángel Ordóñez González, quien a su vez representa a los 
recurrentes, en la lectura de sus conclusiones;

Oído al Dr. Saturnino Cordero Casilla, en la lectura de sus 
conclusiones, en representación de la parte interviniente;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la 
República; 

Visto el escrito mediante el cual los recurrentes José Antonio 
Medrano, William Esmelin Martínez Soto y Seguros Patria, S. A., 
por intermedio de su abogado, Dr. José Ángel Ordóñez González, 
interponen el recurso de casación, depositado en la secretaría de 
la Corte a-qua el 7 de noviembre de 2008;

Visto la resolución de la Cámara Penal de la Suprema Corte 
de Justicia, del 5 de diciembre de 2008, que declaró admisible el 
referido recurso de casación y, fijó audiencia para conocerlo el 28 
de enero de 2009;

Visto la Ley núm. 25 de 1991, modificada por la Ley núm. 156 
de 1997;

La Cámara Penal de la Suprema Corte de Justicia después 
de haber deliberado y, vistos los artículos 65 de la Ley sobre 
Procedimiento de Casación y, 70, 393, 394, 397, 400, 418, 419, 
420, 421, 422, 425, 426 y 427 del Código Procesal Penal; 

Considerando, que en el presente caso son hechos constantes 
los siguientes: a) que el 3 de septiembre de 2006 ocurrió un 
accidente de tránsito en la carretera Sánchez, específicamente en 
el cruce de Yaguate, San Cristóbal, cuando el automóvil marca 
Honda, conducido por José Antonio Medrano, propiedad de 
William Esmelin Martínez Soto, asegurado con Seguros Patria, S. 
A., impactó con la motocicleta marca Kawasaki, conducida por 
Rafael Gustavo Sierra Núñez, resultando este último con diversos 
golpes y heridas que le produjeron la muerte; b) que para conocer 
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de la infracción de tránsito fue apoderado el Juzgado de Paz del 
Municipio de Sabana Grande de Palenque, el cual dictó su 
sentencia el 4 de abril de 2007, cuyo dispositivo es el siguiente: 
“PRIMERO: Se declara culpable al nombrado José Antonio 
Medrano, de generales anotadas, por haber violado los artículos 
49-d, numeral 1, modificado por la Ley 114-99; 65 párrafo I y 74 
ordinal d, de la Ley 241, sobre Tránsito de Vehículos de Motor, en 
consecuencia, se le condena a cumplir una prisión de dos (2) años, 
al pago de una multa de Dos Mil Pesos (RD$2,000.00), y al pago 
de las costas penales, acogiendo a su favor circunstancias 
atenuantes; SEGUNDO: Se declara extinguida la acción en 
cuanto al señor Rafael Gustavo Sierra Núñez, conductor de la 
motocicleta marca Kawasaki, placa núm. N720855, por éste haber 
fallecido en el accidente de referencia; TERCERO: Se rechazan 
las conclusiones de la defensa, por improcedentes y mal fundadas; 
CUARTO: Admitir como al efecto admitimos las constituciones 
en actores civiles, realizadas por los señores Mercedes Lilian 
Sierra Germosén, en su calidad de madre del menor José Luis 
Sierra Sierra; Carlos Rafael Sierra Sierra y Liliana Sierra Sierra, en 
sus calidades de hijos de quien en vida se llamó Rafael Gustavo 
Sierra Núñez, a través de sus abogados constituidos y apoderados 
especiales Dres. Saturnino Cordero Casilla y Freddy Montero 
Alcántara, por la misma haber sido realizada de conformidad con 
las disposiciones legales que rigen la materia, en cuanto a la forma; 
QUINTO: En cuanto al fondo de dichas pretensiones civiles, se 
condena al señor William Esmelin Martínez Soto, en calidad de 
tercero civilmente responsable, al pago de las siguientes 
indemnizaciones: 1) A la señora Mercedes Lilian Sierra Germosén, 
en su calidad de madre del adolescentes José Luis Sierra Sierra, la 
suma de Cuatrocientos Mil Pesos (RD$400,000.00); 2) Al señor 
Carlos Rafael Sierra Sierra, la suma de Cuatrocientos Mil Pesos 
(RD$400,000.00); 3) A la señora Liliana Sierra Sierra, la suma de 
Cuatrocientos Mil Pesos (RD$400,000.00), como justa reparación 
por los daños morales y materiales por ellos sufridos, a consecuencia 
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de la muerte de su padre el señor Rafael Gustavo Sierra Núñez, en 
el accidente de referencia; SEXTO: Se declara la presente sentencia 
común y oponible a la compañía Seguros Patria, S. A., en su calidad 
de aseguradora del carro marca Honda Civic, placa núm. A414807, 
causante del accidente; SÉPTIMO: Se condena al señor William 
Esmelin Martínez Soto, en su ya indicada calidad, al pago de las 
costas civiles del procedimiento, con distracción de las mismas a 
favor y provecho de los Dres. Saturnino Cordero Casilla y Freddy 
Montero Alcántara, en sus calidades de abogados constituidos y 
apoderados especiales de los actores civiles, quienes afirman 
haberlas avanzado en su totalidad”; c) que como consecuencia del 
recurso de apelación interpuesto por el imputado, el tercero 
civilmente demandado y la entidad aseguradora, la Cámara Penal de 
la Corte de Apelación del Departamento Judicial de San Cristóbal, 
el 9 de agosto de 2007, emitió la siguiente decisión: “PRIMERO: 
Declarar, como al efecto declara, con lugar el recurso de apelación 
interpuesto por el Dr. José Ordoñez, en representación de José 
Antonio Medrano (imputado); William Esmelin Martínez Soto 
(tercero civilmente demandado), y Seguros Patria, S. A. 
(aseguradora), en fecha diez (10) de abril de 2007, en contra de la 
sentencia núm. 0003-2007 de fecha cuatro (4) de abril de 2007, 
dictada por el Magistrado Jesús María Díaz, Juez del Juzgado de 
Paz del municipio de Sabana Grande de Palenque, del Distrito 
Judicial de San Cristóbal, cuyo dispositivo se transcribió más 
arriba; SEGUNDO: Ordenar, como al efecto se ordena, la 
celebración total de un nuevo juicio por ante el Juzgado de Paz 
Especial de Tránsito, Grupo II, de San Cristóbal, para la realización 
de una nueva valoración total de la prueba de conformidad con el 
artículo 422.2; 2.2 del Código Procesal Penal; TERCERO: En 
cuanto a las costas se declaran eximidas, por no haber incurrido 
la parte perdidosa en los vicios que afectan la sentencia recurrida, 
de conformidad con el artículo 246 del Código Procesal Penal; 
CUARTO: La lectura integral de la presente sentencia vale 
notificación para las partes presentes, representadas o debidamente 
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citadas, en la audiencia al fondo del veinticuatro (24) de julio de 
2007; QUINTO: Se ordena el envío por secretaria del expediente, 
por ante el Juzgado de Paz Especial de Tránsito Grupo II, de San 
Cristóbal, a los fines correspondientes”; d) que como tribunal de 
envío fue apoderado el Juzgado de Paz Especial de Tránsito del 
Municipio de San Cristóbal, Grupo II, el cual dictó su fallo el 20 
de mayo de 2008, con el siguiente dispositivo: “PRIMERO: 
Declara al señor Pedro Antonio Medrano, culpable de violar las 
disposiciones de los artículos 49 párrafo 1 y 65 sobre Tránsito de 
Vehículos de Motor, modificada por la Ley 114-99, que tipifican 
los delitos de golpes y heridas que causan la muerte, ocasionados 
por la conducción de un vehículo de motor y conducción 
temeraria o descuidada, respectivamente, en perjuicio del señor 
Rafael Gustavo Sierra Núñez (occiso) y en consecuencia, lo 
condena a una pena de un año de prisión correccional, al pago de 
una multa de Dos Mil Pesos (RD$2,000.00), así como al pago de 
las costas penales del proceso; SEGUNDO: Suspende de manera 
condicional, la pena privativa de libertad de un año de prisión 
correccional impuesta al señor Pedro Antonio Medrano, en virtud 
de las disposiciones de los artículos 341, 40 y 41 del Código 
Procesal Penal, y en consecuencia le fija al imputado las siguientes 
reglas: a) Mantener su residencia en el municipio de Yaguate, 
provincia San Cristóbal; b) Abstenerse de viajar al extranjero; c) 
Abstenerse de conducir vehículos de motor fuera del trabajo, y d) 
Prestar trabajo de utilidad pública o interés comunitario, en una 
institución estatal u organización sin fines de lucro, fuera de sus 
horarios habituales de trabajo remunerado. Estas reglas tendrán 
una duración de un (1) año. En ese sentido ordena la comunicación 
vía secretaría al Juez de la Ejecución de la Pena del Departamento 
Judicial de San Cristóbal; TERCERO: Declara, en cuanto a la 
forma, buena y válida, la constitución en actor civil, interpuesta 
por los señores Mercedes Lilian Germosén (Sic), quien actúa en 
nombre y representación de su hijo adolescente José Luis Sierra 
Sierra; Carlos Rafael Sierra Sierra y Liliana Sierra Sierra, a través 
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de los Dres. Saturnino Cordero Casilla y Freddy Montero 
Alcántara, contra los señores José Antonio Medrano y William 
Esmelin Martínez Soto, con oponibilidad a la entidad aseguradora 
Seguros Patria, S. A., por haber sido interpuesta conforme a la ley; 
CUARTO: En cuanto al fondo, acoge dicha constitución en 
actor civil y condena, solidariamente, al imputado Pedro Antonio 
Medrano, por su hecho personal y al señor William Esmelin 
Martínez Soto, en calidad de propietario del vehículo causante del 
accidente, al pago de una indemnización de Un Millón Cincuenta 
Mil Pesos (RD$1,050.000.00), a favor de los señores Mercedes 
Lilian Germosén (Sic), quien actúa en nombre y representación 
de su hijo adolescente José Luis Sierra Sierra; Carlos Rafael Sierra 
Sierra y Liliana Sierra Sierra, como justa indemnización por los 
daños morales sufridos por éstos a causa de la muerte de su padre 
como resultado del accidente de tránsito, a razón de la suma 
Trescientos Cincuenta Mil Pesos (RD$350,000.00) para cada uno 
de los demandantes; QUINTO: Condena al imputado Pedro 
Antonio Medrano y al tercero civilmente demandado, William 
Esmelin Martínez Soto, al pago de las costas civiles del proceso, 
ordenando su distracción a favor y provecho de los Dres. 
Saturnino Cordero Casilla y Freddy Montero Alcántara, quienes 
afirman haberlas avanzado en su totalidad; SEXTO: Declara la 
presente decisión oponible a la razón social Seguros Patria, S. A., 
como compañía aseguradora del vehículo que ocasionó el 
accidente, hasta el límite de la póliza, rechazando así, las 
conclusiones del abogado de dicha entidad aseguradora; 
SÉPTIMO: Fija la lectura íntegra de esta sentencia para el día 
miércoles veintiocho (28) de mayo de 2008, a las 4:00 P. M.; vale 
citación para las partes presentes y representadas”; e) que con 
motivo del recurso de alzada incoado por los actuales recurrentes 
intervino la sentencia ahora impugnada, dictada por la Cámara 
Penal de la Corte de Apelación del Departamento Judicial de San 
Cristóbal el 4 de noviembre de 2008, cuyo dispositivo reza como 
sigue: “PRIMERO: Rechazar, como al efecto se rechaza, el 
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recurso de apelación interpuesto por el Dr. José Ángel Ordóñez 
González, a nombre y representación de José Antonio Medrano 
(imputado); William Esmelin Martínez Soto (tercero civilmente 
demandado), Seguros Patria, S. A. (aseguradora), de fecha dos (2) 
del mes de junio del año 2008, contra la sentencia núm. 084-2008 
de fecha veinte (20) del mes de junio del año dos mil ocho (2008), 
dictada por el Juzgado de Paz Especial de Tránsito, Grupo II, del 
municipio de San Cristóbal, cuyo dispositivo se transcribe más 
arriba; y en consecuencia, la sentencia recurrida queda confirmada; 
SEGUNDO: Condenar, como al efecto se condena, al imputado 
al pago de las costas penales, conforme con el Art. 246 del Código 
Procesal Penal; TERCERO: Se rechazan las conclusiones 
contrarias al presente dispositivo, por improcedentes y mal 
fundadas en derecho; y la lectura de la presente sentencia vale 
notificación para todas las partes presentes o representadas y 
debidamente citadas en la audiencia en fecha 20 de octubre de 
2008, a los fines de su lectura integra, y se ordena la entrega de 
una copia a las partes”;

Considerando, que los recurrentes José Antonio Medrano, 
William Esmelin Martínez Soto y Seguros Patria, S. A., por 
medio de su abogado, proponen en su escrito de casación lo 
siguiente: “Único Medio: Inobservancia o errónea aplicación 
de disposiciones de orden legal, siendo la sentencia de alzada 
manifiestamente infundada”; 

Considerando, que en el medio propuesto los recurrentes, 
desarrollan varios argumentos a saber: “1) La Corte no contestó 
la violación al artículo 326 del Código Procesal Penal, relativo al 
interrogatorio de los testigos, dado que el testigo de marras no 
fue cuestionado directamente por la actoría civil, que fue quien lo 
propuso; 2) Inobservancia del artículo 334 del Código Procesal 
Penal, ya que la sentencia no hace constar el voto decisorio de los 
jueces, tampoco hace alusión alguna al apego o disidencia de los 
jueces restantes al criterio del primer juez votante; la sentencia 
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no contiene las profesiones y domicilio de las partes; 3) la Corte 
a-qua entró en contradicción con una sentencia del 26 de marzo 
de año 2003, que sienta el principio de la obligación de los jueces 
de analizar el accidente, verificando la conducta de todos los 
involucrados en el mismo; la Corte a-qua sólo analiza el caso 
desde el ángulo del imputado recurrente, José Antonio Medrano, 
sin hacerlo desde la actuación de la víctima, el difunto Rafael 
Gustavo Sierra Núñez”;

Considerando, que en relación al primer argumento, contrario 
a lo señalado por los recurrentes, la lectura de la sentencia 
impugnada pone de manifiesto que la Corte a-qua sí dio respuesta 
a la violación invocada del artículo 326 del Código Procesal Penal, 
y en tal sentido señaló: “dicho medio de prueba testimonial fue 
presentado por el Ministerio Público y acreditado como testigo 
en el auto de apertura a juicio, y este medio de prueba fue 
incorporado legalmente, quien fue interrogado por la parte que 
lo propuso, según se establece por el acta de audiencia del juicio 
de fondo del 20 de mayo de 2008, que consta en el expediente, 
por lo que esta prueba es legal; se trata de un testigo presencial 
el cual fue valorado por el Juez a-quo conforme a las reglas de la 
lógica, máximas de experiencia y conocimientos científicos, según 
lo previsto en los artículos 26, sobre la legalidad de la prueba y el 
172 del Código Procesal Penal”, en tal sentido procede rechazar 
dicho alegato; 

Considerando, que en su segundo alegato los recurrentes 
señalan que la sentencia impugnada no hace alusión al apego 
o disidencia de los jueces restantes al criterio del primer juez 
votante; en ese aspecto cabe señalar el artículo 333 del Código 
Procesal Penal dispone en su parte in fine que las decisiones se 
adoptan por mayoría de votos y que los jueces pueden fundar 
separadamente sus conclusiones o en forma conjunta cuando 
existe acuerdo pleno, y que los votos disidentes o salvados deben 
fundamentarse y hacerse constar en la decisión; que en la especie, 
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los jueces que conocieron del recurso de apelación decidieron 
de forma unánime el rechazo del recurso, lo que se confirma 
con la colocación de sus rúbricas al pie de la decisión; y no se 
observa ningún voto salvado en ese tenor; igualmente contrario a 
lo indicado por los recurrentes, la sentencia en cuestión contiene 
las generales de las partes comparecientes, tal y como indica la 
ley, por consiguiente, también procede el rechazo del alegato 
invocado;

Considerando, que con relación al tercer argumento, para la 
Corte a-qua retener faltas exclusivas a cargo del conductor del 
automóvil estableció lo que se transcribe a continuación: “…el 
imputado conducía su vehículo en dirección norte-sur por la calle 
principal de Yaguate, mientras que el dirección este-oeste, por 
la carretera Sánchez, transitaba la víctima en su motocicleta; el 
imputado, al llegar al cruce de Yaguate, giró a la izquierda para 
tomar la carretera Sánchez en dirección oeste-este; en ese momento 
había un autobús del transporte público que se encontraba 
estacionado en la entrada de la pista que impedía la visibilidad 
del imputado para realizar la maniobra de penetrar en la autopista 
Sánchez, y al penetrar sin tener la plena visibilidad incurrió en 
la falta de imprudencia, torpeza y negligencia y conducción 
temeraria y descuidada, lo que está previsto y sancionado en los 
artículos 49 y 56 de la Ley 241; que mediante la valoración de la 
prueba testimonial ha quedado establecida, como causa única y 
eficiente del accidente la conducta del imputado, quedando por las 
circunstancias del hecho de penetrar de una vía secundaria donde 
se encontraba, a la principal como es la carretera Sánchez, sin 
tomar las precauciones de lugar como lo es no penetrar a la pista 
sin tener la seguridad absoluta de que no ponía en riesgo la vida 
y propiedades de terceros, como sucedió en el caso; incurriendo 
automáticamente el procesado en faltas imputables como causa 
generadora única del accidente, quedando establecido de manera 
implícita por la gravedad de la falta cometida por el imputado, 
eximida de toda falta común o única atribuida a la víctima”; 
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Considerando, que el tribunal apoderado del conocimiento de 
los hechos, en materia de accidente de tránsito, debe ponderar y 
tomar en consideración si las partes envueltas en la colisión de 
que se trate, han observado las obligaciones que la ley pone a su 
cargo a fin de estar en condiciones de recorrer las vías públicas 
del país con la debida seguridad, tales como ser titular de licencia 
para conducir, circular en un vehículo provisto de placa, contar 
con el seguro de ley obligatorio, transitar en un vehículo dotado 
de luces, y en el caso de los motociclistas, usar el casco protector; 
que en la especie, de acuerdo al acta de defunción, se establece 
que la médico legista actuante certificó que Rafael Gustavo Sierra 
Núñez falleció a causa de “Trauma craneoencefálico severo”; lo 
cual fue consecuencia del accidente de tránsito en el que fue parte; 

Considerando, que la Corte a-qua confirmó el ordinal de la 
sentencia del tribunal de primer grado que condenó de forma 
conjunta y solidaria al conductor y al propietario del automóvil 
que colisionó con la motocicleta, al pago de una indemnización 
ascendente a Un Millón Cincuenta Mil Pesos (RD$1,050,000.00); 
que tal como alega el recurrente en su memorial, la Corte a-qua 
no evaluó adecuadamente la conducta de la víctima fatal del 
accidente; toda vez que si el hoy occiso hubiera cumplido con 
lo establecido por la ley, en el sentido de conducir la motocicleta 
usando un casco protector, no habría sido la misma la magnitud 
o severidad del daño sufrido en su cabeza, y por consiguiente 
diferente habría resultado la situación general del caso; que, en ese 
orden de ideas, no le puede ser atribuido al conductor del carro 
que colisionó, la extremada agravación del estado de la víctima, ya 
que ésta fue producto de una falta del referido motociclista, al no 
observar su obligación de transitar utilizando un casco protector; 
en consecuencia procede acoger el argumento que se analiza;

Considerando, que en lo que respecta a los actores civiles 
Mercedes Liliam Sierra Germosén, Carlos Rafael Sierra y Liliana 
Sierra Sierra, los mismos no hicieron depósito del correspondiente 
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escrito de defensa, inobservando lo dispuesto en el artículo 419 
del Código Procesal Penal, por lo que su intervención no será 
admitida en el presente recurso de casación, sin necesidad de 
hacerlo constar en la parte dispositiva de esta sentencia;

Por tales motivos, Primero: Declara con lugar el recurso de 
casación interpuesto por José Antonio Medrano, William Esmelin 
Martínez Soto y Seguros Patria, S. A., contra la sentencia dictada 
por la Cámara Penal de la Corte de Apelación del Departamento 
Judicial de San Cristóbal, el 04 de noviembre de 2008, cuyo 
dispositivo se encuentra copiado en parte anterior de la presente 
decisión; Segundo: Ordena el envío del presente proceso ante 
la Cámara Penal de la Corte de Apelación del Departamento 
Judicial de San Pedro de Macorís, para una nueva valoración del 
recurso de apelación, en lo que al aspecto civil respecta; Tercero: 
Se compensan las costas.

Firmado: Hugo Álvarez Valencia, Julio Ibarra Ríos, Edgar 
Hernández Mejía, Dulce Ma. Rodríguez de Goris y Víctor José 
Castellanos Estrella. Grimilda Acosta, Secretaria General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los señores 
Jueces que figuran en su encabezamiento, en la audiencia pública 
del día, mes y año en él expresados, y fue firmada, leída y publicada 
por mí, Secretaria General, que certifico.
www.suprema.gov.do
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SENTENCIA DEL 18 DE MARZO DE 2009, NÚM. 14
País requirente:	 Estados Unidos de América.
Materia:	 Extradición.
Recurrente:	 Ramón Gutiérrez.
Abogados:	 Licdos. Juan Manuel Berroa Reyes y Agustín 

García Pérez.

 
Dios, Patria y Libertad

República Dominicana

En Nombre de la República, la Cámara Penal de la Suprema 
Corte de Justicia, regularmente constituida por los Jueces Hugo 
Álvarez Valencia, Presidente; Edgar Hernández Mejía, Víctor José 
Castellanos Estrella y Dulce Ma. Rodríguez de Goris, asistidos de 
la Secretaria General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en 
la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy 
18 de marzo del 2009, años 165° de la Independencia y 146° de la 
Restauración, dicta en audiencia pública y a unanimidad de votos, 
la siguiente sentencia:

Sobre la solicitud de extradición del ciudadano dominicano 
Ramón Gutiérrez, soltero, comerciante, Cédula de Identidad 
y Electoral No. 001-1769872-0, domiciliado y residente en la 
calle José Martí, Sector Los Restauradores, Distrito Nacional, 
República Dominicana, planteada por las autoridades penales de 
los Estados Unidos de América;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído al solicitado en extradición prestar sus generales de ley;

Oído a la Dra. Analdis del Carmen Alcántara Abreu, actuando 
a nombre y representación de las autoridades penales de los 
Estados Unidos de América;
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Oído al los Licdos. Juan Manuel Berroa Reyes y Agustín García 
Pérez, expresar que asiste en su defensa técnica al ciudadano 
Ramón Gutiérrez para asistirlo en sus medios de defensa en la 
presente solicitud de extradición realizada por los Estados Unidos 
de América;

Oído al Ministerio Público en la exposición de los hechos;

Visto la instancia del Magistrado Procurador General de 
la República apoderando formalmente a la Cámara Penal de 
la Suprema Corte de Justicia de la solicitud de extradición que 
formulan las autoridades penales de los Estados Unidos de 
América contra el ciudadano dominicano Ramón Gutiérrez;

Visto la Nota Diplomática No. 80 de fecha 28 de abril de 2008 
de la Embajada de los Estados Unidos de América en el país; 

Visto el expediente en debida forma presentado por los 
Estados Unidos de América, el cual está conformado por los 
siguientes documentos:

a)	 Declaración Jurada hecha por Christopher P. Baynes, Fiscal 
del Distrito Adjunto del Condado de Albano, Nuevas 
York en los Estados Unidos de América;

b)	 Copia Certificada Acta de Acusación de reemplazo No. 
2-7087, registrada en fecha 12 de septiembre del 2001, 
ante la Corte Suprema del Condado de Albano, Nueva 
York; 

c)	 Orden de arresto contra Ramón Gutiérrez, emitida en 
fecha 17 de septiembre del 2002, por el Juez Stephen W. 
Eric en el Condado de Albano, Nuevo York;

d)	 Copia certificada de la decisión y condena contra el 
requerido Ramón Gutiérrez, emitida por la Corte Suprema 
del Condado de Albano, Nueva York, en fecha 18 de 
septiembre del 2002;
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d)	 Fotografías del requerido; 

e)	 Huellas dactilares del requerido;

f)	 Legalización del expediente firmada en fecha 2 de abril 
del 2008 por el Ministro Consejero Encargado de Asuntos 
Consulares del Consulado de la República Dominicana en 
Washington, D. C., en debida forma sobre el caso; 

Visto los documentos depositados por la defensa del 
ciudadano dominicano Ramón Gutiérrez, el 27 de enero 
del 2009, a saber: “1. Declaración de Hispanic Outreach 
Services, con el que se prueba el vínculo religioso que origina 
la persecución judicial en contra del Sr. Ramón Gutiérrez; 2. 
Declaración de The Desmond, donde se explica la persecución 
económica en contra del Sr. Ramón Gutiérrez; 3. Certificación 
de Arise, con el que se prueba la moralidad y el vínculo religioso 
católico que origina la persecución judicial en contra del Sr. 
Ramón Gutiérrez; 4. Certificación del Clerk County de Albany, 
donde se prueba el estado en que se encuentra el proceso 
seguido a Ramón Gutiérrez; 5. Cinco (5) fotos del negocio 
de Ramón Gutiérrez, lo que origina la disputa económica 
por la que es perseguido, y el cual a tener fondo público se 
encuentra cerrado; 6. Dos (2) artículos periodísticos, donde 
se ve la connotación pública del caso, y donde se prueba la 
campaña persecutoria en contra del reclamo Ramón Gutiérrez; 
y 7.Perfil de la inversión del Sr. Ramón Gutiérrez, y su negocio 
Compare Grocery Store”; 

Visto los documentos depositados por la defensa del ciudadano 
dominicano Ramón Gutiérrez, el 2 de marzo del 2009, a saber: 
“1. Traducción oficial de la decisión de la comisión de conducta 
judicial que ordenó al Juez Stephen Herrick, Juez del Tribunal 
de Albany, por “actividad política inapropiada”. Que es mismo 
Juez que origina la persecución judicial en contra del Sr. Ramón 
Gutiérrez; 2. Traducción oficial de la demanda introducida por 
la empresa 22 Quail Market Corp, propietaria del Supermercado 
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Compare Grocey Store donde se explica la persecución económica 
en contra del Sr. Ramón Gutiérrez; 3. Traducción oficial de la 
certificación del status del proceso seguido al Sr. Ramón Gutiérrez, 
en el que se establece que el expediente se encuentra en estado 
de apelación certificación del Clerk County de Albany, donde se 
prueba el estado en que se encuentra el proceso seguido a Ramón 
Gutiérrez; y 4. Diversos artículos periodísticos, donde se ve la 
connotación pública dada al caso por el fiscal David Soarez, y 
donde se prueba la campaña persecutoria en contra del reclamado 
Ramón Gutiérrez, así como las demandas de que ha sido objeto el 
fiscal actuante en otros casos”; 

Resulta, que mediante instancia No. 5382 del 9 de octubre del 
2008, el Magistrado Procurador General de la República apoderó 
formalmente a la Cámara Penal de la Suprema Corte de Justicia 
de la solicitud de extradición que formula el Gobierno de los 
Estados Unidos de América contra el ciudadano dominicano 
Ramón Gutiérrez;

Resulta, que el Magistrado Procurador General de la República, 
en la misma instancia de apoderamiento, solicita además a esta 
Cámara Penal de la Suprema Corte de Justicia: “…autorización de 
aprehensión contra Germán Reyes, de acuerdo con el Art. XII del 
Convenio de Extradición vigente entre República Dominicana y 
el País requirente desde el año 1910...”;

Resulta, que la Cámara Penal de la Suprema Corte de Justicia, 
respecto a esta solicitud, el 13 de octubre del 2008, dictó en Cámara 
de Consejo un auto cuyo dispositivo es el siguiente “Primero: 
Ordena el arresto de Ramón Gutiérrez, por el término de dos 
meses, a partir de la fecha de la captura, a los fines exclusivos de 
que se determine la procedencia de la extradición de la requerida 
solicitada por los Estados Unidos de América, país requirente; 
Segundo: Ordena que una vez apresado el requerido, éste deberá 
ser informado del por qué se le apresa y de los derechos que 
le acuerda la ley en estos casos; Tercero: Ordena que al realizar 
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la medida anterior, sea levantado un proceso verbal por el 
ministerio público actuante, a los fines de comprobación de la 
medida anteriormente ordenada; Cuarto: Ordena que una vez 
cumplidos todos los requisitos anteriores, el requerido Ramón 
Gutiérrez, sea presentado dentro del plazo indicado en el ordinal 
primero, por ante esta Segunda Cámara de la Suprema Corte 
de Justicia, a los fines de analizar la procedencia de la solicitud 
de extradición formulada por los Estados Unidos de América, 
como país requirente; Quinto: Sobresee estatuir sobre la solicitud 
del ministerio público, relativa a la localización e incautación 
de los bienes pertenecientes a Ramón Gutiérrez, requerido en 
extradición, hasta tanto los mismos sean debidamente identificados 
e individualizados; Sexto: Ordena la comunicación del presente 
auto al Magistrado Procurador General de la República para los 
fines correspondientes”;

Resulta, que la Cámara Penal de la Suprema Corte de Justicia, 
fue notificada por el Magistrado Procurador General de la 
República, mediante oficio No. 5822, del 3 de noviembre del 2008, 
del apresamiento del ciudadano dominicano Ramón Gutiérrez;

Resulta, que la Cámara Penal de la Suprema Corte de Justicia, 
fijó la vista para conocer de dicha solicitud de extradición para 
el 3 de diciembre del 2008, audiencia en la cual, el abogado de 
la defensa solicitó lo siguiente: “solicitamos el aplazamiento 
de la presente audiencia a los fines de obtener documentos en 
el extranjero para poder preparar los medios de defensa del 
requerido en extradición señor Ramón Gutiérrez”, mientras que 
la abogada que representa los intereses del Estado requirente, 
concluyó: “No nos oponemos, es de derecho”; y el Ministerio 
Público dictaminó: “No nos oponemos”; 

Resulta, que la Cámara Penal de la Suprema Corte de Justicia, 
después de haber deliberado, falló de la siguiente manera: “Primero: 
Se acoge la solicitud del abogado de la defensa del ciudadano 
dominicano Ramón Gutiérrez, solicitado en extradición por las 
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autoridades penales de los Estados Unidos de Norteamérica, a lo 
que no se opuso el ministerio público y la abogada que representa 
las autoridades penales del Estado requirente dejó a la apreciación 
de este tribunal, en el sentido de aplazar la presente audiencia a los 
fines de preparar sus medios de defensa y obtener documentos 
en el extranjero, y en consecuencia se fija la misma para el día 
miércoles veintiocho (28) de enero del 2009, a las 9:00 horas de 
la mañana; Segundo: Se pone a cargo del ministerio público la 
presentación del solicitado en extradición en la hora, día y mes 
antes indicadas; Tercero: Quedan citadas las partes presente y 
representadas por ésta decisión”;

Resulta, que en la audiencia del 28 de enero del 2009, el abogado 
de la defensa del solicitado en extradición Ramón Gutiérrez, 
solicitó lo siguiente: “Solicitamos el aplazamiento a los fines de 
que se nos otorgue la oportunidad de notificar a la Procuraduría 
los documentos ya depositados y depositar nuevos documentos”; 
que la abogada que representa los intereses penales del Estado 
requirente, concluyó: “que se rechace por improcedente y mal 
fundado, primero por que se han cumplido con los requisitos 
en la solicitud de extradición; segundo, tenemos conocimiento 
de que en el expediente se detallan las pruebas que el Estado 
requirente tiene contra el requerido; y tercero porque conocemos 
parte de los documentos y no aportan nada al procedimiento de 
extradición”; mientras que el Ministerio Público dictaminó de 
la siguiente manera: “Damos por conocidos los documentos y 
estamos en la mejor disposición de conocer el trámite hoy, y nos 
oponemos al pedimento de la defensa”; 

Resulta, que la Cámara Penal de la Suprema Corte de Justicia, 
después de haber deliberado, falló de la siguiente manera: 
“Primero: Se acoge la solicitud del abogado de la defensa 
del ciudadano dominicano Ramón Gutiérrez, solicitado en 
extradición por las autoridades penales de los Estados Unidos 
de Norteamérica, a lo que se opusieron el ministerio público y 
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la abogada que representa las autoridades penales del Estado 
requirente , en el sentido de aplazar la presente vista a los fines de 
terminar las diligencias referentes a la obtención de documentos 
en el extranjero, que considera necesarios para su defensa técnica 
y en consecuencia se aplaza el conocimiento de la presente para 
día miércoles cuatro (4) de marzo del 2009, a las 9:00 horas de 
la mañana; Segundo: Se pone a cargo del ministerio público la 
presentación del solicitado en extradición en la hora, día y mes 
antes indicadas; Tercero: Quedan citadas las partes presente y 
representadas por ésta decisión”; 

Resulta, que en la audiencia del 4 de marzo del 2009, la 
defensa del ciudadano dominicano Ramón Gutiérrez, solicitado 
en extradición por las autoridades penales de Estados Unidos, 
concluyó de la siguiente manera: “Primero: Rechazar la solicitud 
de extradición hecha por los Estados Unidos de América 
contra el señor Ramón Gutiérrez Pérez por esta misma viola 
los instrumentos internacionales, (Convención Interamericana 
de Extradición) la misma plagada de informaciones erróneas, 
alteradas, tergiversadas y falsas, y en consecuencia se ordene su 
inmediata puesta en libertad; Segundo: Rechazar la solicitud de 
incautación de bienes por improcedente, mal fundada y carente de 
base legal”; Mientras que la abogada que representa los intereses 
del Estado requirente concluyó de la siguiente manera: “Primero: 
En cuanto a la forma, Acojáis como bueno y válido la solicitud de 
extradición hacia los Estados Unidos de América del ciudadano 
dominicano Ramón Gutiérrez, por haber sido introducida en 
debida forma de conformidad con los instrumentos jurídicos 
internacionales anteriormente señalados; Segundo: En cuanto 
al fondo: Ordenéis la extradición del ciudadano dominicano 
Ramón Gutiérrez, en el aspecto judicial, hacia los Estados Unidos 
de América por éste infringir las leyes penales de los Estados 
Unidos; y pongáis a disposición del poder ejecutivo la decisión a 
intervenir, para que este atento a los artículos 3 y 55 inciso 6 de la 
Constitución de la República y Decrete la entrega y los términos  
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en que la Secretaria de Estado de Relaciones Exteriores deberá 
entregar a los requeridos en extradición”; mientras que el Ministerio 
Público dictaminó de la siguiente manera: “Primero: Declaréis 
regular y válida en cuanto a la forma la solicitud de extradición a 
los Estados Unidos de América del nacional dominicano Ramón 
Gutiérrez, por haber sido introducida en debida forma por el 
país requeriente de conformidad con los instrumentos jurídicos 
internacionales vinculantes de ambos países; Segundo: Acojáis 
en cuanto al fondo, la indicada solicitud, y en consecuencia 
declaréis la procedencia en el aspecto judicial, de la extradición 
a los Estados Unidos de América del nacional dominicano 
Ramón Gutiérrez; Tercero: Que ordenéis la incautación de los 
bienes patrimoniales de Ramón Gutiérrez que en proceso sean 
identificados e individualizados como vinculados al delito que se 
le imputa; Cuarto: Ordenéis la remisión de la decisión a intervenir, 
al Presidente de la República, par que esté atento a los artículos 3y 
55 inciso 6 de la Constitución de la República decrete la entrega 
y los términos en que la Secretaría de Estado de Relaciones 
Exteriores deberá ejecutarla”;

Resulta, que la Cámara Penal de la Suprema Corte de Justicia, 
después de haber deliberado, falló de la siguiente manera: “Único: 
Se reserva el fallo sobre la solicitud de extradición del ciudadano 
dominicano Ramón Gutiérrez, formulada por las autoridades 
penales de los Estados Unidos de América, para ser pronunciado 
en una próxima audiencia dentro del plazo establecido en el 
Código Procesal Penal”;

Considerando, que en atención a la Nota Diplomática No. 
80 de fecha 28 de abril del 2008 de la Embajada de los Estados 
Unidos de América en el país y la documentación anexa, que 
figura descrita en otra parte de esta sentencia, ha sido requerida 
por las autoridades penales de dicho país, la entrega en extradición 
del ciudadano dominicano Ramón Gutiérrez, tramitada a través 
de la Secretaría de Estado de Relaciones Exteriores; que, en tal 
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sentido, esta Cámara Penal de la Suprema Corte de Justicia fue 
formalmente apoderada por el Magistrado Procurador General 
de la República a los fines de proceder de acuerdo a la legislación 
sobre la materia;

Considerando, que la extradición debe ser entendida como 
el procedimiento de entrega que un Estado hace a otro Estado 
de una persona, imputada, acusada o condenada por un crimen 
o delito de derecho común, quien se encuentra en su territorio, 
para que en el segundo país se le enjuicie penalmente o se ejecute 
una pena, tramitación realizada conforme a normas preexistentes 
de validez dentro del derecho interno de una nación o en el 
ámbito del derecho internacional, atendiendo a los principios 
de colaboración y reciprocidad entre los Estados; que dentro de 
este contexto, la extradición reviste variadas modalidades, unas 
veces es calificada como activa, cuando se refiere al Estado que 
la solicita y, por otro lado, se define como pasiva, que es el caso, 
cuando se trata del Estado que recibe la solicitud de otro; que en 
ambos, la extradición es un acto de soberanía que debe llevarse 
a cabo basado en la Constitución, en los tratados bilaterales o 
multilaterales, o en los compromisos de reciprocidad entre los 
Estados y en la ley, siempre dentro de un proceso técnico penal 
y procesal que han de resolver las jurisdicciones de los tribunales 
con la intervención del Ministerio Público, de la persona 
requerida en extradición, asistido por sus defensores, así como de 
la representación del Estado requirente; 

Considerando, que toda solicitud de extradición del nacional 
de un Estado, acusado de la comisión de un hecho incriminado 
por las autoridades de otro Estado, afectado por el mismo, podría 
generar un conflicto de orden moral entre el natural rechazo 
que produce la aparente renuncia del derecho que tiene cada 
nación de enjuiciar a sus súbditos, y la moderna concepción 
de que por la connotación de universalidad que tienen ciertos 
hechos correspondientes al crimen organizado, hasta hace 
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poco desconocidos, cuya extrema gravedad y el hecho de éstos 
desbordar los límites fronterizos, los convierten en delitos de lesa 
humanidad, y por lo tanto debe permitirse el enjuiciamiento y 
penalización de sus autores por todos los Estados víctimas de ese 
comportamiento delictivo;

Considerando, que en ese orden, en el caso que nos ocupa, las 
partes alegan la vigencia del Tratado de Extradición suscrito entre 
el Gobierno de República Dominicana y el de Estados Unidos de 
América en el año 1909, y ratificado por el Congreso Nacional 
en el 1910, así como el Código Procesal Penal Dominicano y la 
Convención de Viena de 1988, debidamente ratificada;

Considerando, que el referido tratado plantea, entre otros 
señalamientos: a) que la extradición no procede cuando la 
incriminación del requerido reviste carácter político; b) que nadie 
podrá ser juzgado por delito distinto del que motivó el pedido de 
extradición; c) que conviene en entregarse a las personas imputadas, 
acusadas o condenadas, sean sus propios ciudadanos o no, por 
aquellas infracciones consensuadas en el convenio, cometidas 
dentro de la jurisdicción de una de las partes contratantes; d) que 
si el imputado a ser extraditado, en el momento en que se solicite 
la misma, estuviese siendo enjuiciado en el país requerido, se 
encuentra libre bajo fianza o está condenado, la extradición podría 
demorarse hasta que terminen las actuaciones; e) sin embargo, es 
prioritario que la infracción que justifica la solicitud de extradición 
se encuentre dentro de aquellas que concurran el requisito de la 
doble incriminación, o lo que es lo mismo, que la infracción se 
encuentre tipificada en los ordenamientos del Estado requirente 
y del Estado requerido, aún con modalidades delictivas distintas; 
f) todo lo que se encuentre en poder del solicitado en extradición, 
sea el producto de la infracción o que sirva para probar la misma, 
será en cuanto sea posible, con arreglo a las leyes de cada una 
de las partes, entregado con el reo al tiempo de su envío al país 
requirente, debiendo siempre ser respetados los derechos de los 
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terceros; g) que en relación al hecho ilícito atribuido al solicitado 
en extradición, no haya operado como efecto del transcurso del 
tiempo, la prescripción establecida en el texto aplicable, en cuanto 
a su comisión, persecución o sanción, o en cuanto a la pena que 
haya podido ser impuesta;

Considerando, que por su parte, el Código Procesal Penal 
señala en su artículo 1 la primacía de la Constitución y de los 
tratados internacionales, prevaleciendo siempre por encima de la 
ley adjetiva; de igual forma, el artículo 160 del referido código, 
establece: “La extradición se rige por la Constitución, las normas 
de los tratados, convenios y acuerdos internacionales adoptados 
por los poderes públicos y su ley especial en aquello que no se 
oponga a este código”;

Considerando, que tal como se ha expresado en otra parte 
de esta decisión, el Estado requirente presentó dentro de un 
plazo hábil una serie de documentos justificativos de la solicitud 
de extradición del nacional dominicano Ramón Gutiérrez; 
documentos en originales, todos los cuales han sido traducidos al 
idioma español y comunicados a las partes para ser sometidos al 
debate público y contradictorio;

Considerando, que en el caso ocurrente, las autoridades penales 
del Estado requirente, justifican su solicitud de extradición en el 
hecho de que Ramón Gutiérrez, es buscado para ejecutarle la 
condena impuesta por violación a los siguientes cargos: Cargos 
uno y dos: Tenencia ilícita de una sustancia regulada en Primer 
Grado según infracción del NYPC, Sección 220.21 (1); Cargo 
Tres: Tenencia ilícita de una sustancia regulada en Tercer Grado 
según infracción del NYPC, Sección 220.16 (1) y Cargo cuatro: 
Venta ilícita de una sustancia regulada en Primer Grado según 
infracción del NYPC, Sección 220.43 (1);

Considerando, que en la declaración jurada que sustente la 
presente solicitud de extradición, el Estado requirente, expresa sobre 
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los cargos imputados al requerido Ramón Gutiérrez, lo siguiente: 
“El 12 de septiembre del 2001, un gran jurado del Estado de New 
York del Condado de Albany emitió y presentó una Acusación 
de Reemplazo contra Gutiérrez que se designó como Acusación 
No. 2-7087 (en adelante el “Documento”). El Documento acusa 
a Gutiérrez de: (Cargo uno y dos) tenencia ilícita de una Sustancia 
Regulada en Primer Grado, según infracción del N.Y.P.C. Sección 
220.21 (1); (Cargo 3) Tenencia ilícita de una Sustancia Regulada 
en Tercer Grado, según infracción del N.Y.P.C. Sección 220.16(1); 
y (Cargo cuatro) Venta ilícita de una sustancia regulada en primer 
grado, según infracción del N.Y.P.C. Sección 220.43 (1); Gutiérrez 
fue arrestado por estos delitos. Fue llevado ante el Tribunal, se 
le informaron las acusaciones contenidas en el Documento, y 
se le asignó un abogado para que lo representara durante todo 
el proceso. El tribunal liberó a Gutiérrez bajo fianza con la 
condición de que se presentara a todas las audiencias posteriores 
y de que permaneciera dentro de la jurisdicción geográfica del 
tribunal. El 9 de septiembre 2002, en un audiencia, el Tribunal 
sobreseyó Cargos Uno y Tres y le ordenó a los otros Cargos Dos 
y Cuatro se les refieran como Cargos Uno y Dos; En septiembre 
del 2002, empezó un juicio por jurado por las acusaciones del 
documento. Gutiérrez estuvo allí representado por un abogado 
durante todo el juicio. El 17 de septiembre del 2002, después de 
que todas las pruebas se hubieron presentado al jurado, Gutiérrez 
se fugó sin explicación alguna y desde entonces se desconoce su 
paradero. El Honorable Juez Stephen W. Herrick, del Tribunal del 
Condado de Albany, procedió a dicta una orden para el arresto 
de Gutiérrez. El 18 e septiembre del 2002, el jurado del juicio 
declaró a Gutiérrez culpable del Cargo Uno (previamente cargo 
dos) y Cargo Dos (previamente cargo cuatro); El 6 de noviembre 
del 2002, el Juez Herrick presidió una audiencia que contó con la 
participación activa del abogado Gutiérrez. Después de escuchar 
los alegatos de la fiscalía y del abogado de Gutiérrez, el Juez 
Herrick procedió entonces a escuchar los alegatos de ambas 
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partes para decidir la sentencia que correspondía imponerle a 
Gutiérrez. Al finalizar la audiencia, el Juez Herrick condenó a 
Gutiérrez a reclusión por tiempo indeterminado de veintidós (22) 
años a cadena perpetua. Por consiguiente, el Juez Herrick ordenó 
que el secretario del Tribunal archivara y certificara la condena y 
la sentencia de Gutiérrez”; 

Considerando, que relativo a las pruebas que afirma el Estado 
requirente poseer contra el requerido, se encuentran las siguientes: 
“Las pruebas contra Gutiérrez que se presentaron en el juicio 
constan principalmente de (i) vigilancia a cargo de integrantes de 
la DEA; (ii) drogas obtenidas por la cooperación de un testigo 
que las recibió de Gutiérrez; (iii) la propia confesión de Gutiérrez; 
(iv) la declaración de un testigo colaborador; y (v) grabaciones de 
las conversaciones entre Gutiérrez y el testigo colaborador”;

Considerando, que sobre la investigación realizada para poder 
acusar al solicitado en extradición, el Estado requirente asegura: 
“21. En abril del 2001, agentes de la Agencia Antidrogas (DEA) 
recibieron información de un testigo colaborador confiable (“CW” 
por sus siglas en inglés) acerca de una organización que distribuía 
cantidades en kilogramos de heroína en el área del Estado de New 
York. Según el Gutiérrez era integrante de esta organización que 
se encargaba de distribuir heroína. El CW dijo que Gutiérrez le 
vendió cantidades en kilogramos de heroína al CW en ocasiones 
anteriores. El 19 de abril del 2001, las autoridades del orden público 
grabaron e interceptaron lícitamente conversaciones telefónicas 
entre Gutiérrez y el CW. En esta conversación, Gutiérrez se 
ofreció y acordó vender dos kilogramos de heroína al CW. El CW 
no debía pagar la heroína en ese momento; el CW era una “mula” 
para el transporte de drogas que nunca tenía que manipular dinero. 
Gutiérrez le dio instrucciones al CW para que fuera a Albany, New 
York, y le dio la descripción de una estación de gasolina como el 
lugar donde la transacción se llevaría a cabo; Más tarde, ese día, 
los agentes de vigilancia de la DEA de Albany, New York, vieron 
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a Gutiérrez llegar al lugar que había elegido para la transacción de 
la droga. Los agentes de la DEA vieron también que el CW se 
encontró con Gutiérrez. El CW tenía un transmisor electrónico 
escondido que permitió que los agentes de la DEA grabaran y 
escucharan lícitamente las conversaciones entre Gutiérrez y el CW. 
Durante la reunión, Gutiérrez le informó al CW que la heroína se 
encontraba en una tienda de alimentos cercana que le pertenecía 
a Gutiérrez. Gutiérrez le dio instrucciones al CW para que fuera 
a esa tienda; Los agentes de la DEA siguieron a Gutiérrez y al 
CW a la tienda de Gutiérrez que quedaba en Albany, New York. 
Gutiérrez y el CW entraron a la tienda mientras los agentes de la 
DEA seguían escuchando las conversaciones. Más tarde, Gutiérrez 
le dio al CW una bolsa de compras de papel con dos paquetes de 
heroína envueltos en plástico. Los agentes de la DEA vieron que 
el CW se fue de la tienda de Gutiérrez con la bolsa de compras de 
papel. Inmediatamente después, el CW les dio la bolsa de compras 
de papel a los agentes de la DEA. Los agentes de la DEA recibieron 
los dos envoltorios de plástico y vieron que contenían un polvo 
blanco. El polvo blanco se guardó y se mantuvo bajo custodia y 
se mandó para un análisis químico que confirmo más tarde que el 
polvo blanco eran aproximadamente dos kilogramos de heroína”; 

Considerando, que sobre la prescripción de los delitos 
imputados a Germán Reyes, el Estado requirente, mediante la 
declaración jurada de apoyo a la presente solicitud de extradición, 
descrita en parte anterior de la presente decisión, afirma: “La 
ley de prescripción para los procesos por delitos de la acusación 
formal están reglamentados en la sección 30.10(2)(a) y (b) de 
las Leyes Procesales Penales del Estado de New York. La ley de 
prescripción exige como mínimo que, se acude formalmente a 
un imputado dentro de los cinco años de la fecha de la comisión 
del o de los delitos. Una vez que la Acusación Formal se presentó 
ante el tribunal, como lo fue la acusación contra Gutiérrez, la 
ley de prescripción cesa y ya deja de tener vigencia. Además, 
bajo la legislación del Estado de New York, no hay una ley de 
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prescripción que se aplique a una sentencia después de la condena; 
He repasado en forma exhaustiva las leyes de prescripción 
aplicables, y la ley de prescripción no impide el proceso por la 
acusación en este caso. Debido a que la ley de prescripción es de 
cinco años, y el documento, que se presentó el 12 de septiembre 
del 2001 presenta acusaciones de delitos ocurridos alrededor del 
19 de abril del 2001, se acusó formalmente a Gutiérrez dentro 
del período de tiempo especificado de cinco años; Gutiérrez fue 
condenado por el Cargo Uno de Documento (previamente cargo 
dos) tenencia ilícita de una sustancia regulada en primer grado, 
según infracción del N.Y.P.C. Sección 220.21 (1), que se castiga 
con una condena máxima de hasta veinticinco (25) años a cadena 
perpetua. Para condenar a Gutiérrez de este delito, la fiscalía 
tuvo que probar, y así lo hizo, más allá de la duda razonable, que 
Gutiérrez a sabiendas y en forma intencional tenía en su poder 
cuatro onzas o más de una sustancia narcótica; Gutiérrez fue 
condenado por el Cargo Dos del documento (previamente Cargo 
Cuatro) tenencia ilícita de una sustancia regulada en tercer grado 
según infracción del N.Y.P.C. sección 220.16(1), que se castiga 
con una condena máxima de 8-1/3 a 25 años. Para condenar a 
Gutiérrez de este delito, la fiscalía tuvo que probar, y así lo hizo 
más allá de la duda razonable, que Gutiérrez tenía en su poder 
una droga narcótica con el objetivo intencional de venderla a 
otro; Gutiérrez fue condenado por cargo cuatro del documento 
venta ilícita de una sustancia regulada en primer grado, según 
infracción del N.Y.P.C. Sección 220.43(1), que se castiga con una 
condena máxima de 25 años a cadena perpetua. Para condenar a 
Gutiérrez por este delito, la fiscalía tuvo que probar, y así lo hizo 
más allá de la duda razonable, que Gutiérrez vendió, intercambió, 
dio o entregó a otro, dos onzas o más de una sustancia narcótica; 
La porción pertinente de las leyes mencionadas arriba se adjunta 
como Prueba D. Estas leyes se promulgaron como corresponde 
y estaban vigentes al momento de cometerse los delitos y emitirse 
la acusación formal; Gutiérrez fue condenado por los delitos 
pero no ha cumplido su condena. Sigue prófugo”; 
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Considerando, que en materia de extradición, de acuerdo al 
criterio de esta Cámara, las leyes que rigen la prescripción de la 
acción y de la pena son, al mismo tiempo, la del Estado requirente, 
en la especie, Estados Unidos de América y del Estado requerido, 
República Dominicana; que, en el caso que nos ocupa, la 
subsistencia o pervivencia de la pretensión punitiva, en lo que se 
refiere a la normativa del país requirente, los Estados Unidos de 
América, ha sido cubierta, según lo expresa el Estado requerido 
en su declaración jurada de apoyo a su solicitud de extradición y 
que ha sido descrita precedentemente, que, además, a la luz de 
las disposiciones legales dominicanas, como país requerido, la 
infracción cometida por Ramón Gutiérrez no ha prescrito; 

Considerando, que respecto a la identificación del requerido en 
extradición, el Estado requirente, mediante la declaración jurada 
antes descrita, expresa: “Ramón Gutiérrez es ciudadano naturalizado 
de Estados Unidos, nacido en Dajabón, República Dominicana, el 
15 de julio de 1961. Su descripción corresponde a la de un sujeto 
del sexo masculino, de una altura de 5 pies y 9 pulgadas, con un 
peso aproximado de casi 170 libras, de ojos marrones y cabello 
negro. Las autoridades del orden público creen que la ubicación de 
Gutiérrez podría ser Calle Charles 10, Edificio (Sic) 29 Apt. 1-A, 
Santo Domingo, República Dominicana. Se cree que Gutiérrez 
está usando el número de teléfono 809-880-9050; Se adjunta la 
fotografía de Gutiérrez (Prueba E) y las huellas digitales (Prueba 
F) tomadas al momento de su arresto. Debido a que procesé a 
Gutiérrez y lo ví en varias ocasiones a lo largo del proceso penal 
de este caro, conozco la apariencia física de Gutiérrez. Confirmo 
que la Prueba E es una fotografía de Ramón Gutiérrez, la persona 
condenada por el Cargo Dos, Tres y Cuatro del Documento”; 

Considerando, que en atención a los cargos descritos, el 18 
de septiembre del 2002, el jurado del juicio declaró a Ramón 
Gutiérrez culpable del cargo uno (previamente cargo dos) y del 
cargo dos (previamente cargo cuatro), siendo condenado el 6 de 
noviembre del 2002 por el Juez Herrick a reclusión por tiempo 
indeterminado de veintidós (22) años a cadena perpetua; 
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Considerando, que Ramón Gutiérrez, por mediación de 
sus abogados, ha solicitado el rechazo de su extradición hacia 
el país requirente, Estados Unidos de América, aduciendo 
en síntesis, en el desarrollo de sus conclusiones, tres aspectos: 
“Primero: Rechazar la solicitud de extradición hecha por los 
Estados Unidos de América contra el señor Ramón Gutiérrez 
Pérez por esta misma violar los instrumentos internacionales, 
(Convención Interamericana de Extradición) la misma plagada 
de informaciones erróneas, alteradas, tergiversadas y falsas, y en 
consecuencia se ordene su inmediata puesta en libertad; Segundo: 
Rechazar la solicitud de incautación de bienes por improcedente, 
mal fundada y carente de base legal”; 

Considerando, que sólo procederemos a analizar el primer 
ordinal de las conclusiones del requerido en extradición, ya que el 
segundo sigue la suerte de la procedencia o no de la solicitud de 
extradición de que se trata;

Considerando, que en el desarrollo de su defensa, para 
sustentar el ordinal primero de sus conclusiones, el solicitado 
en extradición por medio de sus abogados, plantea en síntesis 
que: “1. Improcedencia de la Extradición por tratarse de penas 
excluídas de conformidad con el artículo IX de la Convención 
Interamericana de Extradición; 2.-La pena impuesta viola el 
principio de la razonabilidad y los derechos fundamentales del 
reclamado Ramón Gutiérrez. La presente extradición es fruto de 
una persecución política en contra del reclamado Ramón Alberto 
Gutiérrez; 3. La declaración jurada en que se fundamenta la 
presente solicitud está plagada de falsedades y alteraciones”;

Considerando, que en cuanto al alegato de que la presente 
solicitud de extradición debe ser rechazada, porque las penas a que 
se encuentra condenado el requerido Ramón Gutiérrez, incluyen 
dos cadenas perpetuas, y que el artículo 9 de la Convención 
Interamericana de Extradición de 1981, expresa que los Estados 
Partes no deberán conceder la extradición cuando se trate de un 
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delito sancionado en el Estado requirente con la pena de muerte, 
con la privación de libertad por vida o con penas infamantes; 
que si bien es cierto los expresado por el recurrente en cuanto al 
texto legal citado, no es menos cierto que ese mismo artículo, hace 
una excepción al expresar: “… a menos que el Estado requerido 
obtuviera previamente del Estado requirente, las seguridades 
suficientes, dadas por la vía diplomática que no impondrá ninguna 
de las citadas penas a la persona reclamada o que si son impuestas, 
dichas penas no serán ejecutadas”;

Considerando, que por lo antes transcrito se pone de 
manifiesto que el artículo 9 de la Convención Interamericana 
de Extradición concede a los Estados la facultad de conceder la 
entrega de sus ciudadanos aún cuando la condena impuesta o 
a imponer entre dentro las descritas en él, siempre y cuando se 
cumpla con el requisito de obtener garantías para el solicitado 
en cuanto a dichas penas; y en ese sentido, es al Poder Ejecutivo 
de la República Dominicana, mediante la Secretaría de Estado 
de Relaciones Exteriores, a quien corresponde, en caso de ser 
concedida la extradición, obtener dichas garantías antes de 
proceder a ejecutarla; que por consiguiente, el alegato planteado 
debe ser desestimado;

Considerando, que en cuanto a que la solicitud de extradición 
es fruto de una persecución política en contra del solicitado 
Ramón Gutiérrez, si bien es cierto que el artículo III del Tratado 
de Extradición pactado entre República Dominicana y Estados 
Unidos, establece que no ha derecho a reclamar la extradición 
por ningún crimen o delito de carácter político y que igualmente 
el artículo 4, numeral 4, de la Convención Interamericana de 
Extradición de 1981, expresa que no procede la extradición 
cuando se trate de delitos políticos, o de delitos conexos o de 
delitos comunes perseguidos con una finalidad política, no menos 
cierto es que en la especie, la defensa no ha podido demostrar con 
pruebas concretas y precisas que se trata de este tipo de delitos, 
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máxime cuando el Estado requirente depositó en debida forma, 
en apoyo a su solicitud de extradición, una serie de documentos, 
los cuales han sido descritos y parcialmente transcritos en parte 
anterior del presente fallo, en los cuales consta que dicho Estado 
acusó, juzgó y condenó, de acuerdo a su legislación, al requerido 
en extradición Ramón Gutiérrez, por cargos relacionados con 
el narcotráfico; por consiguiente, este alegato también carece de 
fundamento y debe ser desestimado;

Considerando, que en cuanto a las falsedades y alteraciones 
que la defensa del requerido en extradición Ramón Gutiérrez 
atribuye a la Declaración Jurada hecha por Christopher P. Baynes, 
Fiscal del Distrito Adjunto del Condado de Albano, Nuevas 
York en los Estados Unidos, es preciso señalar que en virtud 
del artículo XII del Tratado de Extradición suscrito entre la 
República Dominicana y los Estados Unidos de América en el 
año 1909 y ratificado en 1910, en la valoración por el tribunal de 
la documentación aportada, no procede la admisión de pruebas 
dirigidas a desestimar o a verificar los documentos aportados 
en la solicitud de extradición, puesto que no se puede enjuiciar 
sobre la infracción del que se acusa al reclamado en extradición 
ni realizar el control jurisdiccional sobre la consistencia de las 
pruebas en que se apoya dicha acusación; que por consiguiente, 
se desestima dicho pedimento;

Considerando, que en el presente caso, en cuanto al fondo 
de la solicitud de extradición formulada por las autoridades 
penales de los Estados Unidos de América, por todo lo expresado 
anteriormente: primero, se ha comprobado que Ramón 
Gutiérrez, efectivamente es la persona a que se refiere el Estado 
requirente; segundo, que los hechos de que trata la especie, los 
cuales se le atribuyen al mismo, están perseguidos y penalizados, 
como se ha dicho, tanto en la República Dominicana como en 
el Estado que lo reclama; tercero, que el hecho ilícito punible 
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alegado, no ha prescrito, como se ha explicado precedentemente, 
y, cuarto, el tratado sobre extradición vigente entre nuestro país 
y Estados Unidos de América, desde el año 1910, instituye un 
procedimiento que ha sido cumplido satisfactoriamente, con 
la documentación necesaria depositada y las formalidades de 
tramitación correctamente efectuadas; 

Considerando, que además, el artículo 3 de la Constitución 
consagra que la República Dominicana reconoce y aplica las 
normas del Derecho Internacional General y Americano en la 
medida en que sus poderes públicos las hayan adoptado; que en ese 
orden de ideas, el tratado sobre extradición suscrito entre nuestro 
país y Estados Unidos de América en el año 1909, ratificado por 
el Congreso Nacional en 1910, contempla que ambos Estados 
convienen entregar a la justicia a petición del uno con el otro, 
a todos los individuos acusados o convictos de los crímenes o 
delitos determinados en el artículo 2 de ese tratado; 

Considerando, que en la deliberación y votación del 
conocimiento de la presente solicitud de extradición, participaron 
los magistrados cuyos nombres figuran en el encabezado y al final 
de la decisión; sin embargo, en el día de hoy el Magistrado Edgar 
Hernández Mejía, se encuentra imposibilitado de firmar la misma 
debido a que está de vacaciones; por lo que de conformidad con 
lo dispuesto por el artículo 334, numeral 6, del Código Procesal 
Penal esta sentencia vale sin su firma.

Por tales motivos, la Cámara Penal de la Suprema Corte de 
Justicia, después de haber deliberado y visto la Constitución de la 
República; el Tratado de Extradición suscrito entre la República 
Dominicana y los Estados Unidos de América en 1909; la 
Convención de Viena de 1988; el Código Procesal Penal, así como 
las normativas alegadas por el Ministerio Público y la defensa del 
impetrante;
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Falla:
Primero: Declara regular y válida, en cuanto a la forma, la 

solicitud de extradición a los Estados Unidos de América, país 
requirente, del nacional dominicano Ramón Gutiérrez, por haber 
sido incoada de conformidad con la normativa nacional y con 
los instrumentos jurídicos internacionales vinculantes de ambos 
países; Segundo: Declara, en cuanto al fondo, que se ha podido 
comprobar, por la documentación aportada por el país requirente, 
la cual ha sido sometida al debate público y contradictorio, así 
como por la audiencia celebrada al efecto, el cumplimiento 
satisfactorio de todos los requisitos contemplados y exigidos 
por la Constitución de la República, el Tratado de Extradición 
entre República Dominicana y Estados Unidos de América, la 
Convención de Viena de 1988 y el Código Procesal Penal; por 
consiguiente, ha lugar a la extradición hacia los Estados Unidos de 
América de Ramón Gutiérrez, en lo relativo a los cargos señalados 
en la Acusación de reemplazo No. 2-7087, registrada en fecha 
12 de septiembre del 2001, ante la Corte Suprema del Condado 
de Albano, Nueva York, transcritas precedentemente en forma 
parcial, y en virtud de la cual un Magistrado Juez de los Estados 
Unidos de América emitió una orden de arresto en contra del 
mismo; Tercero: Dispone poner a cargo del Procurador General 
de la República la tramitación y ejecución de la presente decisión, de 
conformidad con los términos de la Constitución de la República 
y las leyes sobre la materia, resaltando que el Poder Ejecutivo 
debe obtener garantías de parte del Estado requirente, de que al 
extraditado Ramón Gutiérrez en ningún caso se le impondrá o 
ejecutará la pena capital o la de prisión perpetua; Cuarto: Ordena 
comunicar esta sentencia al Magistrado Procurador General de la 
República, al requerido en extradición Ramón Gutiérrez y a las 
autoridades penales del país requirente, así como publicada en el 
Boletín Judicial, para general conocimiento.
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www.suprema.gov.do

Firmado: Hugo Álvarez Valencia, Edgar Hernández Mejía, 
Dulce Ma. Rodríguez de Goris y Víctor José Castellanos Estrella. 
Grimilda Acosta, Secretaria General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los señores 
Jueces que figuran en su encabezamiento, en la audiencia pública 
del día, mes y año en él expresados, y fue firmada, leída y publicada 
por mí, Secretaria General, que certifico.
www.suprema.gov.do
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SENTENCIA DEL 18 DE MARZO DE 2009, NÚM. 15
Sentencia impugnada:	 Cámara Penal de la Corte de Apelación de 

La Vega, del 23 de septiembre del 2008.
Materia:	 Correccional.
Recurrente:	 Julio César Rodríguez Henríquez y 

compartes.
Abogado:	 Lic. Carlos Francisco Álvarez Martínez.
Intervinientes:	 Ana Mercedes Aracena Reyes y Remigio 

Ceri.
Abogado:	 Lic. Manuel Espinal Cabrera.

 
Dios, Patria y Libertad

República Dominicana

En Nombre de la República, la Cámara Penal de la Suprema 
Corte de Justicia, regularmente constituida por los Jueces Julio 
Ibarra Ríos, en funciones de Presidente; Dulce Ma. Rodríguez de 
Goris y Víctor José Castellanos Estrella, asistidos de la Secretaria 
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de 
Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy 18 de marzo 
del 2009, años 166° de la Independencia y 146° de la Restauración, 
dicta en audiencia pública, como Corte de Casación, la siguiente 
sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuesto por Julio César 
Rodríguez Henríquez, dominicano, mayor de edad, cédula de 
identidad y electoral No. 048-0071655-9, domiciliado y residente 
en la calle Duarte No. 13, de la sección Los Arroces del municipio 
de Bonao, imputado y civilmente responsable; María Rosario 
Sanz Gómez, dominicana, mayor de edad, cédula de identidad y 
electoral No. 001-0168957-8, domiciliada y residente en la calle 
Segunda Km. 12, del municipio de Haina, provincia San Cristóbal, 
tercera civilmente demandada, y Seguros Banreservas, S. A., 
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entidad aseguradora, contra la sentencia dictada por la Cámara 
Penal de la Corte de Apelación del Departamento Judicial de La 
Vega el 23 de septiembre del 2008, cuyo dispositivo se copia más 
adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la 
República; 

Visto el escrito motivado mediante el cual los recurrentes, por 
intermedio de su abogado, Lic. Carlos Francisco Álvarez Martínez, 
interponen el recurso de casación, depositado en la secretaría de 
la Cámara Penal de la Corte de Apelación del Departamento 
Judicial de La Vega, el 2 de octubre del 2008;

Visto la resolución de la Cámara Penal de la Suprema Corte de 
Justicia que declaró admisible el recurso de casación interpuesto 
por los recurrentes, y fijó audiencia para conocerlo el 18 de 
febrero del 2009;

Visto el escrito de intervención suscrito por el Lic. Manuel 
Espinal Cabrera, en representación de Ana Mercedes Aracena 
Reyes y Remigio Ceri, depositado en la secretaría de la Corte 
a-qua, el 22 de octubre del 2008;

Visto la Ley No. 25 de 1991, modificada por la Ley No. 156 
de 1997; 

La Cámara Penal de la Suprema Corte de Justicia después 
de haber deliberado, y vistos los artículos 49 numeral 1, y 65 
de la Ley 241, sobre Tránsito de Vehículos; 65 de la Ley sobre 
Procedimiento de Casación y 70, 418, 419, 420, 421, 422, 425, 
426 y 427 del Código Procesal Penal;

Considerando, que en la decisión impugnada y en los 
documentos que en ella se refieren, son hechos constantes los 
siguientes: a) que el 26 de mayo del 2005, ocurrió un accidente 
de transito en la autopista Duarte, Km. 2 en la sección Los 
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Arroces del municipio de Bonao, entre el camión marca Mack, 
conducido por Julio César Rodríguez Henríquez, propiedad de 
María Rosario Sanz Gómez, asegurado en Seguros Banreservas, 
S. A., y la passola marca San Yang, conducida por Ana Mercedes 
Aracena Reyes, resultando esta última y su acompañante el menor 
Gregorio Ceri, lesionados a consecuencia del impacto recibido; b) 
que para el conocimiento del fondo del asunto fue apoderado el 
Juzgado Especial de Tránsito, Grupo No. III, del Distrito Judicial 
de Monseñor Nouel, el cual dictó su decisión al respecto el 12 de 
mayo del 2008, cuyo dispositivo dice: “PRIMERO: Se declara 
culpable al nombrado Julio César Rodríguez Henríquez, del delito 
de violación del artículo, 49 letras c y d, y 65 de la Ley 241 sobre 
Tránsito de Vehículos de Motor, modificada por la Ley 114-99, en 
consecuencia, se condena: a) Al pago de una multa de Setecientos 
Pesos (RD$700.00), a favor del Estado Dominicano; b) Al pago 
de las costas penales del procedimiento. Todo ello conforme 
el grado de responsabilidades atribuidas en un cien por ciento 
(100%), acogiendo a su favor amplias circunstancias atenuantes; 
SEGUNDO: Declara buena y válida en cuanto a la forma la 
interposición de querella en acción penal pública a instancia privada 
con constitución en actor civil y demanda en daños y perjuicios 
interpuesta por los señores Ana Mercedes Aracena Reyes y 
Remigio Ceri, en sus respectivas calidades, en contra de Julio César 
Rodríguez Henríquez, María Rosario Sanz Gómez y Seguros 
Banreservas, S. A., en sus respectivas calidades de conductor del 
vehículo generador del accidente, persona civilmente responsable 
y compañía aseguradora mediante póliza número 2-502-071573, 
vigente a la hora del accidente, respectivamente, por ser hecha en 
tiempo hábil y de conformidad a las normas procesales vigentes; 
TERCERO: En cuanto al fondo de la presente constitución en 
actor civil, se condena al señor Julio César Rodríguez Henríquez, 
en su calidad de conductor del vehículo, y la señora María Rosario 
Sanz Gómez, en su calidad de tercero civilmente responsable, al 
pago de la suma siguiente: a) La suma de Seiscientos Cincuenta 
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Mil Pesos (RD$650,000.00), distribuidos de la manera siguiente: 
Cincuenta Mil Pesos (RD$50,000.00), a favor del señor Remigio 
Ceri, en representación de su hijo menor Gregorio Ceri, y la 
suma de Seiscientos Mil Pesos (RD$600,000.00), a favor de la 
señora Ana Mercedes Aracena Reyes, por el daño moral y las 
lesiones sufridas por éstos a raíz del accidente que se trata; b) 
Y al pago de las costas civiles a favor del Lic. Manuel Espinal 
Cabrera, abogado que afirma haberlas avanzado en su totalidad; 
CUARTO: Declara común y oponible en el aspecto civil la 
presente decisión a la compañía Seguros Banreservas, S. A., por 
ser la entidad aseguradora de la responsabilidad civil del vehículo 
generador del accidente mediante póliza número 2-502-071573, 
emitida a favor del señor Rafael Sanz Gómez, vigente a la 
hora del accidente; QUINTO: Rechaza en todas sus partes las 
conclusiones vertidas en audiencia por los Licdos. Mairení Núñez 
Sánchez y José Carlos Castillo, defensa técnica del imputado Julio 
César Rodríguez Henríquez, María Rosario Sanz Gómez y la 
compañía aseguradora Seguros Banreservas, S. A., por las mismas 
carecer de base legal; SEXTO: Acogiendo en todas sus partes 
el dictamen del representante del Ministerio Público, por las 
mismas estar ajustadas a los hechos y al derecho”; c) con motivo 
del recurso de alzada interpuesto, intervino la decisión dictada 
por la Cámara Penal de la Corte de Apelación del Departamento 
Judicial de La Vega el 23 de septiembre del 2008, y su dispositivo 
es el siguiente: “PRIMERO: Rechaza el recurso de apelación 
interpuesto por el Lic. Carlos Francisco Álvarez Martínez, quien 
actúa en representación legal del imputado Julio César Rodríguez 
Henríquez y Seguros Banreservas, entidad aseguradora, en contra 
de la sentencia No. 00011/08, de fecha doce (12) de mayo del 
año dos mil ocho (2008), dictada por el Juzgado de Paz Especial 
de Tránsito, Grupo No. III, del Distrito Judicial de Monseñor 
Nouel, en consecuencia confirma en todas sus partes la decisión 
recurrida por los motivos expuestos precedentemente. La 
presente decisión no reconoce validez al recurso de apelación a 
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favor del nombre Rafael Sanz Gómez, por ser una persona ajena 
al caso que nos ocupa; SEGUNDO: Condena al recurrente Julio 
César Rodríguez Henríquez, al pago de las costas penales y civiles 
del procedimiento, ordenando la distracción de estas últimas en 
provecho del abogado Lic. Manuel Espinal Cabrera, quien afirma 
estarlas avanzado en su totalidad; TERCERO: La presente 
decisión vale notificación para las partes debidamente citadas. 
Ordena a la secretaria entregar copias de la presente decisión a las 
partes que lo soliciten”;

En cuanto al recurso interpuesto por Julio César  
Rodríguez Henríquez, en su calidad de imputado:

Considerando, que el recurrente alega en su escrito de 
casación, por medio de su abogado lo siguiente: “Falta de motivos. 
Contradicción manifiesta en la motivación de la sentencia. Los 
jueces hicieron una incorrecta aplicación de las normas a los 
hechos y no valoraron los elementos de prueba aportados”;

Considerando, que la Corte a-qua para fallar como lo 
hizo, estableció lo siguiente: “Que del análisis realizado a los 
fundamentos que contiene la sentencia de marras, permite 
comprender que la declaratoria de culpabilidad del imputado 
provino como consecuencia del Tribunal haber apreciado que 
de parte de éste existió una admisión implícita de culpabilidad al 
declarar voluntariamente; que al Tribunal a-quo sí le aportaron 
medios y elementos probatorios que posibilitaron la pulverización 
de la inocencia del imputado, pruebas que fueron valoradas a 
partir del principio de legalidad, de su pertinencia y necesidad, 
de todo lo cual existe plena constancia en la sentencia, lo que 
indefectiblemente conlleva a que se reconozca que está motivada 
con coherencia, precisión y suficiencia”; que procede señalar que 
la Corte a-qua dio motivos concretos y suficientes, respondiendo 
a este aspecto que le fue invocado, por lo que procede rechazar 
este medio;
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En cuanto al recurso interpuesto por María Rosario 
Sanz Gómez, tercera civilmente demandada y Seguros 
Banreservas, S. A., entidad aseguradora:

Considerando, que los recurrentes, por medio de su abogado, 
invocan contra la sentencia impugnada, lo siguiente: “Único 
Motivo: Sentencia infundada y carente de motivos, enunciamos 
la falta de contradicción e ilogicidad manifiesta en la motivación 
de la sentencia, ante el cual los jueces de la corte entendieron que 
la sentencia recurrida está motivada con coherencia, precisión 
y suficiencia. Los jueces de fondo no hicieron una correcta 
aplicación de las normas a los hechos que le fueron vertidos en 
audiencia, no valoraron los elementos de prueba. Los jueces de 
la Corte consideraron que conforme a las lesiones que recibieron 
los querellantes no eran desproporcionadas, argumentando 
finalmente que desestimaba el medio por infundado y carente 
de base legal, por el contrario entendemos que el pago de 
RD$650,000.00 por un accidente cuya ocurrencia y gravedad 
no se demostró que le fuera atribuible al conductor de la patana 
es una decisión sin base de sustentación. Se hizo una incorrecta 
valoración de los hechos y del derecho. Se puede comprobar que 
la víctima estaba desprotegida de un casco protector conforme 
al certificado médico. No se hizo una correcta valoración de lo 
que fueron las pruebas tratadas en el juicio de fondo la ilogicidad 
de la sentencia del primer grado lo cual no se tomó en cuenta 
cómo ocurrieron los hechos, aún así los jueces de la referida 
Corte confirman en todas sus partes la sentencia de del primer 
grado, lo que es ilógico ya que si no se demostró la culpabilidad 
mediante medios probatorios que dieran al traste con la misma, 
subyace que nuestro representado es inocente, en el sentido de 
que no se demostró su responsabilidad, por lo que su presunción 
de inocencia no quedó suprimida y siendo este un derecho 
inherente al imputado debió ser eximido de toda responsabilidad, 
por insuficiencias de pruebas y el monto de indemnización fijada 
es irrazonable toda vez que al la corte ratificar la indemnización 
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fijada por el tribunal de primer grado, por un accidente cuya 
ocurrencia y gravedad como se ha dicho, no se demostró que le 
fuera atribuible al conductor de la patana, es una decisión sin base 
de sustentación”;

Considerando, que para confirmar las indemnizaciones 
otorgadas a los actores civiles, la Corte a-qua expresó en su 
decisión, lo siguiente: “En cuanto atañe a si la indemnización 
resultó ser desproporcionada, al respecto es preciso decir que 
conforme obra en el legajo, la víctima Ana María Aracena (Sic), 
sufrió heridas que le produjeron secuelas indefinidas o lesión 
permanente, en tanto que el nombrado Gregorio Ciri (Sic), sufrió 
heridas curables en 45 días, lo que pone de relieve que la suma de 
Seiscientos Mil Pesos concedidos a la nombrada Ana Mercedes 
Aracena Reyes, quien sufrió lesión permanente, no es en modo 
alguno desproporcional, en tanto que al menor de edad Gregorio 
Aracena, le fue concedida una indemnización de Cincuenta Mil 
Pesos, por haber sufrido lesiones curables en cuarenta y cinco 
días, lo que también revela que dicha indemnización tampoco es 
desproporcional”;

Considerando, que si bien es cierto, en principio, que los jueces 
del fondo tienen un poder soberano para establecer los hechos 
constitutivos del daño y fijar su cuantía, no es menos cierto, 
que ese poder no puede ser tan absoluto que llegue a consagrar 
una iniquidad o arbitrariedad y sin que las mismas puedan ser 
objeto de críticas por parte de la Suprema Corte de Justicia, y 
como ámbito de ese poder discrecional que tienen los jueces, se 
ha consagrado que las indemnizaciones deben ser razonables en 
cuanto a la magnitud de la falta cometida, y proporcionales con 
relación a la magnitud del daño recibido;

Considerando, que a juicio de esta Cámara Penal de la Suprema 
Corte de Justicia, el monto indemnizatorio acordado por la Corte 
a-qua en provecho de los actores civiles, no reúne los parámetros 
de proporcionalidad, por lo que procede acoger dicho aspecto;
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Considerando, que cuando una sentencia es casada por una 
violación a las reglas cuya observancia esté a cargo de los jueces, 
las costas pueden ser compensadas.

Por tales motivos, Primero: Admite como intervinientes a 
Ana Mercedes Aracena Reyes y Remigio Ceri en los recursos de 
casación interpuestos por Julio César Rodríguez, María Rosario 
Sanz Gómez y Seguros Banreservas, S. A., contra la sentencia 
dictada por la Cámara Penal de la Corte de Apelación del 
Departamento Judicial de La Vega el 23 de septiembre del 2008, 
cuyo dispositivo aparece copiado en parte anterior del presente 
fallo; Segundo: Declara parcialmente con lugar dichos recursos 
de casación; y en consecuencia, rechaza el recurso en el aspecto 
penal, y casa la referida sentencia en el aspecto civil; Tercero: 
Ordena el envío del proceso, así delimitado, por ante la Cámara 
Penal de la Corte de Apelación del Departamento Judicial de San 
Francisco de Macorís, a los fines de la celebración parcial de un 
nuevo juicio que haga una valoración de la prueba en el aspecto 
indicado; Cuarto: Se compensan las costas.

Firmado: Julio Ibarra Ríos, Dulce Ma. Rodríguez de Goris 
y Víctor José Castellanos Estrella. Grimilda Acosta, Secretaria 
General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los señores 
Jueces que figuran en su encabezamiento, en la audiencia pública 
del día, mes y año en él expresados, y fue firmada, leída y publicada 
por mí, Secretaria General, que certifico.
www.suprema.gov.do
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SENTENCIA DEL 18 DE MARZO DE 2009, NÚM. 16
Sentencia impugnada:	 Cámara Penal de la Corte de Apelación de 

Santo Domingo, del 15 de agosto del 2008.
Materia:	 Criminal.
Recurrente:	 Procurador General Adjunto de la Corte de 

Apelación de Santo Domingo.

 
Dios, Patria y Libertad

República Dominicana

En Nombre de la República, la Cámara Penal de la Suprema 
Corte de Justicia, regularmente constituida por los Jueces Hugo 
Álvarez Valencia, Presidente; Julio Ibarra Ríos, Edgar Hernández 
Mejía, Dulce Ma. Rodríguez de Goris y Víctor José Castellanos 
Estrella, asistidos de la Secretaria General, en la Sala donde 
celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de 
Guzmán, Distrito Nacional, hoy 18 de marzo del 2009, años 166° 
de la Independencia y 146° de la Restauración, dicta en audiencia 
pública, como Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por el Procurador 
General Adjunto de la Corte de Apelación de Santo Domingo, Dr. 
Eduard Robel Rodríguez M., dominicano, mayor de edad, casado, 
cédula No. 001-0916584-5, en representación del Dr. Leonel Sosa 
Taveras, Procurador General de dicha Corte de Apelación, contra 
la sentencia dictada por la Sala de la Cámara Penal de la Corte de 
Apelación de ese departamento judicial, el 15 de agosto del 2008, 
cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la 
República; 
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Visto el escrito motivado mediante el cual el recurrente 
Procurador General Adjunto de la Corte de Apelación de Santo 
Domingo, Dr. Eduard Robel Rodríguez M., interpone el recurso 
de casación, depositado en la secretaría de la Sala de la Cámara 
Penal de la Corte de Apelación del Departamento Judicial de 
Santo Domingo, el 4 de septiembre del 2008;

Visto la resolución de la Cámara Penal de la Suprema Corte de 
Justicia que declaró admisible el recurso de casación interpuesto 
por el recurrente, y fijó audiencia para conocerlo el 4 de febrero 
del 2009; 

Visto la Ley No. 25 de 1991, modificada por la Ley No. 156 
de 1997; 

La Cámara Penal de la Suprema Corte de Justicia después de 
haber deliberado, y vistos los artículos 295, 296, 297, 303, 303-4, 
304, 434, y 437 del Código Penal; 65 de la Ley sobre Procedimiento 
de Casación y 70, 418, 419, 420, 421, 422, 425, 426 y 427 del 
Código Procesal Penal; 

Considerando, que en la decisión impugnada y en los 
documentos que en ella se refieren, son hechos constantes los 
siguientes: a) que el 3 de febrero del 2006 se originó un incendio 
en la vivienda de la señora Dolores Emiliano, ex cónyuge de Juan 
Buttén, hoy imputado, en donde residía ésta con su hijo y su 
madre Antonia Emiliano, quien a consecuencia de las quemaduras 
sufridas falleció posteriormente; b) que para el conocimiento del 
fondo del asunto fue apoderado el Primer Tribunal Colegiado 
del Juzgado de Primera Instancia del Departamento Judicial de 
Santo Domingo, el cual dictó su decisión al respecto el 15 de 
noviembre del 2006, cuyo dispositivo se copia más adelante; c) 
que esta sentencia fue recurrida en apelación por el Ministerio 
Público, y apoderada del mismo la Sala de la Cámara Penal de 
la Corte de Apelación del Departamento Judicial de Santo 
Domingo, dictó su fallo el 14 de mayo del 2007, con el dispositivo 
siguiente: “PRIMERO: Declara con lugar el recurso de apelación 
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interpuesto por la Licda. Aleyda Olmos Lorenzo, Procuradora 
Fiscal Adjunta de la provincia de Santo Domingo, en fecha 5 de 
diciembre del año 2006, en contra de la sentencia Nùm. 528/2006, 
de fecha 15 del mes de noviembre del año 2006, dictada por el 
Primer Tribunal Colegiado del Juzgado de Primera Instancia 
del Departamento Judicial de Santo Domingo, cuyo dispositivo 
es el siguiente: ‘Primero: Declara al imputado Juan Buttén, en 
sus generales de ley: dominicano, mayor de edad, portador de la 
cédula de identidad y electoral No. 001-1113041-5, domiciliado 
y residente en la C/Ñ, Núm. 32, Campo Lindo, La Caleta, no 
culpable por insuficiencia de pruebas; Segundo: Declara la 
libertad pura y simple. Libre del pago de costas; Tercero: Declara 
buena y válida la constitución en actor civil, en cuanto a la 
forma. En cuanto al fondo, la rechaza por falta de fundamento; 
Cuarto: Compensa el pago de las costas civiles’; SEGUNDO: 
Anula la sentencia recurrida, ordena la celebración total de un 
nuevo juicio y en consecuencia envía el presente caso por ante el 
Segundo Tribunal Colegido del Juzgado de Primera Instancia del 
Departamento Judicial de Santo Domingo, a fin de que realice 
una nueva valoración de la prueba; TERCERO: Compensa las 
costas procesales”; d) que apoderado como tribunal de envío el 
Segundo Tribunal Colegiado de la Cámara Penal del Juzgado de 
Primera Instancia del Departamento Judicial de Santo Domingo, 
dictó su sentencia el 19 de marzo del 2008, cuyo dispositivo se 
encuentra copiado en el de la decisión recurrida en casación; e) 
que con motivo del recurso de alzada interpuesto, fue apoderada 
nuevamente la Sala de la Cámara Penal de la Corte de Apelación 
del Departamento Judicial de Santo Domingo, la cual dictó la 
sentencia impugnada, el 15 de agosto del 2008, y su dispositivo 
es el siguiente: “PRIMERO: Declara con lugar el recurso de 
apelación interpuesto por el Lic. Leandro Tavera, defensor público, 
en nombre y representación del señor Juan Buttén, el 7 de mayo 
de 2008, en contra de la sentencia de fecha 19 de mes de marzo 
del año 2008, dictada por el Segundo Tribunal Colegiado del 
Juzgado de Primera Instancia del Departamento Judicial de Santo 
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Domingo, cuyo dispositivo es el siguiente: ‘Primero: Se declara 
culpable al procesado Juan Buttén, dominicano, de 32 años de 
edad, soltero, empleado privado, no portador de la cédula de 
identidad y electoral No. 001-1113041-5 (Sic), residente en la 
calle Ureña Núm. 32, Cancela, Km. 19, autopista Las Américas, 
el crimen de asesinato, acto de barbarie e incendio intencional 
en casa habitada, en violación a los artículos 295, 296, 297, 303, 
303-4, 304, 434 y 437 del Código Penal Dominicano, modificados 
por las leyes 224 del año 1984 y 46 del año 1999, en perjuicio 
de la señora Antonia Emiliano (occisa), y Dolores Emiliano, 
por el hecho de éste en fecha 3 de febrero del año dos mil seis, 
alrededor de las doce de la noche haber incendiado la casa 
donde éstas vivían y se encontraban durmiendo lo que provocó 
que recibiera quemaduras que le ocasionó la muerte a la señora 
Antonia Emiliano, el veintisiete del mes de febrero del año dos 
mil seis, hecho ocurrido en la manzana seis numero 1-a, sector 
Villa Liberación, municipio Santo Domingo Este, municipio 
Santo Domingo, República Dominicana; en consecuencia se le 
condena a cumplir la pena de treinta años de reclusión mayor en 
la Penitenciaria Nacional de La Victoria, así como al pago de las 
costas penales del proceso; Segundo: Se fija la lectura íntegra de 
la presente sentencia para el día treinta y uno del mes de marzo 
del año dos mil ocho (2008), a las nueve horas de la mañana (9:00 
A. M.); valiendo citación para las partes presentes’; SEGUNDO: 
Revoca la decisión recurrida y ordena la absolución del imputado 
Juan Buttén por no existir pruebas suficientes que comprometan 
su responsabilidad penal; TERCERO: Declara las costas de oficio”; 

Considerando, que en su recurso de casación el recurrente 
Procurador General de la Corte de Apelación de Santo Domingo, 
Dr. Eduard Robel Rodríguez M., invoca lo siguiente: “Sentencia 
manifiestamente infundada. El Tribunal a-quo desnaturaliza los 
hechos cuando en su sentencia le da valor probatorio a alegatos 
hechos por el imputado que no fueron demostrados en audiencia, 
tal es el caso de la afirmación que da el mismo de que cuando se 
quemó la mano fue fruto de que su hijo derramó combustible en 
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un fogón y el para protegerlo metió la mano y se quemó, hecho 
que nunca fue demostrado por el imputado, ya que el hijo nunca 
fue presentado como testigo a descargo; la Corte además establece 
que el tribunal de marras debió valorar el comportamiento del 
imputado cuando éste se mostró solidario con la tragedia y que 
este hecho pone en duda las declaraciones dadas por el testigo 
a cargo Víctor Manuel Filpo, cuando éste estableció que la 
noche misma que ocurrieron los hechos, saludó al imputado en 
las proximidades de la vivienda. No puede haber contradicción 
entre los testimonios dados por Dolores Emiliano y Víctor 
Manuel Filpo, ya que ambos testigos describen el escenario desde 
diferentes puntos, ya que la señora, está viendo desde dentro de 
su casa, y el señor está viendo desde otro ángulo de la calle, y 
desde la posición en la que vio, al imputado no podía confundir, 
por lo que es una sentencia claramente infundada”;

Considerando, que la Corte a-qua para revocar la decisión 
de primer grado y declarar no culpable a Juan Butén, dio por 
establecido lo siguiente: “Que el Tribunal a-quo estableció que los 
indicios existentes en contra del imputado fueron probados en 
virtud del testimonio vertido por los testigos de manera especial 
el del señor Víctor Manuel Filpo. Que el Tribunal incurre en un 
error al establecer como indicio que vieron al imputado alrededor 
de las doce de la noche próximo a la vivienda de las señoras 
Dolores Emiliano y Antonia Emiliano, con una funda negra en las 
manos; que el imputado se llevó al menor más temprano que de 
costumbre; que el imputado se llevó la mejor ropa del menor; que 
en el incendio intervinieron manos criminales y que el imputado 
presentaba quemaduras en la mano y pie derecho; que respecto 
al primer indicio considerado por el Tribunal, se hace necesario 
señalar que otros testigos a cargo le restan credibilidad cuando 
la señora Dolores Emiliano establece que frente a la casa hay 
unos arbustos, eran las once y media de la noche y no había luz; 
además de que el Tribunal no valoró la certificación mediante la 
cual se probó la hora exacta en que salió el imputado de su trabajo 
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y no se probó por ninguna vía el medio de trasporte utilizado 
por el imputado, por lo que ese indicio no estaba fundado en 
un hecho probado; que las informaciones fueron extraídas de las 
declaraciones de la testigo Dolores Emiliano, pero las mismas 
no estaban fundamentadas en una actividad probatoria con la 
debida seriedad; que lo que sí quedó probado fue que el imputado 
acostumbraba a buscar al niño los viernes para regresarlo los 
domingos, quedando lo demás en el campo de la especulación. 
Que es criterio de la Corte que sí constituyeron indicios 
probados que en el incendio intervinieron manos criminales 
según el informe rendido por el cuerpo de bomberos, y que el 
imputado presentaba quemaduras en algunas zonas del cuerpo. 
Que admitir esos dos indicios como prueba capaz de establecer 
responsabilidad penal, sería vulnerar el principio de inocencia. 
Que el Tribunal a-quo debió valorar la conducta del imputado 
luego de la ocurrencia de los hechos, quien se quedó en su lugar 
habitual, fue solidario con la tragedia, comportamiento este que 
pone en duda las declaraciones del testigo Víctor Manuel Filpo, 
cuando estableció que por la noche misma en que ocurrieron los 
hechos saludó al imputado en las proximidades de la vivienda, 
toda vez que al verse descubierto y sabiendo que había recibido 
quemaduras al momento de cometer los hechos, lo lógico hubiese 
sido ausentarse de la zona; que por todo esto es criterio de esta 
Corte, no se aportaron pruebas suficientes que demuestren la 
culpabilidad del imputado, por lo que procede a la absolución del 
imputado”; 

Considerando, que la Corte a-qua, al fallar como lo hizo, 
incurrió en falta de fundamentación, ya que los motivos son 
insuficientes para justificar el dispositivo de la decisión atacada, 
por lo que procede declarar con lugar el presente recurso de 
casación y enviarlo a otro tribunal de la misma categoría a los 
fines de que se celebre un nuevo juicio para una nueva valoración 
de los hechos;
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Considerando, que cuando una sentencia es casada por una 
violación a las reglas cuya observancia esté a cargo de los jueces, 
las costas pueden ser compensadas.

Por tales motivos, Primero: Declara con lugar el recurso 
de casación interpuesto por el Procurador General Adjunto de 
la Corte de Apelación de Santo Domingo, Dr. Eduard Robel 
Rodríguez M., contra la sentencia dictada por la Sala de la Cámara 
Penal de la Corte de Apelación de ese departamento judicial, el 
15 de agosto del 2008, cuyo dispositivo aparece copiado en parte 
anterior del presente fallo; Segundo: Casa la referida sentencia y 
ordena el envío del presente proceso por ante la Cámara Penal de 
la Corte de Apelación del Distrito Nacional, para que el Presidente 
de dicha Cámara, apodere mediante el sistema aleatorio una de 
sus Salas, a los fines de la celebración de un nuevo juicio que haga 
una valoración de la prueba; Tercero: Se compensan las costas.

Firmado: Hugo Álvarez Valencia, Julio Ibarra Ríos, Dulce Ma. 
Rodríguez de Goris y Víctor José Castellanos Estrella. Grimilda 
Acosta, Secretaria General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los señores 
Jueces que figuran en su encabezamiento, en la audiencia pública 
del día, mes y año en él expresados, y fue firmada, leída y publicada 
por mí, Secretaria General, que certifico.
www.suprema.gov.do



SENTENCIA DEL 18 DE MARZO DE 2009, NÚM. 17
Sentencia impugnada:	 Cámara Penal de la Corte de Apelación de 

La Vega, del 29 de julio del 2008.
Materia:	 Criminal.
Recurrente:	 Cándida Ramona Concepción Solano.
Abogado:	 Lic. Lorenzo Alcides Rodríguez Tejada.

 
Dios, Patria y Libertad

República Dominicana

En Nombre de la República, la Cámara Penal de la Suprema 
Corte de Justicia, regularmente constituida por los Jueces Hugo 
Álvarez Valencia, Presidente; Julio Ibarra Ríos, Dulce Ma. 
Rodríguez de Goris y Víctor José Castellanos Estrella, asistidos 
de la Secretaria General, en la Sala donde celebra sus audiencias, 
en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, 
hoy 18 de marzo del 2009, años 166° de la Independencia y 146° 
de la Restauración, dicta en audiencia pública, como Corte de 
Casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Cándida Ramona 
Concepción Solano, dominicana, mayor de edad, pasaporte 
No. 3308447-02, domiciliada y residente en el No. 51 de la 
calle Westervelt Place de Passaic, New Jersey 07055 en Estados 
Unidos de Norteamérica, y accidentalmente en la Av. Rómulo 
Betancourt No. 281 del sector de Bella Vista de esta ciudad, 
querellante constituida en actora civil, contra la sentencia dictada 
por la Cámara Penal de la Corte de Apelación del Departamento 
Judicial de La Vega el 29 de julio del 2008, cuyo dispositivo se 
copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 
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Oído el Lic. Lorenzo Alcides Rodríguez Tejada, en la lectura 
de sus conclusiones, en representación de la parte recurrente;

Oído el Lic. Leonardo Félix Ramos, en la lectura de sus 
conclusiones, en representación de la parte recurrida;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la 
República; 

Visto el escrito mediante el cual la recurrente Cándida Ramona 
Concepción Solano, por intermedio de su abogado, Lic. Lorenzo 
Alcides Rodríguez Tejada, interpone el recurso de casación, 
depositado en la secretaría de la Corte a-qua el 8 de agosto del 
2008;

Visto la resolución de la Cámara Penal de la Suprema Corte 
de Justicia, del 12 de diciembre del 2008, que declaró admisible el 
recurso de casación interpuesto por la recurrente, y fijó audiencia 
para conocerlo el 4 de febrero del 2009;

Visto la Ley No. 25 de 1991, modificada por la Ley No. 156 
de 1997; 

La Cámara Penal de la Suprema Corte de Justicia después 
de haber deliberado, y vistos los artículos 65 de la Ley sobre 
Procedimiento de Casación, y 70, 393, 396, 399, 400, 418, 419, 
420, 421, 422, 425, 426 y 427 del Código Procesal Penal; 

Considerando, que en el presente caso son hechos constantes 
los siguientes: a) que el 5 de diciembre del 2003 la señora 
Cándida Ramona Concepción Solano depósito una querella con 
constitución en parte civil en contra de Damián Alberto Ramírez, 
Elsa María Durán, Miguel Reyes Lora, Rafael R. Vargas y Nelly 
Altagracia Amarante, ante el Juzgado de Instrucción de la Segunda 
Circunscripción del Distrito Judicial de La Vega, por presunta 
violación a los artículos 146, 147, 148, 149, 150 y 151 del Código 
Penal; b) que el proceso fue remitido al Juzgado Liquidador de 
Instrucción del Distrito Judicial de La Vega, el cual, el 1ro. de 
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septiembre del 2006 emitió la siguiente decisión: “ PRIMERO: 
Dictar el presente auto de envío al tribunal criminal No. 005 en 
contra de los nombrados Damián Alberto Ramírez Roque, Lic. 
Miguel Ángel Lora Reyes, Licda. Nelly Alt. Amarante Medina, y 
Dr. Lorenzo Gómez, por existir indicios serios, graves, precisos y 
concordantes que comprometen su responsabilidad penal como 
autores de falsificación en escritura pública, en violación a los 
artículos 146, 147, 148, 149, 150 y 151 del Código Penal, en 
perjuicio de Cándida Ramona Concepción Solano; SEGUNDO: 
Dictar auto de no ha lugar a persecución judicial, a favor de los 
nombrados Elsa María Durán y Dr. Rafael R. Vargas, por no existir 
en contra de éstos indicios serios, graves, precisos y concordantes 
como para enviarlos a un tribunal criminal; TERCERO: Se envía 
a dichos prevenidos en libertad, a fin de que sea el Juez de juicio 
quien decida si ordena o no su apresamiento, si así lo estimare 
pertinente; CUARTO: Que la infrascrita secretaria proceda a 
la notificación del presente auto de envío al tribunal criminal y 
auto de no ha lugar a las partes del proceso, dentro del plazo que 
establece la ley; QUINTO: Que las actuaciones de instrucción y 
un estado demostrativo de los documentos y objetos que han de 
obrar como elementos de convicción sean tramitados por nuestra 
secretaria al Magistrado Procurador Fiscal del Distrito Judicial de 
la ciudad de La Vega”; c) que apoderado del proceso el Primer 
Tribunal Colegiado de Primera Instancia del Departamento 
Judicial de La Vega, el mismo dictó su sentencia el 19 de febrero 
del 2008, con el siguiente dispositivo: “PRIMERO: Se declara 
extinguida la acción penal en el caso seguido a Lorenzo Antonio 
Gómez, Damián Alberto Ramírez Roque, Miguel de Jesús 
Lora Reyes, Nelly Altagracia Amarante Medina, en virtud de 
los artículos 44 inciso 2, 45 ordinal 1, y 46 del Código Procesal 
Penal, toda vez que el último acto bajo firma privada legalizado 
por la Licda. Nelly Altagracia Amarante Medina, data del año 
1993, siendo esta fecha el último uso que se le dio al mismo, en 
consecuencia al ser incoada la querella del Ministerio Público, en el 
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año 2003, resulta insoslayable el hecho de haber transcurrido más 
de diez (10) años de haberse generados y usados los documentos 
aducidos; en virtud de los artículos precedentemente señalados; 
SEGUNDO: Se declaran las costas de oficio”; d) que con motivo 
del recurso de alzada interpuesto por la querellante constituida en 
actora civil, intervino la sentencia ahora impugnada, dictada por la 
Cámara Penal de la Corte de Apelación del Departamento Judicial 
de La Vega el 29 de julio del 2008, cuyo dispositivo reza como 
sigue: “PRIMERO: Rechaza el recurso de apelación interpuesto 
por el Lic. Lorenzo Alcides Rodríguez Tejada, quien actúa en 
representación de la señora Cándida Ramona Concepción Solano, 
en contra de la sentencia No. 00038/2008, de fecha diecinueve (19) 
del mes de febrero del año dos mil ocho (2008), dictada por el 
Primer Tribunal Colegiado de Primera Instancia del Departamento 
Judicial de La Vega, por los motivos expuestos precedentemente 
aludidos; SEGUNDO: Condena a la recurrente al pago de las 
costas penales y civiles, distrayendo estas últimas en provecho del 
Licdo. Luis Leonardo Félix, quien afirma haberlas avanzado en su 
totalidad; TERCERO: La presente decisión vale notificación para 
todas las partes citadas; ordena a la secretaria entregar a las partes 
que así lo soliciten, copia de la presente decisión”;

Considerando, que la recurrente Cándida Ramona Concepción 
Solano, por medio de su abogado, propone en su escrito de 
casación los medios siguientes: “Primer Medio: Violación de la 
ley por inobservancia y errónea aplicación de una norma jurídica; 
Segundo Medio: Falta de motivación en la sentencia recurrida; 
Tercer Medio: Violación sobre la valoración de la regla prevista 
en una resolución”;

Considerando, que en el desarrollo del primer medio la 
recurrente sostiene: “Los Jueces, por inobservancia, violentaron 
el artículo 44 del Código Procesal Penal, e inobservaron e hicieron 
una errónea aplicación de una norma jurídica, toda vez que en la 
audiencia del 29 de julio del año 2008 se pronunciaron sobre la  
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acción penal insertando lo que es la aplicación del delito instantáneo 
y el continuo o permanente, el último aplicable a casos como el de 
la especie; la Corte a-qua establece que la prescripción de la acción 
penal se interrumpe con el pronunciamiento de la sentencia, la 
rebeldía del imputado y la presentación de la acusación, siendo 
esta tesis cierta de carácter esencial para los delitos instantáneos y 
no así aplicable para los delitos continuos”;

Considerando, que para la Corte a-qua confirmar la declaratoria 
de extinción de la acción penal pronunciada por el Tribunal de 
primer grado, dijo en síntesis, de manera motivada, haber dado 
por establecido lo siguiente: “…los juzgadores estimaron que a 
todas las documentaciones tildadas como fraudulentas les había 
transcurrido más de diez años de inactividad procesal, a contar 
desde el acto inicial, fechado el 19 de septiembre del 1985, de 
cuya elaboración se sindica al Dr. Lorenzo Gómez, hasta el más 
reciente de estos, que fue elaborado el 30 de marzo de 1993 por 
el Licdo. Miguel Lora Reyes, en virtud de lo establecido en los 
artículos 44 numeral 2, y 44 (Sic) numeral 1 del Código Procesal 
Penal, que prevé la causa de extinción, el primero, y el plazo 
para poder ejercer la persecución de la acción penal, el segundo; 
… la acción ilícita que conllevó la falsificación de la firma de 
la ofendida para la realización de todas las transferencias de los 
bienes inmuebles usurpados mediante fraude, es una acción típica 
que encaja dentro de los delitos continuos, pues resulta innegable 
que para la materialización del ilícito del cual se acusa a los 
imputados, tuvieron que ejercer diferentes hechos en el espacio 
y el tiempo, lo cual, para la prescripción de la extinción penal, se 
debe computar la última de estas, que aconteció durante el mes 
de marzo del año 1993”;

Considerando, que mediante la lectura de lo anteriormente 
transcrito se desprende que la Corte a-qua confirmó la declaratoria 
de extinción de la acción penal decretada por el Tribunal de primer 
grado, en beneficio de los imputados, por entender que habían 
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transcurrido más de diez años de inactividad procesal, desde la 
última utilización de las documentaciones argüidas de falsedad, al 
tratarse el presente caso de un delito continuo, pero;

Considerando, que es de principio en materia civil, aplicable 
a la jurisdicción penal, por ser supletorio ante el silencio de la 
ley, que contra quien no puede actuar no corren los plazos de 
la prescripción; que asumir esto, aunado a una acción dolosa o 
fraudulenta como las realizadas por el recurrido, es claro que 
la misma no puede generar derechos en su favor, puesto que el 
fraude lo corrompe todo; 

Considerando, que del análisis de los documentos y piezas que 
obran en el expediente se observa que no es hasta el año 2003 
cuando la actual recurrente toma conocimiento de la existencia 
del fraude en su contra y empieza a proceder judicialmente para 
la averiguación del mismo, siendo este el punto de partida del 
cómputo del plazo de la prescripción, toda vez que fue en ese 
momento en que desapareció la ignorancia que la recurrente tenia 
de la existencia del delito; que al haberse interpuesto la querella 
que puso en movimiento la acción pública en el año indicado, el 
plazo de 10 años establecido para intentar dicha acción no había 
prescrito, en consecuencia procede acoger el medio propuesto, 
sin necesidad de examinar los demás; 

Considerando, que cuando una sentencia es casada por la 
inobservancia de reglas procesales cuyo cumplimiento esté a 
cargo de los jueces, las costas pueden ser compensadas.

Por tales motivos, Primero: Declara con lugar el recurso de 
casación interpuesto por Cándida Ramona Concepción Solano, 
contra la sentencia dictada por la Cámara Penal de la Corte de 
Apelación del Departamento Judicial de La Vega el 29 de julio del 
2008, cuyo dispositivo aparece copiado en parte anterior de esta 
decisión; Segundo: Casa la referida sentencia y ordena el envío 
del presente proceso por ante la Cámara Penal de la Corte de 
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Apelación del Departamento Judicial de Santiago, para una nueva 
valoración del recurso de apelación; Tercero: Se compensan las 
costas.

Firmado: Hugo Álvarez Valencia, Julio Ibarra Ríos, Dulce Ma. 
Rodríguez de Goris y Víctor José Castellanos Estrella. Grimilda 
Acosta, Secretaria General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los señores 
Jueces que figuran en su encabezamiento, en la audiencia pública 
del día, mes y año en él expresados, y fue firmada, leída y publicada 
por mí, Secretaria General, que certifico.
www.suprema.gov.do
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SENTENCIA DEL 18 DE MARZO DE 2009, NÚM. 18
Sentencia impugnada:	 Segundo Juzgado de la Instrucción del 

Distrito Nacional, del 21 de octubre del 
2008.

Materia:	 Criminal.
Recurrente:	 Procuradora Fiscal Adjunta del Distrito 

Nacional.

 
Dios, Patria y Libertad

República Dominicana

En Nombre de la República, la Cámara Penal de la Suprema 
Corte de Justicia, regularmente constituida por los Jueces Hugo 
Álvarez Valencia, Presidente; Julio Ibarra Ríos, Dulce Ma. 
Rodríguez de Goris y Víctor José Castellanos Estrella, asistidos 
de la Secretaria General, en la Sala donde celebra sus audiencias, 
en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, 
hoy 18 de marzo del 2009, años 166° de la Independencia y 146° 
de la Restauración, dicta en audiencia pública, como Corte de 
Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Procuradora 
Fiscal Adjunta del Distrito Nacional, Licda. Wendy Alexandra 
González Carpio, contra la resolución dictada por el Segundo 
Juzgado de la Instrucción del Distrito Nacional el 21 de octubre 
del 2008, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la 
República; 
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Visto el escrito motivado de la Procuradora Fiscal Adjunta 
del Distrito Nacional, Licda. Wendy Alexandra González Carpio, 
depositado el 4 de noviembre del 2008, en la secretaría de la Corte 
a-qua, fundamentando dicho recurso;

Visto la resolución de la Cámara Penal de la Suprema Corte 
de Justicia del 5 de diciembre del 2008, que declaró admisible 
el recurso de casación citado precedentemente, fijando audiencia 
para conocerlo el 4 de febrero del 2009; 

Visto la Ley No. 25 de 1991, modificada por la Ley No. 156 
de 1997; 

La Cámara Penal de la Suprema Corte de Justicia después 
de haber deliberado, y vistos los artículos 65 de la Ley sobre 
Procedimiento de Casación, y 70, 395, 400, 418, 419, 420, 421, 
422, 425, 426 y 427 del Código Procesal Penal; 

Considerando, que en el presente caso son hechos constantes 
los siguientes: a) que los Procuradores Fiscales Adjuntos, Licdos. 
Minerva Batista y Miguel Estrella Toribio, en representación 
del Lic. Herbarth Pérez Trinidad, Procurador Fiscal Adjunto 
del Distrito Nacional, adscrito a la Fiscalía Barrial de Los Ríos, 
presentó una instancia en solicitud de medida de coerción contra 
Ramiro Pérez Pérez, por supuesta violación de los artículos 265, 
266, 379 y 385 del Código Penal; b) que ante la citada instancia la 
Oficina Judicial de Atención Permanente del Distrito Nacional, 
mediante resolución del 27 de febrero del 2008, ordenó la 
inmediata puesta en libertad del imputado Ramiro Pérez Pérez; c) 
que apoderado del asunto el Segundo Juzgado de la Instrucción 
del Distrito Nacional el 21 de octubre del 2008, dictó la resolución 
objeto del presente recurso de casación, cuyo dispositivo es el 
siguiente: “PRIMERO: Declara la extinción de la acción penal en 
el proceso seguido al imputado Ramiro Pérez Pérez, investigado 
por presunta violación a los artículos 265, 266 y 267 del Código 
Penal Dominicano, en virtud de que ha vencido el plazo máximo 
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sin que el Ministerio Público, haya presentado acto conclusivo 
alguno, de conformidad a lo establecido en los artículos 151 parte 
in fine, y 44 numeral 12 del Código Procesal Penal; SEGUNDO: 
Ordena el cese de toda medida de coerción que pesa sobre el 
imputado Ramiro Pérez Pérez, en relación al presente proceso, 
dada por la Oficina de Jurisdicción Permanente del Distrito 
Nacional, mediante resolución No. 665-08-976, de fecha 27 
de febrero del 2008; TERCERO: La presente resolución vale 
notificación a las partes presentes y representadas”;

Considerando, que la recurrente Procuradora Fiscal Adjunta 
del Distrito Nacional, Licda. Wendy Alexandra González Carpio, 
alega en su recurso de casación los siguientes medios: “Primer 
Medio: Errónea aplicación de disposiciones de orden legal; 
Segundo Medio: Errónea aplicación de los artículos 150 y 
151 del Código Procesal Penal; Tercer Medio: Inobservancia 
del artículo 145 del Código Procesal Penal; Cuarto Medio: 
Inobservancia del artículo 149 del Código Procesal Penal; 
Quinto Medio: Inobservancia al artículo 12 del Código Procesal 
Penal; Sexto Medio: Inobservancia del artículo 1ro. del Código 
Procesal Penal y el Pacto de San José; Séptimo Medio: Errónea 
aplicación del artículo 44 numeral 12 del Código Procesal Penal”;

Considerando, que en síntesis el Ministerio Público recurrente 
sostiene que el Juez a-quo violó los artículos 148 y 150 del Código 
Procesal Penal, al intimar al superior de él, para que en el plazo de 
diez (10) días presentara un requerimiento conclusivo, lo que no 
podía hacer, ya que este último texto sólo prevee esa intimación 
cuando se ha dictado una medida de coerción, que no es el caso, 
porque dicha Magistrada dispuso la libertad del imputado Ramiro 
Pérez Pérez, cuando se celebró la audiencia preliminar; 

Considerando, que en efecto el artículo 150 del Código 
Procesal Penal expresa: “El Ministerio Público debe concluir 
el procedimiento preparatorio y presentar el requerimiento 
respectivo o disponer el archivo en un plazo máximo de tres 
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meses si contra el imputado se ha dictado prisión preventiva o 
arresto domiciliario, y de seis meses si ha sido ordenada otra de 
las medidas de coerción previstas en el artículo 226”; 

Considerando, que no habiendo dictado el Juez a-quo ninguna 
medida de coerción contra el mencionado imputado, es claro que 
no podía, en aplicación del artículo 150 mencionado, intimar al 
Ministerio Público a presentar requerimiento conclusivo, puesto 
que, como se ha dicho estaba en libertad, por tanto nada impedía 
al Ministerio Público continuar la investigación sobre el caso hasta 
tanto prescribiera el hecho, o sea tres años, tal como dispone el 
artículo 45 del Código Procesal Penal, por lo que procede acoger 
el medio propuesto.

Por tales motivos, Primero: Declara con lugar el recurso de 
casación incoado por la Procuradora Fiscal Adjunta del Distrito 
Nacional, Licda. Wendy Alexandra González Carpio, contra la 
resolución dictada por el Segundo Juzgado de la Instrucción del 
Distrito Nacional el 21 de octubre del 2008, cuyo dispositivo 
se copia en parte anterior del presente fallo; Segundo: Casa la 
referida decisión, y ordena el envío del proceso por ante la Juez 
Coordinadora de los Juzgados de la Instrucción del Distrito 
Nacional, para que mediante el sistema aleatorio apodere uno 
de los Juzgados de la Instrucción, con exclusión del Segundo; 
Tercero: Se declaran de oficio las costas.

Firmado: Hugo Álvarez Valencia, Julio Ibarra Ríos, Dulce Ma. 
Rodríguez de Goris y Víctor José Castellanos Estrella. Grimilda 
Acosta, Secretaria General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los señores 
Jueces que figuran en su encabezamiento, en la audiencia pública 
del día, mes y año en él expresados, y fue firmada, leída y publicada 
por mí, Secretaria General, que certifico.
www.suprema.gov.do
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SENTENCIA DEL 18 DE MARZO DE 2009, NÚM. 19
Sentencia impugnada:	 Cámara Penal de la Corte de Apelación de 

La Vega, del 12 de septiembre del 2008.
Materia:	 Correccional.
Recurrentes:	 José Manuel Guerrero Romero y compartes.
Abogado:	 Lic. Carlos Francisco Álvarez Martínez.
Interviniente:	 Juan Santos Placencia Florentino.
Abogado:	 Lic. José G. Vásquez.

 
Dios, Patria y Libertad

República Dominicana

En Nombre de la República, la Cámara Penal de la Suprema 
Corte de Justicia, regularmente constituida por los Jueces Julio 
Ibarra Ríos, en funciones de Presidente; Edgar Hernández Mejía, 
Dulce Ma. Rodríguez de Goris y Víctor José Castellanos Estrella, 
asistidos de la Secretaria General, en la Sala donde celebra sus 
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito 
Nacional, hoy 18 de marzo del 2009, años 166° de la Independencia 
y 146° de la Restauración, dicta en audiencia pública, como Corte 
de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por José Manuel 
Guerrero Romero, dominicano, mayor de edad, cédula de 
identidad y electoral No. 047-0157734-0, domiciliado y residente 
en la calle Libertad No. 37 de la ciudad de La Vega, imputado 
y civilmente demandado; Distribuidora 2000, S. A., compañía 
constituida de conformidad con las leyes dominicana, tercera 
civilmente demandada, y Universal de Seguros, S. A., compañía 
constituida de conformidad con las leyes dominicana, entidad 
aseguradora, contra la sentencia dictada por la Cámara Penal de la 
Corte de Apelación del Departamento Judicial de La Vega el 12 
de septiembre del 2008, cuyo dispositivo se copia más adelante;
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Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído a la Licda. Yudelka Hernández, en representación 
del Lic. José Sosa Vásquez, quien a su vez representa a la 
parte interviniente Juan Santos Placencia, en la lectura de sus 
conclusiones en la audiencia del 4 de febrero del 2009;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la 
República;

Visto el escrito motivado suscrito por el Lic. Carlos Francisco 
Álvarez Martínez, a nombre y representación de José Manuel 
Guerrero Romero, Distribuidora 2000, S. A., y Universal de 
Seguros, S. A., depositado el 2 de octubre del 2008, en la secretaría 
general de la Jurisdicción Penal de La Vega, mediante el cual 
interpone dicho recurso de casación;

Visto el escrito de intervención interpuesto por el Lic. José 
G. Vásquez, a nombre y representación de Juan Santos Placencia 
Florentino, depositado el 27 de octubre del 2008, en la secretaría 
general de la Jurisdicción Penal de La Vega; 

Visto la resolución dictada por esta Cámara Penal de la 
Suprema Corte de Justicia el 12 de diciembre del 2008, que 
declaró admisible el recurso de casación interpuesto por los 
recurrentes José Manuel Guerrero Romero, Distribuidora 2000, 
S. A., y Universal de Seguros, S. A., y fijó audiencia para conocerlo 
el 4 de febrero del 2009;

Visto la Ley No. 25 de 1991, modificada por la Ley No. 156 
de 1997; 

La Cámara Penal de la Suprema Corte de Justicia después de 
haber deliberado, y vistos los artículos 393, 394, 397, 399, 400, 
418, 419, 420, 421, 422, 425, 426 y 427 del Código Procesal 
Penal; 65 y 70 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; la Ley 
No. 241, sobre Tránsito de Vehículos; la Ley No. 278-04 sobre 
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Implementación del Proceso Penal, y la Resolución 2529-2006, 
dictada por la Suprema Corte de Justicia, el 31 de agosto del 2006;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
documentos que en ella se refieren, son hechos constantes los 
siguientes: a) que el 27 de noviembre del 2007, ocurrió un accidente 
de tránsito en la carretera Canal Masipedro, de la sección de Los 
Arroces del municipio de Bonao, frente a la antigua Ferretería 
Romano, entre el camión marca Daihatsu, conducido por José 
Manuel Guerrero Romero, propiedad de Distribuidora 2000, S. 
A., asegurado en Seguros Universal, S. A., y la motocicleta marca 
CG-Kinlon, conducida por Juan Santos Plasencia Florentino, 
quien resultó lesionado; b) que el 15 de enero del 2008, Juan Santos 
Plasencia Florentino presentó querella con constitución en actor 
civil en contra de José Manuel Guerrero Romero, Distribuidora 
2000, S. A., y Seguros Universal, S. A., en ocasión del accidente 
de tránsito de que se trata; c) que el 1ro. de abril del 2008 el 
Ministerio Público presentó acusación y solicitud de apertura a 
juicio en contra de José Manuel Guerrero Romero, para lo cual 
fue apoderado el Juzgado de Paz de Tránsito Sala I, del Distrito 
Judicial de Bonao, provincia Monseñor Nouel; d) que para el 
conocimiento del fondo del asunto fue apoderado el Juzgado 
de Paz Especial de Tránsito, Grupo III, del Distrito Judicial de 
Monseñor Nouel, Bonao, el cual emitió su fallo el 24 de junio del 
2008, cuya parte dispositiva expresa: “PRIMERO: Se Declara 
culpable al nombrado José Manuel Guerrero Romero, del delito 
de violación a la Ley 241 sobre Tránsito de Vehículos de Motor, 
modificada por la Ley 114-99, en sus artículos, 49 letra c, 61 
literal c, en consecuencia se condena: a) Al pago de una multa de 
Ochocientos Pesos (RD$800.00), a favor del Estado Dominicano; 
b) Al pago de las costas penales del procedimiento, acogiendo 
a su favor amplias circunstancias atenuantes; SEGUNDO: En 
el aspecto civil: En cuanto a la forma, se acoge como buena y 
válida la presente constitución en actor civil interpuesta por el 
señor Juan Santos Plasencia Florentino, a través de su abogado 
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apoderado y constituido especial Lic. José G. Sosa Vásquez, en 
contra del señor José Manuel Guerrero Romero, por su hecho 
personal, y Distribuidora 2000, S. A., en su calidad de persona 
civilmente responsable, por ser la propietaria y beneficiaria de la 
póliza, con oponibilidad de la decisión a intervenir a la compañía 
de seguros la Universal, en su calidad de compañía aseguradora 
del vehículo envuelto en el accidente mediante póliza número 
AU-128351, por la misma haber sido efectuada en tiempo hábil y 
conforme a las leyes procesales vigentes; TERCERO: En cuanto 
al fondo, se condena conjunta y solidariamente al nombrado José 
Manuel Guerrero Romero, en su calidad de autor de los hechos 
y la compañía Distribuidora 2000, S. A., en su calidad de persona 
civilmente responsable por ser la propietaria y beneficiaria 
de la póliza del vehículo envuelto en el accidente, al pago de 
las siguientes sumas: a) Trescientos Ochenta Mil Pesos (RD$ 
380,000.00), a favor del señor Juan Santos Plasencia Florentino, 
por las lesiones físicas y materiales sufridas a raíz del accidente 
que nos ocupa, distribuidas de la manera siguiente: Trescientos 
Cincuenta Mil Pesos (RD$350,000.00), por las lesiones físicas 
que lo imposibilitaron por 120 días, y los restantes Treinta Mil 
Pesos (RD$30,000.00), por los daños parciales ocasionados a su 
motocicleta, y b) Al pago de las costas civiles del procedimiento 
a favor y provecho de los Licdos. José G. Sosa Vásquez y Andrés 
Rosario Betances, quienes afirman haberlas avanzado en su 
totalidad; CUARTO: Se declara común y oponible en el aspecto 
civil la presente decisión a la compañía Seguros Universal por 
ser la entidad aseguradora del vehículo generador del accidente 
mediante póliza número AV-128351, vigente a la hora del accidente; 
QUINTO: Rechaza en todas sus partes las conclusiones del Lic. 
Samuel Rosario Vásquez, por las mismas no recaer sobre base 
legal y por ende no ajustarse a los hechos y al derecho; SEXTO: 
Acogiendo en parte las conclusiones del representante del 
Ministerio Público, por no acoger la suma solicitada como pago 
a favor del Estado Dominicano; SÉPTIMO: Convocadas las 
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partes presentes para la lectura íntegra de esta decisión para el día 
1ro. de julio del 2008, a las 3:00 horas de la tarde, quedando citadas 
las partes presentes y debidamente representadas”; e) que dicha 
decisión fue recurrida en apelación por José Manuel Guerrero 
Romero, Distribuidora 2000, S. A., y Universal de Seguros, S. 
A., siendo apoderada la Cámara Penal de la Corte de Apelación 
del Departamento Judicial de La Vega, la cual dictó la sentencia 
objeto del presente recurso de casación, el 12 de septiembre 
del 2008, cuyo dispositivo establece lo siguiente: “PRIMERO: 
Rechaza el recurso de apelación interpuesto por el Lic. Carlos 
Francisco Álvarez Martínez, quien actúa en representación del 
imputado José Manuel Guerrero Romero, Distribuidora 2000, S. 
A., y Seguros Universal, en contra de la sentencia No. 00015/008, 
de fecha 24 de junio del 2008, dictada por el Juzgado Especial de 
Tránsito, Grupo No. III, del Distrito Judicial de Monseñor Nouel, 
Bonao, en consecuencia confirma la sentencia recurrida por los 
motivos expuestos precedentemente; SEGUNDO: Condena al 
recurrente al pago de las costas penales y civiles del procedimiento, 
distrayendo estas últimas en provecho del Lic. José Sosa Vásquez, 
quien afirma haberlas avanzado en su totalidad; TERCERO: 
La presente decisión vale notificación para las partes presentes y 
representadas. Ordena a la secretaria expedir copias certificadas 
de la presente decisión a las partes involucradas en el caso”;

Considerando, que los recurrentes José Manuel Guerrero 
Romero, Distribuidora 2000, S. A., y Universal de Seguros, S. A., por 
medio de su abogado, proponen contra la sentencia impugnada, lo 
siguiente: “Único Medio: Sentencia manifiestamente infundada 
(Art. 426 inciso 3 del Código Procesal Penal)”;

Considerando, que los recurrentes en el desarrollo de su medio 
de casación, alegan en síntesis, lo siguiente: “Que la sentencia 
recurrida adolece de motivación; que la Corte sólo se refiere a las 
declaraciones del imputado para rechazar los medios esbozados 
en su recurso de apelación, por lo que incurrió en violación a 
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los artículos 105 y 110 del Código Procesal Penal, ya que las 
declaraciones del imputado no podían tomarse para perjudicarlo 
y el tribunal falló en base a esas declaraciones; que la sentencia 
recurrida carece de motivación respecto de la imposición de la 
indemnización, que según los jueces de la Corte el pedimento de 
falta de la víctima por no tener casco protector, era un hecho no 
controvertido, que la víctima al momento del accidente no tenía 
puesto su casco, ahora bien, no es verdad que lo anteriormente 
expuesto tenía que ser tratado o esbozado en nuestros argumentos 
y conclusiones en el a-quo, máxime cuando es un factor que sale a 
relucir con la no ponderación de la conducta de la víctima; que no 
es como la Corte indica de que se trata de un hecho que no puede 
ella evaluar a los fines de poder modificar o variar la suerte de 
su representado; que no se demostró su responsabilidad; que un 
fallo implica explicar la razón en virtud de la cual se adopta una 
determinada resolución y es necesario discriminar el contenido de 
cada prueba, confrontándola con las demás existentes en autos, 
además en cada caso concreto las exigencias de la motivación 
es particular. Así será más rigurosa en algunos juicios cuyas 
complejidades y actividad probatoria obligan al juez efectuar un 
análisis más meticuloso. Además, sobre el imputado no existieron 
pruebas suficientes que indujeran a retenerle la exclusividad de 
la culpabilidad del accidente; realmente no existieron pruebas 
para retener una falta. Los jueces a-quo no valoraron la actuación 
de la víctima como generadora y eficiente del accidente, por 
lo que entendemos que no hizo una correcta motivación de 
los hechos y su sentencia; que el Código Procesal Penal en su 
artículo 24 establece de manera clara, la obligación de motivar 
de los jueces; que la razonabilidad y proporcionalidad, que debe 
existir entre la pena que se espera de una condena eventual y 
los medios de coerción aplicables durante el proceso, no fueron 
tomados en cuenta; que el principio de proporcionalidad debe 
ajustarse no sólo a una exigencia de proporcionalidad en sentido 
estricto, es decir, la fijación de la pena en función de la gravedad 
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de la conducta, sino también a una justificación de la pena, 
debiendo ser esta adecuada al fin que se persigue y la necesidad 
de la misma; que hay muy poca proporción o no hay proporción 
exacta entre el hecho como tal y la condena impuesta; que 
la proporcionalidad de la pena exige que haya una adecuación 
entre la conducta del imputado y la pena, para que así haya cierta 
reciprocidad entre ambas; que la condena debe guardar relación 
con el juicio de reprochabilidad, en sí con el hecho; que los jueces 
de a-quo debieron imponer la sanción conforme a criterios de 
culpabilidad, proporcionalidad y racionalidad, lo que supone, 
en todo caso, la ejecución de un hecho típico y antijurídico; que 
existe una desproporción en cuanto a la imposición de la sanción. 
Además, la sentencia no explicó cuáles fueron los parámetros 
que se utilizaron para determinar una condena de Trescientos 
Ochenta Mil Pesos (RD$380,000.00), ya que al imponer este tipo 
de pena se está transgrediendo el principio de proporcionalidad y 
razonabilidad y consecuentemente se está causando una violación 
al debido proceso”;

Considerando, que la Corte a-qua para fallar en la forma en 
que lo hizo dio por establecido lo siguiente: “Que conforme 
los criterios vertidos por el Juzgador a-quo, la declaratoria de 
culpabilidad del imputado devino como consecuencia de haber 
valorado los siguientes hechos y circunstancias del proceso: a) 
Que el accidente de tránsito que nos ocupa aconteció en horas del 
día, del 27 de noviembre del 2007, en la carretera principal que 
conduce de la sección de Masipedro, entre los vehículos placas 
L024114, propiedad de Distribuidora 2000, asegurado en la 
compañía de seguros, Universal de Seguros, S. A., que conducía el 
imputado José Manuel Guerrero Romero, de oeste a este y al llegar 
frente a la ferretería Romano, colisionó con la motocicleta chasis 
No. LLCJJPP2096EO16885, que conducía Juan Santos Plasencia. 
Como consecuencia del accidente de marras el conductor de la 
motocicleta resultó con heridas curables en 120 días, en tanto 
que su motocicleta resultó parcialmente destruida; b) Que el 
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accidente en cuestión aconteció en una pronunciada curva de 
dicha carretera, que a decir del imputado José Manuel Guerrero 
Romero, conocía que dicha vía poseía diferentes curvas, por lo que 
“cuando uno va a coger una curva hay que ampliarla, porque sino 
la cama cierra un poco, cuando yo venía no me lo permitió ver el 
que venía porque es una curva”; que en su testimonio la víctima 
manifestó que el accidente aconteció en la curva que denominan 
“curva de la muerte”, en la sección de Los Arroces, Bonao, “el 
camión me agarró cuando yo iba a empezar a coger la curva, caí 
dentro de unos alambres, él venía de frente y yo lo evadí”; c) Que 
esas declaraciones constituyeron medios probatorios suficientes 
para declarar la responsabilidad penal del imputado, toda vez 
que de su propia declaraciones se pudo derivar que asumía que 
no vio al motorista al momento de tomar la curva, que admite 
que para tomar una curva hay que ampliarla porque sino la cama 
cierra un poco, hecho que admite que no pudo hacerlo, por lo 
que le cerró el paso al motorista, momento en que se produjo la 
colisión. Que esos hechos convertían al imputado en penalmente 
responsable de la ocurrencia del accidente, por el que el Juzgador 
le atribuyó el autor material único de dicho accidente de tránsito. 
Que como bien fue establecido, la decisión del Tribunal a-quo 
devino de la valoración íntegra de todos hechos sometidos al 
contradictorio, por lo que es inexistente el vicio denunciado, ya 
que si bien sólo hubo dos declaraciones, la del imputado José 
Manuel Guerrero Romero y la del ofendido Juan Santos Plasencia 
Florentino, en la declaración del imputado subyace una implícita 
confesión de responsabilidad, cuando admite que al conducir su 
camión intentando tomar una curva, no pudo hacerlo de manera 
“ampliada”, o sea, con un margen posible que no impida la 
circulación de los demás vehículos que transitan en vía contraria, 
que en efecto fue lo que sucedió, pues sin ambages admite que 
no pudo ver al motorista que se desplaza en sentido contrario 
al suyo, por lo que la víctima refrenda esta declaración cuando 
en su atestación en el juicio dijo “el camión me cerró el paso, 
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caí en unos alambres”. En cuanto a que el Juzgador valoró las 
declaraciones del imputado dadas en sede policial, al respecto es 
dable significar que las declaraciones que figuran en el acta policial 
fueron las mismas que declaró el imputado al ser interrogado 
en juicio, por lo que no existiendo contrariedad entre dichas 
declaraciones, lo procedente es rechazar el medio propuesto por 
el recurrente… que en torno al segundo medio propuesto por los 
recurrentes, podría poseer razón la defensa de los recurrentes en 
este reproche, si durante el conocimiento y celebración del juicio, 
se hubiese demostrado que, efectivamente, la víctima no tenía 
puesto su casco protector, que la misma estuvo contraviniendo la 
norma al no contar al momento de conducir su motocicleta, con 
el casco que le hubiese protegido del golpe que le produjo “trauma 
cráneo encefálico moderado. Conmoción cerebral”, golpes que 
por demás parecen ser lo de mayor consideración, pues los 
demás golpes consistieron en “trauma contuso y hematoma en 
muslo izquierdo. Trauma cerrado del tórax, herida en antebrazo 
izquierdo y abrasiones en distintas partes del cuerpo”, conforme 
al certificado médico del legista que estimó que las mismas eran 
curables en 120 días. En virtud de que el aspecto nodal de este 
pedimento consistía en que era un hecho no controvertido, que 
la víctima al momento de acontecer el accidente no tenía puesto 
su casco, pero dado el hecho de que en justicia todo el que alega 
una falta, le corresponde demostrarla, o lo que es lo mismo, “el 
que reclama la ejecución de una obligación, debe probarla”, y la 
defensa no ha indicado cuándo o cómo ha quedado demostrado 
que la víctima no tenía puesto el casco protector, es en razón de 
lo señalado que es procedente rechazar el medio propuesto por 
improcedente e infundado…”;

Considerando, que de lo expuesto por la Corte a-qua, en torno 
a determinar la responsabilidad penal del hecho, se advierte que 
ésta no brinda motivos suficientes; toda vez que, la conducta de la 
víctima es un elemento fundamental de la prevención y los jueces 
del fondo están en la obligación de explicar en sus sentencias 
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la conducta observada por ésta, y si ha incidido o no en la 
realización del daño, y de admitirse esa incidencia establecer su 
proporción, pues cuando la falta de la víctima concurre con la del 
prevenido, los jueces del fondo están obligados a tomar en cuenta 
la incidencia de dicha falta del agraviado sobre la responsabilidad 
civil, y fijar el monto de la indemnización del perjuicio a reparar 
por el demandado en proporción a la gravedad respectiva de las 
faltas;

Considerando, que era una obligación de la Corte a-qua 
examinar los hechos antes indicados para establecer la relación 
de causa a efecto entre la falta cometida y el daño causado; que, 
además, se impone aplicar el sentido de la proporcionalidad entre 
la indemnización que se acuerde en favor de las víctimas y la 
gravedad del daño recibido por éstas, puesto que si bien es cierto, 
en principio, que los jueces del fondo tienen un poder soberano 
para establecer los hechos constitutivos del daño y fijar su cuantía, 
ese poder no puede ser tan absoluto que llegue a consagrar 
una iniquidad o arbitrariedad y sin que las mismas puedan ser 
objeto de críticas por parte de la Suprema Corte de Justicia, y 
como ámbito de ese poder discrecional que tienen los jueces, se 
ha consagrado que las indemnizaciones deben ser razonables 
en cuanto a la gravedad de la falta cometida y acordes con la 
magnitud del daño recibido; por lo tanto, procede declarar con 
lugar el presente recurso de casación, sin necesidad de examinar 
todos los planteamientos denunciados por los recurrentes;

Considerando, que cuando la sentencia es casada por la 
inobservancia de reglas procesales cuyo cumplimiento esté cargo 
de los jueces, las costas pueden ser compensadas; 

Considerando, que en la deliberación y votación del 
conocimiento del presente proceso participaron los Magistrados 
cuyos nombres figuran en el encabezado y al final de la decisión; 
sin embargo, en el día de hoy el Magistrado Edgar Hernández 
Mejía, se encuentra imposibilitado de firmar la misma debido 
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a que está de vacaciones; por lo que de conformidad con lo 
dispuesto por el artículo 334 numeral 6 del Código Procesal Penal 
esta sentencia vale sin su firma.

Por tales motivos, Primero: Admite como interviniente a Juan 
Santos Placencia Florentino en el recurso de casación interpuesto 
por José Manuel Guerrero Romero, Distribuidora 2000, S. A., 
y Universal de Seguros, S. A., contra la sentencia dictada por la 
Cámara Penal de la Corte de Apelación del Departamento Judicial 
de La Vega el 12 de septiembre del 2008, cuyo dispositivo se 
encuentra copiado en parte anterior del presente fallo; Segundo: 
Declara con lugar dicho recurso de casación, en consecuencia, 
casa la referida sentencia y ordena el envío del presente proceso 
judicial por ante la Cámara Penal de la Corte de Apelación del 
Departamento Judicial de San Francisco de Macorís, a fin de 
que realice una nueva valoración de los méritos del recurso de 
apelación; Tercero: Compensa las costas.

Firmado: Julio Ibarra Ríos, Dulce Ma. Rodríguez de Goris 
y Víctor José Castellanos Estrella. Grimilda Acosta, Secretaria 
General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los señores 
Jueces que figuran en su encabezamiento, en la audiencia pública 
del día, mes y año en él expresados, y fue firmada, leída y publicada 
por mí, Secretaria General, que certifico.
www.suprema.gov.do



SENTENCIA DEL 18 DE MARZO DE 2009, NÚM. 20
Sentencia impugnada:	 Cámara Penal de la Corte de Apelación de 

San Pedro de Macorís, del 7 de septiembre 
del 2006.

Materia:	 Criminal.
Recurrente:	 Orlando Contreras.
Abogada:	 Dra. Orfa Cecilia Charles Ledesma.

 
Dios, Patria y Libertad

República Dominicana

En Nombre de la República, la Cámara Penal de la Suprema 
Corte de Justicia, regularmente constituida por los Jueces Hugo 
Álvarez Valencia, Presidente; Julio Ibarra Ríos, Dulce Ma. 
Rodríguez de Goris y Víctor José Castellanos Estrella, asistidos 
de la Secretaria General, en la Sala donde celebra sus audiencias, 
en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, 
hoy 18 de marzo del 2009, años 166° de la Independencia y 146° 
de la Restauración, dicta en audiencia pública, como Corte de 
Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Orlando 
Contreras, haitiano, mayor de edad, soltero, obrero, no porta 
cédula de identidad, domiciliado y residente en la calle 9, No. 22 
del barrio 24 de Abril de la ciudad de San Pedro de Macorís, 
imputado, contra la sentencia dictada por la Cámara Penal de la 
Corte de Apelación del Departamento Judicial de San Pedro de 
Macorís el 7 de septiembre del 2006, cuyo dispositivo se copia 
más adelante; 

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
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Oído a la Licda. Johanny Castillo, en representación de la 
Licda. Orfa Cecilia Charles Ledesma, defensoras públicas, en la 
lectura de sus conclusiones, actuando a nombre y representación 
del recurrente; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la 
República; 

Visto el escrito motivado suscrito por la Dra. Orfa Cecilia 
Charles Ledesma, en representación del recurrente, depositado 
el 22 de septiembre del 2007, en la secretaría de la Corte a-qua, 
fundamentando dicho recurso;

Visto la resolución de la Cámara Penal de la Suprema Corte 
de Justicia del 23 de diciembre del 2008, que declaró admisible 
el recurso de casación citado precedentemente, fijando audiencia 
para conocerlo el 4 de febrero del 2009; 

Visto la Ley No. 25 de 1991, modificada por la Ley No. 156 
de 1997; 

La Cámara Penal de la Suprema Corte de Justicia después de 
haber deliberado, y vistos los artículos 65 y 70 de la Ley sobre 
Procedimiento de Casación; 393, 399, 400, 418, 419, 420, 421, 
422, 425, 426 y 427 del Código Procesal Penal, la Ley No. 278-04 
sobre Implementación del Proceso Penal, instituido por la Ley 
No. 76-02 y la Resolución 2529-2006, dictada por la Suprema 
Corte de Justicia, el 31 de agosto del 2006; 

Considerando, que en la decisión impugnada y en los 
documentos que en ella se refieren, son hechos constantes los 
siguientes: a) que el 9 de julio del 2005, el Magistrado Procurador 
Fiscal Adjunto del Distrito Judicial de San Pedro de Macorís, realizó 
formal acusación contra Orlando Contreras, por el hecho de que 
éste el 25 de febrero del 2005, penetró a la vivienda de la menor A. 
E. H., tapándole la boca con las manos y luego violarla sexualmente, 
y posteriormente emprender la huida, siendo identificado después 
por dicha menor; b) que para la instrucción del proceso fue 
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apoderado el Juzgado de la Instrucción del Distrito Judicial de 
San Pedro de Macorís, el cual emitió auto de apertura a juicio el 27 
de julio del 2005, enviando al tribunal criminal a dicho imputado, 
por violación de los artículos 330 y 331 del Código Penal; c) que 
para el conocimiento del fondo del asunto fue la Cámara Penal del 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de San Pedro 
de Macorís, la cual dictó sentencia el 20 de septiembre del 2005, 
cuyo dispositivo es el siguiente: “PRIMERO: Se declara culpable 
al imputado Orlando Contreras, haitiano, mayor de edad, 22 años, 
soltero, Trab. construcción, no porta cédula, domiciliado en el 
Bo. 24 de Abril calle Nueve (9) No. 24, San Pedro de Macorís, 
de violar las disposiciones de los artículos 330 y 331 del Código 
Penal Dominicano, modificado por la Ley 24-97, en perjuicio de 
la menor A. E. H. C.; SEGUNDO: En consecuencia se condena 
a Orlando Contreras, a veinte (20) años de reclusión mayor y al 
pago de una multa de Doscientos Mil Pesos (RD$200,000.00); 
TERCERO: Se condena al pago de las costas penales”; d) 
que con motivo del recurso de alzada interpuesto intervino la 
decisión ahora impugnada, dictada por la Cámara Penal de la 
Corte de Apelación del Departamento Judicial de San Pedro de 
Macorís el 7 de septiembre del 2006, cuyo dispositivo reza como 
sigue: “PRIMERO: Declara sin lugar el recurso de apelación 
interpuesto en fecha 28 de septiembre del 2005, por el imputado 
Orlando Contreras, en contra de la sentencia No. 60-2005, de 
fecha 20 de septiembre del 2005, dictada por la Magistrada Juez 
de la Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de San Pedro de Macorís, por improcedente, infundado y 
carente de base legal; SEGUNDO: Confirma en todas sus partes 
la decisión recurrida, por ser justa y reposar sobre base legal; 
TERCERO: Condena al imputado al pago de las costas penales 
de su recurso”;

Atendido, que en su recurso de casación el recurrente Orlando 
Contreras, invoca los siguientes medios: “Primer Medio: La falta, 
contradicción o ilogicidad manifiesta en la sentencia, o cuando 
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ésta se funde en pruebas obtenidas ilegalmente o incorporadas 
ilegalmente o con violación a los principios del juicio oral; 
Segundo Medio: Sentencia manifiestamente infundada”;

Atendido, que el recurrente, esgrime en sus medios, en síntesis, 
lo siguiente: “Es ilógico que la Corte manifieste que hizo un examen 
minucioso de la sentencia y que no estableciera, las razones por 
las cuales entiende que el imputado es responsable penalmente. Es 
la función de la Corte de Apelación al momento de declarar un 
recurso con lugar, especificar sobre las bases de hechos ya fijados 
en la sentencia recurrida, dejando bien establecidos los hechos en 
derecho que llevaron a los juzgadores a establecer su decisión”; 

Considerando, que la Corte a-qua para fundamentar su 
sentencia expuso los siguientes argumentos: “a) Que la parte 
recurrente alega en defensa del imputado violación a los artículos 
95 en sus numerales 2 y 4, 166 y 167 del Código Procesal Penal, 
sin indicar con fundamentos jurídicos convincentes mediante 
las pruebas condignas tales violaciones; b) Que del análisis y 
ponderación de la sentencia recurrida se establece sin esfuerzo 
alguno que contiene los motivos y fundamentos necesarios para 
sostener su dispositivo; c) Que asimismo esta Corte sometió a un 
estudio minucioso el expediente de que se trata, estableciendo que 
durante todo el proceso fueron observadas escrupulosamente las 
garantías de los derechos del imputado, por lo cual carecen de 
fundamentos los alegatos de la defensa”; 

Considerando, que aun cuando la Corte a-qua declaró sin lugar 
el recurso de apelación del hoy recurrente, por éste no fundamentar 
las violaciones que alega posee la sentencia de primer grado, del 
examen de la sentencia impugnada se revela que la Corte a-qua 
al momento de motivar su decisión lo hizo de manera precisa y 
concisa, y respetando los derechos fundamentales del imputado; 
siendo en el caso de que se trata, el único aspecto censurable, el 
relativo al monto de las sanciones penales impuestas en contra del 
recurrente, como derivación de la manera y circunstancias en que 
se desarrollaron los hechos delictivos;
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Considerando, que en este sentido, esta Cámara Penal de la 
Suprema Corte de Justicia, actuando como Corte de Casación, en 
virtud de lo dispuesto por el artículo 422.2.1 del Código Procesal 
Penal, aplicado por analogía, según lo prevé el artículo 427 del 
citado Código, procede a dictar directamente su propia sentencia 
sobre la base de las comprobaciones de hecho fijadas por la 
jurisdicción de fondo; en consecuencia, procede variar la sanción 
impuesta contra el imputado recurrente, por la de quince (15) 
años de reclusión mayor, por ser esta pena más proporcional y 
cónsona con los hechos cometidos.

Por tales motivos, Primero: Declara con lugar el recurso de 
casación interpuesto por Orlando Contreras, contra la sentencia 
dictada por la Cámara Penal de la Corte de Apelación del 
Departamento Judicial de San Pedro de Macorís el 7 de septiembre 
del 2006, cuyo dispositivo se copia en parte anterior del presente 
fallo; Segundo: Modifica la pena impuesta y procede a fijar 
en quince (15) años de reclusión mayor la sanción que deberá 
cumplir Orlando Contreras; Segundo: Compensa las costas.

Firmado: Hugo Álvarez Valencia, Julio Ibarra Ríos, Dulce Ma. 
Rodríguez de Goris y Víctor José Castellanos Estrella. Grimilda 
Acosta, Secretaria General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los señores 
Jueces que figuran en su encabezamiento, en la audiencia pública 
del día, mes y año en él expresados, y fue firmada, leída y publicada 
por mí, Secretaria General, que certifico.
www.suprema.gov.do
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SENTENCIA DEL 18 DE MARZO DE 2009, NÚM. 21
Sentencia impugnada:	 Tercera Sala de la Cámara Penal de la Corte 

de Apelación del Distrito Nacional, del 3 de 
septiembre del 2008.

Materia:	 Correccional.
Recurrente:	 Joselito Martínez Lazala.
Abogado:	 Lic. Luis Adolfo Arias Mejía.
Interviniente:	 Eduard Alexander Nin de la Rosa.
Abogados:	 Dr. José Eneas Núñez Fernández y la Licda. 

Isabel Paredes de los Santos.

 
Dios, Patria y Libertad

República Dominicana

En Nombre de la República, la Cámara Penal de la Suprema 
Corte de Justicia, regularmente constituida por los Jueces Hugo 
Álvarez Valencia, Presidente; Julio Ibarra Ríos, Dulce Ma. 
Rodríguez de Goris y Víctor José Castellanos Estrella, asistidos 
de la Secretaria General, en la Sala donde celebra sus audiencias, 
en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, 
hoy 18 de marzo del 2009, años 166° de la Independencia y 146° 
de la Restauración, dicta en audiencia pública, como Corte de 
Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Joselito Martínez 
Lazala, dominicano, mayor de edad, cédula de identidad y electoral 
No. 001-0286305-7, imputado y civilmente demandado, por sí y 
en representación de A & J Decoraciones y Construcciones, C. 
por A., RNC No. 1-01-87554-2, entidad comercial constituida 
y organizada conforme a las leyes de la República Dominicana, 
con domicilio y asiento social en la Ave. 27 de Febrero No. 313, 
3er. Piso, del ensanche Evaristo Morales de esta ciudad, contra 
la sentencia dictada por la Tercera Sala de la Cámara Penal de la 
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Corte de Apelación del Distrito Nacional el 3 de septiembre del 
2008, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la 
República;

Visto el escrito motivado suscrito por el Lic. Luis Adolfo Arias 
Mejía, a nombre y representación de Joselito Martínez Lazala y 
A & J Decoraciones y Construcciones, C. por A., depositado el 
17 de octubre del 2008, en la secretaría de la Cámara Penal de 
la Corte de Apelación del Distrito Nacional, mediante el cual 
interponen dicho recurso de casación;

Visto el escrito de intervención interpuesto por el Dr. José 
Eneas Núñez Fernández y la Licda. Isabel Paredes de los Santos, 
a nombre y representación de Eduard Alexander Nin de la Rosa, 
depositado el 28 de octubre del 2008, en la secretaría de la Cámara 
Penal de la Corte de Apelación del Distrito Nacional;

Visto la resolución dictada por esta Cámara Penal de la 
Suprema Corte de Justicia el 12 de diciembre del 2008, que declaró 
admisible el recurso de casación interpuesto por los recurrentes 
Joselito Martínez Lazala y A & J Decoraciones y Construcciones, 
C. por A., y fijó audiencia para conocerlo el 4 de febrero del 2009;

Visto la Ley No. 25 de 1991, modificada por la Ley No. 156 
de 1997; 

La Cámara Penal de la Suprema Corte de Justicia después de 
haber deliberado, y vistos los artículos 393, 394, 397, 399, 400, 
418, 419, 420, 421, 422, 425, 426 y 427 del Código Procesal Penal; 
65 y 70 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; la Ley No. 
2859, sobre Cheques en la República Dominicana; la Ley No. 
278-04 sobre Implementación del Proceso Penal, y la Resolución 
2529-2006, dictada por la Suprema Corte de Justicia, el 31 de 
agosto del 2006;
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Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
documentos que en ella se refieren, son hechos constantes los 
siguientes: a) que el 29 de abril del 2008, Eduard Alexander 
Nin de la Rosa presentó querella con constitución en actor civil 
en contra de Joselito Martínez Lazala y A & J Decoraciones y 
Construcciones, C. por A., por violación a la Ley No. 2859, sobre 
Cheques; b) que para el conocimiento del fondo del asunto fue 
apoderada la Segunda Sala de la Cámara Penal del Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Nacional, la cual dictó sentencia el 
21 de julio del 2008, cuya parte dispositiva expresa: “PRIMERO: 
Rechaza el incidente presentado por el abogado del imputado por 
ante la secretaría del tribunal en fecha 29 de mayo del 2008, y 
diferido mediante auto No. 202-2008, de fecha 10 de junio del 
2008, consistente en que se ordene la extinción de la acción penal, 
toda vez que el artículo 52 de la Ley No. 2859 sobre Cheques, 
establece que la prescripción es de seis (6) meses, y los cheques 
Nos. 000547 y 000548 de fecha 31 de octubre del 2007 y 30 de 
noviembre del 2007, fueron protestados en fecha 4 de marzo del 
2008, lo que significa que están dentro del plazo del artículo 52 de 
la ley supra indicada; SEGUNDO: Declara al nombrado Joselito 
Martínez Lazala, de generales que constan, culpable de violar el 
artículo 66 literal a, de la Ley 2859 sobre Cheques, modificada 
por la Ley 62-00, que tipifica el delito de emisión de cheque sin 
la debida provisión de fondos, en perjuicio del señor Eduard 
Alexander Nin de la Rosa, en consecuencia, se le condena a seis 
(6) meses de prisión correccional y al pago de una multa de Dos 
Mil Pesos (RD$2,000.00), así como a la restitución del importe 
de los cheques objeto de la presente demanda, ascendente a 
un monto de Ciento Sesenta Mil Ochocientos Ochenta Pesos 
(RD$160,880.00); TERCERO: En cuanto a la forma, se declara 
buena y válida la constitución en parte civil, interpuesta por 
el señor Eduard Alexander Nin de la Rosa, por intermedio de 
sus abogados Licda. Isabel Paredes de los Santos y el Dr. José 
Eneas Núñez Fernández; CUARTO: En cuanto al fondo de 
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dicha constitución, condena al señor Joselito Martínez Lazala, 
en su propia persona y en calidad de presidente de la entidad 
comercial A & J Decoraciones y Construcciones, C. por A., al 
pago de la suma de Noventa Mil Pesos (RD$90,000.00), a favor 
y provecho del señor Eduard Alexander Nin de la Rosa, como 
justa indemnización por los daños materiales ocasionados por 
la emisión de los cheques Nos. 000547 y 000548 de fecha 31 
de octubre del 2007 y 30 de noviembre del 2007; QUINTO: 
Condena al señor Joselito Martínez Lazala, en su propia 
persona y en calidad se presidente de la entidad comercial A & J 
Decoraciones y Construcciones, C. por A., al pago de las costas 
civiles del procedimiento, ordenando su distracción a favor y 
provecho de los abogados concluyentes Licda. Isabel Paredes 
de los Santos y el Dr. José Eneas Núñez Fernández; SEXTO: 
Fija la lectura íntegra de la presente sentencia para el día que 
contaremos a 21 de julio del 2008, a la una de la tarde (1:00 P. M.), 
valiendo notificación para las partes presentes y representadas”; 
c) que dicha decisión fue recurrida en apelación por Joselito 
Martínez Lazala y A & J Decoraciones y Construcciones, C. 
por A., siendo apoderada la Tercera Sala de la Cámara Penal 
de la Corte de Apelación del Distrito Nacional, la cual dictó 
la sentencia objeto del presente recurso de casación, el 3 de 
septiembre del 2008, cuyo dispositivo establece lo siguiente: 
“PRIMERO: Rechaza el recurso de apelación interpuesto por 
el Lic. Luis Adolfo Arias Mejía, quien asiste en sus medios de 
defensa al señor Joselito Martínez Lazala y a la razón social A 
& J Decoraciones y Construcciones, C. por A., imputados, en 
fecha 28 de julio del 2008, contra la sentencia No. 111-2008, 
de fecha 21 de julio del 2008, dictada por la Segunda Sala de 
la Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Nacional; SEGUNDO: Confirma en todas sus partes la 
sentencia No. 111-2008, de fecha 21 de julio del 2008, dictada 
por la Segunda Sala de la Cámara Penal del Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Nacional, objeto del presente recurso; 
TERCERO: Condena al recurrente señor Joselito Martínez 
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Lazala y a la razón social A & J Decoraciones y Construcciones, 
C. por A., al pago de las costas del procedimiento; CUARTO: 
Ordena la notificación de la presente sentencia a todas las partes 
del proceso, imputado señor Joselito Martínez Lazala, persona 
civilmente responsable A & J Decoraciones y Construcciones, 
C. por A., y querellante constituido en actor civil señor Eduard 
Alexander Nin de la Rosa”;

Considerando, que los recurrentes Joselito Martínez Lazala y 
A & J Decoraciones y Construcciones, C. por A., por medio de su 
abogado, proponen contra la sentencia impugnada, lo siguiente: 
“Único Medio: Desnaturalización de los hechos y errónea 
aplicación de la Ley”;

Considerando, que los recurrentes en el desarrollo de su 
medio de casación, alegan en síntesis, lo siguiente: “En el presente 
proceso se trata de violación a la ley desde el principio, ya que el 
Tribunal ha desnaturalizado los hechos, en el sentido siguiente: 
Ha establecido la Corte a-qua que las acciones contenidas en el 
artículo 29 de la Ley 2869 son vinculantes respecto de las partes 
actoras en el cambio de cheques, y que no tiene que ver con la 
acción penal, pero cierto es que los jueces deben ser garantes de 
que las prescripciones legales sean cumplidas, sino entraríamos 
en un proceso en que el más fuerte prevalecería, ya que no sería 
necesario cumplir con las leyes. La Corte a-qua estableció con 
criterio jurisprudencial en su sexto considerando, que no es 
necesaria la existencia del protesto para el ejercicio de la acción 
penal, y eso es cierto, desde siempre, pero en el caso de la especie 
se incoa una acción a través del protesto de cheque y no se ha 
invocado el ejercicio de la acción penal por sí misma, como debió 
hacerlo el actor civil, y al no hacerlo ha elegido la vía en que era 
necesaria la existencia del protesto de cheque, y por cuanto debían 
ser cumplidos todos los lineamientos, plazos y exigencias que la 
ley de cheque prescribía. Hay desnaturalización de los hechos 
porque la Corte a-qua ha establecido hechos que no existían en 
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la causa, puesto que este proceso se interpuso a la luz de la Ley 
2869 y no se ejerció la acción penal en virtud de artículo 405 del 
Código Penal, como debió haberlo hecho el actor civil, en cuyo 
caso sería correcta la aplicación de la norma hecha por la Corte 
a-qua, pero en el caso de la especie no puede aplicarse la norma de 
esa manera, ya que cada caso tiene su particularidad que lo hace 
diferente de los demás, y por tanto el tratamiento no debe ser el 
mismo, y en el caso de la especie mal podría reconocerse violación 
a las disposiciones legales y luego querer beneficiar a la parte que 
ha violentado disposiciones legalmente establecidas. Asimismo, 
ha establecido la Corte a-qua que se encontraba imposibilitada 
de valorar el hecho de que los cheques fueron presentados o no 
dentro de los plazos establecidos por la Ley para su pago, pero 
lo cierto es que el fardo de esa prueba está a cargo del actor civil, 
y nunca lo hizo, y por ello, quedó establecido que nunca fueron 
presentados los cheques para su pago, por lo cual en este sentido 
la norma tampoco fue interpretada correctamente, por lo cual 
procede que la sentencia debe ser casada”;

Considerando, que la Corte a-qua para fallar en la forma en 
que lo hizo, dio por establecido lo siguiente: “Que en relación 
al pedimento incidental que hace la defensa del imputado Sr. 
Joselito Martínez Lazala, representante de la entidad comercial A 
& J Decoraciones y Construcciones, C. por A., sobre declarar la 
extinción de la acción penal debido al vencimiento del plazo para 
la presentación de los cheques; con relación a este pedimento 
entendemos prudente mencionar el artículo 52 de la Ley 2859, 
sobre Cheques, el cual establece: “Las acciones del tenedor en 
recurso contra los endosantes, el librador y los otros obligados 
prescriben en el término de seis (6) meses contados desde la 
expiración del plazo de presentación del cheque”; por lo que el 
tribunal es de criterio que los actos emitidos por la parte querellante 
contentivo de protesto de cheque y comprobación de fondos, el 
primero de fecha cuatro (4) de marzo del año dos mil ocho (2008) 
y el otro de fecha primero (1) de abril del dos mil ocho (2008); 
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los mismos están realizados acorde al plazo de los seis (6) meses 
que establece el artículo mencionado ut supra y por lo tanto es 
primario rechazar dicha solicitud, en virtud del artículo 52 de la 
Ley 2859, sobre Cheques. Que del análisis de los documentos y 
piezas que obran en el expediente como elementos de convicción 
este tribunal ha podido constatar los siguientes hechos: 1) Que el 
imputado Sr. Joselito Martínez Lazala, representante de la entidad 
comercial A & J Decoraciones y Construcciones, C. por A., libró 
a la orden del Sr. Eduard Alexander Nin de la Rosa, los cheques 
Nos. 000547 y 000548 de fecha treinta y uno (31) de octubre del 
año dos mil siete (2007) y treinta (30) de noviembre del año dos 
mil siete (2007), cada uno por valor de Ochenta Mil Cuatrocientos 
Cuarenta Pesos Oro Dominicanos (RD$80,440.00), los dos por 
un monto total de Ciento Sesenta Mil Ochocientos Ochenta y 
Ocho Pesos Oro Dominicanos (RD$160,888.00) (Sic); 2) que 
al ser mostrados dichos cheques por ante la entidad bancaria 
Banco de Reservas de la República Dominicana, se estableció que 
los mismos carecían de fondos; 3) Que siendo dichos cheques 
protestados, según Acto de Protesto de Cheque No. 310/2008, 
de fecha cuatro (4) de marzo del año dos mil ocho (2008), se le 
otorgó un plazo de dos días francos a fin de que depositara los 
fondos, lo cual no se cumplió en el plazo pre-indicado, según fue 
demostrado mediante el Acto No. 484/2008, de fecha primero (1) 
de abril del año dos mil ocho (2008), contentivo de Reiteración 
de Protesto o Comprobación de Fondos; por lo que es criterio de 
este tribunal que la responsabilidad penal del Sr. Joselito Martínez 
Lazala, representante de la entidad comercial A & J Decoraciones 
y Construcciones, C. por A., se encuentra comprometida… 
que por todo lo antes expuesto se configura en contra del Sr. 
Joselito Martínez Lazala, representante de la entidad comercial 
A & J Decoraciones y Construcciones, C. por A., el delito de 
emisión de cheque sin provisión de fondos, en perjuicio del Sr. 
Eduard Alexander Nin de la Rosa, hecho previsto y sancionado 
por las disposiciones del artículo 66 literal a, de la Ley 2859 sobre 
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Cheques en la República Dominicana, modificada por la Ley 62-
00, por lo que procede condenar al mismo a una pena de seis (6) 
meses de prisión correccional y a una multa de Dos Mil Pesos 
Oro Dominicanos (RD$2,000.00), así como la restitución del 
importe de los cheques objetos del presente proceso, ascendente 
a un monto total de Ciento Sesenta Mil Ochocientos Ochenta 
y Ocho Pesos Dominicanos (RD$160,888.00) (Sic); lo que hace 
determinar que es una pena justa y razonable para castigar el 
delito cometido por el procesado”; 

Considerando, que ciertamente, tal y como esgrimen los 
recurrentes, la Corte a-qua incurrió en errónea interpretación 
de la Ley 2859, sobre Cheques, toda vez que debió observar las 
disposiciones del artículo 29 de dicha ley, el cual establece que 
los cheques emitidos y pagaderos en la República Dominicana, 
como en la especie, tienen un plazo de dos (2) meses contados 
a partir de la fecha de su emisión para ser presentados para su 
pago, estableciendo además que de no cumplirse con este plazo 
el tenedor perdería los recursos a que se refiere el artículo 40 de 
dicha ley, el cual a su vez indica lo siguiente: “El tenedor puede 
ejercer sus recursos contra los endosantes, el librado y los otros 
obligados si el cheque presentado dentro del plazo legal no ha 
sido pagado, o no ha sido pagado sino parcialmente y si la falta 
de pago se ha hecho constar por acto auténtico (protesto)”; 
asimismo el artículo 41 establece que el protesto debe hacerse 
antes de que expire el término de presentación del cheque, todo 
lo cual resulta ser previo a la disposición de los seis (6) meses que 
consagra el artículo 52 de la indicada ley;

Considerando, por la economía procesal, esta Cámara Penal 
de la Suprema Corte de Justicia, procede a dictar directamente la 
solución del caso, de conformidad con lo pautado por el artículo 
422.2.1 del Código Procesal Penal, aplicable por analogía, según 
lo prevé el artículo 427 del indicado Código;
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Considerando, que el examen de la sentencia impugnada y los 
documentos del expediente revelan que los cheques objetos de la 
litis fueron expedidos por la parte recurrente a favor de Eduard 
Alexander Nin de la Rosa en fechas 31 de octubre del 2007 y 
30 de noviembre del 2007, cada uno por valor de Ochenta Mil 
Cuatrocientos Cuarenta Pesos (RD$80,440.00), los cuales fueron 
protestados en fecha 4 de marzo del 2008, habiendo el banco 
rehusado su pago por “no tener fondos”; en consecuencia, el 
protesto fue realizado luego de haberse vencido ventajosamente 
el plazo de dos (2) meses para su presentación;

Considerando, que el protesto realizado en el tiempo 
establecido en el artículo 40 de la Ley de Cheques núm. 2859, 
de 1951, es condición sine qua non para caracterizar el delito de 
emisión de cheques sin provisión de fondos, sancionado por el 
artículo 66 de la misma ley; 

Considerando, que la falta de protesto del cheque conforme 
a la Ley de Cheques núm. 2859 de 1951, modificada por la Ley 
núm. 62-00, conlleva que el tenedor del cheque pierda el derecho 
a perseguir por la vía penal al librador del efecto por el delito de 
emisión de cheque sin la debida provisión de fondos, aún haya 
sido demostrada la mala fe del girador que a sabiendas emite un 
cheque sin los fondos necesarios; pues hay que diferenciar entre 
la acción que puede ser ejercida en contra del librador por la vía 
penal, la cual debe estar regida conforme a las reglas establecidas 
en la ley sobre la materia y la acción civil derivada de la falta de 
pago del cheque;

Considerando, que de lo antes expuesto queda comprobado 
que dicho cheque fue presentado y protestado fuera del plazo de 
los dos (2) meses a que se refiere el artículo 41 de la mencionada 
ley, que, en tales condiciones, no procede la acción penal contra 
el librador, aunque se haya librado sin tener fondos para cubrirlo, 
porque su obligación de pagar el cheque por esta vía se extinguió, 
al tenor de las legislaciones mencionadas, por lo que no puede ser 
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pasible de ser condenado por violación a dicha ley, siendo oportuno 
realizar el cobro de la deuda por otra instancia; por consiguiente, 
procede acoger el medio planteado por los recurrentes; 

Considerando, que cuando la sentencia es casada por la 
inobservancia de reglas procesales cuyo cumplimiento esté cargo 
de los jueces, las costas pueden ser compensadas. 

Por tales motivos, Primero: Admite como interviniente 
a Eduard Alexander Nin de la Rosa en el recurso de casación 
interpuesto por Joselito Martínez Lazala y A & J Decoraciones 
y Construcciones, C. por A., contra la sentencia dictada por la 
Tercera Sala de la Cámara Penal de la Corte de Apelación del 
Distrito Nacional el 3 de septiembre del 2008, cuyo dispositivo se 
encuentra copiado en parte anterior del presente fallo; Segundo: 
Declara con lugar el indicado recurso y anula totalmente la 
decisión, dictando directamente la sentencia y pronuncia el 
descargo puro y simple del recurrente de violar el artículo 66 
literal a, de la Ley de Cheques núm. 2859 de 1951, modificada 
por la Ley núm. 62-00; por las razones expuestas anteriormente; 
Tercero: Compensa las costas.

Firmado: Hugo Álvarez Valencia, Julio Ibarra Ríos, Dulce Ma. 
Rodríguez de Goris y Víctor José Castellanos Estrella. Grimilda 
Acosta, Secretaria General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los señores 
Jueces que figuran en su encabezamiento, en la audiencia pública 
del día, mes y año en él expresados, y fue firmada, leída y publicada 
por mí, Secretaria General, que certifico.
www.suprema.gov.do
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SENTENCIA DEL 18 DE MARZO DE 2009, NÚM. 22
Sentencia impugnada:	 Cámara Penal de la Corte de Apelación de 

Santiago, del 20 de agosto de 2008.
Materia:	 Correccional.
Recurrentes:	 Cristóbal Ochoa Ramos y compartes.
Abogados:	 Licdos. Rafael Felipe Echavarría y Robert 

Vargas.
Interviniente:	 Banco de Ahorro y Crédito de Las 

Américas, S. A.
Abogados:	 Licdos. Jorge Luis Polanco Rodríguez y José 

Rafael García Hernández.

 
Dios, Patria y Libertad

República Dominicana
En Nombre de la República, la Cámara Penal de la Suprema 

Corte de Justicia, regularmente constituida por los Jueces Hugo 
Álvarez Valencia, Presidente; Julio Ibarra Ríos, Dulce Ma. 
Rodríguez de Goris y Víctor José Castellanos Estrella, asistidos 
de la Secretaria General, en la Sala donde celebra sus audiencias, 
en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, 
hoy 18 de marzo de 2009, años 166° de la Independencia y 146° 
de la Restauración, dicta en audiencia pública, como Corte de 
Casación, la siguiente sentencia: 

Sobre los recursos de casación interpuestos por Cristóbal 
Ochoa Ramos, dominicano, mayor de edad, casado, comerciante, 
cédula de identidad y electoral núm. 031-0198705-9, domiciliado 
y residente en la calle E núm. 1, Reparto del Este de la ciudad de 
Santiago, imputado y civilmente responsable, y Ochoa Motors, 
C. por A., tercero civilmente responsable, y por el Banco de 
Ahorro y Crédito de Las Américas, S. A., actor civil, contra la 
sentencia dictada por la Cámara Penal de la Corte de Apelación 
del Departamento Judicial de Santiago el 20 de agosto de 2008, 
cuyo dispositivo se copia más adelante; 
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Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído al Lic. José Cuevas, por sí y por los Dres. Rafael Felipe 
Echavarría y Robert Vargas, en la lectura de sus conclusiones, 
actuando a nombre y representación de los recurrentes Cristóbal 
Ochoa Ramos y Ochoa Motors, C. por A.; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la 
República; 

Visto el escrito motivado suscrito por los Licdos. Rafael Felipe 
Echavarría y Robert Vargas, actuando a nombre y representación 
de los recurrentes Cristóbal Ochoa Ramos y Ochoa Motors, C. 
por A., depositado el 3 de septiembre de 2008, en la secretaría 
de la Corte a-qua, mediante el cual interponen dicho recurso de 
casación; 

Visto el escrito motivado suscrito por los Licdos. Jorge Luis 
Polanco Rodríguez y José Rafael García Hernández, actuando 
a nombre y representación del recurrente Banco de Ahorro y 
Crédito de Las Américas, S. A., depositado el 4 de septiembre de 
2008, en la secretaría de la Corte a-qua, mediante el cual interpone 
dicho recurso de casación; 

Visto el escrito de contestación suscrito por los Licdos. 
Rafael Felipe Echavarría y Robert Vargas, actuando a nombre 
y representación de los intervinientes Cristóbal Ochoa Ramos 
y Ochoa Motors, C. por A., depositado el 15 de septiembre de 
2008, en la secretaría de la Corte a-qua; 

Visto el escrito de contestación suscrito por los Licdos. 
Jorge Luis Polanco Rodríguez y José Rafael García Hernández, 
actuando a nombre y representación del interviniente Banco de 
Ahorro y Crédito de Las Américas, S. A., depositado el 19 de 
septiembre de 2008, en la secretaría de la Corte a-qua; 

Visto la resolución de la Cámara Penal de la Suprema Corte 
de Justicia del 15 de enero de 2009, que declaró admisibles los 
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recursos de casación interpuestos por Cristóbal Ochoa Ramos 
y Ochoa Motors, C. por A., y por el Banco de Ahorro y Crédito 
de Las Américas, S. A., y fijó audiencia para conocerlos el 4 de 
febrero de 2009;

Visto la Ley núm. 25 de 1991, modificada por la Ley núm. 156 
de 1997; 

La Cámara Penal de la Suprema Corte de Justicia después de 
haber deliberado, y vistos los artículos 65 y 70 de la Ley sobre 
Procedimiento de Casación; 393, 394, 396, 397, 400, 418, 419, 
420, 421, 422, 425, 426 y 427 del Código Procesal Penal; la Ley 
núm. 278-04 sobre Implementación del Proceso Penal, instituido 
por la Ley núm. 76-02 y la Resolución núm. 2529-2006, dictada 
por la Suprema Corte de Justicia, el 31 de agosto de 2006; 

Considerando, que en la decisión impugnada y en los 
documentos que en ella se refieren, son hechos constantes los 
siguientes: a) que el 16 de julio de 2007, la entidad comercial 
Banco de Ahorro y Crédito de Las Américas, S. A., debidamente 
representada por su presidente Emilio Hasbún José, presentó 
formal acusación, querella y constitución en actor civil en contra de 
Cristóbal Ochoa Ramos y Ochoa Motors, C. por A., por presunta 
violación a las disposiciones de la Ley 2859 sobre Cheques, en su 
perjuicio; b) que para el conocimiento del asunto fue apoderada la 
Segunda Sala de la Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Judicial de Santiago, la cual dictó su sentencia el 8 
de mayo de 2008, cuyo dispositivo es el siguiente: “PRIMERO: 
Se rechazan los pedimentos externados por la defensa técnica 
del imputado, en cuanto a la inconstitucionalidad del artículo 
66 párrafo I de la Ley 2859, sobre Cheques, modificada por la 
Ley 62-00 y en cuanto a la nulidad del acto de protesto núm. 
362/2007 de fecha 16/4/07, por improcedentes, mal fundados y 
carentes de base legal; SEGUNDO: Declara al señor Cristóbal 
Ochoa Ramos, dominicano, mayor de edad, casado, comerciante, 
cédula de identidad y electoral núm. 031-0198705-9, residente 
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en la avenida Estrella Sadhalá núm. 128, Santiago, representante 
de la entidad Ochoa Motors, C. por A., culpable de violar las 
disposiciones del artículo 66 de la Ley 2859, sobre Cheques, que 
prevé la emisión de cheques sin la debida provisión de fondos, en 
perjuicio del Banco de Ahorro y Crédito de Las Américas, S. A., 
debidamente representado por Wendy Emilia Núñez Santana, al 
haberse demostrado la acusación presentada por el querellante al 
tenor del artículo 338 del Código Procesal Penal; TERCERO: 
Condena al ciudadano Cristóbal Ochoa Ramos, a cumplir la 
pena de tres (3) meses de prisión correccional en el Centro de 
Corrección y Rehabilitación Rafey-Hombres, acogiendo a su 
favor circunstancias atenuantes, en virtud del artículo 463 inciso 
6to., y al pago de una multa de Nueve Millones Setecientos 
Noventa y Siete Mil Trescientos Cincuenta y Tres Pesos con Tres 
Centavos (RD$9,797.353.03), el cual es el monto establecido en el 
cheque objeto del presente litigio; CUARTO: En el aspecto civil, 
declara regular y válida la querella con constitución en actor civil, 
incoada por el Banco de Ahorro y Crédito de Las Américas, S. A., 
debidamente representado por Wendy Emilia Núñez Santana, en 
contra del imputado Cristóbal Ochoa Ramos y la entidad Ochoa 
Motors, C. por A., por haber sido efectuada en tiempo hábil y 
en conformidad con la normativa vigente; en cuanto al fondo, 
acoge dicha demanda y condena al ciudadano Cristóbal Ochoa 
Ramos, al pago del cheque núm. 000116, de fecha 8 de diciembre 
de 2006, por la suma de Nueve Millones Setecientos Noventa y 
Siete Mil Trescientos Cincuenta y Tres Pesos con Tres Centavos 
(RD$9,797.353.03); QUINTO: Condena al ciudadano Cristóbal 
Ochoa Ramos y la entidad Ochoa Motors, C. por A., al pago 
de una indemnización ascendente a la suma de Dos Millones 
de Pesos (RD$2,000,000.00) en beneficio del Banco de Ahorro 
y Crédito de Las Américas, S. A., debidamente representado 
por Wendy Emilia Núñez Santana, como justa proporción de 
reparación por los daños materiales experimentados; SEXTO: 
Condena al imputado Cristóbal Ochoa Ramos y la entidad 
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Ochoa Motors, C. por A., al pago de las costas penales y civiles, 
ordenando la distracción de las civiles en provecho de los Licdos. 
Jorge Luis Polanco, por sí y por el Licdo. José Rafael García”; 
c) que con motivo del recurso de alzada interpuesto intervino 
la decisión ahora impugnada, dictada por la Cámara Penal de la 
Corte de Apelación del Departamento Judicial de Santiago el 20 
de agosto de 2008, y su dispositivo es el siguiente: “PRIMERO: 
Declara con lugar el recurso de apelación interpuesto siendo 
las 9:35 a. m. del día treinta (30) del mes de mayo del año dos 
mil ocho (2008), por los Licdos. Rafael Felipe Echavarría, Juan 
Carlos Méndez García y Jaime Manuel Perelló Bisonó, en nombre 
y representación de la razón social Ochoa Motors, C. por A., 
debidamente representada por su administrador Gunderbardo 
Antonio Toribio, y el señor Cristóbal Ochoa Ramos, en contra 
de la sentencia de acción privada núm. 63 de fecha ocho (8) de 
mayo del año dos mil ocho (2008), dictada por la Segunda Sala 
de la Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de Santiago; SEGUNDO: Anula la sentencia impugnada 
y resuelva directamente la cuestión al tenor del artículo 422 (2.1) 
del Código Procesal Penal; TERCERO: Declara culpable a 
Cristóbal Ochoa Ramos del ilícito penal de emisión de cheques 
sin fondos en perjuicio del Banco de Ahorro y Crédito de Las 
Américas, S. A., en violación del artículo 66 de la Ley 2859 y lo 
condena al pago de una multa de Nueve Millones Setecientos 
Noventa y Siete Mil Trescientos Cincuenta y Tres con Tres 
Centavos (RD$9,797,353.03), acogiendo a su favor circunstancias 
atenuantes por aplicación del artículo 463 del Código Penal, y lo 
condena además a la devolución del monto del cheque y al pago 
de las costas penales. En el aspecto civil, declara regular y válida en 
la forma, la acción civil incoada por el Banco de Ahorro y Crédito 
de Las Américas, S. A., contra Cristóbal Ochoa y la persona 
moral Ochoa Motors, por haber sido incoado en tiempo hábil 
y de acuerdo a la norma procesal; en cuanto al fondo, condena 
a Cristóbal Ochoa y la persona moral Ochoa Motors, de forma 



986	 Boletín Judicial 1180

solidaria, al pago de una indemnización de Dos Millones de Pesos 
(RD$2,000,000.00), a favor del Banco de Ahorro y Crédito de Las 
Américas, S. A, y condena a la parte demandada al pago de las 
costas civiles”;

En cuanto al recurso de casación de Cristóbal Ochoa 
Ramos, imputado y civilmente responsable, y Ochoa 
Motors, C. por A., tercero civilmente responsable:

Considerando, que los recurrentes invocan en su recurso de 
casación, en síntesis, lo siguiente: “Único Medio: Sentencia 
manifiestamente infundada, lo cual recae sobre lo establecido en 
el ordinal tercero del artículo 426 del Código Procesal Penal, en 
virtud de que la misma es una sentencia con falta de motivos, 
contradicciones entre los motivos de la misma e incurre en falta de 
base legal, además es violatoria de las disposiciones de los artículos 
14, 25, 26, 166, 167, 172 y 337 del Código Procesal Penal, así como 
a los artículos 29, 41, 54, 55 y 56 de la Ley 2859 sobre Cheques y 
el artículo 8 numeral 2 inciso j de la Constitución, toda vez que la 
Corte a-qua da como hecho cierto la no existencia del ilícito penal 
de violación a la Ley 2859 sobre Cheques, en tanto que, señala que 
al protesto de cheque no efectuarse dentro del plazo de los dos 
meses que se desprenden de la unificación del criterio sustentado 
en las disposiciones de los artículos 29 y 41 de la Ley 2859, el 
mismo no puede ser sostenido como prueba válida, ya que fue 
efectuado al margen de la ley, obviamente que debió el Tribunal 
de primer grado descargar de toda responsabilidad penal y civil a 
Cristóbal Ochoa Ramos y a la entidad comercial Ochoa Motors, 
C. por A.; sin embargo, entrando en una flagrante contradicción 
de motivos, en la sentencia hoy recurrida en casación, el Tribunal 
señala que el protesto de cheque no es un elemento constitutivo 
de ilícito penal denominado emisión de cheques sin provisión de 
fondos, configurado en el artículo 66 acápite a, de la Ley núm. 
2859, y por otra parte señala que resulta prueba suficiente para 
probar el ilícito penal de emisión de cheque sin fondo, solamente 
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dos elementos constitutivos: a) El elemento material, consistente 
en la emisión de un cheque sin provisión de fondos, y b) La 
mala fe, que se establece según el Tribunal de primer grado, en 
el presente caso, por la intimación de fecha 16 de mayo de 2007. 
Que en el caso de que trata, resulta evidente que la Corte a-qua 
al razonar en esta última parte como lo hizo, ha entrado en una 
contradicción de motivos, en tanto que, la sentencia impugnada 
señala de manera clara y específica que es de criterio sostenido 
por la Suprema Corte de Justicia y de la doctrina, que si el 
cheque es presentado y protestado fuera del plazo de dos meses 
establecido por el artículo 29 de la Ley 2859 sobre Cheques, no 
procede la acción penal contra el librador, de lo cual se desprende 
obviamente, que el protesto de cheque constituye un elemento 
constitutivo determinante para la aplicación del ilícito penal de 
violación a la Ley 2859 sobre Cheques; que al protesto de cheque 
no ser válidamente efectuado dentro del plazo señalado en el 
artículo 41 de la referida Ley, mal podría tenerse dicho protesto 
como prueba válida, habiéndose efectuado al margen de la ley, y 
mucho menos valorarse como un elemento constitutivo de dicha 
infracción”; 

Considerando, que la Corte a-qua, para fallar como lo hizo, 
estableció en síntesis, entre otras cosas, lo siguiente: “1) Que del 
análisis de los documentos del proceso se desprenden que el 
cheque núm. 000116, objeto del pleito de fecha 8 de diciembre 
de 2006 por la suma de Nueve Millones Setecientos Noventa 
y Siete Mil Trescientos Cincuenta y Tres con Tres Centavos 
(RD$9,797,353.03) fue presentado al Banco Popular en fecha 3 de 
enero de 2007 según se desprende del volante instrumentado por 
esa institución, anexo a los documentos del proceso, documento al 
cual se refiere el tribunal de juicio en la sentencia apelada, es decir, 
la presentación se realizó dentro del plazo de dos meses a que se 
refiere el artículo 29 de la Ley de Cheques. Se desprende además 
que el protesto de ese cheque se realizó en fecha 16 de mayo 
de 2007, es decir, más de dos meses después de su expedición,  
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según se desprende del acto instrumentado por el ministerial 
Domingo Aquino Rosario, anexo a los documentos del proceso, 
documento al que también se refiere el tribunal de sentencia 
en la decisión atacada; 2) Que la parte in origen del artículo 29 
de la Ley 2859 dispone que el cheque emitido y pagadero en 
la República debe ser presentado dentro de un plazo de dos 
meses, y el artículo 41 de la misma ley dispone que: “El protesto 
debe hacerse antes de que expire el término de presentación de 
cheque. Si el último día del término de presentación es feriado, 
el protesto deberá hacerse el primer día laborable que siga; 3) 
Que de la interpretación sistemática de los artículos 29 y 41 se 
desprende que es indispensable para que el protesto tenga fuerza 
probatoria y sea un medio lícito de prueba, que se haga dentro del 
plazo de dos meses de su emisión, lo que no ocurrió en el caso 
en concreto, ya que el cheque fue emitido el 8 de diciembre de 
2006 y el protesto fue realizado el 16 de mayo de 2007. En este 
sentido, la Suprema Corte de Justicia ha fijado la doctrina de que 
si el cheque es presentado y protestado fuera del plazo de dos 
meses establecido por el artículo 29 no procede la acción penal 
contra el librador, aunque se haya librado sin tener fondos para 
cubrirlo porque su obligación de pagar el cheque se extinguió 
(B. J. 788.1098); 4) Que en el caso en concreto no se extinguió la 
obligación de pagar el cheque porque fue presentado dentro del 
plazo como ya se dijo, lo que deviene en prueba al margen de la 
ley es el protesto; 5) Que el examen de la sentencia impugnada 
pone de manifiesto que el tribunal de sentencia para condenar a la 
parte recurrente tomó en consideración el precitado protesto de 
cheque, con lo cual valoró prueba al margen de la ley, incurriendo 
en una vulneración del artículo 41 de la Ley 2859 de fecha 30 de 
abril de 1951, por lo que procede declarar con lugar el recurso 
acogiendo como motivo válido la errónea aplicación de una 
norma jurídica al tenor del artículo 417 (4) del Código Procesal 
Penal, anular la sentencia y procede además que la Corte resuelva 
directamente la cuestión al tenor del artículo 422 (2.1) del mismo  
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Código, sobre la base de los hechos fijados por el tribunal de 
juicio en la sentencia impugnada; 6) Que es pacífico tanto en 
doctrina como en jurisprudencia que el protesto de cheque no es 
un elemento constitutivo del ilícito penal denominado emisión 
de cheques sin provisión de fondos configurado en el artículo 
66 (a) de la Ley 2859 del 30 de abril de 1951, y en ese sentido 
la Suprema Corte de Justicia ha fijado la doctrina de que para 
la existencia de este delito no se requiere protestar los cheques. 
La falta de fondo puede establecerse por todos los medios (B. J. 
866.163; B. J. 876.3665). Eso si, es necesario que se reúnan sus 
elementos constitutivos: a) El elemento material, que consiste 
en la emisión de un cheque sin la provisión de fondos y que se 
desprende en el caso en concreto del cheque número 000116 
del 8 de diciembre de 2006 girado por el imputado Cristóbal 
Ochoa Ramos, en representación de la persona moral Ochoa 
Motors, C. por A., por la suma de Nueve Millones Setecientos 
Noventa y Siete Mil Trescientos Cincuenta y Tres con Tres 
Centavos (RD$9,797,353.03), en combinación con el volante de 
fecha 3 de enero de 2007 a que nos referimos en el fundamento 
1 de esta sentencia, con el que se establece que el cheque 
objeto de la controversia no tenía fondos; b) La Mala fe, que 
se establece en el presente caso por la intimación de fecha 
16 de mayo de 2007, anexa a los documentos del proceso; 7) 
Que las precitadas pruebas resultan suficientes para destruir la 
presunción de inocencia y en consecuencia procede declarar 
culpable a Cristóbal Ochoa Ramos, del ilícito penal de emisión 
de cheques sin provisión de fondos en perjuicio del Banco 
de Ahorro y Crédito de Las Américas, S. A., en violación del 
artículo 66 de la Ley 2859 del 30 de abril de 1951, y lo condena 
al pago de una multa de Nueve Millones Setecientos Noventa 
y Siete Mil Trescientos Cincuenta y Tres con Tres Centavos 
(RD$9,797,353.03), acogiendo a su favor circunstancias 
atenuantes que se desprenden del hecho de que no ha probado 
que haya resultado condenado con anterioridad por crimen o 
delito, procede condenarlo además a la devolución del monto  
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del cheque; 8) Que en el aspecto civil procede declarar regular y 
válida en la forma la acción civil incoada por el Banco de Ahorro 
y Crédito de Las Américas, S. A., contra Cristóbal Ochoa y la 
persona moral Ochoa Motors, C. por A., por haber sido incoada 
en tiempo hábil y de acuerdo a la norma procesal. En cuanto al 
fondo procede condenar a Cristóbal Ochoa y la persona moral 
Ochoa Motors, de forma solidaria, al pago de una indemnización 
de Dos Millones de Pesos (RD$2,000,000.00) a favor del Banco 
de Ahorro y Crédito de Las Américas, S. A.; en este sentido existe 
una falta que le es imputable a la parte recurrente que consiste en 
la emisión de un cheque sin la provisión de fondos; un daño, que 
se desprende del hecho de la parte recurrida no recibir el dinero 
como consecuencia de la falta de provisión de fondos, y existe 
un vínculo de causa a efecto entre la falta y el daño, es decir, la 
emisión del cheque sin fondo fue lo que le ocasionó el perjuicio a 
la parte recurrida”;

Considerando, que de la combinación de los artículos 29, 40, 
41 y 52 de la Ley 2859 se puede inferir lo siguiente: que el tenedor 
o beneficiario de un cheque tiene la obligación de presentarlo 
dentro del plazo de dos meses (artículo 29) para poder ejercer 
los recursos que le concede el artículo 40 dicha ley, siempre y 
cuando la falta de pago del mismo se haya hecho constar en un 
acto auténtico (protesto) artículo 41; ahora bien el artículo 52 de 
la ya mencionada ley dispone que: “Las acciones de los tenedores 
contra los endosantes y los otros obligados prescriben a los seis 
meses a partir de la expiración del plazo de la presentación (dos 
meses)”, pero continúa el texto señalado: “en caso de caducidad 
o prescripción de las acciones previstas anteriormente subsisten 
acciones ordinarias en contra del librador y los otros obligados 
que se hayan enriquecido ilícitamente”;

Considerando, que en la especie que se examina el cheque fue 
emitido por Ochoa Motors a favor del actor civil el 8 de diciembre 
de 2006 y fue presentado al cobro el 3 de enero de 2007, es decir 
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dentro del plazo de dos meses (artículo 29), pero no hizo constar 
el rehusamiento o falta de pago que fue objeto en esa fecha en un 
acto auténtico (protesto), el cual se efectuó el 16 de mayo de 2007, 
por lo que obviamente perdió por caducidad las posibilidades que 
le confiere el artículo 40 de esa ley, pero es claro que en virtud de 
la parte in fine del artículo 52 conserva las acciones ordinarias, 
como sería la acción civil accesoriamente a la acción pública, ya 
que como hemos dicho no está configurado el delito por la falta 
de protesto, sí puede, tal y como lo hizo la Corte retener una falta 
civil, generadora de daños y perjuicios, toda vez que como dice el 
texto no puede convalidar su enriquecimiento ilícito;

Considerando, que en ese orden de ideas, procede sólo casar, 
por vía de supresión y sin envío la multa a que fue condenado 
el imputado Cristóbal Ochoa Ramos, que es una sanción penal 
y rechazar el recurso de Ochoa Motors, C. por A., en los demás 
aspectos;

En cuanto al recurso de Banco de Ahorro  
y Crédito de Las Américas, S. A.:

Considerando, que a su vez, el Banco de Ahorro y Crédito de 
Las América, S. A., sostiene en su recurso de casación lo siguiente: 
“Sentencia manifiestamente infundada, numeral 3 del artículo 
426 del Código Procesal Penal en lo referente a la pena impuesta 
al imputado por el ilícito penal cometido (ordinal tercero del 
dispositivo)”;

Considerando, que este está dirigido simplemente a tratar 
de corregir lo que entiende fue un desliz de la Corte al suprimir 
la prisión de tres meses impuesta al imputado por el juez de 
primer grado; pero como en los considerandos anteriores se ha 
expresado que el aspecto penal del caso no procede, obviamente 
resulta innecesario hacer un examen exhaustivo del único medio 
propuesto por dicho recurrente;
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Considerando, que cuando la sentencia es casada por la 
inobservancia de reglas procesales cuyo cumplimiento esté a 
cargo de los jueces, las costas pueden ser compensadas.

Por tales motivos, Primero: Admite como interviniente al 
Banco de Ahorro y Crédito de Las Américas, S. A., en el recurso 
de casación interpuesto por Cristóbal Ochoa Ramos y Ochoa 
Motors, C. por A., contra la sentencia dictada por la Cámara Penal 
de la Corte de Apelación del Departamento Judicial de Santiago el 
20 de agosto de 2008, cuyo dispositivo se copia en parte anterior 
del presente fallo; Segundo: Admite como intervinientes a 
Cristóbal Ochoa Ramos y Ochoa Motors, C. por A., en el recurso 
de casación interpuesto por el Banco de Ahorro y Crédito de 
Las Américas, S. A., contra la mencionada sentencia dictada por 
la Corte a-qua el 20 de agosto de 2008; Tercero: Declara con 
lugar el recurso de casación, sólo parcialmente, del imputado 
Cristóbal Ochoa Ramos y Ochoa Motors, C. por A., interpuesto 
en contra de la sentencia dictada por la Cámara Penal de la Corte 
de Apelación del Departamento Judicial de Santiago el 20 de 
agosto de 2008, cuyo dispositivo se copia en parte anterior de este 
fallo; Cuarto: Casa por vía de supresión y sin envío el aspecto 
penal de la sentencia recurrida y lo rechaza en los demás aspectos; 
Quinto: Rechaza el recurso del Banco de Ahorro y Crédito de 
Las Américas, S. A.; Sexto: Compensa las costas.

Firmado: Hugo Álvarez Valencia, Julio Ibarra Ríos, Dulce Ma. 
Rodríguez de Goris y Víctor José Castellanos Estrella. Grimilda 
Acosta, Secretaria General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los señores 
Jueces que figuran en su encabezamiento, en la audiencia pública 
del día, mes y año en él expresados, y fue firmada, leída y publicada 
por mí, Secretaria General, que certifico.
www.suprema.gov.do
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SENTENCIA DEL 25 DE MARZO DE 2009, NÚM. 23
Sentencia impugnada:	 Segunda Sala de la Cámara Penal de la Corte 

de Apelación del Distrito Nacional, del 30 
de septiembre del 2008.

Materia:	 Criminal.
Recurrente:	 Jeremy Isaac Núñez Lee.
Abogada:	 Licda. Cecilia Sánchez Guerrero.
Interviniente:	 Elsis Lorena Peña.
Abogada:	 Licda. Marleny Campusano.

 
Dios, Patria y Libertad

República Dominicana

En Nombre de la República, la Cámara Penal de la Suprema 
Corte de Justicia, regularmente constituida por los Jueces Hugo 
Álvarez Valencia, Presidente; Julio Ibarra Ríos, Dulce Ma. 
Rodríguez de Goris y Víctor José Castellanos Estrella, asistidos 
de la Secretaria General, en la Sala donde celebra sus audiencias, 
en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, 
hoy 25 de marzo del 2009, años 166° de la Independencia y 146° 
de la Restauración, dicta en audiencia pública, como Corte de 
Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Jeremy Isaac 
Núñez Lee, dominicano, mayor de edad, soltero, empleado 
privado, cédula de identidad y electoral No. 001-1791498-6, 
domiciliado y residente en la calle 13, No. 400 del sector Villa 
Consuelo de esta ciudad, imputado y civilmente demandado, 
contra la sentencia dictada por la Segunda Sala de la Cámara 
Penal de la Corte de Apelación del Distrito Nacional el 30 de 
septiembre del 2008, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la 

República; 
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Visto el escrito motivado suscrito por la Licda. Cecilia Sánchez 
Guerrero, defensora pública, en representación del recurrente, 
depositado el 24 de octubre del 2008, en la secretaría de la Corte 
a-qua, fundamentando dicho recurso;

Visto el escrito de contestación interpuesto por la Licda. 
Marleny Campusano, en representación de Elsis Lorena Peña, 
depositado en la secretaría de la Corte a-qua el 11 de noviembre 
del 2008; 

Visto la resolución de la Cámara Penal de la Suprema Corte 
de Justicia del 23 de diciembre del 2008, que declaró admisible 
el recurso de casación citado precedentemente, fijando audiencia 
para conocerlo el 11 de febrero del 2009; 

Visto la Ley No. 25 de 1991, modificada por la Ley No. 156 
de 1997; 

La Cámara Penal de la Suprema Corte de Justicia después de 
haber deliberado, y vistos los artículos 65 y 70 de la Ley sobre 
Procedimiento de Casación; 393, 394, 399, 400, 418, 419, 420, 
421, 422, 425, 426 y 427 del Código Procesal Penal, la Ley No. 
278-04 sobre Implementación del Proceso Penal, instituido por la 
Ley No. 76-02 y la Resolución 2529-2006, dictada por la Suprema 
Corte de Justicia, el 31 de agosto del 2006; 

Considerando, que en la decisión impugnada y en los 
documentos que en ella se refieren, son hechos constantes los 
siguientes: a) que el 7 de marzo del 2006, la Licda. Catalina Arriaga 
Hernández, Procuradora Fiscal Adjunta del Distrito Nacional, 
adscrita a la Unidad de Atención y Prevención a la Violencia de 
Género de la Procuraduría Fiscal del Distrito Nacional, presentó 
formal acusación contra Jeremy Isaac Núñez Lee, por el hecho de 
que éste el 25 de diciembre del 2005, le propinó múltiples heridas 
en distintas partes de su cuerpo a Elsis Lorena Peña de León que 
le causaron lesiones graves; b) que para la instrucción del proceso 
fue apoderado el Quinto Juzgado de la Instrucción del Distrito 
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Nacional, el cual emitió auto de apertura a juicio el 8 de septiembre 
del 2006, enviando al tribunal criminal a dicho imputado, bajo los 
cargos de violación de los artículos 2, 295, 296, 297, 298 y 304 del 
Código Penal; c) que para el conocimiento del fondo del asunto 
fue asignado el Segundo Tribunal Colegiado de Primera Instancia 
del Distrito Nacional, el cual dictó sentencia el 10 de abril del 
2007, cuyo dispositivo es el siguiente: “PRIMERO: Se le impone 
al ciudadano Jeremy Isaac Núñez Lee, de generales anotadas en el 
acto de audiencia levantada en el día de hoy, una pena de seis (6) 
años de reclusión mayor, a cumplirse en la Penitenciaria Nacional 
de La Victoria; SEGUNDO: Se declara exentos las costas 
penales del proceso; TERCERO: Se acoge como buena y válida 
en cuanto a la forma, la constitución en actor civil incoada por 
la querellante Elsis de León, contra el señor Jeremy Isaac Núñez 
Lee, por su hecho personal; CUARTO: Se acoge en cuanto al 
fondo, dicha constitución en actor civil, por ser buena y válida, 
reposa en base legal y pruebas, en consecuencia, se le condena al 
señor Jeremy Isaac Núñez Lee, al pago de una indemnización de 
Dos Millones de Pesos (RD$2,000,000.00), a favor de la señora 
Elsis Lorena de León, por los daños y perjuicios sufridos por ella; 
QUINTO: Difieren la lectura íntegra de la presente decisión para 
el día 11 de mayo del 2007, a las 3:00 P. M., quedan convocadas 
las partes presentes y representadas; SEXTO: Se ordena que una 
copia de la presente decisión sea comunicada al Juez ejecutor de la 
pena correspondiente”; d) que con motivo del recurso de alzada 
interpuesto intervino la decisión ahora impugnada, dictada por 
la Segunda Sala de la Cámara Penal de la Corte de Apelación del 
Distrito Nacional el 30 de septiembre del 2008, cuyo dispositivo 
reza como sigue: “PRIMERO: Rechaza el recurso de apelación 
interpuesto en fecha trece (13) del mes de julio del año dos mil 
siete (2007), por la Licda. Marys Valenzuela, quienes actúan en 
nombre y representación de la señora Elsis Lorena de León, en 
contra de la sentencia No. 114-2007, de fecha diez (10) del mes de 
abril del año dos mil siete (2007), dictada por el Segundo Tribunal 
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Colegiado de la Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Nacional, por los motivos expuestos en el cuerpo 
de la presente decisión; SEGUNDO: Acoge parcialmente, el 
recurso de apelación incoado en fecha veinticinco (25) del mes 
de julio del año dos mil siete (2007), por la Licda. Catalina Bueno 
Patiño, Fiscal Adjunto del Distrito Nacional, ante la Unidad de 
Atención Prevención de la Violencia, en contra de la sentencia 
No. 114-2007, de fecha diez (10) del mes de abril del año dos 
mil siete (2007), dictada por el Segundo Tribunal Colegiado de 
la Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Nacional; TERCERO: Modifica la sentencia recurrida, en su 
ordinal primero (2do.), en consecuencia, declara a se modifica 
el ordinal primero (1ro.) de la misma (Sic), y en consecuencia 
se declara culpable al ciudadano Jeremy Isaac Núñez Lee, de 
generales que constan, culpable de violar los hechos previstos y 
sancionados por los artículos 2, 295 y 304 párrafo II del Código 
Penal Dominicano, en perjuicio de la señora Elsis Lorena de 
León, en consecuencia, se le condena a cumplir la pena de veinte 
(20) años de reclusión mayor, en la Penitenciaria Nacional de 
La Victoria; CUARTO: Declara exento de pago de las costas 
penales causadas en grado de apelación, el presente proceso en 
virtud de que la defensa técnica del imputado fue asumida por 
abogados defensores públicos’; QUINTO: Compensa las costas 
civiles causadas en grado de apelación, de conformidad con lo 
dispuesto en el artículo 131 del Código de Procedimiento civil 
Dominicano”; 

Considerando, que el recurrente Jeremy Isaac Núñez Lee, por 
medio de su abogada, invoca contra la sentencia impugnada los 
siguientes medios: “Primer Medio: Sentencia manifiestamente 
infundada, inobservancia o errónea aplicación de disposiciones 
de orden legal (artículo 426 del CPP); Segundo Medio: 
Sentencia manifiestamente infundada por desnaturalización de 
los hechos”;
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Atendido, que el recurrente, esgrime en sus medios, en síntesis, 
lo siguiente: “La Corte en cuanto al conocimiento de los recursos 
interpuestos por el actor civil y el Ministerio Público en contra de 
la sentencia del Segundo Tribunal Colegiado del Distrito Nacional, 
determinó que los jueces del fondo, inobservaron lo concerniente 
a los criterios de determinación de la pena contenidos en el artículo 
339 del CPP, particularmente lo referente al daño ocasionado a la 
víctima, y la participación del imputado en el hecho, modificaron 
la pena determinada al imputado por el Tribunal de primer grado, 
el cual para establecer la pena al ciudadano ordenó, a solicitud de 
la defensa, la división del juicio, celebrándose a tales efectos el 
conocimiento de un juicio sobre la pena, sin embargo, la Corte 
en el conocimiento de los elementos de pruebas aportados por 
la defensa y ponderados por el Tribunal para determinar la pena, 
decide, tomando únicamente en cuenta el daño causado a la 
víctima, modifica la pena de seis a veinte años de reclusión mayor; 
que en lo referente a las ponderaciones hechas por la Corte acerca 
de que las Juezas del Segundo Colegiado, no tomaron en cuenta 
en lo referente a los criterios de determinación de la pena, los 
numerales 1 y 7, que establecen el grado de participación del 
imputado, así como la gravedad del daño causado a la víctima…, 
la Corte no valora los criterios de determinación de la pena que 
establecen las circunstancias que benefician al imputado, sino que 
únicamente toma en cuenta, el daño a la víctima, entonces le resta 
objeto a la cesura o división de juicio, y a la celebración de un 
juicio sobre la pena, puesto que no tiene objeto acogerse a este 
procedimiento, si en definitiva no surtirá los efectos en cuanto 
al quantum de la pena; es evidente que la Corte entiende que 
en este caso, lo único a valorar es el daño causado a la víctima, 
desnaturaliza los hechos, cuando en la valoración que hace del 
fundamento de la decisión del Tribunal sobre la pena, dice que se 
tomó en cuenta lo relativo al informe psicológico, ya que contrario 
a lo que la Corte establece como presupuesto tomado en cuenta 
por el Tribunal de fondo, también éste valoró el hecho de que 
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el imputado es un infractor primario, que es un ente productivo 
para la sociedad, un joven de veintiún años, que es un estudiante 
universitario, y sobre todo que es un ser humano recuperable, y 
que éste está muy arrepentido”; 

Considerando, que sobre estos medios alegados por el 
recurrente, es preciso destacar que la Corte a-qua dio por 
establecido lo siguiente: “a) Que del estudio de la génesis del 
referido recurso, esta Corte ha podido observar que el mismo se 
bifurca en dos puntos, falta propia de motivación de la decisión 
en cuanto al por qué de aplicación de la referida pena en contra 
de la parte imputada, así como a la no valoración de las pruebas 
que fueren aportadas por dicha parte recurrente, como parte 
acusadora persecutora en el presente caso; b) Que en cuanto al 
punto relativo a la no valoración por parte de las Jueces a-quo 
de las pruebas aportadas por el Ministerio Público, este Tribunal 
luego de la lectura de las piezas (actas de audiencias) levantadas 
en ocasión al conocimiento del proceso por ante el Tribunal 
a-quo, ha podido percatarse de que dicho medio de recurso no se 
tipifica en el presente caso, toda vez que, las Jueces a-quo durante 
la instrucción de la causa observaron las directrices propias de la 
dirección del debate, ofreciendo a cada una de las parte envueltas 
la debida oportunidad para presentar no sólo su acusación y 
medios de pruebas, sino también medios de defensa, señalando 
por medio de la motivación de su decisión las referidas pruebas 
a cargo y a descargo presentadas,…; c) Que en cuanto al aspecto 
señalado por dicha parte recurrente relativo a la inobservancia por 
errónea aplicación de la ley en cuanto al artículo 339 del Código 
Procesal Penal concerniente al criterio para la determinación de 
la pena, este Tribunal de segundo grado ha podido establecer 
que la génesis de dicho aspecto se fundamenta en los criterios 
que fueron tomados en cuenta por las Jueces a-quo para la pena 
aplicada en favor de la parte imputada y hoy recurrente; d) Que 
los criterios que fueron ponderados por el Tribunal a–quo para la 
pena aplicada en contra de Jeremy Isaac Núñez Lee se sintetizan 
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en la edad del imputado, matriculación de la Universidad, los 
resultados arrojados por el informe psicológico que se le practicó 
en el cual se describe que éste tiende a ser emocionalmente sensible, 
dependiente e inquieto, amable, imaginativo y algo descuidado, 
socialmente dependiente, excesivamente preocupado y emotivo. 
Se muestra muy atento ante las pequeñeces, luciendo artístico y 
gentil, así como el informe emitido por el Trabajador Social en el 
cual solicita una oportunidad de perdón para el imputado, por lo 
que, al ser observados dichos aspectos el Tribunal a-quo procedió 
a imponer contra el mismo la pena de seis (6) años de reclusión 
mayor; e) Que el legislador actual ha establecido una serie de 
criterios para la aplicación de las penas a imponer a la parte 
acusada que resultare culpable de los hechos que se les imputen; 
f) Que contrario al criterio expuesto por las Jueces a-qua para la 
aplicación de la pena, esta alzada entiende de rigor considerar los 
numerales 1 y 7 del artículo supra indicado relativos al grado de 
participación del imputado en la realización de la infracción, sus 
móviles y la gravedad del daño causado en la víctima, su familia 
o la sociedad en general; g) Que en virtud a los hechos fijados 
por el Tribunal a-quo, así como de la documentación probatoria 
por el Tribunal a-quo, esta Corte ha podido comprobar que, si 
bien es cierto los estudios realizados a Jeremy Isaac Núñez Lee 
arrojan como resultado características personales de éste guiadas 
a la sensibilidad emotiva, no menos cierto es que, este Tribunal 
ha podido establecer que el hecho perpetuado por el mismo en 
contra de Elsis Lorena de León, se circunscribe dentro de los 
parámetros propios de los elementos constitutivos del crimen de 
tentativa de homicidio voluntario, toda vez que la intercepción 
que realiza el encartado a la víctima en el lugar que ocurrieron 
los hechos poseía de conformidad como se dieron los mismos 
toda la intención en principio de quitarle la vida a su ex pareja, 
propinándole múltiples heridas punzo cortantes con arma blanca, 
que le ocasionaron lesiones de índole permanente, así como 
fuertes y constantes patadas, logrando lacerar con dicha acción 
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órganos vitales del cuerpo de su víctima, todo esto en la presencia 
del hijo menor de la misma, dejándola por muerta, llegando a 
sobrevivir gracias al socorro que le fue ofrecido por moradores 
del lugar”; 

Considerando, que de lo anteriormente transcrito se evidencia, 
que contrario a lo señalado por el recurrente, en su escrito de 
casación, la sentencia impugnada contiene motivos suficientes 
y pertinentes en los cuales se demuestra que la Corte a-qua 
valoró en su justa medida cada uno de los elementos de pruebas 
aportados en el proceso, así como la participación del imputado 
en la realización de la infracción, las características personales 
del mismo, y la gravedad del daño causado en la víctima; por 
consiguiente, el recurso debe ser rechazado.

Por tales motivos, Primero: Admite como interviniente a 
Elsis Lorena Peña de León en el recurso de casación interpuesto 
por Jeremy Isaac Núñez Lee, contra la sentencia dictada por la 
Segunda Sala de la Cámara Penal de la Corte de Apelación del 
Distrito Nacional el 30 de septiembre del 2008, cuyo dispositivo se 
encuentra copiado en parte anterior del presente fallo; Segundo: 
Rechaza el referido recurso de casación; Tercero: Condena al 
recurrente al pago de las costas y ordena su distracción a favor de 
la Licda. Marleny Campusano, quien afirma haberlas avanzado en 
su totalidad. 

Firmado: Hugo Álvarez Valencia, Julio Ibarra Ríos, Dulce Ma. 
Rodríguez de Goris y Víctor José Castellanos Estrella. Grimilda 
Acosta, Secretaria General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los señores 
Jueces que figuran en su encabezamiento, en la audiencia pública 
del día, mes y año en él expresados, y fue firmada, leída y publicada 
por mí, Secretaria General, que certifico.
www.suprema.gov.do
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SENTENCIA DEL 25 DE MARZO DE 2009, NÚM. 24
Sentencia impugnada:	 Cámara Penal de la Corte de Apelación de 

La Vega, del 25 de septiembre del 2008.
Materia:	 Correccional.
Recurrentes:	 Franklin de Jesús Ciprián Valdez y 

compartes.
Abogado:	 Dr. Crescencio Santana.

 
Dios, Patria y Libertad

República Dominicana
En Nombre de la República, la Cámara Penal de la Suprema 

Corte de Justicia, regularmente constituida por los Jueces Hugo 
Álvarez Valencia, Presidente; Julio Ibarra Ríos, Dulce Ma. 
Rodríguez de Goris y Víctor José Castellanos Estrella, asistidos 
de la Secretaria General, en la Sala donde celebra sus audiencias, 
en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, 
hoy 25 de marzo del 2009, años 166° de la Independencia y 146° 
de la Restauración, dicta en audiencia pública, como Corte de 
Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Franklin de 
Jesús Ciprián Valdez, dominicano, mayor de edad, cédula de 
identidad y electoral No. 047-0126763-7, domiciliado y residente 
en la calle Entrada Manga Larga No. 31 del distrito municipal 
de Río Verde Arriba del municipio de La Vega, imputado y 
civilmente demandado; José Antonio Pérez, dominicano, mayor 
de edad, cédula de identidad y electoral No. 047-0112731-0, 
domiciliado y residente en el Km. 15 ½ de la autopista Duarte, 
en el paraje El Caimito Arriba del municipio de La Vega, tercero 
civilmente demandado, y La Comercial de Seguros, S. A., entidad 
aseguradora, contra la sentencia dictada por la Cámara Penal de la 
Corte de Apelación del Departamento Judicial de La Vega el 25 
de septiembre del 2008, cuyo dispositivo se copia más adelante;
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Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído al Dr. Crescencio Santana, en la lectura de sus 
conclusiones, en representación de los recurrentes;

Oído al Lic. Antonio J. Cruz Gómez, en la lectura de sus 
conclusiones, en representación de la parte interviniente;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la 
República; 

Visto el escrito mediante el cual Franklin de Jesús Ciprián 
Valdez, José Antonio Pérez y La Comercial de Seguros, S. A., por 
intermedio de su abogado, Dr. Crescencio Santana, interponen el 
recurso de casación, depositado en la secretaría de la Corte a-qua 
el 6 de octubre del 2009;

Visto la resolución de la Cámara Penal de la Suprema Corte de 
Justicia, del 23 de diciembre del 2008, que declaró inadmisible el 
escrito de defensa, admitió el referido recurso de casación y, fijó 
audiencia para conocerlo el 11 de febrero del 2008;

Visto la Ley No. 25 de 1991, modificada por la Ley No. 156 
de 1997;

La Cámara Penal de la Suprema Corte de Justicia después 
de haber deliberado y, vistos los artículos 65 de la Ley sobre 
Procedimiento de Casación y, 70, 393, 394, 397, 400, 418, 419, 
420, 421, 422, 425, 426 y 427 del Código Procesal Penal; 

Considerando, que en el presente caso son hechos constantes 
los siguientes: a) que el 28 de agosto del 2006 ocurrió un accidente 
de tránsito en la autopista Duarte, específicamente en el tramo 
carretero que conduce a Sabinita en la ciudad de La Vega, cuando 
el camión marca Mitsubishi, conducido por Franklin de Jesús 
Ciprián Valdez, propiedad de José Antonio Pérez, asegurado con 
La Comercial de Seguros, S. A., impactó con la motocicleta marca 
Yamaha, conducida por José Rafael Marte Fernández, resultando 
este último conductor y su acompañante Genry Tavárez Bonilla, 
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con diversos golpes y heridas; b) que para conocer de la infracción 
de tránsito fue apoderada la Segunda Sala del Juzgado de Paz 
Especial de Tránsito del municipio y provincia de La Vega, el 
cual dictó su sentencia el 12 de junio del 2008, cuyo dispositivo 
es el siguiente: “PRIMERO: Acoge en parte las conclusiones 
presentadas por el Ministerio Publico, en consecuencia, declara 
al señor Franklin de Jesús Ciprián Valdez, dominicano, mayor de 
edad, soltero portador de la cédula de identidad y electoral No. 
047-0126763-7, domiciliado y residente en Río Verde Arriba, casa 
No. 31, La Vega, culpable de violar los artículos 49 letra a, 61 
letra a, y 65 de la Ley 241, sobre Tránsito de Vehículos de Motor, 
modificada por la Ley 114-99, de fecha 16 de diciembre del año 
1999, por el hecho de haber generado un accidente de tránsito, 
en fecha 28 del mes de agosto del año 2006, en donde resultaron 
lesionados los señores José Rafael Marte Fernández y Genry 
Tavárez Bonilla, producto de dicho accidente, en consecuencia, 
se condena a dicho imputado a cuatro (4) meses de reclusión 
correccional, para ser cumplido en la Cárcel Pública Concepción 
de La Vega; SEGUNDO: Condena al señor Franklin de Jesús 
Ciprián Valdez, al pago de una multa de Quinientos Pesos 
(RD$500.00); TERCERO: Condena al señor Franklin de Jesús 
Ciprián Valdez, al pago de las costas penales del procedimiento. En 
cuanto al aspecto civil: PRIMERO: Admite como buena y valida 
la constitución en actor civil presentada por los señores José Rafael 
Marte Fernández y Genry Tavárez Bonilla, en calidad de víctimas 
del referido accidente, por haber sido hecha de conformidad con 
la ley y reposar en pruebas legales; SEGUNDO: Condena de 
manera solidaria a los señores Franklin de Jesús Ciprián Valdez y 
José Antonio Pérez, en calidad de imputado el primero, y tercero 
responsable, el segundo (por ser este último el propietario del 
vehículo generador del accidente), a pagar a favor de los señores 
José Rafael Marte Fernández y Genry Tavárez Bonilla, la suma 
de Ochocientos Mil Pesos (RD$800,000.00), distribuido de la 
siguiente manera: a) Seiscientos Mil Pesos (RD$600,000.00), 
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a favor de Genry Tavárez Bonilla; y b) Doscientos Mil Pesos 
(RD$200,000.00), a favor de José Rafael Marte Fernández, por 
concepto de reparación de los daños morales que le fueron 
causados a consecuencia del referido accidente; TERCERO: En 
cuanto a los daños por concepto de lucro cesante los mismos se 
rechazan toda vez que no existen elementos de pruebas sobre los 
cuales el Tribunal pueda hacer una proyección de los mismos para 
así evaluarlo; CUARTO: Declara común y oponible la presente 
sentencia a la entidad La Comercial de Seguros, S. A., hasta el 
monto de la póliza, por ser la aseguradora del vehículo promotor 
del accidente en cuestión; QUINTO: Condena a los señores 
Franklin de Jesús Ciprián Valdez y José Antonio Pérez, imputado 
y tercero civilmente demandado, respectivamente, al pago de 
las costas civiles del procedimiento, ordenando su distracción 
en provecho del Lic. Antonio J. Cruz Gómez, quien afirma 
haberlas avanzado en su totalidad”; c) que con motivo del recurso 
de alzada interpuesto por el imputado, el tercero civilmente 
demandado y la entidad aseguradora, intervino la sentencia ahora 
impugnada, dictada por la Cámara Penal de la Corte de Apelación 
del Departamento Judicial de La Vega el 25 de septiembre del 
2008, cuyo dispositivo reza como sigue: “PRIMERO: Declara 
con lugar el recurso de apelación interpuesto por el Dr. Crecencio 
Santana Tejeda, quien a su vez actúan a nombre y representación 
de los señores Franklin de Jesús Ciprián Valdez, José Antonio 
Pérez, y de la compañía Comercial de Seguros, S. A., contra la 
sentencia Núm. 00222, de fecha 12 de junio del año 2008, dictada 
por la Segunda Sala del Juzgado de Paz Especial de Tránsito del 
municipio y provincia de La Vega, en consecuencia, modifica la 
decisión recurrida en su ordinal primero, parte in fine, es decir, 
en cuanto a la pena impuesta al señor Franklin de Jesús Ciprián 
Valdez, de cuatro (4) meses de reclusión, por una multa de 
Quinientos Pesos (RD$500.00), en aplicación de lo dispuesto por 
el artículo 52 de la Ley 241, sobre Tránsito de Vehículos y artículo 
463, ordinal 6to., parte in fine del Código Penal, y confirma 
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los demás aspectos de la sentencia impugnada; SEGUNDO: 
Condena a los señores Franklin de Jesús Ciprián Valdez y 
José Antonio Pérez, al pago de las costas del procedimiento, 
ordenando la distracción de las civiles a favor de los abogados 
de la parte civil, Lic. Antonio J. Cruz Gómez, quien reclama por 
haberlas avanzado; TERCERO: La lectura en audiencia pública 
de la presente decisión de manera íntegra, vale notificación para 
todas las partes que quedaron convocadas para este acto procesal, 
y copia de la misma se encuentra a disposición para su entrega 
inmediata en la secretaría de esta Corte de Apelación, todo de 
conformidad con las disposiciones del artículo 335 del Código 
Procesal Penal”; 

Considerando, que los recurrentes Franklin de Jesús Ciprián 
Valdez, José Antonio Pérez y La Comercial de Seguros, S. A., 
proponen en su escrito de casación, por medio de su abogado, lo 
siguiente: “Único Medio: Sentencia manifiestamente infundada, 
falta de motivos”;

Considerando, que en el desarrollo del medio invocado los 
recurrentes plantean, en síntesis, los siguientes argumentos: “1) 
La Corte a-qua se limita a exponer las normas que los recurrentes 
establecen violada por la sentencia impugnada, pero de todos los 
motivos tanto de hechos como de derecho expuestos la Corte no 
contesta ni uno solo; 2) Las consideraciones del Tribunal obedecen 
más a su íntima convicción que a la valoración de los medios de 
prueba; el Tribunal no hizo una justa valoración de los supuestos 
daños y perjuicios morales y materiales, sino que se limita a 
acogerlos sin dar ningún tipo de motivos, sin dar una explicación 
razonable para acoger las indemnizaciones excesivas impuestas; 
pues no se consigna en qué consistió la falta atribuida al imputado 
ni se estableció cuál fue la causa generadora del accidente; 3) La 
Corte ha violado el artículo 400 del Código Procesal Penal cuando 
utiliza el artículo 67 de la Ley 241, el cual no fue incluido en la 
acusación del Ministerio Público, por lo que la Corte falló ultra 
petita”;
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Considerando, que en relación al primer argumento, contrario 
a lo sostenido por los recurrentes, la lectura de la sentencia 
impugnada pone de manifiesto que la Corte a-qua no sólo 
transcribió todos los medios propuestos por los recurrentes en su 
recurso de apelación, sino que además dio respuesta a cada uno 
de ellos; medios estos que fueron reproducidos en el presente 
recurso de casación, aunque en esta oportunidad dirigidos contra la 
sentencia emitida por el Tribunal de alzada; en tal sentido procede 
rechazar dicho alegato, sin ofrecer mayores consideraciones, toda 
vez que serán detallados más adelante;

Considerando, que respecto al segundo argumento, para la 
Corte a-qua confirmar la sentencia de primer grado, la cual retuvo 
responsabilidad penal exclusiva a cargo del imputado recurrente, 
y por vía de consecuencia retener faltas civiles, señaló lo que se 
describe a continuación: “…luego del estudio de la sentencia 
impugnada se verifica que el Juez a-quo consignó en su decisión 
de forma clara y precisa, en sus páginas 12, 13, 14, 15 y 21 que el 
elemento probatorio que utilizó para determinar los hechos que 
rodean el presente caso, fue el testimonio del señor José Dolores 
Sánchez, el cual esta Corte considera verosímil, por la coherencia 
con que fue expuesto, verificando el Juez a-quo que el accidente 
ocurrido el 28 de agosto del 2006, obedeció a la falta de previsión 
e imprudencia únicamente del señor Franklin de Jesús Ciprián 
Valdez, al conducir su vehículo por el carril izquierdo, donde los 
actores civiles no contribuyeron a que el accidente se produjera, 
pues el Tribunal a-quo consignó en su decisión lo siguiente: 
‘del testimonio externado por el señor José Dolores Sánchez, 
se ha podido establecer que el alegado accidente ocurrió en la 
carretera de Jimayaco, cuando el hoy imputado se dirigía por la 
citada carretera en una pequeña cuesta, por la cual transitaban 
en dirección opuesta los señores Genry Tavárez Bonilla y Rafael 
Marte Fernández en una motocicleta, el último manejando dicha 
motocicleta, y el primero acompañándolo en el asiento trasero; así 
mismo se extrae de las indicadas declaraciones que el accidente de 
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tránsito se produce cuando el hoy imputado abandona su carril, 
es decir, el derecho, y toma el carril izquierdo, correspondiente 
a los vehículos que transitaban en dirección contraria a la de 
él’, por tanto la decisión contiene una adecuada motivación de 
los hechos, sin que se advierta que ésta se sustenta en versiones 
de parte interesada, ni que se incurriera en la violación de los 
artículos 24 del Código Procesal Penal y 141 del Código de 
Procedimiento Civil; … Sobre el aspecto civil consideramos que 
el tribunal hizo una correcta aplicación de lo dispuesto por los 
artículos 1315, 1382, 1383 y 1384 del Código Civil, al determinar 
que procedía condenar al imputado a reparar los daños sufridos 
por las víctimas Genry Tavárez Bonilla y Rafael Marte Fernández, 
al provocarles, en el caso del primero, una lesión permanente 
que implicó la disminución del grado movimiento del miembro 
superior izquierdo, y en el caso del segundo, una fractura del radio 
izquierdo, curable en noventa (90) días, ya que esos perjuicios 
fueron la consecuencia de la falta cometida por el imputado”; 
que las consideraciones precedentemente transcritas ponen de 
manifiesto que la Corte a-qua brindó razones suficientes para 
retener a cargo de imputado recurrente faltas penales y civiles, 
y por consiguiente procede rechazar el argumento que ahora se 
analiza; 

Considerando, que en el tercer alegato, respecto a la inclusión 
errónea del artículo 67 de la Ley 241 en el presente caso, cabe 
señalar que si bien es cierto la Corte a-qua en el cuerpo de su 
sentencia transcribió las disposiciones contenidas en el indicado 
artículo, y señaló que el mismo había sido violado por el imputado 
recurrente como consecuencia del accidente de tránsito, no es 
menos cierto que la calificación que originalmente fue dada a los 
hechos y que está contenida en el auto de apertura a juicio se 
mantuvo intacta y nunca fue variada, sino que por el contrario el 
Tribunal de alzada sustituyó la prisión de cuatro meses impuesta 
al imputado por el Tribunal de primer grado por el pago de una 
multa de Quinientos Pesos (RD$500.00), con lo que resultó 
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favorecido; por consiguiente, al no repercutir dicha situación de 
manera negativa en la parte dispositiva, ni ocasionarle ningún 
perjuicio al imputado, procede el rechazo del presente alegato.

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de casación 
incoado por Franklin de Jesús Ciprián Valdez, José Antonio Pérez 
y La Comercial de Seguros, S. A., contra la sentencia dictada por 
la Cámara Penal de la Corte de Apelación del Departamento 
Judicial de La Vega el 25 de septiembre del 2008, cuyo dispositivo 
se encuentra copiado en parte anterior de la presente decisión; 
Segundo: Condena a los recurrentes al pago de las costas penales, 
y compensa las civiles por no haber sido admitida la intervención 
de los recurridos.

Firmado: Hugo Álvarez Valencia, Julio Ibarra Ríos, Dulce Ma. 
Rodríguez de Goris y Víctor José Castellanos Estrella. Grimilda 
Acosta, Secretaria General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los señores 
Jueces que figuran en su encabezamiento, en la audiencia pública 
del día, mes y año en él expresados, y fue firmada, leída y publicada 
por mí, Secretaria General, que certifico.
www.suprema.gov.do



Se
gu

nd
a 

C
ám

ar
a

SENTENCIA DEL 25 DE MARZO DE 2009, NÚM. 25
Resolución impugnada:	 Núm. 235-08-00719 C. P. P., dictada por la 

Corte de Apelación de Montecristi, del 30 
de octubre del 2008.

Materia:	 Crininal.
Recurrente:	 Procuradora General Adjunta de la Corte de 

Apelación de Montecristi.
Abogada:	 Dra. Hosanna Lemoine Fernández.

 
Dios, Patria y Libertad

República Dominicana

En Nombre de la República, la Cámara Penal de la Suprema 
Corte de Justicia, regularmente constituida por los Jueces Hugo 
Álvarez Valencia, Presidente; Julio Ibarra Ríos, Dulce Ma. 
Rodríguez de Goris y Víctor José Castellanos Estrella, asistidos 
de la Secretaria General, en la Sala donde celebra sus audiencias, 
en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, 
hoy 25 de marzo del 2009, años 166° de la Independencia y 146° 
de la Restauración, dicta en audiencia pública, como Corte de 
Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Procuradora 
General Adjunta de la Corte de Apelación de Montecristi, Dra. 
Hosanna Lemoine Fernández, en representación del Procurador 
General de dicha Corte, Dr. Marcroni de Jesús Mora Lockharts, 
contra la resolución No. 235-08-00719 C. P. P., dictada por la 
Corte de Apelación de ese departamento judicial, el 30 de octubre 
del 2008, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
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Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la 
República; 

Visto el escrito motivado de la Dra. Hosanna Lemoine 
Fernández, Procuradora General Adjunta de la Corte de 
Apelación de Montecristi, en representación del Dr. Marcroni de 
Jesús Mora Lockharts, Procurador General, depositado el 21 de 
noviembre del 2008 en la secretaría de la Corte a-qua, mediante el 
cual interpone recurso de casación;

Visto la contestación al referido recurso de casación, articulada 
por el defensor público Lic. Robinson Ruiz, en representación de 
Blanc Yonel Dorlus, depositado el 28 de noviembre del 2008 en 
la secretaría de la Corte a-qua;

Visto la resolución de la Cámara Penal de la Suprema Corte 
de Justicia del 2 de febrero del 2009, que declaró admisible el 
recurso de casación citado precedentemente, fijando audiencia 
para conocerlo el 11 de marzo del 2009;

Visto la Ley No. 25 de 1991, modificada por la Ley No. 156 
de 1997; 

La Cámara Penal de la Suprema Corte de Justicia después 
de haber deliberado, y vistos los artículos 65 de la Ley sobre 
Procedimiento de Casación; 24, 70, 393, 395, 418, 419, 420, 
421, 422, 425, 426 y 427 del Código Procesal Penal; y las 
Resoluciones 296-2005 y 2087-2006, dictadas por la Suprema 
Corte de Justicia; 

Considerando, que en la decisión impugnada y en los 
documentos que en ella se refieren, son hechos constantes 
los siguientes: a) que con motivo de una solicitud de libertad 
condicional dirigida al Tribunal de la Ejecución de la Pena del 
Departamento Judicial de Montecristi por el interno Blanc Yonel 
Dorlus, por intermedio de su defensa técnica, dicho tribunal 
resolvió el 23 de septiembre del 2008, lo siguiente: “PRIMERO: 
Declarar en cuanto a la forma buena y válida la presente solicitud, 
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por ser hecha conforme la ley y en cuanto al fondo, conceder la 
libertad condicional al interno Blanc Yonel Dorlus, de generales 
anotadas, por reunir la solicitud hecha por él, las condiciones 
exigidas por el artículo 1 de la Ley 164, de fecha 10 de junio 
de 1980, y sus modificaciones, quedando dicho beneficiado, 
comprometido durante el tiempo que falta por cumplir la pena que 
le fue impuesta, la cual termina el día 23 del mes de septiembre del 
año 2011, a observar obligatoriamente las condiciones siguientes: 
a) Residir en el municipio de Loma de Cabrera, bajo vigilancia 
de su patronato, señor José Guadalupe Guzmán Ramírez, 
dominicano, mayor de edad, portador de la cédula de identidad 
y electoral No. 073-0002038-0, domiciliado y residente en el 
municipio de Loma Cabrera, con la expresa advertencia, que si 
desea cambiar de residencia, debe avisarlo al Magistrado Juez de 
la Ejecución de la Pena del Departamento Judicial de Montecristi, 
a fin de obtener la autorización correspondiente; b) No cometer 
infracciones intencionales; c) Observar una vida honesta, dedicada 
al trabajo, acatando los reglamentos de conducta de no abusar 
al ingerir bebidas alcohólicas, sometiéndose a las inspecciones 
que se establezcan y dedicándose a oficios, arte, industrias o 
profesión, si no tiene medios propios de subsistencia, todo ello 
bajo el patronato garante, señor Guadalupe Guzmán Ramírez; d) 
Presentarse a partir de esta fecha, el primer día laborable de cada 
mes, hasta el día de extinción de la pena por ante el Despacho 
del Magistrado Juez del Tribunal de la Ejecución de la Pena del 
Departamento Judicial de Montecristi, para informar lo que el 
Magistrado tenga a bien saber; SEGUNDO: Que esta resolución 
puede ser revocada de pleno derecho, si el impetrante comete 
una o varias infracciones intencionales y si se condena a ellas 
irrevocablemente, caso en el cual deberá cumplir sucesivamente, 
la parte anterior no ejecutada a la fecha, más la nueva pena que 
le haya sido impuesta; TERCERO: Que si el impetrante, señor 
Blanc Yonel Dorlus, en caso de que por cualquier circunstancia 
esta sentencia fuere revocada, se valiere a sabiendas de que se ha 
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ordenado la reintegración al presidio, o no se presente en las fechas 
señaladas ante el Magistrado Juez del Tribunal de la Ejecución de la 
Pena del Departamento Judicial de Montecristi, será considerado 
como fugitivo que se ha escapado de la prisión donde cumplía su 
condena y sufrirá además de este caso, todo lo que establezca la 
ley, y a la persona que a sabiendas le haya ayudado o invitado a 
realizar esos actos, sufrirá la pena correspondiente prescrita por 
la ley para los cómplices de evasión; CUARTO: Que el señor 
José Guadalupe Guzmán Ramírez, en su calidad de patronato 
del nombrado, señor Blanc Yonel Dorlus, queda obligado a 
informar al Magistrado Juez del Tribunal de la Ejecución de la 
Pena del Departamento Judicial de Montecristi, las faltas que 
pueda cometer dicho señor, así como cualquier circunstancia que 
estime útil; QUINTO: Se establece la conversión de la multa de 
Cincuenta Mil Pesos (RD$50,000.00), en veinte pagos mensuales 
de Mil Pesos (RD$1,000.00), y veinte pagos mensuales de Mil 
Quinientos Pesos (RD$1,500.00), hasta cumplir con el pago 
íntegro de la multa antes indicada, ordenando la realización del 
pago de la primera cuota treinta días después de haber egresado el 
señor Blanc Yonel Dorlus, del centro penitenciario donde guarda 
prisión; SEXTO: Que esta resolución de libertad condicional, así 
como cualquier otra que pueda dictarse en revocación de la misma, 
son susceptibles del recurso de apelación, en un plazo de 10 días a 
partir de la notificación; SÉPTIMO: Se ordena a la Directora del 
Centro de Corrección y Rehabilitación Beller, Dajabón, disponer 
el egreso inmediato del señor Blanc Yonel Dorlus, en atención 
a la Libertad Condicional otorgada; OCTAVO: Ordena la 
notificación de la Resolución a la Dirección General de Prisiones, 
a la Directora del Centro de Corrección y Rehabilitación Beller, 
Dajabón, la lectura de la presente resolución, vale notificación 
para las partes presentes”; b) que la anterior resolución fue 
recurrida en apelación por el Procurador General de la Corte 
de Apelación de Montecristi, resultando apoderada la Corte de 
Apelación del referido departamento judicial, la cual dictó, el 
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30 de octubre del 2008, la decisión ahora impugnada, en cuyo 
dispositivo se establece: “PRIMERO: Declara inadmisible el 
recurso de apelación de fecha 2 de octubre del 2008, interpuesto 
por Macroni de Jesús Mora Lockarts, Procurador General de la 
Corte de Apelación del Departamento Judicial de Montecristi, en 
contra de la sentencia penal No. 2008-00040, de fecha 23 de la 
septiembre del 2008, dictada por el Tribunal de la Ejecución de la 
Pena del Departamento Judicial de Montecristi, por los motivos 
expuestos en el cuerpo de la presente decisión; SEGUNDO: Se 
ordena que sea el presente auto comunicado a las partes”;

Considerando, que la recurrente Procuradora General Adjunta, 
invoca en su recurso de casación lo siguiente: “Único Medio: 
Decisión manifiestamente infundada”; fundamentado en que: 
“El auto sobre inadmisibilidad del recurso es manifiestamente 
infundado, pues no da explicaciones de porqué declara inadmisible 
el recurso de apelación que interpone el Ministerio Público, y 
se limita única y exclusivamente a hacer una descripción de la 
resolución recurrida, los alegatos del recurrente, no ponderando 
los motivos de la parte que recurre; que, el Ministerio Público, 
al momento de apelar la resolución que emitió el Tribunal de la 
Ejecución de la Pena sí fundamentó su recurso en disposiciones 
legales, y expresamos de manera reiterada en el mismo recurso, 
al motivar las consideraciones de derecho, en lo establecido en 
el artículo 417 del Código Procesal Penal, ordinales 2 y 3, en 
las disposiciones de las resoluciones 296-2005 y 2087-2006 de 
la Suprema Corte de Justicia, que disponen dichas resoluciones 
que al momento de decidir sobre la libertad condicional de un 
interno, debe de evaluarse el impacto social de la infracción, que 
de ahí se desprende que si el interno violó la Ley No. 50-88, sobre 
Drogas y Sustancias Controladas y la pena que al mismo se le 
impuso fue de 12 años, faltándole a dicho interno casi 4 años; 
para nadie es un secreto la lucha constante del Ministerio Público 
como impacta a la sociedad en forma negativa estos tipos de 
hechos delictivos…”;
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Considerando, que la Corte a-qua para adoptar su decisión, 
determinó lo siguiente: “Del examen de los motivos en que 
se funda el recurso de apelación y del análisis de la resolución 
apelada, se desprende que dicho recurso de apelación resulta 
inadmisible, ya que no se configuran ninguna de las violaciones 
alegadas”; 

Considerando, que, en efecto, tal como aduce la recurrente, 
la Corte a-qua, al pronunciar la inadmisibilidad del recurso de 
apelación no se permitió realizar un examen concienzudo 
sobre los medios propuestos por el apelante, en particular, lo 
concerniente al desagravio social por el hecho punible que 
originó la condenación, incurriendo en omisión de estatuir; por 
consiguiente, procede su anulación a fines de que se examine en 
su totalidad el recurso de apelación del Ministerio Público; 

Considerando, que cuando una decisión es casada por una 
violación a las reglas cuya observancia esté a cargo de los jueces, 
las costas pueden ser compensadas. 

Por tales motivos, Primero: Declara con lugar el recurso de 
casación interpuesto por la Procuradora General Adjunta de 
la Corte de Apelación de Montecristi, Dra. Hosanna Lemoine 
Fernández, en representación del Procurador General de dicha 
Corte, Dr. Marcroni de Jesús Mora Lockharts, contra la resolución 
No. 235-08-00719 C. P. P., dictada por la Corte de Apelación 
de ese departamento judicial, el 30 de octubre del 2008, cuyo 
dispositivo se encuentra copiado en parte anterior del presente 
fallo; Segundo: Casa la referida decisión y ordena el envío del 
proceso por ante la Cámara Penal de la Corte de Apelación del 
Departamento Judicial de Santiago, a fines de que realice una 
nueva valoración del recurso de apelación; Tercero: Compensa 
las costas.

Firmado: Hugo Álvarez Valencia, Julio Ibarra Ríos, Dulce Ma. 
Rodríguez de Goris y Víctor José Castellanos Estrella. Grimilda 
Acosta, Secretaria General.



Segunda Cámara de la Suprema Corte de Justicia	 1015

www.suprema.gov.do

Se
gu

nd
a 

C
ám

ar
a

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los señores 
Jueces que figuran en su encabezamiento, en la audiencia pública 
del día, mes y año en él expresados, y fue firmada, leída y publicada 
por mí, Secretaria General, que certifico.
www.suprema.gov.do



SENTENCIA DEL 25 DE MARZO DE 2009, NÚM. 26
Sentencia impugnada:	 Cámara Penal de la Corte de Apelación de 

La Vega, del 8 de septiembre del 2008.
Materia:	 Correccional.
Recurrentes:	 Pedro César López Concepción y 

compartes.
Abogado:	 Lic. Pedro César Félix González.
Intervinientes:	 David Rafael Veras Bidó y compartes.
Abogados:	 Licdos. Porfirio Veras Mercedes y Víctor R. 

Méndez.

 
Dios, Patria y Libertad

República Dominicana

En Nombre de la República, la Cámara Penal de la Suprema 
Corte de Justicia, regularmente constituida por los Jueces Hugo 
Álvarez Valencia, Presidente; Julio Ibarra Ríos, Dulce Ma. 
Rodríguez de Goris y Víctor José Castellanos Estrella, asistidos 
de la Secretaria General, en la Sala donde celebra sus audiencias, 
en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, 
hoy 25 de marzo del 2009, años 166° de la Independencia y 146° 
de la Restauración, dicta en audiencia pública, como Corte de 
Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Pedro César 
López Concepción, dominicano, mayor de edad, soltero, 
comerciante, cédula de identidad y electoral No. 047-0058443-8, 
domiciliado y residente en la carretera Soto de la ciudad de La 
Vega, imputado y civilmente demandado; Rodolfo Rafael García, 
dominicano, mayor de edad, cédula de identidad y electoral 
No. 047-0011865-6, domiciliado y residente en la urbanización 
Lamarche de la ciudad de La Vega, tercero civilmente demandado, 
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y la Unión de Seguros, C. por A., entidad aseguradora, contra la 
sentencia dictada por la Cámara Penal de la Corte de Apelación 
del Departamento Judicial de La Vega el 8 de septiembre del 
2008, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la 
República;

Visto el escrito motivado suscrito por el Lic. Pedro César Félix 
González, a nombre y representación de Pedro César López 
Concepción, Rodolfo Rafael García y la Unión de Seguros, C. por 
A., depositado el 6 de octubre del 2008 en la secretaría general 
de la Jurisdicción Penal de La Vega, mediante el cual interponen 
dicho recurso de casación;

Visto el escrito de intervención incoado por los Licdos. Porfirio 
Veras Mercedes y Víctor R. Méndez, a nombre y representación de 
David Rafael Veras Bidó, Michelle Altagracia López Concepción 
y Juan Carlos Capellán, actores civiles, depositado el 31 de octubre 
del 2008 en la secretaría general de la Jurisdicción Penal de La 
Vega;

Visto la resolución dictada por esta Cámara Penal de la Suprema 
Corte de Justicia de fecha 23 de diciembre del 2008, que declaró 
admisible el recurso de casación interpuesto por los recurrentes, y 
fijó audiencia para conocerlo el 11 de febrero del 2009; y además, 
declaró la inadmisibilidad del recurso de casación interpuesto por 
David Rafael Veras Bidó, Michelle Altagracia López Concepción 
y Juan Carlos Capellán;

Visto la comunicación suscrita por el Lic. Porfirio Veras 
Mercedes, por sí y por el Lic. Virgilio Méndez, a nombre y 
representación de David Rafael Veras Bidó, Michelle Altagracia 
López Concepción y Juan Carlos Capellán, depositada en 
la Secretaría General de la Suprema Corte de Justicia el 18 de 
febrero del 2009;
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Visto la Ley No. 25 de 1991, modificada por la Ley No. 156 
de 1997; 

La Cámara Penal de la Suprema Corte de Justicia después de 
haber deliberado, y vistos los artículos 393, 394, 397, 399, 400, 
418, 419, 420, 421, 422, 425, 426 y 427 del Código Procesal 
Penal; 65 y 70 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; la 
Ley No. 241, sobre Tránsito de Vehículos; la Ley No. 278-04 
sobre Implementación del Proceso Penal, y la Resolución 2529-
2006, dictada por la Suprema Corte de Justicia, el 31 de agosto 
del 2006;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
documentos que en ella se refieren, son hechos constantes 
los siguientes: a) que el 16 de septiembre del 2007, ocurrió un 
accidente de tránsito en la carretera Moca-La Vega, próximo al 
paraje Río Seco, entre el vehículo marca Toyota, propiedad de 
Rodolfo Rafael García, asegurado en la Unión de Seguros, C. por 
A., conducido por el imputado Pedro César López Concepción, y 
las passolas marca Yamaha, una sin ningún otro dato y conducida 
por Juan Carlos Capellán; y la otra, chasis No. SA12J-018652, 
conducida por David R. Veras Bidó, quienes resultaron lesionados 
al igual que Miguel Altagracia López, quien acompañaba a David 
R. Veras Bidó; b) que el 19 de diciembre del 2007, David Rafael 
Veras Bidó, Michelle Altagracia López Concepción y Juan Carlos 
Capellán, presentaron querella con constitución en actores civiles 
en contra de Pedro César López Concepción, Rodolfo Rafael 
García y la Unión de Seguros, C. por A., en ocasión del accidente 
de tránsito de que se trata; c) que el 28 de enero del 2008 el 
Ministerio Público presentó acusación y solicitud de apertura a 
juicio en contra de Pedro César López Concepción, para lo cual 
fue apoderado el Juzgado de Paz Especial de Tránsito Sala I, del 
municipio y provincia de La Vega, el cual dictó auto de apertura a 
juicio en fecha 26 de marzo del 2008; d) que para el conocimiento 
del fondo del asunto fue apoderado el Juzgado de Paz Especial 
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de Tránsito Sala II, del municipio y provincia de La Vega, el cual 
emitió su fallo el 19 de junio del 2008, cuya parte dispositiva 
expresa: “PRIMERO: Acoge en parte las conclusiones 
presentadas por el Ministerio Público, en consecuencia, declara 
al señor Pedro César López Concepción, dominicano, mayor 
de edad, soltero, portador de la cédula de identidad y electoral 
No. 047-0058443-8, domiciliado y residente en la carretera Soto, 
La Vega, culpable de violar los artículos 61 letra a, 65 y 71 de 
la Ley 241, sobre Tránsito de Vehículos de Motor, modificada 
por la Ley 114-99 de fecha 16 de diciembre del año 1999, por 
el hecho de haber generado un accidente de tránsito, en fecha 
16 del mes de septiembre del año 2007, en donde resultaron 
lesionados los señores Juan Carlos Capellán, David Rafael Veras 
Bidó y Michelle Altagracia López Concepción, producto de 
dicho accidente, en consecuencia, se condena a dicho imputado 
a tres (3) meses de reclusión correccional para ser cumplido en la 
Cárcel Pública Concepción de La Vega; SEGUNDO: Condena 
al señor Pedro César López Concepción, al pago de una multa de 
Ochocientos Pesos (RD$800.00); TERCERO: Condena al señor 
Pedro César López Concepción, al pago de las costas penales del 
procedimiento. En cuanto al aspecto civil: PRIMERO: Admite 
como buena y válida la constitución en actor civil presentada 
por los señores Juan Carlos Capellán, David Rafael Veras Bidó 
y Michelle Altagracia López Concepción, en calidad de víctimas 
del referido accidente, por haber sido hecha de conformidad con 
la ley y reposar en pruebas legales; SEGUNDO: Condena de 
manera solidaria a los señores Pedro César López Concepción 
y Rodolfo Rafael García, en calidad de imputado el primero, 
y tercero responsable, el segundo (por ser este último el 
propietario del vehículo generador del accidente), a pagar favor 
de los señores Juan Carlos Capellán, David Rafael Veras Bidó y 
Michelle Altagracia López Concepción, la suma de Ochocientos 
Mil Pesos (RD$800,000.00), distribuidos de la siguiente manera: 
a) Trescientos Cincuenta Mil Pesos (RD$350,000.00), a favor de 
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Michelle Altagracia López Concepción; b) Doscientos Cincuenta 
Mil Pesos a favor de Juan Carlos Capellán; y c) Doscientos Mil 
Pesos, (RD$200,000.00), a favor de David Rafael Veras Bidó, 
por concepto de reparación de los daños morales que le fueron 
causados a consecuencia del referido accidente; TERCERO: 
En cuanto a los daños materiales se condena los señores Pedro 
César López Concepción y Rodolfo Rafael García, a pagar a 
favor del señor Juan Carlos Capellán, la suma Veintiocho Mil 
Pesos (RD$28,000.00), por concepto de reparación de los daños 
materiales recibidos por su motocicleta, por ser el propietario 
de dicha motocicleta; CUARTO: Declara común y oponible la 
presente sentencia a la entidad la Unión de Seguros, C. por A., 
hasta el monto de la póliza, por ser la aseguradora del vehículo 
promotor del accidente en cuestión; QUINTO: Condena a los 
señores Pedro César López Concepción y Rodolfo Rafael García, 
imputado y tercero civilmente demandado, respectivamente, 
al pago de las costas civiles del procedimiento, ordenando su 
distracción en provecho del Licdos. Porfirio Veras Mercedes 
y Virgilio R. Méndez, quienes afirman haberlas avanzado en 
su totalidad; SEXTO: Ordena la lectura íntegra de la presente 
decisión para el día que contaremos a jueves 26 de junio del año 
2008, a las 11:00 A. M., de la mañana”; e) que dicha decisión fue 
recurrida en apelación por las partes, siendo apoderada la Cámara 
Penal de la Corte de Apelación del Departamento Judicial de La 
Vega, la cual dictó la sentencia objeto del presente recurso de 
casación, el 8 de septiembre del 2008, cuyo dispositivo establece 
lo siguiente: “PRIMERO: Declara con lugar los recursos de 
apelación interpuestos por David Rafael Veras Bidó, Michelle 
Alt. López Concepción y Juan Carlos Capellán, por intermedio 
de sus abogados apoderados especiales Licdos. Porfirio Veras 
Mercedes y Virgilio R. Méndez; y el intentado por el Licdo. Pedro 
César Féliz, en representación de los nombrados Pedro César 
López Concepción, Rodolfo Rafael García y la compañía Unión 
de Seguros, C. por A., en contra de la sentencia No. 246/2008, 
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de fecha diecinueve (19) del mes de junio del año dos mil ocho 
(2008), dictada por la Segunda Sala del Juzgado de Paz Especial 
de Tránsito del Municipio La Vega, en consecuencia, sobre la 
base de los hechos ya fijados en la sentencia recurrida, modifica 
el ordinal cuarto del dispositivo de la sentencia, únicamente en 
cuanto concierne al monto otorgado como indemnizaciones a 
las víctimas del accidente, en tal virtud condena a los nombrados 
Pedro César López Concepción, Rodolfo Rafal García y la 
compañía de seguros, la Unión de Seguros, S. A., en sus calidades 
enunciadas, de manera conjunta y solidaria, al pago de las siguientes 
indemnizaciones: Novecientos Mil Pesos (RD$900,000.00), 
a favor del nombrado David Rafael Veras Bidó, como justa 
reparación por el daño corporal causado a su persona; Ciento 
Cincuenta Mil Pesos (RD$150,000.00), a favor de la nombrada 
Michelle Altagracia López Concepción, como justo reparo por 
los golpes y heridas corporales causados en el accidente de 
tránsito que nos ocupa; Cien Mil Pesos (RD$100,000.00), a favor 
del nombrado Juan Carlos Capellán, como justa reparación por 
los golpes y heridas recibidos en ocasión del accidente de que 
se trata; SEGUNDO: Compensa las costas del procedimiento; 
TERCERO: La presente decisión vale notificación para las 
partes citadas. Ordena a la secretaria notificar copias certificadas 
de la presente decisión a las partes involucradas en el caso”;

Considerando, que los recurrentes Pedro César López 
Concepción, Rodolfo Rafael García y la Unión de Seguros, C. 
por A., por intermedio de su abogado, alegan los siguientes 
medios de casación: “Artículo 426 del Código Procesal Penal, 
literales b y c): Cuando la sentencia de la Corte de Apelación 
sea contradictoria con un fallo anterior de ese mismo tribunal 
o de la Suprema Corte de Justicia y cuando la sentencia sea 
manifiestamente infundada”;

Considerando, que los recurrentes alegan en el desarrollo de su 
primer medio, en síntesis, lo siguiente: “Que la sentencia recurrida 
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contiene una ausencia total, de una notoria desnaturalización seria, 
principalmente sobre los hechos narrados, y que vaya acorde y 
apegado a la ley y al derecho; que no se valoró el testimonio a 
cargo de la defensa técnica sino que se circunscribió a hacer un 
rechazo puro y simple; que la sentencia no contiene la más mínima 
lógica e interpretación, ya que no está conforme a un rigorismo 
de un razonamiento judicial lógico, aplicado a una correcta 
estructuración de la sentencia, por lo que de las declaraciones de 
Orlando de Jesús Espino Salcedo se establece claramente que el 
único generador del accidente fue el comportamiento de la víctima 
David Rafael Veras Bidó, el cual iba paralelo a otro conductor de 
pasola, quizá evitar un hoyo en la carretera al momento preciso 
que transitaba de frente un vehículo, lo cual no pudo evitarse el 
accidente; que la Corte no se detuvo a observar el artículo 172, el 
cual reza que el Juez o Tribunal valora los elementos de prueba”;

Considerando, que la Corte a-qua para fallar en torno a 
este aspecto dijo lo siguiente: “que la primera queja externada 
plantea desnaturalización de los hechos, por el Juzgador haber 
descartado el testimonio del testigo a cargo, quien le manifestó 
al Tribunal que ellos iban paralelos en sus motocicletas y que al 
advertir la presencia de un hoyo intentaron esquivarlo, momento 
en que sucedió el accidente. Lo primero que se advierte en este 
planteamiento, es que no se dice cuál es el testigo que hizo el 
mencionado comentario, sin embargo al examinar el legajo 
acusatorio divisamos que el comentario en cuestión fue hecho por 
el testigo Orlando de Jesús Espino Salcedo, quien efectivamente 
dijo que, transitaba detrás del vehículo que conducía el imputado 
Pedro César López Concepción, que una de las pasolas quiso 
esquivar un hoyo, momento en que aconteció el accidente, sin 
embargo, al momento de valorar ese testimonio el juzgador 
entendió que su declaración era un tanto inverosímil, toda vez que 
manifestó que venía detrás del vehículo del imputado, que venía 
hablando con otra persona que le acompañaba, situación que le 
impedía ver los pormenores del accidente, pero igualmente valoró 



Segunda Cámara de la Suprema Corte de Justicia	 1023

Se
gu

nd
a 

C
ám

ar
a

que en situaciones como esa, cuando dos motocicletas circulan 
paralelas lo lógico, al intentar esquivar un hoyo, es que ambas se 
dividan por senderos separados, pero por demás si la velocidad del 
imputado hubiese sido de 40 kms por hora, hubiese dispuesto del 
tiempo suficiente para detenerse y evitar el accidente. Este juicio 
de valor no necesariamente responde a la verdad, pues si bien los 
conductores de las motocicletas pudieron haberse divido (Sic), 
tomando senderos distintos ante la presencia del supuesto hoyo, 
por igual hubiesen hecho lo contrario y nada hubiese sucedido. En 
realidad, lo importante de esa declaración era descifrar si como 
consecuencia del intento de desechar la caída en el supuesto hoyo, 
los conductores de la motocicleta ocuparon la vía por la que 
circulaba el carro, pues sólo así podía endilgársele algún tipo de 
responsabilidad absoluta o compartida en el accidente. Por demás, 
esa declaración del testigo se antepone a las demás declaraciones 
rendidas por los testigos presenciales del accidente, los nombrados 
Henry Rafael Abreu, Belquis Concepción, Juan Carlos Capellán 
y Juan de la Cruz Concepción Veras, quienes al unísono dijeron 
haber presenciado el accidente, haber visto cuando el imputado, 
al conducir su vehículo ocupó el carril de los conductores de la 
motocicleta, donde quedaron las víctimas y evidentemente no 
hicieron mención a hoyo alguno, como circunstancia propiciante 
del accidente en cuestión. Vista así las cosas es obvio que entre los 
elementos probatorios incriminantes existían pruebas suficientes 
para responsabilizar al imputado Pedro César López Concepción, 
de ser el autor de la comisión de los hechos de la prevención”; 
por lo que contrario a lo expuesto por los recurrentes la Corte 
a-qua valoró debidamente las declaraciones de los testigos; por lo 
que dicho argumento carece de fundamento; 

Considerando, que los recurrentes, en el desarrollo de su 
primer medio, también expresan que la sentencia recurrida no 
explica aunque sea sucintamente el comportamiento de la víctima 
en el accidente;
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Considerando, que del análisis de la sentencia recurrida se 
advierte que la Corte a-qua al momento de valorar los hechos 
fijados por el tribunal de primer grado no expresa si hubo 
incidencia o no de la víctima David Rafael Veras Bidó, en el daño 
recibido por éste o si el imputado fue el único responsable de la 
consecuencia final de las lesiones de dicha víctima;

Considerando, que los recurrentes también señalan que en el 
aspecto civil la sentencia recurrida no tiene la informalidad; que los 
jueces, independientemente de que los querellantes y actores civiles 
fundamentaron respecto de la prueba de los gastos médicos y 
recetas, no aplicaron el principio de la razonabilidad de los montos 
de los daños y perjuicios acordados, toda vez que los Jueces deben 
expresar cuáles elementos son retenidos para cuantificar los 
daños y perjuicios, las indemnizaciones acordadas a favor de los 
agraviados principalmente a David Rafael Veras Bidó, suma que es 
sumamente exagerada, además sin fundamentación; que los Jueces 
a-quo debieron evaluar más profundamente el certificado médico, 
o sea no hubo lesiones permanente, sino establece no modificable, 
y el médico forense que participó como perito manifestó que en 
una operación facial podría resolver su problema; que el Juzgado 
de Paz y la Corte violentaron el artículo 24 del Código Procesal 
Penal, sobre las motivaciones de las decisiones; que en el aspecto 
civil tampoco valoró las disposiciones del artículo 172 del Código 
Procesal Penal”;

Considerando, que la Corte a-qua para modificar el aspecto 
civil dijo lo siguiente: “En cuanto a la indemnización civil otorgada 
a las víctimas del accidente, que los recurrentes la estiman como 
desproporcionadas. Al respecto es dable decir que en este 
apartado tienen la razón la defensa recurrente, pues el Juzgador le 
otorgó a la ofendida Michelle López Concepción, cuyas heridas 
eran curables en 30 días, como reparación a los daños y perjuicios 
causados a su persona en el accidente que nos ocupa, la suma 
de Trescientos Cincuenta Mil Pesos (RD$350,000.00), en tanto 
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otorgó una indemnización de Doscientos Cincuenta Mil Pesos 
(RD$250,000.00) al agraviado Juan Carlos Capellán, cuyas heridas 
eran curables en veinte (20) días, y a quien en el accidente recibió 
heridas con lesión permanente, la víctima David Rafael Veras 
Vidó, recibió igual cantidad, o sea, Doscientos Cincuenta Mil 
Pesos (RD$250,000.00), todo lo cual evidentemente constituye 
una iniquidad, pues si de justipreciar los daños se trata, resulta 
mucho más equitativo otorgar mayor indemnización a aquel 
que mayores daños corporales recibió, lo cual ante la apelación 
intentada por los actores civiles es posible realizarla. En cuanto 
a las indemnizaciones otorgadas a los ofendidos Michelle López 
Concepción y Juan Carlos Capellán, las mismas serán reajustadas 
tomando como justo parámetro el tiempo que tardaron sus 
heridas en curar. En cuanto concierne a la indemnización civil, el 
reproche que se le achaca a la decisión es atendible, únicamente 
para favorecer con una indemnización más alta, al agraviado 
David Rafael Veras Bidó, quien efectivamente, no obstante haber 
sido el que más graves lesiones corporales recibió en el accidente 
de tránsito, esa proporcionalidad no fue aplicada al momento de 
concederle la indemnización en reparación del daño causado, 
por lo que en este aspecto es procedente variar el fallo en 
cuestión y aumentar la indemnización. Igualmente es procedente 
reconsiderar el monto con el que fueron favorecidos los demás 
agraviados, ya que sus heridas no poseyeron la gravedad necesaria 
para la suma indemnizatoria con la que fueron favorecidos”;

Considerando, que la Corte la Corte a-qua en su parte dispositiva 
establece que modifica el ordinal cuarto del dispositivo de la 
sentencia de primer grado, en lo concerniente al monto otorgado, 
lo que parecería un aumento de la indemnización de David 
Rafael Veras Bidó de Doscientos Mil Pesos (RD$200,000.00) a 
Novecientos Mil Pesos (RD$900,000.00) y la reducción de las 
mismas a Michelle Altagracia López Concepción de Trescientos 
Cincuenta Mil Pesos (RD$350,000.00) a Ciento Cincuenta Mil 
Pesos (RD$150,000.00) y a Juan Carlos Capellán de Doscientos 
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Cincuenta Mil Pesos (RD$250,000.00) a Cien Mil Pesos 
(RD$250,000.00); sin embargo, al observar el dispositivo de la 
sentencia de primer grado se advierte que el ordinal cuarto se 
refiere a la oponibilidad de la sentencia a la entidad aseguradora; 
por lo que no puede interpretarse como un simple error material, 
ya que influye en la parte dispositiva al dejar subsistente las 
indemnizaciones concedidas en los ordinales segundo y tercero, 
referentes a las indemnizaciones otorgadas a las víctimas por 
daños morales y materiales, lo cual la hace anulable;

Considerando, que los jueces del fondo tienen un poder 
soberano para establecer los hechos constitutivos del daño y 
fijar su cuantía, ese poder no puede ser tan absoluto que llegue 
a consagrar una iniquidad o arbitrariedad y sin que las mismas 
puedan ser objeto de críticas por parte de la Suprema Corte de 
Justicia, y como ámbito de ese poder discrecional que tienen 
los jueces, se ha consagrado que las indemnizaciones deben ser 
razonables y por consiguiente acordes con la magnitud del daño 
recibido; por lo tanto, en la especie, no ha quedado debidamente 
establecido que el daño causado a las víctimas haya sido la 
consecuencia directa del accidente de que se trata;

Considerando, que no obstante la Corte a-qua haber variado 
la sentencia de primer grado en cuanto a las indemnizaciones 
acordadas, los motivos en que se ha apoyado para sustentar 
las mismas, resultan insuficientes para esta Suprema Corte de 
Justicia poder ejercer su control y verificar si el monto de las 
indemnizaciones guarda relación con la magnitud de los daños 
ocasionados, además de que condena de manera directa a la 
entidad aseguradora, por lo que, en consecuencia, la sentencia 
impugnada debe ser casada en sus dos aspectos, penal y civil, por 
falta de motivos y de base legal;

Considerando, que cuando la sentencia es casada por la 
inobservancia de reglas procesales cuyo cumplimiento esté cargo 
de los jueces, las costas pueden ser compensadas. 
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Por tales motivos, Primero: Admite como intervinientes a 
David Rafael Veras Bidó, Michelle Altagracia López Concepción 
y Juan Carlos Capellán en el recurso de casación interpuesto por 
Pedro César López Concepción, Rodolfo Rafael García y la Unión 
de Seguros, C. por A., contra la sentencia dictada por la Cámara 
Penal de la Corte de Apelación del Departamento Judicial de La 
Vega el 8 de septiembre del 2008, cuyo dispositivo se encuentra 
copiado en parte anterior del presente fallo; Segundo: Declara 
con lugar dicho recurso de casación, en consecuencia, casa la 
referida sentencia; Tercero: Ordena el envío del presente proceso 
judicial por ante la Cámara Penal de la Corte de Apelación del 
Departamento Judicial de San Francisco de Macorís, a fin de que 
realice una nueva valoración de los méritos de los recursos de 
apelación; Tercero: Compensa las costas. 

Firmado: Hugo Álvarez Valencia, Julio Ibarra Ríos, Dulce Ma. 
Rodríguez de Goris y Víctor José Castellanos Estrella. Grimilda 
Acosta, Secretaria General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los señores 
Jueces que figuran en su encabezamiento, en la audiencia pública 
del día, mes y año en él expresados, y fue firmada, leída y publicada 
por mí, Secretaria General, que certifico.
www.suprema.gov.do



SENTENCIA DEL 25 DE MARZO DE 2009, NÚM. 27
Sentencia impugnada:	 Corte de Apelación de Montecristi, del 30 

de octubre del 2008.
Materia:	 Criminal.
Recurrente:	 Procuradora General Adjunta de la Corte de 

Apelación de Montecristi.
Abogada:	 Dra. Hosanna Lemoine Fernández.

 
Dios, Patria y Libertad

República Dominicana

En Nombre de la República, la Cámara Penal de la Suprema 
Corte de Justicia, regularmente constituida por los Jueces Hugo 
Álvarez Valencia, Presidente; Julio Ibarra Ríos, Dulce Ma. 
Rodríguez de Goris y Víctor José Castellanos Estrella, asistidos 
de la Secretaria General, en la Sala donde celebra sus audiencias, 
en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, 
hoy 25 de marzo del 2009, años 166° de la Independencia y 146° 
de la Restauración, dicta en audiencia pública, como Corte de 
Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación incoado por la Procuradora 
General Adjunta de la Corte de Apelación de Montecristi, Dra. 
Hosanna Lemoine Fernández, en representación del Procurador 
General de dicha Corte, Dr. Marcroni de Jesús Mora Lockharts, 
contra la resolución dictada por la Corte de Apelación de ese 
departamento judicial, el 30 de octubre del 2008, cuyo dispositivo 
se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la 
República; 
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Visto el escrito motivado de la Dra. Hosanna Lemoine 
Fernández, Procuradora General Adjunta de la Corte de 
Apelación de Montecristi, en representación del Dr. Marcroni de 
Jesús Mora Lockharts, Procurador General, depositado el 21 de 
noviembre del 2008 en la secretaría de la Corte a-qua, mediante el 
cual interpone recurso de casación;

Visto la contestación al referido recurso de casación, articulada 
por el defensor público Lic. Robinson Ruiz, en representación de 
Sauveur Prophete, depositado el 28 de noviembre del 2008 en la 
secretaría de la Corte a-qua;

Visto la resolución de la Cámara Penal de la Suprema Corte 
de Justicia que declaró admisible el recurso de casación citado 
precedentemente y fijó audiencia para conocerlo el 11 de marzo 
del 2009; 

Visto la Ley No. 25 de 1991, modificada por la Ley No. 156 
de 1997; 

La Cámara Penal de la Suprema Corte de Justicia después 
de haber deliberado y, vistos los artículos 65 de la Ley sobre 
Procedimiento de Casación; 24, 70, 393, 395, 418, 419, 420, 
421, 422, 425, 426 y 427 del Código Procesal Penal; y las 
Resoluciones 296-2005 y 2087-2006, dictadas por la Suprema 
Corte de Justicia;

Considerando, que en la decisión impugnada y en los 
documentos que en ella se refieren, son hechos constantes 
los siguientes: a) que con motivo de una solicitud de libertad 
condicional dirigida al Tribunal de la Ejecución de la Pena del 
Departamento Judicial de Montecristi por el interno Sauveur 
Prophete, por intermedio de su defensa técnica, dicho tribunal 
resolvió el 23 de septiembre del 2008, lo siguiente: “PRIMERO: 
Declarar en cuanto a la forma buena y válida la presente solicitud, 
por ser hecha conforme la ley y en cuanto al fondo, conceder la 
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libertad condicional al interno Sauveur Protife (Sic), de generales 
anotadas, por reunir la solicitud hecha por él, las condiciones 
exigidas por el artículo 1 de la Ley 164, de fecha 10 de junio 
de 1980 y sus modificaciones, quedando dicho beneficiado, 
comprometido durante el tiempo que falta por cumplir la pena que 
le fue impuesta, la cual termina el día 23 del mes de septiembre del 
año 2011, a observar obligatoriamente las condiciones siguientes: 
a) Residir en la calle Sabana Larga, barrio Puerto Rico No. 54, en 
el centro de la ciudad de Dajabón, bajo vigilancia de su patronato, 
señora Flora Tavárez, dominicana, mayor de edad, portadora de 
la cédula de identidad y electoral No. 044-0015482-1, domiciliada 
y residente en la calle Sabana Larga, barrio Puerto Rico No. 54, en 
el centro de la ciudad de Dajabón, con la expresa advertencia, que 
si desea cambiar de residencia, debe avisarlo al Magistrado Juez de 
la Ejecución de la Pena del Departamento Judicial de Montecristi, 
a fin de obtener la autorización correspondiente; b) No cometer 
infracciones intencionales; c) Observar una vida honesta, dedicada 
al trabajo, acatando los reglamentos de conducta de no abusar al 
ingerir bebidas alcohólicas, sometiéndose a las inspecciones que 
se establezcan dedicándose a oficios, arte, industria o profesión, 
si no tiene medios propios de subsistencia, todo ellos bajo el 
patronato garante, señora Flora Tavárez; d) Presentarse a partir 
de esta fecha, el primer día laborable de cada mes, hasta el día de 
extinción de la pena por ante el despacho del Magistrado Juez del 
Tribunal de la Ejecución de la Pena del Departamento Judicial de 
Montecristi, para informarse de lo que el Magistrado tenga a bien 
saber; SEGUNDO: Que esta resolución puede ser revocada de 
pleno derecho, si el impetrante comete una o varias infracciones 
intencionales y si se condena a ellas irrevocablemente, caso 
en el cual deberá cumplir sucesivamente, la parte anterior no 
ejecutada a la fecha, más la nueva pena que le haya sido impuesta; 
TERCERO: Que si el impetrante, señor Sauveur Protife 
(Sic), en caso de que por cualquier circunstancia esta sentencia 
fuere revocada, se valiere a sabiendas de que se ha ordenado la 
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reintegración al presidio, o no se presente en las fechas señaladas 
ante el Magistrado Juez del Tribunal de la Ejecución de la Pena 
del Departamento Judicial de Montecristi, será considerado 
como fugitivo que se ha escapado de la prisión donde cumplía 
su condena y sufrirá además de este caso, todo lo que establezca 
la ley, y a la persona que a sabiendas le haya ayudado o invitado a 
realizar esos actos, sufrirá la pena correspondiente prescrita por la 
ley para los cómplices de evasión; CUARTO: Que la señora Flora 
Tavárez, en su calidad de patronato del nombrado, señor Sauveur 
Protife (Sic), queda obligada a informar al Magistrado Juez del 
Tribunal de la Ejecución de la Pena del Departamento Judicial de 
Montecristi, las faltas que pueda cometer dicho señor, así como 
cualquier circunstancia que estime útil; QUINTO: Se establece la 
conversión de la multa de Cincuenta Mil Pesos (RD$50,000.00), 
en veinte pagos mensuales de Mil Pesos (RD$1,000.00), y veinte 
pagos mensuales de Mil Quinientos Pesos (RD$1,500.00), hasta 
cumplir con el pago íntegro de la multa antes indicada, ordenando 
la realización del pago de la primera cuota treinta días después de 
haber egresado el señor Sauveur Protife, del centro penitenciario 
donde guarda prisión; SEXTO: Que esta resolución de libertad 
condicional, así como cualquier otra que pueda dictarse en 
revocación de la misma, son susceptibles del recurso de apelación, 
en un plazo de 10 días a partir de la notificación; SÉPTIMO: Se 
ordena a la Directora del Centro de Corrección y Rehabilitación 
Beller, Dajabón, disponer el egreso inmediato del señor Sauveur 
Protife (Sic), en atención a la libertad condicional otorgada; 
OCTAVO: Ordena la notificación de la resolución a la Dirección 
General de Prisiones, a la Directora del Centro de Corrección 
y Rehabilitación Beller, Dajabón, la lectura de la presente 
resolución, vale notificación para las partes presentes”; b) que la 
anterior resolución fue recurrida en apelación por el Procurador 
General de la Corte de Apelación de Montecristi, resultando 
apoderada la Corte de Apelación del referido departamento 
judicial, la cual dictó, el 30 de octubre del 2008, la decisión ahora 
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impugnada, en cuyo dispositivo se establece: “PRIMERO: 
Declara inadmisible el recurso de apelación de fecha 2 de octubre 
del 2008, interpuesto por el Procurador General de la Corte de 
apelación del Departamento Judicial de Montecristi, en contra 
de la sentencia penal No. 2008-00041, de fecha 23 de septiembre 
del 2008, dictada por el Tribunal de la Ejecución de la Pena del 
Departamento Judicial de Montecristi, por los motivos expuestos 
en el cuerpo del presente auto; SEGUNDO: Se ordena que copia 
del presente auto le sea comunicado a las partes cuyas diligencias 
corresponden a la Secretaría de esta Corte de Apelación”;

Considerando, que la recurrente Procuradora General Adjunta, 
recurrente invoca en su recurso de casación lo siguiente: “Único 
Medio: Decisión manifiestamente infundada”; sosteniendo que: 
“El auto sobre inadmisibilidad del recurso es manifiestamente 
infundado, pues no da explicaciones de porqué declara inadmisible 
el recurso de apelación que interpone el Ministerio Público, y 
se limita única y exclusivamente a hacer una descripción de la 
resolución recurrida y los alegatos del recurrente, no ponderando 
los motivos de la parte que recurre; que el Ministerio Público 
al momento de apelar la resolución que emitió el Tribunal de la 
Ejecución de la Pena sí fundamentó su recurso en disposiciones 
legales, y expresamos de manera reiterada en el mismo recurso, 
al motivar las consideraciones de derecho, en lo establecido en 
el artículo 417 del Código Procesal Penal, ordinales 2 y 3, en 
las disposiciones de las resoluciones 296-2005 y 2087-2006 de 
la Suprema Corte de Justicia, que disponen dichas resoluciones 
que al momento de decidir sobre la libertad condicional de un 
interno, debe de evaluarse el impacto social de la infracción, que 
de ahí se desprende que si el interno violó la Ley No. 50-88, sobre 
Drogas y Sustancias Controladas y la pena que al mismo se le 
impuso fue de 12 años, faltándole a dicho interno casi 4 años; 
para nadie es un secreto la lucha constante del Ministerio Público 
como impacta a la sociedad en forma negativa estos tipos de 
hechos delictivos…”;
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Considerando, que la Corte a-qua para adoptar su decisión, 
determinó lo siguiente: “Del examen de los motivos en que 
se funda el recurso de apelación y del análisis de la resolución 
apelada, se desprende que dicho recurso de apelación resulta 
inadmisible, ya que no se configuran ninguna de las violaciones 
alegadas”;

Considerando, que, en efecto, tal como aduce la recurrente, 
la Corte a-qua, al pronunciar la inadmisibilidad del recurso 
de apelación no realizó un examen adecuado de los medios 
propuestos por el apelante, en particular, lo concerniente al 
desagravio social por el hecho punible que originó la condenación; 
por consiguiente, procede la anulación a fines de que se examine 
en su totalidad el recurso de apelación del Ministerio Público;

Considerando, que cuando una decisión es casada por una 
violación a las reglas cuya observancia esté a cargo de los jueces, 
las costas pueden ser compensadas.

Por tales motivos, Primero: Declara con lugar el recurso de 
casación incoado por la Procuradora General Adjunta de la Corte 
de Apelación de Montecristi, Dra. Hosanna Lemoine Fernández, 
en representación del Procurador General de dicha Corte, Dr. 
Marcroni de Jesús Mora Lockharts, contra la resolución dictada 
por la Corte de Apelación de ese departamento judicial, el 30 de 
octubre del 2008, cuyo dispositivo se encuentra copiado en parte 
anterior del presente fallo; Segundo: Casa la referida decisión y 
ordena el envío del proceso por ante la Cámara Penal de la Corte 
de Apelación del Departamento Judicial de Santiago, a fines 
de que realice una nueva valoración del recurso de apelación; 
Tercero: Compensa las costas.

Firmado: Hugo Álvarez Valencia, Julio Ibarra Ríos, Dulce Ma. 
Rodríguez de Goris y Víctor José Castellanos Estrella. Grimilda 
Acosta, Secretaria General.
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La presente sentencia ha sido dada y firmada por los señores 
Jueces que figuran en su encabezamiento, en la audiencia pública 
del día, mes y año en él expresados, y fue firmada, leída y publicada 
por mí, Secretaria General, que certifico.
www.suprema.gov.do
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SENTENCIA DEL 25 DE MARZO DE 2009, NÚM. 28
Sentencia impugnada:	 Cámara Penal de la Corte de Apelación de 

San Pedro de Macorís, del 15 de agosto del 
2008.

Materia:	 Correccional.
Recurrentes:	 Colegio Jardín Verde y Daniel Enrique Inirio 

Abreu (a) Dany.
Abogados:	 Licdos. Juan Carlos Dorrejo González, 

Domingo Aurelio Tavárez Aristy y Heilin 
Figuereo Ciprián

Interviniente:	 Yudelka Josefina Bonilla Silverio y Manuel 
de Jesús Díaz Sánchez.

Abogado:	 Dr. Rafael Barón Duluc Rijo y Licda. María 
Elena Aybar Betances.

 
Dios, Patria y Libertad

República Dominicana

En Nombre de la República, la Cámara Penal de la Suprema 
Corte de Justicia, regularmente constituida por los Jueces Hugo 
Álvarez Valencia, Presidente; Julio Ibarra Ríos, Dulce Ma. 
Rodríguez de Goris y Víctor José Castellanos Estrella, asistidos 
de la Secretaria General, en la Sala donde celebra sus audiencias, 
en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, 
hoy 25 de marzo del 2009, años 166° de la Independencia y 146° 
de la Restauración, dicta en audiencia pública, como Corte de 
Casación, la siguiente sentencia: 

Sobre los recursos de casación interpuestos por el Colegio 
Jardín Verde, tercero civilmente demandado, y por Daniel Enrique 
Inirio Abreu (a) Dany, dominicano, mayor de edad, soltero, 
cédula de identidad y electoral No. 028-0069919-7, domiciliado y 
residente en la calle Padre Billini No. 101 de la ciudad de Higüey, 
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imputado y civilmente responsable, contra la sentencia dictada 
por la Cámara Penal de la Corte de Apelación del Departamento 
Judicial de San Pedro de Macorís, el 15 de agosto del 2008, cuyo 
dispositivo aparece copiado más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído a la Licda. Heilin Figuereo Ciprián, defensora pública, 
actuando a nombre y representación del recurrente Daniel 
Enrique Inirio Abreu, en la lectura de sus conclusiones;

Oído a los Licdos. Domingo Aurelio Tavárez Aristy y Juan 
Carlos Dorrejo González, actuando a nombre y representación del 
recurrente Colegio Jardín Verde, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la 
República;

Visto el escrito mediante el cual el recurrente Colegio Jardín 
Verde por intermedio de sus abogados, Licdos. Juan Carlos 
Dorrejo González y Domingo Aurelio Tavárez Aristy, interpone 
el recurso de casación, depositado en la secretaría de la Corte 
a-qua el 22 de agosto del 2008; 

Visto el escrito mediante el cual el recurrente Daniel Enrique 
Inirio Abreu, por intermedio de su abogada, Licda. Heilin 
Figuereo Ciprián, defensora pública, interpone el recurso de 
casación, depositado en la secretaría de la Corte a-qua el 9 de 
septiembre del 2008; 

Visto los escritos de contestación a los recursos de casación 
interpuestos, depositados por el Dr. Rafael Barón Duluc Rijo 
y la Licda. María Elena Aybar Betances, actuando a nombre y 
representación de los querellantes y actores civiles Yudelka 
Josefina Bonilla Silverio y Manuel de Jesús Díaz Sánchez;

Visto la resolución de la Cámara Penal de la Suprema Corte 
de Justicia del 17 de octubre del 2008, que declaró admisibles los 
recursos de casación interpuestos por los recurrentes; 
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Visto la sentencia de la Cámara Penal de la Suprema Corte de 
Justicia del 28 de enero del 2009, que pospuso el pronunciamiento 
de la presente sentencia;

Visto la Ley No. 25 de 1991, modificada por la Ley No. 156 
de 1997;

La Cámara Penal de la Suprema Corte de Justicia después de 
haber deliberado, y vistos los artículos 2 de la Ley No. 278-04 
sobre Implementación del Proceso Penal, instituido por la Ley 
76-02; 418, 419, 420, 421, 422, 425, 426 y 427 del Código Procesal 
Penal, y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere son hechos constantes los 
siguientes: a) que con motivo del sometimiento a la justicia del 
encartado, acusado de la supuesta violación a los artículos 330 
y 331 del Código Penal, modificados por la Ley No. 24-97, y el 
artículo 396-c, de la Ley No. 136-03 Código para la Protección 
de Niños, Niñas y Adolescentes, los cuales fueron variados por 
la de violación a los artículos 330 y 333 párrafo 2do., letra f, del 
Código Penal, modificados por la Ley No. 24-97, sobre Violencia 
Intrafamiliar; b) que apoderado del fondo del asunto el Segundo 
Tribunal Colegiado de Primera Instancia del Departamento 
Judicial de San Pedro de Macorís, dictó su decisión al respecto el 
22 de febrero del 2008, y su dispositivo dice así: “PRIMERO: 
Varía la calificación jurídica dada a los hechos por el Juez de la 
Instrucción, de este Distrito Judicial, de violación a los artículos 
330 y 331 del Código Penal, modificados por la Ley No. 24-97, y 
el artículo 396-c de la Ley No. 136-03 (Código para el Sistema de 
Protección y los Derechos Fundamentales de los Niños, Niñas y 
Adolescentes), por la de violación a los artículos 330 y 333 párrafo 
2do., letra f, del Código Penal, modificados por la Ley No. 24-97; 
SEGUNDO: Declara al imputado Daniel Enrique Inirio Abreu 
(a) Dany, dominicano, mayor de edad, soltero, profesor, no porta 
cédula de identidad y electoral, domiciliado y residente en la calle 
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Padre Billini No. 101, sector Cambelén, de esta ciudad de Higüey, 
del crimen de agresión sexual con la agravante de haber sido 
cometido por una persona que ha abusado de la autoridad que les 
confieren sus funciones, previsto y sancionado por los artículos 
330 y 333 párrafo 2do., letra f, del Código Penal, modificados 
por la Ley No. 24-97, en perjuicio de la niña G. M. D. B., y en 
consecuencia lo condena a cumplir una pena de diez (10) años 
de reclusión mayor y al pago de una multa de Cien Mil Pesos 
(RD$100,000.00); TERCERO: Condena al imputado Daniel 
Enrique Inirio Abreu (a) Dany, al pago de las costas penales del 
procesamiento; CUARTO: Declara buena y válida en cuanto 
a la forma, la constitución en actor civil hecha por los señores 
Yudelka Josefina Bonilla Silverio y Manuel de Jesús Sánchez, 
en su calidad de padres de la menor G. M. D. B., a través de 
su abogada, Licda. María Elena Aybar Betances, en contra del 
imputado Daniel Enrique Inirio Abreu (a) Dany, y el Colegio 
Jardín Verde, tercero civilmente demandado, por haber sido 
hecha de acuerdo a la ley y en tiempo hábil; y en cuanto al fondo 
de la precitada constitución en actor civil, condena al imputado 
Daniel Enrique Inirio Abreu (a) Dany, por su hecho penal, y al 
Colegio Jardín Verde, tercero civilmente responsable, al pago de 
una indemnización de Dos Millones de Pesos (RD$2,000,000.00), 
a favor y provecho de los señores Yudelka Josefina Bonilla 
Silverio y Manuel de Jesús Sánchez, en ya indicada calidad de 
padres de la menor G. M. D. B., como justa reparación por los 
daños y perjuicios que les han causado como consecuencia del 
hecho delictuoso del presente proceso; QUINTO: Condena al 
imputado Daniel Enrique Inirio Abreu (a) Dany, y al Colegio Jardín 
Verde, tercero civilmente responsable, al pago de las costas civiles 
del procedimiento, a favor y provecho de la Licda. María Elena 
Aybar Betances, quien afirma haberla avanzado en su totalidad”; 
c) que recurrida en apelación, fue apoderada la Cámara Penal de 
la Corte de Apelación del Departamento Judicial de San Pedro 
de Macorís, la cual dictó la sentencia hoy impugnada, el 15 de 
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agosto del 2008, cuyo dispositivo es el siguiente: “PRIMERO: 
Se declaran regulares y válidos en cuanto a la forma, los recursos 
de apelación, interpuestos por los actores civiles en fecha 14 del 
mes de marzo del año 2008; por el tercero civilmente demandado, 
en fecha 18 del mes de marzo del año 2008; y por el imputado 
en fecha 25 del mes de marzo del año 2008, respectivamente, a 
través de sus abogados, en contra de la sentencia No. 42-2008, 
dictada por el Segundo Tribunal Colegiado de Primera Instancia 
del Departamento Judicial de San Pedro de Macorís, en fecha 
22 del mes de febrero del año 2008, por haber sido interpuestos 
en tiempo hábil y conforme a derecho; SEGUNDO: En cuanto 
al fondo, esta Corte después de haber deliberado y obrando 
por propia autoridad y mandato expreso de la ley, modifica en 
el aspecto civil la sentencia objeto del presente recurso, por 
consiguiente, confirma en el aspecto penal la sentencia recurrida 
que declaró la culpabilidad del imputado Daniel Enrique Inirio 
Abreu (a) Dany, de generales que constan en el expediente, y le 
condenó al cumplimiento de diez (10) años de reclusión mayor 
y al pago de una multa de Cien Mil Pesos (RD$100,000.00), por 
violación a los artículos 330 y 333 del Código Penal Dominicano, 
en perjuicio de la menor G. M. D. B.; TERCERO: Se declara 
regular y válida en cuanto a la forma, la constitución en querellante 
y actor civil, interpuesta por los señores Yudelka Josefina Bonilla 
Silverio y Manuel de Jesús Díaz Sánchez, padres de la menor 
agraviada, en contra del imputado Daniel Enrique Inirio Abreu 
y del Colegio Jardín Verde, tercero civilmente demandado, por 
haber sido interpuesta en tiempo hábil y conforme a derecho; 
CUARTO: En cuanto al fondo, modifica la sentencia recurrida 
y en consecuencia condena conjunta y solidariamente a Daniel 
Enrique Inirio Abreu y Colegio Jardín Verde, en sus respectivas 
calidades más arriba indicadas, al pago de una indemnización de 
Cinco Millones de Pesos (RD$5,000,000.00), a favor y provecho 
de los señores Yudelka Josefina Bonilla Silverio y Manuel de Jesús 
Díaz Sánchez, como justa reparación por los daños y perjuicios 
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morales y materiales sufridos a consecuencia del hecho delictivo; 
QUINTO: Se condena al imputado Daniel Enrique Inirio Abreu, 
al pago de las costas del proceso, con distracción de las civiles a 
favor y provecho de la Licda. María Elena Aybar Betances, quien 
afirma haberlas avanzado en su totalidad”;

Considerando, que el recurrente Colegio Jardín Verde, en su 
escrito de casación por intermedio de sus abogados, fundamenta 
su recurso, alegando en síntesis, lo siguiente: “Primer Medio: 
Sentencia manifiestamente infundada (artículo 426 ordinal 3ro. 
del Código Procesal Penal); Segundo Medio: Violación a la ley 
por inobservancia o errónea aplicación de una norma (violación 
a las leyes Nos. 716 del 1944, artículo 3; la Ley 5736 del 1992 y la 
Ley 12 del 1993; violación al artículo 330 del Código Procesal 
Penal; Violación a los artículos 24, 26, 50, 118, 121, 122, 123, 124, 
125 y 270 del Código Procesal Penal; violación y mala aplicación 
del artículo 1315 del Código Civil; violación a las normas que 
rigen el debido proceso y por vía de consecuencia el derecho de 
defensa, consagrado en la Constitución de la República; artículo 
8-5 de la Constitución con respecto a la igualdad, lo que significa 
que la ley es igual para todos los individuos; el respeto al derecho 
del debido proceso; sentencia carente de base legal; Tercer 
Medio: Sentencia de la Corte de Apelación sea contradictoria 
con un fallo anterior de ese mismo tribunal o de la Suprema Corte 
de Justicia; que los supuestos actores civiles, no depositaron en 
ninguna de las instancias, ningún documento que tenga que ver 
con el aspecto penal, no sabemos a cuáles documentos y pruebas, 
aportadas por los actores civiles y querellantes, es que se refiere la 
Corte, que sólo se refiere a documentos acreditados por el 
Ministerio Público y no señala ningún documento presentado por 
los actores civiles, por consiguiente, deja la sentencia carente de 
base legal; que la Corte a-qua en las motivaciones relativa a la 
responsabilidad civil, motiva en base a los artículos 1382 y 1383 
del Código Civil, que se refieren principalmente a la responsabilidad 
civil personal no a la responsabilidad civil por el hecho de otro y 
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la sentencia debe bastarse a sí misma; que por otra parte, si la 
sentencia de primer grado establece que el hecho ocurrió en hora 
no precisada, de dónde extrae la Corte el convencimiento de que 
fue en horas laborables ni de donde extrae que la niña era alumna 
del colegio, por lo que en este aspecto hay una evidente 
desnaturalización de los hechos; que la Corte ha establecido como 
hecho no controvertido, sin embargo, ante el Juez de la Instrucción, 
ante el Tribunal Colegiado y en los motivos del recurso ante la 
Corte, el Colegio Jardín Verde ha alegado que no se ha probado 
la relación de comitencia entre el imputado y el colegio y la 
comitencia no se presume, ahí lo que se aplica es el artículo 1315 
del Código Civil; que los jueces del fondo, los de la Corte, debieron 
responder todas las conclusiones de la parte civil demandada, ya 
que el recurso fue declarado admisible, en ese aspecto se conjugan 
los vicios siguientes: falta de estatuir, falta de base legal y violación 
al derecho de defensa; que la supuesta acta de nacimiento, además 
de ser una fotocopia, no cumple con los requisitos legales para ser 
admitida en tribunales dominicanos, en adición, dicho documento 
fue depositado por el Ministerio Público con el interés de probar 
exclusivamente la persona víctima y la edad de la niña; que los 
jueces del fondo se extralimitaron al darle un alcance probatorio 
diferente al propuesto por el Ministerio Público, en consecuencia 
se viola el derecho de defensa del Colegio Jardín Verde; además, 
todo documento extranjero, para ser usado en la República 
Dominicana, debe, en primer término, ser registrado en el 
Consulado Dominicano en el país de origen del documento, en el 
caso de la especie, Nueva York, y posteriormente registrar en la 
Cancillería de la República Dominicana, todo ello derivado de las 
Leyes Nos. 716 del 1944, artículo 3, y la Ley 5736 del 1992 y la 12 
del 1963; que el Colegio Jardín Verde ante todas las instancias, ha 
puesto como puntos controvertidos lo siguiente: Primero: calidad 
de los supuestos actores civiles, relación comitente-preposé, entre 
el imputado y el colegio; violación al derecho de defensa en razón 
de que se han violado los principios que rigen el procedimiento 
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para constituirse en actor civil y querellarse, los medios de pruebas 
presentados por los supuestos actores civiles; el acta de nacimiento 
como ya se dijo; el no depósito del escrito de la supuesta 
constitución en actor civil y querellante ante el tribunal de primer 
grado ni ante la Corte a-qua; que de todo lo anterior se colige que 
se ha violado el derecho de defensa del Colegio Jardín Verde, pues 
la ley establece el procedimiento de constituirse en actor civil 
querellante, motivar las sentencias, no es posible que la Corte 
acoja el recurso en el aspecto civil, interpuesto por los recurridos 
y supuestos actores civiles, sin motivar la decisión en ese aspecto; 
que ha habido incongruencia en la sentencia, la que no ha sido 
debidamente motivada; que la Corte no valoró los medios y 
documentos nuevos presentados por el Colegio Jardín Verde, 
consistente en una copia certificada del expediente con la finalidad 
de probar que la constitución en actor civil no estaba depositada 
en el expediente del primer grado, sin embargo no se refieren a 
ese hecho; que el recurrente depositó objeciones a la acusación y 
documentos ante el Juez de la Instrucción como ante los jueces 
del fondo, sin embargo no se pronunciaron sobre los mismos; 
que la Corte a-qua rechaza los recursos de una manera genérica, 
que no sustituye la contestación de los planteamientos del 
recurrente; sin embargo, cuando modifica la sentencia en cuanto 
a los daños, pone daños morales y materiales y en la sentencia del 
Colegiado se refiere a daños y perjuicios, sin especificar, de 
manera, que la Corte rechaza los medios nuestros, pero toma 
parte de ellos, ya que uno de los motivos de nuestro recurso de 
apelación fue que el Colegiado no estableció a cuál daño se refería; 
que la sentencia adolece de los vicios siguientes: Violación del 
principio de legalidad, del debido proceso, del derecho de defensa, 
falta de base legal, desnaturalización de los hechos y falta de 
estatuir; que en nuestro ordenamiento jurídico solamente en 
materia de Ley 241 sobre Tránsito de Vehículos de Motor se 
presume la relación comitencia-preposé, en las demás materias se 
aplica el artículo 1315, y en esta materia los jueces no pueden usar 
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la presunción comitente-preposé; que la parte que propone una 
prueba debe establecer qué pretende probar con ella, de manera 
que pruebas presentadas por el Ministerio Público para probar 
hechos meramente de orden público, no pueden ser usados por 
los jueces para probarle hechos y circunstancias que se le hayan 
escapado al supuesto actor civil, como sería probar la calidad o la 
relación de comitente-preposé, como ha pasado en la especie; que 
en el caso hipotético de que fueran procedentes las indemnizaciones 
acordadas a las víctimas, son irracionales a la luz del derecho, y 
carecen de toda base legal; que la autoridad judicial está obligada 
a motivar de forma específica y clara las decisiones que adopta, 
principios que deben creerse necesarios privilegiar, pues definen 
la legalidad y la sana crítica de la prueba, que la obligación 
constitucional de motivar todas las decisiones judiciales pone fin 
al principio de la íntima convicción, y lo sustituye por la sana 
crítica, lo que otorga mayor transparencia y legitimidad al sistema; 
que la sentencia debe mostrar tanto el propio convencimiento de 
los jueces, como la explicación de las razones dirigidas a las partes, 
lo cual ha de diafanizar el proceso en cuanto a su decisión y a las 
razones que motivaron la misma, que una sentencia carente de 
motivos de hecho y de derecho conduce a la arbitrariedad de la 
resolución, asimismo, la falta de fundamentación jurídica; que en 
este caso el tribunal colegiado falló extra y ultra petita, y omitió 
pronunciarse sobre conclusiones del Colegio Jardín Verde, 
planteamientos que fueron invocados ante la Corte a-qua pero sin 
resultados; que las conclusiones presentadas no fueron 
debidamente respondidas en ninguna de las decisiones de los 
tribunales, la Corte ni siquiera se pronunció sobre los medios 
presentados en las conclusiones; que la Corte a-qua debió plasmar 
en su sentencia los fundamentos en base a los cuales resolvió 
dicha indemnización tan exacta a la requerida por los demandantes, 
de una manera exagerada, sin analizar, en caso de que los supuestos 
actores civiles hubieren probado su calidad y su constitución en 
actor civil ser admitida, las circunstancias del hecho y las 
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declaraciones del Médico Legista cuando dijo que las lesiones 
eran muy leves y que tuvo que revisarla dos veces; que la Corte 
debió fijar los elementos constitutivos de ese perjuicio o los 
elementos que le han servido para la determinación de su monto, 
en caso de que procediese; que los jueces deben expresar cuáles 
elementos son retenidos para cuantificar los daños y perjuicios; 
que la simple falta de motivación con respecto a los elementos 
que tomaron en cuenta para evaluar los daños acompañado del 
hecho de que sin tener el documento que avala la constitución en 
actor civil, el hecho de que el Juez de la Instrucción que conoció 
esa fase, admite la constitución en actor civil en contra del 
imputado, es indudable que la sentencia es casable por falta de 
base legal”;

Considerando, que el recurrente Daniel Enrique Inirio 
Abreu, en su escrito de casación por intermedio de su abogada, 
fundamenta su recurso, alegando en síntesis, lo siguiente: “Único 
Medio: Motivación insuficiente; que la Corte a-qua no motiva de 
manera suficiente la razón por la cual rechaza a la defensa técnica 
los tres vicios del recurso de apelación, esta solamente se limita a 
decir que no es autosuficiente, y es por ello que la defensa técnica 
sostiene que en el presente caso la Corte a-qua no nos responde 
nuestros planteamientos, no le responde al imputado la razón por 
la cual le confirma una sentencia tan injusta y desproporcionada 
de diez (10) años, y solamente se limita a copiar textualmente 
diversos considerandos de la sentencia de primer grado para darles 
aquiescencia de una manera simplista ignorando jurídicamente los 
señalamientos establecidos en nuestro recurso; que la Corte a-qua 
no motiva sobre el segundo vicio que señaló la defensa en su escrito 
de apelación, sobre la ilegalidad de pruebas específicamente del 
acta de nacimiento de la menor, documento éste expedido en los 
Estados Unidos, no válido, ya que su traducción fue presentada 
en copia y no fue legalizada por nuestras autoridades consulares, 
ya que no se satisface la exigencia del artículo 1341 del Código 
Civil, toda vez que los documentos procedentes del exterior no 
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certificados por nuestra representación consular no pueden darse 
por existentes oficialmente, por lo cual esta acta de nacimiento 
en inglés, no debió ser utilizada para avalar la calidad de los 
querellantes; que esa acta de nacimiento, por sí sola no es prueba 
para que los querellantes y actores civiles demuestren la supuesta 
calidad de padres de la menor víctima, para incoar en justicia, por 
ante los tribunales de la República Dominicana, por lo que dicha 
constitución no debió ser admitida por ningún tribunal y menos 
aún por el de juicio; que por otra parte la Corte no motiva el 
porqué aumenta la indemnización impuesta al imputado, que le 
perjudicó con un aumento”;

Considerando, que para fallar como lo hizo, la Corte         a-qua 
dio por establecido lo siguiente: “a) Que en el caso de la especie, 
ha quedado establecido, por ser un hecho no controvertido que 
el imputado era profesor del Colegio Jardín Verde, y la menor 
alumna del colegio, y que el hecho sucedió en horas laborables 
dentro del plantel escolar, por lo que ha quedado comprometida 
la responsabilidad civil del centro educativo; b) Que toda persona 
perjudicada en la comisión de un hecho delictuoso tiene calidad 
para demandar, por lo que los actores civiles Yudelka Bonilla y 
Manuel de Jesús Díaz, en su condición de padres de la menor 
agraviada tienen calidad para demandar; c) Que de conformidad 
con la doctrina y la jurisprudencia cuando el daño es causado por 
un preposé, como es el caso de la especie, el criterio dominante es 
que la responsabilidad de la persona civilmente responsable por 
el hecho de su preposé está marcada con solidaridad y que aquel 
se encuentra obligado civilmente en las mismas condiciones en 
lo que lo está el preposé, por lo que el imputado Daniel Enrique 
Inirio Abreu, es deudor solidario conjuntamente con el Colegio 
Jardín Verde, en cuanto al pago de la indemnización impuesta por 
el Tribunal ad-queen; d) Que en el caso de la especie, los escritos 
de apelación del imputado y del tercero civilmente responsable 
no brindan los requisitos de autosuficiencia, en razón de que no 
justifican los medios que invocan en su escrito de apelación, al 
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no establecer motivos de hecho ni de derecho que justifiquen 
sus planteamientos, de igual modo el recurso de la parte civil en 
cuanto al aspecto penal; por lo que es procedente rechazar sus 
pretensiones por improcedentes, infundadas y carentes de base 
legal; e) Que en el caso de la especie, del examen de la sentencia 
recurrida y de la ponderación de los argumentos de hecho y de 
derecho que en ella se establecen, esta Corte es de opinión que 
el Tribunal a-quo hizo una correcta valoración de las pruebas 
presentadas por el Ministerio Público y actores civiles, que 
destruyeron la presunción de inocencia de que está investido todo 
justiciable, quedando establecida la culpabilidad del imputado 
Daniel Enrique Inirio Abreu, por lo que procede la confirmación 
de la sentencia impugnada en el aspecto penal, por ser justa y 
reposar en derecho, ya que el Tribunal a-quo en su sentencia dio 
motivos serios, precisos, pertinentes y válidos que justifican su 
dispositivo; f) Que esta Corte ha observado rigurosamente toda la 
norma procesal y examinado y ponderado todos los documentos 
que obran como piezas en el expediente”; 

Considerando, que dada la gravedad del hecho imputado a 
Daniel Enrique Inirio Abreu (a) Dany, en perjuicio de la menor G. 
M. D. B., y las consecuencias que pueden derivarse del mismo, es 
preciso que no exista ninguna duda sobre su culpabilidad, la que, 
sin embargo, a juicio de esta Corte no ha quedado suficientemente 
establecida, en razón de que es el propio médico que examinó 
la menor, quien al declarar lo hizo de tal manera que originó 
confusión, toda vez que por una parte expresa que hay “una leve 
laceración en unos segmentos del útero y encontramos hallazgos 
compatibles con una manipulación”; mientras en otra parte afirma 
“que la laceración fue tan leve que pudo no ser advertida por otra 
persona”; que asimismo la niña afirma que el imputado lo que 
hizo fue orinar sobre ella, y los jueces afirman que en la ropa de la 
referida menor había semen, todo lo cual pone de manifiesto que 
en la especie se requieren elementos probatorios contundentes y 
bien establecidos que destruyan totalmente el estado jurídico de 
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inocencia de que goza todo imputado; por lo cual procede acoger 
los medios planteados por el imputado y consecuentemente las 
esgrimidas por el Colegio Jardín Verde, accionando como tercero 
civilmente demandado; 

Considerando, que cuando la sentencia es casada por la 
inobservancia de reglas procesales cuyo cumplimiento esté a 
cargo de los jueces, las costas pueden ser compensadas.

Por tales motivos, Primero: Admite como intervinientes a 
Yudelka Josefina Bonilla Silverio y Manuel de Jesús Díaz Sánchez 
en los recursos de casación interpuestos por el Colegio Jardín 
Verde y por Daniel Enrique Inirio Abreu (a) Dany, contra la 
sentencia dictada por la Cámara Penal de la Corte de Apelación del 
Departamento Judicial de San Pedro de Macorís, el 15 de agosto 
del 2008, cuyo dispositivo se copia en parte anterior de este fallo; 
Segundo: Declara con lugar los referidos recursos de casación; y 
en consecuencia, casa dicha sentencia y envía el presente proceso 
por ante la Sala de la Cámara Penal de la Corte de Apelación del 
Departamento Judicial de Santo Domingo; Tercero: Compensa 
las costas.

Firmado: Hugo Álvarez Valencia, Julio Ibarra Ríos, Dulce Ma. 
Rodríguez de Goris y Víctor José Castellanos Estrella. Grimilda 
Acosta, Secretaria General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los señores 
Jueces que figuran en su encabezamiento, en la audiencia pública 
del día, mes y año en él expresados, y fue firmada, leída y publicada 
por mí, Secretaria General, que certifico.
www.suprema.gov.do



SENTENCIA DEL 25 DE MARZO DE 2009, NÚM. 29
Sentencia impugnada:	 Tercera Sala de la Cámara Penal de la Corte 

de Apelación del Distrito Nacional, del 17 
de octubre del 2008.

Materia:	 Correccional.
Recurrente:	 Henry Cuello Lorenzo.
Abogados:	 Lic. Luis Marino Peña Fabián y Dr. José 

Vinicio Simé.
Interviniente:	 Miguel E. Medina Abreu.
Abogado:	 Dr. Cecilio Mora Merán.

 
Dios, Patria y Libertad

República Dominicana

En Nombre de la República, la Cámara Penal de la Suprema 
Corte de Justicia, regularmente constituida por los Jueces Hugo 
Álvarez Valencia, Presidente; Julio Ibarra Ríos, Dulce Ma. 
Rodríguez de Goris y Víctor José Castellanos Estrella, asistidos 
de la Secretaria General, en la Sala donde celebra sus audiencias, 
en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, 
hoy 25 de marzo del 2009, años 166° de la Independencia y 146° 
de la Restauración, dicta en audiencia pública, como Corte de 
Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Henry Cuello 
Lorenzo, dominicano, mayor de edad, comerciante, cédula de 
identidad y electoral No. 001-0032641-0, domiciliado y residente 
en la calle Dr. Octavio Mejía Ricart No. 234 del sector Alma Rosa 
1, del municipio Santo Domingo Este, imputado y civilmente 
responsable, contra la sentencia dictada por la Tercera Sala de la 
Cámara Penal de la Corte de Apelación del Distrito Nacional el 
17 de octubre del 2008, cuyo dispositivo se copia más adelante; 
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Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído al Dr. Cecilio Mora Merán, en la lectura de sus conclusiones, 
actuando a nombre y representación del interviniente Miguel E. 
Medina Abreu; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la 
República; 

Visto el escrito motivado suscrito por el Lic. Luis Marino 
Peña Fabián y el Dr. José Vinicio Simé, actuando a nombre y 
representación del recurrente Henry Cuello Lorenzo, depositado 
el 30 de octubre del 2008, en la secretaría de la Corte a-qua, 
mediante el cual interpone dicho recurso de casación; 

Visto el escrito de contestación suscrito por el Dr. Cecilio Mora 
Meran, actuando a nombre y representación del interviniente 
Miguel E. Medina Abreu, depositado el 11 de noviembre del 
2008, en la secretaría de la Corte a-qua; 

Visto la resolución de la Cámara Penal de la Suprema Corte de 
Justicia del 6 de enero del 2009, que declaró admisible el recurso 
de casación citado precedentemente, fijando audiencia para 
conocerlo el 18 de febrero del 2009;

Visto la Ley No. 25 de 1991, modificada por la Ley No. 156 
de 1997; 

La Cámara Penal de la Suprema Corte de Justicia después de 
haber deliberado, y vistos los artículos 65 y 70 de la Ley sobre 
Procedimiento de Casación; 393, 394, 397, 400, 418, 419, 420, 
421, 422, 425, 426 y 427 del Código Procesal Penal; la Ley No. 
278-04 sobre Implementación del Proceso Penal, instituido por la 
Ley No. 76-02; la Resolución 2529-2006, dictada por la Suprema 
Corte de Justicia, el 31 de agosto del 2006; 

Considerando, que en la decisión impugnada y en los 
documentos que en ella se refieren, son hechos constantes los 
siguientes: a) que el 9 de mayo del 2008, el señor Miguel E. Medina 
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Abreu, presentó formal querella con constitución en actor civil en 
contra de Henry Cuello Lorenzo, por presunta violación a las 
disposiciones de la Ley 2859 sobre Cheques, en su perjuicio; b) 
que para el conocimiento del asunto fue apoderada la Tercera Sala 
de la Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Nacional, la cual dictó su sentencia el 21 de julio del 2008, cuyo 
dispositivo es el siguiente: “PRIMERO: Declaramos al señor 
Henry Cuello Lorenzo, dominicano, mayor de edad, comerciante, 
portador de la cédula de identidad y electoral No. 001-0032641-
0, domiciliado y residente en la calle Dr. Octavio Mejía Ricart, 
234, Alma Rosa 1ro., Santo Domingo Este, culpable de violar las 
disposiciones del artículo 66 literal a, de la Ley 2859 sobre Cheques, 
en perjuicio de Miguel E. Medina Abreu, y en consecuencia lo 
condenamos a cumplir seis (6) meses de prisión correccional, 
al pago de una multa de Cinco Mil Pesos (RD$5,000.00), y al 
pago de las costas; SEGUNDO: Declaramos conforme con los 
requerimientos legales, la constitución en actor civil presentada 
por el querellante y, en consecuencia condenamos al señor Henry 
Cuello Lorenzo, a pagar al señor Miguel E. Medina Abreu, las 
siguientes sumas de dinero: a) Doscientos Sesenta y Siete Mil 
Pesos (RD$267,000.00), por concepto del importe del cheque; y 
b) Cuarenta Mil Pesos (RD$40,000.00), por los daños y perjuicios 
causados por el infractor; TERCERO: Condenamos al señor 
Henry Cuello Lorenzo, al pago de las costas civiles, ordenando 
su distracción y provecho del abogado del actor civil; CUARTO: 
Diferimos la lectura íntegra de la sentencia para el día viernes 
veinticinco (25) de julio del corriente, a las nueve horas de la 
mañana (9:00 A. M.), valiendo citación para las partes”; c) que 
con motivo del recurso de alzada interpuesto intervino la decisión 
ahora impugnada, dictada por la Tercera Sala de la Cámara Penal 
de la Corte de Apelación del Distrito Nacional el 17 de octubre 
del 2008, y su dispositivo es el siguiente: “PRIMERO: Rechaza 
el recurso de apelación interpuesto por el Lic. Luis Marino 
Peña Fabián y el Dr. José Vinicio Simé, actuando a nombre y 
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en representación del señor Henry Cuello Lorenzo, en fecha 11 
de agosto del 2008, contra la sentencia No. 47/2008, de fecha 
21 de julio del 2008, dictada por la Tercera Sala de la Cámara 
Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, 
por las razones expuestas en el cuerpo de la presente decisión; 
SEGUNDO: Confirma la sentencia No. 47/2008, de fecha 21 
de julio del 2008, dictada por la Tercera Sala de la Cámara Penal 
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, en todas 
sus partes, por ser conforme a derecho; TERCERO: Condena al 
imputado y recurrente Henry Cuello Lorenzo, al pago de las costas 
penales y civiles, producidas en la presente instancia judicial”;

Considerando, que el recurrente Henry Cuello Lorenzo, en su 
escrito de casación, alega los medios siguientes: “Primer Medio: 
Contradicción e ilogicidad manifiesta entre las motivaciones y el 
dispositivo de la sentencia impugnada; Segundo Medio: Errónea 
valoración de los hechos y el derecho y de la aplicación de la 
norma jurídica”; 

Considerando, que en la especie, sólo se procederá al análisis 
del primer medio invocado por el recurrente, dada la solución que 
se le dará al caso; 

Considerando, que en este sentido, el recurrente, bajo el vicio 
contradicción e ilogicidad manifiesta entre las motivaciones y el 
dispositivo de la sentencia impugnada, fundamentó lo siguiente: 
“Que la Corte a-qua en uno de sus considerandos establece: ‘que 
tomando en consideración los criterios para la determinación de 
la pena, contenidos en el artículo 339 del Código Procesal Penal, 
tal como se ha consignado precedentemente, esta Sala entiende 
justo condenar solamente al imputado al pago de una multa de 
Cinco Mil Pesos (RD$5,000.00), por tratarse de la expedición de 
un cheque por la suma de Doscientos Sesenta y Siete Mil Pesos 
(RD$267,000.00), cuyo bien jurídico a proteger lo constituye el 
patrimonio del querellante. De ahí que ni el interés social ni el 
orden público en su conjunto se ven transgredidos al tratarse 
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de un delito de naturaleza esencialmente económica y privada, 
en el cual el Estado no se ha visto seriamente afectado; en esa 
vertiente carece de utilidad la imposición de una pena privativa 
de libertad’; y sin embargo, esta Corte a-qua en su dispositivo 
confirma la sentencia dictada por el Tribunal de primer grado 
que condena al imputado a seis (6) meses de prisión correccional, 
Cinco Mil Pesos (RD$5,000.00) de multa, al pago del valor del 
cheque de Doscientos Sesenta y Siete Mil Pesos (RD$267,000.00) 
y Cuarenta Mil Pesos (RD$40,000.00) de indemnización”;

Considerando, que para fallar como lo hizo, la Corte a-qua 
dio por establecido lo siguiente: “1) Que, en su segundo medio 
el recurrente plantea que la sentencia analizada está viciada por 
una falta de motivos respecto al daño sufrido por el reclamante 
y a la pena impuesta. Que, el Juez de primer grado condenó al 
imputado y recurrente al pago de las sumas de Doscientos Sesenta 
y Siete Mil Pesos Oro (RD$267,000.00) y Cuarenta Mil Pesos 
Oro (RD$40,000.00), la primera, por concepto del monto del 
cheque emitido con insuficiencia de fondos y la segunda, como 
indemnización por los daños y perjuicios causados; 2) Que, esta 
Sala de la Corte ha podido advertir, tal como alega el recurrente, 
que el Tribunal de primer grado no establece en su decisión en qué 
consistieron los daños recibidos por el actor civil; sin embargo, 
entiende esta Sala que es una cuestión que puede ser subsanada 
por la Corte, sin necesidad de que por esta causa proceda 
modificación de la sentencia; 3) Que, todo proceso por violación 
a la Ley de Cheques se circunscribe a una emisión de un cheque, 
cuyo beneficiario no lo pudo hacer efectivo, por insuficiencia 
previa y disponible de fondos. Que, constituye una falta el hecho 
del imputado Henry Cuello Lorenzo, actuar con imprudencia, al 
emitir un cheque a favor del señor Miguel E. Medina Abreu, sin 
garantía de la disponibilidad económica para responder por los 
fondos del mismo, sujetándose a ingresos posibles que finalmente 
no obtuvo, de manera que no estuvo en condiciones de solventar 
el pago de dicho instrumento. Por cuanto, tal acontecimiento le 
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ha causado un perjuicio económico al querellante, el cual debe ser 
compensado de manera proporcional; 4) Que, esta Sala de la Corte 
es de criterio que en el caso de la especie no sólo procede ordenar 
la devolución del monto del cheque envuelto, sino también 
fijar una indemnización, que en ese sentido, la indemnización 
acordada por el Tribunal de primer grado es justa y proporcional, 
por cuanto procede rechazar el medio analizado en este aspecto; 
5) Que en cuanto a la segunda parte del segundo medio, en lo 
concerniente a la pena impuesta, la sentencia impugnada condena 
al imputado y recurrente Henry Cuello Lorenzo, en el aspecto 
penal a una sanción de seis (6) meses de prisión y al pago de 
una multa de Cinco Mil Pesos (RD$5,000.00). Que, el Juzgado 
debe tener una visión integral en la sagrada misión que ejerce, 
de forma tal que más allá de la aplicación estricta de la ley, pueda 
hacer uso de los principios de proporcionalidad, razonabilidad y 
justeza, en aras de dar solución equilibrada al conflicto planteado, 
garantizando las prerrogativas fundamentales y al mismo tiempo 
reivindicando el derecho en caso de que haya sido vulnerado, 
evitando así la impunidad y de esta forma consolidar su legitimidad 
ante la sociedad. Que, acorde con los postulados modernos del 
derecho penal, la pena se justifica en su capacidad para reprimir 
(retribución) y prevenir (protección) al mismo tiempo, por lo 
tanto, la pena además de ser justa tiene que ser útil para alcanzar 
sus propósitos. Que, para la imposición de la pena privativa de 
libertad, la cuantía establecida para la infracción objeto de la 
crítica judicial en esta ocasión, es la contenida en el artículo 405 
del Código Penal, relativo al delito de Estafa, cuya escala se sitúa 
de seis (6) meses a dos (2) años de prisión correccional; 6) Que, 
tomando en consideración los criterios para la determinación de 
la pena, contenidos en el artículo 339 del Código Procesal Penal, 
tal como se ha consignado precedentemente, esta Sala entiende 
justo condenar solamente al imputado al pago de una multa de 
Cinco Mil Pesos (RD$5,000.00), por tratarse de la expedición de 
un cheque por la suma de Doscientos Sesenta y Siete Mil Pesos 
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(RD$267,000.00), cuyo bien jurídico a proteger lo constituye el 
patrimonio del querellante. De ahí que ni el interés social ni el 
orden público en su conjunto se ven transgredidos, al tratarse de 
un delito de naturaleza esencialmente económica y privada, en el 
cual el Estado no se ha visto seriamente afectado; en esa vertiente 
carece de utilidad la imposición de una pena privativa de libertad 
(Sic)”; 

Considerando, que de lo anteriormente transcrito, se evidencia, 
que efectivamente, tal y como aduce el recurrente en su escrito de 
casación, la sentencia impugnada se encuentra afectada del vicio 
de contradicción, toda vez que la Corte a-qua en la motivación 
de la misma expresa “que tomando en consideración los criterios 
para la determinación de la pena, contenidos en el artículo 339 
del Código Procesal Penal entiende justo condenar al imputado 
Henry Cuello Lorenzo, sólo al pago de una multa de Cinco Mil 
Pesos (RD$5,000.00)”; sin embargo, en su parte dispositiva 
confirmó en todas sus partes la sentencia dictada por el Tribunal 
de primer grado, que condenó al imputado a seis (6) meses de 
prisión correccional y al pago de una multa de Cinco Mil Pesos 
(RD$5,000.00); por consiguiente, procede acoger el medio 
examinado; 

Considerando, que cuando una decisión es casada por una 
violación a las reglas cuya observancia esté a cargo de los jueces, 
las costas pueden ser compensadas. 

Por tales motivos, Primero: Admite como interviniente a 
Miguel E. Medina Abreu, en el recurso de casación interpuesto 
por Henry Cuello Lorenzo, contra la sentencia dictada por la 
Tercera Sala de la Cámara Penal de la Corte de Apelación del 
Distrito Nacional el 17 de octubre del 2008, cuyo dispositivo 
aparece copiado en parte anterior del presente fallo; Segundo: 
Declara con lugar dicho recurso de casación, y en consecuencia, 
casa la sentencia y ordena el envío del proceso por ante la Cámara 
Penal de la Corte de Apelación del Departamento Judicial de San 
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Cristóbal, para una nueva valoración del recurso de apelación; 
Tercero: Compensa las costas.

Firmado: Hugo Álvarez Valencia, Julio Ibarra Ríos, Dulce Ma. 
Rodríguez de Goris y Víctor José Castellanos Estrella. Grimilda 
Acosta, Secretaria General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los señores 
Jueces que figuran en su encabezamiento, en la audiencia pública 
del día, mes y año en él expresados, y fue firmada, leída y publicada 
por mí, Secretaria General, que certifico.
www.suprema.gov.do



SENTENCIA DEL 25 DE MARZO DE 2009, NÚM. 30
Sentencia impugnada:	 Cámara Penal de la Corte de Apelación de 

Santiago, del 8 de octubre del 2008.
Materia:	 Correccional.
Recurrente:	 Héctor Rafael Franco Anido y Seguros 

Mapfre BHD y Seguros Mapfre BHD.
Abogado:	 Lic. Carlos Francisco Álvarez Martínez.

 
Dios, Patria y Libertad

República Dominicana

En Nombre de la República, la Cámara Penal de la Suprema 
Corte de Justicia, regularmente constituida por los Jueces Julio 
Ibarra Ríos, en funciones de Presidente; Edgar Hernández Mejía, 
Dulce Ma. Rodríguez de Goris y Víctor José Castellanos Estrella, 
asistidos de la Secretaria General, en la Sala donde celebra sus 
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito 
Nacional, hoy 25 de marzo del 2009, años 166° de la Independencia 
y 146° de la Restauración, dicta en audiencia pública, como Corte 
de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Héctor Rafael 
Franco Anido, dominicano, mayor de edad, chofer, cédula de 
identidad y electoral No. 031-0224630-7, domiciliado y residente 
en la calle Emilio Prud’ Homme No. 31, parte atrás, del sector 
de Bella Vista de la ciudad de Santiago, y Seguros Mapfre BHD, 
compañía constituida de conformidad con las leyes dominicanas, 
entidad aseguradora, contra la sentencia dictada por la Cámara 
Penal de la Corte de Apelación del Departamento Judicial de 
Santiago el 8 de octubre del 2008, cuyo dispositivo se copia más 
adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
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Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la 
República;

Visto el escrito motivado suscrito por el Lic. Carlos Francisco 
Álvarez Martínez, a nombre y representación de Héctor Rafael 
Franco Anido y Seguros Mapfre BHD, depositado el 17 de 
octubre del 2008, en la secretaría de la Cámara Penal de la Corte 
de Apelación del Departamento Judicial de Santiago, mediante el 
cual interponen dicho recurso de casación;

Visto la resolución dictada por esta Cámara Penal de la Suprema 
Corte de Justicia de fecha 23 de diciembre del 2008, que declaró 
admisible el recurso de casación interpuesto por los recurrentes, y 
fijó audiencia para conocerlo el 11 de febrero del 2009;

Visto la Ley No. 25 de 1991, modificada por la Ley No. 156 
de 1997; 

La Cámara Penal de la Suprema Corte de Justicia después 
de haber deliberado, y vistos los artículos 393, 394, 399, 400, 
418, 419, 420, 421, 422, 425, 426 y 427 del Código Procesal 
Penal; 65 y 70 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; la 
Ley No. 241, sobre Tránsito de Vehículos; la Ley No. 278-04 
sobre Implementación del Proceso Penal, y la Resolución 2529-
2006, dictada por la Suprema Corte de Justicia, el 31 de agosto 
del 2006;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere son hechos constantes los 
siguientes: a) que con motivo de un accidente de tránsito ocurrido 
el 12 de julio del 2004, en la avenida Estrella Sadhalá próximo 
al antiguo Club de la Tabacalera, de la ciudad de Santiago, en el 
que la camioneta marca Mitsubishi conducida por Héctor Rafael 
Franco Anido, propiedad de Gloria María Colón Rosario de 
García, asegurada con Seguros Palic, mientras dicho conductor se 
dirigía en dirección Oeste-Este en el carril izquierdo, atropelló a 
María Cresencia Infante, quien trató de cruzar la referida avenida 
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cuando las luces estaban en verde para el indicado conductor, 
ocasionándole una lesión en el hombro y brazo izquierdo; b) 
que para conocer el fondo del proceso fue apoderado el Juzgado 
de Paz Especial de Tránsito No. 1 del municipio de Santiago, el 
cual dictó sentencia el 27 de julio del 2006, cuya parte dispositiva 
expresa: “PRIMERO: Se declara no culpable al señor Héctor 
Rafael Franco Anido, dominicano, mayor de edad, chofer, 
portador de la cédula de identidad y electoral No. 031-0224630-
7, domiciliado y residente en la calle Emilio Prud’ Homme No. 
31, parte atrás, Bella Vista, Santiago R. D., de violar la Ley 241, 
en ninguno de sus articulados y en consecuencia se le descarga 
de toda responsabilidad penal; SEGUNDO: Se declaran las 
costas penales de oficio; TERCERO: Se pronuncia el defecto 
de la parte demandante, por no haber comparecido a audiencia; 
CUARTO: Se rechaza la demanda incoada por la señora 
María Infante, a través de sus abogados constituidos Licdos. 
Mayobanex Martínez Durán y José Eduardo Eloy Rodríguez, 
por no haber comparecido la parte demandante y no haber 
presentado conclusiones al respecto; QUINTO: Se compensan 
las costas civiles del procedimiento; SEXTO: Se autoriza a la 
secretaria de este tribunal a expedir copia de la presente decisión 
a las partes interesadas. Se comisiona al ministerial Fernando 
Antonio Francisco Raposo, alguacil ordinario de este Tribunal, 
para notificar la presente sentencia”; c) que dicha decisión fue 
recurrida en apelación por la actora civil María Cresencia Infante, 
siendo apoderada la Cámara Penal de la Corte de Apelación del 
Departamento Judicial de Santiago, la cual dictó la sentencia 
objeto del presente recurso de casación, el 8 de octubre del 2008, 
cuyo dispositivo establece lo siguiente: “PRIMERO: Declara 
con lugar el recurso de apelación interpuesto siendo las 10:19 A. 
M., del día 25 de marzo del 2008, por los licenciados Mayobanex 
Martínez Durán y José Eduardo Eloy Rodríguez, en nombre y 
representación de la señora María Cresencia Infante, en contra 
de la sentencia No. 392-06-00355 de fecha 27 de julio del 2006, 
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dictada por el Primer Juzgado de Paz Especial de Tránsito del 
Distrito Judicial de Santiago; SEGUNDO: Resuelve directamente 
el caso en base al artículo 422 (2.1) del Código Procesal Penal, 
y en consecuencia anula los ordinales tercero, cuarto y quinto 
de la sentencia impugnada; TERCERO: Declara regular y 
válida la acción civil incoada por María Infante, contra Héctor 
Rafael Franco, con oponibilidad a la compañía de Seguros Palic, 
por haber sido interpuesta de acuerdo a la normativa procesal 
aplicable al caso; CUARTO: En cuanto al fondo, condena a 
Héctor Rafael Franco, por su hecho personal, al pago de Ciento 
Cincuenta Mil Pesos (RD$150,000.00), a favor de María Infante; 
QUINTO: Declara la presente sentencia oponible a la compañía 
de Seguros Palic hasta el monto de la póliza; SEXTO: Condena a 
la parte recurrida al pago de las costas generadas por el recurso”;

Considerando, que los recurrentes Héctor Rafael Franco 
Anido y Seguros Mapfre BHD, por medio de su abogado, 
proponen contra la sentencia impugnada lo siguiente: “Único 
Medio: Sentencia manifiestamente infundada (Art. 426 inciso 3 
del Código Procesal Penal). Violación al derecho de defensa al 
no ponderar el escrito de contestación interpuesto por la defensa 
sobre el recurso de apelación intentado por los demandantes”;

Considerando, que los recurrentes, en el desarrollo de su 
medio, alegan varios aspectos, en el primero, establece en síntesis: 
“Que la Corte a-qua no debió ponderar y mucho menos dictar 
directamente la sentencia, condenando a los hoy recurrentes 
al pago de una indemnización de Ciento Cincuenta Mil Pesos 
(RD$150,000.00), ya que el recurso de apelación fue depositado 
el 25 de marzo del 2008 y la sentencia le fue notificada el 1ro. de 
agosto del 2006, por lo que era extemporáneo, ya que la señora 
María Cresencia Infante hizo elección de domicilio para todos los 
fines y consecuencias del acto de demanda en daños y perjuicios 
en la oficina de su abogado, y por tanto, al ser recibida la sentencia 
de primer grado por el Lic. José E. Eloy, abogado de dicha señora, 
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en fecha 1ro. de agosto del 2006, dicho recurso era extemporáneo; 
que la Corte a-qua no se pronunció sobre el medio planteado en 
cuanto a que fuera rechazado el recurso de apelación incoado 
por los actores civiles por resultar extemporáneo o caduco por 
haber sido depositado fuera de plazo, lo que entraña falta de base 
legal, violación a la ley, falta de motivos, exceso de poder, entre 
otras agresiones al correcto y sano manejo de la administración 
de justicia con la equidad y sano juicio que debe primar en las 
decisiones de los tribunales; que no motivó sus conclusiones, por 
lo que incurrió en falta de estatuir y violó su derecho de defensa 
al no contestar su pedimento”;

Considerando, que en los documentos que reposan en el 
expediente se advierte una certificación de la secretaria del tribunal 
de primer grado donde da constancia de que el Lic. José Eduardo 
Eloy Rodríguez, actuando a nombre de la actora civil, recibió la 
notificación de la sentencia 392-06-00355, de fecha 27 de julio del 
2006, dictada por el Juzgado de Paz Especial de Tránsito No. 1 del 
municipio de Santiago; una notificación de la sentencia de primer 
grado, realizada a las partes, en sus domicilios, por el ministerial 
Fernando Antonio Francisco Raposo, alguacil ordinario del 
Tribunal Especial de Tránsito Grupo I, de la ciudad de Santiago, 
en fecha 12 de marzo del 2008, un recurso de apelación incoada 
por la actora civil María Cresencia Infante en fecha 25 de marzo 
del 2008;

Considerando, que la Corte a-qua al declarar la admisibilidad 
del recurso de apelación de que fue objeto, se basó en la 
notificación de la sentencia de primer grado, realizada en la casa 
de la actora civil, María Cresencia Infante, por el ministerial 
Fernando Antonio Francisco Raposo, alguacil ordinario del 
Tribunal Especial de Tránsito Grupo I, de la ciudad de Santiago, 
comisionado mediante sentencia para realizar dicha notificación, 
efectuada el 12 de marzo del 2008; sin embargo, la Corte a-qua no 
observó las conclusiones realizadas en este sentido por la defensa 
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de Héctor Rafael Franco Anido, en consecuencia, omitió estatuir 
respecto al mismo, por lo que incurrió en violación al derecho de 
defensa;

Considerando, que en el segundo aspecto de su medio, los 
recurrentes plantean en síntesis, lo siguiente: “Que siendo el 
imputado descargado en lo penal, no podía la referida Corte dictar 
o imponer condena en el aspecto civil, la cual debía imponérsele 
con la condición de que en tal caso el imputado comprometiera 
su responsabilidad penal, lo que no ocurrió en el presente caso, 
ya que al determinarse por el Tribunal a-quo, que Héctor Rafael 
Franco no cometió falta penal alguna en el hecho que dio origen 
al proceso no existe responsabilidad penal por lo que tampoco 
habría responsabilidad civil y la indemnización impuesta por la 
Corte no tiene fundamento ni razón de ser; que la Corte a-qua 
alega que el Ministerio Público no recurrió en apelación, única 
parte que ejercía la acción penal y que María Infante, tiene la 
calidad de actor civil”;

Considerando, que la Corte a-qua para revocar el aspecto 
civil de la sentencia impugnada, dijo lo siguiente: “Tomando en 
consideración que el Ministerio Público no recurrió en apelación, 
única parte que ejercía la acción penal, y que María Infante tiene 
calidad de actor civil, conviene aclarar que la Corte sólo se encuentra 
apoderada del aspecto civil del proceso; que lleva razón la parte 
apelante cuando señala que el tribunal de juicio desnaturalizó las 
declaraciones del conductor del vehículo al producir su absolución 
en base a las mismas, toda vez que la afirmación de que vio a la 
imputada como a un metro de distancia implica que Héctor Rafael 
Franco cometió una falta, ya que al percatarse de la presencia de la 
víctima debió haber reducido la velocidad y maniobrar para evitar 
chocarla, lo cual no hizo. Eso si, está claro que la víctima María 
Infante también cometió una falta al intentar cruzar la vía estando 
la luz en verde para el vehículo conducido por Héctor Rafael 
Franco, que incluso incidió en más proporción en la ocurrencia 



1062	 Boletín Judicial 1180

del accidente; ya hemos señalado en el fundamento anterior que 
Héctor Franco cometió una falta en el accidente en que resultó 
lesionada María Infante, y el tribunal de juicio fijó en la sentencia 
como hechos comprobados que el accidente ocurrió el 12 de julio 
del 2004, que el vehículo conducido por Héctor Rafael Franco es 
marca Mitsubishi chasis No. MMBJRK7402D002852, asegurado 
mediante la póliza número 02051 1229 por la compañía Seguros 
Palic con vigencia hasta el 31 de marzo del 2005, y que la víctima 
María Infante resultó con una perturbación funcional de carácter 
permanente en el miembro superior izquierdo por formación de 
tejido fibroso originado por inadecuado tratamiento ortopédico de 
parte de la paciente de acuerdo al reconocimiento número 063 de 
fecha 19 de enero del 2005 expedido por el Instituto de Patología 
Forense del Distrito Judicial de Santiago; que procede condenar 
a Héctor Rafael Franco, por su hecho personal, por el daño de 
naturaleza moral, intangible, que le ocasionó la lesión permanente 
del miembro superior izquierdo, lo que necesariamente disminuirá 
su utilidad como persona. El monto de la indemnización se fijó 
tomando en consideración que Héctor Rafael Franco y María 
Infante cometieron faltas que incidieron, en una proporción de 
sesenta por ciento la víctima y un cuarenta el demandado, en 
la ocurrencia del accidente; que en ese sentido existe una falta 
que le es imputable a Héctor Rafael Franco consistente en que 
al percatarse de la presencia de la víctima debió haber reducido 
la velocidad y maniobrar para evitar chocarla, lo cual no hizo; 
un daño o perjuicio, que consiste en la lesión permanente con 
que resultó María Infante como consecuencia del accidente; 
y existe además un vínculo de causa a efecto entre la falta y el 
daño, es decir, el hecho de no haberse percatado de la presencia 
de la víctima y haberla chocado fue lo que ocasionó la lesión 
permanente a María Infante”;

Considerando, que en cuanto a lo esgrimido, ciertamente, en 
materia de Ley 241 sobre Tránsito de Vehículos, si no existe falta 
penal, no puede retenerse una falta civil, ya que la inexistencia de 
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la penal, elimina la civil; sin embargo, aunque el aspecto penal de 
la sentencia de primer grado no fue recurrido por el Ministerio 
Público, como quedó establecido, esto no impedía a la Corte 
a-qua examinar el caso frente a la apelación de la actora civil, y 
aunque en la especie, como se ha señalado precedentemente, no 
podía condenar penalmente al recurrente Héctor Rafael Franco 
Anido, sí tenía la posibilidad de entender, como tribunal de alzada, 
que el mismo cometió una falta o infracción que sustentara 
una condenación civil, en cuyo caso debió motivar la decisión 
adecuadamente;

Considerando, que en un tercer aspecto de su medio, los 
recurrentes plantean en síntesis, lo siguiente: “Que la Corte sólo 
estaba apoderada del aspecto civil del proceso; que la Corte 
reconoce que la víctima incurrió en falta al cruzar una vía cuando 
el semáforo estaba en rojo para ella, por lo que debió confirmar 
la sentencia de primer grado, que la Corte emitió una sentencia 
manifiestamente infundada, sin ninguna motivación y sin 
fundamento legal alguno; que si el imputado fue descargado en la 
primera fase, en todos los aspectos, no podía la Corte bajo ningún 
concepto tomar ese argumento sin razón de ser para entonces 
dictar sentencia en contra del imputado”;

Considerando, que como se ha señalado anteriormente, la Corte 
a-qua dio como único motivo, para imponer una indemnización 
a favor de la actora civil, que: “el imputado afirmó que vio a la 
co-imputada como a un metro de distancia, que al percatarse de 
la presencia de la víctima debió haber reducido la velocidad y 
maniobrar para evitar chocarla, lo cual no hizo”; 

Considerando, que de lo expuesto precedentemente, esta 
Cámara Penal no ha podido advertir el origen de la afirmación 
de la Corte a-qua en el sentido de que el imputado no redujo la 
velocidad o no trató de maniobrar para evitar chocar o atropellar 
a la víctima, máxime cuando su sentencia condenatoria se basa 
en las declaraciones del imputado sin hacer un análisis de si la 
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distancia en que éste aduce que vio a la víctima le permitía realizar 
una mayor o mejor maniobra que la descrita en su testimonio; 
además, la Corte a-qua concede una indemnización, sin establecer 
si el daño presentado por la víctima fue la consecuencia directa 
del accidente; por consiguiente, la sentencia recurrida resulta ser 
manifiestamente infundada; por todo lo cual, procede acoger el 
medio propuesto por los recurrentes; 

Considerando, que cuando la sentencia es casada por la 
inobservancia de reglas procesales cuyo cumplimiento esté cargo 
de los jueces, las costas pueden ser compensadas; 

Considerando, que en la deliberación y votación del 
conocimiento del presente recurso de casación, participaron los 
magistrados cuyos nombres figuran en el encabezado y al final 
de la decisión; sin embargo, en el día de hoy el Magistrado Edgar 
Hernández Mejía, se encuentra imposibilitado de firmar la misma 
debido a que está de vacaciones; por lo que de conformidad con 
lo dispuesto por el artículo 334, numeral 6, del Código Procesal 
Penal esta sentencia vale sin su firma.

Por tales motivos, Primero: Declara con lugar el recurso de 
casación interpuesto por Héctor Franco Anido y Seguros Mapfre 
BHD, contra la sentencia dictada por la Cámara Penal de la 
Corte de Apelación del Departamento Judicial de Santiago el 8 
de octubre del 2008, cuyo dispositivo se encuentra copiado en 
parte anterior del presente fallo; en consecuencia, casa la referida 
sentencia; Segundo: Ordena el envío del presente proceso 
judicial por ante la Cámara Penal de la Corte de Apelación del 
Departamento Judicial de La Vega, a fin de que realice una nueva 
valoración de los méritos de los recursos de apelación; Tercero: 
Compensa las costas.

Firmado: Julio Ibarra Ríos, Edgar Hernández Mejía, Dulce Ma. 
Rodríguez de Goris y Víctor José Castellanos Estrella. Grimilda 
Acosta, Secretaria General.
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La presente sentencia ha sido dada y firmada por los señores 
Jueces que figuran en su encabezamiento, en la audiencia pública 
del día, mes y año en él expresados, y fue firmada, leída y publicada 
por mí, Secretaria General, que certifico.
www.suprema.gov.do
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SENTENCIA DEL 4 DE MARZO DE 2009, NÚM. 1
Sentencia impugnada:	 Corte de Trabajo de La Vega, del 28 de 

diciembre de 2007.
Materia:	 Laboral.
Recurrente:	 PIS Dominicana, S. A.
Abogado:	 Lic. Ricardo Alberto Suriel Hilario.
Recurrido:	 José Manuel Meléndez.
Abogados:	 Licdos. José Miguel Tejada Almonte y Juan 

Leovigildo Tejada Almonte.

CAMARA DE TIERRAS, LABORAL, CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVO 
Y CONTENCIOSO-TRIBUTARIO.

Inadmisible

Audiencia pública del 4 de marzo de 2009.
Preside: Juan Luperón Vásquez.

 
Dios, Patria y Libertad

En Nombre de la República, la Cámara de Tierras, Laboral, 
Contencioso-Administrativo y Contencioso-Tributario de la 
Suprema Corte de Justicia, dicta en audiencia pública la siguiente 
sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por PIS Dominicana, 
S. A., sociedad de comercio, organizada de acuerdo con las leyes 
dominicanas, con domicilio social en La Penda, kilómetro 17 de 
la Autopista Duarte, tramo La Vega-Santiago, contra la sentencia 
dictada por la Corte de Trabajo del Departamento Judicial de La 
Vega el 28 de diciembre de 2007, cuyo dispositivo se copia más 
adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
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Visto el memorial de casación depositado en la Secretaría de 
la Corte de Trabajo del Departamento Judicial de La Vega el 29 
de febrero de 2008, suscrito por el Lic. Ricardo Alberto Suriel 
Hilario, con Cédula de Identidad y Electoral núm. 047-0002254-
6, abogado de la recurrente, mediante el cual propone los medios 
que se indican más adelante;

Visto el memorial de defensa depositado en la Secretaría 
de la Suprema Corte de Justicia el 1° de abril de 2008, suscrito 
por los Licdos. José Miguel Tejada Almonte y Juan Leovigildo 
Tejada Almonte, con Cédulas de Identidad y Electoral núms. 
047-0100980-7 y 047-0100981-5, respectivamente, abogados del 
recurrido José Manuel Meléndez;

Visto la Ley núm. 25 de 1991, modificada por la Ley núm. 156 
de 1997, y los artículos 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación;

La CORTE, en audiencia pública del 1° de octubre de 2008, 
estando presentes los Jueces: Juan Luperón Vásquez, Presidente; 
Julio Aníbal Suárez, Enilda Reyes Pérez, Darío O. Fernández 
Espinal y Pedro Romero Confesor, asistidos de la Secretaria 
General y después de haber deliberado los jueces signatarios de 
este fallo;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que en 
ocasión de la demanda laboral en reclamo de prestaciones laborales, 
derechos adquiridos, salarios , horas extras y daños y perjuicios 
interpuesta por el recurrido José Manuel Meléndez contra PIS 
Dominicana, S. A., el Juzgado de Trabajo del Distrito Judicial de 
La Vega dictó el 15 de junio de 2007, una sentencia con el siguiente 
dispositivo: “Primero: Rechaza la nulidad de los actos de alguacil 
Nos. 359-04 de fecha 8-3-04 del Ministerial Marino A. Cornelio 
De La Rosa, de Estrado de este Tribunal y el No. 441-04 de fecha 
1-3-04 del Ministerial Avelino Antonio Rodríguez, de Estrado de 
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la Segunda Cámara Penal de Distrito Judicial La Vega planteada 
por la parte demandada, por improcedente, mal fundada y carente 
de base legal; Segundo: Acoge como buena y válida en cuanto 
a la forma la demanda en reclamo de prestaciones laborales por 
dimisión justificada; de derechos adquiridos, salarios, horas extras 
y daños y perjuicios incoadas por el señor José Manuel Meléndez 
Jiménez, en perjuicio de la empresa PIS Dominicana, C. por A. 
y al señor Ramón Guillermo Espaillat, por haber sido hecha 
como dispone la ley que rige la materia; Tercero: En cuanto al 
fondo: Rechaza en todas sus partes las demandas en reclamo 
de prestaciones laborales por dimisión justificada; de derechos 
adquiridos, salarios, horas extras y daños y perjuicios incoadas por 
el señor José Manuel Meléndez Jiménez, en perjuicio del señor 
Ramón Guillermo Espaillat por improcedentes, mal fundadas y 
carentes de base legal; y condena al demandante al pago de las 
costas del procedimiento, generadas por su infundada acción en 
contra de dicho señor ordenándose su distracción en provecho 
del Lic. Modesto Nova Pérez, quien afirma haberlas avanzado 
en su totalidad; Cuarto: a) Declara que la causa de ruptura del 
contrato de trabajo que unía a las partes lo fue la dimisión, la cual 
se declara justificada, en consecuencia terminado el contrato con 
responsabilidad para el empleador demandado, la empresa PIS 
Dominicana, C. por A.; b) Condena a la empresa PIS Dominicana, 
C. por A., a pagar a favor del demandante los valores que se 
describen a continuación: la suma de RD$11,709.32 relativa a 28 
días de salario ordinario por concepto de preaviso; la suma de 
RD$11,291.13 relativa a 27 días de salario ordinario por concepto 
de auxilio de cesantía; la suma de 59,800.02 relativa a 6 meses de 
salario ordinario por concepto de la indemnización del Ord. 3° 
del artículo 95 del Código de Trabajo; la suma de RD$4,600.00 
por concepto de salarios ordinarios dejados de pagar durante el 
último año; la suma de RD$59,966.67 por concepto de salario 
de Navidad del año laborado; la suma de RD$5,854.66 relativa 
a 14 días de salario ordinario por concepto de las vacaciones del 
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último año; la suma de RD$18,818.55 relativa a 45 días de salario 
ordinario por concepto de las utilidades del último año; la suma 
de RD$20,000.00 por concepto de indemnización por la falta de 
pago de salarios ordinarios, del no pago de utilidades y por la 
no inscripción y pago al IDSS; para un total de RD$142,040.35, 
teniendo como base un salario semanal de RD$2,300.00 y una 
antigüedad de 1 año y 5 meses; c) Ordena que para el pago de 
la suma a que condena la presente sentencia, por concepto de 
prestaciones laborales, derechos adquiridos y salarios, se tome en 
cuenta la variación en el valor de la moneda, desde la fecha de 
la demanda y hasta la fecha en que fue pronunciada la presente 
sentencia. La variación del valor de la moneda será determinada 
por la evolución del índice general de los precios al consumidor, 
elaborado por el Banco Central de la República Dominicana; d) 
Rechaza los reclamos de horas extras y daños y perjuicios por 
dichos conceptos, planteados por el demandante por falta de 
prueba legal; Quinto: Condena a la empresa PIS Dominicana, 
C. por A., al pago de las costas del procedimiento, ordenándose 
la distracción de las mismas en provecho de los Licdos. José 
Miguel Tejada Almonte y Juan Teovigildo Tejada Almonte, 
quienes afirman haberlas avanzando en su totalidad”; b) que 
sobre el recurso de apelación interpuesto contra esta decisión, 
intervino la sentencia objeto de este recurso, cuyo dispositivo 
dice así: “Primero: Declarar como bueno y válido, en cuanto 
a la forma, el recurso de apelación principal interpuesto por la 
empresa PIS Dominicana, S. A. e incidental interpuesto por el 
señor José Manuel Meléndez contra la sentencia marcada con el 
No. AP00111-07 de fecha 15 de junio del año 2007, dictada por 
el Juzgado de Trabajo del Distrito Judicial La Vega, por haber 
sido interpuestos conforme a las normas y procedimientos que 
rigen la materia; Segundo: En cuanto al fondo, se acoge en parte 
el recurso de apelación principal y se rechaza el incidental, en 
consecuencia se modifica la sentencia laboral No. AP00111-07 de 
fecha 15 de junio del año 2007, dictada por el Juzgado de Trabajo 
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del Distrito Judicial de La Vega, y se condena a la empresa PIS 
Dominicana, S. A., a pagar a favor del señor José Manuel Meléndez, 
los valores que se describen a continuación: a) la suma de Cinco 
Mil Cuatrocientos Siete Pesos con 22/100 (RD$5,407.22), 
por concepto de 28 días de salario ordinario por preaviso; b) 
la suma de Cinco Mil Doscientos Catorce Pesos con 10/100 
(RD$5,214.00), por concepto de 27 días de salario ordinario por 
auxilio de cesantía; c) la suma de Veintisiete Mil Seiscientos Once 
Pesos con 58/100 (RD$27,611.58), por concepto de 6 meses de 
salario ordinario por la indemnización del Ord. 3° del artículo 95 
del Código de Trabajo; d) la suma de Cuatro Mil Seiscientos Pesos 
(RD$4,600.00), por concepto de salarios ordinarios dejados de 
pagar durante el último año: e) la suma de Cuatro Mil Seiscientos 
Un Pesos con 93/100 (RD$4,604.93), por concepto del salario de 
Navidad del año laborado; f) la suma de Dos Mil Setecientos Tres 
Pesos con 61/100 (RD$2,703.61), por concepto de 14 días de 
salario ordinario por las vacaciones del último año; g) la suma de 
Ocho Mil Seiscientos Noventa Pesos con 17/100 (RD$8,690.17), 
por concepto de 45 días de salario ordinario por las utilidades 
del último año; h) la suma de Veinte Mil Pesos (RD$20,000.00), 
por concepto de indemnización por la falta de pago de salarios 
ordinarios, de no pago de utilidades y por la no inscripción del 
Seguro Social; para un total de Setenta y Ocho Mil Ochocientos 
Veintiocho Pesos con 61/100 (RD478,828.61), teniendo como 
base un salario quincenal de RD$2,300.00 y una antiguedad de 1 
año y 5 meses; Tercero: Se ordena que para el pago de la suma a 
que condena la presente sentencia se tome en cuanta la variación 
en el valor de la moneda, desde la fecha de la demanda y hasta la 
fecha en que fue pronunciada la presente. La variación en el valor 
de la moneda será determinada por la evolución del índice general 
de los precios al consumidor, elaborado por el Banco Central 
de la República Dominicana; Cuarto: Se condena a la empresa 
PIS Dominicana, S. A., al pago de las costas del procedimiento, 
ordenándose la distracción de las mismas en provecho de los 
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Licdos. José Miguel Tejada Almonte y Juan Leovigildo Tejada 
Almonte, quienes afirman haberlas avanzado en su totalidad”;

Considerando, que la recurrente propone en apoyo de su 
recurso los siguientes medios de casación: Primer Medio: Vicios 
relacionados con la falta de base legal; Segundo Medio: Vicios 
relacionados con la violación a la ley; Violación al debido proceso; 

Considerando, que en su memorial de defensa, el recurrido 
invoca la inadmisibilidad del presente recurso, bajo el alegato de 
que las condenaciones impuestas por la sentencia impugnada no 
exceden el monto de veinte salarios mínimos que exige el artículo 
641 del Código de Trabajo para la admisibilidad del recurso de 
casación.

Considerando, que el artículo 641 del Código de Trabajo, 
declara que no serán admisibles los recursos de casación contra 
las sentencias cuyas condenaciones no excedan de veinte salarios 
mínimos; 

Considerando, que la sentencia impugnada condena a la 
recurrente pagar al recurrido los siguientes valores: a) Cinco 
Mil Cuatrocientos Siete Pesos con 22/100 (RD$5,407.22), por 
concepto de 28 días de preaviso; b) Cinco Mil Doscientos Catorce 
Pesos con 10/100 (RD$5,214.10), por concepto de 27 días de 
cesantía; c), Veintisiete Mil Seiscientos Once Pesos con 58/100 
(RD$27,611.58), por concepto de 6 meses de salario ordinario, 
por aplicación del artículo 95 Ord. 3° del Código de Trabajo; 
d) Cuatro Mil Seiscientos Pesos con 00/100 (RD$4,600.00), 
por concepto de salarios ordinarios dejados de pagar durante el 
último año; e) Cuatro Seiscientos Un Pesos con 93/100 (RD$ 
4,601.93), por concepto del salario de Navidad del año laborado; 
f) Dos Mil Setecientos Tres Pesos con 61/100 (RD$2,703.61), 
por concepto de 14 días de salario ordinario por las vacaciones del 
ultimo año; g) Ocho Mil Seiscientos Noventa Pesos con 17/100 
(RD$8,690.17), por concepto de 45 días de salario ordinario por 
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concepto de no pago de utilidades y por la no inscripción en el 
Instituto Dominicano de Seguros Sociales (IDSS), lo que hace un 
total de Setenta y Ocho Mil Ochocientos Veintiocho Pesos con 
61/100 (RD$78,828.61);

Considerando, que al momento de la terminación del contrato 
de trabajo del recurrido estaba vigente la Resolución núm. 
5-2004, dictada por el Comité Nacional de Salarios en fecha 
12 de noviembre de 2004, que establecía un salario mínimo de 
Seis Mil Cuatrocientos Pesos con 00/100 (RD$6,400.00), por 
lo que el monto de veinte salarios mínimos ascendía a la suma 
de Ciento Veintiocho Mil Pesos con 00/100 (RD$128,000.00), 
cantidad que como es evidente no es excedida por la totalidad 
de las condenaciones que impone la sentencia impugnada, por lo 
que el recurso de que se trata debe ser declarado inadmisible, de 
conformidad con lo que prescribe el artículo 641 del Código de 
Trabajo, sin necesidad de examinar los medios del recurso.

Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible el recurso 
de casación interpuesto por la recurrente PIS Dominicana, C. 
por A., contra la sentencia dictada por la Corte de Trabajo del 
Departamento Judicial de La Vega el 28 de diciembre de 2007, 
cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior del presente 
fallo; Segundo: Condena a la recurrente al pago de las costas 
ordenando su distracción en provecho de los Licdos. José Miguel 
Tejada Almonte y Juan Leovigildo Tejada Almonte, abogados, 
quienes afirman haberlas avanzado en su totalidad. 

Así ha sido hecho y juzgado por la Cámara de Tierras, 
Laboral, Contencioso-Administrativo y Contencioso-Tributario 
de la Suprema Corte de Justicia, y la sentencia pronunciada por 
la misma, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito 
Nacional, capital de la República, en su audiencia pública del 4 
de marzo de 2009, años 165° de la Independencia y 146° de la 
Restauración.
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Firmado: Juan Luperón Vásquez, Julio Aníbal Suárez, Enilda 
Reyes Pérez, Darío O. Fernández Espinal y Pedro Romero 
Confesor. Grimilda Acosta, Secretaria General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los señores 
Jueces que figuran al pie, en la audiencia pública del día, mes y 
año en ella expresados, y fue firmada, leída y publicada por mí, 
Secretaria General, que certifico.
www.suprema.gov.do
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SENTENCIA DEL 4 DE MARZO DE 2009, NÚM. 2
Sentencia impugnada:	 Segunda Sala de la Corte de Trabajo del 

Distrito Nacional, del 29 de mayo de 2007.
Materia:	 Laboral.
Recurrente:	 Rafael Díaz Comercial, C. por A.
Abogado:	 Lic. Luis Ernesto Ramírez Sánchez.
Recurrido:	 Juan Santiago Peralta.
Abogados:	 Lic. José Luis Batista B. y Dr. Ronólfido 

López B.

CAMARA DE TIERRAS, LABORAL, CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVO 
Y CONTENCIOSO-TRIBUTARIO.

Casa/Rechaza

Audiencia pública del 4 de marzo de 2009.
Preside: Juan Luperón Vásquez.

 
Dios, Patria y Libertad

En Nombre de la República, la Cámara de Tierras, Laboral, 
Contencioso-Administrativo y Contencioso-Tributario de la 
Suprema Corte de Justicia, dicta en audiencia pública la siguiente 
sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Rafael Díaz 
Comercial, C. por A., sociedad constituida de conformidad con 
las leyes de la República, con domicilio social en la calle Santomé, 
Esq. Antonio Caba, Mercado Modelo, del sector San Carlos, 
de esta ciudad, representada por su presidente Rafael Díaz, 
dominicano, mayor de edad, con Cédula de Identidad y Electoral 
núm. 053-0003178-7, domiciliado y residente en la Av. 27 de 
Febrero, Esq. Isabel Aguiar, Plaza Sara I, Suite 201 (Altos), de 
esta ciudad, contra la sentencia dictada por la Segunda Sala de la 
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Corte de Trabajo del Distrito Nacional el 29 de mayo de 2007, 
cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído en la lectura de sus conclusiones al Dr. Luis E. Ramírez 
Sánchez, abogado de los recurrentes; 

Visto el memorial de casación depositado en la Secretaría de 
la Segunda Sala de la Corte de Trabajo del Distrito Nacional el 
13 de junio de 2007, suscrito por el Lic. Luis Ernesto Ramírez 
Sánchez, con Cédula de Identidad y Electoral núm. 014-0001671-
1, abogado de los recurrentes, mediante el cual propone los 
medios que se indican más adelante;

Visto el memorial de defensa depositado en la Secretaría de la 
Suprema Corte de Justicia el 13 de agosto de 2007, suscrito por el 
Lic. José Luis Batista B. y el Dr. Ronólfido López B., con Cédulas 
de Identidad y Electoral núms. 001-1271564-4 y 001-0769809-4, 
respectivamente, abogados del recurrido Juan Santiago Peralta;

Visto la Ley núm. 25 de 1991, modificada por la Ley núm. 156 
de 1997, y los artículos 1, 20 y 65 de la Ley sobre Procedimiento 
de Casación;

La CORTE, en audiencia pública del 25 de febrero de 2009, 
estando presentes los Jueces: Juan Luperón Vásquez, Presidente; 
Julio Aníbal Suárez, Enilda Reyes Pérez, Darío O. Fernández 
Espinal y Pedro Romero Confesor, asistidos de la Secretaria 
General y después de haber deliberado los jueces signatarios de 
este fallo;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que en 
ocasión de la demanda laboral interpuesta por el actual recurrido 
Juan Santiago Peralta contra los recurrentes Rafael Díaz Comercial, 
C. por A. y Rafael Díaz, la Primera Sala del Juzgado de Trabajo del 
Distrito Nacional dictó el 22 de mayo de 2006 una sentencia con el 
siguiente dispositivo: “Primero: Se declara inadmisible la presente 
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demanda laboral interpuesta por el Sr. Juan Santiago Peralta, en 
contra de Almacén Rafael Díaz Comercial y Rafael Díaz, por los 
motivos expuestos; Segundo: Se condena a la parte demandante 
al pago de las costas del procedimiento ordenando su distracción 
a favor y provecho del Lic. Luis Ernesto Ramírez, abogado 
que afirma haberlas avanzado en su totalidad”; b) que sobre el 
recurso de apelación interpuesto contra esta decisión, intervino la 
sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo reza así: “Primero: 
Declara bueno y válido en cuanto a la forma, el presente recurso 
de apelación interpuesto por el señor Juan Santiago Peralta, en 
contra de la sentencia dictada por la Primera Sala del Juzgado de 
Trabajo del Distrito Nacional en fecha 22 de mayo del 2006, por 
haber sido hecho de acuerdo a la ley; Segundo: Acoge en cuanto 
al fondo dicho recurso de apelación y en consecuencia, revoca 
en todas sus partes la sentencia impugnada; Tercero: Condena a 
Rafael Díaz Comercial, C. por A., y Rafael Antonio Díaz, a pagar 
al Sr. Juan Santiago Peralta, las prestaciones laborales siguientes: 
28 días de preaviso, igual a la suma de RD$10,192.00; 174 días de 
cesantía, igual a la suma de RD$63,336.00; 18 días de Vacaciones, 
igual a la suma de RD$5,522.00; 28 días de salario de Navidad, 
igual a la suma de RD$10,192.00; 60 días de participación en 
los beneficios de la empresa, igual a la suma de RD$21,840.00; 
6 meses de salario ascendentes a la suma de RD$65,520.00, por 
la aplicación del artículo 95, ordinal 3ro. del Código de Trabajo, 
todo sobre la base de un salario de RD$2,000.00 semanales, y 
un tiempo laborado de 7años y 10 meses; Cuarto: Condena a la 
empresa Rafael Díaz Comercial, C. por A., y Rafael Antonio Díaz, 
al pago de las costas y ordena su distracción a favor y provecho del 
Dr. Ronólfido López y el Lic. José Luis Batista, quienes afirman 
haberlas avanzado en su mayor parte”;

Considerando, que los recurrentes proponen en apoyo de su 
recurso el siguiente medio de casación: Unico: Desnaturalización 
de la demanda del trabajador. Falta de ponderación y 
desnaturalización del testimonio aportado;
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Considerando, que en el desarrollo del único medio propuesto 
los recurrentes expresan, en síntesis, lo siguiente: que a pesar de 
dar por establecido que el salario del demandante era de Dos 
Mil Pesos Oro Dominicanos (RD$2,000.00) semanales, la Corte 
a-qua le condena al pago de la suma de Diez Mil Cientos Noventa 
y Dos Pesos Oro Dominicanos (RD$10,192.00) por salario de 
Navidad y no de Ocho Mil Seiscientos Sesenta y Cinco Pesos 
con 30/00 (RD$8,665.30), que es lo que le habría tocado si fuere 
cierto que tenía ese salario, pues la realidad era que el demandante 
no era trabajador sino que cuidaba un camión de noche, por lo 
que se le pagaba Cien Pesos Oro Dominicanos (RD$100.00), 
de manera ocasional; que no hubo ningún elemento de prueba 
que demostrara que el recurrido fuera un trabajador constante 
y uniforme de la empresa, como tampoco se demostró haber 
sido despedido por la recurrente, pues no es cierto que el testigo 
Rodríguez Ogando declarara haber presenciado una discusión 
entre ellos y el demandado y que éstos le despidieran;

Considerando, que en los motivos de su sentencia expresa la 
Corte, lo siguiente: “Que ambos testigos declararon al plenario 
que el trabajador reclamante sí prestaba un servicio personal 
a los recurridos, servicio que realizaba cuando el tiempo no 
alcanzaba para descargar los camiones, se le pagaba como sereno, 
según éstos lo han sostenido, sin importar que fuera de manera 
ocasional, ya que así lo requería la necesidad del servicio, por lo 
que en el presente caso se aplican los artículos 15 y 34 del Código 
de Trabajo y se declara la existencia del contrato de trabajo entre 
las partes, celebrado por tiempo indefinido, por lo que procede 
rechazar el medio de inadmisión planteado, basado en la falta de 
calidad del trabajador recurrente; que de la misma instrucción 
del caso y de las declaraciones ofrecidas por los testigos antes 
referidos se ha establecido que el Sr. Juan Santiago Peralta 
fue despedido de su trabajo por su empleador, a causa de una 
discusión sobre aumento de salario; que se ha verificado que el 
empleador recurrido no ha depositado como medio probatorio 
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en esta Corte, constancia de haber notificado a la Secretaría de 
Estado de Trabajo el despido del recurrente, como lo dispone el 
artículo 91 del Código de Trabajo, por lo que el referido despido 
se reputa que carece de justa causa, al tenor del artículo 93 del 
mismo Código de Trabajo”; 

Considerando, que los artículos 15 y 34 del Código de Trabajo 
regulan la presunción de la existencia de un contrato por tiempo 
indefinido en toda relación laboral, de donde resulta que cada 
vez que un demandante demuestra haber prestado sus servicios 
personales al demandado, se presume que lo ha hecho como 
consecuencia de un contrato de trabajo de esa naturaleza;

Considerando, que son los jueces del fondo los que tienen 
facultad para determinar cuando tal relación se ha probado y 
cuando el demandado ha presentado la prueba que es contraria a 
esa presunción, para lo cual disfrutan de un poder de apreciación 
sobre todas las que han sido regularmente aportadas;

Considerando, que en la especie, el Tribunal a-quo llegó 
a la conclusión de que el demandante prestaba sus servicios 
personales a los recurrentes en virtud de la existencia de un 
contrato de trabajo por tiempo indefinido, criterio que se formó, 
tras ponderar las pruebas aportadas y haciendo uso del referido 
poder de apreciación, sin que se advierta que incurriera en 
desnaturalización alguna, por lo que ese aspecto del recurso debe 
ser rechazado;

Considerando, que en cuanto al monto del salario navideño 
objetado por el recurrente, el mismo debe ser casado, al haber 
dado el recurrido asentimiento al vicio invocado; 

Considerando, que cuando ambas partes sucumben en sus 
pretensiones, las costas pueden ser compensadas.

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada por la 
Segunda Sala de la Corte de Trabajo del Distrito Nacional el 29 de 
mayo de 2007, cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior del 
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presente fallo, en lo relativo al monto del salario navideño, y envía 
el asunto, así delimitado, por ante la Primera Sala de la Corte de 
Trabajo del Distrito Nacional; Segundo: Rechaza el recurso de 
casación, en sus demás aspectos; Tercero: Compensa las costas.

Así ha sido hecho y juzgado por la Cámara de Tierras, 
Laboral, Contencioso-Administrativo y Contencioso-Tributario 
de la Suprema Corte de Justicia, y la sentencia pronunciada por 
la misma, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito 
Nacional, capital de la República, en su audiencia pública del 4 
de marzo de 2009, años 165° de la Independencia y 146° de la 
Restauración.

Firmado: Juan Luperón Vásquez, Julio Aníbal Suárez, Enilda 
Reyes Pérez, Darío O. Fernández Espinal y Pedro Romero 
Confesor. Grimilda Acosta, Secretaria General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los señores 
Jueces que figuran al pie, en la audiencia pública del día, mes y 
año en ella expresados, y fue firmada, leída y publicada por mí, 
Secretaria General, que certifico.
www.suprema.gov.do
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SENTENCIA DEL 4 DE MARZO DE 2009, NÚM. 3
Sentencia impugnada:	 Corte de Trabajo de San Pedro de Macorís, 

del 29 de febrero de 2008.
Materia:	 Laboral.
Recurrente:	 Juan Rosario Diroche.
Abogado:	 Lic. Ramón E. Fernández R.
Recurrida:	 Sinercon, S. A.
Abogados:	 Licdos. Rosanna Matos de Lebrón, Zurina 

Teresa Lench Rosa, Rosandry del C. Jiménez 
Rodríguez y Joan García Fabián.

CAMARA DE TIERRAS, LABORAL, CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVO 
Y CONTENCIOSO-TRIBUTARIO.

Rechaza

Audiencia pública del 4 de marzo de 2009.
Preside: Juan Luperón Vásquez.

 
Dios, Patria y Libertad

En Nombre de la República, la Cámara de Tierras, Laboral, 
Contencioso-Administrativo y Contencioso-Tributario de la 
Suprema Corte de Justicia, dicta en audiencia pública la siguiente 
sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Juan Rosario 
Diroche, dominicano, mayor de edad, con Cédula de Identidad y 
Electoral núm. 068-0018190-8, domiciliado y residente en la calle 
Juan Valdez núm. 40, Manoguayabo, municipio Santo Domingo 
Oeste, contra la ordenanza dictada por el Juez Presidente de la 
Corte de Trabajo del Departamento Judicial de San Pedro de 
Macorís, en sus atribuciones de Juez de los Referimientos el 29 de 
febrero de 2008, cuyo dispositivo se copia más adelante;
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Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído en la lectura de sus conclusiones al Lic. Ramón E. 
Fernández R., abogado del recurrente; 

Oído en la lectura de sus conclusiones al Lic. Joan García 
Fabián, abogado de la recurrida

Visto el memorial de casación depositado en la Secretaría de 
la Corte de Trabajo del Departamento Judicial de San Pedro de 
Macorís el 21 de abril de 2008, suscrito por el Lic. Ramón E. 
Fernández R., con Cédula de Identidad y Electoral núm. 001-
0037601-1, abogado del recurrente, mediante el cual propone los 
medios que se indican más adelante;

Visto el memorial de defensa depositado en la Secretaría de la 
Suprema Corte de Justicia el 14 de mayo de 2008, suscrito por los 
Licdos. Rosanna Matos de Lebrón, Zurina Teresa Lench Rosa, 
Rosandry del C. Jiménez Rodríguez y Joan García Fabián, con 
Cédulas de Identidad y Electoral núms. 001-1098236-0, 001-
0135310-0, 028-0078905-5 y 001-1733911-9, respectivamente, 
abogados de la recurrida Sinercon, S. A.;

Visto el auto dictado el 2 de marzo de 2009 por el Magistrado 
Juan Luperón Vásquez, Presidente de la Cámara de Tierras, 
Laboral, Contencioso-Administrativo y Contencioso-Tributario 
de la Suprema Corte de Justicia, por medio del cual llama, en su 
indicada calidad, al Magistrado Darío O. Fernández Espinal, Juez 
de esta Cámara, para integrar la misma en la deliberación y fallo 
del recurso de casación de que se trata, de conformidad con la 
Ley núm. 684 de 1934; 

Visto la Ley núm. 25 de 1991, modificada por la Ley núm. 156 
de 1997, y los artículos 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación;

La CORTE, en audiencia pública del 18 de febrero de 2009, 
estando presentes los Jueces: Juan Luperón Vásquez, Presidente; 
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Julio Aníbal Suárez, Enilda Reyes Pérez y Pedro Romero Confesor, 
asistidos de la Secretaria General y después de haber deliberado 
los jueces signatarios de este fallo;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que con 
motivo de una demanda en referimiento, a fines de lograr la 
suspensión de ejecución de una sentencia, interpuesta por la 
actual recurrida Sinercon, S. A. contra el recurrente Juan Rosario 
Diroche, el Presidente de la Corte de Trabajo del Departamento 
Judicial de San Pedro de Macorís, en sus atribuciones de Juez de los 
Referimientos dictó el 29 de febrero de 2008 una ordenanza con el 
siguiente dispositivo: “Primero: Declarar como al efecto declara, 
regular y válida la presente demanda de referimiento por haberse 
interpuesto de acuerdo a la ley; Segundo: Ordenar como al efecto 
ordena, la suspensión provisional de la sentencia No. 06/2008, 
de fecha 8 de enero del 2008, dictada por el Juzgado de Trabajo 
del Distrito Judicial de La Altagracia, sin prestación de fianza ni 
garantía, por irregularidades manifiestas en derecho, y violaciones 
a normas elementales de procedimiento, mientras se conozca y 
falle el recurso de apelación; Tercero: Ordenar como al efecto 
ordena, la devolución por el Banco de Reservas de la consignación 
hecha a favor de Juan Rosario Diroche, por haberse suspendido 
la sentencia, sin prestación de garantía; Cuarto: Compensa las 
costas del procedimiento; Quinto: Comisiona al ministerial Fausto 
R. Bruno, Alguacil de Estrado del Juzgado de Trabajo del Distrito 
Judicial de La Altagracia y/o cualquier alguacil laboral competente, 
para la notificación de la presente sentencia”;

Considerando, que el recurrente propone en apoyo de su recurso 
los siguientes medios de casación: Primer Medio: Violación 
al principio del doble grado de jurisdicción; Segundo Medio: 
Violación de los artículos 8 de la Constitución de la República y 
539 del Código de Trabajo; Tercer Medio: Violación al artículo 
101, de la Ley 834 y del Código de Procedimiento Civil;
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Considerando, que en el desarrollo de los medios propuestos, 
reunidos para su examen por su vinculación, el recurrente expresa, 
en síntesis, lo siguiente: que la corte al momento de conocer del 
fondo de una demanda en suspensión de la sentencia del 8 de enero 
de 2008, ya la misma había sido suspendida porque la empresa 
había depositado el duplo de las condenaciones contenidas en 
dicha sentencia, por lo que no podía suspenderla de nuevo, ya 
que con el depósito del duplo referido, la corte había quedado 
desapoderada para conocer asuntos relativos a dicho fallo; que 
igualmente se violó la Constitución de la República, cuando se 
ordenó la suspensión de la ejecución de la sentencia ya suspendida 
y de lo cual se había desapoderado el tribunal y que sólo podía ser 
revocada mediante el recurso de la Casación ante la Suprema Corte 
de Justicia, violándose el doble grado de jurisdicción, violando 
además su propia competencia porque la decisión revela que 
algunos documentos sometidos al juez de primer grado no fueron 
tomados en cuenta, situación que es competencia del tribunal de 
alzada y no del Juez de los Referimientos, lo que revela que ha 
juzgado las pruebas sometidas al proceso y el fondo de la litis, al 
punto de opinar sobre supuestas irregularidades cometidas en el 
tribunal que conoció el fondo de la litis; que la parte demandante 
en suspensión, no aportó las pruebas para fundamentar los 
supuestos errores groseros que viciaban la sentencia atacada en 
Referimiento, que en sus conclusiones sólo se refería a que el 
tribunal no dio el verdadero alcance a los documentos aportados 
ante el Juzgado de Trabajo de La Altagracia, situación que lejos 
de probar los errores groseros, le corresponde probarlo por ante 
el tribunal que va a conocer el fondo del proceso, en ocasión del 
recurso de apelación y no ante el Juez de los Referimientos; 

Considerando, que la ordenanza impugnada expresa lo 
siguiente: “Que el tribunal pudo haber dado una solución distinta 
de la que dio (falta de base legal) si no da un origen diferente 
al objeto mismo de la pretensión del demandante originario y 
demandado en la presente instancia, situación que serán los jueces 
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de fondo quienes determinaran la correcta interpretación sobre 
el origen y consecuencias de la carta de dimisión que el juez de 
trabajo debió dejar establecido, en ese tenor procediera o no 
la pertinencia de la comunicación de la dimisión en el Distrito 
Nacional, lo que no podía hacer y así lo hizo, es decir, un origen 
distinto al que tenía el referido documento, cuando es el centro de 
la controversia o en todo caso obviar dicho análisis; que existe una 
irregularidad manifiesta en derecho cuando el juez le da un origen 
diferente a un documento fundamental, la cual va a determinar 
su existencia objetiva jurídica y la valoración judicial relacionados 
con la motivación y razonamiento de una decisión judicial, en 
este caso desmentido por documentos firmados por el abogado 
de la parte demandada y demandante originario, es decir la carta 
de dimisión, que necesariamente tiene que ver con la forma, 
producción y obtención del “elemento probatorio obtenido” 
que trae a consecuencia indefensión y violación a normas 
fundamentales y elementales de procedimiento como es el artículo 
141 del Código de Procedimiento Civil, afectando seriamente la 
redacción de la misma por carecer de logicidad; que la Suprema 
Corte de Justicia ha establecido a través de jurisprudencia pacifica 
en forma constante la doctrina de que el Presidente de la Corte 
de Trabajo en funciones de Juez de los Referimientos puede 
suspender la ejecución de una sentencia cuando se ha cometido 
un error grosero, una nulidad evidente, un exceso de poder o la 
violación al derecho de defensa, o añadimos nosotros la violación 
a un derecho constitucional; que en el caso de la especie existe una 
indefensión producto de violaciones elementales y fundamentales 
de procedimiento y errores graves en el contenido y redacción 
de la sentencia por lo cual procede la suspensión provisional sin 
prestación de fianza, ni garantía; que si la sentencia es suspendida 
por errores en su contenido no procede mantener una garantía 
depositada para evitar una ejecución imprevista o sorpresiva, pues 
sería mantener una consignación de una resolución judicial que no 
procede por lo cual carece de pertinencia y lógica y se ordene su 
devolución”; (Sic),
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Considerando, que si bien el artículo 539 del Código de Trabajo 
dispone que las sentencias dictadas por los Juzgados de Trabajo 
son ejecutorias al tercer día de la notificación, salvo que la parte 
perdidosa haga consignación del duplo de las condenaciones 
impuestas por esas sentencias, no es menos cierto, que ha sido 
criterio sostenido por esta Corte de Casación, que el Juez de los 
Referimientos puede disponer la suspensión de la ejecución de 
las mismas, cuando a su juicio, éstas incurran en un error grosero, 
una nulidad evidente, una violación al derecho de defensa o a 
cualquier norma constitucional, sin necesidad de depósito alguno;

Considerando, que el Juez de los Referimiento tiene facultad 
para detectar esos vicios precedentemente enunciados, sin 
necesidad de enjuiciar y decidir aspectos relativos al fondo de lo 
principal;

Considerando, que el hecho de una parte haber motus 
propio, depositado una garantía para lograr la suspensión de 
una sentencia condenatoria, ésto no le impide posteriormente 
recurrir al Juez de los Referimientos, para liberar dicha garantía, 
si entiende, que al incurrir el juez de primer grado en uno de 
los vicios arriba señalados, el Juez de los Referimientos puede 
disponer la suspensión, sin necesidad de prestación de garantía;

Considerando, que en la especie, el Tribunal a-quo apreció que 
la sentencia cuya suspensión había sido solicitada, sin el depósito 
de una fianza, contenía un error grosero, al señalarse en la misma 
que el depósito de la comunicación de dimisión había sido hecha 
en la Provincia de La Altagracia, cuando en verdad ocurrió en la 
Secretaría de Estado de Trabajo, en la ciudad de Santo Domingo, 
lo que utilizó como motivo para mantener la suspensión de la 
ejecución de dicha sentencia, que ya había logrado la demandada, 
pero sin el depósito de la garantía que voluntariamente esa parte 
había consignado, decisión ésta, acorde con la apreciación hecha 
por el Juez a-quo y las facultades que tiene el Presidente de la 
Corte de Trabajo, actuando como Juez de los Referimientos, sin 
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que se advierta que al adoptar esa decisión enfrentara contestación 
alguna ni incurra en violación a normas jurídicas, razón por la 
cual los medios examinados carecen de fundamento y deben ser 
desestimados, y en consecuencia rechazado el presente recurso.

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de casación 
interpuesto por el recurrente Juan Rosario Diroche, contra la 
ordenanza dictada por el Juez Presidente de la Corte de Trabajo 
del Departamento Judicial de San Pedro de Macorís, en sus 
atribuciones de Juez de los Referimientos el 29 de febrero de 
2008, cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior del presente 
fallo; Segundo: Condena al recurrente al pago de las costas, con 
distracción de las mismas a favor de los Licdos. Rosanna Matos 
de Lebrón, Zurina Teresa Lench Rosa, Rosandry del C. Jiménez 
Rodríguez y Joan García Fabián, abogados, quienes afirman 
haberlas avanzado en su totalidad.

Así ha sido hecho y juzgado por la Cámara de Tierras, 
Laboral, Contencioso-Administrativo y Contencioso-Tributario 
de la Suprema Corte de Justicia, y la sentencia pronunciada por 
la misma, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito 
Nacional, capital de la República, en su audiencia pública del 4 
de marzo de 2009, años 165° de la Independencia y 146° de la 
Restauración.

Firmado: Juan Luperón Vásquez, Julio Aníbal Suárez, Enilda 
Reyes Pérez, Darío O. Fernández Espinal y Pedro Romero 
Confesor. Grimilda Acosta, Secretaria General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los señores 
Jueces que figuran al pie, en la audiencia pública del día, mes y 
año en ella expresados, y fue firmada, leída y publicada por mí, 
Secretaria General, que certifico.
www.suprema.gov.do



SENTENCIA DEL 4 DE MARZO DE 2009, NÚM. 4
Sentencia impugnada:	 Segunda Sala de la Corte de Trabajo del 

Distrito Nacional, del 2 de septiembre de 
2008.

Materia:	 Laboral.
Recurrente:	 Lucía Gómez Crespo.
Abogados:	 Dres. Fabián Cabrera F., Orlando Sánchez 

C. y Vilma Cabrera Pimentel.
Recurrida:	 Asociación Popular de Ahorros y Préstamos.
Abogados:	 Licdos. Hipólito Herrera Vassallo, Luis 

Miguel Rivas H. y Samuel Orlando Pérez R.

CAMARA DE TIERRAS, LABORAL, CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVO 
Y CONTENCIOSO-TRIBUTARIO.

Inadmisible

Audiencia pública del 4 de marzo de 2009.
Preside: Juan Luperón Vásquez.				     

 
Dios, Patria y Libertad

En Nombre de la República, la Cámara de Tierras, Laboral, 
Contencioso-Administrativo y Contencioso-Tributario de la 
Suprema Corte de Justicia, dicta en audiencia pública la siguiente 
sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Lucía Gómez 
Crespo, dominicana, mayor de edad, con Cédula de Identidad y 
Electoral núm. 053-001781-8, domiciliada y residente en la calle 
Junior Scout núm. 3, Edificio Mariela, Apto. 301, Tercera Planta, 
del sector Naco, de esta ciudad, contra la sentencia dictada por la 
Segunda Sala de la Corte de Trabajo del Distrito Nacional el 2 de 
septiembre de 2008, cuyo dispositivo se copia más adelante;
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Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído en la lectura de sus conclusiones a los Dres. Fabián 
Cabrera F., Orlando Sánchez C., en representación de la Lic. 
Vilma Cabrera P., abogados de la recurrente; 

Oído en la lectura de sus conclusiones al Lic. Hipólito Herrera 
Vassallo, abogado de la recurrida Asociación Popular de Ahorros 
y Préstamos;

Visto el memorial de casación depositado en la Secretaría de la 
Segunda Sala de la Corte de Trabajo del Distrito Nacional el 2 de 
octubre de 2008, suscrito por los Dres. Fabián Cabrera F., Orlando 
Sánchez C. y Vilma Cabrera Pimentel, con Cédulas de Identidad 
y Electoral núms. 001-0108433-3, 001-0122182-8 y 001-0065518-
2, respectivamente, abogados de la recurrente, mediante el cual 
proponen los medios que se indican más adelante;

Visto el memorial de defensa depositado en la Secretaría de 
la Suprema Corte de Justicia el 28 de octubre de 2008, suscrito 
por los Licdos. Hipólito Herrera Vassallo, Luis Miguel Rivas 
H. y Samuel Orlando Pérez R., con Cédulas de Identidad y 
Electoral núms. 001-0101621-0, 001-0726702-3 y 031-258464-0, 
respectivamente, abogados de la entidad recurrida;

Visto la Ley núm. 25 de 1991, modificada por la Ley núm. 156 
de 1997, y los artículos 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación;

La CORTE, en audiencia pública del 28 de enero de 2009, 
estando presentes los Jueces: Juan Luperón Vásquez, Presidente; 
Julio Aníbal Suárez, Enilda Reyes Pérez, Darío O. Fernández 
Espinal y Pedro Romero Confesor, asistidos de la Secretaria 
General y después de haber deliberado los jueces signatarios de 
este fallo;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que en 
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ocasión de la demanda laboral interpuesta por la actual recurrente 
Lucía Gómez Crespo contra la recurrida Asociación Popular de 
Ahorros y Préstamos, la Tercera Sala del Juzgado de Trabajo del 
Distrito Nacional dictó el 28 de diciembre de 2007 una sentencia 
con el siguiente dispositivo: “Primero: Declara regular, en cuanto 
la forma, la demanda en reclamación del pago de diferencia de 
prestaciones laborales, derechos adquiridos, diferencia de salarios 
pendientes, e indemnización por daños y perjuicios, interpuestas 
por la Sra. Lucía Gómez Crespo, en contra de la Asociación 
Popular de Ahorros y Préstamos, por ser conforme al derecho; 
Segundo: Acoge, en cuanto al fondo, la diferencia de prestaciones 
laborales, derechos adquiridos, diferencia de salarios pendientes, 
por ser justos y reposar en pruebas legales; y rechaza la solicitud 
de devolución de impuesto e indemnización de daños y perjuicios 
por improcedente, mal fundamentada y carente de base legal; 
Tercero: Condena a la Asociación Popular de Ahorros y Préstamos 
a pagar a favor de la Sra. Lucía Gómez Crespo los valores, por 
los conceptos, que se indican a continuación: RD$2,326.52 por 
diferencia en el pago del preaviso; RD$47,361.30 por diferencia 
en el pago de cesantía; RD$1,701,390.56 por la diferencia en 
el pago del programa de desvinculación; RD$61,517.34 por 18 
días de vacaciones; RD$24,885.08 por la proporción del salario 
de Navidad correspondiente al año 2007; RD$205,057.80 por la 
participación legal en los beneficios de la empresa; RD$2,336.50 
por la diferencia del salario pendiente y RD$186,715.86 por deuda 
de vehículo (En total son: Dos Millones Doscientos Treinta y 
Un Mil Quinientos Noventa Pesos Dominicanos con Noventa 
y Seis Centavos RD$2,231,590.96) más RD$83.05 por cada día 
de retardo que transcurra desde la fecha 1 de mayo del año 2007 
hasta que sean pagados los valores precedentemente indicados 
por concepto de indemnización supletoria, equivalente a un 
porcentaje de 2.43% del valor que debió pagar por prestaciones 
laborales ordinarias, calculados en base a un salario mensual de 
RD$81,442.07 y a un tiempo de labores de 30 años; Cuarto: 
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Condena a Asociación Popular de Ahorros y Préstamos al pago 
de un seguro de vida y salud de manera vitalicia a favor de Sra. 
Lucía Gómez Crespo; Quinto: Autoriza a la Asociación Popular 
de Ahorros y Préstamos a deducir el Impuesto sobre la Renta 
del valor que debe pagar por concepto de prestaciones laborales 
caídas dentro del programa de desvinculación; Sexto: Ordena a 
la Asociación Popular de Ahorros y Préstamos que al momento 
de pagar los valores que se indican en esta sentencia, tomar en 
cuenta la variación que ha tenido el valor de la moneda nacional 
en el período comprendido entre las fechas 12 de junio del año 
2007 y 28 de diciembre del año 2007; Séptimo: Condena a la 
Asociación Popular de Ahorros y Préstamos al pago de las costas 
del procedimiento, en distracción de los Dres. Fabián Cabrera F., 
Orlando Sánchez C. y Vilma Cabrera Pimentel”; b) que sobre el 
recurso de apelación interpuesto contra esta decisión, intervino la 
sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo reza así: “Primero: 
Declara regulares y válidos en cuanto a la forma los presentes 
recursos de apelación interpuestos, de manera principal por la 
Asociación Popular de Ahorros y Préstamos y de manera incidental 
por la Sra. Lucía Gómez Crespo, en contra de la sentencia de fecha 
28 de diciembre de 2007, dictada por la Tercera Sala del Juzgado 
de Trabajo del Distrito Nacional, por haber sido interpuestos de 
conformidad con la ley; Segundo: Relativamente al fondo, acoge 
en parte, ambos recursos de apelación y en consecuencia revoca 
la sentencia impugnada en cuanto a las condenaciones al pago 
de las sumas de RD$1,701,390.34 por 18 días de vacaciones, la 
suma de RD$186,715.86 de condenación por deuda de vehículo, 
y pago de seguro de vida y salud de manera vitalicia, contenidas 
en los ordinales tercero y revoca además el ordinal quinto, y la 
confirma en los demás aspectos y condenaciones, excepto en 
cuanto a la condenación por concepto de participación en los 
beneficios de la empresa, que se modifica para que rija por la 
suma de RD$68,332.03 y en cuanto al pago de la suma por cada 
día de retardo que transcurriera desde el 1ro al 18 de mayo del 
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2007, que de igual manera se modifica para que rija por la suma 
de RD$78.94; Tercero: Compensa pura y simplemente las costas 
entre las partes en causa por haber sucumbido ambas en distintos 
aspectos”;

Considerando, que la recurrente propone como fundamento 
de su recurso los siguientes medios de casación: Primer 
Medio: Falta de motivos; Contradicción entre la motivación 
de la sentencia y su dispositivo; violación del VII Principio 
Fundamental del Código de Trabajo; mala aplicación del articulo 
80 del indicado cuerpo legal; y, errónea aplicación del articulo 
86 del referido instrumento legal; Segundo Medio: Violación y 
desconocimiento de los artículos 220 y 223 del Código de Trabajo; 
Tercer Medio: Desconocimiento del VII Principio Fundamental 
del Código de Trabajo, así como el articulo 100 de la Constitución 
de la Republica y violación a los artículos 36, 38, 712 y 713 del 
Código de Trabajo; Cuarto Medio: Desnaturalización de los 
hechos y falta de base legal; 

Considerando, que la recurrida propone según consta en su 
memorial de defensa, la inadmisibilidad del presente recurso de 
casación bajo el alegato de que las condenaciones impuestas por 
la sentencia impugnada no exceden el monto de veinte salarios 
mínimos que exige el artículo 641 del Código de Trabajo para la 
admisibilidad del recurso de casación;

Considerando, que el artículo 641 del Código de Trabajo, 
declara que no serán admisibles los recursos de casación contra 
las sentencias cuyas condenaciones no excedan de veinte salarios 
mínimos; 

Considerando, que la sentencia impugnada condena a la 
recurrida pagar al recurrente, los siguientes valores: a) Dos Mil 
Trescientos Veintiséis Pesos con 52/00 (RD$2,326.52), por 
concepto de preaviso; b) Cuarenta y Siete Mil Trescientos Sesenta 
y Un Pesos con 30/00 (RD$47,361.30), por concepto de auxilio de 
cesantía; c) Veinticuatro Mil Ochocientos Ochenta y Cinco Pesos 



Tercera Cámara de la Suprema Corte de Justicia	 1095

Te
rc

er
a 

C
ám

ar
a

con 8/00 (RD$24,885.08), por concepto de proporción de salario 
de Navidad correspondiente al año 2007; d) Sesenta y Ocho Mil 
Trescientos Treinta y Dos Peso con 3/00 (RD$68,332.03), por 
concepto de participación en los beneficios de la empresa; e) Dos 
Mil Trescientos Treinta y Seis Pesos con 50/00 (RD$2,336.50), 
por concepto de salario pendiente; f) Mil Cuatrocientos Veinte 
Pesos con 92/00 (RD$1,420.92), por concepto de indemnización 
supletoria, lo que hace un total general de Ciento Cuarenta y Seis 
Mil Seiscientos Sesenta y Dos Pesos con 35/00 (RD$146,662.35);

Considerando, que en respuesta a ese medio de inadmisión, la 
recurrente alega que el monto de las condenaciones impuestas por 
la sentencia impugnada es mayor al que figura en el dispositivo, 
en vista de que en uno de su motivos se expresa que la empresa 
adeudaba la suma de Cinco Mil Ochocientos Cincuenta Pesos con 
95/00 (RD$5,850.95) por diferencia de salarios, sin embargo en el 
dispositivo sólo se le reconoce el monto de Dos Mil Trescientos 
Treinta y Seis Pesos con 50/00 (RD$2,336.50); 

Considerando, que si bien es cierto que la decisión adoptada 
por los jueces puede estar consignada en los motivos de la misma, 
es a condición de que en el dispositivo se omita referirse al asunto 
y no contenga una disposición contraria a lo expresado en la 
motivación, pues en este caso más que una decisión adoptada en 
los motivos, se genera el vicio de contradicción de éstos con el 
dispositivo;

Considerando, que del estudio de la sentencia impugnada se 
advierte que las condenaciones que la Corte a-qua impone a la 
recurrida están insertadas en su parte dispositiva, según ha sido 
copiado, más arriba, no pudiendo ser computada como una 
condenación la apreciación que hicieran los jueces en el sentido 
de que la suma dejada de pagar por salario ascendía a Cinco Mil 
Ochocientos Cincuenta Pesos con 95/00 (RD$5,850.95), porque 
en el lugar donde se impone a la recurrida la obligación de pagar 
una suma por ese concepto, la limitarón a Dos Mil Trescientos 
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Treinta y Seis Pesos con 50/00 (RD$2,336.50), que es el monto 
que debe ser retenido como condenación impuesta para obtener 
el monto final de la cuantía de las condenaciones que contiene la 
sentencia impugnada; 

Considerando, que al momento de la terminación del contrato 
de trabajo del recurrente estaba vigente la Resolución núm. 
1-2007, dictada por el Comité Nacional de Salarios, en fecha 1 
de abril del 2007, que establecía un salario mínimo de Siete Mil 
Trescientos Sesenta Pesos Oro Dominicanos (RD$7,360.00), por 
lo que el monto de veinte salarios mínimos ascendía a la suma de 
Ciento Cuarenta y Siete Mil Doscientos Pesos Oro Dominicanos 
(RD$147,200.00), cantidad que como es evidente no es excedida 
por la totalidad de las condenaciones que impone la sentencia 
impugnada, por lo que el recurso de que se trata debe ser declarado 
inadmisible, de conformidad con lo que prescribe el artículo 641 
del Código de Trabajo, sin necesidad de examinar los medios del 
recurso.

Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible el recurso 
de casación interpuesto por Lucía Gómez Crespo, contra la 
sentencia dictada por la Segunda Sala de la Corte de Trabajo del 
Distrito Nacional el 2 de septiembre de 2008, cuyo dispositivo 
se ha copiado en parte anterior del presente fallo; Segundo: 
Condena a la recurrente al pago de las costas, con distracción de 
las mismas a favor de los Licdos. Hipólito Herrera Vassallo, Luis 
Miguel Rivas H. y Samuel Orlando Pérez R., abogados, quienes 
afirman haberlas avanzado en su totalidad.

Así ha sido hecho y juzgado por la Cámara de Tierras, 
Laboral, Contencioso-Administrativo y Contencioso-Tributario 
de la Suprema Corte de Justicia, y la sentencia pronunciada por 
la misma, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito 
Nacional, capital de la República, en su audiencia pública del 4 
de marzo de 2009, años 165° de la Independencia y 146° de la 
Restauración.



Tercera Cámara de la Suprema Corte de Justicia	 1097

Te
rc

er
a 

C
ám

ar
a

www.suprema.gov.do

Firmado: Juan Luperón Vásquez, Julio Aníbal Suárez, Enilda 
Reyes Pérez, Darío O. Fernández Espinal y Pedro Romero 
Confesor. Grimilda Acosta, Secretaria General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los señores 
Jueces que figuran al pie, en la audiencia pública del día, mes y 
año en ella expresados, y fue firmada, leída y publicada por mí, 
Secretaria General, que certifico.
www.suprema.gov.do



SENTENCIA DEL 4 DE MARZO DE 2009, NÚM. 5
Sentencia impugnada:	 Segunda Sala de la Corte de Trabajo del 

Distrito Nacional, del 26 de junio de 2008.
Materia:	 Laboral.
Recurrente:	 Ezequiel Norberto Cuello Del Orbe.
Abogado:	 Lic. Nelson Eddy Carrasco.
Recurrida:	 Cooperativa Nacional de Servicios Múltiples 

de los Maestros (COOPNAMA).
Abogados:	 Licdos. Wilfredy Severino Rojas, Rafael 

A. Santana Medina y Gilberto Antonio 
Almonte.

CAMARA DE TIERRAS, LABORAL, CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVO 
Y CONTENCIOSO-TRIBUTARIO.

Inadmisible

Audiencia pública del 4 de marzo de 2009.
Preside: Juan Luperón Vásquez.				     

 
Dios, Patria y Libertad

En Nombre de la República, la Cámara de Tierras, Laboral, 
Contencioso-Administrativo y Contencioso-Tributario de la 
Suprema Corte de Justicia, dicta en audiencia pública la siguiente 
sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Ezequiel Norberto 
Cuello Del Orbe, dominicano, mayor de edad, portador de la 
Cédula de Identidad y Electoral núm. 002-0070421-1, domiciliado 
y residente en la calle Prolongación Juan Tomás Díaz núm. 87, del 
sector Simón Bolívar, de esta ciudad, contra la sentencia dictada 
por la Segunda Sala de la Corte de Trabajo del Distrito Nacional 
el 26 de junio de 2008, cuyo dispositivo se copia más adelante;
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Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído en la lectura de sus conclusiones al Lic. Nelson Eddy 
Carrasco, abogado del recurrente Ezequiel Norberto Cuello Del 
Orbe; 

Oído en la lectura de sus conclusiones a los Licdos. Wilfredy 
Severino Rojas y Rafael A. Santana Medina, abogados de la 
recurrida Cooperativa Nacional de Servicios Múltiples de los 
Maestros (COOPNAMA);

Visto el memorial de casación depositado en la Secretaría de 
la Segunda Sala de la Corte de Trabajo del Distrito Nacional el 30 
de julio de 2008, suscrito por el Lic. Nelson Eddy Carrasco, con 
Cédula de Identidad y Electoral núm. 003-0013472-3, abogado del 
recurrente, mediante el cual propone los medios que se indican 
más adelante;

Visto el memorial de defensa depositado en la Secretaría de 
la Suprema Corte de Justicia el 12 de agosto de 2008, suscrito 
por los Licdos. Wilfredy Severino Rojas, Rafael A. Santana 
Medina y Gilberto Antonio Almonte, con Cédulas de Identidad 
y Electoral núms. 001-0531689-7, 010-0048339-4 y 001-0825514-
2, respectivamente, abogados de la recurrida;

Visto la Ley núm. 25 de 1991, modificada por la Ley núm. 156 
de 1997, y los artículos 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación;

La CORTE, en audiencia pública del 25 de febrero de 2008, 
estando presentes los Jueces: Juan Luperón Vásquez, Presidente; 
Julio Aníbal Suárez, Enilda Reyes Pérez, Darío O. Fernández Espinal 
y Pedro Romero Confesor, asistidos de la Secretaria General y 
después de haber deliberado los jueces signatarios de este fallo;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que en 
ocasión de la demanda laboral interpuesta por el actual recurrente 
Ezequiel Norberto Cuello Del Orbe contra la recurrida 
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Cooperativa Nacional de Servicios Múltiples de los Maestros 
(COOPNAMA), la Tercera Sala del Juzgado de Trabajo del 
Distrito Nacional dictó el 12 de octubre de 2007 una sentencia 
con el siguiente dispositivo: “Primero: Declara regular, en cuanto 
a la forma, la demanda en reclamación del pago de prestaciones 
laborales y derechos adquiridos, fundamentada en un despido 
injustificado interpuesta por el Sr. Ezequiel Norberto Cuello Del 
Orbe en contra de la Cooperativa Nacional de Servicios Múltiples 
de los Maestros (COOPNAMA), por ser conforme al derecho; 
Segundo: En cuanto al fondo, declara resuelto el contrato de 
trabajo que existía entre las partes en litis por causa de despido 
injustificado, por lo que, en consecuencia acoge, en todas 
sus partes dicha demanda por ser justo y reposar en pruebas 
legales; Tercero: Condena a Cooperativa Nacional de Servicios 
Múltiples de los Maestros (COOPNAMA), a pagar a favor de 
Sr. Ezequiel Norberto Cuello Del Orbe, los valores, y por los 
conceptos que se indican a continuación: RD$42,312.48, por 28 
días de preaviso; RD$72,535.68 por 48 días de auxilio de cesantía; 
RD$21,156.24 por 14 días de vacaciones; RD$4,901.49 por la 
proporción del salario de Navidad del año 2007; RD$68,002.20 
por la participación en los beneficios de la empresa; para un total 
de Doscientos Ocho Mil Novecientos Ocho Pesos Dominicanos 
con Nueve Centavos (RD$208,908.09), más los salarios dejados de 
pagar desde el día de la interposición de la demanda hasta la fecha 
de la sentencia definitiva, no pudiendo estos ser mayores de seis 
meses, calculados en base a un salario mensual de RD$36,011.00 
pesos y a un tiempo de labores de dos (2) años y cuatro (4) meses; 
Cuarto: Ordena a la Cooperativa Nacional de Servicios Múltiples 
de los Maestros (COOPNAMA), 	 que al momento de pagar 
los valores que se indican en esta sentencia, tomar en cuenta 
la variación que ha tenido el valor de la moneda nacional en el 
período comprendido entre las fechas 17 de abril de 2007 y el 12 
de octubre de 2007; Quinto: Condena a Cooperativa Nacional de 
Servicios Múltiples de los Maestros (COOPNAMA), a pagar las 
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costas del procedimiento a favor del Dr. Nelson Eddy Carrasco, 
quien afirma haberlas avanzado en su mayor parte”; b) que 
sobre el recurso de apelación interpuesto contra esta decisión, 
intervino la sentencia objeto de este recurso, cuyo dispositivo 
dice así: “Primero: Declara regular y válido en cuanto a la forma 
el recurso de apelación interpuesto por la Cooperativa Nacional 
de Servicios Múltiples de los Maestros, Inc., contra la sentencia 
de fecha 12 de octubre de 2007, dictada por la Tercera Sala del 
Juzgado de Trabajo del Distrito Nacional, por haber sido hecho 
conforme al derecho; Segundo: Acoge, en cuanto al fondo 
dicho recurso de apelación y en consecuencia, revoca la sentencia 
impugnada, excepto en cuanto a las condenaciones que contiene 
por concepto de vacaciones, salario de Navidad y participación 
en los beneficios de la empresa, que se confirman; Tercero: 
Compensa pura y simplemente las costas del procedimiento entre 
las partes en causa; 

Considerando, que el recurrente propone en apoyo de su 
recurso los siguientes medios de casación: Primer Medio: Falta 
de motivos en documento de investigación de la Secretaría de 
Estado de Trabajo; Segundo Medio: Oposición a la audición del 
testigo Luis Ernesto Pérez Alcántara, por aplicación del artículo 
535-5 del Código de Trabajo; Tercer Medio: Falta de motivación 
o de ponderación de la comunicación del despido. Ilegalidad 
comprobada por faltar las causas generadoras del despido; Cuarto 
Medio: Vencido el plazo de caducidad, artículo 90 del Código de 
Trabajo; (Sic),

Considerando, que en su memorial de defensa la recurrida 
solicita sea declarada la inadmisibilidad del presente recurso, 
alegando que las condenaciones que impone la sentencia 
impugnada no exceden el monto de veinte salarios mínimos;

Considerando, que el artículo 641 del Código de Trabajo, 
dispone que no será admisible el recurso de casación contra las 
sentencias cuyas condenaciones no excedan el monto de veinte 
salarios mínimos; 
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Considerando, que la sentencia impugnada condena a la 
recurrida pagar al recurrente, los valores siguientes: la suma 
de Veintiún Mil Ciento Cincuenta y seis Pesos con 24/100 
(RD$21,156.24), por concepto de 14 días de vacaciones; 
Cuatro Mil Novecientos Un Pesos con 49/100 (RD$4,901.49), 
proporción del salario navideño y Sesenta y Ocho Mil Dos Pesos 
con 20/100 (RD$68,002.20), por concepto de la participación 
en los beneficios, lo que hace un total de Noventa y Cuatro Mil 
Cincuenta y Nueve Pesos con 93/100 (RD$94,059.93);

Considerando, que al momento de la terminación del contrato 
del recurrente estaba vigente la Resolución número 5-2004 dictada 
por el Comité Nacional de Salarios, el 12 de noviembre del 2004, 
que fijaba un salario mínimo de Seis Mil Cuatrocientos Pesos 
Oro con 00/100 (RD$6,400.00), por lo que el monto de veinte 
salarios mínimos ascendía a RD$128,000.00, suma que, como es 
evidente, no es excedida por el monto de la condenaciones que 
impone la sentencia impugnada, razón por la cual el recurso debe 
ser declarado inadmisible, de conformidad con el artículo 641 del 
Código de Trabajo;

En cuanto al recurso de casación incidental:
Considerando, que en su memorial de defensa la recurrida 

eleva un recurso de casación incidental, en el cual presenta los 
medios siguientes: Primer Medio: Violación del artículo 45 de 
la Ley núm. 127, del 27 de enero de 1964; Segundo Medio: 
Errónea interpretación del IX Principio Fundamental del Código 
de Trabajo; Tercer Medio: Contradicción de sentencias;

Considerando, que la admisibilidad de un recurso incidental 
está subordinada a la recibilidad del recurso principal, por lo que 
en la especie, al haber sido declarado inadmisible el recurso de 
casación principal interpuesto por Ezequiel Norberto Cuello Del 
Orbe, procede declarar la inadmisibilidad del recurso de casación 
incidental intentado por la Cooperativa Nacional de Servicios 
Múltiples de los Maestros;
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Considerando, que cuando ambas partes sucumben en sus 
pretensiones las costas pueden ser compensadas.

Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible los recursos 
de casación interpuestos, de manera principal, por Ezequiel 
Norberto Cuello Del Orbe e incidental por Cooperativa Nacional 
de Servicios Múltiples de los Maestros (COOPNAMA), contra la 
sentencia dictada por la Segunda Sala de la Corte de Trabajo del 
Distrito Nacional el 26 de junio de 2008, cuyo dispositivo se ha 
copiado en parte anterior del presente fallo; Segundo: Compensa 
las costas. 

Así ha sido hecho y juzgado por la Cámara de Tierras, 
Laboral, Contencioso-Administrativo y Contencioso-Tributario 
de la Suprema Corte de Justicia, y la sentencia pronunciada por 
la misma, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito 
Nacional, capital de la República, en su audiencia pública del 4 
de marzo de 2009, años 165° de la Independencia y 146° de la 
Restauración.

Firmado: Juan Luperón Vásquez, Julio Aníbal Suárez, Enilda 
Reyes Pérez, Darío O. Fernández Espinal y Pedro Romero 
Confesor. Grimilda Acosta, Secretaria General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los señores 
Jueces que figuran al pie, en la audiencia pública del día, mes y 
año en ella expresados, y fue firmada, leída y publicada por mí, 
Secretaria General, que certifico.
www.suprema.gov.do



SENTENCIA DEL 4 DE MARZO DE 2009, NÚM. 6
Sentencia impugnada:	 Primera Sala de la Corte de Trabajo del 

Distrito Nacional, del 14 de agosto de 2007.
Materia:	 Laboral.
Recurrente:	 Julio Benjamín Francisco Matos.
Abogada:	 Licda. Lesbia M. Matos de Francisco.
Recurridas:	 CSX World Terminal Caucedo, S. A. y 

Security, S. A.
Abogado:	 Lic. Pablo González Tapia.

CAMARA DE TIERRAS, LABORAL, CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVO 
Y CONTENCIOSO-TRIBUTARIO.

Inadmisible

Audiencia pública del 4 de marzo de 2009.
Preside: Juan Luperón Vásquez.				     

 
Dios, Patria y Libertad

En Nombre de la República, la Cámara de Tierras, Laboral, 
Contencioso-Administrativo y Contencioso-Tributario de la 
Suprema Corte de Justicia, dicta en audiencia pública la siguiente 
sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Julio Benjamín 
Francisco Matos, dominicano, mayor de edad, con Cédula 
de Identidad y Electoral núm. 093-0025728-5, domiciliado y 
residente en la calle Jardines de Fontanebleau, Edif. 15, Apto. 11-
B, Jardines del Norte, de esta ciudad, contra la sentencia dictada 
por la Primera Sala de la Corte de Trabajo del Distrito Nacional 
el 14 de agosto de 2007, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
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Visto el memorial de casación depositado en la Secretaría 
de la Primera Sala de la Corte de Trabajo del Distrito Nacional 
el 7 de febrero de 2008, suscrito por la Licda. Lesbia M. Matos 
de Francisco, con Cédula de Identidad y Electoral núm. 093-
0028029-5, abogada del recurrente, mediante el cual propone los 
medios que se indican más adelante;

Visto el memorial de defensa depositado en la Secretaría de la 
Suprema Corte de Justicia el 12 de marzo de 2008, suscrito por el 
Lic. Pablo González Tapia, con Cédula de Identidad y Electoral 
núm. 001-0826656-0, abogado de las entidades recurridas CSX 
World Terminal Caucedo, S. A. y Security, S. A.;

Visto la Ley núm. 25 de 1991, modificada por la Ley núm. 156 
de 1997, y los artículos 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación;

La CORTE, en audiencia pública del 1º de octubre de 2008, 
estando presentes los Jueces: Juan Luperón Vásquez, Presidente; 
Julio Aníbal Suárez, Enilda Reyes Pérez, Darío O. Fernández 
Espinal y Pedro Romero Confesor, asistidos de la Secretaria 
General y después de haber deliberado los jueces signatarios de 
este fallo;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que en 
ocasión de la demanda en reclamación de daños y perjuicios por 
dimisión, interpuesta por el actual recurrente Julio Benjamín 
Francisco Matos contra las recurridas CSX World Terminal 
Caucedo, S. A. y Security, S. A., la Cuarta Sala del Juzgado de 
Trabajo del Distrito Nacional dictó el 28 de septiembre de 2005 
una sentencia con el siguiente dispositivo: “Primero: Se declara 
resuelto el contrato de trabajo que existía entre el demandante Julio 
Benjamín Francisco Matos y la parte demandada Security Force, 
S. A., por causa de dimisión justificada, y con responsabilidad 
para la demandada, por los motivos expuestos; Segundo: Se 
condena a la parte demandada Security Force, S. A., a pagarle 
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a la parte demandante Julio Benjamín Francisco Matos, los valores 
siguientes: 14 días de salario ordinario por concepto de preaviso, 
ascendentes a la suma de Tres Mil Ciento Setenta y Dos Pesos con 
54/100 (RD$3,172.54); 13 días de salario ordinario por concepto 
de auxilio de cesantía, ascendentes a la cantidad de Dos Mil 
Novecientos Cuarenta y Cinco Pesos con 93/100 (RD$2,945.93); 
10 días de salario ordinario por concepto de vacaciones, ascendentes 
a la suma de Dos Mil Doscientos Sesenta y Seis Pesos con 10/00 
(RD$2,266.10); la cantidad de Cuatrocientos Cincuenta Pesos 
con 00/100 (RD$450.00); más el valor de Veintisiete Mil Pesos 
Oro (RD$27,000.00) por concepto de seis (6) meses de salario, 
por aplicación de los artículos 101 y 95, ordinal 3ro. del Código 
de Trabajo; para un total de Treinta y Cinco Mil Ochocientos 
Treinta y Cuatro Pesos Oro con 57/00 (RD$35,834.57); todo en 
base a un salario mensual de Cinco Mil Cuatrocientos Pesos Oro 
Dominicanos (RD$5,400.00) y un tiempo laborado de nueve (9) 
meses y cuatro (4) días; Tercero: Se comisiona al ministerial Ramón 
Castro Faña, Alguacil de Estrados de esta Cuarta Sala del Juzgado de 
Trabajo del Distrito Nacional, para notificar la presente sentencia; 
Cuarto: Se condena a la parte demandada Security Force, S. A., 
al pago de las costas del procedimiento y se ordena su distracción 
a favor y provecho de los Licdos. Lesbia Matos y Samuel José 
Guzmán, quienes afirman haberlas avanzado en su totalidad”; b) 
que sobre el recurso de apelación interpuesto contra esta decisión, 
intervino la sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo reza así: 
“Primero: En cuanto a la forma, declara regulares y válidos los 
sendos recursos de apelación interpuestos, el principal, en fecha 
Veintisiete (27) del mes de Octubre del año Dos Mil Cinco (2005), 
por la razón social Security Force, S. A., y el incidental, por el Sr. 
Julio Benjamín Francisco Matos, en fecha Quince (15) del mes 
de Noviembre del año Dos Mil Cinco (2005), ambos contra la 
sentencia No. 324/05, relativa al expediente laboral No. 02-2133, 
dictada en fecha Veintiocho (28) del mes de Septiembre del año 
Dos Mil Seis (2006), por la Cuarta Sala del Juzgado de Trabajo del 
Distrito Nacional, por haber sido intentados de conformidad con 
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la ley; Segundo: Excluye del presente proceso a la razón social 
CXS World Terminal Caucedo, S. A., por las razones expuestas; 
Tercero: En el fondo, declara la terminación del contrato de trabajo 
que ligaba a la razón social Security Force, S. A. al demandante 
originario Sr. Julio Benjamín Francisco matos, por la dimisión 
justificada ejercida por este último, y consecuentemente confirma 
en todas sus partes la sentencia impugnada; Cuarto: Compensa 
pura y simplemente las costas del proceso por haber sucumbido 
ambas partes, parcialmente, en sus pretensiones”;

Considerando, que el recurrente propone en apoyo de su recurso 
el siguiente medio de casación: Primer Medio: Inobservancia 
del Principio de conservación del interés jurídico del insatisfecho 
demandante original para incurrir en casación; Segundo Medio: 
Vicio de inobservancia de la simultaneidad de aplicación de los 
artículos 101, 95 y 86 del Código de Trabajo; Tercer Medio: 
Inobservancia de los artículos 192 y 195 del Código de Trabajo; 
Cuarto Medio: Interpretación equívoca de los artículos 702 y 704 
del Código de Trabajo, y en violación del principio de privacidad 
de las prescripciones laborales; Quinto Medio: Falta de motivos 
suficientes y pertinentes; Sexto Medio: Desconocimiento de la 
regla de pruebas en materia laboral y en falta de identificación, 
cuantificación, y deducciones lógicas referentes a los aspectos 
sobre indemnizaciones por daños y perjuicios; Séptimo: 
Inobservancia del artículo 537, párrafo último, del Código de 
Trabajo; Octavo Medio: Motivo insuficiente e impertinente para 
destruir la presentación del artículo 15 del Código de Trabajo, y 
en desnaturalización del testimonio de Francis C. Sánchez, en lo 
referente a la identidad del empleador; (Sic), 

Considerando, que el artículo 641 del Código de Trabajo, 
declara que no serán admisibles los recursos de casación contra 
las sentencias cuyas condenaciones no excedan de veinte salarios 
mínimos;
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Considerando, que la sentencia impugnada condena a la 
recurrida pagar al recurrente los siguientes valores: a) Tres 
Mil Cientos Setenta y Dos Pesos con 54/00 (RD$3,172.54), 
por concepto de 14 días de preaviso; b) Dos Mil Novecientos 
Cuarenta y Cinco Pesos con 93/00 (RD$2,945.93), por concepto 
de 13 días de cesantía; c) Dos Mil Doscientos Sesenta y Seis 
Pesos con 10/00 (RD$2,266.10), por concepto de 10 días de 
vacaciones; d) Cuatrocientos Cincuenta Pesos Oro Dominicanos 
(RD$450.00), por concepto de proporción salario de Navidad, 
correspondiente al año 2005; e)Veintisiete Mil Pesos Oro 
Dominicanos (RD$27,000.00), en virtud del artículo 95, ordinal 
tercero del Código de Trabajo, lo que hace un total de Treinta 
y Cinco Mil Ochocientos Treinta y Cuatro Pesos con 57/00 
(RD$35,834.57);

Considerando, que al momento de la terminación del contrato 
de trabajo del recurrente estaba vigente la Resolución núm. 
5-2004, dictada por el Comité Nacional de Salarios, en fecha 
12 de noviembre del 2004, que establecía un salario mínimo de 
Seis Mil Cuatrocientos Pesos Oro Dominicanos (RD$6,400.00), 
mensuales, por lo que el monto de veinte salarios mínimos ascendía 
a la suma de Ciento Veintiocho Mil Pesos Oro Dominicanos 
(RD$128,000.00), cantidad que como es evidente no es excedida 
por la totalidad de las condenaciones que impone la sentencia 
recurrida, por lo que el recurso de que se trata debe ser declarado 
inadmisible, de conformidad con lo que prescribe el artículo 641 
del Código de Trabajo, sin necesidad de examinar los medios del 
recurso;

Considerando, que cuando el recurso es decidido por un 
medio suplido de oficio por la Suprema Corte de Justicia, las 
costas pueden ser compensadas.

Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible el recurso de 
casación interpuesto por Julio Benjamín Francisco Matos, contra 
la sentencia dictada por la Primera Sala de la Corte de Trabajo del 
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Distrito Nacional el 14 de agosto de 2007, cuyo dispositivo se ha 
copiado en parte anterior del presente fallo; Segundo: Compensa 
las costas.

Así ha sido hecho y juzgado por la Cámara de Tierras, 
Laboral, Contencioso-Administrativo y Contencioso-Tributario 
de la Suprema Corte de Justicia, y la sentencia pronunciada por 
la misma, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito 
Nacional, capital de la República, en su audiencia pública del 4 
de marzo de 2009, años 165° de la Independencia y 146° de la 
Restauración.

Firmado: Juan Luperón Vásquez, Julio Aníbal Suárez, Enilda 
Reyes Pérez, Darío O. Fernández Espinal y Pedro Romero 
Confesor. Grimilda Acosta, Secretaria General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los señores 
Jueces que figuran al pie, en la audiencia pública del día, mes y 
año en ella expresados, y fue firmada, leída y publicada por mí, 
Secretaria General, que certifico.
www.suprema.gov.do



SENTENCIA DEL 4 DE MARZO DE 2009, NÚM. 7
Sentencia impugnada:	 Primera Sala de la Corte de Trabajo del 

Distrito Nacional, del 20 de diciembre de 
2007.

Materia:	 Laboral.
Recurrente:	 Freddy Gómez.
Abogados:	 Lic. Feliciano Mora Sánchez y Dr. Felipe 

Tapia Merán.
Recurrida:	 Deconalva, S. A. Construcciones.
Abogada:	 Licda. July Jiménez Tavárez.

CAMARA DE TIERRAS, LABORAL, CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVO 
Y CONTENCIOSO-TRIBUTARIO.

Rechaza

Audiencia pública del 4 de marzo de 2009.
Preside: Juan Luperón Vásquez.				     

 
Dios, Patria y Libertad

En Nombre de la República, la Cámara de Tierras, Laboral, 
Contencioso-Administrativo y Contencioso-Tributario de la 
Suprema Corte de Justicia, dicta en audiencia pública la siguiente 
sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Freddy Gómez, 
dominicano, mayor de edad, con Cédula de Identidad y Electoral 
núm. 001-0207190-9, domiciliado y residente en la calle San 
Ramón núm. 24, del sector Cancino Adentro, Municipio Santo 
Domingo Este, contra la sentencia dictada por la Primera Sala de 
la Corte de Trabajo del Distrito Nacional el 20 de diciembre de 
2007, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
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Visto el memorial de casación depositado en la Secretaría de la 
Primera Sala de la Corte de Trabajo del Distrito Nacional el 13 de 
febrero de 2008, suscrito por el Lic. Feliciano Mora Sánchez y el Dr. 
Felipe Tapia Merán, con Cédulas de Identidad y Electoral núms. 
001-0035382-0 y 001-0898606-8, respectivamente, abogados del 
recurrente, mediante el cual proponen los medios que se indican 
más adelante;

Visto el memorial de defensa depositado en la Secretaría de la 
Suprema Corte de Justicia el 10 de marzo de 2008, suscrito por la 
Licda. July Jiménez Tavárez, con Cédula de Identidad y Electoral 
núm. 001-0103357-9, abogada de la recurrida Deconalva, S. A. 
Construcciones;

Visto la Ley núm. 25 de 1991, modificada por la Ley núm. 156 
de 1997, y los artículos 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación;

La CORTE, en audiencia pública del 25 de febrero de 2009, 
estando presentes los Jueces: Juan Luperón Vásquez, Presidente; 
Julio Aníbal Suárez, Enilda Reyes Pérez, Darío O. Fernández 
Espinal y Pedro Romero Confesor, asistidos de la Secretaria 
General y después de haber deliberado los jueces signatarios de 
este fallo;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que en 
ocasión de la demanda en cobro del pago de bonificación por 
alegado despido injustificado, interpuesta por el actual recurrente 
Freddy Gómez contra la recurrida Deconalva, S. A. Construcciones, 
la Quinta Sala del Juzgado de Trabajo del Distrito Nacional dictó 
el 27 de abril de 2007 una sentencia con el siguiente dispositivo: 
“Primero: Declara regular y válida, en cuanto a la forma, la 
demanda laboral incoada por Freddy Gómez contra la entidad 
Deconalva, S. A. y Francisco Alvarez, por haberse interpuesto de 
conformidad con la ley que rige la materia; Segundo: Rechaza, el 
medio de inadmisión basado en la falta de calidad del demandante, 
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por carecer de fundamento; Tercero: Rechaza, en cuanto al 
fondo la demanda en cobro de prestaciones laborales y salario 
adeudado, por insuficiencia de pruebas; participación legal en 
los beneficios de la empresa por extemporánea; y la acoge, en lo 
atinente a las vacaciones y salario de Navidad, correspondientes al 
año 2006, por ser justa y reposar en base legal; Cuarto: Condena 
a Deconalva, S. A. y Francisco Alvarez a pagar a Freddy Gómez, 
por concepto de los derechos anteriormente señalados, los valores 
siguientes: catorce (14) días de salario ordinario de vacaciones, 
ascendentes a la suma de Diecisiete Mil Seiscientos Veintiséis 
Pesos con 00/100 (RD$17,626.00); proporción del salario de 
Navidad correspondiente al año 2006, ascendente a la suma de 
Veintiséis Mil Quinientos Pesos con 00/00 (RD$26,500.00); para 
un total de Cuarenta y Cuatro Mil Ciento Veintiséis Pesos con 
00/100 (RD$44,126.00); todo en base a un período de labores 
de dos (2) años, nueve (9) meses, y dos (2) días, devengando un 
salario mensual de Treinta Mil Pesos con 00/100 (RD$30,000.00); 
Quinto: Declara regular y válida, en cuanto a la forma, la demanda 
en reparación de daños y perjuicios, interpuesta por Freddy Gómez 
contra la entidad Deconalva, S. A. y Francisco Alvárez, por haber 
sido interpuesta de conformidad con la ley que rige la materia, 
y la rechaza en cuanto al fondo, por carecer de fundamento; 
Sexto: Compensa entre las partes en litis el pago de las costas del 
procedimiento”; b) que sobre el recurso de apelación interpuesto 
contra esta decisión, intervino la sentencia ahora impugnada, 
cuyo dispositivo reza así: “Primero: En cuanto a la forma, declara 
regular y válido el recurso de apelación interpuesto en fecha 
veintidós (22) del mes de junio del año dos mil siete (2007), por el 
Sr. Freddy Gómez, contra sentencia No. 2007-04-107, relativa al 
expediente laboral marcado con el No. 054-07-00016, dictada en 
fecha veintisiete (27) del mes de abril del año dos mil siete (2007), 
por la Quinta Sala del Juzgado de Trabajo del Distrito Nacional, 
por haber sido intentado de conformidad con la ley; Segundo: 
Se rechaza la excepción de incompetencia en razón de la materia, 
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promovida por la parte recurrida, por improcedente, infundada, 
carente de base legal y por los motivos expuestos en otra parte de 
ésta misma sentencia; Tercero: En cuanto al fondo, se rechaza el 
recurso de apelación de que se trata por improcedente, infundado, 
carente de base legal, falta de pruebas sobre los hechos alegados 
y, en consecuencia, revoca el ordinal cuarto del dispositivo de la 
sentencia impugnada, confirmándose los demás aspectos de la 
misma, por no ser contrarios a la presente decisión; Cuarto: Se 
condena al sucumbiente, Sr. Freddy Gómez, al pago de las costas 
del proceso a favor de la abogada recurrida, Licda. July Jiménez, 
quien afirma haberlas avanzado en su totalidad”;

Considerando, que el recurrente propone en apoyo de su 
recurso los siguientes medios de casación: Primer Medio: 
Desnaturalización de los hechos; Segundo Medio: Violación del 
artículo 480 del Código de Trabajo; Tercer Medio: Violación 
del artículo 31 del Código de Trabajo; Cuarto Medio: La Corte 
a-qua no contestó puntos específicos de las conclusiones del 
recurrente;

Considerando, que en el desarrollo de los medios primero, 
segundo y tercero, reunidos para su examen por su vinculación, el 
recurrente expresa, en síntesis, lo siguiente: que el tribunal estaba 
obligado a verificar todos los recibos de pago hechos por los 
empleadores para determinar la suma adeudada al trabajador hasta 
el momento del despido, pero los mismos fueron desnaturalizados 
al considerarse que no eran prueba de los hechos controvertidos 
del proceso, desconociendo además las disposiciones el artículo 
31 del Código de Trabajo, que reputa como trabajador ligado por 
un contrato de trabajo por tiempo indefinido a los que laboran en 
obras sucesivas con el mismo empleador; que se le presentaron las 
pruebas de la existencia de los contratos de trabajo, del despido 
y de la deuda contraída por el empleador con el demandante, 
sin embargo el tribunal no las tomó en cuenta y le rechazó la 
demanda;
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Considerando, que la sentencia impugnada expresa lo 
siguiente: “Que las declaraciones de las partes en un diferendo, 
no constituyen elementos probatorios, tomando como principio 
de que nadie puede abrogarse el privilegio de ser creído ante su 
sóla afirmación, por lo que, las declaraciones del recurrente, por 
sí mismas, no pueden tomarse como elemento probatorio, por lo 
que procede sean descartadas por esta Corte; que como piezas del 
expediente se encuentran depositadas nueve (9) hojas de reportes 
de ajustes, correspondientes a los meses de diciembre del Dos 
Mil Cinco (2005), enero, abril, mayo, julio, agosto, septiembre y 
octubre del Dos Mil Seis (2006); sin embargo, por lo que dichos 
reportes no constituyen prueba alguna relacionaba con los hechos 
controvertidos del proceso, por lo que son descartadas por esta 
Corte; (Sic) que esta Corte luego de examinar el contenido de 
las declaraciones del testigo, Sr. Angel Darío Guerrero Castillo, 
ha podido comprobar que ciertamente, tal y como alega la 
empresa recurrida, el recurrente se desempeñaba como ajustero 
independiente, ya que éste poseía sus equipos y, por demás, era 
quien pagaba a sus trabajadores; que en ese sentido, el artículo 12 
del Código de Trabajo ha establecido que no son intermediarios, 
sino empleadores los que contratan obras o partes de obras en 
beneficio de otro para ejecutarlas por cuenta propia y sin ejecución 
a éste; por lo que, en tal sentido, procede acoger las conclusiones 
de la parte recurrida”;

Considerando, que el establecimiento de la existencia del 
contrato de trabajo es una cuestión de hecho que corresponde a 
los jueces del fondo determinar, para lo cual cuentan con un poder 
de apreciación de las pruebas que se les aporten, y les permite, 
formar su criterio sobre si los hechos presentados conforman esa 
relación contractual, lo cual escapa al control de la casación, salvo 
cuando incurran en alguna desnaturalización;

Considerando, que en la especie, se advierte, que la Corte a-qua, 
tras ponderar las pruebas aportadas, llegó a la conclusión de que 
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el actual recurrente no estuvo ligado a la recurrida por un contrato 
de trabajo, sino que se trataba de un ajustero que realizaba labores 
independientes, para lo que contaba con equipo y personal bajo 
su dependencia, contratado por él mismo, sin que se advierta que 
al formar su criterio incurriera en desnaturalización alguna, razón 
por la cual los medios que se examinan carecen de fundamento y 
deben ser desestimados;

Considerando, que en el desarrollo del cuarto y último medio 
propuesto el recurrente expresa, en síntesis, lo siguiente: que el 
tribunal no decidió sobre el pedimento por él formulado en el 
sentido de que declarara la inadmisibilidad del escrito de defensa 
de la recurrida, en razón de que ésta no produjo escrito de defensa 
respecto al recurso de apelación, lo que estaba obligado hacer por 
habérsele solicitado de manera formal;

Considerando, que los vicios en que incurran los jueces del 
fondo, susceptibles de la anulación de la sentencia en casación, 
son aquellos que han tenido alguna incidencia en la solución del 
caso y que de no haber sido cometidos, la decisión adoptada 
hubiese sido en otro sentido;

Considerando, que en la especie, el recurrente no expresa, ni 
esta Corte ha podido advertir, que el no pronunciamiento de la 
inadmisibilidad del escrito de defensa de la actual recurrida, haya 
repercutido en la decisión dada por la Corte a-qua al recurso de 
apelación de que se trata, ni en que forma hubiere variado la misma 
en caso de ser acogido su pedimento, razón por la cual el medio 
que se examina carece de fundamento y debe ser desestimado.

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de casación 
interpuesto por el recurrente Freddy Gómez, contra la sentencia 
dictada por la Primera Sala de la Corte de Trabajo del Distrito 
Nacional el 20 de diciembre de 2007, cuyo dispositivo se ha 
copiado en parte anterior del presente fallo; Segundo: Condena 
al recurrente al pago de las costas, con distracción de las mismas 
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a favor de la Licda. July Jiménez Tavárez, abogada, quien afirma 
haberlas avanzado en su totalidad.

Así ha sido hecho y juzgado por la Cámara de Tierras, 
Laboral, Contencioso-Administrativo y Contencioso-Tributario 
de la Suprema Corte de Justicia, y la sentencia pronunciada por 
la misma, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito 
Nacional, capital de la República, en su audiencia pública del 4 
de marzo de 2009, años 165° de la Independencia y 146° de la 
Restauración.

Firmado: Juan Luperón Vásquez, Julio Aníbal Suárez, Enilda 
Reyes Pérez, Darío O. Fernández Espinal y Pedro Romero 
Confesor. Grimilda Acosta, Secretaria General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los señores 
Jueces que figuran al pie, en la audiencia pública del día, mes y 
año en ella expresados, y fue firmada, leída y publicada por mí, 
Secretaria General, que certifico.
www.suprema.gov.do
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SENTENCIA DEL 4 DE MARZO DE 2009, NÚM. 8
Sentencia impugnada:	 Corte de Apelación de Puerto Plata, del 31 

de octubre de 2007.
Materia:	 Laboral.
Recurrente:	 Viva Vacation Club.
Abogado:	 Dr. Diego Infante Henríquez.
Recurrido:	 José Antonio Rodríguez.
Abogado:	 Lic. Erick Lenín Ureña Cid.

CAMARA DE TIERRAS, LABORAL, CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVO 
Y CONTENCIOSO-TRIBUTARIO.

Rechaza 

Audiencia pública del 4 de marzo de 2009.
Preside: Juan Luperón Vásquez.				     

 
Dios, Patria y Libertad

En Nombre de la República, la Cámara de Tierras, Laboral, 
Contencioso-Administrativo y Contencioso-Tributario de la 
Suprema Corte de Justicia, dicta en audiencia pública la siguiente 
sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Viva Vacation 
Club, sociedad comercial, organizada y constituida de acuerdo con 
las leyes dominicanas, representada por el señor George Rachlin, 
dominicano, mayor de edad, portador de la Cédula de Identidad y 
Electoral núm. 001-125803-8, domiciliado en la ciudad de Higüey, 
Provincia La Altagracia, contra la sentencia dictada por la Corte 
de Apelación del Departamento Judicial de Puerto Plata el 31 de 
octubre de 2007, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
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Oído en la lectura de sus conclusiones a la Licda. Josefina J. de 
Pichardo, por sí y por el Lic. Erick Lenín Ureña Cid, abogados del 
recurrido José Antonio Rodríguez;

Visto el memorial de casación depositado en la Secretaría de 
la Corte de Apelación del Departamento Judicial de Puerto Plata 
el 26 de diciembre de 2007, suscrito por el Dr. Diego Infante 
Henríquez, con Cédula de Identidad y Electoral núm. 001-
0057474-3, abogado de la recurrente, mediante el cual propone 
los medios que se indican más adelante;

Visto el memorial de defensa depositado en la Secretaría de la 
Suprema Corte de Justicia el 22 de enero de 2008, suscrito por el 
Lic. Erick Lenín Ureña Cid, con Cédula de Identidad y Electoral 
núm. 037-0011450-1, abogado del recurrido;

Visto la Ley núm. 25 de 1991, modificada por la Ley núm. 156 
de 1997, y los artículos 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación;

La CORTE, en audiencia pública del 8 de octubre de 2008, 
estando presentes los Jueces: Juan Luperón Vásquez, Presidente; 
Julio Aníbal Suárez, Enilda Reyes Pérez, Darío O. Fernández 
Espinal y Pedro Romero Confesor, asistidos de la Secretaria 
General y después de haber deliberado los jueces signatarios de 
este fallo;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que 
en ocasión de la demanda laboral por interpuesta por el actual 
recurrido José Antonio Rodríguez contra la recurrente Viva 
Vacation Club, el Juzgado de Trabajo del Distrito Judicial de Puerto 
Plata dictó el 31 de enero de 2007 una sentencia con el siguiente 
dispositivo: “Primero: Se declara buena y válida, en cuanto a la 
forma, la demanda laboral interpuesta por el señor José Antonio 
Rodríguez Castillo en contra de la empresa Viva Tangerine, S. 
A. y Viva Tangerine Club, por haber sido hecha de conformidad 
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con las normas procesales que rigen la materia laboral; Segundo: 
Se pronuncia el defecto en contra de la parte demandada, por 
no haber comparecido a la audiencia ni personalmente ni por 
presentación, no obstante haber sido legalmente citada para estar 
presente; Tercero: En cuanto al fondo, se declara justificada la 
dimisión ejercida por la parte demandante, señor José Antonio 
Rodríguez Castillo, por las razones expuestas en el cuerpo de la 
presente sentencia; Cuarto: En consecuencia, se condena a la 
empresa Viva Tangerine, S. A. y Viva Tangerine Club, a pagar en 
beneficio del demandante señor José Antonio Rodríguez Catillo, 
por concepto de sus prestaciones laborales y demás derechos, los 
valores siguientes: a) la suma de RD$24,746.19 por concepto de 
7 días de preaviso; b) la suma de RD$21,211.02 por concepto de 
6 días de cesantía; c) la suma de RD$35,101.32 por concepto del 
salario de Navidad; d) la suma de RD$35,101.32 por concepto 
de su participación en los beneficios de la empresa; e) la suma de 
RD$20,000.00 por concepto de los daños y perjuicios causados 
al demandante; f) la suma de RD$505,459.08 por concepto de 
los salarios caídos hasta los 6 meses, a partir de la fecha de la 
demanda; total RD$672,802.04; Quinto: Se condena a la empresa 
Viva Tangerine, S. A. y Viva Tangerine Club, al pago de las costas 
del procedimiento, a favor y provecho del Lic. Erick Lenín Ureña 
Cid, quien afirma haberlas avanzado en su totalidad”; b) que 
sobre el recurso de apelación interpuesto contra esta decisión, 
intervino la sentencia objeto de este recurso, cuyo dispositivo dice 
así: “Primero: Ratifica el defecto por falta de concluir en contra 
de Viva Vacation Club y Viva Tangerine, S. A.; Segundo: Declara 
regulares y válidos en cuanto a la forma los recursos de apelación 
interpuestos: a) a las once y quince (11:15) horas de la mañana, el 
día dieciséis (16) del mes de marzo del año 2007, por el Dr. Diego 
Infante Henríquez, abogado representante de Viva Vacation 
Club; b) la apelación incidental interpuesta a las once y cuarenta y 
cuatro (11:44) de la mañana, del día cuatro (4) del mes de abril del 
año 2007, por el Lic. Erick Lenin Ureña Cid, en representación del 
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señor José Antonio Rodríguez Castillo, ambos recursos en contra 
de la sentencia laboral No. 465-2007-00023, de fecha treinta y 
uno (31) del mes de enero del año 2007, dictada por el Juzgado 
de Trabajo del Distrito Judicial de Puerto Plata; Tercero: Corrige 
el error material en que incurre el dispositivo de la sentencia 
recurrida en el sentido de que en donde aparece el nombre de 
Viva Tangerine Club se lea en los sucesivo Viva Vacation Club; 
Cuarto: En cuanto al fondo, esta Corte de Apelación, actuándo 
por propia autoridad y contrario imperio modifica el ordinal 
cuarto de la sentencia recurrida, en relación a las condenaciones 
contenidas en los literales a), b), c). d), e) y f), pronunciadas en 
contra de Viva Vacation Club y Tangerine, S. A., para que se lean 
de la siguiente manera: a) la suma de RD$33,008.78, por concepto 
de 7 días de preaviso; b) la suma de RD$28,293.24, por concepto 
de 6 días de cesantía; c) la suma de RD$45,429.53, por concepto 
del salario de Navidad; d) la suma de RD$85,788.03 por concepto 
de su participación en los beneficios de la empresa; e) la suma de 
RD$100,000.00, por concepto de los daños y perjuicios causados 
al demandante; f) la suma de RD$674,227.86, por concepto de 
los salarios caídos hasta los seis (6) meses, a partir de la fecha 
de la demanda; Quinto: Condena a Viva Vacation Club, al pago 
de: a) la suma de RD$190,905.60, por concepto de 240 horas 
extras trabajadas; b) la suma de RD$23,577.70, por concepto de 
5 días no laborables trabajados; Sexto: Condena a Viva Vacation 
Club al pago de las costas del procedimiento con distracción de 
las mismas a favor del Lic. Erick Lenin Ureña Cid, quien afirma 
haberlas avanzado en su totalidad”;

Considerando, que la recurrente propone los siguientes 
medios de casación: Primer Medio: Inobservancia y errónea 
aplicación del artículo 156 del Código de Procedimiento Civil, 
en lo relativo a comisionar un alguacil para la notificación de la 
sentencia impugnada; Segundo Medio: Violación al derecho de 
defensa, debido a que el magistrado Pedro Virginio Balbuena, fue 
recusado por los abogados de la parte demandante y conoció del 
caso, sin esperar decisión de la Suprema Corte de Justicia;
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Considerando, que en el desarrollo del primer medio de 
casación propuesto la recurrente, expresa, lo siguiente: que en 
la sentencia impugnada no se comisionó un ministerial para 
proceder a su notificación, no obstante haber sido dictada en 
defecto, lo que se le imponía, al tenor del artículo 156 del Código 
de Procedimiento Civil, por lo que la misma debe ser casada;

Considerando, que las disposiciones del artículo 156 de la 
Ley núm. 845, del 12 de julio de 1978, no son aplicables en esta 
materia, en razón de las peculiaridades propias del procedimiento, 
en el cual no se exige la designación de un alguacil comisionado 
para la notificación de actuación alguna, salvo cuando se trate de 
la notificación de la demanda introductoria, cuya diligencia debe 
ser realizada por un alguacil del tribunal que conocerá el caso, por 
mandato del artículo 511 del Código de Trabajo;

Considerando, que por otra parte, la designación de un alguacil 
comisionado para la notificación de una sentencia persigue dar 
la seguridad de que la misma llegará efectivamente a la parte 
perdidosa para que intente los recursos y acciones que estime 
pertinentes, por lo que aún cuando en esta materia fuere necesario 
cumplir con ese requisito, carecería de trascendencia que el mismo 
no se hubiere realizado, frente al hecho cierto de que la recurrente 
impugnó la decisión dentro del plazo legal, razón por la cual el 
medio examinado carece de fundamento y debe ser desestimado;

Considerando, que en el desarrollo del segundo medio de 
casación propuesto, la recurrente expresa, que a pesar de haber 
presentado una recusación contra el magistrado Pedro Virginio 
Balbuena, realizada en tiempo hábil, recibida el 9 de mayo de 2007, 
y remitida a la Dirección de la Carrera Judicial, por la secretaría de 
la Corte de Apelación de Puerto Plata, dicho magistrado participó 
en la deliberación y decisión del caso, bajo el supuesto de que en 
la corte no había constancia de la misma, resultando sospechoso 
que haya desaparecido del expediente la referida recusación;
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Considerando, que en los motivos de la sentencia impugnada 
consta lo siguiente: “En relación a las únicas conclusiones 
vertidas en audiencia por la parte recurrente, previo a que fueran 
intimados a concluir sobre el fondo del asunto, solicitan que 
se compruebe por Secretaría, respecto de la existencia en el 
expediente de que se trata, de una recusación formulada contra 
la Corte. Examinadas las piezas que integran el presente proceso 
hemos podido comprobar que no obra entre los documentos 
depositados, ninguna recusación dirigida contra los jueces de 
esta Corte. En tal virtud, la presente constatación vale para dar 
respuesta al pedimento planteado por Viva Vacation Club y Viva 
Tangerine, S. A.”;

Considerando, que los jueces no están obligados a abstenerse 
del conocimiento y fallo de un expediente por la simple afirmación 
de una de las partes en el sentido de que ha elevado una recusación 
en su contra ante la Suprema Corte de Justicia;

Considerando, que la sentencia impugnada, da constancia 
de que en el expediente objeto de este recurso no figura ningún 
documento que con tenga recusación contra ninguno de los 
jueces que integran el Tribunal a-quo, aseveración ésta que debe 
ser aceptada como expresión de la verdad, dado el carácter de 
acto auténtico de que están investidas las sentencias judiciales, y el 
hecho cierto, de que el recurrente, a pesar de objetar esa aseveración 
no presentó ante esta Corte de Casación, documentación alguna 
que revelara lo contrario, y que en consecuencia pudiere hacer ver 
en el fallo impugnado una desnaturalización de los hechos, razón 
por la cual el medio examinado carece de fundamento y debe ser 
desestimado.

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de casación 
interpuesto por Viva Vacation Club, contra la sentencia dictada 
por la Corte de Apelación del Departamento Judicial de Puerto 
Plata el 31 de octubre de 2007, cuyo dispositivo se ha copiado 
en parte anterior del presente fallo; Segundo: Condena a la 
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recurrente al pago de las costas y las distrae en provecho del Lic. 
Erick Lenin Ureña Cid, abogado, quien afirma haberlas avanzado 
en su totalidad.

Así ha sido hecho y juzgado por la Cámara de Tierras, 
Laboral, Contencioso-Administrativo y Contencioso-Tributario 
de la Suprema Corte de Justicia, y la sentencia pronunciada por 
la misma, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito 
Nacional, capital de la República, en su audiencia pública del 4 
de marzo de 2009, años 165° de la Independencia y 146° de la 
Restauración.

Firmado: Juan Luperón Vásquez, Julio Aníbal Suárez, Enilda 
Reyes Pérez, Darío O. Fernández Espinal y Pedro Romero 
Confesor. Grimilda Acosta, Secretaria General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los señores 
Jueces que figuran al pie, en la audiencia pública del día, mes y 
año en ella expresados, y fue firmada, leída y publicada por mí, 
Secretaria General, que certifico.
www.suprema.gov.do



SENTENCIA DEL 11 DE MARZO DE 2009, NÚM. 9
Sentencia impugnada:	 Segunda Sala de la Corte de Trabajo del 

Distrito Nacional, del 4 de diciembre de 
2007.

Materia:	 Laboral.
Recurrente:	 Corporación del Acueducto y Alcantarillado 

de Santo Domingo (CAASD).
Abogado:	 Lic. Luis Vílchez González.
Recurrida:	 Ramona Andrea Martínez Quezada.
Abogada:	 Licda. Isabel Ramírez Marte.

CAMARA DE TIERRAS, LABORAL, CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVO 
Y CONTENCIOSO-TRIBUTARIO.

Rechaza

Audiencia pública del 11 de marzo de 2009.
Preside: Pedro Romero Confesor.				     

 
Dios, Patria y Libertad

En Nombre de la República, la Cámara de Tierras, Laboral, 
Contencioso-Administrativo y Contencioso-Tributario de la 
Suprema Corte de Justicia, dicta en audiencia pública la siguiente 
sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Corporación 
del Acueducto y Alcantarillado de Santo Domingo (CAASD), 
institución pública, organizada de conformidad con las leyes 
dominicanas, con domicilio social en la calle Euclides Morillo 
núm. 65, de Santo Domingo, D. N., representada por el Ing. 
Mariano Germán Mejía, dominicano, mayor de edad, con Cédula 
de Identidad y Electoral núm. 001-0145993-1, contra la sentencia 
in voce dictada por la Segunda Sala de la Corte de Trabajo del 
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Distrito Nacional el 4 de diciembre de 2007, cuyo dispositivo se 
copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído en la lectura de sus conclusiones al Lic. Luis Vílchez 
González, abogado de la recurrente Corporación del Acueducto 
y Alcantarillado de Santo Domingo (CAASD);

Oído en la lectura de sus conclusiones a la Licda. Isabel 
Ramírez Marte, abogada de la recurrida Ramona Andrea Martínez 
Quezada;

Visto el memorial de casación depositado en la Secretaría de 
la Segunda Sala de la Corte de Trabajo del Distrito Nacional el 28 
de noviembre de 2007, suscrito por el Lic. Luis Vílchez González, 
con Cédula de Identidad y Electoral núm. 001-0154325-4, 
abogado de la recurrente, mediante el cual propone los medios 
que se indican más adelante;

Visto el memorial de defensa depositado en la Secretaría de la 
Suprema Corte de Justicia el 25 de enero de 2008, suscrito por la 
Licda. Isabel Ramírez Marte, con Cédula de Identidad y Electoral 
núm. 001-0464713-6, abogada de la recurrida;

Visto la resolución dictada por la Suprema Corte de Justicia, el 
2 de noviembre del 2002, que acoge la inhibición presentada por 
el Dr. Julio Aníbal Suárez, Juez de esta Cámara, la cual contiene 
el dispositivo siguiente: “Unico: Acoge la inhibición propuesta 
por el Dr. Julio Aníbal Suárez, Juez de la Cámara de Tierras, 
Laboral, Contencioso-Administrativo y Contencioso-Tributario 
de la Suprema Corte de Justicia, para integrar la misma en el caso 
de que se trata”; 

Visto la resolución dictada por la Suprema Corte de Justicia, 
el 1º de septiembre del 2005, que acoge la inhibición presentada 
por el Dr. Juan Luperón Vásquez, Juez de esta Cámara, la cual 
contiene el dispositivo siguiente: “Unico: Acoge la inhibición 
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propuesta por el Dr. Juan Luperón Vásquez, Juez de la Cámara 
de Tierras, Laboral, Contencioso-Administrativo y Contencioso-
Tributario de la Suprema Corte de Justicia, para integrar la misma 
en el caso de que se trata”; 

Visto la Ley núm. 25 de 1991, modificada por la Ley núm. 156 
de 1997, y los artículos 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación;

La CORTE, en audiencia pública del 20 de agosto de 2008, 
estando presentes los Jueces: Pedro Romero Confesor, en 
funciones de Presidente; Enilda Reyes Pérez y Darío O. Fernández 
Espinal, asistidos de la Secretaria General y después de haber 
deliberado los jueces signatarios de este fallo;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que en 
ocasión de la demanda laboral interpuesta por Ramona Andrea 
Martínez Quezada contra la Corporación del Acueducto y 
Alcantarillado de Santo Domingo (CAASD), la Quinta Sala del 
Juzgado de Trabajo del Distrito Nacional dictó el 15 de junio 
de 2007 una sentencia con el siguiente dispositivo: “Primero: 
Pronuncia defecto contra la parte demandada, Corporación 
del Acueducto y Alcantarillado de Santo Domingo (CAASD), 
por no haber comparecido a la audiencia celebrada por ante 
este tribunal en fecha 20 de mayo de 2007, no obstante haber 
sido citada mediante sentencia in voce de fecha 3 de mayo de 
2007; Segundo: Declara regular y válido, en cuanto a la forma 
la demanda laboral de fecha 19 de enero de 2007, incoada por 
la señora Ramona Andrea Martínez Quezada contra la entidad 
Corporación del Acueducto y Alcantarillado de Santo Domingo 
(CAASD), por haberse interpuesto de conformidad con la ley que 
rige la materia; Tercero: Rechaza la excepción de incompetencia 
en razón de la materia, planteada por la parte demandada, por 
carecer de fundamento; Cuarto: Acoge, en cuanto al fondo, la 
demanda en cuanto a las prestaciones laborales, proporción de 
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las vacaciones del año 2006, por ser justa y reposar en pruebas 
legales; y la rechaza en cuanto al cobro de la participación legal en 
los beneficios de la empresa, correspondientes al año fiscal 2006, 
y devolución de valores por concepto de fondos de pensiones, por 
carecer de fundamento; Quinto: Condena a la parte demandada, la 
Corporación del Acueducto y Alcantarillado de Santo Domingo 
(CAASD), a pagar a favor de la señora Ramona Andrea Martínez 
Quezada, por concepto de los derechos anteriormente señalados, 
los valores siguientes: Veintiocho (28) días de salario ordinario por 
concepto de preaviso, ascendente a la suma de (RD$19,824.00); 
Doscientos Trece (213) días de salario ordinario por concepto de 
cesantía, ascendentes a la suma de (RD$150,804.00); Dieciocho 
(18) días de salario ordinario por concepto de proporción de 
vacaciones correspondiente al año 2006, ascendentes a la suma 
de RD$12,744.00); para un total de Ciento Ochenta y Tres Mil 
Trescientos Setenta y Dos Pesos con 00/100 (RD$183,372.00); 
todo en base a un tiempo de labores de Nueve (9) años, cuatro 
(4) meses y veinte (20) días, devengando un salario mensual de 
Dieciséis Mil Ochocientos Sesenta y Seis Pesos con 00/100 
(RD$16,866.00); Sexto: Condena a la Corporación del Acueducto 
y Alcantarillado de Santo Domingo (CAASD), a pagar a favor de 
la demandante la suma de RD$708.00 por cada día de retardo en 
el pago de las presentes condenaciones, contados a partir del 1° 
de diciembre de 2006, en cumplimiento a las disposiciones del 
artículo 86 del Código de Trabajo; Séptimo: Ordena a la entidad 
Corporación del Acueducto y Alcantarillado de Santo Domingo 
(CAASD), tomar en cuenta en las presentes condenaciones la 
variación en el valor de la moneda, en base a la evolución del índice 
general de los precios al consumidor, elaborado por el Banco 
Central de la República Dominicana; Octavo: Declara regular, en 
cuanto a la forma, la demanda reconvencional en reparación de 
daños y perjuicios y pago de astreinte, incoada por la empresa 
demandada Corporación del Acueducto y Alcantarillado de Santo 
Domingo (CAASD), contra la señora Ramona Andrea Martínez 
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Quezada, por haberse interpuesto de conformidad con la ley que 
rige la materia; y la rechaza, en cuanto al fondo, por carecer de 
fundamento; Noveno: Condena a la Corporación del Acueducto 
y Alcantarillado de Santo Domingo (CAASD), al pago de las 
costas del procedimiento, ordenando su distracción y provecho 
a favor de la Licda. Isabel Ramírez Marte, quien afirma haberlas 
avanzado en su totalidad; Décimo: Comisiona al Ministerial 
Domingo Ortega, Alguacil de Estrados de la Quinta Sala del 
Jugado de Trabajo del Distrito Nacional, para la notificación 
de la presente sentencia”; b) que sobre el recurso de apelación 
interpuesto contra esta decisión, intervino la sentencia objeto de 
este recurso, cuyo dispositivo dice así: “Primero: Fallo reservado 
respecto de las conclusiones formuladas por las partes; Segundo: 
Concede un plazo de 48 horas a partir del lunes 10 de diciembre 
de 2007, a los fines de que produzcan sus conclusiones”;

Considerando, que la recurrente propone como fundamento 
de su recurso de casación los siguientes medios; Primer Medio: 
Falta de base legal falta de motivos, Violación a la Ley 498 de 1973, 
que creó la CAASD y del artículo 537 del Código de Trabajo; 
Segundo Medio: Violación del artículo 8, numeral 2, letra J de 
la Constitución que consagra el derecho de defensa, violación 
del artículo 575 y siguientes del Código de Trabajo. Otro aspecto 
falta de base legal;

Considerando, que la recurrente en los medios primero y 
segundo de su recurso de casación, los cuales se reunen para 
su estudio por su vinculación, alega en síntesis lo siguiente: “la 
Corte a-qua en la sentencia in-voce, que hoy se impugna, incurre 
en el vicio de falta de base legal, de motivos y violación a las 
disposiciones del artículo 537 del Código de Trabajo, pues el 
tribunal de alzada desconoció que la procedencia o no de la 
celebración de una medida de instrucción entra en los poderes de 
los jueces de fondo, no le autoriza dejar de motivar o indicar las 
enunciaciones sumarias sobre los hechos comprobados, cosa que 
no hizo el Tribunal a-quo en el fallo impugnado, en los siguientes 
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aspectos: la empleada recurrida tiene según la Ley 498 de 1973, 
categoría de empleada pública, la CAASD no tiene carácter 
comercial ni industrial, sino que cuando termina el contrato se le 
otorga al empleado una suma equivalente al preaviso y al auxilio 
de cesantía, pero estos valores pueden ser compensados con 
cualquier deuda que tenga pendiente, como ocurre en el presente 
caso con la demandante, con relación a un desfalco millonario 
ocurrido en el departamento en el cual prestaba servicios; que este 
hecho penal ha planteado una deuda millonaria frente a la Caasd, 
entidad pública cuyos fondos e ingresos provienen del presupuesto 
nacional y cuyo expediente se encuentra pendiente ante el tribunal 
penal, por lo tanto la prueba de la comparecencia personal era 
necesaria para fines de compensación de la deuda; que el Tribunal 
a-quo en su acta de audiencia de fecha 4 de diciembre de 2007 
se limita a rechazar la medida de comparecencia sin dar motivos 
pertinentes, violando el artículo 537 del Código de Trabajo, que 
obliga a los tribunales a motivar sus decisiones; que de igual forma 
en el fallo recurrido también se desconoció el sagrado derecho de 
defensa de la recurrente al violar el artículo 8 de la Constitución 
de la República y el papel activo del juez laboral, que ante un 
expediente vacío se negó a ordenar la comparecencia personal de 
las partes a la audiencia, en la que se podía discutir una demanda 
inicial hecha al mismo tiempo por despido y desahucio, que había 
culminado con la sentencia de fecha 31 de mayo de 2007, sin 
oír los alegatos de la CAASD, ni la Corte a-quo examinar los 
aspectos procesales relativos al depósito de documentos, monto 
de salario, tiempo de servicio y la compensación de la trabajadora 
acusada ante la jurisdicción penal de desfalco; que en cualquiera 
de los casos el fallo impugnado debe ser casado por no precisar 
que con las pruebas aportadas estuviera debidamente edificado 
el tribunal”;

Considerando, que en el acta de audiencia impugnada, de fecha 
4 de diciembre de 2007, consta lo siguiente: “que en esta misma 
audiencia comparecieron la partes debidamente representadas. 
En la misma se le está haciendo entrega a la parte recurrida de 
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los documentos depositados por la parte recurrente en fecha 4 
de diciembre de 2007, y oído a la Licda. Isabel Ramírez, abogada 
de la parte recurrida, manifestar a la Corte: Primero: Le damos 
aquiescencia al depósito de documentos; la Corte da acta de 
la aquiescencia dada por la parte recurrida a los documentos 
depositados por la parte recurrente; Segundo: Autoriza con 
carácter de Medida de Instrucción el depósito de documentos 
hecho por la parte recurrente en fecha 4 de diciembre del 2007”; la 
Corte decidió: Primero: Rechaza el pedimento de comparecencia 
solicitado por la parte recurrente, en virtud de que a juicio de esta 
Corte, con dicha medida no se aportaría nada al proceso, respecto 
de los hechos de la causa; Segundo: Pasa la palabra a las partes 
para que presenten conclusiones al fondo”;

Considerando, que la recurrente plantea en su memorial de 
casación, en primer término, que la Corte a-qua es incompetente 
para conocer de la demanda en pago de prestaciones laborales, 
incoada por la hoy recurrida; pero, es criterio constante de 
esta Corte, que el consejo de directores de la recurrente, esta 
facultado, de conformidad con el artículo 14 de la Ley núm. 14-
91, además para de dictar el reglamento interno que organiza las 
condiciones requeridas por el personal que prestara servicios en 
ella, también para determinar el sistema que utilizará para 
la contratación de su personal. Esta facultad de que goza 
el Consejo de Administración de la CAASD, es la que se ha 
consagrado como un uso y costumbre, constante en el tiempo 
y en la práctica laboral de esa institución, que los empleados 
y trabajadores de la misma se rijan por las disposiciones del 
Código de Trabajo, y como es de conocimiento general, entre 
las fuentes idóneas de este Derecho se encuentra la costumbre, 
que es definida como la regla de derecho que funda su valor en 
la tradición y no en la autoridad del legislador, y en ese mismo 
sentido, tal y como se comprueba en la especie, la recurrente, en 
su comunicación de fecha 21 de noviembre de 2006, dirigida a 
la recurrida, le comunica, “Por medio de la presente, tenemos a 
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bien hacer de su conocimiento, que en atención a las previsiones 
contenidas en el artículo 75 y siguientes del Código de Trabajo 
de la República Dominicana, la institución ha decidido poner 
término a su contrato de trabajo, con efectividad a la fecha de 
la presente comunicación”; en consecuencia es obvio que la 
Corte a-qua es perfectamente competente para conocer de las 
demandas laborales incoadas por sus trabajadores en reclamación 
de sus prestaciones laborales;

Considerando, que  igualmente, la recurrente alega que al 
rechazar la Corte a-qua su pedimento sobre la comparecencia 
personal de las partes, le fue vulnerado su derecho de defensa, 
incurriendo en violación de las disposiciones constitucionales 
del debido proceso; pero, tal y como se ha podido observar en 
la documentación a que hace referencia el acta de audiencia de 
fecha 4 de diciembre del 2007, los jueces del fondo tuvieron la 
oportunidad de apreciar la existencia de pruebas, originadas en 
las medidas previamente ordenadas, es decir, la comunicación 
de documentos, solicitados y aceptados por las partes; que una 
comparecencia personal resultaba inoportuna y frustatoria para 
la continuación del proceso, y es de todos conocido y admitido, 
tanto por la doctrina como por la jurisprudencia, que los jueces 
del fondo pueden apreciar soberanamente la oportunidad de 
ordenar una comparecencia personal de las partes, no siendo esta 
facultad, objeto del control de la casación;

Considerando, que contrario a lo propuesto por la parte 
recurrente, la Corte a-qua no estaba obligada a ponderar 
la solicitud de compensación derivada de indemnizaciones 
eventuales por faltas penales del trabajador, pues de conformidad 
con las disposiciones del artículo 711 del Código de Trabajo, 
en los casos de infracciones conexas a litigios en curso ante los 
tribunales de trabajo, la acción pública queda sobreseida, hasta 
que dichos tribunales decidan definitivamente; razones éstas que 
hacen que dicho argumento carezca de base legal;
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Considerando, que la sentencia impugnada contiene motivos 
suficientes y pertinentes que permiten a esta Corte verificar 
la correcta aplicación de la ley, razón por la cual los medios 
examinandos carecen de fundamento y deben ser desestimados, y 
en consecuencia rechazado el presente recurso. 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de casación 
interpuesto por Corporación del Acueducto y Alcantarillado de 
Santo Domingo (CAASD), contra la sentencia in voce dictada 
por la Segunda Sala de la Corte de Trabajo del Distrito nacional el 
4 de diciembre de 2007, cuyo dispositivo se ha copiado en parte 
anterior del presente fallo; Segundo: Condena a la recurrente al 
pago de las costas y las distrae en provecho de la Licda. Isabel 
Ramírez Marte, quien afirma haberlas avanzado en su totalidad. 

Así ha sido hecho y juzgado por la Cámara de Tierras, 
Laboral, Contencioso-Administrativo y Contencioso-Tributario 
de la Suprema Corte de Justicia, y la sentencia pronunciada por 
la misma, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito 
Nacional, capital de la República, en su audiencia pública del 11 
de marzo de 2009, años 165° de la Independencia y 146° de la 
Restauración.

Firmado: Pedro Romero Confesor, Enilda Reyes Pérez y Darío 
O. Fernández Espinal. Grimilda Acosta, Secretaria General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los señores 
Jueces que figuran al pie, en la audiencia pública del día, mes y 
año en ella expresados, y fue firmada, leída y publicada por mí, 
Secretaria General, que certifico.
www.suprema.gov.do
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SENTENCIA DEL 11 DE MARZO DE 2009, NÚM. 10
Sentencia impugnada:	 Corte de Trabajo de Santiago, del 9 de julio 

de 2008.
Materia:	 Laboral.
Recurrente:	 Rafael Ventura María Hernández.
Abogados:	 Licdos. Williams Paulino, Edwin Vásquez y 

Lucía Santana Domínguez.
Recurrida:	 Vigilantes del Cibao, S. A.
Abogados:	 Lic. Alberto J. Hernández Estrella.

CAMARA DE TIERRAS, LABORAL, CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVO 
Y CONTENCIOSO-TRIBUTARIO.

Inadmisible

Audiencia pública del 11 de marzo de 2009.
Preside: Juan Luperón Vásquez.				     

 
Dios, Patria y Libertad

En Nombre de la República, la Cámara de Tierras, Laboral, 
Contencioso-Administrativo y Contencioso-Tributario de la 
Suprema Corte de Justicia, dicta en audiencia pública la siguiente 
sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Rafael Ventura 
María Hernández, dominicano, mayor de edad, con Cédula de 
Identidad y Electoral núm. 058-0019249-3, domiciliado y residente 
en el sector Villa Olímpica, casa s/n, de la ciudad de Santiago de 
los Caballeros, contra la sentencia dictada por la Corte de Trabajo 
del Departamento Judicial de Santiago el 9 de julio de 2008, cuyo 
dispositivo se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
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Visto el memorial de casación depositado en la Secretaría de la 
Corte de Trabajo del Departamento Judicial de Santiago el 18 de 
agosto de 2008, suscrito por los Licdos. Williams Paulino, Edwin 
Vásquez y Lucía Santana Domínguez, con Cédulas de Identidad 
y Electoral núms. 031-0083189-4, 031-0319891-1 y 095-0012496-
6, respectivamente, abogados del recurrente, mediante el cual 
proponen los medios que se indican más adelante;

Visto el memorial de defensa depositado en la Secretaría de la 
Suprema Corte de Justicia el 2 de septiembre de 2008, suscrito por 
el Lic. Alberto J. Hernández Estrella, con Cédula de Identidad y 
Electoral núm. 095-0001668-9, abogado de la empresa recurrida 
Vigilantes del Cibao, S. A.;

Visto la Ley núm. 25 de 1991, modificada por la Ley núm. 156 
de 1997, y los artículos 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación;

La CORTE, en audiencia pública del 4 de marzo de 2009, 
estando presentes los Jueces: Juan Luperón Vásquez, Presidente; 
Julio Aníbal Suárez, Enilda Reyes Pérez, Darío O. Fernández 
Espinal y Pedro Romero Confesor, asistidos de la Secretaria 
General y después de haber deliberado los jueces signatarios de 
este fallo;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que 
en ocasión de la demanda por despido injustificado, pago de 
prestaciones laborales, derechos adquiridos, salarios y reparación 
por daños y perjuicios, interpuesta por el actual recurrente Rafael 
Ventura María Hernández contra la recurrida Vigilantes del 
Cibao, S. A., la Primera Sala del Juzgado de Trabajo del Distrito 
Judicial de Santiago dictó el 22 de octubre de 2007 una sentencia 
con el siguiente dispositivo: “Primero: Se acoge parcialmente la 
demanda incoada por el señor Rafael Ventura María Hernández, 
en contra de la empresa Vigilantes del Cibao, S. A., por reposar 
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en base legal; se declara justificado el ejercicio del derecho al 
despido, consecuentemente se condena a esta última parte a 
pagar, en beneficio de la primera, lo siguiente: a) La suma de 
Ciento Noventa y Nueve Mil Setecientos Cincuenta y Dos Pesos 
Oro Dominicano con 05/100 (RD$194,752.05), por concepto 
del pago de los salarios dejados de percibir, ante la prestación 
del servicio en exceso de la jornada normal de trabajo, en días 
declarados legalmente como no laborales, durante el descanso 
semanal, durante el descanso intermedio y el no pago del aumento 
correspondiente de la jornada nocturna, b) La suma de Trescientos 
Mil Pesos Oro Dominicanos con 00/100 (RD$300,000.00), monto 
a reparar el perjuicio experimentado, ante el no pago del salario y 
la prestación del servicio, conforme a la jornada estipulada por la 
ley; Segundo: Se ordena tomar en cuenta el valor de la moneda 
entre la fecha de la presente demanda y la del pronunciamiento 
de la presente sentencia, acorde con lo que especifica el artículo 
537 del Código de Trabajo; Tercero: Se condena a la empresa 
Vigilantes del Cibao, S. A., al pago de las costas del procedimiento, 
ordenando su distracción en provecho de los Licenciados 
Williams Paulino y Edwin Vásquez, abogados, quienes afirman 
estarlas avanzado en su mayor parte”; b) que sobre el recurso de 
apelación interpuesto contra esta decisión, intervino la sentencia 
ahora impugnada, cuyo dispositivo reza así: “Primero: Se declaran 
regulares y válidos, en cuanto a la forma, los recursos de apelación 
a que se contrae el presente caso, por haber sido interpuestos de 
conformidad con las normas procesales; Segundo: En cuanto al 
fondo, se acoge el recurso de apelación principal, interpuesto por 
la empresa Vigilantes del Cibao, S. A., y se rechaza el recurso de 
apelación incidental, incoado por el señor Rafael Ventura María 
Hernández, en contra de la sentencia No. 448/2007, dictada 
en fecha 22 de enero del 2007 por la Primera Sala del Juzgado 
de Trabajo del Distrito Judicial de Santiago, salvo, de manera 
principal, en lo relativo a la reparación por daños y perjuicios, 
en virtud de las precedentes consideraciones, y en consecuencia,  
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se revoca en todas sus partes la indicada decisión, incluyendo las 
costas judiciales, excepto lo concerniente a la indemnización en 
reparación por daños y perjuicios, la cual, no obstante, se reduce 
a la suma de Quince Mil Pesos (RD$15,000.00); y Tercero: Se 
condena al señor Rafael Ventura María Hernández al pago del 
75% de las costas del procedimiento, ordenando su distracción 
en provecho del Lic. Alberto Hernández Estrella, abogado que 
afirma estar avanzándolas en su totalidad, y se compensa el 
restante 25%”; 

Considerando, que el recurrente propone en apoyo de su 
recurso, los siguientes medios de casación: Primer Medio: 
Falta de base legal. Documentos no ponderados por el tribunal, 
violación al artículo 87 del Código de Trabajo; Segundo Medio: 
Contradicción de motivos, falta de base legal; Tercer Medio: Falta 
de estatuir, violación al debido proceso, violación al articulo 233 
del Código de Trabajo, violación al derecho de defensa; Cuarto 
Medio: Violación de la ley por mala aplicación. Desnaturalización 
de hechos y documentos de la causa; el tribunal de alzada ha 
violado sus atribuciones, violación al derecho. Falta de base legal; 

En cuanto a la inadmisibilidad del recurso.
Considerando, que la recurrida propone, según consta en su 

memorial de defensa, la inadmisibilidad del presente recurso de 
casación, bajo el alegato de que las condenaciones impuestas por 
la sentencia recurrida no exceden el monto de veinte salarios 
mínimos que exige el artículo 641 del Código de Trabajo para la 
admisibilidad del recurso;

Considerando, que el artículo 641 del Código de Trabajo, 
declara que no serán admisibles los recursos de casación contra 
las sentencias cuyas condenaciones no excedan de veinte salarios 
mínimos;

Considerando, que la sentencia impugnada condena a la 
recurrida pagar al recurrente la suma de Quince Mil Pesos Oro 
Dominicanos (RD$15,000.00) por concepto de daños y perjuicios; 
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Considerando, que al momento de la terminación del contrato 
de trabajo del recurrente estaba vigente la Resolución núm. 
5-2004, dictada por el Comité Nacional de Salarios, en fecha 12 
de noviembre de 2004, que establecía un salario mínimo de Cinco 
Mil Cuatrocientos Pesos Oro Dominicanos (RD$5,400.00), 
mensuales, para los vigilantes de compañías de guardianes, por 
lo que el monto de veinte salarios mínimos ascendía a la suma 
de Ciento Ocho Mil Pesos Oro Dominicanos (RD$108,000.00), 
cantidad que como es evidente no es excedida por la totalidad 
de las condenaciones que impone la sentencia recurrida, por lo 
que el recurso de que se trata debe ser declarado inadmisible, de 
conformidad con lo que prescribe el artículo 641 del Código de 
Trabajo, sin necesidad de examinar el medio del recurso.

Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible el recurso de 
casación interpuesto por Rafael Ventura María Hernández, contra 
la sentencia dictada por la Corte de Trabajo del Departamento 
Judicial de Santiago el 9 de julio de 2008, cuyo dispositivo se ha 
copiado en parte anterior del presente fallo; Segundo: Condena 
al recurrente al pago de las costas, con distracción de las mismas 
a favor del Lic. Alberto J. Hernández Estrella, abogado, quien 
afirma haberlas avanzado en su totalidad.

Así ha sido hecho y juzgado por la Cámara de Tierras, 
Laboral, Contencioso-Administrativo y Contencioso-Tributario 
de la Suprema Corte de Justicia, y la sentencia pronunciada por 
la misma, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito 
Nacional, capital de la República, en su audiencia pública del 11 
de marzo de 2009, años 165° de la Independencia y 146° de la 
Restauración.

Firmado: Juan Luperón Vásquez, Julio Aníbal Suárez, Enilda 
Reyes Pérez, Darío O. Fernández Espinal y Pedro Romero 
Confesor. Grimilda Acosta, Secretaria General.
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La presente sentencia ha sido dada y firmada por los señores 
Jueces que figuran al pie, en la audiencia pública del día, mes y 
año en ella expresados, y fue firmada, leída y publicada por mí, 
Secretaria General, que certifico.
www.suprema.gov.do
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SENTENCIA DEL 11 DE MARZO DE 2009, NÚM. 11
Sentencia impugnada:	 Corte de Trabajo de San Pedro de Macorís, 

del 22 de mayo de 2007.
Materia:	 Laboral.
Recurrentes:	 Desarrollo Sol Meliá, S. A. y compartes.
Abogadas:	 Dra. Soraya Marisol De Peña Pellerano y 

Licda. Luz Yahaira Ramírez de Peña.
Recurrido:	 Pedro Reyes.
Abogados:	 Licdos. Paulino Duarte y Wilberto E. 

Polanco.

CAMARA DE TIERRAS, LABORAL, CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVO 
Y CONTENCIOSO-TRIBUTARIO.

Rechaza

Audiencia pública del 11 de marzo de 2009.
Preside: Juan Luperón Vásquez.				     

 
Dios, Patria y Libertad

En Nombre de la República, la Cámara de Tierras, Laboral, 
Contencioso-Administrativo y Contencioso-Tributario de la 
Suprema Corte de Justicia, dicta en audiencia pública la siguiente 
sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Desarrollo 
Sol Meliá, S. A., Meliá Club de Vacaciones Dominicana, S. A. 
(Meliá Vacation Club), Meliá Tropical y Sol Meliá Club At Meliá 
Tropical, compañías constituidas de conformidad con las leyes 
dominicanas, con domicilios sociales en las instalaciones del Hotel 
Meliá Bávaro, representada por su Contralor Corporativo señor 
Arcadio Guzmán, dominicano, mayor de edad, contra la sentencia 
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dictada por la Corte de Trabajo del Departamento Judicial de San 
Pedro de Macorís el 22 de mayo de 2007, cuyo dispositivo se copia 
más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;

Visto el memorial de casación depositado en la Secretaría 
de la Corte de Trabajo del Departamento Judicial de San Pedro 
de Macorís el 11 de junio de 2007, suscrito por la Dra. Soraya 
Marisol De Peña Pellerano y la Licda. Luz Yahaira Ramírez de 
Peña, con Cédulas de Identidad y Electoral núms. 001-0082380-6 
y 001-1641004-4, respectivamente, abogadas de las recurrentes, 
mediante el cual proponen los medios que se indican más adelante;

Visto el memorial de defensa depositado en la Secretaría de 
la Suprema Corte de Justicia el 29 de junio de 2007, suscrito por 
los Licdos. Paulino Duarte y Wilberto E. Polanco, con Cédulas 
de Identidad y Electoral núms. 001-00243404-0 y 001-1350658-8, 
respectivamente, abogados del recurrido Pedro Reyes;

Visto la Ley núm. 25 de 1991, modificada por la Ley núm. 156 
de 1997, y los artículos 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación;

La CORTE, en audiencia pública del 17 de septiembre de 2008, 
estando presentes los Jueces: Juan Luperón Vásquez, Presidente; 
Julio Aníbal Suárez, Enilda Reyes Pérez, Darío O. Fernández 
Espinal y Pedro Romero Confesor, asistidos de la Secretaria 
General y después de haber deliberado los jueces signatarios de 
este fallo;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que en 
ocasión de la demanda laboral por dimisión, interpuesta por Pedro 
Reyes contra Desarrollo Sol Meliá, S. A., Meliá Club de Vacaciones 
Dominicana, S. A. (Meliá Vacation Club), Meliá Tropical y Sol 
Meliá Club At Meliá Tropical, la Cámara Civil, Comercial y de 
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Trabajo del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial 
de La Altagracia dictó el 9 de mayo de 2006 una sentencia con 
el siguiente dispositivo: “Primero: Se declara buena y válida en 
cuanto a la forma la demanda en pago de prestaciones laborales 
por causa de dimisión interpuesta por el señor Pedro Reyes en 
contra de las empresas Desarrollo Sol Meliá, S. A., Meliá Club 
de Vacaciones Dominicana, S. A. (Meliá Vacation Club At Meliá 
Tropical) y Sol Meliá Club At Meliá Caribe Tropical y Sol Meliá 
VC Dominicana, S A., mediante escrito de demanda depositado 
en la Secretaría del Tribunal en fecha 8 de abril de 2005, por 
haber sido hecha conforme al derecho; Segundo: Se excluye de 
la referida demanda a las entidades Desarrollo Sol Meliá, S. A., 
(Meliá Vacation Club At Meliá Tropical) y Sol Meliá Club At Meliá 
Caribe Tropical, por ser la compañía Meliá Club de Vacaciones 
Dominicana, S A., la empleadora del demandante; Tercero: Se 
rechaza la excepción de inadmisbilidad de la demanda planteada 
por Meliá Club de Vacaciones Dominicana, S. A., por el alegato 
de que la dimisión no fue comunicada, por los motivos expuestos; 
Cuarto: Se declara inadmisible la demanda en cuanto le sirve como 
fundamento las causas alegadas para la dimisión de la negativa al 
pago de las bonificaciones y vacaciones y la reducción del salario 
(comisiones) por haber caducado el plazo para ejercer la dimisión 
al momento en que la misma se efectuó; Quinto: En cuanto a las 
demás causas alegadas por el señor Pedro Reyes para dimitir, se 
declara injustificada la dimisión, por no haber hecho la prueba de 
la ocurrencia de dichas causas y, en el caso de la no inscripción en 
el seguro social, por improcedente y, por consiguiente, se declara 
resuelto el contrato de trabajo intervenido entre el señor Pedro 
Reyes y la compañía Meliá Club de Vacaciones Dominicana, S. A., 
por culpa del trabajador; Sexto: Se condena al señor Pedro Reyes 
al pago de las costas causadas y se ordena su distracción a favor de 
la Dra. Marisol De Peña Pellerano, quien afirma haberlas avanzado 
en su totalidad”; b) que sobre el recurso de apelación interpuesto 
contra esta decisión, intervino la sentencia objeto de este recurso, 
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cuyo dispositivo dice así: “Primero: Que debe declarar como al 
efecto declara, en cuanto a la forma, bueno y válido el presente 
recurso de apelación por haber sido hecho de conformidad con 
los términos de la ley que rige la materia; Segundo: Que debe 
rechazar como al efecto rechaza la solicitud de inadmisibilidad de 
la demanda hecha por la recurrida, por los motivos expuestos en 
el cuerpo de la presente sentencia; Tercero: Que debe rechazar 
como al efecto rechaza, tanto la solicitud de prescripción como 
de caducidad planteados por la recurrida, por improcedente y mal 
fundados y los motivos indicados en el cuerpo de esta sentencia; 
Cuarto: Que debe declarar como al efecto declara a las empresas 
Desarrollo Sol Meliá, S. A., (Meliá Vacation Club Meliá Tropical) 
y Sol Meliá Club At Meliá Caribe Tropical, empleadores del señor 
Pedro Reyes, en atención a las motivaciones dadas en el cuerpo 
de la presente sentencia; Quinto: Que en cuanto al fondo, revocar 
como al efecto revoca, en todas sus partes la sentencia recurrida, 
la No. 64/2006, de fecha nueve (9) del mes de mayo de 2006, 
dictada por la Cámara Civil, Comercial y de Trabajo del Juzgado 
de Primera Instancia del Distrito Judicial de La Altagracia, por 
improcedente, mal fundada y carente de base legal y los motivos 
expuestos en el cuerpo de esta sentencia, y en consecuencia 
actuando por propia autoridad y contrario imperio, declara 
resuelto el contrato de trabajo que existió entre las empresas 
Desarrollo Sol Meliá, S. A. (Meliá Vacation Club Mella Tropical) 
y sol Meliá Club, At Meliá Caribe Tropical y el señor Pedro Reyes, 
por causa de dimisión justificada y con responsabilidad para la 
empleadora; Sexto: Que debe condenar como al efecto condena 
a las empresas Desarrollo Sol Meliá, S. A. (Meliá Vacation Club 
Mella Tropical) y sol Meliá Club, At Meliá Caribe Tropical, 
pagar a favor del señor Pedro Reyes las siguientes prestaciones 
y valores: 28 días de preaviso a razón de RD$7,301.37, igual a 
RD$204,438.36 (Doscientos Cuatro Mil Cuatrocientos Treinta y 
Ocho Pesos con 36/100); 190 días de auxilio de cesantía, a razón 
de RD$7,301.37, igual a RD$1,387,260.30 (Un Millón Trescientos 
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Ochenta y Siete Mil Doscientos Sesenta Pesos con 30/100); 18 
días de vacaciones a razón de RD$7,301.37, igual a RD$131,424.66 
(Ciento Treinta y Un Mil Cuatrocientos Veinticuatro Pesos con 
66/100); 60 días de participación en los beneficios de la empresa, 
a razón de RD$7,301.37, igual a RD$438,082.20 (Cuatrocientos 
Treinta y Ocho Mil Ochenta y Dos Pesos con 20/100); la suma 
de RD$43,497.95 (Cuarenta y Tres Mil Cuatrocientos Noventa y 
Siete Pesos con 95/100), como proporción del salario de Navidad 
correspondiente al año 2005; y la suma de RD$1,043.950.80 (Un 
Millón Cuarenta y Tres Mil Novecientos Cincuenta Pesos con 
80/100), por concepto de seis meses de salario en aplicación del 
ordinal 3ro., artículo 95 del Código de Trabajo; Séptimo: Que debe 
condenar como al efecto condena a las empresas Desarrollo Sol 
Meliá, S. A. (Meliá Vacation Club Mella Tropical) y Sol Meliá Club, 
At Meliá Caribe Tropical, pagar a favor del señor Pedro Reyes, 
la suma de Cincuenta Mil Pesos con 00/100 (RD$50,000.00) 
como justa reparación de los daños y perjuicios que le causó la 
empleadora, en atención de las consideraciones expuestas en el 
cuerpo de esta sentencia; Octavo: Que debe condenar como al 
efecto condena a empresas Desarrollo Sol Meliá, S. A. (Meliá 
Vacation Club Meliá Tropical) y Sol Meliá club, At Meliá Caribe 
Tropical, al pago de de las costas del procedimiento, ordenando 
su distracción a favor y provecho del Lic. Paulino Duarte, quien 
afirma haberlas avanzado en su mayor parte”;

Considerando, que las recurrentes proponen en apoyo de 
su recurso los siguientes medios de casación: Primer Medio: 
Violación al artículo 8, inciso J) de la Constitución de la República 
(violación al derecho de defensa), falta de base legal y violación a 
las reglas de la prueba en materia laboral y a los artículos 13 y 63 
del Código de Trabajo; Segundo Medio: Desnaturalización de 
los hechos, violación al artículo 100 del Código de Trabajo. Falta 
de base legal; Tercer Medio: Violación al artículo 537 del Código 
de Trabajo. Falta de estatuir, falta de base legal y de motivos; 
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Considerando, que en el desarrollo del primer medio propuesto 
las recurrentes expresan, en síntesis, lo siguiente: que la corte 
les condenó en base a las declaraciones ofrecidas durante una 
comparecencia personal del trabajador en fecha 21 de septiembre 
de 2006, a pesar de que las partes no hacen pruebas, tildando a 
Desarrollo Sol Meliá, S. A., como recurrente, a pesar de que no 
interpuso ningún recurso de apelación en contra de la sentencia de 
primer grado, pues el recurso de apelación incidental fue intentado 
por Melía Club de Vacaciones Dominicana, S. A., (Meliá Vacation 
Club), que es una empresa distinta, no habiendo sido citada para 
conocer el recurso de apelación de que se trata, por lo que no 
pudo haber depositado ningún documento a su favor o en contra, 
porque nunca estuvieron representadas en audiencia, violando en 
consecuencia el derecho de defensa de las empresas Desarrollo 
Sol Meliá, S. A., Sol Meliá Club At Meliá Caribe Tropical, ya que 
en todo momento, la única compañía que estuvo representada en 
audiencia del 19 de octubre del 2006, fue la empresa Meliá Club 
de Vacaciones, S. A., por el Dr. Roberto Mota, cuya audiencia 
se pospuso para que se citara a las codemandadas, para el 28 
de noviembre de 2006, la que también fue aplazada para el 13 
de marzo de 2007, porque tampoco fueron citadas las referidas 
empresa, ocasión en la que el Dr. Roberto Mota ratificó su 
calidad dada en audiencia anterior, sin señalar que representaba 
a las demás recurridas, por lo que no se podía continuar con el 
conocimiento del recurso de apelación por la falta de citación de 
las referidas empresas; pero, erróneamente la corte dice que éstas 
fueron citadas por Acto No. 124-2007, de fecha 26 de febrero de 
2007, el cual no figura depositado en el expediente, por lo que 
no existe evidencia de esa situación, estando impedido por esa 
circunstancia el Tribunal a-quo de condenar solidariamente a esas 
empresas; que la sentencia además viola los artículo 13 y 63 del 
Código de Trabajo, al condenar el tribunal de alzada, de manera 
solidaria, a varias empresas, sin que se estableciera que actuaron 
de mala fe y de forma fraudulenta para burlar los derechos del 
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trabajador recurrente, ni tratarse de una misma empresa, como 
erróneamente se señala;

Considerando, que la sentencia impugnada expresa también: 
“Que la recurrente alega que los empleadores del trabajador son 
las empresas Desarrollo Sol Meliá, S. A. (Meliá Vacation Club 
Meliá Tropical) y sol Meliá Club At Meliá Caribe Tropical, y 
señala, “En su 2do. Ordinal, el tribunal de primer grado excluyó 
a los nombres comerciales Desarrollo Sol Meliá, S. A. (Meliá 
Vacation Club Meliá Tropical) y Sol Meliá Club, At Meliá Caribe 
Tropical y para sostener ese criterio lo fundamentó bajo los 
alegatos de que precisamente Meliá Club de Vacaciones, S. A., 
solicitó la exclusión de ellos porque no tenían vinculación con el 
proceso y más adelante señala el tribunal que tal solicitud no fue 
impugnada por la parte demandante, por lo que la misma debe 
ser acogida, y en consecuencia todo lo que se refiere a la presente 
demanda se entenderá referida a Meliá Club de Vacaciones, S. 
A.; sin embargo, esta Corte puede comprobar que en el acta de 
audiencia de fecha 21 de septiembre de 2005, el tribunal aplazó la 
audiencia para poner en causa a las empresas ahora excluidas”. El 
trabajador, señor Pedro Reyes, en declaraciones ofrecidas a esta 
Corte manifestó, que laboró para Meliá Tropical y Meliá Paradisus, 
y que todos esos nombres corresponden a una misma empresa. 
En tal sentido esta corte sostiene el criterio de que, no habiendo 
depositado la empleadora recurrente Desarrollo Sol Meliá, S. A., 
en esta instancia ninguna constancia de la constitución de dicho 
nombre comercial a fin de establecer que se trata de una compañía 
legalmente establecida, y que en consecuencia es diferente a las 
demás empresas asociadas, que además habiendo sido citadas 
todas ellas a comparecer y defenderse del recurso, mediante Acto 
No. 124/2007, de fecha 26 de febrero de 2007, del ministerial 
Ramón A. Santana Montás, Alguacil de Estrados de la Cámara 
Civil, Comercial y del Distrito Judicial de Higuey, ministerial 
que señala en el acto de citación que se trasladó al Hotel Meliá 
Bávaro, lugar donde tienen sus domicilios las indicadas empresas 
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y hablando con el mismo empleado, quien en cada caso manifestó 
trabajar en las señaladas empresas, indistintamente, cuestión no 
discutida por la recurrida; lo que evidencia la solidaridad de las 
empresas o más bien el que se trata de una misma compañía, esta 
Cote establece que todas son empleadoras del señor Pedro Reyes, 
tal como él lo reclama”;

Considerando, que las disposiciones consagradas en el 
literal j) del numeral 2, del artículo 8 de la Constitución de la 
República, impiden que una persona sea juzgada sin haber sido 
oída o debidamente citada y que basta para dar cumplimiento a 
la prescripción constitucional citada que ésta sea notificada con 
requerimiento de asistencia para la celebración de la audiencia 
de que se trate, la que podrá ser celebrada aún sin ser oído el 
interesado, si la falta de su audición se debe a su ausencia 
injustificada, pues con la notificación se le da la oportunidad al 
enjuiciado de hacerse oír y a presentar los medios de defensa que 
estime pertinente, debiendo abstenerse a las consecuencias, por 
su incomparecencia;

Considerando, que para disponer que varios demandados 
sean condenados solidariamente, no es necesario la prueba de la 
existencia de un fraude, si esa solidaridad está basada en el hecho 
de que el trabajador laboró en todas las empresas condenadas en 
base al mismo contrato de trabajo;

Considerando, que tal como se observa, el Tribunal a-quo, 
verificó que las actuales recurrentes fueron debidamente citadas 
para que asistieran a la audiencia de presentación de pruebas y 
discusión del caso, mediante el Acto núm. 124-2007, de fecha 26 
de febrero del 2007, del ministerial Ramón A. Santana Montás, 
Alguacil de Estrados de la Cámara Civil, Comercial y de Trabajo 
del Distrito Judicial de Higüey, documento que por emanar de 
un Oficial Público, cuyas actuaciones dan fe hasta inscripción en 
falsedad, tiene que ser aceptado como expresión de la verdad, 
descartándose que el asunto hubiere sido conocido sin dársele 
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oportunidad a las recurrentes de presentar sus medios de 
defensa;

Considerando, que de igual manera, el Tribunal a-quo dio por 
establecido que el demandante original laboraba para todas las 
demandadas, en las cuales se trataba de nombres comerciales 
que utilizaban los servicios del demandante, lo que convertía 
a cada una de ellas en deudora solidaria de los derechos que le 
correspondían a este último;

Considerando, que del estudio de la sentencia impugnada 
se advierte que la mención que ésta hace de la condición de 
recurrente incidental de Meliá Club de Vacaciones Dominicanas, 
A., no tuvo ninguna repercusión en la decisión adoptada por la 
Corte a-qua, careciendo en consecuencia de relevancia ese hecho 
y como tal no susceptible de ser examinado como un medio de 
casación;

Considerando, que la sentencia impugnada contiene una 
relación completa y motivos suficientes que permiten a esta 
corte, en sus funciones de Corte de Casación, verificar la correcta 
aplicación de la ley, razón por la cual el medio que se examina 
carece de fundamento y debe ser desestimado;

Considerando, que en el desarrollo del segundo medio 
propuesto expresa la recurrente, en síntesis: que la Corte a-qua 
desnaturalizó los hechos, ya que confunde el depósito puro y 
simple de la carta por parte del trabajador demandante por ante la 
representación Local de Trabajo a los fines de su comunicación, 
de conformidad al artículo 100 del Código, de Trabajo, con el 
ejercicio de la dimisión por ante esa Representación Local en 
presencia de un Inspector de Trabajo, lo que no es lo mismo, ni 
fue tampoco lo que ocurrió; que en el presente caso, se trató por 
parte del demandante, de su participación a las autoridades de 
trabajo, pero por ese motivo la dimisión no se produjo por ante la 
autoridad de trabajo correspondiente, que es la causa eximente de 
la obligación del trabajador para su no comunicación al empleador; 
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que el trabajador no aportó ninguna prueba de que comunicara la 
dimisión al empleador, sino que el tribunal consideró que por el 
hecho de que figuraba anexa a la carta enviada al Representante 
Local de Trabajo, otra pura y simplemente dirigida a su empleador, 
que expresaba: Sírvase en recibir la carta de dimisión dirigida a 
sus ex empleadores, sin tener dicha carta ningún acuse de recibo 
por parte de las empresas a las que éste alegara haber prestado sus 
servicios, comunicación que en ningún momento fue recibida por 
las demandadas, por lo que no hubo prueba de que la dimisión 
fue notificada al empleador, y en consecuencia debió ser declarada 
carente de justa causa;

Considerando, que en los motivos de la sentencia impugnada 
se transcribe lo siguiente: “Que la recurrida ha solicitado sea 
declarada inadmisible la demanda del trabajador en la forma 
siguiente: Declarando inadmisible la presente dimisión por ser 
violatoria al artículo 100 del Código de Trabajo, toda vez que la 
misma no fue notificada a la empresa. Es preciso señalar, que 
en cuanto a este punto, el artículo 100 del Código de Trabajo 
dispone: “En las cuarenta y ocho horas siguientes a la dimisión, 
el trabajador la comunicará, con indicación de causa, tanto al 
empleador, como al Departamento de Trabajo o a la autoridad 
local que ejerza sus funciones; la dimisión no comunicada a la 
autoridad de trabajo correspondiente, en el término indicado en 
este artículo, se reputa que carece de justa causa. El trabajador 
no está obligado a cumplir esta obligación si la dimisión se 
produce ante la autoridad de trabajo correspondiente”; la 
dimisión del trabajador, señor Pedro Reyes se produjo el día 30 
de marzo de 2005 por comunicación depositada en la Secretaría 
de Trabajo, Representante Local de Higüey, la que se lee en los 
términos siguientes: “Señores Secretaría de Estado de Trabajo, 
Departamento de Higüey. Distinguidos señores: por medio de 
la presente cumplo con informarles que en fecha 30 de marzo 
de 2005, he presentado formal dimisión a las funciones que 
durante 8 años y 4 meses estuve desempeñando en las empresas 
Desarrollo Sol, S. A. (Meliá Vacation Club At Meliá Tripical) y 
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Sol Meliá Club y Sol Meliá VC Dominicana, S. A., con un salario 
promedio mensual de RD$173,993.80. Las razones por las cuales 
me he visto obligado dimitir son las siguientes: 1. Negarse a 
pagar las bonificaciones anuales; 2. No pagarme vacaciones; 
3. No pagarme 100% los días feriados; 4. Por reducirme de 
manera unilateral el salario (comisiones); 5. Por hostigamiento 
a no asignarme trabajo para que renuncie; 6. Por hacerme 
descuentos y retenerme dinero de mi salario de forma ilegal; 7. 
Por tratar de manera fraudulenta de cambiar los nombres de los 
empleados responsables y desconocer el pago de los derechos 
que legalmente me corresponden; 8. Por nunca proveerme de 
Seguro Social Obligatorio; 9. Otras violaciones de trabajo. Anexo 
a la presente sírvase en recibir la carta de dimisión dirigida la 
misma a mis ex empleadores. La presente medida se practica 
para derivar todas las consecuencias legales”. “El artículo 100 del 
Código de Trabajo refuta carente de justa causa, no admisible 
como solicita la empleadora, la no comunicación de la dimisión 
en el término de 48 horas luego de su realización a las autoridades 
de trabajo correspondientes; sin embargo, el último párrafo de 
indicado artículo 100 establece: “El trabajador no está obligado a 
cumplir esta obligación si la dimisión se produce ante la autoridad 
del trabajo correspondiente”; lo que es indicativo de que cuando 
la dimisión se produce en la Secretaría de Estado de Trabajo, 
el trabajador queda liberado de la obligación de comunicar ese 
hecho al empleador y corresponde al Departamento de Trabajo 
correspondiente, poner en conocimiento de la dimisión al 
empleador. Esto fue lo que ocurrió en el presente caso, que el 
señor Pedro Reyes dimitió ante el Departamento de Trabajo de 
Higüey; se comprueba ese hecho por la misma carta de dimisión, 
la que en su último párrafo expresa: “Anexo a la presente 
sírvase en recibir la carta de dimisión dirigida la misma a mis 
ex empleadores”; evidentemente, queda claramente establecido 
que el señor Pedro Reyes al dejar en manos del Departamento 
de Trabajo de Higüey la responsabilidad de comunicar a sus ex 
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empleadores la dimisión, la misma tuvo efecto el 30 de marzo en 
el Departamento de Trabajo de Higüey, razones por las que se 
rechaza la solicitud de inadmisbilidad de la demanda solicitada 
por la recurrida”;

Considerando, que si bien es cierto, que el artículo 100 del 
Código de Trabajo obliga al trabajador que presente su dimisión, 
comunicar ésta, en las cuarenta y ocho horas siguientes al 
empleador y al Departamento de Trabajo o a la autoridad que 
ejerza sus funciones, también lo es, que dicho artículo no establece 
ninguna sanción al trabajador dimitente por no comunicar su 
decisión de terminación del contrato de trabajo al empleador, sino 
que de manera precisa indica que “la dimisión no comunicada a 
la autoridad de trabajo correspondiente en el término indicado 
en este artículo, se reputa que carece de justa causa”, de donde se 
deriva que la carencia de justa causa de una dimisión no depende 
de la ausencia de la comunicación de ésta al empleador, sino a 
las Autoridades de Trabajo y/o la no demostración de las faltas 
atribuidas al empleador como causales de la dimisión;

Considerando, que en la especie, las propias recurrentes 
reconocen que el recurrido comunicó dentro del plazo legal, la 
dimisión y sus causas a la Representación Local del Trabajo de 
Higüey, lugar donde se ejecutó el contrato de trabajo que ligó a 
las partes, precisando la sentencia impugnada, que la misma fue 
acompañada de una carta dirigida a la empleadora, donde se le 
informaba de la decisión adoptada por el trabajador demandante, 
con lo que éste cumplió con el voto de la ley, lo que hace que el 
medio que se examina carezca de fundamento, razón por la cual 
es desestimado;

Considerando, que siguen alegando las recurrentes, en el 
tercer medio propuesto, lo siguiente: que en su escrito de defensa 
ante la Corte a-qua la empresa Meliá Club de Vacaciones, S. A., 
interpusieron un recurso de apelación incidental, pero el tribunal 
sólo hizo referencia al recurso de apelación principal interpuesto 
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por el señor Pedro Reyes, y ni siquiera se pronunció ni en las 
motivaciones, ni tampoco en el dispositivo del fallo de la sentencia, 
acerca de dicho recurso, por lo que violó, no sólo su derecho de 
defensa al no pronunciarse sobre aspectos puntuales atacados por 
las empresas en sus recursos, sino que en su sentencia dejaron un 
vacío procesal, al no contestar medios relevantes, que hubiesen 
variado los resultados del fallo, con lo que se violó el artículo 537 
del Código de Trabajo;

Considerando, que la decisión adoptada por un tribunal 
necesariamente no tiene que estar contenida en su parte dispositiva, 
pudiendo estar dentro de sus motivaciones, pues la sentencia no 
está sometida, en su redacción, a un orden sacramental;

Considerando, que en la especie, se advierte que el recurso 
de apelación interpuesto por las entonces recurridas se limitó a 
solicitar al Tribunal a-quo que declarara inadmisible la demanda 
original intentada por el actual recurrido, pero en forma confusa 
y contradictoria, solicitó a la vez que se confirmara en todas sus 
partes la sentencia apelada, y consecuencialmente, rechazando en 
todas sus partes la demanda principal, tal como lo había decidido el 
tribunal de primer grado, lo que revela que más que un recurso de 
apelación incidental, se trató de un escrito de defensa, presentado 
como respuesta al recurso de apelación interpuesto por el señor 
Pedro Reyes;

Considerando, que al margen de esas consideraciones y del 
estudio de la sentencia impugnada se advierte que, tal y como 
puede verse en lo transcrito más arriba, el Tribunal a-quo 
rechazó la inadmisibilidad planteada por las actuales recurrentes 
en ese escrito de defensa, para lo cual dio motivos suficientes 
y pertinentes, que permiten a esta corte determinar la correcta 
aplicación del derecho y a rechazar el tercer y último medio 
propuesto en el presente recurso, lo que descarta que el Tribunal 
a-quo haya omitido ponderar y decidir sobre dicho pedimento, 
razón por lo cual el medio examinado carece de fundamento y 
debe ser desestimado.
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Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de casación 
interpuesto por Desarrollo Sol Meliá, S. A., Meliá Club de 
Vacaciones Dominicana, S. A. (Meliá Vacation Club), Meliá 
Tropical y Sol Meliá Club At Meliá Tropical, contra la sentencia 
dictada por la Corte de Trabajo del Departamento Judicial de San 
Pedro de Macorís el 22 de mayo de 2007, cuyo dispositivo se ha 
copiado en parte anterior del presente fallo; Segundo: Condena 
a las recurrentes al pago de las costas y las distrae en provecho 
de los Licdos. Paulino Duarte y Wilberto E. Polanco, abogados, 
quienes afirman haberlas avanzado en su totalidad.

Así ha sido hecho y juzgado por la Cámara de Tierras, 
Laboral, Contencioso-Administrativo y Contencioso-Tributario 
de la Suprema Corte de Justicia, y la sentencia pronunciada por 
la misma, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito 
Nacional, capital de la República, en su audiencia pública del 11 
de marzo de 2009, años 165° de la Independencia y 146° de la 
Restauración.

Firmado: Juan Luperón Vásquez, Julio Aníbal Suárez, Enilda 
Reyes Pérez, Darío O. Fernández Espinal y Pedro Romero 
Confesor. Grimilda Acosta, Secretaria General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los señores 
Jueces que figuran al pie, en la audiencia pública del día, mes y 
año en ella expresados, y fue firmada, leída y publicada por mí, 
Secretaria General, que certifico.
www.suprema.gov.do



Te
rc

er
a 

C
ám

ar
a

SENTENCIA DEL 11 DE MARZO DE 2009, NÚM. 12
Sentencia impugnada:	 Segunda Sala de la Corte de Trabajo del 

Distrito Nacional, del 27 de mayo de 2008.
Materia:	 Laboral.
Recurrente:	 Instituto Dominicano de Cardiología (IDC).
Abogado:	 Dr. Héctor Mateo Martínez.

CAMARA DE TIERRAS, LABORAL, CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVO 
Y CONTENCIOSO-TRIBUTARIO.

Desistimiento

Audiencia pública del 11 de marzo del 2009. 
Preside: Juan Luperón Vásquez. 

 
Dios, Patria y Libertad

En Nombre de la República, la Cámara de Tierras, Laboral, 
Contencioso-Administrativo y Contencioso-Tributario de la 
Suprema Corte de Justicia, dicta en audiencia pública la siguiente 
sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por el Instituto 
Dominicano de Cardiología (IDC), perteneciente a la Fundación 
Dominicana de Cardiología, Inc., instituciones sin fines de lucro, 
con domicilio social en la calle Payabo, esquina Limón, del 
sector Los Ríos, de esta ciudad, representadas por su Director 
Médico Dr. Angel González Medina, dominicano, mayor de 
edad, provisto de la Cédula de Identidad y Electoral núm. 001-
0137174-8, domiciliado y residente en esta ciudad, y la segunda 
por su Presidente, Dr. Héctor Mateo Martínez, dominicano, 
mayor de edad, provisto de la Cédula de Identidad y Electoral 
núm. 001-0062094-7, domiciliado y residente en esta ciudad, 
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contra la sentencia dictada por la Segunda Sala de la Corte de 
Trabajo del Distrito Nacional el 27 de mayo de 2008;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;

Visto el memorial de casación depositado en la Secretaría de la 
Segunda Sala de la Corte de Trabajo del Distrito Nacional el 21 de 
agosto de 2008, suscrito por el Dr. Héctor Mateo Martínez, con 
Cédula de Identidad y Electoral núm. 001-0062094-7, abogado 
de los recurrentes el Instituto Dominicano de Cardiología (IDC), 
y la Fundación Dominicana de Cardiología, Inc.; 

Vista la instancia depositada en la Secretaría de la Suprema 
Corte de Justicia el 20 de enero de 2009, suscrita por el Dr. Héctor 
Mateo Medina, abogado del recurrente, mediante el cual solicita 
el archivo definitivo del expediente por acuerdo transaccional 
suscrito por las partes; 

Visto el recibo de descargo, suscrito entre las partes, firmado 
por su respectivo abogado, cuyas firmas están debidamente 
legalizadas por el Lic. Domingo Santana Medina, Abogado 
Notario Público de los del número del Distrito Nacional, el 11 de 
septiembre de 2008;

Visto la Ley núm. 25 de 1991, modificada por la Ley núm. 156 
de 1997;

Considerando, que es interés de todo recurrente, el hacer 
aniquilar los efectos de la sentencia impugnada; que cuando, como 
en el presente caso, las partes, mediante transacción acuerdan 
poner término a la litis y el recurrente presta aquiescencia a la 
decisión impugnada, es evidente que carece de interés estatuir 
sobre dicho recurso;

Considerando, que después de haber sido interpuesto el 
recurso de casación de que se trata, y antes de ser conocido, las 
partes en sus respectivas calidades de recurrente y recurrida, han 
desistido de dicho recurso, desistimiento que ha sido aceptado 
por las mismas.
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Por tales motivos, Primero: Da acta del desistimiento hecho 
por los recurrentes el Instituto Dominicano de Cardiología (IDC), 
y la Fundación Dominicana de Cardiología, Inc., del recurso de 
casación por ellos interpuestos contra la sentencia dictada por 
Segunda Sala de la Corte de Trabajo del Distrito Nacional el 27 
de mayo de 2008; Segundo: Declara que no ha lugar a estatuir 
sobre dicho recurso; Tercero: Ordena el archivo definitivo del 
expediente.

Así ha sido hecho y juzgado por la Cámara de Tierras, 
Laboral, Contencioso-Administrativo y Contencioso-Tributario 
de la Suprema Corte de Justicia, y la sentencia pronunciada por 
la misma, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito 
Nacional, capital de la República, en su audiencia pública del 11 
de marzo del 2009, años 165° de la Independencia y 146° de la 
Restauración.

Firmado: Juan Luperón Vásquez, Julio Aníbal Suárez, Enilda 
Reyes Pérez, Darío O. Fernández Espinal y Pedro Romero 
Confesor. Grimilda Acosta, Secretaria General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los señores 
Jueces que figuran al pie, en la audiencia pública del día, mes y 
año en ella expresados, y fue firmada, leída y publicada por mí, 
Secretaria General, que certifico.
www.suprema.gov.do



SENTENCIA DEL 11 DE MARZO DE 2009, NÚM. 13
Sentencia impugnada:	 Primera Sala de la Corte de Trabajo del 

Distrito Nacional, del 6 de septiembre de 
2007.

Materia:	 Laboral.
Recurrente:	 José Luis Maríñez Galva.
Abogados:	 Dres. Rafael C. Brito Benzo y Manuel de 

Jesús Ovalle y Lic. Carmito Rodríguez.
Recurridas:	 Securicor Segura, S. A. y compartes.
Abogado:	 Lic. José Roberto Félix Mayib.

CAMARA DE TIERRAS, LABORAL, CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVO 
Y CONTENCIOSO-TRIBUTARIO.

Inadmisible

Audiencia pública del 11 de marzo de 2009.
Preside: Juan Luperón Vásquez.				     

 
Dios, Patria y Libertad

En Nombre de la República, la Cámara de Tierras, Laboral, 
Contencioso-Administrativo y Contencioso-Tributario de la 
Suprema Corte de Justicia, dicta en audiencia pública la siguiente 
sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por José Luis Maríñez 
Galva, dominicano, mayor de edad, con Pasaporte núm. 012-
00149768-1, domiciliado y residente en la calle Respaldo Ozama 
núm. 18, del sector Los Mina, Santo Domingo Este, contra la 
sentencia dictada por la Primera Sala de la Corte de Trabajo del 
Distrito Nacional el 6 de septiembre de 2007, cuyo dispositivo se 
copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
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Oído en la lectura de sus conclusiones al Lic. José Roberto 
Félix Mayib, abogado de los recurridos Securicor Segura, S. A., 
G4S Security Services, S. A., Grupo 4 Securicor y Ernesto Pou 
Henríquez;

Visto el memorial de casación depositado en la Secretaría de 
la Primera Sala de la Corte de Trabajo del Distrito Nacional el 10 
de junio de 2008, suscrito por los Dres. Rafael C. Brito Benzo, 
Manuel de Jesús Ovalle y el Lic. Carmito Rodríguez, con Cédulas 
de Identidad y Electoral núms. 001-0471988-5, 001-1006772-
5 y 001-0982140-5, respectivamente, abogados del recurrente, 
mediante el cual proponen los medios que se indican más adelante;

Visto el memorial de defensa depositado en la Secretaría de 
la Suprema Corte de Justicia el 20 de agosto de 2008, suscrito 
por el Lic. José Roberto Félix Mayib, con Cédula de Identidad y 
Electoral núm. 001-0056405-3, abogado de los recurridos;

Visto la Ley núm. 25 de 1991, modificada por la Ley núm. 156 
de 1997, y los artículos 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación;

La CORTE, en audiencia pública del 4 de marzo de 2009, 
estando presentes los Jueces: Juan Luperón Vásquez, Presidente; 
Julio Aníbal Suárez, Enilda Reyes Pérez, Darío O. Fernández 
Espinal y Pedro Romero Confesor, asistidos de la Secretaria 
General y después de haber deliberado los jueces signatarios de 
este fallo;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que en 
ocasión de la demanda en cobro de prestaciones laborales e 
indemnizaciones, interpuesta por el actual recurrente José Luis 
Maríñez Galva contra los recurridos Securicor Segura, S. A., G4S 
Security Services, S. A., Grupo 4 Securicor y Ernesto Pou Henríquez, 
la Cuarta Sala del Juzgado de Trabajo del Distrito Nacional dictó 
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el 12 de octubre de 2006 una sentencia con el siguiente dispositivo: 
“Primero: Se declara resuelto el contrato de trabajo que existía 
entre el demandante José Luis Maríñez Galva y la demandada 
G4S Security Services, S. A., por causa de despido injustificado, 
con responsabilidad para la demandada; Segundo: Se condena 
a la parte demandada G4S Security Services, S. A., a pagarle a la 
parte demandante José Luis Maríñez Galva, los valores siguientes: 
28 días de salario ordinario por concepto de preaviso, ascendentes 
a la suma de Once Mil Quinientos Diecinueve Pesos Oro con 
76/100 (RD$11,519.76); 63 días de salario ordinario por concepto 
de auxilio de cesantía, ascendentes a la cantidad de Veinticinco Mil 
Novecientos Diecinueve Pess Oro con 46/00 (RD$25,919.46); 14 
días de salario ordinario por concepto de vacaciones, ascendentes 
a la suma de Dos Mil Novecientos Sesenta y Cuatro Pesos Oro 
con 08/100 (RD$2,964.08); la cantidad de Cinco Mil Setecientos 
Diecinueve Pesos Oro con 07/100 (RD$5,719.07) correspondientes 
al salario de Navidad y participación en los beneficios de la empresa, 
ascendente a la suma de Veinticuatro Mil Seiscientos Ochenta y 
Cinco Pesos Oro con 20/100 (RD$24,685.20); para un total de 
Noventa Mil Cuatrocientos Dieciséis Pesos Oro con 85/100 
(RD$90,416.85); todo en base a un salario quincenal de Cuatro Mil 
Novecientos Pesos Oro Dominicanos (RD$4,900.00) y un tiempo 
laborado de tres (3) años, un (1) mes y 19 días; Tercero: Se condena 
a la parte demandada G4S Security Services, S. A., a pagar a la 
parte demandante José Luis Maríñez Galva, la suma de Cuatro Mil 
Novecientos Pesos Oro con 00/100 (RD$4,900.00) por concepto 
de la última quincena del mes de junio del año 2006; Cuarto: Se 
comisiona al ministerial Ramón Castro Faña, Alguacil de Estrados 
de esta Cuarta Sala del Juzgado de Trabajo del Distrito Nacional, 
para notificar la presente sentencia; Quinto: Se condena a la parte 
demandada G4S Security Services, S. A., al pago de las costas del 
procedimiento y se ordena su distracción a favor y provecho del 
Dr. Rafael C. Brito Benzo, quien afirma haberlas avanzado en 
su totalidad”; b) que sobre el recurso de apelación interpuesto 
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contra esta decisión, intervino la sentencia ahora impugnada, 
cuyo dispositivo reza así: “Primero: En cuanto a la forma, declara 
regulares y válidos los sendos recursos de apelación, el principal 
interpuesto en fecha treinta y uno (31) del mes de octubre del año 
dos mil seis (2006) por las entidades G4S Security Services, S. A., 
Securicor Segura, S. A. y Sr. Ernesto Pou Henríquez, el incidental 
en fecha dos (2) del mes de noviembre del año dos mil seis (2006) 
por el Sr. José Luis Maríñez Galva, ambos contra la sentencia No. 
298/2006 relativa al expediente laboral marcado con el No. 053-06-
0453, dictada en fecha doce (12) del mes de octubre del año dos mil 
seis (2006), por la Cuarta Sala del Juzgado de Trabajo del Distrito 
Nacional, por haberse hecho de conformidad con la ley; Segundo: 
Excluye del presente proceso a la empresa Securicor Segura, S. A. 
y Sr. Ernesto Pou Henríquez, por los motivos expuestos en esta 
misma sentencia; Tercero: Retiene como salario devengado por 
el demandante la suma de Cinco Mil Cuatrocientos Ocho con 
78/100 (RD$5,408.74) pesos mensuales y el tiempo laborado por el 
demandante originario que fue de cinco (5) años y ocho (8) meses, 
por los motivos expuestos en esta misma sentencia; Cuarto: En 
cuanto al fondo del recurso de apelación principal interpuesto por 
las empresas G4S Security Services, S. A., Securicor Segura, S. A. y 
Sr. Ernesto Pou Henríquez, acoge las pretensiones contenidas en 
el mismo, revoca el ordinal primero del dispositivo de la sentencia 
apelada, declara resuelto el contrato de trabajo existente entre 
las partes por despido justificado ejercido por la ex –empleadora 
contra el ex –trabajador, sin responsabilidad para la segunda; en 
consecuencia, rechaza la instancia introductiva de demanda y acoge 
el recurso de apelación principal; Quinto: Ordena a la empresa 
G4S Security Services, S. A., pagar a favor del Sr. José Luis Maríñez 
Galva, los siguientes conceptos: proporción del salario de Navidad 
correspondiente al año Dos Mil Seis (2006), y la suma de Dos Mil 
Treinta y Uno con 74/00 (RD$2,031.74) pesos por concepto de 
proporción en los beneficios (bonificación), correspondientes a la 
proporción del año Dos Mil Seis (2006), por los motivos expuestos 
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en esta misma sentencia, y rechaza el reclamo de dieciocho (18) días 
de salario ordinario por concepto de vacaciones supuestamente no 
pagadas, por haber la empresa probado que cumplió con dicha 
obligación, en base a un tiempo laborado de cinco (5) años y ocho 
(8) meses, con un salario de Cinco Mil Cuatrocientos Ocho con 
00/100 (RD$5,408.00) pesos mensuales, por los motivos expuestos 
en esta misma sentencia; Sexto: Rechaza el pedimento de horas 
extras, días libres, valores por concepto de daños y perjuicios, 
exclusión del Sr. Ernesto Pou Henríquez, y a Securicor Segura, 
S. A., formulado por el demandante originario, por los motivos 
expuestos en esta misma sentencia; Séptimo: Ordena a la empresa 
G4S Security Services, S. A., pagar la última quincena del mes de 
junio del año Dos Mil Seis (2006), al Sr. José Luis Maríñez Galva, 
por los motivos expuestos en esta misma sentencia; Octavo: En 
cuanto al recurso de apelación incidental interpuesto por el Sr. José 
Luis Maríñez Galva, rechaza todas las pretensiones contenidas 
en el mismo, por los motivos expuestos en esta misma sentencia; 
Noveno: Condena a la parte sucumbiente, Sr. José Luis Maríñez 
Galva, al pago de las costas del proceso a favor de los abogados de 
los recurridos, Licdos. José Roberto Félix Mayib e Ivannhoes Luis 
Castro Telleria, quienes afirman haberlas avanzado en su totalidad”; 

Considerando, que el recurrente propone en apoyo de su 
recurso los siguientes medios de casación: Primer Medio: 
Falta de motivos y omisión de estatuir. Desnaturalización de los 
hechos. Falta de base legal; Segundo Medio: Falta de base legal: 
Violación a los artículos 1315 del Código Civil y 2 del Reglamento 
núm. 258-93, de fecha 1ro. de octubre de 1993 para la aplicación 
del Código de Trabajo; Tercer Medio: Omisión de estatuir; 

En cuanto a la inadmisibilidad del recurso.
Considerando, que en su memorial de defensa, la recurrida 

invoca la inadmisibilidad del recurso, alegando que las 
condenaciones impuestas por la sentencia recurrida no exceden 
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el monto de veinte salarios mínimos que exige el artículo 641 del 
Código de Trabajo para la admisibilidad del recurso de casación;

Considerando, que el artículo 641 del Código de Trabajo, 
declara que no serán admisibles los recursos de casación contra 
las sentencias cuyas condenaciones no excedan de veinte salarios 
mínimos;

Considerando, que la sentencia impugnada condena a la 
recurrida pagar al recurrente los siguientes valores: a) Tres 
Mil Ciento Cincuenta y Cinco Pesos Oro Dominicanos 
(RD$3,155.00), por concepto de proporción del salario de 
Navidad correspondiente al año 2006; b) Dos Mil Treinta y Un 
Pesos con 74/00 (RD$2,031.74) por concepto de la proporción 
en los beneficios de la empresa correspondiente al año 2006, lo 
que hace un total de Cinco Mil Cientos Ochenta y Siete Pesos 
Oro Dominicanos (RD$5,187.00);

Considerando, que al momento de la terminación del contrato 
de trabajo del recurrente estaba vigente la Resolución núm. 
5-2004, dictada por el Comité Nacional de Salarios, en fecha 12 
de noviembre de 2004, que establecía un salario mínimo de Cinco 
Mil Cuatrocientos Pesos Oro Dominicanos (RD$5,400.00), 
mensuales, para los vigilantes de compañías de guardianes, por 
lo que el monto de veinte salarios mínimos ascendía a la suma 
de Ciento Ocho Mil Pesos Oro Dominicanos (RD$108,000.00), 
cantidad que como es evidente no es excedida por la totalidad 
de las condenaciones que impone la sentencia recurrida, por lo 
que el recurso de que se trata debe ser declarado inadmisible, de 
conformidad con lo que prescribe el artículo 641 del Código de 
Trabajo, sin necesidad de examinar los medios del recurso.

Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible el recurso 
de casación interpuesto por José Luis Maríñez Galva, contra la 
sentencia dictada por la Primera Sala de la Corte de Trabajo del 
Distrito Nacional el 6 de septiembre de 2007, cuyo dispositivo 
se ha copiado en parte anterior del presente fallo; Segundo: 
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Condena al recurrente al pago de las costas, con distracción de las 
mismas a favor del Lic. José Roberto Félix Mayib, abogado, quien 
afirma haberlas avanzado en su totalidad.

Así ha sido hecho y juzgado por la Cámara de Tierras, 
Laboral, Contencioso-Administrativo y Contencioso-Tributario 
de la Suprema Corte de Justicia, y la sentencia pronunciada por 
la misma, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito 
Nacional, capital de la República, en su audiencia pública del 11 
de marzo de 2009, años 165° de la Independencia y 146° de la 
Restauración.

Firmado: Juan Luperón Vásquez, Julio Aníbal Suárez, Enilda 
Reyes Pérez, Darío O. Fernández Espinal y Pedro Romero 
Confesor. Grimilda Acosta, Secretaria General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los señores 
Jueces que figuran al pie, en la audiencia pública del día, mes y 
año en ella expresados, y fue firmada, leída y publicada por mí, 
Secretaria General, que certifico.
www.suprema.gov.do
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SENTENCIA DEL 18 DE MARZO DE 2009, NÚM. 14
Sentencia impugnada:	 Corte de Trabajo de Santo Domingo, del 29 

de agosto de 2007.
Materia:	 Laboral.
Recurrente:	 Autoridad Portuaria Dominicana 

(APORDOM).
Abogados:	 Lic. Claudio Marmolejos y Dr. Pedro Arturo 

Reyes Polanco.
Recurrido:	 Fernando Arturo Andujar Vargas.
Abogados:	 Dra. Soraya Marisol De Peña Pellerano y 

Licda. Luz Yahaira Ramírez de Peña.

CAMARA DE TIERRAS, LABORAL, CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVO 
Y CONTENCIOSO-TRIBUTARIO.

Inadmisible

Audiencia pública del 18 de marzo de 2009.
Preside: Pedro Romero Confesor.				     

 
Dios, Patria y Libertad

En Nombre de la República, la Cámara de Tierras, Laboral, 
Contencioso-Administrativo y Contencioso-Tributario de la 
Suprema Corte de Justicia, dicta en audiencia pública la siguiente 
sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Autoridad 
Portuaria Dominicana (APORDOM), entidad autónoma del 
Estado, creada conforme a la Ley núm. 70, del 17 de diciembre del 
año 1970, con asiento social en la margen oriental del Río Haina, 
Km. 13 ½ de la Carretera Sánchez, representada por su entonces 
Director Ejecutivo, Mayor General, Policía Nacional, José Aníbal 
Sanz Jiminián, dominicano, mayor de edad, casado, con Cédula de 
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Identidad y Electoral núm. 001-85579-7, domiciliado y residente 
en esta ciudad, contra la sentencia dictada por la Corte de Trabajo 
del Departamento Judicial de Santo Domingo el 29 de agosto de 
2007, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído en la lectura de sus conclusiones a la Licda. Luz Yahaira 
Ramírez de Peña, por sí y por la Dra. Soraya Marisol De Peña 
Pellerano, abogadas del recurrido Fernando Arturo Andujar 
Vargas;

Visto el memorial de casación depositado en la Secretaría 
de la Corte de Trabajo del Departamento Judicial de Santo 
Domingo el 23 de enero de 2008, suscrito por el Lic. Claudio 
Marmolejos y el Dr. Pedro Arturo Reyes Polanco, con Cédulas 
de Identidad y Electoral núms. 001-01988136-3 y 001-0366707-
7, respectivamente, abogados de la recurrente mediante el cual 
proponen los medios que se indican más adelante;

Visto el memorial de defensa depositado en la Secretaría de la 
Suprema Corte de Justicia el 4 de febrero de 2008, suscrito por 
la Dra. Soraya Marisol De Peña Pellerano y la Licda. Luz Yahaira 
Ramírez de Peña, con Cédulas de Identidad y Electoral núms. 
001-0082380-6 y 001-1641004-4, abogados del recurrido;

Visto la Ley núm. 25 de 1991, modificada por la Ley núm. 156 
de 1997, y los artículos 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación;

La CORTE, en audiencia pública del 11 de marzo de 2009, estando 
presentes los Jueces: Juan Luperón Vásquez, Presidente; Julio Aníbal 
Suárez, Enilda Reyes Pérez, Darío O. Fernández Espinal y Pedro 
Romero Confesor, asistidos de la Secretaria General y después de 
haber deliberado los jueces signatarios de este fallo;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que 
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en ocasión de la demanda laboral interpuesta por el recurrido 
Fernando Arturo Andujar Vargas contra la Autoridad Portuaria 
Dominicana (APORDOM), la Tercera Sala de la Cámara Civil 
y Comercial del Juzgado de Primera Instancia de la Provincia 
Santo Domingo dictó el 18 de julio de 2006 una sentencia con 
el siguiente dispositivo: “Primero: Declara buena y válida en 
cuanto a la forma la demanda laboral por desahucio, interpuesta 
por Fernando Arturo Andujar Vargas contra Autoridad Portuaria 
Dominicana y en cuanto al fondo, la acoge parcialmente, y en 
consecuencia: a) Declara resuelto el contrato de trabajo que existió 
entre Fernando Arturo Andujar Vargas y Autoridad Portuaria 
Dominicana, sin responsabilidad para las partes; b) Condena 
a Autoridad Portuaria Dominicana al pago de los derechos 
adquiridos a favor del demandante, que ascienden a Veintiocho 
Mil Cuatrocientos Cuarenta y Dos Pesos con Un Centavo 
(RD$28,442.01); c) Ordena que a los montos precedentes, les sea 
aplicado el índice general de los precios al consumidor, provisto 
al efecto por el Banco Central de la República Dominicana, al 
momento de la ejecución de la presente sentencia; Segundo: 
Condena a Autoridad Portuaria Dominicana, al pago de las costas 
del procedimiento y ordena su distracción a favor y provecho de 
la Dra. Soraya Marisol De Peña Pellerano, quien afirma haberlas 
avanzado en su totalidad”; b) que sobre el recurso de apelación 
interpuesto contra esta decisión, intervino la sentencia objeto de 
este recurso, cuyo dispositivo dice así: “Primero: Se declara regular 
y válido en cuanto a la forma el recurso de apelación interpuesto 
por Fernando Andujar Vargas contra la sentencia No. 01064-
2006 dictada en fecha 18 de julio del 2006 por la Tercera Sala de 
la Cámara Civil y Comercial del Juzgado de Primera Instancia de 
la Provincia Santo Domingo, en sus atribuciones laborales, y en 
cuanto al fondo se acoge parcialmente el mismo, por los motivos 
expuestos; Segundo: En consecuencia la Corte, actuando por 
propia autoridad y contrario imperio, a) Revoca el literal a, del 
ordinal primero, de la sentencia apelada, y declara resuelto el 
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contrato de trabajo que existió entre Fernando Andujar Vargas y 
Autoridad Portuaria Dominicana (APORDOM), por desahucio, 
y con responsabilidad para la entidad empleadora; b) Modifica 
el literal b, del ordinal primero, y condena a Autoridad Portuaria 
Dominicana (APORDOM) a pagar al señor Fernando Andujar 
Vargas, los siguientes valores: 28 días de preaviso ascendentes a 
la suma de RD$28,610.96 (Veintiocho Mil Seiscientos Diez Pesos 
Oro con 96/100); 84 días de cesantía, ascendentes a la suma 
de RD$85,832.88 (Ochenta y Cinco Mil Ochocientos Treinta y 
Dos Pesos Oro con 88/00), y un día de salario por cada día de 
retardo en el pago de los valores acordados a favor del trabajador 
reclamante; todo en base a un salario mensual de RD$24,350.00 
(Veinticuatro Mil Trescientos Cincuenta Pesos Oro con 00/00), 
y un tiempo de labores de cuatro (4) años y cuatro (4) meses, por 
los motivos expuestos; Tercero: Confirma en las demás partes 
la sentencia impugnada; Cuarto: Se condena a la parte recurrida 
Autoridad Portuaria Dominicana (APORDOM) al pago de las 
costas del procedimiento, se ordena su distracción a favor y 
provecho de la Dra. Soraya Marisol De Peña Pellerano, quien 
afirma haberlas avanzado en su totalidad.

Considerando, que la recurrente propone en apoyo de su 
recurso los siguientes medios de casación: Primer Medio: 
Desnaturalización de los hechos de la causa y falta de base legal 
para fallar aspectos sustanciales de la demanda, como la ruptura 
del contrato de trabajo; Segundo Medio: Violación por parte 
del Tribunal a-quo, del artículo 1315 del Código Civil y 2 del 
Reglamento para la Aplicación del Código de Trabajo;

Considerando, que en su memorial de defensa el recurrido 
solicita sea declarada la inadmisibilidad del presente recurso, 
alegando que el mismo fue notificado después de vencido el plazo 
de un mes que establece el artículo 641 del Código de Trabajo;

Considerando, que el artículo 641 del Código de Trabajo 
dispone que “No será admisible el recurso después de un mes, a 
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contar de la notificación de la sentencia ni cuando ésta imponga 
una condenación que no exceda de veinte salarios mínimos”;

Considerando que el artículo 495, del Código de Trabajo, 
establece que “Los plazos de procedimientos para las actuaciones 
que deban practicar las partes son francos y se aumentarán en 
razón de la distancia, en la proporción de un día por cada treinta 
kilómetros o fracción de más de quince. Los días no laborables 
comprendidos en un plazo no son computables en éste. Si el 
plazo vence en día no laborable, se prorroga hasta el siguiente. 
No puede realizarse actuación alguna en los días no laborables, 
ni antes de las seis de la mañana o después de las seis de la tarde 
en los demás”;

Considerando, que del estudio del expediente formado 
en ocasión del presente recurso se advierte que la sentencia 
impugnada le fue notificada a la empresa recurrente el día 5 del 
mes de septiembre de 2007, mediante Acto número 873-07, 
diligenciado por Fausto A. Del Orbe Pérez, Alguacil de Estrados 
del Juzgado del Trabajo del Distrito Nacional, mientras que dicha 
empresa depositó el escrito contentivo del recurso de casación, en 
la secretaría de la Corte de Trabajo del Departamento Judicial de 
Santo Domingo, el 23 de enero de 2008, cuando ventajosamente 
se había vencido el plazo de un mes, prescrito por el referido 
artículo 641 del Código de Trabajo, por lo que el mismo fue 
interpuesto extemporáneamente, razón por la cual debe ser 
declarado inadmisible.

Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible el recurso 
de casación interpuesto por la Autoridad Portuaria Dominicana 
(APORDOM), contra la sentencia dictada por la Corte de 
Trabajo del Departamento Judicial de Santo Domingo el 29 de 
agosto de 2007, cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior 
del presente fallo; Segundo: Condena a la recurrente al pago de 
las costas y las distrae en provecho de la Dra. Soraya Marisol De 
Peña Pellerano y la Licda. Luz Yahaira Ramírez de Peña, abogadas, 
quienes afirman haberlas avanzado en su totalidad.
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Así ha sido hecho y juzgado por la Cámara de Tierras, 
Laboral, Contencioso-Administrativo y Contencioso-Tributario 
de la Suprema Corte de Justicia, y la sentencia pronunciada por 
la misma, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito 
Nacional, capital de la República, en su audiencia pública del 18 
de marzo de 2009, años 166° de la Independencia y 146° de la 
Restauración.

Firmado: Pedro Romero Confesor, Julio Aníbal Suárez, Enilda 
Reyes Pérez y Darío O. Fernández Espinal. Grimilda Acosta, 
Secretaria General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los señores 
Jueces que figuran al pie, en la audiencia pública del día, mes y 
año en ella expresados, y fue firmada, leída y publicada por mí, 
Secretaria General, que certifico.
www.suprema.gov.do
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SENTENCIA DEL 18 DE MARZO DE 2009, NÚM. 15
Sentencia impugnada:	 Cámara Civil de la Corte de Apelación de 

San Cristóbal, del 24 de mayo de 2007.
Materia:	 Laboral.
Recurrente:	 Ludis Belkis Contreras Mejía.
Abogados:	 Licdos. Julián Mateo Jesús y Wilfrido Mateo 

Navarro.
Recurrida:	 Empresa JD y Juan Díaz Cruz.
Abogados:	 Dr. Martín W. Rodríguez Bello y Lic. 

Heggard Lorié.

CAMARA DE TIERRAS, LABORAL, CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVO 
Y CONTENCIOSO-TRIBUTARIO.

Inadmisible

Audiencia pública del 18 de marzo de 2009.
Preside: Pedro Romero Confesor.				     

 
Dios, Patria y Libertad

En Nombre de la República, la Cámara de Tierras, Laboral, 
Contencioso-Administrativo y Contencioso-Tributario de la 
Suprema Corte de Justicia, dicta en audiencia pública la siguiente 
sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Ludis Belkis 
Contreras Mejía, dominicana, mayor de edad, con Cédula de 
Identidad y Electoral núm. 068-0043469-5, domiciliada y residente 
en la calle Duarte núm. 63, de la ciudad de Villa Altagracia, contra 
la sentencia dictada por la Cámara Civil de la Corte de Apelación 
del Departamento Judicial de San Cristóbal el 24 de mayo de 
2007, en sus atribuciones laborales, cuyo dispositivo se copia más 
adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
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Oído en la lectura de sus conclusiones al Lic. Julián Mateo 
Jesús, por sí y por el Lic. Wilfrido Mateo Navarro, abogados de 
la recurrente; 

Oído en la lectura de sus conclusiones al Lic. Edgar Uribe, 
por sí y por el Dr. Martín W. Rodríguez Bello, abogados de los 
recurridos Empresa JD y Juan Díaz Cruz;

Visto el memorial de casación depositado en la Secretaría de la 
Cámara Civil de la Corte de Apelación del Departamento Judicial 
de San Cristóbal el 2 de julio de 2007, suscrito por los Licdos. 
Julián Mateo Jesús y Wilfrido Mateo Navarro, con Cédulas de 
Identidad y Electoral núms. 068-000711-1 y 068-000753-3, 
respectivamente, abogados de la recurrente, mediante el cual 
proponen los medios que se indican más adelante;

Visto el memorial de defensa depositado en la Secretaría de la 
Suprema Corte de Justicia el 17 de julio de 2007, suscrito por el 
Dr. Martín W. Rodríguez Bello y Lic. Heggard Lorié, con Cédulas 
de Identidad y Electoral núms. 001-0068123-8 y 001-0174255-9, 
respectivamente, abogados de los recurridos;

Visto la Ley núm. 25 de 1991, modificada por la Ley núm. 156 
de 1997, y los artículos 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación;

La CORTE, en audiencia pública del 11 de marzo de 2009, 
estando presentes los Jueces: Juan Luperón Vásquez, Presidente; 
Julio Aníbal Suárez, Enilda Reyes Pérez, Darío O. Fernández 
Espinal y Pedro Romero Confesor, asistidos de la Secretaria 
General y después de haber deliberado los jueces signatarios de 
este fallo;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que en 
ocasión de la demanda laboral interpuesta por la actual recurrente 
Ludis Belkis Contreras Mejía contra los recurridos Empresa JD 
y Juan Díaz Cruz, el Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
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Judicial de Villa Altagracia, en sus atribuciones laborales, dictó el 
11 de diciembre de 2006 una sentencia con el siguiente dispositivo: 
“Primero: En cuanto a la forma, se acoge como buena y válida 
la presente demanda por despido injustificado, interpuesta por la 
señora Ludis Belkis Contreras Mejía en contra de la Empresa JD y 
Juan Díaz Cruz, por estar hecha conforme al derecho; Segundo: 
Se declara la rescisión del contrato de trabajo existente entre 
la señora Ludis Belkis Contreras Mejía y la Empresa JD y Juan 
Díaz Cruz; Tercero: En cuanto al fondo, rechaza la demanda 
interpuesta por Ludis Belkis Contreras Mejía, en contra de la 
Empresa JD y Juan Díaz Cruz, por despido injustificado ejercido 
contra la demandante en estado de embarazo, por falta de prueba 
del despido; Cuarto: Se rechaza la demanda en reclamación de 
horas extraordinarias, por los motivos expuestos en el cuerpo de 
la presente sentencia; Quinto: Se condena a la parte demandada al 
pago de los derechos adquiridos, consistentes en: 1) catorce (14) 
días de vacaciones a razón de Trescientos Treinta y Cinco Pesos 
con 71/100 (RD$335.71), equivalente a la suma de Cuatro Mil 
Seiscientos Noventa y Nueve Pesos (RD$4,699.00); 2) nueve (9) 
meses de salario de Navidad, equivalentes a la suma de Seis Mil 
Pesos (RD$6,000.00); 3) Quince Mil Ciento Seis Pesos con 95/100 
(RD$15,106.95), por concepto de los beneficios de la empresa 
en el último año; Sexto: En aplicación de las disposiciones del 
artículo 537 de Código de Trabajo, se ordena indexar el valor de 
la moneda al momento de hacerlo efectivo en cumplimiento de la 
presente sentencia; Séptimo: Se compensan pura y simplemente 
las costas del procedimiento, por aplicación de las disposiciones 
previstas en el artículo 131 del Código de Procedimiento Civil”; 
b) que sobre el recurso de apelación interpuesto contra esta 
decisión, intervino la sentencia objeto de este recurso, cuyo 
dispositivo reza así: “Primero: Declara regular y válido en cuanto 
a la forma el recurso de apelación interpuesto por la señora Ludis 
Belkis Contreras Mejía, contra la sentencia número 0018/2006, 
de fecha 11 de diciembre del año 2006, dictada por el Juzgado 
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de Primera Instancia del Distrito Judicial de Villa Altagracia, por 
haber sido interpuesto conforme a la ley; Segundo: Acoge, en 
parte, el recurso de apelación interpuesto por la señora Ludis 
Belkis Contreras Mejía, contra la sentencia número 0018/2006, 
dictada en fecha 11 de diciembre del año 2006, por el Juzgado 
de Primera Instancia del Distrito Judicial de Villa Altagracia, en 
sus atribuciones laborales, por los motivos arriba indicados; y, 
en consecuencia: a) Acoge la demanda en cobro de prestaciones 
laborales por despido injustificado y le acuerda además de los 
derechos adquiridos, las otras indemnizaciones que establece la 
ley, por lo que modifica el ordinal quinto de la decisión recurrida, 
a fin de que en lo adelante se lea así: Declara injustificado el 
despido ejercido por el señor Juan Díaz Cruz de la señora Ludis 
Belkis Contreras Mejía, y en consecuencia le condena a pagar los 
siguientes valores: 1. veintiocho (28) días de preaviso; 2. veintiún 
(21) días de cesantía; 3. catorce (14) días de derecho a vacaciones; 
4. La proporción de nueve meses de salario de Navidad, 
ascendentes a la suma de Seis Mil Pesos (RD$6,000.00); 5. En caso 
de establecerse la existencia de beneficios, el equivalente a la suma 
de Quince Mil Ciento Seis Pesos con Noventa y Cinco Centavos 
(RD$15,106.95); 6. seis meses de salario ordinario, en aplicación 
del ordinal 3º del artículo 95 del Código de Trabajo; todo sobre la 
base de un promedio diario de Trescientos Treinta y Cinco Pesos 
con Setenta y Un Centavos Oro (RD$335.71); Párrafo: Se ordena 
tomar en consideración la variación de la moneda al momento 
de liquidarse los valores aquí acordados, todo de conformidad 
con la ley; b) Rechaza, en sus demás aspectos, el recurso de 
apelación; y en consecuencia, rechaza el cobro de reclamaciones 
hechas por la señora Ludis Belkis Contreras Mejía del cobro de 
indemnizaciones por su estado de embarazo y de horas extras, 
por falta de pruebas; razones por las cuales se confirma, en todas 
sus otras partes, la sentencia recurrida; Tercero: Compensa, pura 
y simplemente, las costas del procedimiento”; 
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Considerando, que la recurrente propone en apoyo de su 
recurso los siguientes medios de casación: Primer Medio: 
Violación por falta de aplicación del artículo 232 del Código 
de Trabajo: Violación del artículo 1315 del Código Civil. Falta 
de ponderación de la prueba aportada. Errónea ponderación 
de dicha prueba; Segundo Medio: Violación a la ley. Falta e 
insuficiencia de motivos. Motivos contradictorios. Falta de base 
legal. Impresión de motivos. Desnaturalización de los hechos y 
de los documentos de la causa;

Considerando, que el artículo 641 del Código de Trabajo, 
declara que no serán admisibles los recursos de casación contra 
las sentencias cuyas condenaciones no excedan de veinte salarios 
mínimos;

Considerando, que la sentencia impugnada condena a los 
recurridos pagar a la recurrente los siguientes valores: a) Nueve Mil 
Trescientos Noventa y Nueve Pesos con 88/00 (RD$9,399.88), 
por concepto de 28 días de preaviso; b) Siete Mil Cuarenta y 
Nueve Pesos con 91/00 (RD$7,049.91), por concepto de 21 días 
de cesantía; c) Cuatro Mil Seiscientos Noventa y Nueve Pesos con 
94/00 (RD$4,699.94), por concepto de 14 días de vacaciones; d) 
Seis Mil Pesos Oro Dominicanos (RD$6,000.00), por concepto 
de proporción salario de Navidad; e) Nueve Mil Setecientos 
Noventa y Siete Pesos con 80/00 (RD$9,797.80), por concepto 
de participación en los beneficios de la empresa; C) Cuarenta y 
Dos Mil Pesos Oro Dominicanos (RD$42,000.00), por concepto 
de 6 meses de salario ordinario, en virtud del artículo 95 ordinal 
tercero del Código de Trabajo, lo que hace un total de Noventa Mil 
Doscientos Cincuenta y Seis Pesos con 68/00 (RD$90,256.68);

Considerando, que al momento de la terminación del contrato 
de trabajo de la recurrente estaba vigente la Resolución núm. 
5-2004, dictada por el Comité Nacional de Salarios, en fecha 12 de 
noviembre del 2004, que establecía un salario mínimo de Seis Mil 
Cuatrocientos Pesos Oro Dominicanos (RD$6,400.00), mensuales, 
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por lo que el monto de veinte salarios mínimos ascendía a la suma de 
Ciento Veintiocho Mil Pesos Oro Dominicanos (RD$128,000.00), 
cantidad que como es evidente no es excedida por la totalidad 
de las condenaciones que impone la sentencia recurrida, por lo 
que el recurso de que se trata debe ser declarado inadmisible, de 
conformidad con lo que prescribe el artículo 641 del Código de 
Trabajo, sin necesidad de examinar el medio del recurso;

Considerando, que cuando el recurso es decidido por un 
medio suplido de oficio por la Suprema Corte de Justicia, las 
costas pueden ser compensadas.

Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible el recurso de 
casación interpuesto por Ludis Belkis Contreras Mejía, contra la 
sentencia dictada por la Cámara Civil de la Corte de Apelación del 
Departamento Judicial de San Cristóbal el 24 de mayo de 2007, 
en sus atribuciones laborales, cuyo dispositivo se ha copiado en 
parte anterior del presente fallo; Segundo: Compensa las costas.

Así ha sido hecho y juzgado por la Cámara de Tierras, 
Laboral, Contencioso-Administrativo y Contencioso-Tributario 
de la Suprema Corte de Justicia, y la sentencia pronunciada por 
la misma, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito 
Nacional, capital de la República, en su audiencia pública del 18 
de marzo de 2009, años 165° de la Independencia y 146° de la 
Restauración.

Firmado: Pedro Romero Confesor, Julio Aníbal Suárez, Enilda 
Reyes Pérez y Darío O. Fernández Espinal. Grimilda Acosta, 
Secretaria General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los señores 
Jueces que figuran al pie, en la audiencia pública del día, mes y 
año en ella expresados, y fue firmada, leída y publicada por mí, 
Secretaria General, que certifico.
www.suprema.gov.do
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SENTENCIA DEL 18 DE MARZO DE 2009, NÚM. 16
Sentencia impugnada:	 Tribunal Superior de Tierras del 

Departamento Norte, del 18 de noviembre 
de 2003.

Materia:	 Tierras.
Recurrente:	 Sucesores de Juan Antonio Gómez.
Abogado:	 Dr. Lidio Manzueta Muñoz.
Recurrida:	 Federico Sánchez Reynoso.
Abogados:	 Licdos. Lamberto Antonio Martínez y Eddy 

Rafael Matías.

CAMARA DE TIERRAS, LABORAL, CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVO 
Y CONTENCIOSO-TRIBUTARIO.

Inadmisible

Audiencia pública del 18 de marzo de 2009.
Preside: Pedro Romero Confesor.				     

 
Dios, Patria y Libertad

En Nombre de la República, la Cámara de Tierras, Laboral, 
Contencioso-Administrativo y Contencioso-Tributario de la 
Suprema Corte de Justicia, dicta en audiencia pública la siguiente 
sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por los Sucesores de 
Juan Antonio Gómez, contra la sentencia dictada por el Tribunal 
Superior de Tierras del Departamento Norte el 18 de noviembre 
de 2003, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la 
República;
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Visto el memorial de casación depositado en la Secretaría de la 
Suprema Corte de Justicia el 22 de mayo de 2006, suscrito por el 
Dr. Lidio Manzueta Muñoz, con Cédula de Identidad y Electoral 
núm. 001-1175605-2, abogado de los recurrentes, mediante el 
cual propone los medios que se indican más adelante;

Visto el memorial de defensa depositado en la Secretaría de 
la Suprema Corte de Justicia el 18 de julio de 2006, suscrito por 
los Licdos. Lamberto Antonio Martínez y Eddy Rafael Matías, 
abogado del recurrido Federico Sánchez Reynoso;

Visto la Ley núm. 25 de 1991, modificada por la Ley núm. 156 
de 1997, y los artículos 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación;

La CORTE, en audiencia pública del 11 de marzo de 2009, 
estando presentes los Jueces: Juan Luperón Vásquez, Presidente; 
Julio Aníbal Suárez, Enilda Reyes Pérez, Darío O. Fernández 
Espinal y Pedro Romero Confesor, asistidos de la Secretaria 
General y después de haber deliberado los jueces signatarios de 
este fallo;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que con 
motivo del proceso de saneamiento de la Parcela núm. 166 del 
Distrito Catastral núm. 2 del Municipio de Luperón, Provincia 
de Puerto Plata, el Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original, 
debidamente apoderado, dictó el 9 de marzo de 1998, su Decisión 
núm. 8, cuyo dispositivo aparece copiado en el de la sentencia 
impugnada; b) que sobre el recurso de apelación interpuesto por 
el Dr. Lidio Manzueta y el Lic. Angel Kennedy Zacarías, a nombre 
y representación de los Sucesores de Juan Antonio Gómez, el 
Tribunal Superior de Tierras del Departamento Norte, dictó el 
18 de noviembre de 2003, la sentencia ahora impugnada, cuyo 
dispositivo es el siguiente: “1ro.:: Rechaza por improcedente e 
infundadas, las conclusiones presentadas en audiencia por el Lic. 
Angel K. Zacarías Metz y Dr. Lidio Manzueta Muñoz, actuando a 
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nombre y representación de la parte recurrente, Sucesores de Juan 
Antonio Gómez; 2do.: Acoge en la forma y rechaza en el fondo, el 
recurso de apelación interpuesto por los Licdos. Lidio Manzueta 
y Angel Kennedy Zacarías, en representación de los Sucesores 
de Juan Antonio Gómez, contra la Decisión núm. 1 de fecha 9 
de marzo de 1998, respecto de la Parcela núm. 166 del Distrito 
Catastral núm. 2 del Municipio de Luperón, Provincia de Puerto 
Plata; 3ro.: Aprueba en todas sus partes, la indicada decisión, cuyo 
dispositivo dice así: Primero: Que debe rechazar, como al efecto 
rechaza, las conclusiones de audiencia de fecha 20 de abril del año 
1993, por los Dres. Angel Kennedy Zacarías Metz, Rafael Mejía 
Guerrero y Lidio Manzueta Muñoz en nombre y representación 
de los Sucesores de Juan Antonio Gómez, por improcedentes 
y mal fundadas; Segundo: Que debe ordenar como al efecto 
ordena, el Registro del derecho de propiedad de este inmueble, 
libre de gravámenes y con todas las mejoras, consistentes en una 
casa de tablas de palma, techada de zinc, piso de madera, a favor 
del señor Federico Sánchez Reynoso, dominicano, mayor de edad, 
Cédula núm. 3046, serie 45, domiciliado y residente en Hatillo 
Palma, Guayubín, Montecristi, R. D.; Tercero: Que debe ordenar, 
como al efecto ordena, al Secretario del Tribunal de Tierras que 
una vez recibidos por él los planos definitivos proceda a expedir 
el correspondiente Decreto de Registro”;

Considerando, que los recurrentes proponen contra la 
sentencia impugnada los siguientes medios de casación: Primer 
Medio: Violación al artículo 175 de la Ley de Registro de Tierras; 
Segundo Medio: Violación del artículo 2223 del Código Civil; 
Tercer Medio: Violación al artículo 2224 del Código Civil; Cuarto 
Medio: Violación al artículo 2229 del Código Civil; Quinto 
Medio: Violación al artículo 2232 del Código Civil; Sexto Medio: 
Violación al artículo 2236 del Código Civil; Séptimo Medio: 
Violación al artículo 2237 del Código Civil; Octavo Medio: 
Violación al artículo 2257 del Código Civil; 
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Considerando, que el examen del memorial introductivo del 
recurso de casación de que se trata, pone de manifiesto que el 
mismo ha sido interpuesto por los Sucesores de Juan Antonio 
Gómez, innominadamente, o sea, sin indicar el nombre de cada 
uno de los herederos o Sucesores de que se trata; que aunque el 
Dr. Rafael Mejía Guerrero, figura en el auto dictado en fecha 10 
de febrero de 2004, dictado por el Presidente de la Suprema Corte 
de Justicia, autorizando a emplazar a la parte recurrida, él no figura 
en el expediente, ni en la sentencia impugnada como parte en el 
proceso que culminó con la misma, aunque en la introducción 
del memorial de casación se le menciona como abogado de los 
recurrentes, conjuntamente con el Dr. Lidio Manzueta Muñoz; 
por tanto él no es parte en el proceso;

Considerando, que de acuerdo con el artículo 134 de la Ley de 
Registro de Tierras, bajo cuya vigencia fue introducido, instruido 
y resuelto el presente caso, el recurso de casación contra las 
decisiones del Tribunal de Tierras, será interpuesto, instruido y 
juzgado, tanto en materia civil como en materia penal, conforme 
a las reglas del derecho común;

Considerando, que el artículo 6 de la Ley sobre Procedimiento 
de Casación, dispone a pena de nulidad, que el emplazamiento 
en casación contendrá, entre otras formalidades, los nombres, la 
profesión y el domicilio de los recurrentes;

Considerando, que el artículo 68 del Código de Procedimiento 
Civil establece a su vez lo siguiente: “Los emplazamientos deben 
notificarse a la misma persona, o en su domicilio, dejándole copia. 
Si el alguacil no encontrare en éste ni a la persona a quien se 
emplaza ni a ninguno de sus parientes, empleados o sirvientes, 
entregará la copia a uno de los vecinos, quien firmará en el original. 
Si el vecino no quiere o no puede firmar, el alguacil entregará la 
copia al Síndico Municipal, o a quien haga sus veces, si fuere en 
la cabecera de un municipio, y al alcalde pedáneo si fuere en el 
campo. Estos funcionarios deberán visar el original, libre de todo 
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gasto. El alguacil hará mención de todo, tanto en el original como 
en las copias”;

Considerando, que en virtud de esas disposiciones legales, 
los miembros de una sucesión que han podido figurar 
innominadamente en el saneamiento o en una litis sobre terreno 
registrado, deben, para recurrir en casación, ajustarse al derecho 
común e indicar el nombre, la profesión, el domicilio y demás 
generales de todos y cada uno de ellos, a fin de que el recurrido 
pueda verificar sus respectivas calidades y ejercer útilmente su 
derecho de defensa;

Considerando, que al no ser una sucesión una persona física, ni 
moral, ni jurídica, no puede actuar en justicia innominadamente; 
que la falta de indicación, tanto en el recurso como en la 
notificación del mismo hecha a la parte recurrida, del nombre, 
profesión y el domicilio de cada uno de los componentes de 
dicha sucesión, como ocurre en la especie, en que en el memorial 
introductivo del recurso no figuran esos datos, hace inadmisible 
el presente recurso de casación;

Considerando, que en el memorial de casación depositado 
en fecha 12 de febrero de 2004, en la Secretaría de la Suprema 
Corte de Justicia, ni en el emplazamiento contenido en el acto 
núm. 17-04 de fecha 1° de marzo de 2004, no contiene los 
nombre de las personas que forman o integran la Sucesión de 
Juan Antonio Gómez, a requerimiento de la cual se actúa; que 
además, los recurrentes se limitan a copiar los textos legales cuya 
violación alegan en el caso, sin señalar en que forma y en que 
han consistido dichas violaciones, lo que deja dicho recurso sin 
fundamento ponderable y también lo hace inadmisible;

Considerando, que en la especie, procede compensar las costas 
por haberse acogido un medio de inadmisión suplido de oficio 
por la Suprema Corte de Justicia.
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Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible el recurso 
de casación interpuesto por los Sucesores de Juan Antonio 
Gómez, de manera innominada, contra la sentencia dictada por 
el Tribunal Superior de Tierras del Departamento Norte el 18 
de noviembre de 2003, en relación con la Parcela núm. 166 del 
Distrito Catastral núm. 2 del Municipio de Luperón, Provincia de 
Puerto Plata, cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior del 
presente fallo; Segundo: Compensa las costas. 

Así ha sido hecho y juzgado por la Cámara de Tierras, 
Laboral, Contencioso-Administrativo y Contencioso-Tributario 
de la Suprema Corte de Justicia, y la sentencia pronunciada por 
la misma, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito 
Nacional, capital de la República, en su audiencia pública del 18 
de marzo de 2009, años 166° de la Independencia y 146° de la 
Restauración.

Firmado: Pedro Romero Confesor, Julio Aníbal Suárez, Enilda 
Reyes Pérez y Darío O. Fernández Espinal. Grimilda Acosta, 
Secretaria General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los señores 
Jueces que figuran al pie, en la audiencia pública del día, mes y 
año en ella expresados, y fue firmada, leída y publicada por mí, 
Secretaria General, que certifico.
www.suprema.gov.do
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SENTENCIA DEL 18 DE MARZO DE 2009, NÚM. 17
Sentencia impugnada:	 Corte de Trabajo de Santo Domingo, del 6 

de febrero de 2008.
Materia:	 Laboral.
Recurrente:	 Corporación Avícola y Ganadera Jarabacoa, 

C. por A. (Pollo Cibao).
Abogados:	 Dr. Sócrates R. Medina R. y Lic. Henry 

Collins Durán.
Recurrido:	 Ramón Antonio Nepomuceno Ramírez.
Abogados:	 Dr. Marcelo Arístides Carmona.

CAMARA DE TIERRAS, LABORAL, CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVO 
Y CONTENCIOSO-TRIBUTARIO.

Rechaza

Audiencia pública del 18 de marzo de 2009.
Preside: Pedro Romero Confesor.				     

 
Dios, Patria y Libertad

En Nombre de la República, la Cámara de Tierras, Laboral, 
Contencioso-Administrativo y Contencioso-Tributario de la 
Suprema Corte de Justicia, dicta en audiencia pública la siguiente 
sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Corporación 
Avícola y Ganadera Jarabacoa, C. por A. (Pollo Cibao), entidad de 
comercio organizada de conformidad con las leyes dominicanas, 
con su domicilio social en la calle Prolongación Charles de Gaulle, 
del sector Marañón, Villa Mella, Municipio Santo Domingo 
Norte, Provincia Santo Domingo, representada por su Gerente 
General Lic. Jesús Abreu, dominicano, mayor de edad, con Cédula 
de Identidad y Electoral núm. 047-0036993-9, domiciliado y 



1182	 Boletín Judicial 1180

residente en esta ciudad, contra la sentencia dictada por la Corte 
de Trabajo del Departamento Judicial de Santo Domingo, el 6 de 
febrero de 2008, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído en la lectura de sus conclusiones al Lic. Henry Collins 
Durán, por sí y el Dr. Sócrates R. Medina R., abogados de la 
recurrente Corporación Avícola y Ganadera Jarabacoa, C. por A. 
(Pollo Cibao); 

Visto el memorial de casación depositado en la Secretaría de la 
Corte de Trabajo del Departamento Judicial de Santo Domingo, el 
26 de febrero de 2008, suscrito por el Dr. Sócrates R. Medina R. y 
el Lic. Henry Collins Durán, con Cédulas de Identidad y Electoral 
núms. 023-0027087-9 y 001-1199445-5, respectivamente, 
abogados de la recurrente, mediante el cual proponen los medios 
que se indican más adelante;

Visto el memorial de defensa depositado en la Secretaría de 
la Suprema Corte de Justicia el 16 de julio de 2008, suscrito por 
el Dr. Marcelo Arístides Carmona, con Cédula de Identidad y 
Electoral núm. 001-0385991-4, abogado del recurrido Ramón 
Antonio Nepomuceno Ramírez;

Visto la Ley núm. 25 de 1991, modificada por la Ley núm. 156 
de 1997, y los artículos 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación;

La CORTE, en audiencia pública del 11 de marzo de 2009, 
estando presentes los Jueces: Juan Luperón Vásquez, Presidente; 
Julio Aníbal Suárez, Enilda Reyes Pérez, Darío O. Fernández 
Espinal y Pedro Romero Confesor, asistidos de la Secretaria 
General y después de haber deliberado los jueces signatarios de 
este fallo;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que en 
ocasión de la demanda laboral por despido injustificado interpuesta 
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por Ramón Antonio Nepomuceno Ramírez contra la Corporación 
Avícola y Ganadera Jarabacoa, C. por A. (Pollo Cibao), la Segunda 
Sala de la Cámara Civil y Comercial del Juzgado de Primera 
Instancia de la Provincia Santo Domingo dictó el 22 de mayo de 
2007 una sentencia con el siguiente dispositivo: “Primero: Rechaza 
la exclusión de la persona del Sr. Carlos Magno, hecha por la parte 
demandada, por no haber demostrado que la Corporación Avícola 
y Ganadera Jarabacoa, C. por A. (Pollo Cibao), tiene personería 
jurídica propia; Segundo: Declara resuelto el contrato de trabajo 
existente entre las partes, Ramón Antonio Nepomuceno Ramírez, 
contra la empresa Corporación Avícola y Ganadera Jarabacoa, C. 
por A. (Pollo Cibao), y el Sr. Carlos Magno, por causa de despido 
injustificado, con responsabilidad para los demandantes; Tercero: 
Acoge, la demanda en cuanto al cobro de prestaciones laborales y 
derechos adquiridos, interpuesta por Ramón Antonio Nepomuceno 
Ramírez, contra la empresa Corporación Avícola y Ganadera 
Jarabacoa, C. por A. (Pollo Cibao), y el Sr. Carlos Magno; Cuarto: 
Condena a la empresa Corporación Avícola y Ganadera Jarabacoa, 
C. por A. (Pollo Cibao), y el Sr. Carlos Magno, a pagar a favor del Sr. 
Ramón Antonio Nepomuceno, las prestaciones laborales y derechos 
siguientes, en base a un tiempo de labores de 10 años y 6 meses, 
un salario quincenal de RD$30,000.00 y diario de RD$11,258.91: a) 
28 días de preaviso, ascendentes a la suma de Treinta y Cinco Mil 
Doscientos Setenta y Siete Pesos con 48/100 (RD$35,277.48); b) 
236 días de cesantía, ascendentes a la suma de Trescientos Nueve 
Mil Seiscientos Noventa y Un Pesos con 86/100 (RD$309,691.86); 
c) 60 días por concepto de bonificación, ascendentes a la suma de 
Setenta y Cinco Mil Quinientos Treinta y Cuatro Pesos con 60/100 
(RD$75,534.00); e) 6 meses de salario, en aplicación del artículo 
95, ordinal 3ro. del Código de Trabajo, ascendentes a la suma de 
Cientos Ochenta Mil (RD$180,000.00); ascendiendo el total de las 
presentes condenaciones a la suma de Seiscientos Mil Quinientos 
Tres Pesos con 94/100 (RD$600,503.99), menos la suma de Ciento 
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Seis Mil Doscientos Tres Pesos con 73/100 (RD$106,203.73) suma 
{esta que fue pagada mediante recibos de descargo por concepto 
de avance de prestaciones laborales, ya transcrito, restando un total 
de Cuatrocientos Noventa y Cuatro Mil Trescientos Pesos con 
21/100 (RD$494,300.21); Quinto: Rechaza, la indemnización por 
la suma de Diez Millones de Pesos (RD$10,000,000.00) solicitada 
por el demandante, como justa reparación por los daños y 
perjuicios; Sexto: Rechaza, la solicitud del pago de la suma de 
RD$287,190.50, de horas extras reclamadas por el demandante, 
por falta de pruebas; Séptimo: Condena a la parte demandada 
Corporación Avícola y Ganadera Jarabacoa, C. por A. (Pollo 
Cibao), y al Sr. Carlos Magno, al pago de las costas a favor y 
provecho del abogado de la parte demandante Dr. Marcelo 
Arístides Carmona, quien afirma haberlas avanzado en su totalidad; 
Octavo: Comisiona al Ministerial Miguel Angel De Jesús, Alguacil 
de Estrados de la Segunda Sala Civil y Comercial del Juzgado de 
Primera Instancia de la Provincia Santo Domingo”; b) que sobre 
el recurso de apelación interpuesto contra esta decisión, intervino 
la sentencia objeto de este recurso, cuyo dispositivo dice así: 
“Primero: Declara regulares y válidos en cuanto a la forma los 
recursos de apelación, el primero interpuesto por Corporación 
Avícola y Ganadera Jarabacoa, C. por A. (Pollo Cibao) y el señor 
Carlos Magno, y el segundo incidental incoado por el señor Ramón 
Antonio Nepomuceno Ramírez ambos en contra de la sentencia 
No. 990/2007, de fecha veintidós (22) del mes de mayo del año 
dos mil siete (2007), dictada por la Segunda Sala de la Cámara 
Civil y Comercial del Juzgado de Primera Instancia de la Provincia 
Santo Domingo, por haber sido interpuestos de conformidad 
con la ley que rige la materia; Segundo: Excluye del presente 
proceso al señor Carlos Magno, por los motivos anteriormente 
expuestos; Tercero: Acoge parcialmente ambos recursos, y en 
consecuencia confirma la sentencia impugnada con las siguientes 
modificaciones: ordena, deducir del monto de las condenaciones 
contenidas en la referida sentencia de primer grado la suma de 
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Ciento Sesenta y Seis Mil Cuatrocientos Noventa y Tres Pesos 
Dominicanos con 39/100 (RD$166,493.39); Cuarto: Confirma 
la condena relativa al pago de participación en los beneficios 
de la empresa, ordenando deducir de dicho monto la suma de 
RD$5,321.54; Quinto: Revoca la parte relativa a los derechos 
adquiridos y condena a la Corporación Avícola y Ganadera 
Jarabacoa, C. por A. (Pollo Cibao), a pagar a favor del señor 
Ramón Antonio Nepomuceno Ramírez, las siguientes sumas por 
concepto de derechos adquiridos: 18 días de salario ordinario por 
concepto de vacaciones, ascendentes a la suma de RD$22,660.51, 
deduciéndole a dicho monto por los motivos expuestos la suma 
de RD$7,157.92, haciendo un total de RD$15,502.59; salario 
de Navidad correspondiente al año 2006, ascendente a la suma 
de RD$30,000.00, deduciéndole a dicho monto la suma de 
RD$6,400.00; haciendo un total de RD$23,600.00 calculado todo 
en base a un tiempo de labores de 10 años y 6 meses y un salario 
mensual de RD$30,000.00; Sexto: Condena a la Corporación 
Avícola y Ganadera Jarabacoa, C. por A. (Pollo Cibao),a pagar a 
favor del señor Ramón Antonio Nepomuceno Ramírez, la suma 
de RD$20,000.00 por concepto de indemnización en reparación 
de daños y perjuicios; Séptimo: Compensa pura y simplemente 
las costas del procedimiento; Octavo: Ordena tomar en cuenta al 
momento del cálculo de las condenaciones la variación en el valor 
de la moneda, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 
537 del Código de Trabajo”;

Considerando, que la recurrente propone en apoyo de su 
recurso los siguientes medios de casación: Primer Medio: 
Violación al artículo 1315 del Código Civil, referente a la prueba; 
Segundo Medio: Falta de base legal. Falta de ponderación de las 
pruebas y desnaturalización de los hechos;

Considerando, que en el desarrollo de los medios de casación 
propuestos, los que se reúnen para su examen por su vinculación, 
la recurrente alega, lo siguiente: que la Corte a-qua realizó una 
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falsa apreciación de las pruebas depositadas por el trabajador al 
considerar un recibo de pago por concepto de viajes, de fecha 15 
de febrero del año 2003, por un valor de Once Mil Setecientos 
Setenta Pesos con 04/100 (RD$11,770.04), depositado por éste, 
y considerarlo como un recibo de ingreso permanente, adicional 
al salario ordinario, ya que dicho recibo es de fecha anterior a 
los que aportó la empresa para probar el salario del trabajador, 
demostrando que era de Seis Mil Cuatrocientos Pesos con 00/100 
(RD$6,400.00) mensuales, de conformidad con los volantes de 
pago quincenales correspondientes a las quincenas el 16 al 31 de 
mayo y del 1° de septiembre al 15 de septiembre, ambas del 2005; 
del 1° al 15 de febrero y del 1° al 15 de marzo, correspondiente al 
de 2006, todos con sus respectivos informes de nóminas, por lo 
que no podía dar por establecido un salario de Treinta Mil Pesos 
con 00/100 (RD$30,000.00), como lo hizo; que de igual manera 
fue condenada al pago de valores por concepto de participación 
en los beneficios, salario de Navidad y vacaciones, a pesar de 
haberse depositado recibo de descargo del 30 de junio de 2006, 
por descargo de esos conceptos;

Considerando, que en los motivos de su sentencia, expresa 
la Corte lo siguiente: “Que el juez en materia laboral goza de 
un soberano poder de apreciación en virtud del cual pueden dar 
más valor probatorio a un medio de prueba que a otro; que en el 
caso de la especie, luego de ponderar minuciosamente las piezas 
documentales aportadas al proceso por la parte demandada 
originaria, esta Corte es de criterio que las mismas, no le merecen 
credibilidad a los fines de establecer el monto del salario que 
devengaba el trabajador reclamante, por no ajustarse a la realidad 
de los hechos, toda vez que los montos erogados en beneficio del 
trabajador por concepto de “Avance a Futuras Prestaciones”, no 
se corresponden con el monto del salario que alega la empresa 
éste devengaba, quedando establecido, por el contrario, que el 
trabajador percibía otros ingresos producto del tipo de servicio 
que prestaba a la entidad demandada, según comprobamos con 
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el volante de pago de fecha 15 de febrero de 2003 que obra en el 
expediente, el cual no fue contestado ni impugnado su contenido 
por la recurrente principal, no obstante la oportunidad procesal 
que tuvo para ello, por lo tanto, al no haber demostrado de 
manera fehaciente la empleadora que el trabajador devengara un 
salario distinto al indicado por éste en su demanda, procedemos 
a confirmar la sentencia impugnada, en cuanto a este aspecto; 
que en lo referente a los derechos adquiridos, que son el pago 
de vacaciones y salario de Navidad, la parte recurrente incidental 
manifiesta su descontento con la sentencia impugnada, señalando 
que la empleadora alega que realizó dichos pagos, depositando 
nóminas firmadas por el trabajador por un salario inferior, es por 
ello que solicita se acojan todas y cada una de las conclusiones 
de su demanda y la revocación de la sentencia “en aquellos 
puntos que les son contrarios”; que expresando la Corte que los 
derechos adquiridos por el trabajador le corresponden a éste por 
ley, independientemente de la causa de terminación del contrato 
de trabajo, por lo tanto les son reconocidos al trabajador en la 
presente sentencia, ordenando a su vez sean deducidos del monto 
a que asciendan las condenaciones, las sumas que por estos 
conceptos recibió el trabajador, según consta en sendos recibos de 
fecha 30 de junio de 2006 (citado) depositados por la demandada 
originaria, revocando en consecuencia la sentencia impugnada en 
este aspecto; que en lo referente al pago de la participación en 
los beneficios de la empresa, la recurrente principal, manifestó 
en las conclusiones vertidas en su recurso “que el recurrido 
había cobrado su bonificación en fecha 30 de junio del año 2006, 
según se puede comprobar en el recibo de descargo debidamente 
firmado por el recurrido; sin embargo, el contrato de trabajo que 
vinculaba a las partes terminó el 5 de enero de 2007, por lo que, 
al no indicar la demandada originaria la fecha de cierre de su año 
fiscal, asumimos la establecida por la ley del 31 de diciembre, 
procediendo en consecuencia a confirmar la decisión de primer 
grado en cuanto a esto, deduciendo en el dispositivo la cantidad 
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que por este concepto, le otorgó la demandada al trabajador, aún 
cuando estaba vigente su contrato de trabajo”;

Considerando, que los jueces del fondo son soberanos en la 
apreciación de las pruebas que se les aporten, y esto les faculta 
para, entre pruebas disímiles, acoger aquellas que les resulten más 
acorde con los hechos de la causa y desestimar las que a su juicio 
no le merezcan credibilidad;

Considerando, que en ese tenor, el Tribunal a-quo examinó las 
pruebas aportadas por las partes y de la ponderación realizada de 
las mismas, formó su criterio de que la actual recurrente no pudo 
destruir la presunción, que a favor del trabajador crea el artículo 
16 del Código de Trabajo, al no demostrar fehacientemente que 
éste devengaba un salario menor a la suma de Treinta Mil Pesos 
con 00/100 (RD$30,000.00) invocado en su reclamación, dando 
en consecuencia por establecido ese salario;

Considerando, que por otra parte, del estudio de la sentencia 
impugnada se advierte que el Tribunal a-quo sí tomó en cuenta 
los recibos otorgados por el demandante original por los valores 
recibidos por concepto de vacaciones, salario de Navidad y 
participación en los beneficios, de cuya ponderación determinó 
que los pagos sobre esos conceptos eran insuficientes, por 
haber sido calculado en base a un salario menor al establecido 
por la Corte a-qua, por lo que sólo le reconoció valor por la 
suma recibida, la cual dispuso descontar del monto real que 
correspondía al recurrido por cada renglón reclamado;

Considerando, que la sentencia impugnada contiene una 
relación completa de los hechos y motivos suficientes que permiten 
a esta Corte verificar que al hacer la apreciación de las pruebas 
aportadas, el Tribunal a-quo no incurrió en desnaturalización 
alguna y que hizo una correcta aplicación de la ley, razón por la 
cual los medios examinados carecen de fundamento y deben ser 
desestimados.
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Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de casación 
interpuesto por la Corporación Avícola y Ganadera Jarabacoa, 
C. por A., contra la sentencia dictada por la Corte de Trabajo 
del Departamento Judicial de Santo Domingo, el 6 de febrero de 
2008, cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior del presente 
fallo; Segundo: Condena a la recurrente al pago de las costas y las 
distrae en provecho del Dr. Marcelo Arístides Carmona, abogado, 
quien afirma haberlas avanzado en su totalidad. 

Así ha sido hecho y juzgado por la Cámara de Tierras, 
Laboral, Contencioso-Administrativo y Contencioso-Tributario 
de la Suprema Corte de Justicia, y la sentencia pronunciada por 
la misma, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito 
Nacional, capital de la República, en su audiencia pública del 18 
de marzo de 2009, años 166° de la Independencia y 146° de la 
Restauración.

Firmado: Pedro Romero Confesor, Julio Aníbal Suárez, Enilda 
Reyes Pérez y Darío O. Fernández Espinal. Grimilda Acosta, 
Secretaria General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los señores 
Jueces que figuran al pie, en la audiencia pública del día, mes y 
año en ella expresados, y fue firmada, leída y publicada por mí, 
Secretaria General, que certifico.
www.suprema.gov.do



SENTENCIA DEL 18 DE MARZO DE 2009, NÚM. 18
Sentencia impugnada:	 Segunda Sala de la Corte de Trabajo del 

Distrito Nacional, del 15 de marzo de 2007.
Materia:	 Laboral.
Recurrente:	 Consejo Estatal del Azúcar (CEA).
Abogados:	 Dres. Yocelín Reyes Méndez y Ramón 

Sena Reyes y Licdos. Jacquelín Altagracia 
Almonte y Miguel Angel Medina.

Recurrida:	 Elena Aurora García Zabala.
Abogados:	 Lic. José Altagracia Pérez Sánchez y Dr. 

Rafael Antonio López Matos.

CAMARA DE TIERRAS, LABORAL, CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVO 
Y CONTENCIOSO-TRIBUTARIO.

Inadmisible

Audiencia pública del 18 de marzo de 2009.
Preside: Pedro Romero Confesor.				     

 
Dios, Patria y Libertad

En Nombre de la República, la Cámara de Tierras, Laboral, 
Contencioso-Administrativo y Contencioso-Tributario de la 
Suprema Corte de Justicia, dicta en audiencia pública la siguiente 
sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por el Consejo Estatal 
del Azúcar (CEA), organismo autónomo del Estado Dominicano, 
organizado y existente de conformidad con la Ley núm. 7-66 de 
fecha 19 de agosto del año 1966, con domicilio social en la calle 
Fray Cipriano de Utrera, del Centro de los Héroes de Constanza, 
Maimón y Estero Hondo, de esta ciudad, representada por su 
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director ejecutivo Dr. Enrique Martínez Reyes, dominicano, 
mayor de edad, casado, con Cédula de Identidad y Electoral núm. 
026-0046124-4, domiciliado y residente en esta ciudad, contra la 
sentencia dictada por la Segunda Sala de la Corte de Trabajo del 
Distrito Nacional el 15 de marzo de 2007, cuyo dispositivo se 
copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído en la lectura de sus conclusiones al Lic. Francis Ramírez, 
por sí y por el Dr. Eduardo Sánchez, abogados de la recurrida 
Elena Aurora García Zabala; 

Visto el memorial de casación depositado en la Secretaría de 
la Segunda Sala de la Corte de Trabajo del Distrito Nacional el 
27 de abril de 2007, suscrito por los Dres. Yocelín Reyes Méndez 
y Ramón Sena Reyes y los Licdos. Jacquelín Altagracia Almonte 
y Miguel Angel Medina, con Cédulas de Identidad y Electoral 
núms. 076-0000983-0, 001-0947981-6, 001-0167534-6, 001-
1115066-0 y 001-0002810-7, respectivamente, abogados del 
recurrente, mediante el cual proponen los medios que se indican 
más adelante;

Visto el memorial de defensa depositado en la Secretaría de la 
Suprema Corte de Justicia el 10 de mayo de 2007, suscrito por el 
Lic. José Altagracia Pérez Sánchez y el Dr. Rafael Antonio López 
Matos, con Cédulas de Identidad y Electoral núm. 001-0694627-4 
y 001-0115364-1, respectivamente, abogados de la recurrida; 

Visto la Ley núm. 25 de 1991, modificada por la Ley núm. 156 
de 1997, y los artículos 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación;

La CORTE, en audiencia pública del 11 de marzo de 2009, 
estando presentes los Jueces: Juan Luperón Vásquez, Presidente; 
Julio Aníbal Suárez, Enilda Reyes Pérez, Darío O. Fernández 
Espinal y Pedro Romero Confesor, asistidos de la Secretaria 
General y después de haber deliberado los jueces signatarios de 
este fallo;
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Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que en 
ocasión de la demanda laboral interpuesta por el actual recurrente 
Consejo Estatal del Azúcar (CEA) contra la recurrida Elena 
Aurora García Zabala, la Tercera Sala del Juzgado de Trabajo 
del Distrito Nacional dictó el 24 de junio de 2005 una sentencia 
con el siguiente dispositivo: “Primero: Declara regular, en 
cuanto a la forma, las demandas en reclamación del pago de 
prestaciones y derechos laborales fundamentadas en un desahucio 
e indemnización compensadora de daños y perjuicios, por la 
no inscripción en el Instituto Dominicano de Seguros Sociales 
interpuestas por la Sra. Elena Aurora García Zabala en contra de 
Consejo Estatal del Azúcar (CEA), por ser conforme al derecho; 
Segundo: Declara inadmisible, de oficio, estas demandas por 
la falta de interés de la demandante, por ser justo y reposar en 
pruebas legales; Tercero: Compensa entre las partes en litis el 
pago de las costas del procedimiento”; b) que sobre el recurso de 
apelación interpuesto contra esta decisión, intervino la sentencia 
objeto de este recurso, cuyo dispositivo reza así: “Primero: 
Declara bueno y válido en cuanto a la forma el presente recurso 
de apelación interpuesto por la señora Elena Aurora García 
Zabala, en contra de la sentencia dictada por la Tercera Sala del 
Juzgado de Trabajo del Distrito Nacional, en fecha 24 de julio 
de 2005, por haber sido hecho de acuerdo a la ley; Segundo: 
Acoge en cuanto al fondo dicho recurso de apelación, y en 
consecuencia, revoca en todas sus partes la sentencia impugnada; 
Tercero: Acoge la demanda interpuesta en reclamación del pago 
de prestaciones laborales, derechos adquiridos e indemnización 
por daños y perjuicios y condena al Consejo Estatal del Azúcar 
(CEA), a pagarle a la señora Elena Aurora García Zabala, los 
siguientes valores: RD$11,632.39, por concepto de 28 días de 
preaviso, RD$26,588.16 por concepto de 64 días de cesantía; 
RD$5,816.16, por concepto de 14 días de compensación por 
vacaciones, RD$6,599.95 por concepto de proporción de salario 
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de Navidad; RD$2,926.40 por concepto de participación en los 
beneficios de la empresa, un día de salario por cada día de retardo 
en el pago de las prestaciones laborales, por aplicación del artículo 
86 del Código de Trabajo; todo en base a un tiempo de labores de 
4 años y un salario de RD$9,000.00 mensuales; Cuarto: Condena 
al Consejo Estatal del Azúcar (CEA), al pago de las costas del 
procedimiento, ordenado su distracción a favor y provecho del 
Dr. Rafael Antonio López Matos, quien afirma haberlas avanzado 
en su totalidad”;

Considerando, que el recurrente propone en apoyo de su 
recurso los siguientes medios de casación: Primer Medio: 
Desnaturalización de los hechos y falta de base legal; Segundo 
Medio: Omisión de estatuir;

Considerando, que en el desarrollo de los medios propuestos, 
los que se reúnen para su examen por su vinculación, el recurrente 
expresa, en síntesis, lo siguiente: que la Corte a-qua rechazó la 
reclamación formulada por la demandante relativa a la reparación 
de daños y perjuicios que alega haber sufrido por no pagársele 
el preaviso omitido y el auxilio de cesantía en el término de 10 
días, con el argumento de que el artículo 86 establece la sanción 
correspondiente a esa violación, con lo que desnaturalizó los 
hechos, pues la reclamación en daños y perjuicios fue obligatoria, 
fundamentada en la no inscripción en el Seguro Social y no por la 
falta de pago de las indemnizaciones laborales, no pronunciándose 
al respecto de esa reclamación, lo que constituye el vicio de una 
omisión de estatuir;

Considerando, que con relación a este alegato la sentencia 
impugnada expresa lo siguiente: “Que debe ser rechazada la 
reclamación de la señora Elena Aurora García Z., de indemnización 
por daños y perjuicios que alega haber sufrido por no pagarle la 
recurrida el preaviso omitido y el auxilio de cesantía en el plazo 
de 10 días, como lo establece el artículo 86 del Código de Trabajo, 
en virtud de que esta misma disposición de la ley establece la 
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sanción correspondiente, en el caso de incumplimiento de esa 
obligación”;

Considerando, que los medios en que se fundamenta un recurso 
de casación deben estar dirigidos contra aquellos aspectos de la 
sentencia impugnada que ocasionan un perjuicio al recurrente y 
no contra los que les son favorables;

Considerando, que en la especie, el recurrente fundamenta 
su recurso en el rechazo de la reclamación formulada por la 
demandante en pago de daños y perjuicios, alegando que el 
tribunal confundió el fundamento de esa reclamación y de que 
la misma no fue decidida en el dispositivo de la sentencia, vicios 
éstos, que aún cuando existieren en la sentencia impugnada, 
favorecen al recurrente, por cuanto una reclamación en su contra 
no fue acogida por el Tribunal a-quo, lo que lo descalifica para 
presentarlos como medios de casación, razón por la cual el 
recurso debe ser declarado inadmisible por falta de interés y a la 
vez carecer de medios ponderables.

Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible el recurso de 
casación interpuesto por el Consejo Estatal del Azúcar (CEA), 
contra la sentencia dictada por la Segunda Sala de la Corte de 
Trabajo del Distrito Nacional el 15 de marzo de 2007, cuyo 
dispositivo se ha copiado en parte anterior del presente fallo; 
Segundo: Condena al recurrente al pago de las costas, con 
distracción de las mismas a favor del Lic. José Altagracia Pérez 
Sánchez y el Dr. Rafael Antonio López Matos, abogados, quienes 
afirman haberlas avanzado en su totalidad.

Así ha sido hecho y juzgado por la Cámara de Tierras, 
Laboral, Contencioso-Administrativo y Contencioso-Tributario 
de la Suprema Corte de Justicia, y la sentencia pronunciada por 
la misma, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito 
Nacional, capital de la República, en su audiencia pública del 18 
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de marzo de 2009, años 165° de la Independencia y 146° de la 
Restauración.

Firmado: Pedro Romero Confesor, Julio Aníbal Suárez, Enilda 
Reyes Pérez y Darío O. Fernández Espinal. Grimilda Acosta, 
Secretaria General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los señores 
Jueces que figuran al pie, en la audiencia pública del día, mes y 
año en ella expresados, y fue firmada, leída y publicada por mí, 
Secretaria General, que certifico.
www.suprema.gov.do



SENTENCIA DEL 18 DE MARZO DE 2009, NÚM. 19
Sentencia impugnada:	 Segunda Sala de la Corte de Trabajo del 

Distrito Nacional, del 28 de junio de 2006.
Materia:	 Laboral.
Recurrente:	 Verizon Internacional Teleservices,  

C. por A.
Abogados:	 Dres. Tomás Hernández Metz y Patricia 

Mejía Coste y Lic. Félix Fernández Peña.
Recurrido:	 Julián Lagrange Paniagua.
Abogados:	 Licdos. Ulises Santana Santana, María  

Luisa Soriano y Mirtilio Santana.

CAMARA DE TIERRAS, LABORAL, CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVO 
Y CONTENCIOSO-TRIBUTARIO.

Casa/Rechaza

Audiencia pública del 18 de marzo de 2009.
Preside: Pedro Romero Confesor.				     

 
Dios, Patria y Libertad

En Nombre de la República, la Cámara de Tierras, Laboral, 
Contencioso-Administrativo y Contencioso-Tributario de la 
Suprema Corte de Justicia, dicta en audiencia pública la siguiente 
sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Verizon 
Internacional Teleservices, C. por A., sociedad de comercio, 
organizada de conformidad con las leyes dominicanas, con su 
domicilio social en la Av. 27 de Febrero núm. 27, de esta ciudad, 
contra la sentencia dictada por la Segunda Sala de la Corte de 
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Trabajo del Distrito Nacional el 28 de junio de 2006, cuyo 
dispositivo se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído en la lectura de sus conclusiones al Lic. Félix Fernández 
Peña, por sí y por los Dres. Tomás Hernández Metz y Patricia 
Mejía Coste, abogados de la recurrente Verizon Internacional 
Teleservices, C. por A.; 

Oído en la lectura de sus conclusiones al Lic. Ulises Santana 
Santana, abogado del recurrido Julián Lagrange Paniagua;

Visto el memorial de casación depositado en la Secretaría de 
la Segunda Sala de la Corte de Trabajo del Distrito Nacional el 
14 de agosto de 2008, suscrito por los Dres. Tomás Hernández 
Metz y Patricia Mejía Coste y el Lic. Félix Fernández Peña, con 
Cédulas de Identidad y Electoral núms. 001-0198064-7, 001-
1155370-7 y 001-00902439-8, respectivamente, abogados de la 
recurrente, mediante el cual proponen los medios que se indican 
más adelante;

Visto el memorial de defensa depositado en la Secretaría de 
la Suprema Corte de Justicia el 29 de octubre de 2008, suscrito 
por los Licdos. Ulises Santana Santana, María Luisa Soriano y 
Mirtilio Santana, con Cédulas de Identidad y Electoral núms. 
001-0220623-2 y 001-0220622-4, respectivamente, abogados del 
recurrido;

Visto la Ley núm. 25 de 1991, modificada por la Ley núm. 156 
de 1997, y los artículos 1, 20 y 65 de la Ley sobre Procedimiento 
de Casación;

La CORTE, en audiencia pública del 29 de octubre de 2008, 
estando presentes los Jueces: Juan Luperón Vásquez, Presidente; 
Julio Aníbal Suárez, Enilda Reyes Pérez, Darío O. Fernández 
Espinal y Pedro Romero Confesor, asistidos de la Secretaria 
General y después de haber deliberado los jueces signatarios de 
este fallo;
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Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que en ocasión 
de la demanda laboral interpuesta por el recurrido Julián Lagrange 
Paniagua contra Verizon Internacional Teleservices, C. por A., la 
Segunda Sala del Juzgado de Trabajo del Distrito Nacional dictó 
el 29 de julio de 2005, una sentencia con el siguiente dispositivo: 
“Primero: Se rechaza el medio de inadmisión presentado por la 
parte demandada Verizon Internacional Teleservices, fundado en 
la violación de los artículos 702 y 703 del Código de Trabajo, por 
improcedente y mal fundado; Segundo: Se declara injustificada 
la dimisión ejercida por el señor Julián Lagrange Paniagua, en 
ocasión del contrato de trabajo que lo ligaba con la empresa 
demandada Verizon Internacional Teleservices, especialmente 
por haber violado el demandante las disposiciones del artículo 
100 del Código de Trabajo, en consecuencia se declara resuelto 
el contrato de trabajo por esta causa y sin responsabilidad para el 
empleador demandado; Tercero: Condena a la parte demandante 
señor Julián Lagrange Paniagua a pagar a la empresa demandada 
Verizon Internacional Teleservices, la suma de RD$13,394.88, por 
concepto de 28 días de preaviso, al tenor de las disposiciones del 
artículo 102 del Código de Trabajo; Cuarto: Se condena a la parte 
demandada Verizon Internacional Teleservices, a pagar a la parte 
demandante Julián Lagrange Paniagua, los derechos adquiridos 
detallados a continuación: la cantidad de RD$6,697.44, por 
concepto de 14 días de vacaciones, la cantidad de RD$1,900.00, 
por concepto de proporción del salario de Navidad, más la cantidad 
de RD$28,703.31, por concepto de 60 días de participación en los 
beneficios de la empresa. Todo en base a un salario mensual de 
RD$11,400.00 y un tiempo de 4 años y 4 meses; Quinto: Se ordena 
a la parte demandada Verizon Internacional Teleservices, tomar en 
consideración la variación en el valor de la moneda desde la fecha 
en que se introdujo la demanda hasta que se pronuncie la presente 
sentencia, en virtud del artículo 537 de la Ley 16-92; Sexto: Se 
compensan las costas del procedimiento”; b) que sobre el recurso 
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de apelación interpuesto contra esta decisión, intervino la sentencia 
objeto de este recurso, cuyo dispositivo dice así: “Primero: Declara 
regulares y válidos en cuanto a la forma los recursos de apelación 
interpuestos por Julián Lagrange Paniagua y Verizon Internacional 
Teleservices, ambos en contra de la sentencia de fecha 29 de julio 
del año 2005, dictada por la Segunda Sala del Juzgado de Trabajo 
del Distrito Nacional, por haber sido interpuestos conforme al 
derecho; Segundo: Acoge el recurso de apelación interpuesto 
por el señor Julián Lagrange Paniagua, y en consecuencia, declara 
la terminación del contrato de trabajo por despido injustificado 
y con responsabilidad para el empleador; Tercero: Revoca los 
ordinales primero, segundo y tercero de la sentencia impugnada y 
confirma sus ordinales cuarto y quinto, y en consecuencia, condena 
a la empresa Verizon Internacional Teleservices, al pago de los 
siguientes conceptos en adición a los contenidos en el referido 
ordinal 4to.: a) 28 días de preaviso = RD$13,394.88; 84 días de 
cesantía = RD$40,184.64; la suma de RD$68,400 por concepto de 
la sanción prevista en el ordinal tercero del artículo 95 del Código 
de Trabajo, más la suma de RD$100,000.00 por concepto de daños 
y perjuicios; Cuarto: Compensa pura y simplemente las costas 
entre las partes en causa”;

Considerando, que la recurrente propone en apoyo de su 
recurso los siguientes medios de casación: Primer Medio: 
Desnaturalización de los hechos y las pruebas. Falta de base 
legal; Segundo Medio: Desnaturalización de los hechos. Falta 
de base legal. Errónea aplicación del artículo 46 del Código de 
Trabajo, fallo extra petita; Tercer Medio: Desnaturalización de 
los hechos, falta de base legal, no ponderación de los medios de 
prueba aportados al debate;

Considerando, que en el desarrollo del primer medio propuesto la 
recurrente expresa, en síntesis: que la Corte a-qua da por establecido 
que el despido del demandante se produjo el 24 de enero del 2005, 
basado en las propias declaraciones de éste, en desconocimiento 
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de que las declaraciones o documentos presentados por una de las 
partes en el curso de un litigio, no pueden servir de prueba objetiva 
en su provecho, por lo que desnaturalizó los hechos, así como los 
medios de pruebas aportados al debate, igualmente desconoció el 
principio de libertad de pruebas, y en consecuencia la sentencia 
recurrida carece de motivación y base legal;

Considerando, que en los motivos de la decisión, dice las 
Corte que no puede considerarse como comunicación de despido 
del 12 de agosto del año 2004, la notificación al Departamento 
de Trabajo de la terminación del contrato de trabajo, ya que tal y 
como se ha dicho, la existencia del mismo data del día 24 de enero 
del año 2005, momento en el cual dicha acción fue debidamente 
notificada al trabajador; que la comunicación dirigida por la 
empresa al trabajador en fecha 11 de agosto del año 2004 no 
constituye notificación a éste último de en la voluntad de la 
primera de terminar con el contrato de trabajo, pues no existe 
ningún elemento de prueba en el sentido de que Julián Lagrange 
Paniagua haya recibido dicho documento; sigue diciendo la Corte, 
que en ese tenor conviene apuntar que en el expediente tampoco 
constan indicios o evidencias de que la empresa haya notificado 
en fecha 11 de agosto del año 2004 el despido que comunicara 
posteriormente a las autoridades de trabajo en fecha 12 de agosto 
de ese mismo año, razón por la cual el mismo se reputa que carece 
de justa causa; 

Considerando, que el despido de un trabajador queda 
concretizado en el momento en que el empleador comunica a 
éste su decisión de poner término al contrato de trabajo la causa 
señalada;

Considerando, que es criterio sostenido por esta corte que 
cuando el empleador admite la existencia del despido e invoca 
que el mismo se realizó en una fecha distinta a la alegada por 
el trabajador, es al primero a quien corresponde probar la fecha 
invocada, en ausencia de cuya prueba, el tribunal puede aceptar la 
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señalada por el demandante, si de los hechos de la causa se deriva 
la misma;

Considerando, que la simple presentación de una carta 
de comunicación de despido a las autoridades del Trabajo, 
no constituye una prueba de que el mismo se realizó si no se 
demuestra que al trabajador se le comunicó esa decisión;

Considerando, que es facultad de los jueces del fondo 
determinar la fecha en que concluye la relación laboral, para lo cual 
gozan de un poder de apreciación cuyo control escapa al control 
de la casación, salvo cuando incurran en alguna desnaturalización;

Considerando, que en la especie, el Tribunal a-quo, tras 
ponderar la prueba aportada llegó a la conclusión de que el 
contrato de trabajo terminó el 24 de enero de 2005, tal como 
invocó el demandante, frente a la ausencia de prueba de la 
demandada, la cual, no obstante admitir que el despido se había 
producido el 12 de agosto de 2004, dos días después de haber 
interpuesto una querella contra el actual recurrido, no hizo la 
prueba de haber informado al trabajador su decisión, sin que se 
advierta que incurriera en desnaturalización alguna, razón por la 
cual el medio que se examina carece de fundamento y debe ser 
desestimado;

Considerando, que en el desarrollo del segundo medio 
propuesto la recurrente expresa, en síntesis, lo siguiente: que a 
pesar de reconocer que el ejercicio de una acción judicial no da 
lugar a daños y perjuicios, por tratarse del ejercicio de un derecho, 
la Corte a-qua le impone una indemnización para reparar 
supuestos daños ocasionados al demandante con la interposición 
de la querella, sin que se demostrara que ella hubiere actuado con 
mala fe, intención de dañar ni mucho menos persiguiendo un fin 
distinto del derecho ejercido, lo que hizo sobre la base de que 
tal querellamiento constituyó un tratamiento desconsiderado y 
maltratos en contra del trabajador, el que sanciona el ordinal 8º. 
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del artículo 46 del Código de Trabajo, lo que no fue alegado por 
el demandante;

Considerando, que la sentencia impugnada expresa lo siguiente: 
“Que independientemente de la libertad que tienen las personas 
de interponer las acciones, tanto civiles o penales, que consideren 
pertinentes para la salvaguarda de sus intereses, de las cuales no 
podría derivarse responsabilidad civil en su contra, ya que se 
trata del ejercicio de un derecho, salvo que se haya intentado la 
misma de mala fe, o con una finalidad diferente a la cual ha sido 
establecida por al ley, esta Corte ha determinado que la violación a 
las disposiciones previstas en el artículo 46 inciso 8vo. del Código 
de Trabajo, que prohíben a los empleadores cualquier tipo de 
maltrato de palabra o de obra, debiendo guardar a los trabajadores 
la debida consideración, implican una responsabilidad civil de tipo 
diferente a la anterior, establecida por el artículo 712 del Código 
de Trabajo, el cual dispone que incurre en responsabilidad civil el 
empleador en caso de violación a las disposiciones del Código de 
Trabajo”;

Considerando, que para una querella contra un trabajador 
comprometer la responsabilidad civil del empleador es necesario 
que el tribunal verifique que la misma se hizo en forma ligera, 
temeraria o de mala fe o con intención de dañar, pues el simple 
ejercicio de una acción judicial es un derecho que pueden ejercer 
todos los ciudadanos que se pretenden afectados en sus derechos, 
no siendo suficiente para comprometer su responsabilidad el 
hecho de que la misma sea rechazada por los tribunales;

Considerando, que en la especie, la sentencia impugnada no 
tiene ningún señalamiento sobre las circunstancias en que la 
recurrente interpuso una querella penal contra el recurrido, que 
permitiera a esta corte verificar el tipo de acción ejercida y si la 
ley fue bien aplicada al imponer una indemnización resarcitoria 
al recurrente por esa acción, razón por la cual la misma debe ser 
casada en ese aspecto, por falta de base legal y de motivos;
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Considerando, que en el desarrollo del tercer medio propuesto 
la recurrente expresa lo siguiente: que se le condenó al pago de 
participación en los beneficios, a pesar de tratarse de una empresa 
de zona franca no sujeta a esa obligación, bajo el argumento de 
que no demostró esa condición, afirmación ésta que hizo el 
Tribunal a-quo al no ponderar el decreto mediante el cual ella fue 
constituida como zona franca;

Considerando, que el artículo 226 del Código de Trabajo 
exime a las empresas de zonas francas del pago de participación 
en los beneficios;

Considerando, que entre los documentos referidos por la 
sentencia impugnada como depositados por la recurrente un 
decreto, sin especificar en que consiste el mismo, el que, del 
estudio del expediente resulta ser el número 14-88, expedido 
el 13 de enero del 1988, por el Poder Ejecutivo mediante el 
cual se declara zona franca especial la sociedad “informática Y 
Telecomunicaciones, C. por A., la que por resolución número 
00001-04-CN, del Consejo Nacional de Zonas Francas, del 8 de 
enero del 2004, adquirió el nombre de la actual recurrente, lo que 
constituye una prueba de que ésta tiene la condición de empresa 
de zona franca;

Considerando, que en vista de ello el Tribunal a-quo no podía 
condenarle al pago de ese derecho a favor del trabajador bajo 
el fundamento de que la recurrente no demostró constituir una 
empresa de zona franca, razón por la cual la sentencia debe ser 
casada en lo relativo al pago de participación en los beneficios, 
por vía de supresión y sin envío, por no quedar mas nada que 
juzgar en ese aspecto;

Considerando, que cuando las partes sucumben en sus 
pretensiones, las costas pueden ser compensadas.

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada por la 
Segunda Sala de la Corte de Trabajo del Distrito Nacional el 28 
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de junio de 2006, cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior 
del presente fallo, en lo relativo a la indemnización acordada en 
beneficio del recurrido y en vía el asunto, así delimitado, por ante 
la Primera Sala de la Corte de Trabajo del Distrito Nacional; 
Segundo: Casa dicha sentencia por vía de supresión y sin envío, 
en lo relativo al pago de participación en los beneficios; Tercero: 
Rechaza el recurso en sus demás aspectos; Cuarto: Compensa 
las costas.

Así ha sido hecho y juzgado por la Cámara de Tierras, 
Laboral, Contencioso-Administrativo y Contencioso-Tributario 
de la Suprema Corte de Justicia, y la sentencia pronunciada por 
la misma, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito 
Nacional, capital de la República, en su audiencia pública del 18 
de marzo de 2009, años 166° de la Independencia y 146° de la 
Restauración.

Firmado: Pedro Romero Confesor, Julio Aníbal Suárez, Enilda 
Reyes Pérez y Darío O. Fernández Espinal. Grimilda Acosta, 
Secretaria General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los señores 
Jueces que figuran al pie, en la audiencia pública del día, mes y 
año en ella expresados, y fue firmada, leída y publicada por mí, 
Secretaria General, que certifico.
www.suprema.gov.do
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SENTENCIA DEL 18 DE MARZO DE 2009, NÚM. 20
Sentencia impugnada:	 Corte de Trabajo de San Pedro de Macorís, 

del 29 de agosto de 2006.
Materia:	 Laboral.
Recurrente:	 Autoridad Portuaria Dominicana 

(APORDOM).
Abogados:	 Lic. Claudio Marmolejos y Dr. Pedro Arturo 

Reyes Polanco.
Recurridos:	 Bienvenido Salvador Féliz Sánchez y Víctor 

Cambero Jiménez.
Abogados:	 Dres. Esteban Mejía Mercedes y Francisco 

Del Rosario.

CAMARA DE TIERRAS, LABORAL, CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVO 
Y CONTENCIOSO-TRIBUTARIO.

Inadmisible

Audiencia pública del 18 de marzo de 2009.
Preside: Pedro Romero Confesor.				     

 
Dios, Patria y Libertad

En Nombre de la República, la Cámara de Tierras, Laboral, 
Contencioso-Administrativo y Contencioso-Tributario de la 
Suprema Corte de Justicia, dicta en audiencia pública la siguiente 
sentencia:

 Sobre el recurso de casación interpuesto por la Autoridad 
Portuaria Dominicana (APORDOM), entidad autónoma del 
Estado, creada por la Ley núm. 70 del 17 de diciembre del año 
1970, con asiento social en la margen oriental del Río Haina, 
Km. 13 ½ de la Carretera Sánchez, representada por su entonces 
Director Ejecutivo, Sr. José Aníbal Sanz Jiminían, dominicano, 
mayor de edad, casado, con Cédula de Identidad y Electoral núm. 
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001-1185579-7, domiciliado y residente en esta ciudad, contra 
la sentencia dictada por la Corte de Trabajo del Departamento 
Judicial de San Pedro de Macorís el 29 de agosto de 2006, cuyo 
dispositivo se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído en la lectura de sus conclusiones a la Licda. Casilda 

Regalado, por sí y por el Dr. Claudio Marmolejos, abogados de 
la recurrente; 

Oído en la lectura de sus conclusiones a la Dra. Esmelia Santos 
De los Santos, en representación del Dr. Francisco De los Santos, 
abogados de los recurridos Bienvenido Salvador Féliz Sánchez y 
Víctor Cambero Jiménez;

Visto el memorial de casación depositado en la Secretaría de 
la Corte de Trabajo del Departamento Judicial de San Pedro de 
Macorís el 25 de septiembre de 2006, suscrito por el Lic. Claudio 
Marmolejos y el Dr. Pedro Arturo Reyes Polanco, con Cédulas 
de Identidad y Electoral núms. 001-01988136-3 y 001-0366707-
7, respectivamente, abogados de la recurrente, mediante el cual 
proponen los medios que se indican más adelante;

Visto el memorial de defensa depositado en la Secretaría de la 
Suprema Corte de Justicia el 24 de octubre de 2006, suscrito por 
los Dres. Esteban Mejía Mercedes y Francisco Del Rosario, con 
Cédulas de Identidad y Electoral núms. 026-0024369-1 y 026-
0030467-5, respectivamente, abogados de los recurridos;

Visto la Ley núm. 25 de 1991, modificada por la Ley núm. 156 
de 1997, y los artículos 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación;

La CORTE, en audiencia pública del 4 de marzo de 2009, 
estando presentes los Jueces: Juan Luperón Vásquez, Presidente; 
Julio Aníbal Suárez, Enilda Reyes Pérez, Darío O. Fernández 
Espinal y Pedro Romero Confesor, asistidos de la Secretaria 
General y después de haber deliberado los jueces signatarios de 
este fallo;
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Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que 
en ocasión de la demanda laboral interpuesta por los actuales 
recurridos Bienvenido Salvador Féliz Sánchez y Víctor Cambero 
Jiménez contra la recurrente la Autoridad Portuaria Dominicana 
(APORDOM), el Juzgado de Trabajo del Distrito Judicial de La 
Romana dictó el 5 de mayo de 2005 una sentencia con el siguiente 
dispositivo: “Primero: Se pronuncia el defecto en contra de la 
parte demandada por no haber comparecido no obstante estar 
legalmente citada; Segundo: Se declara resuelto el contrato de 
trabajo de naturaleza permanente o tiempo indefinido que existía 
entre los señores Bienvenido Salvador Féliz Sánchez y Víctor 
Cambero Jiménez y la empresa Autoridad Portuaria Dominicana, 
con responsabilidad para el empleador; Tercero: Se declara 
ejercido y no pagado el desahucio practicado por la empresa 
Autoridad Portuaria Dominicana en contra de los señores 
Bienvenido Salvador Féliz Sánchez y Víctor Cambero Jiménez, y 
en consecuencia se condena a la empresa demandada a pagar a 
favor y provecho de los trabajadores demandantes todas y cada 
una de las prestaciones laborales y derechos adquiridos que le 
corresponden, tales como: a Bienvenido Salvador Féliz Sánchez: 
28 días de preaviso a razón de RD$1,246.96 diarios, equivalentes 
a Treinta y Cuatro Mil Novecientos Catorce Pesos con Ochenta 
y Ocho Centavos (RD$34,914.88); 76 días de cesantía a razón 
de RD$1,246.96 diarios, equivalentes a Noventa y Cuatro Mil 
Setecientos Sesenta y Ocho Pesos con Noventa y Seis Centavos 
(RD$94,768.96); 14 días de vacaciones a razón de RD$1,246.96 
diarios, equivalentes a Diecisiete Mil Cuatrocientos Cincuenta y 
Siete Pesos con Cuarenta y Cuatro Centavos (RD$17,457.44); 
Veinte Mil Ochocientos Ochenta y Tres Pesos con Cuatro 
Centavos (RD$20,883.04) como proporción del salario de Navidad, 
correspondientes al año 2004; Setenta y Cuatro Mil Ochocientos 
Diecisiete Pesos con Sesenta Centavos (RD$74,817.60) como 
proporción de los beneficios y utilidades de la empresa; Doscientos 
Sesenta y Ocho Mil Noventa y Seis Pesos con Cuarenta Centavos  
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(RD$268,096.40) como indemnización, por aplicación del artículo 
86 del Código de Trabajo, lo que da un total de Quinientos Diez Mil 
Cuatrocientos Treinta y Ocho Pesos con Treinta y Dos Centavos 
(RD$510,438.32); a Víctor Cambero Jiménez: 28 días de preaviso a 
razón de RD$314.73 diarios, equivalentes a Ocho Mil Ochocientos 
Doce Pesos con Cuarenta y Cuatro (RD$8,812.44); 84 días de 
cesantía a razón de RD$314.73 diarios, equivalentes a Veintiséis Mil 
Cuatrocientos Treinta y Siete Pesos con Treinta y Dos Centavos 
(RD$26,437.32); 14 días de vacaciones a razón de RD$314.73 diarios, 
equivalentes a Cuatro Mil Cuatrocientos Seis Pesos con Veintidós 
Centavos (RD$4,406.22); Cinco Mil Doscientos Sesenta Pesos 
con Ochenta y Tres Centavos (RD$5,270.83) como proporción 
del salario de Navidad correspondientes al año 2004; Dieciocho 
Mil Ochocientos Ochenta y Tres Pesos con Ochenta Centavos 
(RD$18,883.80) como proporción de los beneficios y utilidades de 
la empresa; Sesenta y Siete Mil Seiscientos Sesenta y Seis Pesos con 
Noventa y Cinco Centavos (RD$67,666.95) como indemnización, 
por aplicación del artículo 86 del Código de Trabajo, lo que da un 
total de Ciento Treinta y Un Mil Cuatrocientos Setenta y Siete Pesos 
con Cincuenta y Seis Centavos (RD$431,477.56); los dos totales 
dan un gran total de Ochocientos Sesenta y Cinco Mil Setecientos 
Cinco Pesos con Ochenta y Seis Centavos (RD$865,705.86); 
Cuatro: Se condena a la empresa Autoridad Portuaria Dominicana 
al pago de las costas del procedimiento, ordenando su distracción a 
favor y provecho de los Dres. Esteban Mejía Mercedes y Francisco 
Del Rosario, quienes afirman haberlas avanzado en su mayor parte; 
Quinto: Se comisiona a la Ministerial Edna E. Santana Proctor, 
Alguacil Ordinario del Juzgado de Trabajo del Distrito Judicial 
de La Romana, para que notifique la presente sentencia”; b) que 
sobre el recurso de apelación interpuesto contra esta decisión, 
intervino la sentencia objeto de este recurso, cuyo dispositivo 
reza así: “Primero: Que debe declarar como al efecto declara 
inadmisible el presente recurso de apelación, interpuesto por la 
Autoridad Portuaria Dominicana, contra la sentencia No. 30-2005, 
dictada por el Juzgado de Trabajo de La Romana por los motivos 
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expuestos en la sentencia; Segundo: Que debe condenar como al 
efecto condena a la Autoridad Portuaria Dominicana, al pago de las 
costas legales del procedimiento, en provecho de los Dres. Esteban 
Mejía Mercedes y Francisco Del Rosario, quienes afirman haberlas 
avanzado en su totalidad; Tercero: Que debe comisionar como 
al efecto comisiona al Ministerial Damián Polanco Maldonado 
para la notificación de la presente sentencia y/o cualquier alguacil 
competente de esta sentencia”;

Considerando, que la recurrente propone en apoyo de su 
recurso los siguientes medios de casación: Primer Medio: 
Inobservancia por parte de la Corte a-qua del artículo 538 
del Código de Trabajo para declarar la inadmisión del recurso 
de apelación, por caducidad; Segundo Medio: Violación y 
desconocimiento por parte del Tribunal a-quo de la Ley núm. 
1486, de fecha 28 de marzo de 1938, sobre Representación del 
Estado en los Actos Jurídicos, en sus artículos 15 y 17;

Considerando, que en el desarrollo de los medios de casación 
propuestos, los que se reúnen para su examen por su vinculación, 
la recurrente expresa, en síntesis, lo siguiente que si bien es cierto 
que el recurso de apelación fue interpuesto después de haber 
transcurrido siete meses de la notificación de la sentencia de 
primer grado, no lo es menos que el Tribunal a-quo no tomó en 
cuenta que Autoridad Portuaria Dominicana es una Institución 
del Estado Dominicano, por lo que los actos que se le notifiquen 
deben someterse a la Ley núm. 1486 sobre Representación del 
Estado en los Actos Jurídicos, por lo que la notificación de la 
sentencia debió estar firmada en cada una de sus hojas, indicar el 
número de fojas de que cuenta el acto, la firma del requeriente y el 
visado del funcionario que recibió dicho acto, lo que no ocurrió en 
la especie; que además, no se cumplió con el requisito del artículo 
538 del Código de Trabajo, de que el secretario del Tribunal, en 
las 48 horas del pronunciamiento de toda sentencia, debe enviar 
a cada una de las partes, mediante entrega especial, con acuse de 
recibo y una copia del dispositivo;
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Considerando, que en sus motivos la sentencia impugnada 
expresa: “Que la Suprema Corte de Justicia establece al respecto 
lo siguiente: “El Art. 621 del C. de T. prescribe que, “la apelación 
debe ser interpuesta mediante escrito depositado en la secretaría 
de la Corte competente, en el término de un mes a contar de la 
notificación de la sentencia impugnada”, con el depósito de una 
solicitud de fijación de audiencia en un tribunal distinto a la corte 
que deba conocer del recurso de apelación, no se interrumpe el 
plazo de la prescripción “de lo que se contrae en consecuencia, 
que ciertamente la recurrente, depositó su escrito del recurso de 
apelación vía secretaría de la corte correspondiente, pero que 
contrario a lo que prescribe el Art. 621, con relación al plazo, 
lo interpuso tardíamente, es decir (7) meses después de haber 
vencido el mismo, por lo que esta Corte tendrá necesariamente 
que pronunciar la inadmisibilidad del presente recurso, por el 
plazo prefijado haber vencido; que la recurrente concluyó sobre 
el recurso como se deja dicho en otro ordinal de esta misma 
sentencia, y que con relación al incidente planteado por la 
recurrida sobre la inadmisión no concluyó”;

Considerando, que un tribunal no está obligado a indagar las 
irregularidades en que se incurra en el acto de notificación de una 
sentencia, si la parte a la que va dirigida dicha notificación lo da 
por correcto, al no presentar ninguna objeción sobre el mismo, y 
ejercer el recurso correspondiente;

Considerando, que en la especie, la recurrente admite que 
interpuso el recurso de apelación contra la sentencia del Juzgado 
de Trabajo después de haber transcurrido 7 meses de habérsele 
notificado, después de haber vencido el plazo de un mes que 
disponía para ese fin;

Considerando, que en la sentencia impugnada también se hace 
constar, que frente al alegato de la recurrida, en el sentido de 
que el recurso de apelación era extemporáneo, la recurrente no 
hizo ningún pronunciamiento al respecto, limitándose a presentar 
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conclusiones al fondo, con lo que le reconoció validez a la referida 
notificación, de donde se deriva que el alegato de que ésta no 
cumplió con los requisitos legales, constituye un medio nuevo 
en casación, por lo que el mismo debe ser declarado inadmisible.

Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible el recurso 
de casación interpuesto por la Autoridad Portuaria Dominicana 
(APORDOM), contra la sentencia dictada por la Corte de 
Trabajo del Departamento Judicial de San Pedro de Macorís el 
29 de agosto de 2006, cuyo dispositivo se ha copiado en parte 
anterior del presente fallo; Segundo: Condena a la recurrente al 
pago de las costas, con distracción de las mismas a favor de los 
Dres. Esteban Mejía Mercedes y Francisco Del Rosario, abogados, 
quienes afirman haberlas avanzado en su totalidad.

Así ha sido hecho y juzgado por la Cámara de Tierras, 
Laboral, Contencioso-Administrativo y Contencioso-Tributario 
de la Suprema Corte de Justicia, y la sentencia pronunciada por 
la misma, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito 
Nacional, capital de la República, en su audiencia pública del 18 
de marzo de 2009, años 165° de la Independencia y 146° de la 
Restauración.

Firmado: Pedro Romero Confesor, Julio Aníbal Suárez, Enilda 
Reyes Pérez y Darío O. Fernández Espinal. Grimilda Acosta, 
Secretaria General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los señores 
Jueces que figuran al pie, en la audiencia pública del día, mes y 
año en ella expresados, y fue firmada, leída y publicada por mí, 
Secretaria General, que certifico.
www.suprema.gov.do



SENTENCIA DEL 18 DE MARZO DE 2009, NÚM. 21
Sentencia impugnada:	 Segunda Sala de la Corte de Trabajo del 

Distrito Nacional, del 13 de diciembre de 
2007.

Materia:	 Laboral.
Recurrente:	 Lucía E. Mercedes Suero.
Abogados:	 Licdos. Zaida De Oca Madera y Jorge J. 

Suárez Jiménez.
Recurrida:	 The Bank Of  Nova Scotia.

CAMARA DE TIERRAS, LABORAL, CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVO 
Y CONTENCIOSO-TRIBUTARIO.

Rechaza

Audiencia pública del 18 de marzo de 2009.
Preside: Pedro Romero Confesor.				     

 
Dios, Patria y Libertad

En Nombre de la República, la Cámara de Tierras, Laboral, 
Contencioso-Administrativo y Contencioso-Tributario de la 
Suprema Corte de Justicia, dicta en audiencia pública la siguiente 
sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Lucía E. 
Mercedes Suero, dominicana, mayor de edad, provista de la 
Cédula de Identidad y Personal y Electoral núm. 001-1314609-6, 
domiciliada y residente en la Av. Anacaona núm. 43, Residencial 
Plaza Mirador, Edif. D., Apartamento 104, del sector Bella Vista, 
de esta ciudad, contra la sentencia dictada por Segunda Sala de 
la Corte de Trabajo del Distrito Nacional el 13 de diciembre de 
2007, cuyo dispositivo se copia más adelante;
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Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído en la lectura de sus conclusiones al Lic. Geuris Falette S., 
en representación del Lic. Jorge J. Suárez Jiménez, abogado de la 
recurrente Lucía E. Mercedes Suero; 

Visto el memorial de casación depositado en la Secretaría de 
la Segunda Sala de la Corte de Trabajo del Distrito Nacional el 
2008, suscrito por los Licdos. Zaida De Oca Madera y Jorge J. 
Suárez Jiménez, con Cédulas de Identidad y Electoral núms. 001-
1129093-8 y 001-1259334-8, respectivamente, abogados de la 
recurrente, mediante el cual proponen los medios que se indican 
más adelante;

Visto el memorial de defensa depositado en la Secretaría de la 
Suprema Corte de Justicia el 28 de julio de 2008, suscrito por los 
Licdos. Luis Miguel Pereyra y Francisco Manzano, con Cédulas 
de Identidad y Electoral núms. 001-0089176-1 y 028-0075088-
3, respectivamente, abogados del recurrido The Of  Bank Nova 
Scotia;

Visto la Resolución núm. 2260-2008, dictada por la Suprema 
Corte de Justicia el 23 de julio de 2008, mediante la cual declara el 
defecto del recurrido The Bank Of  Nova Scotia;

Visto el auto dictado el 16 de marzo de 2009, por el Magistrado 
Juan Luperón Vásquez, Presidente de la Cámara de Tierras, 
Laboral, Contencioso-Administrativo y Contencioso-Tributario 
de la Suprema Corte de Justicia, por medio del cual llama en su 
indicada calidad al Magistrado Julio Aníbal Suárez, Juez de esta 
Cámara, para integrar la misma en la deliberación y fallo del 
recurso de casación de que se trata, de conformidad con la Ley 
núm. 684 de 1934; 

Visto la Ley núm. 25 de 1991, modificada por la Ley núm. 156 
de 1997, y los artículos 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación;
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La CORTE, en audiencia pública del 12 de noviembre de 2008, 
estando presentes los Jueces: Juan Luperón Vásquez, Presidente; 
Enilda Reyes Pérez, Darío O. Fernández Espinal y Pedro Romero 
Confesor, asistidos de la Secretaria General y después de haber 
deliberado los jueces signatarios de este fallo;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que en 
ocasión de la demanda laboral interpuesta por la recurrente 
Lucía E. Mercedes Suero contra The Bank Of  Nova Scotia, la 
Segunda Sala del Juzgado de Trabajo del Distrito Nacional dictó 
el 31 de julio de 2007, una sentencia con el siguiente dispositivo: 
“Primero: Declara regular y válida, en cuanto a la forma, la 
demanda laboral incoada por la señora Lucía E. Mercedes Suero, 
en contra de The Bank Of  Nova Scotia (SCOTIABANK), 
por haberse interpuesto de conformidad con la ley que rige la 
materia; Segundo: Declara resuelto el contrato de trabajo que 
por tiempo indefinido unía a las partes, Lucía E. Mercedes 
Suero demandante, y The Bank Nova Scotia (SCOTIABANK), 
demandado, por causa de desahucio con responsabilidad para 
este último; Tercero: Rechaza la válidez de oferta real de pago 
seguida de consignación interpuesta por The Bank Of  Nova 
Scotia (SCOTIABANK), contra la señora Lucía Mercedes Suero, 
por no llenar la misma los requisitos establecidos por el artículo 
1258 ordinal 3° del Código Civil, motivos expuestos en la parte 
anterior de la presente sentencia; Cuarto: Acoge en cuanto al 
fondo, la demanda en cuanto al pago de prestaciones laborales, 
derechos adquiridos y salarios caídos, por ser justa y reposar 
en base legal; Quinto: Condena a la demandada The Bank OF 
Nova Scotia (SCOTIABANK), a pagar a favor de la demandante 
Lucía E. Mercedes Suero, los valores que por concepto de sus 
prestaciones laborales, derechos adquiridos, salarios, salarios 
caídos e indemnización se indican a continuación: a) la cantidad 
de Ciento Noventa y Ocho Mil Doscientos Cuarenta Pesos con 
00/100 Centavos (RD$198,240.00), por concepto de salarios 
caídos; b) la cantidad de Treinta y Tres Mil Doscientos 
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Setenta y Cinco Pesos con 70/100 Centavos (RD$33,275.70), por 
concepto de Veintiocho (28) días de preaviso; c) la cantidad de 
Ochenta y Dos Mil Pesos con 00/100 Centavos (RD$82,000.00), 
por concepto de Sesenta y Nueve (69) días de cesantía; d) la 
cantidad de Dieciséis Mil Seiscientos Treinta y Siete Pesos con 
85/100 Centavos (RD$16,637.85), por concepto de 14 días de 
vacaciones, año 2006; e) la cantidad de Dos Mil Trescientos 
Sesenta Pesos con 00/100 Centavos (RD$2,360.00), por concepto 
de proporción del salario de Navidad año 2007; f) la cantidad 
de Sesenta (60) días de proporción de salario de Navidad año 
2007; f) la cantidad de Setenta y Un Mil Trescientos Cinco Pesos 
con 07/100 Centavos (RD$71,305.07), por concepto de sesenta 
(60) días de proporción de la participación en los beneficios de la 
empresa; g) más la suma de Ciento Cuarenta y Un Mil Seiscientos 
Pesos con 00/100 Centavos (RD$141,600.00), por aplicación del 
artículo 233 del Código de Trabajo. Para un total de Quinientos 
Setenta y Tres Mil Setecientos Treinta y Ocho Pesos con 62/100 
Centavos (RD$545,418.62), todo sobre la base de un salario de 
Veintiocho Mil Trescientos Veinte Pesos con 00/100 Centavos 
(RD$28,320.00) mensuales y un tiempo de labores de Tres (3) 
años, Tres (3) meses y Seis (6) días; Sexto: Rechaza la reclamación 
en pago del 75% del bono de participación nacional año 2005 y 
bono de participación internacional año 2005, por los motivos en el 
cuerpo de la sentencia; Séptimo: Rechaza la reclamación en cobro 
de la suma de Doscientos Ochenta y Tres Mil Doscientos Pesos 
con 00/100 Centavos (RD$283,200.00), por los motivos expuestos 
en el cuerpo de sentencia; Octavo: Rechaza la reclamación de la 
cantidad en cobro de salarios caídos desde la fecha del desahucio 
hasta que se haga efectivo el pago de las prestaciones laborales, 
por los motivos expuestos en el cuerpo de la presente sentencia; 
Noveno: Rechaza la reclamación en cobro de indemnización 
por la cantidad de Un Millón de Pesos con 00/100 Centavos 
(RD$1,000,000.00), por los motivos expuestos en el cuerpo de la 
presente sentencia; Décimo: Condena al demandado The Bank 
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Of  Nova Scotia (SCOTIABANK), pagar a la demandante Lucía 
E. Mercedes Suero la cantidad de Un Mil Ciento Ochenta y Ocho 
Pesos con Cuarenta y Un Centavos (RD$1,188.41), por concepto 
de un día de salario devengado por la demandante por cada día 
de retardo, en virtud del artículo 86, Ley 16-92; Décimo Primero: 
Ordena a la entidad The Bank Of  Nova Scotia (SCOTIABANK), 
tomar en cuenta en las presentes condenaciones la variación en 
el valor de la moneda, acorde a las disposiciones del artículo 537 
del Código de Trabajo; Décimo Segundo: Condena a la parte 
demandada The Bank Of  Nova Scotia (SCOTIABANK), al 
pago de las costas del procedimiento a favor y provecho de la 
Licda. Zaida De Oca Madera, quien afirma haberlas avanzado 
en su totalidad”; b) que sobre el recurso de apelación interpuesto 
contra esta decisión, intervino la sentencia objeto de este recurso, 
cuyo dispositivo dice así: “Primero: Declara bueno y válido el 
recurso de apelación incoado por The Bank Of  Nova Scotia 
(SCOTIABANK), contra la sentencia de fecha 31 de julio del 
año 2007 dictada por la Segunda Sala del Juzgado de Trabajo 
del Distrito Nacional por haber sido interpuesto conforme a 
la ley; Segundo: Acoge el presente recurso de apelación, y en 
consecuencia, revoca los ordinales segundo, tercero, cuarto, 
quinto y décimo de la sentencia impugnada; Tercero: Declara 
la terminación del contrato de trabajo que ligaba a las partes 
por medio de la figura jurídica del desahucio, con pago total de 
las prestaciones laborales correspondientes al preaviso omitido, 
auxilio de cesantía y la proporción de salario de Navidad, por 
lo que en consecuencia, declara válido el ofrecimiento de dichos 
conceptos mediante el acto de alguacil de fecha 9 de febrero del año 
2007 y por tanto liberador de las obligaciones antes enunciadas, 
todo por las razones expuestas; Cuarto: Confirma la sentencia 
impugnada en lo que se refiere a las condenaciones relativas a 
vacaciones y participación en los beneficios de la empresa, sumas 
sobre las que se tendrá en cuenta la indexación monetaria del 
artículo 537 del Código de Trabajo; Quinto: Compensa pura y 
simplemente las costas del proceso;
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Considerando, que la recurrente propone en apoyo de su 
recurso los siguientes medios de casación: Primer Medio: 
Violación del artículo 1257 del Código Civil, especialmente 
ordinal 3°; Segundo Medio: Violación artículo 86 del Código 
de Trabajo; Tercer Medio: Violación artículo 232 del Código de 
Trabajo; Cuarto Medio: Falta de base legal;

Considerando, que en el desarrollo de los medios primero y 
segundo, los que se reúnen para su examen por su vinculación, 
la recurrente expresa, en síntesis, lo siguiente: que habiendo el 
tribunal de primer grado condenado a la recurrida al pago de 
la suma de Dieciséis Mil Seiscientos Treinta y Ocho Pesos con 
85/100 (RD$16,638.85), por concepto de 14 días de vacaciones, 
la que fue confirmada por la Corte a-qua, el tribunal no podía 
declarar válida una oferta real de pago por el monto de Cuatro Mil 
Setecientos Cincuenta y Tres Pesos con 68/100 (RD$4,753.68); 
que de igual manera le correspondía la suma de Setenta y Un 
Mil Trescientos Cinco Pesos con 07/100 (RD$71,305.07), 
por concepto de 60 días de proporción de participación en los 
beneficios de la empresa lo cual era exigible en el momento del 
desahucio, lo que no fue consignado en el pago ofertado, debiendo 
ser declarada nula dicha oferta; que de igual manera se le debió 
aplicar el artículo 86 del Código de Trabajo, al ser insuficiente la 
oferta real de pago en la forma que ha sido indicada;

Considerando, que en los motivos de su decisión impugnada, 
dice la Corte, lo siguiente: “Que con respecto a la validez jurídica 
del ofrecimiento real de pago hecho por la empresa recurrente 
mediante acto de fecha 9 de febrero del año 2007, se advierte 
que no existe contradicción en que el contrato de la especie 
terminó por medio a la figura jurídica del desahucio, en fecha 30 
de enero del año 2007 y que tuvo como duración desde el día 24 
de octubre del año 2003 hasta el día 30 de enero del año 2007, 
es decir, 3 años y 3 meses y 6 días; que después de esta Corte 
haber realizado las operaciones matemáticas correspondientes, 
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en las cuales se tuvo en cuenta tanto el tiempo de labores como 
el salario devengado previamente determinado por esta Corte, 
se establecen como suficientes los montos ofertados por los 
conceptos relativos a omisión de preaviso, auxilio de cesantía y 
proporción del salario de Navidad correspondiente a año 2007; 
que igual situación no ocurre con respecto a la compensación 
por concepto de vacaciones, en vista de que la empresa alegó 
que la trabajadora había disfrutado de ese derecho por espacio 
de 10 días antes de la terminación de su contrato, por lo que 
sólo le restaban 4 días al momento de la realización del acto de 
oferta real, antes descrito; que la empresa, a tales fines, deposita 
una documentación en inglés, la cual adicionalmente no debe 
merecer crédito a esta Corte en razón de que no aparece avalada 
por la firma o aprobación de la trabajadora, razón por la cual 
la misma debe ser rechazada y, en consecuencia, condenada la 
empresa al pago completo de los 14 días a que tiene derecho la 
trabajadora”;

Considerando, que para la validación de una oferta real de pago 
seguida de una consignación de los valores correspondientes a las 
indemnizaciones laborales por causa de terminación del contrato 
de trabajo por desahucio ejercido por el empleador, los jueces 
tienen en cuenta si los valores ofertados ascienden al monto 
de las sumas adeudadas por concepto de indemnización por 
preaviso omitido y la indemnización por auxilio de cesantía, cuya 
ausencia de pago es la que da lugar a la aplicación del artículo 86 
del Código de Trabajo en lo referente al pago de un día de salario 
por cada día de retardo en el cumplimiento de la obligación; 

Considerando, que en vista de ello, un tribunal puede declarar 
la validez de una oferta que incluya esos valores, lo que libera al 
empleador de la aplicación de la referida disposición legal, desde 
el momento en que se produce la oferta real de pago, aunque le 
condene al pago de otros derechos reclamados adicionalmente 
por el trabajador y que no estén contemplados en dicha oferta, 
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o estén ofertados de manera insuficiente, sin constituir ninguna 
contradicción en la decisión adoptada ni violación a las normas 
que rigen los ofrecimientos reales de pago, pues la válidez de lo 
ofertado, en cuanto a las indemnizaciones laborales, opera a los 
fines de hacer cesar la aplicación de ese artículo;

Considerando, que en la especie, esta Corte observa que el 
Tribunal a-quo actuó correctamente al considerar válida la oferta 
real de pago en cuanto al pago de las indemnizaciones laborales 
por el desahucio ejercido por la recurrida, al estar éste cónsono 
con la suma que correspondía por ese concepto a la demandante, 
con lo que la empresa quedaba liberada de pagar el día de salario 
adicional que prescribe el artículo 86 del Código de Trabajo;

Considerando, que de igual manera, la Corte a-qua declaró 
insuficiente la oferta real de pago en lo relativo al pago de 
vacaciones y participación en los beneficios y dispuso el pago 
de esos derechos, tal como lo solicita la recurrente, pero esa 
insuficiencia no es causa de aplicación del referido artículo 86 del 
Código de Trabajo, por las razones arriba apuntadas, razón por la 
cual los medios examinados carecen de fundamento y deben ser 
desestimados;

Considerando, que en el desarrollo de los medios tercero 
y cuarto, reunidos por su estrecha vinculación, la recurrente 
expresa, en síntesis: que ante la Corte a-qua se demostró que la 
trabajadora demandante estaba embarazada en el momento en 
que se produjo el desahucio, por lo que el mismo era nulo, al 
tenor del artículo 75 del Código de trabajo; pero, el tribunal no 
tomó en cuenta los documentos demostrativos de ese hecho que 
fueron depositados, y le rechazó la demanda en ese aspecto;

Considerando, que en la sentencia impugnada también 
consta, lo que se transcribe a continuación; “Que dicha demanda 
introductiva la trabajadora solicita, entre otros conceptos, lo 
siguiente: a) la suma de RD$28,320.00 por concepto de salario 
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de Navidad del año 2006; b) la suma de RD$37,053.48 por 
concepto del 75% restante del Bono de participación Nacional, 
correspondiente al año 2005; c) Bono de participación adicional; d) 
la suma de RD$169,920.00 por concepto de los salarios dejados de 
pagar durante el período de los meses de julio de 2006 a enero 2007; e) 
la suma de RD$283,200.00, correspondiente a los meses de febrero 
del año 2007 a noviembre del año 2007, que incluyen los 3 meses 
del descanso del pre y post natal; y f) la suma de RD$1,000,000.00 
por concepto de daños y perjuicios sufridos por la demandante 
con la ruptura ilegal del contrato de trabajo, así como durante la 
suspensión del contrato de trabajo; que dichas pretensiones fueron 
explícitas e implícitamente rechazadas por el Tribunal que dictara la 
sentencia impugnada, lo cual implica que no tienen, en lo absoluto, 
relevancia alguna los siguientes aspectos; a) el hecho relativo a la 
determinación de si al momento del empleador ejercer el desahucio 
en contra de la trabajadora, ésta se encontraba en estado de 
embarazo; en efecto, la demandante original no está solicitando 
la nulidad del desahucio ejercido en su contrato e igualmente no 
apeló el aspecto de la sentencia donde se le rechaza su demanda en 
reparación de daños y perjuicios fundamentada en dicha condición; 
y b) la ilegalidad o no de la suspensión de los efectos del contrato, 
comunicada a la trabajadora por su empleador, ya que la primera 
no apeló la parte de la sentencia que le rechazara una demanda 
en daños y perjuicios sobre esa base; que la suma ascendente a 
RD$141,600.00 a que fuera condenada la hoy recurrente, en virtud 
del artículo 233 del Código de Trabajo es totalmente inaceptable, 
ya que, tal y como sea determinado anteriormente, el contrato de 
trabajo que nos ocupa terminó por medio de un desahucio el día 
30 de enero del año 2007, lo que no es punto controvertido, y el 
citado artículo 233 tiene un ámbito de aplicación circunscrito a los 
casos de despido”;

Considerando, que la nulidad del desahucio de una mujer 
embarazada no puede ser solicitado ante el tribunal de alzada, si 
el objeto de la demanda ha sido el del pago de indemnizaciones 
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laborales por terminación del contrato de trabajo, con 
responsabilidad para el empleador, y el tribunal de primer grado 
no ha decretado esa nulidad;

Considerando, que en todo caso, el desahucio fallido de 
una mujer embarazada, hace que el contrato de trabajo se 
mantenga vigente, pues el mismo no surte ningún efecto, pero 
no autoriza a la trabajadora a reclamar los cinco meses de salarios 
que corresponden a la trabajadora embarazada cuyo contrato 
de trabajo termina por despido ejercido por el empleador, sin 
comunicarlo previamente a las Autoridades de Trabajo para que 
verifiquen su pertinencia;

Considerando, que en la especie, la actual recurrente demandó 
en pago de indemnizaciones laborales, alegando un despido en 
su contra, por lo que el tribunal no podía decretar la nulidad 
de la terminación del contrato de trabajo, aun cuando hubiere 
determinado, como en efecto determinó que el contrato de 
referencia terminó por desahucio ejercido por el empleador, pues 
esa no era la finalidad de la demanda original ni fue acogido por 
el juzgado de trabajo, por lo que carecía de relevancia el examen 
de documentos tendientes a demostrar esa situación;

Considerando, que el Tribunal a-quo da motivos suficientes y 
pertinentes que justifican el dispositivo de la decisión impugnada, 
y permiten a esta corte verificar la correcta aplicación de la ley, 
razón por la cual los medios examinados carecen de fundamento 
y deben ser desestimados.

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de casación 
interpuesto por Lucía E. Mercedes Suero, contra la sentencia 
dictada por la Segunda Sala de la Corte de Trabajo del Distrito 
Nacional el 13 de diciembre de 2007, cuyo dispositivo se ha 
copiado en parte anterior del presente fallo; Segundo: Condena 
a la recurrente al pago de las costas y las distrae en provecho de 
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los Licdos. Luis Miguel Pereyra y Francisco Manzano, abogados, 
quienes afirman haberlas avanzado en su totalidad.

Así ha sido hecho y juzgado por la Cámara de Tierras, 
Laboral, Contencioso-Administrativo y Contencioso-Tributario 
de la Suprema Corte de Justicia, y la sentencia pronunciada por 
la misma, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito 
Nacional, capital de la República, en su audiencia pública del 18 
de marzo de 2009, años 166° de la Independencia y 146° de la 
Restauración.

Firmado: Pedro Romero Confesor, Julio Aníbal Suárez, Enilda 
Reyes Pérez y Darío O. Fernández Espinal. Grimilda Acosta, 
Secretaria General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los señores 
Jueces que figuran al pie, en la audiencia pública del día, mes y 
año en ella expresados, y fue firmada, leída y publicada por mí, 
Secretaria General, que certifico.
www.suprema.gov.do



Te
rc

er
a 

C
ám

ar
a

SENTENCIA DEL 18 DE MARZO DE 2009, NÚM. 22
Sentencia impugnada:	 Segunda Sala de la Corte de Trabajo del 

Distrito Nacional, del 30 de mayo de 2006.
Materia:	 Laboral.
Recurrentes:	 Manuel Fernández Rodríguez y Compañía, 

C. por a. (La Gran Vía).
Abogados:	 Lic. Luis A. Serrata Badía y Dra. Felicia 

Frómeta.
Recurrido:	 José Altagracia Díaz Peralta.
Abogados:	 Dra. Julia A. González Ventura y Lic. 

Eduardo F. Sáez Covarrubias.

CAMARA DE TIERRAS, LABORAL, CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVO 
Y CONTENCIOSO-TRIBUTARIO.

Casa

Audiencia pública del 18 de marzo de 2009.
Preside: Pedro Romero Confesor.				     

 
Dios, Patria y Libertad

En Nombre de la República, la Cámara de Tierras, Laboral, 
Contencioso-Administrativo y Contencioso-Tributario de la 
Suprema Corte de Justicia, dicta en audiencia pública la siguiente 
sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Manuel Fernández 
Rodríguez y Compañía, C. por a. (La Gran Vía), con domicilio 
social en la Av. Duarte, Esq. Caracas núm. 59, contra la sentencia 
dictada por la Segunda Sala de la Corte de Trabajo del Distrito 
Nacional el 30 de mayo de 2006, cuyo dispositivo se copia más 
adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
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Oído en la lectura de sus conclusiones a la Licda. Adalgisa De 
León, en representación del Lic. Luis A. Serrata Badía y la Dra. 
Felicia Frómeta, abogados de los recurrentes; 

Oído en la lectura de sus conclusiones al Lic. Eduardo F. Sáez 
Covarrubias, abogado del recurrido José Altagracia Díaz Peralta;

Visto el memorial de casación depositado en la Secretaría de la 
Segunda Sala de la Corte de Trabajo del Distrito Nacional el 12 de 
julio de 2006, suscrito por el Lic. Luis A. Serrata Badía y la Dra. 
Felicia Frómeta, con Cédulas de Identidad y Electoral núms. 001-
0518197-8 y 001-0309707-7, respectivamente, abogados de los 
recurrentes, mediante el cual proponen los medios que se indican 
más adelante;

Visto el memorial de defensa depositado en la Secretaría 
de la Suprema Corte de Justicia el 27 de julio de 2006, suscrito 
por la Dra. Julia A. González Ventura y el Lic. Eduardo F. Sáez 
Covarrubias, con Cédulas de Identidad y Electoral núms. 023-
0003301-2 y 001-1231932-2, respectivamente, abogados del 
recurrido;

Visto la Ley núm. 25 de 1991, modificada por la Ley núm. 156 
de 1997, y los artículos 1, 20 y 65 de la Ley sobre Procedimiento 
de Casación;

La CORTE, en audiencia pública del 26 de noviembre de 2008, 
estando presentes los Jueces: Juan Luperón Vásquez, Presidente; 
Julio Aníbal Suárez, Enilda Reyes Pérez, Darío O. Fernández 
Espinal y Pedro Romero Confesor, asistidos de la Secretaria 
General y después de haber deliberado los jueces signatarios de 
este fallo;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que en 
ocasión de la demanda laboral interpuesta por el actual recurrido 
José Altagracia Díaz Peralta contra los recurrentes Manuel 
Fernández Rodríguez y Compañía, C. por a. (La Gran Vía), la 
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Segunda Sala del Juzgado de Trabajo del Distrito Nacional dictó 
el 18 de junio de 2002 una sentencia con el siguiente dispositivo: 
“Primero: Se rechaza la demanda en pago de gastos médicos, 
daños y perjuicios y cobro de prestaciones e indemnizaciones 
laborales por despido injustificado, interpuesta por el señor José 
Altagracia Díaz Peralta contra Manuel Fernández & Co. C. por A., 
La Gran Vía, y Alfredo Blanco, por improcedente, mal fundada 
y carente de base legal; Segundo: Se declara vigente el contrato 
de trabajo que existe entre el demandante José Altagracia Díaz 
Peralta y el demandado Manuel Fernández & Co. C. por A., La 
Gran Vía y Alfredo Blanco; Tercero: Se ordena a la demandada 
Manuel Fernández & Co. C. por A., La Gran Vía y Alfredo 
Blanco, tomar en consideración las recomendaciones emitidas 
por el Instituto Dominicano de Seguros Sociales mediante el 
certificado de alta expedido en fecha 20/07/01, a favor del 
demandante; Cuarto: Se condena a la parte demandada Manuel 
Fernández & Co. C. por A., La Gran Vía y Alfredo Blanco, a 
pagar al demandante José Altagracia Díaz Peralta, sus derechos 
adquiridos, que son: la cantidad de RD$1,327.76, por concepto 
de proporción de seis días de vacaciones correspondientes 
al periodo Julio-Diciembre del año 2001, y la cantidad 
de RD$5,690.00, por concepto de 30 días de salario por 
participación en los beneficios de la empresa, correspondientes 
al periodo Julio-Diciembre del año 2001, más los salarios 
correspondientes al demandante desde el día 20/07/2001, fecha 
en la que cesó la causa que generó la suspensión del contrato 
de trabajo hasta la fecha de la presente sentencia; todo sobre la 
base de un salario de RD$4,520.00 pesos mensuales; Quinto: 
Se ordena tomar en consideración la variación en el valor de la 
moneda, desde la fecha en que se introdujo la demanda hasta que 
se pronuncie esta sentencia, en virtud del Art. 537, de la Ley 16-
92; Sexto: Se compensan las costas del procedimiento”; b) que 
sobre el recurso de apelación interpuesto contra esta decisión, 
intervino la sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo reza 
así: “Primero: Declarar regulares y válidos en cuanto a la forma  
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los recursos de apelación incoados por “Manuel Fernández & 
Co. C. por A., (La Gran Vía), el señor Alfredo Blanco, y José 
Altagracia Díaz Peralta, ambos en contra de la sentencia dictada 
por la Segunda Sala del Juzgado de Trabajo del Distrito Nacional 
en fecha 18 de junio del año 2002, por haber sido interpuestos 
conforme al derecho; Segundo: En cuanto al fondo, rechaza 
en parte el presente recurso y en consecuencia confirma la 
sentencia impugnada, con excepción de lo que a continuación 
se falla; a) Ordena la exclusión del señor Alfredo Blanco del 
presente proceso; b) Ordena que los salarios dejados de pagar 
al recurrente incidental comiencen a computarse a partir del día 
21 de septiembre del año 2000; c) Revoca las condenas relativas 
a vacaciones, salario de Navidad y bonificación; y d) Condena a 
la empresa Manuel Fernández & Co. C. por A. , (La Gran Vía) al 
pago de una indemnización ascendente a la suma de RD$20.000.00 
como justa reparación por daños y perjuicios; Tercero: Ordena 
tomar en cuenta la variación del valor de la moneda previsto en el 
artículo 537 del Código de Trabajo; Quinto: Compensa las costas 
del procedimiento”;

Considerando, que la recurrente propone en apoyo de su 
recurso los siguientes medios de casación: Primer Medio: Falta 
de aplicación del artículo 534 del Código de Trabajo; Segundo 
Medio: Falta de aplicación del artículo 494 del Código de 
Trabajo; Tercer Medio: Desnaturalización de los documentos 
y hechos de la causa y mala aplicación de la ley; Cuarto Medio: 
Contradicción de los motivos con el dispositivo de la sentencia; 
Quinto Medio: Errónea aplicación del artículo 82, ordinal 3º 
del Código de Trabajo; Sexto Medio: Contradicción de los 
motivos con el dispositivo de la sentencia. Séptimo Medio: Falta 
de condenación de indemnización; 

Considerando, que en el desarrollo de los medios propuestos, 
los que se reúnen para su examen por su vinculación, la recurrente 
expresa, en síntesis, lo siguiente: que resulta ilógico que el 
empleador tenga que soportar el pago de salarios del trabajador 
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en falta, que luego de ser dado de alta no se reporta, no asiste a 
prestar sus servicios tan pronto recibió del Instituto Dominicano 
de Seguros Sociales (IDSS) el certificado que lo declara apto para 
trabajar, como sucedió en la especie, en la que el trabajador estuvo 
imposibilitado de su trabajo por un año y seis meses, por lo que el 
contrato terminó, al tenor del artículo 82, ordinal 3ro. del Código 
de Trabajo, lo que no fue apreciado por los jueces del fondo; que 
si los jueces tuvieron dudas sobre la fecha en que fue dado de alta 
el trabajador, debieron ellos hacer uso de las facultades que les 
otorga el artículo 534 del Código de Trabajo para suplir los medios 
de prueba no suministrados por las partes, y las disposiciones 
del artículo 494 de dicho código, y no condenarle al pago de los 
meses caídos desde el 21 de septiembre de 2001, cuando había un 
certificado que declaraba la alta del trabajador desde el 20 de julio 
de 2001, fecha en que debió presentarse a trabajar y no lo hizo, 
desconociendo además que los contratos de trabajo terminan 
de pleno derecho cuando el trabajador está imposibilitado 
de prestar sus servicios por más de un año; que la sentencia 
impugnada contiene una contradicción entre los motivos y el 
dispositivo, porque mientras se expresa que la reclamación de los 
salarios dejados de pagar resulta indeterminada, lo que impide el 
reconocimiento de oficio de esos derechos, y significa que carece 
de objeto, sin embargo, se le condena al pagar de la suma de 
RD$20,000.00, como indemnización por un supuesto atraso en el 
pago de salarios, sin que se especifique, cual es el atraso, a cuanto 
asciende el mismo y el período al que corresponde; que de igual 
manera expresa, que en el caso aplica el ordinal 3º del artículo 82 
del Código de Trabajo, pero que la recurrente no ha manifestado 
el deseo de ponerle fin al contrato de trabajo, desconociendo, que 
no es necesaria la voluntad del empleador, porque la terminación 
se produce de pleno derecho. Otra contradicción consiste en 
que se motiva que el pago del salario debe ser desde el 21 de 
septiembre de 2001, sin embargo se le condena al pago de los 
salarios a partir del 21 de septiembre del año 2000;
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Considerando, que en sus motivos la sentencia impugnada 
expresa lo siguiente: “Que por esas razones resulta útil observar, 
que al momento de interponerse la presente demanda, en 
enero del año 2001, el señor José Altagracia Díaz se encontraba 
imposibilitado para ejercer sus funciones dentro de la empresa, por 
lo que se hace preciso determinar dos situaciones: a) si el contrato 
terminó por despido antes de haberse depositado la demanda, 
tal y como alega el trabajador; y b) si su actitud de demandar 
puede considerarse como el rompimiento del contrato; que el 
despido alegado por el trabajador no ha podido ser establecido 
por ante esta alzada por medio de las declaraciones de los testigos 
Carmen Peguero, Magdalena Santos Pérez y Erasmo de Jesús 
Espinal Uceta, ya que las mismas son insuficientes con respecto 
a ese aspecto, manifestando éstos que tuvieron conocimiento 
del despido efectuado en contra del señor José Altagracia Díaz a 
través de terceras personas, incluso el último de ellos señaló que al 
demandante original lo despidieron por medio de una conversación 
telefónica estando él presente, por lo que no podía asegurar con 
quien conversaba dicho reclamante; que sigue diciendo la corte, el 
despido viene conformado por hechos concretos que manifiestan 
la disposición del empleador de terminar el contrato de trabajo, 
atendiendo a una falta grave cometida por el trabajador, por lo que 
el reconocimiento del empleador en el sentido de que elaboró, 
a instancia del trabajador y como una manera de ayudarlo, un 
cheque por concepto de prestaciones laborales y derechos 
adquiridos, el que fue posteriormente devuelto por este último, 
no configura la terminación del contrato; que el cumplimiento 
de la condición prevista en el ordinal tercero del artículo 82 del 
Código de Trabajo, que es la que aplica para el presente caso, 
pues el contrato estuvo suspendido por más de un año por causa 
de incapacidad del trabajador para ejercer sus labores, no implica 
necesaria y absolutamente la extinción del contrato de trabajo, 
si dicha situación jurídica no es la voluntad del empleador, el 
cual puede mantener la vigencia de los contratos de uno o varios 
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trabajadores, si ese es su deseo y no haya manifestado por ninguna 
vía, tal y como ocurre en la especie, la intención de terminar la 
relación laboral”; (Sic),

Considerando, que si bien el contrato de trabajo puede 
subsistir, después de una imposibilidad del trabajador de prestar 
sus servicios durante más de un año, porque si ambas partes 
están de acuerdo con mantener la relación contractual, el mismo 
continúa, no puede presumirse que esa situación se ha presentado 
cuando el empleador ofrece el pago de indemnizaciones 
laborales al trabajador y éste presenta una demanda por despido 
injustificado;

Considerando, que para desvirtuar la terminación del contrato 
de trabajo de un trabajador que se encuentre en la imposibilidad 
de prestar sus servicios durante más de un año, el tribunal debe 
precisar los hechos que avalan su criterio, los que en la especie 
no se encuentran consignados en la sentencia impugnada, en la 
cual se reconoce esa imposibilidad de prestación de servicios y la 
aplicación del ordinal 3º del artículo 82 del Código de Trabajo en 
el presente caso;

Considerando, que en tales circunstancias, y frente al 
reconocimiento del tribunal de que el trabajador demandó a la 
recurrente invocando haber sido despedido, la declaratoria hecha 
por el Tribunal a-quo de que dicho contrato de trabajo continuó 
entre las partes, no resulta respaldada por motivos suficientes y 
pertinentes que permitan a esta corte, en sus funciones de Corte 
de Casación, verificar la correcta aplicación de la ley, razón por la 
cual la sentencia impugnada debe ser casada;

Considerando, que cuando la sentencia es casada las costas 
pueden ser compensadas.

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada por la 
Segunda Sala de la Corte de Trabajo del Distrito Nacional el 30 
de mayo de 2006, cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior 
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del presente fallo, y envía el asunto por ante la Primera Sala de la 
Corte de Trabajo del Distrito Nacional; Segundo: Compensa las 
costas.

Así ha sido hecho y juzgado por la Cámara de Tierras, 
Laboral, Contencioso-Administrativo y Contencioso-Tributario 
de la Suprema Corte de Justicia, y la sentencia pronunciada por 
la misma, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito 
Nacional, capital de la República, en su audiencia pública del 18 
de marzo de 2009, años 165° de la Independencia y 146° de la 
Restauración.

Firmado: Pedro Romero Confesor, Julio Aníbal Suárez, Enilda 
Reyes Pérez y Darío O. Fernández Espinal. Grimilda Acosta, 
Secretaria General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los señores 
Jueces que figuran al pie, en la audiencia pública del día, mes y 
año en ella expresados, y fue firmada, leída y publicada por mí, 
Secretaria General, que certifico.
www.suprema.gov.do
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SENTENCIA DEL 18 DE MARZO DE 2009, NÚM. 23
Sentencia impugnada:	 Corte de Trabajo de San Pedro de Macorís, 

del 20 de diciembre de 2007.
Materia:	 Laboral.
Recurrente:	 Materiales & Servicios Báez.
Abogados:	 Dres. Américo Francisco Mercedes Payano y 

Francisco Antonio Suriel Sosa.
Recurrida:	 Reinaldo Reed Luis y Luis Enrique Robles.
Abogados:	 Dres. Esperanza Valdez, César Manuel 

Guzmán y Pablo Hernández.

CAMARA DE TIERRAS, LABORAL, CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVO 
Y CONTENCIOSO-TRIBUTARIO.

Rechaza

Audiencia pública del 18 de marzo de 2009.
Preside: Pedro Romero Confesor.				     

 
Dios, Patria y Libertad

En Nombre de la República, la Cámara de Tierras, Laboral, 
Contencioso-Administrativo y Contencioso-Tributario de la 
Suprema Corte de Justicia, dicta en audiencia pública la siguiente 
sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Materiales & 
Servicios Báez, sociedad de comercio, constituida de conformidad 
con las leyes de la República, con domicilio social en la calle 
3ra., núm. 12, Manzana 5, del Reparto Torres, de la ciudad de 
La Romana, representada por el señor Amado Báez Del Rosario, 
dominicano, mayor de edad, con Cédula de Identidad y Electoral 
núm. 026-0066671-9, domiciliado y residente en la ciudad de La 
Romana, contra la sentencia dictada por la Corte de Trabajo del 
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Departamento Judicial de San Pedro de Macorís el 20 de diciembre 
de 2007, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;

Visto el memorial de casación depositado en la Secretaría de 
la Corte de Trabajo del Departamento Judicial de San Pedro de 
Macorís el 4 de febrero de 2008, suscrito por los Dres. Américo 
Francisco Mercedes Payano y Francisco Antonio Suriel Sosa, con 
Cédulas de Identidad y Electoral núms. 023-0023033-7 y 023-
0018145-6, respectivamente, abogados de la recurrente, mediante 
el cual proponen los medios que se indican más adelante;

Visto el memorial de defensa depositado en la Secretaría de 
la Suprema Corte de Justicia el 14 de febrero de 2008, suscrito 
por los Dres. Esperanza Valdez, César Manuel Guzmán y Pablo 
Hernández, con Cédulas de Identidad y Electoral núms. 026-
0052881-0, 026-0076442-3 y 026-006825-8, respectivamente, 
abogado de los recurridos Reinaldo Reed Luis y Luis Enrique 
Robles;

Visto la Ley núm. 25 de 1991, modificada por la Ley núm. 156 
de 1997, y los artículos 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación;

La CORTE, en audiencia pública del 4 de marzo de 2009, 
estando presentes los Jueces: Juan Luperón Vásquez, Presidente; 
Julio Aníbal Suárez, Enilda Reyes Pérez, Darío O. Fernández 
Espinal y Pedro Romero Confesor, asistidos de la Secretaria 
General y después de haber deliberado los jueces signatarios de 
este fallo;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que 
en ocasión de la demanda laboral interpuesta por los actuales 
recurridos Reinaldo Reed Luis y Luis Enrique Robles contra la 
recurrente Materiales y Servicios Báez, el Juzgado de Trabajo 
del Distrito Judicial de La Romana dictó el 14 de junio de 2007 
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una sentencia con el siguiente dispositivo: “Primero: Se declara 
resuelto el contrato de trabajo que existía entre los señores 
Reinaldo Reed Luis y Luis Enrique Robles y la empresa Materiales 
y Servicios Báez, sin responsabilidad para el empleador; Segundo: 
Se declara justificado el despido operado por la empresa 
Materiales y Servicios Báez, en contra de los señores Reinaldo 
Reed Luis y Luis Enrique Robles, por éstos haber cometido la 
falta atribuida por la hoy demandada; Tercero: Se condena a los 
señores Reinaldo Reed Luis y Luis Enrique Robles, al pago de las 
costas del proceso, ordenando su distracción a favor y provecho 
de los Dres. Samuel E. De los Santos y José Antonio Peña Tejada, 
quienes afirman haberlas avanzado en su mayor parte; Cuarto: Se 
comisiona al Ministerial Israel Camacho Padua, Alguacil Ordinario 
del Juzgado de Trabajo del Distrito Judicial de La Romana, para 
que notifique la presente sentencia”; b) que sobre el recurso de 
apelación interpuesto contra esta decisión, intervino la sentencia 
ahora impugnada, cuyo dispositivo reza así: “Primero: Que debe 
declarar como al efecto declara, regular y válido en cuanto a la 
forma el recurso de apelación interpuesto por los trabajadores, 
señores Reinaldo Reed Luis y Luis E. Robles en contra de la 
sentencia No. 93-2007, de fecha 14 de junio del 2007, dictada por el 
Juzgado de Trabajo de La Romana, por haber sido interpuesto en 
tiempo hábil y conforme al derecho; Segundo: Que en cuanto al 
fondo, debe revocar como al efecto revoca, la sentencia recurrida 
antes indicada, por las razones expuestas en la presente sentencia, 
y en consecuencia declara injustificado el despido ejercido por el 
empleador en contra de los recurrentes, señores Reynaldo Reed 
Luis y Luis E. Robles, con responsabilidad para el empleador, 
y condena al empleador a pagar a los trabajadores las sumas 
correspondientes, para Luis Henríquez Robles Julián: 14 días 
de preaviso a razón de RD$209.82 diarios, igual a RD$2,937.48, 
13 días de cesantía a razón de 209.82 diarios, equivalentes a 
RD$2,727.66; 7 días de vacaciones a razón de RD$209.82 diarios; 
la suma de Un Mil Cuatrocientos Sesenta y Ocho Pesos con 
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14/100 (RD$1,468.14), por concepto del salario de Navidad; 
la suma de Tres Mil Pesos (RD$3,000.00), como proporción 
de participación en los beneficios de la empresa, equivalentes a 
RD$10,133.88; para el trabajador Reynaldo Reed Luis: 14 días de 
preaviso, a razón de RD$377.68 diarios, igual a RD$5,287.52; 13 
días de cesantía a razón de RD$377.68 diarios igual a RD$4,909.84; 
9 días de vacaciones a razón de RD$377.68, igual a RD$3,399.12; 
salario de Navidad, igual a Seis Mil Ciento Cincuenta Pesos con 
00/100 (RD$6,150.00), más la proporción en los beneficios de 
la empresa; la suma de Diecinueve Mil Setecientos Cuarenta y 
Seis Pesos con 48/100 (RD$19,746.48) más los salarios dejados 
de pagar RD$9,000.00 y Cinco Mil Pesos (RD$5,000.00) para el 
señor Luis Enrique Robles; así como la suma de Treinta Mil Pesos 
con 00/100 (RD$30,000.00), a favor de Luis Henríquez Robles y 
la suma de Cincuenta y Cuatro Mil Pesos (RD$54,000.00), a favor 
de Reynaldo Reed Luis, por aplicación del Art. 95 del Código de 
Trabajo; Tercero: Que debe condenar como al efecto condena 
a la empresa Materiales y Servicios Báez al pago de las costas 
legales del procedimiento, distrayendo las mismas en beneficio 
y provecho de los Dres. Esperanza Valdez, César M. Guzmán 
y Pablo Hernández, quienes afirman haberlas avanzado en su 
totalidad; Cuarto: Comisionar al ministerial Damián Polanco 
Maldonado, Alguacil Ordinario de esta Corte y/o cualquier otro 
alguacil laboral competente, para la notificación de la presente 
sentencia”;

Considerando, que la recurrente propone en apoyo de su recurso 
los siguientes medios de casación: Primer Medio: Aplicación 
incorrecta de las disposiciones establecidas en el artículo 87 del 
Código de Trabajo; Segundo Medio: Falta de motivación de la 
sentencia recurrida y desnaturalización de los hechos, obviando 
hechos que motivaron la terminación del contrato;

Considerando, que en el desarrollo de los medios propuestos, 
los que se reúnen para su examen por su vinculación la recurrente 
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expresa, en síntesis, lo siguiente: que la Corte a-quo hizo una 
interpretación antojadiza de las disposiciones del artículo 87 
del Código de Trabajo, entiéndase la intención del empleador, 
quien ejerció la terminación del contrato de trabajo, y contrario 
a lo expresado por la corte, no sólo depositó la comunicación 
del despido, sino que a través de su comparecencia en primer 
grado y ante el Tribunal a-quo demostró con exactitud las faltas 
atribuidas a los trabajadores despedidos, consistiendo una falta 
de objetividad de la Corte a-qua rechazar las peticiones hechas 
mediante conclusiones;

Considerando, que la sentencia impugnada expresa lo siguiente: 
“Que el Código de Trabajo, establece en el Art. 87, lo siguiente: 
“Despido es la resolución del contrato de trabajo por la voluntad 
unilateral del empleador; es justificado cuando el empleador 
prueba la existencia de la justa causa, prevista al respecto en este 
Código de Trabajo”; que tal y como lo expresa el artículo señalado 
el empleador debió probarle a esta Corte con exactitud la falta de 
cometida, por cualquiera de los medios de prueba establecidos 
en este Código, que al no hacerlo imposibilita a la corte declarar 
la justa causa, razones por los cuales la sentencia será revocada 
en este aspecto; que en el expediente se encuentra depositada 
la transcripción de las actas de audiencia del primer grado, en 
las cuales se advierte que comparecieron ambas partes, y no se 
advierte en la misma que se celebrara informativo testimonial, 
que dicho testigo no se presentó, y comparecencia a cargo de 
la demandada, fueron interrogadas las partes y declararon lo 
siguiente, parte demandada, señor Amado Báez Del Rosario, 
ellos eran mecánicos de la compañía, le pagaban quincenal, 500 y 
1000 pesos, lo necesitaba un domingo para que me terminaran un 
camión que quería que estuviera listo para el lunes, cuando llegué 
el lunes ellos estaban vestidos y les dije que porque no trabajaban 
y me dijeron que querían que les pagara más dinero porque era 
muy poco, yo le dije, yo tengo pago quincenal y pago las extras 
los domingos, se quedaron parados y yo les dije salga del área, 
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para que los demás puedan trabajar”, entre otras cosas la parte 
empleadora afirmó en primer grado que no había despedido a 
los trabajadores, pero en la comunicación del despido que fuera 
descrita antes, se evidencia que ciertamente el empleador despidió 
a los trabajadores recurrentes, que su intención fue inequívoca, 
sin lugar a dudas. Que las declaraciones del señor Amado Báez 
no pueden ser tenidas en cuenta para justificar los despidos, pues 
sería permitirle fabricar su propia prueba”; 

Considerando, que frente a la admisión de un empleador de 
haber despedido a un trabajador, le corresponde a él probar la 
justa causa de ese despido, para lo cual cuenta con los medios de 
prueba establecidos por la ley, pero que en modo alguno puede 
hacerlo a través de su propia declaración, pues es de principio que 
nadie puede fabricar su propia prueba;

Considerando, que en la especie, la propia recurrente admite, 
que la prueba de la justa causa del despido la presentó en su 
declaración en la comparecencia personal, tal como lo señala 
la Corte a-qua, con lo que se verifica que dicho tribunal actuó 
correctamente al declarar injustificado el despido, razón por la 
cual los medios que se examinan carecen de fundamento y deben 
ser desestimados.

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de casación 
interpuesto por Materiales y Servicios Báez, contra la sentencia 
dictada por la Corte de Trabajo del Departamento Judicial de San 
Pedro de Macorís el 20 de diciembre de 2007, cuyo dispositivo 
se ha copiado en parte anterior del presente fallo; Segundo: 
Condena a la recurrente al pago de las costas, con distracción de 
las mismas a favor de los Dres. Esperanza Valdez, César Manuel 
Guzmán y Pablo Hernández, abogados, quienes afirman haberlas 
avanzado en su totalidad.

Así ha sido hecho y juzgado por la Cámara de Tierras, 
Laboral, Contencioso-Administrativo y Contencioso-Tributario 
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de la Suprema Corte de Justicia, y la sentencia pronunciada por 
la misma, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito 
Nacional, capital de la República, en su audiencia pública del 18 
de marzo de 2009, años 165° de la Independencia y 146° de la 
Restauración.

Firmado: Pedro Romero Confesor, Julio Aníbal Suárez, Enilda 
Reyes Pérez y Darío O. Fernández Espinal. Grimilda Acosta, 
Secretaria General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los señores 
Jueces que figuran al pie, en la audiencia pública del día, mes y 
año en ella expresados, y fue firmada, leída y publicada por mí, 
Secretaria General, que certifico.
www.suprema.gov.do



SENTENCIA DEL 25 DE MARZO DE 2009, NÚM. 24
Sentencia impugnada:	 Corte de Apelación de Puerto Plata, del 20 

de noviembre de 2007.
Materia:	 Laboral.
Recurrente:	 J. P. Express Shipping.
Abogados:	 Licdos. Silvio Arturo Peralta y Juan Bautista 

Cambero Germosén.
Recurridos:	 Suhail De la Cruz Díaz y compartes.
Abogados:	 Dres. Camelia Yanet Mejía Pascual y Ulises 

Alfonso Hernández.

CAMARA DE TIERRAS, LABORAL, CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVO 
Y CONTENCIOSO-TRIBUTARIO.

Rechaza

Audiencia pública del 25 de marzo de 2009.
Preside: Juan Luperón Vásquez.				     

 
Dios, Patria y Libertad

En Nombre de la República, la Cámara de Tierras, Laboral, 
Contencioso-Administrativo y Contencioso-Tributario de la 
Suprema Corte de Justicia, dicta en audiencia pública la siguiente 
sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por J. P. Express 
Shipping, sociedad de comercio, constituida de conformidad 
con las leyes de la República, representada por su administrador 
Bienvenido Almonte Vásquez, dominicano, mayor de edad, con 
Cédula de Identidad y Electoral núm. 037-0012098-7, domiciliado 
y residente en la ciudad de San Felipe de Puerto Plata, contra la 
sentencia dictada por la Corte de Apelación del Departamento 
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Judicial de Puerto Plata el 20 de noviembre de 2007, cuyo 
dispositivo se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;

Visto el memorial de casación depositado en la Secretaría 
de la Corte de Apelación del Departamento Judicial de Puerto 
Plata el 4 de marzo de 2008, suscrito por los Licdos. Silvio 
Arturo Peralta y Juan Bautista Cambero Germosén, con Cédulas 
de Identidad y Electoral núms. 037-0068606-0 y 037-0077015-
3, respectivamente, abogados de la recurrente, mediante el cual 
proponen los medios que se indican más adelante;

Visto el memorial de defensa depositado en la Secretaría de la 
Suprema Corte de Justicia el 25 de abril de 2008, suscrito por los 
Dres. Camelia Yanet Mejía Pascual y Ulises Alfonso Hernández, 
con Cédulas de Identidad y Electoral núms. 008-0018046-5 y 001-
0465931-3, respectivamente, abogados de los recurridos Suhail 
De la Cruz Díaz, Cindy Anissamid De la Cruz Díaz y Lixandra 
López Melo;

Visto la Ley núm. 25 de 1991, modificada por la Ley núm. 156 
de 1997, y los artículos 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación;

La CORTE, en audiencia pública del 3 de diciembre de 2008, 
estando presentes los Jueces: Juan Luperón Vásquez, Presidente; 
Julio Aníbal Suárez, Enilda Reyes Pérez, Darío O. Fernández 
Espinal y Pedro Romero Confesor, asistidos de la Secretaria 
General y después de haber deliberado los jueces signatarios de 
este fallo;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que 
en ocasión de la demanda laboral interpuesta por los actuales 
recurridos Suhail De la Cruz Díaz, Cindy Anissamid De la Cruz 
Díaz y Lixandra López Melo contra la recurrente J. P. Express 
Shipping, el Juzgado de Trabajo del Distrito Judicial de Puerto 
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Plata dictó el 27 de abril de 2007 una sentencia con el siguiente 
dispositivo: “Primero: Sobre la excepción de inadmisibilidad 
planteada por la empresa demandada, se acoge parcialmente la 
misma, conforme al derecho, tal como se explica en otra parte 
de la presente sentencia; Segundo: Se declara buena y válida, 
en cuanto a la forma, la demanda laboral en pago de asistencia 
económica, prestaciones laborales, daños y perjuicios, interpuesta 
por las señoras Suhail De la Cruz Díaz, Cindy Asissamid De la 
Cruz Díaz y Lixandra López Melo, en su calidad de madre y 
tutora legal de los menores: Lisy Lisandra y Tomás Antonio De 
la Cruz López, en contra de la empresa J. P. Express Shipping, 
por haber sido interpuesta de conformidad con las normas 
procesales que rigen en materia laboral; Tercero: En cuanto 
al fondo, se acoge parcialmente la demanda interpuesta por las 
señoras Suhail De la Cruz Díaz, Cindy Anissamid De la Cruz 
Díaz y Lixandra López Melo, en su calidad de madre y tutora 
legal de los menores: Lisy Lisandra y Tomás Antonio De la Cruz 
López, por las razones señaladas en otra parte de esta sentencia; 
y en consecuencia, se condena a la parte demandada, la empresa 
J. P. Express Shipping, a pagar a favor de la parte demandante 
los valores siguientes: a) La suma de RD$9,927.26 por concepto 
de vacaciones; b) La suma de RD$15,600.00) por concepto de 
salario de Navidad; c) La suma de RD$31,909.05 por concepto 
de participación en los beneficios de la empresa; d) La suma de 
RD$28,363.60 por concepto de asistencia económica; y e) La 
suma de RD$400,000.00 por concepto de indemnización por 
daños y perjuicios. Total: RD$485,799.91; Cuarto: Se condena 
a la empresa J. P. Express Shipping, al pago de las costas del 
procedimiento, a favor y provecho de la Licenciada Carmelita 
Yanet Mejía Pascual y el Doctor Ulises Alfonso Hernández, 
abogados que afirman haberlas avanzado en su totalidad”; b) que 
sobre el recurso de apelación interpuesto contra esta decisión, 
intervino la sentencia objeto de este recurso, cuyo dispositivo 
reza así: “Primero: Declara bueno y válido en cuanto a la forma 
los recursos de apelación intentados por J. P. Express Shipping, 
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y los señores Suhail De la Cruz Díaz, Cindy Anissamid De la 
Cruz Díaz y Lixandra López Melo, en su calidad de madre y 
tutora de los menores Lisy Lisandra y Tomás Antonio De la 
Cruz López, contra la sentencia No. 465-2007-00077, dictada 
en fecha veintisiete (27) del mes de abril del año dos mil siete 
(2007), por el Juzgado de Trabajo del Distrito Judicial de Puerto 
Plata, por haber sido hechos conforme a los requerimientos de 
la materia; Segundo: En cuanto al fondo: a) Acoge parcialmente 
el recurso de apelación interpuesto por J. P. Express Shipping, 
por procedente, bien fundado y tener base legal, y esta Corte de 
Apelación actuando por propia autoridad y contrario imperio, 
revoca el ordinal tercero del fallo impugnado, en sus acápites, 
a, b, c, d, y e, para que rija de la siguiente manera: 14 días de 
vacaciones: RD$2,291.24; 40 días de asistencia económica: 
RD$6,546.40, proporción del salario de Navidad (9) meses: 
RD$2,925.00 y 45 días de bonificación: RD$7,364.70; b) Rechaza 
por improcedente, mal fundado y carente de base legal, el recurso 
de apelación incidental interpuesto, por los señores Suhail De la 
Cruz Díaz, Cindy Anissamid De la Cruz Díaz y Lixandra López 
Melo, esta última en su calidad de madre de los menores Lisy 
Lisandra y Tomás Antonio De la Cruz López, por los motivos 
expuestos en otra parte de esta decisión; Tercero: Confirma en 
sus demás aspectos la sentencia impugnada; Cuarto: Ordena 
tomar en cuenta la variación en el valor de la moneda durante 
el tiempo que mediare entre la fecha de la demanda y la fecha 
en que se pronunció la sentencia, lo cual será determinado por 
la evolución del índice general de los precios al consumidor, 
elaborado por el Banco Central de la República Dominicana, de 
acuerdo a las disposiciones del artículo 537 del Código Laboral; 
Quinto: Condena a los señores Suhail De la Cruz Díaz, Cindy 
Anissamid De la Cruz Díaz y Lixandra López Melo, esta última 
en su calidad de madre y tutora de los menores Lisy Lisandra 
y Tomás Antonio De la Cruz López, al pago de las costas del 
procedimiento con distracción en provecho de los Licdos. José 
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Tomás Díaz, Felipe Arturo González Almonte y Manuel Danilo 
Reyes Marmolejos, quienes afirman avanzarla en su totalidad”;

Considerando, que la recurrente propone en apoyo de su 
recurso el siguiente medio de casación: Unico: Desnaturalización 
de los hechos de la causa. Errónea y mala interpretación de los 
hechos de la causa. Violación del artículo 141 del Código de 
Procedimiento Civil. Falta de motivos, insuficiencia de motivos y 
falta de base leal. Violación a la ley;

Considerando, que en su memorial de defensa la recurrida 
solicita sea declarada la inadmisibilidad del presente recurso, 
alegando que el mismo fue interpuesto después de haber 
transcurrido el plazo que fija el artículo 641 del Código de Trabajo 
para su ejercicio; 

Considerando, que el artículo 641 del Código de Trabajo 
dispone que “No será admisible el recurso después de un mes a 
contar de la notificación de la sentencia ni cuando ésta imponga 
una condenación que no exceda de veinte salarios mínimos”;

Considerando que el artículo 495, del Código de Trabajo, 
establece que “Los plazos de procedimientos para las actuaciones 
que deban practicar las partes son francos, y se aumentarán en 
razón de la distancia, en la proporción de un día por cada treinta 
kilómetros o fracción de más de quince kilómetros. Los días no 
laborables comprendidos en un plazo no son computables en 
éste. Si el plazo vence en día no laborable, se prorroga hasta el 
siguiente. No puede realizarse actuación alguna en los días no 
laborables, ni antes de las seis de la mañana o después de las seis 
de la tarde, en los demás”;

Considerando, que del estudio del expediente abierto en ocasión 
del presente recurso se advierte que la sentencia impugnada fue 
notificada a los recurrentes el 31 de enero de 2008, mediante acto 
núm. 66-2008 diligenciado por Juana Santana Silverio, Alguacil de 
Estrados del Juzgado Laboral de Primera Instancia del Distrito 
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Judicial de Puerto Plata, siendo depositado el escrito contentivo 
del recurso de casación el 4 de marzo del 2008, en la Secretaría de 
la Corte de Apelación del Departamento Judicial de Puerto Plata;

Considerando, que agregado al plazo de un mes establecido 
por el referido artículo 641, el día a-quo y el día a-quem, más los 
domingos 3, 10, 17, 24 de febrero y 2 de marzo y 27 de febrero 
(celebración de la Independencia Nacional) declarados por ley 
no laborables, comprendidos en el período iniciado el 31 de 
enero de 2008, fecha de la notificación de la sentencia, el plazo 
para el ejercicio del recurso de casación vencía el 8 de marzo de 
2008; consecuentemente, al haberse interpuesto el recurso el 4 de 
marzo de 2008, el mismo fue ejercido en tiempo hábil, razón por 
la cual el medio de inadmisión que se examina es desestimado por 
carecer de fundamento;

Considerando, que en el desarrollo del único medio propuesto 
la recurrente expresa, en síntesis, lo siguiente: que ante la Corte 
a-qua planteó que el contrato de trabajo que le unió con el 
trabajador terminó por desahucio el 19 de septiembre del 2002, 
con el consecuente pago de las prestaciones y demás derechos, 
pero la corte entendió que dicho contrato terminó por la muerte 
del trabajador y desconoció totalmente el pago realizado mediante 
el Cheque núm. 1750 y el concepto del mismo, incurriendo en 
una errónea interpretación y desnaturalización de los hechos de 
la causa, al no dar mérito a dicho pago y a la falta de discusión del 
mismo de parte de la recurrida, bajo el supuesto argumento, de 
que no había constancia de que el trabajador recibiera los valores 
indicados en dicho cheque y porque supuestamente mantenía 
un vínculo contractual con la demandada en el momento de su 
fallecimiento, contrario a lo establecido por las declaraciones de 
los testigos, quienes declararon que el contrato terminó en el 
momento en que el trabajador recibió dicho pago, dejando de 
ser trabajador de la empresa, que eventualmente se le utilizaba 
cuando él no estaba brindando sus servicios a otras personas; que 



1244	 Boletín Judicial 1180

de igual manera el Tribunal a-quo no da motivos que justifiquen la 
condenación a una indemnización por la suma de Cuatrocientos 
Mil Pesos Oro Dominicanos (RD$400,000.00), por unos 
supuestos daños que le ocasionó la empresa por falta graves;

Considerando, que en los motivos de la sentencia impugnada 
consta lo siguiente: “Que en ese sentido, la Corte ha podido 
comprobar, mediante la ponderación de las piezas y documentos 
depositados en el expediente, que existe una copia del referido 
cheque expedido a nombre del trabajador fallecido, por concepto 
de liquidación; pero, en el mismo, no consta que fuera cobrado 
por el trabajador fallecido, como ocurre en la práctica bancaria, 
que cuando se cobra un cheque, el mismo debe de ser endosado 
por su titular para su cobro correspondiente y, que si bien es 
cierto, es principio que en materia laboral existe la libertad de 
prueba, las declaraciones de los testigos dadas en el sentido, de 
que el trabajador fue liquidado en el año 2002 y que se le pagó 
la misma, si bien coincide en que fue en el año 2002, año en 
que se expidió el cheque, a la Corte, no le resulta suficiente, para 
determinar que el trabajador cobró el valor del referido cheque, 
sobre todo cuando se ha comprobado, mediante la ponderación 
de las pruebas aportadas al proceso, a las cuales se ha hecho 
referencia en otra parte de esta sentencia, que al momento de la 
muerte del trabajador, este mantenía un vínculo contractual con la 
empresa demandada, por lo que dicho medio debe ser rechazado 
por improcedente e infundado; que otro punto controvertido 
de la apelación, es la existencia del contrato de trabajo. En ese 
sentido, por la ponderación de las declaraciones de los testigos, la 
Corte ha podido comprobar, que el trabajador fallecido, trabajaba 
como chofer para la empresa demandada, que al momento de 
su fallecimiento, el mismo manejaba un vehículo propiedad de 
la parte demandada. Que aunque la parte demandada indica 
que el contrato de trabajo por tiempo indefinido que existía 
con el trabajador había terminado en el año 2002, por lo cual 
recibió sus prestaciones laborales, y que luego el trabajador lo 
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que realizaba era un trabajo ocasional cada cierto período de 
tiempo, tal y como ha sido comprobado por las declaraciones de 
los testigos, esto constituye una manera de admitir la calidad del 
trabajador fallecido, y el hecho que alega el demandado, de que el 
trabajador laboraba, para otras personas, no ha sido probado por 
la demandada, por lo que dicho medio debe ser desestimado por 
improcedente e infundado; que la demanda en daños y perjuicios 
interpuesta por los demandantes, hoy recurridos, se fundamentó 
en faltas graves cometidas por la parte demandada, hoy recurrente, 
las cuales fueron debidamente comprobadas por el Juez a-quo, y 
consistieron en la falta de inscripción en el sistema de seguridad 
social y la obtención de una póliza de accidente de trabajo, lo que 
evidentemente le ha ocasionado un perjuicio al trabajador, pues 
le ha impedido acumular las cotizaciones correspondientes para 
su retiro, asistencia medica así como las indemnizaciones que le 
corresponden al trabajador, lo cual no ha podido percibir, por 
falta de la póliza contra riesgos laborales”;

Considerando, que en virtud de los artículos 15 y 34 del Código 
de Trabajo se presume que en toda relación de trabajo existe un 
contrato de trabajo por tiempo indefinido, correspondiendo al 
demandado que admite que el demandante le ha prestado sus 
servicios personales, demostrar que la prestación de esos servicios 
se realizaba como consecuencia de otro tipo de contrato;

Considerando, que los jueces del fondo son soberanos en la 
apreciación de las pruebas que se les presenten, pudiendo formar 
su criterio sobre los hechos en que las partes fundamentan sus 
pretensiones de la ponderación de esas pruebas, lo que escapa 
al control de la casación, salvo cuando incurran en alguna 
desnaturalización;

Considerando, que de igual manera son soberanos para 
apreciar cuando una parte ha sufrido perjuicios por la comisión 
de una falta atribuida a la otra parte, y determinar el monto de la 
suma necesaria para resarcir esos perjuicios;
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Considerando, que del estudio de la sentencia impugnada y de 
los documentos que forman el expediente se advierte que la Corte 
a-qua, tras ponderar las pruebas aportadas, llegó a la conclusión 
de que a la hora de la muerte del trabajador Tomás Antonio Pepín 
De la Cruz, éste prestaba sus servicios personales a la recurrente 
y que fue precisamente laborando para la misma que ocurrió su 
muerte, descartando que el contrato de trabajo que le ligaba con 
la empresa hubiere concluido anteriormente, sin que se advierta 
que al formar ese criterio incurriera en desnaturalización alguna;

Considerando, que de igual manera, el tribunal dio por 
establecido la violación cometida por la actual recurrente 
al margen de la seguridad social y de la protección contra los 
accidentes laborales, falta ésta que le ocasionó perjuicios, los que 
fueron evaluados en Cuatrocientos Mil Pesos Oro Dominicanos 
(RD$400,000.00), suma que esta Corte estima razonable;

Considerando, que la sentencia impugnada contiene una 
relación completa de los hechos y motivos suficientes y pertinentes 
que permiten a esta Corte verificar la correcta aplicación de la ley, 
razón por la cual el medio examinado carece de fundamento y 
debe ser desestimado.

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de casación 
interpuesto por la empresa J. P. Express Shipping, contra la 
sentencia dictada por la Corte de Apelación del Departamento 
Judicial de Puerto Plata el 20 de noviembre de 2007, cuyo 
dispositivo se ha copiado en parte anterior del presente fallo; 
Segundo: Condena a la recurrente al pago de las costas, con 
distracción de las mismas a favor de los Dres. Camelia Yanet 
Mejía Pascual y Ulises Alfonso Hernández, abogados, quienes 
afirman haberlas avanzado en su totalidad.

Así ha sido hecho y juzgado por la Cámara de Tierras, 
Laboral, Contencioso-Administrativo y Contencioso-Tributario 
de la Suprema Corte de Justicia, y la sentencia pronunciada por 
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la misma, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito 
Nacional, capital de la República, en su audiencia pública del 25 
de marzo de 2009, años 165° de la Independencia y 146° de la 
Restauración.

Firmado: Juan Luperón Vásquez, Enilda Reyes Pérez, Darío 
O. Fernández Espinal y Pedro Romero Confesor. Grimilda 
Acosta, Secretaria General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los señores 
Jueces que figuran al pie, en la audiencia pública del día, mes y 
año en ella expresados, y fue firmada, leída y publicada por mí, 
Secretaria General, que certifico.
www.suprema.gov.do



SENTENCIA DEL 25 DE MARZO DE 2009, NÚM. 25
Sentencia impugnada:	 Corte de Trabajo del Distrito Nacional, del 

13 de septiembre de 2007.
Materia:	 Laboral.
Recurrentes:	 Jhonny Martínez Matos Pimentel y 

compartes.
Abogado:	 Lic. Jorge Alberto De los Santos Valdez.
Recurrida:	 Nelis Raúl Batista Matos.
Abogado:	 Dr. Rafaelito Encarnación D`Oleo.

CAMARA DE TIERRAS, LABORAL, CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVO 
Y CONTENCIOSO-TRIBUTARIO.

Inadmisible

Audiencia pública del 25 de marzo de 2009.
Preside: Juan Luperón Vásquez.				     

 
Dios, Patria y Libertad

En Nombre de la República, la Cámara de Tierras, Laboral, 
Contencioso-Administrativo y Contencioso-Tributario de la 
Suprema Corte de Justicia, dicta en audiencia pública la siguiente 
sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Jhonny Martínez 
Matos Pimentel, Alejandro Abraham Martínez y José Cruz, 
dominicanos, mayores de edad, con Cédulas de Identidad y 
Electoral núms. 003-0715087-2, 001-0203456-3 y 003-0081235-1, 
respectivamente, domiciliados y residentes en la Av. Sarasota, Edif. 
Odille, Apto. 2B, 2do. Piso, del sector Bella Vista, de esta ciudad, 
contra la ordenanza dictada por el Juez Presidente de la Corte de 
Trabajo del Distrito Nacional, en sus atribuciones de Juez de los 
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Referimiento el 13 de septiembre de 2007, cuyo dispositivo se 
copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;

Visto el memorial de casación depositado en la Secretaría de 
la Corte de Trabajo del Distrito Nacional el 17 de septiembre de 
2007, suscrito por el Lic. Jorge Alberto De los Santos Valdez, con 
Cédula de Identidad y Electoral núm. 003-0013042-4, abogado 
de los recurrentes, mediante el cual propone los medios que se 
indican más adelante;

Visto el memorial de defensa depositado en la Secretaría de la 
Suprema Corte de Justicia el 17 de octubre de 2007, suscrito por 
el Dr. Rafaelito Encarnación D`Oleo, con Cédula de Identidad y 
Electoral núm. 014-0007328-2, abogado del recurrido Nelis Raúl 
Bautista Matos;

Visto la Ley núm. 25 de 1991, modificada por la Ley núm. 156 
de 1997, y los artículos 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación;

La CORTE, en audiencia pública del 3 de diciembre de 2008, 
estando presentes los Jueces: Juan Luperón Vásquez, Presidente; 
Julio Aníbal Suárez, Enilda Reyes Pérez, Darío O. Fernández 
Espinal y Pedro Romero Confesor, asistidos de la Secretaria 
General y después de haber deliberado los jueces signatarios de 
este fallo;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que con 
motivo de una demanda en referimiento tendente a obtener la 
designación de secuestrario judicial y la suspensión de venta en 
pública subasta, interpuesta por los actuales recurrentes Jhonny 
Martínez Matos Pimentel, Alejandro Abraham Martínez y José 
Cruz contra el recurrido Nelis Raúl Batista Matos, el Presidente 
de la Corte de Trabajo del Distrito Nacional, en sus atribuciones 
de Juez de los Referimientos dictó el 13 de septiembre de 2007 
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una ordenanza con el siguiente dispositivo: “Primero: Declara 
buena y válida en cuanto a la forma la demanda en designación de 
secuestrario judicial y la suspensión de venta en pública subasta 
a causa de embargo ejecutivo, fijada para el 17 de septiembre de 
2007, intentada por Jhonny Martínez, José Daniel Matos Pimentel, 
Alejandro Abraham Martínez y José Cruz contra Nelis Raúl Batista 
Matos, por haber sido hecha conforme a los requerimientos legales 
de la materia; Segundo: Rechaza en todas sus partes la demanda 
en designación de secuestrario judicial y la suspensión de venta 
en pública subasta a causa de embargo ejecutivo, fijada para el 
17 de septiembre de 2007, intentada por Jhonny Martínez, José 
Daniel Matos Pimentel, Alejandro Abraham Martínez y José Cruz 
contra Nelis Raúl Batista Matos, por las motivaciones dadas en el 
cuerpo de esta ordenanza, y con todas sus consecuencias legales; 
Tercero: Declara que por mandato de la ley son particularmente 
ejecutorias de pleno derecho, a título provisional, las ordenanzas 
de referimientos, conforme el artículo 127 de la Ley No. 834 del 
15 de julio del 1978; Cuarto: Condena a Jhonny Martínez, José 
Daniel Matos Pimentel, Alejandro Abraham Martínez y José Cruz 
contra Nelis Raúl Batista Matos al pago de las costas procesales 
de la instancia, ordenándose su distracción a favor y provecho del 
abogado Rafaelito Encarnación D`Oleo, quien afirma haberlas 
avanzado en su totalidad”; 

Considerando, que los recurrentes proponen en apoyo de su 
recurso los siguientes medios de casación: Primer Medio: A que 
la acción judicial de marras intentada; Segundo Medio: A que la 
jurisprudencia dominicana, relativa al emplazamiento a las personas 
con domicilio conocido, hace la distinción entre el domicilio 
y la residencia; Tercer Medio: Violación a las disposiciones 
establecidas en el artículo 12 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación; Cuarto Medio: (sin enunciado); (Sic),

Considerando, que en virtud de los artículos 640 y 642 del 
Código de Trabajo, el recurso de casación se interpone mediante 
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un escrito depositado en la Secretaría del Tribunal que dictó la 
sentencia, que contendrá los medios en los cuales se funda el 
recurso, así como los fundamentos que sustentan las violaciones 
de la ley alegadas por el recurrente, formalidad sustancial para la 
admisión del recurso de referencia;

Considerando, que para cumplir el voto de la ley no basta 
la simple mención de un texto legal y los principios jurídicos 
cuya violación se invoca, siendo indispensable, además, que el 
recurrente desenvuelva, en el memorial correspondiente, aunque 
sea de una manera sucinta, los medios en que funda su recurso, y 
que exponga en que consisten las violaciones por él denunciadas, 
y la forma en que éstas se cometieron, lo que no ha ocurrido en la 
especie, ya que la recurrente se limita a señalar y a numerar medios, 
sin ningún enunciado específico, salvo el tercero, en el que le 
atribuye a la decisión impugnada la “violación a las disposiciones 
establecidas en el artículo 12 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación, pero sin desarrollarlo“;

Considerando, que por otra parte, a pesar de tratarse de una 
ordenanza del Juez de los Referimientos que ordena la suspensión 
de la venta de un bien embargado, los recurrentes se limitan en el 
contenido del recurso a hacer señalamientos contra la sentencia 
que decidió la demanda en pago de indemnizaciones laborales 
y otros derechos, la que no fue objeto del presente recurso de 
casación, lo que impide a esta corte, determinar si la ordenanza 
impugnada incurre en alguna violación a la ley, razón por la cual 
el recurso de casación debe ser declarado inadmisible.

Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible el recurso 
de casación interpuesto por Jhonny Martínez Matos Pimentel, 
Alejandro Abraham Martínez y José Cruz, contra la ordenanza 
dictada por el Juez Presidente de la Corte de Trabajo del Distrito 
Nacional, en sus atribuciones de Juez de los Referimiento el 13 
de septiembre de 2007, cuyo dispositivo se ha copiado en parte 
anterior del presente fallo; Segundo: Condena a los recurrentes 
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al pago de las costas, con distracción de las mismas a favor del Dr. 
Rafaelito Encarnación D`Oleo, abogado, quien afirma haberlas 
avanzado en su totalidad.

Así ha sido hecho y juzgado por la Cámara de Tierras, 
Laboral, Contencioso-Administrativo y Contencioso-Tributario 
de la Suprema Corte de Justicia, y la sentencia pronunciada por 
la misma, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito 
Nacional, capital de la República, en su audiencia pública del 25 
de marzo de 2009, años 165° de la Independencia y 146° de la 
Restauración.

Firmado: Juan Luperón Vásquez, Enilda Reyes Pérez, Darío 
O. Fernández Espinal y Pedro Romero Confesor. Grimilda 
Acosta, Secretaria General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los señores 
Jueces que figuran al pie, en la audiencia pública del día, mes y 
año en ella expresados, y fue firmada, leída y publicada por mí, 
Secretaria General, que certifico.
www.suprema.gov.do
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SENTENCIA DEL 25 DE MARZO DE 2009, NÚM. 26
Sentencia impugnada:	 Tribunal Superior de Tierras del 

Departamento Central, del 19 de abril de 
2006.

Materia:	 Tierras.
Recurrentes:	 Wilma Josefina Mejía Cruz y compartes.
Abogados:	 Dres. Ruddy Nolasco Santana y Antonio de 

Jesús Leonardo.
Recurrida:	 Cogram Energía, S. A.
Abogados:	 Dres. Ulises Cabrera y Manuel Cáceres.

CAMARA DE TIERRAS, LABORAL, CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVO 
Y CONTENCIOSO-TRIBUTARIO.

Casa

Audiencia pública del 25 de marzo de 2009.
Preside: Juan Luperón Vásquez.				     

 
Dios, Patria y Libertad

En Nombre de la República, la Cámara de Tierras, Laboral, 
Contencioso-Administrativo y Contencioso-Tributario de la 
Suprema Corte de Justicia, dicta en audiencia pública la siguiente 
sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Wilma Josefina 
Mejía Cruz, William Alex Mejía, Rodolfo Enrique Mejía Cruz, 
Lidia Josefina Mejía Cruz, Nancy Mejía Pimentel, Sussy Argentina 
Mejía Pimentel y Leoride Enrique Mejía Pimentel, dominicanos, 
mayores de edad, contra la sentencia dictada por el Tribunal 
Superior de Tierras del Departamento Central el 19 de abril de 
2006, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
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Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la 
República;

Visto el memorial de casación depositado en la Secretaría de 
la Suprema Corte de Justicia el 24 de mayo de 2006, suscrito por 
los Dres. Ruddy Nolasco Santana y Antonio de Jesús Leonardo, 
con Cédulas de Identidad y Electoral núms. 001-1035293-7 y 
001-0002363-5, respectivamente, abogados de los recurrentes, 
mediante el cual proponen los medios que se indican más 
adelante;

Visto el memorial de defensa depositado en la Secretaría de la 
Suprema Corte de Justicia el 11 de abril de 2007, suscrito por los 
Dres. Ulises Cabrera y Manuel Cáceres, con Cédulas de Identidad y 
Electoral núms. 001-117642-8 y 001-0193328-1, respectivamente, 
abogados de la recurrida Cogram Energía, S. A.;

Visto el auto dictado el 23 de marzo de 2009, por el Magistrado 
Juan Luperón Vásquez, Presidente de la Cámara de Tierras, 
Laboral, Contencioso-Administrativo y Contencioso-Tributario 
de la Suprema Corte de Justicia, por medio del cual llama, en su 
indicada calidad, al Magistrado Pedro Romero Confesor, Juez de 
esta Cámara, para integrar la misma en la deliberación y fallo del 
recurso de casación de que se trata, de conformidad con la Ley 
núm. 684 de 1934; 

Visto la Ley núm. 25 de 1991, modificada por la Ley núm. 156 
de 1997, y los artículos 1, 20 y 65 de la Ley sobre Procedimiento 
de Casación;

La CORTE, en audiencia pública del 4 de febrero de 2009, 
estando presentes los Jueces: Juan Luperón Vásquez, Presidente; 
Julio Aníbal Suárez, Enilda Reyes Pérez y Darío O. Fernández 
Espinal, asistidos de la Secretaria General y después de haber 
deliberado los jueces signatarios de este fallo;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que 
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con motivo de una litis sobre derechos registrados (Demanda 
en Nulidad de Contrato de Venta), relacionada con el Solar 
núm. 5 de la Manzana núm. 2389 del Distrito Catastral núm. 
1 del Distrito Nacional, el Tribunal de Tierras de Jurisdicción 
Original, debidamente apoderado dictó el 31 de mayo de 2004, 
su Decisión núm. 18-2004, cuyo dispositivo figura copiado en el 
de la sentencia impugnada; b) que sobre el recurso de apelación 
interpuesto contra la misma, el Tribunal Superior de Tierras del 
Departamento Central dictó el 19 de abril de 2006, la sentencia 
objeto de este recurso, cuyo dispositivo es el siguiente: “1ro.: Se 
rechaza, por los motivos precedentes, el pedimento incidental 
planteado por los Dres. Antonio de Jesús Leonardo y Luis Alberto 
González; 2do.: Se acoge en cuanto a la forma y se rechaza en 
cuanto al fondo, por los motivos que constan, el recurso de 
apelación interpuesto por los Dres. Antonio de Jesús Leonardo 
y Luis Alberto González, en representación de Wilma Josefina 
Mejía Cruz, William Alex Mejía Cruz, Rodolfo Enrique Mejía 
Cruz, Lidia Josefina Mejía Cruz, Nancy María Mejía Pimentel, 
Sussie Argentina Mejía Pimentel, Leoride Enrique Mejía Pimentel, 
contra la decisión núm. 18-2004, de fecha 31 de mayo de 2004, 
por el Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original con relación 
a la litis sobre derechos registrados que se sigue en el Solar 
núm. 5, Manzana 2386 del Distrito Catastral núm. 1 del Distrito 
Nacional; 3ro.: Se rechazan las conclusiones presentadas por la 
parte apelante, más arriba nombrada, por carentes de base legal 
y se acogen las conclusiones vertidas por el Dr. Manuel Cáceres 
Genao, Ulises Cabrera y Martha Cabrera, en representación 
de Cogram Energía, S. A., por ser conformes a la ley; 4to.: Se 
ordena al Registrador de Títulos del Distrito Nacional inscribir 
el privilegio del vendedor no pagado por el monto de Ciento 
Catorce Mil Dólares (US$114,000.00) o su equivalente en pesos 
dominicanos, a favor de los Sucesores de Leoride E. Mejía Báez, 
sobre el inmueble de que se trata; 5to.: Se confirma, por los motivos 
precedentemente expuestos, la Decisión recurrida y revisada,  
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más arriba descrita, cuyo dispositivo rige de la manera siguiente: 
Primero: Se rechazan las conclusiones de la parte demandante, 
constituida por los herederos del finado Leoride Enrique Mejía 
Báez, Sres. Nancy M. Mejía Pimentel, Sussie A. Mejía Pimentel, 
Leoride Enrique Mejía Pimentel, William J. Mejía Cruz, Lidia J. 
Mejía Cruz, William A. Mejía Cruz y Rodolfo Enrique Mejía Cruz, 
en su instancia introductiva de la presente litis sobre Terreno 
Registrado, de fecha 29 de abril de 1998, en la audiencia de fecha 
8 de julio de 2003, y en su instancia de fecha 17 de diciembre de 
2003, suscrita a nombre de todos ellos, por los Dres. Antonio de 
Jesús Leonardo y Luis Alberto González, en relación con el Solar 
núm. 5, Manzana 2386, del Distrito Catastral núm. 1, del Distrito 
Nacional, en nulidad del contrato de fecha 6 de septiembre de 
1996, por las razones que se han indicado en el cuerpo de esta 
decisión; Segundo: Se aprueban en parte, las conclusiones de 
la parte demandada Cogram Energía, S. A., representada por su 
Presidente, Sr. Oscar José Torres Debrot, y por sus abogados, 
Dres. Ulises Cabrera, Manuel Cáceres y Martha Cabrera, en sus 
escritos de conclusiones en la audiencia de fecha 8 de julio de 
2003, ampliatorio de conclusiones de fecha 5 de septiembre de 
2003, y de réplica, del 6 de abril de 2004, respectivamente, en 
relación con el Solar arriba indicado, por estar fundamentadas en 
base legal; Tercero: Se declara a Cogram Energía, S. A., como 
tercer adquiriente a título oneroso y de buena fe, en relación con 
solicitud de nulidad del contrato de fecha 6 de septiembre de 
1996, suscrito con la Sra. Josefina Mercedes Cruz Mejía (a nombre 
y representación de Leoride Mejía Báez), relativo a la compra 
del citado Solar 5, Manzana 2386, del Distrito Catastral núm. 
1, del Distrito Nacional, por la suma de Quinientos Cincuenta 
(RD$50,000.00) (Sic), inscrito en esa Oficina del Registrador de 
Títulos del Distrito Nacional el 16 de septiembre de 1996, bajo el 
núm. 1731, Folio núm. 433, del Libro de Inscripciones de Actos 
Relativos de Propiedad Inmobiliaria como Venta, Permuta núm. 
151, conforme certificación expedida por esa oficina en fecha 27 
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de abril de 1999, por lo que se le declara como bueno y válido, a los 
fines para los cuales fue otorgado, por las razones que hemos dado 
anteriormente en el cuerpo de esta decisión; Cuarto: Se ordena 
a la Registradora de Títulos del Distrito Nacional, lo siguiente, en 
relación con dicho Solar núm. 5, de la Manzana 2386, del Distrito 
Catastral núm. 1, del Distrito Nacional: a) Cancelar el Certificado 
de Título núm. 75-1606, a nombre de Leoride Mejía Báez, que 
ampara dicho inmueble; y b) Expedir un nuevo Certificado de 
Título, a favor de Cogram Energía, S. A., regida por las leyes de 
la República Dominicana, con su domicilio social en la Ave. San 
Martín núm. 145, de esta ciudad, representada por su Presidente 
Oscar José Torres Debrot, holandés, mayor de edad, residente en 
la casa núm. 5, de la calle 10-A, Urbanización Fernández, de esta 
ciudad, libre de cargas y gravámenes; Quinto: Comuníquese a: 1) 
Registradora de Títulos del Distrito Nacional; 2) La Asociación 
Popular de Ahorros y Préstamos; y 3) Las partes”;

Considerando, que los recurrentes proponen como fundamento 
de su recurso contra la sentencia impugnada los siguientes medios 
de casación: Primer Medio: Violación al artículo 1315 del Código 
Civil. Violación al derecho de defensa, contradicción de motivos. 
Pruebas y testimonio rechazados en violación al artículo 2268 
del Código Civil. Falta de base legal; Segundo Medio: Violación y 
falsa aplicación de los artículos 2268 y 2269 del Código Civil y los 
artículos 138, 147, 173, 174 y 192 de la Ley de Registro de Tierras. 
Otra forma de falta de base legal es lo relativo a la concepción 
de terceros de buena fe, desnaturalización de las pruebas literales 
sometidas y de los hechos de la causa que hicieron el artículo 1165 
del Código Civil y falta de motivos; Tercer Medio: Falta de base 
legal y en relación con la casación del mandato por la muerte de 
su autor, inaplicación del artículo 2003 del Código Civil, conocía 
Cogram Energía, S. A., la muerte de mandante. No ponderación 
comparecencia de la mandataria, falta de motivos. Compradora 
de mala fe, fraudulenta o dolosa; (Sic),
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Considerando, que en el desarrollo de los tres medios 
propuestos, los cuales se reúnen para su examen y solución por 
su correlación, los recurrentes alegan en síntesis: a) que en la 
audiencia del 4 de octubre de 2004, celebrada por el Tribunal a-quo 
solicitaron la celebración de una nueva audiencia para aportar 
pruebas testimoniales, a lo que se opuso su contra parte, ahora 
recurrida, y que el tribunal se reservó el fallo sobre ese incidente, 
rechazando luego dicho pedimento sobre el fundamento de que 
por tratarse de una litis sobre derecho registrado, en el que la 
prueba debe ser escrita, la prueba testimonial era innecesaria; que 
ellos pretendían probar que el Presidente de la recurrida Cogram 
Energía, S. A., tenía conocimiento del fallecimiento del mandante 
Leoride Enrique Mejía Báez al momento de suscribirse en la 
misma fecha, tanto el contrato de venta como la del préstamo 
hipotecario del inmueble; que el fraude y el dolo se pueden probar 
por todos los medios; que la prueba testimonial, contrario a como 
lo juzgó el tribunal, era útil y pertinente y su rechazamiento viola 
el derecho de defensa de los recurrentes; que sin embargo el 
tribunal apreció y negó que el comprador tuviera conocimiento 
de la muerte del poderdante, porque no existe en el expediente 
prueba de ello, lo que constituye una contradicción de motivos y 
violación al derecho de defensa, dejando además su fallo sin base 
legal; b) que el Tribunal a-quo expresa que si bien el artículo 2003 
del Código Civil, establece que el poder concluye con la muerte del 
poderdante, no es menos cierto que los artículos 2268 y 2269 del 
mismo código y los artículos 138, 147, 173, 174 y 192 de la Ley de 
Registro de Tierras protegen al tercer adquiriente a título oneroso y 
de buena fe; que contrariamente a lo considerado y expresado por 
el Tribunal a-quo en su sentencia, los recurrentes entienden que la 
recurrida es una adquiriente de mala fe, porque el poderdante que 
otorgó el poder con base en el cual le fue transferido el inmueble ya 
había fallecido, y que por tanto los hechos fueron desnaturalizados 
por los jueces del fondo; c) que el Juez de Jurisdicción Original 
que conoció en primer grado del asunto, interrogó a la señora 
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Josefina Cruz Vda. Mejía, quien fue la mandataria del de-cujus 
Leoride Enrique Mejía Báez, quien falleció antes de otorgarse la 
venta del inmueble, con conocimiento de la compradora Cogram 
Energía, S. A., y que los jueces no ponderaron su declaración, en 
el sentido de que ella le informó al señor Oscar Torres, que su 
esposo había fallecido, por lo cual violaron el derecho de defensa 
de los recurrentes y dejaron de aplicar el artículo 2003 del Código 
Civil, al no ponderar la declaración de la mencionada señora, 
porque en tales circunstancias la recurrida no es una adquiriente 
de buena fe, puesto que se alió a la mandataria para perjudicar a 
los recurrentes que son los causahabientes o sucesores del finado 
Leoride Enrique Mejía Báez, con cuyo acontecimiento, siguen 
alegando los recurrentes, se puso término al mandato de fecha 
25 de abril de 1989, y éste carecía ya de efecto, por lo que la venta 
consentida por la mandataria el 16 de septiembre de 1996, es nula, 
porque el referido señor falleció el 25 de agosto de 1996;

Considerando, que el estudio completo del expediente pone de 
manifiesto que los recurrentes, desde el inicio de la litis introducida 
por ellos por ante el Tribunal a-quo, han venido alegando desde 
el Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original apoderado del 
conocimiento de la misma, que la venta intervenida en fecha 6 de 
noviembre de 1996 en relación con el Solar núm. 5 y sus mejoras, 
de la Manzana núm. 2386 del Distrito Catastral núm. 1 del Distrito 
Nacional es nula, porque fue otorgada por la señora Josefina 
Mercedes Cruz a favor de la recurrida, en virtud del mandato de 
fecha 25 de abril de 1989 que le fue otorgado por su esposo señor 
Leoride Enrique Mejía Báez, quien falleció el día 25 de agosto de 
1996, es decir que dicha venta fue realizada después de la muerte 
del mandante, cuando el mandato referido ya había concluido, 
tal como lo establece el artículo 2003 del Código Civil y de cuya 
muerte tenía conocimiento el señor Oscar Torres, Presidente de la 
compañía compradora, por habérselo comunicado Josefina Cruz 
Vda. Mejía, la mandataria, quien así lo informó al tribunal –ante 
quien declaró que: “Se estuvo negociando con el señor Oscar 
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Torres mucho antes de mi esposo morir, le dije que mi esposo se 
había muerto y me dijo que eso se resolvía y me llamó, hizo los 
papeles, vine el día 6 y me fui el día 7”. “Sí, me llamó a Orlando, 
Florida” y sobre la pregunta del Juez de que ¿Si había muerto 
Leoride Enrique Mejía Báez?. Ella contestó que “Sí, hacía como 
una semana”; “el (Oscar) me dijo que eso se arregla, textualmente 
él me dijo que eso se arregla”. Hace constar en esa acta la señora 
Josefina Cruz que ratificó al abogado redactor del contrato su 
condición de viuda”; (Sic),

Considerando, que tal como se ha expresado en el resumen 
de los agravios formulados por los recurrentes, estos también 
aducen que en la audiencia del 4 de octubre de 2004, solicitaron 
al tribunal la celebración de una nueva audiencia para hacer oír 
testigos y para demostrar que el señor Oscar Torres, Presidente 
de la Cía. compradora, tenía conocimiento del fallecimiento 
del señor Leoride Enrique Mejía Báez, esposo y mandante de 
la señora Josefina Mercedes Cruz, tal como ésta lo declaró en 
audiencia, y que ese pedimento fue rechazado por el Tribunal;

Considerando, que en efecto, en el primer considerando de la 
sentencia impugnada, se expresa al respecto lo siguiente: “Que 
previo a cualquier otra ponderación se impone que este Tribunal 
se pronuncie sobre el pedimento incidental de audición de testigos 
planteado por los Dres. Antonio de Jesús Leonardo y Luis Alberto 
González, que recibió la oposición de Manuel de Jesús Cáceres 
Genao, y que el Tribunal se reservó el fallo en la audiencia del 
4 de octubre de 2004; que tratándose el presente expediente de 
una litis sobre Derechos Registrados, en que la prueba debe ser 
escrita, la audición de testigos pasa a ser innecesaria, debido a 
que en el expediente constan todas las pruebas literarias que son 
necesarias y suficientes para el fallo del presente expediente, por 
lo que el incidente que se pondera se rechaza por innecesario”;

Considerando, que si es cierto que en principio, en las litis sobre 
terrenos registrados las pruebas deben ser aportadas por escrito, 
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hay casos en los cuales esta regla sufre algunas excepciones; que 
en la especie se comprueba que en fecha 6 de septiembre de 1996, 
entre la señora Josefina Mercedes Cruz, como mandataria de su 
esposo, ya difunto, y el señor Oscar J. Torres, en representación 
como Presidente de la compradora compañía Cogram Energía, 
S. A., se suscribió un contrato de venta del solar y mejoras, 
precedentemente descritos; que tanto la viuda como los hijos 
del mandante han venido alegando que al señor Torres le fue 
informado que el propietario de dicho inmueble, y mandante en 
el caso, había fallecido, a pesar de cuyo acontecimiento el último 
insistió en adquirir el inmueble, manifestándole a la viuda que eso 
se arreglaba; que no obstante esa circunstancia el señor Oscar J. 
Torres, gestionó los servicios del Notario para que instrumentara 
los actos correspondientes; que posteriormente el señor Oscar 
J. Torres requirió del Banco no pagar los cheques que él había 
expedido relacionados con el pago del precio por la venta del 
solar y sus mejoras; que al solicitar los recurrentes la fijación de 
nueva audiencia para probar, que ciertamente, el comprador tenía 
conocimiento del fallecimiento del propietario de dicho inmueble, 
se trataba de la prueba de hecho y no de un derecho; que por 
tanto, en tales circunstancias, al rechazar el Tribunal a-quo dicho 
pedimento, formulado con base a las razones alegadas por los 
recurrentes, hizo una errónea interpretación y aplicación de los 
artículos 1315 y 2003 del Código Civil;

Considerando, que es de principio que la muerte del mandante 
pone fin de pleno derecho al mandato, y para que ello ocurra no 
es ni siquiera necesario que esa muerte haya sido denunciada o 
informada al mandatario, resultando suficiente que este último 
sea informado, de cualquier manera que sea, del fallecimiento del 
mandante; que por consiguiente, la declaración de la señora Josefina 
Mercedes Cruz, de que no sólo había informado y reiterado al 
señor Oscar J. Torres, representante de la compañía compradora 
de la muerte de su esposo, inclusive que este último hasta la llamó a 
Orlando mientras se encontraba allá para conversar con ella sobre 
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dicha muerte, y en relación con el proyectado negoció de la venta 
del inmueble, desde ese momento sujeto a las contingencias y 
procedimientos de una partición amigable o litigiosa, lo que debió 
aconsejarle al Sr. Oscar Torres la más elemental prudencia para 
abstenerse de insistir en una operación, en la que ya el mandato 
que tenía esa señora había concluido de pleno derecho, y cuya 
operación generaría, como ha ocurrido, las contingencias de una 
litis judicial, porque el de-cujus dejaba varios herederos que no 
podían ser despojados de sus derechos en los bienes relictos por 
su padre; que estas circunstancias y reflexiones debieron inspirar 
en los jueces del fondo desconfianza y dudas respecto de la 
alegada buena fe de la adquiriente, antes de considerar existente 
y válido un mandato ya concluido con la muerte del mandante, 
y sobre esa base ordenar la transferencia del inmueble a favor 
de la parte recurrida Cogram Energía, S. A.; que resulta evidente 
que al proceder de esa manera el Tribunal a-quo ha hecho una 
errónea interpretación y aplicación de los artículos 1315 y 2003 
del Código Civil, dejando además su decisión sin base legal;

Considerando, que cuando la sentencia es casada por 
incumplimiento de las reglas procesales puestas a cargo de los 
jueces, las costas pueden ser compensadas.

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada por el 
tribunal Superior de Tierras del Departamento Central el 19 de 
abril de 2006, en relación con el Solar núm. 5 de la Manzana 
núm. 2386, del Distrito Catastral núm. 1, del Distrito Nacional, 
cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior del presente 
fallo, y envía el conocimiento y solución del asunto por ante el 
Tribunal Superior de Tierras del Departamento Norte; Segundo: 
Compensa las costas. 

Así ha sido hecho y juzgado por la Cámara de Tierras, 
Laboral, Contencioso-Administrativo y Contencioso-Tributario 
de la Suprema Corte de Justicia, y la sentencia pronunciada por 
la misma, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito 
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Nacional, capital de la República, en su audiencia pública del 25 
de marzo de 2009, años 166° de la Independencia y 146° de la 
Restauración.

Firmado: Juan Luperón Vásquez, Enilda Reyes Pérez, Darío 
O. Fernández Espinal y Pedro Romero Confesor. Grimilda 
Acosta, Secretaria General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los señores 
Jueces que figuran al pie, en la audiencia pública del día, mes y 
año en ella expresados, y fue firmada, leída y publicada por mí, 
Secretaria General, que certifico.
www.suprema.gov.do



SENTENCIA DEL 25 DE MARZO DE 2009, NÚM. 27
Sentencia impugnada:	 Tribunal Superior de Tierras del 

Departamento Central, del 30 de septiembre 
de 2003.

Materia:	 Tierras.
Recurrentes:	 Luis Manuel Angeles de los Angeles y Banco 

Hipotecario Dominicano, S. A. (B.H.D).
Abogado:	 Lic. Juan Sánchez Rosario y Ricardo Ramos 

y Dra. María Virginia de Moya Malagón.
Recurrido:	 Eusebio Antonio Rodríguez Peralta.
Abogada:	 Dra. Cesarina De la Cruz Torres.

CAMARA DE TIERRAS, LABORAL, CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVO 
Y CONTENCIOSO-TRIBUTARIO.

Rechaza / Inadmisible

Audiencia pública del 25 de marzo de 2009.
Preside: Juan Luperón Vásquez.				     

 
Dios, Patria y Libertad

En Nombre de la República, la Cámara de Tierras, Laboral, 
Contencioso-Administrativo y Contencioso-Tributario de la 
Suprema Corte de Justicia, dicta en audiencia pública la siguiente 
sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos mediante 
memoriales separados por a) Luis Manuel Angeles De los Angeles, 
dominicano, mayor de edad, con Cédula de Identidad y Electoral 
núm. 001-0733700-8, domiciliado y residente en la Av. Presidente 
Estrella Ureña núm. 82, Los Minas, de esta ciudad, y b) por el 
Banco Hipotecario Dominicano, S. A. (B. H. D.), continuador 
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jurídico del Banco Gerencial y Fiduciario, S. A., institución de 
servicios múltiples bancarios, organizada de conformidad con 
las leyes dominicanas, con su domicilio social en la Av. 27 de 
Febrero Esq. Winston Churchill, Plaza BHD, representada por 
su Vicepresidente Administrativo de Crédito Licda. Magdalena 
Narvaez de Tinero, ecuatoriana, mayor de edad, con Cédula de 
Identidad núm. 001-1338277-4, domiciliada y residente en esta 
ciudad, contra la sentencia dictada por el Tribunal Superior de 
Tierras del Departamento Central el 30 de septiembre de 2003, 
cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la 
República;

Visto el memorial de casación depositado en la Secretaría de 
la Suprema Corte de Justicia el 4 de noviembre de 2003, suscrito 
por el Lic. Juan Sánchez Rosario, con Cédula de Identidad y 
Electoral núm. 047-0094689-2, abogado del recurrente Luis 
Manuel Angeles De los Angeles, mediante el cual propone los 
medios que se indican más adelante;

Visto el memorial de casación depositado en la Secretaría de 
la Suprema Corte de Justicia el 3 de diciembre de 2003, suscrito 
por la Dra. María Virginia de Moya Malagón, por sí y por el Lic. 
Ricardo Ramos, con Cédulas de Identidad y Electoral núms. 
001-0101107-0 y 001-0911465-2, respectivamente, abogados 
del recurrente Banco Hipotecario Dominicano, S. A. (B.H.D), 
mediante el cual proponen los medios que se indican más 
adelante;

Visto el memorial de defensa depositado en la Secretaría de la 
Suprema Corte de Justicia el 29 de diciembre de 2003, suscrito por 
el Dr. Carlos Manuel Padilla Cruz, por sí y por la Dra. Iris de la 
Soledad Valdez y por los Licdos. Juan Isidro Marte Hernández, 
Cristino De Aza y Juan Eduardo Sánchez Fernández, con Cédulas 
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de Identidad y Electoral núms. 001-0162071-4, 001-0061125-5, 
001-0112371-9, 001-0925100-6 y 001-1155035-6, respectivamente, 
abogados del recurrido Eusebio Antonio Rodríguez Peralta;

Visto el memorial de defensa depositado en la Secretaría de 
la Suprema Corte de Justicia el 25 de abril de 2005, suscrito por 
la Dra. Cesarina De la Cruz Torres, con Cédula de Identidad y 
Electoral núm. 001-0221337-8, abogada de la recurrida Sociedad 
Inmobiliaria, C. por A.;

Visto el memorial de defensa depositado en la Secretaría de la 
Suprema Corte de Justicia el 23 de enero de 2004, suscrito por el Dr. 
Carlos Manuel Padilla Cruz, por sí y por la Dra. Iris de la Soledad 
Valdez y por los Licdos. Juan Isidro Marte Hernández, Cristino 
De Aza y Juan Eduardo Sánchez Fernández, con Cédulas de 
Identidad y Electoral núms. 001-0162071-4, 001-0061125-5, 001-
0112371-9, 001-0925100-6 y 001-1155035-6, respectivamente, 
abogados del recurrido Eusebio Antonio Rodríguez Peralta;

Visto la Ley núm. 25 de 1991, modificada por la Ley núm. 156 
de 1997, y los artículos 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación;

La CORTE, en audiencias públicas del 15 de octubre de 2008 
y 28 de enero de 2009, respectivamente, estando presentes los 
Jueces: Juan Luperón Vásquez, Presidente; Julio Aníbal Suárez, 
Enilda Reyes Pérez, Darío O. Fernández Espinal y Pedro Romero 
Confesor, asistidos de la Secretaria General y después de haber 
deliberado los jueces signatarios de este fallo;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que con 
motivo de una litis sobre terreno registrado (Demanda en nulidad 
de Contratos de Venta), en relación con las Parcelas núms. 
4-A-Provisional y 4-B-Provisional 38, del Distrito Catastral núm. 
2 del Distrito Nacional, el Tribunal de Tierras de Jurisdicción 
Original, debidamente apoderado dictó el 31 de agosto del 2000, 
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su Decisión núm. 45, cuyo dispositivo aparece copiado en el de la 
sentencia impugnada; b) que sobre el recurso de apelación 
interpuesto contra la misma, el Tribunal Superior de Tierras del 
Departamento Central dictó el 30 de septiembre del 2003, la 
sentencia objeto de este recurso, cuyo dispositivo es el siguiente: 
“Primero: Acoge, en cuanto a la forma los recursos de apelación 
interpuestos en fecha 14 de septiembre del 2000 por los señores 
Luis Angeles De los Angeles y la Sociedad Comercial Importadora 
de Gomas Brugal Agrícola, C. por A., por haber sido interpuestos 
conforme a la ley que rige la materia y los rechaza en cuanto al 
fondo, por improcedentes, mal fundados y carentes de base legal; 
Segundo: Rechaza, en la forma como en el fondo el recurso de 
apelación interpuesto en fecha 2 de octubre del 2002, por el Sr. 
Francisco Leonardo Tejeda Abreu, a través de su representante 
legal Dr. José Menelo Núñez, por extemporáneo; Tercero: Se 
rechazan por improcedentes, mal fundadas y carentes de base 
legal, las conclusiones incidentales vertidas en audiencia por el 
Dr. Juan Sánchez Rosario, en nombre y representación del Sr. 
Manuel Angeles De los Angeles; Cuarto: Se confirma, en todas 
sus partes la Decisión No. 45 de fecha 31 de agosto del año 2000, 
dictada por el Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original, cuyo 
dispositivo copiado a la letra es el siguiente: PRIMERO: Que 
debe acoger y acoge, la instancia de fecha 6 de julio del año 1999, 
suscrita por los Dres. Cesariana De la Cruz Torres y Edicson 
Ramón Lorenzo Valdez, en nombre y representación de la 
Sociedad Inmobiliaria, C. por A. y el Sr. Eusebio Antonio 
Rodríguez Peralta; SEGUNDO: Que debe acoger y acoge, 
parcialmente las conclusiones presentadas por los Dres. Iris de la 
Soledad Valdez y Carlos Manuel Padilla Cruz; TERCERO: Que 
debe rechazar, como al efecto rechaza, la solicitud de la excepción 
de la inadmisibilidad para conocer de la litis sobre Terreno 
Registrado, en las Parcelas Nos. 4-A-Provisional y 4-B-Provisional-38, 
del Distrito Catastral No. 2 del Distrito Nacional, planteada por el 
Lic. Juan Sánchez Rosario y secundada por los Licdos.  
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Jhonny Antonio Castro Nuez y Diego Infante; QUINTO: Que 
debe rechazar y rechaza todos y cada uno de los pedimentos 
formulados in limini litis, por los Licdos. Jhonny Antonio Castro 
Nuez, Manuel Victoria, Juan Sánchez Rosario y Diego Infante 
Henríquez, por inoportunos, frustratorios, improcedentes e 
infundados; QUINTO: Que debe rechazar y rechaza por los 
motivos expuestos, las conclusiones vertidas en las audiencias y 
en su escrito ampliatorio de conclusiones presentado por el Dr. 
Juan Sánchez Rosario, en nombre y representación del señor Luis 
Manuel Angeles De los Angeles; SEXTO: Que debe rechazar y 
rechaza por los motivos expuestos las conclusiones en audiencia 
y en escrito ampliativo de conclusiones principales, subsidiarias y 
más subsidiarias aún, presentado por el Lic. Johnny Antonio 
Castro Nuez, en nombre y representación de la Sociedad 
Comercial Importadora de Gomas Brugal Agrícola, C. por A.; 
SÉPTIMO: Que debe rechazar y rechaza por los motivos 
expuestos, las conclusiones en audiencia presentada por el Lic. 
Manuel Victoria, en nombre y representación del señor Francisco 
Leonardo Tejada Abreu; OCTAVO: Que debe rechazar y rechaza 
por los motivos expuestos las conclusiones en audiencia 
presentadas por el Lic. Diego Infante Henríquez, en nombre y 
representación del Banco Gerencial y Fiduciario, S. A.; NOVENO: 
Declarar y declara nulos y sin ningún valor y efecto jurídico los 
actos de ventas de fechas 4 y 10 de marzo del año 1993, intervenidos 
entre los señores: José Antonio Reyes Féliz (difunto) y Juana 
Mercedes Cordero Tavares, con el señor Eusebio Antonio 
Rodríguez Peralta, en relación con unas porciones de terreno de 
200.64 Mts2. y 382.65 Mts2. y los señores Eusebio Antonio 
Rodríguez Peralta y el Sr. Francisco Leonardo Tejada Abreu, en 
relación con dos porciones de terreno de 200.64 y 382.65 Mts2., 
dentro del ámbito de la Parcela No. 4-B-Provisional del Distrito 
Catastral No. 2 del Distrito Nacional, legalizados ambos actos por 
el Dr. Otto Rafael Adames Fernández, Notario de los número para 
el Distrito Nacional; DÉCIMO: Se declaran nulas y sin  
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ningún valor ni efecto jurídico sucesivamente la Decisión No. 6 
del Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original de fecha 16 de 
mayo de 1998, y la sentencia No. 2 de fecha 2 de julio del año 1998, 
dictada por el Tribunal Superior de Tierras, en relación con la 
Parcela No. 4-B-Provisional-38, del Distrito Catastral No. 2 del 
Distrito Nacional; UNDÉCIMO: Se declara nula, sin valor ni 
efecto jurídico la sentencia de adjudicación de fecha 31 de enero 
del año 1995, dictada por la Cámara de lo Civil y Comercial de la 
Primera Circunscripción del Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Nacional, en relación a una porción de terreno de 583.29 
Mts2., de la Parcela No. 4-B-Provisional del Distrito Catastral No. 
2 del Distrito Nacional; DUODÉCIMO: Se declara nula e 
inexistente la Parcela No. 4-B-Provisional-38, del Distrito Catastral 
No. 2 del Distrito Nacional, con un área superficial de 583 Mts2., 
y limitada al Norte: con la Parcela No. 4-B-Provisional. (resto); Al 
Este: Parcela No. 4-B-Provisional; Al Sur: Avenida Independencia 
y al Oeste Solar No. 7, y sus mejoras consistentes en una casa de 
blocks, techo de concreto, de una planta, salón comercial y una en 
construcción; DÉCIMO TERCERO: Se ordena la cancelación y 
radiación en el Registro de Título del Distrito Nacional, del 
Certificado de Título No. 99- 7188 de fecha 1ro. de octubre del 
año 1999, relativo a la Parcela No. 4-B-Provisional-38 del Distrito 
Catastral No. 2 del Distrito Nacional; así como también los 
Certificados de Títulos Nos. 99-7188 (duplicado del dueño), 
expedido el día 1ro. de octubre del año 1999, a favor de la 
Compañía Importadora de Gomas Brugal Agrícola, C. por A. y el 
Certificado de Título No. 99-7188 (duplicado del acreedor 
hipotecario) expedido en fecha 1ro. de octubre de 1999 y 3 de 
enero del año 2000, a favor del Banco Gerencial y Fiduciario, S. 
A.; DÉCIMO CUARTO: Se declara nula y sin ningún valor ni 
efecto jurídico el acto de venta de fecha 5 de julio de 1999, 
debidamente legalizado por el Dr. Teófilo Severino y Payano, 
mediante el cual el señor Luis Manuel Angeles De los Angeles le 
vende a la razón comercial Importadora de Gomas Brugal 
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Agrícola, C. por A., la Parcela No. 4-B-Provisional-38 del Distrito 
Catastral No. 2 del Distrito Nacional; DÉCIMO QUINTO: 
Que debe declarar y declara nulo y sin ningún valor ni efecto 
jurídico el acto de fecha 27 de agosto de 1999, legalizado por la 
Dra. Belkis Dolores Moreno, mediante el cual el Banco Gerencial 
y Fiduciario, S. A., le presta a la razón social Importadora de 
Gomas Brugal Agrícola, C. por A. la suma de RD$2,900,000.00, 
a un interés de 12% anual y a un término de dos (2) años, con 
garantía de una hipoteca en primer rango, sobre la Parcela No. 
4-B-Provisional-38, del Distrito Catastral No. 2 del Distrito 
Nacional, inscrita en fecha 1ro. de octubre de 1999; así mismo se 
declara nulo y sin ningún valor ni efecto jurídico, el acto de fecha 
2 de diciembre de 1999, legalizado por el Dr. Roberto José García 
Sánchez; mediante el cual el Banco Gerencial y Fiduciario, S. A., 
aumenta en Un Millón (RD$1,000,000.00) de pesos, la hipoteca 
en primer rango, sobre la misma parcela y a favor de la indicada 
razón comercial Importadora de Gomas Brugal Agrícola, C. por 
A., inscrita en fecha 3 de enero del 2000; DÉCIMO SEXTO: Se 
ordena el desalojo del Sr. Luis Manuel Angeles De los Angeles 
y/o la razón comercial Importadora de Gomas Brugal Agrícola, 
C. por A. y/o cualquier persona física o moral que se encuentre 
ocupando la Parcela No. 4-B-Provisional del Distrito Catastral 
No. 2 del Distrito Nacional y sus mejoras, propiedad de la razón 
Comercial Inmobiliaria, C. por A., amparada en el Certificado de 
Título No. 58-110 correspondiente en el plano particular a la 
parte del Solar No. 10 de la Manzana No. 4400, del Distrito 
Catastral 1 del Distrito Nacional, lugar, donde estuvo deslindada 
indebidamente la denominada Parcela No. 4-B-Provisional-38 del 
Distrito Catastral No. 2 del Distrito Nacional, y que esta misma 
decisión declara nula e inexistente; desalojo que deberá efectuarse 
en un plazo de 30 días a partir de que la presente decisión sea 
definitiva, poniéndose a cargo del Abogado del Estado ante el 
Tribunal de Tierras que ejecute esa decisión cuando la misma sea 
definitiva, en caso de que la misma no se acoja de manera 
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voluntaria dentro del plazo que ella establece; DÉCIMO 
SÉPTIMO: Se le reservan los derechos adquiridos dentro del 
ámbito de la Parcela No. 4-B-Provisional del Distrito Catastral 
No. 2 del Distrito Nacional, al señor Eusebio Antonio Rodríguez 
Peralta, de conformidad con el contrato de venta condicional de 
inmuebles de fecha 6 de diciembre de 1994, intervenido entre la 
Sociedad Inmobiliaria, C. por A. y el señor Eusebio Antonio 
Rodríguez, debidamente legalizado por la Dra. Juvenilia Castillo 
Terrero, Notario Público de los del número del Distrito Nacional; 
DÉCIMO OCTAVO: Se mantiene con todo su valor y efecto 
jurídico el contrato de alquiler de fecha 14 de febrero de 1994, 
suscrito entre la Sociedad Inmobiliaria, C. por A. y el señor 
Eusebio Antonio Rodríguez debidamente legalizado por la Dra. 
Juvenila Castillo Terrero, Notario Público de los del número para 
el Distrito Nacional, mediante el cual la primera le alquila al 
segundo una porción de terreno de 587.50 Mts2. y sus mejoras y 
su punto comercial ubicado dentro del ámbito de la Parcela No. 
4-B-Provisional del Distrito Catastral No. 2 del Distrito Nacional, 
con los linderos siguientes: Al Norte: Centro Automotriz Valerio; 
Al Este: Iglesia Angélica; Al Sur: Av. Independencia y al Oeste: 
calle de los Talleres y, en consecuencia, se autoriza al señor 
Eusebio Antonio Rodríguez Peralta a ocupar dicho inmueble, a 
partir de treinta (30) días después de que la presente decisión sea 
definitiva, poniéndose la ejecución de esta medida a cargo del 
Abogado del Estado ante el Tribunal de Tierras; DÉCIMO 
NOVENO: Se ordena al Registrador de Títulos del Distrito 
Nacional, mantener con todo su valor y efecto jurídico los 
Certificados de Títulos Nos. 92-2230 y 99-5117 que ampara los 
derechos de propiedad de las Parcelas Nos. 4-B-Provisional-21 y 
4-B-Provisional-31, expedido a favor de la Sra. María Victoria 
Ramírez y Eulogia Amada Ortiz Vda. Reyes y compartes; 
VIGÉSIMO: Se les da acta a los señores Inmobiliaria, C. por A. 
y al señor Eusebio Antonio Rodríguez Peralta, para perseguir por 
la vía judicial correspondiente a la reparación en daños y perjuicios 
que fuere de lugar”;
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Considerando, que tratándose de dos recursos de casación 
interpuestos, aunque de manera separada, contra la misma 
sentencia, procede fusionar los mismos y decidirlos por una sola 
sentencia;

En cuanto al recurso interpuesto por Luis Manuel Angeles 
De los Angeles

Considerando, que en su memorial de casación, el señor Luis 
Manuel Angeles De los Angeles, propone contra la decisión 
impugnada los siguientes medios de casación: Primer Medio: 
Violación del artículo 2265 del Código Civil Dominicano, 
modificado por la Ley núm. 585 del 28 de octubre de 1941, por 
falta de aplicación; Segundo Medio: Violación del Art. 44 de la 
Ley núm. 834 de fecha 16 de julio de 1978, en lo que respecta a 
la cosa juzgada, y la prescripción, por falta de aplicación de parte 
del Tribunal a-quo; Tercer Medio: Violación del Art. 173 de la Ley 
de Registro de Tierras, modificado por la Ley núm. 3719 de fecha 
28 de diciembre del año 1953, por falta de aplicación, por parte 
del Tribunal a-quo; Cuarto Medio: Violación del artículo 174 de 
la Ley de Registro de Tierras, modificado por la Ley núm. 544 de 
fecha 17 de diciembre de 1964 por falta de aplicación, por parte 
del Tribunal a-quo; Quinto Medio: Violación del artículo 137 de 
la Ley de Registro de Tierras y del artículo 44 de la Ley núm. 834 
de fecha 16 de julio de 1978, en lo que respecta al plazo prefijado 
y a la prescripción, por falta de aplicación por parte del Tribunal 
a-quo; Sexto Medio: Violación del artículo 2268 del Código Civil 
Dominicano, por falta de aplicación del Tribunal a-quo; Séptimo 
Medio: Violación del artículo 192 de la Ley de Registro de Tierras 
por falta de aplicación del Tribunal a-quo; Octavo Medio: Fallo 
ultra-petita;

Considerando, que en el desarrollo de los medios de casación 
propuestos, los cuales se reúnen para su examen y solución, el 
recurrente alega en síntesis: a) que el Tribunal violó el artículo 2265 
del Código Civil, porque pudo establecerse que desde el 4 de marzo 
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de 1993 al mes de julio de 1999 en que la Sociedad Inmobiliaria, S. 
A., intenta su acción, transcurrieron más de 5 años y que teniendo 
la misma su domicilio en la ciudad de Santo Domingo, donde 
radica el inmueble que alega le fue fraudulentamente sustraído, 
su acción está prescrita y por tanto extinguida; que el recurrente 
nunca ha cometido dolo y que es un adquiriente de buena fe; que 
de acuerdo con el artículo 1116 del Código Civil, el dolo no se 
presume, ni contra él ha sido probado; que la prescripción puede 
oponerse en cualquier estado de causa, conforme lo preceptúa 
el artículo 2224 del Código Civil; que en cuanto al inmueble de 
que se trata la acción está prescrita y por tanto es inadmisible; 
b) que el Tribunal violó el artículo 44 de la Ley núm. 834 de 
1978 y que conforme el artículo 45 de la misma ley los medios de 
inadmisión pueden proponerse en todo estado de causa y deben 
acogerse sin que el que los invoca tenga que justificar ningún 
agravio conforme el artículo 46 de la citada Ley núm. 834; que 
esos medios de inadmisión pueden ser aplicados de oficio por 
el Juez cuando tienen un carácter de orden público, que en el 
presente caso están reunidos todos los requisitos para declarar 
la inadmisibilidad de la acción de la Sociedad Inmobiliaria, S. A., 
porque la misma está prescrita por haber transcurrido 5 años; que 
el presente caso adquirió la autoridad de la cosa juzgada, puesto 
que ya había sido decidido por la Suprema Corte de Justicia, por 
su sentencia de fecha 26 de mayo de 1999; c) que el Tribunal 
a-quo violó el artículo 173 de la Ley de Registro de Tierras, al no 
admitir el Certificado de Título expedido por el Registrador de 
Títulos a favor del recurrente; d) que también violó el artículo 174 
de la misma Ley de Registro de Tierras por falta de aplicación del 
mismo, y que como el recurrente es un tercer adquiriente de buena 
fe y a título oneroso, que adquirió en virtud de una sentencia 
de adjudicación en pública subasta, luego de pagar la suma de 
RD$1,835,233.80, según sentencia núm. 567694 de la Primera 
Cámara Civil del Distrito Nacional, debe retener sus derechos 
sobre dicho inmueble, porque a él se le entregó el Certificado de 
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Título, previo haber cumplido con todas las exigencias de la ley; e) 
que también se han violado los artículos 137 de la Ley de Registro 
de Tierras y 44 de la Ley núm. 834 de 1978, en lo que se refiere 
al plazo prefijado y a la prescripción por falta de aplicación de los 
mismos por parte del tribunal; que el fraude que alega la Sociedad 
Inmobiliaria, S. A., se cometió en su contra fue el 4 de marzo de 
1993, y desde entonces han transcurrido 7 años a la fecha de su 
instancia en revisión, por lo que su acción es tardía, de acuerdo con 
lo que establece el artículo 137 de la Ley de Registro de Tierras, 
al esta ejercerse después de un año, por lo que la misma debió ser 
declarada inadmisible, por aplicación del artículo 44 de la Ley 834 
ya citada; f) que, igualmente, se han violado los artículos 1116, 
2268 y 2269 del Código Civil, según los cuales la buena fe siempre 
se presume y corresponde la prueba al que alega lo contrario; que 
basta que la buena fe exista en el momento de la adquisición; que 
en él –alega el recurrente – siempre ha existido la buena fe; g) 
que se ha violado el artículo 192 de la Ley de Registro de Tierras 
por falta de aplicación del mismo y que él ha probado que es 
un adquiriente de buena fe y que nadie ha probado lo contrario; 
h) que el tribunal ha incurrido en fallo ultra-petita, puesto que 
nadie demandó ni le pidió al Tribunal la nulidad del Certificado 
de Título núm. 99-7188 que ampara los derechos de propiedad 
de la Importadora de Gomas Brugal, S. A., que tampoco le pidió 
nadie la nulidad de la sentencia de adjudicación del 31 de enero de 
1995 de la Primera Cámara Civil del Distrito Nacional, ni mucho 
menos la nulidad de la Decisión núm. 6 del Tribunal de Tierras 
de Jurisdicción Original de fecha 16 de mayo de 1998, ni de la 
sentencia núm. 2 de fecha 12 de julio de 1998, todas en relación 
con la Parcela núm. 4-B-Prov.-38 del Distrito Catastral núm. 2 del 
Distrito Nacional; pero,

Considerando, que del examen completo de la sentencia 
impugnada y de los documentos a que la misma se refiere se pone 
de manifiesto que el litigio que culminó con la misma se introdujo 
al Tribunal de Tierras, según la demanda o litis sobre terreno 
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ya registrado, mediante la cual se ha procurado y perseguido la 
revocación de un deslinde que se ha venido alegando que fue 
ilegalmente realizado, así como la nulidad de varios actos de venta 
entre los cuales se impugnó, principalmente, el de fecha 5 de julio 
de 1999, otorgado por el recurrente Luis Manuel Angeles De 
los Angeles, a favor de la sociedad de comercio Importadora de 
Gomas Brugal Agrícola, C. por A., en relación con la Parcela núm. 
4-B-Provisional-38, y la nulidad también de varias decisiones y 
otros fines, demanda que se fundamentó entre otros motivos en 
que el deslinde practicado fue sobre un terreno distante del que 
ha sido objeto del presente litigio, con el cual se afectó la parcela 
objeto de la presente litis, y que la Carta Constancia expedida al 
recurrente, fue el resultado de varias actuaciones fraudulentas;

Considerando, que como el Tribunal a-quo al decidir en 
apelación el caso, ha adoptado sin reproducirlos, por considerarlos 
correctos y bien fundamentados los motivos expuestos en su 
decisión por el Juez de Jurisdicción Original, esta Corte procede 
a examinar el fallo de este último, en la página 40 se expresa 
lo siguiente: “Que, con la referida Constancia Anotada en el 
Certificado de Título No. 66-3178, el Sr. Luis Manuel Ángeles 
De los Ángeles contrató al Agrimensor Contratista Luis Antonio 
Vargas Hidalgo, y solicitó y obtuvo mediante resolución de 
fecha 17 de julio de 1995 el deslinde de la denominada Parcela 
núm. 4-B-Provisional-38 del Distrito Catastral No. 2 del Distrito 
Nacional, amparada en el Certificado de Título No. 95-12579; sin 
embargo, este deslinde resultó ser, además de derechos que ya 
estaban cancelados, el producto de una unificación y refundición 
teórica de las Nos. 4-B-Provisional-31 y 4-B-Provisional-21, a los 
que ya nos hemos referido, parcelas que distan una de la otra a 
más de varios cientos de metros de longitud, estando una situada 
en la calle No. 5 casa No. 8, y la otra en al calle No. 7, que no 
hacen intercepción la una de la otra; que se pudo comprobar, 
según el informe de fecha 28 de agosto de 1996, del Agrimensor 
al servicio de la Dirección General de Mensuras Catastrales 
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Cristóbal E. Mójica y ratificado en audiencia, que el deslinde 
hecho por el Agrimensor Luis Antonio Vargas Hidalgo, fue 
un deslinde hecho por el aire y sin ninguna fundamentación 
técnica, y que en realidad, el mismo cae materialmente dentro del 
ámbito de la Parcela No. 4-A-Provisional del Distrito Catastral 
No. 2 del Distrito Nacional, específicamente Solar No. 10 de la 
Manzana No. 4400 del plano particular, propiedad de la Sociedad 
Inmobiliaria, C. por A.”;

Considerando, que en cuanto a la alegada violación de los 
artículos 173, 174 y 192 de la Ley de Registro de Tierras, en 
la página 42 de la indicada sentencia de Jurisdicción Original 
se expresa al respecto lo siguiente: “Que, al comparecer a 
este tribunal el Sr. Luis Manuel Ángeles De los Ángeles, a la 
audiencia de fecha 7 de abril de año 2000, al ser interrogado 
por la presidencia sobre los hechos y circunstancias en torno al 
presente caso, se le requirió su parecer sobre la garantía que él 
había exigido al Sr. Francisco Leonardo Tejada Abreu, para que 
él le prestara la suma de Un Millón Quinientos Nueve Mil Pesos 
y al respecto declaró que el préstamo se hizo con la garantía en la 
Carta Constancia que había surgido como producto de la venta 
intervenida entre el Sr. Eusebio Antonio Rodríguez Peralta y el 
Sr. Francisco Leonardo Tejada Abreu, de fecha 10 de marzo del 
indicado año 1993; sin embargo, se ha comprobado que el referido 
préstamo fue celebrado en fecha 30 de marzo del indicado año, 
época en la que todavía no se había expedido la Carta Constancia 
correspondiente a la venta de referencia; así mismo, resulta poco 
razonable de que si el Sr. Francisco Leonardo Tejada Abreu había 
comprado el inmueble en cuestión por la insignificante suma de 
RD$80,000.00 el día 10 de marzo del citado año, ya para el 30 
de marzo del mismo año le hicieran un préstamo por el monto 
señalado más arriba, lo cual demuestra que el Sr. Ángeles De los 
Ángeles tenía conocimiento pleno y era un agente activo de las 
maniobras fraudulentas de las que hemos hecho referencia en los 
razonamientos precedentes; que, el Sr. Luis Manuel Ángeles De 
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los Ángeles por conducto de su abogado el Lic. Juan Sánchez 
Rosario, ha planteado la inadmisibilidad de la presente demanda, 
sustentada por la razón Comercial Inmobiliaria, C. por A. y el 
Sr. Eusebio Antonio Rodríguez Peralta bajo los alegatos de que 
sus pretensiones sucumbieron por la Decisión 6 del Tribunal de 
Tierras de fecha 16 de mayo de 1998, y que fueron sucesivamente 
confirmadas por la Decisión No. 2 de fecha 2 de julio del Tribunal 
Superior de Tierras y la decisión de fecha 26 de mayo del año 
1999, de la Honorable Suprema Corte de Justicia, que adquirió la 
autoridad de la cosa irrevocablemente juzgada; pero, este Tribunal 
ha comprobado, que los actos de venta de fechas 4 y 10 de marzo 
del año 1993 que sirvieron de base a la sentencia de adjudicación, 
y que el deslinde aprobado por el Tribunal Superior de Tierras 
según resolución de fecha 17 de junio del año 1995 que dio origen 
a la denominada Parcela No. 4-B-Prov.-38 del Distrito Catastral 
No. 2 del Distrito Nacional, es un deslinde hecho en el aire, 
producto de Cartas Constancias que ya estaban canceladas, y que 
las mejoras que se registran como consecuencia de dicho deslinde 
no son propiedad de su representado, y como en general el fraude 
lo corrompe todo y jamás podrá crear derechos, lo procedente 
es desestimar su pedimento por improcedente, mal fundado y 
carente de base legal”; 

Considerando, que en lo concerniente a la invocada violación 
del artículo 137 de la Ley de Registro de Tierras, procede declarar 
que lo planteado por la instancia introductiva del presente asunto 
ante el Tribunal de Tierras no fue un recurso en revisión por 
causa de fraude, sino una litis sobre terreno registrado por los 
motivos y a los fines aducidos y perseguidos en la misma, por lo 
que el referido texto legal no tiene ninguna aplicación en el caso, 
ni tampoco los artículos 2265, 2268 y 2269, del Código Civil, sino 
el artículo 192 de la Ley de Registro de Tierras, en razón de que la 
instancia inicial de la litis estaba fundamentada y así se estableció 
en todo el curso del proceso en lo que al respecto establece el 
párrafo único del artículo 192 de la Ley de Registro de Tierras que 
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dispone que: “párrafo: Sin embargo, si el nuevo Certificado de 
Título, la anotación o el registro relativo a un derecho se hubiere 
obtenido por medios fraudulentos, la parte perjudicada podrá, 
sin menoscabo de los derechos adquiridos por el que actuó de 
buena fe, reclamar daños y perjuicios contra los que participaron 
en la comisión del fraude”; lo que resulta totalmente diferente al 
fraude previsto, reglamentado y sancionado por los artículos 137 
y siguientes de la misma Ley de Registro de Tierras; que en esas 
circunstancias no era posible pretender la aplicación con éxito de 
los artículos 1116, 2265, 2268 y 2269 del Código Civil, ni mucho 
menos del 44 de la Ley núm. 834 de 1978, puesto que la acción 
ejercida en el caso a los fines repetidamente referidos mencionados 
no estaba sujeta a los plazos y cortas prescripciones alegadas por 
el recurrente; que, en cuanto a que el tribunal falló ultra petita, 
olvida el recurrente que los demandantes por su instancia de fecha 
6 de julio de 1999, no sólo solicitaron la revocación o nulidad 
del ilegal e irregular deslinde que dio origen a las numerosas 
irregularidades a que se ha hecho alusión precedentemente, sino 
también de todos los actos, títulos y actuaciones que fueron 
consecuencia del mismo; que, por consiguiente, no puede 
considerarse ultrapetita la decisión que después de comprobar 
las diversas maniobras fraudulentas que se usaron para realizar 
ese deslinde y todos los actos que fueron su consecuencia dejará 
de acogerse las invalidaciones y soluciones demandadas, y que 
fueron procedentes, justas y legalmente decretadas por el tribunal 
sobre el fundamento de que se obtuvieron como consecuencia 
de maniobras fraudulentas; que igualmente procede declarar que 
en esta materia cuando los jueces forman su íntima convicción, 
comprueban y establecen que se ha procedido por una o 
cualquiera de las parte de manera dolosa o fraudulenta, tienen la 
facultad y el deber de pronunciarse como ocurrió en el caso de 
la especie, sobre todas las consecuencias legales que producen 
los hechos así establecidos y decidir el asunto de conformidad 
con la ley y de las pruebas que le han sido administradas en la 
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instrucción del asunto, debiendo reconocer y atribuir a la parte 
que ha resultado perjudicada por esos hechos las consecuencias 
de derecho correspondientes;

Considerando, que lo expuesto precedentemente y el examen 
de la sentencia impugnada pone de manifiesto que la decisión que 
se examina contiene motivos de hecho y de derecho suficientes, 
congruentes y pertinentes, ampliamente detallados, que justifican 
plenamente su dispositivo, por lo cual los medios propuestos en 
su contra por el recurrente carecen de fundamento y deben ser 
desestimados, por lo que el recurso de casación que se examina 
debe ser rechazado;

En cuanto el recurso  
interpuesto por el Banco B. H. D., S. A.

Considerando, que este recurrente propone contra la misma 
sentencia los siguientes medios de casación: Primer Medio: Falta 
de motivos. Insuficiencia de motivos; Segundo Medio: Falta de 
base legal;

Considerando, que a su vez el co-recurrido Eusebio Antonio 
Rodríguez Peralta, propone la inadmisión del recurso por tardío, 
alegando que conforme certificación expedida por el Secretario 
del Tribunal de Tierras, la sentencia impugnada de fecha 30 de 
septiembre de 2003, fue fijada en la puerta principal del Tribunal 
Superior de Tierras que la dictó, el 1° de octubre de 2003 y que 
por tanto, al interponerse el recurso en fecha 3 de diciembre de 
2003, lo fue fuera del plazo de dos meses que establece el artículo 
5 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; pero,

Considerando, que el examen del expediente relativo al recurso 
de casación que se examina pone de manifiesto que la sentencia 
impugnada fue dictada por el Tribunal a-quo el 30 de septiembre 
de 2003 y de acuerdo con la referida certificación la misma fue 
fijada en la puerta principal de dicho Tribunal, el día 1° de octubre 
del mismo año; que, como el plazo para interponer el recurso 
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de casación es de dos meses de acuerdo con lo que dispone el 
artículo 5 de la Ley sobre Procedimiento de Casación, plazo que 
es franco conforme lo establece el artículo 66 de la misma ley, 
resulta evidente que como la sentencia fue fijada, como se ha 
dicho, el día 1° de octubre de 2003, el plazo de dos meses, se 
extendía hasta el día 3 de diciembre del mismo año, fecha en la 
que el recurrente interpuso el recurso a que se contraen estas 
consideraciones y por tanto lo fue dentro del plazo que establece 
la ley; que en consecuencia, el medio de inadmisión propuesto 
por el co-recurrido Eusebio Antonio Rodríguez Peralta, carece de 
fundamento y debe ser desestimado; 

Considerando, que el examen de la sentencia impugnada y de 
los documentos a que la misma se refiere muestran que el Banco 
Gerencial & Fiduciario, S. A., figuró como parte ante el Tribunal 
de Tierras de Jurisdicción Original, que conoció del asunto 
en primer grado, comprobándose que por el ordinal octavo 
de la Decisión núm. 45 del 31 de agosto de 2000, dictada en 
Jurisdicción Original se dispuso lo siguiente: “Octavo: Que debe 
rechazar y rechaza por los motivos expuestos las conclusiones 
en audiencia presentada por el Lic. Diego Infante Henríquez, en 
nombre y representación del Banco Gerencial y Fiduciario, S. A.”, 
lo que demuestra que el referido Banco sucumbió o perdió la litis 
en primer grado al serle rechazadas sus pretensiones; que dicho 
Banco no interpuso recurso de apelación contra esa decisión, ni 
participó, ni oral, ni por escrito ante el Tribunal a-quo que revisó 
la sentencia, y por tanto él no fue parte en la instancia de alzada 
que culminó con la sentencia ahora impugnada, lo que tampoco se 
ha demostrado; que en consecuencia, la decisión de primer grado 
adquirió la autoridad de la cosa juzgada contra dicho Banco; 

Considerando, que de conformidad con las disposiciones del 
artículo 133 de la Ley de Registro de Tierras: “podrán recurrir 
en casación en materia civil, las partes interesadas que hubieren 
figurado verbalmente o por escrito en el procedimiento seguido 
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por ante el tribunal que dictó la sentencia impugnada”; que, por 
tanto, es inadmisible el recurso ahora interpuesto por el Banco 
BHD, S. A., cuya calidad de continuador jurídico del Banco 
Gerencial & Fiduciario, S. A., tampoco ha probado el recurrente, 
por lo que el recurso de casación que se examina, por ambos 
motivos debe ser declarado inadmisible.

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de casación 
interpuesto por el señor Luis Manuel Angeles De los Angeles, 
contra la sentencia dictada por el Tribunal Superior de Tierras del 
Departamento Central el 30 de septiembre de 2003, en relación 
con la Parcela núm. 4-B-Prov.-38, del Distrito Catastral núm. 2 del 
Distrito Nacional, cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior 
del presente fallo; y condena al recurrente al pago de las costas 
y las distrae en provecho de la Dra. Cesarina De la Cruz Torres, 
abogada de la parte recurrida, quien afirma haberlas avanzado en 
su totalidad; Segundo: Declara inadmisible el recurso de casación 
interpuesto por el Banco Hipotecario Dominicano S, A. (B.H.D.), 
contra la sentencia ya señalada, por las razones expuestas en la 
presente decisión, y lo condena también al pago de las costas 
distrayéndolas a favor de los Dres. Carlos Manuel Padilla Cruz 
e Iris de la Soledad Valdez y de los Licdos. Juan Isidro Marte 
Hernández, Cristino De Aza y Juan Eduardo Sánchez Fernández, 
quienes afirman haberlas avanzado en su totalidad.

Así ha sido hecho y juzgado por la Cámara de Tierras, 
Laboral, Contencioso-Administrativo y Contencioso-Tributario 
de la Suprema Corte de Justicia, y la sentencia pronunciada por 
la misma, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito 
Nacional, capital de la República, en su audiencia pública del 25 
de marzo de 2009, años 166° de la Independencia y 146° de la 
Restauración.

Firmado: Juan Luperón Vásquez, Enilda Reyes Pérez, Darío 
O. Fernández Espinal y Pedro Romero Confesor. Grimilda 
Acosta, Secretaria General.
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La presente sentencia ha sido dada y firmada por los señores 
Jueces que figuran al pie, en la audiencia pública del día, mes y 
año en ella expresados, y fue firmada, leída y publicada por mí, 
Secretaria General, que certifico.
www.suprema.gov.do
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SENTENCIA DEL 25 DE MARZO DE 2009, NÚM. 28
Sentencia impugnada:	 Tribunal Contencioso- Tributario y 

Administrativo, del 5 de junio de 2007.
Materia:	 Contencioso-administrativo.
Recurrente:	 Dirección General de Aduanas.
Abogado:	 Dr. José Antonio Columna.
Recurrida:	 Peniche Rojas & Asociados, C. por A.
Abogados:	 Dres. Samir Rafael Chami Isa y Cándido 

Simón Polanco.

CAMARA DE TIERRAS, LABORAL, CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVO 
Y CONTENCIOSO-TRIBUTARIO.

Inadmisible / Rechaza

Audiencia pública del 25 de marzo de 2009.
Preside: Juan Luperón Vásquez.				     

 
Dios, Patria y Libertad

En Nombre de la República, la Cámara de Tierras, Laboral, 
Contencioso-Administrativo y Contencioso-Tributario de la 
Suprema Corte de Justicia, dicta en audiencia pública la siguiente 
sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Dirección 
General de Aduanas, institución estatal y órgano de la 
administración tributaria, con su asiento en esta ciudad, regulada 
por las Leyes núms. 3489 de 1953 y 226-07, representada por 
su Director General, Miguel Cocco Guerrero, con Cédula de 
Identidad y Electoral núm. 001-0058505-1, quien actúa, además, 
en su propio nombre, y Eduardo Rodríguez Apolinario, Cédula 
de Identidad y Electoral núm. 001-0858904-5, contra la sentencia 
dictada por el Tribunal Contencioso- Tributario y Administrativo, 
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en sus atribuciones de amparo el 5 de junio de 2007 cuyo 
dispositivo se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído en la lectura de sus conclusiones a la Dra. Alina Brito, 
por sí y por el Dr. José A. Columna, abogados de la recurrente 
Dirección General de Aduanas;

Oído en la lectura de sus conclusiones a la Licda. Sandra 
Montero, en representación del Dr. Cándido Simón Polanco, 
abogados de la recurrido Peniche Rojas y Asociados, S. A.;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la 
República;

Visto el memorial de casación depositado en la Secretaría de la 
Suprema Corte de Justicia el 18 de junio de 2007, suscrito por el 
Dr. José Antonio Columna, con Cédula de Identidad y Electoral 
núm. 001-0095356-1, abogado de los recurrentes, mediante el cual 
proponen los medios de casación que se indican más adelante;

Visto el memorial de defensa depositado en la Secretaría de 
la Suprema Corte de Justicia el 7 de diciembre de 2007, suscrito 
por los Dres. Samir Rafael Chami Isa y Cándido Simón Polanco, 
con Cédulas de Identidad y Electoral núms. 001-0169830-6 y 
001-0056709-8, respectivamente, abogados de la firma recurrida 
Peniche Rojas & Asociados, C. por A.;

Visto la Ley núm. 25 de 1991, modificada por la Ley núm. 156 
de 1997, y los artículos 1, 20 y 65 de la Ley sobre Procedimiento 
de Casación y la Ley núm. 437-06 que instituye el Recurso de 
Amparo;

La CORTE, en audiencia pública del 3 de septiembre de 2008, 
estando presentes los Jueces: Juan Luperón Vásquez, Presidente; 
Julio Aníbal Suárez, Enilda Reyes Pérez, Darío O. Fernández 
Espinal y Pedro Romero Confesor, asistidos de la Secretaria 
General y después de haber deliberado los jueces signatarios de 
este fallo;
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Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que en 
fecha 8 de marzo del 2007, mediante Acto núm. 132-2007 del 
Ministerial José Manuel Rosario Polanco, Alguacil Ordinario de 
la Cámara Civil y Comercial de la Corte de Apelación de Santo 
Domingo, la empresa hoy recurrida notificó a la Dirección 
General de Aduanas la reiteración de que dispusiera la entrega de 
vehículos importados por dicha empresa; b) que mediante Acto 
núm. 133-2007 de la misma fecha e instrumentado por el mismo 
Ministerial, la empresa hoy recurrida notificó a la Dirección 
General de Aduanas el segundo requerimiento de liquidación para 
el pago de los impuestos correspondientes a dichos vehículos; c) 
que no conforme con la actuación de la Dirección General de 
Aduanas, la empresa Peniche Rojas & Asociados, C. por A., en 
fecha 30 de marzo de 2007, interpuso recurso de amparo y sobre 
éste intervino la sentencia objeto de este recurso cuyo dispositivo 
es el siguiente: “Primero: Declara bueno y válido en cuanto a la 
forma el recurso de amparo interpuesto por la empresa Peniche 
Rojas & Asociados, C. por A., en fecha 30 de marzo del año 2007, 
ante el Tribunal Contencioso Tributario y Administrativo en 
contra de la Dirección General de Aduanas; Segundo: Ordena, 
a la Dirección General de Aduanas la entrega inmediata de los 
siguientes vehículos de motor: 1.- Jeep marca Land Rover, año 
2006, color rojo, chasis SALSF254X6A928702, 2.- Jeep marca 
Land Rover, año 2006, color azul, chasis SALSMF13436A216229; 
Tercero: Que en cuanto al vehículo marca Lexus, modelo 
2006, color blanco, chasis JTJHT00W764009596, se ordena a 
la Dirección General de Aduanas que efectúe la verificación y 
liquidación correspondiente, con la finalidad de que la recurrente 
Peniche Rojas & Asociados, C. por A., proceda a pagar los 
impuestos que corresponden; Cuarto: Condena a la Dirección 
General de Aduanas y al señor Miguel Cocco al pago de un 
astreinte de Diez Mil Pesos (RD$10,000.00) diarios por cada 
día de retardo en la entrega de los referidos vehículos; Quinto: 
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Ordena que la presente sentencia sea ejecutoria sobre minuta y no 
obstante cualquier recurso; Sexto: Ordena, la comunicación por 
Secretaría de la presente sentencia a la parte recurrente Peniche 
Rojas & Asociados, C. por A., a la Dirección General de Aduanas 
y al Magistrado Procurador General Tributario y Administrativo; 
Séptimo: Declara libre de costas el presente recurso de amparo; 
Octavo: Ordena, que la presente sentencia sea publicada en el 
Boletín del Tribunal Contencioso Tributario y Administrativo”; 

Considerando, que en su memorial de casación la recurrente 
propone los siguientes medios: Primer Medio: Violación del 
artículo 3, literal b) de la Ley núm. 437-06 sobre el Recurso de 
Amparo; Segundo Medio: Violación del artículo 44 de la Ley 
núm. 834 del 1978; Tercer Medio: Violación del artículo 45 de la 
Ley núm. 1494 del 2 de agosto de 1947 que instituye la Jurisdicción 
Contencioso-Administrativa; Cuarto Medio: Violación de los 
artículos 167 y 200 de la Ley núm. 3489;

En cuanto a la inadmisibilidad del recurso  
interpuesto por Eduardo Rodríguez Apolinario:

Considerando, que en su memorial de defensa, la recurrente, 
Dirección General de Aduanas, solicita la inadmisibilidad del 
recurso de casación con respecto a Eduardo Rodríguez Apolinario, 
y para fundamentar su pedimento alega que éste carece de interés 
legal por no haber sido condenado por la sentencia impugnada;

Considerando, que el estudio del expediente que nos ocupa 
revela, que ciertamente el señor Eduardo Rodríguez Apolinario 
figuró en el proceso como funcionario representante de la 
Dirección General de Aduanas, y que contra el mismo, no se 
pronunció ninguna condenación, por lo que el recurso interpuesto 
en su propio nombre resulta inadmisible, ya que en materia de 
casación también se aplica la regla general de que “no hay acción 
sin interés”, por lo que proceder acoge el pedimento de la co-
recurrente, en consecuencia, y se declara la inadmisibilidad del 
recurso de casación por él interpuesto;
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Considerando, que en el desarrollo del primer medio de 
casación propuesto, los recurrentes alegan, en síntesis, lo siguiente: 
que la sentencia impugnada viola el artículo 3, literal b) de la Ley 
núm. 437-06, que establece la inadmisibilidad de todo recurso de 
amparo intentado luego de transcurridos más de 30 días, desde el 
momento en que el supuesto agraviado ha tenido conocimiento 
de la conculcación de sus derechos; que la empresa recurrida le 
notificó a la Dirección General de Aduanas dos intimaciones para 
que procediera a la entrega de los vehículos por ella importados, una 
en fecha 8 de junio de 2006, mediante el acto núm. 661-06 y otra el 
22 de diciembre de 2006, mediante el acto núm. 456-06, pero que 
el recurso de amparo fue intentado en fecha 30 de marzo de 2007, 
siendo evidente que ya habían transcurrido más de ocho meses 
desde la primera intimación y mas de cuatro meses de la segunda, 
por lo que la recurrida tenía conocimiento de que la Dirección 
General de Aduanas no le devolvería los vehículos solicitados, con 
mucho más de 30 días de antelación a la interposición del recurso, 
así como también habían transcurrido mucho mas de 30 días, desde 
la fecha en que entró en vigencia la Ley núm. 437-06, si es que se 
entendiera que el punto de partida del plazo debe ser la entrada 
en vigencia de la misma; que cuando propuso esta inadmisibilidad 
ante el Tribunal a-quo la misma fue rechazada en atención a dos 
razones, que la recurrida trató por muchos medios de obtener la 
devolución de los vehículos y que el perjuicio es sucesivo, por lo 
que el plazo no se ha agotado, pero que con esta interpretación 
dicho tribunal dejó sin efecto las disposiciones del citado artículo 3 
de la ley, con lo que incurrió en una ilegalidad manifiesta y en una 
violación grosera de dicho texto; 

Considerando, que la sentencia impugnada expresa lo 
siguiente: “que en cuanto al segundo medio de inadmisión 
presentado por la Dirección General de Aduanas, en el sentido 
de que el presente recurso de amparo es extemporáneo, se ha 
podido determinar que si bien es cierto que la Ley núm. 437, 
sobre Recurso de Amparo, establece un plazo de 30 días para 
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la interposición de dicho recurso, contados a partir de que el 
agraviado tuvo conocimiento de la conculcación de sus derechos, 
no es menos cierto, que en la especie, se advierte que la empresa 
recurrente realizó innumerables gestiones de todo tipo, entre ellas 
varias intimaciones mediante actos de alguacil, con la finalidad de 
que la Dirección General de Aduanas le entregara los vehículos 
importados sin obtener ningún resultado positivo, y sin que 
dicha dirección le señalara las razones de la incautación; que en la 
especie valorando todas las diligencias realizadas por la empresa 
recurrente, tratándose de un procedimiento especial, como es el 
amparo, cuya finalidad es proteger los derechos fundamentales, y 
en razón de que la Dirección General de Aduanas no ha entregado 
los vehículos descritos, la lesión producida a la empresa recurrente 
se prolonga y se va renovando día a día, por lo que constituye una 
falta sucesiva que da vencimiento al inicio del plazo con cada día 
que perdure la violación, por lo que el plazo del recurso no se 
ha agotado, en consecuencia se desestima el referido medio de 
inadmisión por improcedente y se declara bueno y válido en la 
forma el presente recurso de amparo”; que también se expresa en 
otra parte de dicha sentencia, “que este tribunal advierte que la 
parte recurrente, en relación con los vehículos marca Land Rover, 
descritos en un considerando anterior, ha cumplido con todos los 
requerimientos legales para su importación así como también ha 
pagado todos los impuestos aduanales liquidados por el Colector 
de Aduanas correspondiente; que ante esta realidad la actuación 
de la Dirección General de Aduanas de incautar dichos vehículos 
deviene en un acto arbitrario e ilegal”;

Considerando, que los motivos transcritos anteriormente 
pone de manifiesto que al establecer en su sentencia que “la 
lesión producida a la empresa recurrente por la no entrega de los 
vehículos es una falta sucesiva que se va renovando con cada día 
que perdure la violación, por lo que el plazo no se ha agotado”, 
el Tribunal a-quo hizo un uso correcto del soberano poder de 
apreciación de que está investido en esta materia, ya que si bien 
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es cierto, el artículo 3 de la ley que regula el amparo impone el 
plazo de 30 días para sancionar la inacción o dejadez del afectado, 
interpretando que si la acción no ha sido interpuesta es porque 
éste ha renunciado a la misma y ha convalidado el hecho o el acto 
que afectó su derecho constitucional, pero no menos cierto es, 
que en la práctica, no siempre ocurre así, por lo que la propia ley, 
a fin de salvaguardar y tutelar los fines que persigue el amparo, 
que se crea para proteger de la arbitrariedad y del abuso de poder, 
en garantía a los derechos humanos, ha establecido que el plazo 
que debe observarse comenzará a correr, no a partir de la fecha 
de la actuación u omisión ilegítima, sino a partir del momento en 
que el agraviado tuvo conocimiento o debió tenerlo de la lesión 
a sus derechos fundamentales, lo que constituye una cuestión de 
hecho que debe ser apreciada soberanamente, en cada caso, por 
los jueces del fondo; que en la especie, tras valorar los elementos 
y documentos de la causa, el Tribunal a-quo estableció “que la 
empresa recurrente realizó innumerables gestiones de todo tipo, 
entre ellas varias intimaciones mediante actos de alguacil, con la 
finalidad de que la Dirección General de Aduanas le entregara 
los vehículos importados, sin obtener ningún resultado positivo 
y sin que la Dirección General de Aduanas le señalara las razones 
de la incautación”, por lo que dicho tribunal consideró, que en la 
especie, se trataba de una violación sucesiva o continua fundada 
en las constantes negativas de entrega por parte de las autoridades 
aduaneras de los vehículos importados por la recurrida sobre 
los que ya había pagado los impuestos correspondientes; que al 
existir continuidad en la lesión, el plazo para interponer dicho 
recurso, no debía contarse desde la primera trasgresión, como 
pretenden los recurrentes, sino que tal como lo hizo dicho 
tribunal, tenían que valorarse las diligencias que la recurrida había 
realizado a fin de determinar si ésta había actuado con mayor o 
menor celeridad frente al continuo estado de violación, lo que fue 
valorado por el Tribunal a-quo según consta en los motivos de 
su decisión y tras apreciarlo pudo establecer que al momento de 
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la interposición del recurso el plazo no se había agotado, debido 
a la continuidad y permanencia de la lesión y a las constantes 
diligencias encaminadas por la recurrida para ponerle fin a esta 
actuación arbitraria e ilegal de las autoridades, constando en el 
expediente que la última de estas diligencias fue realizada el 8 
de marzo de 2007 y frente a la nueva negativa de entrega, los 
recurrentes interpusieron su recurso de amparo el 30 de marzo de 
2007, siendo evidente que aún se encontraba abierto el plazo para 
incoarlo; que al decidirlo así, dicho tribunal aplicó correctamente 
la ley e hizo un uso correcto de su soberano poder de apreciación 
al establecer el punto de partida del plazo, sin incurrir en el vicio 
invocado por los recurrentes, por lo que se rechaza el medio de 
casación que se examina;

Considerando, que en el segundo medio los recurrentes 
alegan, en síntesis, que el Tribunal a-quo incurre en la violación 
del articulo 44 de la Ley núm. 834 del 1978, toda vez que tuvo a 
bien fallar el fondo del asunto rechazando la inadmisibilidad que 
le fuera planteada, en el sentido de que el vehículo marca Lexus, 
modelo 2006, al momento de la interposición del recurso ya no 
era propiedad de la recurrida, por lo que es evidente que ásta 
no tenia ningún interés y que con respecto a dicho vehículo su 
recurso debió ser declarado inadmisible; que un argumento de 
tal simpleza no pudo ser comprendido por dichos jueces quienes 
rechazaron dicho medio de inadmisión estableciendo argumentos 
que carecen de base jurídica y que llevaron a dicho tribunal a 
establecer tristemente que para que la venta se perfeccione es 
necesario que se entregue la cosa, lo que no es cierto, ya que 
el contrato de venta es consensual, por lo que se perfecciona 
meramente con el acuerdo de voluntades, por lo que es evidente 
que la recurrida no tiene interés ni mucho menos calidad para 
solicitar la devolución de un vehículo, que según su propio decir, 
no es de su propiedad y que al ordenar la devolución de dicho 
vehículo a una persona que no tenía calidad para reclamarlo, 
dichos jueces sentaron una jurisprudencia que a todas luces es 
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violatoria del articulo 44 de la Ley 834, por lo que su decisión 
debe ser casada; 

Considerando, que también consta en la sentencia impugnada 
lo siguiente: “que en cuanto al primer medio de inadmisión 
planteado por la Dirección General de Aduanas, relativo al 
vehículo marca Lexus, en el sentido de que el vehículo ya no es 
propiedad de la recurrente porque depositó documentos que 
demuestran que ésta lo vendió, se advierte, que ciertamente la 
propia recurrente depositó documentos en donde ella le comunica 
a la Dirección General de Aduanas que vendió al señor Radhamés 
Antonio Fermín Cruz, portador de la Cédula de Identidad y 
Electoral núm. 031-0147144-2 el vehículo marca Lexus, modelo 
410, año 2006, de color blanco, chasis JTJHT00W764009596; 
que este tribunal entiende que al momento en que se interpuso 
el presente Recurso de Amparo el vehículo marca Lexus, antes 
descrito, no pertenecía a la empresa recurrente Peniche Rojas & 
Asociados, C. por A., sino al señor Radhamés Antonio Fermín 
Cruz; sin embargo, es obvio que para que la venta se perfeccione 
es necesario que se entregue la cosa, que en el caso es el vehículo, 
de donde la recurrente debe procurar que la Dirección General de 
Aduanas le entregue el vehículo para a su vez entregarlo a quien 
se lo compró, en consecuencia se rechaza el medio de inadmisión 
ya que la figura del amparo protege de abusos y atropellos 
cometidos en violación a principios fundamentales, las causas de 
inadmisibilidad del amparo están limitativamente señaladas en el 
artículo 3 de la Ley nú. 437-06”;

Considerando, que lo transcrito anteriormente revela, que al 
rechazar el medio de inadmisión que por falta de calidad le fuera 
planteado, el Tribunal a-quo aplicó correctamente la ley, sin violar 
el artículo invocado por los recurrentes, ya que si bien es cierto 
que la venta es un contrato consensual que se forma desde que 
las partes convienen sobre la cosa y el precio, no menos cierto 
es que para que el comprador adquiera el legítimo disfrute de la 
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cosa vendida, el vendedor tiene la obligación de entregarla, lo que 
en la especie no pudo ejecutarse debido a la ilegítima retención 
del vehículo vendido por parte de las autoridades aduaneras; que 
en consecuencia, la hoy recurrida tenía calidad e interés para 
interponer la acción de amparo cuyo objeto era obtener la entrega 
del vehículo ilegalmente, a fin de materializar de una de las 
principales obligaciones que estaba a su cargo como vendedora, 
como lo es la entrega o traslado de la cosa vendida al dominio 
y posesión del comprador; por lo que se rechaza el medio de 
casación que se examina por improcedente y mal fundado;

Considerando, que en el tercer medio de casación los 
recurrentes alegan, en síntesis, que la sentencia atacada viola de 
forma grosera las disposiciones del articulo 45 de la Ley núm. 
1494 de 1947, toda vez que ordena un astreinte de Diez Mil Pesos 
en contra de la Dirección General de Aduanas y Puertos, por 
cada día en el retraso del cumplimiento de dicha decisión, no 
obstante a que dicho texto prohíbe expresamente la condenación 
en astreinte a las instituciones estatales y al Estado, además de 
que como es bien sabido, constituye un criterio de la Suprema 
Corte de Justicia, la prohibición de fijar astreintes en contra del 
Estado, como una vía para constreñirlo al cumplimiento de una 
obligación impuesta por una sentencia rendida en su contra, por 
lo que es evidente que al decidirlo así, la sentencia atacada viola 
estas disposiciones y debe ser casada;

Considerando, que el artículo 45 de la Ley núm. 1494 que 
instituye la jurisdicción contencioso-administrativa dispone que: 
“En ningún caso, sin embargo, las entidades públicas podrán ser 
objeto de embargos, secuestros o compensaciones forzosas, ni el 
tribunal podrá dictar medidas administrativas en ejecución de sus 
propias sentencias”;

Considerando, que el artículo 28 de la ley que establece el 
Recurso de Amparo dispone, lo siguiente: “El juez que estatuya en 
materia de amparo podrá pronunciar condenaciones o astreintes, 
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con el objeto de constreñir al agraviante al efectivo cumplimiento 
de lo ordenado por el Magistrado”; que el artículo 31 de la 
misma ley establece que: “La presente ley deroga cualquier otra 
disposición de naturaleza legal que le sea contraria”;

Considerando, que del estudio de los textos legales transcritos 
precedentemente se desprende, que contrario a lo alegado por los 
recurrentes, en el sentido de que el Tribunal a-quo al pronunciar 
dicho astreinte en contra de las autoridades aduaneras, violó las 
disposiciones del artículo 45 de la Ley núm. 1494 que prohíbe 
este tipo de condena, es oportuno aclarar que esta disposición 
podría tener aplicación en un proceso común, pero no en materia 
de amparo, en la que expresamente el artículo 28 de la Ley núm. 
437-06 instituye la figura del astreinte como una herramienta 
valiosa para doblegar la resistencia de la administración pública 
a cumplir con la decisión que ampara, y así lograr la eficacia de la 
sentencia; por lo que en la especie, al condenar en astreinte a los 
recurrentes, el Tribunal a-quo realizó una correcta aplicación del 
citado artículo 28, ya que de nada le valdría a aquel que acude a la 
jurisdicción en busca de amparo y lo obtiene, si el juez, a fin de 
garantizar la efectividad de su decisión y por la misma sentencia, 
no condenara a una astreinte conminatorio cuando de los hechos 
perciba la resistencia del demandado, como se estableció en la 
especie; en consecuencia se rechaza el medio que se examina por 
improcedente y mal fundado;

Considerando, que en el cuarto medio de casación los 
recurrentes plantean, en síntesis, que el Tribunal a-quo violó los 
artículos 167 y 200 de la Ley núm. 3489 sobre Régimen Legal 
de Aduanas, ya que el artículo 167, que es el que se encarga de 
tipificar el delito de contrabando no limita dicha infracción al no 
pago de los impuestos y aranceles sino que claramente establece 
que el no cumplimiento de todos los requisitos es constitutivo del 
delito; que en el caso de la especie, quedó constatado y claramente 
establecido que los vehículos marca Land Rover reclamados no 
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tenían la autorización requerida para salir de los Estados Unidos de 
América, toda vez que estaban financiados, por lo que al sacarlos 
por México, no sólo se evadieron los trámites para la obtención 
del permiso para exportación, sino que se dejaron de pagar los 
impuestos correspondientes, y que en consecuencia correspondía 
a las Aduanas actuar de conformidad con las disposiciones de la 
Ley núm. 3489, expresamente en su artículo 200, que establece la 
retención de las mercancías objeto del contrabando, por lo que 
la apreciación hecha por los jueces del Tribunal a-quo, sobre la 
supuesta ilegalidad y arbitrariedad de la retención de los vehículos, 
es claramente violatoria de las disposiciones contenidas en dichos 
artículos, además de que desconoce el delito de contrabando en el 
que incurrió la recurrida y frustra la represión del mismo y obliga 
a las Aduanas a retornar vehículos, que de conformidad con la ley, 
deben ser comisados;

Considerando, que el estudio de la sentencia impugnada 
revela que los recurrentes no plantearon estos argumentos ante 
el Tribunal a-quo, ya que los mismos no figuran en sus alegatos 
ni en sus conclusiones, por lo que evidentemente se trata de un 
medio nuevo, inadmisible por primera vez en casación, ya que 
proviene de circunstancias, hechos y alegatos no propuestos por 
ante los jueces del fondo a fin de que hicieran derecho sobre los 
mismos; por lo que procede declarar inadmisible este medio;

Considerando, que en materia de amparo el procedimiento se 
hará libre de costas, de acuerdo a lo dispuesto por el artículo 30 
de la Ley núm. 437-06.

Por tales motivos: Primero: Declara inadmisible en lo que 
concierne a Eduardo Rodríguez Apolinario, el recurso de casación 
por el interpuesto, conjuntamente con la Dirección General de 
Aduanas y Miguel Cocco Guerrero, contra la sentencia dictada 
por el Tribunal Contencioso Tributario y Administrativo, en sus 
funciones de amparo, el 5 de junio de 2007, cuyo dispositivo se ha 
copiado en parte anterior del presente fallo; Segundo: Rechaza 
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dicho recurso con relación a los co-recurrentes Dirección General 
de Aduanas y Miguel Cocco Guerrero; Tercero: Declara que en 
esta materia no ha lugar a condenación en costas.

Así ha sido hecho y juzgado por la Cámara de Tierras, 
Laboral, Contencioso-Administrativo y Contencioso-Tributario 
de la Suprema Corte de Justicia, y la sentencia pronunciada por 
la misma, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito 
Nacional, capital de la República, en su audiencia pública del 25 
de marzo de 2009, años 166° de la Independencia y 146° de la 
Restauración.

Firmado: Juan Luperón Vásquez, Enilda Reyes Pérez, Darío 
O. Fernández Espinal y Pedro Romero Confesor. Grimilda 
Acosta, Secretaria General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los señores 
Jueces que figuran al pie, en la audiencia pública del día, mes y 
año en ella expresados, y fue firmada, leída y publicada por mí, 
Secretaria General, que certifico.
www.suprema.gov.do






